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El servicio: paradigma de relación política
en los siglos xvi y xvii

Alicia Esteban Estríngana
Aunque en los siglos 
xvi y xvii “la vida política no se reducía a las relaciones entre rey 
y reino”1, al marco de correspondencia definido por la soberanía y la sujeción política, 
este ha sido el elegido para reflexionar sobre el sentido del servir y del servicio en esa 
cronología. La elección se justifica por el ámbito en el que dicha reflexión se enmarca: la 
Monarquía de los Austrias, constituida como agregación de comunidades políticas que 
compartían el mismo soberano. Un hecho que las dotaba de un importante rasgo común: 
la relación que las vinculaba con él, fundamento del orden político interior de cada una, 
además de referente y leitmotiv del conjunto político-territorial surgido como agregado 
de todas ellas. Si se considera que el soberano de este conjunto no era un soberano común −en el sentido de serlo de todos los territorios a la vez sin serlo privativamente de 
ninguno−, sino un soberano propio y privativo de cada entidad político-territorial que lo 
componía, resulta obvio que solo la relación que le vinculaba con todas esas comunidades 
podía considerarse verdaderamente común, puesto que se establecía con todas a la vez y 
no era singular o privativa de ninguna de ellas.   

Era una relación cimentada por la fidelidad, cuyos vínculos presuponían una reciprocidad −basada en obligaciones mutuas y en derechos bilaterales−, que alimentaba la noción de comportamiento político correcto y permitía evaluar las acciones de las dos partes 
implicadas. Regían la promesa y la deuda; también, la esperanza y la acreencia: quienes 
se involucraban en una relación de fidelidad debían o adeudaban porque prometían, al 
tiempo que se transformaban en acreedores de promesas ajenas y esperaban confiadamente su cumplimiento. Por eso, el imaginario político coetáneo se hallaba plagado de 
preceptos que modelaban sentimientos y definían obligaciones de fidelidad, que perfilaban las conductas y dirigían las acciones de cuantos se hallaban inmersos en su marco de 
relación. Porque la fidelidad −en cuanto correspondencia y consonancia, en el sentido de 
conformidad entre partes con obligaciones y derechos equivalentes−, se concebía activa y 
debía materializarse en actos concretos. Algo inevitable, puesto que solo el cumplimiento 


1 
X. Gil Pujol, “Constitucionalismo aragonés y gobierno Habsburgo: los cambiantes significados de libertad”, 
en R.L. Kagan y G. Parker (eds.), España, Europa y el mundo Atlántico. Homenaje a John H. Elliott, Madrid, 
2001, p. 233.

efectivo de lo prometido-debido-esperado fomentaba la confianza de las partes y garantizaba la pervivencia de su relación. 
Esta exigencia de ejercitación práctica se ponía de manifiesto mediante la propia ceremonia de inauguración de la soberanía, consistente en un recíproco juramento de fidelidad que ligaba al soberano con sus vasallos. Para él, la ceremonia implicaba asunción 
de la autoridad y la potestad soberanas y promesa de cumplir fielmente los deberes que 
ambas conllevaban, ratificada con un juramento. Tales deberes se objetivaban en la responsabilidad primordial de favorecer y proteger a los vasallos, en el sentido de promover 
y defender con hechos sus intereses. Para ellos, implicaba aceptación y reconocimiento de 
una autoridad-potestad soberana y promesa de obedecerla, ratificada con un juramento. 
Esta obediencia se entendía debida por haber sido prometida y libre por la simple razón 
de haber sido prometida voluntariamente. Consistía en obrar según el deseo del superior 
al objeto de beneficiarle y complacerle, de serle útil y provechoso a través de obras concretas. Y explicitaba subordinación y sometimiento voluntario a la disposición del superior. 
De ahí que obedecer a otro consistiera en hacer su voluntad, en hacer lo que mandaba, 
y que se considerara sinónimo de servir. Obedecer “consiste en la execución de lo que se 
nos manda. Dar la obediencia, reconocer al mayor y superior”, declaraba Sebastián de 
Covarrubias en 1611, al tiempo que asociaba este significado al del propio vocablo “servir”: 


“vale obedecer a otro, y hazer su voluntad, y unos sirven libremente dando gusto 
a otros, y estos sirven con su voluntad; otros sirven forçados como los esclavos, y otros en 
una medianía, alquilándose o haziendo concierto con la persona a quien sirven, como son 
los criados a los señores […] Servidor, el amigo que dessea dar gusto. Servicio, la obra que 
se haze sirviendo”2. 

La obediencia presuponía servicio y quien servía a otro le proporcionaba satisfacción, 
como demostraba el vocablo deservir, que Covarrubias presentaba como “contrario de servir, cuando en lugar de dar contento se da enojo. Deservido, el mal contento. Deservicio, 
el mal servicio”3. No obstante, para satisfacer a otro no era preciso recibir y ejecutar sus 
órdenes conformándose con ellas. Bastaba con presentar la intención, la disposición y la 
iniciativa de servirle, materializándolas mediante ofrecimientos y acciones reconocibles. 
Dicha materialización denotaba reconocimiento de fidelidad, que a la fuerza presuponía 
merecimiento de fidelidad. Puede decirse, por eso, que el servicio también nacía de la 
gratitud del servidor. De ahí que se preste a una lectura complementaria de la puramente 
contractual o sinalagmática cuando ésta se limita a considerarlo como simple mecanismo 
empleado por el servidor para generar gratitud en el servido y obtener de él contraprestaciones. 

2 
S. de Cobarruvias Orozco, Tesoro de la lengua castellana, o española, Madrid, Luis Sánchez, 1611, f. 566r y f.
27v (refoliado a partir de la letra R).

3 Ibídem, f. 313r.

Desde luego, no se debe perder de vista que el servicio: 
1) era una obligación en sí 
misma, un deber activo libremente adquirido que se entendía necesario para el adecuado 
funcionamiento de la asociación soberano-vasallo surgida del recíproco juramento antes 
aludido, que transformaba al vasallo en deudor voluntario de servicio y, en consecuencia, 
al soberano en acreedor forzoso de servicio; 2) que ni la acreencia forzosa ni la deuda voluntaria de servicio emanadas de dicho juramento eran unidireccionales, sino correlativas. 
De hecho, el servicio no solo era una deuda u obligación adquirida por el vasallo. Con su 
juramento, también el soberano se comprometía por propia voluntad a beneficiar y satisfacer a sus vasallos, a serles útil y provechoso, aunque sin someterse o sujetarse a ellos. De
ahí que se pudiera servir sin hallarse a disposición de otro, ejerciendo la propia voluntad 
y no la voluntad de ese otro. Este matiz, es decir, el hecho de que el servicio pueda ser 
considerado como expresión activa de la voluntad del servidor4, muestra que una relación 
de servicio era una relación de dependencia consciente, aceptada y conveniente, entendiendo por dependencia no tanto subordinación como adherencia o afición presentida 
como beneficiosa, útil y provechosa para los intereses propios. Porque beneficiar a otro no 
tenía por qué conllevar perjuicio propio, si bien es cierto que solo la experiencia de servir 
y la conciencia de servir forjada en la experiencia de servicio podían confirmar al servidor 
si, a la larga, el beneficio sistemático de esos intereses ajenos le reportaba o no beneficios 
propios. 

Unos beneficios que, como es lógico, no deben pensarse solo en clave de contraprestación recibida del otro, sino también como logros comunes en la promoción y la defensa de 
intereses o fines necesariamente compartidos por el servidor y el servido. Compartimiento éste en absoluto espontáneo o natural, sino artificial en el sentido de ser promovido 
por ambos y derivar de una mutua y progresiva adaptación de fines. De adaptar los fines 
propios a los fines ajenos y viceversa, los fines ajenos a los fines propios, resultaba una 
convergencia de fines construida mediante interacción. Algo a tener en cuenta, porque 
compartir fines lleva a poner en funcionamiento conjuntamente medios encaminados a 
su consecución. De ahí que las condiciones del servicio y los modos de servir no pudieran 
ser objeto de imposición, sino que tuvieran que consensuarse, mediante negociación y 
transacción, para unir durablemente a cuantos se vinculaban mediante relaciones de servicio. De la duración de estas relaciones dependían los logros, a la fuerza mutuos, que se 
podían obtener con ellas. Logros cuya consecución se hallaba supeditada a la sintonía que 
fuera capaz de establecerse en los fines y en los medios del servicio. Una sintonía consistente en que unos y otros fueran percibidos como comunes y, por tanto, que no dejaran 
de percibirse nunca como propios. 


4 
A. Esteban Estríngana, “Las provincias de Flandes y la Monarquía de España. Instrumentos y fines de la 
política regia en el contexto de la restitución de soberanía de 1621”, en A. Álvarez-Ossorio Alvariño y B.J. 
García García (eds.), La Monarquía de las Naciones. Patria, nación y naturaleza en la Monarquía de España, 
Madrid, 2004, p. 239 y pássim. 

En consecuencia, parece posible afirmar que las relaciones de servicio que vinculaban 
durablemente a servidores y servidos eran una prueba fehaciente de adhesión política y 
conformaban identidad política5. Eso permite considerar el servicio como norma básica 
de relación política, mejor dicho, como regla suprema de conducta para quienes se asociaban políticamente, para cuantos vivían en comunidad o aspiraban a formar comunidad, 
por entenderse que servir a otros beneficiaba a todos. La cultura política del servicio creaba comunidades de servicio6, durables en ocasiones, pero no necesariamente perdurables. 
Porque, igual que se lograban asociar, los intereses se podían disociar de forma consciente 
o inconsciente, voluntaria e involuntaria. Con el tiempo, fines y medios antes convergentes, podía llegar a divergir por múltiples razones derivadas de la práctica y la vivencia 
del servicio. Esta divergencia acababa provocando deservicio (interrupción y negación 
puntual del servicio) que, si no se enmendaba o reconducía, podía conllevar ruptura transitoria o definitiva de la relación de servicio. 

En este sentido, se puede concluir que la duración de las relaciones de servicio atestiguaba su fortaleza y su firmeza (medidas en términos de adaptabilidad de fines y medios) 
y condicionaba sus logros (medidos en términos de recíproco o común aprovechamiento). Por el contrario, la transitoriedad de dichas relaciones testimoniaba su fragilidad, 
medida en idénticos términos, y determinaba el malogro de fines, derivado en gran medida la inoperancia de medios. Por eso, el seguimiento de estas relaciones ofrece múltiples 
posibilidades de estudio a la vez que indudables desafíos metodológicos, que se trataron 
de abordar mediante el seminario de formación e investigación Élites de servicio-servicio de 
élites. Medios, fines y logros del servicio al soberano en la Monarquía de los Austrias, celebrado 
en la Universidad de Alcalá durante los días 14 y 15 de octubre de 20107. 

El propósito del seminario fue atender al deber de servicio, a la voluntad de servicio y 
a la negociación del servicio, orientando la reflexión hacia:

a) La construcción y la operatividad de una ideología de servicio al soberano, junto 
con su replanteamiento y redefinición en el medio y largo plazo.
b) Los medios del servicio, sus manifestaciones prácticas en los diversos ámbitos de 
actividad (político, económico, financiero, militar, eclesiástico, doméstico, artístico…) y 
en los distintos espacios políticos (territoriales y también inter o transterritoriales) de la 
Monarquía en que podía concretarse.   


5 
A. Esteban Estríngana, “Afición, entendimiento y celo al servicio de Su Majestad. El conde de Solre, Jean de 
Croÿ, y la unión hispano-flamenca en el reinado de Felipe IV”, en R. Vermeir, M. Ebben y R. Fagel (eds.), 
Agentes e identidades en movimiento. España y los Países Bajos (siglos XVI-XVIII), Madrid, 2011, pp. 195-230, 
pássim.

6 
Sobre la idea de “comunidad de servicio”, la mención incluida en A. Esteban Estríngana, “Agregacion de 
territorios e integración de sus élites. Flandes y la Monarquía de Felipe III (1598-1621)” en Studia Storica. 
Historia Moderna, 32 (2010), p. 263.

7 Su crónica, elaborada por B.J. García García, en Cuadernos de Historia Moderna, 36 (2011), pp. 212-215.
c) Los fines del servicio, los objetivos que los deudores, el acreedor y los oferentes en 
general (vinculados o no al soberano por una relación de fidelidad) perseguían con su 
práctica.   

d) Los logros y el alcance real del servicio para todos los actores involucrados en él 
(deudores, acreedor y oferentes en general): su resultado (suficiente o insuficiente en relación con sus fines).  

Este volumen colectivo es reflejo de los trabajos y aportaciones del seminario, pero 
cuenta también con contribuciones de investigadores invitados a participar en la publicación. Tanto el seminario como el volumen se inscriben en el marco del proyecto coordinado “Gestión del poder, patronazgo cortesano y capital financiero en la Monarquía 
Hispánica (1580-1715)” [HAR2009-12963-C03/HIS] del Ministerio de Ciencia e Innovación del Gobierno de España y son resultado de la colaboración de sus miembros, aunque 
fueron concebidos como actividad vinculada al subproyecto “Integración de territorios 
para un desafío global: Flandes, Portugal y sus élites político-financieras (1580-1660)” 
[HAR2009-12963-C03-02/HIS], ejecutado desde la Universidad de Alcalá. 

La primera sección del volumen agrupa doce trabajos que analizan nociones y problemas ligados a la teoría y a la práctica de servir. Se comienza asociando los conceptos de 
vasallaje y servicio, que transcriben estados de subordinación y dependencia claramente 
extrapolables. Luego se asocia la idea de servicio con la de sacrificio –que implica sufrimiento, además de rendimiento generoso de la voluntad individual–, para explicar la 
obediencia como aceptación sacrificada de los deberes inherentes a la posición providencialmente asignada a cada uno en el orden político. También se examinan el concepto polisémico de obediencia política y su evolución, los problemas generados por la demanda 
de obediencia y los límites del discurso religioso de la desobediencia. A continuación, se 
reconstruye una concepción de servicio concreta, cuya formulación contribuyó a perfilar 
una nueva idea de lealtad, unilateralmente reversible y revocable, que limitaba en la práctica las posibilidades de servicio efectivo, porque éste se concebía como mera cooperación 
sin sujeción. Después se atiende al funcionamiento de la mecánica de la reciprocidad y 
a sus efectos, mostrando la obligación que el servicio efectivo de los súbditos generaba 
en el soberano, una obligación condicionada por el reconocimiento –que evaluaba la 
trascendencia del servicio prestado y el mérito asociado a él–, y objetivable en la remuneración. La necesidad de evaluación daba pie a construir y divulgar discursos idealizados 
de servicio y mérito con ánimo de mejorar su recompensa. De ahí que la sección se cierre 
con reflexiones sobre la propia retribución: sobre la inexorabilidad de su práctica para el 
receptor del servicio, el ejercicio condicionado de la potestad remuneratoria del soberano 
y la instrumentación de la recompensa por parte tanto del remunerador como del remunerado.  

En su contribución,
 Francisco J. Aranda Pérez presenta una realidad poco cuestionable: el lenguaje del vasallaje se empleaba para representar y definir la relación soberanosúbdito en los siglos xvi y xvii. De ahí la necesidad de efectuar un recorrido conceptual 
a través del fundamento mismo de la relación vasallática, cimentada sobre la mutualidad 
del servicio y de su complementario beneficio. El autor se pregunta si el paradigma del 
vasallaje, clave para explicar las relaciones de poder en la Edad Media, resulta útil para 
explicar la práctica del poder en esta otra cronología y, por extensión, en fases más tardías 
del Antiguo Régimen. La pervivencia de ese lenguaje indica que lo vasallático pervivió y 
la omnipresencia del “régimen señorial” –en sus distintas variantes y con sus transformaciones de forma y fondo–, confirma que así fue. El señorío real era señorío de vasallos, 
pero éste no se confundía con aquel, porque el rey no era el único señor de vasallos. Eso 
significa que la relación vasallática no se establecía solo con él y, en consecuencia, que el 
servicio al soberano no era el único deber de los vasallos del reino. Significa, además, que 
deberes hasta cierto punto equiparables a los del rey-señor eran compartidos por algunos 
de sus vasallos, aquellos que adquirían la condición de señores intermedios o subalternos. 
De ahí que se pueda hablar de multiplicación de situaciones socio-vasalláticas, que se 
deba entender lo vasallático como un modo peculiar de concebir y de ejercer el poder, y 
que el vasallaje pueda proporcionar principios válidos para explicar los comportamientos 
políticos durante los siglos modernos. 

Aranda Pérez sostiene que señorío ha de considerarse trasunto de gobierno, del mismo modo que vasallo debe considerarse trasunto de servidor. Por eso, la mayor parte de 
la literatura política del periodo incide en la reciprocidad de la relación señor-vasallo, 
evidenciando derechos, deberes y compromisos mutuos, si bien faltan todavía estudios 
dedicados a desentrañar la vigencia específica de este concepto y modalidad de relación 
señorío-vasallática durante la Edad Moderna. Con el fin de trazar su evolución hasta 
constatar su pérdida de validez como paradigma de relación política y social, el autor 
rescata una batería de significados y matices de esa misma literatura que permiten comprobar cómo el rey, además de señor de señores y de vasallos, se afirma paulatinamente 
como soberano de súbditos naturales, debilitando las connotaciones contractualistas de 
su relación con el reino. Así, no sorprende que teóricos como Jerónimo Castillo de Bovadilla, Pedro Salazar de Mendoza o Jerónimo de Ceballos reflexionaran sobre qué era ser 
señor y ser vasallo en tiempos modernos; y tampoco que su reflexión privara al concepto 
de vasallaje de su sujeto y predicado primarios para designar cualquier tipo de servicio o 
servidumbre. Aranda Pérez analiza luego las diferentes tipologías señoriales y vasalláticas, 
distinguiendo entre un “señorío vasallaje supremo”, que correspondía al rey y se concebía 
innato, previo y natural; y un “vasallaje señorío subalterno”, que no debía restarle un ápice 
de poder, pero que impregnaba todo el orden social, ya fuera desde el régimen señorial 
o desde el concomitante régimen concejil o municipal. En este sentido, el vasallaje era 
un estado de subordinación y, por consiguiente, la condición elemental del vasallo era la 
dependencia reconocida, que se entendía libremente contraída (contratada o pactada) en 
ciertos estadios de vasallaje, aunque inevitable en otros, si bien tendió a presentarse y asumirse como inexorable frente al señorío real, siendo precisamente esta inexorabilidad la 
que explica el camino moderno de la monarquía hacia el absolutismo. Como es lógico, si 
vasallo era sinónimo de dependiente, la amplia tipología de dependencias y obligaciones 
consustanciales a ellas permite al autor establecer una rica tipología vasallática: doméstica 
(vasallo-criado), militar o “auxiliadora” (vasallo-caballero y vasallo soldado), de asesoramiento y confidencia (vasallo-consejero), natural o primordial (vasallo-súbdito) y fiscal 
o de contribución (vasallo-tributario). Finalmente, Aranda Pérez muestra cómo el modo 
vasallático de concebir y ejercer el poder se encontraba completamente transformado a finales del siglo xviii, cuando el rey, en cuanto señor concreto, ya no se anteponía a la patria 
en el deber de servicio del vasallo-súbdito, sino que iba de la mano con ella. De ahí que no 
tardaran en surgir nuevas ideas y modelos de relación que despersonalizaron dicho deber 
redirigiéndolo hacia ese otro señor colectivo y casi inmaterial. Una despersonalización que 
constataba el tránsito de súbdito a ciudadano junto con el de rey-señor a rey-ciudadano. 

La relación soberano-súbdito también es analizada en mi contribución, donde trato 
de aproximarme a la idea coetánea de servicio a partir de un arquetipo de soberanía construido, durante una dilatada cronología, en círculos próximos a los Habsburgo a partir 
del mito bíblico del juez Gedeón. Interpretado por la patrística como prefiguración del 
sacrificio de Cristo, al asociar su vellón con la Encarnación divina, fue el mito elegido por 
el entorno del duque de Borgoña, Felipe el Bueno, para cristianizar el referente fundacional de la Orden del Toisón de Oro. Pero, desde que el vellón de Gedeón se convirtiera en 
divisa de la orden hasta que, en sus Empresas políticas, Diego Saavedra Fajardo asociara la 
figura del vellón-tusón con la figura del príncipe, que se ofrecía a Dios en sacrificio por el 
bien de todos sus vasallos, el mito de Gedeón sirvió a numerosos autores para elaborar su 
propia visión de la soberanía teórica y práctica. La mayoría coincidía en que, al asumir la 
majestad, el soberano asumía un deber de servicio que conllevaba un sacrificio abnegado 
por la comunidad de vasallos, equiparable al que Cristo había realizado por la comunidad 
de creyentes. Del mismo modo que su sacrificio había convertido a Cristo en cabeza (redentora) de la Iglesia, el suyo convertía al soberano en cabeza (protectora, remediadora y 
benefactora) del cuerpo político. Ambos sacrificios estaban animados por el amor hacia 
estas dos formas de comunidad, pero la equiparación establecida entre ellos permitía entrever otra inspiración amorosa complementaria. Porque, al sacrificarse por la comunidad 
de creyentes, Cristo cumplía amorosamente la voluntad de su Padre, del mismo modo 
que, al sacrificarse por la comunidad de vasallos, el soberano cumplía amorosamente la 
voluntad de Dios, que le confiaba la tutela de la comunidad, concebida como deber de 
procurarle protección, remedio y bienestar. Así, la aceptación de tan egregio oficio no solo 
transformaba al soberano en un servidor de la comunidad, sino también en un servidor 
(ministro o vicario) de Dios. 

Este cumplimiento de voluntades y fines ajenos impregnaba la idea de servicio. En
esencia, el servicio exigía rendimiento generoso de la voluntad individual y supeditación 
de los fines propios a los fines de otro u otros, que se percibían comunes. Rendimiento y 
supeditación que Gedeón personificaba de forma ejemplar, porque, como algunos autores 
se preocuparon de subrayar –entre ellos, Juan de Mariana, fray Juan Márquez y fray Juan 
de Santa María–, había rechazado la realeza hereditaria ofertada por el pueblo de Israel 
para seguir actuando como fiel servidor de los fines de Dios. Así, no sorprende que la 
tapicería de la historia de Gedeón, que formaba parte del tesoro de la Orden del Toisón 
de Oro desde el siglo xv, se desplegara en el Gran Salón del palacio de Coudenberg de 
Bruselas durante la ceremonia de abdicación de Carlos V en 1555, tratándose de un rey 
que renunciaba a sus reinos. Tampoco sorprende que volviera a desplegarse allí durante la 
ceremonia de jura y toma de posesión de la infanta Isabel como nueva soberana del patrimonio territorial borgoñón en 1598, pese a que la jefatura de la orden no formaba parte 
del conjunto de facultades cedidas por Felipe II y el príncipe Felipe a Isabel y a su futuro 
esposo en ese contexto. Porque era evidente que aquellos renunciaban a la soberanía de ese 
patrimonio en beneficio de estos por el bien de todos sus pobladores.

La reconstrucción de este arquetipo de soberanía servil y providente permite establecer 
un paralelismo entre la noción de sacrificio, la de servicio y la de oficio, entendido éste 
como conjunto de deberes y obligaciones que cada uno debía cumplir en función de su 
estado o condición. Permite concluir, en definitiva, que el servicio era el oficio realizado 
desde el estado en beneficio de otro u otros, y que no se podía deservir (faltar a esas obligaciones) sin defraudar a Dios. Por eso, la obediencia –concebida como cumplimiento 
de las obligaciones del estado y, en consecuencia, como sujeción sacrificada de cada uno 
los deberes de su estado, mayores cuanto mayor era el estado–, se erigía en principio fundador de la cultura política de la época. Un principio cuya eficacia dependía del grado 
de concienciación de cada uno sobre los deberes propios de su estado y que, en la década 
de 1630, Olivares percibía mermada dentro de la Monarquía. De ahí que achacara el creciente deservicio al rey (falta de obediencia) a esa pérdida de concienciación y que tanto 
su preocupación por el problema de la obediencia, como su respuesta a la desobediencia, 
se hallaran intrínsecamente ligadas a su preocupación por la educación y a su respuesta a 
la necesidad de educación de la juventud y la nobleza española. Su censura del deservicio 
sugiere que los vasallos de condición social más elevada demostraban no entender ya los 
encargos del rey como un deber de su estado, puesto que no estaban dispuestos a cumplirlos sacrificadamente. Algo que apuntaba a una falta de sintonía en los medios y en los 
fines del servicio al rey, que los vasallos habían dejado de percibir como comunes y, por 
tanto, como propios.

Esta cultura
 de la obediencia es objeto de análisis en el trabajo de Rafael Valladares, 
centrado en dos cuestiones clave para la temática del servicio. Por una parte, el concepto 
mismo de obediencia −polisémico y en constante evolución durante las Edades Media 
y Moderna; y por otra, los problemas generados por la demanda de obediencia en la 
Monarquía Hispánica. Porque la obediencia operaba como principio de autoridad y de 
obligación política, pero también como mecanismo de gobierno, por lo que el discurso 
construido en torno a ella exige tener presente la práctica política. Sin perder de vista esta 
exigencia, el autor desentraña “la matriz conceptual de la obediencia que señoreó en la 
Monarquía de los Austrias”, considerando que, entre las décadas centrales del siglo xvi y 
mediados del siglo xvii, el concepto de obediencia heredado del cristianismo medieval experimentó en toda Europa occidental una readaptación impulsada por el poder político, 
que se enfrentó al problema de demandar obediencia en condiciones críticas, surgidas de 
la Reforma y la Contrarreforma. En el mundo hispánico, este “nuevo ciclo de obediencia” 
estuvo presidido por las reformulaciones elaboradas en clave católica por la Compañía de 
Jesús, que tamizó el discurso tridentino de la obediencia, y por el neoestoico Justo Lipsio, 
que subrayó la necesidad de imponer una férrea disciplina social para evitar la discordia 
y la guerra civil. 

Esta particular reformulación confesional de la obediencia política se propuso desplazar doctrinalmente la idea de “obediencia sin cumplimiento”, heredada del pasado y con 
notable arraigo en la vida política hispana mediante la fórmula “obedézcase, pero no se 
cumpla”, presente en el derecho castellano bajomedieval. Gracias a la vigencia teórica y 
práctica de dicha fórmula, que propugnaba una obediencia pactada, el súbdito inobediente no era necesariamente infiel o desleal. Frente a ella, la obediencia ignaciana o jesuítica, 
centrada en la adhesión incondicional a las órdenes recibidas, propugnaba nuevas formas 
de obedecer que satisfacían las necesidades ejecutivas del soberano al no desligar el acatamiento de la orden de su puesta en ejecución. También la obediencia lipsiana, que negaba 
al súbdito la capacidad de réplica y ensalzaba la calificación moral del obediente, que se 
sacrificaba abnegadamente por el bien de la comunidad y la paz pública. En el tránsito 
del reinado de Felipe II al de Felipe III, Valladares percibe una tentativa explícita de fusionar los conceptos de obediencia y cumplimiento para privar de cualquier legitimación 
a la tradición que los mantenía separados en la práctica. Es entonces cuando se inicia el 
ciclo político de la obediencia ejecutiva, cuya progresión confirma la única definición que 
el diccionario de Covarrubias (1611) atribuye a la voz “obediencia”. Este ciclo conoció su 
fase álgida en la etapa de Olivares, que buscó su particular “vivero de vasallos obedientes”, 
dispuestos a obedecer inmediatamente como si fueran soldados, en los colegios de los 
jesuitas.  

La urgencia de dar solución a los crecientes problemas de la Monarquía no permitió 
que la educación jesuítica ni la particular visión de la obediencia difundida por los apologistas del régimen olivarista dieran fruto, es decir, llegaran a formar una élite de servidores 
preparados para administrarla. De hecho, obligó a Olivares a establecer las Juntas de Obediencia, Ejecución e Inobeciencia (en 1634, 1637 y 1639?), animadas por el propósito expeditivo que caracterizó el estilo de gobierno ejecutivo del “valido de la obediencia”. Según 
el autor, estas juntas institucionalizaron la expedición “en el seno del gobierno imperial”, 
pero la particular “cruzada obedientista” de Olivares acabó provocando una desobediencia 
generalizada, porque trataba de erradicar otros tipos de obediencia heredados con gran 
peso en la praxis política. Durante el “ciclo de revueltas hispanas” de mediados del siglo 
xvii, el discurso elaborado para legitimar esa desobediencia se apoyó en el argumento de 
la desesperación, que nacía de la desconfianza y la desesperanza del vasallo cuando los 
mecanismos previstos por la tradición para restablecer el consenso se percibían agotados. 
Un argumento que proporcionaba la clave válida para remediar el disenso: el retorno a 
la obediencia pactada, opuesta a la obediencia ejecutiva. Por esta razón, la batalla de la 
corona por la obediencia ejecutiva acabó fortaleciendo la idea de la obediencia pactista 
y no concluyó con la caída de Olivares. La tendencia a identificar al desobediente con el 
traidor pervivió durante la segunda mitad de la centuria y, en consecuencia, también el 
propósito regio de implantar a toda costa la nueva cultura política asociada a la versión 
jesuítica y lipsiana de la obediencia en la Monarquía para evitar su disgregación. Valladares concluye que la tendencia de la corona a hacerse obedecer expeditivamente coexistió 
con la variante de obediencia pactista en un complicado equilibro todavía poco conocido 
hasta el cambio dinástico acaecido en el umbral de 1700. Como broche, distingue entre 
los conceptos de lealtad-fidelidad y obediencia, que nunca operaron como sinónimos. La 
obediencia era una consecuencia deseable de la fidelidad, un accidente que no formaba 
parte de su esencia o naturaleza. En las relaciones de fidelidad, cabía la posibilidad de 
discutir la obediencia sin por ello discutir la lealtad, porque todo conflicto político presentaba varias fases diferenciadas. Se iniciaba con una desobediencia puntual o coyuntural 
y solo en la fase terminal se traspasaba el umbral de la infidelidad, que conllevaba retirada 
de la lealtad y la obediencia, esto es, la negación de la soberanía. Así, la experiencia de la 
década de 1640−reflejo de la flexibilidad con la que se interpretaba la obediencia en la 
monarquía−, enseñó a la corona a graduar sus exigencias, combinando rigor y ductilidad 
en su práctica política.         

También Laura Manzano Baena plantea el problema que el mantenimiento de la obediencia de los súbditos generó a los gobernantes en la Edad Moderna y a Felipe IV en 
la década de 1640, pero desde una perspectiva diferente. Partiendo del modo en que la 
religión incidió en la lealtad política durante el siglo xvi, se interesa por el modo en que 
el discurso religioso de la política acabó plegándose a las realidades cambiantes del siglo 
xvii. Puesto que la autoridad política tenía una fundamentación marcadamente religiosa, 
por apoyarse en la doctrina paulina de la obediencia al superior, la elaboración de teorías 
que justificaran la oposición y la resistencia a los gobiernos establecidos no resultó fácil 
para los teóricos de la Reforma protestante. Pero acabaron desarrollando argumentos que 
defendían el derecho y el deber de desobediencia civil por razones de conciencia. Estos 
argumentos cuajaron pronto en los Países Bajos, donde la política de imposición confesional defendida por Felipe II generó dos tipos de respuestas. Por una parte, peticiones 
insistentes de tolerancia para los disidentes religiosos con el fin de mantener el orden y 
de conservar la obediencia de los súbditos herejes; por otra, radicalización del discurso de 
resistencia a una autoridad política que ejercía el poder en perjuicio de sus subordinados. 
La radicalización contribuyó a consolidar los argumentos que justificaban la ruptura del 
pacto político entre rey y súbditos, pero en los Países Bajos rebeldes –como en el resto 
de Europa–, el derecho-deber de resistir al gobierno tiránico no se consideró individual, 
sino colectivo. De ahí que el interés común de preservar el orden llevara a investir a las 
asambleas representativas o Estados Generales de la potestad de defender a la comunidad 
frente a la autoridad establecida, privando con ello a los individuos de la capacidad de 
rebelarse. Paradójicamente, eso condujo a un punto de encuentro con dicha autoridad: 
la autora argumenta cómo la respuesta a las revueltas y el tratamiento del rebelde fueron 
similares en el mundo católico y en el protestante. El rebelde pecaba de soberbia y, como 
Lucifer, desafiaba y desobedecía a los superiores cegado por su arrogancia. La generalizada 
equiparación de los rebeldes con los servidores de Satanás en uno y otro mundo confirma 
un similar entendimiento de la desobediencia como expresión de apostasía y sacrilegio, 
pero también una idéntica conceptuación de la política como un derivado de la religión 
que se proponía conducir a la salvación a los miembros de la comunidad. 

Si en la Monarquía Hispánica esta conceptuación proporcionó argumentos eficaces 
para explicar y combatir la rebelión de los Países Bajos antes de 1640, dejó de proporcionarlos para las de Cataluña y Portugal, donde el gobierno y los rebeldes compartían 
el mismo credo. Sin embargo, no por eso la publicística de uno y otro signo renunció a 
poner énfasis en lo religioso para justificar su posición. De hecho, eclesiásticos al servicio 
de ambos bandos se implicaron vivamente en los debates que trataban de legitimar o 
deslegitimar la desobediencia al rey. El entendimiento compartido de la política por parte 
de los dos explica esta lectura religiosa de la rebelión y el recurso a los religiosos, pero resultaba difícil argumentar contra los nuevos rebeldes católicos. Manzano Baena muestra 
cómo ciertos autores partidarios de la autoridad real subrayaron su falsa catolicidad, equiparándoles con los enemigos tradicionales de la fe católica –los herejes y los infieles–, por 
haberse rebelado contra un rey que libraba una guerra europea para preservar la religión 
católica. La debilidad del argumento demostraba que el discurso religioso de la rebeldía 
se resentía, aunque el hecho de que los rebeldes compartieran el mismo credo facilitaba el 
perdón y la reconciliación, inviables en los Países Bajos. 

La negociación que Felipe III y los archiduques Alberto e Isabel mantuvieron con las 
Provincias Unidas entre 1607 y 1609 demuestra que los primeros se mostraron dispuestos 
a zanjar el conflicto cediendo la soberanía a cambio del reconocimiento del libre ejercicio del culto católico en el territorio rebelde. Y fue la negativa de las Provincias Unidas 
la que pospuso la solución del conflicto, porque los Habsburgo de Madrid y Bruselas 
se avinieron únicamente a aplazar la reclamación de soberanía durante doce años. La 
desconfianza política hacia los católicos residentes y hacia los católicos que poblaban el 
territorio ganado a Felipe IV después de 1621 continuó comprometiendo la tolerancia del 
culto católico en las Provincias Unidas hasta la década de 1640, pero en 1646 la República 
estuvo a punto de aplicarla en las áreas nuevamente conquistadas para minimizar su resistencia y adquirir más territorio que pudiera ser conservado tras las negociaciones de 
Münster. Esta posible aplicación de la tolerancia causó honda preocupación en el entorno 
de Felipe IV, consciente de que el principal interés de Flandes en conservar su fidelidad 
al monarca era la amenaza de ver coartada su libertad religiosa. Una preocupación lógica 
teniendo en cuenta que su propia publicística llevaba mucho tiempo argumentando que 
la religión católica era el vínculo supremo e indisoluble que unía al monarca con sus 
súbditos obedientes de los Países Bajos. El argumento, extrapolable a todos los territorios 
de la monarquía, dejaba entrever que la lealtad dinástica podía no ser suficiente para 
preservar esa unidad. En este sentido, puede decirse que la Reforma y la Contrarreforma 
(la religión y su instrumentación discursiva durante los siglos xvi y xvii) contribuyeron 
a debilitar las lealtades dinásticas y, en consecuencia, también a demostrar su fragilidad 
conforme avanzaba la cronología.  

La lealtad dinástica y la fidelidad religiosa también son objeto de atención en el trabajo de José Javier Ruiz Ibáñez, que resalta una realidad incuestionable y no siempre 
reconocible entre la historiografía modernista: durante los siglos xvi y xvii la Monarquía 
Hispánica no solo generó migraciones político-religiosas, sino que funcionó como lugar 
de destino de este tipo de exilios, dando asilo a refugiados procedentes de otros territorios 
europeos. Un asilo indisociable de las ofertas de alianza y sumisión llegadas del exterior 
que proporcionaron al Rey Católico oportunidades de ampliar su dominio territorial y de 
incorporar nuevos súbditos. Para el autor, la imposibilidad de gestionar estas ofertas de 
modo satisfactorio prueba la incapacidad de expansión de la Monarquía en un momento 
dado, que coincide con el tránsito entre ambas centurias, cuando el balance negativo de 
su implicación en determinados conflictos externos evidenció su fracaso a la hora de consolidar relaciones de dependencia estables fuera de sus fronteras. Puesto que la proyección 
exterior de la Monarquía se fundó en su capacidad de construir fidelidades sobre élites 
y poblaciones, Ruiz Ibáñez propone analizar qué tipo de relaciones de dependencia se 
establecieron mediante tales alianzas con el fin de discernir cuál fue su verdadero alcance 
teórico y práctico. Así, son los procesos de negociación de estos socorros y sumisiones durante el periodo de la guerra de sucesión francesa (1589-1598) los que acaparan la atención 
del autor, interesado en examinar los discursos de lealtad y de servicio que se formularon 
para conseguir la ayuda o el liderazgo político-religioso del Rey Católico. Escoge la concepción de servicio formulada por la Santa Unión o Liga de los Católicos de Francia, que 
agrupó a un amplio espectro de la nobleza y la burguesía urbana del reino. 

La definición de lo que los miembros de la Liga entendían por servicio a Felipe II 
cuando trataron de involucrarle en el sostenimiento de sus empresas de resistencia al soberano natural mediante petición de gracia y merced, otorgaba al monarca una posición 
preeminente dentro de la jerarquía de poderes del mundo católico. La orientación religiosa de su disidencia y, en consecuencia, la legitimación religiosa de su deslealtad les llevó a 
definir ese servicio mediante argumentos confesionales, llegando a identificar el servicio a 
Dios y a Francia con el servicio a Felipe II, al reconocer en él a un soberano carismático: 
por recursos y dignidad, el único capaz de liderarles en su particular cruzada políticoreligiosa y, por esa misma razón, el único naturalmente capaz de recibir su servicio en ese 
contexto. Según Ruiz Ibáñez, esta vocación de servicio a Felipe II surgía de una “lealtad de 
religión”, la misma que permitió al monarca desarrollar una política global de asistencia a 
otros núcleos de resistencia católicos de Europa. 

En el caso de la nobleza y las corporaciones urbanas de Francia, dicha lealtad se concretó en pactos políticos en los que se negociaban servicios y recompensas, sellados mediante juramentos individuales o colectivos de fidelidad. Puesto que, a esas alturas, el 
servicio ya se concebía como algo naturalmente debido al soberano, como una obligación 
básica del súbdito y no como algo dependiente de su libre albedrío que pudiera ser pactado, no cabía esperar de semejante alianza una desnaturalización de quien lo prestaba, esto 
es, una ruptura de su relación de sujeción natural encaminada a establecer una sujeción 
nueva y perdurable. Y no cabía, porque no se admitía la libertad del súbdito para cambiar 
de soberano: la plena vigencia de una “lealtad de naturaleza”, que no era posible trasladar, 
llevaba a concebir esa nueva relación de dependencia como transitoria y a proclamar una 
fidelidad que no naturalizaba, en el sentido de que no incorporaba a otra soberanía. Para 
el autor, se trataba de una fidelidad nueva, más moderna, unilateralmente reversible y 
revocable, que limitaba en la práctica las posibilidades de servicio efectivo. De hecho, nobles y villas colaboraban y cooperaban militarmente con el Rey Católico y sus agentes en 
Francia, pero no se subordinaban o sometían efectivamente a ellos; de igual manera, los 
agentes y fuerzas de Felipe II en Francia actuaban como mero complemento defensivo de 
sus aliados franceses. Algo que, sin embargo, cambió a partir de 1595, cuando tales agentes 
y fuerzas decidieron asumir todo el protagonismo de las operaciones y ocuparon cierto 
número de ciudades y villas del norte de Francia. Entonces optaron por redefinir las relaciones de servicio que debían ligarlas al monarca mediante la imposición de juramentos 
de fidelidad orientados a lograr su plena naturalización en el servicio del Rey Católico, 
entendida como aceptación de la soberanía de Felipe II. Tras ser tomadas por Enrique IV 
o devueltas a él en el marco pacificador de Vervins, estas localidades generaron exiliados 
que, como tantos otros procedentes de la Liga urbana y nobiliaria, se refugiaron en Flandes. Ruiz Ibáñez concluye que el estudio de estas comunidades de refugiados confirma 
dos cosas; por una parte, que el servicio al Rey Católico funcionó como elemento de definición identitaria, compartido de hecho por la mayor parte de los exilios que radicaron en 
la monarquía; por otra, que dicho servicio contribuyó a reforzar una imagen de simetría 
entre la proyección exterior de la monarquía y la defensa de la fe católica, por derivar de 
una especie de “lealtad natural de religión” debida al Rey Católico que, sin embargo, fue 
perdiendo operatividad conforme transcurría el siglo xvii. 

Una relación de servicio concreta es analizada por Manuel Lomas Cortés:
 la que ligaba 
a la familia genovesa Doria con los Habsburgo de Madrid. La examina durante el tránsito 
del reinado de Felipe II al de Felipe III, decisivo para su continuidad por coincidir con un 
relevo familiar al frente de la capitanía general de las galeras de Génova. El autor muestra 
cómo la muerte de Felipe II obligó al príncipe de Melfi, Juan Andrea Doria, a posponer 
el traspaso de competencias a favor de uno de sus hijos ante la mudanza política operada 
en los altos círculos cortesanos próximos al rey. La necesidad de demostrar el compromiso de servicio de su casa con el nuevo monarca corrió pareja a la voluntad de asegurar 
una sucesión familiar en condiciones óptimas, que pasaban por traspasar dicha capitanía 
−otorgada por Felipe II a su hijo primogénito, el marqués de Torriglia Andrea Doria, en 
1591−, a su segundo hijo, el duque de Tursi Carlo Doria. De ahí que el príncipe de Melfi pospusiera su retiro para comprometer a Felipe III en la satisfacción de sus intereses 
familiares y, desde su condición de capitán general del mar Mediterráneo, prestara un 
último servicio personal a la dinastía asumiendo en nombre propio la organización de una 
grandiosa jornada marítima: la “jornada de los casamientos”, que consistió en trasladar 
de Génova a la costa levantina las comitivas de los archiduques Margarita y Alberto de 
Austria para la celebración presencial de las bodas de Felipe III y la infanta Isabel Clara 
Eugenia en Valencia. 

Lomas Cortés reconstruye los pormenores de la organización desvelando la enorme 
complejidad logística que encerraba, además del ingente esfuerzo personal y financiero 
que los Doria invirtieron tanto en la recepción y el hospedaje de dichas comitivas en su 
palacio de Génova, como en la concreción del pasaje de personas, víveres, bagajes, caballos y carrozas a la península. Lo hace a partir de la correspondencia que Juan Andrea 
Doria y sus hijos intercambiaron con infinidad de ministros y personalidades de relieve 
de la Monarquía en el contexto cronológico de la jornada, custodiada en el Archivo Doria 
Pamphili de Roma. Su análisis muestra que el acercamiento a los hombres fuertes del 
nuevo gobierno de Felipe III se convirtió en una prioridad política para la familia, cuya estrategia se centró en estrechar relaciones con los personajes emergentes antes que en evitar 
a los antiguos ministros, a sabiendas de que a éstos últimos debía el encargo de organizar 
el pasaje y la oportunidad de ganar, ante aquéllos, los méritos necesarios para resolver sus 
negocios familiares y ligar sólidamente a sus herederos con el nuevo entramado de poder 
cortesano. Conforme se definía la posición preeminente del marqués de Denia, la familia 
marcó mayor distancia con el anterior gobierno e intensificó su acercamiento a él y a 
personajes próximos a él. 

La jornada exigió la movilización de galeras de todas las escuadras del Mediterráneo, 
que fueron reparadas y reforzadas para la ocasión en medio de limitaciones financieras 
que los Doria solventaron gracias a su extensa red de agentes y a su capacidad de mediación política y financiera. El autor explica cómo las galeras requeridas pudieron reunirse 
en Génova en febrero de 1599, justo cuando llegaban las comitivas de los archiduques 
Margarita y Alberto procedentes de Graz y Bruselas. Los festejos ligados al recibimiento 
de ambos cortejos permitieron subrayar el papel clave de los Doria en el mantenimiento 
de las buenas relaciones entre la Monarquía y la República de Génova, pero también renovar los vínculos personales de obligación de la propia familia Doria con los Habsburgo. 
Y el embarque de pasajeros, equipajes y bastimentos también fue rentabilizado por ella; 
Juan Andrea Doria recurrió a la concesión de licencias de pasaje para ampliar contactos 
y establecer alianzas con personajes de relieve −muchos de ellos exponentes centrales de 
la élite política ligada al servicio al rey en el espacio italiano−, porque ejerció un amplio 
control sobre la adjudicación de plazas en las galeras. 

Siguiendo lo acaecido durante la travesía Génova-Vinarós, la celebración de las dobles bodas en Valencia, el posterior traslado a Barcelona de los reyes y los archiduques, el 
embarque de Alberto e Isabel hacia Génova y el último embarque del rey de Tarragona 
a Valencia, Lomas Cortés prueba que el príncipe de Melfi utilizó la “jornada de los casamientos” para escenificar el relevo generacional de su casa, resuelto según sus intenciones 
entre mayo y junio de 1599, cuando el duque de Tursi fue acaparando cada vez mayor 
protagonismo hasta lograr la provisión del cargo de capitán general de las galeras de Génova, previa exoneración del marqués de Torriglia. Un hecho crucial para la familia Doria, 
que conservó el cargo, pero perdiendo la rama principal del linaje el control de las galeras 
en beneficio de la rama secundaria, cuyo titular logró establecer importantes vínculos de 
servicio con Felipe III y su valido antes de regresar a Génova en septiembre de 1599. Unos 
vínculos que garantizaron la continuidad de la posición de los Doria en la Monarquía, en 
Italia y el Mediterráneo, a la vez que permitieron a Felipe III asegurarse la conservación 
de un aliado básico para su política naval y financiera. En este sentido, la relación de servicio analizada por Lomas Cortés permite apreciar el funcionamiento y los efectos de la 
reciprocidad a partir de la obligación y el compromiso que el servicio generaba. 

Fernando Chavarría Múgica se interesa asimismo por la obligación que el servicio de 
los súbditos −se tratase de particulares o de corporaciones y comunidades−, generaba en 
el soberano. La gratitud, objetivada en la retribución, era su forma más operativa. Pero
el deber de defender los intereses de los súbditos no lo era menos, por ser consustancial a 
la soberanía y funcionar como desencadenante de la propia acción de servir. De ahí que 
no se pudiera obviar, pues al súbdito le asistía el derecho a reclamar protección ante una 
agresión, el de ver sus servicios reconocidos y remunerados con esa protección en caso 
de peligro, y el de ser compensado por sus pérdidas si tal protección no se dispensaba o 
resultaba ineficaz. Dado que solo el análisis de casos concretos permite contrastar cómo 
funcionaban en la práctica estos mecanismos de reciprocidad, el autor selecciona una 
confrontación entre poblaciones fronterizas susceptible de trascender la dimensión local y 
nacional para alcanzar la transnacional. 

Se trata de una disputa desencadenada a raíz de la explotación-ocupación de los montes de Alduide −un territorio despoblado situado entre la Baja Navarra francesa y la Alta 
Navarra española−, surgida en el reinado de Felipe II. Al no convenirse una delimitación 
fronteriza clara en la Paz de Vervins (1598), la hostilidad pirenaica aumentó conforme 
avanzaba el reinado de Felipe III y crecía la tensión con Francia. La inminencia de una 
ruptura propició un creciente hostigamiento armado que invirtió la relación de fuerzas 
fronteriza, hasta entonces más favorable a la iniciativa colonizadora francesa. Cuando el 
entendimiento dinástico que siguió al asesinato de Enrique IV (1610) se concretó en la negociación de una alianza matrimonial, el “conflicto de Alduides” cobró relevancia, porque 
el deseo de apaciguamiento de ambas cortes chocó con la voluntad de las élites locales de 
afirmar su control sobre el territorio fronterizo mediante agresiones y represalias mutuas. 
Una voluntad teñida de legitimidad del lado español, porque las acciones violentas contaban con el amparo de una sentencia judicial definitiva emitida por el Consejo Real de 
Navarra (1611), que se pronunciaba oficialmente sobre lo que se consideraban términos 
del reino navarro y lo que se reconocía como dominio del rey de Francia. Según ella, 
los montes Alduides estaban dentro de los límites declarados del reino y eran propiedad 
exclusiva del valle de Erro, situado bajo la jurisdicción de Felipe III. Así, las acciones de 
fuerza de sus habitantes no se efectuaban en un territorio en disputa de jurisdicción discutible ni tenían por objeto afirmar intereses propios o locales, sino defender la soberanía 
real amenazada por los franceses. Una defensa susceptible de ser presentada como servicio 
a la corona de la más alta calificación y de ser empleada para interpelar al rey a intervenir a 
favor de unos vasallos agredidos desde el exterior. Por supuesto, también los afectados del 
lado francés se presentaron como sacrificados servidores del rey que actuaban en defensa 
del reino de Francia y de la reputación de su corona para así comprometerla en la defensa 
de sus intereses particulares.  

Las dos cortes promovieron una composición pacífica del conflicto y, a partir del 
verano de 1612, la negociación de Alduides y la del doble matrimonio hispano-francés discurrieron en paralelo. Su disociación confirma la consideración secundaria del problema 
fronterizo y la primordial otorgada a la alianza dinástica, en cuyo logro aquél no debía 
interferir. El fracaso de las conferencias proporcionó al conflicto mayor resonancia en las 
dos cortes, que fueron presionadas para adoptar una política de reputación en la frontera 
contraria a sus objetivos pacificadores. En este contexto de presión, el entonces virrey de 
Navarra don Alonso de Idiáquez, conde de Aramayona, se personó en la frontera con un 
contingente armado, movilizado entre la nobleza regnícola para la ocasión. Esta jornada 
−simple maniobra intimidatoria efectuada durante la primavera-verano de 1613−, entroncaba con la tradición defensiva de reino, pero tuvo más eco que otras anteriores de mayor 
importancia militar, porque ese mismo año se publicó en Pamplona su relato. En él, se 
justificaba la salida del virrey a campaña por razones estratégicas, se exaltaba la participación de todas las instancias del reino y se listaban los participantes formando un memorial 
colectivo de servicios y servidores. Las circunstancias de la publicación y el contenido del 
relato permiten a Chavarría afirmar que, con la narración interesada de la jornada, las 
élites navarras se propusieron alcanzar dos objetivos. Por una parte, reafirmar la cohesión rey-reino haciendo alarde de su disposición de servicio a la corona, necesario por la 
desconfianza política que su tradicional fama de turbulentas y poco fiables les acarreaba. 
Por otra, lograr que la maniobra fuera reconocida como un servicio prestado y así comprometer al soberano en la promoción de sus intereses fronterizos. Se trataba de construir 
y divulgar un particular discurso de servicio susceptible de proporcionar, a los intereses 
propios, una dimensión común que les procurase una defensa satisfactoria, apelando a 
los principios de correspondencia y reciprocidad que fundamentaban el orden político. 

La corona no aceptó este discurso de servicio, pero tampoco lo negó o rechazó explícitamente. Atendiendo a su reacción en este caso concreto, da la impresión de que, pese 
al alto grado de subjetividad presente en la evaluación de servicios y méritos, el soberano 
y los vasallos coincidían en lo esencial a la hora de medir su trascendencia en términos 
objetivos. Los servicios y los méritos asociados a ellos se magnificaban para obtener mayores recompensas, porque la recompensa −como la obediencia−, se entendía negociable 
en ciertas circunstancias. De hecho, esta magnificación formaba parte de la estrategia 
negociadora a sabiendas de que a la contraparte −a la corona−, le competía aplicar la recta 
justicia distributiva –teóricamente inseparable de una ajustada valoración del servicio y 
el mérito–, y también determinar lo más conveniente para el todo, aunque fuera en detrimento de la parte. No debe sorprender, por eso, que la firma del tratado de Arrenegui, 
el 25 de septiembre de 1614, zanjara el conflicto de los “confines de Navarra” como era 
previsible: con concesiones de ambas partes, incluida la cesión territorial de parte española. Lo que por añadidura prueba la indiscutible supeditación de los intereses particulares 
de las élites locales a los intereses generales de la corona, esto es, la alta política dinástica, 
partidaria de la paz en esa coyuntura. 

El contraste entre los méritos objetivos y su descripción ideal es analizado por Carmen 
Sanz Ayán en su estudio de caso sobre una familia de negocios de origen aragonés, los 
Pomar, que basaron su trayectoria ascendente en el servicio al soberano hasta obtener, en 
1706, el marquesado de Miana en la persona de Tomás de Pomar. La reconstrucción de 
los servicios prestados durante varias generaciones, en un margen cronológico que abarca 
la segunda mitad del siglo xvii y el tránsito al siglo xviii, permite constatar su naturaleza 
inicialmente financiera, concretada en la gestión de rentas reales, la provisión de fondos 
y el abastecimiento de ejércitos. A cambio de estos servicios, el padre del futuro marqués, 
Pedro de Pomar, obtuvo oficios honoríficos de la administración real entre 1675 y 1678. 
Fue entonces cuando se propuso elaborar una imagen idealizada de los méritos acumulados por su casa en el servicio al rey con el fin de proporcionar a sus descendientes unas 
credenciales susceptibles de ser rentabilizadas en un proceso de ennoblecimiento duradero. Para ello, decidió seguir una “estrategia cultural” –recurso habitual en las “nuevas 
noblezas tituladas” de origen financiero de comienzos del siglo xviii–, y patrocinar la 
reimpresión de una obra técnica, Quilatador de oro, plata y piedras preciosas, de Juan de 
Arphe y Villafañe (1572). 

La autora desvela la función asignada por el nuevo mecenas a este peculiar objeto 
cultural, que presentaba a Pedro de Pomar como tallador mayor perpetuo de la Casa de 
Moneda de Toledo, consejero honorífico de Hacienda y señor de Miana; como miembro, 
en definitiva, de un antiguo linaje imaginado de orígenes medievales para cuya construcción se apelaba a los más antiguos servicios con la intención de demostrar no solo nobleza 
de sangre, sino también voluntad ancestral de servicio a la corona. Algo que, en opinión 
de Sanz Ayán, prueba el valor asignado al servicio por los nuevos linajes que aspiraban 
a ser títulos, que inventaban una tradición mítica de servicio al tiempo que inventaban 
una tradición ideal de nobleza, tratando de no disociar la una de la otra. La decisión de 
fijar ambas en letra impresa era una forma más de invertir en futuro, porque las obras se 
convertían en un legado para los descendientes, que podían contar así con un testimonio 
perdurable del mérito de su linaje.   

Si los servicios heredados de Pedro de Pomar procuraron a Tomás de Pomar un hábito 
de Santiago en 1692 y el mismo puesto honorífico de consejero de Hacienda, los suyos le 
procuraron el salto a otros consejos –como el de Indias y el de Aragón, en el que ocupó 
una plaza de consejero de capa y espada a comienzos del reinado de Felipe V–, y el título 
de marqués de Miana. La estrategia de servicio a la corona pervivió en esta coyuntura y,
como consejero de Aragón, aceptó las novedades institucionales que el entorno del nuevo titular Borbón decidió aplicar en los reinos sublevados y colaboró activamente en su 
implantación. Desde el Consejo de Indias realizó fructíferas labores de mediación en operaciones de venalidad, tan habituales durante la guerra de Sucesión, y esta otra variante 
de servicio contribuyó a consolidar la posición política y social de Tomás de Pomar, que 
decidió emular la autopromoción cultural realizada por su padre mediante la autoría y la 
edición de una obra piadosa dedicada al príncipe de Asturias Luis Fernando de Borbón 
que tituló Panegírico histórico moral sobre la vida de San Homobono (1719). Se trataba de un 
santo laico y mercader, natural de la ciudad milanesa de Cremona, pero muy apreciado en 
la corona de Aragón, que figuraba como patrón de la hermandad de sastres de Zaragoza 
desde 1633. Sanz Ayán muestra el propósito utilitario que encerraba la obra: la construcción ideal del mérito acumulado por el linaje en el servicio al rey para alcanzar el premio 
de la nobleza perdurable. Un propósito en absoluto objetable: los servicios y los méritos 
asociados a ellos se podían ensalzar para lograr mayores premios, pero al soberano le correspondía discernir el merecimiento adquirido por cada uno mediante la práctica real del 
servicio y, en consecuencia, determinar el correlativo premio tras una ajustada evaluación. 

En la noción de premio como “deuda correlativa de servicios y méritos”, de cuyo 
pago el soberano no podía sustraerse8, incide la contribución de Irving A.A. Thompson. 
El autor se interesa en primer lugar por la semántica del propio vocablo “servicio”, rescatándola del uso que, a lo largo de una cronología amplia que abarca los siglos xvi, xvii y 
xviii, hicieron de él los propios actores involucrados en relaciones de servicio (quienes lo 
efectuaban y quienes lo recibían y remuneraban). Para aprehender el “significado existencial” del término, inseparable de los cambios de matiz y énfasis que registró, Thompson 
emplea dos tipos de fuentes uniformes. Por una parte, los memoriales que llegaron a los 
consejos reales solicitando reconocimiento y recompensa de servicios. Específicamente, 
memoriales presentados para la compra de títulos de hidalguía, que la corona ofertó a 
partir de 1552, cuando se pusieron en venta en Castilla por primera vez. El autor aclara 


8 Pedro Fernández de Navarrete, Conservación de monarquías y discursos políticos sobre la gran consulta que el 
Consejo hizo al sr. rey don Felipe Tercero [1626], Madrid, Benito Cano, 1792, p. 241 (Discurso XXII).
que los servicios alegados eran accesorios al “servicio” monetario que se ofrecía a cambio 
de la concesión de la hidalguía, indispensable, pero insuficiente para obtenerla. De ahí 
que se trate de servicios considerados pertinentes o imprescindibles para justificar la condición social a la que se aspiraba y validar el honor que llevaba aparejado. Algo que les 
confiere una dimensión ideológica de indudable valor, porque permite identificar cuál era 
el criterio de ennoblecimiento socialmente imperante y también reconocer su evolución. 
Por otra parte, el autor recurre a las consultas del Consejo de Cámara de Castilla que 
examinaron peticiones de mercedes remitidas por procuradores de Cortes y regidores de 
localidades castellanas representando servicios. 

Las patentes de hidalguía concedidas a cambio de un pago monetario muestran que 
el servicio militar, directo o indirecto, fue el criterio decisivo de ennoblecimiento entre 
1552 y 1700, cuando hasta los servicios no militares se militarizaban en el relato de méritos 
de los peticionarios. También que el rey fue el principal beneficiario de los servicios de 
estos, formulados mediante la retórica alusión a virtudes políticas tales como la fidelidad 
y la lealtad, pero no la obediencia, lo que apoyaría el argumento de Rafael Valladares. 
Principal beneficiario, pero no él único, puesto que también la más impersonal “corona”, 
la causa pública y el bien de la república, la comunidad local, la ciudad y los conciudadanos fueron señalados como tales en sus peticiones y en las de los procuradores y 
regidores castellanos, que resaltaban las actividades comunitarias como servicios dignos 
de crédito y, por tanto, como meritorios y merecedores de reconocimiento y recompensa 
por parte del rey. El autor muestra cómo el mérito intrínseco a este tipo de servicios se 
asociaba siempre con valores concretos: el sufrimiento y la aflicción padecidos durante el 
ejercicio voluntario del deber. De ahí que el altruismo y la abnegación, consustanciales 
al desinterés y al sacrificio personal, se consideraran clave en la prestación de servicios 
de calidad. Puede decirse, por eso, que el mérito radicaba en un balance negativo: el que 
resultaba entre lo que se daba y lo que se obtenía para sí mediante la propia acción de 
servir. Este balance negativo imponía una deuda de reconocimiento y recompensa en el 
rey, porque funcionaba menos como acreedor de servicios que como sacrificado servidor 
del bien común remunerado por el reino mediante ingresos y rentas. Al igual que rey, los 
súbditos debían ser remunerados (en el sentido de compensados) con mercedes por sus 
sacrificados servicios. Una remuneración que no se entendía como un acto gracioso, libre 
y voluntario del rey, sino como un acto de justicia, una obligación contractual contraída 
con los súbditos y, por tanto, una deuda que podía ser heredada por él, del mismo modo 
que el mérito del servicio podía ser heredado por ellos. En opinión de Thompson, esta 
perspectiva contractualista del servicio no concuerda con la idea de servicio como “compromiso de obediencia”, si por obedecer se entiende la definición −inseparable de la de 
servir−, que Covarrubias proporciona en su diccionario. Trasluce la reciprocidad existente 
entre servicio y recompensa, la que verdaderamente explica el ofrecimiento o la prestación 
gratuita de servicios por parte del súbdito. Otra cosa era la gestión política de la remuneración, que no se atenía a criterios puramente caritativos, sino ejemplarizantes y a la 
vez preferenciales, lo que podía dar lugar a frustraciones conflictivas y desestabilizadoras 
del orden político. El autor, también resalta los cambios en la naturaleza y el concepto de 
servicio perceptibles en el siglo xviii, subrayando la pérdida de peso del servicio miliar y la 
paulatina desaparición de la dicotomía existente entre beneficio privado y mérito público 
tan propia de los siglos xvi y xvii, junto a la tendencia a relacionar el estatus social con el 
servicio a la sociedad, que muestra la 
transformación del súbdito-vasallo en 
ciudadano.             

Antonio Terrasa
 reflexiona también sobre la recompensa debida por los servicios prestados, cuyo valor eminentemente consensual −cuando el soberano respeta los dictados de 
la recta justicia distributiva−, se resalta de modo particular en el discurso nobiliario. Pero
su objetivo no es clarificar el papel político que pueda ser atribuido al sistema basado en el 
servicio y la merced, sino poner de manifiesto los límites de la remuneración del servicio 
al soberano. 

El caso de estudio seleccionado le permite mostrar cómo la capacidad remuneratoria 
de un monarca situado al frente de un agregado de reinos podía quedar limitada por la 
naturaleza compuesta de su monarquía. Se trata de la concesión de diferentes mercedes 
vinculadas al reino de Portugal al conde de Salinas y Ribadeo, don Diego de Silva y Mendoza (1564-1630), durante el reinado de Felipe III. Estas concesiones culminaron con la 
del marquesado portugués de Alemquer en 1616 (con Grandeza de España) y la del cargo 
de virrey de Portugal (1616-1621), que fueron contestadas judicialmente antes y después 
de  1621 mediante pleitos interpuestos bien por portugueses que se consideraron agraviados por la anteposición de Salinas, bien por representantes del propio reino, como el 
procurador de la corona de Portugal. La contestación fue doble: por una parte, se negaba 
la capacidad de Salinas para gozar “mercedes portuguesas”, y por otra, la capacidad de 
Felipe III, en cuanto rey de Portugal, para otorgar “mercedes portuguesas” a Salinas. La 
contestación partía de la misma premisa argumental: a Salinas no se le reconocía en Portugal la naturaleza portuguesa, pese a haber sido ésta la de su padre −el príncipe de Éboli, 
Ruy Gómez de Silva−, hasta obtener la castellana en 1525. Precisamente por ser castellano, 
Salinas solo podía servir al rey de Castilla (mediante cargos, oficios, honores castellanos, 
se debe entender) y este solo podía remunerar sus servicios con “mercedes castellanas”. 
No debe sorprender, por eso, que las alegaciones de Salinas no se empeñaran solo en demostrar la naturaleza portuguesa que se le negaba. Dieron lugar a un debate más amplio 
sobre la potestad real, los condicionamientos que las leyes del reino imponían a dicha 
potestad −en esencia, el particularismo de naturaleza al ejercitar la prerrogativa graciosa y 
el particularismo jurídico o la supuesta obligatoriedad de dirimir conflictos sobre asuntos 
portugueses dentro de Portugal−, y la definición de la misma naturaleza de los reyes que 
señoreaban agregados dinásticos. 

En dichas alegaciones, se elaboró una “teoría del Rey Universal” orientada a demostrar 
que la naturaleza del Rey Católico no se concretaba en una mera “federación de soberanías reales”. Además de soberano de cada uno de los reinos que componían la Monarquía, 
poseía la naturaleza añadida de ser soberano del conjunto que tales reinos formaban. Esta 
condición o atributo le imponía fines específicos, también añadidos a los que poseía como 
soberano privativo de cada uno de ellos. Por ejemplo, el imperativo de conservar unidas 
todas sus coronas y el de arbitrar los conflictos que surgían entre los distintos reinos o 
entre súbditos naturales de los distintos reinos, pensando siempre en el beneficio del conjunto (de reinos y súbditos) y no en el particular de cada uno (reino o súbdito), que podía 
ser sacrificado por el bien de todos. El autor muestra cómo la formulación de esta teoría se 
enmarca en un proceso más amplio de redefinición de la figura del Rey Católico y de formulación de nuevos modelos de unión que cobra vigor a partir del reinado de Felipe III 
para dar respuesta a las disfunciones estructurales de la Monarquía. En su opinión, se trata 
de una propuesta alternativa a la planteada por Olivares en su Gran Memorial9 y en el proyecto de Unión de Armas, la más audaz e innovadora y que no por casualidad propugnaba 
la superación de las leyes y costumbres de los reinos que vetaban cargos, oficios y mercedes 
regnícolas a los no naturales. Con todo, la propuesta de Salinas no abogaba por disolver la 
autonomía de los reinos ni por que todos los vasallos del Rey Católico, con independencia 
de su naturaleza, pudieran acceder libremente a cargos y recibir mercedes en cualquiera 
de sus reinos. Tan solo propugnaba la capacidad del rey de actuar como soberano de Portugal y dirimir asuntos portugueses fuera de Portugal, porque allí donde estaba el rey de 
Portugal se hallaba la corte de Portugal. En este sentido, su planteamiento no entraba en 
contradicción con la doctrina tradicional, como demuestra la reacción de Salinas ante un 
agravio de naturaleza estrictamente personal que sufrió en el transcurso de una ceremonia cortesana celebrada tras haber caído en desgracia una vez muerto Felipe III. Ante la 
afrenta de otros grandes de España, que se propusieron precederle y ningunearle, Salinas 
representó a Felipe IV que si toleraba el desaire, corría el riesgo de agraviar al reino de 
Portugal, porque negaría a un título portugués los privilegios asociados a la grandeza que, 
con independencia de su reino de origen, todos los grandes de España debían disfrutar en 
condiciones de igualdad en la corte múltiple del “Rey Universal”.   

Si se considera que buena parte de los bienes que el soberano concedía para remunerar 
servicios (títulos, jurisdicciones, rentas y oficios públicos de cada territorio) pertenecían 
al reino y que el rey solo tenía sobre ellos una “forma superior de poder administrativo”10
se comprende bien por qué concediéndolos a extranjeros, el rey ocasionaba perjuicio al 
reino. Máxime cuando las leyes del reino los consideraban bienes reservados a regnícolas 
y al contravenirlas en este punto el rey ofendía al reino en la justicia distributiva, porque 
los daba a alguien indigno que no los merecía. En cualquier caso, mediante el análisis 
del conflicto y los discursos elaborados a propósito del “caso Salinas”, Terrasa muestra 
cómo la presunta ofensa del rey al reino se acababa encauzando y resolviendo por la vía 


9 
Es muy probable que la propuesta contenida en el Gran Memorial no pueda ser atribuida a Olivares, como 
muestra M. Rivero Rodríguez, “El ‘Gran Memorial’ de 1624. Dudas, problemas textuales y contextuales de 
un documento atribuido al conde duque de Olivares”, Libros de la Corte.es, IV, n.º 4 (invierno-primavera 
2012), pp. 48-71. Por su fecha de publicación, Antonio Terrasa no tuvo acceso a este trabajo ni antes ni 
durante la elaboración de su contribución al presente volumen.   

10 Francisco Suárez, De Iuramento Fidelitatis, ed. L. Pereña, vol. 2, p. 75. 
consensual, porque existían mecanismos previstos por la tradición para que así fuera: en 
esencia, subsistía en el rey la obligación en justicia de restituir o compensar al reino lo 
que le había quitado y en el regnícola el derecho a exigírselo judicialmente. Pero esta vía 
consensual no resultaba inagotable. Cuando se agotaba, la relación entre el soberano y 
sus vasallos alcanzaba un estadio crítico, como pone de manifiesto Rafael Valladares en 
su contribución. 

Los límites de la remuneración del servicio al soberano también los aborda Bernardo J. 
García García a partir de las acciones judiciales emprendidas contra los duques de Lerma 
y Uceda a comienzos del reinado de Felipe IV. En este caso, la exigencia judicial operaba 
en sentido inverso: eran Lerma y Uceda quienes debían restituir a la corona lo que supuestamente le habían quitado abusando de su posición, esto es, mediando fraude o engaño 
deliberado. La exigencia se enmarcaba en el contexto de general reprobación y descrédito 
de las acciones de los validos de Felipe III que caracterizó la transición política, pero parecía justificada por el recto propósito que albergaba –la revisión de mercedes “excesivas 
y extraordinarias”–, y por la necesidad que la inspiraba –el desempeño y reintegración de 
las rentas reales para sanear la hacienda de la corona. Parecía justificada, en definitiva, por 
“buen gobierno y exemplo público”, por demostrar a todos que el rey se valía de su gracia 
con “fines públicos y no particulares”. 

Las acciones contra Lerma se iniciaron en abril de 
1621 de forma drástica y anómala, 
con el embargo de 72.000 ducados de renta anual perpetua consignada en diferentes ingresos sin mediar proceso judicial alguno. Ante la restitución forzosa de la merced recibida 
y el inicio de una averiguación judicial de todas las concesiones realizadas por Felipe III 
a los duques de Lerma y Uceda y a diferentes miembros del clan de los Sandovales que 
anticipaba ulteriores revocaciones, el cardenal duque publicó varios memoriales y solicitó 
amparo y reparación del agravio (lesión de derechos) causado por el embargo, una actuación a todas luces indebida (contra derecho) que le había desposeído de una donación 
remuneratoria concedida a perpetuidad en compensación de servicios y méritos (tanto 
propios como heredados) reconocidos por el monarca difunto. Formalmente, el de donación era, como todo contrato, irrevocable en el sentido de que no podía quedar sin efecto 
por la sola voluntad unilateral del donante. Por eso, el amparo y la reparación debían 
objetivarse en una causa judicial formal que permitiera a Lerma presentar alegaciones ante 
esa actuación concreta y ante cualquier otra que pudiera tener lugar, se debe entender. 

La base argumental de su defensa, contenida en alguno de los memoriales y en las 
alegaciones en derecho presentadas más adelante por sus abogados durante la instrucción 
previa al inicio de la causa (diciembre de 1623), apelaba al principio contractual de la 
recompensa, cuya concesión tenía el valor jurídico de un reconocimiento de deuda, de 
ahí que no pudiera ser impugnada de modo potestativo. Un principio capaz de legitimar 
las mercedes que le habían sido otorgadas y, en consecuencia, válido para neutralizar el 
examen judicial que se hallaba en curso al objeto de determinar su licitud y conveniencia. La junta de letrados encargada del examen sostenía que la concesión de esta merced 
extraordinaria no podía considerarse contrato remuneratorio (una deuda de justicia), 
sino mera donación graciosa, voluntaria y, por tanto, rescindible a voluntad del donante. 
Algo que los abogados de Lerma rebatieron asignando a la gratitud del príncipe –léase satisfacción del servidor benemérito–, un carácter obligatorio e inexorable (deuda de 
agradecimiento). Respecto a la objeción de desproporción entre el valor de los méritos 
del donatario y la cuantía de las mercedes recibidas –la variable que las convertía en “excesivas”, precisamente porque en las deudas de justicia el deudor no estaba obligado a dar 
más de lo que debía–, los abogados adujeron que la gratitud se medía en la desproporción 
existente entre la remuneración y el mérito: el “exceso” era prueba indiscutible de aprobación del servicio recibido y muestra incontestable de liberalidad, cuyo ejercicio exigía 
dar sin atender al interés propio ni al beneficio particular. Esta argumentación colocaba al 
monarca en el punto de mira: era su actuación la que, en todo caso, debían censurar los 
letrados, discerniendo si había incurrido en prodigalidad para beneficiar a su privado o 
en negligencia al permitir que su privado se aprovechara de su posición preeminente para 
obtener compensaciones inmerecidas. En ambos casos, era el beneficio común de la república el que había sido desatendido, porque el monarca había inmovilizado o permitido 
inmovilizar recursos necesarios para satisfacer gastos públicos. Así, se trataba de clarificar 
si el monarca se había atenido o no al recto ejercicio de la justicia distributiva.

No sorprende, por eso, que los letrados se empeñaran en demostrar los defectos de 
forma y tramitación del propio privilegio de concesión de la merced para invalidar la 
donación y justificar la reintegración de la renta. Eso colocaba de nuevo al privado en el 
punto de mira. De ahí que el fiscal de la corona, Juan Chumacero de Sotomayor, acabara 
atribuyendo la donación a la industria o forma engañosa de proceder del donatario, que 
había solicitado la merced al rey y le había ocultado y falseado deliberadamente los impedimentos que obraban en contra de la concesión. Tales defectos anulaban la naturaleza 
graciosa de la donación y su mismo carácter de legítima recompensa. Pero la necesidad 
de señalar los impedimentos llevó al fiscal a subrayar la imposibilidad del rey de donar 
libremente rentas reales, porque sobre ellas no tenía pleno dominio ni libre disposición, 
tan solo un dominio imperfecto y limitado al uso y administración. Le llevó a subrayar, 
en definitiva, el carácter paccionado de la soberanía que el propio monarca aceptaba sin 
escrúpulo aparente por razones de mera conveniencia y puro pragmatismo. Da la impresión de que, en determinados contextos y circunstancias, el argumento del ejercicio 
condicionado de la soberanía permitía al soberano conculcar el propio vínculo de reciprocidad que, mediante el servicio, tenía establecido con algunos de sus súbditos particulares. 

Partiendo de esta reciprocidad inherente a la relación de servicio,
 Fernando Negredo
del Cerro propone una reflexión sobre la recompensa, bien sea de la disposición a servir 
o de las cualidades para servir, bien sea del servicio prestado. La recompensa permitía 
obtener contrapartidas a quien la otorgaba, pero también a quien la recibía y el autor se 
interesa por la instrumentación personal de la recompensa en un ámbito de servicio específico: el eclesiástico. Antes de abordar este análisis, subraya la necesidad de la corona de 
convertir al estamento eclesiástico en un mecanismo sumiso al poder real para desactivar 
un elemento central de oposición política en cualquier escenario de la monarquía, pero 
también para contar con la colaboración de un instrumento crucial de dominación ideológica en toda ella. El servicio al rey y su retribución posibilitaban ambas cosas: he aquí 
las contrapartidas que la recompensa, entendida como un modo particular de gestionar la 
gracia real, proporcionaban al soberano en ese ámbito concreto de servicio. A continuación, el autor resalta el papel central de la Real Capilla en esa estrategia, porque permitía 
captar la voluntad, pero también reconocer la capacidad de clérigos y religiosos susceptibles de ser encumbrados luego a los principales puestos del estamento en su vertiente 
regular y secular. La exclusión de la Real Capilla del margen de competencias de la Secretaría del Real Patronato de la Cámara de Castilla en materia de patronazgo, la convertía 
en un canal de acceso al servicio real y de promoción en el servicio real completamente 
discrecional. Lograr un asiento de capellán exigía bien el respaldo del capellán mayor, bien 
el del valido o el del propio monarca; y lo mismo sucedía en el caso de los predicadores 
reales, que desempeñaban su labor en la Real Capilla pese a pertenecer orgánicamente a la 
Casa de Castilla. De ahí que Negredo del Cerro repase las carreras y las filiaciones clientelares y faccionales de los tres capellanes mayores que se sucedieron entre 1598 y 1670, 
mostrando no solo su estrecha concomitancia con el valido de turno en cada cronología, 
sino también el interés de este último por situar al frente de la Capilla Real a alguien de 
su círculo de confianza para controlar esta vía peculiar de patronazgo. 

Puesto que la intención del autor es mostrar el papel de la Real Capilla como eje privilegiado de reparto de mercedes objetivadas no solo en el ámbito eclesiástico, sino también fuera de él, proporciona notables ejemplos de capellanes promovidos a diócesis y de 
capellanes agraciados con pensiones, beneficios y oficios acumulativos, algunos de estos 
últimos ajenos al mundo de la Iglesia, como es el caso de Pedro Fernández de Navarrete, 
que llegó a ocupar el cargo de secretario de cámara del cardenal infante don Fernando. 
Esta casuística permite a Negredo del Cerro asegurar que el servicio religioso al rey en la 
Real Capilla era una plataforma idónea de ascenso económico y social para el individuo, 
la familia y la clientela, puesto que las promociones llevaban apajarados distintos grados de participación en la distribución del patronazgo y casi siempre proyectaban a los 
individuos más allá del Alcázar y de la Corte. De ahí que servir al rey y servirse del rey 
fueran dos caras de una misma moneda, como muestra bien el análisis comparativo de las 
carreras coetáneas de cuatro destacados predicadores de Felipe III que proporcionan otros 
tantos ejemplos del modo en que estos servidores participaron de los efectos de la gracia 
real y del modo en que lograron valerse de su prestigio intelectual y de su poder informal 
para afianzar su posición en la Corte e intermediar a favor de terceros. En primer lugar, 
reconstruye la del jesuita fray Jerónimo de Florencia, designado en 1609, que acabaría 
siendo confesor de los infantes Carlos y Fernando, rector del Colegio Imperial de Madrid, 
simpatizante activo de la facción Zúñiga-Guzmán y estrecho colaborador del régimen de 
Olivares hasta su muerte en 1633; en segundo, la del franciscano descalzo fray Baltasar de 
los Ángeles, designado en 1619, que tampoco se mantuvo al margen de las intrigas cortesanas, pero que las rentabilizó de forma muy distinta al apostar por la facción que no logró 
imponerse; en tercero, la del jerónimo fray Gregorio de Pedrosa, designado en 1609, que 
llegó a ser desterrado temporalmente de Madrid por participar en esas mismas intrigas, 
pero que recuperó el favor real con el cambio de reinado y llegó a ocupar los obispados de 
León y Valladolid sirviendo los intereses de Olivares; y por último, la del trinitario fray 
Hortensio Félix Pravicino, designado en 1617, que alcanzó un enorme reconocimiento 
intelectual por sus sermones y obtuvo, mediante la predicación, una posición de enorme 
prestigio en los ambientes culturales de la Corte.

La segunda sección de la obra agrupa cinco trabajos que examinan modalidades de 
servicio concretas. Se comienza por la militar, en sus distintas facetas profesional y no 
profesional, además de multifuncional, explicitando la enorme variedad de empleos y fórmulas de servicio militar que coexistieron. Luego se incide en una de esas fórmulas: la del 
reclutamiento en sus también múltiples variantes voluntarias y forzosas, muy apreciada 
por el soberano a partir de la década de 1630. Se atiende asimismo al servicio cortesano, 
con ánimo de resaltar las dificultades que planteó y la escasa rentabilidad que procuró a 
las élites periféricas de la Monarquía en determinados contextos. A continuación se analizan las limitaciones prácticas que los magistrados del rey encontraron en el ejercicio de 
sus funciones; limitaciones que condicionaron su eficacia y derivaron de la incongruencia 
mostrada por el propio soberano frente al valioso servicio que le proporcionaba este cuerpo de subordinados. Por último, se reflexiona sobre una trayectoria singular de servicios 
jurídico-administrativos y diplomáticos para desvelar las limitaciones que el mismo servicio podía presentar como mecanismo de integración de súbditos en espacios políticos 
concretos.

La contribución de
 Antonio Jiménez Estrella se centra en el servicio militar, que se 
erigió pronto en vínculo casi preferencial de fidelidad al rey. Concebido como una modalidad más de auxilio a la corona que ya no era privativa del estamento nobiliario, proporcionó amplias posibilidades de medro personal durante la etapa expansiva que coincidió 
con los reinados de Carlos V y Felipe II, mayores a medida que la guerra y el ejército se 
profesionalizaban. La profesionalización implicaba disponer de un cuerpo de combatientes experimentados en todos los puestos del escalafón. De ahí que tendiera a generalizarse 
un cursus honorum militar que exigía antigüedad (continuidad en el servicio) y méritos 
(servicios señalados) para obtener ascensos y formar parte de la oficialidad. Durante las 
décadas de 1580 y 1590, la corona mostró interés por reglamentar un sistema de ascensos 
meritocrático vía Consejo de Guerra y por implantarlo para la selección de oficiales. La 
instrucción de 1584 y la consulta de 1589 prueban la determinación de fijar requisitos de 
ascenso militar: en particular, un mínimo de años de servicio como soldado y alférez para 
obtener una patente de capitán, el puesto clave del modelo militar de los Austrias a efectos 
organizativos y tácticos. 

La vigencia de requisitos burocratizaba el ascenso: lo entorpecía y ralentizaba, pues 
los aspirantes a mejorar el rango militar no solo debían reunirlos, sino también acreditar 
su posesión, adjuntando a los memoriales y relaciones de servicios todo tipo de certificaciones. La burocratización del ascenso debió de satisfacer las aspiraciones del colectivo 
de veteranos cargados de servicios en Flandes o en Italia que alzaba su voz a través de los 
memorialistas y tratadistas militares de la época, empeñados en convertir el mérito adquirido en el ejército en criterio básico de ascenso militar y promoción social. Pero Jiménez 
Estrella muestra que la instrucción y la ordenanza antes aludidas también reglamentaban 
atajos para acceder a la oficialidad: la nobleza y la capacidad de reunir gente para dotar las 
compañías levantadas en España eximían de tales requisitos para obtener el rango de capitán. Si el primer atajo tenía por objeto estimular el servicio militar de la nobleza media 
y baja, el segundo se proponía agilizar el reclutamiento, muy complicado ya a finales del 
siglo xvi. De hecho, las ordenanzas militares de 1632 condenaban una fórmula específica de exención –las cédulas de suplimientos de servicios–, que se empleaban para crear 
capitanes reclutadores, encargados de la leva y el traslado de hombres hasta los frentes 
de guerra, marginando a combatientes veteranos cualificados para conducir las tropas. 
La existencia de estos capitanes reclutadores inexpertos trasluce la transformación de los 
procedimientos de leva en las primeras décadas del siglo xvii, cuando se hizo frecuente 
el “reclutamiento a costa”, que consistía en financiar la leva de compañías equipadas y 
dispuestas para el embarque a cambio de una patente de capitán despachada junto a la 
correspondiente cédula de suplimiento. Para el autor, esta práctica conllevaba una reformulación de la idea de servicio militar al rey, pues convertía el caudal y la influencia local 
en un requisito (léase mérito) esencial de acceso a la oficialidad. Pero también porque 
conculcaba la justa recompensa del servicio militar activo: el ascenso en el escalafón. Las 
urgencias de la guerra abrieron expectativas de promoción profesional y social al tiempo 
que permitieron justificar la utilización de procedimientos contrarios al criterio meritocrático en la elección de oficiales, relegado a medida que los asentistas y los agentes intermediarios procedentes de la nobleza o las élites municipales se impusieron en las labores 
de reclutamiento. Las patentes en blanco (de capitán, alférez o sargento e, incluso, maestre 
de campo) se erigieron para éstos en un instrumento más de negociación con la corona, 
y también los hábitos militares, con lo que no solo la adquisición de rangos castrenses, 
sino también el acceso a la nobleza se halló supeditado a esos nuevos requisitos a partir, 
sobre todo, de 1635. Una vía venal que ganó terreno durante la segunda mitad del siglo 
xvii, cuando incluso fue posible adquirir títulos de nobleza mediante la colaboración en 
el reclutamiento. 

Así, se pueden distinguir dos perfiles de servicio militar dentro del colectivo de 
bellatores profesionales del rey: el de los oficiales reclutadores sin cualificación militar y el 
de los veteranos cualificados, oficiales o no (que de no serlo tenían cada vez más difícil el 
acceso a la oficialidad). Jiménez Estrella se pregunta en qué medida esa reformulación de 
la idea de servicio militar pudo frustrar las expectativas de los últimos hasta desalentarles 
de seguir el cursus honorum ordinario. El interrogante le lleva a resaltar la falta de estudios sobre las carreras de los combatientes experimentados que prestaron servicio en los 
grandes frentes europeos o en otros escenarios conflictivos de la Monarquía, guiadas por 
un verdadero ideal de servicio y mérito militar que les llevaba a respetarlo. ¿Cómo fue su 
convivencia con los oficiales que no lo habían hecho? ¿Cómo afectó esta oficialidad inexperta a la eficacia bélica de las compañías levantadas cuando servían en campaña? Tal vez 
poco, puesto que muchos capitanes reclutadores eran reformados al llegar a sus puntos de 
destino en Italia o Flandes y sus compañías entregadas a capitanes veteranos. De hecho, 
a aquellos solo les interesaba disfrutar del honor y el prestigio social que el rango militar 
llevaba aparejado. 

Por eso, el autor constata las múltiples posibilidades de servicio militar existentes, 
con una enorme variedad de empleos y fórmulas que daba lugar a un extenso abanico de 
servidores militares e ideales de servicio militar complementarios. Las grandes fuerzas expedicionarias de campaña convivían con otras fuerzas profesionales y no profesionales del 
rey. Profesional era el cuerpo de caballería de las guardias viejas de Castilla, con vigencia 
entre finales del siglo xv y comienzos del siglo xviii y dedicado a la defensa itinerante de 
territorios peninsulares, especialmente fronterizos. Sus capitanías fueron monopolizadas 
por linajes nobiliarios, pero los titulares de las compañías delegaron sus funciones en 
tenientes, muchos de ellos combatientes veteranos que encontraban en ellas una vía de 
promoción. Esta patrimonialización estuvo muy presente en los sistemas de defensa local, permanentes en algunas zonas con presencia de compañías ordinarias y de alcaidías 
o tenencias de fortalezas regias, cuyo gobierno también era delegado en tenientes que 
reunían ese mismo perfil profesional. Puesto que los salarios ligados a estas funciones solo 
eran testimoniales, Jiménez Estrella atribuye su atractivo a su elevada carga honorífica, 
que permitía asociar su adquisición a la consecución de la condición nobiliaria. Y algo 
parecido sucedía con la milicia general o territorial no profesional movilizada a partir de 
las milicias concejiles. Sus integrantes quedaban identificados por el servicio militar al 
obtener el derecho a portar armas, asociado a privilegios y exenciones de diversa índole. 
De igual modo, la pertenencia al cuerpo de oficiales de milicias suponía algo más que un 
cargo militar y las oligarquías locales presionaron a la corona para controlar su nombramiento y perpetuarlo en sus linajes. Como colofón, se interroga sobre el mantenimiento 
o pérdida de la tradicional función militar de la gran nobleza. En su opinión, siguió 
vinculada a ella y aporta ejemplos de grandes nobles titulados que controlaron capitanías generales de territorios tan periféricos como estratégicos de los reinos peninsulares. 
Algo que les permitió consolidar su papel de servidores de la monarquía y contribuir a 
la integración y defensa de regiones de especial valor fronterizo, además de controlar los 
resortes y los recursos del aparato militar de base regional, esenciales para tejer extensas 
redes clientelares. Si su papel como reclutadora dentro de sus bases señoriales no fue el 
esperado por Felipe IV mediante la implantación de las coronelías nobiliarias a partir de 
1632, fue más por razones de resistencia fiscal a la corona que por una pérdida de valores 
militares del estamento. 

El servicio al rey a través del reclutamiento acapara la atención de Antonio J. Rodríguez Hernández. Puesto que la calidad o valor del servicio resultaba directamente proporcional a la utilidad o provecho que procuraba a quien lo recibía, es lógico que allegar 
hombres susceptibles de ser empleados en el campo de batalla fuera un servicio altamente 
valorado por la corona a partir de la década de 1630, cuando los frentes de guerra aumentaron de modo drástico en toda la Monarquía. 

La cantidad y la rapidez con que se precisaban soldados obligaron a la corona a redefinir el método tradicional de captación de combatientes en el transcurso de dicha década. 
La redefinición se concretó en la sustitución del sistema de reclutamiento directo, que le 
había proporcionado pleno control sobre el proceso de leva, por nuevos sistemas. Si aquél 
se fundaba en la selección de los oficiales reclutadores (los capitanes que actuaban por 
comisión en estrecha dependencia con el Consejo de Guerra), estos otros minimizaban 
tal control, porque la recluta se encomendaba a intermediarios privados que, a cambio 
de ciertas contraprestaciones (dinero en efectivo, patentes en blanco de oficiales para las 
unidades, honores personales y privilegios económicos de distinto signo), reunían hombres para la guerra. Los asentistas profesionales aportaban reclutas a gran escala; los nobles 
involucrados en la recluta de regimientos y compañías a través de la creación de coronelías 
completaban unidades sobre las que ejercían una elevada autoridad; y los particulares que 
se ofrecían a proporcionar un número concreto de soldados aportaban contingentes más 
reducidos. Pero estas tres fórmulas habilitadas por la corona compartían el fin de rentabilizar a su favor el poder de captación personal de los intermediarios sin recurrir a la coerción. Puede decirse, por eso, que de la multiplicación de estos últimos dependía la eficacia 
de la nueva modalidad indirecta de reclutamiento. De ahí que el régimen de Olivares 
implementara mecanismos concretos que enmascaraban prácticas abiertamente venales 
para fomentar la intermediación. Los gestionaron instituciones tradicionales, como el 
propio Consejo de Guerra, y de nueva implantación, como la Junta de Hábitos, la Junta 
de Coroneles o Coronelías y la Junta de Ejecución, que se encargaron de tramitar la concesión de una variada gama de cargos (efectivos y honoríficos de la administración, militar 
o no) y honores (sobre todo, hábitos militares, pero también hidalguías, títulos nobiliarios 
y la dignidad de grande de España), además de gracias específicas (perdones, indultos y 
rehabilitaciones) a quienes ofertaban no solo dinero al contado, sino también soldados. 
A partir de las ofertas cursadas a estas instituciones, el autor demuestra que las mejor 
recibidas fueron las de recluta y también que se gratificó a quienes los aportaban de forma desproporcionada. Algo comprensible teniendo en cuenta que el proceso enajenador 
descrito por el autor participaba de la lógica de la reciprocidad (la preceptiva retribución 
del servicio), pero distorsionada por varias razones. La primera, que el servicio quedaba 
supeditado a la recompensa negociada por anticipado. La segunda, que las recompensas 
negociadas por la corona con los reclutadores privados perdían valor conforme avanzaba 
el proceso previo y paralelo conocido como “inflación de honores”, que había privilegiado 
la vía del honor para recompensar cualquier tipo de servicio sin gravar la hacienda real, 
convirtiendo el honor en retribución compensatoria de sueldos atrasados. Y la tercera, que 
los requisitos de calidad, mérito y servicio exigibles para obtener determinados honores se 
rebajaban e ignoraban a medida que resultaba más difícil encontrar sujetos idóneos que 
ofrecieran a cambio de ellos lo suficiente. De ahí el agotamiento del sistema, ya constatable en los primeros años de la década de 1640.  

Este sistema de reclutamiento indirecto, gestionado por particulares y basado todavía 
en la incorporación de voluntarios, se alternó en Castilla con otros de naturaleza coactiva, 
como las levas forzosas basadas en la imposición de cupos territoriales y de cupos poblacionales, que involucraban a las autoridades locales en el reclutamiento y fueron cada vez 
más empleadas a partir de la década de 1640. Según Rodríguez Hernández, esta nueva 
etapa se caracterizó por la implicación creciente de dichas autoridades en las tareas asociadas a él, pues asumieron cada vez más funciones reclutadoras e, incluso, se convirtieron 
en pieza clave de los métodos de captación voluntaria aún vigentes en tiempo de paz. En
consecuencia, la eficacia de los nuevos sistemas de reclutamiento pasó a depender de los 
representantes del rey en el territorio (los corregidores) y de otros agentes de la corona 
(como ministros togados vinculados a Audiencias o Chancillerías) que se responsabilizaron del reclutamiento directamente gestionado por la corona. Eso transformó el perfil de 
los receptores de compensaciones honoríficas asociadas al reclutamiento, pero no las consecuencias de la política de gratificaciones honoríficas, que recompensó el cumplimiento 
de las nuevas funciones y deberes asociados al cargo de modo sistemático. Como había 
ocurrido antes, la generalización del honor favoreció su devaluación y rebajó la calidad, 
méritos y servicios de los agraciados. 

El autor también resalta las crecientes funciones que las élites responsables de los 
municipios asumieron en materia de reclutamiento y en el entramado militar de la monarquía. A las tradicionales, centradas en el control y el alojamiento momentáneo de 
las tropas de recluta que transitaban por sus circunscripciones, se añadió el alojamiento 
temporal de los ejércitos de campaña que combatieron en la península en los frentes 
catalán y portugués. Pero también la colaboración con los corregidores y agentes del rey 
en la gestión de levas forzosas, el incentivo de alistamientos para levas voluntarias gracias 
a su capacidad de intermediación y el respaldo a los asentistas profesionales. Este nuevo 
papel gestor y motor del reclutamiento les permitió beneficiarse de honores y patentes en 
blanco. Pero la extensión del reclutamiento por conscripción –de la gestión del reclutamiento obligatorio como un servicio del reino–, benefició a las élites locales en un sentido 
concreto: les permitió actuar como interlocutores del común en la negociación de los 
servicios de tropas, esto es, de los cupos de soldados concedidos por ciudades, distritos y 
provincias. Tanto la aprobación de tales servicios, como la estimación demográfica y el 
ajuste de los repartimientos que los hacían posible fue responsabilidad suya. Esta nueva 
modalidad de servicio a la corona –la aceptación y la gestión de sus demandas militares– 
proporcionó a las élites locales nuevas oportunidades de objetivar su fidelidad y, en consecuencia, nuevas opciones para obtener recompensas, al tiempo que posicionó al Consejo 
de Guerra y a juntas de carácter militar, como la Junta de Presidios o la Junta de Guerra 
de España, como interlocutores de la corona ante esas mismas élites y como distribuidores 
privilegiados de honores durante los dos últimos tercios del siglo xvii.      

El papel de la corte como espacio privilegiado de acceso al patronazgo y a su distribución, pero también al poder, la influencia política y la toma de decisiones ha sido 
subrayado por la historiografía de forma reiterada. Sin cuestionarlo, la contribución de 
Violet Soen pone de manifiesto las dificultades asociadas al servicio cortesano y el desafío 
que, para las élites periféricas de la Monarquía, representó servir al rey en la inmediatez de 
su corte una vez que Felipe II decidió fijarla en Castilla y establecer en ella su residencia 
permanente. El servicio cortesano les obligaba a cambiar sus seguras bases de poder regional o local por una incierta lucha de poder que solo a veces deparaba compensaciones 
personales y familiares. De ahí que la alternativa de trasladarse a la corte perdiera atractivo 
para las élites de los territorios más distantes del nuevo centro de poder cortesano. La 
autora analiza cómo respondieron las élites flamencas al traumático alejamiento del rey 
a través del posicionamiento que la nobleza titulada de los estados de Flandes mantuvo 
respecto a la corte de Madrid en el contexto de la primera década de la revuelta (1565-
1576). Entonces se le presentaron ocasiones de personarse en la corte para proporcionar 
al rey un diagnóstico de la deteriorada situación que vivían las provincias y orientarle 
sobre los remedios que era preciso aplicar para restablecerla. De hecho, los gobernadores 
generales optaron por enviar nobles nativos a la corte en varias ocasiones para, además de 
complementar la comunicación entre Madrid y Bruselas, presionar al monarca a tomar 
decisiones que pudieran neutralizar el conflicto. Y también algún noble nativo se ofreció 
a acudir a la corte con este mismo propósito en momentos críticos. 

Soen explica que la misión a la corte permitía al noble objetivar su innato deber vasallático y nobiliario de servir al soberano mediante consilium, ofreciéndole la posibilidad 
de prestar un servicio personal honorable y de ser compensado individualmente por él. 
Además, le permitía demostrar la lealtad y el servicio del cuerpo de la nobleza provincial, 
del que formaba parte y al que representaba en el entorno del rey, una demostración que 
podía coadyuvar a consolidarlos de modo perdurable. Al ser comisionado con instrucciones oficiales, también le permitía prestar un servicio al conjunto de la patria –al “bien 
común” amenazado por la discordia política y religiosa–, susceptible de ser rentabilizado 
por su casa y linaje. El propósito de la autora es contrastar estas oportunidades teóricas de 
servicio y beneficio que ofrecían las misiones a la corte con la práctica, la trascendencia y 
la rentabilidad real del servicio prestado en todas ellas. Con este fin, analiza el trasfondo 
político y personal de las cuatro misiones efectuadas entre la etapa inmediatamente anterior al estallido de la Furia Iconoclasta (1566) y la Pacificación de Gante (1576), que creó 
un marco de paz transitorio sancionado por el Edicto Perpetuo de febrero de 1577. En
primer lugar, la controvertida misión del conde de Egmond, ejecutada entre enero y mayo 
de 1565 por orden de la gobernadora Margarita de Parma para consensuar un conjunto de 
medidas capaces de neutralizar el elevado malestar político y religioso del territorio. En
segundo lugar, la del barón de Montigny y el marqués de Berghes, también ejecutada por 
encargo de la gobernadora en mayo de 1566 para trasladar al rey el contenido de la Petición que los integrantes del Compromiso de la Nobleza habían presentado a Margarita en 
abril, y que concluyó con la muerte de ambos en España, en 1570 y 1567 respectivamente. 
En tercer lugar, la del barón de Havré, ejecutada por encargo de don Luis de Requesens 
entre agosto de 1575 y julio de 1576 para comunicar al rey el negativo balance de las conversaciones de paz mantenidas en Breda con los Estados libres de las provincias rebeldes 
de Holanda y Zelanda (marzo-julio de 1575). Y por último, la del barón de Rassenghien, 
ejecutada entre septiembre y octubre de 1576 por encargo del Consejo de Estado de Bruselas (que había asumido el gobierno político del territorio tras la muerte de Requesens) 
para obtener del rey libertad de actuación hasta la llegada de don Juan de Austria. 

El análisis de Soen confirma que las cuatro misiones presentaron rasgos comunes. 
Ninguna produjo los resultados esperados por sus responsables, que se sintieron decepcionados en sus expectativas personales y en las propiamente políticas, porque casi nunca 
las rentabilizaron en términos de patronazgo individual y menos aún de comunicación 
política con el rey, al no asegurarles ningún tipo de participación en el proceso de toma de 
decisiones. Desde el punto de vista personal, las misiones obraron bien como precedente 
(Egmond), bien como desencadenante (Montigny y Berghes) de su caída en desgracia, 
y cuando les depararon promoción social (Havré) y reconocimiento diplomático (Rassenghien), no aseguraron su lealtad individual a corto y medio plazo. Eso obliga a considerarlas no solo como misiones fallidas, sino también como agravantes de la propia crisis 
flamenca debido a la conjunción de dos circunstancias. La primera, el escenario extremadamente cambiante de los acontecimientos en Flandes, que comprometió la credibilidad 
de los diagnósticos de los nobles comisionados, nunca considerados fuentes fiables de 
información y consejo; de ahí que su presencia física en la corte contribuyera a complicar 
el proceso de toma de decisiones, a ralentizarlo, y con ello a polarizar los disturbios. La 
segunda, el escaso atractivo que la corte de Madrid ejercía ya para las élites flamencas antes 
de la revuelta: salvo Havré, que se ofreció a viajar a España, todos los nobles flamencos se 
mostraron reticentes y evasivos cuando se les trató de encomendar la misión a la corte y 
algunos se negaron rotundamente a realizarla. Tal vez porque, desde la marcha de Felipe II 
en 1559, la aristocracia flamenca confiaba más o apostaba más por la corte de Bruselas que 
por la de Madrid como centro de acceso al poder y al patronazgo. De hecho, algunos de 
estos nobles recibieron el encargo de trasladarse a España para neutralizar su influencia 
en los Países Bajos en momentos clave, por lo que la misión se percibió menos como 
mecanismo de apoderamiento individual que como maniobra de alejamiento y oposición 
personal. De ahí que, en vísperas de la revuelta y durante su primera década, los nobles 
flamencos se mostraran más dispuestos a servir al rey mediante auxilium et consilium prestado en los propios Países Bajos. Según la autora, solo a finales del siglo xvi la corte del rey 
ganó atractivo para las élites flamencas que habían permanecido leales o se habían reconciliado con el soberano durante el conflicto, una vez establecido el Consejo de Flandes en 
Madrid y una vez impulsada la guardia de archeros de corps como mecanismo efectivo de 
integración en el servicio real. 

Dicha integración era directamente proporcional al grado de participación en el entramado de gobierno de la corona y Paola Volpini aporta una reflexión sobre la experiencia 
y la conciencia de servir de un alto oficial del rey bien posicionado en ese entramado: 
el letrado Juan Bautista Larrea, oidor de la Chancillería de Granada y más tarde fiscal y 
consejero en los Consejos de Hacienda, Castilla y Guerra de la monarquía durante el valimiento de Olivares. Las exigencias propias de su profesión y el desempeño de cargos de 
tanta relevancia le permitieron plasmarlas en diferentes escritos. En algunos, Larrea asignó 
a la relación de servicio que vinculaba a los magistrados con el soberano un rol clave en el 
sistema de gobierno monárquico. Un sistema cuya eficacia Larrea subordinaba a la capacidad de acción del aparato administrativo-judicial de la corona, supeditada al respaldo que 
los magistrados recibieran del soberano frente a los poderosos y al pueblo en el ejercicio 
de sus funciones, es decir, a los medios efectivos de acción asignados por él para ejercer 
su  profesión con la máxima autoridad y reconocimiento. Con ello, Larrea denunciaba 
la debilidad estructural que presentaba el sistema y proporcionaba una medida de calado 
igualmente estructural para fortalecerlo, al tiempo que demandaba su aplicación práctica, 
esto es, la implicación efectiva de la corona con los objetivos programáticos de reforma y 
renovación política que el régimen de Olivares había propugnado desde sus inicios. Este 
posicionamiento tan explícito combinaba una actitud crítica hacia la cúpula política (por 
la escasa determinación que presentaba a la hora de defender las prerrogativas del cuerpo 
de letrados situado al servicio del rey) con la manifestación de una exigencia de mejora: 
la de un grupo socio-profesional insatisfecho del que Larrea se erigía en portavoz con la 
intención de promover unos intereses que no podían ser interpretados como meramente 
corporativos, sino como necesariamente compartidos por la corona y sus altos oficiales 
de justicia. 

Esta labor de presión política y demanda de mayor protección regia partía de una 
reflexión teórica sobre las posibilidades del oficio de magistrado y explicita la dinámica 
relación existente entre el poder regio y sus altos oficiales: una relación participativa 
construida a partir de la colaboración, la contraposición y el intercambio. La autora 
muestra esta contraposición en la práctica, a partir de un conflicto real que enfrentó a 
un miembro de la alta nobleza castellana (el condestable de Castilla y duque de Frías, 
don Bernardino Fernández de Velasco) con Larrea, en calidad de fiscal del Consejo de 
Hacienda, y con la propia corona en 1636. Este conflicto se desató en el contexto de 
urgencia financiera generada por la guerra exterior, que obligó a Felipe IV a idear fórmulas 
para obtener nuevos ingresos sin ampliar las cargas impositivas del reino. Una de ellas fue 
la recuperación de las llamadas alcabalas “de permisión o tolerancia”, cuya recaudación 
habían usurpado antaño algunos nobles en sus señoríos a cambio de apoyo político 
al soberano. En 1628, se ordenó la verificación de los justos títulos que amparaban las 
usurpaciones con el propósito de reintegrar las alcabalas al patrimonio real y, como otros 
miembros del aparato administrativo-judicial de la corona, Larrea se involucró a fondo en 
esta tarea tras su llegada al Consejo de Hacienda en 1634. Ante la necesidad de evitar un 
enfrentamiento con los grandes y la de asegurar ingresos rápidos en la encrucijada bélica 
de 1635, Felipe IV y Olivares acabaron primando acuerdos extrajudiciales con ellos, que 
optaban por desembolsar elevadas sumas a cambio de conservar la recaudación. Larrea 
se convirtió en víctima de este contradictorio proceder de la corona cuando la causa que 
instruía contra el condestable de Castilla por las alcabalas del municipio de Arnedo le 
fue retirada y tramitada fuera del Consejo de Hacienda en 1636. Consciente de que la 
cuestión no se juzgaba solo en términos de justicia, sino también de gobierno, es decir, de 
que las prioridades de la corona no siempre coincidían con las de sus magistrados, Larrea 
acabó asumiendo esta nueva línea de actuación regia al argumentar que el condestable 
podría conservar la recaudación por vía de gracia, pero no por vía de justicia. De esta 
manera, el fiscal fue capaz de salvaguardar la autoridad y los intereses estructurales de la 
corona, pero también de conciliar los intereses coyunturales de la corona con sus propios 
intereses corporativos. A partir de la experiencia de Larrea, Volpini pone de manifiesto 
la falta de congruencia existente entre el espacio político cada vez mayor que el soberano 
otorgó a los letrados a partir del siglo xvi y la facilidad con la que podía excluirlos de él, 
asegurando que esta incongruencia se convirtió en la esencia misma de la relación de 
servicio que le vinculaba a este cuerpo de oficiales.       

Finalmente, Annonciade de Cambolas reflexiona sobre la capacidad integradora o disgregadora del servicio al soberano en un espacio político singular de la monarquía –el borgoñón–, formado por dos fragmentos patrimoniales: las provincias de Flandes y el Franco 
Condado de Borgoña. Un espacio sin continuidad territorial, pero articulado mediante 
jurisdicciones superpuestas que vinculaban a sus pobladores y les obligaban a interaccionar entre sí, conectándolos con dos centros políticos jerarquizados: uno más próximo, 
Bruselas, y otro más lejano, Madrid. Para la autora, este doble marco de referencia de 
poder y autoridad parece contradecir la modalidad de unión aeque principaliter del Franco 
Condado, cuyo estatus jurisdiccional ante esos dos centros era equivalente al de cualquier 
otra provincia de los Países Bajos. De hecho, todas estas provincias y la provincia condal 
de Borgoña se gobernaban a través de gobernadores particulares subordinados al gobernador general de Flandes y Borgoña, establecido en Bruselas. No obstante –y a diferencia de 
lo que sucedía en Flandes–, el soberano nunca delegó en su gobernador general la facultad 
de designar al gobernador del Franco Condado. De ahí que la provincia condal disfrutara 
de una autonomía política mucho más elevada dentro del espacio borgoñón, pero nunca 
completa, porque la asignación de un buen número de cargos de la administración seglar 
y eclesiástica del Franco Condado se dirimía en Bruselas a través de los Consejos Colaterales del gobernador general, sobre todo, del Consejo de Estado. 

La autonomía resultaba igualmente elevada en el plano judicial, pues el Franco Condado contaba con un tribunal de justicia soberano (el Parlamento de Dole), si bien no 
era la única provincia del espacio borgoñón que contaba con uno. También las provincias 
de Brabante, Hainaut y Güeldres poseían el suyo, mientras las restantes compartían el 
Gran Consejo de Malinas como tribunal supremo de apelación. Aun así, para el espacio 
borgoñón en su conjunto, el Consejo Privado de Bruselas funcionaba como tribunal de 
jurisdicción extraordinaria y de revisión, de ahí que, tradicionalmente, este consejo contara con letrados naturales de Borgoña. Esta composición mixta de flamencos y borgoñones 
debía reproducirse, además, en el Consejo Supremo de Flandes y Borgoña radicado en 
Madrid. Por esta razón, las instituciones centrales de gobierno de Bruselas y Madrid se 
perfilaban como escenarios de promoción igualmente factibles para flamencos que para 
borgoñones. Una realidad que les abocaba a competir entre sí con la legítima intención 
de afirmar derechos y pretensiones concurrentes, pero también de afirmar intereses a 
menudo divergentes, en un espacio de circulación y sociabilidad claramente común y, en 
consecuencia, transnacional. 

Con este marco de fondo, Cambolas muestra las tensiones que la creación y el mantenimiento de lazos de servicio soberano-vasallo generaron en el espacio borgoñón mediante el seguimiento de una trayectoria singular: la del jurista Antoine Brun (1599-1654), 
procurador general del Parlamento de Dole y diplomático al servicio de las máximas 
instancias de gobierno de la provincia de Borgoña, pero también del propio Felipe IV en 
Ratisbona, Münster y La Haya. La autora revela hasta qué punto un súbdito natural del 
Franco Condado que alcanzaba las más altas cotas de poder dentro del condado, pero que 
pretendía emerger del ámbito provincial para seguir prestando servicio a su rey-conde 
fuera de él, encontraba su proyección institucional mediatizada por la interposición del 
súbdito flamenco, mejor apoderado en Bruselas y, por consiguiente, hacia Madrid. En
este caso, la interposición del todopoderoso presidente del Consejo Privado de Bruselas, 
Pierre Roose, impidió a Brun servir al rey en el marco de los dos consejos situados en la 
cúspide de la planta de gobierno del espacio borgoñón: el Privado de Bruselas, y Supremo 
de Flandes y Borgoña de Madrid. Un impedimento que conculcaba la representación borgoñona en ambos organismos y, en consecuencia, privaba al rey de dictámenes ajustados 
a la realidad de Borgoña, al tiempo que comprometía las posibilidades de intermediación 
con Borgoña, la propia salvaguardia de los intereses del soberano en el Franco Condado 
y, por ende, la correcta integración de este en la Monarquía. Un impedimento que, en 
opinión de la autora, confirma desigualdad y jerarquía de territorios y súbditos en su 
articulación política e institucional.

El servicio, como objeto de análisis poliédrico, merece seguir captando la atención 
de los investigadores en los próximos años. La aportación colectiva que aquí se presenta 
ofrece posibles vías de análisis que pueden ser desarrolladas con más profundidad. Ha
sido beneficiaria de varias ayudas de investigación vinculadas al anterior Ministerio de 
Ciencia e Innovación y al actual Ministerio de Economía y Competitividad del Gobierno de España: una del suprograma Ramón y Cajal y otra del programa de proyectos de 
investigación fundamental no orientada, financiadas ambas con Fondos Estructurales Europeos (FEDER). Ni esta edición ni el seminario que la precedió hubieran sido posibles 
sin la favorable acogida del departamento de Historia II de la Universidad de Alcalá, la 
generosidad de cuantos fueron invitados a participar en una y otro, el compromiso de 
todos los miembros del proyecto coordinado “Gestión del poder, patronazgo cortesano y 
capital financiero en la monarquía Hispánica (1580-1715)” [HAR2009-12963-C03/HIS] y 
las siempre acertadas indicaciones de Bernardo J. García García. 

P
ARTE I

NOCIONES Y PROBLEMAS LIGADOS A LA TEORÍA Y LA PRÁCTICA DE SERVIR

Vasallear, señorear, depender

Servir a quién, en qué y cómo: 
vasallos en la política hispánica moderna1

Francisco J. Aranda Pérez
Universidad de Castilla-La Mancha
“¡Oh Dios, qué buen vasallo si tuviese buen señor!”
Cantar de Mío Cid (siglos xii-xiii).

“Holgaría más de ser solariego y vasallo del sol que ser señor de muchos vasallos”
Juan de Arce de Otálora, Coloquios de Palatino y Pinciano, 1550.

“Porque cuanto es mayor la dignidad y preeminencia del señor, tanto se tiene por 
menos afrentosa la condición del vasallo y parece más tolerable la sujeción”
Jerónimo Zurita, Anales de la Corona de Aragón, 1562.

“Que te soy amigo verdadero y leal vasallo”
Lope de Vega, La Arcadia, 1598.

“Tiene garras de león para el enemigo y entrañas de cordero para el vasallo”
Fray Hortensio de Paravicino, Panegírico funeral del rey Felipe III, 1625.

I. IN PRINCIPIO VERBA ERANT. Servir es VASALLEAR como gobernar es SEÑOREAR
En la pleamar, todavía, de la un tanto neblinosa 
nueva historia política, seguimos buscando elementos de análisis que nos sirvan para dar explicación y cohesión al sentido y a la 
práctica del poder. Si en las últimas oleadas se han dedicado ingentes esfuerzos para poner 
en claro el trenzado de redes sociopolíticas2, ahora seguimos hurgando en el proceloso ar
1 
Contribución inscrita en el proyecto de investigación “Monarquía Universal, Hispánica o Católica. Una revisión de la cultura política de las élites hispánicas en los reinados de Felipe III y Felipe IV (2)”, financiado por 
la Dirección General de Investigación del MICINN (ref. HAR2009-08765/HIST), del que soy IP. Dedicado 
a mi buen amigo, compañero y medievalista el profesor Francisco Ruiz Gómez.

2 
Como muestra, el macrocongreso Las élites en la época moderna: la monarquía española, celebrado en Córdoba 
en 2006, en concreto, el vol. 2: E. Soria Mesa y R. Molina Recio (eds.), Familia y Redes Sociales, Córdoba, 
2009.

senal conceptual-mental para entender mejor tanto las estrategias como las realizaciones, 
exitosas o no, de la praxis política moderna, en un contexto paneuropeo. Así las cosas, el 
principio general del servicio puede servir −nunca mejor dicho− para valorar una de las 
argamasas que sustentaron el complejo edificio de la universal Monarquía Hispánica.

Empero, el 
servicio no era un artefacto sociopolítico propio de la modernidad. Como 
poco, y por no engolfarnos ahora en la Antigüedad romana, el servicio (servitium), como 
su complementario el beneficio (beneficium), eran conceptos clave en lo que genéricamente se ha denominado relación vasallática, que impregna todo el largo periplo medieval. 
Por no complicar este inicio, de momento dejaremos deliberadamente de lado el otro 
adjetivo agermanado y altamente connotativo de “feudal” (mejor, la paráfrasis “feudovasallático”)3. Teniendo en cuenta todo ello, y para seguir siendo prácticos, podemos poner sobre la mesa una serie de preguntas que nos vayan llevando de la mano, del tenor 
siguiente:

En primer lugar: ¿serviría el escurridizo paradigma de lo vasallático para explicar las 
relaciones de poder en el Antiguo Régimen, en la parte medieval y, especialmente, en la 
moderna? Sin duda, para la Edad Media ha servido a modo; por ello, no parece desacertado prolongar su uso para la Moderna, siempre y cuando nos sirvamos de otras apoyaturas 
interpretativas, esto es, que no lo utilicemos como criterio absoluto.

Si esto es así, en segundo lugar, podemos plantearnos: ¿qué queda de, o para, lo vasallático en la Edad Moderna? Desde luego mucho, sobre todo en la variante “señorial”. 
Pero, atención, no estamos ante un patrón estático sino que sigue fluyendo y transformándose, al menos en sus formas externas, y al final también en su fondo; por eso, hay 
que plantear hacia dónde va o a dónde llega. Puede adelantarse un dato palmario: concluiremos que en la Constitución de 1812 (buen término ante quem) no solo se le da la 
puntilla al régimen señorial sino que, a la vez, no se menciona ni una sola vez tanto el 
vasallaje como los vasallos.

Cabe otra tercera inquietud: ¿es el caso español o hispánico peculiar? Es obvio que 
sí, por la propia e idiosincrática historia, pasada y presente, ello por la lógica influencia 
de −por resumir−, Francia o Italia, sobre todo en la Corona de Aragón; o sea, que no es 
problema hablar de un vasallaje more hispano, sin que una vez más queramos hartarnos 
de anomalías.

En cuarto lugar, ¿pero hay un solo tipo de vasallaje o régimen señorial? Claro que no: 
hay varios, aunque interconectados e incluso ordenados y jerarquizados. Hay uno general 
o, más bien, transversal −como se dice ahora−, el del rey o príncipe, sobre la corte y por 
encima del reino o los reinos; y, después, multitud de versiones particulares o, más bien, 
privatizadas: señoríos de las noblezas (en diferentes grados: grandes, títulos, caballeros, 
hasta hidalgos e incluso meros “señores de vasallos”), de las iglesias (obispos, cabildos, 


3  Imposible dar cuenta satisfactoria del debate sobre el feudalismo en una nota. Véanse como indicativo los 
autores citados infra en nota 5. 

monasterios), de órdenes militares (propias e internacionales: encomiendas, prioratos), 
concejiles o republicanos (señoríos colectivos), etcétera.
Además, ¿nos sirve también lo vasallático para mejor aprehender el camino de la monarquía (o del Estado) hacia el absolutismo? Aquí caben pocas dudas, máxime desde la 
hipótesis y demostración de la “reseñorialización”, sobre todo en el siglo xvii. Con todo, 
aquí la cuestión será cómo lo interpretemos, si como algo retardatario (preponderancia de 
los señores: feudal) o como una novedosa (moderna) estrategia de aumento de poder (“el 
rey más señor que nunca”).

Aún cabe una última interpelación: ¿puede lo vasallático ofrecer ligazón a una serie de 
principios o dogmas que explican los comportamientos políticos? Una vez más, sí. Basta 
enunciar esos fundamentos: las mismas locuciones servicio (militar: caballería, milicia; 
o civil: beneméritos, letrados) y beneficio; pero también gracia, merced, amor, fidelidad, 
obediencia, obligación, consejo, naturaleza, auxilio (tributación), y −¿por qué no?− nobleza
(de virtud y servicio), élites (ídem), rey-reino,  súbdito, incluso cuerpo,  ciudadano... Hay 
todo un convoy conceptual y representativo que debemos atender en toda su laberíntica 
diversidad.

Pero, antes de salir al paso de las cuestiones planteadas, conviene tomar impulso reflexionando sobre varios objetos.
Tantas veces se ha manejado de manera acrítica el término y concepto 
feudal o feudalismo que no hemos caído en la cuenta de que no es, en origen, expresión española, o 
que es “escasamente” hispánica, tanto a nivel puramente literario como jurídico-político. 
Tal es así que, como vemos a continuación en un ejemplo de sobra conocido, el primer 
diccionario impreso de la lengua castellana (o española, como bien especifica su autor), 
en el que el término “feudo” aparece como un añadido:


“feudo. (Añade). La ley primera, título 26, Partida 5, pone dos maneras de feudos: 
la una es cuando es otorgado sobre villa o castillo o otra cosa que sea raíz; y este feudo a 
tal no puede ser tomado al vasallo fuera, ende, si fallecieren al señor las posturas que con 
él hizo o si hiciese algún yerro tal porque lo debiese perder. La otra manera es a que dicen 
“feudo de cámara”, y este se hace cuando el rey pone maravedíes [a] algún su vasallo cada 
año en su cámara, y este feudo a tal puede el rey cada que quisiere [remover], et caetera”4.

4  
S. de Covarrubias, Suplemento al Tesoro de la Lengua Española o Castellana (1611), Madrid, 2001, p. 250. 
Modernizamos todas las citas para su mejor aprehensión. Se trata de un suplemento no publicado en su 
momento, con carácter accesorio. En el Tesoro, propiamente dicho, indica de manera expresa que “feudo” 
es un barbarismo (un “nombre godo”) que “significa un cierto género de reconocimiento con el cual se dio 
alguno por el príncipe o señor la dignidad o estado o ciudad o villa o territorio, etc., para que así el que ha 
recibido esta merced, como sus sucesores y herederos en ella, reconozcan perpetuamente a quien les hizo la 
merced y gracia... se da en fe y confianza”. Señala la partida III, ley 68, título 18 como procedimiento de 
confección de la carta de feudo, pero nada más. Así, se le da un sentido bastante restrictivo.

Por si fuera poco, muchas veces se ha caído en el error o, simplemente, se ha desistido 
de comprobar ciertos cambios que, en una parsimoniosa continuidad desde al menos 
el Bajo Medioevo hasta la Modernidad, se produjeron. Un abandono, por cierto, muy 
“estructuralista”, sea de juridicistas-institucionalistas, sea de materialistas-economicistas5. 
Por supuesto que no tenemos empacho en referir un modo de producción, económico pero 
también −permítasenos la demasía− político-institucional; pero no solo. Básicamente, 
una vez más, hablamos en esencia de un modo de entender y de ejercer el poder “sociopolítico”, si nos conviene adjetivarlo así. 

Y es que en el 
régimen antiguo, gobernar equivalía a señorear, como más tarde, por 
influjo romanista (aunque siguiendo expresiones medievales) mandar era, también, fazer 
justicia6. Por ello, el más alto título político era, precisamente, el de señor. Así, por ejemplo, era el tratamiento (epistolar) debido al príncipe, al rey, pero también a una serie de 
principales. Desde luego que el rey era señor por excelencia, como también el señorío era 
inherente a la nobleza, especialmente a la más granada. Y todos los señores imperaban 
sobre vasallos. 

Por lo demás, es apropiado volver a enunciar los dos deberes 
clásicos de todo (buen) 
vasallo, aquellos de auxilium (ayuda) y consilium (consejo). Puede ser muy bien otra típica 
distinción jurídica, con largos inicios en los tardoantiguos códigos romano-justinianeos 
y sus resurrecciones plenomedievales, y con un desarrollo peculiar, tamizado por las tradiciones bárbaras y mistificado con el llamado feudalismo; incluso con el derecho eclesiástico, durante todo el Medioevo. Llegados a la Edad Moderna, el concepto de vasallo, 
con sus deberes pero también con sus derechos, aparece −como tantas otras cosas− como 
algo periclitado pero por canonizado. Si, dejándonos llevar por ciertos tópicos de la modernidad (al menos, la temprana modernidad a la manera anglosajona), contemplamos 
un ambiente de transición (el del feudalismo ya mencionado hacia el nunca bien definido 
capitalismo), podemos despachar la noción de vasallaje como algo retardatario, decadente, 
demudado, en el contexto comodón de la crisis, máxime en el Barroco. Y es que, en la 
medida de lo posible, no se trata de teorizar lo que pudo ser sino lo que fue.

El “señorío de vasallos” era cualidad innata del monarca, pero también otra de esas 
facultades delegadas o transferidas a determinados particulares por su alta calidad social. 
Por tanto, servir a la monarquía no era la única obligación de muchos vasallos del reino. 


5  
Bien de annalistes franceses, desde M. Bloch a F.L. Ganshof a la cabeza (más G. Duby, J. Le Goff, etcétera) o 
de marxistas del ámbito anglosajón, extremos o moderados (P. Anderson, W. Kula, A.J. Meyer, R. Brenner, 
etc.). En todo caso, no puede perderse de vista que para estos marxistas, lo feudal “visita” (tiñe) no solo lo 
medieval sino la Modernidad (Early Modern) e incluso la Contemporaneidad (al menos hasta la Primera 
Guerra Mundial), otorgando por ello categoría de transición a la modernidad (consagrada por el capitalismo), 
prolongando precisamente el Antiguo Régimen hasta pocas generaciones ha; esto es, que el postfeudalismo 
−no alcanzamos si más o menos vigoroso− es tan extenso como el mismo feudalismo “clásico”; o sea, 
“medievalizan” la Historia, como hicieran humanistas, iluministas y ahora postmodernos.

6  
El gobierno administración como jurisdicción, algo muy caro a los historiadores del Derecho, lógicamente, 
como pusiera de manifiesto  G. Villapalos Salas, Los recursos contra los actos del gobierno en la Baja Edad Media. 
Su evolución en el reino castellano (1252-1504), Madrid, 1976; hasta más recientemente, en su línea, F. Segura 
Urra, Fazer justicia. Fuero, poder público y delito en Navarra (siglos XII-XIV), Pamplona, 2005.

En realidad, a la supremacía teórica 
−y estética− de los coronados, se interponían muchos 
otros señores, hasta el punto que el señorío del rey podía ser algo demasiado lejano para 
una porción muy grande (incluso mayoritaria) de la sociedad. Desde luego que el rey, por 
el imperativo protocolario de realzar su majestad, se apartaba de su pueblo y se mostraba 
comedida y pautadamente a sus cortesanos. La verdad es que no podía ser un señor tan 
absoluto que pudiera intervenir directamente en todos los asuntos de todos sus vasallos, 
por imposibilidad técnica. En este sentido, el vasallaje era igualmente un poder como un 
límite de ese mismo poder, en tanto en cuanto había multiplicidad de señores... y los señores también tenían sus deberes asignados; o bien, a la larga, el ejercicio del señorío era 
otro de los modos por los que los monarcas que pugnaban por ser más absolutos llegaban 
a los resquicios más intrincados de la sociedad. Aquí, señorío y clientela pueden fundirse 
en un sistema retesocial.

Pero sería incompleto reducir el servicio (debido) a la pura esfera del poder civiltemporal. El antiguo Imperio romano-cristiano, guía de la medievalidad e incluso de la 
modernidad, aconsejaba encarecidamente el deber del servicio. Proverbial es la temprana 
actitud paulina de acatamiento a las autoridades legítimas, fuera cual fuera su signo (pagano incluso), fundamentado en el anticesarismo neotestamentario7. Pero conviene tener 
presente que en lo primigenio social había un pueblo cristiano que debía servir a Dios por 
encima de todas las cosas8. De ahí el tan conocido y más importante título de los obispos 
de Roma, pontífices máximos de la Iglesia: servus servorum Dei (siervo, más bien, servidor
de los servidores de Dios). Pleitesía, vasallaje, homenaje, genuflexión, prosquinesis, se 
debían al Señor de todo lo creado, también al que era proclamado, precisamente, CristoRey9. No obstante, no cabe duda de a quién correspondía el título de señor con mayúsculas (Domine) en plenitud10. Pero volvamos a la aclaración y reflexión de conceptos más 
o menos afines.


7  
El famoso e incontrovertible “Pues lo del César devolvédselo al César, y lo de Dios a Dios” de Jesucristo 
(Mateo 22, 21). Por otro lado, también en San Pablo hay un cese de la esclavitud como relación humana 
del antiguo orden: “La prueba de que sois hijos es que Dios ha enviado a nuestros corazones el Espíritu de 
su Hijo que clama: ¡Abbá, Padre! De modo que ya no eres esclavo, sino hijo; y si hijo, también heredero por 
voluntad de Dios” (Gálatas 4, 6-7.). Vid. nota siguiente.

8  
Como podemos ver en J. de Palafox, Cartas Pastorales, (1653), Madrid, 1968, capítulo III, el hombre era 
“vasallo y criatura” de Dios. Y estamos en pleno Barroco, si bien pasado por la Contrarreforma que produce 
verdaderos revivals tradicionales-medievales.

9  
Imagen típicamente joánico-apocalíptica del siglo I, por mucho que algunos solo la identifiquen con la 
contemporaneidad (con el típico grito revolucionario-resistente de los cristeros mexicanos o de otros mártires 
católicos en la Europa del siglo xx, incluida España). 

10  
Tomamos como referencia a fray Alonso de Cabrera, De las consideraciones sobre todos los evangelios de la 
Cuaresma, desde el domingo cuarto y ferias hasta la octava de la resurrección (1598), p. 290: “El título es: Domine. 
Dicho en la persona de Dios, que es tanto como señor de señores. Absoluto señor, sin reconocimiento a 
nadie. Señor es más que rey, porque el correlativo menor descubre más la grandeza del opuesto. Como es 
más sujeción ser siervo y esclavo que vasallo, así es mayor alteza ser señor que rey. Solo Dios es Señor, porque 
todo lo criado es siervo respecto de él y lo manda. Servus quid quid est, Dominus est. Ved cuán poco tienen los 
reyes aunque aprisionen los cuerpos, pues no tienen jurisdicción en las almas. Y por esto veréis cuán pocos 
son señores, pues no son dueños de lo mejor”. 

Ya hemos insinuado, y seguiremos insistiendo en ello, que el servicio-vasallaje, como 
todo ejercicio de poder, tenía que ser patente y visualizado, ritualizado, protocolizado11. 
De ahí que existiera un intrincado mundo de ceremonias que reconvenían obligaciones 
mutuas; compromisos, pactos, contratos que tenían que ser sancionados, por ende, jurídicamente; todo un sistema moral como se explicita en la cita siguiente: 

“[...] una obligación tienen los vasallos a su príncipe y rey y otra el rey a sus vasallos. 
Son obligados los vasallos a reconocerle señorío y hacerle presentes, y es obligado el rey 
a conservarlos en justicia y hacerles mercedes. Y tanto han de exceder las mercedes a los 
servicios cuanto la persona real a la del vasallo... porque es condición de Dios y de grandes 
señores hacer mayores mercedes que son los servicios”12.

Reciprocidad señor-vasallo consagrada en la mayor parte de la literatura política, incluso condensada en los proverbiales aforismos barrocos: “Si el rey que cuida más de sí 
que de sus vasallos, es mal rey, el vasallo que atiende menos al rey que a sí mismo, ¿qué 
vasallo será?”13. De hecho, desde los juristas ya no medievales sino modernos14 podemos 
obtener sus mejores y más claras definiciones que llevan implícita esa teatralización ceremoniosa llena de símbolos:

“Los emperadores y reyes y otros grandes señores pueden dar en feudo cualquier 
cosa que suya fuere, libremente... Y se puede dar el feudo a todo hombre que no fuese vasallo de otro... El vasallo debe hacer el homenaje al señor, las rodillas hincadas y sus manos 
puestas en las manos del señor, prometiéndole y jurándole y haciéndole pleito homenaje 
que siempre le será leal y verdadero, y que le dará buen consejo cuando se lo demandare, 
y que no descubrirá los secretos que [le] encomendará, y que le ayudará contra todos los 
hombres del mundo a todo su poder, y que procurará su provecho cuanto pudiere; y, por 
el contrario, desviará su daño, y que guardará y cumplirá las posturas que con él puso por 
razón de aquel feudo. Y, hecho este juramento y homenaje, el señor le debe investir de la 
cosa que le da en feudo, dándole una sortija o una vara o cualquier otra cosa, y meterle en 
posesión de ello por sí o por otro a quien expresamente lo manda hacer [...]”15.

Pero aparte de por las leyes (escritas) en sí, los deberes y obligaciones mutuos se perfilaban y sancionaban también por la moral social general (la costumbre). En esta línea, los 
llamamientos a la armonía y a la paz entre señores y vasallos se predicaban como lo más 

11  
Esta cuestión recorre todo el libro de  J.M. Nieto Soria (dir.), Orígenes de la Monarquía Hispánica: propaganda 
y legitimación (ca. 1400-1520), Madrid, 1999.

12  A. de Cabrera, Consideraciones sobre los Evangelios, (1598), Madrid, 1906, sermón 2.

13  J. de Zabaleta, Errores celebrados, 1653, Madrid, 1972, p. 106.

14  El profesor Salustiano de Dios tiene preparada una copiosa selección de estudios sobre la concepción del 
poder en los juristas castellanos modernos (El poder del monarca en la obra de los juristas castellanos, 1480-1680), 
que rellenará una multitud de huecos e incógnitas sobre el particular. 

15  H. Celso, Repertorio universal, (1553), Salamanca, 2000, leyes III y IV.

provechoso, aunque en ocasiones parecieran meros tópicos populares16. Algunos incluso 
aconsejan la prudencia con disimulación respecto a los vasallos díscolos, para no padecer 
su rencor17, o que el señor salga al paso, le corresponda siempre la iniciativa irénica18. En
todo caso, la responsabilidad máxima pertenece al señor, pues al vasallo le es bastante obedecer mientras que el señor debe saber lo que manda19; o que el mal señor acarrea un mal 
vasallo20. De todas formas, ciertas máximas políticas modernas, teñidas de cristianismo, 
propugnan a toda costa un trato benigno a los vasallos, cuando no darles implícita razón, 
para evitar abusos del poder del señor-rey o de los “grandes” señores21.

Otro punto de vista interesante es que las leyes del vasallaje también podían constituirse en una especie de uso o lenguaje internacional; o, si así se prefiere, en una práctica 
diplomática anterior a la formulación del ius gentium que se desarrollaría más tarde, en 
el xvii, con los escolahelmánticos, con un Grocio o un Pufendorf. De hecho, podemos 
apercibirnos como constantemente se invoca la lealtad vasallática para el cabal cumplimiento de los pactos y acuerdos entre potencias. No puede ser más sintomático al respecto el caballeresco o rocambolesco apresamiento de Francisco I de Francia tras la pavíada
de 1525, trufado de obligaciones selladas, precisamente, con actos de vasallaje22. 


16  
D. Hermosilla, Diálogo de los pajes (1545), Madrid, 1989, p. 158: (El paje Godoy) “fui siempre del parecer que 
el señor nunca mostrase contra el vasallo todo lo que pudiese, ni el vasallo contra el señor, porque al fin ha 
de ser mal para entrambos [...] ¿Qué gana el señor en destruir a su vasallo? ¿No redunda en su daño tener los 
vasallos pobres? Pues si lo hace por la honra ¿qué honra puede ganar el señor con su vasallo aunque le venza? 
¿No gana más el vasallo con solo haberse osado a atrever a su señor aunque quede perdido? Pues si es por 
venganza de desabrimientos que ha recibido el vasallo, aunque le castigue la justicia con justicia es tan mala 
mezcla de la pasión en la venganza que entiendo que en ella hay tan poca cristiandad y ganancia”. Similar 
consideración aparece en A. de Eslava, Noches de invierno (1609), Pamplona, 1986, p. 139, en donde Fabricio 
afirma: “El delito en sí es grande, mas en comparación con de la sentencia es pequeño, particularmente 
siendo señor el que ofende y vasallo el ofendido; porque [...] cuando la pena excede a la culpa es venganza y 
no celo de justicia”.

17  
Fr. A. de Guevara, Epístolas familiares (1543), Madrid, 1952, p. 189: “Si algún desacato o enojo os hizo algún 
hombre de vuestro estado, tendría por más seguro disimularlo que vengarlo... el señor con el vasallo súfrese 
que le castigue más no que de él se vengue...”. En la p. 195 se afirma: “A muchos vasallos vemos cada día 
levantarse contra sus señores, no tanto por los tributos que les llevan cuanto por los malos tratamientos que 
les hacen. Tened, señor, en la memoria que vos y vuestros vasallos tenéis un Dios que adorar, un rey que servir, una 
ley que guardar y una tierra donde morar, y una muerte que temer [...] guardaos mucho de decir a súbdito o 
vasallo vuestra palabra que lastime a su linaje o injurie a su persona”. 

18  
J. de Pineda, Diálogos familiares de agricultura cristiana (1589), Madrid, 1964, II, p. 244: “no es menos valer 
adelantarse el rey a se reconciliar con el vasallo de que fuere ofendido, porque como señor debe procurar 
conservar su hacienda cuya principal parte son las personas de los vasallos”.

19  
Ibídem, p. 373: “Muy más difícil cosa es el saber gobernar que no el aprender a obedecer, porque el vasallo 
cumple con hacer lo que le mandan, mas el que gobierna ha de saber lo que manda”.

20  “A rey tirano y alevoso vengativo, vasallo tirano y traidor”, S. de Horozco, Libro de proverbios glosados (1572), 
Kassel, 1994, p. 48. Su glosa en p. 506, aludiendo al rey navarro Sancho García.

21  P. de Ribadeneira, Tratado de la religión y virtudes que debe tener el príncipe cristiano para gobernar y conservar 
sus Estados (1595), Madrid, 1868, p. 561, aludiendo a Fernando el Católico, indica: “cuando hay pleito entre el 
rey o príncipe y el vasallo, y parécele al juez que está en duda la justicia, que en tal caso se puede con razón 
creer que la tiene el vasallo y no el rey, porque es tan grande el deseo que los jueces tienen de agradar y dar 
contento a su príncipe que los ciega y arrebata”.

22  El condestable de Castilla, don Iñigo de Velasco para hacerse cargo de los infantes franceses tuvo que tomar 
“primero pleito homenaje, y su firma y sello, para que como fiel vasallo los guardaría y tornaría cuando le 
fuesen pedidos”, A. de Santa Cruz, Crónica del Emperador Carlos V (1550), Madrid, 1920, p. 261. De hecho, 
ante el desafío (reto) planteado al emperador Carlos, se indicaba que el derrotado (avasallado) François le 

También, el señorío-vasallaje guardaba un prestigio tradicional, se constituía en una 
alegoría legendaria todavía en los tiempos modernos. Como en pocas partes, la literatura 
de las famosas novelas de caballería(s)23 mitificó el vasallaje para estimular claramente las 
cualidades bélicas y sapienciales de los vasallos24. Con todo, Rodrigo Díaz de Vivar, el Cid, 
seguía siendo el paradigma del buen vasallo, por encima de otra consideración25.

El vasallaje es asimismo un alegato o una a forma de ordenar la sociedad desde los 
inexcusables criterios jerárquicos de los ordines estamentales. Así lo expresaba muy bien 
Hernández de Villaumbrales al decir que:


“Justa y muy razonable cosa es, según mi viejo parecer, que el esclavo esté sujeto a 
su amo y que el vasallo obedezca a su señor y el criado haga lo que le manda su amo, y que el 
inferior obedezca y venga al llamado de su superior, y que el que ha de ser juzgado parezca 
ante el juez”26.

No con menos razón propugnaba lo mismo el regalista y malquisto por los jesuitas 
obispo Palafox:
“[…] no hay duda que lo manifiesta la misma lumbre de la razón natural, porque 
esta con evidencia enseña que entre los superiores e inferiores hay un género de influencia, 
vínculo y reconocimiento, que a unos y a otros tiene asidos entre sí, para que se conserven 
en firmeza, unión y seguridad. Porque apenas se nos ofrece a la vista el conocimiento de 
padre, cuando ya miramos la obligación de sus hijos a la debida obediencia. Apenas se nos 
ofrece el de maestro, cuando ya reconocemos la deuda en el discípulo al respeto de su persona y su doctrina. Apenas vemos el de juez, magistrado o prelado, cuando se nos ofrece el 
vínculo de rendimiento, que deben los súbditos a la autoridad y decretos de sus superiores. 
Nunca miramos el título de rey, que no se nos ofrezca en el vasallo el natural reconocimiento de 
fidelidad al servirle, de amor y puntualidad al tributarle. Porque en dando superior, es necesario que haya vínculo de obediencia y conocimiento, que tenga rendido al inferior para 

Premier, no tenía razones para ello “así como el vasallo no podía desafiar a su señor, ni el criado a su amo, ni 
el siervo al libre” (p. 434). También se habla respecto a ciertos príncipes de “vasallossujetos”.
23  
Sobre la caballería y sus veleidades literarias, C.  Heusch, La caballería castellana en la Baja Edad Media, 
Montpellier, 2000.

24  Galbán, en el Lanzarote del Lago (traducción c. 1414, Madison, 1999), concedía que el vasallo debía dar 
“buen consejo. Y si el señor no lo quisiere creer, desde allí adelante no es culpa del vasallo, mas del señor” 
(hemos modernizado la lengua y la grafía de la cita como en todas las demás). En la p. 227 amplía: “Ca 
en todo consejo granado que el señor demanda, el vasallo ha mester seis cosas: la una es que el consejero 
que haya recibido tantos bienes del señor por que sea tenudo de le amar y de haber gran cuidado de los 
sus hechos; la segunda, que sepa mucho de su hacienda; la tercera, que sea de muy buen entendimiento; 
la cuarta, que sea de muy gran poridad [secreto, discreción]; la quinta, que sepa todo aquel hecho y no le 
encubra ende nada; y la sexta, que siga al consejero mismo, pro o daño, si el consejo se errare o se acertare”.

25  Hasta tal punto se entremezcla la estela del Cid con la época áurea de los libros de caballerías que la Crónica 
popular del Cid (1512), Madison, 1992, f. 92r., se refiere a él como el “más honrado y más leal vasallo que nunca 
hubiera señor”, para llegar a ser “amigo y... buen vasallo” del rey. Por no hablar de la multitud de episodios 
relatados en el romancero con su persona, real e inventada, hasta el siglo xvii y más allá.

26  Peregrinación de la vida del hombre (1552), Alicante, 2003, p. 141.

que dure en aquel el amor y en este la reverencia, de que depende la conservación de los estados humanos, la disciplina, la enseñanza, la caridad y la recíproca unión y conservación”27.

Aun así, ser vasallo no deja de ser una raya social difusa, movediza. Como acabamos 
de ver, difícil es deslindarlo del mero servidor y, desde luego, del deudo, criado o amigo. 
Aunque la amistad (desde su proverbial sentido ciceroniano-humanista28) suponía igualdad, y ello casaba mal con el disparitario vasallaje29; si bien el vasallaje se entendía ser libre 
por serlo; en cierto modo, como una opción personal y social independiente.

No podríamos terminar esta batería de materiales de primera edificación sin decir que 
uno de los rasgos de la modernidad es, quizá, la senda de la reducción o el sometimiento de 
todo vasallaje al arbitrio y la justicia real; se comprendería también dentro de lo que se ha 
venido en llamar, desde hace tiempo, la judicialización de la vida sociopolítica. Si dejamos 
a un lado que los pleitos de hidalguía sean tan litigiosos, no es del todo complejo cerciorarse del progresivo aumento de las causas para juzgar el comportamiento −leal o no− de 
los vasallos y la legitimidad de los señores30. Cuando las cuestiones del vasallaje arrastraban 
una fuerte impronta consuetudinaria, se hace cada vez más preciso fijarlas casi conforme a 
la ley. Lo cual, a la larga, provocará su desnaturalización. 

II. El vasallo, trasunto del servidor
No es cuestión de retrotraerse demasiado a los estudios sobre el feudalismo, más 
desarrollados allende los Pirineos que en España, tras la estela de don Claudio Sánchez 
Albornoz31 y después por el reciente como desgraciadamente desaparecido don Julio 
Valdeón32. Bastará con definir los puntos básicos que después van a ser útiles a nuestro 
análisis del periodo moderno.


27  
A pesar de todo, recientemente beatificado. Cartas pastorales (1640-1653), Madrid, 1968, p. 130. Remacha: 
“aquel reconocimiento que debe la criatura a su Hacedor, Autor, Señor y Causa primera, con cuya deuda 
no puede otra alguna ser comparada; ni lo que el vasallo paga al rey, ni lo que el deudor paga al acreedor, ni 
con lo que el hijo alimenta al padre, ni el sustento que el padre debe al hijo; porque todos estos vínculos y 
parentescos son menores que lo que debe la criatura a su único y supremo Criador”.

28  
Nos remitimos a la conocida obra o diálogo de Marco Tulio Cicerón, De amicitia (puede consultarse la 
versión de V. García Yebra en los clásicos de Gredos, Madrid, 1996). Junto a otras cosas, se habla del “poder 
igualatorio” de la amistad: “Sed maximum est in amicitia superiorem parem esse inferiori” (caput XIX).

29  
Observación puesta de relieve en A. de Torquemada, Coloquios satíricos, (1553), Madrid, 1994, p. 379: “Si el 
criado o el vasallo llamase al señor “amigo”, ¿permitiríalo? No, por cierto”. 

30  En la línea de lo estipulado por R.L. Kagan, Pleitos y pleiteantes en Castilla, Valladolid, 1991. Con todo, 
es esta una línea de investigación todavía por explorar y explotar, tanto en el Consejo Real como en las 
Chancillerías, Audiencias y demás.

31  “La potestad real y los señoríos en Asturias, León y Castilla, siglos viii al xiii”, Estudios sobre las instituciones 
medievales españolas, México, 1965, pp. 791-822. Precisamente fue su tesis doctoral, completada con su estudio 
sobre “Las behetrías. La encomendación en Asturias, León y Castilla” (pp. 9-316). A Sánchez Albornoz le 
siguieron gran número de institucionalistas como Luis García de Valdeavellano (bajo la égida también de 
Ganshof ) y su discípula Hilda Grassotti, que encontró amplio reconocimiento a nivel europeo y americano 
(véase nota 34).

32  Por ejemplo su El Feudalismo, Madrid, 1992; sobre su figura, M.I. del Val Valdivieso y P. Martínez Sopena 
(coords.), Castilla y el mundo feudal: homenaje al profesor Julio Valdeón, Valladolid, 2009. 

El régimen feudal se basaba en dos instituciones p or cierto separadas jurídicamente, 
el beneficio (recompensa, gratificación) y el vasallaje (servicio, auxilio), que constituían 
conjuntamente el feudo, primero como práctica consuetudinaria, después como derecho. 
Lo feudo-vasallático se entrecruza, se interfiere o se funde con el régimen señorial, puesto 
que en él la recompensa −vasallática− es un señorío; e incluso con el régimen municipal, en 
donde el rey o un gran señor lo es de un concejo que viene a ser un vasallo colectivo; por 
lo demás, los caballeros eran vasallos del rey o de un magnate. El caso hispánico es, como 
poco, peculiar, por el papel (socioeconómico pero también mental) del arduo y sostenido 
proceso de la Reconquista y la Repoblación, que imprime un marcado carácter militar y 
fronterizo. De ahí que vengamos insistiendo en la matización de un vasallaje more hispano.

El antecedente, por no alejarnos a la romanidad, lo encontramos ya en el círculo de 
fideles que se forma en torno al rey desde el reino visigodo (donde es evidente una relación 
de servicio y fidelidad mutuas), que después pasa a la monarquía igualmente cristiana 
astur-leonesa. A partir de aquí se produce una verdadera explosión terminológica: vassus, 
vassallus, buccellarius, commendati, socius, satellites, pero sobre todo milites (miles, servicio profesional de armas, equivalente entonces a  caballero); siempre distinguiendo las 
clientelas del rey de las de los señores laicos y eclesiásticos. Y desde el principio existían 
dos vasallajes que se diferenciaban, de manera intrínseca, porque el primero era libre 
(asumido, “contratado” o pactado: el servicio al rey) y el segundo impuesto (inevitable, 
previo, dependiente: el de colonos y súbditos). Como tal, el término vasallo era de oscuro 
origen celta, pero se utilizaba con profusión en la España cristiana a partir del siglo x33, 
asumiendo casi todos los vocablos anteriores; y fue generalizándose el término hacia el 
significado de “súbdito” o “natural”34. Sin embargo, había vasallos de condición superior 
(súbditos o naturales del rey) y otros de condición inferior, como los vasallos de behetría, 
prestimonarios, solariegos y foreros, de instituciones eclesiásticas (obispados, catedrales, 
abadías, prioratos, Órdenes militares, hospitales, clérigos); o de magnates, hidalgos, caballeros, escuderos, dueñas, burgueses, etcétera. Por ende, podemos hablar de señor de 
vasallos  adversus vasallos de vasallo; vasallos nobles (tipo feudales) y vasallos súbditos, 
colonáticos (colonos), solariegos, sirvientes (tanto rurales −labriegos− como urbanos); o 
vasallos en condición de hombres libres en dependencia prestimonial o señorial del rey o 
de un magnate, o vasallos dominicales serviles (ancilares o también colonos).

Se entraba dentro del vasallaje por acuerdo (contrato) libre y mutuo entre el señor y 
el vasallo. Se usó con frecuencia la entrada como vasallo a un rey como capitulación, para 
poner fin a una situación de rebeldía o “desnaturalización”, exilio o reconciliación; o para 


33  
J. Corominas, Diccionario Crítico Etimológico Castellano, Madrid, 1980-1991, lo detecta a finales del siglo 
pero probablemente su uso venga de atrás.

34  H. Grassotti, Las instituciones feudo-vasalláticas en León y Castilla, Spoleto, 1969, Tomo I, p. 69, habla de 
“La inundación de las fuentes narrativas, literarias, jurídicas y documentales castellanas por la voz vasallo fue 
arrolladora. Sin hipérbole cabría decir que en ningún país de Occidente se usó con tanta frecuencia desde 
mediados del siglo xii en adelante. Junto a su empleo para designar a quienes habían contratado una relación 
vasallática que podríamos llamar feudal, difundió el término vasallo de manera extraordinaria su aplicación 
a muy diversos tipos de gentes en relación de dependencia de un señor”.

sellar un acuerdo entre dos reyes, casi siempre resuelto previamente con la tenencia de fortalezas. Dicha profesión se hacía mediante diferentes ritos de larguísima perdurabilidad: 
por el besamanos (el más simple: mano derecha; reconocimiento de la jerarquía superior 
como práctica habitual de cortesía); y por el hominium et juramentum, menos frecuente, 
el “homenaje” de manos y boca o pleito-homenaje, dado por los súbditos a sus señores 
naturales o por los habitantes del reino al rey nuevo o al heredero de la corona; venía a 
ser un “juramento” de lealtad: sacramenta, más propio de nobles, de paces entre reinos, 
de “pactos de caballeros”, cuyo incumplimiento, aparte de deshonor, podía acarrear penas 
severas. Por cierto, que casi nunca se levantaba acta pública (notarial) del hecho, por lo 
que no quedan muchos testimonios documentales, más literarios.

Había una verdadera pirámide o cascada de vasallaje35, desc artando los señores divinales (Dios y sus santos), esto es: rey (señoreaba sobre la familia real, infantes, algunos 
obispos, grandes o magnates, indígenas o alienígenas de reinos limítrofes, incluso reyes de 
menor rango, concejos de ciudades y villas), vasallos reales, y resto de señores, incluidos 
los padres y señores de esclavos. Interrelaciones complejas, existencia de clanes vasalláticos
cerrados según su nivel; vasallos desde nobles, a criados y meros sirvientes, con lazos relativamente laxos o prietos. Veamos lo que aclaran las imprescindibles Partidas:


“Señor es llamado propiamente aquel que ha mandamiento y poderío, sobre todos 
aquellos que viven en su tierra; y a este a tal deben todos llamar señor, también sus naturales, como los otros que vienen a él o a su tierra. Otrosí, es dicho señor todo hombre que 
ha poderío de armar y de criar, por nobleza de su linaje; y a este tal no le deben llamar 
señor si no aquellos que son sus vasallos y reciben bien hecho de él. Y vasallos son aquellos 
que reciben honra o bien hecho de los señores, así como caballería o tierra o dineros, por 
servicio señalado que les hayan de hacer...
De señorío y de vasallaje son cinco maneras. La primera y la mayor es aquella que 
al Rey sobre todos los de su señorío, a que llaman en latín merum imperium, que quiere 
tanto decir como puro y esmerado mandamiento de juzgar y de mandar a los de su tierra. 
La segunda es la que han los señores sobre sus vasallos por razón del bien hecho y de honra 
que de ellos reciben. La tercera es la que los señores han sobre sus solariegos o por razón de 
behetría o de divisa, según Fuero de Castilla. La cuarta es la que han los padres sobre sus 
hijos. La quinta es la que han los señores sobre sus siervos”36.

Pero como en todo trato había derechos y deberes. Entre estos últimos estaba como 
primero el servicio de armas, que suponía guardar la vida (el cuerpo) y la honra (tanto 
35  
H. Grassotti, Las instituciones feudo-vasalláticas, p. 363: “La pirámide vasallática, iniciada en los cielos con 
el “alto Criador” y en la tierra con el rey, se extendía hacia los vasallos de los vasallos reales, llegaba a veces a 
los vasallos de los vasallos de los vasallos del monarca y descansaba en su base sobre los vasallos señoriales y 
dominicales de uno y de otros”. Volveremos constantemente sobre esta cuestión.

36  Partida IV, 25.1. y 25.2. Recordemos que aunque conformadas en el xiii, las Partidas forman parte del 
Derecho Real hasta el fin del Antiguo Régimen, están vigentes plenamente hasta el siglo xviii.
como el espíritu) del señor y de su familia (empezando por la de su mujer), y también 
su castillo; y acompañarlo en sus empresas bélicas, para intentar protegerlo de ser herido, 
muerto o cautivo, para rescatar su cadáver en su caso y llevarlo a enterrar guardándole 
el luto conveniente. Por la otra parte quedaba el aconsejar bien y lealmente en cuanta s 
consultas se suscitasen y solicitasen. En esto se incluía el ayudarle en la práctica jurídica 
en general, en otras cuestiones afines como retar al ofensor del señor, ser su testamentario, 
su mensajero en los negocios más cruciales, participar en comisiones judiciales y administrativas, entre las que estaba la recaudación de impuestos, etcétera. Las obligaciones del 
señor eran algo más indefinidas pero igualmente imperativas: “amar y honrar y guardar 
sus vasallos y hacerles bien y merced, y desviarles daño y deshonra”37; pero sobre todo se 
centraban en el mantenimiento y cumplimiento del beneficio otorgado: tenencia de tierras, 
fortalezas, soldadas, caballo y armas, por no hablar de la conveniencia de liberarle también 
del cautiverio si fuere necesario. De todas for mas, si el vasallo incumplía era claramente 
“traidor” mientras que el señor podía ser tildado con algo de menor gravedad, como “alevoso”. Otra cuestión muy importante, respecto a la teorética, por caso, de la nobleza: la 
relación vasallática no era hereditaria, ni siquiera vitalicia puesto que podía ser finiquitada 
en cualquier momento. 

Un apunte más para ayudarnos a comprender las relaciones sociales implicadas en el 
régimen señorial-vasallático. La recompensa  
vasallática que el señor debía al vasallo (pro 
bono et fideli servitio según rezaba la exposición de los documentos jurídicos) podía consistir en: una concesión beneficiaria, propiamente dicha; una soldada (un dinero, sacado 
de donde fuese: servicios de Cortes, contribuciones del clero...); o una donación de plena 
propiedad (alodial). La entrega de dicha retribución y merced se hacía viva voce y mediante actos simbólicos, no quedando muchas veces constancia escrita o documento solemne 
sancionador. Entre las concesiones beneficiarias (recordemos que perdurables aunque reversibles) destacaban las de naturaleza prestimonial: préstamos, tenencias de fortalezas y 
villas, encomiendas de origen eclesiástico (que buscaban la protección de un magnate u 
oficial real otorgando parte de su patrimonio y de sus derechos señoriales), tierras, cantidades en metálico cobradas de rentas de dominios regios, honores de sumas de maravedíes 
provenientes de impuestos de una villa, ciudad o región, soldadas pagadas de la cámara 
real; feudos todos en definitiva, casi siempre concesiones de tipo rural otorgadas para su 
posterior aprovechamiento económico. 

Finalmente, unos apuntes sobre la función de la monarquía en este régimen feudovasallático. El rey era señor de señores y vasallos y soberano de súbditos-naturales, moradores del reino: por tanto era rey y señor (rex et dominus). Aunque, bien mirado, ser señor 
menoscaba el mismo poder real, sobre todo en su continua pretensión de afirmarse sobre 


37  
Partida IV, 25.6. Por su parte, un gran vasallo, don Juan Manuel, insistía en que: “En Castilla no se anudaba 
una relación vasallática sin el previo acuerdo de lo que había de dar el señor al vasallo”, según H. Grassotti, 
Las instituciones feudo-vasalláticas, p. 443; Libro de los Estados, c. 1327-1332, ed. de J.M. Blecua, Madrid, 1981.

los 
grandes38. En la misma línea de autoritarismo, prevalencia o absolutismo monárquico 
se sitúa el recurso al Derecho Romano, de manera fehaciente desde la formulación de 
las Partidas, y sobre todo desde su promulgación definitiva en las Cortes Complutenses 
de 1348 bajo Alfonso XI. Entonces la naturaleza se entendía como deber de obediencia y 
lealtad para con el rey por parte de los habitantes del reino, fuera cual fuera su condición 
social, su poder y sus relaciones vasalláticas específicas; esto es, como un arma política a 
favor de los reyes contra los “feudales”, a quienes solo les quedaba intentar “desnaturarse” 
o “desnaturalizarse” por procuración, siguiendo una tradición claramente nobiliaria39. Así, 
dicha naturaleza era una relación de derecho público, mientras que el mero vasallaje lo era 
de derecho privado o contractual. Por ello los reyes quisieron gobernar naturales-súbditos, 
no vasallos; y de aquí a la forja de la patria (o Patria) quedaba menos trecho. En fin, a 
partir del xiv el vasallaje cedía lugar a nuevas formas políticas más protomonárquicas, y 
se iba vaciando (como la misma caballería) para quedar a la larga como una ensoñación 
cada vez más romántica, empezando ya en el moderno Humanismo −aquello de “dejarse 
de caballerías” que decía Sancho Panza−. 

Después de la cimentación medieval, es momento de acercarnos a los teóricos modernos. Pocos autores políticos como el casi omnipresente Jerónimo Castillo de Bovadilla, dedican sus doctrinas al comentario del régimen vasallático40. Castillo comienza su 
intenso periplo sobre el poder no tanto con los corregidores-representantes reales sino, 
precisamente, con los señores de vasallos, a los que consagra varios comentarios como 
verdaderos gobernadores que son, de mayor o menor tamaño; y ello por más que fuera 
un acendrado regnícola, aunque por encima de todo era un letrado tradicional (uno del 
mos italicus), más partidario del experto gobierno de la justicia que de la fuerza militar, 


38  
H. Grassotti, Las instituciones feudo-vasalláticas, pp. 927-1.081. Hace una observación muy interesante: “Su 
autoridad como rex se interfería en la potestad de los señores sobre quienes les servían vasalláticamente y su 
autoridad como dominus proyectaba sombras sobre la regia potestad al convertir en vasallos a sus súbditos”, 
p. 931.

39  
Ibídem, p. 1.036: “Es sabido que el vasallaje regulaba relaciones entre hombres libres, libremente contratadas, 
las que unían al vasallo con el señor. Pero por la índole de los derechos y deberes recíprocos que creaba entre 
las partes −de índole bélica y referidos a la vida social− y por la finalidad del concierto −la formación de 
séquitos armados leales con que pesar en la vida política− las vinculaciones vasalláticas incidieron en el 
equilibrio de fuerzas que se enfrentaban en la mecánica institucional de la monarquía. Fuertes en sus clanes 
vasalláticos y explotando los derechos que sus relaciones vasallales con el monarca les daban, los feudales 
podían dar jaque al rey, especialmente durante las crisis del poder mayestático. Pero es el caso que los deberes 
frente al soberano de todos los habitantes del reino y naturalmente también de los feudales en su condición 
de naturales, limitaron el campo de maniobra que la relación de vasallaje con el príncipe les daba. Naturaleza 
y vasallaje podían entrar en conflicto en los diarios contactos de los señores con el rey”. 

40  
Por su mayor facilidad de manejo, utilizamos el facsímil de la elegante, aunque tardía, edición de Amberes: 
J. Castillo de Bovadilla, Política para corregidores y señores de vasallos, en tiempos de paz y de guerra, Amberes, 
1704 (con estudio de B. González Alonso, Madrid, 1978). La edición primera es de 1597, pero se estuvo 
reeditando hasta 1775, siendo de hecho un manual oficial (fijémonos que la edición utilizada fue ofrecida a 
la nueva dinastía Borbónica en la persona de Felipe V o que la última edición salió de las prensas de la Real 
Imprenta de La Gaceta de Madrid, verdadero BOE de la época). Más calado sobre el autor tiene el estudio 
de F. Tomás y Valiente, “Castillo de Bobadilla. Semblanza personal y profesional de un juez del Antiguo 
Régimen”, en Gobierno e instituciones en la España del Antiguo Régimen, Madrid, 1982, pp. 179-251. También 
R.W. Truman, Spanish Treatises on government, society and religion in the time of Philip II. The ‘de rigimine 
principum’ and associated traditions, Leiden, 1999, capítulo 8 de la primera parte.

por poner un caso. Sigue siendo un clásico cuando nos recuerda que todo gobierno debe 
despejarse del modelo oeconómico-familiar, idea política muy en boga y extendida en 
aquel entonces de finales del xvi41. En todo caso, el iuscommunista Castillo no parte ya de 
premisas feudo-vasalláticas, sino que su visión es la del señor de vasallo como (justo) juez 
y, por supuesto, servidor leal al rey. A este respecto, extractemos la doctrina “moderna” de 
Castillo con algo más de puntillosidad.

En él hay una cierta confusión entre señorío y propiedad42. El señorío (reconocimiento 
real por vasallaje) era una institución “natural” presente desde el principio de los tiempos. 
En todo caso, se centra sobre los vasallos del rey (magnates o ricos hombres titulados: 
duques, marqueses, condes, infanzones-hidalgos, todos propietarios de señoríos), que 
forman, de manera innata y junto con los obispos, el Consejo Real (incluso antes de 
institucionalizarse como tal a fines del xiv). Señala la particularidad, ya aludida, de que 
en España estaba vigente el señorío por derecho de conquista (“por causa de la general 
conquista de España”), como típica recompensa real, pero también como seguridad 
del reino (nobleza como “huesos y nervios” del reino); e, ítem más, los señores eran 
vicarios del rey (señorío vicarial). De hecho, la monarquía se había “desmembrado en 
señoríos y jurisdicciones particulares” que seguían el mismo esquema que los reinos y 
los imperios, donde los señores eran verdaderos monarcas; incluso llega a tildar a dichos 
señores de “corregidores perpetuos del rey”. Siguiendo en el mismo sentido, la sujeción 
al señor tenía −naturalmente− unas connotaciones de deber sagrado, como la debida a 
todas las autoridades supremas (vicariado o coadjutoría divina). Lógicamente tenían que 
distinguirse los vasallos reales (libres por esencia) de los vasallos de señores particulares, de 
peor condición por su falta de “libertad”... o porque, en la práctica, como era de esperar, 
estaban peor administrados: “en los pueblos de señorío hay mal gobierno y poca justicia 
porque los señores se descuidan, en especial los cortesanos que no residen en ellos”43. 
Y es que los señores (sean titulados, sean particulares), al igual que las universidades y 
los obispos-prelados, podían designar −pero no dar patentes o examinar− a sus jueces 
(civiles y criminales, ordinarios y delegados, y únicamente en primera instancia) y demás 


41  
J. Castillo de Bovadilla, Política para corregidores, proemio, punto 9: “El gobierno de una casa es dechado 
del gobierno público”. También capítulo 1º, punto 29. “Equipárese la Política a la Económica, que trata del 
gobierno de la casa, porque la familia bien regida es la verdadera imagen de la República”. A este respecto, F.J. 
Aranda Pérez, “Familia y sociedad o la interrelación casa-república en la tratadística española del siglo xvi”, 
en J. Casey y J . Hernández Franco (eds.), Familia, Parentesco y Linaje. Historia de la Familia. Una nueva 
perspectiva sobre la Sociedad Europea, Murcia 1997, pp. 177-186.

42  
J. Castillo de Bovadilla, Política para corregidores, libro IIº, capítulo XVI, Tomo I, pp. 435-488. “De la 
jurisdicción de los señores de vasallos”. No podemos detenernos ahora en esta ardua cuestión. Respecto a 
la propiedad, en todas sus dimensiones históricas, S. de Dios et alii (dirs.), Encuentro interdisciplinar sobre 
Historia de la Propiedad en España, celebrados y publicados en la Universidad de Salamanca en seis ediciones 
desde 1998 (y la séptima celebrada en octubre de 2010).

43  
J. Castillo de Bovadilla, Política para corregidores, p. 443. Recalca: “[el señorío particular] está subordinado 
al mando y gobierno de algún criado privado, el cual, por los aprovechamientos que tiene de la hacienda 
pública, y regalos y presentes de particulares, encamina las cosas torcidamente”. Por tanto, propugna el 
gobierno o dominio directo. Curiosamente, pone como ejemplo de señor residente y diligente en señorear 
al conde de Oropesa. (p. 445). Por cierto que Castillo habla para Castilla −valga la redundancia−, mientras 
reconoce que, en la Corona de Aragón, el señorío es más “absoluto”.

aportellados (alguaciles, escribanos judiciales y notariales, etcétera, que en ningún caso 
precedían a los enviados reales: solo el propio señor). No hace falta añadir que los señores, 
en otro remedo del monarca, tenían su propia corte, sus consejos y sus deudos. En el 
fondo, estas relaciones señoriales-vasalláticas tenían mucho que ver con el entramado de 
relaciones clientelares, anteriores y posteriores44.

No obstante, toda esta doctrina bovadillana venía a justificar un hecho cada vez más 
frecuente como inconveniente: la enajenación de vasallos hacia señores inferiores, esto es, 
del rey a señores particulares. En justa reciprocidad por dicha recompensa (aunque fuera 
pagada), los señores como tales debían visitar sus señoríos y administrar rectamente justicia, para lo que era preceptivo el mecanismo de residenciar45. Para ello, y según facultad 
real también, podían nombrar sus justicias, escribanos, etcétera, como hemos visto antes. 
Refiriéndose a esto, la cuestión peliaguda era la intromisión o interposición de los oficiales 
reales ante los señoriales, y que parte de la justicia y otros derechos (regalías46) quedaba en 
reserva de la esfera real; por no hablar del propio control real (pesquisa) a los señores. Dejamos para otra ocasión, por no entretenernos ahora, la jurisdicción señorial eclesiástica, 
tan importante en cantidad y mucho más tortuosa o sutil en calidad47.

Pues bien, hemos visto como todas estas ideas y reflexiones 
−más o menos libres, más 
o menos deliberadas− de Castillo de Bovadilla nos ayudan a entender los comportamientos político-señoriales aun, y específicamente, en la época moderna. No es el único autor, 
sin duda, pero otros siguen muy de cerca la estela de este verdadero príncipe de los políticos. 
Sobre los mismos títulos de señor, alguna explicación también encontramos en Pedro 
Salazar de Mendoza, dentro del indiscutible esquema monárquico-real y refiriéndose, lógicamente, a los vasallos reales titulados48. Por su parte, algo más tarde, Alonso Carrillo 
nos recuerda que el tratamiento fundamental de los grandes de España era, precisamente, 
el de “señoría” (amén del de “primo” por parte de los reyes), en medio de la parafernalia 
protocolaria de los que se cubrían49. Pero nadie como el ínclito Jerónimo de Ceballos para 
seguir proporcionándonos pistas sobre qué era ser vasallo en tiempos modernos, de lo 


44  
Como propugnara el ya clásico  E. Gellner et alii, Patronos y clientes en las sociedades mediterráneas, Madrid, 
1986, incluso desde la antigua Roma hasta llegar a la contemporánea Cosa Nostra.

45  Ya conocemos que amén de las residencias hechas por jueces reales, estaban las señoriales,  A. Carrasco 
Martínez,  Control y responsabilidad de la administración señorial: los juicios de residencia en las tierras de 
Infantado (1650-1788), Valladolid, 1991. 

46  Tampoco podemos tratar aquí en toda su extensión el regalismo, siquiera el civil, poco estudiado frente al 
eclesiástico, y menos en el periodo altomoderno. Indudablemente son cada vez más los derechos privativos 
del rey frente a los señores, especialmente en las esferas jurisdiccionales y tributarias, como estudia Castillo en 
hasta un centenar de “falencias”, J. Castillo de Bovadilla, Política para corregidores, pp. 459-488.

47  Tratada monográficamente en ibídem, libro II, capítulo XVII, pp. 489-540. Complementario el capítulo 
XVIII, sobre la jurisdicción real y el mixto fuero, pp. 541-624, el incluso el xix, sobre la defensa de la 
jurisdicción real (frente a la eclesiástica, claro está), pp. 624-637.

48  P. Salazar de Mendoza, Origen de las dignidades seglares de Castilla y León, Toledo, 1618. 

49  Epítome a la obra mencionada en la nota anterior, A. Carrillo, Origen de la dignidad de grande de Castilla, 
Madrid,  1794. Llevaban el tratamiento de señor, aparte del rey, los citados grandes, los arzobispos, los 
embajadores extranjeros, el presidente de Castilla, los obispos, títulos, consejeros de Estado, caballeros del 
Toisón, virreyes, embajadores españoles, y los cabildos de las ciudades y villas con voto en Cortes (cabezas 
de reinos y provincias).

vivo que estaba el debate al respecto, y sobre todo, su vertiente socioeconómica. Podemos 
recurrir una vez más al vademécum político de su Arte Real de 162350, en el que no podía 
faltar −desde su acendrado protorregalismo51− la consideración de la relación entre señores-príncipes y vasallos-súbditos a cuento de los difíciles debates parlamentario-fiscales de 
las diferentes concesiones de millones en el reinado de Felipe III52. En efecto, Ceballos era 
partidario de la total sujeción de los vasallos de la “república temporal” siempre y cuando 
el poder real fuera moderado “con la razón, conciencia y sabiduría”53. Con todo, en cuanto a reyes y vasallos seguía la doctrina escolástica del doctor Angélico, pasada −como no 
podía ser de otra manera− por las Partidas alfonsíes: 

“Toda la fábrica de nuestra naturaleza estriba en dos cimientos y columnas: la una 
es conservación de la paz y la otra, de la justicia. De estas dos cosas son deudores los reyes 
a sus súbditos y vasallos, porque nacen con obligación de defenderlos y ampararlos; y sus 
vasallos la tienen de socorrer a su rey en las necesidades públicas, comunes a rey y vasallos. 
Y es de tanta fuerza la necesidad pública que ni los reyes pueden dejar de socorrer a sus 
súbditos, conservándolos en paz y justicia, ni los vasallos pueden dejar de socorrer a su rey 
con estipendios y millones, aunque el patrimonio real le hubiese disipado y gastado en 
cosas superfluas y en donaciones excesivas”54.

Como podemos comprobar, en cuestión de hacienda, y siguiendo a su mentor el 
monarcómano francés Pierre Gregoire, había que ser prudente gobernante, dar cuentas 
e invocar como principio superior el concepto de necesidad (o defensa pública y común) 
para poder forzar a los súbditos-contribuyentes, siempre y cuando la ejecución se hiciera 
con equidad:

“[...] la potencia de un rey tirano, que se quiere hacer señor de toda la hacienda de 
sus vasallos, lo cual no le es permitido sino es que tuviere necesidad, para causas públicas de 
las personas y vidas de sus súbditos; entonces bien puede usar de aquella amplia potestad 
que es una soberanía justa, hipotecada a su cetro y corona... Todos estos servicios se han de 

50  
J. de Ceballos, Arte Real para el buen gobierno de los reyes y príncipes y de sus vasallos (1623), Madrid, 2003, 
ed. y estudio de S. de Dios.

51  F.J. Aranda Pérez, Jerónimo de Ceballos: un hombre grave para la república. Vida y obra de un hidalgo del saber 
en la España del Siglo de Oro, Córdoba, 2001; ídem., “Los trabajos de un jurista en acción. Controversias 
eclesiásticas en torno a Jerónimo de Ceballos entre los reinados de Felipe III y Felipe IV”, en S. de Dios, J. 
Infante y E. Torijano (coords.), Juristas de Salamanca, siglos XV-XX, Salamanca, 2009, pp. 111-172.

52  Ibídem; y J.H. Elliott, El Conde-Duque de Olivares, Barcelona, 1991, pp. 137-139, quien señala a Ceballos 
como uno de los inspiradores del  programa reformista de gobierno del conde duque de Olivares.

53  J. de Ceballos, Arte Real, documento XVIII, ff. 105-108v. “Porque la razón de Estado que se apartare de lo 
justo no es razón de Estado sino Estado sin Razón”. ¿Racionalismo político?

54  Ibídem, documento XXI, ff. 116-119. “Porque no se ha de mirar la persona que hace el exceso sino a la 
necesidad pública de todos, que depende de la vida y conservación de la cabeza”. En efecto, las enfermedades
políticas podían sobrevenir por “efectos naturales” o por “mal gobierno”, aunque la obligación de cura era la 
misma en ambos casos. No puede dejar de pensarse en el aroma de corrupción y regeneración que presidió el 
cambio de reinado del Tercer Felipe al Cuarto, tras la caída del todopoderoso Lerma y la adulación a Olivares.

imponer con tanta igualdad y justificación y proporción respecto a las haciendas de suerte 
que los pobres no sean agraviados y los ricos relevados... La razón de este poder que tienen 
los reyes en sus súbditos es clara, porque por el mismo caso que la potestad de reinar les está 
concedida por Dios, viene en consecuencia el poderse valer de las personas de sus vasallos y 
de sus haciendas con causa pública común a rey y vasallos... porque la salud de todo el pueblo 
es suprema ley”55.

Con todo, la cuestión se complicaba en el caso del Monarca Católico, porque era 
señor 
universal (esto es, no limitado “a los términos de España”) y tenía que defenderse de tantos 
y tantos enemigos (rebeldes, herejes e infieles) como socorrer a otros príncipes cristianos 
(que a la postre formaban una sola cristiandad  e Iglesia) contra la protervia de dichos 
enemigos interiores y exteriores56. El expediente fundamental era que los procuradores 
y las ciudades con voto en Cortes no pudieran contradecir esta pública necesidad; tan 
solo podrían estudiar la manera de “repartir el servicio con menos daño del reino y con 
más igualdad de todo; porque en llegando la pública necesidad no es gracia ni donación 
la que hace el reino sino paga de la deuda que debe el vasallo a su rey por la administración 
de la justicia y por la conservación de la paz”57. Además, la carga de profundidad era que 
“bien se podían excusar estas convocatorias [de Cortes] y los gastos que se hacen en ellas 
quitándoselo a los pobres [...] porque de lo que conceden, siendo justo y debido, llevan 
premio, el cual se puede evitar”58. En la misma línea de reducir gastos proponía la no 
menos revolucionaria medida de que cesara el servicio de millones, en concreto a partir 
del año 1625, al igual que las alcabalas y los estancos (naipes, azogue, solimán, pimienta), 
para que bajando los impuestos e implantando una administración única sobre la harina, 
con la consiguiente reducción de onerosos “administradores”, se facilitara el consumo y 
fluyera el comercio. A la postre era la propugnación de los vasallos-comerciantes, más que 
vasallos puramente contribuyentes, algo bastante “liberal” para su tiempo.

Como vemos, en nuestra Edad de Oro y de forma especial en el campo literario, el 
concepto de vasallaje se va desdibujando de su sujeto y predicado primarios para pasar 
a designar cualquier servicio o servidumbre. Como ocurre, por ejemplo, con la curiosa 
expresión “ser humilde vasallo de las Musas” para designar a un creador, aunque dicho 


55 
Ibídem, documento XVIII, ff. 106r107r. Desde luego, el autor denunciaba que dicha equidad no se 
observaba, precisamente, en los millones “que hoy corren del vino y aceite y maravedí de la carne”. Para 
rematar: “Toda esta doctrina procede de que los reyes y príncipes no son en su reinos señores absolutos de 
la hacienda real ni de la que tienen sus vasallos, sino prudentes administradores para causas públicas, y no 
haciéndolo están obligados a dar cuentas a Dios”. El último aserto es del documento XX (f. 111v) y está 
inspirado en el no menos célebre jurista Juan Bautista Valenzuela y Velázquez.

56  
Ibídem, documento XIX, f. 110v., “Lo mismo es pelear por la patria que por la fe”.

57  Ibídem, documento XX, ff. 111r116r. Y por “derecho real”, esto es, que el rey está por encima de las ciudades 
(el reino) y sus representantes (“no reconoce superior en lo temporal”), amén de que “su poder es sobre las 
leyes y Cortes, lo cual procede de derecho divino”.

58  Ibídem, f. 114r. Esperado proceder de un regidor que siempre votaba a favor del servicio a Su Majestad. 
Sabemos que la no convocatoria de Cortes se cometió bastante más adelante mientras que la supresión de 
millones no se ejecutó jamás, B. Cárceles de Gea, Reforma y fraude fiscal en el reinado de Carlos II. La Sala de 
Millones (1658-1700), Madrid, 1995.

autor se compare con un soldado o caballero (para más señas, 
andante)59. De igual modo, 
el amor era gran señor; si no volvamos a recordar al dulcineomaníaco don Quijote cervantino o al bandolero de Tirso de Molina60.

Podemos apreciar también el vasallaje como un grado de afinidad política. Es muy 
descriptiva la expresión del cronista Fernández de Oviedo cuando relata la falta de apoyos 
que sufrió su majestad católica don Fernando tras la muerte de doña Isabel: “ningún deudo 
ni amigo ni vasallo tuvo el Rey Católico en aquellos trabajos y mutación del Estado”61. 
También podemos referirnos a un vasallaje europeo (en puridad, cristiano), si se admite 
que hay otras formas de vasallaje desde luego peores en la comparación. Es el caso del 
vasallaje debido al Gran Turco, al sultán de los creyentes otomano, cuya amenazadora presencia se hace sentir en tantos y tantos pasajes literarios y en la documentación histórica; 
y por supuesto en el pensamiento de los renegados62.

¿Y qué decir de los infames vasallos rebeldes? Nada mejor que la opinión de un −por 
cierto−, leal portugués respecto a los díscolos catalanes:

“Importantísima cosa fue siempre a los monarcas castigar los agravios de la corona. 
Aquel vasallo se puede llamar idólatra que, despreciando la majestad de su rey, adora en el 
poder de la unión. Aquel le usurpa tanta parte de imperio cuanto le niega o le duda de 
vasallaje. Vuelvo a decir que no solo entiendo que merecen estos hombres el castigo por los 
excesos que han hecho, sino que bastaba la misma razón de su disculpa para que los contásemos como delincuentes. Verdaderamente, señores, no es vasallo, criado o amigo que os 
pretende obedecer, servir o amar en oficio determinado, porque así como no hay caso en 
que el príncipe pueda faltar a sus vasallos por verles miserables, no lo hay también en que 
el súbdito debe excusarse de servir al señor por verle afligido; entonces el imperio fuera mayorazgo de la fortuna, no de la naturaleza: sirviéramos a los más dichosos, no a los más dignos”63.

Al llegar a la segunda mi 
tad del siglo xvii los grandes consejeros y privados del monarca todavía gustaban −humildemente− de titularse vasallos del rey. Es el caso del cardenal Moscoso y Sandoval, quien ante un requerimiento del Consejo Real pretextó que 
era “vasallo de Su Majestad [primero] y del su Consejo de Estado [después]”, y que por 

59  
C. Suárez de Figueroa, El pasajero (1617), Barcelona, 1988, p. 238. En la p. 250 hay otra cita reveladora, 
refiriéndose al protagonista don Luis: “Valiente batallador os mostráis en la poética lid. Fiel vasallo posee en 
vos esa profesión que tanto ensalzáis”.

60  
Que no pasaba sus “osadías que el amor de un vasallo favorecido debe a su señora”, Fr. G. Téllez (Tirso de 
Molina), El bandolero (1632), Madrid, 1994.

61  G. Fernández de Oviedo, Historia general y natural de las Indias (1557), Madrid, 1992, p. 87. Por lo demás, 
una constante de esta historia es cómo los diferentes reyezuelos y caciques (e incluso emperadores) americanos 
van pasando, precisamente, a declararse vasallos del emperador Carlos. Por cierto que también se hace alusión 
a la relación vasallaje-esclavitud: en un momento determinado, a la pregunta de Hernán Cortés, Olintecle 
(señor de nada menos que veinte mil vasallos) declaraba: “¿Y quién no es esclavo de Moctezuma, cuanto más 
su vasallo?” (p. 11).

62  B. y L. Bennassar, Los cristianos de Alá. La fascinante aventura de los renegados, Madrid, 1989.

63  F. M. de Melo, Historia de los movimientos, separación y guerra de Cataluña (1645), Madrid, 1996, p. 167. Tal 
acto de rebeldía impedía que el señor (el rey) pudiera ser “liberal” con su vasallo.

tanto solo obedecía a su señor rey y, por supuesto, a la Iglesia (al Santo Padre); o el de don 
Antonio Pimentel, salvado de las iras de la reina Cristina de Suecia por su condición de 
“vasallo” del rey español64. Casi, vasallo vino a ser algo parecido a “ministro” del gobierno 
real, consideración que se prolongaría durante todo el siglo xviii posterior65. Llegados a 
este punto, ya sería ir demasiado luengo tratar del proceso de reversión de señoríos (y de 
vasallos) a la corona a finales del xviii, como primer hito del desmantelamiento del régimen señorial, que pasa por eliminar los señoríos intermedios con la pretensión de destacar, 
dejar solo, al señorío real.

En fin, que podríamos multiplicar los ejemplos  
sobre las transformaciones y decaimientos que las relaciones señorío-vasalláticas van experimentando a lo ancho de la Edad 
Moderna española. Pero precisaremos algo más sobre diferentes figuras señoriales y vasalláticas a continuación.

III. Señor, señores y vasallos
 

Vasallos del Rey, servidores del Reino
En esta multiplicación de situaciones socio-vasalláticas, convendrá descender a un doble modelo explicativo, que pivota sobre un gran vasallaje y un vasallaje a secas, digamos 
vulgar. Es una tipología nacida no solo según el tamaño sino, sobre todo, por la calidad 
de los personajes que lo sustentan. Desde siempre ha sido evidente −y vistoso− la existencia de ricos hombres, magnates, grandes nobles o grandes a secas, en la cúpula del sistema 
socio-señorial, cuyo único techo ha sido el monarca, y que en ocasiones han pretendido 
encarnar la esencia de todo el sistema, del reino (lo que en cierta manera se ha comprendido en la llamada aristocratización66). A glosarlos nos dedicamos ahora.

64  
Ambos casos en J. Barrionuevo, Avisos (1654), Madrid, 1892, t. I, p. 47: (3 de septiembre de 1654) “[...] tornó 
a enviar el Consejo Real a mandar al Cardenal de Toledo se saliese de Madrid. Respondió que era vasallo de 
S. M. y de su Consejo de Estado y que si se lo notificaban y mandaban como a tal era menester hacerlo con 
cédula del Rey, como se acostumbra con los grandes, y que si solo el Consejo lo decía que no era su juez, por 
ser cardenal y príncipe de la Iglesia. Mucho se teme un arrojo”. Había por medio uno de tantos episodios de 
defensa de la inmunidad eclesiástica por la que la Iglesia de Toledo estaba dispuesta a sufragar a su prelado 
con tres millones de reales de las joyas del Sagrario. Lo de Pimentel en Tomo II, p. 462, en la etapa romana 
de la citada reina, cuando puso en duda su honestidad...

65  
G. Fernández de Villalobos, Desagravios de los indios y reglas precisamente necesarias para jueces y ministros
(1685), Madrid, 1899, p. 236: “[...] por no premiar a los beneméritos. Un mal gobierno, más cerca está de 
perderse en el odio común, que perpetuarse con los medios violentos que se practican hoy. A lo que se mira, 
se debe dar crédito: a lo que se imagina, desconfianza. ¿De qué sirve tentar el ánimo del pueblo lastimado, 
si el daño se remedia quitando a los ministros endurecidos? Menos se aventura en deponer un vasallo que 
en toda una república, que no es lo más fácil saber conservarla, donde unas veces la fuerza causa la ruina, y 
otras el mayor estrago la blandura”. Por lo demás, mirando por doquier documentación oficial dieciochesca 
procedentes de Indias los virreyes, gobernadores civiles y militares, etcétera, se seguían autoproclamando, 
pomposamente, vasallos.

66  
También se ha utilizado la expresión refeudalización  o incluso “crisis de la aristocracia”, aunque en este 
sentido más pegado a lo económico y para la época barroca, desde la larga huella de L. Stone. A este respecto, 
B. Yun Casalilla “¿Traición de la burguesía vs. crisis de la aristocracia? Por una revisión de la historia social y 
de la cultura de las élites en la Europa del Antiguo Régimen”, en C. Sanz Ayán y B.J. García García (eds.), 

Sin duda, en pocas partes como en los solemnes juramentos hechos en Cortes se 
experimenta de manera tan palpable el acto de magnivasallaje, como en el caso (una vez 
entronizado don Felipe II), en el que vino a ser declarado príncipe heredero don Carlos:

“[...] le da y presta la obediencia y fidelidad que por leyes y fueros de estos reinos 
a su alteza como a príncipe heredero de ellos le es debida, y por fin de su majestad la obediencia, reverencia, sujeción, vasallaje y fidelidad que como buen súbdito y natural vasallo le 
debe y es obligado a le dar y prestar como a su rey y señor natural, que promete y bien y 
verdaderamente y con toda fidelidad tendrá y guardará su servicio y cumplirá lo que debe 
y es obligado a hacer; y en cumplimiento de ello y a mayor abundamiento y para mayor 
fuerza y firmeza, seguridad de todo lo sobredicho, dice que jura a Dios nuestro señor[...]”67.

Al margen de potencialidades y veleidades fiscales, en las Cortes se daba expresión a 
la atávica idiosincrasia señorial-vasallática del reino. De la misma forma, un siglo después 
sigue la misma tónica con el juramento al malogrado príncipe Baltasar Carlos, vástago de 
Felipe IV:

“Que reconoce y desde ahora ha y tiene y recibe al serenísimo y esclarecido y príncipe don Baltasar Carlos, hijo, sucesor de la majestad del Rey don Felipe, nuestro soberano 
señor, por Príncipe de estos reinos de Castilla, de León, de Granada, y de todos los demás 
reinos, estados y señoríos a ellos sujetos dados, unidos e incorporados y pertenecientes 
durante los largos, prósperos y bienaventurados días de Su Majestad, y después de aquellos 
por Rey y Señor legítimo y natural heredero y propietario de ellos. Y que así, viviendo Su
Majestad, le da y presta la obediencia, reverencia y fidelidad que por leyes y fueros de estos 
dichos reinos a Su Alteza como a príncipe heredero de ellos le es debida, y por fin de Su
Majestad,  la obediencia, reverencia, sujeción, vasallaje y fidelidad que como buen súbdito y 
natural vasallo le debe y es obligado de dar y prestar, como a su Rey y Señor natural; y promete 
que bien y verdaderamente y con toda fidelidad tendrá y guardará su servicio y cumplirá 
lo que debe y es obligado a hacer. Y en cumplimiento de ello y a mayor abundamiento y 
para mayor fuerza y seguridad de todo lo sobre dicho, dice que jura a Dios nuestro señor y 
a Santa María su Madre y a la señal de la cruz y palabras de los Santos Evangelios que están 
escritas en este libro misal que ante sí tiene abierto, la cual cruz y santos evangelios corporalmente con su mano derecha toca, que tendrá y lealmente y con efecto guardará a todo 
su leal poder el dicho serenísimo y esclarecido príncipe don Baltasar Carlos por príncipe 
heredero de estos reinos durante la vida de Su Majestad y después de ella por su Rey y Señor 

Banca, crédito y capital. La Monarquía Hispánica y los antiguos Países Bajos (1505-1700), Madrid, 2006, pp. 
509-532. 

67  “Cortes de Toledo de 1559 [1560]”, t. V, en Cortes de los antiguos Reinos de León y Castilla, Madrid, 1903, p.
795. Juramento-pleito homenaje como Príncipe de Asturias.
natural y como a tal le presta y da la obediencia, reverencia, sujeción y vasallaje que le debe 
y hará y cumplirá todo lo que de derecho debe y es obligado[...]”68.

A la recíproca, acudir a Cortes cuando el rey las convocaba era un deber grave de vasallo: se necesitaba licencia expresa tanto para asistir como para retirarse de las mismas. No
tener licencia suponía, aparte de la lógica inobediencia, un verdadero desacato; situación 
comprometida, que podía mover a desposeer al dislicencioso a perder el favor real... e 
incluso algo más.

El señorío real era innato, previo, 
natural. Cae de suyo que a lo largo del periodo 
moderno, incluso dentro de la corriente del regalismo (en su acepción más amplia), se 
insistía en que los vasallajes-señoríos “subalternos” no debían restar espacio y poder al 
señorío-vasallaje supremo, el del rey. Es esta una constante en los intentos políticos reformadores69 y en la doctrina jurídica −también renovadora− del periodo que estudiamos; 
incluso en su etapa temprana, como ocurría con las primeras proclamas de reformación 
de las Indias del fogoso dominico De Las Casas70, o un siglo más tarde, el celoso letrado 
Solórzano Pereira71. Precisamente en este panorama americanista, que tan instructivo está 
siendo, esta sujeción y obediencia de la que venimos hablando eran obligaciones más que 
humanas, divinas72. De hecho, el juramento del vasallo −como la promesa de rey− era 
sinónimo de “verdad”, esto es, uno de los mayores atributos morales y políticos73. Incluso, 
el vasallaje al rey era aún previo al amor a la patria, como ya se ha indicado en alguna 
ocasión anterior74; aunque finalmente lo llamativo es cómo cada vez más se unen ambos 


68  
Documentos sobre la vida privada española (1632), Madrid, 1950, p. 29. Como ya hemos insistido, en pocas 
ocasiones quedan reflejadas por escrito estas ceremonias de carácter vasallático.

69  Paradigmático el del conde duque de Olivares, J .H. Elliott y J.F. de la Peña, Memoriales y Cartas del Conde 
Duque de Olivares, Madrid, 1978, t. I.

70  “Entre los remedios para reformación de las Indias[...]”, Fr. B. de las Casas, Obras completas. 10. Tratados 
de 1552, Madrid, 1992, p. 328: “[...] mucho menos se pueden [los bienes] donar ni traspasar los vasallos a 
ningún señor particular, sacándolos de realengos; como quiera que el señorío paternal[...] sea más antiguo 
y fuerte[...] que el del rey sobre sus vasallos, que es más moderno y de iure gentium y se funda sobre el 
voluntario consentimiento de los súbditos[...]”. En la p. 351 añade: “[no dar] un quilate de jurisdicción ni 
señorío ni un vasallo en Indias a nadie[...] y encerrarla y guardarla en su real corona[...] para acometerla en 
sus audiencias y virreyes[...]”.

71  J. de Solórzano Pereira, Política indiana (1648), Madrid, BAE 253,  1972, t. II, p. 27 (libro III, capítulo 
III, glosa 29). La casuística sobre los “derechos” de la encomienda (eminentemente feudovasallática) es 
amplísima en este escrito-tratado jurídico de Solórzano, sobre todo la imposibilidad de cederla, delegarla o 
“subinfeudarla”, sin por ello perderla. Sobre su figura, E. García Hernán, Consejero de ambos mundos. Vida y 
obra de Juan de Solórzano Pereira (1575-1655), Madrid, 2007.

72  P. Cieza de León, Las guerras civiles peruanas (1553), Madrid, 1985, p. 562: “[...] vuestra merced llanamente 
dé a su rey lo que es suyo que es la obediencia, cumpliendo en todo lo que por él se le manda, pues no solo 
en esto cumplirá con la natural obligación de fidelidad que como vasallo a su rey tiene, pero aun también con 
la que debe a Dios, que en ley de natura y de escritura y de gracia, siempre mandó que se diese a cada uno lo suyo,
especial a los reyes la obediencia, so pena de no se poder salvar al que con este mandamiento no cumpliere”.

73  C. Gómez de Tejada, León prodigioso (1636), Madrid, 2000, f. 184v: “[...] tanto crédito había de asegurar la 
palabra de un rey como el juramento de un vasallo. Y generalmente los buenos emperadores, reyes, gobernadores 
y caballeros deseosos de acertar en el gobierno de sus repúblicas y casas estiman, agradecen y pagan las 
verdades de sus vasallos dichas en ocasión”.

74  D. Duque de Estrada, Comentarios del desengañado de sí mismo. Vida del mismo autor (1645), ed. de H. 
Ettinghausen, Madrid, 1982, p. 486: “Yo soy [...] tan buen vasallo de mi rey que moriré por su servicio y 

vasallajes, sobre todo en el siglo xviii, cuando ante el déspota ilustrado cabe ser “buen 
español y leal vasallo”75.
Por lo demás, toda esta cuestión del vasallaje, de puertas a fuera hispanas, debía hilar 
algo más fino y sutil. Contemplando, por caso, cualquier historiografía de los Austrias 
(especialmente la referida a los Mayores) tenemos continuas alusiones a realidades extrahispanas. Así, verbi gratia, en la conocidísima de Cabrera de Córdoba, tenemos al ítalo 
Cosme de Médicis, segundo duque de Florencia-Toscana, designado como “fiel vasallo y 
feudatario inmediato” de los reyes “de las Españas”; mientras, el flamenco Guillermo de 
Orange no era “vasallo ligio sino feudal”76.

Pero volvamos a centrarnos en la teoría y en la realidad del vasallaje hispánico moderno.
 

Señores de vasallos, vasallos de señores
Volviendo al principio, el significado básico de vasallo era “el que vive en tierra de algún señor, al cual reconoce y respeta como a tal [...] estos dos nombres, señor y vasallo, son 
correlativos”77. Como en casi todas las relaciones humanas, el vínculo fundamental se tejía 
en torno a la confianza, traducida en términos de lealtad y/o fidelidad, recíproca aunque, 
obviamente, asimétrica. Es previsible que en todo este ámbito fiduciario, la desobediencia, 
la rebeldía, podía romper de forma automática el vínculo de vasallaje. Las alusiones a esto 
son continuas, como, por ejemplo, lo había evidenciado el casuista Alfonso de Cartagena 
en pleno y caballeresco siglo xv78. Hemos venido haciendo hincapié en que no es una mera 
cuestión personal ni mucho menos privada, porque la desobediencia e incluso la  traición 
tenía efectos múltiples, en los ámbitos íntimo pero también social, tanto civil como religioso79. Por ello, dicha rebeldía o desafección llegaba a constituir más allá de un delito, un 

en defensa de mi patria”. Por su parte F. M. de Melo, 
Historia de los movimientos […], p. 340), indicaba: 
“Obligación es del vasallo o del repúblico acudir a su príncipe o a su patria afligida, de tal suerte como si solo 
por su cuenta estuviese el remedio”. Más adelante, en el xix, en el legitimismo-tradicionalismo sociopolítico 
el orden se invertirá (“Dios, Patria, Rey”).

75  
E. Navarro (ed.), Documentos indispensables para la historia de Filipinas, Madrid, 1908, t. I, p. 399, la cita es 
de F.L. de Viana, ante el sitio de Manila por los ingleses (1764).

76  L. Cabrera de Córdoba, Historia de Felipe II, rey de España (1619), Salamanca, 1998, vol. 1, p. 130: guardando 
“pura y verdadera fidelidad y pleito homenaje”; pp. 395-396: “Aun cuando el Príncipe de Orange no fuera 
vasallo ligio sino feudal, como el homenaje y servicio personal es inseparable de él, no podía librarse por 
procurador; pues lo que se permite en el privilegio de feudo, está reprobado en Europa. Disuelven los 
honores, homenaje, vasallaje, obediencia, servicios, reconocimiento, derechos y mero mixto imperio, y 
autoridad del Rey en las tierras que tenía el de Orange; y así era súbdito natural justiciable, y debía [com]
parecer al llamamiento del Duque, del Toisón y comisario de su maestre, sin excusarle ser alemán y feudal 
en Francia por su principado”.

77  S. de Covarrubias, Tesoro de la lengua castellana o española, Madrid, Luis Sánchez, 1611, f. 65r.

78  “Puesto que de derecho habemos que si un hombre manda hacer a un su vasallo alguna cosa y el vasallo, 
por dicho de otro alguno, no lo cumple merece que el su señor que le tire la soldada y le eche de su tierra”, 
Respuesta a la cuestión hecha por el marqués de Santillana, Barcelona, 1988, p. 116. Por supuesto, que vincula 
la desobediencia al Pecado Original cometido por Adán y Eva; y la perfecta obediencia a Cristo como se ve
también en la nota siguiente.

79  “¡Oh mal caballero y falso fementido vasallo... tú eres traidor a Dios y al mundo y a mí!”, J. de Molina, Libro 
del esforzado caballero Arderique (1517), Alcalá de Henares, 2000, f. 21. Más adelante, en el f. 59v. Arderique 
proclama al rey: “antes quiero seros tan obediente, y más, que si vuestro vasallo fuese”.

pecado, ya que la obediencia, como ya hemos considerado, se antojaba un deber sagrado, 
una vez más en sana doctrina cristiana; o en la inveterada confrontación de los brazos 
secular y religioso80.

El hecho es que, aparte del selecto grupo de 
magnivasallos del rey, la realidad vasallática permeaba el resto de la sociedad en una medida escala señorial. Que el gobierno de 
los estados-señoríos infomonárquicos  era parte esencial de la ciencia o el arte políticos, 
no puede ser más paradigmático que en la obra titulada precisamente Política para [...] 
señores de vasallos (1597), del experto letrado Castillo de Bovadilla, antes mencionada. 
Tradicionalmente, y, sobre todo, los historiadores del Derecho han sobreexplotado lo 
relativo al gobierno-régimen local de los corregidores, en puridad especie de grandes vasallos a sueldo de la majestad real81; sin dejar de pensar que el régimen concejil es paralelo y 
concomitante al señorial, como hemos tenido ocasión de ver en todo este rápido histórico. 

Dejando a un lado el archiconocido vasallaje de los diferentes reyes musulmanes de 
al-Ándalus respecto de los reyes cristianos ibéricos82, el momento y el ámbito político en 
donde la preocupación por los vasallos es preponderante es, precisamente, el concejil, 
incluso por parte de la corona. A poco que se bucee en los repositorios históricos municipales, máxime en el culmen de la Baja Edad Media y principiando la Moderna −en torno 
al periodo de los Reyes Católicos−, nos encontraremos constantes llamadas a que muchos 
cargos locales no dependan (“sean vasallos”) de la alta nobleza y de la nobleza media 
caballeresca83. En todo caso, en el mismo periodo abunda las referencias a los enviados
(comisionados: merinos, jueces, receptores, etcétera) de los reyes para poner orden y paz 


80  
Es lo que se infiere en un anónimo sermón de 1500 en donde se especifica: “Si el siervo o vasallo quisiere 
estar a lo que manda el Derecho, sea oído; si se mostrare soberbio o rebelde, sea pugnido [...]; si el señor, que 
es inmediato al príncipe, se queja de su vasallo propio, puede por autoridad suya castigarlo, o puédele hacer 
excomulgar por su diocesano [obispo], por razón de pecado, si fuere desobediente [...]; donde debe el seglar 
brazo recurrir al eclesiástico así como el eclesiástico recurre al secular”, Los sermones en romance del manuscrito 
40 (s. XV) de la Real Colegiata de San Isidoro de León, ed. de P. Cátedra, Salamanca, 2002, f. 31v.

81  
Dejando a un lado los clásicos A. Bermúdez Aznar o B. González Alonso, el caso más evidente es el libro de 
C. Merchán Fernández, Gobierno municipal y administración local en la España del Antiguo Régimen, Madrid, 
1988, en donde las referencias y textos (párrafos) de Castillo se suceden ad nauseam. Hasta llegar a E. Orduña 
Rebollo, Municipios y provincias, Madrid, 2003, pp. 151-204.

82  
Por razón, precisamente, de la diferencia o subordinación de religión, hasta el último rey moro de Granada. 
O incluso el vasallaje de importantes nobles extranjeros venidos a ayudar en las veleidades de la Reconquista 
o en el apoyo político de los monarcas sobre todo castellanos; como, por ejemplo, el caso de Alfonso X quien 
con las obsesiones del “Fecho del Imperio”, en un documento de 1273 confirmando los fueros de la ciudad 
de Ávila, moteja como “sus vasallos” al vizconde de Bearn, a los condes de Belmonte y Montfort (hijos del 
emperador latino de Constantinopla), al marqués de Montferrant, a los duques de Borgoña y Lorena, incluso 
por delante de los propios magnates-vasallos castellanos, C.L. López y G.S. Quijano, Alfonso X confirma 
de nuevo a los caballeros y al concejo de Ávila el fuero, privilegio y exenciones, Ávila 1990-1991, p. 63. No es 
extraño que por ello se ganara, entre otras cosas, la animadversión de sus grandes y que se generaran tales 
“inquietudes” políticas al final de su reinado.

83  
El Tumbo de los Reyes Católicos del Concejo de Sevilla (1478), ed. de R. Carande y J. de M. Carriazo, 
Sevilla,  1968, vol. I, p. 257, donde literalmente se advierte: “que ninguno de los veinticuatros [regidores] 
ni jurados que no sean vasallo ni tenga dinero de ningún rico-hombre ni caballero ni de otro ninguno [...] 
que no reciban tierra ni acotamiento ni ninguna otra dádiva, en público ni en escondido ni por cualquier 
otra arte”. Como no podía ser de otro modo, en el concejo de Toledo (que seguía en todo al sevillano, 
y viceversa) encontramos admoniciones parecidas: Archivo Municipal de Toledo (AMT), Archivo Secreto 
(correspondiente al Ayuntamiento) o Archivo del Cabildo de Jurados. 

en el seno de las repúblicas ciudadanas, a los que casi siempre se les denomina “mi/nuestro 
vasallo”. De la misma manera, o generalmente, los cargos “auxiliares” parecen ser vasalláticos. También los regidores por específico nombramiento real −que toman cuerpo en la 
época comentada− precisamente pueden recibir el tratamiento de “mi vasallo”, esto es, 
“que tienen un encargo especial y directo por parte del Rey”, pertenezca o no a la plantilla 
del gobierno municipal, vitalicia o temporalmente; cuanto más cuando el nombramiento 
recae en alguien muy cercano a la persona de los monarcas, de los títulos, de su entorno 
cortesano (“vasallos de nuestra casa”), en especial a los del Consejo Real84, o en su medio 
militar-defensivo85. Y lo mismo que “lealtad” parece la mayor premisa de todo buen vasallo, quien no lo es y rompe su juramento solemne resulta paradigma del mal vasallo86.

No perdamos tampoco de vista que la condición elemental de cualquier cortesano 
es ser vasallo-leal, expresado en la humildad y “cortesanía de trato”87. Y, por encima de 
todo, que el signo-gesto de vasallaje más universal es el besamanos88, inequívoco en el 
ámbito ibérico89, aunque es un signo universal de respeto90 también debido a las personas 


84  
Ibídem, vol. I, p. 287, cuando el tío de Fernando, don Alfonso Enríquez, almirante de Castilla, fue nombrado 
regidor sevillano, en sustitución de otro vasallo, Alfonso de Velasco.

85  Si antes hemos mencionado a un almirante, y también podemos mencionar a guardas y continos, también 
es muy típico el caso de los alcaides de fortalezas y castillos, casi siempre caballeros, que una vez nombrados 
“en fieldad” automáticamente se convierte en vasallos de sus “nombradores”, fundamentalmente del rey,
debiendo hacer juramento u homenaje. Los soldados deben vasallaje a su señor siempre y cuando reciban su 
sueldo cumplidamente; máxime si además recibe caballo y equipamiento marcial. Esto es, repetimos una vez 
más, que el vasallaje es inherente a la función militar, propio, por tanto, de los bellatores y su integración en 
huestes (señoriales).

86  El Tumbo de los Reyes Católicos, vol. I, p. 48. Aquí se habla de Juan de Ulloa, “mi desleal vasallo”, por haber 
apoyado en su momento al rey de Portugal para la toma de Toro “habiendo jurado a mí y a la Reina [...] y 
teniéndonos prestada la obediencia y fidelidad y homenaje que nos debía”.

87  En cualquier “manual” de época encontramos esta premisa, L. Milán, El cortesano (1561), Madrid, 1874, p.
76: “para acatarle y reverenciarle con palabras en que reconozca la superioridad o valor”.

88  Ya reflejado en Don Juan Manuel, Libro de los Estados, p. 376: “Y la manera de como son sus vasallos es 
que, cuando primeramente se aviene en aquello que le ha de dar y quiere ser su vasallo, débele besar la mano 
y decir estas palabras: “Señor don Fulano, beso vos la mano y soy vuestro vasallo”. Y desde que esto haya 
hecho, es tenido de le servir lealmente contra todos los hombres del mundo. Y si así no hace o en alguna 
cosa yerra, cae en muy gran pena, ca cosas puede hacer porque cayera en pena de traición, y por otras cosas 
en pena de aleve, y por otras en pena de falsedad, y  por otras en pena de valer menos, y por otras en pena 
de no ser par de fijodalgo, y por otras ser infamado”. A la recíproca (p. 377): “Y nunca de este obligamiento 
puede ser partido, hasta que se despida de él besándole la mano y diciendo: “Señor don Fulano, beso vos la 
mano y no soy vuestro vasallo”. Y como quiera que también en el vasallaje como en el despedimiento se debe 
hacer por sí mismo, pero, si quisiere, bien lo puede hacer otro hombre fijodalgo que le bese la mano y le diga 
estas palabras que de suso son dichas. Y desde que fuere despedido como de suso es dicho, no le es tenido a 
ninguna cosa como a señor. Y como quiera que los vasallos se pueden despedir de los señores cada vez que 
quisieren, no lo deben hacer si el señor no les toma la tierra o aquel bien o hecho que puso con él del hacer 
cuando fue su vasallo, o por tuerto o por deshonra o desaguisado que el señor le haga”.  

89  “Así es verdad, que esa ceremonia de besar la mano solo la debe el vasallo al señor [...] Esa sola salvaguarda 
tiene nuestra costumbre, que con decir: “beso a vuestra merced las manos” parece que es decir: “reconozco a 
vuestra merced por mi señor y yo por vuestro vasallo”, “Diálogo sobre los besos”, en Diálogos de John Minsheu
(1599), Alcalá de Henares, 2004, pp. 50-51.

90  En J. de Solórzano Pereira, Política indiana, se indica en la glosa 8 que: “hacer personalmente el juramento 
de fidelidad porque tiene aneja una demostración de respeto y reverencia que se debe al señor”.

eclesiásticas91. De la misma manera lo es el llamativo gesto de besar la provisión real para 
después ponérsela sobre la cabeza, en señal de acatamiento −que no de cumplimiento−92.
En fin, que el señorío, como su consecuencia el vasallaje, era un “estado” (como rico 
o pobre, laico o eclesiástico, señor o vasallo...), y un estado social de los más importantes, 
un magnífico añadido de calidad. Luis Milán lo volvía a comentar así con suma naturalidad: “no solamente por las leyes humanas, sino también por las divinas, es permitido y 
aprobado que haya grados superiores e inferiores entre las personas”93. 

Que duda cabe que otro lugar en donde constantemente se juega con el concepto de 
vasallo es en el seno de las discusiones −ya no los juramentos− en Cortes. Precisamente, 
y volviendo al Ordenamiento de Alcalá de 1348, se mostraba implícita la doctrina de que 
el señor por el vasallo −y viceversa− podían aplicarse mutuamente, o que los derechos y 
deberes se encontraban en las dos partes, hasta el punto de que el señor podía “despedir” 
al vasallo y el vasallo refutar a su señor para cambiarlo94. Era esta costumbre castellana, la 
de poder desnaturalizarse voluntariamente del señor y, además, poder hacerlo por persona 
(hidalga) interpuesta95. En conclusión, que a pesar de las connotaciones en contrario, la 
relación (feudo)vasallática, especialmente en el círculo castellano, parece fundamentarse 
en la libertad, en señores y vasallos libres; aunque hay algo de obligación respecto al señor 
de señores, al señor natural, el rey, en el camino moderno hacia el llamado absolutismo.


91  
“En España suele besar el vasallo o criado la mano del señor, o besarse a personas eclesiásticas en reverencia 
de lo que en sus manos contratan o de lo que con sus dedos tocan o de la dignidad que tienen [la consagración 
del Cuerpo y Sangre de Cristo y la administración de sacramentos]”, Carta de las setenta y dos necedades
(anónimo de 1530), ed. de A. Paz y Meliá, Madrid, 1902, p. 80.

92  
Son múltiples los testimonios documentales de este acto. También los literarios, como el sermonario de A. 
de Cabrera, De las consideraciones sobre todos los evangelios de la cuaresma (1598), Madrid, 1906, p. 173: “Que 
al fin el pobre es como vasallo del rey, que besa la provisión real y la pone sobre su cabeza aunque suplica del 
cumplimiento de ella. Tiene respeto a la ley y no la osa quebrantar al descubierto. Pero el rico, el poderoso, 
descaradamente rompe las leyes; no hay yugo para ellos”.

93  
L. Milán, El cortesano, p. 176.

94  Ordenamiento de las Cortes celebradas en Alcalá de Henares, Madrid, 1861, capítulos LXXX-LXXXII (Sobre 
los retos): [después de determinar quien vicariamente puede presentarse a satisfacer los retos] “pueda retar 
el vasallo por el señor y el señor por el vasallo”. Esto es, que, aparte del parentesco, las relaciones vasalláticas 
legitiman la representación en el duelo del honor. Más adelante, en el capítulo LXXXVI, incluso se indica 
que la condición de señor no es inamovible: si incumple sus obligaciones y abusa del vasallo (solariego, de 
behetría) este puede irse con otro señor, aunque con prudentes restricciones. Si aquel comete “tuerto” por tres 
veces, el vasallo (casi siempre labrador) busca otro señor a través de la siguiente ceremonia: saca la cabeza por 
la ventana de su casa y renuncia ante testigos calificados (clérigos, hidalgos y otros) a ser vasallo de tal señor, 
declarando con quien otro se va (siempre y cuando sea este “natural”, esto es, de la misma behetría). Vid. 
también Fuero Viejo de Castilla (1356), ed. de A. Barrios García y G. del Ser Quijano, Salamanca, 1999, pp. 83
y ss., y 131 y ss., en donde se completa esta visión con la mutua participación en las prendas (en el “prendar”). 

95  Así lo ponía en evidencia el aragonés J. Zurita, Anales de la Corona de Aragón, primera parte (1562), Zaragoza, 
1967, p. 421: “según fuero de Castilla, se puede todo vasallo desnaturar del su rey y de su señor; por ende, si 
yo pudiese enviar a él un hombre hidalgo que me despidiese y desnaturase de él, según es fuero e costumbre 
y se hizo siempre en Castilla, haríalo buenamente”.

Una tipología vasallática

El reduccionismo no debe ser patente de corso de ninguna investigación histórica. Si
la sociedad no es monolítica, menos lo es el mundo de las ideas y representaciones. Por 
ello el trabajo de matización y diversidad debe llevarnos a buscar diferentes versiones e 
interpretaciones, en este caso, a analizar diferentes trazas de vasallos, aunque sea de una 
manera algo impresionista por la limitación de espacio. Y todo ello en el campo políticocivil, sin atravesar una vez más la frontera con el vasallaje eclesiástico que pasaba por 
obispos, cabildos, abades96, priores, comendadores, etcétera; o el vasallaje que los obispos 
debían a los reyes, sus “señores”, como “naturales” suyos. Tampoco se descubre ningún 
mediterráneo si se recuerda que, precisamente, el título de vasallo era el preferido para 
dirigirse epistolarmente a un superior y, por supuesto, al rey97. Por no mentar la cantidad 
de prólogos y dedicatorias de los libros impresos que utilizan esta autodenominación98. 
Concluyentemente, hablamos aquí de un artificio literario que denota una mentalidad 
social muy difundida.

En líneas muy generales, y por razón de la especie de servicio, los vasallos podían ser 
domésticos,  militares,  asesores y, simplemente, súbditos o naturales, por no hablar de los 
pecheros (o paganos). Observemos.

Vasallo-criado
, servidor de casa. En la huella de lo anterior, pongamos nuestros ojos 
en la también arquetípica fórmula “muy humilde criado y vasallo [suyo], que los muy 
regios pies y manos de V.M. beso”. Con variantes, podemos contemplarla en multitud 
de ocasiones −hijas, una vez más, de la correspondencia−, y  supone la identificación del 
vasallo como fiel servidor de su señor “con gran acatamiento y obediencia”. En este sentido, llama la atención que los “conquistadores” americanos, para legitimar en lo más 
íntimo su acción, aparecían indefectiblemente como “vasallos del rey castellano”99; otro 


96  
El vasallaje como premisa para la concesión de censos perpetuos de poblamiento y explotación era muy 
frecuente en los monasterios. De aquí surgirá fácilmente la figura del vasallo-tributario que veremos más 
adelante. 

97  
Constante la alusión en los manuales al uso de correspondencia epistolar y administrativa, A. de Torquemada, 
Manual de escribientes (1552), Madrid, 1970, p. 249.

98  Arquetípico es el ejemplo del protomédico Cristóbal Pérez de Herrera, confeso “leal vasallo [de S.M.] que 
con mucho cuidado, amor y fidelidad le ha procurado servir siempre”, Amparo de pobres (1598), Madrid, 1975, 
discurso primero, p. 21. Vid. nota siguiente.

99  Tanto en este punto como en el anterior, sería imposible aquí dar una idea siquiera de la enorme cantidad 
de epistolarios existentes en la Edad Moderna, tanto inéditos como estudiados y transcritos. Como botón 
de muestra, y para el propósito concreto que nos ocupa, bástenos citar al marinero Fernando de la Torre 
quien al dirigirse al rey de Portugal se definía como “servidor y vasallo natural de Su Majestad”, Cartas de 
Hernando de la Torre al rey de Portugal, al Emperador y a otros señores sobre algunos sucesos del Maluco, hasta 
el mes de marzo de 1532, ed. M. Fernández de Navarrete, Madrid, 1837, p. 334. O el juez Marcos de Aguilar, 
al emperador Carlos, como “humilde siervo y vasallo” (1526), “Carta del licenciado Marcos de Aguilar y 
documentos anexos”, en J. García Icazbalceta (ed.), Colección de documentos para la historia de México: versión 
actualizada, edición digital, Biblioteca virtual Miguel de Cervantes, Alicante, 1999. Llama la atención en este 
último documento como este justicia mayor de Nueva España indicaba que le parecía “inconveniente [...] que 
haya tantos señores de vasallos” que menoscabaran la jurisdicción real (como había ocurrido en la primeriza 
fundación de La Española). 

rasgo, el de las encomiendas (vasallaje de indios por repartimiento), relacionado con lo 
inmediatamente anterior medieval y, por tanto, de carácter ¿retardatario? −¿o de plena actualidad entonces?−. Las Leyes de Indias eran taxativas al respecto: el señor de indios tenía 
sus obligaciones, entre ellas, pagar al encomendado y mantenerlo decorosamente; si no, 
el vínculo vasallático (el servicio), como en Europa (en la cristiandad), podía quedar roto.

Por su parte, la índole 
quasi−y sin casi− doméstica del vasallo es también patente en la 
literatura, más en concreto en la caballeresca, antes apuntada y que veremos a continuación. Tirante el Blanco se confesaba “súbdito, vasallo y servidor” de su señor el emperador 
greco-bizantino100. Por cierto, que la imagen del buen caballero se hace paralela y a veces 
convergente con la de buen vasallo; aunque siempre quedaba la amistad por encima del 
vasallaje101. O todavía más: la amistad como perfecto vasallaje102; aunque siempre arriba se 
situaba el parentesco o la comunidad de sangre como valores supremos. En todo caso, tanto en la ficción como en la realidad no faltan figuras de vasallo-amigo-confidente, como, 
por ejemplo, la del pintor Diego de Silva y Velázquez respecto a Felipe IV el Grande103. 

Así mismo, el vasallaje era un rango superior a la servidumbre104. En lo negativo, 
podíamos hablar del “alevoso servidor”, “criado ingrato”, y, en definitiva, del “vasallo 
traidor”105. No obstante, el criado era más libre que el vasallo sobre todo para despedirse; 
mientras, otros consideraban al vasallo simplemente como “medio criado”106.

Vasallo-caballero
. Estamos ante otro complicado dilema de si fue antes el vasallo o el 
caballero: hasta tal punto se identifican o confunden107. Obviamente, las menciones a los 
ejercicios-servicios militares son constantes y casi siempre relacionadas con el arma honro

100  
J. Martorell, Tirante el Blanco (1511), Madrid, 1974, p. 155. Obra, ya se sabe, admiradísima por Cervantes en 
su famoso escrutinio bibliotecario.

101  En el Palmerín, el Emperador respecto al señor de la ínsula de Eliquias: “le hizo gran honra porque sabía que 
era muy buen caballero: porque no era su vasallo, quísolo tener por amigo”, p. 391. Más adelante, el Sultán, 
respecto al padre de la infanta Zerfira dice que su padre era “vasallo y amigo”.

102  Con P. de Ribadeneira, Tratado de la religión y virtudes…, pp. 561-562, se llega a estas interesantes 
conclusiones: “siempre el verdadero amigo se allega a la razón, justicia y verdad [...] Y puesto caso que el amor 
y benevolencia del criado para con su amo, y del vasallo para con su príncipe no se pueda llamar propiamente 
amistad, porque este nombre de amistad, para ser verdadera, pide muchas cosas y gran comunicación en el 
trato, bienes y voluntades de los amigos; todavía llamamos amigo verdadero al que, aunque sea criado, sirve a 
su señor con amor desinteresado y de verdadero amigo, y llamamos falso y lisonjero al que no tiene otro blanco 
en el servicio de su amo sino su propio interés y pretensión”. 

103  A. Palomino y Velasco, El Parnaso español, Madrid, 1936, p. 192, apunta: “Debió don Diego Velázquez a Su
Majestad tanto aprecio de su persona, que tenía con él confianzas más que de rey a vasallo, tratando con él 
negocios muy arduos; especialmente en aquellas horas más privativas, en que los señores y los demás áulicos 
están retirados”.

104  Ya en el siglo XVIII, el ditirámbico D. de Torres Villarroel, La suma medicina, o piedra philosophal (1726), 
Barcelona, 1997, p. 93, lo expresaba así: “sobredorando lo siervo con los subidos quilates de vasallo”.

105  Con estas expresiones se tildaba al aleve marqués de Villena respecto al rey Enrique IV en D. Enríquez del 
Castillo, Crónica de Enrique IV (1481-1502), Valladolid, 1994, f. 61.

106  J. de Pineda, Diálogos familiares, p. 310.

107  Tampoco podemos traer aquí a colación toda la bibliografía sobre la caballería “real” (no solo literaria), 
esa compleja mezcla de milicia, nobleza y virtud cristiana. Todavía podemos defendernos con el clásico de 
M. 
Keen,  La caballería. La vida caballeresca en la Edad Media, Barcelona, 2010 (reeditada continuamente), 
por no hablar de los didácticos J. Le Goff o G. Duby, El siglo d e los caballeros, Madrid, 1995 y Guillermo el 
Mariscal, Madrid, 2010 (también recientemente reeditado).

sa 
de caballería. Así, entre las obligaciones “efectivas” del vasallo estaba el brindar al señor 
su caballo sin contemplaciones, en caso necesario; de ahí el sentido del tópico shakespeariano de la imprecación de Ricardo III “My kingdom for a horse!”. Pero no hay que ir tan 
relativamente lejos: en el Fuero Nuevo de Navarra de 1530 se estipula de la misma manera: 
“Y como el vasallo debe dar su caballo al rey o a su señor, o al que lo levantó caballero 
cuando alguno de ellos ve en [...] cuita o necesidad, o en batalla o en torneamiento, donde 
le maten el caballo”108. Esta obligación de ceder el caballo al rey estaba incluida o pervivía 
en el caso de descabalgamiento del señor o rey en nuestras castizas corridas de toros (en 
realidad, reminiscencia de un torneo)109. En todo caso, la coincidencia entre buen caballero y leal vasallo está a la orden del día. Por ello, en el imaginario social, si alguien en vez 
de caballo cabalgaba jumento, era un acto infamante, “por menosprecio”. Desde luego, 
el vasallaje se entendía encomendar servicios a pie o a caballo, pero se más valoraban los 
últimos110. 

Vasallo-soldado
. Podemos considerarlo una variante en descenso de lo anterior. Ya hemos visto que los servicios por o para militares son excusa primigenia para el vasallaje. Así, 
el vasallo, sobre todo en la grave y extrema ocasión de la guerra, podía estar bien a sueldo 
(“a soldada”), bien al reparto −proporcional− de “ganancias”. También aquí es operativa la 
identidad de buen soldado y leal vasallo, recurrente, por ejemplo, en las hojas de servicios 
que remunerar111. Todavía en el xvii, el Derecho (en este caso el indiano) señalaba claramente la obligación o el servicio militar vasallático al mismo tiempo que volvía a remachar 
en la retroalimentación del señor y el vasallo:


“aunque es cierto que el vasallo, por razón de feudo, queda obligado a servir en 
guerra y paz al Señor de quien recibe, y así por esta parte parece se hace un contrato que 
los griegos llaman synallagma, que quiere decir obligatorio por ambas partes; pero respecto 
de que lo que así se concede en feudo, y por el consiguiente la gracia y beneficio de esta 
concesión, excede mucho de ordinario a las cargas y servicios que la pensionan, toma comúnmente el nombre de lo que en ella más prevalece, que es el de donación, aunque no 
simple y absoluta, sino modificada con las dichas obligaciones”112.

108  
Fuero reducido de Navarra, 1530, Pamplona, 1989, capítulo 15, p. 143. Previamente, en el mismo fuero, en 
su capítulo 5, imponía la pérdida de la mano (derecha) a todo aquel vasallo que “alzara la mano” o levantara 
armas contra su señor.

109  
L. de Trejo, Advertencias y obligaciones para torear con el rejón (1639), Madrid, 1947, advertencia XII.

110  Documentos para la historia de Costa Rica (1573), Barcelona, 1907, p. 349. Respecto a Pedro de Ribera, vecino 
de Cartago: “habéis servido a S.M. en estas dichas provincias en la población y pacificación de ellas, con 
vuestras armas y caballos, criados y otros pertrechos que para ello han sido menester [...] haciendo en todo lo 
que se os ha mandado y encargado sin reservaros cada [vez] que ha sido menester, dando buena cuenta de lo 
que se os ha encomendado a pie y a caballo, como bueno y leal vasallo de S.M. y servidor suyo, y porque es 
justo que se os gratifiquen los dichos servicios en alguna encomienda y remuneración de ellos”.

111  M. de Isaba, Cuerpo enfermo de la milicia española, (1593), Madrid, 1994.

112  J. de Solórzano Pereira, Política indiana..., p. 283 (libro III, capítulo XXV, glosa 2). En la siguiente glosa 
añade: “De esta misma opinión novísimamente parecen ser Wesembequio, Alverico Gentil y Martín Magero, 
asentando por llano que el vasallo siempre recibe más provecho del feudo de lo que pueden montar los 

En todo caso y siendo interesante para otros asuntos113, casi siempre se advertía que el 
servicio militar debía ser a expensas del rey, a no ser en ocasiones en donde lo apurado de 
la hacienda real lo aconsejara (y siempre con carácter de excepción, aunque como sabemos 
termina viciado haciéndose regular): 

“Entonces han de servir y militar a expensas del Rey y no a las suyas, aunque la 
guerra sea en útil y defensa del mismo Rey y del Reino, excepto si el gasto fuere poco y 
la duración del servicio de poco tiempo (como cuando salen a algún rebato o repentino 
insulto de enemigos que acometen algún puerto, castillo o ciudad); como, singularmente, 
siguiendo las disposiciones del derecho común [Gregorio López y Acevedo]... Asimismo, 
en caso que las rentas y haciendas del Rey estuviesen tan apuradas que no bastasen para 
hacer los gastos que se requiriesen, porque también entonces cualquier vasallo por sola la 
obligación de tal debe militar a expensas propias por su Rey y por la defensa de su patria y 
persona, como lo dicen los mismos y otros textos”114.

Por supuesto, el fracaso en las lides bélicas, podía transformar al vencido en un vasallosujeto, en un vasallo por cautivo115.
Vasallo-consejero
: informador-confidente. Si hasta este momento hemos repasado de 
manera preferente el vasallo auxiliador e incluso militante (el del deber de auxilio casi 
siempre traducido en comisiones marciales), no olvidemos que hay otra versión que cada 
vez más adquiere protagonismo en una época tan política y leguleya como la Edad Moderna: la del vasallo para aconsejar. Muy bien podemos expresarlo en la conocida fórmula: 
“porque Su Majestad fuese informado de la verdad como de buen vasallo”116. A este respecto, la discreción, como uno de los atributos de la Prudencia117, es otra de las más socorridas 


gastos de los servicios a que se obliga, que es lo mismo que pasa en nuestras encomiendas, y nos lo enseñó 
una célebre ley de Partida, donde después de haber puesto algunos ejemplos muy parecidos a ellas, añade: Y 
cualquier donación de las que son dichas en esta ley se dicen en latín sub modo”.

113  
El famoso argumento de la “necesidad” en la lucha contra rebeldes, infieles y herejes, tan invocado tanto 
en las Cortes como en el resto de los mentideros políticos en los reinados de Felipe III y IV (y antes), en  J.E. 
Gelabert, La bolsa del rey. Rey, reino y fisco en Castilla (1598-1648), Barcelona, 1997.

114  
J. de Solórzano Pereira, Política indiana, p. 288 (libro III, capítulo XXV, glosas 25 y 26). Todo esto está 
dentro de lo que él llama “derecho feudatario”. En la glosa 35 (p. 290) remata: “de tal suerte están obligados 
nuestros encomenderos a estos servicios militares por razón de la Encomienda que tienen como en feudo, 
y del juramento que por ella hacen, que deben estar siempre prevenidos con armas y caballos para poder 
cumplir puntualmente su ministerio luego que para ello fueren llamados”. Y podían ser llamados para 
servicios lejos de sus fronteras. En la glosa 42 (p. 292) especifica: “[si] no tiene suficiente feudo o encomienda 
para cumplir con este servicio, porque en tal caso no estará obligado a militar a expensas propias, sino a las 
de su señor, o podrá pedir lo que le faltare de ayuda de costa”.

115  
D. Duque de Estrada, Comentarios del desengañado, p. 419: “ni soy su vasallo, su soldado ni su cautivo; que 
así como V.A. me puede despedir, sí me puedo despedir yo”.

116  Testimonio de Nuño de Guzmán (1544). Documentos para la Historia de México, “Cuarta relación anónima 
que hizo... a la Nueva Galicia”. O bien, M. de Isaba, Cuerpo enfermo de la milicia, p. 48: “como buen vasallo, 
decir lo que cerca de esto he visto”. Aquí vemos la intimidad entre la milicia y el consejo.

117  Paráfrasis de la política en general, aparte de aquello de “razón de Estado”, B. Gracián, Oráculo manual y 
arte de prudencia (1647), Madrid, 1993, por no hablar de El discreto (1646), Madrid, 1997.

virtudes del vasallo; precisamente una virtud que al carecer de ella invalidaba a las mujeres 
para serlo118. Más palmariamente lo indicaba Fernández de Navarrete subrayando la importancia en el concurso político del aconsejador: “tienes obligación a dar a tu rey sanos 
consejos [...] como por el amor que como vasallo y leal criado le debes [...] porque la acción 
de aconsejar [...] tiene algo de imperio”119. Todo ello sin entrar en la profundidad jurídica 
del propio deber de consejo120.

Ya hemos venido comprobando como cada tipo tenía su contrapartida, y la del vasallo 
consejero era el mal asesor, casi siempre por anteponer su interés al real y al general. Ejemplo usual de estos malos vasallos eran esos “lobos con piel de cordero” llamados arbitristas121. Así lo exponía con infinita ironía, como tantos y tantos literatos, Antonio Enríquez: 


“¿Conciencia pides a un arbitrista? [...] Yo soy el alma del Cuerpo de Hacienda, 
sirvo como vasallo leal, me desvelo por imposiciones grandes, engordo con los tributos y 
poco a poco, de asiento en asiento, espero una señoría, título que en Italia se da a un sastre, 
y creo que he de ser Conde de los Arbitrios, una villa que está pared y medio del infierno dos 
dedos”122.

Vasallo-súbdito
. Podríamos decir que es la condición primordial (natural) de todo vasallo, especialmente de los sobrepoderosos. La medida del vasallo venía por la de sus 
obligaciones, recordando que la primera se debía a Dios como cristiano, mientras que al 
rey o príncipe se le debía pleitesía como vasallo; de ahí el acre conflicto planteado por las 
reformas protestantes y en especial por la anglicana, por la anteposición del rey frente a la 
Iglesia. El ya mentado −y perfecto− caballero Tirante protestaba ser a pachas “fidelísimo 
cristiano y vasallo de la Corona imperial”123. No hay duda que era un equilibrio a veces 
complicado que solo la recta política  (o razón de Estado) cristiana podía salvaguardar; 
como dijera Ferrer y Figueredo: “Sin faltar a las obligaciones de cristiano y a la fidelidad, 
obediencia y honor de buen vasallo y a toda la sumisión, respeto y veneración tan debida 
al príncipe”124. Y todo ello al margen de que la Iglesia (en especial la Santa Sede) tenía sus 

118  
J. de Pineda, Diálogos familiares, p. 81, retomaba una máxima del jurista italiano Baldo de Ubaldi que 
sostenía que “entre muchas razones que con que dice moverse el derecho para no admitir mujeres al feudo 
es porque el vasallo que recibe el feudo jura de guardar secreto a su señor; y esta guarda no se debe fiar de 
mujer”. La indiscreción de las mujeres... desde la misma Eva. 

119  
P. Fernández de Navarrete, Conservación de monarquías y discursos políticos (1626), ed. de Gordon, Madrid, 
1982, p. 397. También lo dice L. Pacheco Narváez, Advertencias para la enseñanza de la filosofía y destreza de 
armas, así a pie como a caballo (1642), Madrid, 1898.

Advertencias
 (1642), Madrid, 1898, p. 255: “verdad que un vasallo debe decir a su príncipe y señor[...] que 
cuanto aquí va escrito tiene científica prueba”.

120  M. D. Sánchez González, El deber de consejo en el Estado Moderno. Las juntas “ad hoc” en España (1474-1665), 
Madrid, 1993.

121  Sobre la imagen negativa de los arbitristas ya trató suficientemente J. Vilar, Literatura y economía. La figura 
satírica del arbitrista en el Siglo de Oro, Madrid, 1973.

122  A. Enríquez Gómez, El siglo pitagórico y vida de don Gregorio Guadaña (1644), Madrid, ed. de T. de Santos, 
1991, p. 350.

123  J. Martorell, Tirante el Blanco, p. 158.

124  M. Ferrer y Figueredo, Carta pastoral sobre el juego, Salamanca, 1782, p. 17.

especiales feudatarios y vasallos125, algunos desde mucho tiempo ha. Por cierto, que las 
costumbres feudo-vasalláticas italianas tuvieron mucha influencia en nuestra península, 
particularmente por la vía lógica de la Corona de Aragón126. Una vez más, en América 
encontramos ambas expresiones: “persona súbdita y vasallo suyo”127; pero, lógicamente, 
también encontramos ejemplos en la Península, como el caso de los Fernández de Córdoba, cuya premisa −previsible− era: “Sé leal vasallo a tus reyes naturales sirviéndolos como 
buen súbdito”128. Anecdóticamente, dejarse arrastrar por la naturaleza humana no era 
ningún buen vasallaje129.

Cuestión más ardua era el tránsito 
−largo y tortuoso− de súbdito a ciudadano130, en 
el que no solo habría que desprenderse del vasallaje al rey, sino al mismo Dios en última 
instancia. Ya hemos dejado claro que el vasallo tenía deberes, obligaciones, sujeciones, 
pero también el señor, y que la relación debía basarse en el acuerdo mutuo y libre. De
aquí a la igualación señor-vasallo o a la desaparición de ambas condiciones, median pocos 
pasos. Baltasar Álamos de Barrientos reivindicaba “que pues vasallo, en fin, soy miembro 
de este cuerpo de su monarquía”, y añadía que para ser señor había que granjearse el amor 
vasallático por la observancia de la religión y el uso de las virtudes (morales)131.


125  
Por cierto, que algunos de estos feudatarios del papa recibían el feudo-vasallaje casi como un sacramento. 
Así, J. Zurita, Anales de la Corona de Aragón, p. 652, recordaba el episodio de la entronización de Carlos de 
Anjou como rey de Sicilia en San Juan de Letrán en Roma, indicando que ante el papa “recibieron de él 
homenaje y sacramento de vasallo y feudatario”. Aunque más que de un sacramento propiamente dicho se 
trataba de una sacramental. Aquí nos encontramos con esos vasallos de la Iglesia, pero en otra parte (p. 549) se 
habla del reto lanzado por el vizconde de Cardona al aguerrido almirante Roger de Lauria, “siendo su vasallo 
con sacramento y homenaje que le hizo de manos y boca”. Y en otro lugar (p. 593) se da esta expresión: “Y él 
se hizo vasallo del rey, y su natural y hombre ligio suyo y de sus sucesores”, como fue el caso de don Fadrique 
de Aragón, conde de Luna, respecto a Juan II de Castilla (p. 772). Por cierto que los anales de Zurita están 
llenos de episodios en los que los diferentes reyes españoles se disputan el vasallaje de varios personajes 
relevantes: el trasiego de vasallos es continuo sobre todo en el Medioevo; podría decirse que este es también 
uno de los primeros rasgos de “españolidad”, compartir los vasallos preferentemente aquende los Pirineos.

126  
J. Zurita, Anales de la Corona de Aragón, p. 220: “Costumbre de los feudos en Italia[...] Y era esto: que 
cualquier vasallo era obligado de obedecer y servir al señor de quien recibía el feudo; y cuando el emperador 
iba a Roma a coronarse, había de acompañar a su señor o enviar persona en su lugar que le fuese acepta, o 
dar la mitad de la renta de un año del feudo. También en socorro del ejército imperial había de ayudar a su 
señor, según la calidad y cantidad del feudo; y era obligado de socorrerle de la misma manera para casar su 
hija, y cuando el señor se armaba caballero o su hijo, y para rescatar al señor; y también para comprar algún 
lugar. Y en todos estos casos siempre habían de contribuir los feudatarios según la calidad y cantidad del 
feudo. Allende de esto había obligación de guardar y cumplir otras cosas que se contenían en el juramento 
que hacían de fidelidad”.

127  
Fr. J. de Mendieta, Historia eclesiástica indiana (1604), Madrid, 1973. Con todo no podemos dejar de 
mencionar las interesantes consideraciones que sobre la “naturaleza” se hacen en el estudio de T. Herzog, 
Vecinos y extranjeros. Hacerse español en la Edad Moderna, Madrid, 2006.

128  
F. Fernández de Córdoba (abad de Rute), Historia y descripción de la antigüedad y descendencia de la casa de 
Córdoba (1625), Córdoba, 1972, p. 355.

129  La alusión al no dominio de las pasiones era muy frecuente en los escritos espirituales ascéticos, como en el 
de J. García López (San Juan Bautista de la Concepción), Errores en el gobierno y en la dirección de las almas
(1610), Madrid, 1995, p. 118, donde indica que entregarse a las pasiones y pecados era de “bestia y vasallo”.

130  Para darle la vuelta (aunque llegando al mismo sitio) a P. Fernández Albaladejo, “Católicos antes que 
ciudadanos. Gestación de una política española en los comienzos de la Edad Moderna”, en J. I. Fortea Pérez 
(coord.), Imágenes de la diversidad. El mundo urbano en la corona de Castilla (s. xvi-xviii), Santander, 1997, 
pp. 103-127.

131  Refiriéndose al, a priori, piadoso Felipe III, lógicamente, B. Álamos de Barrientos, Suma de preceptos justos, 
necesarios y provechosos en Consejo de Estado al rey Felipe II, siendo príncipe (1598), ed. de Santos, Madrid, 1991, 

Vasallo-tributario
. Al principio hemos denominado a esta tipología, no sin cierto humor, el vasallopagano; no nos parece una demasía sin con ello nos referimos a una figura 
recurrente en la literatura pero sobre todo en la realidad, la del súbdito que tiene que 
apechugar (pechar) con impuestos de toda ralea la mala dirección y gestión de la política 
tanto local como nacional. De hecho, esto de identificar vasallo con pagador estaba tan 
consagrado que se utilizaba la obligación de contribuir los vasallos a los señores como caso 
de aritmética132. En todo caso, es una realidad muy presente desde el régimen de parias 
al que tuvieron que someterse los reyezuelos moros en el medioevo. Otro ejemplo de 
esta “mentalidad conceptual” era como a los indios americanos sujetos a sus señores, que 
precisamente debían entregar una parte importante de sus cosechas (maíz, fríjoles) y otros 
productos valiosos (cacao, miel, cera, madera, cal, y, por supuesto, oro), se les denomina 
vasallos; y por ello, quien no cotizaba, quedaba reducido a la esclavitud y era susceptible 
de ser vendido133. Ya sabemos que el fiscalismo −su moderación− siempre fue utilizado 
como instrumento de ariete, reforma o progreso económico134.

Pero lo tributario era un negocio espinoso, más que nada su mesura. Fernández Navarrete advertía que “no puede causar alegría al príncipe el tributo que al vasallo cuesta lágrimas, y muchas veces sucederá ser de sangre”135. Cuando la situación fue todavía más 
agónica, en la última etapa del reinado de Felipe IV, las críticas fueron más acerbas, como 
las del mordaz Jerónimo de Barrionuevo: “Grandes preñeces hay de nuevos impuestos [...] 
finalmente vendrán a hacer todo lo que el rey quisiere, no considerando que si el vasallo 
no tiene será imposible sacar jugo de donde no le hay, y para festejos no falta”136. Esta 
doctrina económica del respeto al vasallo-tributario se verá muy consolidada para los restos 
de la modernidad, hasta que dicho vasallo devenga en contribuyente:


“es preciso decir que de la pobreza de los vasallos proviene la del rey y, por el contrario, es consiguiente de la del rey la de los vasallos. Pruébase lo dicho con lo que prácticamente se experimenta. Cuanto el erario produce, tanto distribuye el rey en pagar las cargas 
del Estado, por cuyo medio vuelven las riquezas del rey al vasallo. Si debe el rey muchos 
millones, que no alcanzan a satisfacer sus rentas, estos los deja de percibir el vasallo, porque 

pp. 
30 y 47. Se duda todavía en la autoría de la obra, compartida al parecer entre Antonio Pérez y Álamos. 
Véase especialmente el apartado “El amor de los vasallos y dependientes y temor de los enemigos, con qué 
cosas los poseerán los príncipes”, pp. 30-32.

132  
J. de Ortega, Composición del arte de la aritmética y geometría (1512), ed. de J.C. Hoyos Puente, Salamanca, 
1999, f. 78v, proponía reglas de tres con el monto total de impuestos y lo que se pagaba mensualmente para 
averiguar el número de vasallos que tenía un señor.

133  
G. Fernández de Oviedo, Historia general y natural de las Indias (1557), Madrid, 1992, pp. 193 y ss.

134  J. de Solórzano Pereira, Política indiana, Tomo I, p. 182 (libro II, capítulo VII, glosa 31): “La baja de tributos 
alienta al vasallo a procrear hijos”. No puede ser de más rabiosa actualidad esta concepción poblacionista para 
la economía (política).

135  Sangre singularmente de los exangües pobres, P. Fernández de Navarrete, Conservación de monarquías, p.
143; también dijo: “La tranquilidad y descanso del vasallo es la que da gloria y honor al príncipe”, p. 182.

136  J. de Barrionuevo, Avisos (1654-1658), ed. de A. Paz y Meliá, t. IV, Madrid, 1893, p. 70, (1892-1893, 4 tomos). 
También de plena actualidad y vigencia la cita.

carece el rey de ellos, con lo que se evidencia que deja de ser el vasallo más rico por la riqueza que al rey falta”137.

Una consecuencia de este tributarismo vasallático fue que, en el siglo 
xvi y en el xvii, 
se abrió un amplio mercado de vasallos, con las ventas casi indiscriminadas de los mismos, 
como de otras cosas (oficios, cargos, etcétera). ¿A cuánto estaba el vasallo? Referencias no 
faltan. En una conocida merced al entonces decadente conde duque de Olivares, la “unidad de vasallo” estaba a unos 17.000 maravedíes500 reales (en 1639)138; no sabemos hasta 
qué punto le creó escrúpulo al valido, como un grave menoscabo para la corona, pero lo 
cierto es que, en lo personal, intentó detenerla139. Con todo, este binomio vasallos-tributarios tiene un tan largo como polémico recorrido sobre todo en el siglo xvii, como, entre 
otros, ha mostrado Rafael Valladares, en la línea del retardante reforzamiento señorial que 
experimentó la política fiscal140.

Mínimo colofón: ¿de vasallos a ciudadanos?
La doctrina jurídica a finales del 
xviii parece recordar que el vasallo es, sencillamente, 
el súbdito, por más señas, de Su Majestad Católica −en el doble sentido−. Así lo recordaba la agónica Inquisición: “las leyes del Reino prohíben expresamente habitar en España 
como vasallo quien no sea católico”141; o, sin ir más lejos, así se señalaban los beneficios 
de las Leyes de Indias: “una legislación tan benigna de que no ha gozado jamás ningún 
vasallo de otro monarca, son los medios naturales e infalibles de hacerlos fieles, útiles y 
observantes”142.

Pero, a la postre, las embestidas del Nuevo Orden obligaron a un progresivo viraje en 
la concepción del vasallo-súbdito, quien más que a un señor concreto tendría que servir 

137  
B. de Ulloa, Restablecimiento de las fábricas y comercio español (1746), Madrid, 1992, punto 44.

138  J. Pellicer de Ossau, Avisos de 1639, París, 2002, p. 18: [Consejo. Merced al Conde Duque de Olivares] “Que 
se le haga merced en tierra de Sevilla de mil vasallos, que, computados a diez y siete mil maravedíes, que es 
el precio a que cada vasallo se vende en Andalucía, es merced de cincuenta mil ducados de una vez sola”.

139  En su testamento (1642) existe la siguiente cláusula: “Y porque mi principal intento es, en la fundación de 
mi casa, que los sucesores de ella tengan lo suficiente para servir a los señores Reyes de Castilla y mantener 
el esplendor de mi linaje, y un vasallo no puede tener más renta fija sin peligro grande, y con esta cantidad 
hay lo necesario para poder cualquiera señor grande pasar en cualquiera parte que su rey le mandare, y en 
cualquiera puesto de paz y de guerra, sin incomodar ni importunar por ayudas de costa a los Reyes nuestros 
señores, que viene a caer todo sobre los vasallos de estos reinos, con mal ejemplo y daño del real servicio, ordeno 
y mando que ninguno de mis sucesores en el dicho mayorazgo no pueda pedir ni pretender ayuda de costa 
para ninguna cosa del real servicio que se le ordenare por Su Majestad, ni tampoco la pueda recibir aunque 
se la den, ni excusarse de servir en los puestos onerosos en que Su Majestad o los señores Reyes de Castilla los 
emplearan. Y si se excusaren, quiero y mando que los dos tercios de la renta de un año queden a disposición 
de Su Majestad, para que sirvan de ayuda de costas a quien fuere a hacer el servicio”.

140  R. Valladares Ramírez, Banqueros y vasallos. Felipe IV y el medio general, Cuenca, 2002.

141  J.A. Llorente, Discursos sobre el orden de procesar en los tribunales de la Inquisición (1797), Pamplona, 1995, 
p. 197. Más atrás, en la p. 120, ofrece el interesante binomio: “vasallo fidelísimo y católico perfecto” como la 
esencia del buen súbdito, sujeto al Rey y a la Iglesia.

142  A. de Jáuregui y Aldecoa, Relación que hace el Excelentísimo señor [...], virrey que fue de estos reinos del Perú
(1784), ed. de R. Contreras, Madrid, 1982, p. 193.

a un señor colectivo y casi inmaterial: la patria (y el pueblo). Una proclama en América 
contra la napoleonada nos la indicaba con estas palabras, que nos van a recordar mucho al 
sacrosanto espíritu de las Cortes de Cádiz de 1812:

“es una obligación indispensable del vasallo defender la causa de su rey, asegurar las 
tierras de su dominación y tomar todas las medidas que conduzcan a estorbar oportunamente cualquier invasión enemiga; saben que el bien y la felicidad de sus conciudadanos es 
un derecho preferente; que no puede peligrar la patria, ni pasar a manos extranjeras, sin que 
un demonio usurpador, junto con la variación de las leyes, introduzca también la innovación y la ruina del culto religioso; saben, por último, que la naturaleza misma les impone 
esta obligación, que la constitución del Reino la autoriza y que la confirma el Evangelio, 
enseñándonos que es un deber sagrado dar a César lo que le corresponde, no menos que 
tributar a Dios el culto que se le debe”143.

Todo empezaba a desmoronarse en los estertores del Antiguo Régimen, por supuesto 
la tradicional condición de vasallo. Así lo sentenciaba el irónico Filósofo Rancio: 
“Así que acúsenme y condénenme por cristiano rancio, por católico rancio, por 
español rancio, por vasallo rancio o servil, por filósofo rancio, y si me tienen por alguna otra 
cosa más, que vaya el rancio al lado de la tal cosa”144.

Ya sabemos que uno de los puntos clave de la Constitución de 
1812 fue la abolición 
del régimen señorial. Con ello no solo se terminaba con una antigualla feudal sino con 
toda una forma de ejercer el poder. Ya no solo dejaría de haber señores de vasallos. En la 
contemporaneidad, el rey también tendría que dejar de ser señor, tendría que renunciar 
a tener vasallos, súbditos, criados. Se iniciaba entonces la senda, tortuosa, de los reyesciudadanos.

143  
M.Á. Rodríguez, Oración fúnebre en las exequias de los que murieron en el cuartel el dos de agosto de 1810, 
Quito, 1923, p. 69. Ni que decir tiene que estos mismos argumentos sirvieron al independentismo americano 
puesto aquí mismo en marcha.

144  F. Alvarado, Cartas críticas del Filósofo Rancio (1813), Madrid, 1824, II, p. 44.

Sacrificar, sufrir, rendir

SYMBOLUM XXXIX 

Diego Saavedra Fajardo, 

Idea principies christiano politici: centrum symbolis expressa, 
Bruxellae, Ioannes Mommartius et Francisi Vivieni, 1649, p. 254


El mito de Gedeón y la noción de servicio. 
De soberanía y sujeción política
entre los siglos xvi y xvii1

Alicia Esteban Estríngana
Universidad de Alcalá
La empresa 
39 que Diego Saavedra Fajardo destinó a la formación política del príncipe 
Baltasar Carlos en 1640 reproduce un altar de sacrificios y, sobre él, el collar de la Orden 
del Toisón de Oro, que pende de un fuego encendido. El collar representa al soberano de 
la Orden (el monarca católico) convertido en víctima que se ofrece a Dios en sacrificio. 
La insignia o divisa de la Orden (el vellocino de Gedeón, suspendido en el collar) permite 
equiparar al monarca con “el Cordero de aquella Hostia inmaculada del Hijo de Dios, 
sacrificada por la salud del mundo”, en el texto explicativo que acompaña la empresa, 
porque destacados exegetas bíblicos, calificados representantes de la patrística, habían 
considerado a Gedeón como prefiguración del advenimiento de Cristo e interpretado el 
episodio del vellocino como profecía de la Encarnación divina2. “Víctima es el príncipe 
ofrecida a los trabajos y peligros por el beneficio común de sus vasallos −continúa Saavedra Fajardo−. Precioso vellón, rico para ellos del rocío y bienes del cielo. En él han de 
hallar a todos tiempos la satisfacción de su sed y el remedio de sus necesidades”. Y también 
el mote de la empresa alude al verdadero fin de este sacrificio: OMNIBUS (Para todos)3.

Saavedra Fajardo identifica deliberadamente al monarca con el vellón (Cristo encarnado en el seno de la Virgen María para librar a los hombres de la opresión del pecado y la 
tiranía del demonio), instrumento por el que Dios confirmó a Gedeón la victoria del pueblo de Israel sobre el de Madián a través del rocío enviado del cielo (Jueces, 6-8), una señal 
de aprobación o providencia divina y, en consecuencia, de favor, beneficio y prosperidad 
terrena4. En la empresa, el fuego cumple la misma función que el rocío: en el Antiguo 
Testamento, el fuego que descendía del cielo para consumir las ofrendas dedicadas a Dios 
en sacrifico testimoniaba el agrado de Dios, era un signo de aprobación y complacencia 
divina. Juan de Borja lo aseguraba así en una de sus Empresas morales, publicadas casi 


1 
Contribución realizada en el marco de un contrato del subprograma Ramón y Cajal del MICINN adscrito 
a la Universidad de Alcalá y de un proyecto de investigación coordinado de dicho ministerio [HAR2009-
12963-C03/HIS]. Es resultado del subproyecto vinculado a esta misma universidad [HAR2009-12963-C03-02/
HIS].

2 
R. Gimeno, “The episode of Gideon’s Fleece in Biblical, Patristic and Spanish literary accounts”, Studi 
Ispanici (1981), pp. 9-25, esp. 9-15.  

3 D. Saavedra Fajardo, Empresas políticas, ed. S. López Poza, Madrid, 1999, pp. 493-494.

4 A. González Núñez, “El rocío del cielo (Job 38, 28 ss)”, Estudios bíblicos, 22 (1963), pp. 109-136.

sesenta años antes que las de Saavedra Fajardo. El texto explicativo de la empresa 83 de 
Borja (NON SINE IGNE) dice:
“Aunque las obras que los príncipes y las personas grandes hacen en sí sean útiles 
y necesarias, si no fueren hechas con valor y con la reputación que conviene serán de tan 
poco provecho como lo son las obras hechas sin caridad ni amor de Dios, que es lo que les 
da el valor. Esto se da a entender en esta empresa del Ara encendida para hacer sacrificio, 
por ser opinión de los antiguos que ningún sacrificio era acepto a Dios sin fuego, que es lo 
que quiere decir la letra: NON SINE IGNE. Porque así como el sacrificio, decían, que no 
era acepto sin fuego, de la misma manera ni las buenas obras hechas sin caridad no tienen 
valor eterno ni las obras políticas de los príncipes se estimarán como sería razón, cuando 
fueren hechas sin valor, pues este les da el ser y hace que se estimen y sean de mucho 
provecho. No solo las acciones grandes y obras heroicas, pero aún las obras ordinarias se 
estimarán en mucho si el que las hiciere tuviere cobrada opinión de valeroso”5.

El valor aportaba eficacia a la prudencia, la virtud que ordenaba las intenciones y las 
acciones del príncipe, y la conjunción de valor y prudencia resultaba idónea para “ganar 
amor y reputación” −los dos pilares sobre los que se debía fundar el gobierno−, y para 
“mantener los estados”6. El valor era una cualidad o vigor del ánimo que impulsaba a 
acometer grandes empresas y a encarar cualquier peligro o trabajo con resolución. Por eso, 
era un ingrediente básico del sacrificio personal: capacitaba al hombre para afrontar el esfuerzo con determinación y para aceptar el sufrimiento con abnegación. Otro ingrediente 
esencial del sacrificio era la virtud de la caridad: la disposición a actuar siempre por amor 
(de Dios y del prójimo, y no de sí)7, esto es, conforme a los mandamientos de Dios, cuya 
observancia representaba el mayor de los sacrificios para todos los creyentes8. Ese vigor y 
esta disposición eran las señas de identidad de los hombres valerosos: sus obras (incluso las 
más comunes) los delataban como tales (acreditaban su excelencia virtuosa) y les hacían 
merecedores de la admiración y el aprecio de los hombres ordinarios. Pero también del 
reconocimiento y la estimación de Dios: sus meritorias acciones (el ejercicio activo de sus 

5 
J. de Borja, Empresas morales, ed. de Rafael García Mahíques, Valencia, 1998, pp. 178-179. Es edición facsímil 
de: Empresas morales a la SCRM del rey don Phelipe nuestro señor, dirigidas por don Juan de Borja de su Consejo 
y su embaxador cerca la M. Cesarea del emperador Rudolpho II, Praga, Iorge Negrin, 1581. Véase también, A. 
Bernat Vistarini y J.T. Cull, Enciclopedia Akal de emblemas españoles ilustrados, Madrid, 1999, p. 82.

6 
J. Botero, Diez libros de la Razón de Estado. Con tres libros de las causas de la grandeza y magnificencia de las 
ciudades, Madrid, Luis Sánchez, 1593, ff. 15r, 32v y 48v.

7 J.E. de Nieremberg, Obras y días. Manual de señores y príncipes. En que se propone con su pureza y rigor la 
especulación y ejecución política, económica y particular de todas virtudes, Madrid, Viuda de Alonso Martín, 
1629, ff. 35r39v. (capítulo 7: De la virtud de la caridad).

8 “El amar al prójimo como me amo a mí mismo es, entre todos, el mayor sacrificio”, M. Alemán, Guzmán 
de Alfarache, ed. J.M Micó, Madrid, 1994, vol. 1, p. 402, frase citada por M. Cavillac, “Philauté, Charité et 
providence dans le Guzmán de Alfarache (à propos de l’exemplum du gentilhomme romain: I3/IV)”, en P.
Civil (coord.), Siglos dorados. Homenaje a Agustín Redondo, Madrid, 2004, t. 1, p. 281.

virtudes, su comportamiento virtuoso) les hacían merecedores de la asistencia divina (la 
gracia o favor de Dios) en cada uno de sus actos.   
Saavedra Fajardo muestra en la empresa 
39 que el sacrificio del esforzado monarca 
católico (su obra política) complace a Dios, porque está inspirado por la virtud de la caridad: es expresión de amor a Dios (conforme a la voluntad divina y cumplimiento de la 
voluntad divina) y de amor al prójimo (la comunidad de vasallos). Como el juez Gedeón, 
el monarca cuenta con el favor de Dios, que lo significa a través del fuego que consume el 
collar del Toisón de Oro, del mismo modo que, a petición del propio Gedeón, lo significó 
a través del milagro del vellocino empapado o seco del rocío celestial. “Fue costumbre en 
los tiempos antiguos, antes y después de la ley, pedir los hombres señales sobrenaturales 
a Dios para certificarse de sus promesas9 […] y el mismo Señor a veces las ofrecía sin que 
se las pidiesen”10. Dios escogió a Gedeón para liberar al pueblo de Israel de la tiranía de 
los madianitas, porque confiaba en él (su valor le hacía merecedor de la confianza divina): 
la revelación de su victoria (certificada mediante el rocío celestial) probaba la confianza 
de Dios, garantizaba la asistencia de Dios e invitaba a Gedeón a asumir la condición de 
ministro de Dios y de capitán del pueblo de Israel para librar una batalla de Dios11. Indirectamente, la empresa de Saavedra Fajardo daba a entender que Dios había escogido 
al monarca como ministro suyo para cumplir el fin por el que se sacrificaba (el beneficio 
común de los vasallos), porque confiaba en él: el fuego celestial certificaba a todos esa confianza, aseguraba al monarca el respaldo divino en todas sus acciones y permitía asociar el 
fin de su sacrificio con una causa de Dios. 

I. Gedeón, arquetipo de soberanía
Siendo Gedeón un soldado de Dios, es lógico que Alfonso X el Sabio recurriera a él 
para construir la imagen del miles christi que proporciona la General Estoria, una monumental historia “universal” redactada durante la década de 1270. En la caracterización 
del ideal de caballero, esta obra partía de la ejemplaridad aportada por las Siete Partidas
(elaboradas entre las décadas de 1250 y 1260), que preceptuaban las virtudes propias de 
los miembros de la caballería, y extraía modelos históricos (representantes ilustres de la 
caballería de Dios) de la tradición bíblica. Modelos que, como Gedeón, habían sido elegidos por Dios para asumir la dirección del pueblo de Israel y cuyas virtudes podían ser 


9 
Se refiere a la ley de Moisés, hasta el sacrificio de Cristo en la Cruz, con el que “no solo se acabaron esos 
modos [de “interrogar” a Dios para recibir sus revelaciones por una “vía sobrenatural”], sino también todas 
las ceremonias y ritos de la ley vieja”, San Juan de la Cruz, Subida del Monte Carmelo [1618], en Escritores del 
siglo XVI, Madrid, BAE, t. 27, 1948, p. 51. 

10 
Fray Luis de Granada, Introducción al símbolo de la fe [1582], Madrid, BAE, vol. 6, t. 1, 1944, p. 486.

11 Fray Hierónimo Román, Repúblicas del mundo, dividida en tres partes, Salamanca, Juan Fernández, 1595
(Parte I, Libro II “De la República Hebrea”, f. 48v.). Sobre este autor, el agustino Jerónimo Román y Zamora, 
que no se debe confundir con el jesuita Jerónimo Román de la Higuera, A.J. Sánchez Ferra, “El logroñés 
Jerónimo Román y su obra sobre las Repúblicas del mundo”, Cuadernos de Investigación Histórica, 10 (1984), 
pp. 307-316.

presentadas como virtudes del rey-caballero12. También los duques de Borgoña repararon 
en las virtudes de Gedeón y explotaron el valor simbólico de su figura con gran acierto 
político, asociándola a la orden de caballería que establecieron a finales de la década de 
1420: la Orden del Toisón de Oro, que abandonó enseguida el patronazgo inicial de Jasón 
para asumir el de Gedeón. 

El vellocino de Gedeón se convirtió en divisa de la orden a comienzos de la década 
de 1430, al parecer, gracias a las consideraciones del eclesiástico Jean Germain, su primer 
canciller (1431-1461), que había cursado estudios de teología en la Sorbona13. Y justo cuando Carlos I de Habsburgo debía tomar o acababa de tomar posesión del patrimonio territorial transmitido por su madre, Alvar Gómez de Ciudad Real se preocupó de explicar 
por qué a un público poco familiarizado con la tradición borgoñona en su obra De militia 
Principis Burgundi quam velleris aurei vocant, redactada entre 1516 y 1519, publicada en 
Toledo en 1540 y traducida al castellano por Juan Bravo bajo el título El vellocino dorado y 
la hystoria de la Orden del Tusón (1546)14. 

La obra 
−dedicada a Carlos V, pero dirigida al príncipe Felipe−, arrancaba con una paráfrasis de la historia bíblica de Gedeón para luego relatar cómo el duque Felipe el Bueno 
había instituido “la milicia del príncipe de Borgoña” y cómo había justificado la elección 
de su divisa, el “vellocino dorado”, ante los caballeros que, como el propio duque, lo colgaron de su cuello al ingresar en ella. El vellocino representaba el favor de Dios −otorgado 
al valeroso capitán Gedeón−, pero también las virtudes que debían poseer quienes hicieran de él su enseña para merecerlo; y era de oro, porque el oro era el metal más preciado 
y excelente, además de incorruptible, porque siempre conservaba su bondad. Como Gedeón, el portador de la insignia del toisón dorado debía ser constante, paciente, esforzado 
y sufrido para no apartarse nunca de lo recto y justo, y para recibir: 


“los trabajos con el mismo rostro que recibe el favor y merced que Dios le haze. Y 
no se dexe vencer de ningún mal sucesso ni acontecimiento. Esto es lo que muestra la buena aparencia y haz del oro […] Y pues el carnero es de oro, así ruego que lo sea el cavallero 

12 
A.M. Contreras Martín, “La imagen del miles christi en la cronística castellana de finales del siglo XIII: 
Gedeón, Josué y David”, en C. Alvar y J.M. Lucía Megías (eds.), La literatura en la época de Sancho IV, Alcalá 
de Henares, 1996, pp. 342-353, 348.

13 
J. de Pinedo y Salazar, Historia de la insigne Orden del Toysón de Oro, Madrid, Imprenta Real, 1787, t. 1, p. 4; 
F. de Gruben, Les chapitres de la Toison d’Or à l’époque bourgignnone (1430-1477), Lovaina, 1997, pp. 131-133. 
En 1453, el duque Felipe el Bueno adquirió una rica tapicería de ocho paños sobre la historia de Gedeón que 
formó parte del tesoro de la orden y se empleó para decorar las estancias donde se celebraban sus ceremonias 
y festividades, ídem, pp. 275-276 y G. Delmarcel, Flemish tapestry from the 15th to the 18th century, Tielt, 1999, 
pp. 17 y 29. En el siglo XVI, la tapicería −custodiada en Bruselas como el resto del tesoro−, seguía en uso: 
se empleó para decorar el Gran Salón del palacio de Coudenberg durante las ceremonias de abdicación de 
Carlos V en 1555 y de juramento de la infanta Isabel como soberana de los estados de Flandes en el contexto 
de la cesión de soberanía de 1598, A. Esteban Estríngana, “El collar del Toisón y la Grandeza de España. Su
gestión en Flandes durante el gobierno de los Archiduques (1599-1621)”, en K. de Jonge, B.J. García García 
y A. Esteban Estríngana (eds.), El legado de Borgoña. Fiesta y ceremonia cortesana en la Europa de los Austrias, 
Madrid, 2010, p. 505.  

14 A. Gómez de Ciudad Real, La Orden de Caballeros del Príncipe de Borgoña, Madrid, ed. Jesús Romero
Valiente, 2003, 2 vols., incluye las versiones latina y castellana. 
que lo truxere. Esto todo es lo que significan y quieren dezir estas cadenas con los tusones 
que tenemos en nuestros cuellos. Y assí como el oro se purifica con el fuego, assí el buen cavallero se ha de purificar y esmerar en la guerra, y su fuego y ardid ha de ser mayor quando 
en mayor peligro se viere; y por ningún trabajo la virtud fallezca”15.   

El fuego se empleaba para representar el valor: “el hombre valeroso no puede encubrir 
el fuego que le abrasa el pecho, de donde salen encendidos desseos de alcançar honra y 
gloria, y assí no reposa, ni sosiega, hasta haver salido con lo que pretende”16. Puesto que la 
honra era un bien exterior efecto de la virtud y la gloria la reputación adquirida mediante 
acciones virtuosas17, no es extraño que la figura del fuego, que “si no está siempre obrando 
se muere”, se empleara también para representar la constancia18. Uno de los escolios que 
el maestro de gramática toledano Alejo Venegas de Busto incluyó en la edición latina de 
la obra de Alvar Gómez de Ciudad Real para explicar al lector el título, el argumento y 
los pasajes más oscuros de la misma, aclaraba la relación existente entre la constancia y la 
divisa de la Orden del Toisón de Oro del siguiente modo:  

“Los autores modernos llaman vellocino de oro a la insignia del Toisón, no solo el 
que conocemos gracias a las fábulas, sino uno más antiguo, auténtico y sagrado que aquel: 
el que el caudillo del pueblo de Dios, Gedeón, recibió en señal de su victoria. Este es el que 
describe el autor de la presente obra, pasando por alto el vellocino de Jasón […] Al vellocino de Gedeón se lo llamó de oro porque como el oro, esto es, firmes e inalterables frente a 
todas las amenazas de la fortuna deben permanecer los soldados que con él se distingan”19. 

La constancia proporcionaba al hombre la firmeza anímica necesaria para perseverar 
en el buen propósito, sufriendo voluntariamente los males y trabajos asociados a él. Por 
eso, se hallaba muy ligada a la paciencia, la humildad y la fortaleza, verdaderas “madres” 
de la constancia, que nada tenía que ver con la obstinación nacida de la soberbia. La 
constancia era una persistencia o perseverancia en esas tres virtudes y, en consecuencia, 
ninguna otra virtud moral tenía “materia más de oro y preciosa, pues son su materia 
solamente las virtudes mismas”. El constante no temía la mudanza de la fortuna, ni se 
abatía o desalentaba con ella; mantenía el ánimo firme y dispuesto a padecer la adversidad, 
a tolerar las aflicciones, a acometer los más arduos fines y a perseverar en ellos, resignado 

15 
Ibídem, vol. 2, p. 522.

16 A. Bernat Vistarini y J.T. Cull, Enciclopedia Akal de emblemas, pp. 332 y 351.

17 Pedro de Rivadeneira, Obras escogidas, ed. de V. de la Fuente, Madrid, BAE, t. 60, 1868, p. 532; Sebastián 
de Cobarruvias Orozco, Tesoro de la lengua castellana o española, Madrid, Luis Sánchez, 1611, f. 439r. J.E. de 
Nieremberg, Obras y días, ff. 84r y 100v.

18 A. Bernat Vistarini y J.T. Cull, Enciclopedia Akal de emblemas, p. 351; la cita de J.E. de Nieremberg, Obras 
y días, f. 36v.

19 A. Gómez de Ciudad Real, La Orden de Caballeros, vol. I, p. 33.

y satisfecho, sabedor de que “los golpes y quiebras de la ventura” eran obra de la providencia 
divina, que “todo lo ordena para nuestro bien”20. 
Así, era la constancia en el sacrificado propósito que animaba su obra política (procurar el beneficio común de sus vasallos) lo que el monarca católico ofrecía a Dios en la 
empresa 39 de Saavedra Fajardo. Pero no fue esta la única virtud atribuida a Gedeón, a 
la divisa de la Orden del Toisón de Oro y a su personificación −el monarca católico−, en 
el transcurso del siglo xvi. Durante su visita a los estados de Flandes en 1549, el príncipe 
Felipe fue recibido en algunas ciudades con espectáculos y decoraciones que le asociaban 
a Gedeón y le exhortaban a ser un nuevo Gedeón. Concretamente, en Lille y en Armersfoort, una localidad de la provincia de Utrecht, donde, además de la paciencia, fueron 
destacadas la piedad y la clemencia21.

La paciencia era una virtud capaz de “transformar a la necesidad en voluntad” para 
“sufrir a Dios” en los “sucesos de su providencia”. Pero con su sufrimiento, el hombre 
obligaba a Dios, que quedaba “deudor de bolver por él, vengar sus agravios, y convertir 
en prosperidades sus aflicciones”. Por eso, se entendía que “quien no sabe sufrir, no puede 
vencer” y que debía aprender “sufrimiento el que quiere triunfo”. De ahí que la paciencia 
se considerara “virtud vencedora” que hacía “a los reyes poderosos y justos”, porque nunca 
provocaba ira, mientras que la impaciencia era “artífice de tiranos”22. 

Aunque ordinariamente entendida como misericordia y devoción, en rigor la piedad 
era la gratitud que −en recuerdo de los beneficios recibidos y en forma de reverencia, 
servicio y amor filial−, se debía (por este orden) a Dios, a la patria o república −“que 
comprende a todos” y es “la madre más sagrada y antigua”, para su conservación−, y a 
los padres23. Gedeón había cumplido sus obligaciones piadosas al liderar la batalla contra 
los madianitas. Con la clemencia resultaba más difícil de relacionar, pero no su vellocino, 
porque −como Saavedra Fajardo explicaba en su empresa 39−, el cordero era símbolo de 
mansedumbre y benignidad24. De hecho, Cristo redentor era llamado Cordero de Dios 
(San Juan, 1, 29)25 y tanto la mansedumbre (que moderaba la ira), como la clemencia (que 
moderaba las penas) de Dios eran directas responsables de la redención humana operada 


20 
J. Lipsio, Sobre la constancia. Estudio, traducción, notas e índices de M. Mañas Núñez, Cáceres, 2010, pp. 
100-101; las citas de J.E. de Nieremberg, Obras y días, ff. 115v116r.

21 Juan Cristóbal Calvete de Estrella, El felicíssimo viaje del muy alto y muy poderoso príncipe don Phelipe […] 
desde España a sus tierras de la Baxa Alemaña […], Amberes, Martín Nucio, 1552, ff. 136v137r y 303r304r.
Hay edición moderna de J.L. Gonzalo Sánchez-Molero y P. Cuenca Muñoz, Madrid, 2001.

22 Las citas de J.E. de Nieremberg, Obras y días, ff. 108r-v; Andrés Mendo, Príncipe perfecto y ministros ajustados. 
Documentos políticos y morales en emblemas [1657], León de Francia, Horacio Boissat y George Remeus, 1662, 
pp. 27-31, Documento LIV (repaginado a partir del documento XXXIX); y F. de Quevedo, Política de Dios y 
gobierno de Cristo sacada de la Sagrada Escritura para acierto del rey y reino en sus acciones, Madrid, 1986, pp. 
190 y 198 (Parte II, capítulo XX).

23 Marco Tulio Cicerón, Sobre la República, ed J. Guillén Cabañero, Madrid, 1986, pp. 3, 9 y 130 (Libro I, 1 y 
4, y Libro VI, 16); ídem, Sobre los deberes; ed. J. Guillén Cabañero, Madrid, 1989, pp. 31 y 81-82 (Libro I, 17 y 
45); J. Lipsio, Sobre la constancia , pp. 116-117; J.E. de Nieremberg, Obras y días, ff. 144r148r.

24 D. Saavedra Fajardo, Empresas políticas, p. 494.

25 Fray Luis de León, De los nombres de Cristo [1583], ed. de J. San José Lera y F. Lázaro Carreter, Barcelona, 
2008 (libro II, capítulo II: “De cómo Cristo es llamado Cordero, y por qué le conviene este nombre”).   

por el sacrificio de Cristo. La asociación entre las dos figuras salvíficas, la del príncipe y la 
del cordero, era muy popular26 y, quizá por eso, Felipe II sintió una predilección especial 
por el políptico de La adoración del Cordero Místico, pintado por los hermanos Hubert y 
Jan van Eyck para la catedral de San Bavón de Gante, cuya copia Michel Coxcie concluyó 
en 1559 y el rey colocó en un lugar de honor en 1563: el retablo del altar mayor de la capilla 
del Alcázar de Madrid, donde permaneció hasta 166327. Aunque ya en 1619 se reconoció la 
necesidad de incorporar alguna nueva insignia a las armas de Felipe III, que contaban con 
divisas grandiosas, pero “comunes con otros reyes”, entre ellas, la del cordero, figurado en 
su caso mediante el tusón-toisón de oro que representaba la clemencia28.

Para el pensamiento clásico y el cristiano, la clemencia era “una mansedumbre de 
persona pública” cuyo ejercicio exigía al príncipe el esfuerzo consciente y voluntario de 
limitar su propio poder, atemperando su potestad de castigar a sus súbditos mediante el 
perdón y la moderación de las penas, y suavizando el rigor de la justicia. Este esfuerzo
estaba regulado por la humildad y la caridad, porque el príncipe que prefería la clemencia a la severidad menospreciaba su propia excelencia y, guiado por el amor al inferior, 
practicaba la autocontención pensando en el bien recíproco o común de la república: el 
de los vasallos que, a su vez, procuraba al príncipe la aceptación, la esperanza y el amor 
de sus subordinados29. Esperanza del amor del príncipe, materializado en forma de piedad y de clemencia −confianza en su trato afable−, fue precisamente lo que la ciudad de 
Armersfoort declaró en su exhortación al futuro Felipe II: “Sed, clarísimo príncipe otro 
tan piadoso y clemente Gedeón para nosotros, que somos gravemente fatigados de muchos males […] Cubrid pues y amparadnos con aquel vellocino de oro, del qual vuestra 
piedad y gran clemencia esparze rocío de consolación […], favorezcanos vuestra gran 
potencia y sed defensa y puerto seguro y viento suave desta villa”30. La ciudad depositaba 
sus esperanzas en el futuro soberano, confiando en la voluntad de Felipe de proporcionar 


26 
Una más tardía, centrada en explicar los beneficios que la imitación de las propiedades del cordero (verdad, 
mansedumbre, misericordia y clemencia) proporcionaban al príncipe a partir del Antiguo Testamento, la 
aporta el trinitario calzado Salvador de Mallea, Rey pacífico y gobierno de príncipe católico. Sobre el Psalmo 100
de David, Génova, Pedro Francisco Barberio, 1646, ff. 25r y 28r-v.   

27 
V. Fernández Soriano, “Michel Coxcie, pintor grato a la Casa de Habsburgo”, Archivo Español de Arte, 
LXXXI, 322 (2008), p. 193; F. Checha Cremades (coord.), El Real Alcázar de Madrid: dos siglos de arquitectura 
y coleccionismo en la Corte de los Reyes de España, Madrid, 1994, p. 117; ídem, Felipe II, un monarca y su época. 
Un príncipe del Renacimiento. Madrid, 1998, pp. 161 y 476. 

28 
Un nuevo “blasón que diga ser Vuestra Majestad único y sin segundo en el Orbe, y que sea insignia exterior 
de la ciencia de governar. Esta es: Un Sol. Lo primero, porque V. M. tiene grandeça sin segunda en el Orbe, 
y el sol se llama sol, porque es solo. Lo segundo, porque ninguna cosa declara tanto el oficio real, como el 
sol […] por ser su principal oficio dar luz y encaminar a todos”, Sancho de Moncada, Restauración política 
de España. Deseos públicos al Rey don Filipe Tercero, Madrid, Luis Sánchez, 1619, f. 14r. Para la presencia y 
simbología del cordero en las armas reales, también A. Mendo, Príncipe perfecto, pp. 36-40 (Documento 
XLVII). Sobre la iconografía solar, V. Mínguez, Los reyes solares: iconografía astral de la Monarquía Hispánica, 
Castellón de la Plana, 2001.

29 
Lucio Anneo Séneca, Sobre la clemencia, estudio preliminar, traducción y notas de C. Codoñer, Madrid, 
1988; J.E. de Nieremberg, “De la Mansedumbre”, cap. 15 y “De la Clemencia”, cap. 16, en Obras y días, ff. 
68r74v. y “De la Humildad”, cap. 19, 80r82v.

30 J.C. Calvete de Estrella, El felicíssimo viaje, ff. 303v304r. 

remedio y consuelo a sus habitantes, e interpretando su advenimiento al trono como el 
advenimiento de un nuevo mesías redentor. 
Saavedra Fajardo reflejaba esta voluntad remediadora y consoladora del monarca católico en su empresa 39 conjugando los tres motivos que figuran en ella: el altar, el fuego y 
el toisón de oro. El altar era un motivo empleado para representar lo sagrado y Saavedra 
Fajardo, que calificaba al príncipe de vicario de Dios, lo identificaba con un ara31. El fuego 
también era un motivo asociado a la ira, que se encendía cuando se desataba, incluida la 
ira divina32. Por eso, sobre el altar el fuego estaba acompañado por el toisón de oro, que 
la contrarrestaba para mostrar “el rostro benigno del príncipe” como “un dulce imperio 
sobre los ánimos, y una disimulación del señorío” que obraba “efectos de amor y respeto 
en los súbditos, no de temor”33. Pero el fuego, además de representar el valor −el ara encendida también aludía al valor del príncipe, en línea con lo ya comentado−, se empleaba 
para representar el amor (que abrasaba y derretía el corazón) y el anhelo de perfección 
(fuego purificador)34. La virtud que perfeccionaba el ánimo, preparándolo para conseguir 
“cosas grandiosas y arduas, apeteciéndolas, y emprehendiéndolas a título de su grandeza”, 
era la magnanimidad, hermana de la humildad, siendo “imposible que sea magnánimo 
quien no fuere igualmente humilde”35. Así, la empresa 39 daba a entender que era su 
voluntad inquebrantable de humillarse siempre para beneficiar a sus vasallos lo que el 
monarca católico ofrecía a Dios en sacrificio. Aunque no por eso podía olvidar la gravedad 
de su posición y su responsabilidad hacia la república36, cuya estabilidad el príncipe tenía 
la obligación de asegurar. Y para asegurarla debían estar, según Saavedra Fajardo: 


“así mezcladas la ira y la benignidad, el premio y el castigo, como en el Tusón están 
los eslabones enlazados con los pedernales, y entre ellos llamas de fuego, significando que 
el corazón del príncipe ha de ser un pedernal que tenga ocultas y sin ofensa las centellas 
de su ira. Pero de tal suerte dispuesto, que, si alguna vez le hiriere la ofensa o el desacato, 
se encienda en llamas de venganza o justicia, aunque no tan ejecutivas que no tengan a la 
mano el rocío del vellocino para extinguillas o moderallas”37.

31 
D. Saavedra Fajardo, Empresas políticas, pp. 498-499.

32 A. Bernat Vistarini y J.T. Cull, Enciclopedia Akal de emblemas, pp. 337 y 355.

33 D. Saavedra Fajardo, Empresas políticas, pp. 495-496.

34 A. Bernat Vistarini y J.T. Cull, Enciclopedia Akal de emblemas, pp. 233, 355, 360 y 537; J.E. de Nieremberg, 
Obras y días, ff. 36v, 39r y 169r; Fray Juan de Santa María, Tratado de República y Policía Christiana para Reyes 
y Príncipes y para los que en el gobierno tienen sus vezes, Barcelona, Sebastián Cormellas, 1616, carta dedicatoria 
dirigida a Felipe III, Convento de los Descalzos de San Gil el Real, 22 de mayo de 1615, previa a la foliación 
de la obra. 

35 J.E. de Nieremberg, Obras y días, ff. 83v84r y 100v105v. (“Lo principal a que mira la Magnanimidad es a 
animar el ánimo a buscar la honra conforme a su mérito, y […] a no querer mas de la justa. Mas la Humildad 
a lo que principalmente atiende es a enfrenar el apetito no codicie mas de la que le es devida”, f. 84r).

36 “Por la clemencia muestra el príncipe, que ama al particular; y por la justicia a la República. Y nunca ha de 
aver clemencia del particular que dañe al bien público de modo, que padezca en el Reyno la justicia”, J.E. de 
Nieremberg, Obras y días, f. 72r.

37 D. Saavedra Fajardo, Empresas políticas, p. 497.

Una idea que precisamente el rey Felipe I de Castilla había querido transmitir cuando 
“adornó su divisa del eslavón y pedernal (collar de donde pende el tusón de oro) con el 
mote castellano: ‘con los humildes cordero, y con él traygo acero y pedernal’”, según recordaba Juan Vitrian Ortuvia en uno de sus escolios a Las memorias de Felipe de Comines
(1643)38. El eslabón era un utensilio de acero que servía para obtener chispas del pedernal, 
encender con ellas la yesca, y obtener luego el fuego y la luz; y ambos, eslabón y pedernal, 
eran motivos empleados para representar la ejercitación práctica de la virtud mediante 
obras, asociando las chispas y llamas a las ocasiones en las que un corazón valeroso podía 
demostrar con acciones sus intenciones virtuosas39. Sentido que, según parece, el collar de 
Orden del Toisón de Oro había tenido inicialmente, aludiendo además al continuo sufrimiento que entrañaba la ejercitación práctica de la virtud40. Puesto que el fuego también 
era símbolo de la ira, podía emplearse la misma fórmula para representar las ocasiones 
en las que al príncipe le resultaba imprescindible emplear el rigor de la justicia para no 
perjudicar a la república. 

Como vemos, la figura de Gedeón ofrecía un importante arsenal de virtudes dignas de 
cualquier “espejo” o “norte” de príncipes, pero también se podían asociar a ella referentes 
de política práctica susceptibles de ser diseccionados en los tratados de gobierno y de teología moral, o en la propia oratoria sagrada que aspiraba a regular el ejercicio del poder. 
La estrecha relación existente entre Gedeón y la dinastía que ostentaba la soberanía de la 
Orden del Toisón de Oro proporcionaba a tal disección un valor especial, más privativo 
de los Habsburgo de Madrid, si se quiere. Tal vez por eso, fueron muchos los autores que, 
de modo recurrente aunque sin realizar aportaciones completamente originales, contribuyeron a establecer un arquetipo de soberanía fundado en el mito de Gedeón dentro del 
ámbito hispano entre, por lo menos, finales del siglo xvi y mediados del siglo xvii.  

Uno de ellos fue el agustino fray Jerónimo Román, que también explicó la razón que 
había llevado al duque Felipe el Bueno a adoptar la divisa del toisón en su obra Repúblicas 
del mundo (1595). “El motivo que tuvo de usar esta insignia −afirmaba−, fue imitar a lo que 
leemos en el libro de los juezes” y, tras rememorar la historia de Gedeón hasta la prueba 
del vellón, Román añadía:  


38 
Las memorias de Felipe de Comines, señor de Argenton, de los hechos y empresas de Luis Undécimo y Carlos 
Octavo, Reyes de Francia, traducidas del francés con escolios propios por Juan Vitrian, Amberes, Juan Meursio, 
1643, vol. I, p. 285 (capítulo LXVII, escolio G), 2 vols.

39 
“Assí como el pedernal tiene en sí el fuego encerrado, hasta que con el eslabón sea herido, de la misma 
manera dexa de resplandecer el fuego, que en su pecho tiene encerrado por falta de ocasiones en que poderlo 
mostrar con obras virtuosas y valerosas”, A. Bernat Vistarini y J.T. Cull, Enciclopedia Akal de emblemas, p. 314.

40 
“Dispuso el duque Felipe el Bueno que los caballeros de su esclarecida Orden se distinguiesen con la divisa 
de un collar de oro, compuesto de eslabones y pedernales despidiendo llamas, con la inscripción o mote que 
dice: Ante ferit, quam flamma micet, al que corresponde la expresión castellana: Antes hiere el eslabón que 
resplandezca la llama; con lo qual parece que quiso significar que antes de conseguirse los resplandores que 
ilustran a la opinión, y a la fama de los héroes, es indispensable el que sufran los golpes del acero, exercitando 
su valor y esfuerzo con señaladas hazañas”, J. de Pinedo y Salazar, Historia de la insigne Orden, t. 1, pp. 5-6
(capítulo II). 

“Y luego Gedeón peleó y hizo el officio de capitán y alcançó grandes victorias. Assí 
pues, el duque de Borgoña quiso tomar aquel vellón por divisa, porque de la manera que 
Gedeón venció por la señal que Dios le dio del vellón lleno de rocío, ansí, a imitación de 
aquella fe, los cavalleros de la Orden saliesen vencedores en las empresas que tomasen en 
servicio de Dios y de su príncipe. Y esta es la causa porque se llama la Orden del vellón de 
Gedeón y no de Jasón, porque tanto es en la lengua de Borgoña toyson como en la nuestra 
vellón, y si se llama del vellocino dorado, no es por la de aquel carnero que pintan las fábulas, mas porque la materia de que se haze es de oro, y esta es la verdad y no hay en ello otra 
cosa, todo lo demás es fabuloso”41.

Para el agustino, la divisa de la Orden del Toisón de Oro simbolizaba la virtud primordial y más preciada de todas: la fe. De hecho, la Epístola de San Pablo a los Hebreos 
(Hebreos, 11) ya había incluido a Gedeón entre los modelos de fe de la Historia Sagrada. 
Lo mencionó entre aquellos que, por su fe, habían sometido reinos, administrado justicia 
y alcanzado las promesas de Dios, al tiempo que definía la fe como garantía de lo que se 
espera y prueba de lo que no se ve, asegurando que solo con ella se podía agradar a Dios: 
quienes se acercaran a Él debían creer que existía (fe) y que recompensaba a quienes le 
buscaban (esperanza). Este pasaje de San Pablo sirvió para desarrollar el contenido de la 
virtud de la fe42 y, rememorándolo, el agustino fray Juan Márquez nombró a Gedeón entre los que “mediante la fe […] vencieron los reynos, anduvieron valientes en las batallas, 
[e] hizieron bolver las espaldas a grandes esquadrones” en su obra El gobernador cristiano
(1612)43. Sin duda, el desarrollo del sentido alegórico de Gedeón resultaba útil para quienes se empeñaban en rebatir los argumentos de los seguidores de Maquiavelo y de fundamentar teóricamente la compatibilidad existente entre la práctica gubernativa eficaz y la 
moral cristiana: las valiosas virtudes de Gedeón habían demostrado poseer plena eficacia 
funcional. Gedeón obtuvo la victoria sobre los madianitas por creer en la palabra de Dios 
(en el cumplimiento de su promesa-recompensa: la propia victoria), esto es, por fiarse 
de Dios y llevar “puesta en Dios la confianza”44. Y parece lógico que el jesuita borgoñón 
Claudio Clemente echara mano del ejemplo de Gedeón para refutar y combatir los errores de los políticos en El Machiavelismo degollado por la christiana sabiduría de España y 
Austria (latín, 1628 y castellano, 1637):

“Haré que, si no están enagenados de sí, reconozcan que el todo de las Repúblicas 
y la felicidad de los Imperios […] estriva y tiene su firmeza en los socorros de Dios y en 
la observancia de la religión sincera y demás virtudes, pero porque […] los idólatras de la 

41 
H. Román, Repúblicas del mundo (Primera parte, libro VII “De la República Christiana”, f. 427r.).

42 J.E. de Nieremberg, “De la virtud de la Fe”, cap. 5, en Obras y días, ff. 26r-30v.

43 J. Márquez, El governador christiano deducido de las vidas de Moysen y Iosue, príncipes del pueblo de Dios, 
Salamanca, Francisco de Cea Tesa, 1612 (libro II, capítulo XXX “Responde a los argumentos con que prueva 
el político que la religión christiana ha hecho covardes a los que la profesan”, p. 334).

44 Ibídem, p. 375 (libro II, capítulo XXXVII).

Policía no hazen más caso ni dan más crédito a los libros sagrados de la Escritura que a 
los fabulosos libros de cavallería no me valdré de las Sagradas Letras para lo que tengo que 
probar. No diré que Gedeón siguiendo el consejo y orden de Dios, con un medio al parecer 
tan frágil […], amedrentó […] al exército innumerable de los Madianitas”45.  

La trascendencia de la victoria alcanzada por Gedeón sobre este cuantioso ejército 
resultaba incuestionable, porque la liberación de los israelitas de la sujeción de Madián 
había sido comparada en el Antiguo Testamento con la victoria que Cristo, por medio de 
sus ministros y de la predicación del Evangelio, alcanzaría para los hombres, librándoles 
de la sujeción y el cautiverio del demonio. Mejor dicho, el Antiguo Testamento había 
profetizado el alcance universal de la salvación a partir de la salvación del pueblo de Israel, lograda “por solo el poder de Dios”, en el que su redentor Gedeón había confiado 
ciegamente46. De hecho, el recelo inicial de Gedeón a asumir el caudillaje de Israel no 
nacía de la desconfianza. Era la manifestación de otra virtud altamente representativa 
para el gobernante: la humildad. Consciente de su insignificancia, de su insuficiencia, de 
su incapacidad para vencer sin el respaldo de Dios, Gedeón había pedido señales al cielo 
que certificaran la promesa divina, tal y como aseguraba el catedrático de lenguas hebrea 
y griega de la Universidad de Alcalá y canónigo de la Iglesia Magistral de los santos Justo 
y Pastor de la misma ciudad, Francisco Ignacio de Porres, en sus Discursos morales aprendidos en las azañas valerosas y sagradas fortunas del juez, príncipe y capitán general de Israel, 
Gedeón (1648)47. 

El propósito de esta obra, explicitado por Porres en la presentación, era glosar la historia de “Gedeón triunfante y buena dicha de los que confían en Dios” y la glosa arrancaba 
explicando cómo y por qué escogió Dios a Gedeón como caudillo de la libertad de Israel. 
Enseguida, el tema de la elección divina concentraba la atención del autor, que asociaba la 
figura de Gedeón a la figura del soberano, escogido por Dios para desempeñar el empleo, 
la ocupación o el oficio de rey. Porres daba a entender que la misma elección (la gracia de 
Dios) justificaba el caudillaje de aquel y el gobierno de este (en ella residía la legitimidad 
de ambos): “ya pueden tenerse por ciertas las ventajas en una persona para cualquier empleo si Dios la escoge y la elige para que se ocupe en él”; “cuando Dios escoge […] ya está 
el acierto y la seguridad del fin en aver sido Dios quien escogió el medio”48. Los justificaba 
porque Dios era fiador de aquel a quien favorecía (lo asistía y auxiliaba), pero gozar del 
favor de Dios conllevaba grandes obligaciones:    


45 
C. Clemente, El Machiavelismo degollado por la Christiana Sabiduría de España y Austria, Alcalá, Antonio 
Vázquez, 1637, pp. 39-40.

46 Fray Luis de Granada, Introducción al símbolo de la fe, p. 384 (a partir de Isaías, 9).

47 Tomo VII de sus Discursos morales, publicado en Alcalá de Henares, María Fernández, 1648, p. 142. Porres 
había nacido en Villaseca (Toledo) y era “sumamente docto”, B.S. Castellanos de Losada (dir.), Biografía 
Eclesiástica Completa, t. 19, Madrid, 1864, p. 71.

48 F.I. de Porres, Discursos morales aprendidos en las azañas valerosas y sagradas fortunas del Iuez, Príncipe y capitán 
general de Israel, Gedeón, Alcalá de Henares, María Fernández, 1648, pp. 1 (presentación), 93 y 95 (capítulo 
I, discurso XI). 

“Nadie imagine que es solo favor del cielo en allarse escogido para esta o aquella 
ocupación: en la elección misma a de leer, si tiene entendimiento, la obligación con que 
le pone favor tan grande. Y a de intentar milagros y asombros de la naturaleza si quiere, 
atento a no faltar a la gracia de este beneficio. Quien se viere elegido mire que está más 
obligado: que pone ley de obrar muy atento y muy azañoso la elección divina”49.

El favor generaba obligación y exigía sacrificio. Siguiendo la glosa de la historia de 
Gedeón, Porres aclaraba que la obligación generada por el favor recibido era la obediencia. Gedeón obedecía, se conformaba con la voluntad de Dios: cumplía el mandato de 
Dios acaudillando al pueblo de Israel y cumplía lo que Dios espera de él guiándole a la 
victoria. Así, la obediencia debe ser entendida como cumplimiento del deber preceptivo 
para con el superior (obediencia debida), pero también como correspondencia del favor 
recibido del superior (como fidelidad, en tanto que cumplimiento de lo que otro, que ha 
depositado en ti su confianza, espera de ti)50. 

En cualquiera de las dos “acepciones”, la obediencia implicaba sujeción. Por eso, era 
una entrega o rendimiento de la voluntad: exigía sacrificar la voluntad y los fines propios; 
sujetarse o someterse a la voluntad y a los fines de otro, el superior; y cumplir la voluntad 
y los fines de ese otro superior. Pero, sin interrogarse sobre las razones que se hallaban 
detrás de sus mandatos, porque el obediente debía suponer “la prudencia en el que 
manda”51. Gedeón asumía, se sometía y cumplía la voluntad y los fines de Dios al combatir y vencer en una de sus batallas. Del mismo modo, el soberano obedecía a Dios al 
aceptar el gobierno de la comunidad, sacrificando su voluntad y sus fines individuales, y 
asumiendo la voluntad y los fines de Dios, que lo sublimaba y elevaba por encima de los 
demás hombres, convertidos en súbditos, sujetos a él por y para su propio beneficio común. Y el sacrificio que entrañaba esta obediencia del rey lo subrayaba Porres en el discurso titulado: “Que no son otra cosa las altezas del puesto sino unas tareas pesadísimas de 
ocupación y unas prisiones de autoridad lucidas”. En este discurso, exponía la idea de la 
realeza como sacrificio y, por consiguiente, de la realeza como sufrimiento52: 


49 
F.I. de Porres, Discursos morales, p. 97.

50 “Solemos obligar a otro hombre si tiene buenos respetos, haziendo confianza del, y si no se da por obligado 
[…] es avido en igual grado, que un traydor y fementido […] obliga el que confia de otro […] porque da 
a entender la opinión buena que del tiene, escogiéndole antes que a otros por patrón de su necessidad; y es 
tanto confiar de uno, como calificarle por mejor que los demás […] Haze Dios también punto de honra, y 
se da por obligado del que en Su Majestad espera”, J.E. de Nieremberg, “De la Esperanza”, cap. 6, en Obras 
y días, ff. 33v. y 34r.

51 “Por lo qual él ha de cumplir el mandato sin hazer información de la razón del: y esta es muy principal 
condición, con que se ha de poner en obra esta virtud. Por eso a la obediencia perfecta, la quitan los ojos y 
llaman ciega: y juntamente, porque no tiene vista para notar a la persona del superior, ni a sus costumbres y 
faltas. Aunque a la verdad tiene muy hermosos ojos, y excelente vista, pues mira a Dios en los hombres, de 
quien todo poder y mando trae su origen […] El obediente que mira a Dios no tiene otros respetos, antes en 
los mismos hombres a que obedece se le representa Dios”. J.E. Nieremberg, “De la Obediencia”, cap. 45, en
Obras y días, ff. 193r197v., citado en 193v194r. Para la obediencia como resignación, sacrificio y rendimiento 
de la voluntad, F. de Quevedo, Política de Dios, pp. 2-3, 87 y 211.

52 Idea ya esbozada por A. Carrillo Lasso de la Vega, “Del sufrimiento del Rey”, cap. VII, en Soberanía e 
independencia de otro príncipe temporal que gozan los ínclitos Reyes de España, Córdoba, Salvador de Cea, 1626, 

“Que no son descansos los que la autoridad grangea, sino martyrios, sino tareas 
pesadísimas de ocupación para que son necesarios ombros y fuerças valerosísimas. Los sudores y tareas de los cuidados suelen oprimir mucho más que las fatigas de la frente, aunque 
no acierten a entenderlo los que poco alcanzan”. 
”Eso son las alteças del puesto, tareas pesadas y lucidas prisiones […] Pues no ay 
prisiones más rigurosas, como las que el lugar más sublime labra […], no ay cetro real que 
no esté establecido en disgusto, fundado en tristeza y a quien no sea necesario respirar 
con gemidos […] Pasad del cetro que veis en la mano a las congojas del pecho, no miréis 
el poder sin la pensión durísima de la autoridad y allaréis más hierros en las entrañas que 
majestad en el rostro y conoceréis con atención prudente que el puesto de la ocupación más 
sublime es cárcel y son prisiones y clavos los que fundan el puesto”53.   

Las responsabilidades asociadas al más alto puesto (el oficio asociado a la dignidad 
real) eran cargas difíciles de sobrellevar; una renta impuesta a perpetuidad sobre quien lo 
gozaba; una marca de esclavitud invisible para quien lo ostentaba, que dejaba de disponer libremente de sí para ejercer esas responsabilidades; tormentos que permitían asociar 
la figura del rey con la figura del mártir. Pero asumir ese puesto superior no solo exigía 
esfuerzo, capacidad de sufrimiento personal. También entrañaba peligro, como Porres 
explicitaba en el discurso titulado: “Ventaja ilustrísima la de mandar a otros y ocasión 
peligrosísima de vanidad”.  

“Levantose Gedeón […] y siguiole todo el pueblo como a caudillo y superior suyo.
Ya todos siguen a quien dexaban antes trabajar en su era. Qué aplauso tan desvanecido este, 
verse seguido de todos. Desto es causa el ser superior. Más se imaginan los superiores de 
lo que son (y todos se imaginan mucho, sintiendo de su ocupación cada uno con mucha 
arrogancia; ninguno ay que no alle discursos para ennoblecer su puesto), pero es cierto que 
son mucho los que gobiernan a otros cuando tienen en sí ventajas para saber gobernar”. 

Un peligro que solo quienes poseían excelencia moral podían vencer. La humildad 
mostrada por Gedeón al solicitar a Dios certificación de su promesa de victoria (con la 
certeza de que sus fuerzas no bastaban para lograrla y de que solo podría obtenerla con el 
respaldo de Dios) permitía a Porres contraponer su figura a la de otros caudillos y gobernantes que, cegados por su superioridad, habían sublimado el mando y se habían dejado 
llevar por la autosuficiencia, la presunción, la vanidad y la soberbia. Algunos se habían 
atrevido a juzgar “que quien gobernaba onbres avía de ser Dios” y “a declarar en fabor de 
su soberanía sospecha tan grande […] Mucho se piensan todos los superiores, pero ay de 
aquellos que tienen por príncipe a quien se presume Dios”, sentenciaba Porres. La denuncia del orgullo, el envanecimiento y la altivez del superior permitía a Porres ensalzar una 

pp. 26-28. 

53 F.I. de Porres, Discursos morales, pp. 158-162 (capítulo II, discurso II). 
de las excelencias que exigía el desempeño del más alto puesto: la gratitud, pues el superior 
debía su engrandecimiento al favor de Dios: “Acuérdese que nació onbre quien se allá 
príncipe; piense que no tiene más alto origen quien manda a otro que el que tuvieron los 
que vieren sujetos y abatidos a su autoridad”54. El príncipe debía aventajar a sus súbditos 
en agradecimiento (memoria de la obligación generada por el favor recibido y correspondencia del mismo: fidelidad) y, por consiguiente, en humildad, porque “mientras más es 
uno […] quanto está más lejos de la nada, menos tiene de suyo […] pues tiene ser mayor 
y más distante de la nada, que es lo que de suyo tienen todas las criaturas”55.    

La gratitud de Gedeón ya había sido subrayada por otros autores anteriores a Porres, 
vinculándola a su fortaleza, esto es, “la firmeça de no apartarse de lo bueno por lo dificultoso”, que refrenaba “los temores en los peligros de males”56. El jesuita fray Juan de Torres, 
en su Philosophia moral de príncipes (1596), y también fray Juan Márquez, en la obra ya citada, rescataron el episodio en que Gedeón atacaba por sorpresa el campamento nómada 
de los madianitas en compañía de una fuerza reducida de solo trescientos hombres. Para 
el ataque, sus seguidores fueron sometidos a examen por indicación de Dios, al objeto 
de reconocer a los más valerosos (quiénes merecían acompañarle y quiénes debían ser 
descartados de la batalla). El examen se realizó atendiendo al modo en que los fatigados 
seguidores de Gedeón, sedientos por el esfuerzo, calmaron su sed en un río. 


“Para conquistar la potencia de Madian dixo Dios al capitán Gedeón: que llevase 
toda su gente al río y escogiesse solamente los que beviessen agua con la mano dandonos a 
entender que en este ejercicio perpetuo donde se batalla con los vicios y malas inclinaciones, significadas por Madian, que según Origenes [el padre de la Iglesia Origenes Adamantius, 185-204 d.C.], se interpreta corriente quales ellas son en gente moça: los que hazen 
al caso son maestros de manos, que primero toquen el agua y después la lleven a la boca: 
primero obren y luego hablen, primero hagan y luego digan”57.

Según Torres, Gedeón “es figura de los que obran primero y después hablan” es decir, 
de los hombres de acción: hombres valerosos que acreditaban su virtud ejercitándola y 
obraban virtuosamente en cada ocasión, esforzándose siempre para cumplir lo que Dios 
esperaba de cuantos favorecía, esto es, para corresponder el favor recibido de Dios, como 
hacía el “príncipe cristiano”. Los ruines −carentes de fortaleza y “gallinas de corazón” para 
Torres−, fueron despedidos por Gedeón, porque “no avían echado el miedo del cuerpo 
y así no valían para la batalla”58. La lectura que Márquez hizo del episodio difería poco: 
Gedeón conservó a los combatientes que consideró “más audaces, porque no hincaron 

54 
Ibídem, pp. 209-212 (capítulo III, arranque).

55 J.E. de Nieremberg, Obras y días, f. 80r.

56 Ibídem, ff. 95v y 98v.

57 J. de Torres, Philosophia moral de príncipes, para su buena crianza y gobierno y para personas de todos estados, 
Burgos, Philippe de Junta y Juan Baptista Varesio, 1596, p. 2.

58 Ibídem, p. 414 (libro nono, capítulo III) e índice alfabético final sin paginar.

la rodilla para beber en el río ni se echaron de pechos en el agua con venir sedientos, 
pareciéndole (como da a entender Santo Tomás) que quien tomaba con moderación el 
refresco sería de necesidad más animoso”59. Pero incorporó un matiz adicional: según 
Márquez, acompañaron a Gedeón quienes no pretendían arrogarse la victoria para sí y 
estaban dispuestos a reconocer “el brazo victorioso de Dios”. Por eso, antes de referir el 
ataque del campamento, denunció la ingratitud o desagradecimiento de muchos príncipes que, preocupados por que “sus hechos queden en la memoria del mundo, dexan olvidar las maravillas de Dios y los continuos beneficios que reciben los reynos de su mano”, 
con el fin de subrayar a continuación cuál era la obligación primordial de los reyes. Estos 
debían “atribuir sus buenos sucessos a Dios y darle en ellos las primeras partes, como hizo 
Gedeón mandando que gritasen sus soldados en la rota de los madianitas: Gladius Domini 
et Gedeon, el cuchillo del señor y el de Gedeón, refiriendo a Dios el suceso y dándole el 
primer lugar de la victoria”60. Con este gesto, Gedeón cumplía lo que Dios esperaba de 
él (fidelidad), como puede inferirse también de la glosa que el jesuita toledano Pedro de 
Ribadeneira hizo del combate y la victoria contra los madianitas en su Tratado de la tribulación (1589): durante la batalla, Gedeón reconoció que su fortaleza procedía de Dios61. 
De hecho, antes de librarla, Gedeón solicitó a Dios la fortaleza necesaria para alcanzar 
la victoria, como el propio Ribadeneira explicitó en su Tratado de la religión y virtudes 
que debe tener el príncipe cristiano para gobernar sus estados (1595)62, y eso era una muestra 
inequívoca de prudencia63. 

También Francisco de Quevedo glosó este mismo episodio en la segunda parte de su 
Política de Dios, gobierno de Cristo (concluida hacia 1635), advirtiendo a los príncipes la 
necesidad de escoger bien a sus generales para obtener buenos resultados en la guerra. 
Gedeón obraba como modelo de general obediente, disciplinado y victorioso, a la vez 
que como hábil seleccionador de combatientes idóneos, que había sabido desechar y elegir a sus soldados antes de entrar en combate, es decir, sin “aguardar a conocerlos en la 
ocasión”64. Su enfoque militar, libre de connotaciones alegóricas, no era del todo original, 
porque ya Sebastián de Covarrubias, en su Tesoro de la lengua castellana o española (1611), 
había aludido a Gedeón al definir la palabra “canalla” como “junta de gente vil, induzida 
para alborotar, y dañar, a donde entienden que no han de hallar resistencia; pero si ay 
quien les haga rostro, no tienen ánimo para esperar”. Esta era la razón por la que, según 
Covarrubias, 


59 J. Márquez, El governador christiano, p. 281 (libro II, capítulo XXIX). 

60 Ibídem, El governador christiano, p. 246 (libro II, capítulo XI); cf. también F.I. Porres, Discursos morales, pp. 
216
-226 (capítulo III, párrafo II). 

61 P. de Rivadeneira, Obras escogidas, p. 428 (libro II, capítulo XI).

62 P. de Rivadeneira, Obras escogidas, p. 580 (capítulo XLI: “De la primera cosa que debe hacer el príncipe 

cristiano para alcanzar la fortaleza, que es pedirla a Dios”). Sobre la importancia de la fortaleza para el 
príncipe cristiano y su intrínseca vinculación al sufrimiento, ídem, pp. 567-570 (capítulos XXXIV y XXXV). 
63 Ibídem, p. 562: “La primera cosa […] que enseña la verdadera y cristiana prudencia al príncipe es que se 
conozca por hombre flaco y necesitado de la lumbre y favor del cielo y que le pida a Dios”.

64 F. de Quevedo, Política de Dios, pp. 221-225 (Parte II, capítulo XXII).
“la multitud de gente en los exércitos enemigos, no debe espantar, si son viles y mal 
disciplinados, ni confiar en los nuestros, aunque excedan en número a los de Xerxes, y agoten los ríos, si para bever se echan de bruços, como los que desechó Gedeón, y venció con 
los pocos que en pie bevían, arrojando con la concavidad de la mano el agua a la boca”65.

Quizá fue esta ejemplaridad del mito de Gedeón la que sedujo a Felipe IV y a su 
entorno, atormentados desde finales de la década de 1620 por las consabidas “falta de cabezas” cualificadas y “esterilidad de sujetos” capaces para la guerra que tantos descalabros 
militares causaban en los diferentes escenarios bélicos de la Monarquía. A fin de cuentas, 
Gedeón había sido comparado con generales “españoles” tan esclarecidos como Bernardo 
del Carpio y el conde Fernán González, que con “poquísimos, aunque muy escogidos 
soldados” habían alcanzado victorias singulares frente a “un excesivo número de franceses” 
en Roncesvalles o frente a Almanzor y “una innumerable morisma” junto a Osma66. La 
comparación resultaba oportuna si se tiene en cuenta que ya Tomás de Aquino, comentando la Política de Aristóteles, había mencionado la selección efectuada por Gedeón sobre sus seguidores, que “passando […] ciertas aguas, todos bevieron dellas, poniendose de 
rodillas” y los escogidos “sin doblarlas tomando el agua con las manos bevieron al modo 
de perros”. La mencionó al referirse a uno de los cinco “géneros de hombres” necesarios 
para la “perfección de la república”: el de la “gente de guerra”, formado por aquellos que 
eran “señalados” por soldados, esto es, sabiamente elegidos entre los demás ciudadanos 
por su excelencia, aptitud y valor para el combate. Pero santo Tomás constataba que 
Aristóteles reprobaba esta distinción entre soldados y el resto de ciudadanos, insostenible 
cuando la república era atacada por multitud de enemigos, porque entonces muy pocos 
podían ser excluidos de la batalla y considerarse exentos de la guerra67. Por consiguiente, 
cabía una lectura complementaria a la militar para ese pasaje de la historia de Gedeón y 
Francisco Ignacio de Porres la proporciona en su glosa de la historia de Absalón (2 Samuel, 
13-16), publicada dos años antes que la de Gedeón (1646)68.

Absalón se rebeló contra su padre, el rey David. Para levantarse en armas, precisó soldados, que halló entre los propios vasallos de David, a quienes robo el amor y el corazón 
para hacerse con su voluntad. Así logró que le siguieran gustosos a la batalla librada para 
arrebatar el reino a su padre. De este ejemplo bíblico se servía Porres para sentenciar “que 
no es la defensa de los reyes el esfuerço, sino el amor; que no vencen los príncipes, por 
tener en campaña gruesos exércitos, sino por tener alistados muchos corazones”, y recurría 
precisamente al ejemplo de Gedeón para reforzar su argumento:  


65 
S. de Cobarruvias Orozco, Tesoro de la lengua, ff. 184v185r.

66 Fray Juan de Salazar, Política española. Contiene un discurso cerca de su Monarquía, materias de Estado, aumento 
i perpetuidad, Logroño, Diego Mares, 1619, pp. 94-95.

67 Tratado del gobierno de los príncipes, f. 87v. (libro 4, capítulo X). Precisamente esta traducción de don Alonso 
de Ordóñez está dedicada a Olivares. 

68 Discursos morales aprendidos en las azañas escandalosas, y miserable ruina del ermoso infante Absalón, ijo de 
David, rey de Israel, Alcalá de Henares, María Fernández, 1646, t. VI de sus Discursos morales. 

“Solos los que vebieren como perros las aguas, se escogen como provechosos para 
las guerras. A quien no da luego deseo de entender este enigma? […] Bastarán trescientos 
soldados, para darte gloriosas vitorias, dice a Gedeón valeroso el cielo; si tuvieren esos pocos soldados semblantes parecidos de perros, bebiendo las aguas, como ellos las beben, y 
obrando después animosos, como ellos obran en todas ocasiones leales. Sean los soldados, 
que te siguieren, constantes, y firmes en el amor, y es cierto que tu alcançaras gloriosas 
vitorias. Que no es el número, sino la voluntad de los súbditos, la que dio siempre la vitoria 
a sus capitanes: que no es la muchedumbre, sino el afecto de las provincias, la que iço temidos sobre todos los otros príncipes a sus reyes. Mientras durare en los pueblos el amor para 
con sus monarcas, estarán ellos vitoriosos e ilustres; si algún Absalon apagare en su pecho 
la llama amorosa, ese tanbien le quitara de su mano las monarquías. Que nadie ofende más 
a los Príncipes, que quien les quita el amor de los pueblos; pues es el amor con que le veneran, le obedecen, y siguen, el que da a los Príncipes las dichas, los cetros y las vitorias”69.   

Porres parecía reflejar la situación que vivía la Monarquía de Felipe IV a mediados de 
la década de 1640, cuando las rebeliones catalana y portuguesa constataban que el monarca había perdido el amor de dos de sus provincias. El perro era el animal que representaba 
la lealtad70 y leal era quien mostraba reconocimiento y amor al superior, guardándole 
fidelidad71: quien cumplía siempre con lo que el superior esperaba de él, porque atendía 
más a su deber que a su comodidad, se debe entender. Por su peculiar manera de beber 
agua, lamiéndola con la lengua sin tocarla con el hocico, el perro demostraba moderación 
en su apetito. De ahí que el hombre sediento que bebía agua acercándosela a la boca con 
la mano representara al hombre obediente y refrenado, esto es, el hombre moderado que 
“apetece lo que debe y como y cuando debe”72. Así, los combatientes escogidos por Gedeón eran antes leales servidores que esforzados guerreros. 

En cualquier caso, este pasaje de la historia de Gedeón fue muy apreciado durante 
el reinado de Felipe IV, como demuestra el hecho de que el pintor Pedro Orrente (1580-
1645) rescatara, para el palacio del Buen Retiro, la selección de los trescientos combatientes en un cuadro titulado Gedeón y los soldados en el río, del que aparentemente solo 
se conserva una copia en el Museo del Prado [P1135], cuya pareja era otro de la misma 
temática,  Gedeón y los madianitas, hoy desaparecido y que a buen seguro representaba 
el ataque victorioso del campamento73. De igual modo, el enfrentamiento de las tropas 


69 
Para las dos citas, íbidem, pp. 375-377.

70 J.E. Nieremberg, Obras y días, f. 157r.

71 S. de Cobarruvias Orozco, Tesoro de la lengua, f. 517r.

72 Aristóteles, Ética Nicomáquea, ed. de E. LLedó Iñigo y J. Pallí Bonet, Madrid, 1985, p. 207 (Libro III, 
capítulo 12).

73 D. Angulo Íñiguez y A.E. Pérez Sánchez, Historia de la pintura española. Escuela toledana de la primera mitad 
del siglo XVII: Sánchez Cotán, Tristan, Orrente, Madrid, 1972, p. 281 (catálogo de sus pinturas, con predominio 
de temas evangélicos y bíblicos, en pp. 254-358; biografía y obra del autor en pp. 227-253). Al reconstruir la 
vida de Orrente, Antonio Palomino aseguraba que “en el palacio del Buen Retiro existen muchas pinturas 
de su mano (que se recogieron por orden del señor conde duque de Olivares, don Gaspar  de Guzmán) para 
adorno de aquel palacio”, A. Palomino de Castro y Velasco, Vidas, Madrid, 1986, p. 127. 

de Felipe IV con las del príncipe de Condé en el socorro de Lérida de mayo de 
1647 fue 
equiparado al choque de las tropas de Gedeón con las de Madián por sor María de Agreda 
en una carta dirigida al monarca el 21 de junio de 1647. Tras recapitular el pasaje bíblico 
de Gedeón, la monja recordaba al rey que Gedeón había vencido “porque tenía a Dios 
consigo” y cerraba su discurso con un exhorto: “Vuestra Majestad, señor mío, procure 
obligarle y tener propicio al Todopoderoso, evitando las ofensas y emitando a Gedeón”74. 
Y la comparación agradó al monarca, que comunicó a sor María la victoria obtenida poco 
después con estas palabras: “Hemos experimentado en Lérida lo que decís sucedió a Gedeón y en mí se puede añadir algo en este suceso, pues faltaron los trescientos hombres 
con que entonces se venció al enemigo: aquí no ha habido más que la mano poderosa 
de Nuestro Señor, el cual nos ha concedido esta merced cuando más le ofendo y cuando 
menos acertamos a servirle”75.

El segundo lugar que Felipe IV se arrogó en la victoria de Lérida no era baladí, si 
tenemos en cuenta que el segundo lugar que Gedeón se atribuyó en la victoria contra 
Madián indicaba que no actuaba en nombre propio, sino en nombre de Dios: como comisionado o ministro suyo. Así lo confirma otro pasaje que fray Juan Márquez y algunos 
autores rememoraron con intención de subrayar ese ministerio de Dios. Tras perseguir a 
los madianitas huidos confusamente del campamento, entrar en la batalla final y vencer, 
los israelitas ofrecieron a Gedeón reinar sobre el pueblo de Israel, pero Gedeón rechazó 
la oferta. Márquez aludió a esta negativa a aceptar el principado de Israel al comentar las 
dificultades y cargas que entrañaba el gobierno: 


“Doctrina es generalmente recebida y por toda suerte de autores que las dificultades del gobierno son muchas […] Y quando para prueva desta verdad no tuviéramos otro 
argumento nos la bastaran a persuadir los que sabemos por historias que han rehusado 
mandar a pueblos: que el natural del hombre tan inclinado a hazerse respetar se tuviera por 
increyble a no ser grandes las cargas que echan sobre sí los que se dexan llevar por la dulzura 
del mando […] y en las Letras Sagradas tenemos el exemplo de Gedeón, que pidiéndole 
el pueblo de Israel después de la vitoria de los madianitas que quissiese ser su príncipe y 
lo incorporasse en su familia no se pudo acabar con él que lo aceptasse. Y a la verdad el 
que ha de hazer el oficio conforme las obligaciones y sin convertir la suprema potestad en 
tiranía ha de quitar tantas vezes de su sueño y descanso que no ay que maravillar que tema 
encargarse del”76.

El peligro que entraña el desempeño del más alto puesto (el envanecimiento, el afán 
desmedido de superioridad y la ambición o ansia desproporcionada de poder) podía llevar 
74 
Cartas de Sor María de Jesús de Agreda y de Felipe IV, en el t. IV del Epistolario español, edición y estudio 
preliminar de Carlos Seco Serrano, BAE, t. 108, Madrid, 1958, pp. 109-110 (carta 132).

75 Ibídem, p. 111 (carta 134): Del Rey, Madrid, 26 de junio de 1647.

76 J. Márquez, El governador christiano, p. 1 (libro I, arranque)

al superior a desatender sus obligaciones (a no corresponder fielmente a Dios por el favor 
recibido), a obviar el sacrificio de su voluntad, a no supeditar sus fines propios a los fines 
de Dios y a transformar la suprema potestad en tiranía (a abusar del poder). A esa transformación se contraponía muy bien la figura de Gedeón: de hecho, su humildad y fidelidad 
le habían llevado a rechazar el ofrecimiento de la dignidad real efectuado por el pueblo de 
Israel. Gedeón se conformó con continuar dirigiéndolo como ministro o lugarteniente de 
Dios y prefirió que la realeza hereditaria ofertada por los israelitas permaneciera en poder 
de Dios, esto es, que Dios continuara ejerciendo directamente la soberanía sobre los israelitas. Con su rechazo, Gedeón reconocía que la soberanía de Israel pertenecía a Dios y no 
al pueblo, y que sus facultades para dirigirlo procedían de Dios y no del pueblo.

Por el enorme potencial simbólico de este pasaje, se comprende que el franciscano descalzo fray Juan de Santa María, en su Tratado de República y Policía Christiana para Reyes y 
Príncipes y para los que en el gobierno tienen sus vezes (1615), también mencionara a Gedeón 
entre los tres únicos ejemplos de caudillos a quienes, ofreciéndoles los hombres ser reyes, 
no quisieron aceptar la dignidad real77. Gedeón continuó siendo juez de los israelitas: en 
esencia, un héroe o caudillo carismático que actuaba como defensor de su pueblo, como 
salvador, facultado o habilitado por Dios para dirigir y liberar, esto es, para beneficiar a la 
comunidad, cuya suprema autoridad conservaba Dios78.  

El jesuita Juan de Mariana recogió la respuesta que Gedeón dio a la oferta de los israelitas al exponer argumentos a favor y en contra del gobierno monárquico en De rege 
et regis institutione (1599). Lo hizo al indicar que ni las Sagradas Escrituras se inclinaban a 
favor de la monarquía, pues presentaban al pueblo de Israel dirigido inicialmente por una 
forma de gobierno republicano, encabezada por jueces que accedían al cargo por elección 
entre los más aptos, tal y como revelaban las palabras de Gedeón “Non dominabor ego neque filius meus, sed dominabitur vestir Dominus” (No reinaré yo ni mi hijo, reinará vuestro 
Señor). Mariana no mencionaba que los jueces fueran elegidos o designados directamente 
por Dios como ministros suyos; tan solo que la institución de la realeza fue más tardía y 
que sobrevino a petición del propio pueblo de Israel, que reclamó un rey (a Dios y a su 
ministro, el juez Samuel), “a pesar de las observaciones del propio Samuel, que les pronosticó severamente las calamidades que amenazaban y les predijo que los reyes, una vez 
recibido el poder, degenerarían en tiranos”79.      


77 
Valencia, Pedro Patricio Mey, 1619, f. 128v. Los otros dos ejemplos aportados fray Juan de Santa María son 
los jueces Débora y Otniel. Sobre la identificación con Débora de la infanta Isabel Clara Eugenia, como 
gobernadora perpetua de los Países Bajos en nombre de Felipe IV (tras perder su condición de soberana, a la 
que renunció voluntaria y gustosamente para asumir la lugartenencia del rey en 1621), A. Esteban Estríngana, 
“Quelle princesse, ô bon Dieu! Herencia y legado de la infanta Isabel”, en C. van Wyhe (dir.), Isabel Clara 
Eugenia: soberanía femenina entre las Cortes de Madrid y Bruselas, Madrid, 2011, pp. 408-437, ref. 430-431. 

78 
J.L. MC Kenzie, El mundo de los jueces, Bilbao, 1972, pp. 30-32.

79 J. de Mariana, La dignidad real y la educación del Rey, ed. de Luis Sánchez Agesta, Madrid, 1981, pp. 34-35
(Libro I, capítulo II). Sobre el establecimiento de la monarquía en el pueblo de Israel que relata el Antiguo 
Testamento (I libro de Samuel,  8-12), advirtiendo su potencialidad opresora (la posibilidad de la tiranía), 
y sobre el modelo bíblico de realeza justa y protectora, temerosa de Dios (sometida a Dios) y opuesta a la 

Según Mariana, la tiranía era la dignidad real que no se hallaba “sujeta a leyes” y se 
encontraba “libre de todo freno”, que “menospreciando las leyes” gobernaba arbitraria y 
discrecionalmente, “sin otra regla que su antojo”80. Y el menosprecio de la ley tenía una 
causa evidente que Francisco Ignacio de Porres desvelaba en sus Discursos: “Que siempre 
procuran desobligarse de la ley y de su peso los onbres si no guía sus determinaciones la 
gracia divina y siempre pone primero obligaciones la gracia a quien ella gobierna”81. Para el 
gobernante, estas obligaciones eran sinónimo de permanente desvelo82, de constante cuidado y de esfuerzo continuado. Una vez más, Gedeón, atento, cuidadoso y vigilante con sus 
obligaciones, se erigía en ejemplo y permitía a Porres señalar la sujeción a la ley como 
obligación inexcusable del superior. La noche previa al ataque del campamento de los madianitas, Gedeón se aproximó a él para reconocerlo mientras su ejército y el ejército de 
Madián dormían, y Dios le concedió una nueva señal que certificaba su victoria en forma 
de sueño, relatado por un madianita que acababa de despertar a otro, e interpretado por 
ambos como presagio de la inminente derrota de Madián. La señal tenía por objeto contrarrestar la flaqueza de Gedeón infundiéndole valor, es decir, corresponder a su desvelo 
(cumplimiento de su deber) con favor (fidelidad: cumplimiento de lo que Gedeón, que 
había depositado en Dios su confianza, esperaba de Dios). Y la señal no solo fortaleció el 
ánimo de Gedeón, “que animoso, resuelto, alentado entró al peligro del combate […] con 
solos trecientos soldados […] sin otro aliño, ni sin otras armas, que unas trompetas en las 
manos y unos cantaros vacíos y encendidas unas luces dentro”83, sino que desarmó a sus 
oponentes con el miedo a la derrota84. Porres razonaba del siguiente modo:       

“El primero que se desvela es Gedeón, porque tiene el mando y gobierno de la 
república. No es el puesto más alto el que da más exenciones si se atiende a lo que él obliga, 
sino el que fatiga más al cuidado para atender a la obligación. Quien otra cosa piensa, no 
obra lo que el puesto aconseja, sino lo que su flojedad gusta. Siempre está más obligado a 
la sujeción de la ley quien es primero en la grandeza de la autoridad”.

“Que a de ser primero obediente a las leyes quien es primero en las ventajas gloriosas de las soberanías. De aquí a de nacer la obligación en los príncipes de acer lo que 

tiranía, la opresión y la dominación (
Deuteronomio 17, 14-20), M. Senellart, Les arts de gouverner. Du regimen 
medieval au concept de gouvernement, París, 1995, pp. 103-107.

80 J. de Mariana, La dignidad real, p. 33.

81 F.I. de Porres, Discursos morales, p. 213.

82 También lo subrayaba Juan de Torres en su alusión a la historia de Gedeón: “se llama el sueño figura de 
la muerte: el qual deven acortar los príncipes por alargar el tiempo que ha menester para cumplir con las 
obligaciones de su estado”, J. de Torres, Philosophia moral de príncipes, p. 515 (capítulo IV, libro duodécimo).

83 F. I. de Porres, Discursos morales, p. 273 (capítulo IV).

84 Ambas lecturas en San Juan de la Cruz, Subida del Monte Carmelo [1618], p. 51. La primera lectura en fray 
Hernando de Zárate, Discurso de la paciencia cristiana [1593], en BAE, t. 27, Madrid, 1853, p. 608. La segunda 
en José Laínez, El Daniel cortesano en Babilonia, Susannam y Echatanam. Prisionero de Tabuco en la ocupación 
de Israel. Oy ciudadano de la Ierusalem celestial. Adorado por Dios en su primer rey Nabuco, Madrid, Juan 
Sánchez, 1644, p. 294, véase también p. 61. 

mandan si quieren ser tenidos por de autoridad mayor. Que no a de serles la soberanía 
esención del imperio, sino puesto apremio de cumplir la ley. Príncipe soberano e ilustre es 
Dios y es tan de su grandeza suprema el hacer lo que manda que no es menos cierto que 
le obedecerán corteses sus criaturas si obran lo que deben, que lo es, que lo executara él 
mismo si lo a mandado”85.   

El más alto puesto no eximía de cumplir la ley: compelía u obligaba a cumplirla. 
Esta sumisión o subordinación del gobernante al orden legal evitaba la arbitrariedad en 
el gobierno. Obviamente, las leyes divina y natural (emanadas de la voluntad de Dios) 
limitaban la soberanía (el soberano era ministro de Dios y actuaba en nombre de Dios 
para cumplir los fines de Dios), pero las leyes humanas o civiles, emanadas de la voluntad 
del soberano, que conformaban el marco normativo en el que él ejercía su soberanía, 
también le vinculaban. No con fuerza coactiva o imperativa, puesto que no las imponía alguien superior a él. Le vinculaban de igual modo que las leyes divina y natural 
obligaban a Dios: con fuerza directiva. Eso significaba que el soberano se sometía a las 
leyes humanas por propia voluntad: su sujeción era voluntaria (léase sacrificada), pero 
tan inexcusable en conciencia como su sujeción a las leyes divina y natural, porque el 
soberano (como ministro de Dios) solo podía ordenar aquello que era intrínsecamente 
bueno, justo, útil y necesario para la comunidad política (la república, en la que él mismo 
quedaba comprendido)86. Algo que el jesuita madrileño Juan Eusebio Nieremberg ya había argumentado eficazmente en su tratado Corona Virtuosa y Virtud Coronada. En que se 
proponen los frutos de la virtud de un príncipe (1643): el rey virtuoso no solo gobernaba sin 
sustraerse del marco legal divino y natural, sino también del marco legal humano que el 
mismo establecía, porque su virtud (léase la voluntad de Dios, a la que él sacrificadamente 
acomodaba sus deseos, obras y mandatos) así se lo exigía. Por encima del rey estaba Dios 
y el rey se sometía voluntariamente a su juicio87. 

Falta una alusión a las leyes civiles de la república que no hubieran emanado de la 
voluntad de quien tenía encomendado su gobierno: la lex regia, o ley del reino, que fijaba 
las condiciones en las que el reino había consentido trasladar al rey la suprema potestad, transferida inicialmente por Dios a la comunidad, tal y como sostenía la influyente 


85 
F. I. de Porres, Discursos morales, pp. 233-234 (capítulo III, discurso I).

86 J. Peña, “Soberanía de Dios y poder del príncipe en Suárez”, en J. Peña (coord.), Poder y Modernidad. 
Concepciones de la política en la España Moderna, Universidad de Valladolid, Valladolid, 2000, pp. 185-
203; F. Carpintero Benítez, Del Derecho natural medieval al Derecho natural moderno: Fernando Vázquez de 
Menchaca, Salamanca, 1977, pp. 158-172.

87 “Tienen obligación los Reyes de guardar las leyes civiles que hazen para el reyno, porque aunque no se 
deven obediencia a sí mismos, la deven a Dios y a la ley natural, que manda que la cabeça concuerde con los 
miembros y tenga por justo para sí lo que quiere que lo sea para otros. No están sujetos a la pena, aunque 
quebrantando las leyes incurren en la culpa, ni está a cuenta de la república el conocer de sus hechos, sino 
solo a Dios, que como superior suyo juzgará sus causas y castigará sus yerros”, J.E. de Nieremberg, Corona 
Virtuosa y Virtud Coronada. En que se proponen los frutos de la virtud de un príncipe, juntamente con los heroicos 
exemplos de virtudes de los emperadores de la Casa de Austria y Reyes de España, Madrid, Francisco Maroto, 1643, 
p. 323 (década V, dictamen 46).

corriente doctrinal neoescolástica de la Escuela de Salamanca. Pero se comprende, porque, igual que Gedeón, el rey ostentaba un poder recibido inmediatamente de Dios, sin 
la mediación de la comunidad de vasallos, cuyo ofrecimiento voluntario de soberanía el 
rey-Gedeón había rechazado en prueba de fidelidad a Dios. Su poder temporal no era 
secular por origen, porque no provenía de la comunidad: era tan espiritual como el del 
propio pontífice por provenir directamente de Dios. Al tiempo, el rey-Gedeón no era el 
dueño de la soberanía, que conservaba Dios, sino su mero ministro88. Por eso, la existencia 
de un pacto originario, con condiciones que limitaran en la práctica el poder del rey, ni 
venía al caso ni resultaba imprescindible para excluir la arbitrariedad de su acción de gobierno, pues dicha acción tenía un único fin: el cumplimiento de la voluntad de Dios y, en 
consecuencia, el beneficio de su prójimo. Así, la fidelidad del monarca a las obligaciones 
de su puesto (su obediencia en conciencia a la ley de Dios y a la ley humana), aseguraba el 
recto y justo gobierno de sus vasallos89. Porque los límites del rey eran de naturaleza moral 
y era la excelencia virtuosa de la monarquía, sustanciada en los deberes del oficio real para 
con la religión −en esencia, reverencia a Dios90−, la que impedía la soberbia del rey −en 
esencia, irreverencia91−, y garantizaba por sí sola el consenso político de la república92. No
en vano algunos autores anteriores a Porres habían asociado esa fidelidad del monarca a 
su piedad y la habían equiparado también a servidumbre, como hizo el jesuita toscano 
y cardenal Roberto Belarmino en su Officio del prínçipe christiano y avisos útiles para el 
gobierno político, militar y doméstico (latín 1619, castellano 1624): 

“Los Reyes y príncipes de la tierra, assí como verdaderamente son cabeças de los 
pueblos y presiden en ellos, assí también son esclavos y siervos de Dios y compañeros de 
sus súbditos en esta servidumbre, mas con una servidumbre de todas maneras dichosa 
y digna de toda estimación. Y desta consideración se sacará que al piadoso príncipe no 
solamente no debe desvanecer el trono, corona y púrpura, mas antes engendrar en su 
ánimo esta consideración de tan multiplicada servidumbre la verdadera y profunda virtud 
de la humildad […] y dello se seguirá que muchas vezes Dios ame tanto al mismo príncipe 
y le levante tan alto que debaxo de sus alas pueda reposar, porque no ay cosa en el mundo 
que más agrade a Dios que la humildad de los poderosos y ninguna le desagrada más 
que la sobervia […] Nos enseña lo mismo el apostol Santiago diziendo: Dios resiste a 

88 
Véase la semejanza del razonamiento en P. Fernández Albaladejo, “El pensamiento político: perfil de una 
‘política’ propia” en J. Alcalá-Zamora y E. Berenguer (coords.), Calderón de la Barca y la España del Barroco, 
Madrid, 2001, vol. 1, p. 687, 2 vols.

89 
Este razonamiento, realizado en la clave teológica y confesional católica propia de los autores contrarreformistas, 
conlleva la idea de “orden constitucional moral”, que coincide en esencia con la idea de “orden constitucional 
natural” expuesta por A.M. Hespanha, “Qu’est-ce que la “Constitution” dans les Monarchies Ibériques de 
l’Époque Moderne”, Themis. Revista de Direito, 1, n.º 2 (2000), pp. 5-18, ref. 9-10. 

90 J. Botero, Diez libros de la Razón de Estado, f. 60r; J.E. de Nieremberg, Obras y días, ff. 124v130r.
91 Gerónimo de la Cruz, Iob evangélico, stoyco ilustrado. Doctrina ethica, civil y politica, Zaragoza, Hospital Real, 
1638
, p. 250.

92 X. Gil Pujol, “Concepto y práctica de república en la España moderna. Las tradiciones castellana y catalano

aragonesa”, Estudis, 34 (2008), pp. 119 y 134.

los sobervios y da gracia a los humildes y […] confirma estas sentencias Nuestro Señor 
diziendo y repitiendo una y muchas vezes que humilla al que se ensalça y ensalça al que se 
humilla”93.   

La piedad, entendida exclusivamente como servicio y tributo a Dios, era sinónimo de 
amorosa sujeción a Dios, de reconocimiento de la soberanía absoluta de Dios, que debía 
exteriorizarse en forma de culto religioso, cuyo fin era mostrar externamente el vínculo 
de unión con Dios: la caridad del príncipe (amor de Dios y del prójimo)94. El príncipe 
piadoso se reconocía y mostraba siervo de Dios, concebía su oficio como servicio a Dios 
y lo demostraba mediante las obras políticas que ejercía con regularidad, porque ejercer 
de siervo de Dios exigía una vida entera de servidumbre a Dios95. Una servidumbre dual, 
porque el príncipe piadoso servía a quien estaba por encima de sí, que le mandaba servir a 
cuantos estaban por debajo de sí. Por eso, “el reynar es servir al pueblo” y el rey “un criado 
público de todo su reyno”, pero también su sacerdote, como Juan Eusebio de Nieremberg 
argumentaba en su Obras y días. Manual de señores y príncipes (1629): 

“El primer hombre fue coronado por señor y rey de los animales, y juntamente 
consagrado por sacerdote de la naturaleza, porque el avia de honrar a Dios por todas las 
demas sustancias, toscas, muchas, y materiales, y dar gracias, y reconocer al que las crio, 
pues por sí como mudas, o sin alma, no podían. Esta obligación de reverenciar a Dios mas 
que todo su reyno acompaña, y ennoblece al oficio real, que conocida de los antiguos no 
apartaron el sacerdocio del Imperio, queriendo que su rey fuesse el que tuviesse mas comunicación con Dios, el que le agradasse, y aplacasse por todos. Lo mismo en su grado querian 
en los principes. Las cabeças de los linajes, los principes de las familias, los mayorazgos eran 
sacerdotes, pidiendo en la mayor nobleza mayor religión […] Quiere Dios ser honrado de 
aquellos a quien honran todos, y que a todos honran, para que por la honra que quieren 
les hagan, midan la que han de hazer a Dios, y por la que hazen a los hombres inferiores se 
corran de no hazerla al Supremo Señor. La honra hecha por honrados es mayor; luego si a 
Dios se debe toda honra, aquellos le deven más honrar, que son mas honrados. Por esso se 
huelga Su Magestad con el titulo de Rey de Reyes, y Señor de Señores”96. 

93 
R. Berlarmino, Officio del prinçipe Christiano y avisos útiles para el gobierno político, militar y doméstico, 
Madrid, Juan Gonzales, 1624, f. 6v.

94 “La unión del hombre con Dios es la caridad […] El príncipe, y governador, que no tuviere esta unión de 
caridad y amor no esta dispuesto para que governándole Dios el pueda governar. El coraçon del Rey ha de 
estar […] en la mano de Dios al modo que el pincel en la mano del pintor, para hazer del y moverle a su 
gusto”, J.E. de Nieremberg, Obras y días, ff. 39r-v.

95 Véase la entrada “Siervo” en E. Jenni y C. Westerman, Diccionario teológico manual del Antiguo Testamento, 
Madrid, 1985, vol. 2, pp. 240-262.

96 J.E. de Nieremberg, Obras y días, ff. 125v126r.

El arquetipo sacral del rey pastor o 
rex-sacerdos, con vocación de sacrificarse por su 
rebaño y por cada una de sus ovejas, ya ha sido asociado a los Austrias97. También fueron 
analizados y presentados como argumento legitimador de los Habsburgo madrileños los 
arquetipos de rey virtuoso y rey santo (fundidos el arquetipo de perfecto gobernador católico, surgido de la reformulación católica de la idea de príncipe cristiano), junto con la 
piedad católica como seña de identidad de la Casa de Austria, que se materializaba en el 
fervor eucarístico98. Y la figura de Gedeón no resulta ajena a esta argumentación simbólica 
si se considera que el propósito de tres autos sacramentales redactados entre los reinados 
de Felipe III y Felipe IV −uno de Lope de Vega, El tusón del Rey del Cielo, representado 
en Madrid en 1617; y dos de Calderón de la Barca, La piel de Gedeón y El maestrazgo del 
Toisón, representados en Madrid en la fiesta del Corpus Christi de 1650 y en 1659, respectivamente−, era la exaltación del sacramento de la Eucaristía99. De hecho, la asociación de 
Gedeón con la devoción al Santísimo Sacramento ya la había realizado Juan de Orozco y 
Covarrubias en su Tratado de la verdadera y falsa prophecia (1588)100. 

II. Soberanía servil, soberanía providente
Atendiendo a la figura del rey, es evidente que la noción de sacrificio presenta un claro 
paralelismo con la noción de servicio y con la de oficio. 

El oficio era el trabajo u ocupación que cada uno tenía y debía cumplir dependiendo 
de su estado o condición. El estado era la posición y la función asignadas en el orden 
político, exteriorizadas mediante signos identificables, y no se elegían101. Pero, antes que 
una imposición de la naturaleza o la divinidad que era preciso acatar, se trataba de un 
designio suyo que debía ser aceptado con agrado. La aceptación del estado representaba 


97 
P. Fernández Albaladejo, “El pensamiento político”, pp. 675-692.

98 A. Álvarez-Ossorio Alvariño, “Virtud coronada: Carlos II y la piedad de la Casa de Austria”, en P. Fernández 
Albaladejo, J. Martínez Millán y V. Pinto Crespo (coords.), Política, religión e inquisición en la España 
Moderna. Homenaje a Joaquín Pérez Villanueva, Madrid, 1996, pp. 29-57 y el estudio introductorio del mismo 
autor a Baltasar de Porreño, Dichos y hechos del Señor Rey don Felipe Segundo. El prudente, potentísimo y glorioso 
monarca de las Españas y de las Indias, Madrid, 2001, de la p. XXXVIII al final. También útil para los tres 
arquetipos del rey, V. Mínguez (ed.), Visiones de la monarquía hispánica, Castellón de la Plana, 2007.

99 A. Armendáriz, “Introducción al auto de La piel de Gedeón (1650)” en P. Calderón de la Barca, La piel de 
Gedeón, Pamplona-Kassel, 1998, pp. 9-52. El texto de los otros dos autos en P. Calderón de la Barca, Obras 
compeltas, t. III: Autos sacramentales, Madrid, 1987, pp. 889-913, y en Obras de Lope de Vega, VII: Autos y 
coloquios II, edición y estudio preliminar de M. Menéndez Pelayo, Madrid, BAE, t. 158, 1963, pp. 335-349.

100 Juan de Horozco y Covarruvias, Tratado de la verdadera y falsa prophecia, Segovia, Juan de la Cuesta, 1588, 
ff. 139v140v. En dicha devoción estaba “guardada la verdadera defensa, y la vitoria con destruyción de los 
enemigos de la Santa Iglesia”. Precisamente porque el sueño que presagió la victoria de Gedeón sobre los 
ejércitos de Madián “[...] si entonces significó la vitoria contra los enemigos de Dios dando fuerça y valor 
al capitán Gedeón, devemos esperar en la misericordia del mismo Dios ha de dar este favor al príncipe 
que tan de verás se opone a la defensa de su pueblo. Y […] nos ha de dar la vitoria siendo tan justo lo que 
en reverencia suya suplicamos. Y assi conviene hazer instancia siempre con Nuestro Señor y continuar la 
devoción del Santísimo Sacramento pidiendo a Dios que juzgue su causa y en ella nos defienda y ampare y 
trayga al conocimiento de su verdad a los que están apartados della”.  

101 S. de Cobarruvias Orozco, Tesoro de la lengua, f. 567v. definición de oficio, y f. 382 r. definición de estado. 

un sacrificio en forma de sujeción necesaria y voluntaria al oficio propio de cada estado, 
que nacía del amor de “Dios, bien común de todos, que se ha de preferir al particular”102.  
La realeza no era opcional; el rey no podía ni quería sustraerse del sacrificio inherente 
al oficio de rey, esto es, faltar a las obligaciones que conllevaba su oficio. Puesto que el 
servicio al reino era la principal obligación del rey, cabe deducir que el servicio era el oficio 
amoroso realizado desde el estado en beneficio de otro u otros. También que el rey debía 
procurar ese beneficio al reino, porque no podía deservir al reino, esto es, defraudarle del 
servicio debido, sin deservir y defraudar a Dios. Y es que el del rey al reino era un servicio 
doblemente debido. Se trataba de una deuda contraída con Dios: sirviendo al reino el rey 
servía a Dios, porque obedecía un mandato de Dios y correspondía al favor recibido de 
Dios al encomendarle la realeza. Pero, además, era una deuda contraída con el reino en 
el momento en que este aceptaba la realeza, depositaba en el rey su confianza y esperaba 
la obediencia del rey, entendida como cumplimiento de los trabajos y las obligaciones 
de su estado real. Por eso, el deservicio del rey −la tiranía−, implicaba una doble falta de 
fidelidad (y, por tanto, una doble traición) del rey: a Dios y al reino.

Así las cosas, no sorprende que la obediencia se erigiera en principio fundador de la 
cultura política de la época103. Si gracias a ella el rey cumplía los trabajos y las obligaciones 
de su estado real, parece lógico pensar que la obediencia pueda ser definida como sujeción 
sacrificada (léase amorosa) de cada uno al deber de su estado o condición. De ahí que se 
erigiera en principio constitutivo del orden político, pues era el estado el que determinaba la jerarquía y, en consecuencia, las funciones y los fines de cada uno en el seno de la 
república.

La posición preeminente del rey sobre la comunidad de vasallos tenía un fin: se justificaba atendiendo a criterios utilitaristas y benéficos. El poder le había sido transferido 
(inmediatamente por la divinidad o por la comunidad) con el propósito de procurarle 
bienestar, provecho y utilidad. Saavedra Fajardo lo recordaba así en el texto explicativo 
que acompaña otra de sus empresas, la 20: “No se eligió el príncipe para que solamente 
fuese cabeza, sino para que, siendo respetado como tal, sirviese a todos […] No nacieron 
los súbditos para el rey, sino el rey para los súbditos”104. Esta empresa recuerda el aforismo 
44 de Eugenio de Narbona (1604)105 y representa una corona de espinas dentro de una 


102 
La cita de J.E. de Nieremberg, Obras y días, f. 35v.

103 X. Gil Pujol, “The Good Law of a Vassal: Fidelity, Obedience and Obligation in Habsburg Spain”, Revista 
Internacional de Estudios Vascos, Cuadernos 5 (2009), pp. 83-106.

104 D. Saavedra Fajardo, Empresas políticas, pp. 351-352. También citado más extensamente por X. Gil Pujol, 
“The Good Law of a Vassal”, p. 98. 

105 “El Rey es para el Reyno y no el Reyno para el Rey”, E. de Narbona, Doctrina política y civil escrita en 
aphorismos, Madrid, Viuda de Cosme Delgado, 1621, f. 28v. Procede de Tomás de Aquino: “El Reyno no 
se hizo por causa del Rey, sino el Rey por causa del Reyno; porque Dios quiso que huviesse Reyes que 
governassen, y rigiessen los Reynos, y conservassen a cada uno en su derecho, y este es el fin del govierno: 
porque si se endereçan a otra cosa, convirtiendo el provecho en sí mismos, no son Reyes, sino Tiranos”, 
Tratado del gobierno de los príncipes del angélico doctor Santo Tomás de Aquino, traducido por don Alonso 
Ordóñez das Seyjas y Tobar, sr. de Sampayo, Madrid, Juan González, 1625, f. 57r. (libro 3, capítulo XI).   

corona real, que el mote califica de BONUM FALLAX (Falso bien)106, porque, pese a su 
apariencia hermosa, su disfrute va acompañado de inquietudes, peligros y trabajos, asociados precisamente a la condición de servidor que asume quien la posee: 

“¿Qué espinas de cuidados no rodean a quien ha de mantener sus estados en justicia, en paz y en abundancia? ¿A qué dificultades y peligros no está sujeto el que ha de 
gobernar a todos? Sus fatigas han de ser descanso del pueblo; su peligro, seguridad, y su 
desvelo, sueño […] No merece el príncipe la corona si no fuere también escudo de sus 
vasallos, opuesto a los golpes de la Fortuna. Más es el reinar oficio que dignidad”107.

El rey alcanza la corona porque puede proporcionar amparo, defensa y patrocinio a 
los vasallos y la alcanza con el único fin de proporcionárselos: ceñirla conlleva un arduo 
trabajo, una pesada carga. Esta asociación entre soberanía y servidumbre presenta una 
larga tradición doctrinal. A Séneca pertenece la sentencia de que reinar era “servidumbre y 
no imperio” y también la locución “servidumbre de la soberana grandeza”108, cuyo sentido 
recogía Juan de Orozco y Covarrubias en sus Emblemas morales (1589)109. Las dos asocian 
la majestad con la merma de libertad al entenderla como sujeción a determinados deberes 
y responsabilidades, y como cumplimiento de determinados fines. 

Precisamente por su posición preeminente, los deberes y responsabilidades del soberano eran mayores que los de sus súbditos, por lo que su obediencia debía ser mayor110. 
Pero los fines de uno y otros coincidían en lo esencial, porque aunque el fin del súbdito 
era servir al rey, sirviéndole servía al reino o república, que se concebía como una unidad, 
un “hombre místico” del que el rey solo era la cabeza que oficiaba de ánima y precisaba 


106 
Para el sentido e implicaciones de esta empresa 20, el completo análisis de B. Rosa de Gea, Res publica y 
poder. Saavedra Fajardo y los dilemas del mundo hispánico, Madrid, 2010, pp. 152-160.

107 D. Saavedra Fajardo, Empresas políticas, pp. 348-349. 

108 Citadas por F. Bouza Álvarez, “Servidumbres de la soberana grandeza. Criticar al rey en la Corte de Felipe 
II”, en A. Alvar Ezquerra (coord.), Imágenes históricas de Felipe II, Alcalá de Henares, 2000, pp. 147-179, esp. 
152-153. “Esta es la servidumbre del más alto puesto −le advirtió Séneca a Nerón−: que no es posible reducir 
su altura. Pero esta exigencia te es común con los dioses, pues el cielo también los tiene encadenados y no les 
es dado descender en seguridad, en la misma medida en que a ti no te es posible hacerlo. Has sido clavado en 
tu propia cumbre”, L.A. Séneca, Sobre la clemencia, p. 18.

109 Juan de Horozco y Covarruvias, Emblemas morales, Segovia, Juan de la Cuesta, 1589 (Libro II, emblema 
XXXIII, f. 65r66v; mote: “Que quien no te conoce, te levante”, en alusión a la corona). “Quanto tiene el 
reyno de suprema alteza tanto tiene consigo de trabajo, y en alguna manera de miseria […] que el reyno es 
honrosa servidumbre, como lo es tener a cargo la defensa de todos y sustentar la paz, y administrar justicia, 
porque esto qué es sino servir a todos sin jamás tener descanso ni reposo aviendo de hazer el oficio que se 
debe?”. Menciona que Boecio (en De consolatio Philosophiae) “representa esta servidumbre diciendo así. Los 
que en la cumbre del alto asiento ves assentados vestidos de resplandeciente púrpura […], si alguno pudiesse 
quitarles la cubierta, y la sobre haz del sobervio atavio hallaría las estrechas cadenas que debaxo tienen”. 
También que Plutarco (en la Vida de Timoleón) “dize, que el nombre tienen de príncipes, más en realidad 
siervos y ministros son de todos, y esto con el perpetuo cuidado con que han de acudir a todos, y a todas las 
cosas haze que aunque quieran no puedan tener descanso […] y en efeto esso es ser Rey, que es estar obligado 
a todos”.

110 “Aquel a quien obedecen todos ha de ser más obediente a Dios: ha de recompensar con su sujeción el 
imperio, que le ha dado sobre todos, y assí ha de serle más obediente que todos”, J.E. de Nieremberg, Obras 
y días, f. 196v.

SYMBOLUM XX 

Saavedra Fajardo,  

Idea principis christiano politici, Bruselas, 1648, p. 127
de miembros y cuerpo para cumplir sus fines. De ahí su obligación de comportarse no 
solo como siervo de Dios, sino como “siervo de los que manda, entendiendo los avrá menester, en muchas ocasiones”111. Los fines que el rey y sus vasallos compartían eran el bien 
recíproco o común de la república y su consecución era el verdadero objeto del buen 

111 
Para las citas, ibídem, ff. 82v y 196v. “Todo el servicio que se hace al Rey, como señor y cabeza del reino, 
redunda en pro del mismo reino, y todo el bien del reino, como de su cuerpo, es del Rey, y él le debe tener 
por propio”, Pedro de Rivadeneira, Tratado de la religión y virtudes que debe tener el príncipe cristiano, BAE, t. 
60, Madrid, 1952, p. 458. La visión del rey como cabeza, a la vez que corazón y nervios del cuerpo en Pedro 
Fernández Navarrete, Conservación de monarquías y discursos políticos: sobre la gran consulta que el Consejo hizo 
al sr. rey don Felipe Tercero [1626], ed. de M.D. Gordon, Madrid, 1982, pp. 181-186 (Discurso XXII). Véase 
también A. Redondo (ed.), Le corps comme métaphore dans l’Espagne des XVIe et XVIIe siècles, París, 1992. 

gobierno, cuyo fundamento era la cooperación de uno y otros en beneficio de todos112. 
Por eso, para el ejercicio del buen gobierno resultaba tan vital la obediencia, la sujeción 
voluntaria de cada uno a los deberes de su estado, el cumplimiento de las funciones que 
se le confiaban, de lo que se esperaba de él (su fidelidad). 

Al ser el rey “un instrumento para gobernar […] de la Providencia divina”, su función 
era determinar amorosamente los medios adecuados para la consecución de los fines, 
los actos que debían realizarse en beneficio común: emplear su pensamiento y su mayor 
entendimiento (léase mayor prudencia) “en el bien del súbdito, supliendo el desvelo, 
cuydado y prudencia que él havia de tener”. La función del súbdito era corresponderle 
amorosamente por ello: corresponder al favor recibido del rey por el hecho de asumir la 
realeza mediante el servicio debido. Debido al rey desde el momento mismo de aceptar 
la realeza como forma de gobierno de la comunidad, pero también a Dios, que había 
designado al rey para desempeñarla. De ahí que los súbditos tuvieran la certeza de que 
“sirviendo al príncipe sirven a Dios, cuyo lugar representa”113.  

El súbdito correspondía al rey obedeciendo sus mandatos, y aunque no debía cuestionar la intencionalidad que encerraban ni las conveniencias comunes que podían deparar 
suponiéndole mayor prudencia −sino solo ejecutarlos−, tenía el deber de representar los 
impedimentos u obstáculos que podían dificultar la ejecución y también los perjuicios o 
daños que podían derivarse de ella, guiado también por la prudencia114. De ahí, la posibilidad de suspender la ejecución de una orden real sin incurrir en desobediencia, reflejada, 
por ejemplo, en el derecho castellano bajomedieval mediante la conocida fórmula “obedézcase, pero no se cumpla”115. La suspensión daba pie a redefinir el contenido de la orden 


112 
La idea de cooperación o colaboración voluntaria y positiva del súbdito con el poder soberano (con 
el que comparte fines y con el que puede llegar a implementar medios encaminados a su consecución), 
fundamentada en su condición de sujeto libre y activo, en J.A. Maravall, “La posición del súbdito en el orden 
del Poder. El concepto de “obediencia activa”. La opinión pública”, en ídem, La teoría española del Estado en 
el siglo XVII, Madrid, 1944, pp. 319-362. Esta obediencia civil activa contrasta con la obediencia pasiva, que no 
nacía de la voluntad y consistía en la mera ejecución de mandatos impuestos arbitrariamente por el poder 
soberano. Dicha obediencia negaba al súbdito el derecho de resistencia, entendiendo al poder soberano 
responsable ante Dios, pero no ante sus súbditos; con ello, convertía al súbdito en un sujeto sometido y 
pasivo, véanse los comentarios a los llamamientos de obediencia de Jacobo I incluidos en Francisco Suárez, 
De Iuramento Fidelitatis, ed. de L. Pereña, vol. I: Estudio preliminar: conciencia y política, Madrid, 1979, pp. 
281-288 y 301-311. También, J.H.M. Salmon, “Catholic resistance theory, ultramontanism, and the royalist 
response, 1580-1620”, en J.H. Burns y M. Goldie (eds.), The Cambridge History of political thought, 1450-
1700, Cambridge, CUP, 1991, pp. 247-253; B. Bourdin, La Genèse thèologico-politique de l’État moderne. La 
controverse de Jacques Ier d’Anglaterre avec le cardinal Bellarmin, París, 2004; y los tratados de Abednego Seller, 
The History of passive obedience since the Reformation y A continuation of the History of passive obedience since 
the Reformation, Ámsterdam, Theodore Jonson, 1689 y 1690 respectivamente, escritos contra la prestación del 
juramento del Parlamento de Inglaterra a los nuevos reyes Guillermo y María, considerándolo ilegal porque 
los súbditos siempre debían obediencia pasiva a su soberano, Jacobo II en este caso.     

113 
J. Botero, Diez libros de la Razón de Estado, f. 61v.

114 J.E. de Nieremberg, Obras y días, ff. 39r y 195v.

115 B. González Alonso, “La fórmula ‘obedézcase, pero no se cumpla’ en el derecho castellano de la Baja Edad 
Media”, Anuario de Historia del Derecho Español, L (1980), pp. 469-487 y B. Cárceles de Gea, “Voluntas e 
iurisdictio: obediencia, ejecución y cumplimiento de la voluntad real en la Corona de Castilla en el siglo xvii”, 
en P. Fernández Albaladejo (ed.), Monarquía, imperio y pueblos en la España Moderna, Alicante, 1997, pp. 
663-677. Véase también la contribución de Rafael Valladares a este mismo volumen sobre la tentativa regia de 
imponer la obediencia ejecutiva y la resistencia que dicha tentativa generó en la década de 1640.  

(el medio determinado para conseguir el fin) y, por consiguiente, permitía al súbdito 
negociarlo con el rey. Pero la función del súbdito no se agotaba ahí, pues corresponder al 
rey era sinónimo de hacer oficios en beneficio suyo, cada uno desde su estado. Se podían 
hacer u ofrecer al rey sin recibir mandato alguno y haciéndolos u ofreciéndolos el súbdito 
certificaba su amor, cumplía lo que el rey esperaba de él y manifestaba su confianza en el 
rey, obligándole a amar más, esto es, a comprometerse más con los deberes de su oficio 
real, pero también a corresponderle amorosamente por el beneficio que le procuraba o se 
ofrecía a procurarle116. 

Esta correspondencia del rey se concebía como retribución o recompensa del mérito 
o merecimiento alcanzado por el súbdito al sujetarse sacrificadamente a los deberes de su 
estado, que consistían en satisfacer la confianza en él depositada por el rey (mayor cuanto 
mayor era su estado) y en cumplir las órdenes recibidas del rey. Porque la sujeción nacida 
del amor merecía recompensa, del mismo modo que la falta de sujeción amorosa merecía 
ser castigada, pues suponía falta de confianza y de correspondencia, derivadas de la falta 
de compromiso amoroso (desamor). Precisamente, los presupuestos de confianza y de 
correspondencia hacían que el rey pudiera recompensar al súbdito por anticipado −antes 
de que sus órdenes fueran obedecidas y antes de que los actos u ofrecimientos de servicio 
fueran realizados−, con el propósito de fomentar en él una permanente disposición o 
actitud de servicio. Esta recompensa previa se entendía como favor (gracia) del rey, capaz 
de aficionar la voluntad del súbdito al servicio, de crear en él un hábito de servicio y de 
habilitarlo para servir mediante la experiencia de servicio117. Y tanto la voluntad como el 
hábito de servicio de los súbditos se podían potenciar también de forma indirecta, porque 
la puntual recompensa de unos estimulaba el afán de servir de los demás. 

Puesto que el súbdito servía desde su estado a través de su oficio, las recompensas debían ser proporcionadas a ambos, porque se debía corresponder justamente a cada uno en 
función de su estado y calidad (con recompensas dignas de ellos) y en función del oficio 
que realizaba o podía realizar en beneficio ajeno (con recompensas adecuadas a él)118, mayor cuanto mayor era su estado. De ahí que la pretensión de ascender de estado y mudar 
de oficio no solo fuera posible, sino hasta cierto punto deseable, porque denotaba voluntad de asumir mayores obligaciones y deberes, y porque debía estar avalada por el mérito, 


116 
“Dos son los cargos con que la confiança obliga, que son afición y estimación”, J.E. de Nieremberg, Obras 
y días, ff. 33v34r.

117 El trasunto del favor-gracia del rey era la gracia o favor de Dios, don divino que hacía al hombre virtuoso 
al tiempo que le facultaba para ejercitar su virtud: “[el hombre] Si no fuera ayudado del favor divino, y 
esforçado y guarnecido con la virtud no pudiera, no digo conseguir, pero ni proseguir ni mirar a su fin en 
el orden, al qual tiene feliz facultad con la gracia, y con la virtud, deuda de la misma gracia, por lo menos 
facilidad […] [la virtud] Habito es, porque en cualquier especie de virtud no basta un acto particular para 
que sea un hombre virtuoso: costumbre es menester nacida de muchas acciones […] porque lo bueno justo 
es que se repita muchas vezes. La facilidad que por esta costumbre se gana, se halla habito: porque dispone y 
habilita al que la tiene para la execución de una obra virtuosa”. Ibídem, ff. 6r-v.

118 Véase J.E. de Nieremberg, “De la justicia”, cap. 30, y “De la justicia distributiva”, cap. 31. Obras y días, ff. 
117v124v.

que certificaba la capacidad de asumirlas. Por eso, la promoción de estado se concebía 
como adecuada recompensa o justa correspondencia. 
De lo visto se deduce que la correspondencia obraba como motor del orden político. 
Correspondencia de amores, en realidad, y por tanto amistad119. Este era el vínculo −una 
relación de amorosa correspondencia, de afección y servicio recíprocos−, que unía solidariamente a todos los miembros de la república “por ser la fuerza del amor unir”120. Se trataba de una relación simbiótica que como tal debía ser percibida por todos ellos para evitar 
su descaecimiento, esto es, su decaimiento y declinación. El siguiente “aviso”, referido a 
los instrumentos de gobierno más eficaces del príncipe, parece ensalzar esta percepción: 


“Las buenas armas se ynstituyen en la mayor y más propria fidelidad y potençia y 
esta consiste en los vasallos y súbditos, porque sirven a su prínçipe como gente obligada 
y que la causa del es también dellos: tienen naturalmente devoçión y voluntad, si no se la 
amortigua y gasta alguna tiranía o deffecto del prínçipe: esperan del recompensa y premio 
de su serviçio y temen reprensión, verguença y castigo de su deservicio”121. 

Percepción que, en opinión del conde duque de Olivares, muchos parecían no tener 
ya a comienzos de la década de 1630, como le dio a entender al cardenal infante don 
Fernando en septiembre de 1632:    

“La falta de obediencia y tibieza de amor y sobra de fines propios, tiene hoy el 
servicio de Su Majestad en tal estado que si no se remedia con gran cuidado y atención, 
todo irá a fondo”.

Olivares se quejaba de los continuos deservicios al rey: en concreto, de la suspensión 
en la ejecución de las órdenes reales con intención no tanto de renegociar su contenido, 
como de negociar la recompensa a obtener a cambio de su ejecución. En concreto, aludía 
a un grupo de nobles que habían recibido orden de asumir ciertos puestos en diferentes 
destinos de la Monarquía y, de forma genérica, también a los procuradores de Cortes y a 
los consellers de Barcelona (“no tiene S. M. vasallo que no capitule con él cuanto quiere 
en mandándole algo, vendiéndose, […] si no se les da cuanto piden no van a hacer el 

119 
“Ser amigos de los hombres no esta en nuestra mano: muchas vezes lo deseamos y pretendemos, mas no 
salimos con ello, porque depende que al otro se le antoje pagarnos el amor. Pero ser amigos de Dios lo 
tenemos seguro en queriendo de veras amarle: porque ya estamos certificados de su amor, pues antes que le 
amemos nos ama: por donde en amándole nosotros, ay amor de ambas partes recíproco, con que se cumple 
la Amistad, que es correspondencia de amores: no todo amor a hombre es amistad, pero si lo es todo amor 
a Dios”. Ibídem, f. 211r.

120 
Ibídem, f. 39r. Sobre el amor, la amistad y su potencial integrador, P. Cardim, “‘Govierno’ e ‘Politica’ no 
Portugal de Seiscientos. O Olhar do jesuita António Vieira”, Penélope, 28 (2003), pp. 59-92.

121 “Avisos y remedios políticos y militares”, tratado tercero de un compendio de “Avisos y discursos particulares 
del servicio de S.M. y en especial tocantes al Pays baxo, repartidos en cinco tratados”,  dirigidos al archiduque 
Alberto de Austria en 1595, Bibliothèque Royale de Belgique, Bruselas, Ms. 16.232, f. 92v. (capítulo titulado: 
“Que las buenas armas consisten en los vasallos más propios y fieles”). 

servicio, si no van dicen que se perdió el mundo por reparar en esto o en lo otro con el 
que era a propósito”). Y reclamaba una respuesta más contundente del monarca (“que se 
haga temer y obedecer de sus vasallos”). Pero la contundencia reclamada no se refería solo 
a la severidad de la reprensión o al rigor del castigo de semejantes conductas, sino también a una necesaria labor de concienciación sobre los deberes propios del estado de cada 
uno para que “quien no sirviere sepa que falta a su rey en la ocasión, y a él le ha de faltar 
todo desde aquel día y que no ha de haber vasallo que se atreva a mirarle a la cara”122. No
sorprende, por eso, que la preocupación de Olivares por la obediencia y su respuesta a la 
desobediencia se hallaran intrínsecamente ligadas a su preocupación por la educación y a 
su respuesta a la necesidad de educación de la juventud y la nobleza española123. Olivares 
aseguraba que el servicio se entendía cada vez más como una mera transacción en la que 
se calculaban y exigían contrapartidas a priori. No se trataba solo de entenderlo como algo 
interesado, pues la amistad del rey y el reino era una amistad utilitaria a la vez que moral, 
es decir, de necesidades a la vez que de intenciones124. Había algo más. 

Tratándose además de una amistad moral, el vasallo no debía recibir más de lo que 
necesitaba a cambio de su servicio ni el rey pedir por servicio más de lo que le bastaba125, 
es decir, la relación de ambos debía estar indefectiblemente regulada por los presupuestos 
de confianza y de correspondencia proporcionada a las capacidades de cada uno en un 
momento dado126. La censura de Olivares sugiere que los vasallos demostraban no entender los encargos del rey como un deber de su estado, porque no estaban dispuestos a cumplirlos sacrificadamente. El sacrificio excluía la reclamación y ellos reclamaban más del 
rey para cumplirlos, es decir, trataban de alcanzar con él un acuerdo provechoso, de fijar 
una retribución precisa que colmara sus aspiraciones y satisficiera sus ambiciones, como 


122 
Para las últimas citas, “Copia de carta del conde duque para el señor infante don Fernando, Madrid, 27 de 
septiembre de 1632, representando los inconvenientes que padece el servicio de S. M. por falta de obediencia 
[…]”, J.H. Elliott y J.F. de la Peña, Memoriales y cartas del Conde-Duque de Olivares, Madrid, 1980, vol. II, 
pp. 75-76 (documento XI).

123 
Preocupaciones y respuestas que se explican a través de la creación y el funcionamiento de la Junta de 
Obediencia y la Junta de Educación en los primeros años de la década de 1630, J.F. Baltar Rodríguez, Las 
Juntas de gobierno en la Monarquía Hispánica (siglos XVI-XVII), Madrid, 1998, pp. 420-428; J.H. Elliott y J.F. 
de la Peña, Memoriales y cartas, vol. II, pp. 63-98 (documentos XI y XII: Obediencia y Educación, 1632-1635)

124 
Sobre ambos tipos de amistad, la alusión de A.M. Hespanha, “La economía de la gracia”, en ídem, La gracia 
del derecho. Economía de la cultura en la Edad Moderna, Madrid, 1994, p. 167 y Aristóteles, Ética eudemia, ed. 
de A. Gómez Robledo, México, 1994, pp. 113, 115-117 (libro VII, capítulo X).

125 
El rey debía gobernar “procurando que se dé al vasallo, de la gracia del Rey, lo que necesita, al Rey del 
servicio de su vasallo lo que le basta”: en esto consistía el servicio recíproco rey-vasallo, Juan de Palafox 
y Mendoza, “Diálogo político del estado de Alemania y comparación de España con las demás naciones 
(1631)”, en Q. Aldea Vaquero, España y Europa en el siglo XVII. Correspondencia de Saavedra Fajardo, Madrid, 
1986, vol. I, p. 517. En el mismo sentido, un comentario referido al amor, que “siempre quiere obrar, y obra 
con beneficios, con buenas obras, y servicios, y quando mas no puede, o a quien mas no ha menester, con 
desseos, y palabras. Dios, que no ha menester servicios de nadie, con esto se contenta de sus siervos, que mas 
no pueden. Y los Reyes, que en la tierra le representan, no piden el tributo, y servicio, sino en aquello que 
cada uno le puede dar”. Y cada vasallo se lo daba y ofrecía a su rey “forzado del amor de su servicio”, Fray Juan 
de Santa María, Tratado de República y policía cristiana, carta dedicatoria, previa a la foliación.

126 
“Es claro que la amistad moral es cosa de intención, pues si alguno, después de haber recibido grandes 
beneficios no corresponde a ellos por falta de medios y hace lo que puede, está bien, porque Dios mismo 
acepta recibir sacrificios proporcionados a nuestras capacidades”, Aristóteles, Ética Eudemia, p. 116.

hacía un vendedor o un prestamista127. Olivares parecía concebir la amistad rey-vasallo 
como predominantemente moral, debemos entender que porque identificaba las intenciones del rey con las de sus vasallos, mientras que estos concebían ya dicha amistad como 
meramente utilitaria. Eso apuntaba a una falta de sintonía en los medios y en los fines 
del servicio al rey que los vasallos habían dejado de percibir como comunes y, por tanto, 
como propios. Tal vez porque, desde hacía mucho tiempo, en la Monarquía de Felipe IV 
el servicio al rey no implicaba solo servir al rey para servir al reino. Implicaba servir a un 
rey que servía a reinos, y eso comprometía y minaba el amor de la república. Semejante 
implicación puede contribuir a explicar por qué los Habsburgo de Madrid explotaron la 
faceta piadosa de la realeza hasta la saciedad, volcándose en presentar el servicio al Rey 
Católico como servicio a Dios al atribuir a su Monarquía un fin que no era solo suyo, 
sino también de Dios128.  

127 
“Si son amigos en sentido moral hay que ver si sus intenciones son iguales, en cuyo caso ninguno de los dos 
debe reclamar más del otro. Si son amigos con amistad utilitaria o cívica, hemos de considerar qué clase de 
acuerdo podrá serles provechoso. Pero si uno dice que son amigos de este modo y el otro que del otro, no está 
bien, cuando llega el momento de la retribución, limitarse a decir bellas palabras […] Si en el contrato no 
se ha declarado nada a este respecto, con la especie de que se trata de una amistad moral, alguien tendrá que 
juzgar, a fin de que ninguno de los dos engañe al otro con falsos subterfugios […] Un vendedor […] no estará 
satisfecho si alguien le dice que no puede pagar más, como tampoco un prestamista”, Ibídem, pp. 115-116.

128 Como ejemplo, la siguiente frase de Olivares: “tengo la causa desta Monarquía por negocio inmediato de 
Dios”, J.H. Elliott y J.F. de la Peña, Memoriales y cartas, vol. II, p. 166.
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Saavedra Fajardo, Idea principis christiano politici, Bruselas, 1649, p. 471

El problema de la obediencia 
en la Monarquía Hispánica, 1540-1700

Rafael Valladares
CSIC
El término 
obediencia posee una riqueza de significados cargada de posibilidades para 
el historiador. Aun así, para la Edad Moderna la mayoría de las investigaciones sobre el 
problema de la obediencia se ha centrado en contemplar las actuaciones derivadas del 
acto contrario, esto es, la desobediencia, ya sea activa −como los motines, las revueltas o 
la guerra civil−, o pasiva −como las migraciones, la deserción militar o el recurso al pleito. 
La desobediencia, no cabe duda, ha supuesto en ocasiones un acto moralmente admirable 
que ha llevado a magnetizar a la historiografía de nuestro entorno democrático1. Al menos 
en el caso hispánico, cuando hallamos la cuestión de la obediencia elevada a categoría de 
análisis –lo que, afortunadamente, empieza a ser frecuente−, lo común es que los autores 
manejen un concepto genérico y estandarizado de obediencia (ubicado en el cumplimiento de una orden sin más) y apenas afectado por algún tipo de cambio o evolución. Pero
la obediencia no solo era −y es− un concepto polisémico en un momento dado, sino que 
además sus diferentes y, a veces, contrarios significados no dejaron de evolucionar. Cabría 
añadir por último que las notables apreciaciones de estos textos pioneros se nutren para 
sus reflexiones de las fuentes canónicas de la historia política, como los imprescindibles 
Tomás de Aquino, Nicolás Maquiavelo o Giovanni Botero, por citar solo algunos, marginando otros pensadores y documentos que, menos encumbrados por la historiografía, 
resultan de igual e incluso mayor relevancia para un estudio de esta naturaleza2.

1 
Así, R. Laudani, “Lo spazio atlantico della disobbedienza. Modernità e potere “destituente” de La Boétie a 
Thoreau”, Filosofia Politica, 22 (2008), pp. 37-60.

2 Véanse, por ejemplo, los estudios de P. Seed, Amar, honrar u obedecer en el México colonial. Conflictos en torno 
a la elección matrimonial, 1574-1821, México, 1991; Á. Cristóbal Martín, Confianza, fidelidad y obediencia. 
Servidores inquisitoriales y dependencias personales en la ciudad de Logroño, Logroño, 1994; J.A. FernándezSantamaría,  La formación de la sociedad y el origen del estado. Ensayos sobre el pensamiento político sobre el 
Siglo de Oro, “Cristianismo y obediencia política”, Madrid, 1997, pp. 208-212; B. Cárceles de Gea, “Voluntas
e Iurisdictio: obediencia, ejecución y cumplimiento de la voluntad real en la Corona de Castilla en el siglo 
xvii”, en P. Fernández Albaladejo (ed.), Monarquía, imperio y pueblos en la España Moderna, Alicante, 
1997, pp. 663-677 (este trabajo supone la reflexión más detenida hasta la fecha); R. Mackay, The Limits of 
Royal Authority. Resistance and Obedience in Seventeenth-Century Castile, Cambridge, 1999 (hay traducción 
española: Los Límites de la autoridad real. Resistencia y obediencia en la Castilla del siglo XVII, Valladolid, 2007); 
y X. Gil Pujol, “The Good Law of a Vassal: Fidelity, Obedience and Obligation in Habsburg Spain”, Revista 
Internacional de Estudios Vascos, Cuadernos 5 (2009), pp. 83-106.

No resulta ocioso, por ello, plantear un análisis de la matriz conceptual de la obediencia que señoreó en la monarquía de los Austrias –y, naturalmente, en gran medida 
también bajo los Borbones. De lo que se trata es de apurar su sentido original ahora que el 
modelo del “estado moderno” ha sido revisado a fondo para dejar ante nosotros una forma 
de poder más laxa pero en absoluto desligada del conflicto que generaba la demanda de 
obediencia a los vasallos. En concreto, interesa aquí evaluar el lapso comprendido entre 
1550 y 1700 en relación al espacio ibérico por ser entonces cuando el concepto de obediencia, heredado del cristianismo medieval, experimentó una severa adaptación a las necesidades de la creciente autoridad monárquica bajo la Contrarreforma. Este nuevo ciclo de 
una obediencia que podríamos llamar confesional afectó tanto al área protestante como a 
la católica, adquiriendo en el mundo hispano un carácter eminente y de gran complejidad. Bajo el manto de la segunda escolástica entonces en boga, los teólogos peninsulares 
alimentaron un debate de cuño religioso que, inevitablemente, impactó también en el 
campo político. Muy singularmente, a partir de 1540 los miembros de la recién fundada 
Compañía de Jesús llevaron a cabo una aportación esencial a partir de la reformulación 
de la teoría medieval de la obediencia, a la que se sumó desde fines del siglo xvi la contribución del humanista flamenco Justo Lipsio sobre la necesidad de la disciplina social. 
De este modo, hacia 1600, a los distintos tipos de obediencia religiosa, jurídica, militar y 
de género se había añadido una nueva familia de obediencias de corte católico y finalidad 
política que permanecería vigente hasta los embates racionalistas de la Ilustración.

Fue en la Baja Edad Media cuando se produjo la primera gran crisis de obediencia que 
llevó a una profunda revisión de este concepto. Hasta el siglo xiv obedecer políticamente 
suponía asumir las obligaciones sinalagmáticas entre señor y vasallo derivadas del pacto 
feudal, algo que, de hecho, equivalía a situar la obediencia en el terreno de la flexibilidad. 
Si, por ejemplo, una de las partes implicadas denunciaba algún tipo de incumplimiento 
en la otra, el viaje de ida y vuelta de los deberes entre superior e inferior podía verse 
interrumpido. Naturalmente, esta idea podía extrapolarse a las relaciones entre los 
diferentes órdenes de la comunidad o aplicarse igualmente al circuito intraestamental. De
lo que no hay muchas dudas es de que la idea de obediencia se hallaba inmersa y empapada 
de connotaciones religiosas que hacían difícil establecer separaciones netas entre los 
ámbitos civil y eclesiástico3. Con todo, el concepto estrictamente religioso de lo que se 
entendía por obediencia remitía a un mundo inflexible y exigente expresado en referencias 
inapelables. Así, el ejemplo más ubicuo para definir la auténtica obediencia era el sacrificio 
de Isaac a manos de su padre Abraham, episodio bíblico que inspiró una iconografía muy 
abundante que se completaba, desde el Nuevo Testamento, con el “hágase tu voluntad” 


3 Al respecto, por ejemplo, A. Morganti, “Ausculta filio…” Virtù e pratica dell’obbedienza da San Benedetto 
alla cavalleria medievale”, Nobiltà. Rivista di Araldica, Genealogia, Ordini Cavallereschi, 8 (1991), pp. 237-286.
del padrenuestro y las dos atronadoras sentencias de San Pablo: “Hay que obedecer a Dios 
antes que a los hombres” (Hechos de los Apóstoles,  5,  27-30) y “[Cristo] se humilló a sí 
mismo haciéndose obediente hasta la muerte, y muerte de cruz” (Filipenses,  2,  8). La 
inclusión de la obediencia en los tres votos que definían el estado eclesiástico en la edad 
de oro del monacato hizo el resto4. Junto a la pobreza, que liberaba al religioso de las 
ataduras materiales, y la castidad, que lo salvaba de la dependencia de la carne, la 
obediencia ocupaba un lugar más eminente, si cabe, al privar al hombre de su mayor 
enemigo espiritual y corporal: su propia voluntad. En consecuencia, la obediencia acabó 
en pleno medioevo por ser elevada al trono de las virtudes supremas de acuerdo a la 
representación que Giotto di Bendone (1265 c.1337) nos dejó de ella en los frescos de la 
basílica levantada en Asís en honor de san Francisco (1182-1226). Padre de una nueva
forma de obediencia, próxima a todos y sencilla de practicar, san Francisco rescató esta 
virtud de su identificación con lo servil para elevarla al ámbito de los señores. “El religioso 
verdaderamente obediente –escribió− es semejante al caballero bien armado, con buen 
caballo, que pasa y rompe seguramente las filas de sus adversarios sin temor”5. Así, entre 
las Alegorías Franciscanas que cubren la bóveda de la llamada “iglesia inferior”, la dedicada 
a la virtud de la obediencia ofrece la mejor representación de lo que ésta significaba para 
el mundo franciscano. El centro de la composición, concebida como un templo de la 
obediencia, lo ocupa un altar donde esta virtud recibe la adoración de unos ángeles con 
cornucopias que simbolizan los dones que Dios regala a quien es obediente. La obediencia 
atrae toda la atención al surgir rodeada por las otras dos virtudes de la que nacen y que la 
potencian: la humildad –madre de cualquier obediencia y sin la cual no hay obediencia 
sincera− y la prudencia, que regula todas las virtudes. Curiosamente, el tiempo mostrará 
la progresiva desvinculación y crecimiento en importancia de la obediencia sobre la 
humildad. Sin duda, la obediencia aparece como un personaje excelso, adornado con alas 
y portando una sencilla capa franciscana. Con su mano izquierda ordena guardar silencio 
a un frailecillo que se arrodilla ante ella y que con sus propias manos toma el yugo –
símbolo de sumisión incondicional− que le ha presentado la obediencia para que se lo 
ponga, voluntaria y libremente, sobre sus hombros. La cabeza del fraile es una calavera en 
alusión a la célebre máxima de san Francisco de que el auténtico obediente es aquel que 
se abandona a la voluntad de Dios –y por supuesto de su superior− como si se tratara de 
un cadáver desprovisto ya de voluntad. Se ha completado así la liberación del mundo al 
transformarse cada humilde franciscano en un siervo de Dios sin más querencia que la de 
obedecer su ley6.

4 
Un claro ejemplo lo ofrece el cisterciense Bernardo de Claraval (1090-1153), en Obras completas de San Bernardo, 
vol. IV, Madrid, 1986, pp. 623-645, 4 vols., sermón titulado “En la fiesta del obispo san Martín”, dedicado 
a la obediencia y donde se hallan referencias explícitas al sacrificio de Isaac y al “hágase tu voluntad” como 
fuentes de inspiración para esta virtud.

5 
Francisco de Asís, “Capítulo de la santa obediencia”, Las florecillas de San Francisco, F. Sureda Blanes (ed.), 
Madrid, 1968, p. 214.

6 VV.AA., Giotto, Madrid, 1991, lámina 118.

Si se considera que la obediencia nunca figuró entre las virtudes cardinales del mundo 
antiguo (prudencia, justicia, templanza y fortaleza) ni en las teologales aportadas por el 
cristianismo (fe, esperanza y caridad), su ascenso en la consideración moral y social durante el medioevo resulta tan llamativo como sospechoso7. Ubicada en un piso inferior junto 
a virtudes como la humildad, la bondad, la modestia o la paciencia, se irá despegando de 
ellas cada vez con más ritmo. A ello contribuyó santo Tomás de Aquino (1224/5-1274) al 
reorganizar la teoría de la obediencia dentro de su arquitectura escolástica8. La proyección 
política de este proceso no tardará. La idea de una obediencia solo virtuosa en la medida 
en que expresaba un acto de aceptación voluntario de órdenes ajenas en aras de un bien 
común dispuesto por la providencia, representaba en el fondo una teoría del poder quizá 
algo tosca, poco realista y hasta improbable, pero también muy tentadora para ulteriores 
desarrollos y desde luego no imposible de presentar como modelo. Para los difusores del 
paradigma franciscano y luego tomista, la gran ventaja consistía en mostrar la práctica de 
obedecer no como resultado de la violencia o la coerción, sino como una virtud nacida del 
valor moral supremo de la autocontención y de una renuncia impulsada por una creencia 
interna. Como principio de autoridad y mecanismo de gobierno esta obediencia instituida sobre la convicción de un vasallo persuadido antes que sobre su represión, abrigaba 
un potencial muy atractivo para cualquier fuente de autoridad deseosa (o necesitada) de 
ejercer el poder.

De hecho, los cambios acaecidos en el oeste europeo a partir del cisma del papado 
de 1377-1418 –que, si bien no afectó a cuestiones de dogma, “añadió una nueva dimensión a la palabra obediencia”9− y del agrietamiento del orden feudal situaron el valor de 
obedecer en el centro del discurso político, de las prácticas de gobierno y de la creación 
de ceremonias. Pero mientras los escritores pre-humanistas de las ciudades italianas se 
refugiaron en la exaltación de la libertad de sus repúblicas por encima de la obediencia 
temporal al pontífice o al emperador, el discurso del siglo xv integró ambas ideas aparentemente contradictorias supeditando la primera a la segunda. De acuerdo al napolitano 
Giovanni Pontano (1429-1503) en su tratado De obedientia (redactado entre 1470 y 1472
pero publicado en 1490), la naturaleza nos enseñaba a diario que ser libres consistía en 
ser obedientes10. “La verdadera libertad –concluirá Castiglione en 1528 echando el cierre 
a una época− no es vivir como el hombre quiere, sino según las buenas leyes mandan, 
y no es menos natural y provechoso y necesario el obedecer que el mandar, y algunas 


7 
Se explica así, por ejemplo, que la obediencia no sea contemplada por separado entre las virtudes comentadas 
por Brunetto Latini (1220?1294) en su Libro del tesoro, S. Baldwin (ed.), Madison, 1989, o que tampoco 
figurase en una de las alegorías más impactantes que sobre el gobierno político nos ha legado la Edad Media: 
los frescos que Lorenzetti realizó en el palacio comunal de Siena. Véase Q. Skinner, El artista y la filosofía 
política. El Buen Gobierno de Ambrosio Lorenzetti, Madrid, 2009.

8 
Tomás de Aquino, Suma de Teología, IV, pp. 211-219, Madrid, 1997, 5 vols.

9 F. Rogers, The Obedience of a King of Portugal, Minneapolis, 1958, p. 3.

10 Q. Skinner, Los fundamentos del pensamiento político moderno, vol. I, México, 1993, pp. 24 y ss., 2 vols.; 
politique de l´Etat moderne, Roma, 1991, pp. 263-279, y C. Finzi, “Il principe e l’obbedienza. I primi scritti 
politici di Giovanni Pontano”, en Théologie et droit dans la science politique de l’Etat moderne, Roma, 1991, pp. 
263-279, en especial pp. 271-273.

cosas hay nacidas y así señaladas y ordenadas naturalmente para mandar, como otras para 
obedecer”11. Las secuelas de este humanismo se prolongaron agónicamente unos años 
más, cuando la obediencia (de los súbditos) se había introducido en la agenda política 
como un asunto estelar12. Para recordar al mundo hasta qué punto las cosas habían cambiado los papas instituyeron un nuevo ritual, la “embajada de obediencia”, ideado para 
recuperar algo del prestigio perdido durante el cisma13. Por su parte, en Castilla la ofensiva 
de la corona para acentuar su peso en los principales municipios a mitad del siglo XIV 
dará como resultado la aparición de una fórmula magistral, el obedézcase pero no se cumpla, 
de larga trayectoria14. Saltaba a la vista que el problema de la obediencia había entrado en 
una nueva era de la mano del ascenso de un poder más “absoluto” y de quienes parecían 
dispuestos a resistirlo. Y también, que la manera en que este conflicto se resolvería iba a 
radicar en la capacidad de los interlocutores para barajar las ideas sobre la obediencia heredadas del pasado con las nuevas que, inevitablemente, comenzaban a nacer. El ámbito 
castellano acababa de exhibir un ingenio notable con la llamativa creación del ya citado 
obedézcase pero no se cumpla, parapeto construido para frenar la crecida del poder regio 
cuando sus órdenes se consideraban lesivas para el fuero local. Más que de oponerse a la 
corona, cuyo decoro y reputación quedaban de este modo a salvo, la expresión resumía 
la voluntad de negociar con ella, a la vez que distinguía claramente entre obedecer, por 
un lado, y cumplir la ley o ejecutarla, por otro; esto es, entre la legitimidad del rey para 
ordenar leyes –lo que en principio no se discutía− y el derecho del vasallo a seguir siendo 
leal aunque no llevara éstas a efecto. Para la Baja Edad Media castellana la historiografía 
ha sistematizado un mínimo de cinco “imágenes de superioridad” ligadas a la realeza, una 
de las cuales era ya “el deber de obediencia” por más impreciso y genérico que apareciese15. 
Desde el siglo xv en adelante, y con especial impulso bajo los Austrias, la corona luchará 
sin denuedo por estrechar la distancia entre obedecer y cumplir hasta llegar, incluso, a intentar fundir ambas ideas en una sola, de forma que el vasallo inobediente pasara también 
por desleal. “Sabed que los vasallos no obedientes –advirtió el Gran Capitán Gonzalo Fernández de Córdoba al pueblo de Granada en 1487– más son sujetos litigiosos que amigos 

11 
Baltasar de Castiglione, El cortesano, R. Reyes Cano (ed.), Madrid, 1984 [1528], p. 313.

12 X. Gil Pujol, “La razón de estado en la España de la Contrarreforma. Usos y razones de la política”, en La 
razón de estado en la España Moderna, Valencia, 2000, pp. 39-58, en especial p. 43.

13 La “embajada de obediencia” consistía en el envío de un emisario a Roma con la función específica de felicitar 
al papa por su elección en nombre de un príncipe temporal. Además de la relevancia de la ceremonia en sí, 
en ella el embajador leía y después entregaba al pontífice su “oración de obediencia”, que hoy supone una 
fuente de inestimable valor para los estudios sobre este concepto. Como muestra de ello puede consultarse 
M. de Albuquerque y M. Augusto Pinto Meneses (eds.), Orações de obediencia dos Reis de Portugal aos Sumos 
Pontífices, Lisboa, 1988, 10 vols.

14 Véase el artículo ya clásico de B. González Alonso, “La fórmula “obedézcase pero no se cumpla” en el 
Derecho castellano de la Baja Edad Media”, Anuario de Historia del Derecho Español, 50 (1980), pp. 469-487, 
así como R. Gómez Rivero, “La fórmula “obedecer y no cumplir” en el País Vasco (1452-1526)”, en M.R. 
Ayerbe Iríbar (ed.), Estudios dedicados a la memoria del profesor L.M. Díaz de Salazar, vol. I, Bilbao, 1992, 
pp. 335-348, 2 vols.

15 J.M. Nieto Soria, Fundamentos ideológicos del poder real en Castilla (siglos XIII-XVI), Madrid, 1988, pp. 111-118. 
Aunque en el glosario final del libro no figura la voz “obediencia”, sin embargo se cita este término dentro de 
la voz “súbdito” como uno de sus deberes.

de lealtad”16. La publicación en 1521 del breve Tractado de República de Alonso de Castrillo 
hizo ver que si algo de la visión humanista italiana sobre la obediencia había prendido 
en Castilla, la revuelta de las Comunidades había acabado por arruinarlo: la obediencia, 
dirá este autor, es antinatural, pero un castigo merecido por nuestros pecados que nos 
obligan, en consecuencia, a someternos a las leyes de los príncipes17. Para entonces, y pese 
a estos cambios, el mecanismo de resistencia política basado en el obedézcase había saltado 
al ultramar americano, convirtiendo la obediencia sin cumplimiento en un problema a 
escala imperial.

La irrupción de la Reforma protestante desde 
1517 y la subsiguiente reacción católica 
provocaron otra vuelta de tuerca en la cuestión de la obediencia; de hecho, el conflicto 
entre Martín Lutero y Roma había desembocado en la aparición de múltiples focos que 
reivindicaban para sí tanta obediencia como desobediencia exigían para los contrarios. 
La paradoja estribó en que no era fácil explicar por qué había que retirar la obediencia a 
unos para dársela a otros, o –en el caso luterano cuando estallaron las guerras campesinas 
de Alemania− por qué la necesidad de desobedecer al papa en ningún caso eximía de 
obedecer a los señores. ¿Qué era, pues, la obediencia para un “buen cristiano”? Tal era la 
pregunta que se formuló por extenso William Tyndale, una de las cabezas de la Reforma 
en Inglaterra18. Entre sus vecinos franceses, por efecto del calvinismo, la respuesta a esta 
inquietante cuestión se resolvió en términos mucho más políticos –y desde luego más radicales− que religiosos, como prueba el famoso Discurso de la servidumbre de La Boétie19. 
Si todo proceso de revuelta comporta un agrio debate sobre el sentido de la obediencia, 
es obvio entonces que la Reforma no supuso ninguna excepción. Tampoco hubo mucha 
originalidad en la conexión entre el problema de la obediencia religiosa y el poder político 
de los príncipes, si bien esta vez se llegó a un grado extremo. Según interpretaron los teólogos del Concilio de Trento, al menos para los católicos debía quedar claro que la frase 
del padrenuestro “hágase tu voluntad –fiat voluntas tua− así en la Tierra como en el cielo”, 
suponía la exaltación de la obediencia al estilo de los ángeles y bienaventurados en el coro 
celestial, que “obedecen a la Majestad de Dios con toda voluntad y placer” hasta alcanzar la “perfecta obediencia”. Quizás para ofrecer un ejemplo de obediencia más cercano 
entre el común de la gente, el concilio desmenuzó con más insistencia el cuarto mandato 
del Decálogo “Honrarás a tu padre y a tu madre”, dado que la obediencia familiar −que 
subsumía la variante vertical progenitores-hijos y la variante de género marido-esposa−
contaba con una tradición realmente antigua y venerada. Pero el catecismo de Trento fue 
mucho más lejos al explicar que el cuarto mandamiento no se refería solo a la obediencia 


16 
Citado por J.E. Ruiz-Domènec, El Gran Capitán, Barcelona, 2007, p. 177.

17 Véanse J.A. Maravall, Carlos V y el pensamiento político del Renacimiento, Madrid, 1999 [1960], pp. 156-162, y 
A. Montoso Ballesteros, “El Tractado de República de Alonso de Castrillo (1521)”, Revista de Estudios Políticos, 
188 (1973), pp. 107-152. Los capítulos VI a VIII de la obra de Castrillo están dedicados explícitamente al tema 
de la obediencia. Hay una edición moderna: Alonso de Castrillo, Tractado de República, Madrid, 1958.

18 William Tyndale, D. Scott Daniell (ed.), The Obedience of a Christian Man, [Amberes, 1528] Londres, 2000.

19 Étienne de la Boétie, J.M. Hernández-Rubio (ed.), Discurso de la servidumbre voluntaria o el contra uno, 
[hacia 1552-1553] Madrid, 1986.

intrafamiliar, sino que debía extenderse a todas las autoridades de la jerarquía eclesiástica 
y civil. Mediante un ejercicio de extrapolación consistente en entender como “padres” 
no solo a los progenitores, el mundo católico romano buscaba dotarse de un sistema de 
obediencia fundado y atravesado en principio solo por la religión, pero de consecuencias 
políticas inconmensurables. “Además de aquellos que nos engendraron –explicaba el nuevo catecismo tridentino−, hay otros muchos a quienes debemos tener en lugar de padres, 
o por razón de la potestad, o de la dignidad, o de la utilidad, o de algún cargo y oficio 
honorífico”. La lista que se derivaba de esta generosa interpretación del término “padres” 
incluía a los “prelados y pastores de la Iglesia”, pero también a “aquellos a quienes está 
encomendado el imperio, el magistrado o la potestad de gobernar la república […], los 
tutores, curadores, ayos y maestros […], y los acianos”. La “honra” hacia los padres había 
traspasado así el estrecho círculo de un valor familiar para servir como norma de sujeción 
a todo el orden comunitario20. Cabe recordar que en España el catecismo tridentino se 
publicó en latín hasta 1777, fecha en que apareció la primera versión en castellano21. Esta 
política dejó todo el espacio a los reverenciados y muy populares catecismos jesuíticos 
de Astete y Ripalda22. El discurso de la obediencia de Trento, pues, que se derramó por 
el mundo hispánico fue, primordialmente, el que pasó por el exigente e intelectualizado 
tamiz de la Compañía, un detalle que no debe obviarse.

Lo que hoy la historiografía califica de confesionalización, o el modo en que la religión 
se erigió en guía de la política, inyectó un matiz propio a los escritos sobre la  obediencia 
en una Europa que empezó a obsesionarse con la “disciplina”23. El caso español fue uno de 
los que más acusó este contexto, ya que la monarquía de los Austrias iba a convertirse en 
un apropiado laboratorio para ensayar algunas de las modalidades de esta nueva obediencia confesional. Desde ahora, en España como en Europa, desobedecer sería un delito y 
además un grave pecado. La percepción de que la virtud de obedecer estaba en decadencia 
animó a los espíritus más combativos a clamar por su restauración y no solo entre los 
eclesiásticos. El dominico fray Luis de Granada (1504-1588) aprovechó sus anotaciones 
de 1562 al capítulo “De la bienaventurada obediencia” de la Escala Espiritual de san Juan 
Clímaco (¿575-649?) para lamentarse de que “en nuestros tiempos no tengan los religiosos 
esta ocasión de virtud tan frecuente, mas puédenla tener los novicios con sus maestros, 
y los siervos con sus señores, y las mujeres con sus maridos, cuando [maestros, señores y 
maridos] son ásperos y mal acondicionados, porque el sufrimiento de estas cosas, demás 
de ser de grande merecimiento, es ocasión de grandísimo aprovechamiento […] Cuánto 
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Catecismo del Santo Concilio para los párrocos, ordenado por disposición de San Pío V, Madrid, 1887; según la 
edición de Roma de 1761 [Roma, 1566], pp. 421-426, 550 y 556.

21 P. Rodríguez y R. Lanzetti, El Catecismo Romano: Fuentes e historia del texto y de la redacción, Pamplona, 
1982, pp. 281-289.

22 Véanse Jerónimo de Ripalda, Doctrina Christiana con una exposición breve, L. Resines (ed.), Madrid, 1987
[Burgos, 1591], y Gaspar Astete, Institución y guía de la juventud christiana, Burgos, 1592.

23 Por todos, véase, W. Reinhard, “Disciplinamento sociale, confessionalizzazione, modernizzazione. Un
discorso storiografico”, en P. Prodi (ed.), Disciplina dell’anima, disciplina del corpo e disciplina della società tra 
medioevo ed età moderna, Bolonia, 1995, pp. 101-123.

más robusta era la virtud [de la obediencia] de aquellos tiempos que la de éstos: porque 
agora lo que se platica es tener una lágrima, un poquito de gusto de Dios y algún poco de 
oración […], en lo cual parece que en aquellos tiempos estuvo la disciplina de la virtud 
como en su juventud, y que agora está en su vejez”24.

Había, pues, que rejuvenecer la obediencia, pero la auténtica, y además extenderla a 
los no eclesiásticos mediante un proceso revitalizador cuyo fin sería la conventualización 
de los laicos. Que, por ejemplo, había diferencias notables entre una manera de obedecer 
solo política y otra religiosa (en el caso hispano, católica), era algo indudable para el también riguroso dominico que fue el papa Pío V. En su correspondencia con Felipe II con 
motivo de la recién iniciada revuelta calvinista de los Países Bajos, el cardenal Alejandrino 
exigía al Rey Católico en nombre del pontífice que mostrara toda su inflexibilidad ante 
los herejes en el sentido de no conformarse únicamente con la “obediencia política” de 
sus vasallos rebelados –esto es, con su aparente sumisión−, sino que además les obligara 
a cumplir con la “auténtica obediencia” del catolicismo romano, “porque en nuestra religión, que es una y auténtica, está la causa de una verdadera obediencia hacia los superiores 
con paz firme y tranquilidad de los estados”25. Dos años después el duque de Alba, don 
Fernando Álvarez de Toledo, expresaba algo muy similar cuando, desde Flandes y al mando del ejército que había aplastado brutalmente la rebelión calvinista, recordó a Felipe II 
que la única manera de garantizar el gobierno allí consistiría en imponer “obediencia en 
todo, como se puede pedir de vasallos en verdad, señor, que no sé que se pueda pedir más 
a Dios que ello”26.

Cuando Roma dirigía la advertencia a Madrid de que un buen monarca católico no 
podía ni debía confundir la obediencia política con la religiosa, lo que buscaba era fabricar 
un nuevo artefacto en su lucha contra la razón de estado. En buena parte esta beligerancia 
era consecuencia del reforzamiento que en materia de obediencia había experimentado 
la iglesia no solo por la labor de Trento, sino de manos de algunas órdenes como los 
franciscanos capuchinos, creados en 1525, y sobre todo los jesuitas. Lo que Alejandrino 
llamaba “verdadera obediencia” era una versión poco matizada de la exitosa teoría de la 
obediencia ignaciana que el fundador de la Compañía de Jesús había logrado sistematizar 
en un famoso documento de 1553. En la conocida como “Carta de la obediencia” que san 
Ignacio dirigió desde Roma a los jesuitas de Lisboa para acallar sus disputas, el fundador 
de la orden estableció sus famosas tres clases de obediencia. De menos a más virtuosa, 
san Ignacio distinguía entre la obediencia de ejecución, consistente en llevar a cabo lo 
mandado sin más; la obediencia de voluntad, basada en querer lo mismo que el superior; 
y la obediencia de entendimiento –también llamada santa, ciega o perfecta−, que suponía 
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Fray Luis de Granada, “Anotaciones sobre el capítulo precedente” [1562] sobre Escala espiritual de san Juan 
Clímaco, en Obras completas, XVIII, Madrid, 1998, pp. 354-355, 52 vols.

25 L. Serrano (ed.), Correspondencia diplomática entre España y la Santa Sede durante el pontificado de S. Pío V, 
vol. II, Madrid, 1914, p. 53, 4 vols., el cardenal Alejandrino al nuncio en Madrid, Roma, 6 de marzo de 1567.

26 Alba a Felipe II, Bruselas, 4 de abril de 1569, Epistolario del III Duque de Alba, J. Fitz-James Stuart y Falcó 
(ed.), Madrid, 1952, vol. II, p. 194, 3 vols.

no solo ejecutar la orden recibida y además querer la orden por sí misma, sino sobre todo 
sentir el mandato del superior como si proviniera de uno mismo; es decir, quien recibía 
la orden procedía a identificarse intelectual, emocional y afectivamente –pero siempre de 
manera consciente y voluntaria− con quien la emitía, de modo que existiera un componente racional y virtuoso dentro del acatamiento. La ceguera del obediente irradiaba virtud al asumir este que su superior transmitía la voluntad de Dios porque, sencillamente, 
no puede ser de otro modo. Esta arquitectura conceptual culminaba con un cuarto voto, 
el denominado obedientia circa misiones, que añadía un sometimiento especial del jesuita 
al papa a efectos de partir a evangelizar cualquier rincón del mundo que se le asignase. 
Más que nunca, bajo los ignacianos la obediencia pasó a ser una virtud sublimada antes 
que una actitud convenida27. Fue así cómo la Compañía se apropió de la virtud de la 
obediencia hasta convertirla en el sello distintivo de la orden, lo que causó recelos no solo 
entre algunos de sus rivales como los franciscanos o los dominicos, sino incluso dentro 
de sus propias filas. El asunto acabó por sustanciarse a fines del xvi ante la inquisición 
romana dando lugar a un no menos relevante discurso sobre la obediencia “llamada ciega” 
a cargo del jesuita Roberto Belarmino28.

El malestar de propios y extraños estaba en parte justificado, pues la obediencia jesuítica aspiraba a serlo todo: igual a las demás obediencias cuando se trataba de no levantar 
sospechas ante el Santo Oficio, pero nueva y singular cuando el objetivo apuntaba a distinguirse (y elevarse) sobre la exhibida por otras órdenes. Es innegable que una parte de la 
obediencia ignaciana no era muy original. Las expresiones “obediencia ciega” o “perfecta 
obediencia” que inundarían sus textos procedían de la tradición medieval y habían sido 
acuñadas o, cuando menos, profusamente utilizadas y difundidas, por otras órdenes o 
autores. Pero el meollo radicaba en que san Ignacio había subvertido el tradicional binomio obediencia-humildad, de cuño franciscano, a favor de otro que ligaba obediencia y 
jerarquía29. Fue natural, por tanto, que la crisis de autoridad del siglo xvi contribuyera a 
que los monarcas católicos vieran en la obediencia ignaciana no solo una novedad de contenido sino un programa ordenado, sugerente y lleno de potencial político para instruir 
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a los vasallos. Frente a la fórmula del “obedézcase pero no se cumpla” que escindía con 
astucia el acatamiento a una orden dada por el rey de su puesta en ejecución, los príncipes 
podían disponer ahora de un instrumento para persuadir a los súbditos de que la única 
obediencia virtuosa era la que consistía en ejecutar lo mandado sin discusión ni negociación previas. La corona ansiaba eliminar o al menos reducir aquella legión de obedientes 
incumplidores nacidos de la fórmula medieval castellana. El rey quería ver obedecer y, además, cumplir; había que imponer una nueva máxima basada en el “obedézcase y, además, 
cúmplase”. Solo después de ejecutada la orden, el rey, igual que Dios, sabría premiar la 
obediencia de unos vasallos ciegos y, por ende, virtuosos.

Sin embargo, ni siquiera una teoría de la obediencia tan atractiva como la jesuítica 
podía satisfacer la imparable demanda de autoridad de los gobiernos. La propia biografía 
de san Ignacio escrita por su compañero de orden Ribadeneyra mostraba casos en los 
que el protagonista había sido inobediente, lo que el autor justificaba porque Ignacio “en 
todo era obedientísimo a quien le podía mandar”30. No solo, pues, había que cruzar el 
abismo que separaba la teoría jesuítica de la práctica civil, sino que la misma Compañía 
limitaba su obediencia a la autoridad que la orden reconociera legitimada para ello, un 
ejemplo algo inquietante. Incluso iba más lejos al haber establecido para sus miembros la 
llamada representación o derecho del inferior a comunicar sus dudas al superior cuando 
en sus órdenes veía indicio de pecado. Este principio, en la práctica casi inaplicable, abría 
no obstante una puerta a la disidencia, que era justo lo que la corona aspiraba a evitar. 
No extraña entonces que a fines del siglo xvi comenzara a ganar adeptos la doctrina de 
la obediencia defendida por el humanista neoestoico Justo Lipsio (1547-1606), partidario 
de imponer una exigente disciplina social que acabara con el horror de la guerra civil que 
vivía en su patria. “En el mundo no hay mayor mal que la confusión […]; pero la orden 
y obediencia conservan el estado y la vida de cada uno”, escribirá Lipsio, para quien el 
gobierno debía reducir “suavemente esta multitud inquieta, desasida y revoltosa debajo de 
algún yugo común de obediencia”31. La idea lipsiana de obediencia era puramente ejecutiva, más aún que la de la Compañía, pero con la ventaja de eliminar la reserva mental en 
la medida en que al vasallo laico no se le concedía el derecho a cuestionar la moralidad de 
un mandato regio e intensificaba la carga expeditiva de cualquier género de orden. Para 
un lipsiano obedecer consistía en cumplir lo mandado sin espacio para la réplica, dando 
por hecho que ninguna orden del príncipe podía conllevar daño para la comunidad y, en 
caso de provocarlo, el vasallo debía resignarse a él como un mal menor. En el fondo de 
su doctrina se ha querido ver la admiración del humanista por la “disciplina” militar del 
Imperio romano, una referencia a menudo tomada por Lipsio. Pero está por ver que este 
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elegante y oportunista recurso al mundo antiguo no buscara ocultar su dependencia de 
una tradición disciplinaria que debía mucho también a la cultura eclesiástica medieval32.
Ciertamente, se trataba de una idea de obediencia algo tosca y hasta primitiva, pero 
envuelta en el discurso de una autoexigencia que convertía al súbdito resignado a obedecer en un sujeto ético digno de admirar y hasta de recibir, por ello mismo, el honroso 
título de obediente. Esta propuesta explicaría también por qué el sustantivo “obediencia” y 
sus derivados se instalaron en el vocabulario político de la Monarquía Hispánica con una 
asiduidad poco inocente. No fue casual que precisamente durante la fase más virulenta de 
la guerra de Flandes y en torno a la Tregua de 1609 entre Madrid y La Haya, fraguara en 
los círculos pro-españoles la expresión de “Países Obedientes” para referirse, por supuesto, 
a una realidad política concreta –la de unos Países Bajos del sur sujetos a la soberanía del 
Rey Católico−, pero también a un galardón moral que solo podía lucir aquel territorio fiel 
a su príncipe y que, por consiguiente, manchaba con desdoro a la parte “rebelde”. Aunque el ciclo completo de esta expresión aguarda su estudio, su inicio debió de originarse 
cuando la estabilización del frente de guerra hizo aconsejable a los partidarios del Rey 
Católico sancionar y justificar con un término favorable a Madrid la traumática división 
del territorio. Durante la mencionada Tregua de los Doce Años su uso se generalizó y ya 
era habitual cuando se reanudó el conflicto en 1621. Tras la paz de 1648 es de suponer que 
remitiera hasta casi desaparecer, incluso de las consultas del Consejo de Estado donde se 
había empleado con familiaridad. Este posible y probable ciclo de la expresión elucida 
la carga recriminatoria con que fue concebida. Aquel nuevo nombre que, sin llegar a ser 
oficial, circuló oficiosamente, encubría la frustración de la corona ante el éxito de los 
neerlandeses del norte, al tiempo que pretendía ensanchar la sima política y moral abierta 
entre los vasallos que reconocían a los Austrias y sus enemigos, a los que se agraviaba 
con los antónimos estigmatizadores de “desobedientes”, “traidores” o “rebeldes”. Era este, 
además, un sagaz recurso para achacar a los resistentes la exclusividad de haber provocado 
aquella guerra, cuya naturaleza no convenía a Madrid establecer en términos de un conflicto entre estados soberanos sino de una sublevación miserablemente civil y doméstica 
de unos vasallos inobedientes contra su señor natural. Más allá de estas disquisiciones, el 
efecto práctico de relacionar los conceptos de tregua y obediencia no pasó desapercibido 
para el conde Mauricio de Nassau cuando en 1608 negociaba con el general Ambrosio 
Spinola: el holandés presionó hasta el final para arrancar de Madrid la paz definitiva y 
no un tratado provisional, pues, como reconocía, “bien se sabe que cuando unos vasallos 
vienen a hacer estas treguas con sus príncipes, tras ello sigue luego la obediencia; y así lo 
mismo es hacer tregua que rendirse”33.
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107-135. Interesa en especial la ilación que el autor lleva a cabo entre los tratados de Disciplina corporis de 
los novicios medievales, los textos educativos de Erasmo de Rotterdam y las Regulae Modestiae jesuíticas del 
siglo xvi.

33 A. Rodríguez Villa, Ambrosio Spínola, primer marqués de los Balbases, Madrid, 1905, p. 225.
Todo indica que durante los últimos años de Felipe II y comienzos de Felipe III el 
tema de la obediencia cobró mayor peso y que se agudizó la cuestión de cómo imponer 
el tipo de obediencia ejecutiva al que aspiraba la corona como una práctica cotidiana. Por 
poco sutil que resultase esta clase de obediencia, no hay duda de que era a ella a la que 
se refería Alonso Ramírez de Prado en una carta dirigida al ministro real don Cristóbal 
de Moura en 1592, en la que se quejaba de que los consejos diferían la aplicación de las 
resoluciones tomadas ya por el rey. “Yo, señor, no entiendo esto del obedecer y ejecutar 
luego lo que Su Majestad manda como se oyese decir a vuestra señoría que el obedecer es 
la sustancia de todas las repúblicas y, no habiendo obediencia, no hay nada ni se pueden 
hacer buenos efectos”34. Cuatro años más tarde será el propio Moura quien se dirija a don 
Francisco de Sandoval y Rojas, duque de Lerma y valido real, en términos aún más contundentes: “Acá queremos que se haga lo que se ordena mas que nunca se responda nada. 
Y con estos ministros nos acontece lo contrario, que responden mucho y hacen poco”35.

En realidad, y por encima de ministros más o menos eficientes, era todo un sistema de 
gobierno –y una cultura de obediencia− lo que estaba en juego. Lo que Ramírez de Prado 
atacaba era el viejo compromiso bajomedieval del “obedézcase pero no se cumpla” para 
instaurar uno nuevo cimentado en fundir ambos conceptos. Las ambiciones expeditivas 
de una corona ya imperial que regía amplios y lejanos dominios había provocado la crisis 
de aquel pacto basado en una obediencia sin aplicación garantizada. El problema anidaba 
en que aquel “responder mucho” y “hacer poco” que Ramírez de Prado achacaba iracundo a esos “otros ministros”, hallaba respaldo y legitimación en varios siglos de práctica 
política, de manera que para quienes se atrevían a desafiar el creciente autoritarismo real 
la primera obligación podía consistir precisamente en defender y conservar esa misma 
tradición a la que ahora el rey daba la espalda y de cuyo respeto, a juicio de algunos, 
dependía el mantener la calma en la monarquía. En tales circunstancias la mejor manera 
de ser buenos vasallos, sin dejar de ser leales ni faltar a la fidelidad, era desobedeciendo36. 
Sin embargo también parece innegable que por entonces la idea de la obediencia ejecutiva 
empezaba a ganar aprecio entre un sector de la élite gobernante. De hecho, el primer 
diccionario de español, el Tesoro de la lengua castellana de Sebastián de Covarrubias publicado en 1611, se inclinaba por dar la razón a los partidarios de la obediencia ejecutiva en 
su definición de la voz “obediencia”: “Consiste en la ejecución de lo que se nos manda”37. 
No había aquí rastro de ninguna otra variante o versión de obedecer. Tres años después, 
el falso Quijote de Avellaneda ponía en boca del protagonista la siguiente admonición 
dirigida a Sancho: “Por tanto, ve al momento y haz lo que te digo sin réplica alguna; que 
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bien sabes y has leído que una de las cosas por donde los españoles son la nación más 
temida y estimada en el mundo, fuera de su valor y fortaleza, es por la pronta obediencia 
que tienen a sus superiores en la milicia”38. Al instar don Quijote a Sancho –su escudero 
en la ficción− a obedecerle como si fuera un soldado, el resultado era la militarización de 
la obediencia civil.

Dada la naturaleza canónica que el 
Tesoro de la lengua adquirió, podría datarse en el 
año de su aparición el inicio simbólico del ciclo político de la obediencia ejecutiva en la 
monarquía española, cuya fase álgida coincidiría con los años del conde duque de Olivares. Desde luego, el tema de la obediencia resultó mucho más que una moda en los años 
del valido39. Lo que en cambio aún no conocemos bien son las fuentes de las que se alimentó Olivares para desplegar su política de obediencia, aunque parece que se benefició 
del influjo de los jesuitas a través de sus colegios, numerosos desde la segunda mitad del 
xvi, y en cuyo proyecto educativo es obvio que la obediencia ocupaba un sitio destacado40. 
En ellos, mediante premios y castigos, se fomentaba la competencia entre los alumnos 
para que destacaran en “todas las cosas de virtud; y con los oficios y cargos que se les dan 
y con las leyes y reglas que se les ponen, se ensayan para lo que después han de hacer, y 
comienzan desde luego a ser como hombres de república”41. Asumir responsabilidades, 
sufrir el peso de la ley y respetar la jerarquía desde bien pequeños convertía a estos colegios 
en un vivero de vasallos obedientes. Incluso la población no escolarizada en los centros de 
la Compañía recibía su dosis de obediencia ignaciana, como prueba el hecho de que en 
Nueva España este fuera uno de los temas más frecuentes en los sermones que los jesuitas 
impartían como misioneros42. Resulta lógico que el plan favorito de Olivares para formar 
a la juventud, la erección en 1625 de los Estudios Reales en el Colegio Imperial de Madrid, 
se confiara a los ignacianos. Más allá del prestigio intelectual que ya adornaba a la orden, 
cabe aventurar que al conde-duque también le atrajera la formación moral que en materia 
de obediencia podría suministrar la Compañía a los indolentes españoles43. En tiempos 
en que era posible defender la “disimulación honesta” como forma de resistir al poderoso, 
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“Obediencia y educación”, vol. II, Madrid, 1980, pp. 61-98, 2 vols.; J.H. Elliott, El Conde-Duque de Olivares, 
Barcelona,  1990 [1986], passim; R. Stradling, Felipe IV y el gobierno de España, Madrid, 1989, p. 387 (el 
autor establece tres etapas en el reinado de este monarca según el objetivo dominante en cada una de ellas: 
“reformación” entre 1621-1630, “obediencia” de 1630 a 1640, y “enmienda” de 1640 en adelante); F. González 
de León, The Road to Rocroi. Class, Culture and Command in the Spanish Army of Flanders, 1567-1659, 
“Order and Obedience: the Olivarean reform of military justice”, Leiden, 2009, pp. 263-276; y P. Fernández 
Albaladejo, La crisis de la Monarquía, “Soberanía y obediencia”, Madrid,  2009, pp. 106-109.

40 La estrecha relación entre Olivares y los ignacianos ya fue señalada en su día por G. Marañón, El CondeDuque de Olivares. La pasión de mandar, Madrid, 1980 [1936], pp. 182-192.

41 Ribadeneyra, Vida de Ignacio de Loyola, p. 187.

42 P. Gonzalbo, La educación popular de la Compañía de Jesús en la Nueva España, México, 1989, p. 177.

43 El reconocimiento a las dotes de la Compañía como educadora de buenos vasallos abunda en el decreto 
fundacional de los Estudios, aunque en él no se cite expresamente la palabra obediencia. Véase J. Simón 
Díaz, Historia del Colegio Imperial de Madrid, Madrid, 1992 [1952], pp. 149-153.

una obediencia surgida de la convicción moral acabaría con el temor del príncipe a ser 
engañado44. El ideal del soberano consistía en ser obedecido “con el cuerpo y con el alma”, 
lo que le haría ser “más que hombre” y le acercaría a Dios como recaudador de obediencia45. No se equivocaba el conde de la Roca cuando pensaba halagar al valido real, don 
Luis de Haro, recordándole que su disposición a obedecer nacía de una voluntad sincera 
y amorosa. “No obstante –escribió− obedeceré a Su Majestad con el corazón, que en lo 
exterior todos lo hacen, que lo mismo es para el letrero del sepulcro morir por servir a Su
Majestad en un asalto que por obedecerle en un rincón”46. Si esto no era la “obediencia 
perfecta” difundida por los ignacianos, desde luego se le parecía mucho y ayudaba a hacer 
pasar a las demás por imperfectas. Un indicio casi seguro del gran influjo de los jesuitas 
en la idea que la población pudo hacerse sobre la obediencia se halla en el aumento de 
expresiones tan ignacianas como “obediencia ciega”, “con entera obediencia” o “su más 
obediente criado” que en el siglo xvii inundaron tanto los documentos oficiales como la 
correspondencia privada. Esta familiaridad lleva a pensar en la formación recibida por 
decenas de futuros servidores imperiales en los colegios de la Compañía o individualmente a cargo de preceptores y confesores jesuitas, ambas vías, estas últimas, de considerable 
ascendencia emocional sobre pupilos y penitentes, respectivamente. De ser así, Olivares 
habría cosechado un relativo éxito, aunque a corto plazo había desistido de poder inculcar 
entre sus coetáneos ese concepto de obediencia que incluso arrasaba el lugar sagrado y 
antiquísimo de la obediencia familiar. Si en el futuro los vasallos cumplían de inmediato 
las órdenes que recibían de su rey en vez de actuar como polemistas y “apoyar quejosos”, 
este logro vendría de haber antepuesto el amor (y el temor) al rey al amor entre padre e 
hijo, hasta el extremo de que si uno de ambos advertía en el otro una desobediencia al 
monarca, debía denunciarlo. Tal comportamiento implicaba haber cruzado el Rubicón de 
exigir una clase de obediencia capaz de disolver las preceptivas obligaciones de sangre. Fue 
esta clase de temeridades las que más caras salieron a aquel régimen.

La convicción olivarista de que solo la obediencia ejecutiva merecía nombre de obediencia palpitaba en su más conocido desahogo sobre esta cuestión. “Los españoles –afirmó en 1632− somos muy buenos debajo de rigurosa obediencia, mas en consintiéndonos 
somos los peores de todos; así lo entiendo y con esta verdad moriré porque veo perder la 
monarquía, porque no hay crianza en la juventud y porque se disimula en la obediencia”47. 
Era una declaración tramposa, porque lo cierto es que Olivares pretendía tratar a todos 
los vasallos de la monarquía como si fuesen españoles. La máxima aristotélica de que cada 


44 
R. Villari, Elogio della dissimulazione. La lutta politica nel Seicento, Roma, 1987.

45 “El rey sea más que hombre con la devoción y la reputación del amor de Dios; téngala por medio divino 
para que le obedezcan con el cuerpo y el alma”, asentó el defensor del poder real absoluto Alonso Carrillo 
Lasso de la Vega, Soberanía e independencia de otro príncipe temporal que gozan los ínclitos Reyes de España, 
Córdoba, 1626. p. 58.

46 Real Academia de la Historia (Madrid), Colección Salazar y Castro, Mss. 9/88, fol. 90v., Juan Antonio Vera 
y Figueroa, conde de la Roca, a don Luis de Haro, Milán, 9 de marzo de 1644.

47 J.H. Elliott y J.F. de la Peña, Memoriales y cartas, vol. II, pp. 76-78, Olivares a Felipe IV, Madrid, 27 de 
septiembre de 1632.

pueblo debía ser gobernado según su peculiar naturaleza alentaba en sus palabras solo en 
teoría, lo justo para sentirse autorizado a exigir obediencia sin rechistar a quienes habían 
caído en la casilla de los pueblos proclives a desmandarse. En todo caso, ¿era viable y 
realista articular una obediencia específica para cada nación? Desde su ángulo de visión, 
desde luego que no. A este respecto, quienes conocían al valido sabían cómo halagarlo. 
En las Tardes del Alcázar que Juan de Robles dedicó a Olivares en 1631, la imagen del 
“perfecto vasallo” pasaba porque este hiciera suya la definición de obediencia atribuida a 
san Antíoco: “Ser virtud con que se persuade un hombre a cumplir lo que se le manda sin 
echar juicios sobre ello, sino ejecutando contento el precepto del superior”48. En 1633, otra 
pluma amable con el valido se hará eco de la doctrina ignaciana de la obediencia al anotar: 
“No se ha [de] querer juzgar del ánimo de los reyes en sus órdenes, sino de obedecer con 
voluntad ciega si queremos acertar […] Por cuya causa son muy a propósito para el Real 
Servicio en la paz y en la guerra los sujetos dóciles que aprendieron antes a obedecer que 
a mandar”; la obediencia, además, debía ser desinteresada, “que a Abrahán no se le ofreció 
el premio antes de obedecer porque su obediencia no pareciera lucro”49.

La impaciencia de Olivares y la urgencia de los problemas de España, no permitían 
esperar a que la educación jesuítica, la filosofía lipsiana o cualquier otra exégesis a cuenta 
de los apologistas de su régimen dieran sus frutos. En aras de este rigor para salvar el 
imperio, Olivares creó dos juntas cuyas denominaciones no permitían dudar de la 
intención expeditiva que las animaba: la Junta de Obediencia en 1634 y la de Ejecución 
en 1637. Poco se sabe de la primera, salvo que sus dos actuaciones más sonadas tuvieron 
que ver con problemas de gobernanza relativos a la corona de Portugal –sin duda, el frente 
interior más conflictivo para Madrid en la década de 1630. El año de su creación la Junta 
de Obediencia juzgó y condenó a dos relevantes figuras: a don Fadrique de Toledo, por 
negarse a comandar la armada destinada a expulsar a los holandeses que habían ocupado 
el nordeste de Brasil, y a Juan de Braganza, duque homónimo en Portugal y el mayor 
aristócrata de aquel reino, por haber declinado ocupar el gobierno de Milán. La junta, 
integrada por juristas del Consejo de Castilla, impuso la prisión, pérdida de cargos y multa 
de 10.000 ducados al primero y solo una multa –de importe desconocido− al segundo50. 
Pero lo trascendente de los casos era cómo el gobierno se había ocupado de dos personajes 
de máxima relevancia a quienes juzgó por negarse a obedecer al rey en determinados 
puestos. El salto era cualitativo pues, aunque no era infrecuente que los nobles declinaran 
ciertos nombramientos o encargos (como embajadas), sin embargo ahora se trataba de 
aplicar una política de asignaciones reales bajo la inusual amenaza de un castigo oneroso a 


48 Juan de Robles, Tardes del Alcázar. Doctrina para el perfecto vasallo, Sevilla, 1948 [1631], pp. 33-35.
49 Biblioteca Nacional de España, Mss. 6531, Diego [Hurtado de Mendoza], Memorial, [Sevilla], 1633, pp. 
37
v38v y 83.

50 Matías de Novoa, Historia del reinado de Felipe IV, en Colección de documentos inéditos para la historia de 

España (Codoin), t. 69, Madrid, 1878, pp. 468-469, 4 vols. (t. 69, 77, 80 y 86), y J.H. Elliott, El Conde-Duque 

de Olivares…, pp. 470 y 514. Ninguna información más sobre estas juntas ha logrado añadir el estudio de 

J.F. Baltar Rodríguez, Las juntas de gobierno en la Monarquía Hispánica (siglos XVI-XVII), Madrid, 1998, pp. 

420-423 y 394-405.

la menor señal de resistencia. También suponía, por parte de la corona, un modo abrupto 
de desarticular lo que casi nunca suponía desacato en los grandes, sino más bien una 
postura inicial de oposición encaminada a negociar el arranque de nuevas y mejores 
mercedes al rey. Pero el estilo de gobierno ejecutivo bajo Olivares buscaba precisamente 
eso, anular la táctica de la demora transaccional a cambio de la inmediatez. Con el condeduque no habría más juegos dilatorios51.

Ignoramos si esta junta era la misma que pocos años después aparece en los documentos como Junta de Inobediencia, una mutación que situaba el frente de guerra contra los 
resistentes al rey en el plano del delito antes que en el de la falta de virtud, que era cosa 
muy distinta52. La escasa documentación disponible no permite ir muy lejos, pero es evidente que su existencia no solo representaba una considerable agresión para determinadas 
prácticas de la época, sino que, a causa de ello, y del uso tan parcial que Olivares hizo de 
la junta –pues sus víctimas pertenecían a facciones contrarias al conde duque− el gobierno 
corría el riesgo de promover justo lo contrario de lo que quería: la desobediencia generalizada. Aquella no era, a decir verdad, una Junta de obediencia, sino de un tipo determinado de ella que, además, chocaba frontalmente con otras obediencias que contaban con un 
bagaje histórico, una tradición jurídica y una praxis política mayor incluso que la que 
ahora trataba de abrirse paso a trompicones. Este mismo espíritu de ganar tiempo a costa 
de pulverizar herencias y costumbres latía en la Junta de Ejecución, pensada para agilizar 
decisiones de carácter militar sin reparar en las competencias que pudieran asistir a otros 
consejos. Esta doble institucionalización de la obediencia y de la expedición en el seno del 
gobierno imperial traslucía el mundo idealizado e imposible de Olivares en el que la crisis 
de la monarquía bastaba como argumento para casi extinguir la discrepancia, convertida 
ya en sinónimo de inobediencia y hasta de rebelión. El símil empleado por Saavedra Fajardo en 1640 para defender la obediencia ejecutiva basta para expresar el precipicio al que 
se asomaba el conde duque. En el capítulo 64 de sus célebres Empresas –“Resolver y ejecutar”− presentaba un carro de guerra cuyas ruedas con cuchillas hacían avanzar la máquina (resolvían) al tiempo que dañaban al enemigo (ejecutaban). Entre la orden emitida por 
el superior y su cumplimiento ya no había distingos: la obediencia, cualquiera que fuese, 
había quedado militarizada53.
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Sobre el valor de la dilación como medio para negociar en la Sicilia de Olivares −y sobre el peligro de 
reducirla o anularla en aras de una obediencia ejecutiva−, véase V. Sciuti Russi, Il governo della Sicilia in due 
relazioni del primo Seicento, Palermo, 1984, p. 62.  

52 
Así, José Pellicer escribe que en 1639 esta Junta de Inobediencia juzgó y sentenció severamente al también 
portugués Miguel de Noronha, conde de Linhares, por un delito que no cita –en realidad, su negativa a 
comandar una armada− tal y como recoge en sus Avisos, J.C. Chevalier y L. Clare (eds.), vol. I, París, 2002, p.
17, aviso de 7 de junio de 1639, 2 vols. Por su parte, Novoa recoge que en 1640 Olivares mandó que la Junta de 
Inobediencia procediera a juzgar “como traidores” a todos los caballeros portugueses que se habían negado a 
obedecer la orden del rey de acudir al frente de Cataluña, donde en junio de aquel año había comenzado una 
revuelta, M. de Novoa, Historia del reinado de Felipe IV, Codoin, t. 80, Madrid, 1882, p. 385.

53 D. de Saavedra Fajardo, Empresas políticas, F.J. Díez de Revenga (ed.), [Munich, 1640] Barcelona, 1988, pp. 
447-450.
Esta política de máximos afianzada en la década de 
1630 iba a impulsar la desobediencia general. De hecho, el mayor escollo al que se enfrentó la corona en su cruzada 
obedientista fue el discurso elaborado para legitimar la resistencia, que halló su más cumplido ropaje en la teoría de la desesperación. Ésta, sin ser nueva en absoluto, sin embargo 
aumentó su presencia al calor del autoritarismo olivarista. Devino lógico, además, que 
a una cuestión como la de la obediencia, enraizada en el campo religioso y teológico, se 
contestara con una teoría que igualmente remitía a un concepto de la doctrina cristiana, 
cual era el de la desesperación o enajenación de un alma que, perdida la confianza en 
Dios, cometía suicidio54. En las décadas de 1630 y 1640 el término “desesperación” se usó 
con frecuencia para definir la pérdida de confianza que los vasallos experimentaban a la 
hora de que se les hiciera justicia. Si el rey o sus ministros insistían antes en la obediencia 
que en el respeto a la tradición, los vasallos podían desesperarse –esto es, desesperanzarse. 
Este gravísimo problema ya lo había advertido, por ejemplo, el jurista y colaborador de 
Olivares don Juan de Solórzano Pereira (1575-1655) en relación a los hijos de los colonos 
españoles en América. “Los criollos –argumentaba− pocas veces consiguen en España 
premio alguno por sus méritos y servicios, y si también se sintiesen privados de los que 
pueden esperar en sus tierras, podrían venir a caer en tal género de desesperación que 
aborreciesen la virtud”55. De ahí el peligro de llegar a este estadio de la relación entre 
gobernante y gobernado, ya que se entendía que en un conflicto solo se desembocaba en 
la desesperación después de atravesar varias etapas y cuando los mecanismos previstos por 
la tradición se daban por agotados. El cronista Novoa lo vio con nitidez en relación a los 
efectos de la política de Olivares en Portugal, donde “finalmente, comenzaron a prorrumpir y caer en desobediencia y a apetecer la desesperación” −ésta última susceptible también 
de usarse como coartada56. Era, por tanto, una situación límite y sin duda la más peligrosa 
para el príncipe, ya que podía acarrearle no únicamente la justificación de la desobediencia de los súbditos, sino además la pérdida de su soberanía sobre ellos. Por este motivo, 
cuando los teóricos esgrimían el argumento de la desesperación, de algún modo legitimaban la posible revuelta del vasallo desesperado al tiempo que anticipaban el remedio que 
se confiaba diera el gobernante: el retorno a la obediencia pactista contraria a la supuesta 
eficacia expeditiva auspiciada por la (supuestamente también, temeraria) obediencia de 
ejecución. El ciclo de revueltas hispanas de mediados del xvii, durante el cual la palabra 
desesperación protagonizó decenas de escritos, arrojó una amarga experiencia sobre hasta 
qué punto eran reales estas advertencias. En este sentido, lo más relevante es certificar que 
en el contexto político del siglo xvii el término desesperación no definió solo un horizonte 
emocional, sino una categoría de crisis.

54 
A. Morín, “Suicidas, apóstatas y asesinos. La desesperación en la Séptima Partida de Alfonso el Sabio”, 
Hispania, 61 (2001), pp. 179-219. 

55 Citado por M. Alba Pastor, Crisis y recomposición social. Nueva España en el tránsito del siglo XVI al XVII, 
México, 1999, p. 178.

56 M. de Novoa, Historia del reinado de Felipe IV, Codoin, t. 80, Madrid, 1882, p. 384.

Nobles, eclesiásticos, patricios urbanos y hasta el pueblo menudo dan la impresión de 
que estaban, cada uno a su manera, no solo al tanto de los usos y significados de la familia 
conceptual y de las prácticas políticas ligadas a la obediencia. Su cultura comunitaria, 
además, hacía difícil que fuera de otro modo. Todo lleva a creer que la batalla de la corona por la obediencia ejecutiva −durante un tiempo camuflada bajo el elegante vocablo 
lipsiano de disciplina−, condujo, precisamente, a fortalecer la idea y los argumentos de la 
obediencia pactista, sin que esto implicara la derrota de la corriente contraria. La caída de 
Olivares en enero de 1643 es innegable que dio alas a quienes habían visto en el régimen 
del valido una provocación torpe e innecesaria, pero no lo es menos que la nueva coyuntura de la monarquía, con guerra en el exterior y asolada ahora también por rebeliones 
domésticas, no solo no anuló la vieja obsesión del conde duque por la obediencia ejecutiva, sino que incluso la pudo actualizar. Si damos crédito al testimonio (interesado) de un 
jesuita, el conde duque habría demostrado hasta el final su compromiso con el concepto 
de obediencia ignaciana. Una versión de la salida de Olivares hacia su exilio en Toro por 
orden del rey afirmó que don Gaspar, al serle comunicada la noticia, respondió “que él era 
el más humilde y obediente vasallo, y que si Su Majestad era servido de mandarlo retirar, 
no replicaba, porque este beneficio lo renunciaba por mayor gloria suya, que era obedecer 
ciegamente”. Humildad y obediencia, y además una obediencia ciega: la teología de Loyola guiaba a un Olivares coherente hasta su fin como valido57.

El combate, pues, entre ambas obediencias no murió con Olivares, si bien es cierto 
que tras su desaparición el nuevo gobierno guardó más las apariencias e incluso se 
identificó con una propaganda dirigida a los rebeldes en la cual la obediencia que se les 
reclamaba no coincidía con aquel concepto odioso y ordenancista de orden ejecutivo, sino 
con el mucho más benévolo (y manipulable) del plan de Dios en la Tierra. La nueva 
táctica –pues la estrategia de lograr la sumisión universal no había cambiado− consistía en 
despolitizar la experiencia obedientista de la era Olivares para depositarla nuevamente en 
el campo virtuoso58. En 1645 el obispo Juan de Palafox desplegó unas imágenes deliciosas 
al respecto: de “modo parabólico” según su propia expresión, ponía al lector delante de 
una obediencia antropomorfa a la que visitaba en compañía de la humildad. “Fuimos al 
cuarto de la Obediencia. Abriónos la Abnegación, y hallamos una Señora leyendo muy 
oficiosa y despierta, con un reloj en la mano y atenta a sus movimientos. Así como nos 
vio, preguntó: ¿Mandáis algo?”59. La realidad, en cambio, era menos parabólica. En 1653
una consulta del Consejo de Aragón calificaba de “inobedientes” a todos los catalanes 
cuyas haciendas habían sufrido confiscación en beneficio de la corona por su apoyo a la 


57 
Cartas de algunos padres de la Compañía de Jesús sobre los sucesos de la monarquía entre los años de 1634 y 1648, 
en Memorial histórico español, XVII, Madrid, 1863, p. 107, carta fechada en Madrid, 9 de mayo de 1643, 7
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 Como ejemplo de esto, véase Manuel Franco Cora y Baamonde, Exhortación al reino de Portugal, 
persuadiéndole vuelva a la obediencia de su Rey y Señor Natural, Don Felipe Cuarto nuestro Señor (Madrid, 
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59 Juan de Palafox y Mendoza, El Pastor de Noche Buena. Práctica breve de las virtudes. Conocimiento fácil de los 
vicios, Bruselas, 1655 [1645], p. 190.
rebelión de 
164060. En este mismo año, una década después de la destitución del valido, el 
ayuntamiento de Zaragoza se plantó ante la enésima petición de dinero de Felipe IV 
destinado a financiar la guerra de Cataluña. La embajada que la ciudad envió al rey 
defendió la imposibilidad de obedecer una orden que a su juicio violaba sus privilegios. 
“La obediencia del súbdito al superior –reconocían los zaragozanos− es de derecho divino, 
natural y positivo. Y, sin embargo, estos mismos derechos persuaden el no obedecer a los 
mandatos de los príncipes cuando pueden seguirse escándalos”61. Era toda una glosa al 
viejo y sabio “obedézcase pero no se cumpla” que había facultado durante siglos a venerar 
a un rey que al mismo tiempo era desobedecido. Pero en contra de estos enemigos del 
“escándalo” (otro término de reminiscencias teológicas) siempre cerrarían filas los 
partidarios de ubicar el buen gobierno justamente en la ceguera obedientista perseguida 
por la corona desde hacía varias generaciones. En 1647 –en plena oleada de rebeliones 
internas− hubo quien directamente identificó al desobediente con el traidor. “Los 
mandatos de los príncipes –sentenció Jerónimo Ortega y Robles− son ley inviolable; 
quien los recibe, debe obedecerlos, porque a él no le toca examinar si son justos o injustos. 
Mejor obedece quien, ciego de lo que contiene el mandato, cumple con lo que le mandan, 
que quien inculca lo que se le encomienda. No merece solo nombre de inobediente quien 
no ejecuta lo que se le encarga, pero aun de traidor, pues tomó a su cuidado lo que no 
había de cumplir, y dejó seguro al dueño que lo podía ejecutar. El que obedece no puede 
errar cuando del dueño recibió el mandato”62. Exactamente a esta terrible afirmación 
parecía replicar el antiolivarista Novoa cuando escribió: “Yo no aconsejaré jamás a ninguno 
que sea traidor, pero alabaré al que supiese salir airosamente de ello; porque dura cosa es 
que esté siempre el súbdito pendiente del antojo y poder del príncipe, del cuchillo del 
azote del tirano; pues saben muchos cuántas leyes y cánones hay escritos contra esto, y las 
divinas letras abren la puerta y dispensan largamente en semejantes casos y en los 
juramentos que hacen [los súbditos] de guardar fidelidad cuando ellos alteran y derogan 
el derecho”63. ¿No era esto, acaso, una justificación de lo ocurrido en Cataluña, Portugal, 
Nápoles o Sicilia donde los revoltosos se habían eximido de obedecer a Felipe IV con 
idénticos argumentos?64 La temeridad de Novoa seguramente causó que sus memorias 
quedaran inéditas hasta el siglo xix, al contrario de lo ocurrido con un texto de 1654 en el 
que la pregunta retórica “Y caso que la ley sea injusta, ¿quién hizo al vasallo examinador 
de ella?”, era respondida por el autor con un bramido contundente: “La [ley] más injusta 
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Real Academia de la Historia (Madrid), Colección Salazar y Castro, Mss. 9/104, f. 104, consulta del Consejo 
de Aragón, Madrid, 3 de julio de 1653.

61 Cita de E. Jarque Martínez, Zaragoza en la monarquía de los Austrias. La política de los ciudadanos honrados 
(1540-1650), Zaragoza, 2007, pp. 386-393.

62 Jerónimo Ortega y Robles, El Despertador que avisa a un Príncipe católico, Madrid, 1647, pp. 23v24. La 
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63 M. de Novoa, Historia del reinado de Felipe IV, Codoin, t. 86, Madrid, 1886, p. 503. Aunque es imposible 
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64 Para el caso luso, véase A. Carvalho de Parada, Iustificaçam de Portugueses sobre a acçam de libertarem seu 
Reyno da obediencia de Castella, Lisboa, 1643. Es solo un ejemplo de un tipo de razonamiento que se repetirá 
por toda la monarquía.

obedecida (mientras no conste lo es) es madre de la paz”65. No sorprende, entonces, que 
el duelo continuase. Prueba de ello es la obra Mesina escarmentada, publicada por Sabino 
Olphei en 1675 a raíz de la rebelión de esta ciudad siciliana de 1674-1678. Al final del 
texto, el autor incluyó a modo de apéndice un “Discurso político de la Obediencia que se 
debe a los Príncipes” donde repasaba los tópicos sobre la materia (con escasa originalidad) 
para dejar claro a los mesineses –y a todos los vasallos de la monarquía− el carácter 
delictivo de un comportamiento que ninguna defensa de privilegios podía justificar. En
franca disonancia con los argumentos esgrimidos por la ciudad de Zaragoza veinte años 
antes, Olphei asentaba que los inferiores estaban obligados a sufrir tanto al gobernante 
“inicuo cuanto al justo”, para concluir tajante que “debe el buen súbdito obedecer al 
superior con obediencia ciega, que así lo quiere Dios”66. Resulta curioso que en pleno 
reinado de Carlos II, asociado por lo común a prácticas de gobierno más laxas y 
comprensivas con los fueros regnícolas, alzara su voz un abogado de la versión jesuita de 
la obediencia y en nombre de Dios mismo. Era obvio que entre aquella Zaragoza 
“escandalizada” y esta Mesina “escarmentada” –o a punto de serlo− fluían visiones 
contrarias sobre el significado del verbo obedecer.

Nada de extraño resultaba esto cuando en la propia corte de la monarquía se habían
reservado distintos espacios para rendir culto a formas de obediencia también diferentes.
Sin que exista evidencia de que los gobernantes de la época actuaran de acuerdo a ningún
plan establecido, el hecho es que en Madrid se conformó entre fines del siglo xvi y fines
del xvii un conjunto sorprendente de escenarios donde se rendía culto a la obediencia.
Obviamente, la cronología de este ciclo discurrió en paralelo a la eclosión de obras que
entonces se consagraron al tema de la obediencia y al combate que la monarquía libró
para introducir una nueva cultura política al respecto. No sabemos la fecha exacta en que
Felipe II ordenó exponer el Cristo de la Obediencia –tallado en madera y que, según la
tradición, le había regalado Pío V tras la victoria de Lepanto en 1571− en una austera capilla
de la iglesia de Nuestra Señora del Buen Suceso de la Puerta del Sol, punto singular de
los recorridos ceremoniales madrileños67. Este popular templo era, además, el responsable
de proveer de atención espiritual al Hospital Real de la corte. Lo dice todo que el papa
que había exhortado al Prudente a distinguir entre una denostada “obediencia política” y
la verdadera “obediencia religiosa”, escogiera además la advocación de la obediencia para
significar una imagen de Cristo enviada como presente al Rey Católico68. Asimismo, dice


65 
J. de la Torre, Aciertos celebrados de la Antigüedad, Zaragoza, 1654, p. 24.

66 S. Olphei, Mesina escarmentada debajo del yugo de la tiranía de Francia, Palermo, 1675, p. 41.

67 Sobre la centralidad de la Puerta del Sol en los circuitos reales, M.J. del Río Barredo, Madrid, Urbs Regia. La 
capital ceremonial de la Monarquía Católica, Madrid, 2000, p. 145.

68 El fervor de Pío V a Jesús en la cruz está documentado. Al respecto se ha escrito: “Como su especial devoción 
era la de Cristo crucificado, se representa a Pío V en las más de las imágenes con un crucifijo en la mano”. L. 
von Pastor, Historia de los papas, XVII, Barcelona, 1931, p. 74, 39 vols. Para la iglesia del Buen Suceso la fuente 
obligada es José Ruiz de Altable, Historia de la milagrosa imagen de Nuestra Señora del Buen Suceso, Madrid, 
1641, y los trabajos –centrados en los aspectos arquitectónicos y artísticos− de E.F. Villamil, “La Iglesia del 
Hospital Real de la Corte o del Buen Suceso”, Revista de Archivos, Bibliotecas y Museos, 49 (1928), pp. 385-417
(que incluye una fotografía del Cristo de la Obediencia entre las páginas 400 y 401), y M. Castillo Oreja, 

mucho del concepto de realeza que abrigaba Felipe II el modo en que este desvió hacia el
pueblo de Madrid un reclamo para obedecer que, en principio, el papa le había dirigido a
su persona. En 1628 –los años de Olivares− el Real Patronato del hospital decidió reubicar
al Cristo de la Obediencia “en la capilla del lado de la Epístola”, un lugar privilegiado69. De
nuevo contrastaba la devoción que la corona difundía en el pueblo con la religiosidad de la
dinastía, pues en 1635 Felipe IV hizo traer a su capilla de palacio una imagen del Cristo de
la Victoria que acababa de ser expuesta con gran éxito en la parroquia de San Ginés, pero
que él quiso para sí70. Aquel origen modesto en el Buen Suceso prosperó en un culto que
debió alcanzar entidad suficiente como para que en 1681 se erigiera la Real Congregación
de Indignos Esclavos del Santísimo Cristo de la Obediencia, una institución esta vez nada
plebeya sino integrada por los patricios madrileños y que, tras apropiarse de la devoción,
logró que en 1748 el rey de España pasara a brillar como su Protector y Hermano Mayor
perpetuo –aunque bajo la roñosa condición de no obligarse a dar limosna a los congregantes.
Para estas fechas ya es probable que la batalla confesional del siglo xvi que había dado pie
a aquella capilla estuviera desprovista de la enorme carga política ligada a su nacimiento71.

El segundo lugar donde Madrid rendía culto a la obediencia estaba situado cerca del 
anterior. Se trataba de una de las capillas de la colegiata que la Compañía de Jesús había 
levantado en la también muy concurrida calle de Toledo, pegada a la Plaza Mayor. Allí, en 
la capilla de Nuestra Señora del Buen Consejo, se exponía enmarcada como una reliquia 
la célebre “Carta de la obediencia” escrita por san Ignacio en 1553 –que luego resultó ser 
una copia72. Tampoco se sabe cuándo se dispuso esta capilla, pero debió de ser durante 
las primeras décadas del siglo xvii en coincidencia con el cenit de la ofensiva obedientista 
y lipsiana de la monarquía. En todo caso la obediencia que aquí exaltaban los jesuitas no 
podía ser la misma que simbolizaba el Cristo del Buen Suceso, de advocación genérica, 


“La iglesia del Buen Suceso: un edificio singular en la historia de la Puerta del Sol de Madrid”, 
Anales del 
Instituto de Estudios Madrileños, 39 (1999), pp. 119-154. La Biblioteca Nacional de España (INVENT/51121) 
conserva un grabado del Cristo de la Obediencia realizado por Antonio Vázquez en 1800 con la afirmación 
de haber sido un regalo de Pío V a Felipe II. La iglesia del Buen Suceso fue derribada en 1854 para dar paso a 
la reforma de la Puerta del Sol. En 1868 se inauguró un nuevo templo bajo esta misma advocación en la calle 
de la Princesa, demolido a su vez en 1975 para ser sustituido por otro en las inmediaciones. Según el citado 
artículo de Villamil (p. 409), el Cristo de la Obediencia fue depositado en ella. Hoy se ignora su paradero.
Es posible que la talla se perdiera durante la Guerra Civil, cuando el templo sufrió daños severos. Tampoco 
se cita la escultura en el artículo de T. Fernández Pereyra “Cristos de Madrid”, Anales del Instituto de Estudios 
Madrileños, 33 (1993), pp. 157-187. Los documentos para el estudio de la iglesia y hospital del Buen Suceso se 
hallan en el Archivo del Palacio Real (Madrid), Patronato Real, “Nuestra Señora del Buen Suceso”.

69 
Castillo Oreja, “La iglesia del Buen Suceso”, p. 134.

70 En 1637 tuvo que devolver la talla a su dueña, la beata Francisca de Oviedo. Véase, J. Hernández Perera, 
“Domingo de la Rioja. El Cristo de Felipe IV en Serradilla”, Archivo Español de Arte, 25 (1952), pp. 267-286.

71 Constituciones de la Real Congregación de Indignos Esclavos del Santísimo Cristo de la Obediencia y Nuestra 
Señora de las Tres Necesidades, Madrid, 1749, pp. 5-16. Este breve documento también asumía que la imagen 
(un “tesoro” muy estimado por Pío V) había sido enviada por Pío V a Felipe II “en premio de los muchos 
servicios que hizo a la santa Iglesia, y que el católico Monarca la recibió y la colocó en dicha real Casa [el 
Hospital Real] donde fácilmente pudiesen venerarla todos los fieles”.

72 La carta sobrevivió a la expulsión de los jesuitas en 1767, pero no a la quema de la Casa Profesa de la 
Compañía en Madrid durante los disturbios anticlericales de los días 11 al 15 de mayo de 1931. La historia 
completa del documento en M.M. Espinosa Polit, La obediencia perfecta, pp. 16-22.  

elemental en su escenificación y casi primitivo al destinarse a una parroquia de hospital 

–en la que la resignación ante el padecimiento y la obediencia a los designios de Dios 
iban de la mano− y al ruidoso populacho de la Puerta del Sol. En cambio, la capilla de 
los jesuitas aludía a ese signo distintivo de la Compañía que se cimentaba en una ascesis 
exigente e intelectualizada de la renuncia del hombre a su propia voluntad hasta llegar a 
la ceguera santa y virtuosa. La disposición de aquella reliquia ante los ojos era de esperar 
que desatase toda la energía salvífica que la iglesia había predicado sobre estos objetos bajo 
la Contrarreforma, de manera que aquella obediencia se elevara por encima de cualquier 
otra hasta el trono de la excelencia que los ignacianos (y el gobierno de los Austrias) demandaban a sus hijos, católicos y vasallos ya indistintamente.

Aún había otro lugar en Madrid para otra obediencia. El edificio que la corporación 
municipal construyó como nueva sede en el siglo xvii culminó su decoración en 1696
con un ciclo de frescos realizados por Antonio Palomino en su capilla −la misma donde 
los próceres asistían a misa antes de iniciar la sesión de gobierno. Las cuatro virtudes 
representadas en las pechinas de la cúpula fueron la Obediencia, la Fe, la Caridad y la 
Pureza73. Aquí, pues, la obediencia no era ni la única ni la principal protagonista, sino 
que compartía aquel espacio consagrado al buen gobierno en armoniosa igualdad con las 
otras virtudes. No es fácil desentrañar el mensaje de esta obediencia municipal, pero su 
representación paritaria y no exclusiva en uno de los templos donde tantas veces habría 
resonado el eco del “obedézcase pero no se cumpla” quizás hablara de la pervivencia, en 
plena corte de los Austrias, de aquella libertad tardomedieval que había posibilitado a las 
ciudades conciliar sus desacuerdos con el rey. Lo que parece indudable es que tras más 
de un siglo de debate sobre la obediencia seguramente sería vano buscar premeditación 
en todo este despliegue que Madrid dedicó al fenómeno de obedecer, como también lo 
sería tomar en consideración una posible “arquitectura de la obediencia” al servicio de 
un urbanismo de sumisión sin incurrir en algún género de determinismo o querencia 
funcionalista. Desde luego, la tentación de cartografiar esta información y concluir que 
la corte madrileña organizó un triángulo ritual obedientista cuyos vértices comprendían 
un espacio privilegiado entre Sol, la calle Toledo y la plaza de la Villa es demasiado simple 
como para caer en ella.  Más bien, todo lleva a pensar que este dispositivo urbano se formó 
como el fruto natural de más de un siglo de debate en torno al problema de obedecer. A 
fin de cuentas, esta pluralidad de obediencias cortesanas simbolizaba a pequeña escala lo 
que de hecho ocurría en todo el imperio. Tratar de la obediencia y de sus distintas formas 
estaba en el ambiente y cualquiera podía respirarlo.


73 
Sobre la decoración del conjunto, de gran complejidad, véase V. Izquierdo Expósito, “Pinturas murales 
de Antonio Palomino en la capilla del Ayuntamiento de Madrid (1696)”,  Anales del Instituto de Estudios 
Madrileños, 36 (1996), pp. 65-74, esp. pp. 70 y 72. La capilla del ayuntamiento merecería un estudio más 
profundo.

La obediencia como concepto relacionado con el fenómeno del poder tiene una historia propia de la que necesitamos saber más. Conectada esta historia con expresiones 
políticas complejas, como fue el caso del Imperio español, no es arriesgado suponer que 
las perspectivas no dejarán de multiplicarse. Independientemente del método o de la 
sensibilidad de cada historiador, no hay duda de que en el discurso y en la práctica de la 
Monarquía Hispánica la idea de obediencia ocupó un lugar muy destacado, como tampoco la hay de que el desafío que generó la crisis política bajomedieval y la ruptura del 
catolicismo en los comienzos del siglo xvi estuvieron en la base de la inmediata evolución 
del problema. El resultado se concretó en la aparición de una nueva clase de obediencia 
más próxima a satisfacer las necesidades ejecutivas de la corona que las de sus instancias 
rivales. A esta variante, de modo genérico, podría llamársele católica a causa de la justificación confesional sobre la que se edificó.

Trazar el mapa conceptual de la obediencia en el ámbito de la cultura católica (e hispánica) puede servir de instrumento para entender mejor determinados textos, situaciones y 
conflictos nacidos en la monarquía. De entrada, “obediencia” era un término polisémico, 
como prueban los documentos y los debates que éstos generaron. Tampoco todas las 
formas de obedecer resultaron iguales. De la fórmula medieval de compromiso (“obedézcase pero no se cumpla”) al exabrupto quejoso del ministro Moura (“acá queremos que 
se haga lo que se ordena sin que nunca se responda nada”), mediaba un tiempo en el que 
la autoridad real había luchado por arrebatar espacios de poder a las demás instancias involucradas en el gobierno imperial. Este recorrido consistió en el paso de una obediencia 
primordialmente pactada a otra de naturaleza ejecutiva. Para la corona el problema radicó 
en cómo argumentar una modificación tan severa de la relación con sus vasallos.

En el área católica parece que solo la Compañía de Jesús desarrolló una teoría de la 
obediencia contenedora de reglas potencialmente útiles para los objetivos de la monarquía, aunque está por ver si el modelo ignaciano fue realmente el que inspiró ciertas 
prácticas e ideas. La duda es obligada porque la obediencia jesuítica, con su alto componente de reflexión personal, podía desembocar tanto en posturas de sumisión como 
de resistencia, por no mencionar que el voto especial de obediencia al papa acabará por 
situar a los ignacianos durante el siglo xviii en el punto de mira de la corona a causa, 
entre otras cosas, de la desconfianza en su capacidad de obedecer al rey. De hecho, la 
obediencia puramente ejecutiva chocaba de frente con la obediencia ignaciana –incluso 
en su variante ciega−, ya que ésta mantenía siempre la cláusula de la reserva mental. Aun 
así, que Olivares, el valido de la obediencia, abogara por confiar a la Compañía la formación de la élite destinada a administrar el imperio, supone un dato que merece una mayor 
exploración en conexión con el problema de fabricar súbditos cada vez más obedientes 
en tiempos de autoritarismo monárquico rampante. Este enfoque de un conde-duque 
obsesionado por dotarse de un gobierno lo más expeditivo posible pero auxiliado, no 
obstante, por unos cuadros dirigentes entrenados mediante una rigurosa gimnasia moral, lo aleja de cualquier imagen ligada a una disciplina tosca y automática de “ordeno y 
mando”. Esto no es novedoso: simplemente, ratifica la gran importancia que el problema 
de la obediencia alcanzó bajo su régimen, pero no como una práctica sin más, sino como 
doctrina intelectualmente razonada al servicio de la corona. De hecho, aunque la teoría y 
la praxis de la obediencia daban la impresión de ir de la mano, en realidad compete al historiador discernir las etapas del protagonismo que correspondió a una u otra. Un ejemplo 
palmario lo constituye el posible −y probable− modelo que representó la Compañía de 
Jesús en relación al problema de gobernar una monarquía mundial como la española. Los 
mismos jesuitas que fijaron el mito de la obediencia como el sello clave de la orden desde 
su inicio, también reconocieron que solo a medida que la Compañía se expandió por el 
globo nació la urgencia de crear un principio de gobierno que evitara su disgregación. Fue 
entonces cuando los jesuitas insistieron machaconamente en convertir la obediencia en su 
distintivo más precioso, y no por causas morales, sino prácticas. Es obvio que este modelo 
de gobierno basado en la “virtud” de la obediencia pudo resultar muy atractivo para un 
imperio católico como el español que debía enfrentarse a diario con el desafío de regir dominios en toda la Tierra. La paradoja resultó que un siglo después los jesuitas fueran vistos 
como promotores de la resistencia al rey hasta el punto de llegar a dictarse su expatriación.

La obediencia ocupó un espacio propio que la distinguió de otros conceptos con los 
que, sin embargo, se relacionó estrechamente, tales como –y muy principalmente− los de 
lealtad o, mejor, fidelidad, que en absoluto operaron como sinónimos de obediencia. La 
fidelitas medieval (y moderna) era el núcleo que definía la relación entre señor y vasallo, 
entre monarca y súbdito, el amor político mutuo y permanente que ambos se reconocían 
por encima de conflictos puntuales y que obligaba a prestarse servicios dentro de un 
circuito tan cerrado como infinito. Y, al igual que la idea de obediencia, la de fidelidad 
conoció también cambios evolutivos74. La obediencia, en cambio, era la consecuencia 
deseable de la fidelidad, pero podía ser accidental e incluso no darse como magníficamente expresaba la fórmula “obedézcase pero no se cumpla”. Naturalmente, el gobernante 
aspiraba al súmmum de unir la esencia de la fidelidad con el accidente de la obediencia, 
lo que no siempre era posible en la medida en que mientras el particularismo estamental 
e institucional permitía desobedecer puntualmente, sobre la lealtad al rey no se discutía. 
No es casual que los pomposos lemas que exhibían los escudos de las ciudades desde la 
Edad Media incluyeran expresiones como “muy noble y leal ciudad” o “fidelísima”, pero 
no “obediente” u “obedientísima”, seguramente porque el uso de este adjetivo y, sobre 
todo su forma superlativa, habría resultado embarazoso para aquellas repúblicas urbanas 
que, aunque leales a su rey, habían acumulado también un comprometido historial de 
revueltas. Para las ciudades, por tanto, lo mejor era ceñirse a los conceptos de fidelidad o 
lealtad, mucho más laxos y que por eso mismo permitían reducir una falta de obediencia coyuntural a un capítulo menor en la historia de la urbe. Por ello, la verdadera crisis 
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Al respecto, véase un anticipo del estudio que lleva a cabo G. Muto, “Fidelidad, política y conflictos urbanos 
en el reino de Nápoles (siglos xvi-xvii”, en J.I. Fortea y J.E. Gelabert (eds.), Ciudades en conflicto (siglos XVI-
XVIII), Valladolid, 2008,  pp. 371-395.

política devenía cuando, tras superar el umbral de la inobediencia, se traspasaba después 
el de la infidelidad, heraldo que anunciaba la fase terminal del conflicto: la negación de 
la soberanía del príncipe por parte del vasallo, que retiraba –conjuntamente, ahora sí− su 
obediencia y lealtad al antiguo señor.

Lo ocurrido en las ciudades puede proyectarse al conjunto mayor de la monarquía 
donde predominó una gran flexibilidad a la hora de interpretar la palabra obediencia. 
Es cierto que cuando la corona trató de imponer la modalidad de la obediencia ejecutiva 
puso a prueba incluso la continuidad del imperio, pero también lo es que el gobierno 
aprendió a graduar sus exigencias en este campo aunque fuera a costa de duros reveses. Al 
fin y al cabo, era difícil no suscribir las bellas palabras de Francisco Manuel de Melo sacadas a la luz en pleno marasmo de 1645: “Todas las dignidades del mundo asientan sobre 
obediencia: no tiene otros cimientos el trono de los monarcas sino la misma permisión 
y conformidad de los súbditos”75. El disenso nacía a la hora de expandir un nuevo orden 
de obediencia en competición con tantas otras formas de obedecer simultáneas: aunque 
(casi) todas ellas terminaban en el rey, esta jerarquía teórica siempre hallaba disputa. La 
nobleza, por ejemplo, portaba una inmanente “metafísica de la obediencia” que irradiaba poder desde hacía siglos sin que tuviera que probar sus supuestas dotes de mando76. 
La iglesia, por su lado, nunca se despegaría del principio ambivalente de que “débese 
obediencia al rey como a Dios, no sobre Dios”77. Aun así, la tendencia de la corona a 
hacerse obedecer expeditivamente no desapareció, sino que coexistió con la variante de la 
obediencia pactista –junto a algunas más− en un complicado equilibrio aún no bien conocido hasta la crisis del cambio dinástico de 1700 y la guerra de Sucesión. Para entonces, 
esta obligada combinación de rigor y ductilidad se había revelado como una de las claves 
que mejor explican la duración de aquella inmensa, obediente y desobediente a la vez, 
monarquía de España.
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Francisco Manuel de Melo, Historia de los movimientos, separación y guerra de Cataluña en tiempo de Felipe 
IV, Cádiz, 1990 (edición facsímil de la de Barcelona, 1842 [1645], p. 70.

76 La expresión es de F. Dores Costa, “A nobreza é uma elite militar? O caso Cantanhede-Marialva em 1658-
1665”, en VV.AA. (eds.), Optima Pars. Elites Ibero-Americanas do Antigo Regime, Lisboa, 2005, pp. 169-190.

77 Esteban de Aguilar y Zúñiga, Estatua y árbol con voz política, canónica y soñada, Madrid, 1661, f. 256v.


Los fundamentos de la obediencia: 
la religión como máximo vínculo entre los reinos 
de la Monarquía Católica. El ejemplo de los Países 
Bajos en la década de 16401

Laura Manzano Baena
Acción Cultural Española
Un problema común para los gobernantes a lo largo de los siglos ha sido el mantenimiento de la obediencia de los súbditos, una sumisión defendida por los textos sagrados. 
Entre los cristianos, la Epístola de San Pablo a los Romanos (13,1) no dejaba lugar a dudas: 
“Sométase toda persona a las autoridades superiores; porque no hay autoridad sino de 
parte de Dios, y las que hay, por Dios han sido establecidas”. Sobre esa piedra fundamentaron su dominio los monarcas de la Edad Moderna, siendo tanto ellos como sus 
asesores especialmente conscientes de las circunstancias que podían hacer más propicia la 
rebelión de sus súbditos y de las que podían fomentar la obediencia. La experiencia demostraba que nada alimentaba más los conflictos internos que las disensiones en materia 
de religión, tal y como se había podido observar durante el siglo xvi en el Sacro Imperio, 
en Francia y en los Países Bajos. Poco importaba que Lutero subrayara repetidamente 
la sacralidad de las autoridades temporales y la necesidad de obediencia a las mismas; la 
Reforma llevaba implícito el germen del conflicto2. 

Desde el comienzo, Lutero y sus seguidores tuvieron que hacer frente al problema 
de cómo actuar ante las autoridades temporales que rechazaban sus postulados y les 
perseguían. Desde el punto de vista de los que comenzaban a ser conocidos como protestantes, dichos poderes pretendían imponer la idolatría, aplastando la religión verdadera. 
En un primer momento, se alcanzó un precario equilibrio entre las llamadas a obedecer 


1 
Contribución realizada dentro del proyecto de investigación del MICINN adscrito a la Fundación Carlos de 
Amberes: “Cultura política y mecenazgo artístico entre las cortes de Madrid, Viena y Bruselas (1580-1715)”, 
ref. HAR2009-12963-C03-03.

2 
La “Guerra de los campesinos alemanes” fue uno de los primeros y principales ejemplos de la Reforma 
protestante como catalizador de protestas de muy amplio signo. La condena de Lutero a esa lectura de sus 
postulados no pudo ser más tajante. Véase “Wider die räuberischen und mörderischen Rotten der Bauern” 
(1525). El destino de los campesinos alemanes fue a menudo compartido por los diferentes movimientos 
englobados dentro del término “Reforma radical”, que cuestionaban la organización económica y social del 
momento. Véase el estudio clásico de G.H. Williams, La reforma radical, México, FCE, 1983.

a los poderes seculares y la sumisión a la “verdadera” fe, argumentando que si la falta de 
acuerdo entre las autoridades y los súbditos implicaba un peligro para las vidas de estos 
últimos, se podía hacer uso legítimo de la violencia en defensa propia, adaptando a la 
realidad del siglo xvi los principios defendidos por canonistas y juristas formados en el 
Derecho romano, que incluían la defensa propia ante la violencia (injusta) dentro del derecho natural3. Muy pronto, sin embargo, los protestantes tuvieron que recurrir a nuevos 
argumentos para justificar la desobediencia activa a las órdenes de las autoridades. Teólogos como Johannes Bugenhagen pronto dejaron atrás la renuencia de Lutero a aceptar 
cualquier tipo de resistencia al poder político del emperador y comenzaron a desarrollar 
argumentos para defender la desobediencia civil. Para ello, se basaban en dos principios 
fundamentales del luteranismo: la separación de las autoridades seculares y espirituales 
en dos esferas netamente distintas y el deber de  los poderes civiles de cualquier rango 
de proteger a aquellos que les estaban subordinados con la diligencia de un buen padre 
de familia4.

Otros teóricos añadieron a estos principios derivados del derecho natural argumentos 
de carácter constitucional, desarrollados durante el conciliarismo y que, simplificando, 
argumentaban que la comunidad había alienado voluntariamente su poder en las autoridades, estableciéndose un pacto mediante el cual el príncipe o los magistrados se 
comprometían a velar por el bienestar de los que se supeditaban a ellos. Se planteaba así 
la cuestión de qué hacer cuando los gobernantes se volvían tiránicos y atentaban contra el 
mismo pueblo que había cedido su capacidad de autogobierno, un problema que obligaba 
a elucidar hasta qué punto era o no reversible la alienación de la soberanía popular y el establecimiento de unas autoridades cuyo deber era proteger a sus súbditos5. Los letrados al 
servicio del elector de Sajonia y el landgrave de Hesse plantearon una respuesta que quería 
justificar la resistencia al poder superior del emperador sin poner en peligro las bases sobre 
las que se asentaba el orden social. Se desarrollaron así complejos argumentos jurídicos 
que argüían que los príncipes territoriales del Imperio compartían con el emperador el 
deber de proteger a los súbditos. De tal manera que si el emperador no cumplía con el 
compromiso adquirido, dichos príncipes estarían cumpliendo con su deber al levantarse 


3 
Véase el análisis de las ideas de Jean Gerson que realiza B. Tierny, The Idea of Natural Rights: Studies on 
Natural Rights, Natural Law, and Church Law, 1150-1625, Michigan, 2001, pp. 232 y ss. Un estudio más 
amplio de los derechos de los súbditos derivados de los principios de la ley natural es K. Pennington, The 
Prince and the Law, 1200-1600: Sovereignty and Rights in the Western Legal Tradition, Berkeley, University of 
California Press, 1993, pp. 122 y ss.

4  
Véase M. van Gelderen, “‘So merely humane’: theories of resistance in early modern Europe”, en A. Brett y 
J. Tully (eds.), Rethinking the Foundations of Modern Political Thought, Cambridge, CUP, 2006, pp. 149-170
y la bibliografía allí citada.  

5  
P. Kléber Monod señala cómo todas las revueltas de mediados del siglo xvii compartían “la tendencia a apelar 
a una autoridad investida por Dios en el cuerpo místico del pueblo antes que en el cuerpo del monarca”, P.
Kléber Monod, El poder de los reyes: Monarquías y religión en Europa, 1589-1715, Madrid, 2001, p. 187.

contra él y proteger al pueblo de los injustos designios del emperador y de otros príncipes 
católicos6. 
Tras años de conflictos y guerra abierta, la situación en el Imperio se calmó, aunque de 
manera transitoria, con la firma de la Paz de Augsburgo (1555) y la instauración del principio cuius regio eius religio, un acuerdo que subrayaba la superioridad de la obediencia a 
las autoridades seculares por encima de la libertad de conciencia, si bien se abría la puerta 
a la emigración como forma de preservar ésta sin atentar contra aquella. Sin embargo, 
esta solución perdió validez muy rápidamente, pues dejaba fuera a los calvinistas, más 
radicales en general que los seguidores de Lutero7, y resultaba impracticable en aquellos 
territorios con un poder más centralizado y en los que no existían autoridades intermedias equivalentes a los príncipes del Imperio. Como forma de resolver esa disyuntiva, en 
la Francia dividida por las Guerras de Religión (1562-1598) se equiparó la función de los 
parlements con la que los juristas luteranos habían adscrito a los magistrados intermedios, 
abriendo así paso a las teorías más radicales de gobierno popular y allanando el camino 
para defender la capacidad de la comunidad de acabar con la vida del tirano, pues tal denominación merecía el príncipe hereje que amenazaba la supervivencia de la nación por 
su comportamiento injusto y por su religión8. 

Los Países Bajos, que desde la abdicación de Carlos V formaban parte de las posesiones 
de los Habsburgo hispanos y estaban por tanto encuadrados dentro de un conjunto territorial en el que hasta entonces había prevalecido la armonía confesional, sufrieron en la segunda mitad del siglo xvi una evolución paralela a la de Francia. Muchos de los 
argumentos que habían alimentado la resistencia hugonote al poder real cruzaron los ríos 
hacia el norte y fueron reelaborados y adaptados para dar respuesta a la situación que se 
había creado en el Círculo de Borgoña. Allí, el sustrato del erasmismo y del humanismo 
cristiano había resultado propicio para la extensión de ideas protestantes de diferente signo; 
anabaptistas, luteranos y calvinistas pronto empezaron a aumentar sus seguidores y el 
choque con las políticas de imposición confesional defendidas por Felipe II y su gobierno 
fue solo cuestión de tiempo. Los adherentes a las confesiones protestantes pronto se vieron 
en la disyuntiva de tener que elegir entre su fe y la obediencia que las autoridades esperaban 
de todos los súbditos. A partir de la década de 1560, los protestantes fueron cada vez más 
numerosos y las ejecuciones por parte de las autoridades crecieron igualmente. Se produjo 
entonces un doble fenómeno: cada vez más voces pedían tolerancia para los disidentes en 
materia de religión y se radicalizaba progresivamente el discurso de resistencia activa ante 
los abusos del poder que iban más allá de los asuntos religiosos. El problema de la 


6 
El análisis de esta línea es parte principal de Q. Skinner, Los fundamentos del pensamiento político moderno. La 
Reforma, México, FCE, 1986.

7 El calvinismo no llevaba aparejado automáticamente un programa de resistencia a las autoridades políticas, 
R.M. Kingdom, “Calvinism and Resistance Theory, 1550-1580” en J.H. Burns (ed.), The Cambridge History 
of Political Thought, 1450-1700, Cambridge, CUP, 1991, pp. 193-218, p. 204.

8 Dos textos fundamentales en esta evolución son Franco-Gallia de François Hotman (1573) y Vindiciae contra 
tyrannos  (1579); los argumentos de ambas obras fueron empleados en décadas sucesivas por los católicos 

–especialmente por autores jesuitas–, en su lucha contra Enrique IV antes de su conversión al catolicismo.

obediencia seguía siendo fundamental; mantenerla entre los súbditos considerados herejes 
era una de las razones por las que Felipe II y sus ministros debían tolerar la práctica de 
confesiones distintas a la católica entre sus súbditos. Franciscus Junius señalaba en su Breve
discurso enviado al rey Felipe II que la autoridad divina estaba por encima de la de los reyes, 
por lo que no era aconsejable forzar al pueblo a elegir entre Dios y el César9. Como es bien 
sabido, ni Felipe II ni sus ministros estaban dispuestos a seguir esa línea de acción, con lo 
que aquellos que abrazaban la Reforma se veían en la disyuntiva de, o bien seguir defendiendo la necesidad de acatar los mandatos de las autoridades, aun cuando ello pudiera llevarlos a la muerte y el martirio10, o bien resistir los designios de los gobernantes cuando su 
persecución de los adherentes a la fe “verdadera” los convirtiera en tiranos. 

Como había sucedido anteriormente en el Imperio y en Francia, los argumentos centrados en justificar la ruptura del pacto entre rey y súbditos por las acciones tiránicas 
del primero fueron ganando terreno a la hora de legitimar la resistencia activa hacia las 
autoridades. En el caso de los Países Bajos, como en Francia, la falta de autoridades intermedias como los príncipes imperiales llevó a que se invistiera a las asambleas territoriales 
o Estados Provinciales con la obligación de refrenar las tendencias despóticas del monarca. 
Dentro del amplio debate que acompañó a la rebelión de las Provincias Unidas contra la 
autoridad de Felipe II, estos argumentos fueron ganando popularidad y haciéndose más 
inclusivos. Los Estados Generales no solo debían tomar medidas en el caso de persecuciones religiosas y comportamientos que amenazaran la integridad física de los habitantes, 
sino que también era su obligación preservar los privilegios territoriales. 

Tanto los rebeldes como, naturalmente, Felipe II y sus ministros se oponían frontalmente a cualquier teoría que condonara la acción individual contra los abusos de la 
autoridad; nadie quería que el mobile vulgus se hiciera con el control de la situación. Se
profundizaba así en la desconfianza hacia la capacidad de los individuos de oponerse directamente a los tiranos que llevaba desarrollándose y justificándose durante toda la Edad 
Media para defender que la estabilidad era el bien a proteger aun cuando eso supusiera el 
sometimiento a gobiernos tiránicos.

Durante las revueltas del siglo xvi se habían desarrollado teorías que justificaban la 
oposición a las autoridades establecidas y el siglo xvii vería cómo muchas de ellas se 

9  
F. Junius, Brief discours envoyé au roy Philippe nostre sire et souverain Signeur, por le bien et profit de sa Maiesté, et 
singulierement de ses pays bas (1566). Una edición de fragmentos de esta obra forma parte de E.H. Kossmann y 
A.F. Mellink, Texts concerning the revolt of the Netherlands, Cambridge, CUP, 1974, pp. 56-59. Véase también 
M. van Gelderen, The political thought of the Dutch Revolt, 1555-1590, Cambridge, CUP, pp. 83-84.

10 
Esta línea era la defendida por autores como Guido de Bres, autor de la Confessio Bélgica, la base doctrinal 
de la religión reformada en los Países Bajos, y Christophorus Fabritius, ambos ejecutados como herejes. Un
análisis somero de sus propuestas y las de otros en la década de 1560 es de M. van Gelderen, The political 
thought, pp. 74-82.

aplicaban en diferentes lugares de Europa, desde Bohemia a Inglaterra11. Al mismo tiempo, las monarquías habían tenido que modificar y adaptar sus propios discursos para 
hacer frente a los posibles ataques por parte de los rebeldes12, beneficiándose al mismo 
tiempo del hecho de que la obediencia a las autoridades establecidas continuaba siendo 
la norma en toda Europa, incluso en territorios nacidos de una revuelta como era el caso 
de las Provincias Unidas. Allí, la ejecución de Carlos I de Inglaterra en 1649 provocó 
numerosas publicaciones que condenaban el hecho como abominable y contrario a toda 
justicia. Incluso en momentos anteriores, antes de que, literalmente, llegara la sangre al 
río, algunos panfletos publicados en la República holandesa recordaban que el que “un 
sujeto tomara armas contra su soberano” era “algo impío, abominable y absolutamente 
contrario a la ley divina”13. 

La respuesta a las revueltas fue similar en otros lugares. Así, en el Sacro Imperio 
se publicaron textos que, si bien podían intentar explicar los motivos por los que los 
súbditos podían llegar a desafiar los designios de sus superiores, subrayaban enfáticamente 
las nefastas consecuencias que tenían las rebeliones14. En otros territorios gobernados por 
príncipes católicos, el rechazo a cualquier revuelta fue aún mayor, considerando cualquier 
oposición al orden establecido un motín y, por tanto, un desafío inexcusable a las leyes 
humana y divina. El rebelde, por el mero hecho de rebelarse, caía en uno de los siete 
pecados capitales, la soberbia, que Tomás de Aquino consideraba –siguiendo a Gregorio 
Magno–, “reina y madre de todos los vicios”15, ya que era la principal fuente de la que 
derivaban otros pecados. El soberbio se consideraba superior a todo lo demás y desafiaba 
cualquier orden recibida, incluyendo las órdenes divinas; no por casualidad se consideraba 
a Lucifer el principal soberbio y el primer rebelde16. 

La equiparación de los rebeldes con los servidores de Lucifer era especialmente notable 
en la Monarquía Hispánica. Cuando, en 1640, a la revuelta holandesa que duraba ya 
décadas, se sumaron las de Cataluña y Portugal, los círculos de gobierno de la Monarquía 
Hispánica habían interiorizado, con Felipe IV y sus consejos a la cabeza, tanto las razones 
que, desde su visión del mundo y de las relaciones políticas, estaban detrás de las revueltas 
como la manera en que debían prevenirlas y combatirlas para evitar la disgregación de 
los territorios acumulados por los Habsburgo de Madrid. En esa cosmovisión, la religión 


11 
Para el caso inglés, H. Dunthorne, “The Netherlands as Britain’s school of Revolution in the late Sixteenth 
and Seventeenth Centuries”, en R. Oresko, G.C. Gibbs y H.M. Scott (eds.), Royal and Republican Sovereingty 
in Early Modern Europe. Essays in memory of Ragnhild Hatton, Cambridge, Cambridge University Press, 1997, 
pp. 125-148 y R. von Friedeburg, “‘Self-defence’ and Sovereignty: the Reception and Application of German 
Political Thought in England and Scotland, 1628-69”, History of Political Thought, 23, n. 2 (2002), pp. 238-265. 

12 
La defensa de las prerrogativas regias fue especialmente notable en Inglaterra, aun antes de la ejecución de 
Carlos I en 1649. Sobresalen los argumentos desarrollados por Jacobo I de Inglaterra y sir Robert Filmer.

13  Copie d’une lettre, touchant la justice ou l’injustice des armes du parlement, contre le Roy de la Grande Bretaigne, 
s.l. [¿La Haya ?]: Dirk Graswinckel, 1642, p. 4. 

14 Johann Wilhelm Neimair von Ramsla, Von Auffstand der Untern wider ihre Regenten und Obern sonderbarer 
Tractat, Jena: Johan. Weidners Wittib, 1633. 

15 Summa Theologiae II-II, q.162, a.8 in c. 

16 Dante Alighieri, La divina comedia, Paraíso, canto XIX.

jugaba un papel fundamental y se consideraba que era la razón última que motivaba las 
rebeliones. Durante siglos, la historia de Lucifer (extraída de Isaías 4, 12, Lucas 10, 18 y el 
libro del Apocalipsis 12 7, 10) se había vinculado con otros ejemplos de desobediencia humana extraídos de la Biblia –como era el caso de Adán y Eva–, y la Reforma no hizo sino 
exacerbar la tendencia a equiparar la desobediencia civil y la religiosa, considerándolas 
una misma cosa. Tanto los reyes hispanos como sus consejeros razonaban siguiendo ese 
esquema. Por tanto, no es de extrañar que el inquisidor Juan Adam de la Parra pusiera al 
mismo nivel la rebelión portuguesa contra Felipe IV con la desobediencia a la autoridad 
divina por parte del “primer rebelde y apóstata, Satanás”17 ni que el inquisidor general fray 
Antonio de Sotomayor sugiriera en 1640 que el Santo Oficio actuara en Cataluña contra 
“personas que fueren contra el Rey”18. 

Adam de la Parra se hacía eco de una actitud presente en los círculos de gobierno de 
la Monarquía Hispánica, para los que la desobediencia y el sacrilegio estaban inextricablemente unidos. Solo desde ese punto de vista resulta comprensible que los numerosos 
textos producidos tras el estallido de las revueltas catalana y portuguesa pusieran tanto 
énfasis en lo religioso. Al contrario de lo que había sucedido durante el siglo anterior en el 
caso de la revuelta neerlandesa, no podía aducirse que los conflictos de 1640 hubieran sido 
provocados por la extensión de las ideas luteranas. En esta ocasión, los que se enfrentaban 
al monarca hispano y a sus políticas eran indudablemente católicos y, además, “españoles” 
en el sentido de que se trataba de habitantes de la mítica Hispania romana. 

Tanto la rebelión catalana como la portuguesa estaban marcadas por la cercanía al 
centro neurálgico de la monarquía y por la permeabilidad de las fronteras físicas y lingüísticas, como ponía de manifiesto la presencia de textos presuntamente escritos por autores 
castellanos y defensores de los derechos de Felipe IV, como la Relación de las cavsas qve 
obligan a la Casa de Avstria a pedir pazes al Christianíssimo Rey de Francia, y sus confederados en la ciudad de Münster, en el año 1642, obra atribuida a José Pellicer de Ossau –uno 
de los principales publicistas al servicio de Felipe IV–, pero que, en realidad, presentaba 
un ataque en toda regla a la Monarquía Hispánica y a sus gobernantes19. Haciendo bueno 
el dicho de que “no hay peor cuña que la de la misma madera”, el hecho de que catalanes 
y portugueses compartieran también en gran medida con Felipe IV y las autoridades por 
él nombradas la conceptualización de la política como un derivado de la religión –tal y 
cómo había sido establecida en el Concilio de Trento–, y encaminada a conducir a la 
salvación eterna tanto a gobernantes como a gobernados20, presentaba serios inconven

17 
J. Adam de la Parra, Apologetico contra el tirano y rebelde Vergança y conivrados, Arzobispo de Lisboa, y svs 
parciales, en respvesta a los Doce Fundamentos del Padre Mascareñas, Zaragoza, Diego Dormer, 1642, f. 40v.

18 J.H. Elliott, La rebelión de los catalanes: un estudio sobre la decadencia de España (1598-1640), Madrid, 1986, 
p. 403.

19  Relación de las Cavsas qve Obligan a la Casa de Avstria a pedir Pazes al Christianíssimo Rey de Francia, y sus 
Confederados en la Ciudad de Münster, en el año 1642, Madrid, Alonso Pérez, 1642.

20 El análisis de esta forma de entender la política es fundamental en diferentes trabajos de Julián Viejo. Véase 
por ejemplo J. Viejo Yharrassarry, “Razón de Estado católica y Monarquía Hispánica”, Revista de Estudios 
Políticos (Nueva Época), n.º 104 (1999), pp. 233-244. 

ientes a la hora de argumentar la posición regia. La implicación de eclesiásticos en los 
debates sobre las revueltas, tanto a favor como en contra de las mismas, así como el uso de 
elementos iconográficos de profundo carácter religioso21, era una consecuencia lógica de 
ese entendimiento compartido y no un simple subterfugio por parte de unos y otros para 
ir –en palabras de don Juan de Garay, el responsable de las fuerzas del rey en el Rosellón–, 
persuadiendo “en el confesionario y en el púlpito […] a lo ignorante del pueblo que con 
la rebelión ganan el cielo” o, según algunos autores contemporáneos, evitar mencionar los 
motivos principales que habían llevado al levantamiento de Pau Clarís: el problema de las 
lealtades políticas y la violación de los privilegios territoriales22.

En el caso catalán, cuando el obispo de Gerona excomulgó a los tercios acusados de 
profanar la comunión y el agustino Gaspar Sala y Berart dio a la imprenta su Proclamación 
Católica a la Majestad Piadosa de Filipe el Grande, Rey de las Españas y Emperador de las 
Indias (octubre de 1640)23, otros religiosos, entre ellos Francisco de Rioja, que además 
de poeta y bibliotecario de cámara de Felipe IV desde 1634, era teólogo y canónigo de la 
Catedral de Sevilla24, empuñaron la pluma para refutar los argumentos de los sublevados 
contra Felipe IV. En Portugal, se siguió un esquema similar, y Juan Adam de la Parra 
dirigía sus críticas específicamente contra la obra del jesuita Inácio Mascareñas, haciéndolas extensivas a todos aquellos que, como el arzobispo de Lisboa, habían hecho uso 
de su especial estatus para “que penentrassen los engaños a lo intimo del coraçon de los 
fieles portugueses”, interpretando como hecho milagroso el que se cayera “el clauo del 
braço derecho a vn Christo de la Cruz Archiescopal por estar carcomida la madera”25. 
Pretendían así demostrar que “huuo mandato expresso de Dios, sin ilussion ni falacia, 
para escusar el crimen lesae Maiestatis humano, y la inobediencia al Rey natural”26. Juan 
Caramuel de Lobkowitz advertía en su tratado defendiendo los derechos de Felipe IV a la 
corona de Portugal sobre cómo los malos eclesiásticos intentaban subvertir los principios 
religiosos, asegurando que “será el pecado pecado, aunque estos nuevos Theologos le llamen Virtud”, añadiendo que, “estando en el, no estará segura la conciencia.” Caramuel 
retomaba a continuación la equiparación de rebeldes a la autoridad humana y a la divina, 


21 
Como bien señala Antoni Simón i Tarrés, la elección de un cáliz envuelto en llamas para decorar el frontispicio 
de la Proclamación católica a la Majestad Piadosa de Filipe el Grande no era en modo alguno inocente, A. 
Simon i Tarres, “Un alboroto católico: El factor religiós en la revolució catalana de 1640”, Pedralbes, 23-II 
(2003), pp. 123-146, p. 123. Este artículo presenta la importancia de los argumentos religiosos desde el lado de 
los segadors de una manera a menudo convergente con la que plantea el presente texto.

22 
F. Negredo del Cerro, Política e iglesia: los predicadores de Felipe IV, Madrid, UCM, 2001, pp. 618 y ss 
(tesis doctoral http://www.ucm.es/BUCM/tesis/ghi/ucm-t25118.pdf ). Sobre esta base, se han publicado Los 
predicadores de Felipe IV: corte, intrigas y religión en la España del Siglo de Oro, Madrid, 2006.

23 
Para el origen y el contexto en el que se publicó la Proclamación, véase K. Neumann, Das Wort als Waffe. 
Politische Propaganda im Aufstand der Katalanen, 1640-1652, Herbolzheim, Centaurus, 2003, pp. 50 y ss y la 
introducción de Antoni Simon i Tarres y Karsten Neumann al facsímil de Gaspar Sala i Berart, Proclamación 
Católica a la Majestad Piadosa de Filipe el Grande, rey de las Españas, Barcelona, 2003.

24 
Más datos sobre Rioja como bibliotecario de cámara y la biblioteca real pueden encontrarse en E. de Santiago 
Páez, “La biblioteca del Alcázar en tiempos de los Austrias”, en F. Checa (dir.), El Real Alcázar de Madrid. Dos 
siglos de arquitectura y coleccionismo en la corte de los reyes de España, Madrid, 1994, pp. 318-343.

25 J. Adam de la Parra, Apologetico contra el tirano, f. 19r. 

26  Ibídem, f. 41r. 

concluyendo que “la rebelión será rebelión, a pesar de rebeldes; y lo será al cielo cualquiera 
que la quisiere apoyar y defender con palabras de Dios”27. 
El gran problema al que se enfrentaban los autores que atacaban las revueltas era que 
en modo alguno podían negar la superioridad “[d]el mandato Diuino al humano, que 
tacita y virtualmente se deroga”28 ni que la única autoridad que podía justificar la resistencia al poder real era la divina, expresada a través de una revelación especial del Cielo29 –que 
era precisamente como habían interpretado los sublevados portugueses el hecho de que se 
desenclavara el brazo del Cristo de madera mencionado más arriba. Ante la imposibilidad 
de resolver directamente esa disyuntiva y de atacar como herejes a eclesiásticos a los que 
solo el Papa podía excomulgar, la solución fue equipararlos con luteranos e infieles de 
forma indirecta. De tal manera, ante las afirmaciones de Gaspar Salas defendiendo la 
profunda catolicidad de los catalanes, autores como Francisco Rioja señalaban que “este 
Escritor solo pretende, para disculpa de lo que se obra en el Principado, estender i ponderar su fe; porque à ninguna sombra se dissimulan mas, o desvanecen los ierros que à la de 
la Religión; con su voz se hazen muchas cosas que sin ella por ventura no se consintieran, 
ni passaran sin reprehension o sin castigo”30. De nada servía, continuaba Rioja, aseverar 
“que la gente Catalana es mui devota de nuestra Señora, i principalmente de la Pureza de 
su Concepción” cuando se obraba mal. Y, además, con cierto veneno, afirmaba que tanto 
Lutero como Mahoma reconocían que María estaba libre del pecado original31. Al igual 
que Rioja, otros autores profundizaron en la equiparación de los enemigos tradicionales 
de la fe católica y los rebeldes. José Pellicer de Ossau cuestionaba la catolicidad de quien 
“procuró despedaçando la corona, lograr el Fruto de ayudar a la tan solicitada Caída de la 
Augustísima Casa, como si huviera nacido Sueco o Herege, i no Español i Catolico […] 
beviendo la Politica torpe de Mahoma, Lutero, Calvino i Machiavelo”32. En la misma línea, aunque con un tono más conciliador, fray Francisco Enríquez señalaba en 1648 que 
aunque las alteraciones catalanas “las mouio, no, causa de Religion, porque son muy 
Catolicos los Catalanes, pero es sin duda que las ocasionó”, añadiendo a continuación que 
Felipe IV mantenía la guerra principalmente para preservar la religión católica, puesta en 
peligro por la presencia de herejes en los ejércitos del rey francés, por más Cristianísimo 
que este fuera33. 
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J. Caramuel Lobkowitz, Respuesta al manifiesto del Reyno de Portugal, Amberes, Baltasar Moreto, oficina
plantiniana, 1642, p. 170. La obra de Caramuel estaba dedicada al portugués don Francisco de Melo, conde
de Asumar y luego marqués de Torrelaguna o Tordelaguna, que permaneció al servicio de Felipe IV tras 1640
como comandante de las fuerzas de los Habsburgo en Flandes y sería más tarde miembro del Consejo de Estado.

28  
J. Adam de la Parra, Apologetico contra el tirano, f. 41r.

29 Augustijn van Teylingen, Op-comste der Neder-lantsche beroerten, Münster, du Jardin, 1642, p. 138.

30 Francisco de Rioja, Aristarco o censura de la proclamación católica de los catalanes, s.l.: s.a., f. 9v.

31  Ibídem, ff. 13v14r.

32 J. Pellicer de Ossau, Sucession de los reynos de Portugal i el Algarve, feudos antiguos de la Corona de Castilla, 
Logroño, Pedro de Mon Gaston Fox, 1641, citado en R. Martín Polín, “Pellicer de Ossau: una visión de la 
Monarquía Católica”, Espacio, Tiempo y Forma, Serie IV, Hª Moderna, 13 (2000), pp. 133-163, p. 148.

33 Fr. Francisco Enríquez, Conservacion de Monarqvias, Religiosa, y Politica. Primera, y segunda parte. A la Catolica,
Sacra, y Real Magestad del Rey Felipe Qvarto el Grande Nvestro Señor, Madrid, Domingo García y Morrás, 1648, 
f. 4r.

La lectura religiosa de la rebelión no era óbice para que se reconociera que el hecho de que catalanes y portugueses fueran católicos facilitaba la posible –y deseable– 
reconciliación. Francisco Boíl, en su Bozina pastoril y militar, escrita durante el primer 
sitio de Lérida en 1642, aconsejaba a los catalanes someterse a la clemencia de Felipe IV, 
recordándoles que serían fácilmente perdonados, ya que “no se vio en vosotros rota la 
gustosa obediencia, hasta que el Pulpito y Confesionario (adulteradamente) autorizaron 
con pretextos vanos vuestra ilusa apostasía”34. Incluso excusando hasta cierto punto a los 
rebeldes, Boíl mantenía la equiparación de rebelión y herejía, la misma que dominaba los 
textos de autores que, antes del estallido de las revueltas de 1640, escribían sobre el asunto 
de la obediencia. Alonso Carrillo Lasso de Vega −mayordomo del cardenal infante don 
Fernando y al que dirigía su obra−, lanzaba duras invectivas contra los que seguían las 
enseñanzas de “ciertos teólogos y juristas” para justificar actos injustificables y ensalzaba 
a los habitantes de la península por su “incontestable fidelidad” y su resistencia a dejarse 
corromper por malos clérigos35. 

Pero tras la secesión de Cataluña y Portugal, el problema era lograr que las ovejas 
descarriadas volvieran al redil, reprendiendo con calculada dureza y abriendo camino al 
perdón. Boíl aseguraba a los catalanes que “Tus hijos son el bautismo donde se lava tu 
culpa. El depósito donde se conserva tu sangre. Como has de creer que le importa derramarla, al Piadoso Dueño que la busca, si no quiere la tuya en ti donde se pierde, i la 
busca en tu hijo donde se propaga. No quiere la tuya, que le incita a castigos, i quiere la 
del hijo que le inclina a mercedes”. Para criar a los hijos de los rebeldes en el amor al rey,
este estaba dispuesto a olvidar –con todos los matices necesarios– las acciones de sus padres36. Ese perdón era aún más digno de tener en cuenta ya que, según algunos autores, la 
religión y una de sus manifestaciones en la tierra, los bienes religiosos, se contaban entre 
las principales víctimas de las revueltas37.

El poder de la gracia real era tal que podía llevar al perdón de semejantes crímenes –no 
así el de los herejes irredimibles– como había sucedido durante el reinado de Felipe III. 
En 1599, cuando este recorría los reinos peninsulares para ser jurado como rey por todos 
ellos, ordenó que se retiraran de los diversos lugares donde habían sido expuestas las 


34 
F. Boíl, Bozina Pastoril, y Militar, qve toca a recoger la Antigva Fe Catalana, s.l.: s.n., s.a. [1642]. Para más 
información sobre Francisco Boíl (o Boyl), F. Negredo del Cerro, Los Predicadores de Felipe IV, pp. 140 y ss. 
Una actitud similar, conciliatoria pero también muy crítica con los catalanes, se halla en Súplica de la muy 
noble y muy leal ciudad de Tortosa, Tortosa, Pedro Martorell, 1640. M. Soledad Arredondo Sirodey atribuye 
este panfleto a Juan Adam de la Parra en “Noticia de la Súplica de Tortosa (1640), atribuida al Inquisidor Juan 
Adam de la Parra”, Cuadernos de Historia Moderna, 22 (1999), pp. 139-156. 

35  
A. Carrillo Lasso de la Vega, Soberania del Reyno de España, Córdoba, Salvador de Cea, 1626, f. 21r.

36 F. Boíl, Bozina pastoril. Las aseveraciones de Boíl concordaban con las de otros autores como Juan Márquez 
que, en su Governador christiano, señalaba repetidamente que no podía el legislador castigar a los hijos con 
los pecados de los padres, J. Márquez, El Governador Christiano: Deducido de las Vidas de Moysen, y Josue, 
Principes del Pueblo de Dios, Madrid, Gregorio Rodríguez, 1651 [1612], pp. 262 y 265. 

37 Este es uno de los principales argumentos de Alejandro de Ros, “arquetipo de catalán castellanizado” y 
“amargado” según John Elliott, en su En Nombre de Cataluña, s.l.: s.n., s.a. [después de 1652], f. 1v. Las 
acusaciones de sacrilegio y destrucción de iglesias y formas sagradas formaron igualmente parte de los textos 
producidos por los “rebeldes”, véase A. Simón i Tarrés, “Un alboroto católico…”.

cabezas de los nobles ejecutados por su padre tras la rebelión aragonesa de 
1591, así como 
la liberación de aquellos que continuaban en prisión, demostrando con estos ejemplos de 
magnificencia que solo el monarca podía restaurar la armonía pública38. Esta misma línea 
fue seguida por muchos de los tratadistas que se dirigieron a Cataluña en la década de 1650; 
tras las reprensiones y los ataques virulentos de Quevedo y otros muchos, se comenzaba a 
subrayar cómo podían volver los catalanes al seno de la Monarquía Hispánica sin temor. 
Se intentaba así obviar las acusaciones de violación de los privilegios y de sacrilegio para 
establecer nuevamente los vínculos que, a través del amor, ligaban al príncipe con sus 
súbditos. Pero eso no resolvía las dificultades que Felipe IV y sus consejeros encontraban 
para argumentar contra rebeldes católicos en los términos propios de su visión del 
mundo. Un entendimiento de las relaciones entre rey y reino forjado durante siglos de 
luchas provocadas −según la óptica de la época−, por la diferencia religiosa (primero 
contra el islam y más tarde contra protestantes y moriscos) se ajustaba muy difícilmente 
a una rebelión de católicos que, además, no parecían dispuestos a actitudes tolerantes con 
herejes e infieles. Al mismo tiempo que este discurso, compartido por los diversos reinos 
que conformaban la Monarquía Hispánica, se resentía ante las rebeliones de Cataluña y 
Portugal, en los Países Bajos −arquetipo para los Habsburgo hispanos de la lucha contra 
el protestantismo y ejemplo de hasta dónde se podía llegar cuando se prefería perder 
territorio a gobernar sobre herejes−, surgía un obstáculo igualmente acuciante a la hora 
de conciliar el discurso dominante con la realidad política.

El problema de las lealtades políticas de los miembros de las diferentes confesiones fue 
constante en los Países Bajos desde la aparición y creciente extensión de grupos protestantes a mediados del siglo xvi. Carlos V primero y Felipe II después hicieron de la supresión 
más o menos violenta de la “herejía” una parte fundamental de su acción de gobierno, 
estableciendo tribunales inquisitoriales que acrecentaron la desconfianza hacia los órganos 
de gobierno y la simpatía hacia los protestantes incluso en provincias donde los tribunales 
no operaban39. La situación fue deteriorándose progresivamente –no solo por cuestiones 
religiosas– y la revuelta se consolidó con la independencia de facto de las siete provincias 
septentrionales, ratificada, aun de manera discutible, por la Tregua de los Doce Años, 
firmada en 160940. Pese a que la revuelta tuvo entre sus causas otros muchos conflictos, la 
nueva República tendió a adscribir su origen al gobierno tiránico de Felipe II, incluyendo 


38 
E.R. Wright, Pilgrimage to Patronage. Lope de Vega and the Court of Philip III, 1598-1621, Lewisburg, Bucknell 
University Press, 2001, p. 55.

39 J.I. Israel, The Dutch Republic: its rise, greatness and fall, 1477-1806, Oxford, Clarendon Press, 1995, p. 96-101.

40 Los límites del reconocimiento de la independencia en la Tregua de los Doce Años y en Münster son el 
asunto principal de L. Manzano Baena, “Negotiating Sovereignty: The Peace Treaty of Münster, 1648”, 
History of Political Thought, vol. 28, n.º 4 (2007), pp. 617-641.

dentro de ese epígrafe el intento de erradicar con medios sangrientos el protestantismo41. 
Desde la Monarquía Hispánica, por otra parte, eran muchos los que consideraban que la 
negativa a tolerar el protestantismo había impedido cualquier reconciliación42. 

Si ambas partes en conflicto no dudaban en adscribir un origen religioso a la revuelta, 
la importancia de la religión fue también fundamental en la negociación de la tregua en 
la primera década del siglo xvii. Así, durante las discusiones de los años 1607-1609, Felipe III 
afirmó estar dispuesto a ceder la soberanía sobre las Provincias Unidas solo a cambio de que 
éstas permitieran el ejercicio libre y público de la religión católica y vinculando la una 
al otro43. Pero si la defensa del catolicismo era un punto primordial para la Monarquía 
Hispánica, no menos fundamental resultaba para las Provincias Unidas la prohibición de 
culto público para todas las confesiones que no fueran la reformada, incluyendo el catolicismo; la imposibilidad de llegar a un acuerdo respecto a este asunto forzó la firma de una 
tregua, en lugar de la paz que se pretendía inicialmente, en 1609.

Las demandas de libertad de culto para los católicos residentes en las Provincias Unidas primero y luego para los habitantes de las llamadas Tierras de la Generalidad –los territorios que no pertenecían a ninguna de las siete provincias que formaban la República y 
conquistados por el estatúder Federico Enrique de Nassau tras la renovación de las hostilidades en 1621–, se continuaron a lo largo de las décadas tanto por parte de la Monarquía 
Hispánica como incluso por parte de Francia, principal aliada de las Provincias44. Frente 
a esos requerimientos, muchos en las Provincias Unidas enumeraban las consecuencias 
negativas, que había tenido el permitir el culto católico público en las ciudades de Venlo, 
Roermond y Maastricht45. De estas tres ciudades conquistadas en 1632 tras comprome

41 
La importancia del calvinismo en la configuración del sentimiento “nacional” neerlandés y su contribución 
a la revuelta ha sido estudiada por, entre otros, H.H. Rowen y C. Harline, “The Birth of the Dutch Nation,” 
en M.R. Thorp y A.J. Slavin (eds), Politics, Religion, and Diplomacy in Early Modern Europe: Essays in Honor of 
De Lamar Jensen, Kirksville, Missouri, Sixteenth Century Journal Publishers, 1994, pp. 67-81, especialmente 
pp. 71-72 y por S. Groenveld, “Nation und ‘Patria’: Begriff und Wirklichkeit des kollektiven Bewusstseins 
im Achtzigjährigen Krieg“, en H. Lademacher y S. Groenveld (eds.), Krieg und Kultur. Die Rezeption von 
Krieg und Frieden in der Niederländischen Republik und im Deutschen Reich 1568-1648, Münster, 1998, pp. 
77-109, p. 94. 

42 
Por el contrario, invitando al archiduque Matías a gobernar los Países Bajos en 1577, Cabrera de Córdoba 
aseguraba que los rebeldes esperaban que Matías, “imitando a sus alemanes les concedería entre otros 
privilegios i condiciones favorables, su deseada libertad de conciencia i de vida”, L. Cabrera de Córdoba, 
Historia de Felipe II, Rey de España, eds. J. Martínez Millán y C.J. de Carlos Morales, Salamanca, 1998, vol. 
2, p. 733.

43 
Archivo General de Simancas (AGS), Estado (E), leg. 2226, 94 y 105, citados por P.C. Allen, Philip III and 
the Pax Hispanica, 1598-1621. The Failure of Grand Strategy, New Haven, YUP, 2000, p. 217. Edición española, 
Felipe III y la Pax Hispánica. El fracaso de la gran estrategia, Madrid, 2001, p. 296.

44 
Cuando el conde Avaux, Claude des Mesmes −uno de los plenipotenciarios franceses en el congreso de 
Münster−, aprovechó su paso por la República holandesa para solicitar de los Estados Generales un trato 
más generoso para los católicos, no hizo sino aumentar la desconfianza hacia ellos. Muchos panfletos 
reaccionaron contra Avaux, cuya intermediación fue criticada también por el conde Abel Servient, otro de 
los plenipotenciarios franceses. Véase, por ejemplo, Stvcken Aengaende de Catholycken, s.n., s.l., 1644 y Kort
Verhael Aengaende ‘t Versoeck der Heeren Ambassadeurs van Sijn Majesteyt van Vranckrijck, voor de Papisten hier 
te Lande, Dordrecht: Abraham Wynbrantsz van Macedonien, 1644.

45 Erasmus Phlopatroön, Nieuw-Keulsch of Spaensch Bedrogh: Ach! Door Staet-sucht, Eer-sucht, Geld-sucht, 
Verkochte, Slavende Vryheid. s.l.: s.n., 1638, pp. 41-42.
terse el estatúder a mantener la libertad de culto en ellas, solo Maastricht permanecía en 
manos neerlandesas tras la campaña de 1637, reforzando la negativa de algunos sectores 

–especialmente los regentes de la provincia de Zelanda– a cualquier tipo de compromiso 
que permitiera a los católicos el libre ejercicio de la “superstición de Roma”. 

En
 1646, sin embargo, muchos se planteaban, espoleados por Francia, la necesidad de 
un cambio de política respecto a los católicos. Las negociaciones en Münster avanzaban a 
buen ritmo y si se querían lograr grandes ganancias territoriales durante la que sería última campaña de la guerra, era preciso cambiar de táctica. Fruto de ese cambio fue el acuerdo alcanzado el 11 de julio de 1646 en la ciudad de Breda entre el estatúder y dos enviados 
del rey de Francia, Coignet Gaspard de la Tuillerie y el conde Godefroi d’Estrades, para 
mantener la libertad de culto de los católicos de Amberes en el hipotético caso de que la 
ciudad fuera tomada por los ejércitos franco-neerlandeses, ante la oposición de los regentes de las provincias de Holanda y Zelanda, tanto por la forma como por el fondo del 
propio acuerdo46. Estos convenios fueron dados a conocer mediante impresos en los Países 
Bajos que aún reconocían la autoridad de Felipe IV, probablemente por mediación francesa47. Esas voces se sumaban a las que llevaban años advirtiendo a los habitantes de las 
provincias “obedientes” de la necesidad de rebelarse contra los Habsburgo españoles y de 
buscar la protección de Francia para asegurar su libertad de conciencia, lo que no sucedería si eran conquistados por los ejércitos de los Estados Generales48. Algunos autores habían expresado sus dudas sobre si el sur de los Países Bajos, incluso en el caso de 
levantarse contra Felipe IV podría “retenir à vous la Souveraineté de vos Provinces, & de 
traiter d’une confederation avec celles qui sont unies & qui forment aujourdhuy un corps 
de Repubique à part dans les Pays-bas”. En ese caso, el rechazo de muchos en las Provincias Unidas, tanto entre el pueblo como entre los círculos de gobierno, al catolicismo, 
impediría la convivencia pacífica de las confesiones católica y reformada, llevando a la 
opresión de los católicos49.

La desconfianza hacia los católicos en la República holandesa, donde se consideraba 
que formaban una “quinta columna” dispuesta a atacar a las Provincias Unidas por la 
espalda en defensa de los derechos de los Habsburgo y del Papa, era un hecho. Pero, paradójicamente, era un hecho que resultaba más fácilmente asumible para los círculos de 


46 
Lieuve van Aitzema, Verhael van de Nederlantsche Vreede Handeling, Ámsterdam, Iacob Benjamin, 1653, 2
vols., vol. 2, p. 57. 

47 Un ejemplo es Advis secret donne par le Conseil d’Estat au Roy et a la Royne mere de France. Sur les maximes & 
regles à garder en la conqueste des Pays-Bas, s.l.: s.n., 1646.

48 Copie d’vne Lettre d’vn Catholicq de Hollande Homme de Condition, escripte de la Haye à vn sien Parent pardeça 
le 18. Decemb. 1645 svr le Faict dv Traicte de Treves ov Paix, traduicte de thiois en françois, s.l.: s.n., 1646. La 
opresión sufrida por la religión católica en Bolduque (Bois-le-Duc o ‘s-Hertogenbosch) era mencionada con 
tonos apocalípticos por Ludovico de Copiaria Carmerineo (Louis Cruzamont), Atroces hechos de impíos tyranos 
por Intervención de franceses o atrocidades francesas execvtadas por impíos tyranos. Colegidas de autores diuersos 
mayores de toda excepción, y escritas primero en lengua latina. Traducidas después en español, y aumentadas en esta 
segunda impressión de algunos sucessos, para su mayor claridad, Valeria, s.n., 1635, p. 34.

49  Fin de la Guerre des Pays-Bas, avx Provinces qui sont encor sous l’Obeissance d’Espagne, Item la Descouverte des 
Proffondeurs d’Espagne Cachees sous cette Proposition de Donner au Roy de France en Mariage l’Infante d’Espagne 
aver les Dixsept Provinces des Pays-Bas en Constitution de Dot, s.l., s.n., 1645, pp. 18-19.

gobierno de la Monarquía Hispánica que la oferta de mantener la libertad de culto a los 
“papistas” en el caso de conquista por el estatúder Federico Enrique. Esta posibilidad minaba la interpretación predominante entre los consejeros de Felipe IV y el mismo rey, que 
llevaban desde el estallido de la revuelta considerándola más un problema religioso que 
de privilegios y libertades territoriales. Así, al irse conociendo más datos sobre la posible 
concesión de libertad de culto – la de conciencia estaba salvaguardada en la República por 
el celebérrimo artículo 13 de la Unión de Utrecht – a los católicos, el conde de Chinchón 
no dejaba de preguntarse por las consecuencias de que se permitiera a los habitantes de 
ciudades como Brujas, en caso de que fueran tomadas, seguir practicando su fe de manera 
pública. El conde no dudaba en afirmar que sin la amenaza de ver coartada su libertad 
los católicos, se perdería el principal interés y motivo que conservaba la fidelidad de Flandes50. Esta visión no era en absoluto nueva, y Felipe IV se había encargado de reforzarla en 
numerosas ocasiones, señalando a sus “fidelísimos vasallos” de los Países Bajos que “unidos conmigo con los vinculos indisolubles de la Religion catholica y del amor y fidelidad 
que me debeis, querreis mas padezer con vuestro verdadero y natural señor por Dios por 
el ensalzamiento de la fe, y por el honor, reputacion y defensa propria, que entregaros a la 
desconfianza del remedio”51. 

La religión era según la lectura de los Habsburgo hispanos el vínculo principal entre 
los súbditos y su príncipe. Como fray Francisco Enríquez repetiría en 1648, era ella “la 
que enseña a estar los vasallos coligados con sus reyes, mediante la fiel obediencia, y a los 
monarcas atender solicitos a las comodidades de sus inferiores […] Todas aquellas Monarquias que se fundan en culto de Religion, aunque sea engañosa, y falsa, son mas estables, 
y mas permanentes”52. Era esa una de las principales lecciones extraídas de la Reforma: si 
el príncipe y sus vasallos no compartían religión, las lealtades políticas y dinásticas se volvían extremadamente frágiles. La mentalidad de sitio prevalecía, considerándose último 
repositorio de los verdaderos valores católicos, puestos en peligro por: 


“la pujanza, violencia, iniquidades y engaños de la union de holandeses y franceses 
y de los demas herejes coligados, y de las divisiones y encuentros de los Principes Católicos 
y rebeliones de los reinos de Vuestra Majestad, de Portugal y Cataluña, y poca libertad o 
mano del Pontífice con las inobediencias de los eclesiásticos sus súbditos, y sobre todo con 
los acometimientos y prevenciones grandes declaradas del Turco, enemigo comun de la 
Cristiandad, para invadirla”53.

50 
“Consulta del conde de Chinchón al Consejo de Estado”, 2 de noviembre de 1646, AGS, E, leg. 2065. 
Noticias sobre este asunto, también en relación con la posible toma de Amberes ese mismo año, llegaron a 
Madrid durante el verano, AGS, E, leg. 2066.

51 
Texto introductorio a las cartas de “Gracias” que se enviaron el 19 de septiembre de 1644, AGS, E, leg. 2251.

52 Fr. Francisco Enríquez, Conservacion de Monarqvias, f. 7v.

53 Consulta del conde de Chinchón en la Junta de Estado de 27 de junio de 1646, Colección de documentos 
inéditos para la Historia de España, vol. 82, Madrid, 1884, p. 376. 

Este esquema había permitido a la Monarquía Hispánica ir formulando y reformulando 
su discurso interno para explicar en clave escatológica los éxitos y las derrotas sufridas 
durante los siglos xv,  xvi y xvii. Pero los sucesos de 1640 habían tensado al límite la 
elasticidad del argumento; la catolicidad de catalanes y portugueses había obligado a 
piruetas dialécticas y había llevado a la producción de argumentaciones contradictorias, 
con autores como Quevedo subrayando la falsa catolicidad de los rebeldes y otros, como 
Alejandro de Ros, presentando una imagen más conciliadora. La posibilidad de que los 
habitantes de Flandes pudieran mantener el libre ejercicio de su religión tras su eventual 
conquista por los ejércitos de la República llevaba a una contradicción similar. Mientras 
que el conde de Peñaranda y los demás plenipotenciarios hispanos solicitaban en Münster, 
donde se estaba negociando la futura paz entre la República holandesa y la Monarquía 
Hispana, la libertad de culto católico y posesión de iglesias en los territorios englobados 
bajo el término mayería de Bolduque (Mayeurie de Bois-le-Duc o ‘s-Hertogenbosch)54, 
la posibilidad de que la conquista de los territorios aún bajo dominio hispano nunca 
vieran en riesgo dicha libertad de culto preocupaba. Las razones eran obvias: en el primer 
caso, suponía una mejora de las condiciones de los habitantes y se esperaba que la común 
catolicidad mantuviera el vínculo entre la monarquía de Felipe IV y sus antiguos súbditos, 
abriendo, quizá, la puerta a una futura unificación. En el segundo, se temía que las 
lealtades dinásticas no fueran suficientes para preservar la unión de las ciudades del sur 
de los Países Bajos, castigadas por la larga guerra contra las Provincias Unidas, con los 
Habsburgo hispanos. 

Afortunadamente para Felipe IV y sus consejeros, dos circunstancias impidieron que 
la conquista de Amberes, Brujas o Lovaina dejara de ser una mera posibilidad teórica para 
convertirse en realidad. La suspensión de hostilidades fue una. La otra fue la radical oposición de muchos regentes provinciales en los Estados Generales, especialmente los de la 
provincia de Zelanda, a aceptar que los católicos pudieran ejercer libremente su culto. 
Entre las razones alegadas estaba la ya vieja desconfianza hacia los católicos por su dudosa 
lealtad política a la República, tanto por preferir, supuestamente, vivir bajo los Habsburgo55 como por el hecho de que, como católicos, reconocían la potestad de una autoridad 
situada fuera de las fronteras de las Provincias Unidas, el papa56. El discurso que vinculaba 
inextricablemente fidelidades políticas y religiosas no era prerrogativa exclusiva de la Mo

54 
Un recuento de las discusiones a este respecto se encuentra en L. Manzano Baena, Conflicting words. The 
peace treaty of Münster (1648) and the political culture of the Dutch Republic and the Spanish Monarchy, Lovaina, 
Leuven University Press, 2011, pp. 222 y ss.

55 
Theophilus Philopatris (seudónimo de Willem Teellinck) afirmaba que “todos los papistas […] quieren que 
estas tierras caigan en manos del rey de España”, Anatomie ofte Ontledinghe van ‘t Verderffelijck Deseyn der 
Hedendaechsche Paepsghesinde/ teghen Kercke en Poletie/ en alle goede Inghesetene der Geunieerde Provintien..., 
Groningen: Jan Geertssen, 1644. Otros panfletos afirmaban que los católicos “amaban como a su señor al rey 
de Castilla”, Antwoordt op’t Munsters Praetje, Dordrecht, Claes Claesz, 1646.

56 
El vínculo de los católicos con el papa “es mayor que todos los juramentos que hagan al gobierno de estas 
tierras”. Como consecuencia, si se les admitiera como ciudadanos y miembros de la milicia, podría ser 
liberados de sus compromisos por “una bula papal” y llamados a la revuelta “matando a los reyes y autoridades 
y siendo canonizados por ello, alcanzando el cielo”, Theophilus Philopatris, Anatomie ofte Ontledinghe…

narquía Hispánica y muestra su triste perdurabilidad hasta nuestros días, sin importar que 
las ofertas de mantener el culto católico en Flandes ni la (creciente) presencia de católicos 
en las Provincias Unidas57 tuvieran el efecto deseado por unos y otros.

57 
Algunos panfletos consideraban que los predicadores católicos lograban unas 7.000 conversiones al año, 
amenazando con hacer de los seguidores de la religión reformada una minoría en las Provincias Unidas, 
Noodige Bedenckingen der trouhertighe Nederlanders, over de aen-staende Münstersche Handelinghe van Vrede 
ofte Treves, s.l., s.n., 1643.
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Servir a un rey extraño. La nobleza francesa y la 
élite municipal en sus alianzas con el Rey Católico 
en el siglo xvi1

José Javier Ruiz Ibáñez
Universidad de  Murcia 

I. Introducción
El estudio de la práctica política en los territorios de la Monarquía Hispánica ha mostrado en las últimas décadas como los modelos analíticos heredados del siglo xix, de base 
esencial o incluso territorial, son insuficientes para entender los fenómenos y mecanismos 
globales sobre los que se asentó el poder del Rey Católico. En los diversos territorios que 
la integraban, se desarrollaron −mediante tradiciones y legislaciones específicas−, unas 
formas de dominación sustentadas en una cultura política más o menos común que evolucionó a través de dichas prácticas y de la interacción entre personas, modelos políticos y 
realidades locales. Desde la formulación de este mínimo común denominador (que, dicho 
sea de paso, era menos “mínimo” de lo que la  historiografía nacional tiende a creer) se 
pueden analizar mucho mejor, y de forma harto más comprensible, los lazos que se establecieron entre poder central y elite local, asumiendo como principio fundamental que ni 
el primero, ni la segunda eran realidades estables e inmutables; sino que ambos se definían 
y reconstruían de forma continua en el proceso de alianza, reinvención y conflicto. Más 
allá del azar biológico, la monarquía fundada a principios del siglo xvi logró −en gran 
parte gracias a la violencia desatada en las primeras décadas de esa centuria−, incorporar 
a una serie de territorios y consolidarse en otros mediante la negociación (explicita e implícita) de la relación entre súbditos y rey. Para el cuarto decenio del xvi la capacidad expansiva de la Monarquía parecía frenada, siendo cuarenta años después la incorporación 
de Portugal a la vez la más espectacular y la última de estas empresas. La reintegración de 
los Países Bajos en 16212 abrió posiblemente una nueva etapa presidida por la activación 


1  
Trabajo realizado en el marco del proyecto de investigación “Hispanofilia, la proyección política de la 
Monarquía Hispánica (I): aliados externos y refugiados políticos (1580-1610)”, Ministerio de Ciencia e 
Innovación, HAR2008-01107/HIST. Abreviaturas: ADS (Archives Départementales de la Somme, Amiens), 
ACD (Archives Communales de Doullens); ADPaC (Archives Départementales du Pas de Calais); AGS 
(Archivo General de Simancas) E (Estado) E, leg. K (Estado Francia); BNE (Biblioteca Nacional de España, 
Madrid) Ms. (manuscrito).

2  A. Esteban Estríngana, “Haciendo rostro a la fortuna. Guerra paz y soberanía en los Países Bajos (1590-1621)”, 
en Tiempo de paces: 1609-2009. La Pax Hispánica y la Tregua de los Doce Años, Madrid, 2009, p. 77-123. Ídem, 
de mecanismos diferentes 
−para los que el uso del patronazgo regio fue central3−, que 
permitieron la renegociación de la pertenencia de diversos territorios a la Monarquía tras 
procesos de rebelión o conquista exterior4. 

Junto con las incorporaciones territoriales resueltas de forma exitosa, el Rey Católico 
tuvo múltiples oportunidades, o al menos ofertas, de ampliar sus señoríos o de incorporar 
nuevos súbditos a título individual, sobre todo en los años finales del reinado de Felipe 
II y en los primeros de Felipe III. Las primeras fracasaron con un enorme coste, mientras que las segundas dieron lugar a importantes migraciones políticas. El fracaso en su 
capacidad de expansión significó también el fracaso en la posibilidad de consolidar una 
hegemonía efectiva por parte de la Monarquía Hispánica5.

Resulta interesante aproximarse al contenido de las ofertas de alianza externa, protección6 o sumisión que recibió la Monarquía Hispánica, ya que a través de ellas se puede 
comprender en qué se sustentó su capacidad de proyección exterior y hasta qué punto era 
realista a finales del siglo xvi. Se trata de un objeto complejo cuyo recorrido historiográfico ha dependido en exceso de las lecturas que desde la(s) historiografía(s) nacional(es) se 
hicieron en el siglo xix y principios del xx. Según este punto de vista, la intervención española sólo fue posible desde la capacidad de corrupción asociada a los doblones, o desde 
el fanatismo ciego de un clero ultramontano que lideraba una población bárbara y fanatizada7. Esta lectura permite comprender mejor la construcción histórica del monismo 
estatal, en plena revolución liberal, que el funcionamiento político de la Edad Moderna. 
Para aproximarse a él, es preciso considerar las múltiples instancias (institucionales, políticas e individuales) desde las que solicitó el socorro del Rey Católico, movilizando los 
elementos de cultura política disponibles (y presuntamente inteligibles por sus aliados 


“Los estados de Flandes. Reversión territorial de las provincias leales (1598-1603)”, en J. Martínez Millán y 
M.A. Visceglia (dirs.), La Monarquía de Felipe III: Los Reinos, vol. IV, Madrid, 2009, pp. 593-682, 4 vols.
3  
A. Esteban Estríngana, “Agregación de territorios e integración de sus élites. Flandes y la Monarquía de 
Felipe III”, Studia Historica, Historia Moderna, 32 (2010), pp. 261-304.

4  He desarrollado mi posición respecto al debate del origen y composición de la Monarquía, y a las posibilidades 
de su estudio desde la historia de la práctica política, en dos trabajos. En uno se analiza(n) de forma conjunta 
su(s) naturaleza(s) y desarrollo dinámico, J.J. Ruiz Ibáñez y B. Vincent, Historia de España. Los siglos XVI y XVII. 
Política y sociedad, Madrid, 2007; y en el otro su formación y el papel de las élites locales, J.J. Ruiz Ibáñez y G. 
Sabatini, “Monarchy as Conquest: Violence, Social Opportunity and Political Stability in the Establishment 
of the Hispanic Monarchy”, Journal of Modern History, 81 n.º 3 (2009), pp. 501-536.  

5  Lo que dio lugar al desarrollo de un sentimiento filoespañol en diversos territorios europeos, que recogía 
y adaptaba los diversos discursos de “Monarquía Universal” disponibles y los identificaba de forma más o 
menos explícita con el poder de Felipe II, J.N. Hillgarth, The Mirror of Spain, 1500-1700. The Formation of a 
Myth, Ann Arbor, 2000, especialmente los capítulos siete al once.

6  Sobre el sentido y la virtualidad de este concepto en el mismo periodo que presenta este texto, pero desde el 
punto de vista de Provenza, F. Micallef, “‘Sous ombre de protection’. Stratégies et projets politiques pendant 
les ‘affaires de Provence (France-Espagne-Italie, 1589-1596)”, Revue Historique, 656, CCCXII/4, octubre de 
2010, pp. 763-794, esp. 778-790.

7  Se trata de la explicación tradicional, en gran parte heredera de Voltaire y Michelet, de la Liga Católica, 
que ha seguido vigente en las diversas versiones construidas por la historia nacional, M. Penzi, “Damnatio 
memoriae: la Ligue catholique française e la storiografia, tra politiques, rivoluzionari, mistici e liberali”, 
Quaderni Storici, 120 (2005), pp. 263-284. 

hispanos8) y produciendo discursos propios en los que se definía un nuevo espacio para el 
rey Habsburgo y su monarquía. Por supuesto, estos discursos no fueron −no podían ser−
, uniformes por su diverso origen institucional, pero tampoco lo fueron cronológicamente. Las solicitudes de ayuda, o liderazgo, cambiaron su formulación a lo largo del siglo xvi, 
y al hacerlo, se convirtieron en muestra elocuente de cómo la propia naturaleza de la 
Monarquía Hispánica estaba en mutación; a fin de cuentas, el proceso de negociación de 
un socorro o de una sumisión era un campo de definición del sentido, los límites, las 
implicaciones y el origen de la realeza, de la fidelidad y del servicio9.  Por ello, para aproximarse a una monarquía que existía per se, pero también per alliud, se hace necesario ir 
directamente a las fuentes producidas por sus aliados externos y no caer en la trampa de 
reducir el análisis de su influencia a la lectura que de las mismas hicieron sus ministros, ya 
que esta operación impide percibir todas las implicaciones teóricas y prácticas de la propia 
negociación. Comprender así la Monarquía Hispánica pasa −algo imposible desde la historia nacional−, por hacer el esfuerzo de entender la propia dinámica política de los territorios desde los que procedían estas peticiones de ayuda. 

Uno de los puntos centrales de la construcción política realizada en Europa occidental 
a finales del siglo xv y principios del siglo xvi fue la afirmación radical por parte de los 
soberanos de la necesaria fidelidad que le debían sus súbditos. Esta revolución política 
buscaba dejar atrás el caos nobiliario y urbano que había caracterizado la Baja Edad Media. En un contexto tal, salvo para las ciudades libres, la transferencia de lealtad por parte 
del súbdito a otro señor resultaba mucho más compleja, cuando no naturalmente condenable. Esto no quiere decir que, después de 1520, los reyes lograran disciplinar completamente a sus súbditos, pero, al menos, sí contaron con una justificación fuerte para oponer 
a la proclamación de autonomía que los súbditos podían hacer. Con todo, durante la 
primera mitad del siglo xvi una parte de la nobleza (y parece que, en menor medida, las 
elites urbanas) aún intentó sostener su derecho a cambiar de patrón, caso que el suyo no 
fuera lo suficientemente generoso, justo o magnánimo. La nobleza se atribuía el derecho 
a suspender su dependencia directa del rey por juzgar las acciones de su señor como inadecuadas; estos malcontentos podían retirarse a sus tierras o incluso tomar las armas, 
pero siempre como una forma de servicio y consejo que se veía adornada de continuas 
afirmaciones de fidelidad. Por supuesto, quedaba mucho de lógica feudal en atribuirse el 
derecho de juzgar las decisiones del rey, pero los nuevos tiempos condicionaban que dicha 


8  
Como sucedió en el caso de los exiliados irlandeses, que debieron adaptar sus propios discursos de procedencia 
hacia el ámbito conceptual en el que se movía la propia administración hispana, buscando forzar solidaridades 
políticas y confesionales que permitieran la lectura de su propia naturaleza como un elemento que podía 
complementarse y complementar el servicio al Rey Católico, D. Downey, “Catholicism, Milesianism and 
Monarchism: The Facilitators of Irish Identification with Habsburg Spain”, en  E. García Hernán y Ó. Recio 
Morales (coords.), Extranjeros en el Ejército. Militares irlandeses en la sociedad española, 1580-1808, Madrid, 
2007, p. 167-180

9  J.J. Ruiz Ibáñez, “Inventar una monarquía doblemente católica. Los partidarios de Felipe II en Europa y su 
visión de la hegemonía española”, Estudis. Revista de Historia Moderna, 34 (2008), pp. 34-87.
operación se produjera dentro de una última lealtad al rey10. En extremo, se podía pasar a 
servir a otro soberano, con o sin licencia del propio, pero procurando que dicha operación 
resultara honorable, no implicando una desnaturalización. Un patrón digno de servicio 
era el papa11 y la Cruzada12 resultaba ser un destino aceptable en esta lógica; pero colocarse bajo las banderas de un príncipe enemigo del propio ya no resultaba tan sencillo como 
el siglo anterior. 

Los casos de cambio de soberano 
natural, tan frecuentes en la Baja Edad Media, resultaban ahora más complejos y sus efectos sobre la disciplina política global fueron menos 
notorios. El episodio más espectacular fue el del condestable Carlos de Borbón13 y su 
deserción al servicio de Carlos V; pero, por mucho que éste gran señor retirara su lealtad 
a Francisco I, los territorios sobre los que ejercía su poder siguieron fieles al Rey Cristianísimo. No se puede equiparar la defección de Borbón con la de Andrea Doria, salvo 


10  
El comportamiento nobiliario siguió estando condicionado en la Edad Moderna por la expresión de un 
sentido de casta con proyección política que aún se encontraba plenamente activo entre las Guerras de 
Religión y la Fronda. Sobre la actuación de la nobleza francesa y el debate sobre la fidelidad y las clientelas 
antes de la consolidación definitiva del poder monárquico hay una amplia literatura científica, de la que se 
puede recordar: A. Jouanna, Le devoir de révolte. La noblesse française et la gestation de l‘État moderne Le devoir de révolte. La noblesse française et la gestation de l‘État moderne 
1661, París, 1989; J.M. Constant, “Un groupe socio-politique stratégique dans la France de la première moitié 
du xviie siècle: la noblesse seconde” en Ph. Contamine (dir.), L’État et les aristocraties (France, Angleterre, 
Écosse), XIIeXVIIe siècle, París, 1989, pp. 279-304; ídem, “Noblesse et guerres de Religion: l’âge des capitaines”,
Le soldat, la stratégie, la mort. Mélanges André Corvisier, París, 1989, pp. 192-198; K. Leboucq, “L’administration
provinciale à l’époque des guerres de Religion: Henri III, François d’O et le gouvernement de Basse-Normadie”,
Revue Historique, CCXCVIII/2 (1998), pp. 345-408; R. Descimon, “Chercher des nouvelles voies pour interpréter
les phénomènes nobiliaires dans la France moderne. La noblesse ‘essence’ ou rapport social?”, Revue d’Histoire
Moderne et Contemporaine, 46-1 (1999), pp. 5-21; Ch. Grell y A. Ramière de Fortanier (dirs.), Le Second Ordre: 
l’idéal nobiliaire. Hommage à Ellery Schalk, París, 1999; Ph. Benedict, “The Dinamics of Protestant Militancy: 
France, 1555-1563” en Ph. Benedict, G. Marneff, H. van Nierop y M. Venard (eds.), Reformation, Revolt and 
Civil War in France and the Netherlands, 1555-1585, Amsterdam, 1999, pp. 35-50; T. J. Tucker “Eminence over 
Efficacy: Social Status and Cavalry Service in Sixteenth-Century France”, The Sixteenth Century Journal, 
XXXII, 4 (2001), pp. 1057-1098; Th. Rentet, “Ties of Fidelity and dependency Among the major Domestic 
Officers of Anne de Montmorency”, French History,  17-2 (2003), pp. 109-127; N. Le Roux, “Honneur et 
fidélité: les dilemmes de l’obéissance nobiliaire au temps des Troubles de Religion”, Nouvelle Revue du XVIe 
siècle, 2004, 22/1, pp. 127-146; H. Drevillon, L’impôt du sang. Le métier des armes sous Louis XIV, París, 2005; A. 
Boltanski,  Les Ducs de Nevers et l’État royal: Genèse d’un Compromis (ca 1550-ca  1600), Ginebra, 2006; S. 
Carroll, Blood and Violence in Early Modern France, Oxford, 2006; y R. Descimon y É. Hadad (eds.), Épreuves 
de noblesse. Les expériences nobiliaires de la haute robe parisienne (XVIeXVIIIe), París, 2010.  

11  
G. Brunelli, “‘Soldati di Santa Chiesa’. La politica militare dell Stato pontificio tra Cinque e Seicento”, Dimenzioni
e problemi della ricerce storica, n.º 1 (1994), pp. 38-55; ídem, Soldati del Papa. Politice militare e nobilità nello Stato
della Chiesa (1560-1644), Roma, 2003.

12  
Siempre resulta de mucho interés releer el trabajo clásico de A. Dupront, Le mythe de croisade, París, 1997, 
4 vols. Como es conocido, el principio de servicio digno en la cruzada siguió plenamente operativo entre la 
nobleza francesa durante el siglo xvii, haciendo compatible la lucha contra el hereje con el conflicto contra el 
infiel; aunque ambas decisiones solían chocar con la política más acomodaticia del gobierno de París, también 
resultaron una forma de deshacerse de posibles factores de desorden. Es de destacar que, en la Guerra Larga 
contra los turcos, tropas “francesas” llegaron a amotinarse en el ejército imperial y pasaron a servir al Gran 
Señor, C.F. Finkel, “French mercenaries in the Habsburg-Ottoman War of 1593-1606: the Desertion of the 
Papa Garrison to the Ottomans in 1600”, Bulletin of the School of Oriental and African Studies, LV3 (1992), 
pp. 451-471; P. Sahin-Tóth, “À propos d’un article de C.F. Finkel: quelques notations supplémentaires concernant
les mercenaires de Papa”, Turcica. Revue d’Etudes Turques, t. XXVI, 1994, pp. 249-260. La posición de la nobleza 
francesa ante la cruzada a principios del siglo xvii se puede seguir en O. Chaline, La bataille de la Montagne
Blanche (8 novembre 1620). Un mystique chez les guerriers, Noisy-le-Grand, 1999. 

13  En los últimos años el condestable ha atraído, bien que desde distintos puntos de vista, la atención de los 
historiadores como D. Crouzet, Charles de Bourbon, connétable de France, París, 2003.
en el hecho de que ambos buscaban un patrón más sólido y con mayor capacidad de 
redistribución; pero el origen diferente de sus posiciones era claro: el genovés cambiaba de 
aliado14, rompía un pacto recíproco, pero no cambiaba de señor rompiendo una relación 
natural. Sin duda, los tiempos habían cambiado.

Precisamente la evolución del principio de fidelidad 
natural estaba en el centro mismo 
de la dificultad creciente en cambiar de señor15. Una concepción afectiva del orden social 
imponía como necesario el respeto a unos lazos que ya no se veían como puramente políticos16. Los reyes tenían pocos escrúpulos en animar la disidencia, cuando no la abierta 
insumisión, de las noblezas de sus vecinos, reconociendo en éstas derechos que negaban 
a sus propios aristócratas y a sus súbditos en general17, pero se les planteaba un problema 
mayor al considerar en qué categoría había que incluir los pactos que se lograban con 
súbditos de otros soberanos; si en la afirmación de una nueva lealtad o en la de ser simples acuerdos políticos. No era una cuestión menor, en tanto que definía la relación de 
dependencia que se podría exigir al nuevo aliado. Era un tiempo de transición, pues si 
la relectura del poder soberano a principios del siglo xvi tuvo un fuerte carecer religioso, 
los príncipes europeos mantenían contactos con poderosos musulmanes, con quienes la 
justificación trascendente de la alianza con la monarquía no podía resultar, al menos en 
principio, eficaz. Por ello, en este tipo de contactos se siguió recurriendo a definir otras 
formas de negociación más clásicas, tales como la relación hereditaria, el lenguaje caballeresco, la existencia de un enemigo común o la búsqueda de un beneficio mediato18.

La segunda mitad del siglo xvi vio una clara transformación en la política europea. Las 
guerras entre reyes dieron paso a la generalización, en la fachada atlántica al norte de los 

14  
Las condiciones del paso de Doria al servicio imperial, bien conocidas, estaban mucho más cerca del pacto 
de un condottiero que de un traslado de fidelidad; incluso dejaban un plazo al almirante para que pudiera 
informar a Francisco I; una copia en BNE, Ms. 3827, ff. 30-37: “Los XII articulos q el príncipe Andrea Doria
pidio a la M del Empor n.s. quando vino a su servº y la respuesta que dellos se hizo y el asiento primero q con el
se tomo y otro de prorrogación cada uno por dos años”.

15  
La reflexión sobre la importancia de la naturaleza en la constitución de las lealtades políticas va a crecer a lo 
largo del siglo xvi, hasta eclosionar a finales del siglo xvii, como referente central de una nueva afirmación 
de la legitimidad; he trabajo el tema junto a M. Penzi en “Los amores imperativos: una aproximación a 
los afectos y la política en la era del Barroco” en C. de la Peña Velasco (ed.), En torno al Barroco: miradas 
múltiples, Murcia, 2007, pp. 291-304. La evolución del peso y la definición jurídica de la naturaleza es un 
tema brillantemente tratado en M.F. Renoux Zagamé, Du droit de Dieu au droit de l’homme, París, 2003.

16  
Sobre los afectos y las diversas morales como elemento central de la monarquía en la Edad Moderna resulta 
enormemente clarificador P. Cardim, “‘Govierno’ e ‘Politica’ no Portugal de Seiscientos. O Olhar do jesuita 
António Vieira”, Penélope, 28 (2003), pp. 59-92.   

17  
Algo en lo que coincidían Felipe II con el propio Enrique IV de Francia: ambos negaban a sus súbditos 
el derecho a emanciparse, al tiempo que apoyaban a los exiliados (franceses, flamencos y aragoneses) que 
cruzaron la frontera en uno y otro sentido huyendo de su respectivo señor, J.J. Ruiz Ibáñez, Felipe II y 
Cambrai, El Consenso del Pueblo. La soberanía entre la práctica y la teoría política. Cambrai (1595-1677), 
Rosario, 2003, pp. 88-89.  

18  
M.A. de Bunes Ibarra, “Felipe II y el Mediterráneo: la frontera olvidada y la frontera presente de la Monarquía 
Católica” en J. Martínez Millán (dir.), Felipe II (1527-1598). Europa y la Monarquía Católica, Madrid, 1998, 
vol. I1 (coord. M. Rivero Rodríguez), pp. 97-110,  4 vols; W. Kaiser, “Suspendre le conflit: patriques de 
neutralisation entre chrétiens et musulmans en Mediterranée” en J.F. Chanet y Ch. Windler (dirs.), Les 
ressources des faibles. Neutralités, sauvegardes, accommodements en temps de guerre (XVIeXVIIIe siècle), Rennes, 
2009, pp. 227-290.

Pirineos, de una serie de conflictos de religión en los que la rebelión contra el soberano 
propio se justificaba por la fe, lo que cuestionaba la misma legitimidad de los príncipes 
precisamente desde la óptica a partir de la cual se había consolidado. En este contexto, y 
con el reino de Francia casi eliminado como potencia europea, la monarquía de Felipe II 
pudo desarrollar una política global de asistencia a los núcleos de resistencia católica; política que se confundía y era confundida por y con los intereses patrimoniales y dinásticos 
de los Habsburgo madrileños. Igual que los Valois intentaron −siempre con una cierta 
prevención−, aprovechar en su beneficio la insumisión de los Países Bajos, Isabel de Inglaterra19 buscó prevenir un ataque directo contra su reino apoyando a los “rebeldes” de las 
Diecisiete Provincias; y ambos, Valois y Tudor, sostuvieron con mayor o menor energía 
las pretensiones de don Antonio en Portugal. Tampoco Felipe II y sus agentes dudaron 
en sostener a quienes en Francia e Inglaterra desafiaban la política regia en nombre de la 
vieja religión católica. No fue el único frente en el que el soberano de El Escorial implicó 
sus recursos y recibió múltiples peticiones de ayuda: desde el Norte de África, los Balcanes 
e incluso más allá, llegaban cada vez con más frecuencia solicitudes de auxilio; pero al 
proceder de ámbitos en principio no católicos su identificación como alianza recíproca 
queda aún muy próxima al periodo anterior.

La atracción de los poderes territoriales en Francia hacia la Monarquía Hispánica resulta particularmente importante, pero no puede ser entendida sólo como un objeto de la 
política exterior española o como una patología de la política interior francesa20. El reino 
de San Luis fue aliado teórico de la Monarquía Hispánica casi toda la segunda mitad de 
la centuria, cuando, tras la paz de Cateau Cambrésis, las dos casas reales estaban ligadas 
familiarmente y sus relaciones se definían en términos de amistad, lo que en ningún caso 
debe considerarse que se trate de en pié de igualdad21. Como es bien sabido la disciplina 
política saltó en pedazos a principios de la década de 1560 en Francia y la monarquía (pese 
a los agónicos esfuerzos de María de Médicis y de Enrique III) fue incapaz de recuperar su 
autoridad hasta el triunfo de Enrique IV en la guerra de sucesión que estalló tras el asesinato de su antecesor. En este contexto, desde múltiples ámbitos se solicitó la asistencia del 
Rey Católico para que sostuviera las empresas de quienes se consideraban como los defensores de la Fe. No interesa en este texto verificar cómo tales ofertas interactuaron con la 


19  
S. Adams, “The decision to intervene: England and the United Provinces, 1584-1585” en J. Martínez Millán 
(dir.), Felipe II (1527-1598), vol. I1 (coord. M. Rivero Rodríguez), pp. 19-32, 4 vols; T. Borman, “Untying the
Knot? The Survival of the Anglo-Dutch Alliance, 1587-1597”, European History Quartely, 27-3 (1997), pp. 307-337.

20  
Los trabajos clásicos (que no por ello dejan de ser de gran calidad, hay que recordarlo) sobre la intervención, 
que datan de finales del xix y principios del xx, insistían en mostrar la importancia de la política española 
en Francia como un elemento ajeno a la historia nacional y al desarrollo natural del reino; un elemento que 
servía de instrumento para evaluar las diversas posturas tomadas ante ella como francesas o no-francesas; 
G. Baguebault de Puchesse, “La politique de Philippe II dans les affaires de France”, Revue des questions 
historiques, XXV, 1879, pp. 7-66; A. Mousset, “Les droits de l’infante Isabelle-Claire-Eugénie à la couronne de 
France”, Bulletin Hispanique, xvi, 1914, pp. 46-79; J. Mathorez, “Les Espagnols et la crise nationale française 
à la fin du xvie siècle”, Bulletin hispanique, xviii, 1916, pp. 86-113.

21  B. Haan, L’amitié entre princes. Une alliance franco-espagnole au temps des guerres de Religion (1560-1570), París, 
2011, sobre todo, los capítulos tres al cinco. 
política hispana (lo que se deja para un trabajo ulterior), sino analizar cómo la concepción 
de servicio procedía de fuentes diversas y se imbricaba con la formulación de naturaleza y 
la lealtad religiosa. En el fondo, el problema era definir hasta qué punto resultaba posible 
al súbdito elegir a su señor, cuáles eran sus límites morales y jurídicos de su albedrío.

II. El origen de los discursos de lealtad y servicio
Para mediados del siglo 
xvi, la multitud de lecturas coexistentes sobre el sentido de 
monarquía tenían bases comunes (ancladas en la reformulación política del siglo xv, en 
la crisis del consiliarismo, en la recuperación del derecho, la efervescencia religiosa y en 
la pervivencia de tradiciones claramente medievales), pero permitían avanzar en sentidos 
diferentes: desde la consolidación de un pleno (o nuevo) absolutismo a una proclamación 
de las libertades como un bien colectivo y no como un ejercicio privilegiado22. La afirmación del poder real a finales del siglo xv se hizo gracias a la capacidad (siempre confusa, 
desigual y vacilante) de someter unos poderes que hasta el momento habían tenido suficiente autonomía para poder reclamarse con la capacidad de cuestionar la legitimidad 
de la órdenes regias. Ciertamente, la historia de las ideas y del derecho tiene un aporte 
fundamental, pero no podemos olvidar que este proceso evolucionó en un contexto de 
extrema violencia, en el que los sutiles argumentos jurídicos se completaban con (o simplemente justificaban a) dinámicas sociales y militares, con repartos de rentas y con una 
fuerte movilidad social. En realidad, lo que se logró entre las cortes reales (que seguían 
siendo pequeñas y remotas para la mayor parte de la población) y los poderes territoriales fue un acuerdo, por el que éstos reconocían la superioridad del rey, subordinaban su 
comprensión de monarquía a la voluntad última del soberano, y suspendían el desarrollo 
extremo de los discursos de autonomía que habían justificado su posición en los tiempos 
tumultuosos del final de la guerra de los Cien Años. Pero, desde luego, ni ciudades, ni 
clero provincial, ni nobleza estaban dispuestos a olvidar dichos discursos o reemplazarlos 
sin más por los que producían los juristas en el entorno cortesano. 

El “contrato perfecto” con las villas23, el ejercicio del patronazgo con el clero después 
del Concordato de Bolonia y la fuerte persistencia política de la nobleza, permitieron 
al rey de Francia incorporar a dichas entidades como intermediarias de su dominación; 
pero, al mismo tiempo, significó la pervivencia de una batería de conceptos e interpretaciones de la realidad política disponibles, caso que la base de legitimación de la monarquía 
se erosionara. La ruptura que implicó la expansión de la Reforma a Francia, cuestionó 
la eficacia de un sistema político que necesitaba de un punto de unidad (la lealtad a un 
rey católico) para evitar el desorden. La dependencia desarrollada hacia la religión por 


22  
C. Secrétan, Les privilèges berceau de la Liberté. La Révolte des Pays-Bas aux sources de la pensée politique 
moderne (1566-1619), París, 1990.

23  Por volver a la expresión del clásico de B. Chevalier, Les bonnes villes de France du XIVe aux XVIe siècle, París, 
1982.

la fortaleza de la autoridad soberana había sido un instrumento necesario para su consolidación, pero al ser puesta en cuestión la primera, la segunda quedaba abiertamente 
fragilizada. Esto era precisamente lo que estaba a punto de pasar en Francia24.

La extensión de las Guerras de Religión en toda Europa occidental desde la década 
de  155025, evidencia hasta qué punto generaba reacciones de oposición la operación de 
ahondar en el discurso religioso que había consolidado a las monarquías hacía medio siglo. Ahora, éste debía desarrollarse en un mundo biconfesional, es decir, que la aplicación 
“cuius regio, eius religio” como una política imperativa por los gobiernos centrales podía 
ser vista como un argumento de deslegitimación por parte de aquellos súbditos que se 
veían forzados a elegir entre rebelión y conversión, entre residencia y religión, entre nicodemismo y exilio26. La articulación de los discursos de resistencia a los reyes se realizó 
en muchos casos recuperando o movilizando los remanentes de las viejas concepciones 
medievales que habían pervivido a la afirmación de la superioridad regia. Estos no fueron, 
sin embargo, ni la traslación directa de una concepción pretérita, ni la simple aplicación 
de nuevas formas de mesianismo confesional, ni mucho menos la irrupción de la modernidad racional. Los tiranicidas o los simples críticos de la actuación regia no eran gentes 
ni de su pasado, ni de su futuro, sino que, ante la quiebra de un modelo, tuvieron que 
buscar en sus culturas políticas y en sus tradiciones religiosas los elementos necesarios para 
construir un discurso que les permitía posicionarse ante una situación inédita en Europa. 
La orientación religiosa de la disidencia significó la conformación rudimentaria de una 
simpatía política que superaba fronteras. Por supuesto −¿es preciso recordarlo?−, en la 
búsqueda de aliados y en las intervenciones exteriores no sólo pesaba un deseo altruista de 
apoyo a los correligionarios, sino que a él se superponían los viejos intereses patrimoniales 
y las consideraciones geopolíticas; aunque los conflictos que se dieron en Occidente no 
pueden ser leídos únicamente como la plasmación de proyectos maquiavélicos vestidos 
con piel de religión27.

En el caso francés, la duración del conflicto 
−poco más de cuarenta años−, llevó a ver 
evolucionar las definiciones de qué era y qué no era posible respecto a la implicación de 
aliados exteriores. Los protestantes, y Enrique IV después de 1594, no dudaron en buscar 


24  
Entre las historias globales sobre las Guerras de Religión en Francia se puede recordar, sin voluntad de ser 
exhaustivo, las de J.M. Constant, La Ligue, París, 1996, y, más reciente de N. Le Roux, Les Guerres de Religion, 
1559-1629 (dentro de la Histoire de France dirigida por Joël Cornette), París, 2009.

25  
Hay una serie de trabajos que permiten identificar esta conflictividad verdaderamente continental: P.J. 
Souriac y R. Souriac, Les affrontements religieux en Europe. Du début du XVIe siècle au milieu du XVIIe siècle: 
Historiographie, Bibliographie, Enjeux, París, 2008; W. Kaiser (dir.), L’Europe en conflits. Les affrontements 
religieux et la genèse de l’Europe moderne, vers 1500-vers 1650, Rennes, 2008.

26  
Una tensión que fue paneuropea y que definió en gran parte las formas políticas, los espacios de movilidad y 
el pensamiento de una posible tolerancia en los territorios del viejo continente; adelanté una visión global del 
mismo en “Entre Dios y los hombres: los refugios políticos en la alta Edad Moderna europea” en Acogidos y 
rechazados en la historia, Salamanca, 2005, pp. 103-146.

27  
Sobre las contradicciones de estas políticas de intervención, donde se mezclaba la base confesional con los 
intereses patrimoniales, A. Tallon, L’Europe au XVIe siècle. États et relation internationales, París, 2010, pp. 
201-207.

el apoyo de la reina de Inglaterra, los cantones suizos o los príncipes alemanes28 (y habría 
que añadir que del Gran Turco, pero no hay espacio aquí para desarrollarlo29), para enfrentarse al legítimo rey de Francia primero y a la Liga católica y Felipe II después. La 
victoria final del hijo de Jean de Albret y la persistencia como narración histórica de la 
construcción intelectual hecha por sus turiferarios, ha hecho que no haya existido interés 
por calificar esta ayuda como contraria a la autonomía de Francia; pese a que el rey de 
Francia y de Navarra era consciente de los peligros que para su autoridad territorial tenía 
el precio que reclamaban sus aliados para sostenerle30. A fin de cuentas, recibir la ayuda 
exterior a un reino soberano, más aún para sostener el desarrollo de una guerra civil, implicaba una forma de trasgresión y de amenaza para el orden social y político; una manera 
de ir más allá de las formas de xenofobia que se habían desarrollado desde la Baja Edad 
Media y asumir la posibilidad de que la independencia de los reyes estuviera limitada por 
criterios confesionales.

Del lado católico en las guerras civiles francesas, la aceptación de ayudas de parte 
de la administración hispánica representaba un fenómeno incluso más complejo. A fin 
de cuentas, los capitanes que comandaron las acciones militares de represión contra los 
religionarios en la década de 1560 eran veteranos de los ejércitos que habían protagonizado la pugna por Italia contra las fuerzas de los Habsburgo. Para señores como Blaise 
de Monluc, la guerra a la que tenían que hacer frente ahora era mucho menos digna y 
menos gloriosa que la que habían protagonizado por su rey31. En realidad, era algo mucho 
peor, una confrontación que desviaba los recursos, los esfuerzos y los servicios de la gloria 
exterior de su monarca, del triunfo de la emulación entre príncipes. Recibir los apoyos de 
Felipe II no resultaba plenamente ilegítimo, ya que, en el fondo, el soberano español era 
aliado (en términos políticos y familiares) de los hijos de Enrique II, por lo que el envío 
de dinero y, en menor medida, de hombres debía considerarse desde el principio de amistad. Sin duda, la aceptación de tal socorro era una forma de reconocer las insuficiencias 


28  
 Una revisión general de la política exterior de Enrique IV en J.P. Babelon, “Henri IV et les Provinces 
Unives”; M. Greengrass, “Henri IV et Elisabeth: les dettes d’une amitié” y B. Vogler, “Henri IV et les princes 
allemands”, los tres en Henri IV. Le roi et la reconstruction du Royaume, Pau, 1990, pp. 319-332, 353-370 y 371-384.

29  
La correspondencia intercambiada entre el rey de Francia y el Gran Señor y los planes desarrollados en ella 
muestran más la movilización de un aparato retórico diplomático que un deseo efectivo de alianza. A fin 
de cuentas, una de las bazas principales de Enrique IV para acabar con la Liga era su alianza con el papado, 
y la prioridad de éste parecía ser la guerra en Hungría, por lo que una coalición franco-turca que recordara 
los tiempos de Francisco I no parecía ni viable, ni conveniente. Tanto el rey como el sultán presentaron las 
propias acciones militares que ya estaban emprendiendo contra el poder hispano como expresión de una 
colaboración militar real y pidieron correspondencia por ellas. Por mucho que estos contactos alarmaran a 
la administración hispana, ambos soberanos tenían demasiados problemas, y limitados recursos, como para 
emprender acciones conjuntas.     

30  
Las viejas reclamaciones sobre la soberanía de los Tudor en varias ciudades de la costa occidental francesa 
pesaba mucho a la hora de negociar los apoyos militares de la reina de Inglaterra; lo que bloqueó en ocasiones 
las formas de colaboración conjunta y retardó la llegada de socorros por la desconfianza ante las contrapartidas 
territoriales solicitadas. Fue el caso de Calais en 1596, M. Greengrass, “Henri IV et Elisabeth”, pp. 361-363.    

31  J.M. Constant, Les Français pendant les Guerres de Religion, París, 2002, pp. 33-47. 

fiscales de la administración Valois, pero, a fin de cuentas, la guerra era la guerra y ésta 
necesitaba recursos32. 
En las primeras décadas de la implicación española en Francia33, la relación familiar 
cubría las cada vez más frecuentes negociaciones entre los enviados del Rey Católico y una 
nobleza que se hacía cada vez más autónoma ante la desintegración de un sistema de 
mercedes que se mostraba claramente insuficiente para abarcar el reino, dada su fuerte 
proyección cortesana34 y el acaparamiento de los gobiernos provinciales por la grandes 
familias35. Sin embargo, los problemas del rey prudente respecto a la lealtad de sus propios 
súbditos en Flandes provocaron dos situaciones que limitaron la posibilidad de consolidar 
un mayor patronazgo en Francia. La primera era la propia urgencia de Felipe II por evitar 
el apoyo decidido de los Valois, aliados a los hugonotes, a los rebeldes de Flandes; por lo 
que, en principio, el acuerdo con la corte francesa parecía imponerse, incluso cuando sus 
decisiones (tolerar la intervención del duque de Anjou en Flandes36 o nombrar a Condé 
como gobernador de Picardía tras la Paz de Monsieur) fueran vistas como agresiones directas contra la Monarquía Hispánica. La posibilidad de una ofensiva en toda regla del 
ejército real contra el sur de los Países Bajos imponía disimular las ofensas del Rey Cristianísimo, como éste tenía que hacer con las de su cuñado Habsburgo37. La segunda, aún iba 
a hacer depender más de la tolerancia francesa la persistencia de la presencia hispana en 
Flandes, ya que el sistema financiero de envío de remesas quedó bloqueado a mediados de 
la década de 1570 por el caos reinante en el mundo financiero flamenco que, en gran parte, había emigrado hacia ciudades alemanas; por lo que París (subsidiariamente Ruán y 
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Las implicaciones de una colaboración militar activa siempre podían resultar complejas, ante la mutua 
desconfianza y la también mutua falta de recursos, B. Haan, L’amitié, pp. 136-150. La posición militar de 
Monluc y los socorros españoles en el sur de Francia en S. Brunet, ‘De l’Espagnol dans le ventre’. Les Catholiques 
du Sud-Ouest de la France face à la Réforme (vers 1540-1589), París, 2007, pp. 76-94.

33  
Para la evolución de la diplomacia española en Francia, V. Vázquez de Prada, Felipe II y Francia (1559-1598). 
Política, Religión y Razón de Estado, Pamplona, 2004.

34  El desarrollo de una política de creación de clientelas propia de Enrique III y las oposiciones suscitadas 
aparecen descritas en N. Le Roux, La faveur du roi. Mignons et courtisans au temps du dernier Valois (vers 
1547-vers 1589), Seyssel, 2000.

35  Las diversas ramas de los Lorena habían logrado una fuerte implantación territorial, que les permitió movilizar 
a una parte significativa de la nobleza territorial en el arco que va desde Lyon-Dijon hasta Normandía: 
H. Drouot, Mayenne et la Bourgogne, Dijon, 1937, 2 vols; S. Carroll, Noble Power during the French Wars 
of Religion. The Guise Affinity and the Catholic Cause in Normandy, Cambridge, 1998; ídem, Martyrs and 
Muderers. The Guise Family and the Making of Europe, Oxford, 2009; M. Konnert, Local Politics in the French 
Wars of Religion. The Towns of Champagne, the ducs de Guise and the Catholic League, 1560-1595, Aldershot/
Burlington, 2006; J. Spangler, The Society of Princes. The Lorraine-Guise and the Conservation of Power and 
Wealth in Seventeenth-Century France, Aldershot, Ashgate, 2009. 

36   M.P. Holt, The Duke of Anjou and the Political Struggle during the Wars of Religion, Cambridge, 1986; F.
Duquenne, L’entreprise du duc d’Anjou aux Pays-Bas de 1580 à 1584. Les responsabilités d’un échec à partager, 
París, 1998.

37  J.M. Ribéra, “Contradictions et rivalités: les ambassadeurs du roi de France et le réseau de renseignement 
espagnol au temps de Philippe II” en B. Pérez, Ambassadeurs, apprentis espions et maîtres comploteurs. Les 
systèmes de renseignement en Espagne à l’époque moderne, París, 2010, pp. 293-312, ref. 309-312. 

Nantes) se convirtió en una plaza de primer orden para la circulación de los asientos que 
necesitaban urgentemente Juan de Austria y, tras su fallecimiento, Alejandro Farnesio38. 
La década de 
1580, con la política de Felipe II centrada en la recuperación de los Países 
Bajos y en la ofensiva contra Inglaterra, permitió replantear de nuevo la necesidad de 
prevenir la posibilidad de una acción en sentido contrario por el rey de Francia y hacerlo 
mediante el estímulo de la insumisión de la nobleza, precisamente en un tiempo en el 
que las clientelas nobiliarias lideradas en las ramas menores de la Casa de Lorena se estaban enfrentando cada vez con mayor virulencia a la política real39. La argumentación era 
nueva, ya no se trataba de cuestionar únicamente a ministros y mignons, sino de poner en 
duda la propia capacidad e intención del soberano para liderar de forma eficaz la extirpación de la herejía. Con el debate de la sucesión de la corona abierto desde antes de la 
muerte de Anjou, y el temor a que la llegada al trono de un príncipe protestante activara, 
de igual forma que había hecho Enrique VIII o su hija en Inglaterra, la política del cuius 
regio reformador en Francia; la oposición al rey no iba a ser sólo la expresión del descontento de una clientela extensa, sino un movimiento que, por sus ramificaciones y raíces 
entre la burguesía urbana, iba a tener una extensión y una capacidad de movilización 
desconocidas hasta entonces: la Santa Unión de los Católicos de Francia40. 

La constatación de la diversidad de la Liga debe llevar a una reflexión previa antes 
de aproximarse al tipo de servicio que propusieron y a la significación que le dieron los 
aliados presuntos de Felipe II41. En la redacción de las peticiones de socorro remitidas y en 


38  
V. Vázquez de Prada, Lettres marchandes d’Anvers, París, 1960, vol. I, pp. 143-144, 4 vols; H. Lapeyre, Simon 
Ruiz et les «asientos» de Philippe II. Collection Affaires et gens d’affaires, VI, París, 1953, pp. 25-27.

39  La denigración del último Valois ha atraído enormemente la atención de la historiografía, N. Le Roux 1er août 
1589. Un régicide au nom de Dieu. L’assassinat d’Henri III, París, 2006, sobre todo, el libro segundo.

40  Sobre la abundante historiografía de la Liga se han celebrado dos coloquios que están actualmente en prensa: 
Le période des guerres de religion: historiographie, méthodologie, histoire des idées politiques (París, 2006) y Les 
Ligues catholiques & leurs alliés dans la France des guerres de Religión (vers 1576-1598). Historiographie et méthodes 
d’analyse (Montpellier, 2008). Una completa revisión en N. Le Roux, Les Guerres de Religion, capítulo 9.

41  No hay que olvidar que, más allá de las interpretaciones globales de la Liga que buscan reducirla a un simple 
fenómeno religioso o confesional, el partido que iba a oponerse y a derribar a Enrique III y a sostener una 
guerra civil durante al menos un lustro más era esencialmente, como viene recordando Marco Penzi, una 
enorme coalición en la que se unían diversos agentes políticos de múltiples procedencias y con intereses, 
aspiraciones, estrategias y programas bien diferenciados. La aproximación textual y factual a sus realizaciones 
y a sus demandas no puede reducirse a una acumulación más o menos seriada estableciendo una genealogía 
ficticia de citas, buscando dar un orden global a las mismas, un discurso que englobara a todas las opciones 
posibles; ya que cada uno de los agentes que solicitaron la ayuda del hijo de Carlos V y al recibirla le 
“sirvieron” encuadraron sus acciones en una cultura política y en un contexto concreto que resultó muy 
variable. La primera se mostró flexible por la posibilidad de movilizar sus múltiples componentes o de 
jerarquizarlos precisamente ante los imperativos, las oportunidades o las constataciones que parecía abrir 
una política azarosa e inestable. Por otra parte, hay que ser prevenido en no tomar al pie de la letra ni los 
contenidos de las negociaciones, ni su propia existencia. En la cultura, sobre todo nobiliaria, mantener 
abierta una línea de negociación con un rey extranjero era una forma de ponderar la propia dignidad y 
autonomía, al tiempo que permitía mantener abiertas diversas opciones de beneficio y patronazgo y un 
resguardo ante los cambios en las alternativas militares. He defendido, junto a Robert Descimon, la tesis 
de que las relaciones hispanas de la nobleza no pueden ser entendidas como elemento de definición de ésta 
desde una óptica protonacional, sino como la evidencia de la pervivencia de una cultura política concreta 
que subsistía a la consolidación de la nueva monarquía en Les ligueurs de l’exil: Le refuge catholique français 
après 1594, París, 2005, pp. 55-66; al contrario J.L. Bourgeron, “Les Guises valets de l’étranger, ou trente ans 

la justificación de los servicios realizados como argumentación de petición de merced, los 
nobles y las ciudades francesas no dejaron de sobredimensionar la figura del Rey Católico. 
Hay que prevenir una lectura demasiado literal de estas misivas, ya que el propio contexto 
retórico de la época incorporaba como formas de cortesía, que no tenían que implicar un 
servicio efectivo, la analogía grandilocuente y la simple exageración. Por lo tanto, definir 
qué se entendía como servicio sólo se puede hacer desde el estudio de las prácticas y sus 
representaciones, considerando de entrada que ambas eran negociables, plurales y, en 
muchos casos, ambiguas42. 

La falta de linealidad, y puede que de coherencia, de los discursos de servicio, efectivo 
o imaginado, a Felipe II muestra su dependencia respecto a la cultura política de origen 
y a la coyuntura; pero también evidencia cómo la interacción entre ambos elementos 
generaba algo nuevo, que al definir las bases y las consecuencias de la alianza entre una 
entidad corporativa o un individuo y el Rey Católico, se estaba proclamando, de forma 
más o menos consciente, un orden nuevo en el que las funciones y la dignidad del mismo 
eran claramente reinterpretadas.

III. El servicio de la nobleza
Las relaciones de la administración hispana con el segundo orden fueron expresión de las propias dificultades de la nobleza francesa por definirse respecto al poder 
real. En un primer momento, las negociaciones para coordinar la desobediencia hacia 
Enrique III se desarrollaron con el entorno del duque de Guisa, que ejercía como líder 
indiscutible de la reacción radical católica43. La demanda de ayuda que se expresaba hacia 
los agentes de Felipe II conllevó el reconocimiento del soberano español como aquel que 
podía (y debía) liderar por su propia posición el servicio a Dios. No se trataba ya sólo de 
una ayuda puntual, sino que, en las referidas negociaciones, los Lorena, Margarita de Valois y el cardenal de Borbón insistieron en que la práctica de esta ayuda debía conllevar el 
reconocimiento explícito de una posición de superioridad para Felipe II; posición para la 
que la invención de un nebuloso título imperial podía ser una opción44. De esta forma, la 
revuelta contra el último Valois no era sólo, no podía serlo, un acto específicamente francés, sino que incorporaba, y se incorporaba, en un proyecto de mayor envergadura como 
el de reordenar el mundo católico formalizando algo que la capacidad de retribución ya 
manifestaba claramente: la preeminencia filipina. Desde luego, no se trataba de una forma de subordinación nacional, sino que esta imagen procedía de una concepción feudal 


de collaboration avec l’ennemi (1568-1598)” en Y. Bellenguer (ed.), Le mécénat et l’influence des Guises, actes du 
colloque de Reims, París, 1997, pp. 509-522.
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J.M. Constant, “La culture politique d’Henri de Guise vue à travers son comportement” en Y. Bellenguer 
(ed.), Le mécénat et l’influence des Guises, actes du colloque de Reims, París, 1997, pp. 497-508.

43   D.L. Jensen, Diplomacy and Dogmatism. Bernardino de Mendoza and the French Catholic League, Cambridge, 
1964, capítulo IV; J.M. Constant, La Ligue, pp. 112-116.

44  S. Brunet, “Entre la Armada Invencible y las Barricadas parisinas. Felipe II y la Liga” en A. Dubet y J.J. Ruiz 
Ibáñez (eds.), Las Monarquías española y francesa. ¿Dos modelos políticos?, Madrid, 2010, pp. 73-84, 77-80.

que buscaba entrelazar la reacción antiprotestante con la jerarquía de los poderes occidentales45. Luchar en una guerra civil (entendida como guerra defensiva) dentro de Francia, 
se convertía así de forma palpable en un mecanismo para garantizar la hegemonía de la 
vieja religión. Resulta obvio que estos avances diplomáticos deben ser interpretados con 
precaución y que los nobles franceses, con Guisa a la cabeza, buscaban estimular los subsidios españoles y justificar su propia deslealtad al Enrique III, sin tomarse posiblemente 
muy en serio sus propias propuestas. En todo caso, sí queda claro que, para la segunda 
mitad de la década de 1580, estaba firmemente establecido el silogismo en el que servir a 
Dios, servir a Francia y servir a Felipe II, resultaban complementarios, sino dependientes 
unos de otros. La cuestión iba a ser definir el sentido de estos elementos y su jerarquía. Lo 
que diferenciaba este periodo de las peticiones de otra nobleza que habían sido requeridas 
desde Madrid o habían buscado el apoyo del Rey Católico como una forma de consolidar su posición u obtener financiación (como el propio príncipe de Bearn46 o el duque 
de Montmorency47), era que dicha ayuda ya no se presentaba como algo exterior a un 
proyecto francés, sino como un elemento constitutivo del mismo, aunque su concreción 
estaba por negociarse. 

La desintegración del poder monárquico en Francia y los frustrados intentos de 
formar una administración centralizada para la Santa Unión48 trajeron consigo la multiplicación de interlocutores para los agentes españoles49. Por un lado, se mantenía un 
negociación bilateral con el duque de Mayenne (en tanto que lieutenant général) y su 
entorno para coordinar los esfuerzos militares y políticos; por otro, los agentes de Felipe 
II ahondaron en la tendencia iniciada desde hacía unos años de establecer negociaciones 
multilaterales, que podían obedecer a una lógica global de intervención en Francia o 
tratar de reforzar la posición regional de la política española en ámbitos muy sensibles a 


45  
Aunque el proceso de naturalización de la ayuda española, fundada en la amistad y en la religión, respetaba 
en teoría la autonomía francesa, una subordinación al Rey Católico sólo era posible en tanto que a persona 
dotada de un carisma, no en tanto que a monarquía, pues dentro del propio pensamiento francés estaba 
fuertemente consolidado un discurso de sublimación imperial propio al mismo reino de Francia, A. Jouanna 
“‘Constitution’ et souveraineté en France au xvie siècle/’Constitution’ and Souvereignty in SixteenthCentury France” en G.M. Cazzaniga e Y.Ch. Zarkka  (dirs.), Penser la souverainté à l’èpoque moderne et 
contemporaine, París-Pisa, 2001, vol I, pp. 51-62, 2 vols; A.Y. Haran, Le lys et le globe. Messianisme dynastique 
et rêve impérial en France aux xvie et xviIe siècles, Seyssel, 2000, capítulo 3.

46  
J.P. Babelon, Henri IV, París, 1982, pp. 303-404.

47  J.M. Davies, “The duke of Montmorency, Philip II and the House of Savoy: a neglected aspect of the SixteenthCentury French Civils Wars”, English Historical Review, CV (1990), pp. 870-892; ídem, “Neither politique nor 
patriot? Henri de Montmorency and Philip II, 1582-1589”, Historical Journal, 34 (1991), pp. 539-566.

48  O. Poncet, “Benoit Milon (1529-1593) et l’administration centrale des finances de la Ligue” en B. Barbiche e 
Y.M. Bercé (eds.), Études sur l’ancienne France offertes en Hommage à Michel Antoine, Paris, 2003, pp. 301-324.

49  Lo que no dejaba de ser un fenómeno en parte estimulado por la propia administración hispana al activar 
múltiples líneas de negociación con diversos nobles, dinamitando así la capacidad de una gestión centralizada 
de las ayudas españolas por Mayenne, lo que hubiera reforzado su patronazgo; el efecto centrífugo de las 
ayudas españolas lo he tratado en “Alimentar a una hidra: la ayuda financiera española a la Liga Católica en 
el Norte de Francia (1586-1595)” en C. Sanz Ayanz y B.J. García García (eds.), Banca, crédito y capital. La 
monarquía hispánica y los antiguos Países Bajos (1505-1700), Madrid, 2006, pp. 181-204.

los intereses geopolíticos y patrimoniales de su señor (el ducado de Bretaña50, la provincia 
de Picardía51, Languedoc52…etc.) o responder a las peticiones de ayuda de algunos nobles 
particularmente comprometidos con la causa católica.

En las negociaciones con Mayenne, pronto se manifestó la dualidad de la posición 
del propio aristócrata, que actuaba como lieutenant général y como noble particular, y 
dejaba un amplio espacio a los malentendidos, los cambios de opinión y la desesperación 
de los españoles. El triunfo de una agenda filipina en Francia (con la elección de Isabel 
Clara Eugenia como reina propietaria o su elevación como reina consorte) requería de 
la colaboración activa del duque, que en este caso identificaba su apoyo a esta política 
como un servicio directo a los Habsburgo susceptible de ser premiado generosamente53. 
Sin embargo, como cabeza de la Santa Unión, y siguiendo su propia agenda, el duque 
presentaba, como antes había hecho su hermano Guisa, sus acciones por la Liga como una 
forma de servicio a la Cristiandad y a Francia; una corporación a la que el Rey Católico, 
por su propia dignidad no podía dejar de ayudar54.

Las dificultades que la gran nobleza, con Mayenne a la cabeza, puso a la gran política 
de Felipe II muestra hasta qué punto las bellas formulaciones anteriores a la toma de 
control efectivo por parte de la Santa Unión, no eran sino un argumento más en una negociación. Felipe ni fue emperador, ni protector de Francia, precisamente por la oposición 
de quienes se lo habían ofrecido. La política  inestable del lieutenant général obedecía por 
su diversa ambición como señor territorial con intereses en Borgoña y Soissons, como 
integrante de un clan familiar en plena descomposición y como aspirante a controlar el 
conjunto del reino. Sus dudas, que tanto exasperaron a sus socios españoles, obedecían 
a las diversas estrategias que buscó aplicar y a los discursos, no siempre coherentes, que 
movilizó. Su ejemplo se puede extender al conjunto de los señores que mantuvieron contactos con los agentes del Rey Católico55. 


50  
Junto a los trabajos clásicos sobre Mercoeur de Carné, Grégoire o Vázquez de Prada, E. Tenace, The Spanish 
Intervention in Brittany and the failure of Philip II’s bid for European hegemony 1589-1598, tesis doctoral inédita 
de la Universidad de Illinois, 1996; y E. Buron y B. Meniel (dirs.), Le duc de Mercoeur (1558-1602): les armes 
et les lettres, Rennes, 2009.

51  
O. Carpi, “Entre solidarité militaire et velléités fédératives: le réseau des villes ligueuses en Picardie (1588-
1594)” en Ph.  Boulanger y Ph. Nivet (eds.), La géographie militaire de la Picardie, Amiens, 2006, pp. 17-30; 
R. Descimon y J.J. Ruiz Ibáñez, Les ligueurs, pp. 55-59.

52  
S. Brunet, ‘De l’Espagnol, pp. 785-814.

53  El duque siempre intentó hacer una clara diferencia entre el dinero que recibía e iba (al menos en teoría) 
para la Liga y su pensión en tanto que noble; diferencia que se evidencia igualmente en las negociaciones 
que dieron lugar a los Estados Generales de 1593, donde por un lado pretendía la corona y por otro no dejó 
de negociar una compensación que incluía importantes ventajas territoriales. La evolución de los pagos a 
Mayenne se puede seguir en AGS, E, leg. K1585, n.º 22, cuentas sobre Mayenne de fin de febrero de 1592. Sus 
argumentaciones en AGS, E, leg. K1587, n.º 126-127, 16 de noviembre, París, Juan Bautista de Tassis a Felipe 
II; AGS, E, leg. K1588, n.º 25-26, 11 de enero de 1593, París, Diego de Ibarra a Felipe II.

54  En ese sentido de representar al conjunto de la Liga es ilustrativa la carta enviada por el lieutenant general a 
Felipe II solicitando que no se interrumpiera el tráfico comercial y no se detuviera a los mercaderes de Lyon 
y Marsella, AGS, E, leg. K1582, n.º 57, 14 de octubre de  1592, Del campo de Meaux, Mayenne a Felipe II. 

55  El voluntarioso agente español en Ruán informaba que el Mayenne “qndo estuvo en esta villa anduvo 
inquiriendo y sabiendo quienes eran los afiçionados a España y lo mismo hizo en Amiens para castigallos 
y a mi quiso echar de aqui”, AGS, E, leg. K1588, n.º 35, 17 de enero de 1593, Ruán, Martín de Gúrpide a 

Gobernadores de provincia como los duques de Aumale, Nemours56 o Mercoeur, el 
propio joven duque de Guisa57, los Joyeuse en el sur, el siempre sinuoso duque de Epernon 
o nobles con una fuerte influencia respecto a plazas y o territorios clave para la política española como Villars-Brancas58 en Ruán, Saint-Paul en Champagna59, Mauléon de Gourdan60 en Calais, La Châtre61, el conde de Belin62, Gomeron en Ham, Colas en La Fère63 ó 
el propio Jean de Monluc, señor de Balagny64, entre muchos más65; recurrieron siempre 
a mostrar su confianza en los recursos españoles para mantener sus posiciones políticas 
como servidores de Dios, agentes de la Liga y hombres poderosos. A cambio se ofrecían a 
poner sus provincias o plazas bajo la autoridad española (y los agentes de Felipe II fueron 
muy sensibles a si se trataba de posiciones estratégicas, como los puertos y las ciudades 

don Diego de Ibarra. La posición de Mayenne contra los 
seize en París, a quienes también acusaba de ser 
agentes Rey Católico, se entiende mejor si se toma en consideración que, en el ideal nobiliario, los manants
de las villas carecían de entidad política para poder negociar con un príncipe, algo que sólo correspondía al 
segundo orden. De ser correcta esta interpretación, no se trataría de una acusación de traición al reino (y 
mucho menos nacional), sino de un castigo por desorden social y político, J.J. Ruiz Ibáñez y G. Sabatini, 
“Entre Aguirre y el gran rey. Los discursos de la elección de Felipe II al trono de Francia en 1591”, en A. 
Marcos Martín (ed.), Hacer Historia desde Simancas. Homenaje a José Luis Rodríguez de Diego, Valladolid, 
2011, pp. 661-684.

56  
AGS, E, leg. 602, n.º 41, “Memorial de las pretensiones de los duques de Lorrena, Guisa y Nemours” adjunta 
a la carta de 15 de abril de 1592, Campo a Florismontier, Alejandro Farnesio a Felipe II.

57  AGS, E, leg. K1581, n.º 81, 6 de junio de 1592, Chateau Thierry, don Diego de Ibarra a Felipe II; AGS, E, 
leg. K1585, n.º 26, marzo de 1593, informe sobre Poitiers.

58  AGS, E, leg. K1585, n.º 126, 1593, Ruán, “Lo que dio por escrito Antonio de Frias de las pretensiones de Mos 
de Villar almirante de Françia en 24 de octubre q vino de Roan”.

59  Hay un dossier completo sobre su negociación en AGS, E, leg. K1584, n.º 1-21.

60  S. Brunet, “Entre la Armada”, p. 75.

61  La carrera de este mariscal de la Liga, que mantuvo un importante papel como intermediario entre el joven 
Guisa y los españoles, al tiempo que una significativa correspondencia con los ministros de Felipe II, en N. Le 
Roux, “Nobility and Political Choice during the League, 1585-1594: the Case of Claude de La Châtre”, French 
History, 8-1 (1994), pp. 34-50; ídem, “L’exercice de la fidélité entre loyauté et rébellion: le parcours politique du
maréchal de la Ligue Claude de La Châtre”, Revue d’Histoire Moderne et Contemporaine, 43-2 (1996), pp. 195-213.

62  E. Haddad, Fondation et ruine d’une ‘Maison’. Histoire sociale des comtes de Belin (1582-1706), París, Limoges, 
2009, pp. 256-268.

63  E. Colas de la Noue, Un ligueur. Le comte de la Fère, París-Orléans-Angers, 1892, pp. 107-115; R. Descimon y
J.J. Ruiz Ibáñez, Les ligueurs, pp. 60-61 y 78-79. 

64  Resulta muy interesantes los esfuerzos, y merecen un trabajo en sí mismo por su carácter ejemplar como 
profiteur, realizados por el hombre fuerte de Cambrai por mejorar su posición hacia la administración hispana 
de los Países Bajos ante el reforzamiento de la presencia militar española en Picardía, pero siempre dejando 
abierta la posibilidad del entendimiento con Enrique IV, AGS, E, leg. K1578, n.º 6, 21 de enero de  1591, 
Guisa, don Bernardino de Mendoza a Felipe II.  

65  S. Brunet, “L’évêque ligueur Urbain de Saint-Gelais (1570-1630). Du Comminges à Toulouse ou la voie 
espagnole” en P. Mironneau e I. Petay-Clottes (eds.), Paix des armes, paix des âmes. Actes du colloque 
international organisé par la Société Henri IV pour la commémoration de l’édit de Nantes et de la paix de Vervins à 
Pau en 1998, París, 2000, pp. 151-176; ídem, “L’attente des Espagnols à Toulouse et en Comminges à la fin des 
Guerres de Religion (1588-1603)” en Actes du 52e Congrès de la Fédération des Sociétés académiques et savantes 
(Languedoc-Lyonais-Gascogne), Saint Gaudens, 2001, pp. 219-251; ídem, “Anatomie des réseaux ligueurs dans 
le sud-ouest de la France (vers 1562-vers 1610)” en N. Lemaitre (dir.), Religion et Politique dans les sociétés du 
Midi, París, 2002, pp. 153-191; ídem, ‘De l’Espagnol, capítulos 8 y 9; N. Le Roux, “Guerre civile, entreprises 
maritimes et identité nobiliaire. Les imaginations de Guy de Lansac (1544-1622)”, Bibliothèque d’Humanisme 
et Renaissance, LXV/3 (2003), pp. 529-569; S. Gal, “Fidélité et trahison à la fin du xvie siècle: le parcours de 
Charles d’Albigny, gentilhomme dauphinois au service de la Savoie”, La Pierre et l’écrit, 11 (2000), pp. 111-133; 
J. Boucher, “Les Urfé et le militantisme ligueur pro-savoyard” en J. Bayon, Les Urfé en Forez: une famille, des 
destins. Actes du colloque des 18-19-20 septembre 2002, à Saint-Étienne, Saint-Étienne, 2004, pp. 121-140.

próximas a las fronteras de la Monarquía) y colaborar militarmente en las acciones que el 
ejercito real realizaba en Francia. Este último punto no es menor, ya que se ve en la correspondencia diplomática un deslizamiento en el que, de pedir ayuda, se pasa a ofrecer sólo 
cooperación a partir, quizá, de 1591. Una cooperación que nunca implicaba un verdadero 
sometimiento a la autoridad de los agentes del Rey Católico. Los gobernadores de las 
plazas, salvo en casos excepcionales y muy tardíos, no aceptaron ceder el control efectivo 
de las mismas a las guarniciones españolas, que por el contrario servían de simple cooperación, con lo que definir el servicio quedaba en manos últimas de los aristócratas franceses.

La dependencia hacia esta nobleza militar de la presencia militar española se hizo 
más tangible cuando, entre 1593 y 1594 (con una pequeña prolongación hacia inicios de 
1596), la mayor parte de la aristocracia no sólo olvidó su vocación de servicio a Felipe II, 
sometiéndose a Enrique IV, sino que arrastró a gran parte de la nobleza segunda66, lo que 
parece indicar que al menos en este ámbito las clientelas, viejas y nuevas, parecía que actuaban con bastante disciplina67. Los malcontentos franceses se habían comportado más 
como nobles que como miembros de un partido, lo que les fue duramente recriminado 
por quienes, por el contrario, se mostraron contumaces en el servicio a la Santa Unión68.

En otras publicaciones hemos mostrado la sociología y la explicación de la perseverancia en la rebelión contra Enrique IV para la nobleza que quedó empecinadamente en 
el servicio de la Liga. Luchar contra un rey falsamente convertido era un imperativo para 
una aristocracia que se definía por la fe, en plena transformación contrarreformista. Por 
supuesto, los que siguieron la lucha hasta el final (Mercoeur, Aumale, Rosne, Colas y 
un caballero como Balbes de Grillon) tenían razones para perseverar en un combate con 
fuertes contenidos místicos y que ofrecía la posibilidad de obtener un éxito regional al 
menos. Para ellos, el servicio a Felipe II parecía ser el único vehículo moral y/o político 
para defender la Cristiandad y sus propios intereses; aunque hay que considerar que todos 
ellos, con la posible excepción de Colas, tenían mucho más que perder que ganar al hacer 
esta elección. 

En la mayoría de los casos, los nobles franceses se incorporaron al servicio de Felipe II 
a través de un juramento explícito que les permitía salvar el escollo de la desnaturalización 
como franceses y a la vez presentarse como leales súbditos de su nuevo señor. La mayor 


66  
R. Descimon y J.J. Ruiz Ibáñez, Les ligueurs,  80 y 89. Uno de los logros de la política de Enrique IV en 
Picardía fue precisamente ligar a su partido las familias que se habían formado en el servicio militar al rey 
desde la incorporación de la provincia a Francia y que tenían un importante liderazgo militar; estas casas, 
de las que procedía gran parte de los jefes de guerra y gobernadores de plazas durante el conflicto, dejaron 
la Liga, arrastrando con ello a sus clientes directos y rompiendo los lazos entre una gran nobleza que podía 
ser filoespañola, como Aumale, y los gentilhombres provinciales. Para Picardía, el origen de esta nobleza 
segunda en D. Potter, War and Government in the French Provinces. Picardy 1470-1560, Cambridge-New
York-Oakleigh, 1993. Otros ejemplos en J.M. Constant, “Un groupe socio-politique”; L. Bourquin, Noblesse 
seconde et pouvoir en Champagne aux XVIe et XVIIe siècles, París, 1994; ídem, Les nobles, la ville et le roi. L’autorité 
nobiliaire en Anjou pendant les guerres de Religion, París, 2001; P. J. Souriac, Une guerre civile. Affrontements 
religieux et militaires dans le Midi Tolousain (1562-1596), Seyssel, 2008. 

67  
La existencia de tradiciones políticas, la negociación del perdón dentro de la herencia regnícola y la propia 
habilidad de Enrique IV facilitaron la sumisión de la nobleza y las villas.

68  R. Descimon y J.J. Ruiz Ibáñez, Les ligueurs, pp. 140 y 147.

parte de los juramentos de lealtad que se han encontrado incluyen una referencia a su carácter transitorio: los aristócratas afirmaban que se habrían de comportar como si fueran 
súbditos naturales del hijo de Carlos V hasta que hubiera un rey “verdaderamente” católico en Francia; algo que, en la práctica, prolongaba sine die su inclusión en el patronazgo 
directo de Felipe II69. Aunque hubiera un supuesto de adhesión territorial, parecía claro 
que el acto de sumisión incorporaba una relación esencialmente personal entre el soberano y el súbdito, y por lo tanto parece remitir en primer lugar al reconocimiento, de parte 
de la administración española, de un derecho de libre elección por parte de la nobleza. 
Pero se trataba de algo mucho más complejo. 

Estos nobles, cuando sirvieron bajo las armas del ejército de Flandes, mantuvieron 
toda su titulación, clientela y simbología francesa y de la Liga; y si el duque de Aumale 
sí adoptó la escarapela roja (como respuesta dramática a su condena por lesa majestad en 
Francia), el mariscal de Rosne siguió portando hasta su muerte las armas de Lorena70. La 
nueva naturalización no implicaba una desnaturalización, sino el reconocimiento efectivo 
de una posición superior (en tanto que protector y posible rey) de Felipe II en la jerarquía 
europea. El juramento, con todas sus implicaciones, iba mucho más allá del simple contrato feudal de tradición malcontenta, pues aunque preveía las condiciones (de presente y 
resguardo) de la inserción del sujeto y su clientela, también expresaba que se realizaba al 
Rey Católico por ser el único príncipe que tenía los recursos, la voluntad y el carisma para 
salvar a Francia de la dominación de los herejes y sus factores; al tiempo que se reconocían 
vagamente los derechos de Isabel Clara Eugenia71. Dicha proclamación de compatibilidad 
en el servicio permitía a los ministros reales aceptar el juramento sin tener que exigir a los 
exiliados el abandono de su identidad72. Era una decisión libre, pero sin dejar de ser a la 
vez una decisión obligada tanto por la fe, como por la guerra defensiva que ésta imponía73. 


69  
E. Colas de la Noue, Un ligueur, pp. 116-121.

70  R. Descimon y J.J. Ruiz Ibáñez, Les ligueurs, pp. 67 y 125.

71  R. Descimon y J.J. Ruiz Ibáñez, “La imagen de Felipe II en la Liga radical francesa (1589-1598)” en J. 
Martínez Millán (dir.), Felipe II (1598-1598), vol. I2 (coord. M. Rivero Rodríguez), 1998, pp. 111-136, 4 vols. 

72  No hay que olvidar que la Monarquía Hispánica era un agregado de múltiples e instables formas de 
incorporación identitaria y jurídica, por lo qué la dependencia indirecta o transitiva que proponían los 
franceses podía ser vista como una más, en tanto en cuanto aceptara el principio de superioridad del Rey 
Católico como expresión de lealtad a Dios. Sobre las identidades en la monarquía se puede hacer una 
aproximación desde dos ópticas distintas, la política y la de servicio; para ello se remite a J. Gil Pujol, “Un 
rey, una fe, muchas naciones. Patria y nación en la España de los siglos xvi-xvii”, A. Alvárez-Ossorio Alvariño 
y B.J. García García (eds.), La Monarquía de las Naciones. Patria, nación y naturaleza en la Monarquía de 
España,  2004, pp. 39-76 y A. Spagnoleti, “Quale patriottismo per i soldati napoletani al servizio della 
Monarchia Cattolica?” en E. García Hernán y D. Maffi (eds.), Guerra y Sociedad en la Monarquía Hispánica. 
Política, Estrategia y Cultura en la Edad Moderna (1500-1700), Madrid, 2006, vol. II, pp. 163-179, 2 vols. 

73  La nobleza se veía fuertemente tensionada entre las diversas acepciones que competían por definir el 
servicio monárquico desde una perspectiva religiosa, y aunque dentro de sus filas predominara una acepción 
contractual, no podía dejar de ser sensible a las variaciones religiosas que estaba experimentado el catolicismo 
a finales del siglo xvi en Francia: R. Descimon y J.J. Ruiz Ibáñez, Les ligueurs, capítulo 1;  D. Crouet, “Le 
devoir de l’obéissance à Dieu: imaginaires du pouvoir royal”, Nouvelle Revue du xvie siècle,  22/1 (2004), pp. 
19-48. En ese sentido, la revalorización de la cruzada, que como es sabido tendría una larga proyección en 
el primer tercio del siglo xvii, no estaba ausente de la relectura de una ideología nobiliaria fundada en la 
reapropiación de las acciones militares medievales, A. Jouanna, “Idéologies de la guerre et idéologies de la paix
en France dans la seconde moitié du xvie siècle” en M. Yardeny (dir.), Idéologie et propagande en France, París, 1987, 

En consecuencia, el juramento no tenía un sentido feudal clásico, sino que conllevaba 
una proclamación de fidelidad más moderna; no era un acto gratuito y bilateral, sino 
una acción confirmatoria de la dependencia del partido católico hacia el rey de España y 
a la naturaleza de aquel74. No obstante, es preciso recordar que, incluso en España, se vio 
esta acción como algo que iba mucho más allá de las pulsiones naturales y que enlazaba 
necesariamente con el carisma religioso de la nobleza, un carisma que anteponía la fidelidad al rey a los afectos naturales75. Como lo explicaba el duque de Aumale en una carta a 
Felipe II, nada era la lealtad a la patria76 si no servía como medio para defender la fe. Para 
ellos, su perseverancia estaba lejos de constituir una traición, sino todo lo contrario: la 
naturaleza era, por lo tanto, una forma de expresar la fidelidad y no al contrario77. 

Las posibilidades de servicio efectivo eran, sin embargo, reducidas. Posiblemente por 
tratarse de un acuerdo que tenía mucho de residual, la capacidad de movilización de esta 
nobleza francesa fue significativamente escasa, algo que se sumaba de forma explícita a la 
desconfianza inherente de los españoles tras las sumisiones a Enrique IV de 1594-1595. Salvo la villa de La Fère, donde de hecho la guarnición española ya era mayoritaria en 1593, 
los acuerdos no significaron la entrega de ninguna población, sino que se tradujeron en 
la construcción de un espacio de exilio para los vencidos en una guerra civil y sus escasas 
clientelas. Al desarrollarse la acción política de los nobles franceses en la  administración 
española y no contar, salvo obviamente Mercoeur, con un territorio propio sobre el que 
sostener sus clientelas, éstas terminaron por integrarse de forma indirecta, y cada vez menos autónoma, en la propia administración regia. Se había formado así una de las líneas de 
servicio exterior que, desde diversos territorios de la monarquía, convergían en el servicio 
al rey, solo que éste tenía un claro sentido de vehículo de cruzada cuya duración sería, por 


pp. 87-99; L. Racaut, “The Polemic Use of Albigensian Crusade During the French Wars of Religion”, French
History, 13-3 (1999), pp. 261-279.
74  
P. Prodi, Il sacramento del potere. Il giuramento politico nello storia costituzionale dell’Occidente, Bolonia 1992, pp.
231 y ss.

75  Por recordar la expresión de L. Cabrera de Córdoba (Historia de Felipe II, rey de España, Madrid, 1876-1877, 
vol. IV, p. 1595, 4 vols) sobre la opción filoespañola del mariscal de Rosne: cuya pérdida fue notable  “por la 
falta que haría al servicio de su Majestad, en cuyo servicio se empleaba con todas las prendas que tenía con 
gran cuidado y diligencia desde que vino de Francia, anteponiendo en las empresas contra la ella la fidelidad 
al amor natural”.

76  Una parte de la historiografía viene insistiendo desde la década de 1970 en el sentido protonacional de la 
reacción borbónica en Francia, con lo que recoge la herencia de los historiadores del siglo XIX. El problema 
es muy complejo y debe ser considerado desde la óptica de las múltiples identidades personales y corporativas 
modernas: de su definición y jerarquía. Algo que precisamente fue central en las formulaciones políticas de 
la fase final de las Guerras de Religión, cuando había que definir qué implicaba el origen natural y cómo éste 
se insertaba dentro de un orden religioso católico. Sobre este tema, enormemente sugerente y cuyo debate 
no se ha cerrado, se remite, entre otros trabajos, a M. Yardeni, La conscience nationale en France pendant les
Guerres de Religion (1559-1598), Bruselas-Lovaina, 1971; A. Jouanna “Être ‘bon Français’ au temps des guerres 
de Religion: du citoyen au sujet” en O. Elyada y J. Le Brun (dirs.), Conflits politiques, controverses religieuses. 
Essais d’histoire européenne aux 16e18e siècles, París, 2002, pp. 19-32; A. Tallon, Conscience nationale et sentiment
religieux en France au XVIe siècle, París, 2002 ; ídem (ed.), Le sentiment national dans l’Europe méridionale aux xvie 
et xviie siècles (France, Espagne, Italie), Madrid, 2007.  

77  R. Descimon y J.J. Ruiz Ibáñez, Les ligueurs, p. 187.

necesidad, limitada en el tiempo al desconocimiento católico de Enrique IV como rey de 
Francia.

IV. Servir desde las villas y servir en las villas
Diversos elementos podían hacer que, desde el mundo urbano francés, se mirara la opción española como una posibilidad efectiva de servicio ante los desgarros de la lucha confesional78: la pervivencia de un fuerte espíritu republicano que permitió a los patriciados 
mantener sus propias relaciones diplomáticas para salvaguardar la seguridad política y el 
tráfico comercial79, el temor a un triunfo de los reformados que impusiera la intolerancia 
protestante o consolidara la hegemonía de los gentilhombres sobre las instituciones urbanas, el peso del ejemplo de reconstrucción política de Flandes respetando la autonomía 
urbana80, y la existencia de comunidades de origen peninsular que actuaron como difusoras del modelo ibérico de movilización católica y sirvieron en ocasiones de lazo entre los 


78  
La atracción historiográfica sobre las ciudades francesas ha dado lugar a un importante número de trabajos 
que analizan el devenir político de las mismas desde hace al menos tres décadas, lo que se suma a una 
importante historiografía urbana que se desarrolló desde la segunda mitad del siglo xix hasta la Primera 
Guerra Mundial. Se pueden recordar algunos títulos (junto con los que ya aparecen citados en las notas 
anteriores y que, para evitar excesivas reiteraciones, no se incluyen aquí) particularmente significativos de 
historia política que ahondan en muchos casos las intuiciones desarrolladas por Drouot en su obra ya citada: 
R. Harding, “Revolution and Reform in the Holy League: Angers, Rennes, Nantes”, Journal of Modern 
History, 53/ 3 (1981), pp. 379-416; E. Barnavi, Le parti de Dieu. Étude sociale et politique des chefs de la Ligue 
parisienne,  1584-1594, Bruselas-Lovaina, 1980; R. Descimon, Qui étaient les seize ? Mythes et réalités de la 
Ligue parisienne (1585-1594), París, 1983; M. Greengrass, “The ‘Sainte Union’ in Provinces: the case of Toulouse”,
Sixteenth Century Journal,  4 (1983), pp. 469-496; E. Barnavi y R. Descimon, La sainte Ligue, le juge et la 
potence. L’assassinat du président Brisson (15 novembre 1591), París, 1985; W. Kaiser, Marseille au temps des 
troubles. Morphologie sociale et luttes des factions (1559-1596), París, 1991; Sh. Kettering, “Political Parties at Aixen-Provence in 1589”, European History Quartely, 24, 1994, pp. 181-211; A. Finley-Croswhite, Henry IV and the 
Towns. The Pursuit of Legitimacy in French Urban Society, 1589-1610, Cambridge, 1999; los trabajos contenidos 
en French History, 17-4 (2003): H.J. Bernstein, “The bourgeoisie segonde, the Catholic Ligue and Urban 
Society”, pp. 342-351, M.P. Holt, “The League in Burgundy: A ‘bourgeoisie segonde’?”, pp. 352-366 y R. 
Descimon, “The bourgeoisie segonde’: Social Differentiation in the Parisian Municipal Oligarchy in the 
Sixteenth Century, 1500-1610”, pp. 388-425; O. Carpi, Une république imaginaire. Amiens pendant les troubles 
de religion (1559-1597), París, 2005; E.C. Tingle, Authority and Society in Nantes during the French Wars of Religion,
1559-1598, Manchester, 2006; T. Amalou, Le Lys et la Mitre. Loyalisme monarchique et pouvoir episcopal pendant les
guerres de Religion (1580-1610), París, 2007; ídem, Une concorde urbaine. Senlis au temps des réformes (vers 1520-vers
1580), Monts, 2007. Hay que indicar que, en esta fuerte línea de historia urbana en general, la intervención 
española, que resultó decisiva para muchas de las localidades analizadas, queda en un segundo plano, más 
dependiente de los informes de los memorialistas y de los juicios morales de los historiógrafos del siglo XIX 
que de una investigación de base que tuviera en cuenta los medios de intervención en la política local o 
las propias fuentes españolas y flamencas. Sobre la existencia de simpatías hispanófilas en el medio urbano 
después de la adhesión de las ciudades a Enrique IV, R. Descimon y J.J. Ruiz Ibáñez, Les ligueurs, pp. 150-152.

79  
Y. Durand, “Les républiques Urbaines en France à la fin du xvie siècle”, Société d’histoire et d’archéologie de 
l’arrondisement de Saint-Malo, Annales (1990), pp. 205-244; E. Gojosso, Le concept de République en France 
(XVIe-XVIIIe siècle), Aix en Provence, 1998. El espíritu de república urbana también podía servir para sublimar 
desde el patriotismo cívico las diferencias confesionales y evitar la guerra civil: O. Christin, La paix de religion.
L’autonomisation de la raison politique au XVIe siècle, Paris, 1997; P. Roberts, “Religious Conflict and the Urban
Setting: Troyes during the French Wars of Religion”, French History, vol 6-3 (1992), pp. 259-278.

80  
Th. Wanegffelen, “Entre concorde et intolérance; Alexandre Farnèse et la pacification des Pays-Bas”, en ídem 
(ed.), De Michel de l´Hospital à l’édit de Nantes. Politique et religion face aux Églises, Aubenas d’Ardèche, 2002, 
pp. 51-70.

radicales franceses y la administración española81. La alianza con el Rey Católico era, por 
lo tanto, un asunto de cada ciudad, pero el mundo de los manants no resultaba excluyente 
para generar un pensamiento global sobre el destino de Francia. De hecho, en pleno auge 
de la Liga, las formulaciones más abiertamente hispanófilas partieron de este entorno y 
expresaron las múltiples culturas políticas que bullían en el ámbito urbano. A diferencia 
de las propuestas nobiliarias, las que elevaron los zelés tenían más en cuenta el marco legal 
y místico de la Monarquía, lo que resultaba lógico considerando la fuerte impronta de 
juristas y eclesiásticos en su redacción82. 

La rebelión de las villas tenía mucho de defensa de los privilegios y del honor colectivo 
de la burguesía, por lo que el principio de servicio hacia el rey se inscribía dentro de una 
relación que se definía como intencionadamente restauradora del orden urbano ideal. 
Los capítulos presentados por los conspiradores de Abbeville a los agentes del archiduque 
Alberto en 1597 son claros a este respecto: la presencia española debía corregir las agresiones contra el honor colectivo de la villa que la fiscalidad regia, la venalidad de oficios 
públicos y la simonía habían infligido. Y no fue la única reclamación en este sentido: en 
los diversos escritos implorando la ayuda de Felipe II no se ahorran todo tipo de ataques 
virulentos contra los financieros regios y el peso de los impuestos que la política de los 
últimos Valois había traído83. 

Servir a Felipe II, por supuesto, pero sólo desde una lógica netamente urbana. El
respeto a los privilegios, y a los usos, de las ciudades definía así un marco restrictivo para 
la intervención española. La burguesía encontraba en el Rey Católico un protector de las 
ciudades que cubría las funciones que un Rey Cristianísimo no podía ya asegurar, pero 
dicha acción debía ser únicamente puntual y no forzar los equilibrios de poder urbanos. 
Cuando diversas poblaciones, siguiendo el ejemplo de París, solicitaron la presencia de 
guarniciones españolas, tal petición estaba lejos, muy lejos, de significar que existiera el 
más mínimo deseo de subordinación efectiva, más allá de la relación de mutua confianza 
y “afecto” que conllevaba la relación entre rey y república84. Se asumía, y el modelo parisino volvía a ser notorio, que las tropas españolas lejos de representar un poder dentro 
de las murallas, serían simplemente un complemento defensivo ante el incremento de la 


81  
Aunque, como es sabido, dichas comunidades se cuartearon al igual que la sociedad local ante la necesidad 
de tomar partido, E.C. Tingle, Authority and Society in Nantes, pp. 181-182.  

82  R. Descimon, Qui étaient, pp. 65-75; R. Descimon y J.J. Ruiz Ibáñez, Les ligueurs, pp. 135-153.

83  R. Descimon y J.J. Ruiz Ibáñez, “La imagen”, p. 122.

84  La presencia de las guarniciones profesionales no sólo era una amenaza al orden político interno sino un 
profundo agravio a la ciudad como entidad jurídica. Las villas, entre necesidad y militancia católica, debieron 
aceptarlas en ocasiones, pero siempre intentaron mantener el control sobre ellas: S. Gal, “Gens de Guerre et 
gens des Villes, entre haine et nécessité: l’exemple de la défense de Grenoble dans la seconde moitié du xvie 
siècle” en Ph. Guignet (ed.), Le peuple des villes dans l’Europe du Nord-Ouest (fin du Moyen-Âge. 1945), Lille, 
2002, vol. I, pp. 185-198, 2 vols; L. Bourquin “Un outil militaire au service d’une ambition municipale: la 
garnison de Châlons pendant la Ligue” en Ph. Bragard, J.F. Chanet, C. Denys y Ph. Guignet (eds.), L’armée et 
la ville dans l’Europe du Nord et du Nord-Ouest. Du XVe siècle à nos jours, Louvain-la-Neuve, 2006, pp. 165-178; 
J.P. Andrault, “Une capitale de province sous les armes au temps de la Ligue: la Guerre de course mené par 
Poitiers entre 1589-1593” en J. Jacquart y A. Corvisier (dirs), De la guerre à l’ancienne à la guerre réglée, París, 
1996, vol. II, pp. 39-65, 2 vols; P.J. Souriac, Une guerre civile, capítulo 6. 

inseguridad; un apoyo que, además, podía ser financiado por la propia tesorería del Rey 
Católico. En cierto sentido, esta liberalidad en el gasto encarnaba el sueño ideal de una 
monarquía respetuosa y complementaria con los poderes locales. El servicio a Felipe II se 
hacía al colaborar militarmente en las empresas militares de las expediciones destacadas 
en Francia y reconocer la superioridad en la dignidad del soberano, pero poco más. Sin 
embargo, dicha liberalidad no bastaba para justificar el servicio a la causa católica, ya que 
sin razones complementarias (de base feudal o  mística85), podía ser identificada con una 
tentativa de Felipe II de comprar el reino86, lo que deslegitimaba toda alianza.

La externalización de la guerra en 
1594 implicó un cambio radical en la percepción de 
la política imperial respecto a Francia. Frente a las decepciones acumuladas en los últimos 
meses, el mando español decidió que la única forma de garantizar la supervivencia del 
partido −y de paso reforzar los intereses hispanos en Francia−, era simple y llanamente 
introducir guarniciones en las ciudades y reservar la administración directa de la defensa 
para los servidores directos del rey87. Desde 1595 las cosas cambiaron de forma contundente: la desaparición efectiva de la Liga como fuerza militar (salvo en Bretaña) dejó el 
protagonismo completo de las operaciones a las tropas regulares del ejército hispano. 
Cuando éstas ocuparon media docena de ciudades y villas en las campañas de ese año y 
los siguientes, en ellas el ius belli se sumaba al derecho de intervención por la fe, lo que 
redefinía las relaciones de servicio entre los conquistados y el rey católico88. 

La posición fuerte de la nueva administración permitió aplicar una estrategia explícita 
de limpieza política que, si bien se había postulado ya para las ciudades guarnecidas por 
las fuerzas de Felipe II en el periodo anterior89, ahora se iba a poder aplicar, dado que 
no existían frenos políticos y se gozaba del control total. Las expulsiones consecuentes 
incluían a todos los que podían ser considerados herejes, políticamente peligrosos o factores de Enrique IV, y definían por vía negativa qué debía ser la comunidad90. De forma 
positiva los habitantes de las ciudades −al menos los que quisieran quedarse−, debían 
realizar un juramento de fidelidad que expresaba su dependencia hacía el Rey Católico. 


85  
Resulta muy interesante que, por parte de los radicales católicos, se hiciera hincapié en negar el carácter 
hereditario de la enemistad entre las dos monarquías católicas, lo que cuestionaba la incapacidad de una 
alianza, y hacerla bascular hacia Inglaterra y Alemania, recordando los tiempos de Felipe Agusto.

86  
En una expresión que posteriormente usaría el propio Voltaire. Una carta de fray Matheo de Aguirre a Felipe II, 
Nantes, 10 de mayo de 1591, exponía que era mejor que el ducado de Bretaña fuera dado directamente por la 
Liga y el papa a la Infanta Isabel Clara Eugenia, en lugar de al rey, pues así se evitaría el discurso de que Felipe 
estaba comprándola y Mercoeur vendiéndola, AGS, E, leg. K1580, n.º 41 y la relación de la carta en n.º 42. 

87  
R. Descimon y J.J. Ruiz Ibáñez, Les ligueurs, pp. 121-122.

88  J.J. Ruiz Ibáñez y G. Sabatini, “Monarchy”, pp. 503-509.

89  Sobre todo en París, donde el entorno del duque de Feria era partidario, en 1593, de ayudar a los radicales a 
dar un golpe de mano y limpiar la ciudad de politiques y moderados, algo que los imperativos diplomáticos y 
la búsqueda de un equilibrio entre las diversas facciones de la Liga impidieron, BNE, Ms. 2126, Damián de 
Armenta y Córdoba, Los tres libros de la Guerra de Francia dirigidos y hechos por don... cavallero de Cordoba y 
de la Cassa della que en serviçio del rey catholico de España don Pheliphe segundo deste nombre se hallo presente 
en la mayor parte desta historia que ha escrito de su mano en esta çiudad de Napoles y que ha acabado en fin del 
año de 1596, ff 51v53v.

90  J.J. Ruiz Ibáñez, “De la Guerre Civile à la Guerre royale: Espagnols à Amiens en 1597” en O. Carpi y Ph. 
Nivet (dirs.), La Picardie Occupée du Moyen Age au XXe siècle, Amiens, 2005, pp. 51-70.

Por supuesto, estos juramentos cambiaron respecto al estatuto de cada una de las ciudades 
y, aunque no se ha localizado la fórmula exacta empleada en todos ellos, expresaban la 
diferente coyuntura de cada localidad. 

No hay que olvidar que el estatuto político que los españoles atribuían a su presencia 
variaba y que la administración regia no dudó en presentarse como liberadora del yugo 
de los navarristas en Amiens, pero como restauradora de los derechos del conde de Artois 
en Ardres91. Este caso, que cuenta con una información extraordinaria, es particularmente 
revelador de la maleabilidad de los discursos políticos y de la confusión de la propia política hispana respecto a Francia. A diferencia de las localidades del centro de Picardía, la 
ocupación de Calais y de esta villa de Ardres en pleno final de la guerra con Francia se hizo 
pensando más en retenerlas ante una eventual paz que en utilizarlas como trampolín de la 
restauración de una ya fantasmal Liga. En Ardres se consideraba que si la población quería 
quedarse debía incorporarse, mística y políticamente, a la soberanía de Felipe II. Sus habitantes debían dejar de ser franceses y volverse artesianos, y servir al rey como si fueran sus 
súbditos naturales y como tales rezar por él y por sus parientes. Esta plena naturalización 
obedecía más a la propia dinámica de la guerra territorial que a la de una intervención en 
una guerra civil92. Seguramente, los otros juramentos (Doullens93, Calais94, y Amiens95) 
debieron de incluir cláusulas de fidelidad al rey, hacer alusión al carácter francés de las 
localidades y no incidir en la dualidad población-territorio que presidía el de Ardres.

En estos juramentos, la naturaleza contractual que podían haber tenido textualmente 
los contratos con los nobles había desaparecido y, pese a que las autoridades locales francesas buscaron desesperadamente que aquella se reintegrara96, su restauración quedaba a 
discreción de la gracia regia. La realización positiva del juramento expresaba el reconocimiento de la superioridad política por parte del Rey Católico; una superioridad que se 
anteponía y que, a partir de ese mismo momento, preexistía a la propia constitución de 
la corporación urbana, dado que, para poder formar parte de ella, era preciso prestarlo; 
no como un contrato, sino como una simple afirmación de disponibilidad y aceptación 
del nuevo estatuto político. No es sorprendente que sólo la fe fuera un elemento previo 
a la realización misma del juramento; lo que definía un marco de reordenación radical 
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Para la historia de esta localidad del Pas de Calais, sigue siendo fundamental la consulta del excelente trabajo 
de E. Ranson, Histoire d’Ardres depuis son origine jusqu’en 1891, Lille, reedición de 1986.

92  Se conserva el texto del juramento de los habitantes de la villa de Ardres tanto en las minutas de las actas 
municipales (reproducidas en parte en Ranson), como en el informe que el delegado del consejo de Artois 
enviado a restablecer el ayuntamiento hizo de su misión, fechado el 9 de junio de 1596 y conservado en 
ADPaC, B 41, ff. 12v y 16; ADPIC, 2MI118R1, f. 131,  6 de junio de 1596, Saint-Omer, Instrucciones del
archiduque Alberto a la villa de Ardres.

93  Para esta localidad se conserva sólo el de la toma de posesión de la magistratura (muy similar por cierto al de 
Ardres), ADS, ACD, C 26, f. 2, 29 de octubre de 1597, elección de magistrado de Doullens.

94  No esta claro que éste fuera realizado por los supervivientes de la masacre de la ciudadela, pero hay una 
referencia ambigua en C. Coloma, Las guerras de los Estados Bajos, desde el año de 1588 hasta el de 1599, Madrid, 
1948 (BAE XXVIII), p. 136. 

95  Las consecuencias políticas de este juramento para la ciudad en O. Carpi, Une république, pp. 222-225.

96  Como hizo el mayeur “español” Claude Pécoul en Amiens, J.J. Ruiz Ibáñez y G. Sabatini, “Monarchy”, pp. 
506-508.

del mundo urbano que, en gran parte 
−al menos para las poblaciones donde se siguió 
defendiendo su esencialidad francesa−, obedecía a los planteamientos más militantes de 
los zelés. Las diversas estrategias de acomodación a la nueva situación desarrolladas por 
las instituciones y las poblaciones ocupadas muestran cómo este crecimiento extremo del 
poder real se realizaba como parte también de la cultura política local97.

El juramento tenía un claro sentido jurídico y, pese a que su realización no excluía 
la coerción por los conquistadores, obligaba a quienes lo prestaban. La naturalización, 
por asimilación o analogía, en el servicio al Rey Católico imponía que se pudieran exigir 
los afectos políticos propios de sus súbditos originales, lo que conllevaba toda la serie de 
responsabilidades que les competían. En 1597, en pleno asedio de Amiens, el obispo de la 
ciudad y algunos agustinos prepararon un complot para librar la plaza a los franceses con 
ayuda de varios oficiales del ejército de Enrique IV y de algunos burgueses de la ciudad. 
Salió mal, ya que los conspiradores fueron denunciados y capturados. El obispo fue expulsado de la villa con el clero más desafecto a la Liga, los oficiales franceses intercambiados 
por soldados españoles capturados por los asediantes, pero los burgueses fueron ahorcados. Por supuesto, se trató de un castigo ejemplar para prevenir al resto de la población de 
la metrópolis del Somme de cualquier aventura de este tipo; pero lo que aquí interesa es 
que la ejecución les había colgado un cartel con el infamante calificativo de “traidores”98. 
No era una chanza de mal gusto, aunque resultara bastante macabra. Si éstos franceses 
burgueses de Amiens, estaban intentando liberar su villa de la presencia de un ejército 
extranjero y buscaban ayudar a su rey natural, en tanto en cuanto habían prestado un 
juramento de fidelidad a Felipe II y a la Liga, la acusación bajo la que fueron ajusticiados 
fue la de haber faltado al servicio que ahora “naturalmente” debían y de haber incurrido 
en un delito de lesa majestad por felonía. 

Por su parte, la elite municipal que apostó por el modelo de plena españolización 
en Ardres,  Doullens, Amiens o La Fère o la que desde la judicatura lo hizo en Amiens 
y Doullens actuaba según la tradición de ocupación militar en el mundo moderno: ya 
que a ellos correspondía el gobierno local99. Al tomar dicha opción, su servicio directo 
les extrañaba de toda posible lealtad hacia Enrique IV, lo que a una parte importante de 
ellos los llevó al exilio una vez que sus villas fueron reocupadas por los franceses y a otros 
a un cierto ostracismo político. En todo caso, estos agentes y los habitantes que aceptaron 
volver a sus villas una vez pasado el momento traumático de la conquista, hicieron suyos 
plenamente el discurso de confundir servicio a la Liga y autodefensa católica con el de 
Felipe II. 

Sus acciones resultaron básicas para gestionar la dominación política, militar y fiscal 
hispánica. Junto con su apuesta ideológica se incluía la búsqueda de unas expectativas 
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O. Carpi, Une république, p. 226.

98  C. Coloma, Las guerras de los Estados Bajos, p. 156: “por traidores por cuanto habían jurado fidelidad a 
España”. 

99  J.J. Ruiz Ibáñez y G. Sabatini, “Monarchy”, pp. 520-533.

sociales que sólo la enorme movilidad generada por al guerra y por el cambio excepcional 
en el contexto local podía implicar. Fueron ellos quienes participaron en los gobiernos 
locales y quienes propusieron la entrada de los españoles en algunas plazas, los que llevaron a su punto culminante la evolución del pensamiento sobre la inserción de las ciudades 
francesas en el entramado hispano. Para ello, buscaron aquellas justificaciones teológicas, 
naturales y de genealogía política100 que podían dar un plus de legitimidad a la presencia 
española reforzando la idea de su aceptabilidad. A diferencia de los exiliados, dicha actitud 
no se hizo sólo a título individual, sino que buscó representar la voluntad de la corporación urbana en su conjunto, por lo que estos servidores del rey (a quien juraban lealtad 
doblemente como burgueses y como magistrados101) sí incidieron efectivamente en el 
gobierno: recaudando impuestos, implicando su crédito en la compra de vituallas, adelantando dinero a las guarniciones, garantizando la obediencia de los burgueses, construyendo los cimientos de una lealtad colectiva e intermediando entre ocupantes y ocupados. La 
sociología de estos ministros, o al menos hombres de confianza, franceses del rey católico 
venía muy condicionada por su origen político y por su procedencia social.

El estudio de los exiliados franceses procedentes de la Liga urbana y que terminaron en 
Flandes permite identificar cómo el principio mismo del servicio al Rey Católico resultó 
ser un elemento de definición individual y colectiva. La argumentación central para justificar la operación de refugiarse en las tierras de Felipe II fue −y resulta significativo que 
fuera−, una fórmula usada tanto por la élite como por los exiliados de base: la libertad de 
conciencia y el medio jurídico de ejercerla el ius emigrandi. Los católicos franceses, ante 
la imposibilidad de poder ejercer su religión, única verdadera, no tenían otra opción que 
buscar adherirse a un rey que la promoviera y los acogiera. La confusión entre servicio a 
Dios a través de la militancia ligueuse y servicio al Rey Católico, evolucionó en este medio 
conforme avanzaba el tiempo, casi eliminándose la referencia concreta a la acción política 
en el reino de San Luis. Esta operación fue propia por lo demás a la mayor parte de los 
exilios acogidos en la monarquía, que buscaban ser visibles e inteligibles para la administración asistencial, y reforzó la imagen de una simetría entre la proyección imperial y la defensa de la fe102. Sin embargo, el sentido nebuloso que adquiría de esta manera la lealtad al Rey 
Católico era una evidencia de cómo la identificación natural de su liderazgo para gestionar 
la política concreta dentro de los otros poderes católicos comenzaba a desintegrarse.  

V. Conclusiones

No es bueno reconstruir el discurso político a partir de su punto de llegada y, menos 
aún, cuando éste se ha desarrollado entre las llamas de una guerra civil. Los exiliados y los 

100  
R. Descimon y J.J. Ruiz Ibáñez, “La imagen”, pp. 121-122; ídem, Les ligueurs, pp. 152-153. 

101  L. Douchet (ed.), Manuscrits de Jean Pagès, marchand d’Amiens, Amiens, 1859-1860, vol. IV, pp. 163-165, 4
vols.

102  R. Descimon y J.J. Ruiz Ibáñez, Les ligueurs, pp. 190-194.

colaboradores del gobierno hispano en las villas ocupadas de Francia habían llegado a definir claramente como elementos complementarios servicio a Dios y servicio al rey (de España), pero para llegar a dicha conclusión había sido preciso que se redujeran al máximo 
otras posibilidades y que la propia evolución de los acontecimientos forzara a identificar 
como esencial algo que sólo había sido una más de las opciones a seguir de forma contingente. Tampoco es adecuado −y en esto la historiografía sobre las Guerras de Religión 
sí ha actuado de forma poco crítica−, asumir como cierta la categorización realizada por 
los enemigos de un partido. Los realistas en Francia buscaron, con notable éxito, deslegitimar la opción ligueuse acusando a los zelés de haberse vendido a un poder extranjero, es 
decir, y no se puede dejar de apreciar la ironía, de comportase “políticamente”, de manera 
maquiavélica, de ser herederos del pacto bilateral acordado por el condestable de Borbón 
y de actuar desde una óptica feudal premoderna e impía; lo que fundaba sus criminales 
relaciones con la administración hispana en el principio del do ut des.  

El ejercicio del compromiso, la lealtad o el servicio al Rey Católico se fundaba en principios que resultaron mucho más complejos que estas dos opciones extremas, aunque no 
fue del todo ajeno a ambas. Resulta particularmente significativo hasta qué punto resultó 
difícil para los diversos integrantes de la Liga definir qué tipo de servicio podían, o debían, 
hacer a Felipe II. Para poder formularlo, en sus formas y en sus consecuencias prácticas, 
era preciso movilizar aquellos elementos de la propia cultura política que permitían superar los bloqueos establecidos por la fidelidad directa al rey y la afirmación, cada vez más 
asentada, de las rivalidades hereditarias. Se tuvo que pensar una solución aceptable que 
estuviera a medio camino entre el internacionalismo confesional y la afirmación de la dignidad política de las entidades locales. Pero el resultado fue una multitud de acepciones 
y soluciones particulares nacidas de la gestación original que, desde múltiples ángulos, se 
hizo al hacer evolucionar las culturas políticas locales. Tal diversidad resultó ininteligible, 
no sólo para los ministros españoles, sino para los otros socios de la Liga; con lo que no 
se logró definir un servicio común al Rey Católico y eso privó de legitimidad, o al menos 
de credibilidad, a quienes lo intentaron, y de aliados efectivos a la intervención española. 
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I. Introducción 
La muerte de Felipe II, el 
13 de septiembre de 1598, desencadenó una rápida mutación 
de los equilibrios de poder en la corte española. El ascenso del marqués de Dénia y la 
caída en desgracia de algunos de los ministros que habían dominado la escena política 
de los últimos años del reinado precedente sembraron de incertidumbre el gobierno de 
la monarquía, pero también lo colmaron de expectativas ante las nuevas posibilidades de 
servicio que se abrían con la llegada al trono de Felipe III2. La renovación y el estrechamiento de los vínculos personales de obligación con el nuevo monarca se convirtieron 
entonces en una prioridad para todos aquellos que aspiraban a preservar su condición de 
privilegio, a dar continuidad a su servicio y, en definitiva, a mantener la imbricación y 
el alineamiento de sus propias estrategias familiares con las del poder central, elemento 
sobre el que se sustentaban las esperanzas de consolidación y crecimiento social y patrimonial de muchos linajes3.

Este fue el caso de la familia Doria, que desde hacía más de medio siglo mantenía 
fuertes lazos políticos y financieros con la Monarquía Hispánica4, y a la que las noticias 
de la corte sorprendieron mientras se hallaba inmersa en una encrucijada dinástica de 
profunda significación. Tras una vida dedicada a las galeras y la guerra contra el turco 
Juan Andrea Doria, príncipe de Melfi, comendador de Caravaca de la Cruz (de la Orden 


1 
Contribución realizada en el marco del proyecto del MICINN “El gobierno, la guerra y sus protagonistas 
en los reinos mediterráneos de la Monarquía Hispánica” (HAR2008-00512). Agradezco a Alicia Esteban 
Estríngana la ayuda prestada en su elaboración.

2 
S. Martínez Hernández, El marqués de Velada y la Corte en los reinados de Felipe II y Felipe III. Nobleza 
cortesana y cultura política en la España del Siglo de Oro, Salamanca, 2004, pp. 364-392.

3 Para el ámbito italiano podemos encontrar una reciente síntesis de esta idea en F.C. Dandolo y G. Sabatini, 
Lo Stato feudale dei Carafa di Maddaloni. Genesi e amministrazione di un ducato nel regno di Napoli (secc. XV-
XVIII), Nápoles, 2009, pp. 19-21.

4 Véase A. Pacini, La Genova di Andrea Doria nell’Impero di Carlo V, Florencia, 1999; R. Vargas-Hidalgo, 
Guerra y diplomacia en el Mediterráneo: correspondencia inédita de Felipe II con Andrea Doria y Juan Andrea 
Doria, Madrid, 2002. Para una visión coetánea de esta relación véase C. Sigonio, Della vita et fatti di Andrea 
Doria, principe di Melfi, Génova, 1598 y G.A. Doria y V. Borghesi, Vita del Principe Giovanni Andrea Doria 
scritta da lui medesimo incompleta, Génova, 1997.

de Santiago), y capitán general del Mar Mediterráneo, estaba listo para retirarse. A fin 
de completar un traspaso tranquilo de competencias, en 1591 había obtenido del rey el 
nombramiento de capitán general de las galeras de Génova a favor de su hijo primogénito, 
Andrea II Doria, marqués de Torriglia. Pero los problemas físicos y mentales que este 
arrastraba desde pequeño pronto complicaron la sucesión. El marqués no soportaba la vida 
en el mar, lo que obligó al príncipe de Melfi a cambiar su estrategia y buscar una nueva 
designación a favor de su segundo vástago, Carlo Doria, duque de Tursi. Desde 1593 padre 
e hijo gestionaron conjuntamente el asiento de las galeras genovesas, pero el esperado 
traspaso de la capitanía general de las galeras de Génova a Carlo siguió sin producirse5. 
En 1598 Juan Andrea Doria decidió transferir toda la gestión financiera de sus galeras al 
duque de Tursi y apartarse del cargo, aunque para ello debía primero sentar las bases que 
aseguraran la continuidad de la alianza entre los Doria y la Monarquía Hispánica. De este 
modo, con buena parte de sus rentas repartidas ya entre sus herederos6, el príncipe centró 
su  interés en obtener del rey el saldo de las cuentas de su asiento y, sobre todo, una serie 
de mercedes con las que beneficiar a quienes estaban llamados a perpetuar dicha relación 
ante los problemas del marqués de Torriglia: sus hijos Carlo y Juanetín.

Para Carlo, además de la confirmación del mando de las galeras, esperaba conseguir 
un hábito militar y nuevas tratas de trigo siciliano para su asiento7; para Juanetín, un capelo cardenalicio que difícilmente se podría obtener sin el apoyo decidido del rey en Roma8. 
Pero Felipe II murió antes de que el príncipe Doria viera cumplidos sus objetivos, quedando sus negocios –en los que se jugaba buena parte del futuro del linaje y de la casa– a 
merced del nuevo soberano y en un contexto político complicado. En periodo de luto no 
convenía importunar al rey con cuestiones inapropiadas9, y la posición recién adquirida 
por el marqués de Dénia todavía generaba dudas, sobre todo entre aquellos que residían 
fuera de la Corte y dependían de la lenta correspondencia para conocer “la mudanza del 
mundo”10. Sin saber aún el alcance y el modo en que aquella transición había afectado a 
los resortes del poder con los que se había interactuado hasta ese momento, toda maniobra mal encaminada podía tener resultados inesperados. Antes de reactivar sus demandas 
Juan Andrea Doria debía pues conocer los entresijos de la nueva coyuntura política, y encontrar la forma de adquirir una posición negociadora fuerte. En un sistema de gobierno 
donde el monopolio del favor real en la distribución de oficios y mercedes constituía un 


5 
L. Lo Basso, “Gli asentisti del re. L’esercizio privato della guerra nelle strategie economiche dei genovesi 
(1528-1716)”, en R. Cancila (dir.), Mediterraneo in armi (secc. XV-XVIII), Palermo, 2007, tomo II, pp. 397-428.

6 Archivio Doria Pamphili, Roma (ADP), Scaffale 85, leg. 18, Doria a Antonio Marino, Valencia, 27 de abril 
de 1599. 

7 Ibídem, Doria a Francisco Tapia, Génova, 1 de febrero de 1599.

8 “Ogni giorno più se tu sarai, fra qui et là, cardinale come spero, inclino a lasciar questo carrico per molte 
cause: la prima, l’esser vecchio et con poca salute”, ADP, Scaffale 85, leg. 16, Juan Andrea Doria a Juanetín 
Doria, Loano, 29 de noviembre de 1598.

9 “Credo che per la morte di S. M. non si debba trattare per un pezzo di negotii”, ibídem, Juan Andrea Doria 
a Vincenzo de Franchis, Génova, 7 de noviembre de 1598.

10 Ibídem, Juan Andrea Doria al conde de Miranda, Génova, noviembre de 1598.

factor básico de fidelización e integración de las élites11, la mejor forma de alcanzar este 
propósito era subrayar la renovación del compromiso de su linaje con el nuevo monarca, y 
el príncipe contaba con varias opciones: su posición clave en la sucesión en el marquesado 
de Finale12 y, sobre todo, su concurso en la organización de la denominada “jornada de los 
casamientos”, que debía concluir con éxito para que Felipe III y su hermana, la infanta 
Isabel Clara Eugenia, pudieran desposarse presencialmente con sus respectivos cónyuges 
en la península.

II. “Será el más peligroso viaje que nunca se haya hecho”13
En los últimos años, diversos trabajos han puesto de manifiesto la utilidad que el 
estudio del viaje político puede tener a la hora de abordar cuestiones generales ligadas a 
la diplomacia, la capacidad logística y administrativa de la monarquía, la representación 
pública del poder regio por parte de virreyes y monarcas o la trasmisión de modelos 
culturales14. Símbolo y expresión del lujo y esplendor de la corte, así como de su carácter 
itinerante, estos acontecimientos servían como instrumento de cohesión y atracción de 
las élites territoriales, por cuanto la presencia física de los miembros de la familia real era 
vista como una ocasión para lograr una mayor cercanía a la dinastía, estrechar los lazos 
de unión con ella, ganar reputación y participar de su poder y gracia a través del servicio. 
Esta condición de espacio de gobierno y negociación convertía también estas jornadas 
en escenario de las fricciones entre grupos de poder y familias enfrentadas en el seno de 
la corte y el ámbito territorial, en constante competencia por alcanzar mayores cotas de 
favor regio y, con ellas, de ascenso social15. Las bodas de Felipe III y de su hermana Isabel 
con los archiduques Margarita de Austria y Alberto fueron en este sentido paradigmáticas, no solo como reflejo de la magnificencia alcanzada por la corte española a finales del 
siglo xvi, sino también por su complejidad organizativa –se tuvieron que coordinar tres 
comitivas diferentes que partieron de Bruselas, Graz y Madrid– y significación política. 
Producidas en un momento clave de relevo al frente de la monarquía, fueron la primera 


11 
J.J. Ruiz Ibáñez y G. Sabatini, “Monarchy as Conquest: Violence, Social Opportunity and Political Stability 
in the Establishment of the Hispanic Monarchy”, The Journal of Modern History, 81 (2009), pp. 501-506.

12 ADP, Scaffale 85, leg. 16, Doria a Felipe II, Génova, 27 de junio de 1598. Entre la correspondencia del 
príncipe se conservan numerosas cartas cruzadas con el marqués de Finale y el barón Romf. Sobre la cuestión 
de Finale véase P. Calcagno, “La puerta a la mar”. Il Marchesato del Finale nel sistema imperiale spagnolo (“La puerta a la mar”. Il Marchesato del Finale nel sistema imperiale spagnolo (
1713), Roma, 2011.

13 ADP, Scaffale 85, leg. 16. Doria a Felipe III, Loano, 22 de septiembre de 1598.

14 M.A. Ladero Quesada, La armada de Flandes. Un episodio en la política naval de los Reyes Católicos (1496-
1497), Madrid, 2003, pp. 7-12; T. Zapata Fernández de la Hoz, “El viaje de las reinas austriacas a las costas 
españolas. La travesía de Mariana de Austria”, en P. Civil, F. Crémoux y J. Sanz (eds.), España y el mundo 
mediterráneo a través de las relaciones de sucesos (1600-1750), Salamanca, 2008, pp. 341-370; C.J. Hernando 
Sánchez, “Città e ceremoniale: lo spazio urbano e la corte vicereale di Napoli nel xvii secolo”, Storia Urbana, 
123 (2009), pp. 55-82; ídem, prólogo a J.C. Calvete de Estrella, El felicíssimo viaje del muy altro y poderoso 
Príncipe don Phelippe, ed. J.L. Gonzalo Sánchez-Molero y P. Cuenca Muñoz, Madrid, 2001, pp. 11-16.

15 A. Álvarez-Ossorio Alvariño, “De la gravedad a la gracia: El príncipe Felipe en Italia”, en J.C. Calvete de 
Estrella, El felicíssimo viaje, pp. 77-114.

ocasión en la que el marqués de Dénia, nuevo privado del rey, podría hacer ostentación 
de su poder recién adquirido, al encargarse de la dirección de la jornada en su calidad de 
caballerizo mayor. Las bodas de Valencia sirvieron en este otro sentido para establecer el 
modelo de relación entre Felipe III y su valido, pero también para definir mejor el nuevo 
grupo de poder en torno al rey16. Para las oligarquías urbanas y la nobleza territorial, la 
visita de sus monarcas y la posibilidad de participar en el ceremonial de la corte a través 
de la organización de entradas y festejos, representaba un modo de exaltar la institución 
monárquica, simbolizar la concordia con ella y renovar su fidelidad17. 

Juan Andrea Doria había recibido el encargo de ocuparse del transporte de los archiduques en junio de 159818. Su designación había estado motivada por su condición de 
capitán general del mar Mediterráneo –por la importancia política de estas travesías su 
dirección solía recaer en el oficio más prestigioso del ámbito naval19–, pero también por la 
colaboración tradicional que su familia prestaba en estas ocasiones. Carlos V, Felipe II, la 
emperatriz María y varios infantes habían navegado ya con Andrea y Juan Andrea Doria, 
y su palacio de Génova era una escala habitual de los representantes regios y de la propia 
casa real cuando se desplazaban por el Mediterráneo20. A través de su extensa red de agentes e intermediarios financieros, los Doria eran capaces de movilizar importantes recursos 
en poco tiempo, ventaja importante a la hora de poner en marcha dispositivos que requerían una coordinación logística compleja, como era el caso de las travesías cortesanas.

En este caso, la orden de Felipe II preveía la movilización de buena parte de las escuadras de galeras en Italia para finales de agosto, lo que supuso un giro inesperado de los 
objetivos de campaña, difícil de acometer por el mal estado de las galeras y la escasez de 
dinero21. La galera real, ya vieja, necesitaba numerosas reparaciones, la falta de remeros era 


16 
P. Williams, El gran valido. El duque de Lerma, la corte y el gobierno de Felipe III, 1598-1621, 2010, pp. 81-89. 
Sobre los festejos en Valencia, G. Aguilar, Fiestas nupciales que la ciudad y reino de Valencia han hecho al 
casamiento del rey Don Felipe III con Doña Margarita de Austria, Valencia, 1599. Existen numerosas relaciones 
impresas y manuscritas –por lo general de corta extensión– sobre el viaje y los desposorios de la reina 
Margarita y el archiduque Alberto. Véase J. Alenda Mira, Relaciones de solemnidades y fiestas públicas de 
España, Madrid, 1903, pp. 114-123; M.I. Aliverti, “Il viaggio italiano de Margherita d’Austria regina di Spagna 
(1598-1599): Le descrizioni a stampa” en P.M. Cátedra García, M.I. Páiz Hernández y M.L. López-Vidriero 
Abello (coords.), La memoria de los libros: estudios sobre la historia del escrito y de la lectura en Europa y América, 
Salamanca, 2004, tomo II, pp. 321-336.

17 
J.J. García Bernal, El fasto público en la España de los Austrias, Sevilla, 2006, pp. 251-258. Sobre la presencia 
de monarcas extranjeros en las entradas públicas en Italia, B. Mitchell, The Majesty of the State: Triumphal 
Progresses of Foreign Sovereigns in Renaissance Italy (1494-1600), Florencia, 1986. 
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ADP, Scaffale 85, leg. 16, Doria a Felipe II, Génova, 30 de junio de 1598.

19 M.A. Ladero Quesada, La armada de Flandes, p. 75.

20 Sobre el papel del palacio Doria como espacio cortesano, M.I. Aliverti, “L’Ammiraglio il gatto e l’orologio: la 
casa di Andrea Doria come teatro cerimoniale durante la visita di Filippo d’Asburgo (1548)”, Ricerche di Storia 
dell’Arte, 82-83 (2004), pp. 117-152; L. Stagno, “L’hospitaggio a Genova di Massimiliano re di Boemia e di altri 
Asburgo della linea imperiale”, en P. Boccardo y C. Di Fabio (coords.), Genova e l’Europa Continentale. Opere, 
artisti, committenti, collezionisti, Génova, 2004, pp. 116-133; ídem, “Sovrani spagnoli a Genova: apparati 
trionfali e “hospitaggi” alla corte dei Doria”, en P. Boccardo, J.L. Colomer y C. Di Fabio (coords.), Genova e 
la Spagna. Opere, artisti, committenti, collezionisti”, Génova, 2002, pp. 73-87.

21 Poco antes de recibir el encargo el príncipe había dicho que las Galeras de Génova “no podrían servir a más 
que a espantar los vajeles de corsarios que topasen” y de las de Nápoles que estaban “estragadas de todo”, 
ADP, Scaffale 85, leg. 16, Doria a Felipe II, Génova, 16 de junio de 1598.

general y los virreyes de Nápoles y Sicilia avisaban que solo podrían contribuir con unas 
pocas galeras reforzadas22. A fin de superar estas dificultades, el príncipe Doria decidió 
enviar a la corte a su hijo Carlo, con el objetivo de reunir cuanto antes los 20.000 ducados 
de ayuda de costa que el rey le había concedido para la jornada y también, para recalcar 
ante los ojos del monarca que, debido a su edad y falta de salud, era su hijo y no él quien 
soportaba el peso organizativo de aquella empresa23.

Mientras el duque de Tursi se ocupaba de los negocios en la corte y se procedía al arreglo y aderezo de las galeras, en Génova el príncipe Doria buscó liquidez. Para ello, pidió 
a Juan Antonio Marino, su principal agente en Madrid, que tratara de conseguir el envío 
inmediato de la consignación anual de la armada, rescatara el dinero de algunas deudas 
y tomara a cambio hasta 20.000 escudos para los gastos de su casa durante el viaje. De
forma paralela, escribió a Palermo para que Angelo Paganetto cobrara las tratas de trigo 
asignadas para sus galeras y casa en 1597, y a Nápoles para que su agente Alonso Calderone 
feneciera los pleitos que mantenía con el marqués de Pescara y el duque de Gravina –por 
un importe superior a 5.000 ducados– y negociara con el virrey la compra de suministros 
para las escuadras; Ferrante Fornari, lugarteniente de la Camera della Sommaria, fue a 
su vez contactado para que ayudara a agilizar todo lo anterior24. Por otra parte, ordenó a 
Pietro Serra que adquiriera en Génova todos los pertrechos necesarios para hospedar a los 
archiduques –la inversión se calculó en 10.000 ducados–. En este capítulo se contemplaba 
desde la compra de comida hasta la adquisición de tapicerías, la reparación de muros y el 
aderezo de las estancias destinadas a la reina. Asimismo mandaría agentes para comprar 
escabeches a Milán, ostras a Córcega y perdices y trufas a Gremiasco. En total el príncipe 
Doria estimaba que el recibimiento y transporte de los archiduques representaría para su 
casa un gasto de 38.000 escudos25. 

Mientras estos aspectos se concretaban el príncipe se puso en contacto con la República de Génova. A través de Pietro Serra negoció el paso franco de los suministros para 
las galeras, los equipajes de la comitiva real y los tapices que había adquirido en Flandes, 
mientras que para todas aquellas cuestiones ligadas al recibimiento oficial, el despalme 
de las galeras y la construcción de arquitecturas efímeras en la dársena del puerto fue el 
mismo príncipe quien escribió a la Señoría, subrayando así el papel fundamental que su 
familia tenía en el mantenimiento de las buenas relaciones entre la Monarquía Hispánica 


22 
Doria había reclamado la construcción de una nueva galera real desde principios de año, pero Felipe II se 
había negado, pidiéndole que venciera todas las dificultades. Este le había contestado que “esto se entiende 
de las posibles, que de las que no lo son claro está que no ay que tratar”, ADP, Scaffale 85, leg. 16, Doria a 
Felipe II, Génova, 1 de junio de 1598.

23 
Ibídem, Doria a Felipe II, Génova, 1 de julio de 1598.

24 ADP, Scaffale 85, leg. 18, Doria a Juan Antonio Marino, Loano, 19 de enero de 1599; Ibídem, a Angelo 
Paganetto, Loano, 8 de enero de 1599; ibídem, a Alonso Calderone, Loano, 13 de enero de 1599; ADP, Scaffale 
85, leg. 16. a Calderone, Génova, 23 de noviembre de 1598.

25 ADP, Scaffale 85, leg. 18, Doria a Pietro Serra, Loano, 10, 11, 13, 14, 15, 16, 17 y 20 de enero de 1599. A estos 
datos cabría añadir la orden dada a su agente en Barcelona para que alquilara dos casas en las que hospedar a 
su familia durante las bodas. Ibídem, Doria a Gio di Negretto, Loano, 14 de enero de 1599.

y la República26. Al mismo tiempo, entabló conversaciones con el duque de Sessa –embajador en Roma– y el condestable de Castilla –gobernador de Milán–. El primero debía 
enviarle el breve de la dispensa papal –llegaría el 26 de julio– y avisarle del lugar donde el 
pontífice oficiaría las bodas por poderes27; el segundo, ponerle en contacto con Guillén 
de San Clemente, embajador en Praga. La coordinación con este último era esencial. El
rey le había cometido la supervisión del viaje de la archiduquesa desde Graz y conocía los 
movimientos del archiduque Alberto, lo que le convertía en el interlocutor más apropiado 
para tratar de las cuestiones logísticas ligadas al número y necesidades de los pasajeros y 
el momento en que podría iniciarse la navegación. Este punto representaba la principal 
preocupación del príncipe –que quería evitar a toda costa el invierno o una convocatoria 
demasiado temprana, y por lo tanto costosa, de las escuadras de Nápoles y Sicilia–, pero 
lo cierto es que las noticias de Praga no invitaban al optimismo. A la espera de recibir los 
100.000 ducados que el rey le había prometido para sufragar los gastos, a mediados de 
julio el embajador San Clemente todavía no había iniciado los preparativos del viaje. Su
único progreso había consistido en buscar caballos –hacían falta unos 80–, pero incluso 
esto con dificultad porque “pedir diligencia a alemanes es pedir peras al olmo”. Por el 
momento el embajador solo podía avisar de que el séquito de la archiduquesa sería muy 
sobrio –se hablaba de seis alemanes entre hombres y mujeres–, pero del resto de cuestiones consideradas importantes por Juan Andrea, comenzando por los caprichos culinarios 
de la futura reina, San Clemente no tenía una noción clara28. 

Los contactos con el entorno del archiduque Alberto fueron algo más fructíferos. 
A través del veedor general del ejército de Flandes y mayordomo de Alberto, Diego de 
Ibarra, el príncipe no pudo conocer la composición de la comitiva que saldría de Flandes, pero sí que el archiduque embarcaría seis carrozas, que en Génova se hospedaría en 
estancias separadas de las de Margarita y que, en el mar, viajaría en una galera distinta29. 
Estaba claro también que las respectivas comitivas no partirían antes de septiembre; el 
archiduque no podía abandonar Bruselas sin dejar en orden el gobierno de Flandes, y en 
Praga no se moverían hasta tener confirmación de lo primero30. 


26 
ADP, Scaffale 85, leg. 16, Doria a la República de Génova, Loano, 27 de noviembre de 1598. Véase A. Pacini, 
“Grandes estrategias y pequeñas intrigas: Génova y la monarquía católica de Carlos V a Felipe II”, Hispania,  
65/1 (2005), pp. 21-44. Sobre la aduana de Génova y la presencia de galeras en su puerto, ídem, “Macchine, 
porte, chiavi, scale: logistica militare e affari finanziari a Genova tra fine Cinque e inizio Seicento”, en M. 
Schnettger y C. Taviani (eds.), Libertà e dominio. Il sistema politico genovese: le relazioni esterne e controllo del 
territorio, Roma, 2011, pp. 89-127.

27 
ADP, Scaffale 85, leg. 16, Doria a Felipe II, Génova, 26 de julio de 1598. 

28 ADP, Scaffale 70, leg. 24. Guillén de San Clemente al condestable de Castilla, Praga, 9 de julio de 1598. 
Uno de los principales objetivos del embajador era precisamente evitar que la futura reina llevara demasiados 
sirvientes a España, por los conflictos que podía suscitar con la nobleza castellana a la hora de formar su casa. 
Véase F. Labrador Arroyo, “Casa de la Reina Margarita”, en J. Martínez Millán y M.A. Visceglia (dirs.), La 
monarquía de Felipe III: la Casa del Rey, Madrid, 2008, t. I, pp. 1125-1132.

29 ADP, Scaffale 85, leg. 16, Doria a Felipe II, Loano, 7 de septiembre de 1598.

30 ADP, Scaffale 70, leg. 24, Diego de Ibarra, 25 de julio de 1598; Ibídem, San Clemente al condestable, Praga, 
29 de julio de 1598. A comienzos de agosto el archiduque contactó con el embajador San Clemente para 
que planteara al cardenal Andrés de Austria la posibilidad de ocuparse del gobierno de Flandes, ídem, San 
Clemente al condestable, Praga, agosto de 1598. La elección de Andrés de Austria para ejercer dicho gobierno 

La aparición de algunos brotes de peste en Provenza y la zona alpina y los problemas 
de dinero complicaron aún más la situación a principios de septiembre31. Con 36 galeras 
reforzadas, preparadas y a la espera de recibir la orden de partir hacia Génova32, el príncipe 
Doria veía cada vez más cercana la temida posibilidad de realizar un pasaje invernal, lo 
que le llevó a escribir a Madrid y a Bruselas advirtiendo “cómo será grandíssimo hierro 
el embarcarse sino se puede hazer el pasage por octubre”, e instando a demorar la salida 
hasta la siguiente primavera si se quería garantizar la seguridad de los pasajeros y evitar el 
aumento de los costes33. De nada sirvió. “La boga de Flandes” partió de Bruselas en dos 
grupos separados los días 9 y 14 de septiembre, mientras que la comitiva de la archiduquesa lo hizo el 2234.

Con la jornada en marcha el príncipe Doria esperaba al menos que sus quejas sirvieran 
para conseguir un incremento de su ayuda de costa y el permiso para desviar parte de los 
fondos de la armada, pero lo que encontró fueron los avisos que le advertían de los sucesos 
que se habían desencadenado en la corte tras la muerte del rey. En este nuevo contexto, el 
pasaje no pudo sino retrasarse aún más. El archiduque pretendía desviarse del itinerario 
seguido por su séquito para entrevistarse con el emperador Rodolfo II fuera de Praga, provisionalmente desalojada por la Corte imperial a causa de una epidemia de peste. Mientras tanto, su séquito se dirigiría a Trento y le aguardaría allí, donde también debía llegar 
la comitiva procedente de Graz para, todos juntos, dirigirse a Ferrara, lugar en el que 
debía celebrarse por poderes el doble desposorio de Felipe III con Margarita y de Alberto 
con Isabel35. El desvío del archiduque y la concurrencia de acompañamientos complicaría 
el viaje a Ferrara, por lo que el príncipe Doria no dudaba ya que este se realizaría  “en el 
mayor rigor del invierno”, de modo que “con salir del peligro de la mar caeremos en el de 
la peste”36. No sin razón las cartas reales llegadas a Génova en octubre, coincidiendo con la 
entrada de la archiduquesa en Trento, hablaban ya de un embarque en el mes de enero37.

Estos retrasos vinieron a sumarse a las malas condiciones de las escuadras. El duque 
de Tursi, de vuelta de Cartagena, había tenido que remolcar hasta Génova las galeras de 

en ausencia de Alberto y las disposiciones previas al traslado a Bruselas del cardenal en A. Esteban Estríngana, 
“Los estados de Flandes: reversión territorial de las provincias leales (1598-1623)”, en J. Martínez Millán y 
M.A. Visceglia (dirs.), La monarquía de Felipe III: Los Reinos, t. IV, Madrid, 2008, pp. 614, 630-631 y 636-637.

31 
ADP, Scaffale 70, leg. 24, Íñigo de Mendoza a Doria, Venecia, 29 de agosto de 1598.

32 A este número se esperaba añadir las dos galeras del duque de Saboya. Ibídem, “Las galeras que estarán a 
punto para esta navegación…”.

33 Solo el flete de los caballos y las carrozas se estimaba en 15.000 ducados, pero si se hacía esperar a los patrones 
más tiempo del pactado deberían pagarse otros 2.000 de indemnización; poco en comparación con lo que 
costaba tener paradas 40 galeras, ADP, Scaffale 85, leg. 16, Doria a Felipe II, Loano, 7 de septiembre de 1598.

34 G. Faing, “Le Voyage de l’Archiduc Albert en Espagne”, en L.P. Gachard, Collection des voyages des souverains 
des Pays-Bas, Bruselas, 1882, t. IV, p. 463; A. Esteban Estríngana, “Los estados de Flandes…”, p. 637;  F.
Labrador Arroyo, “Casa de la Reina”, p. 1127. 

35 Sobre las razones que Alberto tenía para entrevistarse con Rodolfo II y sobre el plan de viaje a Ferrara, A. 
Esteban Estríngana, “Los estados de Flandes”, pp. 637-638. Los preparativos y traslado de la comitiva de Graz 
en J. Rainer, “Tú, Austria feliz, cásate. La boda de Margarita, princesa de Austria Interior, con el rey Felipe III 
de España. 1598/99”, Investigaciones Históricas, 25 (2005), pp. 31-54.

36 ADP, Scaffale 85, leg 16, Doria a Felipe III, Loano, 22 de septiembre de 1598.

37 ADP, Scaffale 70, leg. 24, Felipe III al condestable, Madrid, 20 de octubre de 1598. 

España, y desde Milazzo, Pedro de Leiva –capitán general de las galeras de Sicilia– advertía de los problemas de financiación de las suyas. Los remeros que su hijo Carlo había 
traído para la galera real eran débiles e insuficientes y había que comprar tiendas, velas y 
comida con el poco dinero que quedaba, noticias todas que no invitaban al optimismo si 
se tenían en cuenta las duras exigencias de las travesías invernales. Estas fueron las razones 
que empujaron al príncipe a solicitar a la República de Génova la participación de sus 
galeras –con las que esperaba reforzar la expedición y repartir mejor la enorme carga de 
equipajes–, y a los virreyes de Nápoles y Sicilia que no enviaran las suyas sin estar antes 
bien pertrechadas. Al menos, en Milán la letra de los 100.000 ducados se había finalmente cobrado, con lo que se esperaba revertir la limitación financiera sufrida hasta ese 
momento38. 

Con el transcurso de las semanas la sucesión de nuevas órdenes fue complicando cada 
vez más la organización logística del pasaje. El príncipe Doria pudo eludir la petición del 
rey en orden a eliminar toda la ornamentación de la galera real por el luto oficial –“en lo 
de los lutos por lo que toca a mí se hará lo que V.M. manda, aunque la Real está ya tan 
dorada y compuesta que allá no los podrá traher”–, pero no que la archiduquesa María se 
añadiera al pasaje, que el conde de Lodosa –embajador en Turín– consiguiera el permiso 
del rey para embarcar, en la misma expedición, la ropa y casa de la difunta infanta Catalina, ni el incómodo hospedaje del marqués de Ayamonte, llegado a Génova con la misión 
de tratar algunos asuntos con el duque de Saboya39. 

Pese a todo, los verdaderos problemas para el príncipe no comenzaron hasta principios de noviembre, coincidiendo con la llegada de los archiduques y la reina a Milán tras 
los desposorios de Ferrara40. Aunque el rey quería que el pasaje se aplazara hasta enero, 


38 
ADP, Scaffale 85, leg. 16, Doria a Felipe III, Génova, 18 de octubre de 1598; ADP, Scaffale 70, leg. 24, El
duque de Maqueda a Pedro de Leiva, Palermo, 22 de octubre de 1598.

39 ADP, Scaffale 85, leg. 16, Doria a Felipe III, Génova, 1 de noviembre de 1598. Durante la travesía los 
archiduques debían vestir de seda negra sin oro, y el resto de la comitiva de herreruelos y sombreros a la 
alemana hasta el día de las bodas, ADP, Scaffale 70, leg. 24. “Lo que Su Majestad es servido que se haga en 
algunos puntos tocantes a la Jornada de la Reyna que ha de ser nuestra señora”. Poco después el príncipe 
escribiría: “Le galere anderanno senza lutti, et con gale si pareranno le stanze di terra”, ADP, Scaffale 85, leg. 
16, Doria a monseñor Spínola, Génova, 6 de noviembre de 1598. Ibídem, al marqués de Ayamonte, Génova, 
10 de noviembre de 1598. Sobre la casa de la infanta véase J. Martínez Millán, “La casa de Catalina Micaela 
y sus hijos”, en J. Martínez Millán y M.A. Visceglia (dirs.), La monarquía de Felipe III, t. I, pp. 1064-1071.

40 Sobre el recibimiento en Ferrara, A. Rodríguez Villa, Correspondencia de la infanta archiduquesa doña Isabel 
Clara Eugenia de Austria con el duque de Lerma y otros personajes, Madrid, 1906, pp. 295-309. Un análisis de la 
entrada en Milán en P. Venturelli, “La solemne entrada en Milán de Margarita de Austria, esposa de Felipe III 
(1598)”, en M.L. Lobato y B.J. García García (coords.), La fiesta cortesana en la época de los Austrias, Valladolid, 
2003, pp. 233-250; y F. Checa y R. Díez del Corral, en “Arquitectura, iconología y simbolismo político: la 
entrada de Margarita de Austria, mujer de Felipe III de España, en Milán el año 1598” en A. Schnapper 
(ed.), La scenografia barocca, Bolonia, 1982, pp. 73-83; Para Cremona, A. Dallaj, “Disegni per l’ingresso di 
Margherita d’Austria a Cremona, 1598”, en G. Bora y M. Zlatohlávek (eds.), I segni dell’arte. Il Cinquecento 
da Praga a Cremona, Milán, 1997, pp. 370-378. La llegada y estancia en Pavía las analiza F. Fiaschini, “Il 
passaggio di Margherita d’Austria a Pavia”, en http://mdaustria.arte.unipi.it/margheritaprogramma.html). 
Este último estudio recoge una rica bibliografía sobre las entradas públicas y los viajes cortesanos en Italia 
y forma parte de las actas, todavía en preparación, del congreso “Il viaggio attraverso l’Italia di Margherita 
d’Austria, regina di Spagna, 1598-1599”, celebrado en Pisa el 22 y 23 de septiembre de 2006 y coordinado por 
Maria Ines Aliverti.

el archiduque Alberto trató de presionar para conseguir su adelanto a diciembre, lo que 
colocó a Juan Andrea Doria en una difícil posición. En un principio su decisión fue seguir 
el plan oficial, escribiendo al archiduque que “yo no puedo embarcallo antes de enero por 
la orden que tengo”, invitándole a que no saliera de Milán hasta que le avisara y tomando 
las medidas necesarias para facilitar la invernada de las escuadras41. De esta forma ordenó 
que las cinco galeras de Nápoles que ya se hallaban en Génova se aprestaran para volver 
a casa, y mandó avisos a Pedro de Leiva para retrasar su llegada, haciendo que las Galeras 
de Sicilia, que ya habían alcanzado Gaeta, retrocedieran hasta Mesina42. La reacción ante 
estas noticias no se hizo esperar:

“É gionto un correo dall’archiduca, il quale mi ha fatto tanta instanza che io non le 
mandi, et che procuri di abbreviare per tutte le vie possibili l’imbarcatione, protestandomi 
quasi del danno che puó resultare del dilattarsi, che mi sono resoluto di compiacerlo”43.

La irritación del archiduque Alberto previno al príncipe Doria, que por un momento 
vio peligrar todo el esfuerzo invertido en el pasaje. De este modo, y aunque en realidad no 
había forma de tenerlo todo listo para diciembre, decidió contentarlo. El viaje de las cinco 
galeras de Nápoles fue suspendido, Pedro de Leiva recibió la orden de dirigirse a Génova, 
Leonardo Spínola fue enviado a reconocer los puertos de Provenza y se intensificaron los 
contactos con el condestable para que colaborara más activamente en la financiación de la 
expedición. En este sentido, Felipe III había dispuesto que la Cámara de Milán sufragase 
los gastos del embarque y manutención de los pasajeros –a excepción de los que navegaran en las galeras real y capitana de Génova, cuyo sustento dependería de los Doria– así 
como del flete de los caballos y las carrozas44. Pero el dinero se retrasaba y la relación con 
el condestable era cada vez más tensa, sobre todo porque Doria consideraba que el gobernador de Milán gastaba el dinero del rey en beneficio propio, sin ayudarle, mientras él 
había tenido que vender 12.000 ducados de renta para afrontar los costes del embarque45. 
También le reprochaba los inconvenientes de dilatar el envío de las monturas, las carrozas, 
la lista de pasajeros, sus ropas y provisiones, y no se le escapaba cómo el condestable había 
aprovechado la visita del archiduque y la reina para introducir a su hijo en su servicio46, 

41 
ADP, Scaffale 85, leg. 16. Doria al condestable, Génova, 8 de noviembre de 1598. 

42 Ibídem, Doria a Diego de Ibarra, Génova, 8 de noviembre de 1598. Ibídem, Doria a Leiva, Loano, 27 de 
noviembre de 1598. Ibídem, Doria al conde de Olivares, Loano, 10 de diciembre de 1598.

43 Ibídem, Doria a Ferrante Fornari, el conde de Olivares y el condestable, Génova, 24 de noviembre de 1598.

44 Ibídem, Doria al condestable, Loano, 1 de diciembre de 1598.

45 “El condestable agora es el más bien librado, porque no ha de navegar de imbierno, gasta con la bolsa de 
S.M. y le han dado el ayuda de costa que me han señalado a mí, que gasto de la hazienda ajena […] Esto es 
poco por lo que mereçe el condestable, mas otros hay que no se desmereçen y no se haze nada con ellos”, 
ADP, Scaffale 85, leg. 16, Doria a “don Jusephe”, Loano, 1 de diciembre de 1598.

46 El condestable debía concertar con todos los pasajeros, y sobre todo con los acompañantes del archiduque 
(que venían con sus casas formadas), el dinero que costaría su manutención durante 40 días. Cada cifra 
resultante debía ser aumentada un tercio para evitar imprevistos, y con esta previsión comprar la comida y 
enviarla a Génova, ADP, Scaffale 85, leg. 16, Doria a Felipe III, Loano, 1 de diciembre de 1598.

aunque esto no debía de importarle tanto, puesto que él trataba de hacer exactamente lo 
mismo.
A mediados de noviembre, el príncipe Doria decidió enviar en embajada a Milán al 
duque de Tursi –antes se lo había pedido al marqués de Torriglia, pero se había negado–. 
El objetivo era doble: por una parte, debía presentar su obediencia a la reina y ganarse 
en lo posible sus simpatías –para ello, le escribió una carta de presentación47–; y por otra, 
limar asperezas con el archiduque y concertar con él los últimos detalles de la jornada. 
Fue así como se decidió que Alberto navegaría en la galera capitana de Tursi, que la reina 
lo haría en la galera real con Juan Andrea y que el archiduque enviaría a Génova a su 
caballerizo mayor, el conde de Solre Philippe de Croÿ, para inspeccionar los aposentos 
del palacio Doria y señalar las posadas del cortejo. La presencia de Carlo Doria también 
animó al condestable a remitir la lista final de pasajeros –unos 2.000– y despachar los 93
caballos y 12 carrozas de la comitiva que, desmontadas y cargadas en dos naves, partieron 
el 17 de diciembre48.

La reunión de las galeras avanzó más lentamente. Debido sobre todo al mal tiempo, a 
finales de diciembre las escuadras de Nápoles y Sicilia todavía estaban en Gaeta, y hasta 
comienzos de enero no alcanzaron Livorno49. La orden de cambiar la ruta y dirigirse a 
Valencia en vez de a Barcelona no añadió tranquilidad a esta última fase, pero a mediados 
de enero el pasaje estaba listo y el rey aprobaba la salida. El archiduque ordenó el inicio del 
envío de la ropa y los suministros de los pasajeros el 21 de enero50. Finalmente el cortejo 
real haría su entrada en Génova el 11 de febrero –dos días después llegaron las últimas 
galeras rezagadas–, momento en el que la ciudad pudo simbolizar la renovación de su 
amistad y lealtad a la monarquía y los Doria sus vínculos personales de obligación con la 
visita de la reina y los archiduques a su palacio51. La salida de la armada se retrasaría todavía una semana52. El príncipe había advertido: “Confieso a V.M. que hago de mala gana 
esta jornada en este tiempo, pero tras haber representado a los tres [el archiduque Alberto, 


47 
“Querría tener salud para yr a besar las manos a V.M. pero, pues no puedo hazerlo por la falta que tengo, 
embío a don Carlos mi hijo para que lo haga en mi nombre y dé a V.M. la devida obediençia. Suplico a V.M. 
le vea como a hijo de padre que ha servido 50 años a su corona”, ADP, Scaffale 85, leg. 16, Doria a la reina 
Margarita, Loano, 25 de noviembre de 1598.

48 
Ibídem, Doria a Angelo Paganetto, Loano, 27 de noviembre de 1598; Ibídem, a Felipe III, Loano, 24 de 
diciembre de 1598. Véase Apéndice I y II.

49  ADP, Scaffale 85, leg. 18. Doria a Felipe III, Loano, 5 y 13 de enero de 1598. 

50 Ibídem, Doria a la República, Génova, 21 de enero de 1599. El condestable reunió tanta comida que no pudo 
ser cargada completamente, sobre todo la carne, que no podía conservarse correctamente en las galeras. Este 
problema causaría nuevos enfrentamientos entre Milán y Génova. Ibídem, el condestable a Doria, Milán, 
24 de febrero de 1599.

51 Sobre el recibimiento en Génova, G. Faing, “Le Voyage de l’Archiduc”, pp. 495-496; L.T. Belgrano, Il
palazzo del principe d’Oria a Fassolo in Genova, Génova, 1874, pp. 93-95; A.F. Ivaldi, “Scheda per un ‘apparato’ 
genovese del 1599. L’arco trionfale per il passaggio di Margherita di Spagna e Alberto d’Austria”, La Berio, 3
(1979), pp. 43-52. 

52 Los diferentes cortejos sumaron finalmente más de 1.400 personas: “van en esta armada más de mil bocas 
del Archiduque, 200 de la Infanta doña Catalina, 200 de la Madre y hija Reyna, mas es menester mucho 
dinero para dar de comer a esta gente […] A lo que está a mi cargo procuraré no falte; desta jornada quedará 
acomodada mi casa por muchos años”, ADP, Scaffale 85, leg. 18. Doria a Esteban de Ibarra, Savona, 19 de 
febrero de 1599. Véase Apéndice III y IV. 

la reina Margarita y la archiduquesa María] los peligros y inconvenientes que hay, yo me 
encomendaré a Dios y procuraré de hazer lo posible para llegar con bien” 53.

III. “Bisogna navegare per Denia”
La organización del pasaje de la reina puso en evidencia el amplio entramado de contactos, agentes e intermediarios que la familia Doria poseía en las principales plazas de la 
monarquía, así como su capacidad de mediación política y financiera. Del mismo modo, 
puso de relieve el margen de maniobra y las enormes ventajas estratégicas y logísticas que 
para los intereses de la monarquía suponía mantener una estrecha alianza con esta familia, 
fuertemente imbricada en su sistema financiero y militar54. En este sentido, no cabe duda 
de que para el nuevo monarca la alianza con los Doria siguió siendo una pieza fundamental de su estrategia en Italia y el Mediterráneo, pero esto no quiere decir que los Doria no 
asistieran con preocupación a la mudanza de la corte55. 

Para el príncipe de Melfi, el fortalecimiento de los lazos de unión –no tanto los suyos 
como los de sus herederos– con el nuevo soberano y sus ministros era absolutamente 
necesario. Dado el conflictivo carácter del marqués de Torriglia –que se mantuvo ajeno 
a toda la jornada para enfado de su padre–56, la confirmación del traspaso del cargo de 
capitán general de las galeras de Génova al duque de Tursi se entendía como la única forma de conservar incólume la influencia familiar sobre la política naval mediterránea de la 
monarquía, así como la intensidad y cercanía de sus relaciones con los Habsburgo –pilares 
sobre los que sostenía buena parte de su privilegiada posición más allá de los confines de 
la República de Génova–. En este sentido, los Doria estaban plenamente integrados en los 
mecanismos político-cortesanos y el sistema de patronazgo regio con el que los monarcas 
hispanos habían sabido atraerse a su servicio, y después mantener, a los grandes linajes genoveses, de modo que la confirmación de este privilegio era esencial para el desarrollo de 
su estrategia familiar57. El papel diplomático desempeñado por el duque de Tursi durante 
la fase de preparación del pasaje sería así el resultado de una medida táctica encaminada 


53 
ADP, Scaffale 85, leg. 16. Doria a Felipe III, Génova, 9 de diciembre de 1598.

54 Sobre esta cuestión véase M. Herrero Sánchez, “La red genovesa de los Spínola y el entramado transnacional 
de los marqueses de los Balbases al servicio de la Monarquía Hispánica” en B. Yun Casalilla (dir.), Las redes del 
imperio. Élites sociales en la articulación de la Monarquía Hispánica, 1492-1714, Madrid, 2009, pp. 97-133. Para 
tener una visión general de estos linajes véase C. Bitossi, Il governo dei magnifici. Patriziato e politica a Genova
fra Cinque e Seicento. Génova, 1990. Una reciente perspectiva de las especiales relaciones entre Génova y la 
Corona española se encuentra en A. Pacini, “Génova y España”, en J. Martínez Millán y M.A. Visceglia 
(dirs.), La monarquía de Felipe III, t. IV, pp. 1100-1131.

55 Prueba de la ventajosa posición que Juan Andrea logró mantener tras la muerte de Felipe II y en los primeros 
instantes del reinado de Felipe III es la carta que el nuevo soberano le envió el mismo 13 de septiembre, ADP, 
Scaffale 85, leg. 16, respuesta de Doria a Felipe III, Loano, 5 de octubre de 1598.

56 “Anda achacosa la princesa, y el marqués tan melaraco que no piensa venir en esta jornada por más que yo le 
diga la obligación que tiene de llegar a besar las manos a su rey”, ADP, Scaffale 85, leg. 16, Doria a Fernando 
de Toledo, Génova, 16 de noviembre de 1598. 

57 M. Herrero Sánchez, “Génova y el sistema imperial hispánico”, en A. Álvarez-Ossorio Alvariño y B.J. García 
García (dirs.), La Monarquía de las naciones. Patria, nación y naturaleza en la Monarquía de España, Madrid, 
2004, pp. 528-562.

a completar su aprendizaje político e introducirlo en el espacio cortesano, lugar donde el 
príncipe Doria esperaba fundar el establecimiento de nuevos vínculos de amistad y servicio entre sus herederos y la monarquía.

La redefinición de alianzas y el acercamiento a los hombres fuertes del nuevo gobierno 
se convirtió en una prioridad de la acción política del príncipe Doria desde septiembre de 
1598. Su estrategia, en todo caso, pasó más por estrechar las relaciones con los personajes 
emergentes que no en esquivar a los antiguos ministros. La orden de organizar aquel pasaje le había llegado al borde del retiro, y si se había involucrado de aquella manera era 
porque representaba una oportunidad única para resolver sus negocios y mejorar la posición de sus hijos en un nuevo orden que a él ya no le interesaba –“desidero quietare se 
torno vivo a casa, cavando quello potrò per miei figli, perchè non ho salute ne può accertare chi ha servito il padre 45 anni a servir figlio giovane con ministri nuovi”–58. Por otra 
parte, adoptar una posición definida ante los recientes cambios de la corte parecía prematuro –“non si può far giuditio delle cose della corte […] siamo nel principio di ogni 
cosa”–59 ya que si bien “tutto è Denia, et da lui dipende ogni cosa, a mio parere si vederano anco’ altre novità, perchè non resta ancora ormegiata quella Barca come ha da stare”60. 
Por estos motivos, el príncipe Doria mantendría, con frecuencia similar, correspondencia 
tanto con el marqués de Dénia como con Cristóbal de Moura, al que no dejó de ofrecer 
su servicio –“yo seré el mismo Juan Andrea de siempre”– pese a las circunstancias: “aunque agora haya nuevos visires yo no desseo menos serville de lo que he desseado siempre, 
y así supplico a V.S. que no se olvide de mandarme”61. El príncipe sabía que debía a Moura la comisión de la jornada –“que V.S. me hechó a cuestas con tan grande ayuda”– y lamentaba su desplazamiento político62 porque con él perdía un aliado en tiempos difíciles 

–“ V.S. se ha puesto en cobro dejando a sus servidores y amigos en golfo; Dios me ayudará, ya que me faltarán los hombres”–. Por otra parte, no escondía que sus pretensiones 
pasaban ahora por el marqués de Dénia: “yo he ganado asta agora que el Visir puede responder a mis cartas, y con el favor de V.S. espero se remediarán las cosas que tocan a esta 


58 
ADP, Scaffale 85, leg. 18, Doria al cardenal Sauli, Génova, 30 de enero de 1599. 

59 ADP, Scaffale 85, leg. 16, Doria a Ferrante Fornari, Loano, 4 de diciembre de 1598.

60 ADP, Scaffale 85, leg. 18, Doria a monseñor Spínola, Loano, 7 de enero de 1599. Doria por el momento se 
sentía afortunado, pero sabía que un mal movimiento podía cambiar su suerte: “io sin hora in questo mondo 
nuovo, per quello vedo, non ho perso niente, ma sto fermo nella mia risolutione, perchè non ho salute et 
non vorria tentar più la fortuna, che è nemica, come donna, delli vecchi”. Ibídem, Doria a Ferrante Fornari, 
Loano, 22 de enero de 1599. 

61 Los acontecimientos que llevaron al desplazamiento de Moura son de sobra conocidos, véase A. Feros, El
duque de Lerma. Realeza y privanza en la España de Felipe III, Madrid, 2002, pp. 126-135; A. Alvar Ezquerra, 
El duque de Lerma. Corrupción y desmoralización de la España del siglo XVII, Madrid, 2010, pp. 131-153. 

62 S. Martínez Hernández, “Ya no hay rey sin privado: Cristóbal de Moura, un modelo de privanza en el siglo 
de los validos”, Libros de la Corte.es, n.º 2, año 2, otoño-invierno 2010 (edición impresa: pp. 21-27).

casa, de manera que buelva a su punto”63. Moura tampoco dejó de ofrecerle su ayuda, 
como el también desplazado García de Loaysa64.
El príncipe Doria también temió en un principio por la suerte del marqués de Velada65
y su hermano Fernando de Toledo, con los que mantenía lazos de amistad y parentesco. El
apoyo y protección que el duque de Tursi recibía de ellos en la corte eran valiosos ante el 
cambio que se avecinaba, y el príncipe trató de favorecerles en lo que pudo enviándoles de 
forma preferente numerosas cartas sobre los movimientos de la comitiva del archiduque, 
con lo que seguramente quiso otorgarles cierta ventaja en la divulgación de las noticias66. 
No se puede decir por el contrario que Doria se preocupara tanto por el destino de otros 
ministros como los condes de Fuensalida y Chinchón y, sobre todo, por la fortuna de 
Juan de Idiáquez67. En este sentido, Juan Andrea Doria consideraba que durante los últimos años sus negocios en la corte se habían visto perjudicados por la gestión de algunas 
personas. Esta acusación era en parte general –al propio Moura había señalado que “de la 
[merced] que me han hecho los visires viejos en las cosas que me han tocado no hay para 
qué tratar, pues V.S. sabe mejor que nadie como me ha ydo con su Reynado”–68, pero sus 
críticas se dirigían ante todo contra Idiáquez:


“V.S., [que] ha visto lo que se ha hecho conmigo en estas niñerías que me tocan y 
han passado por sus manos, puede juzgar los amigos que he tenido allí en la hera passada. 
Lo que me dio el rey (que creo está en el cielo) fue antes que tuviessen el mando los que lo 
han tenido de 12 o 15 años acá, y creo cierto que don Juan de Idiáquez me ha deseado hazer 
amistad, pero o sea por su condiçión tan fría como virtuosa, o sea por no haver podido, 
no he visto obras como yo las suelo hazer en lo que puedo a mis amigos dexando aparte 
las palabras”.

No cabe duda de que el príncipe respetaba la rectitud de Idiáquez –“huomo da bene, 
gran ministro”–69, pero no compartía su forma de hacer política –“perchè ha atteso solo al 
servizio del re et far il fatto suo”; “no me ahorcaré si no puede tanto en este reynado como 

63 
ADP, Scaffale 85, leg. 16, Doria a Cristóbal de Moura, Génova, 1 de noviembre de 1598; ADP, Scaffale 85, 
leg. 18, 1 de febrero de 1599.

64 ADP, Scaffale 85, leg. 18, Doria al arzobispo de Toledo, Génova, 1 de noviembre de 1598. El príncipe reaccionó 
con pesadumbre al saber que no viajaría a Valencia: “mucho me pesa no hallar V.S.I. con S.M., y que se recoja 
a su Iglesia. Dios encamine lo que conviene al bien público. Don Carlos besa las manos a V.S.I.”, Ibídem, 1
de febrero de 1599. Véase S. Martínez Hernández, “Ya no hay rey sin privado …” p. 32.

65 “No he tenido carta de V.E. ha mil días. No sé si lo causa el hallarse ya consejero de veras, pues está desecha 
del todo la junta. Artas cosas se dizen por acá. Yo me contento de oírlas en mi casa, y lo estaré mucho de que 
con V.S. se haga lo que merecen sus servicios”, ADP, Scaffale 85, leg. 16, Doria al marqués de Velada, Génova, 
1 de noviembre de 1598.

66 ADP, Scaffale 85, leg. 18, Doria a Velada, Génova, 1,  2,  8 y 17 de febrero de 1599. ADP, Scaffale 85, leg. 
16, Doria a Fernando de Toledo, Génova, 1 de noviembre de 1598. La protección brindada a Tursi ha sido 
señalada por S. Martínez Hernández, El marqués de Velada, p. 355.

67 ADP, Scaffale 85, leg. 16. Doria al conde de Chinchón, Loano, 30 de noviembre de 1598; Ibídem, al conde de 
Fuensalida, Génova, 17 de febrero de 1599.

68 Ibídem, Doria a Cristóbal de Moura, Génova, 21 de noviembre de 1598.

69 ADP, Scaffale 85, leg. 18, Doria a Juan Antonio Marino, Génova 19 de enero de 1599.

decían podía en el passado”–70. Por el contrario, encontraba mayor lógica a la estrategia 
emprendida por el marqués de Dénia –“Denia me pareçe que es cuerdo en no perder 
tiempo en acomodarse y adelantar los que le tocan”–, cuya manera de gobernar pensaba 
que sería más beneficiosa para sus intereses –“este es mundo oy por mí mañana por ti, y 
con todo esto no acabamos de conoçernos”–. Así resumía la situación:

“Denia va en popa con gran bonança y todo lo que puede desear. Chinchón trabucó con toda la vela y don Cristóbal corre árbol seco y está lexos del puerto. Don Juan boga 
sobre el ferro. Dios haga bien a todos y ayude a S.M. de manera que se dexe tan pernicioso 
camino como el que se ha llevado, no despachando cosa a tiempo y mandando executar los 
impossibles sin razón” 71.

Durante unos instantes Doria también había recelado de que todos aquellos cambios 
le hubiesen podido afectar. Que su título de consejero de Estado no apareciera en algunas 
cartas remitidas por el Consejo de Italia le dio que pensar –mantener los oficios era clave 
conservar el prestigio social y político ante los cambios–72, pero en último término confiaba en que el valido recordara las relaciones que los Doria y los Sandoval habían mantenido 
en el pasado73. Los nuevos nombramientos en el Consejo de Estado le parecían igualmente esperanzadores –“in questi nuovi consiglieri di Stato ho molti amici che saranno più 
caldi che Idiáquez”– así que, aconsejado en todo momento por su hijo Juanetín –presente 
en la corte– el príncipe Doria pidió a sus agentes en Madrid –Francisco Tapia y Juan Antonio Marino–, que buscaran la vía del marqués de Dénia y sus factores para encaminar 
todos los negocios de su casa. Hacía falta “navegar por Dénia”74.

Las cartas intercambiadas con el valido fueron acentuando cada vez más este nuevo 
rumbo. Si bien en las primeras misivas el príncipe se limitó a explicar las novedades de la 
jornada75, desde finales de noviembre comenzó a incluir en sus despedidas el saludo y 
deseo de servicio de sus hijos Carlo y Juanetín y, significativamente, a marcar cierta distancia con el anterior gobierno76. Conforme se fue acercando el día del embarque, las 
promesas de recompensa prometidas por el valido afianzarían más este discurso:


70 
ADP, Scaffale 85, leg. 16, Doria a Marino, Génova, 1 de noviembre de 1598.

71 Ibídem, Doria a Esteban de Ibarra, Génova, 15 de noviembre de 1598.

72 Ibídem, Doria a Francisco de Idiáquez, Génova, 16 de noviembre de 1598. Este fue al menos el objetivo de 
Velada, S. Martínez Hernández, El marqués de Velada, pp. 385-389.

73 “Yo fui gran servidor y amigo del marqués de Dénia padre deste, el qual lo sabe, y no sé si agora se le 
acordará, como se me acuerda a mí, que el año passado me hizo mucha merced en Dénia”, ADP, Scaffale 85, 
leg. 16, Doria a Fernando de Toledo, Génova, 16 de noviembre de 1598.

74 Ibídem, Doria a Marino, Génova, 1 de noviembre de 1598. Juanetín Doria se había educado y residía 
esporádicamente en la corte. La decisión de enviar a estudiar a los hijos a Madrid era un recurso habitual para 
estrechar los vínculos con la Corona. En este caso, la decisión del príncipe se demostraría capital, porque 
Juanetín se convertiría en su mejor agente en la corte. Sobre el envío de jóvenes a la corte para su educación 
y crianza, A. Esteban Estríngana, “Agregación de territorios e integración de sus élites. Flandes y la Monarquía 
de Felipe III (1598-1621)”, Studia Historica. Historia Moderna, 32 (2010), pp. 261-304.

75 ADP, Scaffale 85, leg. 16, Doria al marqués de Dénia, Génova, 1, 17 y 21 de noviembre de 1598.

76 Ibídem, Doria a Dénia, Loano, 29 de noviembre de 1598.

“Dízeme V.S. que me hará merced en lo possible. V.S. todo lo es, y así en lo que se 
me ofreciere sé que me la hará en todo, y yo muy confiado estoy dello y de que mereçeré 
que V.S. me la haga” ; “Cada día se me haze mil años de poder besar a V.S. las manos”77.

Juanetín Doria guió en buena medida los pasos de su padre en esta estrategia de acercamiento al marqués de Dénia78. Él fue el encargado de entrevistarse con el valido para 
representarle en persona las pretensiones del príncipe –extremo que interesaba enormemente a su padre, sobre todo para allanar la cuestión del capelo79−, y también quien le 
recomendó el estrechamiento de sus vínculos de amistad con otros personajes emergentes. 
Su consejo fue en este sentido esencial a la hora de intensificar la correspondencia con el 
conde de Miranda, que repetidamente era señalado como el hombre fuerte del marqués 
de Dénia en las cuestiones de Italia –“il conte di Miranda è molto ligato con il marchese 
di Denia, il quale è il factotum”80–. Vox populi, vox Dei; desde el mes de noviembre el 
príncipe se esforzó por ofrecer sus servicios al conde –“no tiene serbidor ninguno ni en 
Italia ni en España mayor que yo”–, quien a cambio se mostró dispuesto a mediar por su 
familia ante el valido81.

Aunque desde finales de 
1598 la estrategia de los Doria en la corte ya había tomado una 
dirección clara, Juan Andrea se esforzó por mantener abiertos todos los canales de negociación, incluso aquellos que criticaba. Así, Juanetín recibió la orden de continuar sus 
tratos habituales con Juan de Idiáquez –“è bene continuare con don Gio come si è fatto 
per il passato, nell’apparenza, mostrando di haver in lui la solita confidenza, perchè non 
creda che siamo amici di fortuna”–, quien también se había comprometido a recordar al 
rey el asunto del capelo82. El príncipe hizo otro tanto en Génova, donde apoyó de manera 
resuelta a su hijo Alonso en sus pretensiones de naturalizarse en el Milanesado y comprar 
el feudo de Voghera83. Del mismo modo, Alonso de Idiáquez fue de los primeros en recibir no solo un pasaje en la jornada, sino también el ofrecimiento de hospedar y cuidar, 


77 
ADP, Scaffale 85, leg. 18, Doria a Dénia, Génova, 1 y 8 de febrero de 1599.

78 “V.E. farà benissimo a non seguir la strada di Idiáquez, se non astringersi con Denia, il quale haverà a caro 
tener per amico V.E.”, Ibídem, Juanetín Doria a Juan Andrea Doria, Alcalá de Henares, 2 de febrero de 1599.

79 ADP, Scaffale 82, leg. 21, Juanetín Doria a Juan Andrea Doria, Madrid, 2 de enero de 1599. “Già ho visto a 
Denia, il quale mi asicura che il re ha fatto et farà di nuovo offitii per me […] Risposse che lui era amico di 
V.E. et che lo sarebbe come lo mostraria”, Ibídem, 3 de enero de 1599.

80 ADP, Scaffale 85, leg. 16, Doria a Ferrante Fornari, Génova, 30 de enero de 1599. El interés por entablar 
buenas relaciones con las personas destinadas a controlar los asuntos italianos era una prioridad para los 
Doria, que también mantuvieron contactos frecuentes con Francisco de Idiáquez, del consejo de Italia.

81 ADP, Scaffale 85, leg. 16, Doria al conde de Miranda, Loano, noviembre de 1598. “V.E. haga ver al marqués 
de Dénia, que nos dizen es el primer bajá, de los servicios de mi casa y míos […] En esta casa hay salud y en 
Padre y Hijos el desseo de serbir a V.E. que piden nuestras muchas obligaçiones”, ADP, Scaffale 85, leg. 18, 
Doria a Miranda, Génova, 1 de febrero de 1599.

82 ADP, Scaffale 85, leg. 16, Juan Andrea Doria a Juanetín Doria, Génova, 17 de noviembre de 1598; ADP, 
Scaffale 82, leg. 21. Juanetín Doria a Juan Andrea Doria, Madrid, 2 de enero de 1599.

83 ADP, Scaffale 70, leg. 24, Alonso de Idiáquez a Juan de Idiáquez, Voghera,  6 y 7 de julio de 1598.

mientras durara su ausencia, a su mujer e hijo recién nacido en el palacio familiar de 
Génova84. 
Juan Andrea Doria utilizó el transporte de la reina no solo para afianzar su compromiso de servicio con la corona y establecer alianzas con el nuevo gobierno, sino también para 
reforzar su propia red clientelar y ampliar sus contactos y amistades a través de un recurso 
básico: la concesión de pasajes. Pese a que algunas galeras fueron reservadas para que el 
archiduque Alberto y la archiduquesa María pudieran disponer en ellas, como mejor les 
pareciera, la distribución de los miembros de su corte85, el príncipe Doria ejerció un poder 
casi absoluto sobre la adjudicación de plazas y el reparto –en forma de permisos de pasaje– del espacio libre restante. Este control le permitió, en primer lugar, relacionarse con 
importantes integrantes del cortejo del archiduque –comenzando por Luis de Ávalos, su 
mayordomo86– y renovar los lazos que ya le unían a alguno de ellos, como Diego de Ibarra 

–“grande amigo”–, que había servido al príncipe de enlace y apoyo en Milán y que, a cambio, fue alojado junto a su “camarada” Juan de Ávalos en el palacio Doria y embarcado en 
una de las mejores galeras87. Como resultado, algunos miembros de la familia del príncipe 
Doria lograron importantes reconocimientos simbólicos, como su nuera –Plácida Doria 
Spínola, esposa del duque de Tursi–, a quien el rey otorgó el privilegio de ser tratada como 
grande en la corte de la reina88. Avanzó igualmente en la resolución de algunos objetivos 
estratégicos; en particular, la mención de su señorío fronterizo de Loano en las paces con 
Francia, asunto que, gracias a la intercesión del propio archiduque Alberto, pudo negociar 
con Jean Richardot, presidente del Consejo Privado y miembro togado del Consejo de 
Estado de Bruselas, además de embajador en Vervins89.

La concesión de pasajes también le permitió entrar en correspondencia con exponentes centrales de la élite política ligada al servicio del Rey Católico en el espacio italiano, 
así como con otros poderes con intereses estratégicos puntuales en la jornada. Participar 
en el cortejo que acompañaba a la reina y al archiduque Alberto representaba una oportunidad de estar cerca de los miembros de la familia real, de relacionarse con personajes del 
gobierno de la monarquía y de significarse social y políticamente. Las bodas de Valencia 
ofrecían la primera ocasión de entrar en contacto con el nuevo monarca y su valido, de 
renovar simbólicamente su servicio con la asistencia a los festejos y, en último término, 
de comprender –como también intentaban los Doria– los cambios y la estructura de poder que se había establecido en la corte, cuestión básica para desarrollar certeramente las 


84 
Ibídem, Juan de Idiáquez a Alonso de Idiáquez, Madrid, 19 de septiembre de 1598. El hijo del comendador 
aceptó la oferta, ADP, Scaffale 85, leg. 16, Juan Andrea Doria a Vittoria Doria, Génova, 4 de noviembre de 
1598. 

85 
ADP, Scaffale 70, leg. 24, Doria a Tursi, Génova, 25 de noviembre de 1598.

86 ADP, Scaffale 85, leg. 18, Doria a Blasco de Aragón, 3 de enero de 1599.  

87 Ibídem, Doria a Diego de Ibarra, Génova, 3 y 6 de febrero de 1599. 

88 ADP, Scaffale 85, leg. 16, Juan Andrea Doria a Paolo Doria, Loano, 16 de diciembre de 1598.

89 Ibídem, Doria a Jean Richardot, Loano, 18 de diciembre de 1598; ADP, Scaffale 85, leg. 18, Doria a Mencía 
D’Or, Génova, 12 de febrero de 1599; J. Houssiau, “Les ambassadeurs des Pays-Bas à Vervins: prémices d’une 
diplomatie «belge»”, en J.F. Labourdette, J.P. Poussou y M.C. Vignal (eds.), Traité de Vervins, París, 2000, 
pp. 276-282.

propias estrategias familiares en un futuro inmediato. Obtener uno de los pasajes que aún 
quedaban libres en las galeras se convirtió así en una meta codiciada, y más aún adquirirlo 
en una posición preferente pues, mientras andaran en ellas los invitados reales, las galeras 
eran corte y, por lo tanto, conseguir el mejor pasaje en la mejor galera posible –empezando por la galera real y las capitanas de escuadra– delimitaba también la importancia y 
calidad del embarcado.

El príncipe Doria se aseguró de que los mejores puestos fueran reservados para su 
familia y amigos. El trato dado a Ferrante II Gonzaga, conde de Guastalla y esposo de su 
hija Vittoria, es en este sentido característico90. Su yerno no solo pudo embarcar toda la 
ropa que quiso –al contrario que otros muchos, dado el limitado espacio de las galeras–, 
sino también llevar sus caballos y ocupar una codiciada plaza en la galera real, junto a la 
reina y su séquito91. El duque de Gandia –su otro yerno, casado con su hija Artemisa–, recibió esta misma atención, y tampoco se descuidó el papel destinado a su hijo Carlo, que 
embarcó en su galera al archiduque Alberto después de que Juan Andrea Doria sorteara 
los posibles problemas de precedencia con los capitanes generales de otras escuadras92. A 
partir de este punto entró en juego la influencia de las parentelas y amistades, como la 
que hizo que Doria embarcara como consejero y capitán de galera a Jorge Manrique, que 
el monseñor de Teano se embarcara por petición del cardenal Ascanio Colonna o que la 
condesa viuda de Mansfeld −Marie Christine de Egmont, dama flamenca de la infanta 
Isabel93−, dispusiera de su propia galera por súplica de Pedro de Leiva94.

De igual modo que ayudó a los suyos, Juan Andrea Doria también frenó las pretensiones de otros personajes menos cercanos a su casa o con los que mantenía litigios. Pese a 
que el príncipe benefició en lo que pudo a Ferrante Gonzaga, no quiso por el contrario 
atender a las demandas de su familiar Fabio Gonzaga –designado embajador por el duque 
de Mantua–, para que se reservara una galera para su séquito pues “è cosa questa da non 
farsi se non per persona che premesse molto, et egli come sapete è amico dozenale, ne per 
il suo patrone devo fare questo ne altro”95. Otro tanto se podría decir de César de Ávalos, 


90 
Sobre el conde de Guastalla véase E. Bartoli, “España y los pequeños príncipes libres de Italia”, en J. Martínez 
Millán y M.A. Visceglia (dirs.), La monarquía de Felipe III, t. IV, pp. 1205 y 1209.

91 Los pasajeros de la galera real lo fueron por designación directa del rey, pero el príncipe Doria se pudo 
reservar un pequeño cupo destinado a sus “criados”, ADP, Scaffale 85, leg. 16, Doria a Ferrante Gonzaga, 
Génova, 6 de noviembre de 1598; ADP, Scaffale, leg. 18, Juan Andrea Doria a Vittoria Doria, Génova, enero 
de 1599; Ibídem, Doria a Ferrante Gonzaga, Génova, 26 de enero de 1599.

92 Ibídem, Doria al duque de Tursi, Génova, 15 de enero 1599.

93 Sobre la identidad y relevancia de esta dama, desde 1595 viuda en terceras nupcias del conde Charles de 
Mansfeld, A. Esteban Estríngana, “El collar del Toisón y la grandeza de España. Su gestión en Flandes durante 
el gobierno de los Archiduques (1599-1621)”, en K. de Jonge, B.J. García García y A. Esteban Estríngana 
(eds.), El legado de Borgoña. Fiesta y ceremonia en la Europa de los Austrias, Madid, 2010, pp. 534-536.

94 ADP, Scaffale 85, leg. 18, Doria a Jorge Manrique, 16 de enero de 1599; Ibídem, a Ascanio Colonna, 28 de 
enero de 1599; Ibídem, Doria a Leiva, La Real, 24 de febrero de 1599.

95 “Saria bella se con 4 belle parole pretendesse il duca di Mantova che Fabio Gonzaga havese da me una 
galera in questo tempo, assai sarà se lo farò accomodare come andiamo tutti”, ADP, Scaffale 85, leg. 18, Juan 
Andrea Doria a Vittoria Doria, Génova, 1 de enero de 1599. Al agravio comparativo que Fabio dijo padecer 
por la mejor posición de Ferrante el príncipe contestó: “non le parrà strano ch’io le dica che in don Ferrante 
mio figlio sono tali qualità che non mi pare che tra l’uno et l’altro di loro si possa fare propiamente buon 

gran canciller de Nápoles, que negoció con Francesco Grimaldo la cesión de la galera capitana de la República de Génova para él y su hijo, el marqués de Pescara. El príncipe 
Doria no solo le avisó de que, tras la conceción oficial, le competía a él y no a la Señoría 
el señalar quiénes irían en ella, sino que también le negó el pasaje a su hijo –compañero 
habitual del marqués de Torriglia en las mesas de juego– si antes no le pagaba las deudas 
que tenía contraídas con su familia. Tras quedarse sin su galera, Ávalos trató de asegurarse 
al menos un pasaje junto a los yernos del príncipe en la galera real, a lo que Doria contestó con no poca ironía: 

“Voglio che sappia che non posso in questa occassione distribuire le galere secondo 
il parentado et l’amicitia, havendomi avvisato il signor Archiduca che vengono seco alcuni 
principi di Fiandra et molte dame, le quali V.S. sa che è honesto che precedano a tutti” 96.

Precisamente, fueron las damas quienes metieron en más de un aprieto al príncipe 
y, en concreto, Sancha de Guzmán, camarera mayor de la difunta duquesa de Saboya 
y encargada de supervisar el traslado de su casa y ropa a España97. Pese a que, por estar 
destinada a ser compañera de la duquesa de Gandia en el servicio de la reina, Doria trató 
de contentarla en todo momento, la antigua camarera se quejó repetidamente del poco 
espacio que se le había dado –cuatro galeras para 250 personas (60 de ellas mujeres) y su 
equipaje–, de los soldados embarcados –no quería que hubiese ninguno, a lo que Doria se 
negó– y de la posibilidad de dejar parte de la ropa en tierra, acabando al poco con la paciencia del príncipe de Melfi98. Menos miramientos tendría para cortar de raíz otras tantas 
peticiones, enviadas a veces por sus propios agentes, como la que le hizo Gio di Negrotto:

“Mi sono riso della richiesta che mi fate che io voglia dare a vostro nipote quella 
galera che più gli parrà commoda per condurre in Spagna vostra sorella, et mi pareva che 
un’huono di giuditio come siete voi dovesse considerare che in questa occasione vi saranno 
infiniti signori et signore che per ogni ragione devono essere accomodati prima. A vostra 
sorella basterà haver passagio al meglio che si potrà in tanta stretezza”99.

Por último, y más allá de las licencias de pasaje, Juan Andrea Doria también fue objeto de numerosas peticiones de mediación con el monarca y sus ministros, elevadas por 
comparaticco”. Ibídem, Doria a Fabio Gonzaga, Loano, 
9 de enero de 1599. Fabio Gonzaga no fue el único 
embajador que aprovechó el pasaje de la reina para viajar a España. Lo hizo también la República de Génova, 
y Venecia, que negoció con el embajador católico el embarque del procurador Delfino y otro consejero, ADP, 
Scaffale 85, leg. 18, Doria a Íñigo de Mendoza, Génova, 3 de febrero de 1599.

96 ADP, Scaffale 85, leg. 16, Doria a César de Ávalos, Génova, 4 y 22 de noviembre de 1598.
97 L. Cabrera de Córdoba, Relaciones de las cosas sucedidas en la Corte de España desde 1599 a 1614, Salamanca, 
1997
, p. 255.

98 “Yo no puedo hazer de lo impossible lo posible […] Si V.S. supiera la ropa que queda en tierra de S.A. y las 

pocas galeras que hay [...] no se quexara como lo haze”, ADP, Scaffale 85, leg. 18, Doria a Sancha de Guzmán, 

Génova, 6, 10, 14 y 18 de febrero de 1599.

99 Ibídem, Doria a Gio di Negrotto, Génova, 26 de enero de 1599.

aquellos que no se podían embarcar pero que tenían negocios pendientes con la Corona. 
Entre los que solicitaron su ayuda, se encontraron el príncipe de Sulmona, el duque de 
Sessa, el conde de Binasco –embajador en Génova–, Ferrante Fornari, el obispo de Pozzuoli o Luis de Velasco100. El príncipe tenía pues que ocuparse de muchos asuntos en Valencia, aunque no dejaba de avisar: “io ho buone parole della corte; vederemo li effetti”101.

IV. “Già ti faccio mezzo luogotenente de la Mar de Italia”102
Juan Andrea Doria empleó 
38 días en llevar a la reina y al archiduque Alberto de Génova al puerto valenciano de Vinaroz103. La duración de este viaje fue considerablemente 
mayor a la habitual, debido tanto a los problemas de la navegación en invierno como a 
las características del pasaje104. El cansancio acumulado en esta travesía fue seguramente la 
razón por la que, tras desembarcar a la reina en Vinaròs el 27 de marzo, el príncipe Doria 
no siguió inmediatamente a la comitiva nupcial, permaneciendo en el puerto105. Allí le 
alcanzó su hijo Juanetín, con quien debía trazar la estrategia a seguir tras saberse que, 
finalmente, su nombre se había caído de la promoción cardenalicia. 

Esta noticia había supuesto un duro revés. A lo largo de los meses anteriores, Juan 
Andrea se había esforzado por arrancar del marqués de Dénia la promesa de que el rey 
presionaría al papa en la elección de su hijo. En enero el duque de Sessa había recibido 
en efecto la orden de “hazer nuevos oficios por el señor Juanetín”, pero todo se había 
complicado después de que el valido, en el último momento, incluyera a su tío, el obispo 


100 
Ibídem, Doria al príncipe de Sulmona, Génova, 7 de enero de 1599; Ibídem, al conde de Binasco, Génova, 
10 de enero de 1599; Ibídem, a Ferrante Fornari, Los Alfaques, 25 de marzo de 1599; Ibídem, al obispo de 
Pozzuoli, Los Alfaques, 30 de marzo de 1599; Ibídem, a Luis de Velasco, La Real, 26 de febrero de 1599.

101 
Ibídem, Doria a Blasco de Aragón, Génova, 16 de enero de 1599.

102 Ibídem, Doria al duque de Tursi, Génova, 15 de enero de 1599.

103 Sobre el recibimiento de la reina y el equipaje desembarcado, J. Lhermite, El pasatiempos de Jehan Lhermite: 
Memorias de un gentilhombre flamenco en la corte de Felipe II y Felipe III, ed. J. Sáez de Miera y traducción de 
J.L. Checa Cremades, Madrid, 2005, p. 474. 

104 Los días de navegación fueron menos, en realidad. Al poco de salir de Génova, la armada tuvo que buscar 
refugio en Savona. Allí se detuvo diez días –del 18 al 28 de febrero– hasta que las condiciones meteorológicas 
volvieron a ser favorables. El tiempo empeoró de nuevo la noche del 2 de marzo, cuando la mar gruesa les 
arrancó de la isla Margarita y les obligó a resguardarse en Tolón. Las galeras no se hicieron de nuevo a la 
mar hasta el 9, alcanzando Marsella ese mismo día. Allí permanecieron hasta la noche del 20 de marzo, 
cuando la armada partió para cruzar el golfo de León. No sin problemas llegó a Rosas el 21, fondeando en 
Los Alfaques cuatro días después. Aquí se aguardó la orden oficial de desembarco, que se produjo en Vinaròs 
el día 27. Pese a que el príncipe Doria eligió los mejores días para navegar, no se halló rastro de peste y el 
recibimiento en los puertos franceses fue cordial, el viaje resultó complicado: muchos caballos murieron y 
algunos pasajeros enfermaron y tuvieron que ser desembarcados durante las escalas. Las quejas entre el pasaje 
fueron continuas por los problemas de hacinamiento y alimentación –“hazesé lo que se puede, pero al fin 
somos en galera”, ADP, Scaffale 85, leg. 18, Doria al conde de Binasco, La Real, 24 de febrero de 1599. Pese 
a todo, la reina y los archiduques se mostraron complacidos –la archiduquesa María regaló al príncipe 50
esclavos en agradecimiento– y permanecieron en las galeras la mayor parte del tiempo. Sobre los problemas 
de navegación en estas embarcaciones véase Antonio de Guevara, Libro de los inventores del arte de marear 
y de los muchos trabajos que se passan en las galeras, Pamplona, Thomas Porrâlis, 1579. Se puede encontrar 
un resumen de esta travesía en G. Faing, “Le Voyage de l’Archiduc”, pp. 496-499. Sobre el regalo de la 
archiduquesa y las vicisitudes sufridas por algunos pasajeros, J. Rainer, “Tú, Austria feliz, cásate”, pp. 46-47.

105 ADP, Scaffale 85, leg. 18, Doria al marqués de Torriglia, Vinaròs, 6 de abril de 1599.

de Jaén, como candidato junto a este y el arzobispo Loaysa106. El duque de Sessa ya había 
advertido que Clemente VIII −para mantener el equilibrio de poder entre las naciones 
española y francesa−, no estaba dispuesto a promocionar a más de dos españoles, y que la 
presión del nuncio y otros personajes romanos a favor del aspirante del marqués de Dénia 
era muy fuerte. El embajador se había comprometido con el príncipe a intentar que su 
hijo fuera el segundo elegido, pero acabó por ser el perjudicado107. 

Sessa, que mantenía buenas relaciones con los Doria y les había asegurado repetidamente la promoción de Juanetín, reclamó al cardenal Aldobrandini la reparación del daño 

–“los papas tienen vedados los duelos, i assí no pueden ser desafiados aunque os falten la 
palabra”–, pero el remedio trajo nuevos problemas108. Aldobrandini no solo se escudó en 
que la última decisión había dependido del pontífice, sino que justificó el resultado de la 
promoción por haber corrido el rumor de “que el señor Juanetín proçedía, como moço 
poco tiento, en materia de damas y de juego, y que aunque no lo creýa del todo, todavía 
por más descargo […] pide a S.M. mande informarse de la verdad”. De este modo, las 
presiones del embajador no lograron que la elección se reactivara y tuvieron un efecto 
hasta cierto punto contraproducente, porque provocaron que Clemente VIII ordenara a 
Felipe III una investigación sobre las costumbres de Juanetín. Juan Andrea Doria agradeció al duque su ayuda –siempre pensó que el papa les habían engañado a los dos109−, pero 
aunque la vía romana no se abandonó, desde un primer momento padre e hijo tuvieron 
claro cuál debía ser su siguiente paso, esto es, conseguir que el rey proveyera en Valencia 
al remedio de aquel último daño: “il mondo stà allegro, et se cosí riesce nelle cose che 
importano come nelle burle, tutto anderà molto bene”110.

A principios de abril, el príncipe Doria recibió el permiso para ir a Valencia a besar 
las manos del rey111. Siguiendo con sus planes de utilizar la jornada para escenificar el relevo generacional en su casa, decidió ocupar una pequeña vivienda cerca del convento de 
predicadores –el conde de Miranda le ofreció compartir la suya, pero declinó su oferta–, 
dejando que su hijo Carlo y Ferrrante Gonzaga se establecieran en el palacio de los condes 


106 
A. Feros, El duque de Lerma, p. 180; L. Cabrera de Córdova, Relaciones, p. 17.

107 Sessa intentó convencer al pontífice de que Loaysa era una candidatura promovida por el archiduque 
Alberto y que, por tanto, debía considerarse aparte de las dos “españolas”. El papa Albodrandini respondió 
que para él “todo era una misma cosa”, ADP, Scaffale 82, leg. 21, Sessa a Doria, Roma, 23 y 29 de enero de 
1599. Sobre los equilibrios de poder en Roma y los intereses españoles, M.A. Visceglia, La città rituale. Roma 
e le sue cerimonie in età moderna, Roma, 2002; y P. Broggio, La teologia e la politica. Controversie dottrinali, 
Curia romana e Monarchia spagnola tra Cinque e Seicento, Florencia, 2009.

108 ADP, Scaffale 82, leg. 21, Sessa a Doria, Roma, 25 de enero y 1 de marzo de 1599.

109 “Aldobrandino devió escoger a don Bernardo de Rojas por dar gusto al marqués de Dénia”; “No sé si le hará 
daño [a Juanetín] no hallarse por gracia de Dios tocado de vicios, que Roma tiene mala fama”, ADP, Scaffale 
85, leg. 18, Doria a Sessa, 17 de julio de 1599; “Male mi ha pagato Sua Santità il molto che l’ho servito”, 
Ibídem, Doria a monseñor Spínola, Rosas, 25 de marzo de 1599; “Li preti mi hanno burlato et no perdono” 
Ibídem, Doria a monseñor Spínola, Valencia, 24 de abril de 1599.

110 ADP, Scaffale 82, leg. 21, Juanetín Doria a Juan Andrea Doria, Valencia, 23 de febrero de 1599; Ibídem, 
Vinaròs, 22 de marzo de 1599.

111 ADP, Scaffale 85, leg. 18, Doria a Blasco de Aragón, Vinaròs, 5 de abril de 1599. El príncipe Doria participaría 
en la entrada de la reina y el archiduque en Valencia junto a los grandes de España, véase J. Lhermite, El
pasatiempos, p. 480.

de Oliva, cedido por el duque de Gandia a sus cuñados. Juanetín se aposentó a su vez en 
un convento por indicación de su padre. 
Mientras el duque de Tursi y el marqués de Guastalla se encargaban de representar 
ante la corte el poder de la familia –“don Carlo non mi aiuta niente, ma attende a suoi 
spassi […] don Ferrante riesce benissimo et è molto stimato; spende assai perchè vuole”–, 
el príncipe Doria se dedicó a resolver sus negocios. En este sentido, no tardó en constatar 
que “il marchese di Denia commanda assolutamente il tutto, et nessun altro può” y, lo 
más importante, que “son stato ben visto da S.M. et ho incaminato li miei negotii”112. 
Pero tener encaminados los negocios no significaba necesariamente que estuviesen zanjados. Doria casi no pudo hablar con el valido –“col signor marchese di Denia si può 
trattar così poco che sino adesso io non ho havuto ne anco’ commodità di poter trattare 
delle cose del servitio di S.M et delle mie”–, y aunque este le prometía que tendrían la 
oportunidad de tratar todos sus asuntos con satisfacción –incluso le mostró unos papeles 
que demostraban que el rey había antepuesto la candidatura de Juanetín a la de su tío–, 
Juan Andrea temía que todo fueran excusas, y que al final no se pudiera sacar demasiada 
“sustancia” pese al enorme gasto que su casa había invertido en aquella jornada113. 

Los reconocimientos, por el contrario, llegaron antes de la partida de los archiduques. 
Felipe III no solo eximió al príncipe del pago de los derechos del sello derivados de su 
primera ayuda de costa –por su “calidad, méritos y servicio”–114, sino que en mayo le concedió otra de 30.000 ducados “havida consideración a los muchos y grandes servicios que 
[...] hizo al rey mi señor questá en el cielo y a los que a mí me ha hecho y va haziendo”115. 
Le entregó además la fe de su servicio en las galeras que necesitaba para fenecer sus cuentas con la contaduría, y las concesiones no terminaron ahí. Ferrante Gonzaga obtuvo 
el Toisón de Oro, que el rey le impuso en una ceremonia en la que participó el mismo 
archiduque Alberto. Juanetín no consiguió el capelo, pero como compensación el rey le 
hizo merced de una renta eclesiástica de 4.000 ducados, situada la mitad en una abadía 
siciliana y la otra mitad en el arzobispado de Toledo. Su primo Leonardo Spínola, encargado de la armada real en ausencia de Doria y Tursi, recibió 800 ducados que no quiso 
aceptar, para asombro de su familia116. Todas estas mercedes  fueron además gestionadas 
con una gran rapidez con el conde de Miranda –cada vez más vinculado a los Doria–, 


112 
ADP, Scaffale 85, leg. 18, Doria al marqués de Torriglia, Vinaròs, 6 de abril de 1699. Doria llegó a Valencia el 15
de abril, cuatro días antes de las bodas reales, Ibídem, Valencia, 24 de abril de 1599. Sobre estas celebraciones, 
J. Lhermite, El pasatiempos, pp. 460-510; A. Rodríguez Villa, Correspondencia, pp. 309-315; G. Aguilar, Fiestas 
nupciales, pássim; F. Lope de Vega, Fiestas de Denia, ed. M.G. Profeti y B.J. García García, Florencia, 2004; 
R. Rainer, “Tú, Austria feliz, cásate”, pp. 47-48.

113 
“La scarsità (…) di tempo (…) mi fa credere che non potrò cavare risolutione nessuna in quello del Finale, 
et delli altri. Quanto alla sustanza spero poco”; “Fummo me ne danno assai, ma sustanza non so ancora quella 
potrò cavare”, Ibídem, Doria al marqués de Torriglia, monseñor Spínola y Ferrante Fornari, Valencia, 24 de 
abril de 1599; ADP, Scaffale 85, leg. 18, Doria al marqués de Finale, Génova, 29 de junio de 1599.

114 ADP, Scaffale 70, leg. 25, Felipe III a Bernardino de Cárdenas, Rugat, 8 de febrero de 1599.
115 ADP, Scaffale 82, leg. 21. Francisco de Idiáquez a Doria, Barcelona, 9 de junio de 1599; ADP, Scaffale 70, leg. 
25
, Felipe III a Cárdenas, Dénia, 2 de agosto de 1599.

116 ADP, Scaffale 82, leg. 21, Juanetín Doria a Juan Andrea Doria, Alcalá de Henares, 20 de junio de 1599; 

Ibídem, Francisco Tapia a Doria, Madrid, 19 de junio de 1599.

siendo publicadas en junio de ese mismo año 1599. Pero la mayor merced de todas la 
obtendría el duque de Tursi con esta carta:
“[Marqués de Torriglia:] Vuestro padre me dio la carta que me escrivistes a 15 de 
hebrero en que me suplicáis que pues la falta de salud con que os halláys, haviéndola perdida en la mar el tiempo que navegastes, os impide el poderlo continuar adelante, os diesse 
licencia para exoneraos del cargo de capitán general de las galeras de Génova, y que este lo 
provea yo en don Carlos Doria vuestro hermano. Visto esto y atentos los grandes méritos 
y intercesión de vuestro padre, y lo bien que vos me servistes el tiempo que navegastes con 
las dichas galeras, con efectos tan importantes como se siguieron de vuestra vigilancia, cuydado y buena suerte en limpiar stas costas de corsarios con presa de no pocos vaxeles, he 
tenido por bien no solo daros licencia que pedís para exoneraros del cargo, más también la 
recompensa del y de proveerle en don Carlos vuestro hermano, en todo lo qual he tenido 
buena gana por lo que todos me merecéys”117.

Este documento marcaría el destino de la familia Doria. Con él, la rama principal 
del linaje –representada por los príncipes de Melfi– perdió el control de las Galeras de 
Génova en beneficio de la rama secundaria de los duques de Tursi, lo que a medio plazo 
afectó a su relación con la corona española. Los descendientes del marqués de Torriglia 
tratarían sin éxito de recuperar el cargo a lo largo de los decenios posteriores, pero Juan 
Andrea Doria creyó tomar la mejor decisión para evitar que el control de las galeras se 
escapara de las manos de su familia. Torriglia perdió su sueldo de capitán general, pero en 
compensación recibió del rey una pensión de 3.000 ducados y la promesa de ser empleado 
en otros servicios118.

El traspaso simbólico de poderes entre el príncipe Doria y el duque Tursi, así como la 
renovación, no menos significativa, de su alianza con la Corona española, comenzaría a 
escenificarse en mayo de 1599 cuando, con motivo del traslado de los reyes y los archiduques de Valencia a Barcelona, el marqués de Dénia consultó directamente con Carlo Doria la posibilidad de emplear sus galeras en el nuevo viaje. Felipe III le encargaría además 
que organizara un almuerzo para él, la reina y los archiduques en su galera capitana, gestos 
de cercanía que fueron percibidos por la corte y otorgaron mayor notoriedad al duque119.

Este cambio fue, en todo caso, gradual. Cuando, después de tomar el camino de 
tierra, Felipe III decidió embarcarse en las galeras para realizar la última etapa de su viaje 
a Barcelona –por “el gusto de hazer a S.M. marinero, que me dizen ynclina a ello”–, fue 
el príncipe Doria el encargado de embarcarlo en Vinaròs. Del mismo modo cuando, 
a finales de mayo, la infanta Isabel quiso embarcarse en ellas para contemplar desde el 


117 
ADP, Scaffale 85, leg. 18, Felipe III al marqués de Torriglia, Barcelona, 16 de junio de 1599.

118 Ibídem, Doria a Ferrante Fornari, Génova, 18 de junio de 1599. 

119 Ibídem, Vinaròs, 8 de mayo de 1599; Ibídem, Tursi a Doria, El Grau, 4 de mayo de 1599; Ibídem, Miranda 
a Doria, Valencia, 5 de mayo de 1599.

mar unas luminarias, también fue él el requerido. Pese a todas las mercedes recibidas el 
príncipe comenzaba a pensar que una de las más deseadas por él, su retiro, tendría que 
aplazarse  –“ero resoluto lasciar questo carico, ma S.M. mi ha fato tanti favori et gratia 
in ogni cosa che sono forzato seguire”120−, pero de hecho la posición del duque de Tursi 
continuó reforzándose en paralelo. Antes de producirse el embarque de los archiduques 
de Barcelona a Génova, el rey le dio “la intrata nelle camere del Re che hano li grandi”, y 
la infanta Isabel le encomendó el cuidado de las damas de su casa durante la travesía de 
vuelta, iniciada el 7 de junio121. Pero la comisión de los Doria en esta jornada no terminó 
con el acompañamiento de los archiduques hasta Pontedecimo –a partir de allí entraron 
de nuevo en la jurisdicción de Milán– a finales de aquel mes. El rey había ordenado que 
las galeras volviesen de inmediato a Barcelona tras depositar a su pasaje en tierra y, muy 
significativamente, pedido que fuera el duque de Tursi, y no su padre, el encargado de 
gobernarlas122.

Carlo Doria no tuvo casi tiempo de aderezar sus once galeras antes de encaminarse de 
nuevo a Barcelona, donde arribó el 9 de julio. Allí se encontró con los rumores sobre un 
posible embarque del rey hasta Cartagena o incluso Granada –para evitar la peste de los 
caminos de Aragón– pero, sobre todo, con la sorpresa de la visita de Felipe III al saber de 
su llegada –“dijo que venía a buen tiempo”–. A lo largo de esa mañana, pasarían por su 
galera muchos miembros de la cámara del rey y, cuando fue a visitar al marqués de Dénia, 
“me yço mucha mejor cara que otras veces y […] mucha merced […] Dijo que era amigo 
de V.E. y de su casa; yo le dije que las obras que avíamos recevido eran tal que podía star 
siguro las conocíamos, y tanbién que no le aríamos verguenza con ayuda de Dios” 123. 

Aunque al valido once galeras le parecían pocas para la seguridad de los reyes y, en 
un principio, solo le ordenó que escoltara desde el mar a la comitiva real –guardando la 
costa de posibles peligros–, alcanzada Tarragona, Felipe III decidió embarcarse a Vinaròs 

–“y si yo no lo impedía creo que quería yntentar el yr a Valencia por mar”–. El duque 
de Tursi se encontró entonces en un aprieto –por la citada falta de aderezos– y trató de 
“contradecillo”, porque “no querría que nos viéssemos en algo y que después dijessen que 
yo tengo la culpa”. Pero después de que el rey le llamara a sus aposentos y le instara “cara a 
cara”, Caro Doria no pudo sino obedecer, llevando a los reyes primero a Vinaròs y, desde 
allí, a Valencia:


120 
Ibídem, Doria a Ferrante Fornari, Barcelona, 18 de mayo de 1599; Ibídem, Diego de Ibarra a Doria, San 
Mateo, 8 de mayo de 1599; ADP, Scaffale 82, leg. 21. Alonso Muriel a Doria, Barcelona, 5 de junio de 1599.

121 La llegada a Génova se produjo el 18, esto es, once días después, ADP, Scaffale 85, leg. 18, Doria a Ferrante 
Fornari, Barcelona, 29 de mayo de 1599; Ibídem, Diego de Ibarra a Doria, Barcelona, 1 de junio de 1599; 
Ibídem, Doria a Ferrante Fornari, Génova, 18 de junio de 1599. Sobre la travesía de retorno, A. Rodríguez 
Villa, Correspondencia, pp. 315-317; G. Faing, “Le Voyage de l’Archiduc”, pp. 504-507.

122 ADP, Scaffale 85, leg. 18, Diego de Ibarra a Doria, Stagio, 30 de junio de 1599.

123 ADP, Scaffale 82, leg. 21, Sessa a Doria, Roma, 25 de junio de 1599; Ibídem, Esteban de Ibarra a Doria, 
Barcelona, 29 de junio de 1599; Ibídem, Tursi a Doria, Barcelona, 9 de julio de 1599.

“S.M. quiere llegar a Valencia a desembarcarse. E echo todo lo possible porque no 
vaya. En fin a sido fuerça obedecer. Dios me ayude que voy temblando”124.

Esta travesía, aunque peligrosa, sirvió al duque de Tursi para estrechar su relación con 
el monarca y su valido:
“S.M. me ace mucha merced, más que ordinaria. Abla conmigo muchas vezes a 
la comida […] S.M. jugó en galera y me llamaron a que jugasse. Úvelo de azer; no e 
perdido”125.

Más tarde, durante la estancia en la villa de Dénia, acompañó al rey en la pesca de atunes e incluso le organizó una naumachia en la que este quiso participar pese a los peligros 
que entrañaba126. El trato con el marqués le pareció algo menos productivo –“me aze merced para como trata a otros”–, pero antes de volver a Génova, ya en septiembre de 1599, 
el duque de Tursi tuvo ocasión de comprobar hasta qué punto el valido estaba también 
interesado en estrechar su relación con los Doria: concedido el permiso real para proceder 
a la reforma y ampliación del puerto de su villa, el marqués de Dénia le pidió que, junto a 
su padre, se encargara de dirigir el proyecto, clave para sus aspiraciones políticas personales127. Si se tiene en cuenta que en el sistema cortesano las amistades particulares primaban 
muchas veces por encima del mérito y que, ante la creciente inaccesibilidad e invisibilidad 
de los monarcas, cuanto más cercana y personal fuera la relación de servicio con estos más 
importante era también la posición política y social del individuo –quienes tenían acceso 
al rey eran, en definitiva, los que compartían su poder–, los resultados obtenidos por el 
duque de Tursi en el verano de 1599 representaron sin duda un avance espectacular en la 
consolidación de su figura y prestigio personal en la corte128.

Al acabar la larga jornada de los casamientos, el príncipe Doria no solo había conseguido solventar los problemas sucesorios de su linaje, sino que también había logrado que 
su hijo Carlo estableciera importantes vínculos de servicio con el monarca y su valido que, 
en último término, garantizaron la continuidad de su posición social y política en la corte, 
Italia y el Mediterráneo. A cambio, Felipe III se aseguró la conservación de un aliado básico en su política naval y financiera y, el marqués de Dénia, una amistad valiosa tanto para 


124 
Ibídem, Tursi a Doria, Barcelona, 13 de julio de 1599; Ibídem, Tursi a Doria, Tarragona, 18 de julio.

125 Ibídem, Dénia, 3 de agosto de 1599.

126 Ibídem, Tursi a Doria, Xàbia, 9 de agosto de 1599: “Yo lo contradigo pues pueden susseder desgracias con 
pólvora o balas, que no traen respetto”; Ibídem, Tursi a Doria, Dénia, 15 de agosto de 1599. 

127 Ibídem, Tursi a Doria, Dénia, 16 de agosto de 1599. Antes de salir de Barcelona el príncipe Doria también 
había recibido dos encargos del valido, esto es, que concediera a su esposa la marquesa una galera para llevarla 
a Andalucía, y que le consiguiera dos esclavos de color y talle parecido para que portaran la silla con la que 
salía de incógnito de palacio, ADP, Scaffale 82, leg. 21, La marquesa de Dénia a Doria, Barcelona, 15 de 
mayo de 1599; Ibídem, Juan de la Serna a Doria, Barcelona, 28 de junio de 1599. El duque de Tursi aportó en 
Génova a finales de septiembre, Ibídem, Tursi a Doria, Isla Margarita, 26 de septiembre de 1599.

128 A. Feros, “Almas gemelas: monarcas y favoritos en la primera mitad del siglo xvii”, en R.L. Kagan y G. 
Parker (dirs.), España, Europa y el mundo Atlántico. Homenaje a John H. Elliott, Madrid, 2002 pp. 49-81. 

la consolidación definitiva de su gobierno como para la consecución de sus proyectos de 
encumbramiento personal. La relación entre los Doria y el nuevo soberano, más cercana 
e intensa conforme avanzó la jornada, fue, pues, el resultado de una actitud de recíproco 
interés, favorecida por las especiales condiciones de contacto e intimidad que permitía la 
itinerancia de la corte y, sobre todo, las travesías cortesanas, acontecimientos en los que, 
por el reducido espacio de las galeras, tendían a romperse algunas barreras del hermetismo 
regio. La familia Doria supo sin duda explotar esta ventaja, demostrando con ello una 
experiencia y estrategia particular que les llevaría no solo a superar las dificultades de la 
complicada coyuntura política y dinástica de 1598-1599 sino, también, a salir reforzados en 
sus aspiraciones de servicio de cara al futuro. La Corona, en todo caso, no cumplió todas 
sus expectativas –pendientes quedaron los asuntos de Finale, el hábito militar de Carlo y 
el capelo de Juanetín–, pero mantener y alimentar un continuo –y nunca satisfecho del 
todo– deseo de promoción y ascenso por parte de las personas que estaban a su servicio 
formaba parte de la estrategia real. Esta dialéctica continua era, en definitiva, la base de 
su mutua relación.

apéndice i

Cargamento de la nave Santa María Encoronada

(ADP, Scaffale 70, leg. 24)

~ Quarenta y seis cavallos de Su Magestad la Reyna nuestra señora.

Ansimismo a cargado la dicha nave 116 fardos de coches y carrozas en la manera siguiente:

~ La cubierta de un coche es una carga entera, y va embalado con ella los dos coxines que son de terciopelo 
carmesí por encima y el suelo de seda de lienzo.

~ Los dos assientos de las dos porteras asentados sobre madera de nogal.

~ Dos porteras del dicho coche, el pasamanos de terciopelo y franjas de seda forrada, la vaqueta con damasco 
carmesí a la parte de dentro con su franja angosta a la redonda.

~ Más los dos espaldares de detrás y de delante de vaqueta, por fuera de terciopelo carmesí y por dentro con franja 
angosta en lo alto.

~ Más diez cortinas de damasco carmesí con sus franjas y presillas.

~ Más las seis varillas de hierro en que se ponen las cortinas.

~ Más un encerado entero para el dicho coche con sus franjas y alamares de hilo blanco y forrado en bocasín 
colorado.

~Lleva esta dicha cubierta su encerado por de dentro enpapelado y sobre el encerado otra cubierta de anjeo con su 
paja liada y, como se dice arriba, la dicha cubierta si bien es un tercio hace una carga porque no se puede dividir.
~ Más otro tercio de las cuatro columnas del dicho coche en los asientos y pesebrón dellos.

~ Más otro tercio de las otras cuatro columnas de la misma manera que las de arriba que ambas hacen una carga y 
van embaladas como la cubierta.

~ Más la testera de detrás con las tablas de fondo de la carroza en otro lío.

~Más la tijera de delante con la caja en que va asentado el carrocero, en la qual caja van todos los tornillos de 
dicho coche y clavijas de las ruedas y timón y los corriores y guardaejes y algunos otros hierros que son del dicho 
coche.

~ Más otro tercio del timón y la culata.

~ Más otro tercio de los dos ejes con la media parte de la tijera de delante y detrás y el balancín del timón

Cargamento de la nave Santa María Encoronada

(ADP, Scaffale 70, leg. 24)

~ Más otro tercio de las dos ruedas del dicho coche.

~ Más otro tercio de las otras dos ruedas.

~ Son todos los tercios del dicho coche nueve, como va dicho y declarado, y hacen cinco cargas, y los valancines 
deste coche y de los demás coches van en dos tercios de por sí.

~ Todo el coche por de dentro es de terciopelo carmesí y por de fuera de vaqueta negra y franjas anchas y angostas 
de seda carmesí, y las colunas, que son ocho, cuviertas de terciopelo carmesí con pasamanos y tachuelas doradas.
~ Todos los demás once coches van embalados y repartidos en nueve tercios cada uno, según de la manera que el 
de arriba, puestos sus números para que por ellos se puedan volber a juntar y armar. Y son por todos los tercios 110
con los de los valancines.

~ Se advierte que la cubierta del coche número once dentro de un coxín van tres mil tachuelas en tres  mazos, que 
son como los demás, con que se van guarnecidos los dichos coches para que con ellas se buelvan a guarnecer y armar. 
Y allí va también un pedazo de franja que falta para la guarnición de la banca del coche.

~ Las llaves de los tornellos de las cubiertas de todos los dichos coches van en la cubierta del numero 12 en un coxín1.

1 Sobre la estructura y decoración de este tipo de carrozas, A. López Álvarez, Poder, lujo y conflicto en la Corte 
de los Austrias. Coches, carrozas y sillas de mano, 1550-1700, Madrid, 2007. 

apéndice ii 

“Relación de los moços que han venido con los cavallos de la reyna
Nombre

Miguel Mercat

Alonso Herque
Hans Fariner

Yer Pert

Hisac Osman

Bulf Vecher

Perche Valentin
Andreas Haberque
Niculas Carquer
Michael Ron

Thovias Cob

Miguel Molar

Benedic Nescum
Gerc Strambrunc
Melchior Corpus
Bernat Stambrir

nuestra señora y del sueldo que cada uno dellos gana” 

(ADP, Scaffale 70, leg. 24)
Oficio
Sueldo

Encargado
425r 18mrs

Mozo
108r 13mrs

Mozo
108r 13mrs

Mozo
108r 13mrs

Mozo
108r 13mrs

Mozo
108r 13mrs

Mozo
108r 13mrs

Mozo
108r 13mrs

Mozo
108r 13mrs

Mozo
108r 13mrs

Mozo
92r 23mrs

Mozo
92r 23mrs

Mozo
92r 23mrs

Mozo
92r 23mrs

Mozo
92r 23mrs

Mozo
92r 23mrs

Nombre
Oficio
Sueldo
Christofal Porteri
Mozo
92r 23mrs
Carol Venedico
Mozo
92r 23mrs
Lucas Preslet
Mozo
92r 23mrs
Yerque Nuezo
Mozo
92r 23mrs
Sis Ferte
Mozo
92r 23mrs
Hanz Sneider
Mozo
92r 23mrs
Faltin Straus
Mozo
92r 23mrs
Hans Nox
Herrero
92r 23mrs
Joan Duquier
Mulatero
92r 23mrs
Jaime Mot
Mozo
79r 19mrs
Francisco León
Mozo
79r 19mrs
Joan Otronello
Mozo
79r 19mrs
Pedro Goleno
Mozo
79r 19mrs
Joan Antonio Corello
Mozo
79r 19mrs
Juan Bautista
Mozo
79r 19mrs
Jacome Brinno
Mozo
79r 19mrs

apéndice iii 

“Relación de los criados de la casa que vienen con el serenísimo príncipe archiduque Alberto”
(ADP, Scaffale 70, leg. 24)
Capilla

Fray Íñigo de Brizuela

Don Pedro Cortés

Don Juan de Torres

Don Francisco de Acuña

Don Pedro de Toledo

Lic. Juan de Frías

Don Martín de Guzmán

Pedro Pantino

Dr. Francisco de la Portilla

Lic. Carreño Ponce

Lic. Diego Ruiz

Juan de Vergara

Lorenzo de Amellin

Pedro de Rimonte

Mayordomos

Don Diego de Ibarra

El conde Isenghien

Gentilhombres de Cámara

Don Rodrigo Niño y Lasso 

Don Bernardino de Ayala

Don Alonso de Cárdenas

Don Gutierre de Fonseca

Don Luis de Venegas

El conde de Ligne

El conde de Egmont

Ottavio Visconti

El conde de Pondevaux

Médicos de Cámara

Dr, Francisco de Paz

Dr. Juan B. de Villarroel Echevarría
Guardajoyas y ropa

Juaquín Dezenhear

Domingo de Acurio

Miguel Martínez

Luis de Soto

Juan de Berdugo

Francisco de Andrada

Ayudas de Cámara

Antonio Juárez

Juan Laínez

Diego Daza

Confesor de S. A.

Camarero

Camarero

Camarero

Camarero

Camarero/ Secretario

Camarero

Capellán

Capellán

Capellán

Capellán/Maestro de los pajes
Ayudante del limosnero mayor
Mozo de oratorio

Maestro de la música de Cámara

Mozo de guardajoyas 

“Relación de los criados de la casa que vienen con el serenísimo príncipe archiduque Alberto”
(ADP, Scaffale 70, leg. 24)
Capilla

Pedro Castellanos

Bartolomé de Salinas

Juan Diego Flacamer

Barberos de Cámara

Cristóbal de Arze

Francisco Vázquez

Gentilhombres de la boca

Don Juan de Toledo y Dolaguela

Don Juan Maldonado

Don Vicente Zapata

Don Nofre Esociva

Don Pedro del Valle

Don Beltrán de la Cueva

Don Francisco de la Cerda

El conde Ferdinando Spínola

Mosdestade

Martín de Somogy

Ludovico Reina

César Boneti

“Cavalleros de la boca que se han recibido de nuevo cuyos nombres no van aquí”

Tesorero

Juseppe Artelielb

Manuel de Acincano

Pedro de Mendoza

Gentilhombres de la Casa

Don Diego Velázquez de la Canal
Don Pedro Hurtado

Don Agustín de Samaniego
Don Francisco de Anaya

Livio Vosso

Pedro Cabriel

Don Duardo de Oten

Varlet Servant Diego de Solarte
Médicos de la Casa

Dr. Gabriel de Sossa

San Juan de Beraza

Diego Vélez

Manuel Núñez

Jerónimo Gómez

Furrieres

Francisco de Guabedo

Martín de Salinas

Pedro de Castañeda

Contador
Agrefier

Cirujano

Boticario

Mozo de la botica
Mozo de la botica

Ayuda

Ayuda

Mozo de la Furriera

“Relación de los criados de la casa que vienen con el serenísimo príncipe archiduque Alberto”
(ADP, Scaffale 70, leg. 24)
Capilla

Miguel de Belloso

Bartolomé Hernández

Umberto de Balescourt

Tapicería

Juan Cortés

Gaspar de Vega

Juan Monfort

Juan Bermayron

Panatería

Juan del Pueyo

Pedro de Aguilar

Alonso Verdejo

Alonso de Castillejo

Juan Pelegrín de Alarcón

Cava

Antonio Rovelasca

Franciso Rodríguez Agraz

Juan de Solís

Gil de Guesses

Frutería

Juan de Orozco

Domingo López de Solsoaga

Juan Arias

Cerería y Buciera

Diego de Cárdenas

Antonio de Mendoza

Salsería

Miguel de Piança

Miguel de Coramaz y Guevara
Torivio Díaz

Juan Morán

Sebastián Hernández

Baltasar Tresemberg

Felipe de Bergas

Estado de Cámara

Carlos de Piança

Juan Nieto

Nicolás Correa

Domingo de Villarroel

Estado de Pajes

Lorenzo Carrillo

Estados de Capitanes Entretenidos
Juan de Aranda

Mozo de la Furriera
Mozo de la Furriera
Mozo de retrete

Ayuda
Mozo
Mozo
Mozo

Sumiller
Ayuda
Mozo

Mozo

Mozo

Sumiller

Ayuda de la Cava
Mozo de la Cava
Mozo de la Cava

Frutier

Ayuda

Mozo de la Frutería

Cerero y Bucier
Ayuda
Salsier y Mayordomo del estado de la boca
Ayuda

Ayuda

Mozo

Mozo 

Mozo

Mozo

Mayordomo del estado de la Cámara
Ayuda

Mozo

Mozo

Mayordomo del Estado de los pajes 

Mayordomo del Estado de Cámara y capitanes entretenidos 

“Relación de los criados de la casa que vienen con el serenísimo príncipe archiduque Alberto”
(ADP, Scaffale 70, leg. 24)
Capilla

Estado de Ayudas

Francisco de Peña

Aposentadores de la Casa
Escipión de León

Rafael de Garai

Juan de Ostendorp

Vanderaghen

Porteros de Antecámara

Juan Solano

Domingo Márquez de Aguilar
Martín Suárez

Bernardo Anico

Lavanderas2

Francisca Vázquez

María de Carranza

Francisca Rodríguez

Aguador mayor

Juan de Verdejo

Guardamanjel

Bernardo Gómez de la Reguera
Marcos Obaero

Alonso Hernández

Lucas Hernández

Gonzalo López

Marcos Labillos

Comprador

Miguel de Guevara

Pascual Navarro

Potajería

Cristóbal de Lonzón

Miguel González de Sonibas
Cocina

Juan Fel

Pedro Bivis

Antonio Cambani

Guillermo Heri

Pedro Revillón 

Francisco Bravo

Juan Pérez

Mayordomo del Estado de los Ayudas de Cámara

Lavandera de la ropa de la pª

Lavandera de la ropa de la boca

Lavandera de la ropa de los Estados de boca y Cámara

Despensero mayor

Guardamanjel

Ayuda del Guardamanjel
Mozo

Mozo entretenido

Mozo entretenido

Ayuda de Comprador 

Mozo
Cocinero
Cocinero
Cocinero
Cocinero
Cocinero
Cocinero
Portador

2 “Hase de saber si an de yr”.
“Relación de los criados de la casa que vienen con el serenísimo príncipe archiduque Alberto”
(ADP, Scaffale 70, leg. 24)
Capilla

Domingo Pérez

Alonso Montañez

Martín Francés

Pedro Gutiérrez

Esteban Larnier

Juan Correo

Juan Reinaldo 

Diego de Valladolid

Esteban Larminet

Juan Venostolh

Pastelería

Francisco Borgoñón

Caballería

Felipe de Croy, conde de Sora 
Don Francisco Saavedra

Don César Falco

Simón Botello

Diego Alonso Velázquez de Velasco
Dionisio Costa de Dona

Cristóbal de Paredes

Melchor Martínez

Jacome Monterrey

Miguel de Olivares

Bautista de Lemos

Sebastián de Brinuela

Juan de Lumbreras

Alonso de Ávila

Beltrán Lecase

Simón de Sterque

Acemilería

Francisco Enríquez de Lañera
Francisco del Bueno

Matías Linden

Cochero Mayor

Juan de Torres

Cazadores

Diego Woyslafqui

Juan Tofino

Escuderos de a pie

Andrés de Santo Ángel

Juan Bautista Martínez

Domingo Blasco

Santiago de Lapena

Portador
Mozo

Mozo

Mozo

Mozo

Mozo

Mozo

Mozo

Proveedor
Proveedor

Caballerizo mayor
Capellán de los pajes

Ayo de los pajes

Teniente de Ayo

Veedor y contador de la Caballeriza
Furrier de la Caballeriza

Ayuda de la Caballeriza

Librador

Guardarnés

Ayuda de Guardarnés

Palafrenero mayor

Correo de la Caballeriza

Correo de la Caballeriza

Acemilero mayor
Teniente

Teniente

A cargo de los arcabuces de S. A. 
Cazador 

“Relación de los criados de la casa que vienen con el serenísimo príncipe archiduque Alberto”
(ADP, Scaffale 70, leg. 24)
Capilla

Pedro López de la Torre
Roberto Beler

Leonardo Tercio

Pedro de Mena

Lacayos

Francisco Araujo

Martín de Mendía

Sebastián Ruiz

Juan Gallego

Juan Sanders

Martín Guillermes

Gonzalo Delha

Bernardino Casela

Hernando de Vasilla
Pedro de Hinojosa

Pedro Gallego

Alonso de Novoa

Barrenderos

Benito de Noguera
Francisco Pérez

Oficiales de manos
Lázaro López 

Alonso Palavicino

Francisco de Bruselas
Nicolás Blescouber
Federico Bran

Uger de Viandra

Martín Pérez

Calcetero

Cordonero

Pellejero

Zapatero

Maestro que enseña a escribir a los pajes de S. A.

apéndice iv
Relación de las personas que acompañaban a la archiduquesa María
y la reina Margarita
(ADP, Scaffale 70, leg. 24)
Archiduquesa María

Nombre 

Obispo de Levanto 

Barón Giacomo Braÿner
Deermes Porf

Hermano de Attimis
Señor de Echinperch

Oficio
Mariscal del serenísimo archiduque Fernando, mayordomo y 
caballerizo mayor de la Serenísima “Madama”
Del Consejo Secreto del Serenísimo archiduque Fernando
Presidente de la excelsa Cámara de Su Alteza Serenísima
Camarero del Serenísimo archiduque y capitán de la guardia

Relación de las personas que acompañaban a la archiduquesa María
y la reina Margarita
(ADP, Scaffale 70, leg. 24)
Archiduquesa María

Nombre

Barón Ludovico Colereto
Bernardo Rolter

Barón Félix de Seotenpoch
Ferdinando Massuander

Antígono Franchipan

Conde Valmeranza

Conde de Portia

Señor Visimpech

Señor de Par

Baron Gaspar Lanbheri

Conde Carlo de la Torre

Silla Strasoldo

Corrado d’Orlon

Abelardo Griccio

Cavaglier di Par

Godofredo Ercingroff

Señor de Pronch

Señor Surff

Señor de Pasperch

El excelente Gisberto

El excelente Clarco

El señor Arer

Padre Renerro y un compañero
Mons. Pietro Stulch

Mons. Rigin

Mons. Andrés

12 Pajes

Barbero

“Foriero” de Cámara

2 “Forieri” de corte

Especiero

Tapicero

Maestro de establo

Escribano de establo

3 oficiales Menores

Oficio

Camarero de S.M. Cesárea
Camarero del archiduque
Camarero del archiduque

Maestro de sala del Serenísimo archiduque
Repostero mayor

Copero

Copero

Trinchante

Trinchante

Escudero

Escudero

Escudero

Escudero

Escudero

Escudero

Médico de Su Alteza Serenísima
Médico de Su Alteza Serenísima
Secretario

Confesor de la serenísima “Madama”
Limosnero de Su Alteza Serenísima

Capellán de Su Alteza Serenísima
24
 reposteros, compradores, caballerizos y ayudantes

40 alabarderos, caporal y “foriero”

30 cocineros y gente de las 2 cocinas

42 cocheros, palafreneros y mozos

170 Servidores de las personas principales

Relación de las personas que acompañaban a la archiduquesa María
y la reina Margarita
(ADP, Scaffale 70, leg. 24)
Archiduquesa María

Nombre

155 Servidores, pajes y oficiales
Guillén San Clemente 

80 acompañantes de San Clemente
Francisco Cidel

14 acompañantes  de Cidel

Señora de Ermestorff

Bárbara Ghelherim

Cateria Ballerin

Señora de Attimis 

Señora Hothastin

Señora Riedrin3

Señora Hanoperg

Señora Starn

Oficio 

Embajador católico 

Procurador del Estado de Milán 

Camarera
Viuda mayor
Damisela
Damisela
Damisela
Damisela

Reina Margarita

Ricardo Haller4 y un compañero
Señora de Holnegh, 

Condesa Ortemburg

Señora Hohenpergherin5

Verónica Fischerin

Señora Magdalena

7 doncellas

2 “scrie” de Cámara

Confesor

Damisela

Damisela

Ayuda de Cámara
Ayuda de Cámara
Ayuda de Cámara

3
 Véase J. Martínez Millán y M.A. Visceglia (dirs.), La monarquía, t. II, p. 892.

4 Ibídem, p. 845.

5 Ibídem, p. 791.


El “ruido” de los confines de Navarra: servicio, 
reputación y disimulación durante la negociación 
del intercambio de princesas (1609-1615)1

Fernando Chavarría Múgica
Universidad de  Alcalá
El sometimiento a la disciplina de la obediencia al soberano era uno de los imperativos de la cultura política cortesana que caracterizó a las monarquías europeas de la Edad 
Moderna. Obedecer y ofrecer la propia persona y hacienda al monarca eran un deber que 
afectaba tanto a particulares como a corporaciones y comunidades. A su vez, el servicio 
obligaba moralmente al monarca al agradecimiento. Llegado el caso, este podía materializarse en la concesión de mercedes y privilegios. Sin embargo, el esquema quedaría incompleto al no tener en cuenta la obligación primordial del superior para con el inferior, que 
justificaba en último término esta sujeción: el deber de defenderlo frente a pretensiones 
y atropellos de terceros. En principio la justicia real ejercía de árbitro natural entre vasallos. En los casos de crímenes atroces y escandalosos, se reclamaba su intervención para 
restaurar el bien público. Pero ¿qué ocurría cuando el vasallo recibía una agresión desde el 
exterior? Los costes de acudir a un tribunal extranjero eran altos y la probabilidad de éxito 
escasa. Si el asunto era suficientemente relevante, podía implorarse la mediación de las 
autoridades reales para con sus homólogos del otro lado de la raya. Pero ¿y si no se obtenía 
una respuesta satisfactoria? En ciertos casos cabía la posibilidad de un resarcimiento forzoso. En último extremo, el monarca podía juzgar necesario tomar las armas en defensa de 
sus súbditos. Si el vasallo tenía la obligación de asistir y obedecer a su señor, también tenía 
derecho a pedir su protección y ver reconocidos sus sacrificios. El amor que debía unir a 
los buenos vasallos con sus legítimos soberanos se asentaba sobre este sistema asimétrico 
de obligaciones y reciprocidades.

El asunto se complicaba en el momento de llevar a la práctica estos principios generales. No todos los servicios ni todas las afrentas tenían la misma repercusión ni el mismo 
valor a ojos de las altas instancias de la monarquía. Desde el punto de vista del vasallo, la 
cuestión era cómo hacer valer sus méritos, cómo hacer entender sus razones, cómo hacerse 
escuchar. Su grado de éxito dependía de su capacidad de movilizar la voluntad real. La 
mayor o menor dificultad dependía del acceso a los círculos cortesanos, pero también venía determinada por otros factores como la visibilidad y la oportunidad. Algunos hechos 


1 Contribución realizada gracias a un contrato del Subprograma Juan de la Cierva que se enmarca en el 
proyecto de investigación del Ministerio de Ciencia e Innovación HAR2008-02349.
de vital importancia en el ámbito local podían quedar eclipsados por otros considerados 
por la corte como de mayor calado. En este sentido, los ofrecimientos espontáneos, las 
quejas por las afrentas padecidas y las prolijas relaciones de méritos eran instrumentos 
para hacer visibles los “servicios” con el objeto de comprometer u “obligar” la voluntad 
real a saldar la deuda para con sus vasallos, ya fuera dispensando la protección solicitada 
o compensándolos por sus pérdidas.

Para el monarca y sus ministros, la dificultad estribaba en mantener un cierto equilibrio entre todas las fuerzas en tensión. Por una parte, entre los múltiples intereses de los 
vasallos y una necesaria economía de la gracia real; y por otra, entre la defensa ineludible 
de la reputación y la conveniencia de su inhibición por razón de estado. A veces, convenía 
“disimular” ciertos asuntos incómodos, fingiendo ignorarlos o relegándolos a una esfera 
de autoridad inferior donde no resultaran comprometedores. Aunque esto no siempre 
era posible. Cuando una desconsideración o afrenta entraba en el dominio público, la 
falta de una respuesta adecuada suponía un menoscabo serio de la propia “reputación”, 
tanto ante otros soberanos como (y esto también es importante) ante los propios vasallos. 
En el caso de los asuntos concernientes a poblaciones fronterizas, la cuestión resultaba 
especialmente espinosa: por su propia naturaleza a la vez local y trasnacional, soberanía e 
intereses particulares tendían a confundirse con cierta facilidad. Por eso, su estudio resulta 
muy iluminador para entender los procesos de toma de decisiones con respecto a agentes 
tanto externos como internos a la propia monarquía.

En la primera parte de este trabajo daremos cuenta del papel ejercido por el discurso 
de servicio al monarca empleado por las comunidades fronterizas para resolver a su favor 
la tensión existente entre la defensa de la reputación soberana y las servidumbres de la 
disimulación diplomática, a la que se vieron sometidas las coronas de España y Francia 
durante las largas negociaciones que desembocaron en el célebre intercambio de princesas 
de 16152. Las tensas relaciones entre ambas monarquías durante aquellos años propiciaron 
que una disputa local de origen pastoril entre valles pirenaicos acabara interfiriendo en 
las relaciones de estado al más alto nivel. La llamada “diferencia de Alduyde” o “de los 
confines de Navarra” entorpeció la estrategia de acercamiento a la Monarquía Católica 
impulsada por el gobierno de la reina regente de Francia tras el asesinato de Enrique IV 
en mayo de 1610. Por una parte, los persistentes actos de violencia y las manifestaciones 
de dominio sobre aquel término pirenaico interpelaban a los soberanos a intervenir. Pero
al mismo tiempo, desde ambas cortes se temía que una disputa fronteriza pudiera ser utilizada como pretexto para romper la frágil paz que subsistía desde el Tratado de Vervins 
de 1598. 

En segundo lugar trataremos de los intereses que, tanto a nivel local como general, 
chocaron con el sincero deseo de llegar a un acuerdo discreto que evitara comprometer 

2 
El estudio clásico sobre las negociaciones matrimoniales sigue siendo F.T. Perrens, Les mariages espagnols sous 
le régne de Henri IV et la régence de Marie de Médicis (1602-1615), París, 1869. Además, es el único sobre el tema 
que integra, al menos parcialmente, la cuestión de los “confines de Navarra”.

la autoridad de las coronas en un conflicto fronterizo reconocido como secundario, pero 
que llegó a poner en riesgo la feliz conclusión de los matrimonios reales. Paradójicamente, 
estos intereses contrarios a la voluntad real también fueron presentados como servicios en 
favor del soberano. Una de las mayores preocupaciones de los ministros fue la legitimidad 
que estas pretensiones ganaban por la extensión del “ruido” o escándalo provocado por la 
publicidad dada al conflicto de Alduides y su utilización para comprometer u “obligar” 
públicamente −de un modo bastante literal−, a una política “reputacionista” contraria a 
la línea pacificadora oficial marcada por los gobiernos de María de Medicis y Felipe III.

Para empezar es necesario explicar cuál era el origen del conflicto fronterizo y, sobre 
todo, por qué preocupó tanto a los altos ministros de ambas coronas en un momento 
tan crucial. El objeto de la disputa era el control de los montes de Alduide, un territorio 
despoblado de bosques y pastos altos de montaña situado entre la Baja Navarra francesa y 
la Alta Navarra española. La explotación de estas tierras constituía una pieza fundamental 
para las economías silvo-pastoriles de los valles circunvecinos de ambas soberanías. Sin 
embargo, su uso y disfrute estaba regulado por normas que trataban muy desigualmente 
a unos y otros. Como solía ocurrir en este tipo de casos, tal circunstancia era fuente recurrente de disputas vecinales por la explotación de los recursos3. En este sentido, la cuestión 
de Alduides no difiere de otras rencillas locales que, desde luego, no ocupaban el tiempo 
del monarca y sus altos ministros. En palabras del virrey don Alonso de Idiáquez a propósito de otra disputa pastoril, estos no eran asuntos “para oído de reyes”4. No obstante, 
tal como se acabaría reconociendo en los años sucesivos, la cuestión de los “confines de 
Navarra”, como solía ser denominada en la corte, era diferente de otros conflictos entre 
valles fronterizos.

La diferencia radicaba en la transformación de la naturaleza del conflicto, que pasaría 
de ser una reyerta recurrente por el uso de pastos a ser una confrontación por la progresiva 
ocupación del espacio por parte de habitantes del valle francés de Baigorri en detrimento 
del valle de Erro y otras poblaciones españolas de la zona (Valcarlos y el monasterio 
de Roncesvalles, principalmente). Esta colonización de los montes era inducida y 
protegida por los vizcondes de Echauz, principales potentados de Baigorri, debido a 
los beneficios que obtenían en diezmos y primicias de las nuevas tierras roturadas, así 
como de la explotación de los rebaños de ganado. De hecho, fueron los miembros de 
la casa de Echauz junto con sus deudos y parientes quienes encabezaron los frecuentes 
apresamientos y represalias contra los intereses altonavarros en Alduide. Este avance 


3 
Sobre los valles en conflicto y los usos establecidos en Alduide resulta imprescindible la valiosa información 
contenida en F. de Arvizu, El conflicto de los Alduides (Pirineo Navarro), Pamplona, 1992.

4 El virrey de Navarra se refería a la disputa ganadera mantenida entre el valle navarro de Roncal y el valle de 
Soule, J. Gallastegui Ucín, Navarra a través de la correspondencia de los virreyes (1598-1648), Pamplona, 1990, 
p. 214.

territorial y la violencia que lo acompañaba planteaban un segundo problema de interés 
más general: la cuestión de la delimitación del territorio y el consecuente cuestionamiento 
de su jurisdicción y soberanía5. Fue durante el reinado de Felipe II cuando surgió el 
problema, que en palabras del virrey de Navarra y marqués de Almazán, “casi ofende con 
todo esto la autoridad y reputación de la grandeza real de Vuestra Majestad”6. A pesar de 
todo, el Rey Prudente acabaría tolerándolo por razón de estado. Es más, durante aquellos 
años el rey prohibiría a sus vasallos llevar a cabo represalias en respuesta a las que a su 
vez se realizaban desde Baigorri, a pesar de las reiteradas quejas del Reino de Navarra. La 
razón de ser de esta política de “disimulo fronterizo” fueron los intensos contactos secretos 
que, por entonces, se mantuvieron con Enrique de Navarra, señor de los estados de Béarn 
y la Baja Navarra, antes de convertirse en Enrique IV de Francia. Pese al fracaso de este 
intento de acercamiento, la tolerancia de facto se prolongaría hasta los primeros años del 
siglo xvii, ya bajo el reinado de Felipe III.

La Paz de Vervins de 
1598 no vino acompañada de una normalización de las relaciones 
fronterizas. De hecho, en estos años, se asiste a una creciente tensión a lo largo de la frontera pirenaica hasta la cuenca del río Bidasoa. Las disputas fueron especialmente intensas 
entre bearneses y aragoneses en las montañas de Aspe. Enrique IV ordenó a La Force, su 
gobernador en Béarn y la Baja Navarra, responder a las represalias pero siempre procurando que no se interpretaran como agresiones militares7. Al mismo tiempo, el gobernador 
redobló sus contactos con los moriscos con la esperanza de alimentar una sublevación8. 
En realidad, este clima de hostilidad fronteriza refleja hasta cierto punto la desconfianza 
manifiesta que caracterizó las relaciones entre las coronas de Francia y España a un más 
alto nivel, a pesar de la paz y las declaraciones de amistad. La redefinición por aquellos 
años del panorama diplomático de la monarquía española (la llamada Pax Hispanica) no 
podía sino despertar los recelos franceses.9


5 
La evolución del conflicto y su relación con el desarrollo de las Guerras de Religión en Francia se trata más 
extensamente en F. Chavarría, en “En los confines de la soberanía: comunidad, escalas de poder y relaciones 
de fuerza transfronteriza en el Pirineo navarro (1400-1615)”, en N. Planas y M. Bertrand (eds.), Les sociétés de 
frontière de la Méditerranée à l’Atlantique (XVIeXVIIIe siècle), Madrid, 2011, pp. 193-217.

6 
Ibídem, p. 207.

7 La Force a Enrique IV, Pau, 23 de julio de 1609, y La Force a M. de Verdun, presidente del Parlamento de 
Tolosa, en Mémoires authentiques de Jacques Nompar de Caumont Duc de La Force, Maréchal de France et de 
ses deux fils, le marquis de Montpouillan et de Castelnaut, edición del Marqués de La Grange, París, 1843, t. 2, 
pp. 228-229 y 230-231. Sobre el interés de Enrique IV en el mantenimiento de las consuetudinarias facerías 
fronterizas: C. Desplat, “Henri IV et les traités de ‘paréages’ pyrénéens: un exemple de compromis politique 
entre le centre et la périphérie”, Annales du midi, 114, n.° 240 (2002), pp. 457-479.

8 Mémoires autentiques, t. I, pp. 217-221. 

9 Para una contextualización de las relaciones exteriores hispano-francesas durante el periodo, A. Eiras Roel, 
“Política francesa de Felipe III: Las tensiones con Enrique IV”, Hispania: Revista Española de Historia, n.º 
118 (1971), pp. 245-336. Respecto a los Países Bajos, B.J. García García, La Pax Hispanica: Política exterior 
del Duque de Lerma, Lovaina, 1996, y el conjunto de trabajos incluidos en Tiempo de paces (1609-2009). La 
Pax Hispanica y la Tregua de los Doce Años, Madrid, 2009, y en B.J. García García, M. Herrero Sánchez y A. 
Hugon (eds.), El Arte de la Prudencia. La Tregua de los Doce Años en la Europa de los Pacificadores (1598-1618), 
Madrid, 2012.

A medida que crecía la tensión y con ella los temores de una ruptura, la monarquía 
española optó por abandonar su política de disimulación fronteriza en Alduides. En poco 
tiempo la situación dio un giro notable. Al principio, se mantuvo la vía del apaciguamiento, pero el fracaso de esta postura se hizo patente cuando la Corte Mayor (el tribunal 
real de Navarra) falló a favor de las pretensiones del valle de Erro en 160910. En virtud de 
su sentencia, se ordenaba la destrucción sin paliativos ni distinciones de todas las bordas, 
corrales, pocilgas y cabañas edificadas en Alduide por los de Baigorri dentro de lo que se 
consideraban los términos del reino. Aunque esta resolución fue apelada, los valles alto 
navarros se sintieron legitimados para pasar a la acción. El virrey don Juan de Cardona 
escribió a la corte pidiendo instrucciones sobre cómo actuar en caso de que el Consejo 
Real de Navarra confirmase en segunda instancia la misma sentencia. La respuesta de 
Felipe III muestra la progresiva sustitución de una política de disimulación por otra de 
“demostración” en defensa de la jurisdicción real: de suceder lo que se preveía, el virrey 
debía publicar la sentencia definitiva y proceder a su ejecución por mano de los valles 
fronterizos, a los que debía armar y apoyar “pero siempre sin que se entienda que se hace 
con orden mía porque en esto se ha de poner cuydado”11.

Este cambio sustancial en las directrices del conflicto fronterizo debe relacionarse con 
el clima prebélico que parecía propiciar la política del rey de Francia. La escalada se enmarca en una estrategia calculada de tensión generalizada que tenía por objeto impedir o 
dificultar la consolidación de la política de pacificación de la monarquía hispana, principalmente en los Países Bajos12. Pero el estallido de una nueva guerra entre las dos coronas 
llegó a plantearse como una posibilidad real y cercana13. Al menos, eso presagiaba la movilización de recursos y tropas que Enrique IV impulsó los meses previos a su asesinato 
en mayo de 1610. La mera constatación de estos preparativos bélicos dio lugar a diversas 
conjeturas sobre su verdadero objetivo14, como la de un inquietante plan de ataque contra 
Navarra15. El recelo era tal que el Consejo de Estado, pese a dar crédito al rápido desmentido que el embajador don Íñigo de Cárdenas hizo llegar al virrey don Juan de Cardona, 
desaprobó su sugerencia de no hacer prevenciones defensivas por no dar a entender que 
se temía a los franceses, “pues sin ellas podrían intentar y conseguir lo que quisiessen”16. 


10 
En un primer momento, el gobernador de Bearn se mostró confiado y no dio excesiva importancia a la 
sentencia, que fue respondida de modo equivalente por la chancillería de la Baja Navarra, La Force a Enrique 
IV, Pau, 12 de junio de 1609, en Mémoires autentiques, t. 2, p. 225.

11 
Felipe III a don Alonso de Idiáquez, San Lorenzo, 28 de julio de 1611, Archivo General de Simancas (AGS), 
Estado (E), leg. 235, s.f; Copia de real cédula de 5 septiembre de 1611 ordenando al Consejo Real de Navarra 
la publicación y ejecución de la sentencia en caso de confirmarse, Archivo General de Navarra (AGN), Reino, 
Tribunales Reales, Secreto, título 22, fajo 1, n.º 3.

12 
A. Eiras Roel, “Política francesa de Felipe III”, pp. 331-336. 

13 Según confesaba el propio La Force en una carta dirigida a su esposa (París, 6 de enero de 1610), el estallido 
de la guerra parecía inevitable, Mémoires autentiques, t. 2, p. 248.

14 A. Eiras Roel, “Política francesa de Felipe III”, pp. 306 y ss. Sobre este aspecto concreto, J.M. Hayden, France 
and the Estates General of 1614, Londres-Nueva York, 1974, pp. 42-44.

15 Noticia sobre estos rumores en J. Gallastegui, Navarra a través de la correspondencia, p. 195.

16 Consejo de Estado, Madrid, 8 de agosto de 1609, Archivo Histórico Nacional, Madrid (AHN), Consejos 
(C), leg. 7259, carpeta b2, n.° 4.

Sin embargo, ninguna de las dos partes deseaba que el hostigamiento fronterizo acabase 
en ruptura17.
Lejos de despejar las incógnitas, la sorpresa de la repentina desaparición de Enrique IV 
dejaba todo en suspenso. La minoría del heredero, el futuro Luis XIII, abría un periodo 
propicio a la inestabilidad. La dirección que podía tomar el nuevo gobierno de regencia 
de la reina viuda María de Medicis respecto a la línea marcada por el rey difunto resultaba incierta. Haciéndose intérpretes de los designios póstumos de Enrique IV, muchos 
abogaron por declarar la guerra a Felipe III, pero el gobierno de la regente planteó la 
estrategia opuesta. En los meses sucesivos mostró su intención de apostar por una alianza 
con la Monarquía Católica que debía sellarse con un matrimonio dinástico. La propuesta 
no era nueva. Enrique IV ya había insinuado antes esta posibilidad, aunque en términos 
oficiosos y poco convincentes18. En esta ocasión, María de Medicis tomó la iniciativa 
para reabrir seriamente la cuestión, pero las negociaciones matrimoniales encontraron 
un sinfín de obstáculos y, entre ellos, el conflicto de Alduides acabó ocupando un lugar 
sorprendentemente destacado.

El asesinato del Rey Cristianísimo coincidió con el nombramiento de Alonso de Idiáquez Butrón y Múxica, conde de Aramayona, como nuevo virrey y capitán general de Navarra19. Los navarros encontraron en él un hombre enérgico y ambicioso, cuya mediación 
entre la defensa de la reputación auspiciada por las élites locales y los deseos de apaciguamiento de la corte resultaron determinantes en el desarrollo del conflicto. No se trataba 
de un grande ni de un importante título nobiliario, pero tampoco de un personaje insignificante ni para la corte ni para la frontera. Alonso era el único hijo del viejo consejero de 
Estado Juan de Idiáquez, tenido en gran estima tanto por Felipe III como por su valido, 
el duque de Lerma20. El hijo, más inclinado a las armas que a los papeles, tuvo una exitosa 
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Enrique IV a La Force, Monceaux, 27 de agosto de 1609, y París, 9 de septiembre de 1609, en Mémoires 
authentiques, t. 2, pp. 236 y 237-238.

18 Consejo de Estado, Valladolid 19 de diciembre de 1602, AHN, C, leg. 7259, carpeta b2, s.f; A. Eiras Roel, 
“Política francesa de Felipe III”, pp. 287-303.

19 AHN, C, Cámara de Castilla, libro 525: “Título de virrey de Navarra al conde de Aramayona” (ff. 102r103r), 
las instrucciones correspondientes “para lo del cargo de Virrey y Capitán general del reyno de Navarra” (ff. 
103v105r), ambos expedidos en Aranda de Duero, 31 de julio de 1610; ver también con la misma fecha las 
órdenes de libranza de los distintos emolumentos anejos al cargo y una merced compensatoria de 2000
ducados por dejar el generalato de la caballería de Milán (ff. 105r-v, 106r, 106r-v y 106v107r). 

20 Don Juan de Idiáquez era a su vez hijo del secretario de Estado del emperador Carlos V, Alonso de Idiáquez. 
Tenía gran experiencia en asuntos de Estado desde el tiempo en que estuvo sirviendo a Felipe II. Pero fue 
durante el reinado de Felipe III cuando gozó de mayor prestigio e influencia política, P. Williams, The Great 
Favourite: The Duke of Lerma and the court and government of Phillip III of Spain, 1598-1621, ManchesterNueva York, 2006, pp. 66, 108, 124, 139, 150, 180 y 195. Una semblanza personal y familiar de este personaje, F.
Pérez-Mínguez, “Don Juan de Idiáquez. Embajador y Consejero de Felipe II, 1514-1614”, Revista Internacional 
de Estudios Vascos, 22/4 (1931) pp. 485-522, 23/1 (1932) pp. 70-129, 23/2 (1932) pp. 301-375, 23/3 (1932) pp. 569-
619, 24/2 (1933) pp. 226-282, 25/1 (1934) pp. 131-189, 25/3 (1934) pp. 385-417.

trayectoria militar21. Además, la casa de los Idiáquez Butrón y Múxica gozaba de un gran 
prestigio a nivel local tanto en Vizcaya como en la cercana provincia de Guipúzcoa, cuya 
capitanía general por entonces iba aneja al cargo de virrey de Navarra22. Pese a no ser ningún desconocido, era la primera vez que don Alonso (y de hecho cualquier otro miembro 
de su casa) ocupaba un cargo de gobierno en la estructura territorial de la monarquía. Una 
oportunidad para brillar y llegar a más altas cotas de honor y responsabilidad, a la que 
no resultaba ajena la excelente posición ocupada por su padre en los círculos cortesanos.

El conde de Aramayona adquirió gran protagonismo en el conflicto fronterizo durante 
este periodo. Pero si su actuación fue sin duda importante, su intervención no fue fruto de 
la iniciativa personal. Cuando las órdenes reales enviadas para la ejecución de la sentencia 
de los términos de Alduide llegaron a Pamplona, Juan de Cardona ya había fallecido. Su
sustituto en funciones volvió a solicitar nuevas instrucciones y, cuando el Consejo Real 
de Navarra confirmó la sentencia el 21 de mayo de 161123, solo se atrevió a realizar una pequeña incursión para demoler algunas de las bordas de más reciente construcción, porque 
destruir todas las edificaciones toleradas desde hacía décadas “sería una gran novedad y 
causa bastante para que ellos pretendan cosas que causen inquietudes lo qual se deve mirar 
con mucha atención por las causas superiores que se ofrecen”24. Estas causas superiores 
eran, por supuesto, las delicadas relaciones con la corona francesa, que el Consejo Real de 
Navarra había pasado por alto al confirmar la sentencia.25

La opinión mayoritaria del Consejo de Estado fue apremiar a don Alonso de Idiáquez a trasladarse con urgencia al reino una vez recibido su nombramiento “y sin 
esperar las ceremonias y prevenciones que se acostumbra a hacer a los virreyes entréis 
en él y […] hagáis que se publique la dicha sentencia y que al thenor della se execute 
lo que estaba ordenado”26. Y esto es exactamente lo que hizo a su llegada a Pamplona. 
A partir de entonces, los valles de la parte española empezaron a organizar la quema 
y destrucción sistemática de todos los refugios, pocilgas y corrales edificados en Alduides dentro de los términos que se consideraban ocupados indebidamente, aunque 
cuidando de no poner pie en lo que se reconocía como dominio del rey de Francia. 


21 
Durante sus años de servicio en Flandes, participó en las campañas del norte de Francia bajo el mando de 
Alejandro Farnesio; una sucinta semblanza de su trayectoria militar en A. Vázquez, Los sucesos de Flandes y 
Francia del tiempo de Alejandro Farnese por el capitán Alonso Vázquez sargento mayor de la milicia de Jaén y su 
distrito escrito en diez y seis libros, Codoin (vols. 72-74), Madrid, 1879-1880, vol. 74, p. 374.

22 
Los Idiáquez Butrón Mújica descendían de notables linajes de Parientes Mayores, gozaban de una posición 
preponderante en Aramayona y eran patronos del convento de dominicos de San Telmo en San Sebastián. 
Don Juan de Idiáquez ganó además otras muchas mercedes extraordinarias en las provincias vascongadas que 
conseguiría transmitir a sus herederos, AHN, Estado (E), leg. 6390 (2), n.º 4. 

23 
“Copia de la sentencia que se dio por el consejo de Navarra sobre el pleito que trahian los de valde herro 
valcarlos y eslaba con los de tierra de Bayguer y vizconde de Echauz”, Pamplona, 21 de mayo de 1611, AGS, 
E, leg. 235, s.f.

24 
Consejo de Estado, 11 de agosto de 1611, AGS, E, leg. 235, s.f.

25 AGS, E, leg. 235, s.f: “Copia de la sentencia que se dio por el consejo de Navarra sobre el pleito que trahian 
los de valde herro valcarlos y eslaba con los de tierra de Bayguer y vizconde de Echauz”, Pamplona, 21 de 
mayo de 1611.

26 Carta de Felipe III al conde de Aramayona, San Lorenzo, 28 de septiembre de 1611, AGS, E, leg. 235, s.f.

De este modo se invertía la relación de fuerzas fronteriza, hasta entonces más favorable a Baigorri27.
Este tipo de incursiones a mano armada, que iban más allá de las represalias compensatorias comunes, alimentaban la espiral de hostilidad fronteriza. Cada vez con más regularidad,
las agresiones pasaron de la captura de ganado a la de rehenes. Un incidente típico: después
de una campaña de demolición protagonizada por los hombres del valle de Erro, el vizconde
de Echauz entró en Alduides al mando de 200 baigorranos para llevarse unos 500 cerdos y a
los pastores que cuidaban de ellos28. Sin embargo, no se trataba solo de una cuestión de grado y frecuencia. Los mismos actos se prestaban ahora a una lectura cualitativamente distinta.
Antes de la publicación de la sentencia definitiva emanada del Consejo Real de Navarra, las
represalias de unos y otros podían justificarse como simples vías de hecho que servían para
sostener la posición de las partes en el contencioso que mantenían. Pero, una vez publicada,
ya no cabía justificación jurídica para estos actos violentos, porque se realizaban dentro de
los límites oficialmente declarados del reino y no como hasta entonces, en un territorio en
disputa y, por tanto, de jurisdicción discutible. A partir de entonces, siempre según la lógica
de la sentencia, los golpes de mano del vizconde de Echauz o la resistencia de los vecinos de
Baigorri no podían interpretarse como simples desagravios.

En consecuencia, también se desplegarían nuevas modalidades de violencia ajenas al 
repertorio típico de las disputas pastoriles entre montañeses. Uno de los sucesos más 
escandalosos resultó de una de las recurrentes incursiones armadas del valle de Erro que 
se saldó con la captura de varios rebaños de ovejas, seis prisioneros y la muerte de un 
muchacho en el incendio de unas bordas29. En respuesta, el mismo vizconde de Echauz 
preparó una emboscada en las inmediaciones del monasterio de Roncesvalles el 4 de julio 
de 1611. Aquel día, tanto el valle de Erro como el propio monasterio fronterizo realizaban 
la inspección de los mojones que marcaban los límites de sus propios términos. De este 
modo, apresó al alcalde del valle de Erro y a otros vecinos, entre los que se encontraba el 
señor de Ureta, quien como su capitán a guerra había liderado las campañas de quema de 
bordas, corrales y cabañas en Alduides. También capturó a un canónigo de Roncesvalles 
y sus criados, a quienes soltó algunas horas después: “y se adbierte que este prendamiento 
no lo an echo en el término contençioso sino en tierra que claramente es del rey nuestro 
señor y término desta yglessia y de la dicha valle de Erro”30. Con gran indignación el cabildo y prior de Roncesvalles exigían al monarca español un castigo ejemplar contra esta 
“soberbia” e “insolençias”. Un hecho de este tipo solo podía interpretarse como un acto de 


27 
F. Chavarría, “En los confines de la soberanía”, pp. 203-204.

28 Según informó el conde de Aramayona que había ocurrido entre finales de agosto y principios de septiembre 
de 1611, Consejo de Estado, Madrid, 24 de septiembre de 1611 (punto n.º 2), AGS, E, leg. 235, s.f.

29 F. de Arvizu, El conflicto de Alduides, p. 155. 

30 Para mayor oprobio, según el prior, los prisioneros fueron llevados a Saint-Palais para comparecer ante un 
“gran luterano”. La “Relación del cabildo de Roncesvalles”, 4 de julio de 1611, y los avisos sobre este asunto 
enviados a Madrid a través del subprior (Roncesvalles, 6 de julio de 1611), iban dirigidos al duque de Lerma, 
que a su vez los remitió al Consejo de Estado, San Lorenzo, 30 de julio de 1611, todo en AGS, E, leg. 235, s.f.

bandidaje o como una acción bélica. El Consejo de Estado propuso autorizar la captura 
del vizconde por todos los medios para castigarlo como a cualquier malhechor31.
A pesar de todo, la opinión de los consejeros de Estado no era unánime respecto a la 
oportunidad de hacer “mayor demostración” en Alduides, debido a la rápida voluntad 
de amistad mostrada por el gobierno de la reina regente. Poco después del asesinato de 
Enrique IV, se entablaron contactos secretos encaminados a la búsqueda de una alianza 
duradera. Como parte de esta maniobra de acercamiento, el embajador francés, barón de 
Vaucelas, propuso la composición pacífica de la cuestión de los confines de Navarra por 
medio del nombramiento de comisarios de ambas coronas. Sin embargo, su propuesta 
planteaba un serio problema, porque se producía después de que la justicia del rey de 
España, representada por el Consejo Real de Navarra, hubiese publicado su sentencia definitiva sobre el caso. Según esta todos los montes Alduides estaban dentro de los límites 
del Reino de Navarra y eran propiedad exclusiva del valle de Erro, bajo la jurisdicción 
de Felipe III como parte integrante de sus dominios. Si esto era así, no había lugar para 
ninguna composición. El único modo de hacer aceptable la propuesta pasaba por el cumplimiento previo de la sentencia. Solo después podría llegarse a algún tipo de arreglo. No
obstante, parecía conveniente rebajar la tensión fronteriza para favorecer el acercamiento 
diplomático francés. Así, se ordenó al virrey postergar los planes de castigo del vizconde 
de Echauz y comunicar a las partes interesadas la intención que ambos monarcas tenían 
de promover una solución pacífica. Pero al mismo tiempo se reiteraba a Alonso de Idiáquez la necesidad de seguir demoliendo las construcciones de Baigorri dentro de Alduides 
para hacer cumplir los términos de la sentencia32.

La noticia de la renovación de estas incursiones provocó la indignación del gobernador 
de Béarn y la Baja Navarra, el señor de La Force, por entonces ausente. Inmediatamente 
escribió a la reina regente presentando un cuadro alarmante de la situación fronteriza. 
Según él, el único deseo del rey de España era aprovecharse de la debilidad de la corona francesa por la minoría de edad del futuro Rey Cristianísimo. La única manera de 
contrarrestarlo era mediante una política de fuerza. Según confesó María de Medicis al 
embajador español, La Force le había pedido 6.000 infantes y 1.000 caballos “y que sino 
hera desta manera no se podía sustentar lo que a mi hijo tenía y lo perdería todo y otras 
mil cosas de las que se hecha de ver heran más desseo de guerra que de paz”33. La reina 
regente dio muestras de acceder a su petición, permitiéndole levantar tropas para −si era 


31 
“Y mandar se ponga el remedio que más convenga, que çierto abrá de ser áspero, para refrenar tan grande 
insolencia como aquel francés a hecho, y cierto que pareçe que sería el mejor prender al vizconde y si pudiese 
ser con maña y sin ruydo sería lo mejor, pero quando no, como se pudiese”, don Lope de Velasco al duque de 
Lerma, Madrid, 17 de julio de 1611 (entre los papeles que Lerma remitió al Consejo de Estado, San Lorenzo, 
30 de julio de 1611). Inicialmente, el Consejo de Estado (Madrid, 24 de septiembre de 1611) dio permiso para 
tomar represalias y proceder a la captura del vizconde, pero siempre que no se pisase territorio francés, AGS, 
E, leg. 235, s.f. 

32 
Respuesta del duque de Lerma a la consulta del Consejo de Estado de 13 de octubre de 1611, AGS, E, leg. 
235, s.f.

33 Íñigo de Cárdenas a Felipe III, París, 14 de julio de 1611 AGS, E, leg. 235, s.f.

preciso
− defender la reputación del reino contra los agresores fronterizos. Asegurándole, 
además, que el embajador en la corte española se haría cargo del asunto, pese a que su misión real era solicitar amistad y no pedir explicaciones. De regreso en Béarn, el gobernador 
se encontró con la sorpresa de una contraorden: la ejecución de medidas de fuerza ya no 
era necesaria porque ambas coronas habían decidido arreglar las cosas en Alduide pacíficamente. Le Force acató con disgusto el nuevo mandato34. Pese a mostrarse obediente a la 
regente, sus opiniones estaban más próximas a las del difunto soberano35.

La ambigüedad de María de Medicis con La Force es una muestra de la delicada situación
en la que se encontraba el gobierno de regencia, que desde un principio tuvo que lidiar con
una fuerte oposición, más enconada a medida que se hacían más evidentes los planes de matrimonio con la monarquía española. Las comunidades hugonotas temían una alianza entre
las dos potencias católicas, pero también una parte importante de la alta nobleza de ambas
confesiones parecía preferir la guerra a ver consumada esta unión. En aquella coyuntura, la
posición que ocupaba La Force, tanto por su confesión calvinista como por su cargo de gobernador de Béarn y la Baja Navarra, resultaba clave. Gracias a su prestigio personal, podía
influir en la postura del resto de hugonotes del sudoeste francés, alimentando o sosegando
el descontento hacia la reina regente. Y como gobernador de aquellos territorios fronterizos,
tenía un amplio margen de maniobra para facilitar o dificultar las buenas relaciones que la regencia estaba intentando establecer con la monarquía española. El hecho mismo de controlar
un bastión de correligionarios como Béarn, que además gozaba de gran autonomía gracias a
sus fueros, no podía inspirar mucha confianza. Por todas estas razones, María de Medicis fue
muy consciente de lo importante que era contrarrestar su poder. Así lo dio a entender al embajador Íñigo de Cárdenas, pidiéndole informaciones y testimonios escritos sobre los abusos
en Alduides para, con este pretexto, poder apartar en el futuro a los hugonotes de los puestos
de gobierno de la frontera. Un ofrecimiento que solo podía agradar a la corte española36.


34 
Mémoires authentiques, t. 2, pp. 27-29.

35 La Force había sido un hombre de confianza de Enrique de Navarra, a quien sirvió desde antes de coronarse 
como rey de Francia hasta el mismo día de su muerte. De hecho, él fue quien dio la orden de someter a 
suplicio a su asesino, R. Mousnier, L’assassinat d’Henri IV, 14 mai 1610, París, 1964, p. 7.

36 Don Íñigo de Cárdenas a Felipe III en manos del secretario Aróstegui, París, 14 de julio de 1611, AGS, 
E, leg. 235, s.f. A juzgar por lo que sucedió a partir de entonces, el ofrecimiento no cayó en saco roto; 
en cuanto tuvo ocasión la reina otorgó la senescalía de Béarn al mayor enemigo de La Force: el conde de 
Gramont, gobernador de Bayona, de confesión católica, que llegaría a retarle a duelo e incluso a levantarse 
en armas contra él; por entonces también se nombró para el consejo de Béarn a Pierre de Marca, regalista 
y único miembro católico del órgano, Mémoires authentiques, t. 2, pp. 39 y ss y p. 23. Gramont no perdía 
ninguna ocasión para mostrar el desprecio que sentía por La Force y sus allegados (incluidos los Echauz), los 
ejemplos abundan: Ibíd., p. 28; Íñigo de Cárdenas a don Alonso de Idiáquez, Piepus, 12 de diciembre de 1613
(postscriptum autógrafo), AGS, E, leg. K1610, n.° 2; y billete de avisos enviado por Cristobal de Mendicoada 
al prior de Roncesvalles, inserto en los papeles enviados por el duque de Lerma al secretario Aróstegui, San 
Lorenzo, 30 de julio de 1611, AGS, E, leg. 235, s.f. Es preciso recordar que la posibilidad de la absorción de 
Béarn por la corona francesa fue una cuestión planteada en aquellos años y que Luis XIII acabó haciendo 
efectiva por la fuerza en 1620, C. Desplat, “Louis XIII and the Union of Béarn”, en M. Greengrass (ed.), 
Conquest and Coalescence: The Shaping of the State in early modern Europe, Londres, 1991, pp. 68-83.

Las dos coronas acabaron acordando el nombramiento de tres comisarios por cada 
parte, que debían reunirse sobre el terreno para buscar juntos una solución conveniente 
al conflicto de Alduides37. Esta decisión equivalía a una declaración pública de buenas 
intenciones: una simple rencilla fronteriza no podía perturbar el deseo de paz que compartían ambas monarquías38. En enero de 1612, el Consejo Real francés ya había aprobado los planes matrimoniales con la corona española, cuyas negociaciones se habían 
mantenido en secreto hasta entonces. Aquella misma primavera, se procedió a la petición 
oficial de la mano de la infanta española por medio del duque de Mayenne, Enrique de 
Lorena. En esta embajada extraordinaria, se envió a un agente con la comisión especial de 
concretar numerosos puntos pendientes. Entre ellos, también se habló de la cuestión de 
Alduides. El duque de Mayenne intercedió para que se permitiese a los baigorranos continuar cosechando en las tierras roturadas por ellos en aquellos montes. La corte española 
accedió a su petición como signo excepcional de buena voluntad hasta que los comisarios 
nombrados pudiesen reunirse para decidir al respecto39. Por esas fechas la comisión no 
había iniciado aun sus trabajos, pese a que la corona francesa había expedido los poderes 
correspondientes a finales de octubre de 1611. Por parte española no se hicieron efectivos 
hasta agosto del año siguiente, es decir, tras tener constancia de las intenciones de la reina 
regente40. A partir de entonces las negociaciones del doble matrimonio discurrieron en 
paralelo a las de Alduides.

Con el nombramiento de comisarios se pretendía mantener disociadas las disputas 
fronterizas de los contactos encaminados a la alianza de las dos coronas. Esta diferenciación entre problemas específicos y prioridades estratégicas fue una decisión política 
conscientemente adoptada por ambas cortes en el momento en que se apostó por los 
matrimonios reales. Se trataba de evitar que la cuestión de los “confines de Navarra” 
−un asunto considerado menor−, perturbase el ya de por sí delicado proceso negociador del intercambio de princesas. Pero el aumento de la tensión fronteriza y su progresiva resonancia hicieron que estas precauciones resultaran insuficientes. Varios factores 


37 
La comisión francesa estaba compuesta por Beltrán de Echauz, obispo de Bayona, primer capellán real y 
de los Consejos de Estado y Privado; por el Señor de Saint Martin, alcalde de la tierra de Cisa y primo del 
anterior; y por el señor de La Fourcade, del Consejo Real de la Baja Navarra, también deudo de los Echauz. 
A estos se sumaría más tarde el señor D’Esquille, procurador general de la Baja Navarra, como colaborador 
y enlace con la corte francesa. Mientras que los miembros de la comisión española fueron: Prudencio de 
Sandoval, obispo de Pamplona y deudo del duque de Lerma; don Carlos de Arellano y Navarra, caballero de 
la Orden de Calatrava y gentilhombre de cámara del rey, era además hombre de confianza de Alonso de Idiáquez; y el anciano licenciado Rada, del Consejo Real de Navarra. Además, entre los españoles debe contarse 
con Jaime Bruñón, secretario del virrey, que ejercería las veces de enlace y escribano.

38 
Voto de Juan de Idiáquez en el Consejo de Estado, Madrid, 11 de abril de 1612, AHN, C, leg. 7259, carpeta 
b2, s.f.

39 Véanse las referencias a las diligencias del duque de Mayenne o de Maine (“de Umena” en las fuentes 
españolas) al respecto en la consulta del Consejo de Estado “sobre la materia de confines de Navarra”, 
Madrid, 4 de julio de 1613, voto del duque del Infantado, AGS, E, leg. 2643, s.f. A su paso por la frontera fue 
convenientemente instruido sobre la cuestión por La Force, Mémoires authentiques, t. 2, p. 30.

40 Poder otorgado en nombre de Luis XIII a Beltrán de Echauz, Fontainebleau, 29 de octubre de 1611, y el 
nombramiento de comisarios por don Alonso de Idiáquez, Pamplona, 5 de agosto de 1612, ambos transcritos 
en F. de Arvizu, El conflicto de Alduides, Anexo II, n.º  1 y 10, pp. 247-248 y 257-258.

propiciaron la contaminación entre una y otra esfera en contra de lo que inicialmente 
habían pretendido ambas monarquías.
En primer lugar, el entendimiento que decían buscar los soberanos no se vio reflejado 
en las reuniones de sus comisarios. Ninguna de las partes renunció del todo al recurso a 
las vías de hecho. Los valles fronterizos altonavarros siguieron demoliendo las bordas y 
cabañas en Alduides que habían vuelto a reconstruirse en los intervalos de calma amparándose en la sentencia del Consejo de Navarra, pero sin evidenciar el apoyo que recibían 
del virrey ni la aprobación del Consejo de Estado. Por su parte, el vizconde de Echauz no 
tenía ningún interés en rebajar la tensión del conflicto. Echauz contaba con la protección 
del propio La Force, a quien estaba estrechamente ligado a pesar de su confesión católica, 
por haber sido ambos hombres de confianza de Enrique IV desde los primeros tiempos. 
Sin duda, la política de apaciguamiento de la reina regente, expresada en el nombramiento de comisarios, suponía un peligro a sus intereses en Alduides. Pero esta amenaza 
fue neutralizada gracias al nombramiento de su hermano, Beltrán de Echauz, obispo de 
Bayona y primer capellán del rey, como presidente de la comisión francesa. Desde luego, 
no cabía designación más favorable. Desde la corte española se presionó infructuosamente 
para provocar su sustitución alegando su evidente falta de imparcialidad41. Cuando, tras 
varios meses de dilaciones, los comisarios se encontraron por fin en Arrenegui, las agrias 
discusiones sobre las precedencias entre unos y otros volvieron a retrasar el inicio de las 
sesiones42. Como más tarde lamentaría Prudencio de Sandoval, obispo de Pamplona y 
presidente de la comisión española, “nos juntamos tan differentes que […] viniendo a 
concertar pastores teníamos necesidad de quien nos concertase”43. En realidad, ninguna 
de las dos delegaciones deseaba llegar a un acuerdo que fuese más allá del simple reconocimiento de sus derechos adquiridos o por adquirir. Partiendo de esta premisa, no puede 
extrañar que la comisión no llegara a ningún tipo de conclusión. A mediados de marzo
de 1613 los comisarios franceses tomaron la iniciativa de revertir el asunto de Alduides a la 
corte44. Pese a ello, ninguna de las dos coronas dio por concluidas las conferencias, obligando a sus respectivos comisarios a permanecer a la espera de nuevas órdenes.

La remisión del problema obligaba a las respectivas cortes a tomar cartas en un asunto cada vez más embarazoso. La incertidumbre abierta por el fracaso anunciado de la 
comisión, aunque nunca oficialmente admitido, abría la posibilidad de presionar para 
cambiar el rumbo de la política de apaciguamiento auspiciado por ambas coronas. En


41 
Se llegaría incluso a utilizar la estratagema de presentar una recusación en nombre de los valles y del señor 
de Ezpeleta, aprovechando una vieja querella familiar con los Echauz, que no tuvo nada de espontánea, F.
de Arvizu, El conflicto de los Alduides, pp. 130-131. Por un tiempo se conseguiría su sustitución por el obispo 
de Dax, pero poco después volvería restituirse a Beltrán de Echauz, Mémoires authentiques, t. 2, pp. 29-30. 
Las quejas por la parcialidad del obispo de Bayona son continuas aunque bastante improductivas, al decir de 
don Juan de Idiáquez: “se ha perdido mucho tiempo en deçir que se mude el obispo de Bayona y que tanta 
quanta más fuerçá se haze en esto le acreditan más”, Consejo de Estado, Madrid, 29 de mayo de 1613, AGS, 
E, leg. 2643, s.f.

42 
F. de Arvizu, El conflicto de los Alduides, pp. 137-139.

43 Prudencio de Sandoval al duque de Lerma, Arrenegui, 12 de marzo de 1613, AGS, E, leg. 250, s.f.

44 Informe de los comisarios españoles, Arrenegui, 20 de marzo de 1613, AGS, E, leg. 250, s.f.

este sentido, los comisarios adquirirían, como informadores autorizados sobre el terreno, 
una notable capacidad para influir en la opinión de la corte respecto a la situación fronteriza. Además de los contactos con los representantes de la otra parte, la intervención de 
la comisión conllevaba la apertura de un canal de comunicación extraordinario, directo 
y específico entre corte y frontera, que se superpondría a la mediación ordinaria ejercida 
por el virrey de Navarra y su homólogo en Béarn y la Baja Navarra. El obispo de Bayona, 
que contaba también con poderosos valedores como La Force y el propio Villeroy, supo 
sacar amplio partido de su cargo de primer comisario de la parte francesa para propagar 
cierta visión de lo que estaba sucediendo. Conscientes de esta amenaza, los comisarios 
españoles propusieron enviar un hombre versado en el asunto y de plena confianza con 
los papeles justificativos necesarios para “desengañar” a la reina regente, aunque el devenir 
de los acontecimientos desaconsejó llevar adelante esta medida45. Al igual que La Force, 
el obispo de Bayona abogaba por una demostración de fuerza frente a la Alta Navarra. 
La cuestión de Alduides no debía tratarse como un litigio entre particulares, sino como 
una cuestión de estado, es decir, como un conflicto “de corona a corona” y no “de valle 
a valle”46. El propio vizconde de Echauz se presentaba como un sacrificado servidor del 
rey en defensa de los límites del mismo reino de Francia47. De este modo, las represalias 
fronterizas se justificaban por la “reputación” de la corona francesa, comprometiéndola así 
en la defensa de los intereses de la casa de Echauz.

La corte actuó como caja de resonancia de la versión del conflicto fronterizo ofrecida 
por el obispo de Bayona. Ya a finales de 1612 las quejas provenientes de Alduides, ignoradas conscientemente hasta entonces por el gobierno de la regencia, empezaron a hacer 
“mucho ruydo” en la corte francesa48. A diferencia de las peticiones y avisos de particulares, los informes ofrecidos por Beltrán de Echauz gozaban de plena autoridad y, por tanto, 
no podían obviarse tan fácilmente. Sin embargo, el notable eco que este conflicto generó 
en círculos cortesanos y entre la gran nobleza se debió al enrarecido ambiente político que 
se respiraba en Francia desde la muerte de Enrique IV y no a un interés específico en el 
caso. El alegato del obispo de Bayona en defensa de la reputación de la corona francesa en 
los “confines de Navarra” proporcionó nuevos argumentos a los sectores más opuestos a 
la política de acercamiento a la monarquía española. Por último, no se pueden despreciar 


45 
Consejo de Estado, Madrid, 29 de mayo de 1613, AGS, E, leg. 2643, s.f. La persona designada fue el licenciado 
Elizondo, del tribunal real de Navarra.

46 Consejo de Estado, Madrid 11 de enero de 1613, AGS, E, leg. 2643, s.f.

47 “Et toutes fois il ne va rien de moy pour le regard de l’interest, et je me pourrois retirer honestement 
d’icy,mais preferant l’honneur du Roy à ma propre vie, j’ay aimé plus mourir icy que de reculer seulement un 
pas, car j’ay croy fermement que estant sous sa protection (comme estant son très fidèle soubjet) j’ay ne dois 
craindre pouissance estrangère pour cesser à vivre en ma maison, n’ayant jamais rien faict contre l’Espagne 
pour mon particulier, sino pour l’honneur et service de l’autorité roiale”, Jean d’Etchauz a M. de Lostal, 
vicecanciller de la Baja Navarra, del palacio de Echauz, noviembre 1611, transcrito en F. de Arvizu, El conflicto 
de los Alduides, Anexo II, n.º 3, p. 249. 

48 Consejo de Estado “en materia tocante a los confines de Navarra”, Madrid 11 de enero 1613, haciéndose 
eco de la correspondencia de Jacques de París, que por entonces ejercía como embajador en funciones por 
ausencia de Íñigo de Cárdenas, AGS, E, leg. 2643, s.f.

las connotaciones que las cuestiones concernientes a “Navarra” tenían en el imaginario 
político francés, sobre todo entre aquellos sectores identificados con la memoria del difunto Enrique IV. La resonancia de este asunto redujo considerablemente el margen de 
maniobra para la disimulación y las soluciones discretas.

Por su parte, Felipe III también sufrió presiones de sus propios vasallos a favor de una 
política de “reputación” en Alduides. Así pensaban los comisarios de la parte española, 
con la única excepción del obispo de Pamplona, Prudencio de Sandoval, a quien se le 
achacó su escasa implicación en el asunto49. El licenciado Rada, del Consejo Real de Navarra, era el representante de la línea más dura y, por eso, fue muy criticado por la delegación 
francesa50. En cualquier caso, su postura coincidía con la adoptada institucionalmente por 
el Reino de Navarra. Los tres brazos reunidos en cortes en Pamplona, en noviembre de 
1611, habían acordado agradecer al virrey y mostrarle “muy grande reconoçimiento de la 
merced que haçe al Reyno ahora, en raçon de las bordas que se han echo y quemado y 
derribado en Françia, y de camino se le haga offreçimiento de parte del Reyno que acudira 
con grande cuydado y voluntad a lo que se offreçiere”, pidiendo además una merced para 
el señor de Ureta, como capitán de las incursiones del valle de Erro. En esa misma convocatoria, los tres brazos también acordaron escribir a la corte (mencionando significativamente a don Juan de Idiáquez, padre del virrey e influyente consejero de Estado) para que 
“se le repressenten a Su Magestad los servicios que se le hacen en este Reyno en la guardia 
y conserbaçion de los puertos d’el; y que se le diga a Su Magestad que el Señor Virrey y 
en su tiempo se a dado principio a la destruçion de las bordas; y que en reconoçimiento 
d’esto se le muestre el contento que el Reyno tiene en tener tal virrey”51. Estas declaraciones espontáneas de apoyo, lealtad y servicio eran un modo de mostrar públicamente la 
aprobación del reino a esta política de reputación.

La asociación entre disputa fronteriza y servicio militar se encaminaba a comprometer 
la voluntad del monarca en la defensa de los límites del reino. Para reforzar esta idea, el 
conflicto se representó ante el rey como un problema de índole estratégica: los baigorranos habían avanzado tanto en Alduides que habían llegado a muy escasa distancia de la 
armería de Eugui y lo que era todavía peor, lo suficientemente cerca de la ciudadela de 
Pamplona como para realizar una sorpresa cuando se lo propusieran. Aunque este argumento era una exageración evidente, estaba basado en un razonamiento plausible que 
sería reiterado con frecuencia durante aquellos años. Esta idea de vulnerabilidad militar 
quedó plasmada en un croquis que acompañaba un informe del propio licenciado Rada 


49 
Ante las críticas, fray Prudencio de Sandoval creyó conveniente explicarse ante su patrón y pariente, el duque 
de Lerma: “Pues han dicho a Vuestra Excelencia que estoy con descontento aquí fuerça es que diga las causas; 
quiçá serán mi justificación”, Arrenegui, 12 de marzo de 1613, AGS, E, leg. 250, s.f. Un perfil biográfico de este 
personaje en J. Goñi Gaztambide, Historia de los obispos de Pamplona, Pamplona, 1987, vol. IV, pp. 178-286.

50 
Consejo de Estado, 8 de diciembre de 1613, AGS, E, leg. 2643, s.f.

51 Reunión de las cortes generales de Navarra en Pamplona el 18 y 19 de noviembre de 1611, Actas de las Cortes de 
Navarra (1530-1829), edición de L. J. Fortún Pérez de Ciriza, Pamplona, 1993, t. 2, pp. 26-27 y 29.

enviado al Consejo de Estado en 
160952. En esta representación gráfica de la Navarra noroccidental, la presencia amenazadora de los Alduides aparecía claramente sobredimensionada. Y en la misma línea iban las continuas peticiones del virrey de refuerzos y dinero 
no solo para garantizar la defensa en caso de un ataque directo, sino también para disuadir 
eficazmente a La Force y los fronterizos franceses de cualquier demostración de fuerza en 
Alduides53.

En este contexto, la decisión del monarca de nombrar comisarios para resolver el 
conflicto amigablemente había sido recibida con escepticismo. Apenas iniciadas las 
conferencias de Arrenegui se produciría un incidente muy significativo que muestra el 
deseo de los valles en particular y del Reino de Navarra en general, de comprometer la 
reputación del monarca en el conflicto. Los comisarios franceses se quejaron de que los 
habitantes del valle de Erro habían sustituido algunos de los mojones que tradicionalmente 
delimitaban Alduides por otras piedras en las que estaban talladas las armas del Reino de 
Navarra, que los de Baigorri destruyeron de inmediato54. Este episodio provocó nuevos 
motivos de enfrentamiento. El obispo de Pamplona se referiría más tarde a él en estos 
términos: “Embaraçaron al virrey con unas piedras que con engaño llamaron mojones 
reales con que començaron a enconarse los françeses”55. El conde de Aramayona era 
consciente de encontrarse en una posición ambigua o incluso contradictoria56. Por una 
parte, siguiendo las directrices del Consejo de Estado, debía evitar que se usurpase la 
jurisdicción real, pero sin evidenciar el apoyo de la corona a las medidas de fuerza; por 
otra, y siguiendo también las directrices de la corte, debía contemporizar y facilitar la 
resolución pacífica del conflicto por medio de los comisarios. Tal como confesaba en una 
carta secreta dirigida al rey:


“traer este vidrio tan delicado entre manos de açertar el servicio de mi Rey dando 
gusto a los Cristianísimos y lo uno y lo otro sin romper, que es nabegaçión harto peligrossa pues desseo como la vida verme a la orilla y sirviendo a vuestra magetad contra los 
enemigos que tuviere que anden con la cara descubierta y no donde tendrán harto en que 
entender los que supieren las materias de Estado muy diferentemente que yo”57.

En cualquier caso, fue su imagen pública de virrey “reputacionista” la que le granjeó la 
completa adhesión del Reino de Navarra. Tras confirmarse la noticia de que los comisarios habían remitido el asunto a sus respectivas cortes, los diputados de los tres brazos del 

52 
La representación gráfica en “Description de los montes de Alduyde”, AGS, Mapas, Planos y Dibujos 
(MPD), IV5, acompañaba a un informe explicativo del licenciado Rada, Pamplona, 10 de agosto de 1609, 
AGS, E, leg. 234, s.f.

53 
Don Alonso de Idiáquez a Felipe III, Pamplona, 26 de febrero de 1613, AGS, E, leg. 250, s.f.

54 F. de Arvizu, El conflicto de los Alduides, p. 146.

55 El obispo de Pamplona al duque de Lerma, Arrenegui, 12 de marzo de 1613, AGS, E, leg. 250, s.f.

56 Así lo daba a entender en carta autógrafa dirigida al rey en respuesta de una anterior secreta (“para mi solo”), 
Pamplona, 21 de enero de 1613, AGS, E, leg. 250, s.f.

57 Ibídem.

reino volvieron a escribir otra carta al soberano “como tan interesados en todo lo que es 
o puede ser de su Real servicio”. En ella se volvían a congratular del feliz nombramiento 
de Alonso de Idiáquez como virrey de Navarra y de su buen proceder “así en las cosas de 
justicia como en las de guerra y señaladamente en las differençias que este reyno tiene con 
los frontaleros de tierra de Bascos y Bayguer que es en Françia”. Tras insistir en los argumentos ya conocidos (el valor estratégico de Alduides, la justicia de sus pretensiones y la 
falta de imparcialidad de los comisarios franceses), el Reino de Navarra suplicaba “que no 
se desmembre cosa alguna de su propiedad, jurisdiçion y territorio”, ofreciéndose a acudir 
a defenderlo con sus personas y hacienda en cuanto el rey lo ordenase58.

Mediante este ofrecimiento, el Reino de Navarra se posicionaba en contra de un 
acuerdo que conllevase algún tipo de cesión territorial en Alduides. No por casualidad, 
ésta era la solución que comenzaba a debatirse en el Consejo de Estado. En febrero de 
1613, el obispo de Pamplona elaboró un memorial que aconsejaba la cesión de una parte 
de los montes para el aprovechamiento de Baigorri59. El mismo virrey conde de Aramayona reconocía que este parecía ser el único medio de atajar el conflicto, a pesar de las 
súplicas que hacía el reino para que “no se afloxe en lo de los confines”60. En general, 
los consejeros de Estado compartían esta visión. El problema estribaba en encontrar un 
modo satisfactorio de llevarla a la práctica y, sobre todo, de justificarla.

La solución no era sencilla, como puede apreciarse a través del debate que suscitó en el 
Consejo de Estado. Por una parte, se planteaba un problema de orden jurídico-diplomático. Los comisarios franceses habían pedido la jurisdicción compartida acumulativamente, 
lo que en la práctica suponía un retroceso de la española, además de una nueva fuente 
de conflictos entre los valles61. Por el contrario, los consejeros de Estado concordaban en 
que la cesión territorial fuera de uso exclusivo para Baigorri, siempre que fuese pequeña 
y estuviese alejada de zonas sensibles. Pero debía ir precedida de un reconocimiento explícito de la jurisdicción superior del monarca Católico62. En tal caso, por tratarse de una 
cuestión de soberanía, el acuerdo tendría que formalizarse de “corona a corona”, lo que 
contradecía la postura mantenida hasta entonces de no “fundar aucthoridad en lo que es 
de vasallos a vasallos”, es decir, de no comprometer el nombre de los soberanos. De todos 
modos, tal como señaló don Juan de Idiáquez, los franceses nunca aceptarían semejante 
gesto de sumisión, así como tampoco lo harían los españoles de encontrarse en su caso63.

Pero la cesión territorial conllevaba otro problema importante de orden constitucional. El territorio de Alduides había sido declarado parte inalienable del Reino de Navarra 
y por ende de la monarquía. Aun aceptando dicha concesión por considerarla necesaria 


58 
El Reino de Navarra a Felipe III, Pamplona 27 de marzo de 1613, AGS, E, leg. 250, s.f.

59 El memorial va anejo a la carta enviada por Prudencio de Sandoval al duque de Lerma, Arrenegui, 12 de 
marzo de 1613, AGS, E, leg. 250, s.f.

60 “Lo que contienen las cartas del Conde de Aramayona de 30 de Março y 2 de Abril”, AGS, E, leg. 250, s.f.

61 “Memoria de los apuntamientos para entender las proposiçiones de los comissarios de Françia y respuesta de 
los de España” (marzo, 1613), AGS, E, leg. 250, s.f.

62 Consejo de Estado, Madrid, 30 de agosto de 1613, AGS, E, leg. 2643, s.f.

63 Consejo de Estado, Madrid, 5 de septiembre de 1613 (voto de Juan de Idiáquez), AGS, E, leg. 2643, s.f.

para preservar la paz y bien públicos, era preciso contar con la aprobación del reino. Varios 
consejeros señalaron la necesidad de convocar las Cortes generales de Navarra para este 
propósito. Aparte de retrasar la solución al conflicto, esta opción no resultaba decorosa, 
visto que los navarros habían ofrecido espontáneamente derramar sangre y hacienda por 
defender su integridad territorial64. Además, los ofrecimientos, quejas, servicios y súplicas 
del Reino de Navarra no podían despreciarse sin más. Muy al contrario, según recordó el 
cardenal de Toledo a este propósito, “qualquiera ofensa que se haze al vasallo está obligado 
el Prínçipe a deshazersela”65. Por eso, se pedía que si no se convocaban los tres estados, 
al menos se evitase todo posible perjuicio a los valles. El embajador Vaucelas, don Juan 
de Idiáquez y el mismo Íñigo de Cárdenas (por entonces de visita en Madrid) fueron los 
encargados de encontrar una salida. La vía que propusieron para continuar negociando 
y que acabaría imponiéndose era necesariamente ambigua: la cesión se haría de “valle a 
valle” y por vía de provisión. En otras palabras, se permitiría el uso exclusivo para Baigorri 
de una parcela por determinar sin necesidad de mover los mojones que delimitaban los 
reinos, evitando poner en un compromiso a la autoridad real y dejando formalmente 
intactos los derechos reclamados por cada una de las partes. Estas fueron las bases sobre 
las que se fundó el llamado tratado de Arrenegui que se firmó más de un año después.

Mientras tanto, y desde el punto de vista estrictamente local, la retirada de Arrenegui 
de los comisarios parecía justificar las pretensiones “reputacionistas”. ¿Acaso el fracaso de 
la comisión no era una prueba del agotamiento de las vías amistosas?66 Si no había sido 
posible encontrar una solución conjunta al conflicto de Alduides, habría que imponerla 
unilateralmente. Esta parece haber sido la posición tanto del Reino de Navarra en su conjunto como de los Echauz, pese a que los propios habitantes de Baigorri daban muestras 
de cansancio ante los elevados costes que suponía la defensa a ultranza de unos intereses 
que beneficiaban a esta casa nobiliaria y solo en menor medida al común del valle67. 
Conforme el fracaso de la comisión se hacía más manifiesto, ambas coronas recurrieron 
a una movilización limitada de fuerzas militares en la región con el objeto de manifestar 
que se negociaba desde una posición de fuerza y no por pura necesidad68. Como parte 
de esta estrategia, los consejeros de Estado apoyaron las continuas peticiones del conde 
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Consejo de Estado, Madrid, 30 de agosto de 1613, AGS, E, leg. 2643, s.f.

65 Consejo de Estado, Madrid 29 de mayo de 1613 (voto del cardenal de Toledo), AGS, E, leg. 2643, s.f.

66 Así lo daban a entender los avisos que llegaban de Ultrapuertos de 25 de febrero de 1613, AGS, E, leg. 250, s.f.

67 Licenciado Rada a don Alonso de Idiáquez, Arrenegui, 24 de marzo de 1613, y don Alonso de Idiáquez a 
Felipe III, Pamplona, 30 de marzo de 1613, AGS, E, leg. 250, s.f. Las primeras muestras de descontento de los 
propios baigorranos hacia los Echauz son anteriores: don Alonso de Idiáquez a Felipe III, Pamplona, 17 de 
octubre de 1611, AGS, E, leg. 235, s.f.

68 Así lo confesaba el propio Alonso de Idiáquez en carta secreta a Felipe III, Pamplona, 21 de enero de 1613: 
“mi experiencia enseña que quando se tratta de conciertos el que está más armado se lleba lo mejor”, AGS, 
E, leg. 250, s.f.

de Aramayona de dinero y hombres para reforzar la guarnición de Pamplona y sus fortificaciones, aunque tardaran en hacerse efectivas69. Por su parte, el gobernador La Force 
ordenó concentrar tropas y fortificar San Juan de Pie de Puerto, a escasa distancia de 
Alduides. A su vez, don Alonso de Idiáquez procedió a desplegar varios destacamentos de 
soldados en los pasos fronterizos y a armar a los valles para prevenir cualquier sorpresa70. 
Estas demostraciones eran maniobras calculadas que obligaban a una reacción recíproca 
y proporcionada de la parte opuesta, aunque conllevaban el riesgo de alimentar la espiral 
de tensión fronteriza71. Previniendo quizá este peligro, Felipe III advirtió a sus consejeros 
“que no quiero que aquello se encamine a rotura sino a conçierto”72.

En la primavera de aquel año 
1613 se llegó al clímax de tensión entre ambas partes, favorecido por este contexto de incertidumbre. Como ya había ocurrido en años anteriores, 
las autoridades españolas habían tolerado la siembra en las tierras roturadas en Alduides 
en tanto en cuanto la comisión no se pronunciase oficialmente sobre la propiedad de 
aquellos términos. El hecho de que los comisarios se retiraran sin llegar a ningún tipo de 
acuerdo reabrió la cuestión de la inconveniencia de seguir permitiendo al valle de Baigorri recoger su cosecha. El argumento esgrimido para oponerse a ello no era de índole 
económica, sino jurídica: el cultivo de la tierra era comúnmente reconocido como una 
prueba legítima de la propiedad efectiva sobre un territorio considerado baldío. Por eso, 
mientras desde las cortes se urgía a los comisarios a encontrar alguna solución provisional 
sobre este punto, desde el Reino de Navarra se insistía en que permitir la cosecha en tales 
condiciones supondría una grave lesión a sus derechos73. Se decía que el despliegue militar de La Force al otro lado de la frontera tenía el propósito de sostener las pretensiones 
de Baigorri y los Echauz en este sentido74. Fue entonces cuando el virrey don Alonso de 
Idiáquez decidió realizar una salida personal a las fronteras que se prolongaría del 4 al 22
de julio de 1613.75

En sentido estricto podría decirse que la magnitud de la jornada fue muy limitada, 
sobre todo si se compara con los apresamientos de habitantes y ganado o la quema sistemática de bordas y cabañas que llevaban a cabo a mano armada los valles fronterizos. La 
diferencia fundamental respecto a estas represalias y a otras movilizaciones estribaba en la 
presencia física del virrey que otorgaba un carácter simbólico extraordinario a la maniobra 
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Sobre el estado de las defensas de Pamplona, Consejo de Estado, 8 de octubre de 1611, y memorial adjunto 
del castellano de la ciudadela, Gaspar Ruiz de Cortázar, AGS, E, leg. 235, s.f. El agradecimiento del virrey al 
secretario Juan de Ciriza (Pamplona, 8 de febrero de 1613) por la concesión de una partida de dinero, que sin 
embargo consideraba insuficiente en AGS, E, leg. 250, s.f. 
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Consejo de Estado, 4 de julio de 1613, AGS, E, leg. 2643, s.f.

71 “Que al paso que se movieren se haga lo mesmo acá y que si se llegaren, nos lleguemos y si hizieren, 
hagamos”, Consejo de Estado, Madrid, 4 de julio de 1613 (voto de don Agustín Mexía), AGS, E, leg. 2643, s.f.

72 Consejo de Estado, Madrid, 11 de enero de 1613, AGS, E, leg. 2643, s.f.

73 Don Alonso de Idiáquez a Felipe III, Pamplona, 30 de marzo de 1613, AGS, E, leg. 250, s.f.

74 Consejo de Estado, Madrid, 11 de enero de 1613, AGS, E, leg. 2643, s.f.

75 Pocos días después, uno de los avisos madrileños de Luis Cabrera de Córdoba se hizo eco de la jornada: L. 
Cabrera de Cordoba, Relaciones de las cosas sucedidas en la corte de España desde 1599 hasta 1614, Madrid, 1857, 
p. 524: “De Madrid 27 de julio 1613”. 

militar. De este modo, el conde de Aramayona entroncaba con una práctica virreinal 
asentada de encabezar expediciones armadas contra objetivos fronterizos. En este sentido, 
el virrey procedió como solía hacerse de ordinario en este tipo de ocasiones: dejó provista 
la defensa de la ciudad de Pamplona y puso en alerta al reino y a los territorios vecinos 
para acudir en su defensa a una orden suya. Pero, a diferencia de otras jornadas anteriores 
de mucha mayor importancia militar −como las dirigidas contra San Juan de Luz en 1542
y 155876−, la salida de Alonso de Idiáquez tuvo una repercusión particular dentro y fuera 
del Reino de Navarra por el tratamiento impreso del que fue objeto en aquella coyuntura.

A finales de agosto de 
1613, Diego Beltrán de Aguirre, secretario de Estado y Guerra 
del virrey77, obtuvo licencia para dar a la imprenta una relación pormenorizada de la jornada de Alonso de Idiáquez, que salió a la luz con el título: Relacion cierta de lo sucedido 
sobre las diferencias de los montes de Alduyde en el Reyno de Navarra, desde principio deste año 
de mil seiscientos y treze, hasta veynte y dos de Iulio del mismo año, en la prensa pamplonesa 
de Nicolás de Asiain78. En la dedicatoria, el autor presenta su impreso como un “pequeño 
servicio” al “Ilustrisimo y nobilissimo Reyno de Navarra” y “particularmente a la Nobleza” 
por el importante papel que había tenido en el buen suceso de la jornada. El contenido de 
esta relación se centra, tal como promete en el título, en una crónica sucinta del estado del 
conflicto desde principio de aquel año hasta el regreso del virrey a Pamplona una vez concluida su salida “a los puertos de la frontera”. Pero su exposición es un curioso cruce entre 
un diario de campaña, un memorial colectivo de méritos y una crónica de celebraciones 
cortesanas en las que las galas y regocijos convertirían a Pamplona “en otra Madrid”.

Uno de los principales propósitos de Diego Beltrán de Aguirre con su Relación cierta
era justificar la salida del virrey en campaña en un momento en el que la corte española 

76 
F. Chavarría, “Justicia y estrategia: teoría y práctica de las leyes de la guerra en un contexto fronterizo. El
caso de la Jornada de San Juan de Luz (1558)”, Mélanges de la Casa de Velázquez, Nouvelle série, 35/1, (2005), 
pp. 185-215.

77 
Sabemos poco de este personaje de larga trayectoria de servicios a la monarquía a las órdenes de distintos 
señores. A finales de 1608, lo encontramos en la corte como enviado de confianza del entonces gobernador de 
Milán, C. Fernández Duro, Don Pedro Enríquez de Acevedo, Conde de Fuentes. Bosquejo encomiástico leído ante 
la Real Academia de la Historia en la Junta pública celebrada el día 15 de Junio de 1884, (Memorias de la Real 
Academia de la Historia, vol. X), Madrid, 1884, pp. 582-583. Como entretenido junto al virrey de Navarra, 
ejerciendo labores de secretario, recibía 300 escudos anuales, pero Alonso de Idiáquez intentó obtener del 
monarca otras mercedes para él en el Reino de Navarra: el oficio de pagador de las obras reales (Pamplona, 
30 de noviembre de 1613, AGS, E, leg. 251, s.f.) y, más tarde, una plaza de oidor de la Cámara de Comptos 
(San Lorenzo de El Escorial, 10 de septiembre de 1616, AHN, C, Cámara de Castilla, libro 526, ff. 16v17r.). 
El propio reino le concedió una merced extraordinaria de 50 ducados “por los buenos ofiçios que ha echo en 
los negocios del Reyno”, en la reunión de cortes generales de 1617, aunque parece que no llegó a cobrarla, 
Actas de las Cortes de Navarra (1530-1829), t. 2, pp. 61 y 494. Entre los muchos papeles que, en 1618, conservaba 
Alonso de Idiáquez en su casa de San Sebastián había bastante correspondencia con su secretario y específicamente algunos legajos “que tocan los limites de el Reyno de Navarra”, AHN, Sección Nobleza (SN), Fernán 
Núñez, carp. 1247, doc. 5, [f.9r]. Tras su larga estancia en Navarra, Diego Beltrán de Aguirre acompañó a su 
señor a su nuevo destino en Milán, donde permaneció en los años sucesivos realizando labores de secretaría e 
inteligencia, como siempre hizo, A. Hugon, Au service du roi catholique. «Honorables ambassadeurs» et «divins 
espions»: Représentation diplomatique et service secret dans les relations hispano-françaises de 1598 à 1635, Madrid, 
2004, Annexe II, p. 577.

78 Solo hemos localizado dos ejemplares de este raro impreso: uno en British Library (BL), Ms. Egerton 342, ff. 
243r265v), que es el que hemos manejado, y otro en AGS, E, leg. 251, s.f.
solo hablaba de pacificación, alianza y matrimonios con el vecino reino de Francia. En
cierto modo, la salida rompía la postura mantenida hasta entonces de no inmiscuir la 
autoridad de la corona en el conflicto de los confines de Navarra. La justificación se hacía aun más necesaria, porque la comisión nombrada por las respectivas coronas para su 
resolución pacífica no había sido revocada. Por esta razón, la primera parte de la relación 
se estructura en torno a la narración del fracaso del trabajo de los comisarios durante los 
primeros meses de 1613, achacado a la poca voluntad de entendimiento de la parte francesa. Tras una sucinta mención al peligro estratégico que suponía el avance de los baigorranos en Alduides, el texto comienza haciendo una crónica de las violencias y represalias 
fronterizas que culmina con las explícitas amenazas de ruptura por parte de La Force y 
Villeroy dirigidas contra el virrey por orden de la reina regente. El momento central de 
esta primera parte es la presencia de La Force en la plaza fronteriza de Saint-Jean-de-Piedde-Port. Viendo el peligro que suponía que un gobernador hugonote continuase haciendo 
preparativos de guerra tan cerca, el conde de Aramayona se decidió a salir en persona a 
atajar la situación. Es importante señalar que toda esta primera parte, que culmina con la 
resolución personal del virrey después de haberse encomendado únicamente a Dios, tiene 
por objeto justificar una decisión en la que parecía no haber intervenido ni el monarca 
ni sus ministros. En este sentido, resulta significativo que no se imprimiese junto a la 
Relación la carta de agradecimiento del monarca, como solía hacerse en casos similares.

A continuación, el texto pasa a narrar los preparativos y el desarrollo de la jornada. La 
parte central de la narración está dedicada a exaltar la entusiasta participación de todas 
las instancias del reino. Se detiene en particularizar los muchos ofrecimientos de ayuda 
por parte de las instituciones, así como de la nobleza o de miembros de la administración 
civil, militar y eclesiástica. Esta relación de servicios prestados alcanza su máxima expresión con la presentación de sucesivos listados en los que se detallan uno a uno todos los 
participantes en las distintas etapas de la jornada. Es interesante señalar que la exposición 
de esta relación, colectiva en cuanto a los servicios pero muy pormenorizada en cuanto a 
los servidores, conlleva una estrategia inclusiva que no estaba sujeta a ninguna jerarquía 
aparente. Todo el mundo parece tener cabida en la Relación cierta. Incluso se reserva un 
breve espacio para algunas muestras paradigmáticas de adhesión popular, siguiendo los 
cánones al uso en las relaciones de sucesos bélicos.

Pero el texto de Diego Beltrán de Aguirre no es solo una presentación de servicios y 
servidores del monarca, sino también una representación, una puesta en escena en la que 
sobresalen dos personajes principales: el virrey, con un papel protagonista, y la nobleza del 
reino, con un papel coral compartido. La narración del desarrollo de la salida del virrey tiene por momentos un carácter festivo que recuerda a las relaciones de regocijos cortesanos 
y que contrasta con los pasajes en los que se describen las disposiciones más crudamente 
militares. Así, los acompañantes del virrey −escribe en tono elogioso Beltrán de Aguirre−, 
habían salido todos “muy galanes, llenos de plumas, bandas rojas y otros adornos”. Desde 
la primera noche, el conde de Aramayona convidó a toda la gente principal, “como lo 
hizo todo el tiempo que duró la ocassion”, llegando en algunas ocasiones a contar con 130
invitados en su mesa, “la qual era tan abundante de regalos y de lo demás necesario […] 
que no parecía que se estaba en aquel puesto tan estéril, y despoblado, sino en una de las 
más pobladas y mejor probeydas tierras de España”. El avance de don Alonso de Idiaquez 
hacia la frontera rodeado por sus deudos y criados, los oficiales entretenidos y la principal 
nobleza de la tierra, recuerda más a una cabalgada caballeresca que a una verdadera expedición militar, más aun si tenemos en cuenta que se había decidido movilizar de modo 
efectivo un número limitado de soldados. Esto parece sugerir su travesía a través de los 
montes Alduides a toque de trompeta, como modo simbólico de significar la posesión del 
territorio. Una vez llegados a Roncesvalles, el virrey, acompañado por un selecto grupo de 
caballeros y oficiales, visitaría a los comisarios franceses en Arrenegui. Allí sería recibido 
por el obispo de Bayona con recíprocas muestras de cortesía: “y se brindó largamente a la 
salud de los Reyes, y de los casamientos y todo con tan grandes muestras de amor y buena 
voluntad que parecía que no avía disgusto ni le podía aver”.

El momento álgido de la 
Relación cierta lo constituye el regreso a Pamplona del virrey acompañado por un gran número de nobles. Antes de entrar en la ciudad −cuenta 
la relación−, don Alonso de Idiáquez había declinado un recibimiento ostentoso, pero 
acabaría cediendo ante los ruegos del regidor. De este modo, Diego Beltrán de Aguirre 
culmina su narración con la descripción de la entrada triunfal del virrey en Pamplona, 
que se desarrollaría “con tan buen orden y tan sin bozes ni confussion que fue mucho de 
notar y el no aver avido el menor disgusto del mundo entre los Cavalleros y Capitanes, ni 
los demás en todo el discurso de la jornada”. Durante el recorrido por la ciudad, prosigue 
la descripción, “las ventanas estavan llenas de Damas muy bizarras, hermosas y tan bien 
puestas que parecía Pamplona otra Madrid”. Las personas ilustres gozaban del espectáculo 
a una prudente distancia del pueblo agolpado en calles y plazas. Finalmente, el virrey se 
despidió uno a uno de todos los caballeros antes de entrar en palacio, donde desde un 
balcón siguió observando el regocijo general antes de retirarse hacia el anochecer.

A pesar del tono pomposo empleado por Diego Beltrán de Aguirre, la jornada de 
1613
había resultado solo una maniobra disuasoria. El propósito inmediato de la salida había 
sido doble: contrarrestar las maniobras intimidatorias de La Force cerca de la frontera 
y forzar un acuerdo que salvase provisionalmente la crisis de la cosecha en Alduides sin 
dañar la reputación del Reino de Navarra. En ambos casos, el virrey tuvo éxito, aunque 
el asunto no quedó zanjado ni siquiera en cuanto a estos limitados objetivos79. Sin embargo, la publicación impresa transformó el episodio en todo un acontecimiento. Resulta 
relevante recalcar que la Relación cierta es la primera relación de sucesos político-militares 
sobre asuntos coetáneos que salió a la luz de las imprentas navarras de la que tenemos 


79 Cabrera de Córdoba volvería a comentar en otro de sus avisos los limitados resultados de la jornada, Relaciones 
de las cosas sucedidas en la corte de España, p. 527: “De Madrid 24 de agosto 1613”.
constancia80. A su carácter extraordinario hay que sumar una presentación que podríamos 
considerar semioficial. No solo porque su autor, como es evidente, actúa como portavoz 
de su amo el virrey, sino por el mismo hecho de haber salido de la prensa de Nicolás de 
Asiain, que como “impressor del Reyno de Navarra” se encargaba de la publicación de 
textos institucionales81. En este sentido, más que un mero relato parcial de los hechos, la 
Relación cierta debe considerarse una declaración del virrey y del propio Reino de Navarra 
sobre el modo en que debía interpretarse y recordarse lo acaecido.

Para las élites navarras, la jornada supuso una forma de reafirmar la cohesión entre el 
reino, representado colectivamente en su nobleza, y su monarca, representado en la figura 
de su virrey. La recurrente mención a la participación de la nobleza, unida y no dividida 
en parcialidades, cobra un especial significado a la luz de la mala fama que tradicionalmente precedía a los linajes navarros, por turbulentos y poco fiables82. De este modo se 
esperaba dejar constancia pública de su deseo de defender la reputación y la jurisdicción 
del reino al mismo tiempo que reivindicaban su voluntad de servicio al monarca. En los 
años sucesivos, la participación en las incursiones de Alduides o en la jornada de Alonso 
de Idiáquez, vinieron a engrosar las relaciones de méritos de los pretendientes a mercedes 
en el Reino de Navarra83. Diego Beltrán de Aguirre dedicó grandes elogios a la lealtad del 
reino en general y al gran deseo de servir de su nobleza en particular, pero fue fray Francisco Pichardo, prior del convento de Santiago de la Orden de Predicadores de Pamplona 
y autor de la aprobación del impreso, quien expuso con más claridad este sentimiento:


“pues demás de que por ella constará con verdad de la gran fidelidad deste Reyno a 
su Rey, de la crecida voluntad con que sus Ciudades, villas y lugares ofrecieron sus personas 
y haziendas a su Real servicio y del gallardo ánimo con que toda su Nobleza sin ser llamada 

80 
Las relaciones anteriores de las que tenemos constancia se refieren a ceremonias institucionales, como es 
el caso de los juramentos reales. Hemos consultado el repertorio clásico de A. Pérez Goyena, Ensayo de 
Bibliografía Navarra desde la creación de la imprenta en Pamplona hasta el año 1910, Pamplona, 1949, t. 2; 
además de las adendas publicadas posteriormente por F.J. Cabodevilla, “Bibliografía navarra. Adiciones a la 
misma en razón de libros existentes en la biblioteca del colegio de Lecaroz”, Príncipe de Viana, XL, 154-155
(1979), pp. 267-325, y “Bibliografía Navarra. Adiciones al Ensayo de biliografía navarra”, Príncipe de Viana, 
LI, 191, (1990), pp. 973-1006.

81 
J. Salcedo Izu, “La imprenta en la legislación histórica de Navarra”, en VV.AA, Historia de la imprenta 
hispana, Madrid, 1982, p. 675. Este paralelismo se manifiesta en una similar composición de la portada, 
incluyendo la presencia destacada del mismo escudo de Navarra utilizado en la recopilación de leyes y 
cuadernos de reparos de agravios de las cortes generales del reino publicados por aquellos años por el mismo 
impresor: Las leyes del reyno de Navarra, hechas en cortes generales a suplicación de los tres Estados dél, desde el 
Año 1512 hasta el de 1612 reducidas a sus debidos títulos y materias por el licenciado Pedro de Sada y Doctor Miguel 
de Murillo y Ollacarizqueta, Síndicos del dicho Reyno…, Pamplona, 1614; Quaderno de las leyes, ordenanzas, 
provisiones y agravios reparados hechos a suplicación de los tres Estados deste Reyno de Navarra en las Cortes del 
año 1621…, Pamplona, 1621.

82 
F. Chavarría, “Pasquines escandalosos, maledicencias banderizas y desinformación irredentista: La distorsión 
de la comunicación política entre corte y reino después de la anexión de Navarra a la Monarquía española”, 
en A. Castillo Gómez, J. Amelang y C. Serrano Sánchez (eds.), Opinión pública y espacio urbano en la Edad 
Moderna, Gijón, 2010, pp. 423-440.

83 
Véanse por ejemplo las peticiones de Lorenzo de Samaniego y Xaca (Madrid, 15 de diciembre de 1617), y la 
de don Juan de Jaureguizar y Azpilicueta (Madrid, 9 de junio de 1618), en AHN, C, Cámara de Castilla, libro 
526, ff. 122v123r y 169v171r, respectivamente.

acudieron a ofrecer su sangre y vidas (si necesarias fueran) dexando sus casas y saliendo en 
campaña; juntamente se verá lo mucho que vale la Nobleça afable, la prudencia y Christiana justicia con que su Virrey le rige y govierna […] prendas tan dignas de estima en un 
Príncipe, que con ellas de tal manera tiene ganadas las voluntades, que en viéndole salir en 
servicio de su Rey, como una piedra ymán se arrebató los coraçones de todos, pareciéndoles 
no le tenían los que no le acompañavan. Y alegrándose en su venida los que en esta Nobilíssima Ciudad quedaron, como si de nuevo les restituyeran a cada uno el coraçón que le 
faltava”84.

En consonancia con un acontecimiento que el reino consideraba significativo en sí 
mismo, Alonso de Idiáquez escribió al monarca pidiendo que se agradeciese el esfuerzo
realizado en esta ocasión, pero no por vías indirectas como venía haciéndose hasta entonces (de boca o con un simple capítulo de carta dirigida al virrey)85. Se pedían cartas 
formales firmadas, es decir, documentos que reconociesen y atestiguasen oficialmente el 
servicio prestado. El Consejo de Estado alabó tanto las medidas adoptadas por el virrey 
como la buena disposición de los navarros, pero su reacción pública fue más circunspecta. 
Los consejeros acordaron enviar una carta dirigida a los tres estados de Navarra expresando el agradecimiento del monarca para con el reino en su conjunto, pero rechazaron las 
propuestas del virrey de escribir cartas particulares “porque de otra manera vendrían a ser 
muchas y no sería cosa decente”86. En este sentido, expresar un mayor agradecimiento de 
lo que la ocasión objetivamente merecía no podía sino devaluar la autoridad real a ojos de 
los propios vasallos y comprometerla por un episodio que apenas podía considerarse un 
servicio de armas ordinario. En contraste con el entusiasmo que la Relación cierta generó 
localmente, su recepción en la corte en manos del secretario de estado Juan de Ciriza no 
provocó mayores comentarios87. Esto no significa que se desdeñase el servicio. De hecho, 
la formalización del agradecimiento se consideraba importante no tanto por lo realizado 
en el presente sino por lo que podría requerírsele al reino en el caso de llegar a una verdadera ruptura con Francia.

84 
D. Beltrán de Aguirre, Relación cierta de lo sucedido sobre las diferencias, Pamplona, 1613, BL, Ms. Egerton 
342, f. 244r.

85 El virrey pidió un agradecimiento especial para la ciudad de Pamplona, incluso antes de finalizar la jornada, 
“por lo bien que acude a estas cosas y la liberalidad con que le ha ofreçido toda su gente de que dize sacaría 
treçientos hombres si la necesidad obligare”, Consejo de Estado, Madrid, 11 de julio de 1613, AGS, E, leg. 
2643, s.f. A su regreso, el virrey volvió a insistir “que aquel Reyno ha servido muy bien particularmente la 
nobleza y conviene que V. M. se lo agradezca con cartas”, Consejo de Estado, Madrid, 30 de agosto de 1613, 
AGS, E, leg. 2643, s.f. Algunas semanas después, volvió a insistir en lo mismo, don Alonso de Idiáquez a Juan 
de Ciriza, Pamplona, 12 de septiembre de 1613 (postscriptum autógrafo), AGS, E, leg. 251, s.f.

86 Consejo de Estado, Madrid, 30 de agosto de 1613 (voto del duque del Infantado), AGS, E, leg. 2643, s.f.

87 El virrey envió expresamente un ejemplar de la relación dignamente encuadernada a Juan de Ciriza “para 
que la pueda ver y también los señores del consejo [de Estado]”, Pamplona, 28 de septiembre de 1613, que se 
conserva en AGS, E, leg. 251, s.f. 

A pesar de todo, los efectos de la jornada del conde de Aramayona (elevado a duque 
de Ciudad Real en diciembre de 1613) fueron más bien efímeros. Principalmente se había 
conseguido forzar una solución satisfactoria a la recogida de la cosecha en Alduides, pero 
con la llegada del tiempo de la siembra unas semanas después el problema volvió a plantearse en idénticos términos. Alonso de Idiáquez creyó necesario volver a intervenir para 
seguir manteniendo la reputación “que agora está tan en su punto de esta parte”88. En vista 
de que la resolución definitiva que se esperaba desde la corte no terminaba de llegar, el 
virrey autorizó una nueva incursión armada de los valles en la que se quemaron cercados 
y se incautaron utensilios de labranza89. La tensión fronteriza volvió a aumentar peligrosamente. El obispo de Bayona elevó enseguida una airada queja por estas nuevas violencias. 
A finales de año, mandó un enviado con la misión específica de informar directamente a 
la reina regente y su consejo. Además, como prueba de la mala fe y escaso deseo de paz del 
virrey, este emisario llevaba consigo una copia de la Relación cierta publicada en Pamplona 
pocos meses antes. Al decir del embajador español, con estos papeles la reina hizo “harto 
ruydo y lo mismo todo su consejo”90, porque “como aquí han menester poco, qualquier 
cossa alborota mucho y ansí se ha puesto esto en diferente estado del que tenía”91. Lo 
cierto es que aquellas noticias llegadas desde la frontera causaron un gran escándalo en 
la corte francesa: “en el gran consejo se ha ablado largamente pareciéndoles que se tomen las armas todos que no se cumplan los cassamientos sino se pone en possession a 
Francia en todo lo que les toca y se les ha quitado de hecho y esto es lo más moderado y 
más templado de lo que se ha hablado, que mucho dello no sufre el lenguaje escrivillo a 
Vuestra Majestad.”92 Tanto la reina como Villeroy se negaron a seguir tratando del asunto 
con Íñigo de Cárdenas al tiempo que ordenaban retirarse a los comisarios. Incluso corría 
el rumor de que ya se habían despachado órdenes secretas a La Force para realizar una 
represalia que solo las nieves de los montes habían impedido llevar a cabo93. El 17 de enero 
de 1614, María de Medicis escribió a Felipe III quejándose formalmente “de ce qui s’est 
passé du costé de Navarre”94.

Esta reacción conllevó la paralización en seco de las laboriosas negociaciones sobre 
Alduides que las cortes venían manteniendo informalmente a través de sus respectivos 
embajadores desde el fracaso anunciado de los comisarios. Como ya se ha indicado, entre 
la primavera y el verano de 1613, contemporáneamente a la tensión por la cosecha en Alduides y la jornada del virrey, el Consejo de Estado ya consideraba la posibilidad de ceder 


88 
Don Alonso de Idiáquez a Felipe III, Pamplona, 11 de septiembre de 1613, AGS, E, leg. 251, s.f.

89 Consejo de Estado, Madrid, 14 de diciembre de 1613 (punto n.º 1), AGS, E, leg. 2643, s.f.

90 “El procurador de la Baxa Navarra truxo aquí algunos cartapacios de los que su secretario de Vuestra 
Excelencia compusso, la reyna a hecho con ellos harto ruydo y lo mismo todo su consejo. Dizenme que se 
responde a ellos y bien diferentemente de lo que yo quisiera.”, Íñigo de Cárdenas a don Alonso de Idiaquez, 
Piapus, 12 de diciembre de 1613, AGS, E, leg. K1610, n.° 2.

91 Íñigo de Cárdenas a Felipe III, Piepus, 2 de diciembre de 1613, AGS, E, leg. K1468, n.° 129. 

92 Ibídem.

93 Ibídem.

94 F.T. Perrens, Les mariages espagnols, p. 483, n.º 3.

una parcela de aquellos montes para uso exclusivo del valle de Baigorri. No obstante, otro 
grave asunto en el norte de Italia vino a enrarecer las relaciones hasta el punto de hacer 
dudar de las verdaderas intenciones de la otra parte. Detrás de la intervención unilateral 
del duque de Saboya en Monferrato, la reina regente creyó ver una maniobra oculta de 
Felipe III, cuando en Madrid esta repentina acción había causado una alarma equivalente95. Pronto se ordenó a Íñigo de Cárdenas regresar a la corte francesa, de donde se había 
ausentado dejando la embajada a cargo de un sustituto, para pedir explicaciones y tratar 
de reconducir la situación. A su llegada a París, se encontró con un ambiente francamente 
hostil96.

Tras un intercambio de reproches, aclaraciones y promesas, la reina había accedido a 
enviar nuevas órdenes a la frontera para retomar las negociaciones de Alduides. El embajador era consciente de que la falta de entendimiento entre los comisarios había puesto 
en entredicho la imagen de concordia que ambas coronas habían querido transmitir con 
su nombramiento. Después de tantas declaraciones en este sentido, la constatación definitiva de su desacuerdo constituyó un auténtico escándalo. Así lo confesaba Cárdenas al 
secretario Juan de Ciriza: “yo asseguro a v[uestra] m[erced] que se ha hecho lo possible 
porque haver hecho este negocio ruido no es tan facil de acomodar aqui como si se huviera tratado sin el”, advirtiendo que “si con las ordenes que de aquí han ido no se concluye 
hará ruido este negocio”97. Como hemos visto, Cárdenas no se equivocaba. Quizá porque 
el fracaso de la comisión era ya más que predecible, habían comenzado a estudiarse otras 
alternativas que permitieran dar continuidad a la negociación fronteriza. A finales de 1613, 
justo cuando las cosas parecían estar por fin encaminadas, el enviado del obispo de Bayona llegó a la corte francesa con las escandalosas noticias de la frontera, amenazando con 
frustrar todos estos esfuerzos. La sorpresa fue enorme para Íñigo de Cárdenas, que hasta 
poco antes se ufanaba de sus buenos oficios como embajador98.

Aunque la tensión había ido siempre en aumento, cabría preguntarse qué es lo que 
hizo particularmente escandalosas aquellas últimas noticias en comparación con otras 
recibidas con anterioridad en la corte francesa. Un primer factor a tener en cuenta es la 
publicación de la jornada del virrey de Navarra en aquellos términos entre belicosos y 
festivos. La presencia virreinal (álter ego del rey) y su mera divulgación impresa daban una 
especial autoridad a un acontecimiento que podía herir el honor y la reputación del Rey 
Cristianísimo representado en su gobernador (que no por casualidad las fuentes españolas 


95 
Una panorámica completa del conflicto en el norte de Italia en P. Fernández Albaladejo, “De llave de Italia 
a corazón de la Monarquía: Milán y la Monarquía Católica en el reinado de Felipe III”, en Fragmentos de 
Monarquía. Trabajos de historia política, Madrid, 1992, pp. 185-237.

96 
Íñigo de Cárdenas a Felipe III, París, 1 de agosto de 1613 y Fontainebleau, 15 de octubre de 1613, AGS, E, leg. 
K1468, n.os 58-59 y 109.

97 Íñigo de Cárdenas a Juan de Ciriza, París, 3 de agosto de 1613, AGS, E, leg. K1468, n.° 67.

98 “De manera que si yo tuviera tanta platica de los montes de Alduide y Valderro y los demás como tengo de 
las calles de Madrid y de París tengo por sin duda que quedara el negocio concertado y asentado”, Íñigo de 
Cárdenas a don Alonso de Idiáquez, Piepus, 5 de noviembre de 1613, AGS, E, leg. K1468, n.°123.

denominan a su vez “virrey” de la Baja Navarra)99. El propio don Alonso de Idiáquez 
avanzó una explicación del alboroto causado por la relación escrita por su secretario. Según él, el punto de reputación más perjudicial para la parte francesa era el pasaje que recalcaba la retirada unilateral de La Force ante la llegada del virrey de Navarra a la frontera; 
siguiendo la consuetudine vigente en la cultura militar de la época, fue interpretado como 
un signo manifiesto de temor o, al menos, de reconocimiento de superioridad del contrario: “siendo una de las cosas en que más se repara en la guerra la de la manera del retirarse 
y en que al de la Força se le puede atribuyr no poca culpa de haverse anticipado a hacerla 
tan sin son”. Según don Alonso, para evitar tal deshonor hubiera bastado haberse puesto 
de acuerdo con él para retirarse al mismo tiempo. Por tanto, si La Force actuó como lo 
hizo, debió ser por “antever mayores inconvenientes”, visto que ni él ni los comisarios 
franceses hicieron ninguna referencia a este punto “de tanta reputación”100. Desde la embajada española se decía que, para contrarrestar esta versión de los hechos, se estaba preparando una respuesta francesa de la que, desafortunadamente, no tenemos más noticias101. 
El mero hecho de recurrir a la cultura castrense como clave explicativa del episodio es ya 
un indicador del clima de tensión. Como ya indicamos, a pesar de que la Relación cierta
está salpicada de declaraciones a favor de la paz y manifestaciones de alegría por los inminentes matrimonios reales, su composición es una exaltada descripción parabélica del 
episodio. Una lectura que encontraba confirmación en las nuevas incursiones de los valles 
altonavarros destinadas a evitar la siembra en Alduides de las que se acababa de tener 
noticia en la corte francesa.

La tensión vivida durante las primeras semanas de 
1614 a raíz del escándalo de Alduides puso a ambas coronas ante una complicada tesitura. En principio, la divulgación 
oficial de estos hechos impedía toda posibilidad de disimulación. El gobierno de la reina 
regente quedaba obligado a posicionarse públicamente en el conflicto en defensa de la 
propia reputación de la corona. Todavía a finales de febrero, Íñigo de Cárdenas informaba con desazón de que “en lo de Navarra no tenemos a nadie a nuestro favor y hasta el 
cardenal de Joyossa es de paresçer que se habían de tomar las armas y que se an sufrido 
affrentas”.102 Es interesante observar que los dos embajadores, tanto el español como el 
francés, coinciden en su análisis: se había llegado a un punto en el que, o se encontraba 
una solución rápida y satisfactoria, o no quedaría más remedio que dejar que las armas 


99 
“Virrey de la Baxa Navarra” es como denomina el licenciado Rada a La Force en una carta a Alonso de 
Idiáquez (Arrenegui, 24 de marzo de 1613) y unos avisos de Ultrapuertos (25 de febrero de 1613) se refieren a 
él como “virrey de Bearne y la Baxa Navarra”, AGS, Estado, leg. 250, s.f. El propio don Alonso de Idiáquez lo 
denomina así en carta dirigida a Felipe III, Pamplona, 6 de enero de 1614, AGS, E, leg. K1610, n.º 1.

100 
Alonso de Idiáquez a Felipe III, en manos de Juan de Ciriza, Pamplona, 6 de enero de 1614 AGS, E, leg. 
K1610, n.º 1. Este dato no pasó desapercibido a uno de los lectores de la Relación cierta: “retirose el Francés, 
y después nuestro Español”, Marco de Guadalajara y Xavier, Memorable expulsión y iustissimo destierro de los 
Moriscos de España, Pamplona, Nicolás de Asiain, 1613, f. 125v.

101 
Íñigo de Cárdenas a don Alonso de Idiáquez, Piepus, 12 de diciembre de 1613, AGS, E, leg. K1610, n.º 2. No
tenemos noticia de que tal respuesta, previsiblemente destinada a la imprenta, llegase a realizarse. 

102 Consejo de Estado, Madrid, 20 de febrero de 1614, AGS, E, leg. K1610, n.º 9.

resolvieran la cuestión. En vista de los intereses que estaban en juego y las dificultades a 
las que se enfrentaban ambas coronas, las negociaciones volvieron a reanudarse.
La decisión de no exigir reparación por este escándalo más allá de las palabras daría nuevos argumentos a los descontentos contra el gobierno de regencia. En realidad, 
los aspavientos de Maria de Medicis y Villaroy por las agresiones en Alduides no iban 
únicamente encaminados a expresar su indignación ante las autoridades españolas. Al 
mismo tiempo, pretendían contradecir a aquellos que los acusaban de debilidad ante 
las supuestas ambiciones del Rey Católico. A principios de 1614, la situación política en 
Francia se deterioró rápidamente. Durante este periodo, los príncipes de sangre se declararon en rebeldía en defensa −según decían−, del bien común del reino y servicio del Rey 
Cristianísimo, todavía menor de edad. A finales de febrero, el primero de entre ellos, el 
príncipe de Condé, presentó ante la reina y otras personalidades un manifiesto impreso 
en el que se detallaban las quejas y reivindicaciones de los príncipes103. Según se decía en 
este opúsculo, la mala administración, la corrupción y la arbitrariedad en la gestión de los 
asuntos de estado durante los años de la minoría habían dilapidado el patrimonio político 
legado por Enrique IV. Estos desórdenes internos habían debilitado a la corona francesa 
en el plano internacional hasta el punto de perder su condición de árbitro de la cristiandad. Como pruebas fehacientes de este particular, aducía las agresiones sufridas tanto en 
Navarra como en Monferrato104. El manifiesto concluía pidiendo la convocatoria de los 
Estados Generales del reino.

Es importante señalar que, en este debate, tanto la cuestión de los confines de Navarra 
como la crisis de Monferrato constituyen los dos argumentos principales sobre los que los 
descontentos fundaban su oposición formal a la conclusión de los matrimonios reales105. 
Por tanto, las agresiones sufridas en Alduides ocuparon un papel relevante en la lista de 
agravios esgrimida contra el mal gobierno de la regencia, al menos en lo que se refiere a 
política exterior. Esto no significa que la situación concreta de los valles fronterizos fuese 
en sí misma objeto de polémica o despertase un mayor interés que hasta entonces en la 
abrumadora producción panfletística que se desató durante este periodo en Francia106. 


103 
Lettre de Monseigneur le Prince a la Royne, s.l., 1614. El manifiesto del príncipe de Condé y sus circunstancias 
se reproduce extensamente en el Troisieme tome du Mercure François, París, Chez Estienne Richer, 1616, pp. 
317-327. También envió impresos de contenido parecido al Parlamento de París y a los provinciales, a los 
obispos y arzobispos del reino y a otras personalidades. Ibídem, pp. 327-330.

104 
Ibídem, p. 321.

105 Según el embajador español: “Como han visto los desseossos de revolución que se dilata el encender fuego 
en Italia toman ocasión de las diferencias de Navarra”, y continua con una advertencia cifrada: “temo los 
muchos erejes que ay por aquella parte no asgan desta ocassion para tomar las armas mirando a con ellas en 
la mano impedir el paso [de las princesas] y no hablo al ayre, que en armarse i impedir el paso gran ruydo 
anda de que lo quieren hazer”, Íñigo de Cárdenas a Felipe III, Piepus, 17 de enero de 1614, AGS, E, leg. 
K1610, n.° 7.

106 H. Duccini, “Regard sur la littérature pamphlétaire en France au xviie siècle”, Revue historique, 528, oct-dec 
(1978), pp. 313-339. J. M. Hayden, “The Uses of Political Pamphlets: The Example of 1614-1615 in France”, 
Canadian Journal of History, 21 (1986), pp. 143-165. D. Richet, “La polémique politique en France de 1612 à 
1615”, en R. Chartier y D. Richet (eds.), Représentation et vouloir politiques. Autour des États Généraux de 1614, 
París,  1982, pp. 151-194. J.K. Sawyer, Printed Poison: Pamphlet Propaganda, Faction Politics, and the Public 
Sphere in Early Seventeenth-Century France, Berkeley, 1990. Es preciso considerar que la mayor parte de los 

Como es evidente, en la pugna por el control de los resortes del poder en las más altas 
instancias del reino no había lugar para hablar de pastizales y roturaciones. Pero no cabe 
duda de que la propagación del escándalo de las agresiones fronterizas del virrey de Navarra hizo que se percibieran como un atentado contra la reputación del reino por el que 
debía exigirse una reparación satisfactoria. Por esta razón, María de Medicis se vio en la 
necesidad de justificar públicamente su persistencia a favor de una solución pacífica, que 
a causa de los agravios sufridos bien podía interpretarse como negligencia en su deber 
como regente. Así lo hizo en la respuesta que ordenó imprimir para rebatir el manifiesto 
de Condé:

“I’espere de sortir amiablement, à l’honneur du Roy, et au bien et contentement 
de ses subjects, des differents de Navarre, mesmes devant que nous passions outre ausdits 
mariages, sinon, i’auray tel soin de conserver, en ceste occasion, les droicts, les limites, et 
la reputation de la France, que ceux qui nous accusent de n’en avoir le soin que i’en dois 
avoir, auront occasion de s’en desdire, et de retrancher de leurs plaintes celles qu’ils fondent 
sur ce subjet”107.

Más allá de las explicaciones formales sobre el caso, mediante esta declaración la reina 
se comprometía públicamente a encontrar una solución honorable al conflicto de Alduides antes de la celebración de los matrimonios reales (“mesmes devant que nous passions 
outre ausdits mariages”). Con esta medida, se perseguía ofrecer garantías a aquellos que 
la criticaban por la aparente supeditación de los intereses franceses a la consecución de 
su proyecto personal de alianza con la monarquía española. Por primera vez, se vinculaba 
oficial y públicamente la resolución de la cuestión fronteriza a la conclusión de las bodas 
reales. Mientras tanto, la declaración de María Medicis también se discutía por vía diplomática. En febrero de 1614, el embajador Vaucelas comunicó al duque de Lerma el deseo 
de su señora de vincular la definitiva conclusión de los esponsales regios a la resolución 
del problema de Alduides108. El propio Juan de Idiáquez había señalado ya lo embarazosa 
que resultaba la persistencia de una disputa tan enconada en un momento en el que, entre 
una y otra corona, oficialmente solo se hablaba de paz y unión109. El conflicto fronterizo 
había acabado influyendo en el devenir de las negociaciones matrimoniales. La situación 
había cambiado mucho desde 1610, cuando ambas coronas se esforzaban por evitar una 
contaminación entre uno y otro asunto. La reina madre pretendía acelerar la conclusión 

argumentos manejados en esta polémica impresa, como en los debates de los Estados Generales de 
1614, tenía 
que ver con asuntos de política interna (justicia, venalidad, corrupción, etc.).

107 Troisieme tome du Mercure François, pp. 337-338.

108 F.T. Perrens, Les mariages espagnols, pp. 487-488.

109 Además de señalar lo conveniente de socorrer a las guarniciones de Pamplona y Fuenterrabía “que sería muy 
gran vergüenza habiendo de ser por ally las entregas verla de aquella manera”, Consejo de Estado, Madrid, 31
de enero de 1614 (voto de don Juan de Idiáquez), AGS, E, leg. K1610, n.º 8. 

de una alianza que necesitaba imperiosamente para reafirmar su autoridad frente a los 
descontentos. El resultado no fue exactamente el esperado.
La situación era preocupante. Tras varios enfrentamientos, la regencia acabó doblegándose ante los rebeldes, con los que no tuvo más remedio que pactar. El resultado final 
de estos acuerdos −al menos, la parte confesable de ellos−, quedó plasmado en el tratado 
de Sainte-Ménehould (15 de mayo de 1614). Junto a otras onerosas concesiones personales 
para cada uno de los príncipes, la reina se comprometió a convocar los Estados Generales. 
Otra de sus exigencias, ya apuntada en el manifiesto de Condé, fue retrasar las bodas reales hasta después del 28 de septiembre, fecha en la que el joven rey Luis XIII alcanzaba la 
mayoría de edad. El problema era que una imposición así obligaba a María de Medicis a 
incumplir su palabra deshonrosamente, irritando en el proceso a los españoles. Tal como 
indicara Perrens, la intervención del nuncio Ubaldini resultó fundamental para solventar 
esta dificultad. Según el prelado, lo que pedían era totalmente innecesario, porque la reina 
había declarado no proceder hasta resolver el problema de Alduides y las personas enviadas a la corte madrileña expresamente a ello no podrían regresar antes de aquella fecha. Al 
final, los príncipes se conformaron con la promesa secreta de que, en cualquier caso, los 
esponsales no se celebrarían antes del mes de octubre110.

Mientras tanto, María de Medicis trató de presionar a la corte española para avanzar 
en la cuestión de Alduides, único impedimento alegado para retrasar los casamientos, en 
vez de permanecer a la expectativa hasta ver cómo se aclaraba la situación en Francia111. 
El Rey Católico accedió a recibir una legación extraordinaria con la que se esperaba escenificar la voluntad de paz entre ambas coronas. En principio, el objetivo era sosegar a 
los que desconfiaban del verdadero objetivo de la alianza española. Por su parte, la reina 
presentó esta embajada a los príncipes de sangre como la ejecución de un ultimátum para 
la resolución del conflicto de los confines de Navarra. La corte española consiguió un 
nombramiento muy favorable a sus intereses para esta delicada misión, pero solo después 
de vetar la presencia del obispo de Bayona. Al final, se acabó designando como cabeza de 
la legación a Lafourcade, tercer miembro francés de la fracasada comisión de Arrenegui112. 
Este personaje reunía en sí dos grandes ventajas para las autoridades españolas que, en 
otras circunstancias, hubiesen supuesto dos graves defectos: era hugonote y fácilmente 
corruptible. Por una parte, la recepción oficial en la corte española de un hereje declarado 
sirvió para tranquilizar a las comunidades reformadas, que temían que la alianza de las 
coronas de Francia y España conllevase la abolición de sus precarias libertades confesionales. En cuanto a las ventajas de tratar con un enviado corruptible, resultan demasiado 


110 
F.T. Perrens, Les mariages espagnols, pp. 506-507.

111 “Que según el estado de las cosas será muy bien que don Íñigo procure diestramente yr difiriendo las 
entregas pues assi como en Francia aguardan a ver que en que para lo de los confines de Navarra es muy justo 
que acá tanbien se vea primero el subceso de los rumores de allá y lo que resulta del parlamento que se trata 
de juntar pues antes desto no es bien que entre allí la señora Infanta”, Consejo de Estado, Madrid, 19 de abril 
de 1614, AGS, E, leg. K1610, n.º 13.

112 Consejo de Estado, Madrid, 11 de abril de 1614, AGS, E, leg. K1610, n.º 12. Lo acompañó en su misión 
D’Esquille.

evidentes como para tener que recalcarse. Desde el primer momento, el Consejo de Estado analizó el modo más conveniente de agasajar a Lafourcade durante su estancia113. La 
operación dio los resultados esperados y la legación especial regresó a Francia satisfecha114.

En realidad, la función de la legación de Lafourcade era más simbólica que operativa. 
Por eso se le había encomendado la entrega en mano de un poder especial para el embajador Vaucelas (fechado el 4 de abril), que era quien realmente debía llevar a término la 
negociación de Alduides en la corte española. Felipe III no expidió un poder equivalente 
al marqués de La Laguna hasta el 30 de julio115. Sin embargo, para entonces ya se habían 
establecido las bases para el acuerdo en varias reuniones previas con el anciano consejero 
Juan de Idiaquez (que moriría a mediados de octubre)116. La incertidumbre sobre la rebelión de los príncipes en Francia y las presiones del obispo de Bayona retrasaron hasta el 
25 de septiembre de 1614 la conclusión del que sería conocido como tratado de Arrenegui 
(a pesar de haberse pactado en Madrid)117. Ambas partes tuvieron que hacer concesiones. 
En palabras de Vaucelas: “demander davantage ce seroit ruiner le public pour le profit de 
quelques particuliers”, refiriéndose probablemente a las desmedidas pretensiones de los 
Echauz118. 

Además de ofrecer un principio de solución a una enconada disputa entre valles fronterizos, la importancia del acuerdo residía en la neutralización política del conflicto, que 
ya no podría ser esgrimido como argumento contra el gobierno de la regencia. Según 
Íñigo de Cárdenas: “Las diferenzias de Navarra a holgado la Reyna y todos los bien yntençionados de verlas compuestas y pessadoles a los revoltossos”119. El éxito de la misión 
de Lafourcade fue objeto de una mención particularmente significativa en el discurso de 
apertura de los Estados Generales el 27 de octubre de 1614, tal como informó Íñigo de 
Cárdenas: “[el Gran Canciller] dijo que si bien las cosas de Navarra avian hecho gran ruydo, que estavan ya compuestas, y que se avía hallado en Vuestra Majestad [Felipe III] la 
correspondencia que pidía el estado de las cosas y que sus deputados en la corte de V. M. 
avian sido muy onorificamente tratados y platicado el caso muy amigablemente como lo 
podían saber de Monsieur de la Forcada [Lafourcade] que estava presente”120. Después de 
varias sesiones, los Estados Generales dieron su definitiva aprobación a los matrimonios 
reales.


113 
Sobre las discusiones sobre el modo más adecuado de tratar a Lafourcade “según su condición y codiçia”, 
Consejo de Estado, Madrid, 19 de abril de 1614, AGS, E, leg. K1610, n.º 13.

114 “Que La Forcada fue muy contento y da que reyr, con decir que aquí han querido convertille”, Consejo de 
Estado, Madrid, 1 de octubre de 1614, AGS, E, leg. K1610, n.º 47 (punto 9).

115 Copia de ambos poderes inserta en las escrituras del tratado de Arrenegui (21 de noviembre de 1614), 
transcrito en F. de Arvizu, El conflicto de los Alduides, Anexo II, n.º 46, pp. 346-348.

116 F.T. Perrens, Les mariages espagnols, pp. 488-489.

117 Consejo de Estado, Madrid, 6 de septiembre de 1614, AGS, E, leg. K1610, n.º 37. Transcripción de los 
capítulos acordados en la corte en 1614 y ejecutados en 1615 y 1616 en F. de Arvizu, El conflicto de los Alduides, 
Anexo II, n.º 46, pp. 343-357. Todavía después se dudaría de su confirmación oficial inmediata por el apoyo
de Lesdiguières al duque de Saboya, AGS, E, leg. K1610, n.º 47 (respuesta 8).

118 F.T. Perrens, Les mariages espagnols, p. 513 (nota 2).

119 Íñigo de Cárdenas a Felipe III, París, 7 de diciembre de 1614, AGS, E, leg. K1610, n.° 73.

120 Íñigo de Cárdenas a Felipe III, París, 8 de noviembre de 1614, AGS, E, leg. K1610, n.° 58.

El compromiso de Alduides y, en parte, también las presiones ejercidas sobre el duque de Saboya, supusieron la eliminación de los dos últimos obstáculos aducidos por los 
descontentos para oponerse a la alianza con España. En principio, solo quedaba concretar 
sobre el terreno las directrices previamente pactadas en la corte a propósito de la frontera navarra. Para ello, se nombró una nueva comisión de cuatro miembros pero de un 
perfil inferior a la anterior. La presidencia recayó en dos de sus antiguos componentes: 
Lafourcade por parte francesa y don Carlos de Arellano por parte española. El resto de los 
componentes de una y otra parte eran autoridades locales experimentadas en el asunto. 
Pero lo que debía ser una simple puesta en práctica de algo ya pactado volvió a desatar 
graves disputas entre los comisarios y entre los valles. Ante la inminencia del intercambio 
de princesas, los comisarios fueron forzados a interrumpir la problemática delimitación 
de términos en agosto de 1615. De este modo, se trataba de imponer silencio a la frontera 
para dejar paso al regocijo oficial de los preparativos cortesanos de la jornada real. El
intercambio de princesas se produjo finalmente el 9 de noviembre de 1615 sobre el río 
Bidasoa, a no demasiada distancia de Alduides121. Cuando al año siguiente los comisarios 
regresaron a la montaña para terminar de aclarar los puntos pendientes de resolución, las 
disputas y desacuerdos que se produjeron en los confines de Navarra ya no volvieron a 
provocar el mismo “ruido”122.

En la memoria colectiva local, la inconcluyente jornada de 
1613 encabezada por don 
Alonso de Idiáquez ocupó un lugar mucho más importante que la firma de los acuerdos 
de Arrenegui con los que se pretendió poner fin a la disputa de Alduides. Al menos, ésta 
es la conclusión que puede extraerse de los encendidos elogios dedicados a la primera y de 
los juicios más bien tibios que suscitó la segunda. El propio fray Prudencio de Sandoval 
concluyó su Catálogo de los obispos que ha tenido la santa iglesia de Pamplona (Nicolás de 
Asiain: Pamplona, 1614) con una lacónica referencia al mal recuerdo de su misión como 
primer comisario en los confines del reino “donde estuvo y padeció lo que a todos es 
notorio” (f. 137v). Antes incluso de la impresión de la Relación cierta de Diego Beltrán de 
Aguirre, la actuación del virrey ya había sido objeto de exaltadas alabanzas como defensor 
de la reputación del monarca en la frontera y árbitro en las disputas entre unos comisarios 
inoperantes en la extensa dedicatoria del Desengaño Christiano de fray Tomás de Sierra, 
impreso en Pamplona a principios de 1613.


121 
Sobre la ceremonia del intercambio y la tensión fronteriza en la cuenca del Bidasoa, M.J. del Río, “Imágenes 
para una ceremonia de frontera. El intercambio de las princesas entre las cortes de Francia y España en 1615”, 
en J.L. Palos y D. Carrió-Invernizzi (eds.), La historia imaginada. Construcciones visuales del pasado en la Edad 
Moderna, Madrid, 2008, pp. 153-182.

122 Algunos ejemplos de disputas respecto a la ejecución de los capitulados en F. de Arvizu, El conflicto de los 
Alduides, pp. 148 y 150.
La 
Relación cierta solemnizó y prolongó en el espacio y en el tiempo la celebración 
de la jornada del virrey, entendida como momento culminante de la lucha del Reino de 
Navarra en defensa de sus límites y su reputación. No cabe duda de que el texto de Diego 
Beltrán de Aguirre contribuyó eficazmente a fijar este recuerdo. Así se menciona, por 
ejemplo, en una edición de la Memorable expulsión y iustissimo destierro de los Moriscos de 
España de fray Marco de Guadalajara y Xavier, que salió de la misma prensa pamplonesa 
algunas semanas después. Al tratar sobre la deportación de los moriscos aragoneses y de 
los intentos de La Force para favorecer su sublevación, el autor dedicó todo un párrafo 
a presentar el conflicto de Alduides como prueba de la mala voluntad del gobernador 
de Béarn hacia España en su “zelo de dilatar los límites de su jurisdición”. Justificaba la 
escueta información que ofrecía del suceso de este modo: “Va tan resoluta esta relación 
de Alduyde, por ocasión de averla compuesto, y escrita ya el Secretario Diego Beltrán de 
Aguirre” (cap. XVIII, f. 125v.). Del mismo modo, Juan de Sada en su Historia Apologética y 
descripción del Reyno de Navarra, la primera historia impresa del Reino de Navarra (Carlos 
de Labayen: Pamplona, 1628), llegó incluso a elevar los servicios de los baztaneses en la 
jornada del conde de Aramayona al mismo nivel que su participación en las campañas 
de 1512 y 1521 durante las guerras de conquista de Navarra123. Años después, el frustrado 
historiador Pedro de Agramont y Zaldivia incluyó en su manuscrita “Historia de Navarra 
y de sus patriarcas, gobernadores y reyes” de 1632 tres capítulos dedicados al tema, que 
en realidad son una transcripción prácticamente literal de la Relación Cierta, aunque no 
mencione la fuente ni su autor original124. La jornada del conde de Aramayona de 1613
ocupó un lugar de primer orden en la memoria colectiva del reino hasta el momento en 
el que otros acontecimientos fronterizos de mucha mayor magnitud, como la desastrosa 
campaña fronteriza de 1636 y el sucesivo asedio de Fuenterrabía de 1638, acabaron por 
eclipsar su recuerdo.

En cualquier caso, la jornada de Alonso de Idiáquez no evitó la cesión territorial implícita en el tratado de Arrenegui. El intercambio de princesas no resolvió los problemas 
de autoridad de la corona francesa, como demostraron las nuevas sublevaciones que se 
produjeron en el momento en que la corte se encaminaba hacia el Bidasoa bajo la protección de una fuerte escolta. El éxito que supuso la culminación del doble enlace tampoco 
evitó la caída posterior del duque de Lerma, que de hecho no tuvo ocasión de acompañar 


123 
García de Góngora y Torreblanca (pseudónimo de Juan de Sada y Amézqueta), Historia Apologética y 
descripción del Reyno de Navarra y de su mucha antiguedad, nobleza, calidaes, y Reyes que dieron principio a su 
Real casa, y procuraron sus acrecentamientos, y de la duración della, y sucessos, y hechos heroycos y famosos de sus 
naturales, en armas y conquistas. Dividida en III libros con un tratado a la postre de las quatro ciencias y artes 
Mathematicas, Carlos Labayen: Pamplona, 1628, libro 2, capítulo 3, ff. 15r-v.

124 
Existe una edición actual de esta rara crónica manuscrita: Pedro Agramont y Zaldívar, Historia de Navarra, 
1632, 2 vols., edición a cargo de Fermín Miranda García y Eloísa Ramírez Vaquero, Pamplona, 1996, vol. 
2, cap. 19: “De las grandes diferencias que entre nauarros y françeses hubo sobre los montes de Alduide 
en Nauarra, y ultimamente el año de mil seiscientos y treze, poniendose en armas”; cap. 20: “En que se 
prosiguen las jornadas, ordenes y preuenciones, resistencias, demandas y respuestas que el conde virrey de 
Nauarra tubo e hizo en diuersos lugares y con diferentes personas y ocasiones”; y cap. 21: “Del concierto y 
conclusion de estas diferencias y la buelta, entrada y recevimiento del conde virrey en Pamplona”.

a la infanta hasta la frontera. Del mismo modo, las relaciones entre ambas monarquías 
volvieron a tensarse progresivamente apenas unos meses después de culminado el intercambio125. En 1635, la corona francesa acabó declarando la guerra a la monarquía española, 
dando así inicio a una conflagración que se prolongaría durante décadas. En vista de los 
obstáculos que habían tenido que superarse para llevar a término los matrimonios reales, 
la fecha de la apertura general de hostilidades podía haberse adelantado más de veinte 
años. Sin embargo, ni la inercia, ni las dificultades, ni las presiones a las que se vieron 
sometidos los gobiernos de María de Medicis y Felipe III les hicieron desistir entonces de 
su particular apuesta por la paz.

125 
A. Eiras Roel, “Desvío y ‘mudanza’ de Francia en 1616”,  Hispania: Revista Española de Historia, n.º 100
(1965), pp. 521-560. Una interpretación general en J.J. Ruiz Ibáñez, “Cette disgrâce de guerre. La opción 
española en la política francesa de 1598 a 1641”, en P. Sanz Camañes (ed.), La Monarquía Hispánica en tiempos 
del Quijote, Madrid, 2005, pp. 529-555.
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“[...] es digno de admirar que un caballero cuyo ejercicio es la espada como Cavallero, maneje con tanta discreción la pluma […] sin que podamos discernir a qual de estos 
dos empleos se deba atribuir tal primacía”. 

I. Introducción
Este era el retrato laudatorio que en 
1719 hacía un declarado amigo del I marqués de 
Miana1 en la evaluación del libro Vida del Santo San Homobono que el propio marqués 
había escrito.

El contraste entre sus méritos objetivos y la descripción ideal que ofrecía de él Francisco Montiel de Fuentenovilla, podía producir alguna extrañeza a un observador de la época 
que conociera bien los servicios ofrecidos por Tomás de Pomar a la corona. Las facultades 
con las que resultaba adornado en las palabras del calificador de la Suprema eran dos de 
los distintivos tradicionales de la aristocracia: el equilibrio entre el oficio de las armas y el 
cultivo cortesano de las letras. 

Un estereotipo resaltado con exceso en el alambicado encomio dedicado al marqués y 
que quedaba en el extremo opuesto de la imagen ideal del noble que Baltasar Gracián proponía en la parte xvi de su Discreto, publicado por primera vez en 1646, donde reconocía 
que aunque no había “olor como el del buen nombre, ni fragancia como la de la fama”, el 
modo de conseguirla no consistía en desmentir pertenecer al común de los hombres “con 
violencias de singularidad” sino en “vivir a lo práctico, acomodarse a lo corriente y casar 
lo grave con lo humano” sabiendo “ser señor sin figurerías”.

Gracián proponía, desde la teoría y en fecha temprana, un modelo en el que la construcción de la propia imagen perdurable debía pegarse al suelo de las virtudes cotidianas 

1 
Panegyrico historico moral sobre la vida de S. Homobono confessor natural de la ciudad de Cremona, en el Milanés
... / compuesto por el Marqués de Miana, Cavallero de la Orden de Santiago, en Madrid: Imprenta de los 
Herederos de Manuel Ruiz de Murga, 1719, s.f. Es un fragmento de la evaluación hecha por Francisco Montiel 
de Fuentenovilla, calificador de la Suprema y de su Junta Secreta, examinador Synodal del Arzobispado de 
Toledo.

y alejarse de efectismos cortesanos, porque la verdadera grandeza consistía en “la alteza 
de espíritu”. 
La propia formulación ideal de Gracián revelaba que, desde la segunda mitad del 
siglo xvii al menos, existían diversos modelos para mostrar el brillo nobiliario. La exagerada imitación de los aspectos más externos y superficiales de la definición caballeresca ya 
no era garantía de verdadera nobleza en la didáctica interpretación gracianesca, aunque 
no cabía duda de que seguía existiendo la necesidad externa de mostrar la pertenencia 
aristocrática, pues durante la época moderna los valores ideales nobiliarios continuaban 
vertebrando el sistema universal de organización social de modo que solo la conquista 
del privilegio permitía culminar un exitoso ascenso. Pero no todo consistía en alcanzar el 
privilegio. Visibilizar las razones objetivas que lo habían propiciado y hacerlas trascender 
por encima del propio periplo vital constituía la verdadera marca del éxito. Hacer perdurable la memoria nobiliaria del linaje era el verdadero triunfo. Un noble que pertenecía a 
un antiguo linaje podía permitirse ser noble sin “figurerías”, pero ¿podía hacerlo un noble 
nuevo?

Este trabajo trata de los modelos de representación nobiliaria que adoptaron aquellos 
que procedían del mundo de los negocios y habían alcanzado éxito económico y acomodación en puestos de responsabilidad político-administrativa al calor de la inflación de 
honores experimentada en la segunda mitad del siglo xvii, incrementada aún más durante 
la guerra de Sucesión. 

Estos
 homines novi se aplicaron en la transformación de su capital económico en capital social desplegando, con más o menos fortuna, programas de construcción de una 
imagen ideal asimilable a la nobleza, con el objetivo de consolidar para la posteridad, la 
posición de privilegio conquistada en una determinada coyuntura. 

El presente estudio de caso se inscribe en un proyecto mayor en el que analizo si 
existieron –si podemos identificar–, modelos estratégico-culturales que, aplicados por las 
nuevas noblezas de origen financiero dentro del ámbito espacio–temporal de la Monarquía Hispánica, sirvieron para consolidar una imagen ideal de nobleza perdurable2.

Interesa conocer la naturaleza de estas estrategias culturales. Qué formas adoptaron, 
qué características tuvieron, y cómo se adaptaron a las circunstancias políticas cambiantes 
si es que lo hicieron, para poder comprobar en qué medida fueron efectivas.

Este punto de vista otorga preferencia en su análisis a los significados socialmente 
construidos, atribuidos o intercambiados por los actores sociales. Significados que acaban 
por formar un código particular materializado en gestos, imágenes, o textos que estamos 


2 
Este trabajo se inscribe en el proyecto “Circulación, patrimonio y poder de élites en la Monarquía Hispánica 
(1640-1715)” Ref. HAR2009-12963-C03-01HIST perteneciente al Proyecto coordinado “Gestión del poder, 
patronazgo cortesano y capital financiero en la Monarquía Hispánica (1580-1715)” GECOFIN8015:HAR2009-
12963-C03.

obligados a decodificar3 para poder interpretarlos en todo su sentido y siempre dentro de 
su contexto.
El caso de estudio elegido es el de la familia Pomar. Su miembro más destacado fue 
don Tomás de Pomar, I marqués de Miana, consejero de Aragón y de Indias que obtuvo 
su título nobiliario de manos de Felipe V en 1706, cuando la guerra de Sucesión se había 
asentado definitivamente en suelo peninsular.

La obtención del marquesado en fecha tan señalada era la prueba evidente de su plena 
integración en el círculo borbónico de influencia cortesana y política y la muestra más 
palpable de su definitivo compromiso con la causa borbónica. ¿Pero qué camino eligió él 
y su familia hasta culminar ese proceso?

La obtención del título nobiliario –de ese especial beneficio emanado del ejercicio 
del patronazgo por parte del rey–, fue el resultado final de una variedad de servicios4, 
muchos de ellos prestados al último Austria, que finalmente conectaron con la defensa y 
la identificación de los intereses borbónicos en todas sus parcelas de influencia, ya fueran 
éstas económicas, administrativas o territoriales. Desentrañar la forja de ese proceso de 
consolidación nobiliaria nos exige plantearnos varias preguntas. ¿Existió una jerarquía de 
servicios prestados a la monarquía? ¿Por qué orden? ¿En qué importancia? ¿Fueron simultáneos? ¿En qué momento cambiaron unos por otros? ¿Cómo se percibieron por parte de 
quienes los recibieron? ¿Cómo quisieron que esos servicios trascendieran a la posteridad? 
¿Mediante qué soportes y procedimientos?

Aunque no sea el objetivo fundamental de este trabajo, ha sido necesario saber quién 
era y de dónde procedía en realidad el I marqués de Miana, para entender la fabricación 
de su discurso de “servicio a la monarquía” dado el conocimiento superficial que existe 
sobre el origen de todas estas nuevas noblezas tituladas a principios del siglo xviii.

II. La generación raíz: Pedro de Pomar
El padre de Tomás de Pomar, Pedro Pérez de Pomar, vivió durante los tres primeros 
cuartos del siglo xvii (¿?1681). Era natural de Uncastillo, infanzón y vecino de Zaragoza, 
aunque residió durante la última etapa de su vida en Madrid, donde murió. Por noticias 
indirectas, parece que resultó insaculado en 1637 como diputado en las Cortes de Aragón 
y fue arrendador de la denominada Renta del General del Reino de Aragón durante 1650.

Su madre, Tomasa de Maynar, nació en Madrid y fue con probabilidad la primera esposa de don Pedro, que contrajo segundas nupcias, con doña Manuela de Carnicer y Sanz 
de Villanueva, natural de Zaragoza e infanzona. Este nuevo matrimonio proporcionó al 
futuro marqués un medio hermano, Manuel Pérez de Pomar, caballero de Santiago que 


3 
R. Chartier, El mundo como representación, Barcelona, 1992, pp. 45-62 y P. Cardim, “Entre textos y discursos. 
La historiografía y el poder del lenguaje”, Cuadernos de Historia Moderna, 17 (1996), pp. 123-150.

4 Sobre la bibliografía clásica que ha analizado la nobleza nueva como consecuencia de los servicios al soberano, 
E. Soria Mesa, La nobleza en la España Moderna. Cambio y continuidad, Madrid, 2007, p. 25.

alcanzó la nobleza titulada en 1699, durante el último año de vida de Carlos II, con el 
título de conde de la Torre de San Braulio5. 
Pedro y Felipe de Pomar, padre y tío de don Tomás respectivamente, se iniciaron en los 
negocios de arrendamientos de rentas de manos de su abuelo, Pedro de Pomar y Martínez 
(13 de agosto de 1591), cuando en 1659 administraba la Tesorería de Millones y la Cruzada 
del Reino de Valencia. 

Desde el momento en que Pedro de Pomar tomó las riendas de los negocios de la 
familia llevó a cabo provisiones de plata y granos en asociación con Pedro de Aguerri, una 
de las cabezas del posterior marquesado de Valdeolmos, convirtiéndose en 1664 en administrador de esa firma al comunicar a la Hacienda Real que se consideraba el principal 
acreedor de ella. Permaneció en esta administración durante los años sesenta del siglo xvii
y, en la década siguiente, firmó asientos por su cuenta destinados, en su mayor parte, al 
abastecimiento del ejército de Cataluña que Carlos II debía mantener en pie por el conflicto abierto con Luis XIV, aunque también hizo provisiones en Flandes.

Es muy probable que parte del capital utilizado para realizar todas estas transacciones 
procediera de depósitos hechos por terceros, como puede deducirse de la reclamación 
que en 1671 le hizo el marqués de Noguera –más tarde significado austracista–, pidiéndole la restitución de una cantidad que decía deberle6. Otra fuente de efectivo era el 
producto de los arrendamientos de alcabalas, cientos y millones de la ciudad de Andújar 
y su partido que la firma controlaba como probable compensación de sus asientos.

La década de los sesenta finalizó con ciertas dificultades para los negocios familiares. 
En concreto Felipe de Pomar, tío del futuro marqués, se había comprometido en el arrendamiento de las Generalidades subarrendando las mismas a Francisco Sanz de Cortés, 
que era el que había contraído la primitiva obligación con la Diputación de las Cortes 
de Aragón. Su compromiso ascendía al pago de 71.000 libras anuales. Pero el inicio de 
las hostilidades con Francia y el decreto de 25 de septiembre que, entre otras represalias, 
mandaba embargar los bienes de franceses, paralizó el suculento comercio que ya por 
entonces se había desarrollado con el país vecino. En la argumentación que los abogados 
de Felipe de Pomar construyeron para intentar invalidar su contrato, se alegaba que “los 
derechos del General fluyen y dimanan del comercio y contratación de los franceses y de 
la salida de las lanas [...] y que el dicho Felipe de Pomar no debe ser compelido a guardar 
los pactos no estando levantados los embargos”7. Los argumentos a favor de su cliente se 
basaban en que, hasta que no finalizaran las hostilidades con Francia, no podía reclamarse 


5 
El título lo adquirió la madre para su hijo, argumentando los servicios prestados por Pedro de Pomar. Ya en 
1692 había conseguido el hábito de Santiago para él, Archivo Histórico Nacional, Madrid (AHN) Órdenes 
Militares (OO.MM), Santiago, expediente 654, año 1692. El ennoblecimiento por esta rama familiar resultó 
más fácil, ya que el suegro de Pedro de Pomar, Miguel Braulio Carnicer y Pérez de Oliván (20 de septiembre 
de 1604) ya era señor de la Torre de San Braulio. 

6 
Archivo de la Corona de Aragón (ACA), Consejo de Aragón, leg. 0916, n.º 217.

7 Parecer y Consejo de los Doctores don Josef del Plano y Frago y Josef Fernández de Moros, abogados ordinarios del 
reino en la causas que pende ante los señores diputados, a instancias de D. Felipe de Pomar, sobre rescindir el 
arrendamiento de las Generalidades del Reyno, Zaragoza, 19 de enero de 1668, p. 3.

la totalidad del dinero prometido como importe del impuesto que había arrendado. El fin 
de la guerra de Devolución debió zanjar el pleito con los Diputados y la reanudación de 
los conflictos con Francia abrió nuevas oportunidades para la casa de negocios.

Entre 
1675 y 1676, su hermano Pedro de Pomar recibió de nuevo como consignación 
cantidades de plata considerables en la Casa de la Contratación, procedentes de la plata 
de Indias8. Asimismo, obtuvo compensaciones económicas procedentes de los efectos “beneficiados” por el Consejo de Hacienda –es decir, vendidos o enajenados–, con el fin de 
compensar el valor de las letras que tenía dadas en Flandes9. Una actividad en la que más 
tarde el marqués de Miana mostrará también una extraordinaria habilidad.

Es dentro de este contexto cuando Pedro de Pomar obtiene el oficio de secretario 
de honor del rey en 1675 y el de supernumerario en la Contaduría Mayor de Cuentas 
en 167610, nombramientos que no le impidieron seguir con sus negocios, ya que obtuvo 
cédula real para proseguir con ellos “por servir al rey”.

Comprobamos de este modo que el servicio al rey era prioritario y eximía del cumplimiento de leyes consideradas de menor rango. Esta aplicación no es nueva ni propia 
de los Borbones; se empleaba, como es comprobable, al menos durante buena parte del 
siglo xvii, incluso en su primera mitad.

Por esas fechas Pedro de Pomar ya era el principal abastecedor de carruajes y animales 
de tiro para las tropas destacadas en Cataluña junto con Francisco de Montserrat, futuro 
marqués de Tamarit.

En
 1678, y como compensación a su intensa actividad asentista, obtuvo plaza de honor 
en el Consejo de Hacienda11 mientras el volumen de sus provisiones con destino Flandes 
crecía en frecuencia y cantidad. 


8 
Archivo General de Indias (AGI), Indiferente, 441, libro 27, ff. 346-347, 30 de octubre 1675, Real Cédula a la 
Casa de la Contratación de Sevilla para que de la plata que se traiga en los galeones de Tierra Firme pague a 
don Pedro de Pomar 80.000 escudos de plata en plata blanca por los mismos que ha de haber conforme a un 
asiento que se ha ajustado con él por el Consejo de Hacienda. 

9 
AGI, Indiferente, 441, libro 28 ff. 99 r y v., 29 de mayo de 1676, “Real Cédula a don Diego González de Arce, 
tesorero general, para que de los efectos beneficiados por mano del Presidente del Consejo pague a don Pedro 
de Pomar 50.000 pesos por cuenta de las letras que tiene dadas para Flandes”.

10 
El tipo de negocios ajustados por Pedro de Pomar y sus particulares condiciones eran del tenor siguiente: 
“Con don Pedro de Pomar del Tribunal de la Contaduría Mayor de Cuentas del Consejo de Hacienda, se 
ajustó un asiento en conformidad del pliego que dio firmado de su nombre en 12 de marzo pasado deste 
presente año de que el Rey nuestro Señor tuvo por bien de aprobar por resolución a consulta del dicho 
Consejo de Hacienda de 24 de abril deste mismo año, sobre encargarse de servir en el ejército de Cataluña 7
meses que empezaron a correr y a contarse desde mayo hasta fin de noviembre deste dicho año de 1676 con 
680 acémilas y 20 galeras de a 6 mulas con los comisarios y mozos que les correspondan y entre las condiciones 
que se le han concedido por el dicho pliego al dicho Pedro de Pomar hay una que dispone que por cuanto que 
el Rey Nuestro Señor «… se ha servido de hacerle merced de plaza del Tribunal de la Contaduría Mayor de 
Cuentas del dicho consejo de Hacienda y ha jurado en ella», porque no se le haga cargo en ningún tiempo por 
la visita del dicho Consejo de Hacienda o por cualquier otro juez a quien se le cometa cualquier residencia pública 
o privada por estar prohibido el que los ministros de S.M. traten y contraten y respecto de que estas provisiones las 
hace por mas servir a S.M. se ha de servir mandar que se despache su Real Cédula por la parte donde toca 
dispensando el que pueda hacer cualesquier provisiones por él o cualquier otra persona”, Madrid, 10 de junio 
de 1676, AHN, Consejos (C), leg. 13.214.

11 Archivo General de Simancas (AGS), Escribanía Mayor de Rentas (EMR), Quitaciones de Corte (QC), 
leg. 38. 

III. Los primeros pasos en la construcción de una imagen ideal del linaje: 
el recurso cultural
Fue entonces cuando el padre del marqués comenzó a elaborar una imagen idealizada 
de los servicios que él y su casa habían prestado al soberano, con el objetivo de trascender 
su coyuntural, efímero y a veces no tan ejemplar presente.

Pergeñar una memoria “adornada” de los servicios que se habían prestado a la monarquía, como grupo o como individuo, no era algo nuevo. El diseño de una “comunidad 
imaginada del linaje”12 fue y sigue siendo muy eficaz, por ejemplo, en la construcción de 
nuevos nacionalismos y en la época moderna era una necesidad para todos los que habían 
sido nobleza nueva alguna vez. 

Esta dimensión imaginada constituía a la vez una obligación y un primer regalo del 
fundador del linaje para que sus descendientes pudieran exhibir con orgullo, más adelante, 
unas credenciales nobiliarias homologables en un proceso de ennoblecimiento duradero.

Pedro de Pomar eligió servirse de una estrategia cultural como medio material de fijación de esa imagen. Algo que hemos podido comprobar que ocurrió con otras familias 
nobles nuevas de origen financiero, como la del I marqués de Villaflores13, la del I marqués 
de Monesterio14 o la del I Marqués de Santiago15. 

En este caso, Pedro de Pomar patrocinó la edición de un libro en cuya dedicatoria 
también quedaba plasmada, en todos los aspectos posibles la comunidad imaginada a la 
que pretendía pertenecer. 

En
 1678, con su recién estrenado título de consejero de Hacienda e inmerso en un 
periodo en el que las gentes procedentes del Reino de Aragón hicieron fortuna al calor del 
ministeriado de Juan José de Austria, Pedro de Pomar promovió en Madrid la reimpresión 
de una segunda edición de la obra Quilatador de Oro, Plata y Piedras preciosas16 de Juan de 
Arphe y Villafañé que fue escultor de oro y plata en las Casas de Moneda de Segovia y que 
había editado por primera vez esta obra en Valladolid en 1572. 

El Quilatador no era el libro de un ingenio poético de la corte, ni el de un genealogista 
o un historiador. Era la obra de un técnico de formación artesanal, escultor y platero, 

12 
Un concepto utilizado por A. Terrasa Lozano, Patrimonios aristocráticos y fronteras jurídico-políticas en la 
Monarquía Católica: Los pleitos de la Casa de Pastrana en el siglo XVII, tesis doctoral inédita defendida en 
el Instituto Universitario Europeo, Florencia, 2009, p. 46, a partir de las tesis de B. Anderson, Imagined 
Communities: reflections on the origin and spread of nationalism, Londres, 1983.

13 
C. Sanz Ayán, “Procedimientos culturales y transculturales de integración en un clan financiero internacional 
(ss. xvi-xvii)” en B. Yun Casalilla (ed.), Las redes del Imperio. Élites sociales en la articulación de la Monarquía 
Hispánica, 1492-1714, Madrid, 2009, pp. 65-94.

14 
C. Sanz Ayán, “Octavio Centurión, Marqués de Monasterio. Factor de Felipe IV”, en M. Herrero Sánchez, 
Y.R. Ben Yessef Garfia, C. Bitossi y D. Puncuh (eds.), Génova y la Monarquía Hispánica (1528-1713), 
monográfico de Atti della Società Ligure di Storia Patria. Nuova Serie, LI/1 (2011), vol. II, pp. 847-872.

15 
C. Sanz Ayán, “Les affaires, la culture et l’opportunité dans la construction d’un lignage: le Marquis de 
Santiago pendant la Guerre de Succession d’Espagne”, en A. Dubet y J.P. Luis (eds.), Les financiers et la 
construction de l’Etat. France, Espagne (XVIIeXIX siècles), Presses Universitaires de Rennes, 2011, pp. 105-124. 

16 He trabajado en la edición que se encuentra en la RAH 5/1759.
además de perito de metales preciosos en la ceca de Segovia17. Un hombre práctico que 
escribió un texto dirigido a otros técnicos. Y uno de los más destacados decidía ahora 
reimprimirla porque don Pedro de Pomar, que había comprado por juro de heredad el 
oficio de “Tallador perpetuo de las casas de moneda de Toledo” decidía ahora reimprimirla para asimilar su nombre al de otros técnicos que destacaron en ese tipo de servicio 
profesional a la Monarquía.

Su propuesta de reedición podía entenderse como un modo de identificarse y de proclamarse continuador de la obra del propio Villafañe. Pero además su gesto cultural tenía 
otros objetivos que no dejan espacio a la especulación, ya que quedaron expresados en la 
dedicatoria de inicio. Esta dedicatoria, al ser una reimpresión y no una obra nueva, estuvo 
redactada por la dueña de la imprenta que preparó la segunda edición; doña Manuela del 
Rivero, viuda de Bernardo de Sierra, mercader de libros en la Puerta del Sol.

Así pues, el elogio del mecenas no lo hizo ni un jurista, ni un teólogo ni un hombre 
destacado de la administración o de la corte. Era un trabajo asumido por una mujer profesional de la industria libraria –algo que no era tan extraño en el siglo xvii como en principio pueda parecer18–, en lo que constituía, según todos los indicios, un encargo pagado.

A partir de este gesto podemos aventurar que las redes de influencia de Pedro de Pomar no eran lo suficientemente sólidas ni extensas como para lograr colocar en los preámbulos de esta singular iniciativa cultural a un mejor postor de su causa.

El texto elaborado por Manuela del Rivero refleja la clara intención de fabricar una 
imagen ideal perdurable. En ella, aparece lo que el promotor quiere que trascienda; que 
Pedro de Pomar era: “del Consejo de su Majestad en el de Hacienda y tallador mayor perpetuo de las casas de moneda de Toledo”. Oficios de servicio y el segundo de “consejo”19
al soberano que, a falta de otros, parecían dignos de perpetuarse en la memoria posterior, 
aunque aconsejar al soberano con un oficio identificable, era además una expresión del 
poder y de la responsabilidad, propios de la nobleza.

La función de Pedro de Pomar como promotor cultural no queda sobreentendida en 
la obra sino expresada de modo explícito:

“¿A quién con más propiedad podré dedicar yo la renovación de un libro que segunda vez sale a la luz y cuyo asumpto es declarar los quilates del oro, plata y piedras sino 
a un ilustre Mecenas como Vuestra señoría”? 

17 
Está claro que él se consideraba algo más que un artesano, como demuestra el pleito que mantuvo con la 
cofradía de San Eloy en Burgos, por negarse a llevar el estandarte de la cofradía durante el Corpus Christi en 
el año 1595 a pesar de tener tienda abierta y ser vecino de la ciudad de Burgos, Archivo de la Real Chancillería 
de Valladolid (ARChV), Registro de Ejecutorias, Caja 1785.0001.

18 
Véase Diccionario de Impresores españoles siglos XV-XVII, Madrid, 1996, donde aparecen los registros de mujeres 
impresoras. Asimismo, este hecho ha quedado de manifiesto en la exposición celebrada en Barcelona, de 1 de 
diciembre de 2009 a 31 de enero de 2010, y en su catálogo titulado Musas de la imprenta. La mujer y las artes 
del libro (siglos XVI-XIX), comisariada por Marina Garone y Albert Corbeto. 

19 J. Powis, La Aristocracia, Madrid, Siglo xxi, 2007, p. 70. Este autor recuerda, glosando a Galbert de Bruges 
(siglo XII), que un signo distintivo de la aristocracia era “dar consejo” al príncipe.
A esta imagen ideal del técnico al servicio de la monarquía y del incipiente mecenas 
cultural –un título sin duda exagerado para la auténtica dimensión del gesto–, se añade 
también la del hombre de negocios capaz de desarrollar en este campo todas sus habilidades: 

“Passando a la inteligencia de negocios en Mercurio, quien más que V. s. es señor 
de ellos, pues apenas aprehende los más difíciles la capacidad, quando les comprende fácilmente logrados la execución en beneficio de la Real Hacienda y crédito de un fidelísimo 
cuidado y desinteresado zelo”.

También queda expresado cómo la monarquía cumple con su parte y sabe recompensar esos servicios:
“No apunto individualidades porque con la sombra de esta verdad, no le salgan a 
V. s. los colores, solo diré que su Majestad autoriza calificada con mercedes esta proposición mía (..) aviendo honrado a V. s. sirviéndose de elegirle por su consejero de Hacienda 
siendo ya V. s. antes tallador Mayor por juro de heredad de las Reales Cassa de la Moneda 
de Toledo y estos puestos señor son primeras vasas para gloriosos fines pues al passo del 
mérito crece el favor”. 

Por último, en este texto inicial, resta un espacio destacado para la semblanza ideal del 
noble con solar arraigado, pues se le cita ya como “señor de Miana”. La adquisición de este 
lugar será crucial para afianzar el título nobiliario de su hijo Tomás unos años más tarde. 
Por la dedicatoria es evidente que por, estos años, ya lo poseía.

Desde los servicios que Pedro de Pomar presta en el presente –servicios técnicos y 
“negocios” como genéricamente se citan sus actividades financieras con derivaciones militares–, se da pie para construir una memoria ideal del linaje cuya antigüedad se pierde en 
la oscuridad de la Edad Media20.


“Pues si voy a la nobleza, quien ignora a la de V. s. en el apellido Pomar, cuyas 
ilustres rayzes plantadas en el lexano campo de la Antigüedad, produjeron fecundo árbol, 

20 
Ch. Klapish-Zuber, L’ombre des ancêtres. Essai sur l’imaginaire medieval de la parenté, París, 2000. De los 
paralelismos entre las naciones y las familias, con sus correspondientes discursos ideológicos, se hace también 
eco en la época, por ejemplo, fray Juan de la Puente. En 1612 escribía que “la excelencia de toda nación se 
conoce por las mismas causas que la de una familia; la cual es ilustre y excelente por una de cuatro cosas, 
por la santidad de virtudes heroicas de algunos antepasados, por la prudencia con que en la paz gobernaron 
la República con dominio soberano como reyes absolutos o administrando alguna dignidad suprema […], 
por la sabiduría de sus progenitores en las nobles facultades; por la fortaleza y valor militar con que en la 
guerra defendieron la República (..) y a esto se le ha de añadir la antigüedad y la riqueza, citado en E. Botella 
Ordinas, Monarquía de España. Discurso teológico, 1590-1685, Madrid, 2006, pp. 42-82. 

que en ramos de valerosos héroes, extendió corazones por ojas, y por frutos trofeos, cuya 
dilatada sombra, fue generoso esplendor, no solo de Aragón, su patria, sino del orbe todo?
Dígalo Pedro Ximénez de Pomar a quien el Rey don Sáncho Ramírez honró con el 
Condado de Xavierre y Latre, porque su valiente oja fue rayo de ardor y de luz que desterró 
del claro horizonte aragonés la torpe sombra de la Agarena infidelidad. Repítalo aquel don 
Pedro de Pomar, consejero mayor del ínclito Rey don Jaime y partícipe de sus hazañas por 
asistente influxo a sus conquistas. Y finalmente el valor revestido, fidelidad de Domingo 
López, Ruy Gonçalez y Ruy Sánchez de Pomar, pide anales enteros, más que solo apuntadas memorias cuando en las de los siglos compiten contrapuestamente con ventajas las 
cinco pomas de los Pomares en las armas de V. s. con los tres pomos de Atalanta, pues éstos, 
arrojados al suelo suspendieron la carrera de una mujer, y aquellas, esparcidas al aire de la 
fama, hacen correr a los varones la carrera del valor, para imitar a los insignes acendientes 
de tan ilustre solar”.

Pedro de Pomar, además de plasmar en letra impresa sus orígenes genealógico-míticos, 
añadió nobleza a su linaje por el medio tradicional. El del matrimonio. Este extremo no 
podía quedar fuera de la construcción de su discurso ideal del linaje:

“El lustre de tan especiosa Casa, donde habita tanta estrella de esplendor, tanto signo de nobleza y más ahora aviendo entrado en ella por unido consorcio y acertada elección 
de V. s. el Sol de mi señora doña Manuela Carnicer, en cuyo celeste Zodiaco centellean por 
excesso astro excelentes, prendas fundadas en los dos polos de hermosura y virtud”.

Tal y como se señaló al principio, su segunda esposa, doña Manuela de Carnicer y 
Sanz Villanueva Pérez de Oliván y la Torre, aportó a la unión el señorío de la Torre de San 
Braulio heredado de su padre, Miguel Braulio Carnicer, diputado por el reino de Aragón. 
Una vez fallecido su esposo, pero esgrimiendo los servicios de este, consiguió para su hijo 
Manuel Pérez de Pomar –nacido en la parroquia de San Martín en Madrid en 1681–, un 
hábito de Santiago cuando solo tenía once años, en 1692, para más tarde añadirle el título 
de conde de la Torre en 1699. 

En este segundo matrimonio, Pedro de Pomar parecía ganar más nobleza de la que 
aportaba y, de hecho, consiguió antes un título para el hijo que nació de esta nueva unión 
conyugal que para el futuro marqués de Miana. 

Manuel de Pomar, el medio hermano de Tomás, se integró a finales del siglo 
xvii en 
la privilegiada relación de la nobleza del Reino de Aragón de la que formaban parte cinco 
grandes, veintiséis marqueses y dieciocho condes21. Esa nobleza que pocos años después 
pugnaría hasta la extenuación por no satisfacer los derechos de la media anata de merce

21 
Aparece citado el conde de la Torre de San Braulio con sus apellidos en la lista de nobleza del Reino de 
Aragón que proporciona A. Domínguez Ortiz, La Sociedad Española del Siglo XVII, Granada, 1992, vol. I, p.
358, 2 vols.

des a Felipe V, argumentando que era novedad introducida en aquellos territorios como 
consecuencia de la guerra de Sucesión y su resultado, lo cual no era cierto22. 
También existe por parte de Pedro de Pomar, una preocupación por fabricar en letras 
de molde una memoria mítica del linaje en la que se apela a más antiguos servicios, de 
modo que se pueda demostrar no solo por la nobleza de sangre, sino por la voluntad en el 
servicio a la monarquía desde antiguo, la comunión de servicio al rey, lo que significaba 
una auténtica prueba de nobleza. 

Si hay que caracterizar la “ideología del servicio” en estos nuevos linajes que aspiran 
a ser títulos, al menos en este caso la “novedad” en el servicio es algo que debe quedar 
diluido en la tradición mítica, aunque ésta sea inventada. 

La liberalidad y el modo de vida noble, tercera característica de un noble ejemplar 
según los principios que en su obra enumeró Huarte de San Juan, también quedaron 
reproducidos en este discurso ideal del servicio, para que ninguno de los cimientos de la 
promoción del linaje quedara sin cubrir.


“Llegando a la tercera circunstancia de la generosa beneficencia discurrida en el Sol. 
En quien se halla más bien limitada que en V. s. de cuyo liberal corazón salen como de su 
centro tantas líneas de beneficios azia el dilatado numeroso círculo de las estrechas necesidades? Qué amigo hay con corta fortuna a quien V. s. no le adivine el ahogo abriendo la 
mano antes que él abra la boca, escusándole con la promptitud del socorro, la vergüenza del 
ruego? Qué pobre se va sin limosna, si clama al puerto o puerta de V.s. tan abierta siempre 
para admitir la frecuencia de la lastimosa importunación, como el pecho para socorrer el 
afán de la triste apretura? Passará a volumen este obsequio si según pide la materia se dilatara la pluma en líneas como ese generoso pecho en liberalidades, por esso añudo el hilo 
al discurso y digo que el Quilatador de este libro que se renueva, le es debido a V. s. por el 
Sol. La Luna y Mercurio, por el oro, la Plata y las piedras, por la generosidad, la nobleza 
y la inteligencia con que he proporcionado el asunto que dedico, con el mecenas que me 
ampara rogando al cielo que el Sol se dilate en los años de V. s. con felicidades de Oro; en 
la Luna correspondan los sucesos con esplendores de Plata y en Mercurio se establezca la 
próspera fortuna con firmezas de piedra donde se grave inmortal el nombre de V. s. cuya 
ilustre persona guarde el Cielo con las prosperidades que merece”.

El nuevo ejemplar del 
Quilatador de Oro y Plata resumía en letras de molde la exitosa trayectoria social y profesional de Pedro de Pomar. Era un testimonio indeleble y 
permanente, cuya plasmación quedaba fijada en letra impresa por encima de accidentes 
coyunturales afrontados en el curso de una azarosa vida de hombre de negocios que nunca 
abandonó.

22 
C. Sanz Ayán, “El canon a la nobleza en la Monarquía Hispánica. La Media Anata de Mercedes”, en A. 
Marcos Martín (ed.), Hacer Historia desde Simancas. Homenaje a José Luis Rodríguez de Diego, Valladolid, 
2011, pp. 705-726.

Resta saber qué recepción pudo tener el mensaje. Por su temática, el libro estaba destinado a prácticos del oficio. Lo leerían en primer lugar otros homines novi duchos en el 
mundo de los negocios. Para ellos, podría convertirse incluso en un referente, un modelo 
a imitar. Sin embargo, para una nobleza más consolidada, aquello seguramente no era más 
que una “figurería” propia de alguien que no tenía otra cosa que exhibir. Solo el paso del 
tiempo podría diluir tan evidente dicotomía, haciendo cumplir a aquel peculiar objeto 
cultural la primigenia función que le había asignado su mecenas.

Tras la edición del libro, Pedro de Pomar no dejó de trabajar en el oficio que le había 
encumbrado y sostenido. En 1679, formó compañía con Pedro de Argemir para hacer 
provisiones de pólvora en el ejército de Cataluña al tiempo que prosiguió con los asientos 
de dinero en Flandes. 

Tanto él como sus socios –Monserrat y Argemir–, pertenecían a un sector profesional 
de comerciantes y medianos financieros muy cercano a las instituciones políticas regionales y también virreinales que se beneficiaron económica y socialmente con la guerra23, y 
que supieron crecer en todos los sentidos a la sombra del último Austria con habilidades 
profesionales que diferían muy poco de las que más tarde exhibió el marqués de Miana 
con Felipe V.

Desde que Pedro de Pomar falleciera, los negocios tradicionales de la casa fueron 
administrados por Diego Noguerol primero, e inmediatamente después por Diego Estadilla Pomar, sobrino de Pedro. Este desde 1690 firmó asiento para el tren de artillería 
del ejército de Cataluña hasta 1696 y obtuvo para su primo Tomás, al final del reinado de 
Carlos II, el hábito de la Orden militar de Santiago que se hizo efectivo en 1692, once años 
después de que su padre hubiera fallecido, aunque se consignaba que la merced se debía a 
los servicios que aquel había prestado.

Tomás también heredó el puesto de consejero de Hacienda y desde él saltó al de Indias 
y al de Aragón. En 1703, ingresó en la Tesorería general 450.000 reales por un “servicio 
particular que el rey le había hecho”; con toda probabilidad era el puesto de consejero de 
Aragón24 que ocupó en la categoría de capa y espada. 

El despacho del título de marqués de Miana se concedió el 
11 de octubre de 170625 , 
solo dos días antes de que hubiera cumplido con el preceptivo pago de la media anata de 
mercedes26 que significó el último paso para que el marquesado resultara efectivo.

Pero no todo fueron buenas herencias para Tomás de Pomar. En
 1693 tenía un proceso 
abierto junto con Juan de Samitier, enfrentado con los señores diputados del Reino de 
Aragón por retrasos en el pago de rentas dependientes de la Diputación27.


23 
A. Espino López, Cataluña durante el reinado de Carlos II. Política y Guerra en la frontera catalana, 1679-1697, 
Bellaterra, 1999, p. 331.

24 M.A. González San Segundo, Los consejeros de capa y espada en el consejo de Aragón en C. Iglesias (Dir.) 
Nobleza y Sociedad III. Las noblezas españolas. Reinos y señoríos en la Edad Moderna. Oviedo, 1999, p. 174.

25 AHN, C, libro 2273, f. 223.

26 AHN, C, libro 761, f. 56.

27 Biblioteca Universitaria de Zaragoza, G72-98 (4)

IV. La generación definitiva: continuación y modificación en la naturaleza
del servicio para la consolidación de la gracia
A pesar de los problemas derivados de la liquidación de los negocios de su padre y 
del cambio dinástico, la continuidad en la estrategia de servicio al nuevo soberano –a la 
monarquía–, continuó siendo clara. El clan de los Pomar, con el nuevo y flamante título 
de marqués de Miana en cabeza de don Tomás, se hallaba deudor de su soberano, ahora 
Borbón y sumido en el grave conflicto sucesorio que había alcanzado a la península. Con 
los territorios de la Corona de Aragón sublevados, este aragonés que ocupaba plaza en 
el consejo de aquel reino debió demostrar la voluntad de continuidad de su linaje en el 
servicio al nuevo soberano, aunque parte de sus decisiones pudieran ser leídas hoy como 
una deslealtad hacia la tradición política de su familia y hacia el reino del que procedía, 
él nunca lo sintió así.

A lo largo del mes de junio de 
1707 y tras el desenlace de la batalla de Almansa (abril de 
1707), se renovaron las Audiencias de la Corona de Aragón según una nueva consigna que 
establecía una composición mixta de aragoneses y castellanos. Ni el rey ni el Consejo de 
Aragón esperaron a la abolición de los fueros para introducir esta importante novedad que 
contradecía el principio del “Juez natural” para la composición de estas instituciones28.

Resultaba una novedad según los tradicionales ordenamientos aragonés y valenciano y,
al principio, contó con cierta resistencia del Consejo de Aragón encabezado por Frigiliana 
y en el que también se sentaban junto al marqués de Miana, Alcázar, Ussies, Borrull, y el 
marqués del Bosque. Según Peset29, en el momento de la batalla de Almansa la postura del 
Consejo de Aragón era negociadora. Se trataba de que la situación no desembocara en una 
abolición de los fueros, pero meses después esta posición resultó insostenible.

A partir de junio, el Consejo de Aragón colaboró activamente en la nueva ordenación 
institucional y sus quejas se limitaron a cuestiones de forma; por ejemplo, en señalar la 
impresión que podría causar cara al exterior, afirmar que los despojados de sus plazas lo 
eran “por delito” cuando la mayor parte tenía una avanzada edad. Salvo estas protestas 
formales, el Consejo de Aragón aceptó en todos sus extremos las nuevas medidas. Un
hecho que desde una visión presentista y descontextualizada puede leerse como una traición, era en realidad una conducta profundamente enraizada en los usos y costumbres de 
la más antigua nobleza. Una actitud que la nobleza nueva, merced al concepto de servicio 
vigente en la época, también reproducía. 

En el caso concreto del estudio sobre la casa de Pastrana, ha podido demostrarse este 
extremo. Pero existen otros muchos ejemplos documentados en los que la “fidelidad a 

28 
J. Arrieta Alberdi, “Austracistas y borbónicos entre los altos magistrados de la Corona de Aragón (1700-
1707)”, Pedralbes, n.º 18, fasc. 2 (1998), pp. 275-297, ref. p. 293.

29 M. Peset Reig, “Notas sobre la abolición de los fueros de Valencia”, Anuario de Historia del Derecho Español, 
n.º 42 (1972), pp. 657-715, ref. 658, citado por J. Arrieta. Ibídem.

la patria” no era un valor absoluto para un noble, sino algo a lo que se podía y debía renunciar cuando entraba en contradicción con una obligación o vocación superior, como 
era la obediencia al rey del que el súbdito siempre se siente deudor, porque le ha jurado 
fidelidad30. 

Una prueba más de este argumento es que cuando analizamos las razones esgrimidas 
por los nobles que tomaron una postura abierta contra Felipe V –por ejemplo el almirante 
de Castilla, Juan Tomás Enriquez de Cabrera–, estos justificaron su acción con el argumento de que el rey al que juraron era un rey “dominado”31, lo que les permitía sentirse 
libres del pacto de origen que les ataba al soberano. 

A los servicios técnicos y económicos de tiempos anteriores en los que los Pomar se 
habían destacado por sus servicios a la Monarquía de los Austrias, se sumaba ahora otro, 
de profundo calado político y de gran trascendencia para la consolidación del linaje, por 
el que se continuaba sirviendo a la misma monarquía, aunque ahora su titular fuera el 
primer Borbón hispano. 

La importancia del servicio político prestado por Tomás de Pomar en el Consejo de 
Aragón no significó que otros más tradicionales y propios de su familia cesaran. En concreto, tras su nombramiento como consejero de Indias destacó en las labores de mediación para llevar a cabo ventas de oficios. Una actividad en la que demostró sus especiales 
habilidades al calor de la estrecha relación que le unía con el marqués de Grimaldo mientras este ocupó la Secretaría de Marina, Guerra y Hacienda32. 

Grimaldo era el enlace directo con la corte y el que ponía precio a las delicadas operaciones de venalidad que Miana le procuraba33. Junto a estos oficios de mediación que tuvieron su punto álgido entre 1705 y 1709, los servicios directamente financieros parece que 
habían pasado a un segundo plano, si bien en 1708 los dos varones descendientes de Pedro 
de Pomar, el marqués de Miana y el conde de La Torre, seguían siendo los administradores 
de la antigua casa de su padre, como demuestran algunos documentos34.

V. Remate y consolidación de la imagen ideal: cultismo y virtud
Prestados los servicios y consolidadas las gracias reales, más de una década después de 
los últimos acontecimientos narrados, Tomás de Pomar, el I marqués de Miana, canalizó 
sus inquietudes a través de la redacción de una obra titulada Panegírico histórico moral 


30 
A. Terrasa Lozano, Patrimonios aristocráticos, p. 149.

31 M.L. González Mezquita, Oposición y disidencia en la Guerra de Sucesión Española. El Almirante de Castilla, 
Valladolid, 2007, p. 424. 

32 F. Andújar Castillo, Necesidad y venalidad. España e Indias 1704-1711, Madrid, 2008, p. 113.

33 J. Albareda Salvadó, La Guerra de Sucesión en España (1700-1714), Barcelona, 2010, p. 246.

34 Por Don Alejandro de la Cerda y Granada, vecino, y Regidor perpetuo de la ciudad de Zaragoza, marido que fue, 
y heredero, que es, y quedó de Doña Teresa Bruna de Pueyo ... con el Marqués de Miana, y el Conde de la Torre, 
como administradores de la casa de negocios de Don Pedro de Pomar sobre excucion, cumplimiento, y observancia 
de una executoria del Consejo de Cruzada con fecha de 28 de noviembre de 1708, s.l. s.n. s.a.

sobre la vida de San Homobono, confessor natural de la ciudad de Cremona, en el Milanesado35 que publicó a su costa.
Su pertenencia a ciertos círculos cortesano-piadosos de principios del siglo 
xviii que 
externalizaban este estatus a través de ciertos gestos culturales, queda demostrada por los 
sonetos laudatorios que se incluyeon en la obra de Antonio de Oviedo y Herrera, conde 
de la Granja, editada en Madrid en 1711 y titulada Vida de Santa Rosa de Santa María. 
Poema heroico en doce cantos. En ella, Miana escribió dos sonetos dedicados a la santa36, y 
no al autor, en los que tenía como compañeros de alabanzas a los famosos poetas dramáticos Zamora y Cañizares, al padre jesuita José Rodríguez, a Pedro Urquiza y al padre José 
Francisco de la Reguera, prefecto de los estudios reales de latinidad en el Colegio Imperial 
de Madrid.

Una tendencia a la exteriorización de la piedad, como símbolo de lealtad a la monarquía, que también procuró reflejar en algunos significativos gestos que, en este mismo 
sentido, auspició Felipe V. Por ejemplo, durante los primeros años de funcionamiento 
del Monte de Piedad de Madrid –institución impulsada con determinación por el primer 
soberano Borbón–, las “cajitas de ánimas” fueron el medio más eficiente empleado por 
esta recién nacida entidad de crédito para reunir limosnas. Los particulares involucrados 
en dar impulso al Monte las colocaban en sus domicilios, ya que no podían ponerse en 
lugares públicos, por ser este un privilegio exclusivo de parroquias y hermandades. El
gesto de solicitar una de estas cajitas colocaba al demandante en una posición de apoyo
explícito a las políticas de “nueva piedad” de la monarquía, además de ser un objetivo acto 
caritativo. Miana colocó una de estas huchas piadosas en su domicilio y se convirtió en el 
segundo noble que más dinero proporcionó por este procedimiento al Monte de Piedad 
de Madrid. En concreto, 9.165 reales de vellón para el periodo 1705-1726. Tan solo le aventajó Bartolomé de Flon, conde de la Cadena, curiosamente también hombre de negocios 
y asentista perteneciente a un círculo social semejante al de Miana37.

Esta redoblada exteriorización de los gestos piadosos como símbolo de unión con la 
monarquía no fue exclusiva de nuestro marqués. La encontramos muy claramente expresada en el programa de autopromoción cultural de otro noble nuevo procedente del 


35 
En Madrid: en la Imprenta de los Herederos de Manuel Ruiz de Murga [...]: hallarase en casa de Francisco 
Perez,  1719, BNE, 2/40462. El ejemplar consultado en la Biblioteca Nacional de Madrid pertenecía a la 
Biblioteca de los Padres Franciscanos Descalzos de Madrid. 

36 A SANTA ROSA, DEL MARQUÉS DE MIANA, CABALLERO DE LA ORDEN DE SANTIAGO, DEL CONSEJO DE S. M EN EL REAL DE
INDIAS. SONETO
«Fragancia Hermosa el mejor Hibeo/ Superior filigrana de las Flores,/Aroma misterioso que en candores
Respiras los milagros sin trofeo./Fatiga ansiosa del Divino Empleo,/Que el manejo de arcanos superiores,
Los historia la fe, por ser primores/Que al leer los finjo, quanto al ser los creo:/

De tu flecha de amor canta su herida,/Correspondiendo a rayos de tu hoguera/

Uno de otro sois triunpho en muerte y vida:/Que mucho si? Si eres ROSA en tanta esfera,
Que te discurre la razón, fingida/Quando la Fe te adora verdadera».

37 M.T. Muñoz Serrulla: “Moneda y crédito en la nobleza madrileña: los primeros años del Monte de Piedad”, 

Hidalguía, n.º 320 (2007), pp. 73-96. 

mundo de los negocios, también muy destacado en esta época, el I marqués de Santiago38, 
que lo hizo a través de su magnífica colección de pinturas y de su biblioteca.
Pero el marqués de Miana fue un paso más allá; quizá por emular a su amigo conde 
de la Granja, aunque en una prosa a ratos prolija y plúmbea –por más que se diga en su 
calificación que “no es estilo culto y crítico sino conforme a las leyes de la Retórica grave, 
clara y elocuentes que enseña San Agustín”–, decidió ensalzar al santo Homobono con 
una obra escrita por él mismo que constaba de más de quinientas páginas. 

Este santo, de mucho predicamento en Cremona, tenía dedicada a su memoria la 
catedral de esa ciudad desde 1592 y, en 1643, fue elegido patrono por su ayuntamiento. 
En España, no era un santo desconocido. Arraigado en la Corona de Aragón, desde 1633
los sastres de Zaragoza le habían elegido como patrón y formaron una hermandad bajo 
su advocación. También Tirso de Molina le había dedicado una comedia titulada Santo 
y Sastre y, a fines del siglo xvii y en 1689, se había editado en Madrid, en la imprenta de 
Antonio Román, un pequeño pliego de diecisiete páginas titulado Breve compendio de la 
vida de San Homobono, patrón principal de la noble ciudad de Cremona39, que resumía el 
ejemplo de su vida, y cuyo autor era el padre jesuita Pedro de Joseph y Rodríguez. 

Las razones por las que el marqués de Miana eligió a este santo para dedicarle obra 
y esfuerzos pudieron ser variadas. San Homobono era un modelo de santo laico que en 
vida había transformado su casa en asilo para pobres y había practicado la caridad con los 
necesitados. Como modelo piadoso a seguir dentro de la corriente de ejemplaridad católica 
que parecía propugnar la propia monarquía, no era desdeñable. También es probable que 
el arraigo del culto de este santo en Zaragoza sirviera para mostrar la identidad “patria” 
de Miana cuando ésta podría haber sido cuestionada por su actitud en el antiguo Consejo 
de Aragón. San Homobono ganó fama como mediador en los enfrentamientos surgidos 
en la ciudad de Cremona entre familias y grupos rivales; una imagen de árbitro nada 
desdeñable para Miana y además –por si su simbolismo como apaciaguador de querellas y 
el carácter de santo laico fueran insuficientes para ensalzarlo y proponerlo como ejemplo 
a imitar–, había sido mercader. Pero, a pesar de haber despachado en el mostrador de la 
tienda de sus padres, Homobono no encontró impedimentos para conquistar el último 
estadio de la perfección por encima de cualquier jerarquía social terrestre, y alcanzó la 
santidad. No había mejor ejemplo.

En la redacción de la obra elaborada por Tomás de Pomar queda claro que la actividad 
a la que se habían dedicado los padres del santo no lastró su destino de hombre bueno, 
ya que habían practicado el oficio dentro de los buenos usos aceptados por la Iglesia, sin 
practicar usuras:


“Usaban marido y mujer [los padres del santo] en concurrencia de su amado homobono sus oficios con agrado de Dios y bien de los hombres, conteniéndose en sus justas 

38 C. Sanz Ayán, “Les affaires, la culture et l’opportunité”, pp. 116-123.  

39 El ejemplar consultado es el que se encuentra en la Real Academia de la Historia (RAH) 3/5512(3)
ganancias para que lo fuesen en sus almas y en sus intereses, teniendo muy presente la 
doctrina del Sabio: mejor es poco con justificación que mucho con mala conciencia”40.

“Justificaban pues sus conciertos, dando uso al propio arbitrio sin detrimento de 
ajeno daño, sin verse en su tienda la fastidiosa batalla que comúnmente se experimenta en 
quien vende y compra”41.

Tomás de Pomar, I marqués de Miana, unía en su relato el discurso teológico y el virtuoso para describir los aciertos de un santo árbitro de querellas intestinas y comerciante 
de profesión. Pero además de todas estas posibles razones, existía otra superior y añadida; 
la de modificar definitivamente con las herramientas culturales que estaban a su alcance 
y mediante las nuevas conexiones sociales granjeadas durante su servicio a la monarquía, 
la imagen ideal del propio linaje que él también había contribuido a construir una vez se 
había consolidado definitivamente en las posiciones del privilegio social tras alcanzar el 
título nobiliario. 

Su carta de presentación en la obra es la del linaje en abstracto y la del servicio concreto: “marqués de Miana, caballero de la orden de Santiago, de los consejos supremos de Aragón 
e Indias, de su Cámara y Junta de Guerra”.

Dedicaba el volumen a Luis Fernando de Borbón, el deseado príncipe de Asturias, de 
manera que su nombre quedara fielmente unido en letras de molde al del heredero de la 
corona. La fecha de edición de este texto también se había elegido a conciencia. Era el día 
13 de noviembre de 1719, San Homobono. 

Una de las evaluaciones del libro corrió a cargo de Francisco Montiel de Fuentenovilla, 
calificador de la Suprema, de su Junta Secreta, examinador sinodal del Arzobispado de 
Toledo, maestro del número y exprior del Real Convento de Nuestra Señora del Carmen 
de la antigua observancia del convento de Madrid, que en el texto se declara amigo del 
marqués de Miana. Su veredicto se convirtió así en una laudatio explícita de la obra y sobre todo del autor, al que no solo retrata como un erudito, sino como un noble completo 
y ejemplar dentro de la más pura tradición:


“Hermana el señor marqués en esta obra, con discreción admirable, fragantes flores 
de erudición con abundantes frutos de utilísima Moralidad”.
“Es digno de admirar que un caballero cuyo ejercicio es la espada como maneje 
con tanta discreción la pluma” la espada como caballero y la pluma como docto sin que 
podamos discernir a qual de estos dos empleos se deba atribuir tal primacía”. 

Aunque también queda lugar para los servicios prestados: 

40 Ibídem, p. 36.
41 Ibídem, p. 38.
“Muchos años ha sido el empleo del señor marqués de Miana consejero en el Supremo de Aragón y en el Supremo de Indias y también es digno de especial admiración que la 
pluma de un caballero se transforme de suerte que habiendo servido a la política humana 
en Consejos, hechos y escritos, passe de la Política humana a las virtudes”.

Es esa, precisamente, la más elevada posición que un noble nuevo parece pretender 
proyectar en directa consonancia con el discurso teológico de la propia monarquía. Así 
lo hemos comprobado en los ejemplos citados al principio con los marqueses de Monesterio, Villaflores o Santiago. Tras todos los servicios prestados, el mejor en calidad resulta 
ser el político y en la fabricación de la imagen ideal del noble el estadio de perfección que 
se quiere proyectar es el de las virtudes cristianas. 

Para ello, Miana decide dar a conocer a costa de su ingenio y de su bolsillo y a través 
de un voluminoso libro, a un santo italiano de arraigo en tierras de Aragón proclamado 
nada menos que quinientos veintitrés años atrás. 

La otra aprobación que figura en el libro es la del reverendísimo P. M. fray Alonso del 
Silva y Arteaga, doctor teólogo y catedrático de Filosofía en la Universidad de Salamanca, 
además de abad por dos veces en el Real Monasterio de la Espina, y otras dos en colegio 
de San Bernardo de Salamanca. Había sido general de su religión, seis veces definidor 
general y juez conservador de las Órdenes militares por nombramiento del rey. Un hombre al servicio de la religión y de la monarquía, que en su texto deja claro que el objetivo 
último del autor al escribir era perdurar en la memoria proyectando una imagen ideal y,
para ello, una obra escrita e impresa de estas características –la ejemplar vida de un santo 
modélico– era más eficaz que cualquier otra manifestación:


“Mas valen los escritos para hacer inmortales sus autores, que los jaspes y mármoles 
pregoneros de la fama [...] las figuras no hablan pero este libro predica. Las medallas son 
mudas y estos escritos dan voces. Las estatuas callan y estos papeles enseñan. En ellos se ve
su autor vivamente retratado”. 

La primacía de las letras de molde sobre cualquier otra manifestación artístico cultural quedaba clara, sobre todo cuando el promotor era, además, el verdadero autor. Los 
valedores de la obra y de su promoción ya no eran anónimos asalariados de la pluma sino 
miembros influyentes del Madrid de principios del siglo xviii pertenecientes a un círculo 
intermedio de la corte.

Si nos detenemos a escuchar la propia voz del marqués de Miana en el prólogo, la Historia como maestra de la vida y guía para encauzar la conducta hacia las buenas acciones 
hace su aparición:


“Es la historia la más viva representación de las fortunas, y de las tragedias, es la 
mejor maestra para guiar nuestros alientos. Dice lo que sucedió, para que pueda cada uno 
reflezionar lo que le pueda suceder: no hay utilidad que no abrace, fervoriza a lo honesto, 
abomina a lo vicioso, eleva a la justicia y refrena a la maldad”. 

Pero tan esforzada y minuciosa construcción de una imagen ideal del linaje no contó 
con el premio final de un heredero directo. Tomás de Pomar no tuvo descendencia de su 
matrimonio con Teresa de Sada Antillón y hubo de conformarse con transmitir el fruto de 
su denodada construcción a un sobrino, Manuel Estadilla Pomar, el 26 de enero de 174542. 

La otra rama de la familia también ennoblecida, la del conde de la Torre, tomó todavía 
de un modo más claro la vía de la virtud cristiana. Habiendo alcanzado el estatus nobiliario mientras el siglo xvii se extinguía, al final de su vida el conde de la Torre era presbítero 
y su título nobiliario se mencionaba en pasado43. Una vez fallecido alrededor de 1724 en 
Madrid, buena parte de sus bienes fueron a parar al arzobispado de Zaragoza, ciudad en 
la que había fundado numerosas obras pías y destinado rentas para beneficio de su alma. 

Tras el análisis de la trayectoria de los Pomar hasta convertirse en marqueses de Miana 
podemos apuntar algunas conclusiones provisionales.

Es evidente, según este ejemplo, que el servicio al rey, aunque sea de naturaleza nueva, 
debe justificarse en orígenes antiguos, sean estos míticos o imaginados, para dar a entender al exterior que no es algo accidental o coyuntural, sino un servicio sólido apoyado en 
la tradición.

Existía una jerarquía del servicio para las nuevas noblezas que, iniciadas en el campo 
técnico y económico-financiero, aspiraban a prestar servicios políticos siendo éstos últimos los que ellos más valoraban mientras los primeros quedaban idealizados a la hora de 
construir el imaginario mítico del linaje.

Cualquier oficio desempeñado en el servicio al rey era digno de ser recordado mientras no se tuviera otro mejor. En ese tipo de puestos y de acciones había que perseverar 
para alcanzar mayores cotas de privilegio dentro de la jerarquía interna del servicio a la 
monarquía. Llegado ese momento, adquiría visibilidad lo nuevo y más deslumbrante y 
se silenciaba lo antiguo, aunque en la memoria inmediata quedara claro quién era quién 
y la fuerza del paradigma, un santo por ejemplo, intentara operar con la intensidad de 
una alegoría en el escenario para cargar de razones al autopromotor de una imagen ideal.

Alcanzar los estadios de la nobleza titulada era la mayor aspiración y la mejor recompensa, pero obligaba a su vez a perseverar en el servicio por elevación. Ese servicio estaba 
por encima de otras consideraciones de origen territorial o local. Para estos nuevos nobles, 
la fidelidad y la obediencia debida a la monarquía superaba cualquier otra consideración.
Aceptar la jerarquía y escalar en ella significaba ocupar el alto espacio que habían conquistado y que ahora, por derecho, les correspondía.


42 
AHN, C, libro 2059, f. 52v.

43 Por el promotor fiscal, eclesiástico del arzobispado de Zaragoza con el fiscal de la vicaria de esta corte sobre que se 
declare haver tocado al Ordinario Eclesiastico de Zaragoza la distribución de el quinto, y demás obras pías de los 
bienes, y rentas, que están dentro de dicho arzobispado, y fueron propios de Don Manuel de Pomar y Carnizer, 
conde que fue de la Torre, presbytero, que murió abintestato en esta Corte, s.l. s.n. s.a.

La eficiencia de la estrategia cultural para publicitar el servicio a través de obras impresas era un recurso que se consideraba óptimo por parte de estas élites de los negocios. 
Como ocurriera a menudo con las relaciones de fiestas en las que se contaba cómo se 
había querido que fueran y no cómo fueron en realidad, el discurso cultural desplegado 
en dedicatorias, elogios prólogos y aprobaciones describía las trayectorias del servicio ideal 
mientras silenciaba o retocaba en su aspecto buena parte del realmente prestado; tomando 
de la realidad lo necesario, difuminando lo considerado accesorio y dejando muy claro lo 
verdaderamente trascendente para la construcción de la imagen ideal del linaje.

Por último, al menos en estas noblezas consolidadas durante la guerra de Sucesión, los 
gestos de nueva piedad y de catolicidad redoblada fueron una seña de identidad y de identificación con la monarquía muy evidentes en la construcción de sus discursos culturales; 
y lo fueron no solo durante la guerra, por el carácter de lucha contra el protestantismo que 
adquirió la contienda en el bando borbónico, sino que continuaron después como una 
definición más enraizada que trascendió ese concreto periodo y que sirvió para mostrar, 
en un plano adicional, la perfecta comunión con el mensaje lanzado en este sentido por 
la propia monarquía de Felipe V.



Compensar, corresponder, remunerar

Do ut des: la economía política del “servicio”
en la Castilla moderna1

Irving A.A. Thompson
The Royal Historical Society
Sebastián de Covarrubias, en su 
Tesoro de la Lengua Castellana o Española de 1611, 
define “servir” como “vale obedecer a otro y hazer su voluntad”, en algunos casos libremente, en otros bajo coacción, pero a veces también “alquilándose o haziendo concierto 
con la persona a quien sirven, como son los criados a los señores”. No obstante, también 
señala otro significado: “Estos dos vocablos, servicio y servidor, algunas vezes se toman 
por el vaso en que se purga el vientre”. Hay que reconocer que este es solo uno de los 
muchos significados que Covarrubias nos ofrece de la palabra “servir” y sus derivados, 
pero, a pesar de su carga visceral, nos recuerda que al significado de las palabras rara vez 
le falta ambigüedad y que, por consiguiente, los diccionarios son importantes no solo por 
el concepto del término en sí, sino, quizá todavía más, por la amplitud de significados 
que registran. Es muy fácil preseleccionar y aislar una definición concreta del diccionario
como única base para un análisis universal. Sin embargo, para el historiador, el significado existencial es lo primordial. Lo importante es el uso y dicho uso puede ser múltiple, 
flexible y circunstancial. El uso nos lleva desde las imposiciones de los lexicógrafos y de 
los filósofos políticos, hasta lo que pensaban quienes en realidad efectuaron los servicios y 
aquellos que los recibieron y los remuneraron, pues lo que ellos entendían por servicio, lo 
que constituía el servicio en sí, y cómo dicho servicio debía ser recompensado, es lo que 
realmente concierne al historiador e interesa para el presente estudio.

En este contexto, encontramos una fuente esencial para el estudio del uso del término 
“servicio” en las miles de peticiones y solicitudes a la corona tramitadas a través de los 
consejos reales como reconocimiento y recompensa de servicios individuales prestados 
o reclamados. Aunque el Consejo de la Cámara era el órgano, ante todo, responsable 
de la distribución de la “gracia” real, dichas peticiones, o memoriales, eran presentadas a 
todos los consejos. No obstante, la naturaleza de los servicios y las recompensas previstas 
asociadas a dichos servicios, forzosamente reflejaban y eran específicas de las diferentes 
áreas de negocio que competían a cada uno de los consejos. Esto significa que todo aquello que no sea una investigación íntegra de todo el material, resultaría incompleto y, en 


1  Revisión científica de la traducción a cargo de Alicia Esteban Estríngana. 

consecuencia, podría presentarse potencialmente distorsionado. Por este mismo motivo, 
mi propia documentación no estaría necesariamente exenta de crítica. 
La base de datos que utilizo está compuesta por dos elementos. En primer lugar, las 
peticiones presentadas por los solicitantes para la compra de los títulos de hidalguía ofrecidos por la corona durante los dos siglos y medio posteriores a 1552, cuando el gobierno 
de Carlos V los puso a la venta por primera vez. Hace aproximadamente veinticinco 
años2 publiqué un análisis de dicha documentación, hallada en los fondos de la Dirección General del Tesoro, dentro de la sección Mercedes y Privilegios del Archivo General 
de Simancas. Pero merece la pena volver a él para el presente estudio por dos razones. La 
primera, que los servicios reclamados por aquellos solicitantes no eran específicos de las 
actividades concretas comprendidas dentro de las competencias de un único consejo, sino 
que virtualmente incluían cualquier tipo de servicios. Y la segunda, que la uniformidad 
de la fuente durante un periodo tan amplio nos ofrece la posibilidad de analizar los cambios operados a largo plazo en la naturaleza de los servicios que se creían relevantes. Por 
otra parte, los servicios que se alegaban en dichas peticiones eran, en realidad, accesorios 
al “servicio” monetario propiamente dicho que se ofrecía a cambio de la concesión de la 
hidalguía. Eso significa que la catalogación de los pretendidos servicios que los solicitantes 
incluían en sus peticiones era, en realidad, una declaración ideológica sobre la naturaleza 
de los servicios considerados pertinentes, o necesarios, para justificar la concesión de dicha hidalguía. Las hidalguías de 1552 fueron puestas inicialmente en venta por la considerable cantidad de 5.000 escudos de oro y, aunque el precio fluctuó durante los dos siglos 
siguientes y los criterios sociales nunca estuvieron completamente ausentes al valorar la 
aceptación de una propuesta y el otorgamiento de un título3, la aportación monetaria 
siempre fue condición sine qua non. Con todo, el dinero por sí solo resultó claramente insuficiente para satisfacer la impresión más arraigada sobre la clase de servicios que debían 
justificar el estatus de hidalgo, puesto que los títulos expedidos se acompañaban o abultaban con el historial personal y familiar de los solicitantes; una información que, como es 
lógico, solo podía haber sido recopilada por los propios solicitantes con la intención (se 
supone) de validar la concesión de dicho honor ante la sociedad y ocultar la naturaleza 
predominantemente económica del acuerdo4. Tanto si sus datos son ciertos como si no, 
es prácticamente imposible verificar la autenticidad de las reclamaciones en casi todos los 
casos, pero es evidente que los servicios citados en las justificaciones son declaraciones 
propagandísticas de las clases de acciones individuales y de los historiales familiares y y 
de los historiales familiares que el “público” contemporáneo esperaba del hidalgo en la 


2  
I.A.A. Thompson, “Neo-noble Nobility: Concepts of hidalguía in Early Modern Castile”, European History 
Quarterly, XV (1985), pp. 379-406, reedición en War and Society in Habsburg Spain. Selected essays, Ashgate, 
Aldershot, 1992. 

3  
I.A.A. Thompson, “The Purchase of Nobility in Castile, 1552-1700”, The Journal of European Economic History, VIII (1979), 313-60, pp. 324-326, reedición en War and Society in Habsburg Spain. 

4  Antonio de San Millán pagó 6.500 ducados por una hidalguía en 1595 bajo la condición de que la patente se 
redactase “sin que en el previlegio se haga mención de que sirve con la dicha cantidad”, Archivo General de 
Simancas (AGS), Dirección General del Tesoro (DGT) Inventario 24, legajo (leg.) 319, s.f.

Castilla moderna; esto es lo que otorga a dichas declaraciones una dimensión ideológica 
ineludible y, por ende, un valor excepcional para el historiador. La segunda parte de mi 
base de datos consiste en varios cientos de consultas del Consejo de la Cámara –de las 
miles examinadas desde el reinado de Felipe II hasta finales del siglo xvii–, respondiendo 
a peticiones de todo tipo de mercedes presentadas por los procuradores de Cortes y los 
regidores de los pueblos y ciudades de Castilla en representación de sus servicios. Inevitablemente, y pese a las muchas coincidencias, dichos servicios se diferenciaban de forma 
muy significativa de aquellos presentados por los presuntos hidalgos, y producían un tipo 
de respuesta muy diferente, mucho más matizada, incluso podríamos decir que “política”, 
de la Cámara y del rey.

Tan solo unas 
150 patentes de hidalguía de las cerca de 300 concedidas a cambio de un 
pago monetario durante el periodo de 1552 a 1700, y apenas unas 30 de casi 160 patentes 
castellanas de las cientos de patentes concedidas por toda España en el siglo xviii, proporcionan suficientes particularidades para ser analizadas en el presente estudio. Secundaria 
únicamente al linaje, la hidalguía era vista como una nobleza de servicio, e inicialmente, y 
durante los primeros años, la hidalguía casi siempre se asociaba al servicio militar. El ideal 
militar era el preponderante. Durante el periodo de 1552 a 1700, el servicio militar de los 
agraciados con una patente de hidalguía y el de sus antepasados y familiares más próximos permaneció, con mucho, como el más importante criterio para el ennoblecimiento 
propuesto en las justificaciones. Tres cuartas partes de los beneficiarios realizaron alguna 
reclamación aludiendo al servicio militar: 9 tenían rango militar, otros 33 habían servido 
en persona, y otros 72 expusieron hazañas recientes o lejanas llevadas a cabo por familiares 
cercanos o antepasados distantes, remontándose a la Reconquista5. Hasta los servicios no 
militares, por ejemplo, de los corregidores y regidores en el gobierno local, o de quienes 
hacían negocios en las Indias, eran militarizados en la medida de lo posible, concentrando la atención del relato en sus hazañas durante la Conquista y en sus aportaciones a la 
organización militar6. 

Junto a los ejemplos específicos de servicios militares, también había peticiones planteadas en términos más generales por “servicios de paz y guerra”. El mérito de estos servicios, tanto militares como no militares, provenía de un pequeño número de virtudes 
claramente identificadas y reiteradas –“fidelidad”, “lealtad”, “verdad”, “diligencia”, así 
como desinterés y altruismo7. Entre las virtudes enumeradas en estas declaraciones justificativas, la cualidad que no figura, a pesar de la definición proporcionada por Covarrubias, 
es la “obediencia”. Lo más cercano a la “obediencia” es el sentido del deber, u obligación, 
tal y como fue expuesto, por ejemplo, por Luis Pacheco, regidor de Ávila, pidiendo una 
merced con el respaldo del registro de sus votos en el ayuntamiento: “Yo e cumplido 
con las obligaciones de christiano y de criado de Vuestra Magestad y con lo que devo al 


5  
I.A.A. Thompson, “The Purchase of Nobility in Castile”, p. 353.

6  Ibídem, p. 347.

7  I.A.A. Thompson, “Neo-noble Nobility”, p. 384.

servicio de dios y de Vuestra Magestad como de mi natural Rey y señor”8. Dado que la 
documentación que estamos utilizando consiste en peticiones al rey en sus consejos, no 
sorprende que los servicios citados fuesen, hablando en términos generales, servicios al rey,
formulados con frecuencia en el lenguaje feudal del vasallaje: sirviendo “como bueno y fiel 
vasallo”9. Sin duda, la “fidelidad” y la “lealtad” eran términos característicos del servicio 
vasallático. No obstante, no debemos dar por sentado que era necesaria y exclusivamente 
así. La “fidelidad” también se podía aplicar a los servicios no vasalláticos, no realizados a 
la persona del rey. La patente de hidalguía otorgada al jurado de Sevilla, Alonso Núñez, 
hablaba de “los muchos beneficios que de vos a recevido en aver siempre acudido con gran 
cuydado con vuestra persona a los muchos negocios de gran importancia y calidad que 
aquella república os a cometido, de los quales, mediante vuestra fidelidad e industria, a 
resultado notable utilidad a los vezinos y moradores della”10.  

Además, el servicio al rey no fue en modo alguno la única forma de servicio representada en los memoriales, no solo en los de los regidores, sino también, y en menor 
medida, en los de los solicitantes de hidalguía. En primer lugar, los servicios que figuran 
en los memoriales no siempre se indicaban como efectuados al rey a título personal, sino 
frecuentemente al concepto más impersonal de “la corona”, “nuestra Corona Real”11 y, en 
menor medida, la “Corona Real destos nuestros Reynos”12. En concreto, muchas de las 
peticiones no fueron presentadas por su consideración de servicios prestados directamente 
al rey o a su corona, sino de servicios prestados a la “causa pública”, o a la comunidad, 
muy en consonancia con la insistencia de Bernabé Moreno de Vargas en que los servicios 
del hidalgo deben ser “útiles al rey” o “provechosos a la República”13. En 1666, el servicio 
representado por don Joseph Lucatelo fue la invención de un instrumento de sembrar “en 
beneficio de la causa pública”14. Unos años antes, el procurador general de Granada, don 
Juan de Miota Romero, apoyado por la ciudad, solicitó un hábito de Santiago (para un 
posible yerno) en pago a sus veinte años de servicios como veinticuatro, tanto en la guerra, 
como en la defensa de la costa y en la recaudación de impuestos, “asistiendo a la causa 
pública en los mayores aprietos y accidentes”15. Igual que con Miota Romero, la república, 
la comunidad local, la ciudad y sus vecinos eran con mayor frecuencia los beneficiarios 


8  
AGS, Patronato Real (PR), 85i, f. 10.

9  I.A.A. Thompson, “Neo-noble Nobility”, p. 383.

10  AGS, DGT Inventario 5, leg. 1, f. 48, 22 de julio de 1583.

11  Véanse las alegaciones del abogado de la familia Zambrano en el pleito contra el pueblo de Fuente el Maestre, 
1573-1584, “su conçesión avía sido por méritos y servicios que avía fecho el Comendador Albaro Rodríguez 
Çambrano, padre y abuelo de sus partes, a nuestra corona real”, AGS, DGT, Inventario 5, leg. 2, f. 72; también AGS, DGT, Inventario 5, leg. 1, f. 47, 20 de agosto de 1565; f. 17, 20 de abril de 1567; f. 1, 2 de julio de 
1567;  f. 27, 10 de noviembre de 1571; f. 33, 5 de junio de 1573; f. 29, 24 de octubre de 1575; f. 35, 22 de julio de 
1583; f. 25, 10 de diciembre de 1583; f. 59, 10 de noviembre de 1591; f. 28, 21 de septiembre de 1596; f. 10, 12 de 
mayor de 1598; e ibídem, leg. 2, f. 70, 18 de enero de 1631; f. 73, 24 de noviembre de 1693; f. 81, 26 de junio de 
1610; f. 26, 20 de septiembre de 1633; f. 23, 8 de marzo de 1633; f. 53, 25 de marzo de 1632.

12  AGS, DGT, Inventario 5, leg. 1, f. 18, 7 de abril de 1567.

13  B. Moreno de Vargas, Discursos de la nobleza de España, Madrid, 1622, f. 8.

14  Archivo Histórico Nacional, Madrid (AHN), Consejos (C), leg. 7.176, 15 de febrero de 1666.

15  AHN, C, leg. 4.433, n.º 30, 29 de marzo de 1653.

de los servicios de los peticionarios. Este fue el caso del jurado Alonso Núñez, citado más 
arriba, y el de muchos otros. En ese mismo año 1583, la ciudad de Sevilla también apoyó la 
solicitud de Baltasar de Jaén para una hidalguía, “por los muchos beneficios que de vos ha 
rescivido”16. En 1585, Madrid la solicitó en nombre del antiguo regidor, don Juan Carrillo 
de Albornoz, “por haver sido uno de los regidores que a las cosas del servicio de Vuestra 
Magestad ha acudido siempre con la fidelidad y diligencia que a su Real servicio se deve 
y a los de la dicha Villa con mucho cuydado”17. En 1588, Salamanca elogió a don Antonio 
del Castillo Portocarrero por sus servicios como regidor, “acudiendo así a esto [el servicio 
del rey] como al buen público de aquella República”18, y, en 1593, la ciudad de Córdoba 
solicitó la restauración a don Diego de Córdoba de la veinticuatría que dejaba vacante su 
hijo, el marqués del Carpio, por sus servicios y porque “ha mirado siempre por el bien y 
beneficio de aquella Ciudad19”. 

Elemento indispensable de los servicios reclamados era que no hubiesen sido 
recompensados anteriormente y que no hubiesen beneficiado ya al servidor. La esencia de 
un “servicio” era el altruismo y la abnegación. Para reclamar como servicios las acciones 
llevadas a cabo durante el ejercicio del deber, tanto en un empleo administrativo, como en 
la guerra e, incluso, en el gobierno municipal, por ejemplo votando en el ayuntamiento, 
era necesario hacer caso omiso, o pasar por alto, la remuneración ordinaria del salario, 
el ascenso y así sucesivamente. El servicio debía emprenderse voluntariamente y sin 
remuneración, aún a riesgo de la vida y de la propiedad, padeciendo dificultades y 
peligros y sufriendo daños y pérdidas20. Este énfasis en las pérdidas, los sufrimientos y los 
inconvenientes asociados al servicio se encuentra reiteradamente en los expedientes de los 
peticionarios. Se expresa de modo explícito en frases como “han sacrificado sus intereses 
en servicio de la monarquía”21 y, quizá más sesgadamente, en los reiterados informes sobre 
la pobreza y las circunstancias afligidas de las vidas de los solicitantes. Una y otra vez, los 
peticionarios asocian sus “necesidades” con sus servicios y, ciertamente, las presentan como 
testimonio de sus servicios y su rectitud. Esto es exactamente lo que alegó el procurador 


16  
AGS, DGT, Inventario 5, leg. 1, f. 35,  22 de julio de 1583.

17  AHN, C, leg. 4.410, 1585, n.º 107, 11 de mayo de 1585.

18  AHN, C, leg. 4.411, 1588, n.º 97, 23 de junio de 1588.

19  AHN, C, leg. 4.413, 1593, n.62, 27 de marzo de 1593.

20  AGS, DGT, Inventario 5, leg. 2, f. 71, 2 de marzo de 1605, Sebastián Ruiz de Ocaña y Rivera, vecino de Almagro, había servido en guerras “haciendo muchos gastos de vuestra hazienda”; f. 72, 15 de diciembre de 1608, 
al Comendador Alvaro Rodríguez Zambrano, bisabuelo del pretendiente, Juan de Sayago de Bolaños, vecino 
de La Fuente del Maestre, “le avían quebrado los dientes” en el asedio a Baza bajo los Reyes Católicos; f. 32, 
15 de diciembre de 1609, un hermano de Pedro González de Córdoba, vecino de Córdoba, murió en 1588 “en 
defensa de la Santa fee católica gastando y consumiendo mucha parte de sus haciendas”; f. 79, 5 de diciembre 
de 1630, el padre y los tíos de Cristóbal de Soto, vecino de Fuenteovejuna, sirvieron a Felipe II en Granada 
“con sus personas y hazienda armas y cavallos a su costa sin sueldo alguno”; f. 68, 17 de abril de 1631, el padre 
de Juan Pérez Moreno de Mesa, vecino de Utrera, sirvió en la Revuelta de Granada “a su costa y gastó mucha 
parte de su hazienda”; f. 53, 25 de marzo de 1632, Juan Moreno de Guerra, vecino de La Puebla de Cazalla, 
declaró que los Guerra y los Moreno todos sirvieron a la Corona “con entera satisfación fidelidad y entereza”
y en el transcurso de sus servicios en la guerra “gastaron la mayor parte de su hazienda y patrimonio”.

21  I.A.A. Thompson, “Neo-noble Nobility”, p. 404, núm. 67; AGS, DGT, Inventario 5, leg. 3, ff. 72-73, leg. 4, 
ff. 125-126 (8 de febrero de 1791), y leg. 3, f. 253; leg. 4, ff. 39, 79, 89 y 285.

de Cortes
 de Madrid, Gabriel de Galarza, en 1605, asegurando que después de sus muchos 
años de servicio en los más altos cargos en la administración “no tiene patrimonio que 
dejar a su hijo mayor”22. Rodrigo Méndez de León, que había servido desde su mayoría 
de edad como veinticuatro de Granada, como corregidor de Ciudad Rodrigo, y once años 
como administrador de rentas reales del Marquesado de Villena, murió dejando una hija 
soltera y un hijo adolescente “con mucha necesidad y pobreza por haber vivido y usado 
sus oficios con limitación”23. Los hijos del difunto doctor Francisco de Villafañe, miembro 
del Consejo y Cámara de Castilla, apelaron a los servicios de su padre argumentando que 
“an quedado con mucha necesidad y pobreza”, por haberse consumido toda su herencia al 
servicio al rey24. La viuda del licenciado Luis Maldonado, fiscal de la Cruzada durante más 
de 32 años, oidor de la Contaduría de Hacienda y miembro del Consejo de Indias, alegó 
que les había dejado a ella y a sus hijos con tantas deudas que tuvo que pedir prestado 
el dinero para su entierro al Consejo, siendo su necesidad “exemplo de su cristiandad, 
rectitud y limpieça, y méritos”25. El secretario Francisco Lobo Castrillo sirvió durante 
45 años en varios cargos antes de morir en 1625, y durante todo ese tiempo no pudo 
reunir capital alguno y dejó a su viuda y a sus dos hijas “con muy grandes necesidades”26. 
Estas son tan solo algunas de las muchas peticiones que parecen medir la calidad de los 
“servicios” en función del nivel de sacrificio que conllevaban, un sacrificio padecido no 
solo personalmente por quien lo prestaba u obsequiaba, sino por toda su familia, lo que 
sin duda refuerza el concepto de “servicio” como un tipo de herencia, o legado, cuyos 
beneficios podían ser transferidos a toda la familia. El servicio no solo confería crédito 
al individuo; era un crédito familiar, algo que se heredaba por el linaje y era transmitido 
por los padres, parientes y antepasados27. El privilegio concedido al vecino de Poza, don 
Juan González de Guzmán, por ejemplo, le reconocía como “heredero de todos los 
servicios que hicieron en dicha guerra [de Portugal] vuestros tíos carnales”28. Este énfasis 
en la familia y, por consiguiente, en la genealogía, se reflejaba en las reconstrucciones de 
linajes y árboles genealógicos encontrados en las justificaciones de las concesiones, que se 
volvieron cada vez más extravagantes, por no decir fantasiosas, conforme transcurrían los 
siglos xvi y xvii29.  

Los servicios dignos de crédito también comprendían aspectos de actividades comunitarias, algo que tal vez se podría pensar que solo es posible atribuir a la filtración de los 

22  
AHN, C, leg. 4.417, 1605, n.º 27, 7 de mayo de 1605.

23  AHN, C, leg. 4.414, 1595, n.º 192, 14 de septiembre de 1595.

24  AHN, C, leg. 4.410, 1587, n.º 53, 2 de julio de 1587.

25  AHN, C, leg. 4.416, 1603, n.º 204, 2 de noviembre de 1603.

26  AHN, C, 4.424, 1629, n.º 237, 16 de septiembre de 1629.

27  No es atípico el consentimiento dado a la concesión de millones por don Jerónimo de Aguayo Manrique, 
procurador en las Cortes de 1607, “considerando las obligaciones que los vasallos tenemos de servir a nuestro 
Rey y Señor natural y las que me corren heredadas de mis padres y abuelos que en todas las ocasiones de paz 
y guerra han servido a los antepasados de Su Magestad”, Actas de las Cortes de Castilla, publicadas por acuerdo 
del Congreso de los Diputados, Madrid, 1877-1936, vol. 23, p. 347.

28  AGS, DGT, Inventario 5, leg. 2, f. 33, 6 de diciembre de 1691.

29  I.A.A. Thompson, “Neo-noble Nobility”, p. 389.

valores de la Ilustración en la sociedad castellana en el siglo 
xviii. De hecho, las “obras 
pías” y las obras de caridad habían sido citadas en los servicios de los peticionarios muy 
anteriormente. En 1600, se decía que el tío de un solicitante de hidalguía, Alonso Moreno de Alva (a quien, mediante el acto de valentía de salvar 80 náufragos en Jamaica, se 
dio crédito por haber padecido “grandes trabajos, procurando siempre el bien y sustento 
de aquella gente como hombre noble y honrrado”), era el fundador del Monasterio de 
la Concepción de Mérida y de otras “obras pías”30. En 1602, un solicitante de hidalguía, 
Francisco de Cárdenas Carvajal, se acreditó por haber realizado “muchas y piadosas obras” 
en la ciudad de Los Santos, en particular la fundación del Hospital de la Limpia Concepción y Capilla de Nuestra Señora del Rosario31. Cuando, en 1605, el conde de Alba de 
Liste requirió la concesión vitalicia del alferazgo mayor de Zamora para su Casa, alegó 
que “será muy conveniente para el servicio de Vuestra Magestad y bién y autoridad de 
aquella Ciudad que le tenga persona de la calidad del dicho Conde y de los succesores en 
su casa para las occassiones de paz y guerra que se pueden offrecer cada día, de manera 
que Vuestra Magestad sea mejor servido y los pobres amparados y aquella república más 
bien governada y defendida, como en tiempos passados lo hizieron los Condes de Alba 
sus antecessores”32. En 1611, la Cámara aprobó la petición de un septuagenario vecino de 
Segovia a utilizar una litera (una “silla de manos”) basándose en que, según el corregidor, 
era “hombre principal y tiene dos mil ducados de renta y los gasta en hospitales, limosnas 
y obras de caridad”33. 

Este concepto de servicios a la comunidad como meritorios, o merecedores de reconocimiento por el rey, refleja una visión del monarca no tanto como dueño y “acreedor” 
de los servicios y la obediencia debidos por sus súbditos, sino a él mismo como servidor 
o administrador del bien común. A lo largo de la edad moderna persevera una tendencia 
de pensamiento político que ve al rey como “mercenario” de sus súbditos, o, citando un 
tratado de mediados del siglo xvii, “el príncipe es persona pública y servidor del público” 
(“il Principe e persona publica e servo del publico”), un público cuyos derechos estaban 
“establecidos con recíprocos juramentos de fidelidad en el súbdito y de observancia en el 
príncipe” (“estabiliti con reciproco giuramenti e di fedeltà nel suddito e d’osservanza nel 
Principe”)34. Del mismo modo que los ingresos y rentas del rey eran, según Roa Dávila, 


30  
AGS, DGT, Inventario 5, leg. 2, f. 52, 9 de noviembre de 1600.

31  AGS, DGT, Inventario 5,  leg. 2, f. 11, 27 de marzo de 1602.

32  AHN, C, leg. 4.417, 1605, n.º145,  21 de septiembre de 1605.

33  AHN, C, leg. 4.419, 1611, n.136, 23 de julio de 1611, Andrés de Ximena, vecino de Segovia.

34  Cortes de Ocaña de 1469: “El vuestro cargo es que mientras vuestros súbditos duermen vuestra alteza vele 
guardándolos, y su meresçenario soys, pues soldada desto vos dan vuestros súbditos parte de sus frutos e 
delas ganançias de su yndustria”, Cortes de los antiguos reinos de Leon y de Castilla, publicadas por la Real 
Academia de la Historia, t. 3, Madrid, 1866, pp. 767-768; Cortes de Valladolid de 1518, “en verdad nuestro 
mercenario eres”, Cortes de los antiguos reinos de Leon y de Castilla, t. 4, Madrid, 1882, p. 261; Juan Roa Dávila, 
De Regnorum Iustitia o el control democrático [1591], ed. Luciano Pereña, Madrid, 1970, p. 54, “Las rentas e 
ingresos de los soberanos son, en efecto, como pagas o sueldos con los que deben contentarse y no exigir 
nada más”; Consejo a Felipe III, 1620: “supuesto que los reyes son padres y administradores de sus republicas 
y que en justicia deben encaminar todas las acciones a su conservación”, en A. González Palencia, La Junta 
de Reformación (1618-1625), Colección de documentos inéditos para la Historia de España y de sus Indias, 

“como pagas o sueldos” costeadas por el reino por los servicios del rey35, también los 
servicios de los súbditos del rey debían ser remunerados por las mercedes del rey. Antes 
que como un deber o deuda que los súbditos debían al soberano, los servicios podían 
ser considerados como un acto de gracia por parte del súbdito, que imponía una deuda 
de reconocimiento y recompensa a su destinatario o receptor: el monarca36. Bajo tales 
circunstancias, las recompensas y mercedes concedidas por el rey no eran vistas como 
un acto libre de la voluntad del soberano, sino más bien como el cumplimiento de una 
obligación contractual37. Los servicios, especialmente en la guerra, eran vistos como “cosas 
dignas de memoria y de grande remuneración”38, por las que se esperaba recompensa39. 
La justificación formulista de la concesión de hidalguía “en enmyenda y remuneración” 
de servicios pasados aparece en más de dos decenas de ventas. Según el dictamen emitido 
por el Consejo de Castilla en una consulta elevada a Felipe III en 1620, no había nada 
más importante que la remuneración de los servicios y el recompensarlos con mercedes, 
las cuales “merçedes de los Príncipes [...] si fuesen remuneratorias y hechas por serviçios, 
que entonces tienen más de deuda y contracto que de obligación”40. Esta deuda era heredada por el rey de la misma forma que el crédito por el servicio podía ser heredado por 
el beneficiario. Cuando, alrededor de 1570, el pueblo de Fuente el Maestre cuestionó la 
hidalguía de la familia Zambrano, el abogado de los Zambrano alegó que la concesión era 
irrevocable puesto que “su conçesión avía sido por méritos y servicios que avía fecho el 
Comendador Albaro Rodríguez Çambrano, padre y abuelo de sus partes, a nuestra corona 
real, que en efecto avía tenido fuerça de contrato y paga del servycio”41. 

Esta interpretación del “servicio” desde una perspectiva contractualista, como parte 
de una transacción implícita y cuasi-formal entre dos partes, se aleja mucho de la idea de 
servicio como “deber”, o como “compromiso de obediencia”. Llama la atención no solo 


Archivo Histórico Español, vol. 
5, Madrid, 1932, pp. 38-44; “Stato della Monarchia di Spagna... Dialogo tra 
Don Giuseppe Villalpando e Don Alonso di Salamanca” [1665-1669], British Library, Additional Ms. 8703, 
ff. 39v42, “il Principe e persona publica e servo del publico, e pero quando il Populo si sente aggravato da 
qualche peso importuno ed inopportuno, e contro i suoi dritti, comprati col propio sangue e con l’oro, 
estabiliti con reciproco giuramenti e di fedeltà nel suddito e d’osservanza nel Principe, puo richiamarsene e 
farne rimostranze senza colpa alcuna, anzi con merito dizelante del publico bene”; Benito Jerónimo Feijoó 
y Montenegro, “Balanza de Astrea o recta administración de justicia. En carta de un togado anciano a un 
hijo suyo recién elevado a la toga”, en Teatro crítico universal o discursos varios en todo género de materias para 
desengaño de errores comunes, Madrid, 1777, t. III, p. 248, “ya no eres mío ni tuyo, sino todo del público... Ya
no hay para ti paisanos, amigos ni parientes [...] Quiero decir que no has de ser hombre”. 
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J. Roa Dávila, De Regnorum Iustitia, p. 54

36  “Es cosa razonable y convenible a los reyes e príncipes sublimar e hazer gracias y mercedes a sus súditos y 
naturales, especialmente a los que bien y lealmente le syrben y aman sus servicios”, AGS, DGT, Inventario 
5, leg. 1, f. 19, 13 de junio de 1557.

37  Sobre el desarrollo de este punto de vista contractual de las relaciones entre privilegios y obligaciones a finales 
de la Edad Media, llama la atención Roger Boase, R. Boase, The Troubadour Revival: a study of social change 
and traditionalism in late-medieval Spain, Londres, 1978, p. 42. 

38  AGS, DGT, Inventario 5, leg. 2, f. 25, 13 de diciembre de 1615.

39  AGS, DGT, Inventario 5, leg. 2, f. 62, 6 de marzo de 1630, Nicolás de Paredes y Vargas, vecino de Borox, 
aduce la muerte de un deudo suyo, el capitán Juan de Vargas, fallecido en el asedio de Vercelli (Milán) en 
1617 “sin el premio de sus servicios”.

40  A. González Palencia, La Junta de Reformación (1618-1625), pp. 38-44.

41  AGS, DGT, Inventario 5, leg. 2, f. 72, 15 de diciembre de 1608.

el valor directo de dichos servicios para su receptor, la corona, sino también las consideraciones más amplias que se encuentran implícitas en el reconocimiento y la recompensa de 
los servicios. “En la Cámara”, insistió el Consejo, “se procuran justificar las cosas de gracia 
con tanta atención como si fuesen de justicia, desseando hazertar a premiar los que lo 
merecen y cumplir por este camino tan ymportante y necessario con el servicio de Vuestra 
Magestad”42. Pero si la compensación por servicios era, como mínimo, una necesidad 
moral, el grado y la forma de dicha compensación no eran ni automáticos ni puramente 
reactivos. Formaban parte de un cálculo político de la corona y eran un instrumento 
clave para el control y la gestión de la comunidad política. El modo en el que la corona 
respondía a las reclamaciones hechas sobre los servicios representados por los peticionarios oscilaba entre considerarlas como una especie de bienestar social para la baja nobleza 
merecedora de recompensa, y una forma de patrocinio político apenas distinguible de un 
soborno. Cuando la ciudad de Salamanca solicitó en 1585 que una regiduría vacante por 
la muerte en Flandes de un capitán de infantería pasase al primo hermano del difunto, 
también capitán y “de los caballeros más nobles y necesitados” de la ciudad, que había 
gastado durante sus muchos años de servicio todo lo que sus padres le dejaron, la corona 
concurrió, “justo es dárselo pues ay lo que dize la Ciudad”43. A doña Mariana de Mendoza, viuda de un procurador de Cortes, que había quedado “muy pobre”, con deudas y 
sin dote, le fue concedida la merced que solicitó en vista de su “necesidad, y que es muger 
principal”44. Sin embargo, la motivación que se hallaba tras este tipo de concesiones no 
era puramente caritativa, sino que también se encaminaba a asegurar respuestas favorables 
en el futuro, a crear algún tipo de obligación moral en la familia y en sus herederos45, y a 
enviar un mensaje ejemplar, como cuando la Cámara sugirió que, por los servicios de don 
Juan Fernández de Córdoba, antiguo procurador de Cortes de Granada, “hechos con tanta voluntad que ha acrecentado mucho los méritos dellos”, le fuese concedida a su viuda, 
hija del marqués de Camarasa, en la ruina tras la súbita muerte de su marido, que había 
gastado toda su fortuna y dote sirviendo al rey como capitán de infantería de marina, una 
pensión de 500 ducados al año de por vida “con exemplo de que otros cavalleros sigan los 
pasos de don Juan”46.

La finalidad de las mercedes propuestas por la Cámara era a la vez personal y política. 
La remuneración del servidor tenía que ser “premio y consuelo suyo y exemplo de otros”47. 
El propósito de la remuneración era inducir al beneficiario a continuar sus servicios y 
a actuar como agente o motor de los servicios de otros, como un ejemplo a imitar por 
los demás. Básicamente, la corona recompensaba los servicios para ser mejor servida. A 
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AHN, C, leg. 4.417, 1605, n.º 27,  21 de mayo de 1605.

43  AHN, C, leg. 4.410, 1585, n.º 171, 5 de octubre de 1585.

44  AHN, C, leg. 4.416, 1600, n.º 29, 4 de marzo de 1600.

45  La Cámara recomendó conceder la petición realizada por un capitán veterano, Francisco de Molina, “pues se 
empleara muy bien en sus canas y méritos y para que su hijo siga sus passos en servicio de Vuestra Magestad”, 
AHN, C, leg. 4.417, 1604, n.º 112,  27 de julio de 1604.

46  AHN, C, leg. 4.416, 1603, n.º 165, 26 de agosto de 1603.

47  AHN, C, leg. 4.417, 1605, n.º 27, 21 de mayo de 1605.

don Antonio de Torres y Heredia, regidor de Guadalajara, cuyo padre y abuelo también 
habían sido regidores de Guadalajara, y que había votado en el último donativo y encabezamiento de alcabalas en 1660, le fue concedido un hábito por “lo que conbiene alentar 
a este capitular para las ocasiones que se ofrecieren del servicio de Vuestra Magestad en 
aquel Ayuntamiento”48. En 1660, la Cámara también apoyó la concesión del hábito solicitado por don Juan de Miota Romero, procurador general de la ciudad de Granada, no 
solo en agradecimiento por la gran cantidad de servicios prestados durante los 33 años 
antecedentes en el ayuntamiento, sino también porque “conviene tenerle grato para las 
ocasiones que se ofrecieren adelante en aquella Ciudad y mientras fuere su Procurador 
[general] por el séquito que tendrá como tan antiguo capitular”49. Y en 1618, Andrés de 
Castro, regidor de Valladolid, cuyos servicios incluían votar para la concesión de los 18
y 17 millones y medio, fue propuesto para una merced por la Cámara como “será justo 
hacérselo para exemplo de otros, y para la occasión que se espera de otra concesión de 
millones”50.     

Todavía más importante que el propio servicio como tal en la valoración de las respuestas de la corona era el grado de influencia que poseía el receptor de las mercedes y el 
alcance de sus conexiones familiares. A don Diego de Garnica y Córdoba le fue otorgado 
el hábito de una de las Órdenes militares por sus servicios “y ser ésta una familia tan conocida y emparentada en Madrid”51. La petición de un hábito para su heredero, solicitada 
por don Íñigo López de Salcedo, caballero de Santiago, regidor de Soria por espacio de 
más de cuarenta años, durante muchos de los cuales fue capitán de la milicia de la provincia, y siempre dispuesto a votar concesiones y servicios, fue respaldada por la Cámara no 
solo porque “es de los más antiguos en el ayuntamiento de Soria y de los que tienen mano 
y séquito, y en todo lo que se a ofrecido del servicio de Vuestra Magestad siempre se a 
mostrado con particular afecto”, sino también porque “esta familia es de las más conocidas y emparentadas de aquella Ciudad”52. Don Diego de Contreras, veinticuatro y procurador de Cortes por Jaén, fue recomendado para una merced por la Cámara, “atento a que 
fue a Jaén desde esta Corte a procurar que aquella Ciudad viniese en el servicio ordinario 
y extraordinario, y que con su ayuda, por ser todos sus deudos la mayor parte del cabildo, 
se cumplió el mandato de Vuestra Magestad”, añadiendo que “es de granjería embiar contentos a los procuradores de Cortes que sirvieron tam bien como sirvió don Diego para 
que viendo otros el premio que se da a los que sirven bien se animen ellos a hazer otro 
tanto”53. Cuando el depositario general de Segovia, Antonio de Zamora, pidió alargar el 
oficio por otra vida más, como se le había prometido en vista de “la demostración con que 
sirvió” en la concesión de los 18 millones para la ciudad y “de quanta importancia era su 
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49  AHN, C, leg. 4.437, 1660, n.º 87, 22 de diciembre de 1660.

50  AHN, C, leg. 4.421, 1618, n.º 100, 20 de julio de 1618.

51  AHN, C, leg. 4.431, 1648, n.º 79, 31 de julio de 1648.

52  AHN, C, leg. 4.431, 1650, n.º 94, 11 de septiembre de 1650.

53  AHN, C, leg. 4.417, 1606, n.º 30, 26 de febrero de 1606.

industria y diligencia para encaminar en aquella Ciudad con su voto y el de sus amigos el 
buen succeso”, la Cámara aprobó su petición, además de por la trascendencia que tendría 
un servicio similar cuando la cuestión de la renovación de los millones estaba siendo replanteada, “por ser persona que tiene mucha parte en aquel cabildo”, pero con la salvedad 
de “que esto sea teniendo seguridad de que la dicha Ciudad ha de venir en la concesión 
deste servicio”54. La Junta de Asistentes propuso entregar un hábito para quien se casara 
con la hermana del regidor de Segovia y caballero de Alcántara, don Gerónimo de Virves, 
basándose en que era alguien que “tiene mucha mano y séquito en el ayuntamiento de 
aquella Ciudad, y en las dificultades que se han ofrecido en dar el poder discesibo para las 
Cortes a sido gran parte para allanarlas con las diligencias que a hecho con sus parientes 
y amigos”55. De nuevo la Junta, en nombre de don Diego Ordóñez de Ledesma, sobrino 
del marqués de Palacios y alguacil mayor de Zamora, de segundo voto y asiento en el 
ayuntamiento, quien “por su calidad y muchos deudos es uno de los de mayor séquito que 
ay en él”, insistió en que “se le debía hazer merced en la ocassión presente del poder descesibo que se le pide a aquella Ciudad para que le disponga entre sus deudos y amigos”56. 
El efecto de la distribución preferencial de recompensas y mercedes entre quienes poseían 
conexiones importantes dentro de las ciudades fue, inevitablemente, el de reforzar la influencia de los poderosos del lugar y, al establecerlos como canales de acceso conocidos 
al patrocinio de la Corte, el de crear un sistema nuevo de intermediación de poder en las 
ciudades. Esto puede ser visto como aspecto de una reestructuración fundamental en las 
alineaciones del poder local al que ya me he referido en otro lugar57. Una reestructuración 
que conllevaba un cambio en las relaciones antiguas y tradicionales, basadas en los bandos
históricos, los linajes y las facciones aristocráticas alrededor de las cuales se organizaba el 
poder local, hacia agrupaciones familiares y afinidades personales más restringidas; un 
cambio con expresión lingüística reflejada en el continuo uso de términos como “deudos”, 
“parientes”, “amigos” y “séquito”, siendo este último término –al menos en este contexto, 
de forma significativa y según mi opinión–, un neologismo del siglo xvii. He aquí un 
proceso que podría ser descrito como privatización o individualización de las estructuras 
de influencia y poder local durante el transcurso de la Edad Moderna. 

Este no es el único cambio en la naturaleza y en el concepto de “servicio” que podemos 
percibir entre los siglos xvi y xviii. A finales del siglo xvi ya se podía advertir un descenso progresivo de los solicitantes de hidalguía que aducían servicios militares personales; 
desde un 38,8 por ciento durante el periodo de 1552-1575 a un 25,3 por ciento entre 1538
y 1650, y un 11,5 por ciento entre los años 1665 y 1700. En cambio, los solicitantes rogaban ayudándose cada vez más de los servicios militares de sus familiares y antepasados 
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AHN, C, leg. 4.418, 1608, n.º 47, 2 de marzo de 1608.

55  AHN, C, leg. 4.431, 1649, n.º 6, Junta de Asistentes, 30 de enero de 1649.

56  AHN, C, leg. 4.431, 1648 n.º 147, Junta de Asistentes, 31 de diciembre de 1648.

57  I.A.A. Thompson, “Patronato Real e integración política en las ciudades castellanas bajo los Austrias”, en J.I. 
Fortea Pérez (ed.), Imágenes de la diversidad. El mundo urbano en la Corona de Castilla (S.XVI-XVIII), Santander, 
1997, pp. 475-496, ref. pp. 493-494.

para compensar la ausencia de servicios militares propios58. Con todo, se observa en el 
siglo xviii un desplazamiento acentuado del linaje y de los servicios feudo-militares que 
se alegaban para justificar las concesiones de hidalguía. Ya durante el último tercio del 
siglo xvii, la primacía de los servicios en la guerra se hallaba en pleno retroceso. Durante 
el periodo 1665-1699, cerca de la mitad (46 por ciento) de los beneficiarios no reclamaron 
ningún servicio militar real, ya fuera personal o indirecto. Inevitablemente, se constató 
una creciente representación de servicios puramente administrativos y cuasi-administrativos en los gobiernos centrales y locales dentro de los expedientes de los peticionarios, junto con una tendencia persistente a militarizar los servicios financieros y administrativos: 
los peticionarios reclamaban crédito por sus servicios en la organización de alojamientos, 
el transporte de suministros y materiales para los astilleros reales, o por los préstamos 
concedidos para el sustento de la soldadesca. Sin embargo, hacia mediados del siglo xviii, 
más del 60 por ciento de las “justificaciones” no disponían de servicio militar de ningún 
tipo, directo o indirecto, pasado o presente, un porcentaje más elevado que en cualquier 
momento anterior59.  

Cada vez más el vocabulario del servicio feudal de “fidelidad” y “lealtad” estaba siendo 
reemplazado por valores puramente civiles y por expresiones de virtudes burguesas: “diligencia”, “aplicación”, “celo”, “desvelo”, “trabajado incessantemente”, “acreditada conducta”, “exactitud”, “integridad”60. Aunque las cualidades tradicionales del servicio hidalgo, 
como la voluntad o la predisposición a padecer pérdidas y a realizar sacrificios personales, 
arriesgar la vida y la propiedad, y servir sin recompensa pecuniaria perduraron, dichas 
cualidades fueron ampliadas para ensalzar los servicios de los acreedores estatales, los proveedores de los pósitos públicos, los carreteros y hasta los maestros de escuela, para que la 
antigua dicotomía entre beneficio privado y mérito público dejara de ser tan claramente 
irreconciliable61. La atribución de virtud a actividades no tradicionales, al éxito comercial, 
al logro educativo y a la habilidad administrativa, reflejaba una transformación básica de 
los valores políticos. Mientras que en los siglos xvi y xvii el mérito se obtenía mayoritariamente por servir a la persona del rey y en la defensa de la Corona y de la Fe, en el 
siglo xviii comenzaba a destacar mucho más un principio de servicio diferente, el principio de utilidad y del bien público. La idea de servicio como un contrato personal entre el 
vasallo y su rey empezaba a ser menos dominante. A partir de las últimas décadas del siglo, 
expresiones clásicas del concepto tradicional de servicio (“ciegamente afectos y apasionados a el Rey... queriendo sacrificar sus vidas y hacienda en su servicio”)62 estaban siendo 
reemplazadas por formulaciones híbridas y de transición (“en servicio de la monarquía”, 
“con utilidad de mi estado”, “haciéndome un gran servicio y a la causa pública”, “pruevas 
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nada equíbocas del amor a mi Real Persona y a la Patria, y aun a vuestros convecinos”)63. 
Si bien el reconocimiento del servicio al bien común no carecía de precedentes, como 
he sugerido anteriormente, se hacía mayor referencia a servicios de utilidad social, particularmente a partir de la segunda mitad del siglo xviii, debido a que el desarrollo del 
absolutismo de estado facilitaba la socialización del servicio y así resultaba mucho más 
fácil armonizar el servicio a la corona y el servicio a la comunidad. El siglo xviii estaba 
transformando al vasallo en ciudadano y el estatus en la sociedad se estaba justificando ya 
por el servicio a la sociedad64. 

Está claro que la ecuación servicio-obediencia de Covarrubias está lejos de ser toda 
la historia. Aunque, indudablemente, tiene cabida en ciertos discursos políticos del siglo 
xvii, como pude advertir en un análisis previo sobre el concepto de “fidelidad”65, sobre 
todo en los ayuntamientos de las ciudades y municipios donde el argumento para la obediencia era claramente una respuesta de inspiración política a las demandas de servicios 
financieros del rey, no es universalmente aplicable al concepto de servicio a la corona cuando este servicio era ofrecido gratuitamente al rey por el súbdito o vasallo. Este concepto de 
servicio “ascendente”, que se ofrecía desde abajo, se contemplaba desde una perspectiva 
el todo diferente: como parte de un contrato implícito entre vasallo y señor, un concepto 
de servicio como acto voluntario de sacrificio y buena voluntad del que cabía esperar ser 
recompensado por un soberano benévolo y agradecido. Si bien es cierto que, en los votos 
de los ayuntamientos, los conceptos de fidelidad y lealtad se vinculaban a la obediencia en 
más del treinta por ciento de los casos, no es menos cierto que el cuarenta por ciento de 
las veces se hermanaban al amor. Esta reciprocidad afectiva se manifiesta repetidamente 
en la documentación de la Cámara, donde, al igual que el servicio mismo, es el celo, la 
disposición y la abnegación con la que dicho servicio se realizaba lo que se aduce para el 
reconocimiento y la recompensa66. De hecho, incluso  pasando por alto cuál podía ser el 
significado efectivo de “obediencia” cuando se modificaba por los principios de epikeia y 
se subordinaba a la traba de la fórmula “obedézcase, pero no se cumpla”67, la noción de la 
inseparable reciprocidad entre servicios y honras estaba profundamente arraigada en las 
antiguas tradiciones políticas castellanas, remontándose al menos hasta las Partidas, en las 
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65  I.A.A. Thompson, “¿Fiél a qué? El lenguaje político en los ayuntamientos en la Castilla del Siglo xvii”, Mélanges de l’Ecole française de Rome. Italie et Méditerranée, 118-2 (2006), pp. 281-288.

66  Por ejemplo, AGS, DGT, Inventario 5, leg. 2, f. 23, 8 de marzo de 1633, “siempre aveis mostrado el zelo de 
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67  L.J. Riley, The History, Nature, and Use of Epikeia in Moral Theology, The Catholic University of America 
Press, Washington DC, 1948; B. González Alonso, “La fórmula ‘Obedézcase, pero no se cumpla’ en el Derecho castellano de la Baja Edad Media”, Anuario de Historia del Derecho Español, 50 (1980), pp. 469-487.

que quedaron recopiladas68. Bien puede ser que, al hablar en el ayuntamiento de Burgos 
de “la obligación precisa con que nacen los hombres de bien de acudir a su real servicio”69, 
Clemente de la Torre expresara un sentimiento común entre los hombres de su posición, 
pero era un sentimiento que tenía su contrapartida en la justicia, la equidad y la imparcialidad con las que el rey recompensaba dichos servicios. Ahí residían tanto la fuerza política 
del sistema del servicio y recompensa como, en tiempos de creciente brecha emocional 
entre la Corte y el “país”, sus nada desdeñables peligros potenciales.

68  
Título 25, ley 1 de la Cuarta Partida, “vassallos son aquellos que reciben honrra, o bien fecho, de los Señores, 
assi como cavallería, o tierra, o dineros, por servicio señalado que les ayan de fazer”. Y en la ley 6, “¿Qué 
debdo ha entre los Vassallos, e los Señores”?: “[…] devenlos servir bien, e lealmente, por el bien fecho que 
dellos resciben. Otrosi dezimos, que el Señor deve amar, e honrrar e guardar sus vassallos, e fazerles bien, 
e merced, e desviarles daño, e deshonrra. E quando estos debdos son bien guardados, faze cada uno lo que 
deve; e cresce, e dura el amor verdadero entre ellos.”

69  Archivo Municipal de Burgos, Libro de Acuerdos 1645, f. 207,  ayuntamiento del 14 de octubre de 1645. 
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I. Introducción: la concesión del marquesado de Alemquer 
a Diego de Silva
En virtud de una carta de donación, fechada en Madrid el 
30 de noviembre de 1616, 
Felipe III hizo merced a don Diego de Silva, conde de Salinas y Ribadeo (1564-1630), del 
título portugués de marqués de Alemquer para él y sus sucesores2. En esa fecha, don Diego 
de Silva había sido miembro y presidente del Consejo de Portugal, además de veedor da 
fazenda de aquel reino (hasta 1615), y había sido ya nombrado virrey y capitán general de 
Portugal, aunque no partiría hacia Lisboa hasta marzo de 1617. Como se lee en la carta de 
donación, lo que movía a Felipe III a agraciar a don Diego de Silva con aquel título era su 
intención de recompensar los servicios que él y sus antepasados le habían prestado. El rey 
concedía el marquesado de Alemquer en atención “aos muytos e muy particulares seruiços 
que Dom Diego […] me tem feitos assy no dito cargo [de veedor] como no de conselheiro de estado [de Portugal]”3, agradecido por “o zelo, inteireza e muita lealdade com que 
procedeo sempre em sua obrigaçao”4 y, como no podía ser de otra manera, atendiendo “a
seus muytos merecimentos, sangue e grande qualidades” y a lo bien que sirvieron a sus 
antecesores sus “pay [Ruy Gómez de Silva, célebre príncipe de Éboli] e avos cuja memoria 
me he mui presente”5. 

En el documento de concesión del título de marqués de Alemquer estaban presentes 
todos los elementos retóricos e ideológicos que adornaban siempre las mercedes concedidas 
por el rey a sus vasallos: su carácter gracioso, el valor que tenían como recompensa por 
servicios prestados y la noción de que se premiaban méritos personales, pero también de 
los antepasados del agraciado, y de que los beneficios de la merced iban a extenderse a 
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todo su linaje. Las fórmulas utilizadas en la concesión de Felipe III no eran ni originales 
ni excepcionales y se encuentran en todas las cartas de donación ibéricas de, por lo menos, 
los siglos xvi y xvii. Por poner tan solo dos ejemplos, cabe señalar que cuando en 1511
Fernando el Católico y su hija la reina Juana, a petición de don Andrés de Cabrera, 
autorizaron la creación del mayorazgo vinculado al marquesado de Moya, lo hicieron 
“acatando los muchos y buenos y leales y continuos y señalados seruicios que nos auedes 
fecho y fazedes de cada dia. Y en alguna enmienda y remuneracion dellos, y porque de 
vos y de vuestra casa y linaje quede perpetua memoria para siempre jamás”6. De la misma 
manera, cuando el rey don Sebastián de Portugal premió en julio de 1576 a doña Juana de 
Silva, nieta del conde de Portalegre, con una serie de villas, señoríos y rentas, lo hizo en 
“respeito aos muytos serviços e merecimentos de dom alu. da Silua conde de Portalegre 
meu muito amado sobrinho mordomo mor da minha casa e a seus merecimentos e aos 
muitos seruiços e merecimentos daquilees de que elle descende”7. 

Sin embargo, y pese a que la concesión del marquesado de Alemquer parecía una de 
tantas mercedes concedidas por Felipe III (o por cualquier rey del Antiguo Régimen), 
aquella gracia incluía una particularidad de interesantes consecuencias: fue otorgada en 
Portugal por Felipe III (en tanto que Felipe II de aquel reino) a un vasallo que los demás 
súbditos portugueses del Rey Católico identificaban interesadamente como extranjero.
Como veremos con detalle, el conflicto desatado a raíz de la naturaleza de don Diego, en 
el más amplio contexto del creciente descontento portugués a propósito de su inclusión 
en la Monarquía Católica (sobre todo tras la firma de la Tregua de los Doce Años en 
1609), generó una serie de pleitos que llevaron al contestado marqués de Alemquer a teorizar sobre la naturaleza y definición del Rey Católico, haciéndose eco de un más amplio 
debate sobre esa cuestión. En definitiva, la contestación que sufrieron tanto Felipe III, 
como Diego de Silva, a raíz de las mercedes que el primero otorgó al segundo en Portugal, 
nos permitirá estudiar una interesante variable dentro del conocido tema del servicio al 
rey y la recompensa por él obtenida: la de los procesos mediante los cuales la capacidad 
remuneratoria y distributiva de un soberano quedaba limitada a causa de la naturaleza 
compuesta de la Monarquía. 

Para llevar a cabo nuestro análisis, este trabajo se dividirá en dos partes y unas conclusiones. En la primera, trataremos de contextualizar el caso de estudio que analizamos 
desde una doble perspectiva: por una parte, la de la merced y el servicio al rey dentro 
del discurso nobiliario, tratando de subrayar la importancia simbólica de la recompensa 
real para el noble, su Casa y su linaje; y por la otra, su importancia política y económica, 
señalando el papel que la reciente historiografía reserva a la merced y al servicio en el universo moderno ibérico. Partiendo de este marco, y ya en la segunda parte, analizaremos 
las mercedes concedidas en Portugal al conde de Salinas, junto con la contestación y los 
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discursos a los que dieron lugar y que formaban parte de un más vasto debate en torno a 
la definición de la naturaleza de los reyes que señoreaban agregados de reinos. 

II. Nobleza, obligación, servicio y merced
“A vuestro Rey, deueys mayor obediencia, que los que os son inferiores en calidad, 
porque ella obliga a señalarse en esto, y el respeto y veneracion exterior, ha de ser con 
estima, y amor interior”8, conminaba en 1637 la condesa de Aranda, Luisa de Padilla, a los 
jóvenes aristócratas a los que pretendía iniciar con sus escritos en las virtudes nobiliarias. 
“Manifestad á vuestro Príncipe la disposición prompta, que siempre aueys de tener de 
servirle con persona, y hazienda, quando quisiere emplearos; a esto ireys a la Corte antes 
de casaros […]”9, añadía pocas páginas después. En su espejo de príncipes, doña Luisa de 
Padilla ofrecía una imagen casi condescendiente del valor que para el noble tenían las recompensas y oficios que podía obtener por su servicio al rey. Así, la condesa recomendaba 
encarecidamente no ambicionar cargos palatinos, especialmente el valimiento, aunque si 
“Dios dispusiere os obliguen a admitirlo”, deberían aceptarse con todas las precauciones, 
evitando el envanecimiento, “que es de coraçones estrechos desuanecerse con fauores de 
los Reyes (estimarlos es justo) pero ni ellos dan virtud, ni bienes de naturaleza”10. 

Por el contrario, cuando de oficios y empleos no palaciegos se trataba, y siempre en 
la medida en que la obediencia debida al soberano lo permitiera, la condesa de Aranda se 
adentraba sin demasiados remilgos por el terreno más pragmático de la clasificación de 
los más convenientes:


“Si despues de casado os quisiere ocupar el Rey en su seruicio (aunque el vassallo no 
ha de tener eleccion, sino prompta obediencia, pero en caso que podays, sin faltar à esta) 
no escoxays empleos de la milicia por mar, que los de tierra son mas seguros y luzidos […]
De los seruicios, y empleos de la paz, temed las embaxadas […]. Virreynatos son 
los mejores, y algunas embaxadas extraordinarias, por casamiento, pazes, y algunos buenos 
sucessos. 
Los oficios de Indias, solo por el amor de los hijos (grangeandoles comodidades, y 
acrecentamientos) se pueden dessear, porque son muy costosos, y de grandes riesgos. […]
Tened à buena suerte, que agrade al Rey algun cavallo, ò alaja vuestra, para seruirle 
al punto con ello, y no menos si se ofreciere passar el, ò persona Real por vuestra casa, en 
que deueys hazer gran demostracion, hospedandolos con esplendor, y magnificencia”11.

8 
P.H. Pastor, Nobleza virtuosa, Zaragoza, 1637, p. 40.

9 Ibídem, p. 42.

10 Ibídem, p. 45.

11 Ibídem, pp. 48-50.

El noble virtuoso, en definitiva, y según la ideología nobiliaria, no debía ambicionar ni
puestos ni mercedes, sino tan solo aspirar a obedecer y servir a su rey como mejor pudiere o
este último deseara, aceptando las recompensas que por ello pudiera recibir como mercedes
graciosas, no como la meta expresamente perseguida que moviera sus actos en la corte real.

A esta imagen ideal, a este espejo en el que se deseaba ver el reflejo del noble esforzado, 
desinteresado y leal, correspondía la del rey liberal y magnánimo con los vasallos que bien 
le servían. Así se suele encontrar caracterizado al soberano en otro tipo de obras destinadas 
a la exaltación de los valores aristocráticos, las llamadas comedias genealógicas12. Estas 
obras eran de hecho apologías dramatizadas de Casas y linajes determinados en los que 
primaba, más que la exaltación de las virtudes nobiliarias, la representación de episodios 
más o menos históricos en los que se mostraba cómo fueron engrandecidos y recompensados sus fundadores. Tema central de estas obras solía ser la fundación o engrandecimiento 
de una Casa nobiliaria como resultado de una merced real recibida por un noble precariamente instalado en el favor de su soberano tras superar los obstáculos que a su cursus honorum oponían envidias y conspiraciones de señores rivales. Pocos géneros, por lo tanto, 
tan propicios para poner en escena a reyes que reconocen su obligación de recompensar 
a sus fieles vasallos. Encontramos un excelente ejemplo de ello en La fortuna merecida,
de Lope de Vega (1562-1635), datada entre 1604 y 1615, en la que se narran las aventuras y 
medros de Alvar Núñez −antepasado de los condes de Lemos, a cuya Casa el dramaturgo 
sirvió en su juventud−, en la corte de Alfonso XI de Castilla (1312-1350), quien, antes de 
ordenar su asesinato tras su definitiva caída en desgracia, le haría conde de Trastámara, 
Lemos y Sarriá. Por razones obvias, la obra de Lope se centra en la primera parte de su 
carrera cortesana, cuando se ganó el favor de Alfonso XI. Hay que hacer hincapié en el 
soneto recitado por el personaje del rey castellano después de que Alvar Núñez le haya 
salvado la vida y que dice así: 

“La tierra al alto cielo agradecida
la lluuia paga en frutos sazonados,
y al labrador sus asperos cuydados,
paga la espiga en su sazon cogida.

La vid beneficiada, la teñida
planta, en lagares de ubas coronados,
la oueja al dueño, y al rozio los prados,
que quando llora el Alua tienen vida.


12 
Sobre las comedias genealógicas véase T. Ferrer Valls, “Lope de Vega y la dramatización de la materia 
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de  Cuadernos de Teatro Clásico, 10 (1998), pp. 215-231 y T. Ferrer Valls, “Lope de Vega y la dramatización 
de la materia genealógica (II): lecturas de la historia”, en R. Castilla Pérez y M. González Dengra (eds.), 
La teatralización de la historia en el Siglo de Oro Español, Actas del III Coloquio del Aula-Biblioteca Mira de 
Amescua, Granada, 2001, pp. 13-51.

De su agradecimiento muestra indicio
la concha que saliendo a las riberas
paga en perlas al Sol su claro oficio.

Para mostrar con obras verdaderas,
que aquel que no agradece el beneficio
es menos que las plantas y las fieras”13.

Al margen de que a los soberanos les pudiera gustar más o menos que públicamente 
se les recordara el deber moral de ser agradecidos para no parecer, como acabamos de 
leer, menos que las plantas y las fieras14, dicho deber estaba estrechamente ligado a su 
obligación antidoral de corresponder a los beneficios o servicios recibidos con gracias y 
mercedes, otorgadas a quienes le hubieran servido bien15. Además, pocas políticas como 
la de la merced parecían mejores si el soberano pretendía ser obedecido. Como escribiría 
a mediados de siglo Juan de Solórzano y Pereira (1575-1655), “no ay modo más eficaz à 
enseñar à servir, y merecer, que saber premiar y remunerar”16. 

Estas nociones virtuosas vinculadas a una nobleza abnegada, fiel y obediente y a una 
realeza liberal que siempre recompensaba con justicia los servicios recibidos eran coherentes con conceptos tan importantes para la legitimación de la jerarquía social del Antiguo 
Régimen como la obediencia y la obligación, que ligaban entre sí a todos los miembros 
de la comunidad política17. Estos conceptos no solo significaban la sumisión de quienes 
estaban en los escalones sociales inferiores a quienes ocupaban los superiores, sino que, 
explícitamente, implicaban una obligación de reciprocidad18.   

La ambigua coexistencia, aun en el plano del discurso, de remuneración de servicios y 
donación graciosa queda ilustrada en las definiciones que Covarrubias daba a la palabra 
merced en su célebre Tesoro de la lengua castellana (1611). Según él, merced, “en su genuina 
significación vale galardon de lo que vno se le deue por su trabajo”, y, a la vez, considera a 
las mercedes “las gracias y las dadivas que los Principes hazen a sus vasallos, y las que los 
señores hazen a sus criados y a otras personas. Finalmente qualquiera cosa que se 
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16 J. Solórzano y Pereira, Política Indiana, Madrid, [1648] 1736, v. I, p. 287 (Lib. III, c. 11, n. 32).

17 “Obedience […] was a founding principle in the political culture of the age. More precisely, a chain of obedience 
bound all members of the commonwealth from top to bottom, while ackowledging a diversity of particular status 
group”, X. Gil Pujol, “The Good Law of Vassal: Fidelity, Obedience and Obligation in Habsburg Spain”, 
en J. Arrieta y J.H. Elliott (eds.), Forms of Union: the British and Spanish Monarchies in the Seventeenth and 
Eighteenth Centuries, número monográfico de la Revista Internacional de Estudios Vascos-RIEV, Cuadernos, 5
(2009), pp. 83-106, p. 88.

18 Ibídem, p. 89.

da graciosa, se recibe por merced”19. En aquel peligroso piélago de matices que iban de la 
Escila de la esperada donación graciosa al Caribdis de la debida remuneración, si el soberano resultaba ser menos generoso que las plantas y las fieras, citando por última vez el soneto lopesco, podía provocar la desafección del vasallo. De nuevo es pertinente recurrir a otra 
comedia genealógica para encontrar un ejemplo idealizado de tan cruda realidad. En este 
caso se trata de Más pesa el rey que la sangre y el blasón de los Guzmán (posterior a 1620) de 
Luis Vélez de Guevara (1579-1644), en la que se cuentan las legendarias proezas de Guzmán 
el Bueno en tiempos de Sancho IV el Bravo (1284-1295). El comienzo de la obra nos sitúa 
al poco de la rendición de las ciudades andaluzas a Sancho IV tras reconocerle como rey de 
Castilla muchos nobles que hasta entonces habían apoyado la causa de los infantes de la 
Cerda. Entre ellos, se halla Guzmán el Bueno, a quien el rey trata con frialdad y se niega a 
hacer mercedes, a diferencia de cómo había actuado con otros señores en las mismas circunstancias. Furioso y agraviado, el noble rompe con su rey en los siguientes términos:

“Pero pues sois tan ingrato
que, en vez de hacerme mercedes,
me hacéis públicos agravios,
yo me desnaturalizo

de vos, pidiéndoos el plazo
que los fueros de Castilla
dan a todos los vasallos
para salir de estos reinos
cuando, por iguales casos,
lo mismo que yo ejecutan,
que no habrá rey tan extraño
de quien no espere mercedes 
de más gloriosos aplausos”20.

Los testimonios de los que nos hemos venido haciendo eco en este apartado remiten a
un universo ideológico y cultural basado en la retórica de la virtud nobiliaria21, la liberalidad
antidoral y la voluntad de servicio. Semejante aparato conceptual, que no dejaba de ser
ideología legitimadora del poder, respondía a una realidad socioeconómica más prosaica y
prolijamente descrita y analizada por la historiografía que nos remite a un mundo que ha
sido caracterizado, en referencia al Portugal moderno, como “um rei e um reino que viviam


19 S. Cobarruvias Orozco, Tesoro de la lengua castellana o española, Madrid, 1611, pp. 546v547.
20 L. Vélez de Guevara, Más pesa el rey que la sangre. Reinar después de morir, ed. de A. Díez Mediavilla, Madrid, 
2002
, p. 70.

21 No en vano la virtud en buena medida definía a la nobleza y era la base sobre la que reposaba la justificación 

de su existencia y de todos sus privilegios. Véase sobre la virtud nobiliaria y su integración en lo que José 

Guillén Berrendero ha llamado el triángulo del privilegio, J.A. Guillén Berrendero, La idea de nobleza en 

Castilla durante el reinado de Felipe II, Valladolid, 2007, esp. pp. 41-56 y 153-180.  

da mercê”22. Durante el Antiguo Régimen, el servicio al soberano se convirtió en una forma
de obligarle, al margen de que fuera por vía de gracia o por la llamada vía de justicia23, a
remunerar al vasallo que le servía y que acababa haciendo de ello una forma de obtención de
ingresos y de promoción social24. Aquel mecanismo resultaba tan implacable para el soberano que, de no producirse la llamada donación remuneratoria para pagar un servicio, podía
ser reclamada ante los tribunales por el vasallo25. Hasta tal punto estaba el rey en ciertos casos
obligado a la gracia que ésta llegó a ser en ocasiones, más que fruto de su libre voluntad,
resultado de la negociación entre grupos o individuos que se disputaban esa misma gracia26.   

La existencia del sistema basado en el servicio y la merced ha de ponerse en relación 
con el papel hegemónico que seguía disfrutando la aristocracia durante el Antiguo Régimen, afirmación que solo en las últimas décadas, y no de forma tan generalizada como 
cabría suponer, ha devenido una obviedad. Hace ya tiempo que la historiografía dejó 
asentado el hecho de que el progresivo aumento del poder real a partir de finales del 
siglo xv no implicó, en absoluto, merma ni menoscabo alguno del poder político, social 
y económico de la aristocracia27. En este sentido, han quedado obsoletas las grandes narrativas liberal y marxista de los siglos xix y xx que, en la elaboración de sus modelos de 
evolución hacia el estado nación y el parlamentarismo, se habían visto obligadas a encajar 
en ellos a la aristocracia devenida en una rémora del pasado medieval prácticamente desde 
finales del siglo xv28. En consonancia con estos grandes y, en buena medida, fecundos 
paradigmas de los que somos herederos directos, surgió la noción de domesticación de 
la nobleza durante la Edad Moderna, coincidiendo con la formación de los llamados 
estados autoritarios y absolutos. Semejante idea ha gozado de gran popularidad a partir 
de la publicación, en 1969, de la célebre obra que Norbert Elías dedicó a la sociedad 
cortesana francesa29. Obligada a convertirse en nobleza de corte, sometida a los rigores 
impuestos por los rituales y etiquetas cortesanos, la aristocracia habría sido civilizada y 
alejada de su tradicional recurso a la violencia. Sin embargo, lo que hasta hace poco no 


22 
F. Olival, As ordens militares e o estado moderno. Honra, mercê e venalidade em Portugal (1641- 1789), Lisboa, 
2001, p. 15.

23 Las mercedes por vía de gracia procedían de la liberalidad del rey, mientras las segundas eran las que pagaban 
un servicio cuya no remuneración podría incluso ser reclamada judicialmente. Ibídem, p. 22. Pero de 
hecho ambas formas de recompensa formaban parte de la llamada justicia distributiva; el poder de hacer 
justicia dando a cada uno lo que merecía a través de la gracia era una de las prerrogativas que se reconocía 
tradicionalmente al poder real. Era por esta vía de gracia que el rey concedía títulos, oficios, beneficios, etc. 
A.M. Hespanha, As vésperas do Leviathan. Instituçoes e poder político. Portugal-séc. XVII, Coimbra, 1994, pp. 
281-282.    

24 F. Olival, As ordens militares e o estado moderno, pp. 18-22.

25 J. Solórzano y Pereira, Política Indiana, lib. III, cap. 11, nn. 27, 28 y 31, p. 286. Sin embargo, “los Principes 
dignos de serlo, no han de esperar à esso [el que se les reclamen sus mercedes ante un tribunal]”. Ibídem, 
n.º 31, p. 286.  

26 L. Salas Almela, “Patronato regio y rentas. La negociación de la gracia”, Hispania sacra, 52, n.º 106 (2000), 
pp. 423-456.

27 A.M. Hespanha, As vésperas do Leviathan, pp. 380-385.

28 Así, por ejemplo, Lawrence Stone, en su célebre y fecunda obra sobre la aristocracia inglesa había señalado 
que su crisis se relacionaba con el desarrollo del estado moderno, L. Stone, The crisis of the Aristocracy, 1558- 
1641, Oxford, 1965.

29 N. Elías, La sociedad cortesana, Madrid, [1969] 1993.

se había subrayado de la teoría de Elías era la dependencia que el propio soberano había 
desarrollado respecto a sus nobles “domesticados” y a sus servidores, víctima él también 
de la etiqueta cortesana30. Precisamente lo que la historiografía ha venido subrayando en 
las últimas décadas es el papel que tuvo la corte como lugar no solo de afianzamiento del 
poder monárquico, sino también de mantenimiento del poder nobiliario. En este sentido 
cabe recordar que, por ejemplo, la introducción de la etiqueta borgoñona en 1548 en la 
corte de los Austrias españoles benefició sobre todo a los Grandes, los únicos que iban 
a poder optar a la obtención de los pocos cargos palatinos que permitían franquear las 
barreras que cercaban al rey31. En la práctica, esto se tradujo, como ha sido señalado para 
el caso de los Grandes portugueses, en que la aristocracia se convirtió en el siglo xvii en 
la principal beneficiaria de los títulos, rentas y oficios prestigiosos y lucrativos otorgados 
por el rey32; un objetivo similar explicaría que hacia finales de siglo la mayoría de Grandes 
de España hubiera fijado su residencia principal en Madrid. Sin embargo, como revelan 
trabajos recientes, la presencia o ausencia física del noble en la corte no puede seguir siendo considerada como un indicador de su capacidad para beneficiarse él o agraciar a sus 
clientes, por usar la nomenclatura clásica, de la gracia real. La representación en la corte a 
través de agencias o de agentes y su éxito tanto en la recolección de los frutos de la gracia 
real como, incluso, en la formulación de polos alternativos de patronazgo, sin necesidad 
de estar en contacto físico con el soberano, eran también elocuentes señales de poder33.   

Gracias al lugar estratégico que la nobleza pasó a ocupar, de una u otra forma, como 
principal y más inmediata perceptora de rentas, títulos y oficios en forma de mercedes por 
sus servicios prestados, se desarrollaron sistemas clientelares jerarquizados que articularon 
en buena medida las estructuras de poder social modernas. Estos sistemas pasan por su 
vinculación al paradigma de las redes de poder y patronazgo que, uniendo a diferentes 
agentes conseguidores cortesanos con las diferentes élites locales y aumentando la capacidad de los señores de premiar a sus clientes, engrandecían sus Casas y su poder34. De la 
misma manera que los nobles esperaban ser retribuidos por sus servicios al rey, los criados 


30 
Ibídem, pp. 159-196. Cabe señalar, sin embargo, que en el ámbito ideológico y simbólico sí que puede 
argumentarse la consagración definitiva de la supremacía de la corona sobre la nobleza, A.M. Hespanha, As
vésperas do Leviathan, p. 384. 

31 
F. Bouza Álvarez, “La majestad de Felipe II. Construcción del mito real”, en J. Martínez Millán (ed.), La corte 
de Felipe II, Madrid, 1994, pp. 37-72, p. 52.

32 N.G. Monteiro, O crepúsculo dos Grandes. A casa e o património da aristocracia em Portugal (1750-1832), 
Lisboa, 1998, p. 45.

33 L. Salas Almela, “La agencia en Madrid del viii duque de Medina Sidonia, 1615-1636”, Hispania, LXVI, 224
(septiembre-octubre 2006), pp. 909-958. 

34  De entre la abundante historiografía sobre el particular cabe destacar S. Kettering, Patrons, brokers, and clients 
in seventeenth century France, Nueva York, 1986; ídem, Patronage in Sixteenth and Seventeenth-Century France, 
Aldershot y Burlington, 2002. Para una crítica a esta autora véase K.B. Neuschel, Word of honor: interpreting 
noble culture in Sixteenth-century France, Ithaca, 1989. Para el caso español, y en relación a las redes sociales, 
tema en el que deben inscribirse las dinámicas de patronazgo y clientela, J.M. Imízcoz Beunza, “Comunidad, red social y élites. Un análisis de la vertebración social en el Antiguo Régimen. (Estado de la cuestión y 
perspectivas)”, en ídem (dir.), Élites, poder y red social. Las élites del País Vasco y Navarra en la Edad Moderna, 
Bilbao, 1996, pp. 13-50. Para la literatura sobre análisis social de redes, M. Soares da Cunha, A Casa de Bragança, 1560-1640. Práticas senhoriais e redes clientelares, Lisboa, 2000, pp. 396-399. 

y familiares de las Casas aristocráticas contaban con las recompensas de los señores a los 
que servían35.  
Los paradigmas ideológicos e historiográficos del servicio, la gracia y la merced que, a 
grandes rasgos, hemos trazado en estas páginas, han sido estudiados y aplicados generalmente dentro de un ámbito de análisis que englobaba a un rey, a un reino y a sus naturales. 
Los mecanismos de la gracia y el servicio han sido analizados dentro del marco jurídico de 
un reino sin tener en cuenta las variables y conflictos a que podía dar lugar el hecho de que, 
en relación a la monarquía española, el Rey Católico fuera señor de lo que la historiografía 
ha venido en llamar un composite state (1975)36, un multiple kingdom (1990)37, una composite 
monarchy (1992)38, e, incluso, un dynastic agglomerate (2005)39 y que hacía referencia a reinos 
y señoríos unidos con distinto grado, aunque normalmente escaso o nulo, de integración 
bajo un mismo soberano sin perder su identidad jurídica40. En la Monarquía Católica, en 
efecto, se mantuvo el principio de que hubiera un rey en cada reino tomando como base 
la ficción jurídica de que el rey no era un soberano común sino rey de Castilla, Aragón, 
etc.; en consecuencia, era señor de vasallos de distintas naturalezas, característica que en 
momentos de tensión y conflicto iba a revelarse de la mayor importancia. El requisito de 
naturaleza (o nacionalidad, si se quiere, con todas las precauciones debidas) en la práctica 
coartaría la capacidad del rey de encargar servicios a sus súbditos y de premiarles cuando 
entraran en conflicto con los privilegios de los reinos. Ejemplo paradigmático de lo potencialmente conflictiva que era esta circunstancia y las tensiones a las que podía dar lugar son 
las protestas y pleitos que suscitó la gracia de Felipe III al derramarse sobre Diego de Silva 
en forma de títulos, rentas y oficios en el reino de Portugal. 

III. La gracia contestada 
En enero de 
1613, siendo el controvertido y contestado presidente del Consejo de Portugal, Diego de Silva y Mendoza, conde de Salinas, elevó al duque de Lerma un informe 
dando su parecer sobre la estructura institucional del reino de Portugal y aconsejando 
sobre cómo proceder en determinados asuntos concernientes a aquel reino. En ese texto, 
el conde afirmaba que los portugueses “sienten más las mercedes ajenas que los agravios 
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A. Carrasco Martínez, El poder de la sangre. Los duques del Infantado, 1601-1841, Madrid, 2010, p. 371.  

36 H.G. Koenigsberger, “Dominium regale or Dominium politicum et regale”, en H.G. Koenigsberger, 
Politicians and Virtuosi: Essays on Early Modern History, Londres y Ronceverte, 1986, pp. 1-26, p. 12.

37 C. Russell, The Causes of the English Civil War, Oxford, 1990, p. 27.

38 J.H. Elliott, “A Europe of Composite Monarchies”, Past and Present, 137 (noviembre 1992), pp. 48-71; P.
Fernández Albadalejo, “El problema de la “composite monarchy” en España”, en I. Burdiel y J. Casey (eds.), 
Identities: Nations, Provinces, and Regions, 1550-1900, Norwich, 1999, pp. 185-201.

39 J.S. Morrill, Uneasy lies the head that wears a crown: dynastic crises in Tudor and Stewart Britain, 1504-1746, 
Reading, 2005, pp. 10-11.

40 X. Gil Pujol, “Visión europea de la monarquía española como monarquía compuesta, siglos xvi y xvii”, en 
C. Russell y J. Andrés Gallego (dirs.), Las Monarquías el Antiguo Régimen, ¿monarquías compuestas?, Madrid, 
1996, pp. 65-95. 

propios”41, fenómeno que, según don Diego, se explicaba por su natural envidioso. Las 
palabras de don Diego se escribían tras sufrir muchos años las protestas y contestaciones 
portuguesas a las mercedes con que el rey le había recompensado en cada uno de los hitos 
de su cursus honorum. Esa circunstancia le había llevado a litigar y a verse involucrado en 
debates en torno a la naturaleza del Rey Católico y a su libertad para conceder mercedes 
en sus distintos reinos, si bien en la ocasión en que ahora nos fijamos, el memorial de 1613, 
renunciaba don Diego a sus argumentos jurídicos y políticos (de los que pasaremos a 
ocuparnos en breve), para recurrir al tópico de la envidia. Era ésta un pecado capital que 
solía servir para explicar la falta de recompensa a los méritos propios que siempre se juzgaban incontestables, el fracaso de los patrones, o la incapacidad o falta de deseo del soberano para agraciar a un vasallo. Como Guzmán el Bueno le explicaba a su hijo −en la 
obra de Vélez de Guevara mencionada más arriba−, cuando fue interrogado por él acerca 
de la falta de liberalidad de Sancho IV para con su familia,

“[…] se usan siempre traidores 
en la corte y en palacio
que de desacreditar 
viven méritos honrados;
y no es mucho que conmigo 
hayan también encontrado,
que he podido dar envidia
a más de algún cortesano
que es cobarde y lisonjero 
de mi fe, que no he faltado
a quien soy; lo demas corra,
pues que le toma a su cargo,
por cuenta de la fortuna;
no es culpa ser desdichado”42. 

Sin duda, si por un momento y retóricamente aceptamos aquella tan trillada y paranoica explicación, la carrera política de Diego de Silva y Mendoza, conde de Salinas y después marqués de Alemquer en Portugal, estuvo desde sus comienzos marcada por aquella 
presunta y mezquina envida portuguesa que denunciaba. O, si queremos expresarlo desde 
el punto de vista de los portugueses, estuvo marcada por la “ilegalidad”, por el agravio a 
los privilegios del reino de Portugal, acusaciones a las que don Diego respondió, más allá 
de las quejas contra la envidia de sus enemigos, con interesantes argumentos jurídicos y 
políticos.  

41 
E. Buceta (ed.), Dictamen del conde de Salinas en que se examinan las prerrogativas de la Corona y las Cortes 
de Portugal, Madrid, 1933, p. 7.

42 L. Vélez de Guevara, Más pesa el rey que la sangre, pp. 67-68.

Diego de Silva y Mendoza43, conde de Salinas y más tarde marqués de Alemquer, fue el 
hijo segundogénito de Ruy Gómez de Silva (1516-1573), el célebre secretario de Felipe II, y 
de doña Ana de Mendoza y de la Cerda (1540-1592), príncipes de Éboli y primeros duques 
de Pastrana. A la muerte del príncipe Ruy Gómez, en el verano de 1573, todos sus estados, 
bienes, haciendas y títulos, vinculados desde el año anterior cuando se constituyó el mayorazgo de Pastrana44, pasaron a su hermano mayor, don Rodrigo, ya segundo duque de 
Pastrana. La historia de don Diego fue desde el comienzo la de un brillante segundogénito 
de un linaje de la Grandeza abocado a buscar su fortuna por tres sendas fundamentales: la 
del matrimonio ventajoso, la del pleito contra sus familiares más cercanos para tratar de 
hacerse con partes del patrimonio de sus mayores que las implacables leyes de mayorazgo 
parecían vetarle, y la del medro político-cortesano (o sea, el servicio al rey). Don Diego 
explotó las tres vías con éxito desigual. Antes de pasar a examinar con detalle la vía que 
nos interesa, la tercera, haremos mención a las dos primeras. 

En relación a las estrategias matrimoniales45, cabe apuntar que tres fueron los matrimonios de don Diego. El primero fue concertado cuando contaba con 12 años de edad 
con  Luisa de Cárdenas, nieta del duque de Maqueda, que acabó en desastre, con la novia 
refugiada en el convento de las jerónimas madrileñas hasta que la unión fue anulada 
lustros después en 1590. Más tarde logró ser dos veces consecutivas conde consorte de Salinas y, a la postre, viudo. En 1591 se casó con Ana Sarmiento de Villandrado, condesa de 
Salinas. A su muerte, en 1595, heredó el título su hermana, Marina Sarmiento, con la que 
don Diego contrajo matrimonio y con la que tendría a su único hijo, Rodrigo de Silva, 
quien, con los años y por vía de matrimonio, acabaría siendo duque de Híjar y grande de 
España consorte.

Por lo que respecta a los pleitos, basta señalar que, en 
1594, dos años después de la 
muerte de su madre, la princesa de Éboli, el conde de Salinas y su hermano el duque de 
Pastrana estaban ya enfrentados por un total de nueve pleitos que afectaban a sus estados y 
títulos en Portugal, Castilla y Nápoles46. La Casa de Pastrana contaba con un patrimonio 
diseminado en varios reinos de la Monarquía. Ruy Gómez había aportado los estados que 
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Es un personaje relativamente bien conocido, tanto en su condición de poeta como de político. En la 
primera vertiente, destaca la biografía que de él escribió L. Rosales, La obra poética del conde de Salinas. Obras 
Completas (Volumen 5), Madrid, 1998. Cabe mencionar también la biografía política, que incide en su paso 
por el Consejo de Portugal y su virreinato portugués, de C. Gaillard, Le Portugal sous Philippe III d’Espagne: 
L’action de Diego de Silva y Mendoza, Perpiñán,  1982. Sobre don Diego de Silva son fundamentales los 
trabajos de T. Dadson, “Nuevos datos para la biografía de Don Diego de Silva y Mendoza, conde de Salinas”, 
Criticón, 31 (1985), pp. 59-84; ídem, “Más datos para la biografía de Don Diego de Silva y Mendoza, conde 
de Salinas”, Criticón, n. 34 (1986), pp. 5-25; ídem, “The Duke of Lerma and the Count of Salinas: Politics 
and Friendship in Early Seventeenth-Century Spain”, European History Quarterly, 25, n.º 1 (enero 1995), 
pp. 5-38. Véase también el reciente T. Dadson, Diego de Silva y Mendoza. Poeta y político en la corte de Felipe 
III, Granada, 2011.
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Archivo Histórico Nacional (AHN), Sección Nobleza (SN), Osuna, c. 1759, d. 8 (1). 

45 En lo referente a los matrimonios de don Diego de Silva seguimos a L. Salazar y Castro, Historia genealógica 
de la Casa de Silva, Madrid, 1685, vol. II, pp. 689 y ss.

46 Sobre los pleitos familiares de la Casa de Pastrana, A. Terrasa Lozano, “Legal enemies, beloved brothers: high 
nobility, family conflict and the aristocrats’ two bodies in early modern Castile”, European Review of History,
17, n.º 5 (2010), pp. 719-734.

heradara en la Chamusca y Ulme de sus antepasados, junto con los de Pastrana que había 
adquirido durante los años de su carrera política. Por su parte, su esposa, la princesa de 
Éboli, contribuyó al patrimonio familiar con los estados italianos de los Mendoza que 
igualmente vino a heredar47. Los pleitos patrimoniales portugueses del conde de Salinas 
con el II y III duques de Pastrana (su hermano y su sobrino, respectivamente) le pusieron por primera vez en contacto con la importancia de ser reconocido como portugués 
para ganarlos. Como ha señalado Tamar Herzog, eran precisamente los ricos y poderosos 
quienes en la Edad Moderna solían tener más dificultades a la hora de conseguir naturalizaciones o ver reconocidas sus naturalezas48, precisamente porque eran medios con los que 
después obtener beneficios privativos. El conde de Salinas muy pronto fue consciente de 
este hecho al ver como se le negaba la naturaleza portuguesa que habían gozado su padre 
y todos sus ancestros por vía paterna49, pudiendo experimentar, además, los problemas a 
los que podía quedar expuesto un noble con intereses patrimoniales y dinásticos en distintos reinos50 a causa de las complejidades derivadas de la coexistencia de varias patrias y 
naciones en el seno de la monarquía51.    

El
 cursus honorum de Diego de Silva comenzó en 1580, cuando fue nombrado capián 
general de la frontera de Zamora; ocho años después pasó a servir al rey en calidad de 
capitán general de las costas de Andalucía. Pero el verdadero medro político no comenzó 
hasta el nuevo siglo y al amparo de la privanza del duque de Lerma. En agosto de 1605, 
don Diego entró en el Consejo de Portugal y fue nombrado veedor da Fazenda52, lo que 
provocó las primeras e indignadas protestas de los portugueses, quienes −al contrario de 
lo que sostendría siempre Felipe III−, veían a don Diego como un extranjero y, por lo 
tanto, incapaz de ser nombrado para cargos del reino si el monarca no quería faltar a lo 
que su padre había jurado respetar al ser coronado rey de Portugal53. De la seriedad con la 
que el reino iba a tomarse aquellas promesas da prueba el hecho de que, en las Ordenações 
Filipinas promulgadas en 1603, se estableciera claramente quién y con qué criterios podría 
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in obtaining a certain right. Far from being the only foreigners acting, or wishing to act, as natives, as other 
scholars have assumed, wealthy people simply tended to encounter opposition where other people did not. T.
Herzog, Defining nations. Immigrants and Citizens in Early Modern Spain and Spanish America, New Haven 
y Londres, 2003, p. 5. 

49 
“[…] the status of certain people could be consensual at one moment and questioned at others”. Ibídem.

50 Situación que no era en absoluto excepcional. Véase en este sentido A. Redondo Álamo y B. Yun Casalilla, 
“«Bem visto tinha…». Entre Lisboa y Capodimonte. La aristocracia castellana en perspectiva <<transnacional>> (ss. xvi- xvii)”, en B. Yun Casalilla (ed.), Las Redes del Imperio. Élites sociales en la articulación de 
la monarquía hispánica, 1492-1714, Madrid, 2009, pp. 39-63.

51 Para tan interesante asunto véanse en general los ensayos recogidos en B.J. García García y A. ÁlvarezOssorio Alvariño (coords.), La Monarquía de las naciones: patria, nación y naturaleza en la Monarquía de 
España, Madrid, 2004.

52 ANTT, Chancellaria de D. Filipe II, liv. 22, f. 100v.

53 Véase una reproducción de los privilegios que Felipe II prometió respetar en M. Faria y Sousa, Epitome de las 
historias portuguesas, Bruselas, 1672, pp. 320 y ss.

ser considerado natural del reino, así como en qué caso perderían dicha naturaleza los que 
la tuvieran54. 
Sin oponerse frontalmente a aquellas leyes y privilegios, Felipe III trató de sustentar la 
licitud del nombramiento de don Diego. El 1 de septiembre de 1605 escribió una carta al 
obispo de Leiria, su virrey en Lisboa, en la que, justificándose sin que lo pareciera demasiado, sostenía que Diego de Silva era la persona adecuada para entrar en el Consejo de 
Portugal por ser “hijo de natural Portugués, no comprehendido en la ley que trata de los 
que no deven ser avidos por naturales por salir del Reyno por su voluntad, por venir Ruy 
Gómez de Silva padre del dicho Conde para este Reyno, por orden y servicio del señor 
Rey don Iuan [III] que sea en gloria”55.  Ciertamente, el príncipe Ruy Gómez de Silva 
había venido a Castilla en el cortejo que acompañó a Isabel de Portugal para su boda con 
Carlos V en 1525. Lo que no deja de resultar interesante es que Felipe III obviara el hecho 
de que, en virtud de las capitulaciones matrimoniales del emperador Carlos e Isabel de 
Portugal, fueron naturalizados castellanos todos los miembros de la Casa de esta última56, 
entre los que se contaba el padre del conde de Salinas. El obispo virrey contestó, como no 
podía ser de otra manera, agradeciendo a Felipe III que hubiera sido tan delicado con los 
privilegios del reino a la hora de nombrar a un nuevo miembro del Consejo de Portugal57. 
Asunto muy distinto era que se sintieran igualmente conformes los representantes del 
reino. 

Pese a las críticas y denuncias, la carrera de don Diego en el Consejo de Portugal fue 
fulgurante, prueba de la confianza de la que gozaba ante Lerma. Desde el principio actuó 
como su presidente interino durante la enfermedad de su titular, Juan de Borja, conde de 
Ficalho. Muerto este, en septiembre de 1606, don Diego se convirtió en su sucesor por 
voluntad real. Semejante relevo en la cúpula del Consejo de Portugal provocó un escándalo y un conflicto de lo más interesantes. El hijo del difunto Juan de Borja y nuevo conde 
de Ficalho, don Carlos, abandonó el Consejo al saber que no sería él mismo el sucesor 
de su padre, afirmando que “él había venido a servir a S.M. con su persona y hacienda, 
pero no con su honra”. Y precisamente la deshonra estaba, según don Carlos, en el hecho de verse preferido en el Consejo por don Diego de Silva, extranjero y conde por un 
título de Castilla −el condado de Salinas−, a diferencia de él mismo, que se consideraba 
portugués y señor de un título portugués −el condado de Ficalho. Además, al ser duque 
de Villahermosa en el reino de Valencia, ocupaba una posición superior a la del conde 


54 
Semejantes disposicions legislativas se tomaron para que “cessem as duvidas, que podem succeder sobre quaes 
pessoas devam ser havidas por naturaes destes Reinos de Portugal e Senhorias delles, para effeito de gozarem dos 
privilegios, graças, mercês e liberdades concedidas aos naturaes delles”. Ordenações Filipinas, libro 2, títulos LV
y LVI sobre todo.  http://iuslusitaniae.fcsh.unl.pt/~ius/verlivro.php?id_parte=85&id_obra=65&pagina=126
27/03/11

55 
AHN, SN, Osuna, leg. 975, n. 5. En las Ordenações Filipinas, lib. 2, tit. LV, 2, efectivamente se establecía que 
los hijos de los que hubieran salido de Portugal en servicio del rey y hubieran nacido en el extranjero serían 
habidos por naturales. 

56 
Así lo establecía la cláusula 12 de las capitulaciones, A. Truyo y Serra, Tratados internacionales de España. 
Período de preponderancia española: Carlos V, Madrid, 1978, v. 1, p. 168.

57 AHN, SN, Osuna, leg. 975, n. 5.

en la jerarquía de rango internobiliario58. Para defenderse durante aquella controversia, 
el conde de Salinas elevó un memorial a Felipe III hacia el año 161259. En él, el asunto se 
lleva muy hábilmente al terreno del desacato al príncipe por haberse cuestionado una de 
sus mercedes y decisiones. El documento comienza asumiendo que:

“Aunque por la misericordia de Dios tan justa y devidamente se han juntado en V.
Magestad tantos, tan poderosos, y estendidos Reynos: el modo que V. M. guarda en conservarlos, es el mismo que tuvieron los Reyes originales dellos, quando estavan desunidas 
las coronas: de manera que aunque todas se juntan en V. M. cada vna está distinta de la 
otra. Y como limites vnicos para distinguirlas, conserva V. M. entre ellas sus competencias, 
defendiendo con esto que mezclandose, no se confundan, porque juntas, serían un Reyno 
grande, y el juntarse distintamente en V. M. les da el digno renombre de monarquía”60.

Dicho esto, Diego basa, en primer lugar, su preeminencia en el Consejo de Portugal, 
no en materias de conflicto jurisdiccional, sino en el poder del rey, el designio real para 
agraciarlo con aquella merced; don Diego, según sostiene, sirve al rey como miembro 
preeminente del Consejo de Portugal no por su título de Castilla sino por voluntad real61. 
De ahí que el pleito movido por el conde de Ficalho contra el conde de Salinas pueda ser 
presentado, no como un ataque contra este último, sino contra el mismo rey por cuya 
voluntad, gracia y merced Salinas sirve en el Consejo de Portugal:

“El pleyto no es con el conde de Salinas, sino con V. Magestad, porque la precedencia no la tiene, ni la defiende él como suya, sino como cosa que el darla es de V. M: y que 
si está en el conde de Salinas es porque V.M. se la quiso y pudo dar.
Y assi no representa su persona, ni su titulo, sino lo que V. M. quiso que representasse, precediendo y ordenando en nombre de V. M. en el Consejo de Portugal, como lo ha 
hecho por espacio de mas de siete años: […] y con esta calidad es la parte que representa la 
persona de V. M. no se litiga contra el, sino contra V.M.”62.

Tras lo cual recuerda al rey que “tienen las leyes por cosa sacrílega disputar el poder del 
príncipe”, de lo que se infiere la conclusión más favorable y conveniente para la causa del 
58 
Aunque el razonamiento pudiera parecer contradictorio, teniendo en cuenta que don Carlos hacía basar la 
fuerza de su derecho en la naturaleza portuguesa de su título de conde, no lo era habida cuenta del método 
de razonar en los pleitos de la época basado en la acumulación de argumentos. Véase sobre tan interesante 
retórica T. Viehweg, Topica e giurisprudenza, Milán [1953], 1962. 

59 
Lo más probable es que hubiera sido elaborado para ser elevado a la comisión real creada por decreto del 2
de octubre de 1611 para tomar una decisión en el conflicto, T. Dadson, “Más datos para la biografía de Don 
Diego de Silva y Mendoza”, p. 8.

60 
AHN, SN, Osuna, cartas, leg. 484- 8 (5). Tanto para el conflicto entre el duque de Villahermosa y el conde 
de Salinas como para una transcripción completa del documento citado véase T. Dadson, “Más datos para la 
biografía de Don Diego de Silva y Mendoza”, pp. 10-18.

61 Ibídem, p. 15. 

62 Ibídem, p. 16.
conde de Salinas: que sentenciar contra él “sería dar sentencia contra Castilla, condenar 
al absoluto poder de V. Majestad, y tratar del derecho del Reyno de Portugal sin poder 
suyo”63. Más allá del éxito de estos argumentos (que lo tuvieron porque el conde de Salinas se mantuvo en su cargo y Carlos de Borja no vio satisfechas sus aspiraciones), lo que 
interesa subrayar es la estrecha relación establecida entre el poder absoluto del monarca y 
su capacidad para encomendar oficios y dar mercedes al margen de la estructura de la Monarquía. Cada vez que se protestara por este motivo, de hecho se estaba poniendo en tela 
de juicio la potestad del soberano sobre las leyes de sus reinos. Si a Carlos de Borja le pudo 
acallar la acusación de desacato y de sacrilegio, no ocurriría lo mismo con los representantes del reino de Portugal, especialmente en la escalada de tensión y de desencuentro entre 
aquel reino y su soberano en el periodo que había comenzado con la firma de la Tregua de 
los Doce Años, percibida como tan dañina para los intereses portugueses y que tantas protestas generó64 en una época marcada por la violenta oposición de facciones políticas y de 
grupos de influencia que competían por los canales de recepción de las mercedes reales65.

Fue precisamente en aquel enrarecido ambiente en el que Felipe III, pensando ya en 
nombrar al conde de Salinas virrey y capitán general de Portugal, le concedió el título portugués de marqués de Alemquer, haciéndole, de paso, grande de España en Portugal. Con 
ello pretendía apuntalar, en la medida de lo posible, la naturaleza portuguesa de don Diego para evitar contestaciones a su nombramiento. No fue así y durante el tenso virreinato 
de don Diego (1616-1621) fueron constantes las acusaciones de incapacidad para ostentar 
el virreinato, sobre todo tomando como base los acuerdos de Tomar, que reservaban esa 
magistratura a portugueses o a miembros de la familia real66. No hubo en ellas novedades 
en cuanto a los argumentos en relación a la falta de naturaleza portuguesa por parte de los 
representantes del reino y los aportados en contra por don Diego de Silva.  

Para encontrar nuevos argumentos y teorizaciones tenemos que esperar hasta los pleitos y disputas que se originaron tras el fin de la gobernación de don Diego y su caída en 
desgracia con la muerte de Felipe III y el advenimiento del régimen olivarista, cuando comenzó para él “la nuit froide de l’oubli”67. En febrero de 1623, el procurador de la Corona 
de Portugal interpuso una demanda contra el conde de Salinas para que se devolviera a 
aquel reino el marquesado de Alemquer y las rentas de Guimarães que le había concedido 
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Ibídem, pp. 16-17.

64 J.I. Israel, La República holandesa y el mundo hispánico, 1606-1661, Madrid, 1997, pp. 28 y 75. 

65 Muchos son los autores que han tratado de una u otra forma los feroces conflictos de jurisdicción entre 
las distintas instancias de poder que competían y coexistían en el Portugal de los Felipes. Cabe destacar A. 
Oliveira, Poder e oposição política em Portugal no período filipino (1580-1640), Lisboa, 1991; ídem, “Oposição 
politica em Portugal nas vésperas da Restauração”, Cuadernos de Historia Moderna, 11 (1991), pp. 77-98; F.
Bouza Álvarez, Portugal en la Monarquía Hispánica (1580-1640). Felipe II, las cortes de Tomar y la génesis del 
Portugal Católico, 2 vols. Tesis doctoral inédita, UCM, Madrid, 1987; ídem, Portugal no tempo dos Filipes. 
Política, Cultura, Representaçoes (1580-1668), Lisboa, 2000; R. Valladares, La rebelión de Portugal, 1640-1680. 
Guerra, conflicto y poderes en la monarquía hispánica, Valladolid, 1998; J.F. Schaub, Le Portugal au temps du 
comte-duc d’Olivares (1621-1640). Le conflit de jurisdictions comme exercice de la politique, Madrid, 2001. 

66 M. Faria y Sousa, Epitome, p. 320. 

67 C. Gaillard, Le Portugal sous Philippe III d’Espagne, p. 632.

Felipe III. La demanda del procurador de la Corona de Portugal giraba en torno a dos argumentos fundamentales. El primero insistía en la falta de naturaleza portuguesa del conde de Salinas, requisito considerado imprescindible. El segundo consideraba excesivo el 
perjuicio que se había ocasionado al reino al conceder unos bienes al conde de Salinas −las 
rentas de Guimarães−, que habían pertenecido tradicionalmente a las reinas de Portugal. 

De nuevo la reacción del conde de Salinas sería la de considerar sacrílega la oposición 
del reino a una merced concedida por el rey, o lo que él consideraba lo mismo: la oposición a la voluntad del príncipe. En una alegación hecha en favor de los intereses del conde 
de Salinas, leemos que las dudas y alegaciones planteadas contra él y la legitimidad de la 
concesión del marquesado de Alemquer “no tiene necessidades de recomendaciones, pues 
ellas mismas declaran la gravedad y ponderación de la materia y quan atrevidas sean y mal 
sonantes, y el grande prejuizio y perniciosa consequencia que puede causar saliendo con 
el intento quien las propone”, pues si poner en duda la potestad del príncipe es sacrilegio 
“el negarla totalmente es desacato conocido y delito gravísimo y causa de mal exemplo y 
muy de considerar en la materia”68.

A partir de este punto se entabló un interesante debate en torno a la potestad real. 
Una de las principales objeciones fue la introducida por el procurador de la Corona de 
Portugal a la autoridad del rey para conceder y confirmar donaciones de bienes y títulos portugueses, junto a su capacidad de juzgar conflictos sobre las mismas donde se le 
antojara. En función tanto de los acuerdos de Tomar69 como del juramento que hizo el 
entonces heredero, y a la sazón rey Felipe IV, a las Cortes reunidas en Lisboa en 1619, 
el rey de Portugal no podía juzgar en Castilla las causas portuguesas, pues la unión de 
ambas coronas se había hecho sobre la base de su mantenimiento como reinos distintos 
“y de diversos fueros, privilegios y constituciones como si cada cual estuviera en distinto 
Rey”70. Sin embargo, según lo quisieron ver el conde de Salinas y sus abogados, aquella 
alegación de hecho planteaba el peligroso debate de si el rey perdía algún ápice, si tal cosa 
era posible, de su soberanía en tanto que monarca portugués, al estar en otros territorios. 
Su respuesta no pudo resultar más contundente. En ella se sostiene que la potencialmente 
sediciosa duda del procurador portugués no tiene ningún sentido, pues cuando el rey sale 
de los límites físicos del reino de Portugal, de sus fronteras, no lo hace de los “límites de 
la dignidad Real, porque siempre le acompaña inseparablemente, y así podrá exercitar sus 
efectos dentro de Castilla, determinando aquí decisivamente los negocios de Portugal”71. 
Además, se añade que el rey no posee ambos reinos por derechos separados; los reinos son 
distintos, se admite, pero la potestad real sobre ellos es única, pues admitir su separación 
implicaría aceptar que, en el momento en que el rey saliera de las fronteras físicas de Portugal, dejaría de ser su rey o, al menos, el reino dejaría de estar bajo su jurisdicción, cosa a 
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AHN, SN, Osuna, leg. 975 (5).

69 “Que todas las causas de qualquier calidad que sean se determinaràn y executaràn en este Reino”, M. Faria 
y Sousa, Epitome, p. 322.

70 AHN, SN, Osuna, leg. 975 (5).

todas luces falsa y abominable72. Partiendo de esta premisa se contesta al procurador en lo 
tocante a sus dudas acerca de si la corte de Portugal se encuentra solo donde está el rey. La 
respuesta es rotundamente afirmativa, pues dondequiera que se halle el rey, “en qualquier 
parte de España, es la corte de Portugal”73. Luego, si donde está el rey de Portugal está 
la corte de Portugal, desde cualquier lugar puede conceder mercedes y juzgar y decidir 
asuntos concernientes o que afecten al reino de Portugal. 

Todos los discursos en torno a la capacidad del Rey Católico para derramar su gracia 
desde cualquiera de sus dominios concediendo mercedes vinculadas al reino de Portugal, 
que hemos venido apuntando, culminarían un año después de la elaboración del recién 
mencionado memorial presentado con motivo del pleito por el marquesado de Alemquer. 
La apoteosis y síntesis de todas las batallas legales del conde de Salinas por defender la 
posibilidad de servir al rey en Portugal −y ser allí agraciado con mercedes reales−, será 
la elaboración de lo que podríamos llamar la teoría del Rey Universal. Lo que en cierta 
manera el reino de Portugal había estado negando durante décadas al conde de Salinas era 
que su rey fuera el rey de Portugal. Al negarle su naturaleza portuguesa, al sostener que era 
castellano, solo podía servir al rey de Castilla, quien tan solo podía remunerarlo en Castilla, sin beneficiarse de la circunstancia de que el Rey Católico fuera además, entre otras 
muchas cosas, rey de Portugal. Al margen de que el conde de Salinas intentara demostrar 
que era portugués, uno de sus empeños principales fue, por la cuenta que le traía, tratar 
de apuntar que el Rey Católico era algo más que una, por decirlo así, federación de soberanías reales, de cuerpos políticos −recuperando la útil nomenclatura kantorowicziana−, 
en un solo cuerpo natural. Para ello resultaría muy útil la idea del Rey Universal.

A este rey menciona el conde de Salinas en un documento elaborado para disculparse 
por el escándalo que había provocado, en marzo de 1624, su hijo don Rodrigo, duque de 
Híjar, en las bodas del marqués de Caracena y que Felipe IV había considerado un 
“eçeso”74. Paradójicamente la idea maduró, no en el contexto de un pleito para defender 
su condición portuguesa, sino para hacer valer su Grandeza en tanto que marqués 
portugués frente a los castellanos en la corte de Madrid. Durante aquellas celebraciones, 
el duque de Híjar, previendo que se iba a agraviar a su padre, en lo que mucho tendría que 
ver su reciente caída en desgracia, se había mezclado con el resto de Grandes y obstaculizado 
físicamente sus movimientos con la intención de que ninguno de ellos intentara preceder 
de alguna manera a su padre en menoscabo de su Grandeza en tanto que marqués 
portugués. Al defender la acción de su hijo, el conde de Salinas se sintió en la necesidad 
de argumentar también sobre la igualdad de todos los Grandes con independencia del 
reino en el que estuviera enraizado su título. Según Diego de Silva, tanto antes como 
después de la unión de las coronas portuguesa y castellana, los marqueses de Portugal 
habían gozado siempre de las prerrogativas propias de la Grandeza de España. Partiendo 
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Ibídem.

73 Ibídem.

74 AHN, SN, Osuna, leg. 9-9. 

de esa base, el conde se preocupó de no presentar su memorial desde la perspectiva de un 
señor agraviado por la falta de reconocimiento de sus derechos y privilegios, sino por 
hacer de su ofensa parte de un ultraje mayor cometido contra el reino de Portugal. Por 
esta razón, el conde advertía al rey del peligro que se corría de agraviar al reino de Portugal 
al negarle, en tanto que marqués de Alemquer, sus privilegios como grande. Del mismo 
modo que había presentando la contestación hecha a las mercedes otorgadas por Felipe III 
por los representantes del reino de Portugal como un desacato al príncipe, planteaba 
ahora los desaires de los Grandes como un insulto al reino, sosteniendo, en ambos casos, 
argumentos coherentes.   

Sostiene Diego de Silva que el hecho de que, en la cabeza de Felipe IV, se hayan asentado tantas coronas hace imprescindible, para mejor poder hacer ostentación de todos los 
señoríos que posee, que en su presencia se hallen representadas todas y “no “conuiene que 
corona tan importante [como es la de Portugal] deje de ser representada”75. Una forma 
de representar al reino ante el Rey Católico es mediante el respeto a los privilegios de sus 
Grandes en su presencia, prerrogativa que no ha de ser exclusiva de Portugal, sino de lo 
que él llama España: “dentro de España esta Portugal y los Grandes de Portugal estan 
[entre] los Grandes de España como los de Aragon, Valencia i Cataluña”76. 

La igualdad de todas las Grandezas de España con independencia de su reino español 
de origen, junto con la necesidad de que, en todo momento, hubiera representación ante 
el Rey Católico de todos sus reinos, tenía dos claras consecuencias. La primera, que en 
calidad de rey de Portugal, tanto si estaba en Lisboa como en Madrid, el Rey Católico 
debía tratar a cada uno de sus Grandes como rey de su corona, de la misma manera que 
“cada uno de los Grandes de qualquier corona en presençia de V.M. puede dezir que esta 
con el rey de su corona”77. En segundo lugar, tal constatación le condujo a mencionar lo 
que llamó el Rey Universal, cuya naturaleza parecía estar íntimamente ligada a la de la 
corte del Rey Católico como corte múltiple. Tal como subraya el conde, no deben tolerarse descortesías ni agravios a ninguna de las Grandezas “ni conviene que aya precedencia 
[entre ellas] porque el modo en que se han vnas coronas con otras en todas las partes y 
actos en que V.M. es representado por Rey Uniuersal, el medio que sea tomado, es, que 
alternativamente y como uan uiniendo se arrimen o se sienten los Grandes”78. Pero ¿qué 
entendía exactamente el conde de Salinas por Rey Universal? 

Una respuesta al interrogante la encontramos en una carta que escribió a varios miembros del Consejo de Portugal tres años antes, fechada en Lisboa el 12 de mayo de 1621, 
cuando, no siendo ya virrey de Portugal, era todavía capitán general de aquel reino. En
esa carta, y tratando de negocios relacionados con el comercio marítimo y los deseos de 
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los portugueses de que los intereses ultramarinos se mantuvieran radicalmente separados 
en ambos reinos, don Diego afirmaba que:
“Su Magestad tiene tres derechos, uno como Rey de Castilla, otro como Rey de 
Portugal, otro como Rey de entrambas coronas; y este terzer derecho obliga a tratar con 
independenzia de los precedentes de todo aquello que conuiene para que las dichas coronas 
se conseruen unidas que es contra todo lo que podian pretender los Reyes de cada una”79.

Las afirmaciones del conde de 
1621, en tanto que capitán general y exvirrey de Portugal, introducían un interesante matiz a lo que decía en 1624 como marqués de Alemquer 
a la vez que clarifican lo que pudiera entender por Rey Universal. Los Reyes Católicos, 
además de monarcas y señores de cada uno de los reinos que componían la Monarquía, tenían la naturaleza añadida de ser soberanos del conjunto que formaban. Este último atributo justificaba, y en cierta manera les obligaba, a actuar como árbitros en los conflictos 
que pudieran desatarse entre sus súbditos de distintos reinos. Adaptando la nomenclatura 
de Kantorowicz, cuya teoría de los dos cuerpos del rey permitía a los juristas distinguir, 
con finura de teólogos, entre el cuerpo natural del soberano −contingente y mortal−, y 
el político −encarnación de la realeza eterna80−, podríamos decir que el Rey Católico era, 
al familiar modo trinitario81, tres personas en una. Estaba por una parte el cuerpo natural 
del soberano; por la otra su cuerpo político −o sus cuerpos, uno por cada reino y señorío 
del que era rey; y por último, tenía un tercer cuerpo, también político, el del Rey Universal, que actuaba como árbitro en caso de conflicto entre los reinos que componían su 
Monarquía. Este poder arbitral explicaría que el rey en ocasiones excepcionales actuara en 
detrimento de uno de sus reinos por el bien superior del conjunto, cosa que en ningún 
caso estaría justificada si se tuviera en cuenta solo su condición de señor del reino perjudicado. Y, al mismo tiempo, esta identidad arbitral del Rey Universal era la garantía del 
mantenimiento de los privilegios de cada uno de sus reinos sin interferencias de los demás 
en la jurídicamente complicada coexistencia dentro de la Monarquía. 

Esta teoría del Rey Universal, presente de forma transversal, durante décadas, en muchos de los conflictos del conde de Salinas, tanto en sus pleitos familiares como en sus 
litigios políticos, era un argumento elaborado para auxiliarle, por una parte, en las interminables disputas que le obligaron a legitimar su derecho a ser recompensado en un 
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80  Es decir, se contemplaba la existencia de un cuerpo natural y otro político. “Este Cuerpo natural está unido 
con su Cuerpo político, el cual contiene su real Estado y Dignidad; […] y no tiene un Cuerpo natural 
distinto y separado del real Oficio y Dignidad, sino un Cuerpo natural y un Cuerpo político indivisibles: 
y estos dos Cuerpos están incorporados en una Persona y constituyen un solo Cuerpo y no diversos”, E.H. 
Kantorowicz, Los dos cuerpos del rey. Un estudio de teología medieval, Madrid, [1957] 1985, p. 20.

81 Sobre la familiaridad del pensamiento político y jurídico del Antiguo Régimen con la multiplicidad jurídica 
y teológica de varias personas en una, B. Clavero, Tantas personas como estados. Por una antropología política de 
la historia europea, Madrid, 1986, p. 36. Para una aplicación del concepto a los cuerpos del noble, A. Terrasa 
Lozano, “Legal enemies, beloved brothers”, pp. 727-729. 

reino del que se le negaba la naturaleza y, por la otra, en sus conflictos con los Grandes 
castellanos. Pero además nacía en un contexto de debate en torno a la redefinición del Rey 
Católico y de su relación con los reinos que componían su Monarquía.

A finales de 
1624, por la misma época en que el conde de Salinas hacía explícita su 
teoría del Rey Universal, el conde duque Olivares entregaba a Felipe IV el conocido como 
Gran Memorial donde invitaba al Rey Planeta a “hacerse rey de España, quiero decir, 
señor, que no se contente V. Majestad con ser rey de Portugal, de Aragón, de Valencia, 
conde de Barcelona, sino que trabaje y piense con consejo maduro y secreto por reducir 
estos reinos de que se compone España al estilo y leyes de Castilla82”. Un año más tarde, 
en diciembre de 1625, en una carta al virrey de Aragón explicándole su proyecto de Unión 
de Armas, Olivares escribía que su intención, desde que entrara al servicio del rey, no había sido otra más que “acertar algún camino por donde pudiese conseguir que los reinos 
de Su Majestad fuesen entre sí cada uno para todos, y todos para cada uno”83. En última 
instancia, nada podría ser mejor para la Monarquía que lograr una “perpetua y firme 
unión de reino a reino”84. Sin embargo, cuando Olivares pensaba en que Felipe IV fuera 
rey de España, no tenía en mente solo la castellanización jurídica de todos los reinos de 
la Monarquía. También pensaba en la superación de las leyes y costumbres que impedían 
que los súbditos de la Monarquía, con independencia de su naturaleza regnícola, pudieran optar a cargos y mercedes en cualquiera de los reinos que la componían. Así lo escribía 
el propio conde duque: 


“¿Qué razón hay para que sean excluidos de ningún honor o privilegio de estos 
reinos, sino que gocen igualmente de los honores, oficios y confianzas que los nacidos 
en medio de Castilla y Andalucía, estos vasallos, no siendo de conquista, título de menos 
confianza y seguridad, y que hayan de estar desposeídos de los privilegios aquellos naturales 
de reinos y provincias en que V.M. ha entrado a reinar con un derecho asentado y llano y 
donde reinaron tantos ascendientes de V.M. continuadamente?
¿Y qué maravilla es que siendo estos mismos vasallos de Castilla admitidos en todos 
los honores donde V.M. asiste, y que gozan de su Real presencia, causen celos, descontentos 
y desconfianza? Las hay grandísimas y justificadísimas en todos esotros reinos y provincias, 
que no solo se ha contentado el gobierno de tantos años con tenerlos sin la presencia de su 
Rey, sino también inhabilitados para las honras y notados por desconfidentes y desiguales 
en todo a los otros vasallos [...]”85.

82 
J.H. Elliott y J.F. de la Peña, Política interior: 1621 a 1627, t. I, Memoriales y cartas del conde duque de Olivares,
Madrid, 1978, p. 96. Serias objeciones a la fecha y autoría de este documento en M. Rivero Rodríguez, “El 
«Gran Memorial» de 1624. Dudas, problemas textuales y contextuales de un documento atribuido al conde 
duque de Olivares”, Librosdelacorte.es, n.º 4, año 4 (invierno-primavera), pp. 48-71.

83 
Citado en J.H. Elliott, El conde duque de Olivares. El político en una época de crisis, Barcelona, [1986] 1990, 
p. 251.

84 Ibídem.

85 Citado en J.H. Elliott, La revuelta de los catalanes, Madrid, pp. 180-181. 

Como resulta evidente el modelo de unión y de monarquía planteado por el conde 
duque de Olivares, que contaba con precedentes que podían remontarse al reinado anterior86, y que sin duda Salinas también habría conocido, no podía resultar más ajeno al que 
defendía don Diego de Silva. Las alegaciones de don Diego habían partido de la base de 
que él era portugués y que, por lo tanto, tenía derecho a títulos y cargos en el reino concedidos por la gracia del Rey Católico en tanto que rey de Portugal. Su discurso se había 
consagrado a defender la capacidad del rey para actuar como soberano portugués estuviera donde estuviera, decidiendo y juzgando sobre materias y asuntos de Portugal, y que se 
reconociera que, en su presencia, los portugueses estaban en la corte de Portugal al igual 
que los castellanos en la de Castilla. De hecho, la idea del Rey Universal, que en ningún 
momento propugnaba la disolución de la independencia de los reinos ni la posibilidad 
de que todos los vasallos del Rey Católico pudieran acceder libremente a cargos y recibir 
mercedes en cualquiera de sus otros reinos, casaba más con las ideas tradicionales de juristas y pensadores. Ya Domingo de Soto (1499-1560) en su De iustitia et iure (1563) había 
sostenido que reinos distintos, aunque estuvieren gobernados por un mismo soberano, 
“no deben gobernarse de manera que las cosas, riquezas, es decir, la administración del 
uno, se traspasen injustamente en utilidad del otro, sino que cada uno, según su propio 
interés se administre”87. Esta sería también la opinión de otros reputados juristas, como 
Francisco Suárez (1548-1617)88, para quienes estaba fuera de toda discusión que los reinos 
debían seguir siendo gobernados cada uno según sus leyes y privilegios, pensando tan solo 
en la consecución del bien propio. Únicamente en este último punto discute el conde de 
Salinas la doctrina tradicional sobre el gobierno de agregados de reinos gobernados por 
un mismo rey. En ciertos casos, como vimos en su interpretación del Rey Universal, podía 
sacrificar el interés de uno de sus reinos por el bien del conjunto de su Monarquía. 

Parece que las contradicciones y los problemas de funcionamiento y de integración 
de la Monarquía provocaron, a partir del reinado de Felipe III, una serie de intentos para 
definir o redefinir la figura del Rey Católico. Si la propuesta más audaz, conocida y, en 
cierto sentido, radical fue la del conde duque de Olivares, la del conde de Salinas resulta 
una propuesta alternativa, con más puntos de unión que de ruptura con la doctrina tradicional de mantener separados los intereses y los beneficios de cada uno de los reinos de 
la Monarquía. 

Tras los desastres de 
1640 parecen acallarse las voces que de una u otra forma claman por 
algún tipo de unión, en el grado que sea, que permitiera ir más allá de la simple sujeción a 
un mismo rey de los reinos que componen la Monarquía. Encontramos algunos ejemplos 
del triunfo de esa noción tradicional de monarquía en algunos epígrafes del libro IV, 


86 
B.J. García García, “Precedentes de la Unión de Reinos: la unión de las Españas en tiempos de Felipe III”, en 
B.J. García García y A. Álvarez-Ossorio Alvariño, La Monarquía de las naciones, pp. 385-422.

87 Lib. I, c. 1, art. 2. D. Soto, Tratado de la justicia y el derecho, Madrid, [1563] 1922, v. I, p. 26. 

88 Quien sostenía que “quando contingit eidem Regi, multa regna subiecta esse: nam lex, quae vni regno est vtilis, 
alteri solet esse nociva; & in eodem regno potest idem contingere inter diversas civitates […]”. Lib. 1. c. 7, n. 4. F.
Suárez, Tractatus de legibus ac Deo legislatore, Lyon, 1619, p. 6. 

capítulo 
19, de la Política indiana (1648) de Juan Solórzano y Pereira (1575-1655), capítulo 
que en buena medida se ha seguido para caracterizar los tipos de uniones de reinos en 
las monarquías compuestas, esto es, las uniones accesorias y las aeque principaliter89. En
relación al asunto de la capacidad o no de los súbditos de la Monarquía para ser agraciados 
en cualquiera de sus reinos con mercedes independientemente de su naturaleza, siguiendo 
la argumentación tradicional en la materia, Solórzano concluye, proporcionándonos 
un epílogo, que “para que los vasallos de uno de estos Reynos se pueda echar mano 
para el gobierno de otro de ellos, es necesario que no se hallen en él personas idóneas, 
y suficientes, trayendo el exemplo del que por no hallar en su tierra buenos lebreles, los 
busca, y compra con mucha diligencia, y grandes expensas en Epiro, ó Lacedemonia”90.  

IV. Conclusiones 
El análisis de los conflictos y discursos elaborados por el conde de Salinas permiten 
plantear una variable de estudio interesante en relación al mundo antidoral de la economía de la merced: la de las disfunciones en la relación que vincula al rey y al vasallo y que 
articula el sistema de servicio y merced −graciosa o retributiva−, provocadas por los conflictos y tesiones derivados de la propia estructura de la Monarquía Católica, una monarquía compuesta, según la nomenclatura más común. Las disputas de don Diego de Silva 
son un ejemplo de la manera en que los desacatos más o menos velados contra las leyes y 
privilegios de los reinos, cometidos o consentidos por el rey al tratar de ejercer su prerrogativa graciosa, acababan siendo encauzados y resueltos −en mayor o menor medida−, en 
el plano de los agravios individuales y judiciales. De ahí que, en los subsiguientes conflictos y pleitos, como los que tuvieron por protagonista al conde de Salinas, tanto los reinos 
como los vasallos agraciados con mercedes contestadas, tuvieran que recurrir a enjundiosos argumentos, en algunos casos políticamente peligrosos, que tocaban materias como la 
naturaleza y definición del Rey Católico y los límites de la jurisdicción de su soberanía 
real. Nacidos en el complejo contexto histórico de las primeras décadas del siglo xvii
−marcado por las cada vez más tensas relaciones luso-castellanas y los proyectos de unión 
de reinos propuestos, contra la doctrina tradicional, por algunos autores en tiempos de 
Felipe III y después por Olivares−, los argumentos presentes en los pleitos y conflictos del 
conde de Salinas parecen reflejar un debate sobre la redefinición de la naturaleza del Rey 


89 
J.H. Elliott, “ A Europe of composite”, pp. 52-53. Resulta revelador que el objetivo de semejantes distinciones 
fuera, en buena medida, seguir considerando a los súbditos no castellanos de la Monarquía, si no mediaban 
naturalizaciones de por medio, extranjeros en Indias. Como leemos en el epígrafe 31, “lo que he visto 
dudar algunas veces es, si los Navarros, y Aragoneses se han de reputar por naturales de Castilla, y Leon, y 
particularmente de nuestras Indias, ó por Estrangeros, para poder tener, ó no tener los oficios, y beneficios 
de ellas. Y parece que los debemos contar en la clase de los Extrangeros, como á los Portugueses, Italianos, 
Flamencos, y otros, cuyas Provincias no están unidas á los dichos Reynos de Castilla y Leon, y las Indias 
accesoriamente, sino con igual Principado, y conservando sus leyes, y fueros con que se governaban antes de 
su union, y agregacion […]. Lib. IV, c. 19, n. 31. J. Solórzano y Pereira, Política Indiana, v. II, p. 168. 

90 Lib. IV, c. 19, n. 37. Ibídem, p. 169.
Católico para dar respuestas a las disfunciones estructurales de la Monarquía. Disfunciones, por supuesto, para la corona, algunos de sus ministros, y aristócratas y comerciantes 
cuyos intereses podían verse obstaculizados por los privilegios privativos de los reinos. 
Para otros, aquellas disfunciones no eran sino el orden jurídico sancionado por la tradición y los juramentos reales. Por consiguiente, los litigios de Diego de Silva, a causa de las 
contestadas mercedes de Felipe III, se convirtieron de hecho en una polémica relativamente pública en la que se discutieron los límites del poder real y la naturaleza del Rey 
Católico −alias Rey de España, alias Rey Universal−, y de la propia Monarquía, partiendo 
de las opiniones fundamentadas sobre la materia y los intereses de un reino, del rey y de 
un noble emparentado con la Grandeza. 


“Fermosa gracia es la quel rey faze por merecimiento 
de servicio”. Proceso y justificación de las mercedes 
otorgadas al valido (1618-1624)1

Bernardo J. García García 

Universidad Complutense de Madrid y Fundación Carlos de Amberes
Los juicios contra Lerma y Uceda por las “excesivas y extraordinarias mercedes” que el 
rey Felipe III les había concedido nos ofrecen un caso de estudio excepcional para analizar 
este nivel superior en el servicio de las élites y el carácter remuneratorio que se atribuía 
a la gigantesca acumulación de oficios, rentas, privilegios y recursos que conllevaba el 
protagonismo del valimiento en su contacto estrecho con el soberano y la familia real, 
la gestión del patronazgo regio y la política cortesana, el gobierno de la monarquía y sus 
enormes compromisos diplomáticos, o su nueva posición de especial preeminencia entre 
la grandeza española.

El encabezamiento que sirve de título a esta contribución está tomado de 
Las Partidas
de Alfonso X el Sabio y, como veremos, aparece mencionado entre las alegaciones publicadas en mayo de 1621 por el abogado del cardenal duque de Lerma para justificar la merced 
extraordinaria que Felipe III le había otorgado en 1601 de las tratas de Sicilia. Eran años 
de “reformación” marcados por la búsqueda de recursos, el desempeño de la hacienda 
real, la proposición de reformas socioeconómicas encaminadas a recuperar la abundancia 
de Castilla y su vitalidad material, pero, sobre todo, de cambio y lucha por ocupar los 
resortes del poder dejado por Lerma, cuyo control se disputaban distintas cabezas. El
discurso político que pretendía desacreditar la privanza del poderoso valido aprovechaba 
la producción de memoriales y relaciones con el objetivo de desmontar la omnipresencia 
de la privanza vivida con el valimiento.

Censura de la privanza y examen judicial de mercedes excesivas
El
 8 de abril de 1621, seis días después del solemne entierro de Felipe III celebrado en el 
monasterio de San Lorenzo el Real de El Escorial, su hijo y heredero había mandado que 
se constituyese en casa del presidente de Castilla una Junta de Reformación, a semejanza 
de aquel “consejo de censura” que había en la antigua República romana. Se encargaría de 
“entablar una manera de censura para tratar de desarraigar los vicios, abusos y cohechos… 


1  Contribución realizada en el marco del subproyecto de investigación del Ministerio de Economía y Competitividad (ref. HAR2009-12963-C03-03), dirigido por mí y adscrito a la Fundación Carlos de Amberes.
y para que dado este principio tan del divino servicio, entremos componiendo las cosas 
de Estado, Guerra y Hacienda, que piden tanto desvelo y atención”2. Su cometido sería 
revisar todos los bienes adquiridos por los oficiales de la administración a partir de 1592, 
declarando tanto los heredados como los comprados, incluyendo los juros y todas las 
rentas, mercedes y oficios seglares o eclesiásticos, y cualquier otra cosa de valor (dinero en 
metálico, préstamos, salarios, ayudas de costa, joyas y mobiliario)3. En unos avisos de la 
corte española de aquellos días se decía: 

“Su Mgd. a dado una cedula de su Real mano mandando por ella a todos los consejos que con toda brebedad le agan Relazion de las mercedes que se an hecho en la pribanza 
del duque de Lerma y duque de Uzeda y a qué personas y por qué a dado así de dinero y 
habitos, encomiendas y otras cuales quiere con obligacion a los consejos que por ningun 
camino puedan conozer desta materia porque el conozimiento della se rreserba para si, 
dizese monta seis millones solo de lo que se hizo merçed al de Lerma, Uzeda y otros por su 
yntercesion y de los gastos secretos”4.

Uno de los principales instigadores de esta política contra la privanza de Lerma era el 
confesor de la infanta María, fray Juan de Santa María, autor de una obrita, el Tratado 
de republica y policia christiana, para reyes y principes y para los que en el gouierno tienen 
sus vezes (Madrid, Imprenta Real, 1615), que Felipe III solía llevar a menudo consigo en 
los últimos años del valimiento5. Pero no debemos olvidar que en este contexto el propio 
conde duque de Olivares presentó el 28 de septiembre de aquel año 1621 su Memorial sobre 
las mercedes proponiendo al joven Felipe IV que no se consultasen mercedes perpetuas ni 

2  
La cédula de creación de esta Junta de Reformación aparece reproducida íntegramente en Gonzalo de Céspedes y Meneses, Historia de Don Felipe III, Rey de las Españas, Sebastián de Cormellas, Barcelona, 1634, f. 35r.
Componían la junta: el presidente del Consejo de Castilla y arzobispo de Burgos Fernando de Acevedo (en 
cuya casa se celebrarían sus reuniones los domingos), el confesor del rey fray Antonio de Sotomayor, Francisco de Contreras, el conde de Medellín Pedro de Portocarrero mayordomo del rey, el marqués de Malpica 
Francisco de Ribera, Diego del Corral, el prior de San Lorenzo de El Escorial y obispo electo de Tuy fray Juan 
de Peralta, el gobernador del arzobispado de Toledo Dr. Álvaro de Villegas, el jesuita Jerónimo de Florencia, 
y sirviendo como secretario Pedro de Contreras. Véase Á. González Palencia, La Junta de Reformación, 1618-
1625, Poncelix, Valladolid, 1932, pp. 53-59; y J.F. Baltar Rodríguez, Las Juntas de Gobierno en la Monarquía 
Hispánica (siglos XVI-XVII), Madrid, 1998, pp. 171-175. Un ejemplar de la cédula de creación de esta Junta puede 
consultarse en Archivo Histórico Nacional (AHN), Consejos, leg. 50111.

3  
F. Benigno, La sombra del rey. Validos y lucha política en la España del siglo XVII, Alianza Editorial, Madrid, 
1994, p. 122.

4  Biblioteca Nacional de España (BNE), mss. 7377, f. 301v.

5  Biblioteca Apostolica Vaticana (BAV), Barberini Latini (Barb. Lat.) 8526, Lettere di Cesare Baroffi, secretario 
de la nunciatura de España, f. 91, Madrid, 4 de mayo de 1621: “Mi è stata communicata una scrittura, che mi 
vien detto essere composta dal P. Fr. Gio. di S. Marta de’ Min. Oss. Confessore dell’Infanta Maria ch’è uno di quelle 
ch’intervengono alla Giunta del buon governo, nella quale mi viene affermato haverla il detto padre presentata et 
che sia stata di gran motivo per le risolutioni che si sono fin’hora viste uscire dalla detta Giunta contra li Duchi di 
Lerma et Uzeda, et contra el Confessore et altri favoriti del difunto Rè…”. Véase también al respecto A. Feros, El
duque de Lerma. Realeza y privanza en la España de Felipe III, Madrid, 2002, pp. 420-426, 440-442 y 454-456.

temporales con cargo a la real hacienda, y que se moderase la concesión de cargos, honras 
y oficios de carácter honorífico6.
El mismo día 
8 de abril el rey envió una instrucción y cédula al escribano mayor de 
rentas Domingo de la Torre Rucabado ordenando el embargo de los 72.000 ducados de 
renta anual que percibía el cardenal duque de Lerma por una licencia de exportación 
(tratas) de 15.000 salmas de trigo del reino de Sicilia que había sido conmutada por otras 
consignaciones en rentas reales de Castilla, Aragón y Nápoles:


“Sabed que el duque de Lerma con ocasión del lugar que ocupó, viviendo el Rey mi 
señor, y padre, que aya gloria, entre otras cosas reprobadas que hizo despachar en su favor, 
fue la de 15.000 salmas de trigo al año de saca perpetuamente del Reyno de Sicilia de la 
medida mayor, y por la impossibilidad, y daño común de su cobrança, y execución, como 
se experimentó al principio: porque era necesario para que la tuviesse mucha esterilidad en 
Italia y gran abundancia en Sicilia, y faltando, se reduzía el Reyno a notable perdición, y 
hambre, con quexas dél, y de sus Consejos, obtuvo se reduxessen dichas salmas a 72.000
ducados de renta cada año. Divididos en la forma siguiente: 30.000 ducados de renta en 
Sicilia, y porque estos por razón de las monedas, y necessidad del Reyno, no eran de buena 
cobrança, ordenó que se passassen a la renta del medio por ciento de Sevilla al tiempo que 
se mandó cobrar y administrar para mi Real hazienda, y por mejorarse desta situación, 
cargó 20.000 ducados de renta dellos al Medio general, real por real, porque se le pagassen 
como se le pagaron en ciertas tercias y alcavalas a mí pertenecientes: en lo qual, y en lo 
procedido en la redención de lo restante, se consumieron los dichos 30.000 ducados de 
renta de Sicilia; y otros 32.000 ducados de renta se cargaron en las rentas y derechos del 
Reyno de Nápoles, en la forma que los de Sicilia, de los quales los condes de Benavente 
y Lemos, siendo virreyes de aquel Reyno, desempeñaron 20.000 ducados de renta, y por 
ellos se pagaron 400.000 ducados en reales en esta Corte, y los 12.000 ducados restantes a 
cumplimiento de los dichos 32.000 quedaron situados en las dichas rentas y pagamentos 
fiscales, y los 10.000 que restan para cumplir las 72.000 se cargaron y situaron en la Corona de Aragón, valiéndose para todo esto de la dependencia que del tuvieron los virreyes, 
ministros de Sicilia, Nápoles y Aragón, convirtiendo por estos medios los dichos 72.000
ducados de renta, y sacas de salmas de trigo en diversos efetos de compras y empleos para 
su casa, donde han parado… Y por justas y notorias causas y buen govierno, y exemplo 
público, siendo como es este hecho constante y notorio, cumpliendo con la cláusula del 
testamento del Rey mi señor y padre, y descargando su Real conciencia y la mía, y dando 
pública satisfación a mis Reynos, y forma a mis vassallos, criados y ministros de la moderación, pureza, y fines públicos y no particulares, como se debe usar de la gracia y clemencia 
Real, he resuelto, y conviene que mi Real hazienda, sea luego enterada, y se le restituyan 

6  J.H. Elliott y J.F. de la Peña (eds.), “Memoriales y cartas del conde duque de Olivares, t. I; Política interior, 1621
a 1627, Madrid, 1978, pp. 10-11”.
los dichos 72.000 ducados de renta, y se administren y beneficien por mí, entre tanto que 
mando otra cosa…”7

El propósito de este embargo era intervenir urgentemente en el desempeño de las 
rentas reales revisando todas aquellas donaciones y enajenaciones que se juzgasen 
excesivas en cumplimiento de la cláusula XXX del testamento del difunto monarca8. 
Para ello, Felipe IV actuaba de manera ejemplar y contundente contra el mayor privado 
de su padre en un momento de transición política especialmente propicio para definir 
el nuevo talante del sucesor y “desarraigar” los cimientos del poder de los Sandovales 
aprovechando los cambios introducidos en oficios de la casa real, consejos, tribunales, 
gobiernos y dignidades, pero también la ola de pasquines, sátiras y letrillas que circulaban 
en la corte y cuestionaban aquellos veinte años de servicio de este excepcional valido. Sirva 
de recordatorio este poema que dieron por entonces al rey en el convento de las Descalzas 
Reales:

“Veinte borregos lanudos
tiene Vuestra Majestad
que trasquilar para mayo,
bien tiene que trasquilar.
En trasquilando estos veinte
otros veinte le darán,
que es bien que a su casa vuelva
lo que en otras está mal.
Lerma, Uceda y Osunilla,
Calderón, Tapia y Bonal,
Ciriza, Angulo, el Buldero,
Confesor y San Germán.
Gamboa, Heredia y Mexía,
Soria, Tejada y Bibanco,

7  
Este fragmento de la cédula real del 8 de abril de 1621 se halla reproducido en BNE, Porcones 830-1, ff. 13r y 
26r-v. Otras copias de la misma aparecen en la Sección Nobleza del Archivo Histórico Nacional, Frías, 1395, 
doc.33 y en Osuna, 2040, f. 1r-v (este último ejemplar contiene otras cédulas relativas a esta causa así como los 
papeles y alegaciones en defensa del cardenal duque de Lerma). Véase también A. Alvar Ezquerra, El duque de 
Lerma. Corrupción y desmoralización en la España del siglo XVII, Madrid, 2010, pp. 460-465 y 631.

8  
Véase la ed. facsímil publicada en Testamento de Felipe III, introd. de C. Seco Serrano, Madrid, 1982, p. 33. En
realidad las cláusulas dedicadas a la restitución del patrimonio y la hacienda real abarcan desde la XXVI a la 
XXXI (pp. 27-35). Como advierte el propio Seco Serrano en su estudio introductorio (pp. xxxiii-xxxv), las 
que debieron ser, sin embargo, más determinantes para aplicar la revisión y revocación de mercedes concedidas a Lerma, Uceda y otras personas vinculadas con los Sandovales eran la XXVI y la XXVII. Véase también 
Alvar Ezquerra, El duque de Lerma, pp. 455-460. Aun así, este tipo de cláusulas eran habituales en los testamentos reales desde Isabel la Católica y, por la forma en que iban redactadas, no respondían específicamente 
a este caso. Véase al respecto la alegación en derecho presentada por el abogado del duque de Lerma, el licenciado Francisco de la Cueva y Silva, Por el señor cardenal duque de Lerma. Contra el señor fiscal sobre el amparo 
de possession en la merced de las 15.000 salmas y conmutación dellas, s.n., s.l., s.a. (BNE, Porcones 174-23), f. 13v.

el arzobispo de Burgos,
y Trejo, aunque cardenal,
don Octavio de Aragón,
que todos juntos darán
lo que a su corona deben,
¡Viva vuesa Majestad!”9

La primera reacción del propio cardenal duque ante esta drástica medida, que le privaba de una elevada renta perpetua, fue escribir al rey una carta desde su residencia forzosa 
en Valladolid el día 13, en la que le agradecía la merced que le había hecho de “mandarme 
quitar los setenta y dos mil ducados de renta quel Rey mi sr. me havía hecho merced en 
las tratas de Sicilia”10 por ser cosa que no se podía desmembrar del patrimonio real y se 
disculpaba de haberlo solicitado entonces y de haberlo aceptado por insistencia de su 
predecesor. No obstante, apelaba también a que esa justicia del soberano, encaminada 
al saneamiento de la hacienda real, se aplicase con el mismo rigor y presteza a otros que 
siendo reos de casos semejantes actuaban como jueces contra lo que ellos mismos aprobaron y ahora reprobaban. Le ofrecía además “toda quanta hazienda tenía de patrimonio de 
mi casa… que no tengo otro desseo en esta vida más de hazerle serviçios a quien de tan 
tierna hedad los comenzé a hazer, que para mí no faltará un combento y una pobre celda 
donde morir”11. 

Circularon por la corte varias versiones de esta carta. En una de ellas Lerma insistía en 
que ante esta exigencia de restitución de las mercedes recibidas, estaba dispuesto a ceder a 
la hacienda real todo su patrimonio sin que fuese necesario recurrir a procedimiento judicial alguno, para defender así su reputación y crédito después de haber servido a la corona 
desde que nació en 1553 y por espacio de sus 68 años de edad: “que tengo me dará con qué 
bibir lo poco que puede ya quedar según su clemençia y grandeça para con un vassallo y 


9  
BNE, mss. 7377, f. 303v. Este romance satírico aparece incluido en unos avisos de corte fechados en Madrid a 
17 de abril de 1621 (ff. 303r304v.), y se atribuye al afilado ingenio del conde de Villamediana. Los personajes 
que menciona son: el cardenal duque de Lerma, los duques de Uceda y Osuna, el conde de la Oliva Rodrigo 
Calderón y su secretario Francisco de Gamboa, Pedro de Tapia miembro del Consejo Real y consultor del 
Santo Oficio, el Dr. Antonio Bonal oidor del Consejo de Castilla, el secretario de Estado Juan de Ciriza, el 
secretario Tomás de Angulo, el limosnero y capellán mayor Diego de Guzmán, el confesor del rey fray Luis 
de Aliaga, el marqués de San Germán Juan Hurtado de Mendoza, los secretarios Francisco González de Heredia, Pedro Mejía y Santiago de Soria, el consejero de Castilla Francisco de Tejada y Guzmán, el secretario 
de Cámara Bernabé de Vivanco, el arzobispo de Burgos y presidente del Consejo Real Fernando de Acevedo, 
el cardenal Gabriel de Trejo y Paniagua, y Octavio de Aragón. Sobre la producción satírica de Villamediana, 
véase la reciente tesis doctoral de Ph. Rouached, Poésie et combat politique dans l’oeuvre du comte de Villamediana, dirigida por la prof.ª Mercedes Blanco, Université Paris IV-Sorbonne, París, 2009.

10  
Una copia de esta carta del cardenal duque de Lerma a Felipe IV, fechada en Valladolid a 13 de abril de 1621, 
se encuentra en BNE, mss. 7377, f. 324r.

11  Ibídem. En una breve relación de avisos de la corte del sábado 8 de mayo de 1621, remitidos por Honorato 
Passeroni se informaba que: “El duque de Lerma ha inviado donacion hecha a Su Mgd. de todo quanto tiene 
reservandose algunas colgaduras y plata para yglessias, y en particular la colgadura de mi señora la condesa de 
Sta. Gadea questa en el cielo, no se save si la aceptara el rey. Por aquel camino supplica a su Mgd. se apiade 
del trayendole a la memoria lo que le sirvio y trujo en sus brazos y otros servicios amorosos, no se save lo que 
abra acerca desto”, en BNE, ms. 7377, f. 309r-v.

criado tan fiel como yo que estoi encomendado a Dios, [y] a V. Mgd.”12. Y añadía de su 
puño y letra: “Todo lo pongo y rrenunçio en las Reales manos de V. Mgd. y confío de 
su piedad que los pocos años que me quedan de vida no me dexará morir de hambre, ni 
passallos con desautoridad”13. 

Se trataba sin duda de una maniobra arriesgada que pretendía frenar las severas acciones judiciales y penales que habría emprendido el nuevo régimen ahora en el poder. Pero
no tuvo el efecto deseado por el anciano favorito retirado de la corte. El 23 de abril el rey 
encargó a Fernando Carrillo14, que en colaboración con Alonso de Cabrera, el regente 
Jerónimo Caimo, los licenciados Gaspar de Vallejo Alderete y García Pérez de Araciel, 
y el fiscal Juan Chumacero de Sotomayor15, averiguasen todas las mercedes y oficios que 
Felipe III había concedido a los duques de Lerma y Uceda, y a sus hijos, nietos, criados y 
otras “personas de su devoción”16. Los gestos de cambio también se aplicaron a principios 
de mayo a uno de los principales lugares de palacio, ordenando el derribo de la tribunilla 
que el cardenal duque tenía en la Capilla Real del Alcázar17. La remodelación de los espacios del poder se completó después con la destrucción de los pasadizos que había erigido 
el duque de Uceda y que conectaban su nuevo y espectacular palacio en la calle Mayor con 
el Alcázar y con el convento de San Gil, que actuaba como parroquia de palacio18. Estas 
medidas se ejecutaron para manifestar cuál era la voluntad del nuevo soberano frente a 
los privados de su padre y antes de su solemne entrada pública en Madrid, que tuvo lugar 
el 9 de mayo.

Lerma, asesorado por su abogado, volvió a escribir a Felipe IV y publicó su carta a 
modo de memorial en desagravio o descargo del “examen judicial” que se había iniciado 
contra él para justificar esta merced extraordinaria de las tratas de Sicilia. Este documento, 
que podemos datar a finales de mayo de 1621 (quizás del día 25), contiene la base argumental de su defensa19. Recordaba, en primer lugar, los términos de la carta previa que 
había remitido al soberano poniendo todo su patrimonio en sus manos para resolver esta 
exigencia sin necesidad de recurrir a la vía judicial y dejaba constancia de que no había 


12  
Una copia de esta otra carta del cardenal duque al rey figura en BNE, mss. 7377, f. 321r.

13  Ibídem.

14  Sobre la trayectoria profesional de Fernando Carrillo (Córdoba h. 1560 – Madrid, 3 de abril de 1622) véase 
la entrada realizada por R. Gómez Rivero en el Diccionario biográfico español, Madrid, 2009, vol. XI, pp. 
723-725.

15  Se trata de Juan Chumacero de Sotomayor y Carrillo Lasso de la Vega (Madrid, 16 de noviembre de 1580

– 24 de junio de 1660). Véase la entrada que ofrece S. Granda Lorenzo en el Diccionario biográfico español, 
Madrid, 2009, vol. XIII, pp. 564-567. Su primer cargo importante en la carrera judicial fue el de oidor de la 
Chancillería de Granada (1614); ejerció después como fiscal del Consejo de Órdenes (1621) y fue designado 
entonces fiscal especial de las Juntas que se constituyeron para los procesos iniciados contra los duques de 
Osuna, Uceda y Lerma en abril de 1621. 

16  Hallamos eco de la noticia en G. Gascón de Torquemada, Gaçeta y nuevas de la corte de España desde el año 
1600 en adelante, Madrid, 1991, p. 94.

17  Ibídem, p. 99.

18  Ibídem.

19  Un ejemplar de este memorial de descargo del cardenal duque de Lerma se encuentra en BNE, mss. 1390, 
ff. 13v20r; seguimos no obstante, el impreso conservado en mss. 7377, ff. 349r350v. (cit. brevemente por F.
Benigno, La sombra del rey, p. 124).

recibido respuesta a la misma, ni se había aprobado un decreto en esta materia, limitando 
así el alcance de sus consecuencias. Solicitaba, a continuación, que, de seguir adelante esta 
acción judicial, adoptase todas las formalidades propias de un proceso, oyendo primero al 
poseedor de esta renta, sin privarle de ella de antemano mediante su secuestro o embargo, 
y sin despojarle de un privilegio que había gozado por espacio de muchos años con reconocimiento público y todos los requisitos legales preceptivos. El propósito de este memorial era advertir al soberano que “dicha remuneración, por la materia sugeta, por la causa, 
por el modo, por la persona a quien se hizo, por la del autor, y por los efectos siguientes, 
fue tan lícita y calificada, que no recibe impugnacion, con que anular, o desacreditar este 
beneficio”, teniendo en cuenta que se concedió “por premio, satisfacion, y recompensa 
de gastos, servicios, meritos, y demonstraciones superiores al valor, que las dichas 15.000
salmas pudieron tener”20.

Según Lerma, la materia que se trataba no era una cuestión de carácter jurisdiccional o 
señorial concerniente a la enajenación de derechos o tierras incorporados a la corona, sino 
simplemente de la concesión de una facultad o licencia de saca de trigo, mera expresión 
de una gracia real semejante a la que habían otorgado otros reyes de Sicilia como Martín 
el Joven y María de Sicilia a los condes de Módica, y seguían gozando hasta entonces sus 
sucesores los almirantes de Castilla por sucesivas confirmaciones regias. Por tanto, no era 
ésta una merced exclusiva, ni contra uso o costumbre debidamente establecida. Tampoco 
cabía rechazo a la conmutación hecha posteriormente por el cardenal duque vendiendo 
esta licencia de saca y cambiándola por distintas rentas adquiridas a los diputados del Medio General y a otras personas, sin necesidad de que el rey le hiciese una nueva concesión 
a costa de su patrimonio, sino participando del mercado existente de juros y derechos de 
terceros poseedores.

El otro punto clave de su defensa en esta materia era que esta merced había sido 
otorgada a perpetuidad al duque de Lerma especificando los méritos y servicios realizados 
por cada uno de sus antecesores. De manera que este privilegio se convertía así en un 
“contrato remuneratorio, irrevocable, firme, y sucessivo”, al que se añadían los méritos 
personales del cardenal duque, que pasaba a recordar brevemente a continuación como 
parte argumentativa de su memorial. El relato de esta breve “hoja de servicios”21 se iniciaba 
con su venida a la corte con trece años de edad para incorporarse como menino en la casa 
del príncipe don Carlos y en la de la reina Isabel de Valois. Se alegaba el favor que Felipe II 
le hacía dejando que le acompañase a cazar y a visitar sus bosques sin tener oficio para 
ello, así como su presencia en jornadas reales como la de Portugal en 1580-1582, y la de 
la Corona de Aragón en 1585-1586, cuidando al monarca en la larga enfermedad que le 
costó la vida a muchos criados de su séquito. Seguía aludiendo a su virreinato en Valencia, 
y a la concesión de los oficios de caballerizo mayor y sumiller de corps de Felipe III, 
o su designación como miembro del Consejo de Estado, y como capitán general de 


20  BNE, mss. 7377, f. 349r. 

21  Ibídem, f. 349r-v.
la caballería de España, un cargo hasta entonces reservado a los reyes. Su papel como 
valido y primer ministro del difunto rey quedaba claramente subrayado: “Por su mano 
corrieron todos los despachos, y negocios publicos, sirviendo con el acuerdo, y continuo 
trabajo, y exercicio que es notorio”, y se desgranaba mediante el relato de sus principales 
intervenciones en materia de Estado, finanzas, diplomacia y política familiar de la dinastía 
reinante. Empezaba atribuyéndose un papel relevante en la expulsión de los moriscos para 
poner fin a la “ofensa” que hacían al servicio de Dios y a los reyes, y al peligro de una 
conjura general. Destacaba su labor negociando y despachando las provisiones financieras 
ordinarias y extraordinarias para atender la Guerra de Flandes, que acabaron forzando a 
los rebeldes a pedir las treguas finalmente también asentadas. Por orden del rey, se había 
encargado asimismo de socorrer a los emperadores de la Casa de Austria para defender 
su posesión del título imperial y la continuidad de la religión católica en sus dominios. 
Esta tarea se hizo extensiva a otras levas de ejércitos para sofocar los conflictos armados 
que surgieron en Italia, y para juntar las armadas que se emplearon en las empresas de 
Irlanda, Larache, la Mámora y la guarda de las costas de la península, para la carrera de 
Indias y para los socorros enviados a Chile y a Filipinas, o con la prevención de la jornada 
secreta contra Argel. Se había esforzado en conseguir un efecto más favorable de las paces 
acordadas con Francia e Inglaterra, y ayudando al archiduque Fernando de Estiria obligó 
a la república de Venecia y al ducado de Saboya a llegar a una concordia que consiguió 
una paz segura y firme para Italia. Sirvió especialmente en los casamientos de los reyes 
Felipe III y Margarita de Austria, pero también en el nacimiento, regalo y educación 
del príncipe y los infantes “con la voluntad, y correspondencia, a que obligava tan gran 
ministerio”22. Y prosiguió este servicio en los casamientos del propio Felipe IV con la 
princesa Isabel de Borbón, en cuya jornada “aunque tuvo apenas ayudas de costa… sirvio, 
y acudio en el gasto con mucha parte de su hazienda, como se podra ver por los libros de 
su Contaduría, demas de aventurar su persona y salud, empeñando los bienes que tenia, 
de tal manera, que aun oy debe una gran suma de empeño, causado en aquel gasto”23. 
El memorial concluía, en este punto, pidiendo al rey que hiciese valorar la “estimacion, 
que merecen todos estos servicios, juntando luego todas las hazañas, y meritos, desde el 
primer cavallero Sandoval, hasta el duque de Lerma, y hallara la proporcion, que tienen 
a las mercedes recebidas”24. 

A modo de ejemplo, que respaldase su causa, recordaba además que un antepasado 
del duque de Maqueda había recibido las villas de Elche y Crevillente en recompensa por 
haber intervenido en el casamiento de los Reyes Católicos, y aunque la hacienda real pretendió invalidar semejante donación por estar incorporadas al patrimonio real con pactos 
y condiciones irrevocables, nunca el Consejo de Aragón admitió que se litigase contra 
el duque de Maqueda despojándole previamente de ellas, sino solo después de haber 


22  Ibídem, f. 349v.
23  Ibídem.
perdido dicho proceso. Otro caso al que se aludía como merced excepcional era el del duque de Saboya, quien había otorgado el feudo y estado de Sommaripa del Bosco al conde 
Teodoro Rotaro por servicios equivalentes en sus bodas, y que en el proceso promovido 
contra esta investidura se determinó que “el casar un vassallo a su principe, y ocuparse 
en las capitulaciones, y en el aparato, y execucion de negocio tan grave, causava merito 
suficiente para qualquier premio, y demonstracion extraordinaria”25. Estos dos ejemplos 
venían a avalar la merced concedida al cardenal duque de Lerma que había intervenido 
muy activamente en dos matrimonios regios, con gastos propios y méritos dignos de remuneración, y por ello pedía al joven soberano que “no permita, que se desfavorezcan, y 
desacrediten, principalmente en cedulas firmadas de su Real mano”26. 

Proseguía el memorial en su descargo abordando otra cuestión más formal y jurídica: 
la merced de la licencia de sacas no se había otorgado como un simple privilegio, capaz 
de revocarse, sino como un contrato privilegiado en recompensa de los eficaces servicios 
del valido y sus antepasados, ajustado a los principios del derecho natural y de gentes, 
pues correspondía a la observancia de los contratos y remuneraciones. De manera que 
este derecho debía tener mayor virtud y preeminencia que otra cualquier ley positiva 
y disposición temporal encaminada a remediar el estado público, o a prevenir graves y 
universales peligros, como la situación que ahora se esgrimía para privarle de semejante 
renta perpetua. Para mayor seguridad en esta cuestión y para mayor legitimidad de aquella 
merced, Lerma había consultado anteriormente a varios teólogos y letrados, entre los que 
se hallaba el propio Fernando Carrillo, cuyo parecer se había seguido en la ejecución de 
todo este procedimiento incluyendo la conmutación de la licencia de saca por otras rentas. Ante ciertos escrúpulos y críticas suscitados en 1611 sobre la posesión de esta renta en 
época de carestía y falta de ingresos fiscales, Lerma hizo dejación de los 72.000 ducados de 
renta y el rey convocó una junta de doce teólogos y muchos juristas para examinar si era 
justo mantener esta donación. Su respuesta mayoritaria, según comenta Matías de Novoa, 
fue que “había grandeza y potestad en el Rey para dárselos y partes en el Duque y en su 
casa, y en sus servicios para merecerlos”, y por ello le fue restituida27.

La principal razón que esgrimía el memorial para rechazar el examen judicial de que 
era objeto el cardenal duque por esta merced era que le había sido concedida por el rey 
Felipe III, difunto padre del actual, “de cuyo respeto, y observancia de sus disposiciones le 
ha de resultar larga vida, y prosperidad”28. Lerma parecía responder aquí como el ayo que 
había sido del joven príncipe Felipe. Y, casi con sorpresa y muy contrariado, añadía que 
la otra justificación de dicha merced era quién la recibía en pago y acrecentamiento de 
su fidelidad, amor y asistencia en el servicio de ambos monarcas, que “no es possible aver 


25  
Ibídem.

26  Ibídem, f. 350r.

27  Matías de Novoa, Memorias de Matías de Novoa, ayuda de cámara de Felipe IV, en Colección de Documentos 
Inéditos para la Historia de España, Madrid, 1875, t. LXI, p. 84-85.

28  BNE, mss. 7377, f. 350r.

caydo de su Real memoria”29. Para recordarle acto seguido a Felipe IV un fragmento de las 
Las Partidas de Alfonso X el Sabio, correspondiente a la Tercera Partida, tit. XVIII, ley LI, 
De las cartas de gracia que da el rey por bondad o por merecimiento (recogida también en la 
Ley 10, tit. 17, lib. 10 de la Novísima Recopilación), y que dice así: 

“Fermosa gracia es la que el Rey faze por merecimiento de servicio, que aya alguno 
fecho, o por bondad, que aya en si aquel, a quien la gracia faze por merecimiento de servicio, assi como si casasse al Rey, o a alguno de sus fijos, o acorriesse al Rey, o al Reyno en 
tiempo de guerra, o en otra sazón, que lo hubiesse menester”30.

Todos los ejemplos y argumentos legales reseñados brevemente en su memorial parecían adecuarse al caso del cardenal duque justificando las gracias recibidas de mano del 
soberano. Solamente faltaba plantear la recusación del juez principal que presidía la nueva 
junta creada para examinar la licitud y conveniencia de todas las mercedes y privilegios 
concedidos a Lerma, sus familiares y deudos. Era el entonces presidente del Consejo de 
Indias Fernando Carrillo, a quien le consideraba un juez “apasionado y sospechoso”. Para 
su recusación, presentada el 25 de mayo, el cardenal duque alegaba que había seguido en 
esta materia los pareceres del propio Carrillo, siendo entonces su abogado y que ahora este 
hacía demostraciones contrarias a lo conferido y aprobado sobre los artículos que se juzgaban. Además, en el título de concesión de los 72.000 ducados de renta comprados con el 
precio de la licencia de las tratas de Sicilia, había hecho poner “Que de tal manera fuesse 
aquella renta para la casa, y mayorazgo de Lerma, que aunque el cardenal duque tuviesse 
deudas al tiempo de su muerte, no se pudiessen pagar con el principal de la dicha renta”31, 
prefiriendo el beneficio del duque de Uceda al descargo de la conciencia de su padre. 
De este modo, Carrillo no podría actuar como un juez legítimo pues había sido él quien 
ordenó las cláusulas y tuvo aquella renta como tan firme y justificada que le pareció que 
podía incluirse perpetuamente en la Casa de los Sandoval, y ahora la impugnaba y condenaba aceptando el oficio de juez cuando había sido antes el abogado de la parte contraria. 

A este grave motivo de recusación, se añadían otros casos. Se recordaba que tras un 
agrio enfrentamiento personal entre el cardenal duque y don Fernando ocurrido en El
Pardo, se mantuvo una abierta enemistad entre ambos, que se puso especialmente de 
manifiesto cuando Lerma trató de fundar un mayorazgo a favor de su segundo hijo Diego 
Gómez de Sandoval, conde de Saldaña, que Carrillo consiguió impedir provocando fuertes desavenencias con su hermano mayor, el duque de Uceda, y que solo cesaron cuando 
se incluyó una cláusula de retrocesión a favor del mayorazgo de Lerma. También procuró 
obstaculizar al cardenal duque la concesión de las mojonerías, fielazgos, pesos y medidas de algunas villas de sus estados, diciéndole al rey Felipe III que la cuantía de dichas 


29  Ibídem.
30  Ibídem.
mercedes ascendían a más de 
400.000 ducados, cuando en realidad no superaban los 
1.400 de renta. Por último, se añadía que don Fernando ya tenía decidido su voto según 
se apreciaba en la redacción de la propia cédula dirigida a Domingo de la Torre, pues en 
ella se presuponía su condena de antemano. Esta recusación y la presentada en el proceso 
contra el duque de Uceda prosperaron favorablemente y Fernando Carrillo fue separado 
del conocimiento de esta causa. De hecho, Carrillo falleció poco después, a principios de 
abril de 1622.

El propio fiscal del Consejo de Órdenes Juan Chumacero de Sotomayor, encargado 
de la instrucción de este examen judicial del cardenal duque de Lerma y de otro proceso 
al duque de Uceda, presentó también en mayo de 1621 una recusación contra el presidente del Consejo de Castilla Fernando de Acevedo, que presidía además la Junta de 
Reformación, alegando que su hermano Juan Bautista de Acevedo había sido hechura de 
Lerma y maestro de Uceda32. El fiscal pretendía que Acevedo se abstuviera de resolver en 
la recusación presentada por ambos duques contra el juez de esta causa Fernando Carrillo. 
La respuesta de Acevedo fue tajante: el presidente de Castilla no tenía voto en semejantes 
procedimientos de justicia o recusación; y el fiscal no podía recusarle por ser contra el 
estilo seguido en este cargo de presidente del Consejo Real y contra su dignidad, y por ser 
el fiscal parte en un juicio entre ambos duques y el presidente Carrillo33.

Para conocer el alcance del embargo efectuado sobre las rentas del cardenal duque de 
Lerma, podemos consultar las relaciones confeccionadas por su ejecutor Domingo de la 
Torre el 8 de marzo de 1622, que incluimos en Apéndice34. Ofrecen una estimación general de las rentas anuales que percibía el cardenal (doc. 1), que ascendían a unos 120.101
ducados; una relación de las rentas embargadas para la restitución de los 72.000 ducados 
de renta y sus intereses a favor del patrimonio real (doc. 2); otra de las mercedes otorgadas 
al duque con los juros fundados sobre ellas, que se calculaban en 3.252.210 ducados (doc. 
3); otra de mercedes del duque de cuya cuantía solo se incluía su valor principal (doc. 4); 
y una lista de otras mercedes que no se habían podido tasar (doc. 5). El escribano mayor 
de rentas incluía asimismo un resumen de lo que el duque había percibido hasta 1620: al 
contado ascendía a 2.353.102 ducados y los intereses a razón del 10 por ciento sumaban 
2.580.294 ducados. Además, Domingo de la Torre había elaborado una relación de las 
mercedes hechas a sus hijos y criados, que no pudo cuantificar en detalle; otra de las realizadas a señores y príncipes en rentas, ayudas de costa y otras cosas de elevada cuantía; otra 


32  
Sobre esta familia y sus relaciones con los Sandovales, véase M. Escagedo Salmón, Los Acebedos: manuscrito 
inédito, Boletín de la Biblioteca Menéndez y Pelayo, Santander, 1923.

33  BNE, mss. 2566, ff. 8r10r., copia sin firma de la “Respuesta de D. Fernando de Azevedo presidente de 
Castilla y arçobispo de Burgos a un decreto de Su Md. Philipe 4º sobre quererle recussar el fiscal de Ordenes 
Chumacero que lo era de la Junta de los cargos del duque de Lerma y Uçeda por ser hechura y benefficiado 
de ellos. Este papel hiço el secretario Andrés de Roças”, Madrid, 2 de junio de 1621. Recordemos que Felipe 
IV aceptó en septiembre de 1621 el cese de Fernando de Acevedo en la presidencia del Consejo de Castilla, 
para la que fue designado Francisco de Contreras.

34  Se conservan en BNE, mss. 13239, ff. 418r422v y 429r433r. y están firmadas por el escribano mayor de rentas 
Domingo de la Torre Rucabado y fechadas en Madrid a 8 de marzo de 1622.

en gastos secretos entregados al duque que montaba 
1.496.587 ducados; y otra por valor de 
1.566.800 ducados que resultaba de las cuentas dadas por los tesoreros del duque en 1615. 
Quedaban excluidas de esta tasación las encomiendas dadas a los hijos, nietos, criados y 
dependientes del duque; los títulos de duques, condes, marqueses otorgados a los mismos; 
otras mercedes tramitadas a través de las secretarías del Consejo de Hacienda y la secretaría del Consejo de Indias en el reino de Nueva España, cuya relación se había solicitado, 
pero no había sido facilitada aún; los gajes de sumiller, caballerizo mayor y otros oficios 
de la Casa Real de los que debía dar razón más pormenorizada el Bureo y que montarían 
unos 140.000 ducados antes de su jubilación; y aparte de todas estas mercedes se hallaba 
la alcanzada con la sentencia favorable que había obtenido el duque de Lerma del llamado 
“pleito de recompensa” (concluido el 29 de marzo de 1511) que le reportó la adjudicación 
de 703.520 ducados de renta35.

Como señalaba el propio Domingo de la Torre, “con los dichos embargos cessa todo”36. 
Efectivamente, la ejecución del embargo sobre el ya de por sí muy endeudado patrimonio 
ducal para restituir a la corona los 72.000 ducados de renta y sus intereses habían dejado 
al cardenal duque con un mantenimiento diario muy escaso. Sus acreedores le presionaban con mayor firmeza para no perder las consignaciones que tenían sobre el resto de su 
hacienda, y era imposible hacer frente a las cuantiosas limosnas y pensiones señaladas a 
iglesias, monasterios, hospitales y obras pías. Así lo confirmaban otros testimonios, como 
el del secretario de la nunciatura pontificia en España, Cesare Baroffi, quien en carta 
fechada ya a 21 de mayo de 1621 mostraba los efectos de estos embargos que obligaron al 
cardenal duque a reformar drásticamente sus gastos restringiendo el número de raciones 
ordinarias que daba, limitando el mantenimiento de los monasterios fundados en su villa 
ducal de Lerma y empeñando hasta los muebles de su casa como garantía para el pago a 
sus acreedores37. 

Para hacer frente a esta crítica situación y atender a la orden cursada por el soberano, 
el cardenal duque llevó a cabo una pormenorizada descripción de todos los estados, rentas, juros y censos, alcaidías, regimientos y escribanías, oficios, patronazgos, bienes muebles y otros bienes empeñados para el pago a distintas deudas y préstamos. Este extenso 


35  
Sobre el pleito de recompensa y sus consecuencias, véase P. Williams, El gran valido. El duque de Lerma, la corte
y el gobierno de Felipe III 1598-1621, Valladolid, 2010, pp. 198-205; y sobre las fiestas organizadas en la toma de
posesión de estas villas, véase B.J. García García “Coloquios, máscaras y toros en las fiestas señoriales de un valido. El significado político y patrimonial de las representaciones al Duque de Lerma”, en J.I. Blanco; M. Luisa
Lobato; P. Ojeda; y A. Ruiz Solá (eds.), Teatro y Poder, Burgos, 1998, pp. 143-172.

36  
BNE, mss. 13239, f. 430v.

37  BAV, Barb. Lat. 8526, f. 115r., carta del secretario de la nunciatura en España, Cesare Baroffi, Madrid, 21 de 
mayo de 1621: “Per li sequestri che per le cause scritte sono d’ordine Regio stati fatti sopra li beni del Signor Cardinale Duca di Lerma s’è ridotto esso Cardinale à fare una gran riforma delle sue spese, havendo particolarmente 
ristretto il numero delle rationi ordinarie che dava da 151 à 12 solamente et di sette monasteri di frati e monache 
dal medessimo Cardinale fondati in Lerma e mantenuti sin’hora à sue spese, restano abbandonati li cinque de’ 
frati, rimanendo solamente li due delle monache. Et per sodisfattione de’ particolari creditori che tiene ha assignato 
li mobili della sua Casa…”.

inventario aparece fechado en Valladolid a 27 de marzo de 162238 y fue publicado para 
incorporarse a la relación de los documentos difundidos de esta causa.

La defensa del cardenal duque: donación de bienes burgensáticos y 
posesión legítima de un contrato remuneratorio
Como señala la primera de las alegaciones en derecho39 presentadas por el abogado de 
Lerma, hasta entonces el cardenal duque había remitido al rey tres memoriales o cartas relacionados con este proceso: en el primero de ellos le ofrecía voluntariamente todo cuanto 
poseía en rentas nuevas y antiguas para hacer frente a las necesidades de la corona y demostrar así su fidelidad al servicio del rey sin que fuese preciso acción judicial alguna; en 
el segundo, viendo que no se aceptaba semejante ofrecimiento y que proseguía el examen 
judicial emprendido por orden del rey, instaba a que se considerase la legitimidad de los 
títulos y mercedes otorgados, y que el conocimiento de este caso se remitiese a un tribunal 
de justicia como el Consejo Real, disponiendo el juicio con las personas y procedimientos 
requeridos en forma; y en el tercero, se interponía una suplicación contra la cédula remitida al escribano mayor de rentas Domingo de la Torre Rucabado por el estilo claramente 
inculpatorio y poco respetuoso con que estaba redactada, y la ejecución inmediata del 
embargo de sus rentas sin haber sido oído y sin haberse sustanciado debidamente la causa. 
Por ello suplicaba nuevamente la remisión del pleito a un nuevo tribunal que atendiese 
con más consideración la calidad y posición del cardenal duque. 

Esta información en derecho (de 
34 folios) presentada en 1622 por el licenciado Francisco de la Cueva y Silva40 proseguía la suplicación anteriormente presentada por el cardenal duque para que se enmendase la cédula del examen judicial y se le concediese el 
amparo en la posesión de dicha renta conservando la fuerza del contrato privilegiado en 
que se fundamentaba y demostrando que ninguna de las oposiciones contrarias a dicha 
merced eran aplicables a este caso ni podían emplearse para justificar su revocación por 
parte de la hacienda real. La alegación planteaba que la merced otorgada no era de carácter feudal, sino de bienes “burgensáticos”: “que se posseen con entera libertad, en que no 
retienen los principes dominio util, ni directo, y assi se llegan a ser libres, y alodiales, 
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Real Academia de la Historia (RAH), Colección Salazar y Castro, F22, ff. 55r113v: “Descripción e inventario 
de las rentas, bienes y hacienda del Cardenal Duque de Lerma, hecho en la ciudad de Valladolid en veinte y 
siete de marzo. Año de 1622”, en Memorial de cosas diferentes, curiosas, recopiladas por don Juan de Cisneros y 
Tagle, corregidor de la villa de Villadiego y regidor perpetuo de la de Carrión. Año de mil y seiscientos y veinte y siete, 12ª parte. Ha sido analizado junto con otros inventarios antecedentes en Luis Cervera Vera, Bienes muebles 
en el Palacio ducal de Lerma, Madrid, 1967; P. Williams, El gran valido, pp. 340-342 y 361-366; y parcialmente 
editado en A. Alvar Ezquerra, El duque de Lerma, pp. 467-472 y 519-547.
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Francisco de Cueva y Silva, Señor. El cardenal duque de Lerma dize, s.n., s.l., s.a. (BNE, Porcones 830-1).
40  El célebre abogado, poeta y dramaturgo Francisco de la Cueva y Silva (Medina del Campo, h. 1550 – Madrid, 
14 de febrero de 1628) prestó asistencia jurídica y representó a los duques de Osuna, Uceda y Lerma en los 
procesos iniciados contra ellos a principios del reinado de Felipe IV. Sobre su obra y trayectoria véase la entrada aportada por E. Lucero Sánchez en el Diccionario biográfico español, Madrid, 2009, vol. XV, pp. 460-462.

quedando incorporada su propiedad en el vassallo, como particular patrimonio”41; y subrayaba el impedimento que la propia dignidad cardenalicia imponía a la jurisdicción real 
para aducir esta especial circunstancia en el tratamiento por la vía penal que merecía esta 
cuestión, pues el cardenal duque había disfrutado de esta remuneración a sus servicios 
como “principal ministro del rey, y superior a todos en el gobierno publico”42 y a los de 
sus antepasados con un contrato privilegiado que no había sido contestado ni denunciado 
por espacio de más de veinte años, antes y después de alcanzar la dignidad eclesiástica. 
Pero una vez concedida ésta, los tribunales seglares no podían reprobar sus acciones, ni 
oprimirle amparándose en la autoridad del soberano. 

Si quisiera llevarse el proceso por la vía criminal atribuyendo al cardenal duque un 
fraude o engaño deliberado en el proceso de concesión, tramitación y conmutación de 
dicha merced, entendiendo además su promoción a la dignidad cardenalicia como un medio para evitar la acción de la justicia real, solo podría justificarse el embargo y privación 
de esta renta en el caso de que se tratase de bienes feudales con reconocimiento del dominio directo del rey, pero la única instancia competente para juzgarle sería en todo caso el 
papa con asistencia del Sacro Colegio cardenalicio: “la regla es que ningún cardenal puede 
ser denunciado, ni visitado por delito que se diga aver hecho antes de su promoción: 
porque el titulo de cardenal vence las presunciones, y causas anteriores, y resiste qualquier 
sospecha…”43. Además, el duque de Lerma no había obtenido esa dignidad por su sola industria y autoridad, sino con licencia y autorización del propio Felipe III, y lo había hecho 
a una avanzada edad cuando convenía apartarse de los negocios y ocupaciones seglares 
para elegir el camino de la religión y profesar incluso el orden sacerdotal44.

Volvía después a revisar la naturaleza misma de esta merced entendida como acrecentamiento y recompensa por los singulares servicios prestados por el duque de Lerma y sus 
antepasados. Aunque era obligación de criados y vasallos el servir a los reyes con sus vidas 
y haciendas, el príncipe debía engrandecer y premiar estos méritos para animar su continuación, y prevenir otros tiempos y casos semejantes. La junta que fiscalizaba la concesión 
extraordinaria otorgada a Lerma sostenía que no se trataba de un contrato remuneratorio, 
sino de una mera donación simple originada por una liberalidad voluntaria en forma de 
gracia o privilegio del soberano y que no podía solicitarse judicialmente como tal remuneración de servicios. Pero los abogados del cardenal duque aducían que causaría nota de ingratitud el no aventajar y satisfacer a los vasallos beneméritos “que por su Rey se opusieren 
a las naciones infieles, o enemigas defendiendo el reyno y la Iglesia con famosas hazañas, 
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BNE, Porcones 830-1, f. 6r.

42  Ibídem, f. 7r.

43  Ibídem, f. 11v.

44  Sobre el acceso del duque de Lerma a la dignidad cardenalicia véase C. Pérez Bustamante, Los cardenalatos 
del duque de Lerma y del infante don Fernando de Austria, Santiago de Compostela, 1935; y B.J. García García, 
“Honra, desengaño y condena de una privanza. La retirada de la corte del cardenal duque de Lerma”, en 
P. Fernández Albaladejo (coord.), Monarquía, imperio y pueblos en la España moderna, Alicante, 1997, pp. 
691-693.

o governando la republica con prudentissima disposicion…”45, y rebajar la formalidad e 
intencionalidad de esta recompensa concedida a la persona y antepasados de Lerma sería 
lesivo para la reputación del propio otorgante. Asimismo, era preciso aclarar que este 
privilegio no se presentaba en el escrito de concesión como una simple merced o gracia 
del rey, sino que se adquiría en pago a los servicios del donatario y que por ello adoptaba 
la forma de un contrato privilegiado a perpetuidad de carácter irrevocable e inviolable al 
que quedaban obligados Felipe III y sus sucesores.

Proseguía dando respuesta a cada una de las objeciones planteadas por el fiscal contra 
esta donación remuneratoria. La primera era que la cuantía de la merced debía ser proporcionada al valor de los méritos del donatario, y 72.000 ducados parecían “excesivos”. 
A esto se contestaba que cada una de las insignes hazañas de los Sandovales hubiera merecido como recompensa una cuantía mucho mayor, pero en todo caso parecía razonable 
pensar que “las pagas de los servicios no deven medirse tan estrechamente, como si fuesse 
liquidacion de cuentas, qualquiera largueza se acredita con preceder meritos de quien la 
recibe”46, y se aludía a la imagen retórica de las tres Gracias Pasithea, Aglaya y Eufrosine, a 
las que se representaba situando a una de ellas de espaldas y a las otras dos con el rostro 
vuelto hacia el público para dar a entender que “el beneficio ha de volver duplicado, y 
que el exceder la remuneración a los meritos, no es vicio, sino produccion natural de la 
misma obra antecedente, como el campo fertil, que por pequeña cantidad fructifica en 
notable estremo…”47. Parece oportuno traer a la memoria el comentario que nos ofrece el 
emblemista Francisco Gómez de la Reguera a su representación de las tres Gracias en la 
empresa XXII dedicada a la emperatriz Isabel de Portugal, esposa de Carlos V:


“Estas son: Aglaia que significa majestad y hermosura; Talia, que es lo mismo que 
agrado; y Eufrosina, que representa alegría y gozo… Son las tres gracias un símbolo o jeroglífico de la liberalidad, largueza y beneficios… Píntales jóvenes, porque la memoria de 
los beneficios recibidos nunca se ha de envejecer; risueñas y alegres, porque se ha de hacer 
la liberalidad con gusto; vírgenes, porque el don se ha de hacer con ánimo puro; desnudas, 
porque lo ha de estar de intereses el que da, y de los oscuros velos de la ingratitud el que 
recibe el beneficio… Y por eso pintan a una vuelta de espaldas, porque ha de ser doblada 
la remuneración con obras y reconocimiento, el rostro siempre vuelto al bienhechor, las 
espaldas a todos, para que en ellas vean el peso del beneficio recibido. Están abrazadas 
porque en este amoroso círculo con lazos de eterna amistad y beneficios se conserva entre 
los humanos una útil correspondencia. Así quiso enseñarnos en esta empresa la virtud de 
la liberalidad…”48.

45  
BNE, Porcones 830-1, f. 14v.

46  Ibídem, f. 17r.

47  Ibídem, f. 17v.

48  Francisco Gómez de la Reguera, Empresas de los Reyes de Castilla y León (ms. fechado hacia 1632, ed. por C. 
Hernández Alonso, Valladolid, 1990. Citamos por la ed. de A. Bernat Vistarini y J. T. Cull, Enciclopedia de 
emblemas españoles ilustrados, Tres Cantos, 1999, n.º 748, pp. 373-374.

Recordemos en este punto también que la 
Iconología del padre Cesare Ripa representaba a la Liberalidad con un compás en su mano para ajustar el ejercicio de esta virtud a 
las riquezas que se poseían y al mérito de las personas a quien se favorecía49. Lo que estaba 
en juego en este examen judicial era precisamente el “exceso” cometido en la concesión 
de mercedes otorgadas al valido, sus familiares y deudos. La desproporción de una renta 
como la que aquí se juzgaba venía a cuestionar la liberalidad del soberano, censurando 
con este proceso su prodigalidad en beneficio de su privado, o ponía de manifiesto su 
bondad o ignorancia al dejarse manipular por él. Como señalaba Ripa, la Remuneración 
debía ser un acto de liberalidad realizado con término y mesura, que se componía de dos 
partes: la utilidad y el honor; por eso se pintaba a esta alegoría como una mujer de edad 
madura y juiciosa, con una corona de oro en su cabeza dando a entender que era propio 
de príncipes remunerar las nobles acciones de otros. Y figuraba sentada en una silla para 
mostrar que la remuneración era una manifestación de la justicia distributiva, porque 
establecía y medía la calidad de las personas atendiendo a sus méritos, y les premiaba con 
cosas de valor o con honores según la importancia de sus servicios50.

El alegato del cardenal duque añadía asimismo que semejante largueza en la concesión 
de remuneraciones a los grandes vasallos era propia de la grandeza de la Casa de Austria 
desde tiempos del emperador Carlos V. La propia enumeración en dicho privilegio de 
los calificados servicios que prestaron los Sandovales y el duque de Lerma bastaba para 
autorizar la remuneración otorgada por el soberano. Y la revocación, aducida por el fiscal, de las excesivas mercedes que se concedieron en el reinado de Enrique IV se justificó 
entonces por haberse dado en tiempos de opresión y violencia contra el rey, pero esas 
circunstancias no eran aplicables a este caso, porque Felipe III había gratificado al duque 
voluntariamente “y de aqui procede ser irrevocable la merced, y no permitirse novedad, ni 
diminucion en sus efectos, y calidades…”51. A los méritos reconocidos de sus antepasados 
que certificaban las historias publicadas y autorizadas con las licencias de impresión y 
censuras correspondientes, se añadían los del duque, que el propio rey conocía por experiencia y que se volvían a recordar en este punto, reafirmando aquí que esa particularizada 
y expresa referencia de servicios aparecía ya incorporada al privilegio de concesión de 
dicha licencia de saca y a la posterior escritura de conmutación por los 72.000 ducados de 
renta. Esto probaba el carácter remuneratorio de dicha gratificación, que vino precedida 
además del acuerdo previo del Consejo de Italia y del voto particular de dos prestigiosos 
consejeros. Pero si esto no bastase, el abogado del duque alegaba los nuevos y grandes 
servicios que el valido había continuado, haciendo especial hincapié en las obras realizadas para mejor acomodo y entretenimiento del soberano, su familia y otros huéspedes de 
especial relevancia: 


49  
C. Ripa, Della novissima Iconologia…ampliata, Pietro Paolo Tozzi, Padua, 1625, pp. 394-395.

50  Ibídem, pp. 559-560.

51  BNE, Porcones 830-1, f. 19r.

“Y para nueva justificación, si fuera necessaria, sucedieron a esta merced otros servicios del Cardenal Duque, no menos eficazes: porque si los consideramos en orden al 
gusto, y recreacion de su Magestad, notorio es que deshizo un lugar de su Estado, y mayorazgo, llamado Ventosilla, para solo formar un bosque, donde el Rey nuestro señor caçasse. 
Compro las casas del Marques de Camarasa en Valladolid, para que tuviesse su Magestad 
palacio y habitacion conveniente, donde no la tenia. Y aunque el Rey se las pago despues, 
nombrandose Alcayde perpetuo dellas, al fin la compra original procedio del Duque, con 
puro intento y execucion de acudir al Real servicio. Ni mas ni menos compro y edifico la 
casa y ribera que oy posee en la misma ciudad de Valladolid, porque su Magestad pudiesse 
espaciarse, y gozar de las fiestas que alli se le hizieron con extraordinario aparato y ostentacion. Aqui en Madrid hizo labrar otra huerta, y casa de muy costoso, y singular edificio, 
con plaça para correr toros, en que los juegos de cañas, los torneos de a pie, y de a cavallo, y 
las fiestas continuas, por divertir a su Magestad, y conservarle suavemente la vida, y salud, 
fueron tantas y tales, que causaron general aplauso y admiracion, publicando todos, que 
ninguno sabia corresponder al animo y grandeza Real, sino el Cardenal Duque, creciendo esta reputacion con las demas fiestas, entretenimientos, y representaciones hechas en 
Lerma, donde ocupavan los cavalleros de su linaje, y los Grandes del Reyno en exercicios 
de que su Magestad quedasse gustoso, y agradecido, gastando tanto numero de dineros, 
que no recibe computacion, y procurando que la Reyna nuestra señora, y sus Altezas, y 
Damas viesen la Corte tan enriquezida de generosas demostraciones, que ninguna otra 
Corte de Rey poderoso le hiziesse competencia: lo qual causava universal respecto en todas 
las naciones. Testigo es el Almirante de Inglaterra, que viniendo por Embaxador de su Rey,
sobre casos de notable importancia, fue recibido, y hospedado por el Duque de Lerma, a 
quien tocava en nombre de su Magestad aquella obligacion, y no solamente se valio de 
la hazienda Real, sino de la suya propia, para cumplir mejor quando convenia, y formo 
y compuso las fiestas mas insignes que jamas alcanço la noticia de los hombres: y hizo 
diversos presentes de gran precio y estimacion al dicho Almirante. Tambien es testigo el 
Duque de Umena, quando vino al concierto del felicissimo casamiento de la Reyna nuestra 
señora, con quien el Duque procedio de la misma suerte, admirando siempre, y poniendo 
en sublime grado la autoridad desta Monarquia. Finalmente ninguna persona acudio a la 
Corte, a quien el Rey huviesse de honrar, o satisfazer que no esperimentasse la puntualidad 
y largueza del Duque, sembrando en cada uno las alabanças de tan excelente ministro en 
las Provincias, y Reynos estraños.
”Y si consideramos lo que merecio en orden al govierno publico, y defensa de su 
Rey, certissimas provanças, y testimonios han sido las pazes con Francia, y con Inglaterra, 
las provisiones de los presidios, el prudentissimo despacho de todos los negocios dependientes desta corona, la orden y socorro de los exercitos y prevenciones necessarias, el 
gloriosissimo fin de las guerras de Italia, la paz y sossiego de aquellas Provincias (en los 
Países Bajos), el valor y amparo de la justicia, dexando correr libremente todos los efetos, 
los gastos y assistencia en los casamientos de las serenissimas Reynas de Francia, y España, 
las jornadas hechas con el Rey nuestro señor para diversos fines, la primera educacion de su 
Magestad, y de sus Altezas, el remedio y felicidad de toda España con la expulsion de los 
Moriscos, que secreta y cautelosamente estavan entre si ya dispuestos, prevenidos, y conjurados a destruyr la Fe, y usurpar el Reyno, quitando a su Magestad la vida, y el Imperio, y 
reduziendo la Christiandad a indigno yugo, y perpetua servidumbre. En resolucion, quantas ocasiones ocurrieron del Real servicio son actos positivos, con que prescrivio el Duque 
de Lerma ser fidelissimo vassallo, perfecto ministro, y exemplo de la verdad, y veneracion 
que a los Reyes se deve, sin que tan continua possesion, y evidencia sea capaz de quedar 
ofendida, ni desacreditada”52.

Otro de los argumentos utilizados por el fiscal para revocar este privilegio era la propia 
situación de necesidad que atravesaba la hacienda real y que obligaba a adoptar medidas 
severas y extraordinarias como ésta. La respuesta de los abogados de Lerma era que, si 
bien este contrato remuneratorio no consentía revocación alguna, unas circunstancias 
parecidas o más graves concurrían también en el momento de su concesión y tanto el rey 
como su consejo no habían considerado que este fuese un inconveniente para aprobar la 
gratificación. La falta coyuntural de hacienda no podía servir de excusa para el autor de 
una donación remuneratoria. Pero además el título del privilegio original y su conmutación posterior incluían cláusulas expresas que impedían su revocación53. Llegaban incluso 
a defender que ante la concurrencia de dos obligaciones: el socorro al patrimonio real para 
prevenir los daños que puedan suceder, o sustentar las mercedes remuneratorias concedidas al duque y sus antecesores, debía prevalecer esta última “porque el verdadero Tesoro 
de los Principes no es el Fisco, sino los subditos leales, y perfetamente gratificados, pues 
en tiempo de necesidad ofrecen al Rey quanto les ha dado, y ellos alcançan, y juntamente 
las vidas con las haziendas…”54. Y completaban su réplica insistiendo en que los reyes 
quedaban obligados al cumplimiento de los contratos, y sobre todo, de aquellos otorgados 
a perpetuidad por ellos mismos con plenas garantías y especiales privilegios y firmezas. 

A continuación, la alegación se detenía en rebatir los términos de la cédula de revocación que incidían en la pérdida que esta merced representaba para el patrimonio real, 
asegurando que no se podía imputar al duque de Lerma la desmembración de villas o 
ciudades de la corona, y que no era aplicable a su caso la cláusula referida del testamento 
del difunto rey Felipe III. Para ello, entre los numerosos ejemplos citados, presentaba un 
fragmento de la primera parte de la Historia del Rey don Felipe Segundo, publicada en 1619
por el cronista Luis Cabrera de Córdoba y dedicada al príncipe Felipe, sobre las repercusiones que tuvo para el entonces conde de Lerma la muerte del príncipe don Carlos:


52  
Ibídem, ff. 20v21v.

53  Ibídem, f. 22v.

54  Ibídem, f. 24r.

“Fue el Conde bien visto del Rey, y con acepcion comunicado, si bien le ayudo con 
dones poco a sustentar (si no aumentar) su grandeza, y quando fallecio inmaduramente 
en su memoria, hizo merced de la llave que tuvo de su Camara a su hijo don Francisco 
marques de Denia, como escriviremos en esta historia, y en la del Rey D. Felipe Tercero 
nuestro señor, qual si le remitiera su padre el remunerar, y restituyr en su antigua eminencia, riqueza, y gracia la casa de Sandoval y Rojas”55.

El propósito de esta cita era mostrar que el premiar y enriquecer al duque de Lerma ya
había sido una obligación reconocida por el propio rey Felipe II y continuada por Felipe III.
La alegación proseguía después aludiendo las señaladas recompensas que habían recibido 
la mayoría de los titulares de la grandeza española para señalar que 

“a ninguna destas mercedes se ha puesto mala voz por el Regio fisco, y si alguna 
vez ha hecho contradicion, nunca los donatarios han litigado desposseidos, ni embargada 
su hazienda, sino con plena possession y libertad, durante la litispendencia sobre las nulidades, y oposiciones… Solamente el Cardenal Duque se halla destituydo y molestado, 
teniendo su titulo las mayores justificaciones que jamas concurrieron: y assi pues no puede 
atribuyrse a defeto de servicios propios y antecedentes, y mucho menos a falta de liberalidad, en Principe tan soberano, como V. Magestad….”56

Esta acción no podía atribuirse a un revés de la fortuna, ya que si se examinaban 
todas las donaciones hechas por los antecesores del rey Felipe IV para recompensa de 
los servicios prestados por sus más importantes vasallos, muchas excedían la cuantía de 
esta merced o conllevaban mayores rentas, señoríos y otros aprovechamientos. Y si esta 
concesión era perjudicial para el patrimonio del Reino de Sicilia, parecía justificarse aún 
más la conmutación otorgada al duque para buscar la consignación del valor de esa renta 
en juros y réditos anuales, de acuerdo con una práctica ampliamente extendida y sin escrúpulo. Tampoco podía tacharse de cautela excesiva o ilícita esta conmutación efectuada 
por parte del duque, si el rey autorizaba que una merced remuneratoria como ésta pudiera 
tener por esa otra vía una paga segura, fácil y provechosa, pues estaba obligado a sanearla 
y a facilitar por todos los medios posibles su cobranza, aunque solo fuera para premiar el 
valioso servicio prestado a la corona por “la diligencia, el gasto, la prevención, el consejo, 
la perdida de vassallos que tuvo en la expulsion de los Moriscos, y el modo con que los 
hizo expeler para asegurar la Corona de España”57.

55  
La cita aquí reproducida es la que consta en la alegación, BNE, Porcones 830-1, f. 28r; corresponde con las 
pp. 497-498 de la primera edición realizada en Madrid por el impresor real Luis Sánchez. Véase la versión 
modernizada que ofrece L. Cabrera de Córdoba, Historia de Felipe II, rey de España, ed. de J. Martínez Millán 
y C. J. de Carlos Morales, Salamanca, 1998, t. I, p. 428.

56  BNE, Porcones 830-1, f. 29v. 

57  Ibídem, ff. 30v31r.
Ciertamente, uno de los logros más destacados por la propaganda política del duque de
Lerma fue su apoyo a la expulsión de los moriscos. Pese a sus reticencias iniciales, el valido
supo transformar una coyuntura políticamente difícil recurriendo a esta decisión como un
argumento favorable a su privanza. La oportunidad de presentarse a sí mismo como un salvador del Estado en el último gesto de la Reconquista y un valedor de la definitiva unificación
religiosa de la monarquía era demasiado importante para quedarse al margen u oponerse con
nuevas dilaciones. En varias de las relaciones y discursos dedicados a la justificación de la
expulsión encontramos una viva defensa del protagonismo que se debía reconocer al duque
de Lerma en el “éxito” de esta medida. Así la Iusta Expulsión de los moriscos de España (1612) 
del dominico fray Damián Fonseca, publicada en Roma y dedicada a Francisco de Castro,
embajador ante la Santa Sede y sobrino del valido, se ponía de manifiesto esta implicación
reelaborando el mito de la pérdida de España para acuñar el de la salvación de España, que
encarnarían los Sandovales58. La obra más importante para los intereses del valido fue la
célebre Corónica de los Moros de España del dominico Jaime Bleda impresa en Valencia en el
decisivo año de 1618 y dedicada al propio Francisco Gómez de Sandoval y Rojas, que acababa
de adoptar el hábito cardenalicio. Bleda daba mayor autoridad a su relato por el protagonismo que le había correspondido en diversas embajadas ante la Santa Sede para tratar sobre la
cuestión morisca. En un capítulo titulado El duque de Lerma persuadió a Su Magestad desta
expulsión, y la executó: y assí es el que mayor parte tiene en ella después del Rey nuestro Señor, 
ensalzaba su calidad de “principal ministro” del monarca católico y argumentaba que la actitud del valido contra los moriscos no era oportunista, sino que se hallaba enraizada en la
propia tradición de su linaje, como descendiente de los Sandovales y de los Borja. Entre estos
últimos, destacaba la figura del papa Calixto III y la profecía de san Vicente Ferrer, según la
cual “el año nueve avía de dar un grande bramido el Buey”. Bleda, que ilustra en la portada
de su libro el cumplimiento de la profecía, identificaba este buey con un gran príncipe de la
Casa de Borja que sería en 1609 el duque de Lerma59. La poesía satírica de Villamediana se 
valió de una réplica a esta profecía en una célebre composición “Dio bramido de león”, 
que apareció poco después de la salida de la corte del cardenal duque de Lerma entre el 4
y el 7 de octubre de 1618, aludiendo a un sermón realizado por el predicador real Jerónimo 
de Florencia, en el que animaba al rey a mostrar no solo la mansedumbre natural de su 
condición, sino también la cólera necesaria para castigar a quienes obraban mal60.

A finales de junio de 1621, el cardenal duque se veía obligado a apelar al nuevo papa 
Gregorio XV para que mediara protegiendo su dignidad cardenalicia ante el avance de la 
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Damián Fonseca, Iusta Expulsión de los moriscos de España: Con la Instrucción, apostasía y trayción dellos: Y respuesta
a las dudas que se ofrecieron acerca desta materia, Jacomo Mascardo, Roma, 1612, ff. 3r-v. Aspecto tratado en B.J.
García García, “El periodo de la Pax Hispanica en el reinado de Felipe III. La retórica de la paz en la imagen del
valido”, en J. Alcalá-Zamora y E. Belenguer (coords.), Calderón de la Barca y la España del Barroco, Madrid, 2001, 
vol. II, pp. 90-92.
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Jaime Bleda, Corónica de los Moros de España, Felipe Mey, Valencia, 1618, pp. 932-933. A esta obra también se
referirá el memorial de réplica presentado en 1624 por el nieto del cardenal duque de Lerma contra la demanda
del fiscal Chumacero, BNE, VE 182-95, f. 17r.

60  Ph. Rouached, Poésie et combat politique, pp. 527-532.
causa emprendida contra él y las severas consecuencias del examen y embargo de sus rentas, salarios y posesiones. En una carta del día 29 le explicaba cómo se había formado una 
junta que estaba examinando las mercedes que el rey difunto le había otorgado y cómo 
se defendía frente a “uno de los juezes más apasionados contra mí que tienen sus Reales 
Consejos que por serlo tanto le tengo recusado en forma jurídica manifestando algunas 
de las causas que tengo y callando otras no probables y las que lo son y las causas que se 
devieran considerar para escusar esta nobedad”61. Le pedía que intercediese por él ante el 
rey, sabiendo que ya de por sí la nunciatura había empezado a hacer gestiones en su favor 
para moderar el rigor con que se estaba procediendo. Le recordaba los muchos servicios 
que había hecho a la Santa Sede a lo largo de sus años de ministerio, como podrían informarle los distintos nuncios que estuvieron destinados en la corte española62.

A principios de agosto, el nuncio en la corte española, monseñor Alessandro del Sangro, informaba al papa sobre la orden expresa que el rey había dado al cardenal duque de 
que se retirase a Tordesillas hasta nuevo aviso63. El nuncio remitía la copia de esta orden 
y las tres cartas enviadas en respuesta por Lerma, pareciéndole que semejante resolución 
violentaba la dignidad cardenalicia y precisaba el consentimiento papal. Él trató esta cuestión con Baltasar de Zúñiga informándole que era el papa quien debía ordenar esto si se 
juzgaba justa la causa de este retiro forzoso para no incurrir en censuras eclesiásticas ni 
mostrar poco respeto a la jurisdicción y autoridad del pontífice y del Sacro Colegio cardenalicio. Zúñiga le contestó que la propia reputación del monarca se hallaba empeñada 
en este asunto y, recordando otros casos de encarcelamientos de cardenales efectuados por 
los emperadores, terminó diciendo que se procuraría actuar en delante de común acuerdo 
con la voluntad y las órdenes del pontífice. Se aceptó por el momento que Lerma estuviese 
en Tordesillas, por ser un buen lugar y sujeto a su gobierno, y que no se adoptasen otras 
resoluciones violentas contra él, pero que también se evitasen inconvenientes mayores en 
las relaciones entre el monarca católico y la Santa Sede.

Lerma mantenía puntualmente informado al papa a través de la nunciatura o recurriendo al general de los jesuitas64. Su estado de salud se agravó tanto a fines de aquel verano que los médicos le desahuciaron y el rey le autorizó a regresar a Valladolid para estar 
mejor atendido65. Como señalaba el embajador florentino en la corte española Giuliano 
de Medici a mediados del mes de noviembre de 1621, las quejas transmitidas por la Santa 
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62  “…como testigos de todo que conoçieron mi voluntad y buenos ofiçios con Su Mgd. que aya gloria para 
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63  BAV, Barb. Lat. 8286, ff. 104-105v, carta del nuncio Alessandro del Sangro, patriarca de Alessandria al papa 
Gregorio XV, Madrid, 2 de agosto de 1621.

64  BAV, Barb. Lat. 8569, ff. 20r21r., carta autógrafa de Lerma al papa Gregorio XV, Tordesillas, 1 de agosto de 
1621.

65  BAV, Barb. Lat. 8569, ff. 22r y 23r-v, dos cartas de Lerma al papa Gregorio XV, fechas, respectivamente, en 
Tordesillas, 25 de agosto y en Valladolid, 12 de noviembre de 1621.

Sede por la manera en que se procedía contra el cardenal contribuyeron a mejorar en algo 
su situación66. 
El antiguo valido también recurrió a la protección de la infanta Isabel Clara Eugenia 
en Flandes, quien gozaba de notable ascendiente sobre su sobrino Felipe IV, y respondió 
al cardenal duque asegurándole que “no tengo olbydado lo que os debo”67.

En la primavera de 
1622, Lerma completó sus votos y se ordenó sacerdote. En agosto 
de aquel año volvía a escribir a Roma, esta vez al cardenal Ludovisi quejándose de la actitud del nuncio en España, el patriarca de Alessandria que no solo no le había apoyado en 
su proceso judicial intercediendo más activamente en su favor ante el rey, sino que había 
contemporizado con los ministros que le hostigaban en la corte:


“yo estoy destruydo Señoría Illma. en rreputacion, en salud, y en hazienda sin hazerse caso de mi dignidad y sazerdozio y si el nunzio nuevo no lo rremedia tengame V.S.I. 
por muerto, de la voluntad y animo de Su Mgd. Dios le guarde… y no se dilate mas mi 
rremedio que pido a ntro. Señor como su hijo, siervo y cardenal y sazerdote y a V.S.I. que 
me favorezca como a señor…”68.

En la posdata, también autógrafa, añadía: 
“Lo que pido es la livertad de mi persona y hazienda y que como Su Santidad suele 
amparar a sus hijos y subditos no me falte a mi que soy todo suyo y de V.S.I. y lo sere hasta 
la muerte”69. 

Como señalaba el cardenal duque, se hallaba sin posibilidad de salir de Valladolid, Tordesillas o Castilla La Vieja y por eso había empeorado mucho su estado de salud durante 
aquellos tres últimos inviernos, y sus ingresos seguían embargados: “estoyme de la misma 
manera sin tener un solo ducado de mi hazienda para bivir y con tan estrema nezesidad”70. 
Lerma añadía a aquellas reiteradas gestiones por carta las visitas de frailes, arzobispos, car
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Archivio di Stato di Firenze (ASF), Mediceo del Principato, filza 4949, f. 1055r-v, carta de Giuliano de 
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70  BAV, Barb. Lat. 8569, ff. 35r36v, carta autógrafa del cardenal duque de Lerma al papa Gregorio XV, Valladolid, 10 de agosto de 1621.

denales amigos y parientes a Roma o a la sede de la nunciatura en Madrid, pero resultaron 
ser en general infructuosas, pues se mantenía el embargo de la hacienda ducal y solo se 
garantizaba una protección personal del antiguo valido para que las acciones de la justicia 
no fueran más severas o atentasen aún más contra su dignidad cardenalicia.

Los argumentos del fiscal Chumacero: revocación de rentas feudales 
enajenadas e inoficiosidad de donaciones y mercedes excesivas
La argumentación más detallada de este examen judicial contra el cardenal duque de 
Lerma que publicó el fiscal Juan Chumacero contiene 350 puntos distribuidos en 84 folios 
impresos71. Empieza analizando los documentos vinculados con la concesión de esta merced desde el primer billete remitido por orden de Felipe III (Valladolid, 22 de julio de 
1601), en que otorgaba esta licencia de saca de 15.000 salmas de trigo del reino de Sicilia 
“por los muchos, y grandes servicios que ha recebido, y recibe cada dia del duque de Lerma”, libres de derechos y con la facultad de poder incorporarla perpetuamente a los bienes 
de su casa y mayorazgo. Pocos días después se aclaró que fuesen de la medida de las tratas 
“gruesas” (de mayor peso), que el duque podría usarlas para el pago de sus deudas y con 
condición de que si no podía sacarlas a la venta en un año, lo hiciera en cualquiera de los 
siguientes en el periodo que prefiriese. El privilegio de esta merced se despachó finalmente el 2 de octubre de 1601 y el duque se aprovechó de él hasta agosto de 1603, alcanzando 
un rendimiento en estos dos años de unos 160.232 ducados. El 2 de julio de 1602 otro 
billete remitido por orden del rey al Condestable, como presidente del Consejo de Italia, 
disponía que se conmutase la licencia de las 15.000 salmas de trigo por 72.000 ducados de 
renta (moneda de Castilla) para el duque de Lerma y sus sucesores, libres de los impuestos 
de registro de este tipo de privilegios, aunque excedieran el valor original de aquella licencia. En cumplimiento de esta orden se consignaron 32.000 ducados en rentas del Reino 
de Nápoles, otros 30.000 ducados en la hacienda del Reino de Sicilia, y los 10.000 ducados restantes en las rentas del Reino de Aragón a razón de un 5 o 6 % de interés. El rey 
mandó además que se remitiese toda la documentación original (dejando copia en el 
Consejo) de la tramitación de esta merced y de su conmutación (los billetes del rey, las 
consultas, las copias de las cédulas y privilegios despachados…)72. El privilegio de conmutación de esta merced se despachó el 3 de julio de 1603, y como advertía el fiscal “en ambos 
[privilegios] se afectaron nuevas causas, haciendo remuneracion lo que fue mera liberali
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dad, y se supussieron nuevas clausulas, como parecera, confiriendo los villetes referidos 
con el tenor de los privilegios”73. De esta forma, a lo largo de casi veinte años el principal 
de esta renta había alcanzado 1.440.000 ducados y los réditos otro 1.500.000.

A continuación, el fiscal exponía con todo detalle las tres partes en que dividía su 
alegación: el artículo primero se destinaba a demostrar que era una norma general establecida en todos los reinos de la monarquía la prohibición de enajenar bienes de la corona, 
y analizaba los defectos específicos y excesos que había habido en la tramitación y conmutación de semejante donación (nº 13-213, ff. 3r54r); el artículo segundo respondía a las 
objeciones presentadas por la defensa respecto a tratar esta cuestión por la justicia seglar 
dada la dignidad cardenalicia del duque de Lerma (n.º 214-271, ff. 54r65v); y el tercero 
justificaba la reintegración que se había hecho a la corona de esta renta, el secuestro de 
los bienes del cardenal duque y el procedimiento arbitrado en este examen judicial (n.º 
272-350, ff. 66r84r). 

En la exposición del primer artículo de su alegato el fiscal insistía en que se trataba 
de una enajenación de bienes demaniales, pertenecientes a las rentas del patrimonio real 
en el Reino de Sicilia, y sobre los que el príncipe no tenía “libre y absoluto poder, sino 
un señorío imperfecto, y limitado a el uso, y administración”, porque las leyes de Castilla 
y de Sicilia eran leyes paccionadas en las que estaba expresamente prohibida semejante 
enajenación de bienes de la corona “por contrato celebrado en Cortes”74. Además, resultaba más gravosa para los reinos la enajenación de impuestos y recursos fiscales que la de 
jurisdicciones y señoríos, pues con estos ingresos se sustentaba la Casa Real y la defensa y 
conservación de la monarquía. Esta misma prohibición sería aplicable a las consignaciones por las que se permutó la licencia de las tratas de Sicilia, y sobre todo por la del medio 
por ciento de la ciudad de Sevilla que pagaban los mercaderes al embarcar y desembarcar 
sus productos.

Entre los defectos que invalidaban el primer privilegio de las tratas, el principal radicaba en la voluntad del monarca. Para el fiscal, el poder y la autoridad de que gozó el duque 
de Lerma como valido excluía la voluntad libre del rey:


“notorio es que fue el primero ministro en todas materias de justicia, gracia, y gobierno, por sus manos corrieron todos los despachos, y consultas, a su disposicion estuvo la 
Real hazienda, y por sus libranças se expendio mucha parte della, obtuvo decreto para que 
los suyos fuesen obedecidos, como los de su Rey, y señor natural, y en virtud dellos se hizieron mercedes a muchos de sus criados, y allegados… Demas de anular la gracia impone 
al privado que la obtiene valiendose del poder que alcança con su principe…”75.
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Antes debía atribuirse a la importunidad e industria del donatario que a la voluntad 
de donador. Por su elevada cuantía, más parecía merced solicitada que originada de motu 
proprio, y este defecto anulaba la naturaleza graciosa y libre de dicha donación. Además, 
la tramitación de este privilegio padecía vicios de obrepción y subrepción: “no se le hizo 
relación a su Magestad de la cantidad que donava en el derecho de las quinze mil tratas, ni 
pudo saberla, assi por la incertidumbre deste aprovechamiento, como por la poca noticia 
que de su calidad se tiene en estos Reynos”, como se apreciaba en las dudas consultadas 
por el propio presidente del Consejo de Italia76. Esta forma engañosa de proceder también 
se ponía de manifiesto en la carta que Lerma remitió a Rodrigo Calderón, presentada 
como prueba en este pleito, en la que le indicaba “que las donaciones se han de sacar una 
a una, como los juncos, en que se descubre la traça con que se procurava ocultar a Su
Magestad la inmensidad de las donaciones, dividiendolas en diferentes tiempos, que si se 
le representaran juntas, impossibilitaran la gracia”77. No se advirtió al rey que semejante 
donación estaba prohibida por juramento en Cortes y tampoco sobre cuál era el verdadero estado de la hacienda real. Para avalar esto último, el fiscal recordaba que en diciembre 
de 1606 una visita realizada sobre la Junta del Desempeño General demostró cómo habían engañado deliberadamente al rey en una consulta presentada el 16 de agosto de 1605
diciéndole que, gracias a sus servicios, quedaba saneada la hacienda real en 14.728.890
ducados, cuando en realidad sus deudas superaban los 20.000.00078. Pero también se 
ocultó al rey la precaria situación de otras necesidades mucho más acuciantes para que no 
impidiesen la aprobación de donaciones tan importantes como ésta de las tratas de Sicilia. 
Aportaba como prueba de cargo una consulta del confesor real fray Gaspar de Córdoba 
realizada en el convento de San Pablo de Valladolid el 30 de julio de 1602, que se halló entre los papeles incautados a Rodrigo Calderón. Instaba al rey a socorrer a los soldados que 
estaban desamparados en los presidios que defendían las fronteras y muy especialmente 
en los del norte de África, porque sometidos a las acometidas de los enemigos y faltos de 
paga y manutención optaban por desertar e incluso renegar de la fe cristiana: 

“Pues (por amor de nuestro Señor) considere V. Mgd., que escusa podra aver en el 
juyzio divino, aviendo avido hazienda para tantas mercedes como se hacen cada dia, y para 
tantas fabricas, y gastos extraordinarios que se pueden escusar. Yo señor, no la alcanço, solo 
se que murio Dios por qualquiera de aquellas almas que se han perdido, y le costaron su 
sangre, y ha de pedir a V. Mgd. estrecha cuenta dellas, y se avia de quitar el bocado de la 
boca, y el vestido de la persona, porque no se perdiesse un alma”79.

76  
Ibídem, f. 21v.

77  Ibídem, f. 22r. Sobre la detención de Rodrigo Calderón y la pesquisa que se hizo en sus archivos, véase el 
reciente trabajo de S. Martínez Hernández, La sombra del valido. Privanza, favor y corrupción en la corte de 
Felipe III, Madrid, 2009, pp. 246-252.

78  Sobre este engaño de la Junta de Desempeño General y el proceso de sus responsables, B.J. García García, La 
Pax Hispanica. Política exterior del duque de Lerma, Lovaina, 1996, pp. 213-216; A. Feros, El duque de Lerma, 
pp. 313-322; y P. Williams, El gran valido, pp. 176-179.

79  BNE, Porcones 830-2, f. 24r.

Proponía como remedio que se destinasen a esta finalidad mercedes como las de las 
tratas de Nápoles y Sicilia, y cargaba sobre la conciencia del rey las consecuencias de esta 
dejación del amparo que precisaban todos aquellos que servían a la monarquía arriesgando sus vidas en su defensa. Esta consulta nunca llegó a manos de Felipe III, fue retenida 
por el conde de Villalonga Pedro Franqueza, quien anotó como sobrescrito: 

“Confessor, un papel que escrivio a su Magestad, no se le ha de responder sino 
guardarle, y aun creo que seria mejor romperle, pues el verle fue conveniente, y mayor que 
todo acudir al cumplimiento de lo que apunta, pero para lo demas no es menester”. 

Cuando éste la consultó con el duque de Lerma, el valido anotó de su mano: “Para 
guardar. Del padre Confessor”. Así se probaban las deliberadas maniobras de ocultación 
al rey que se siguieron también en la tramitación y conmutación de esta merced. 

Para el fiscal, la causa de la concesión de dicha renta también fue falsa y determinó, 
por tanto, que la gracia fuese obrepticia, porque Felipe III no la otorgó como parte de la 
recompensa reconocida a los Sandovales que se había efectuado ya mediante la concesión 
de otras villas y rentas. Y esta razón se añadió después en el privilegio sin verificarla. 
La conmutación de la licencia de saca por una renta también fue injusta, porque el rey 
solo concedió un derecho de extracción de aprovechamiento incierto y condicionado 
a dos factores: la abundancia de trigo en Sicilia y la falta de él en el resto de Italia; y 
el duque de Lerma, contraviniendo la buena fe del contrato, obtuvo a cambio de un 
emolumento dudoso, 72.000 ducados de renta sobre ingresos de la hacienda real, y 
semejante desigualdad hacía injusta dicha permuta. Lerma era plenamente consciente 
de la distinta calidad de los bienes de una y otra donación, y de que las rentas reales no 
podían ser enajenadas en su favor. Aun en el caso de que pudiera llegar a justificarse la 
elevada cuantía otorgada y la causa que motivó esta merced, la mera remuneración no 
conllevaría tampoco una obligación para el rey de sanear dicha renta en una consignación 
fija y más segura. 

Otro defecto importante que destacaba el fiscal era que para una donación de este 
tipo hubiera sido necesario consultarla formalmente a través del Consejo de Italia, y no 
bastaba con el billete remitido al presidente, y lo mismo sucedía con la tramitación de la 
permuta efectuada dos años después. Si se hubiese efectuado dicha consulta en una y otra 
ocasión “no hubiera dado su parecer en ella, por la noticia y experiencia que tiene del perjuyzio que de semejante donacion de tratas se causa en el Reyno de Sicilia al patrimonio 
real”80. Fue en la redacción de los privilegios donde se añadió que estas mercedes habían 
sido consultadas, y por eso se pidió al presidente que remitiese después todos los documentos originales de la concesión y tramitación de esta donación. Al firmarlos el rey, no 
se detuvo en revisar la redacción pormenorizada de lo otorgado, dando por supuesto que 


80  Ibídem, f. 30r-v.
se atendrían al tenor de los decretos o billetes originales: “Las consultas que se refieren en 
los privilegios, las causas, las derogaciones y firmezas, fue negociación del donatario, y no 
infieren, ni voluntad, ni ciencia en el donador…”81.

El fiscal Chumacero se extendía después en mostrar el grave perjuicio que esta donación representaba para la hacienda real en tiempo de tantas dificultades financieras, y 
recordaba el estado de la misma que se había presentado ante las Cortes de Castilla en la 
cédula remitida por la corona el 9 febrero de 1601, o la petición al reino de un servicio 
de 18.000.000 mientras se concedía a un solo vasallo (con la permuta otorgada al duque 
de Lerma) una renta de 76.880 ducados consignados en tributos que deberían destinarse 
a satisfacer otras necesidades públicas. A continuación, se ofrecía una nueva y detallada 
relación de las ayudas de costa, escribanías de sacas, alcaidías, encomiendas, alcabalas 
y tercias, regimientos, dotes, oficios, gajes, privilegios de mercado, baldíos, capitanías, 
exenciones, partidas con cargo a gastos secretos… que recibió el cardenal duque (ff. 36r43r), cuya estimación alcanzaba cifras verdaderamente espectaculares: 305.248 ducados en 
la Corona de Castilla, 438.397 ducados en el reino de Nápoles, 375.771 en Indias. Esto 
sumaba 1.119.362 ducados de renta, cuyos réditos ascendían a 13.452.334 ducados. Y habría 
que añadir en concepto de distintas ayudas de costa aportadas sobre los ingresos fiscales de 
esos territorios otros 6.849.378 ducados. De este modo, el total estimado por las pesquisas 
del fiscal y el escribano mayor de rentas se elevaba nada menos que a 20.281.722 ducados, 
sin contar con “otras mercedes de patronazgos, pedaços de términos, y tierras baldías que 
no se han podido valuar”82.

Para demostrar que era excesiva esta merced, el fiscal analizaba después qué servicios 
se alegaban para justificarla. Los muchos oficios y servicios realizados por el cardenal 
duque de Lerma habían sido ya convenientemente remunerados con “grandes aprovechamientos” y con los “emolumentos” propios de los cargos y dignidades que desempeñaba. 
Los servicios que justificaban este tipo de donaciones extraordinarias debían concurrir al 
tiempo de la remuneración, según las leyes del reino, y no cabía alegar servicios prestados 
por los antepasados que ya habían sido recompensados con títulos, privilegios, oficios, 
rentas y otras mercedes como podía comprobarse acudiendo, por ejemplo, a la propia 
crónica del emperador Alfonso VII escrita por un pariente del duque de Lerma, fray Prudencio de Sandoval, en la que incluye una relación de la historia de la familia y enumera 
todas las remuneraciones que les habían otorgado desde Alfonso VI hasta los Reyes Católicos83. El fiscal concluía esta parte de su alegato señalando que Felipe III no podía volver 
a premiar servicios ya remunerados por sus antecesores, ni tenía obligación moral o legal 
de hacerlo por méritos ya reconocidos y premiados. Además, los servicios prestados por 
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Ibídem, ff. 30v31v.

82  Ibídem, f. 42v43r.

83  Fray Prudencio de Sandoval, Chronica del ínclito emperador de España don Alonso VII, Luis Sánchez, Madrid, 
1600, dedicada a Francisco Gómez de Sandoval y Rojas, primer duque de Lerma. Esta incluye una pormenorizada historia de la “Descendencia de la Casa de Sandoval, duque de Lerma” en pp. 187-252, entre las de 
diversas casas nobiliarias castellanas.

el donatario no eran por entonces tan excepcionales y grandes para verse recompensados 
con una merced de cuantía tan elevada y de carácter perpetuo para beneficio de sus sucesores. Por último, la causa de esta donación fue falsa también porque se adujo que estaba 
vinculada con la resolución del pleito de recompensa, y cuando se tramitó el privilegio de 
la licencia de sacas, el duque de Lerma ya sabía que se había fallado en su favor la sentencia 
de revista por la cual se le adjudicaba una cumplida recompensa: “mas de sesenta lugares, 
que posseia al tiempo del despojo, las alcabalas, tercias, pedidos, y monedas que pertenecían a la Corona Real”, y que se extendía además a “la promessa al servicio ordinario, y 
extraordianrio, moneda forera, galeotes, servicio de millones” de aquellos lugares, siendo 
estos derechos inseparables de la corona84.

En el artículo segundo de su alegación, el fiscal venía a rebatir la prerrogativa de la 
dignidad cardenalicia para evitar la acción de este examen judicial. Rechazaba que el rey 
actuase en esta causa como actor o demandante de la misma, y el cardenal duque como 
reo o imputado. Aclaraba que el “actor” de un procedimiento judicial era el que daba la 
primera causa pidiendo o demandando, y que en los juicios divisorios se denominaba 
actor al que primero pide y que por lo tanto era la parte del cardenal duque la que había convertido la orden del rey para el examen de sus mercedes en un pleito, pidiendo 
amparo de posesión y la revocación del secuestro. Los bienes objeto de este secuestro no 
eran eclesiásticos, sino temporales y patrimoniales de la corona, de naturaleza, por tanto, 
“feudal” sobre réditos anuales y no cabía entonces la remisión a la jurisdicción eclesiástica 
aceptando una excepción declinatoria. Pero, además, la revocación del secuestro que se 
solicitaba por la parte contraria implicaba de por sí el reconocimiento de la autoridad real 
en esta cuestión. 

Chumacero llegaba a alegar que la propia “mudanza de estado” del más poderoso privado fue una medida de prevención del duque de Lerma, adoptada por consejo de sus más 
confidentes servidores cuando ya se veía en la declinación de su influencia, “por la fortuna 
que avian corrido los ministros que avia eligido para el gobierno, y amenaçava a otros, 
de cuyas culpas, si bien por complicidad, por elección podia esperar cargo, como por la 
libre disposicion que avia tenido en la Real Hazienda”85. A esto se añadía la proximidad 
de esta mudanza con su salida definitiva de la corte (entre abril y octubre de 1618), los 
rumores que circulaban entonces (recordemos el exitoso epigrama de Villamediana: “El 
mayor ladrón del mundo, / por no morir ahorcado, / se vistió de colorado”), lo insólito de 
esta novedad ideada para privilegiar su persona y sus bienes en un momento tan crítico, 
o el propio disgusto de Lerma, que se sentía incómodo con esta nueva condición y los 
problemas que le acarrearía en el trato con el rey, y por su compromiso de contraer un 
nuevo matrimonio con la condesa de Valencia de Don Juan86. 
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BNE, Porcones 830-2, f. 49r.

85  Ibídem, f. 64r.

86  C. Pérez Bustamante, Los cardenalatos del duque de Lerma, pp. 26-27 y 47-48; y J.A. Martínez Bara, La condesa de Valencia de Don Juan, el marqués de Poza y el duque de Lerma, Madrid, 1978.

Ante la nueva cédula dictada en contra de sus primeras alegaciones, el cardenal duque 
de Lerma trató de remediar con la mayor brevedad posible el daño que le había causado 
el examen de las mercedes recibidas y el embargo de los 15.000 ducados de renta pidiendo 
a la junta que le juzgaba el amparo de la posesión de esta merced, pues no se tenía por 
despojado de la misma, sino “por verdadero y continuo poseedor”, y les instaba a que se 
levantase dicho embargo y se le restituyese la manutención que percibía antes de haber 
sido perturbado o impedido por tales acciones. Dado que esta posesión no había sido 
disputada durante casi veinte años, el amparo que solicitaba el cardenal duque se fundamentaba en tres principios infalibles para sus abogados: 1) un pleito sobre la posesión y 
legitimidad de una merced no podía iniciarse ejecutando un secuestro; 2) al poseedor le 
correspondía en todo caso la percepción de la manutención ordinaria que venía disfrutando hasta entonces; y 3) el amparo siempre debía atenderse porque se hallaba poseyendo 
dicha merced bajo títulos debidamente formalizados y en regla87. 

En cuanto a la situación de parte de esta renta en la contribución del medio por ciento 
del Consulado de Sevilla, se advertía que este impuesto, introducido en tiempos de Felipe III, nunca había sido parte de la hacienda real, y afectaba solamente a cierto género 
de personas que contribuían a él. Además, la cuantía consignada en el medio por ciento 
no podía ser “merced repugnante a la conservación desta corona, y enormísimamente 
perjudicial a su autoridad”, que era el requisito establecido en las doctrinas jurídicas y en 
las decisiones alegadas en los casos de revocación precedentes. Por otra parte, los reyes de 
Castilla y el propio Felipe IV no habían consentido nunca que se le quitase la libertad 
de acrecentar y enriquecer a los vasallos que ellos estimaban beneméritos. El medio por 
ciento de Sevilla era, para este abogado, como el derecho de las sisas, o el de los pozos de 
nieve y los estancos de la sal, pimienta y azogue, el de los paños de Indias y otros semejantes “que no miran al principio de la corona, sino a nuevos arbitrios, y contribuciones 
que nunca se avian inventado, ni conocido, y seria imprudencia decir que el Rey no puede 
dar lo que allí le toca, y repartirlo como le pareciere, porque le obstan las prohibiciones 
antiguas de enagenar los bienes, y rentas reales”88. Pero cabría recordar también que los 
mismos reyes de Sicilia ya solían enajenar esta licencia de sacas, y el propio Felipe IV había 
otorgado recientemente diversas mercedes de este tipo, y por ello no podía ser considerada una renta demanial (de dominio público), aunque formase parte de la hacienda real. 
Por tanto, era posible enajenarlas y el cardenal duque de Lerma tenía el mismo derecho a 
gozar de esta merced como los demás privilegiados y donatarios. 

El amparo y el reconocimiento de la “posesión natural” de esta merced, que solicitaba 
el abogado del cardenal duque, parecían por tanto de obligado cumplimiento mientras 
la causa principal estuviese pendiente de resolución, y por ello tendría Lerma derecho a 
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88  Ibídem, f. 6v.
la manutención que gozaba anteriormente. Los decretos y cédulas que habían iniciado 
el proceso contra él, deshacían la “posesión civil”, pero no así la “natural” y sobre todo 
teniendo en cuenta la dignidad eclesiástica y cardenalicia del donatario. 

La réplica presentada por el fiscal sobre la remuneración previa y generosa que los 
reyes de Castilla y Aragón ya habían ido concediendo a los servicios de los antepasados de 
Lerma, no parecía adecuada y bastante, porque las hazañas de los Sandovales no podían 
considerarse debidamente recompensadas en el pasado: “ofreciendose tantas vezes a la 
muerte, por ella [la corona] y por su rey, y sacandole victorioso, defendido y seguro: para 
lo qual no hubo ni ay recompensa equivalente, y siempre es capaz de nueva remuneración, 
y no se llama excesso qualquiera largueza que por este respeto se hiziere”89. Volvía aquí 
nuevamente a incidirse en los servicios que el propio cardenal duque había hecho, y muy 
especialmente facilitando la expulsión de los moriscos: 


“porque vino a descubrir con suma diligencia y cuidado la intención de los Moriscos, inobedientes a la Religion, y a la Magestad Catolica, y el peligro de todo, que se 
causava por la residencia dellos en estos Reynos, y por sus conjuraciones, y medios ilícitos, 
ya prevenidos y formados, con extraordinaria industria y cautela; y aunque perdió la mayor 
parte de los estados que posseia en Valencia, procuro que fuesen expelidos, anteponiendo 
el respeto de su Magestad, y el beneficio, y seguridad publica del Reyno, y de la Iglesia 
a los particulares intereses, venciendo las voluntades de quantos lo podían contradecir, 
y facilitando aquel caso de manera que la execucion, y efeto se consiguio; y aunque por 
el oficio que administrava, y por la fidelidad de tan ilustre vassallo devia servir al Rey en 
tan importante, y difícil negocio, y en los demas que corrieron por su mano, las leyes no 
admiten que venga a quedar sin satisfacion, ni por ser criado, y vassallo a su señor natural 
hacen el servicio menos digno de premio…”90.

Las donaciones remuneratorias nunca podían ser invalidadas por causa de la necesidad 
que padeciesen los reyes, porque el mayor provecho de los soberanos era su capacidad 
para premiar al benemérito e inclinar los ánimos de otros al servicio y defensa del rey 
asegurando el galardón y el reconocimiento, y no permitiendo pleitos y oposiciones a su 
cumplimiento. Este tipo de donación excedía los términos de una simple muestra de liberalidad y adoptaba la fuerza de los contratos, de manera que ningún detrimento particular 
o público podía ocasionar o justificar su revocación. Además, en el caso que se juzgaba, 
los títulos de concesión de esta licencia y su conmutación posterior ya contenían cláusulas 
que excluían cualquier clase de obrepción o subrepción91.
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Ibídem, f. 8v.

90  Ibídem, ff. 8v9r.

91  Obrepción: falsa narración de un hecho, que se hace al superior para sacar o conseguir de él un rescripto, empleo o dignidad, de modo que se oculta el impedimento que haya para su logro; y subrepción: ocultación de 
algún hecho, o circunstancia en la consecución de alguna gracia, la cual si se dijera, impidiera su consecución 
(Diccionario de Autoridades, eds. de 1737 y 1739, respectivamente).

Según esta nueva alegación, la cédula dada contra el cardenal duque y el embargo 
ejecutado sobre sus rentas tampoco debían aplicarse, porque los bienes transferidos a un 
eclesiástico no podían ser revocados por la autoridad civil, y máxime cuando éste gozaba de 
la dignidad cardenalicia. Y sobre todo si no se trataba de feudos de la corona, sino de una 
consignación de rentas pecuniarias. El secuestro, despojo, turbación o cualquier otro acto 
que conllevase la desposesión de las rentas de un eclesiástico no pertenecía a la jurisdicción 
real, pues quedaban en todo sujetas al fuero de la Iglesia. Por ello el cardenal duque podía 
sentirse agraviado y reclamar legítimamente la reposición de lo embargado, y todo aquel 
que actuase en contra se arriesgaba a las censuras eclesiásticas previstas en tales casos92.

Otra justificación que presentaba esta nueva alegación en derecho era que la gran 
suma de dinero otorgada en 1601 era “para distribuyrla en nombre del Rey, como quien 
representava inmediatamente su persona, y hazia oficio de preeminencia real, por donde 
no tiene obligación de dar cuenta”93. Declaraba también que el pleito no se había trabado 
sobre la propiedad de esta renta, sino solamente sobre la reposición de los embargos ejecutados contra ella y los autos del escribano mayor de rentas Domingo de la Torre Rucabado 
contra la posesión pacífica del cardenal duque de Lerma. Las excepciones planteadas por 
el fiscal Chumacero debían reservarse para el desarrollo de un futuro juicio petitorio94, concediendo a Lerma entre tanto la manutención que pretendía, y esta era la práctica habitual 
en los procesos del Consejo de Hacienda sobre embargos de rentas, o en las chancillerías 
en los pleitos de hidalguía. El propio fiscal admitía que con estas medidas no se pretendía 
quitar la posesión de esta donación, validada por títulos debidamente formalizados y 
por el hecho de que el duque había gozado de ella sin disputa durante veinte años, sino 
mantener la justificación del embargo por razones de necesidad de la corona. Pero para 
ejecutar un embargo como este el poseedor debía ser citado y escuchado, y no era procedimiento legítimo secuestrar los bienes en ausencia suya y sin citarle dando una cédula sin 
el debido respaldo jurídico y que no reconocía legitimidad a los títulos de dicha posesión. 

La conclusión que se extrae de esta segunda alegación del abogado de Lerma es que la 
posesión de esta merced solo podía resolverse mediante un juicio petitorio debidamente 
formado, y que la manutención que gozaba el cardenal duque antes del secuestro y embargo de dicha renta no debía suspenderse hasta la resolución de dicho proceso, sobre todo 
teniendo en consideración la dignidad y prerrogativa del cardenal. El secuestro ejecutado 
suponía comenzar condenando y ejecutando sin haber oído a la parte afectada, alteraba 
el estado y posesión de dicha merced cesando su aprovechamiento, y traía a un clérigo de 
tan alta dignidad al fuero seglar comprometiendo la conciencia del propio rey y la de sus 
ministros, e incurriendo en graves censuras eclesiásticas.

El 19 de diciembre de 1623 el fiscal del Consejo de Órdenes Juan Chumacero interpuso finalmente una demanda contra el cardenal duque de Lerma. Este tenía que hacer 
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94  Juicio petitorio es el que se sigue sobre la propiedad de una cosa o la pertenencia de un derecho.

frente a las tres causas que se trataban en la junta particular creada a tal efecto: la merced 
de las tratas de Sicilia, el pleito por la concesión de la villa de Tudela de Duero incluida 
en el de recompensa, y la demanda general sobre las demás rentas y mercedes recibidas 
en tiempo del rey Felipe III. Como señalaba en su escrito el fiscal, después de incluir una 
detallada descripción de todas esas mercedes, “las quales dichas donaziones se le deven 
revocar por los vicios de obbrepcion y surreption que en ellas intervinieron y todos los 
demas deffectos y nulidades que protesto alegar y comprovar en el progresso deste juiçio 
y resultaren destos autos que e aquí expressado”95. Seguía después enumerando todas las 
demás razones que le llevaban a presentar esta demanda, y sobre todo por la inoficiosidad 
de dichas mercedes dada su “inmensidad” y el grave perjuicio que causaban a la hacienda 
real incumpliendo además los juramentos y pactos suscritos por el propio soberano con 
sus reinos. Exigía asimismo que el cardenal duque presentase los títulos de concesión de 
todas y cada una de esas mercedes, para que el fiscal pudiese examinar en detalle el procedimiento seguido en su concesión y tramitación. El portero de Cámara Lázaro Gómez 
notificó la demanda al cardenal duque de Lerma en el palacio real de Valladolid el viernes 
19 de enero de 1624, en presencia de su secretario y camarero Juan de Arce, y de su contador y secretario Pedro Lozano96.

El
 2 de junio Felipe IV, atendiendo a una petición cursada por el fiscal, envió una 
cédula al cardenal duque ordenándole que nombrase a un nuevo procurador, por haber 
revocado a Hernando García, que le representaba en estos tres procedimientos, e informándole del estado en que se encontraban, para no ser declarado en rebeldía97. En otra 
cédula el rey le mandaba notificar que el pleito de las tratas de Sicilia quedaría visto para 
sentencia y que los jueces votarían su resolución el jueves 27 de junio de 162498. Dejaremos 
para otra ocasión y más espacio, el seguimiento de este proceso por parte del su sucesor el 
segundo duque de Lerma, Francisco Gómez de Sandoval Manrique de Padilla, que en un 
memorial publicado en respuesta a dicha demanda acababa afirmando: 


“¿Qué premio devio esperar de Dios y de sus Reyes mi abuelo, que con su alto ingenio, con su cuidado y amor a su Rey, y a su patria, fue causa, o instrumento que gozase, no 
solo una provinçia, sino todo el mundo veinte años de paz? Veinte años estuvo enfrenado el 
opressor, y ayudado y defendido el miserable. Veinte años estuvo la justicia en su entereza 
e igualdad para todos. Y veinte años con sus consejos y desvelos vivimos todos felices y 
abundantes… Autoridad y grandeza es del Rey, la grandeza y autoridad de su valido… Por 
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98  Ibídem, ff. 464v465v., copia de cédula de Felipe IV al cardenal duque de Lerma, Madrid, 2 de junio de 1624. 

todo lo qual pido y suplico a V. A. mande repeler y repela la dicha demanda en todo, o por 
lo menos, que se enmiende y corrija…”99.

Aquel mismo mes de junio de 
1624, el anciano cardenal respondía a los breves recibidos del nuevo papa Urbano VIII y remitidos por el nuncio Giulio Cesare Sacchetti tras su 
llegada a Madrid, disculpándose por no haber podido hallarse en los actos de su recepción 
en la corte española por estar privado de semejante libertad y por verse todavía sometido 
a “grandes trabajos y persecuçiones”100. Le recordaba que el anterior nuncio Innocenzo 
Massimo se había marchado “sin dejar asentado el conçierto de mis negoçios como me 
lo avia ofreçido a mi y a otros hasta deçir que lo avia escrito y ofreçido a V. Sd. y que no 
podia yrse antes, él se partio y contento con aver negoçiado lo que es notorio para sí”101; 
y volvía a implorar su amparo y protección. La última y muy breve carta del cardenal 
duque de Lerma al papa que se conserva, está fechada en enero de 1625, casi cuatro meses 
antes de su muerte, y refleja muy bien el estado de abatimiento en que se hallaba, si bien 
la diplomacia pontificia había logrado ya que el proceso se redujese a cierta composición 
permitiéndole disponer de algunas de las rentas embargadas: 

“La carta de V. Sd. de 14 de diçiembre he rreçivido y todo el consuelo que he esperado de su piedad y protection, con esto señor nuestro he despedido la vejez y la memoria 
y pena de los travajos que Dios me dio, sea su divina magestad vendito, y guardenos la santissima persona de V. Bd. como la Cristiandad y la Santa Sede Romana han menester”102.

El 23 de marzo de 1625 el cardenal duque traspasó finalmente a la corona los ingresos 
que le correspondían de la conmutación de las tratas de Sicilia.

Apéndice
Valoración y embargo de las rentas del cardenal duque de Lerma efectuados por el 
escribano mayor de rentas Domingo de la Torre Rucabado en Madrid a 8 de marzo de 
1622. BNE, ms. 13239.


99  
BNE, VE 182-95, Francisco Gómez de Sandoval Manrique de Padilla, duque de Lerma, Memorial dirigido…
al Rey Felipe IV contra una demanda del fiscal D. Juan Chumacero de Sotomayor sobre las donaciones y mercedes 
que le hizo… Felipe III al abuelo del litigante…, s.n., s.l., s.a. 22 y 14 ff.

100  
BAV, Barb. Lat. 8569, ff. 49r50v, carta del cardenal duque de Lerma al papa Urbano VIII, Valladolid, 14 de 
junio de 1624 (la cita en f. 50r).

101  Ibídem, f. 49v.

102  BAV, Barb. Lat., 8569, ff. 56r-v, carta del cardenal duque de Lerma al papa Urbano VIII, Valladolid, 22 de 
enero de 1625. Citada en C. Pérez Bustamante, Los cardenalatos del duque de Lerma, p. 34.

Doc. 1. Estimación de las rentas anuales que percibía el cardenal duque de Lerma en 
1622 (ff. 431r433r): 

Rentas
Descripción
Valor anual Totales(ducados) 

Estados
Alcabalas 
compradas
Villa de Lerma y partido (6.500 en dinero y 2.000 en 
pan a la tasa)

Gumiel de Mercado y su partido (4.700 en dinero y 
1.1000 en pan y vino a la tasa) 

Cea y Villamízar (2.600 en dinero y 2.000 en pan a 
la tasa) 

Ciudad de Denia y partido (5.000 en frutos de la 
tierra y 4.000 de las almadrabas)

Ampudia y partido (3.500 en dinero y 800 en pan)
Valdemoro (encabezamiento de alcabalas y 10.000
mrs. de la martiniega)

Subtotal

De la Diputación del Medio General compró 
6.143.708 mrs. que montaban las alcabalas de 
Arganda, Tudela de Duero y las once villas de las 
Behetrías, cuyo principal ascendía a 203.467.054 mrs. 
que se pagaron de lo procedido de las tratas de Sicilia 
y los maravedís que importaban las alcabalas de cada 
villa era el siguiente: 

Arganda                                                      362.345 mrs.
Santa María del Campo                          1.020.244 mrs.
Mahamud                                                   416.490 mrs.
Presencio                                                    330.790 mrs.
Villavaquerín                                             134.995 mrs.
Capillas                                                      215.687 mrs.
Fuentes de Nava
669.055 mrs.
Palacios                                                      337.500 mrs.
Pozo de Urama                                             32.480 mrs.
Boceguillas                                                456.750 mrs.
Mazuecos                                                   187.775 mrs.
Torquemada                                            1.110.900 mrs.
Tudela de Duero                                        868.697 mrs.
Subtotal

8.500

5.800 

4.600 

9.000 

4.300 

3.280
35.480 

16.383½ 

16.383½
Rentas
Descripción
Valor anual Totales(ducados)
Alcaidías
Perpetua del castillo de Burgos (300 ducados para un 
teniente de sueldo al año)

Alcázar de Toledo

Casa Real de Valladolid (1.000 ducados para el duque 
y 200 para un teniente)

Real Sitio del Abrojo (situados en el medio por 
ciento)

Torres de León

Palacio de Tordesillas

Tenencia de Uclés (con 100 ducados al teniente)
Subtotal

Reino de Nápoles: 10.000 ducados napolitanos (resto 
de 32.000 ducados de juro)

Medio por ciento de Sevilla: de resto de 30.000
ducados de juro

Reino de Aragón: censal de 5.120 libras anuales, parte 
de la recompensa de los tratas de Sicilia 

Reino de Portugal: çileiros de Serpa y Mora 
Escribanías de Alicante y Orihuela

Censo que paga la Villa de Madrid (resto)

300

262

1.200

112 

180 

24
2.784706 

8.333 

662 

4.643
7
.000

3.270

1.137

y 7 rrs.

Juros y censos 

Encomiendas y 
gajes temporales
Juros en alcabalas y rentas: 

- Renta de lo vedado en Portugal            1.518.000 mrs.

- Salinas de Andalucía                               168.750 mrs.

- Medio por ciento Aduana de Sevilla       768.750
mrs.

- Medio por ciento Aduana de Sevilla         86.620
mrs.

- Alcabalas de Guadalajara                        500.000 mrs.

- Alcabalas de Berzosa                               300.000 mrs.

- Alcabalas de Alcalá de Henares              137.500 mrs.

- Alcabalas de Cuenca                               370.280 mrs.
Subtotal

Encomienda mayor de Castilla (orden de Santiago)
Gajes de sumiller de corps y caballerizo mayor
Pensión del Adelantamiento mayor de Cazorla
Capitán General de los hombres de armas

Doce esclavos de Portugal

Subtotal

10.000

35.045 
y 7 rs.
11
.000

10.000

6.000

666

1.360
29.026
Rentas
Descripción
Soto de Gutierre, mojonería de la villa de Valdemoro
Mojonería, pesos y medidas de Arganda
Mojonería de Tudela de Duero

Mojonerías, 
Pesos y medidas de Melgar de Fernamental
pesos y medidas
Mojonería de Santa María del Campo

Mojonería de Mahamud

Mojonería de Presencio

Subtotal

Valor anual Totales(ducados)

500

110

400

185

80

53½

53½
1.382

TOTAL
120.101
Doc. 
2. Rentas embargadas al cardenal duque de Lerma para el cobro de los 72.000
ducados de renta que le había concedido el rey Felipe III en recompensa de la merced 
de la licencia de saca de 15.000 salmas de trigo de la medida gruesa en el reino de Sicilia, 
cuyo principal a razón de 20.000 el millar importa cada año 540 millones de maravedís 
(ff. 429r430v):

Rentas a embargar sobre un principal de 540.000.000 mrs

Valor 
(en maravedís)

1
. De los 72.000 ducados de renta restan por desempeñar (a 20.000 el millar):

En el reino de Nápoles 10.000 ducados, moneda de Nápoles
62.500.000

En el medio por ciento de la aduana de Sevilla 10.600 y tantos ducados 
79.969.540

En el general de Zaragoza un censal de 5.120 libras moneda de Aragón
34.822.500

2. Se compraron 16.000 y tantos ducados en alcabalas de Arganda, Tudela de Duero 
203.473.060

y once villas cuyo principal a 35.000 el millar con jurisdicción y a 33.000 sin ella

3. Las alcabalas de Valdemoro, pagadas en parte con dicha renta: 45 millones mrs. 
41.130.000

y quitados los situados quedan

4. Para el mayorazgo del conde de Saldaña, 10.000 ducados de juros a 20.000 el 
67.500.000

millar, montan 75.000.000 que modera Domingo de la Torre a 18.000 el millar

5
. En poder del contador Juan Ladrón de Guevara quedaban de dicha renta 
3.879.326

3.879.326 mrs. que se entregaron al Depositario general de la corte por orden de 

Domingo de la Torre

Total de lo embargado
493.274.426

Resto pendiente de embargo
46.725.574

Rentas designadas para satisfacer el pago de esta diferencia (todo lo que se le debía hasta el 
7 de abril de 
1621 y que estaba consignado a los acreedores del duque de Lerma):

Reino de Portugal: renta de los çileiros de Serpa y Mora

Encomienda mayor de Castilla

Derechos de la casa de moneda de Burgos

Gajes de sumiller de corps y caballerizo mayor

Rentas a embargar sobre un principal de 540.000.000 mrs

Valor 
(en maravedís)
Penas de cámara junto con los gastos de justicia que se consumen en su administración

Décimas de las exenciones como alguacil mayor 

Rentas de las mojonerías, pesos y medidas con que se pagan los salarios de los corregidores
500 ducados de la renta del Soto de Gutierre que están señalados para el cercado del soto y parque de 
Arganda, que debido al embargo y haberse caído con las grandes aguas de este año las tapias y cercas se va
la caza

Rentas que quedan por embargar:

Rentas de Denia, Cea, Gumiel de Mercado y Ampudia consignadas a acreedores y conservación de La 
Ventosilla

Escribanías de Alicante y Orihuela cuya renta está situada para obras pías, redención de cautivos y dotación 
de monasterios

Doc. 3. Mercedes hechas al duque de Lerma con estimación de su cuantía y las rentas 
e intereses que se derivan de ellas (f. 418r-v): 

Mercedes hechas al duque 
de Lerma (en ducados)
Renta de juros 
alquitar y 
perpetuos

Tasación que se hizo 
del principal, juros, 
renta y otras cosas 

Escribanías de Andalucía ——
Alcaidía de Burgos
300

Alcaidía del Abrojo
112

Alcaidía de Tordesillas
24

Alcaidía de Simancas
533

Torres de León
180

Alcaidía de Valladolid
1.200

Alcázares de Toledo262
Mojonería de Valdemoro
1.050
Mojonería de Tudela de Duero
400
Mojonería de Santa María del 71Campo

Mojonería de Arganda
133

Mojonería de Mahamud
60

Mojonería de Melgar de 185Fernamental

Mojonería de Presencio
41
Casa de Moneda de Burgos
1500
9.000
3.360

560

16.000

5.400

46.000

7.860
31.500
12.000

2.130
3.990
1.800
5.560
1
.230

45.000

Ayuda de costa ——
Ayuda de costa ——
Esclavos de Portugal
1.033
8.200

Lo que cobró de 
ayudas de costa y 
ratas hasta los días 
de los privilegios
2.270
23.188
—
—
—
—
—
—
—
—

—
—
—
—
—
—
14.000
40.000
20.724
Mercedes hechas al duque 
de Lerma (en ducados)

Tercias de Serpa y Mora
Almadrabas de Valencia 
Lugar de Purroy

Escribanías de Alicante
Tratas de Sicilia

Renta de juros 
alquitar y 
perpetuos

9
.100

4.000

2.500

3.270

72.000

Tasación que se hizo 
del principal, juros, 
renta y otras cosas 

273
.000

120.000

50.000

98.100

1.440.000

Manzana de casas de Madrid ——
Bienes de D. Juan de Luna ——
Dote de la condesa de Niebla ——
80.000

36
.000
Lo que cobró de 
ayudas de costa y 

ratas hasta los días 
de los privilegios
25
.380
—
—
—

160
.232

103.000

1.009

100.000

—

—
Alcabalas y tercias de Ampudia
2.666
Capitán General de la Costa de 1.200Granada

Capitán General de la Caballería  

de España —— 

Gajes de caballerizo mayor
10.010
—
Encomienda mayor de la Orden de  

Santiago —— 

Totales parciales
112.100
2.296.690
Total
76
.000

70.080

224.609

860.420 

3.252.210 

Doc. 4. Mercedes que gozaba el duque de Lerma de las que no se pudo averiguar lo 
que rentaban y que se estimaron solamente atendiendo a su valor principal (ff. 419r-v): 
Años
Mercedes y oficios
Valor principal 
(en ducados)

1600
Regimiento de Valladolid

1601
Mercado de Cea

1601
Mercado de Ampudia

1602
Escribanías de hijosdalgo en Valladolid

1602
Regimiento de Madrid

1603
Feria de Valdemoro

1604
Escribanías de Burgos

1607
Merced de la villa de Tudela de Duero y sus oficios

1609
Mercado franco de Torquemada

1610
Exención de Valdemoro

1610
Regimiento de Toledo

2.300
750
750
2.000
3.000
4.000
2.500
24.000
4.000
8.000
3.000
1612
Alcaldía mayor y regimiento de Antequera
3.000
1612
Exención de Arganda
8.000
1614
Regimiento de Segovia
4.500
1614
Obras de Denia
11.000
1616
Oficios de doce lugares (a razón de 400 ducados cada uno)
4.800
1616
Escribanía de Villasandino
200
1617
Escribanía de Santoña
200
1617
Regimiento de Guadalajara
3.000
1617
Regimiento de Tordesillas
600
1617
Oficios de Ampudia
1.500
1617
Oficios de Lerma
1.500
1617
Oficios de Gumiel de Mercado
1.500
1619
Escribanías de cinco lugares
1.000
Total
95.100

Doc. 5. Mercedes pertenecientes al duque de Lerma que no se habían podido tasar (f. 
421r):
Años
Mercedes sin información de su cuantía

1600
Salmas del almirante de Castilla

1602
Alcabalas y derechos de la Ventosilla (falta nombrar jueces ejecutores para cobrarlos)

1603
Rentas de sus lugares

1604
Patronazgo de la Iglesia de Usillos

1605
Un pedazo del término concejil de Aranda de Duero 

1605
Alcaidía de la Casa y monte de La Quemada, sin salario

1607
Alcaidía de los Alcázares, palacios, Casas de Campo y Sol de Madrid, sin salario

1607
13.000 ducados de renta del conde de Lemos

1615
Agua de las norias de Madrid

1615

50.000 ducados con que sirvió a S.M. el cardenal de Toledo y se entregaron al secretario 
Juan de Ciriza

1617
Patronazgo de Santo Domingo en Lerma

1617
2.000 salmas de trigo para la escuadra de galeras de Denia

1618
2.000 salmas de trigo al secretario Juan de Ciriza tasadas en 50.000 ducados


Servir al rey y servirse del rey.
Los predicadores regios en el primer tercio 
del siglo xvii1

Fernando Negredo del Cerro
Universidad Complutense de Madrid
En una conocida consulta de 
1621−una de las primeras en las que Olivares planteaba 
al rey las dificultades inherentes al ejercicio de su cargo−, el flamante valido explicaba que, 
la mejor manera que tenía el monarca de honrar a sus vasallos era concediéndoles mercedes que no gravaran la hacienda real, porque la liberalidad de su padre había propiciado 
el agotamiento del erario público. En esta línea, el conde duque distinguía entre laicos y 
eclesiásticos, pues aquéllos podían ser recompensados mediante virreinatos, embajadas, 
hábitos y otras muchas plazas, mientras que los segundos podían ser premiados con “prelacías, dignidades, prebendas, cátedras, beneficios, pensiones y oficios”2.

Con estos consejos, don Gaspar de Guzmán no hacía sino recalcar la necesidad de 
organizar el servicio real –esto es, la administración y gobierno en los diferentes niveles de 
la monarquía−, cimentándolo en torno a la práctica de la gracia, mecanismo inherente y 
privativo del soberano cuyo ejercicio debía asegurar −en teoría, y como contrapartida−, 
la fidelidad de los vasallos que, a la vez, veían así recompensada su lealtad3. Se trataba, 
por tanto, de una relación basada en la regla de reciprocidad dentro de una determinada 
moral de la dádiva. Obligar al otro, mediante el servicio, a prodigarse en su liberalidad 
era el mecanismo básico que regía las relaciones personales, provocando una espiral de 
intercambios sociales de favor y gratitud recíprocos4. Espiral que aún iba más allá de lo 
meramente terrenal, pues era una de las formas más características de plantear, desde los 
púlpitos, el propio trato con Dios. Obligar al Todopoderoso a atendernos, no sólo por los 
ruegos, sino por las acciones5. En este esquema, la operatividad de lo que se ha denominado “la economía del don” para articular y perpetuar las redes sociales parece innegable 


1 
Esta contribución se inscribe dentro de las actuaciones del proyecto financiado por el MEC, Palabra y poder: 
escritura, representación y memoria en la Monarquía de los Austrias (HAR  2008/05529) cuyo investigador 
principal es el profesor E. Villalba Pérez. 

2 
El texto procede de una carta de 28 de noviembre de 1621 editada, entre otros, por G. Marañón, El Conde 
Duque de Olivares. La pasión de mandar, apéndice XVII, Madrid, 1993 [1ª ed. 1936] y J.H. Elliott y J.F. de la 
Peña, Memoriales y Cartas del Conde Duque de Olivares, t. I, Madrid, 1978, pp. 7-11.

3 
Sobre la gracia valga por todos A.M. Hespanha, La gracia del derecho. Economía de la cultura en la edad 
moderna, Madrid, 1993. 

4 Ibídem, p. 155

5 Sobre este particular me remito a F. Negredo del Cerro, Los predicadores de Felipe IV. Corte intrigas y religión 
en la España del siglo de Oro, Madrid, 2006, pp. 361-370.

y así ha sido destacado por diferentes autores, desde Bartolomé Clavero a Sharon Kettering6. Y lo constatamos en nuestro marco de estudio al ver cómo se reproducían comportamientos y actitudes a la hora de ensalzar o elevar a un sujeto determinado mediante 
tales mecanismos.

Esta forma de promocionar a los individuos, que competía con la venalidad o la vinculada a las vicisitudes propias de una carrera administrativa, encontraba en los hombres 
de Iglesia, desde mi punto de vista, los sujetos más apropiados. No es que en el mundo 
eclesiástico no hubiera un cursus honorum típico o no existiera la compra de cargos, que 
se daba, y mucho. Pensemos tan sólo en las canonjías y arcedianatos con su costosa negociación romana y su no menos onerosa tramitación local con compra de inhibiciones 
y promesas de pensiones incluidas, sino que, por las especiales características de las prebendas, éstas ofrecían unas posibilidades de utilización diferentes al del mundo seglar. De
hecho, el rey disponía de unos cargos y unas rentas que, en puridad, no le pertenecían, 
pues eran propiedad de la Iglesia, pero que, gracias a diferentes concesiones pontificias, 
le era dado usar de ellas. No era sólo el nombramiento de obispos y todo lo relacionado 
con el Patronato Regio7, sino también la posibilidad de establecer pensiones –previa bula 
romana− sobre diferentes rentas. Estas pensiones, que también, es cierto, podían ser gozadas por laicos, eran una pieza clave a la hora de retribuir servicios y una forma de ahorro 
para las arcas de la corona. Y tenemos ejemplos significativos al respecto. Pongamos uno 
que afecta a los predicadores reales de los que hablaremos más adelante. En 1644, cuando 
Felipe IV, preocupado por la escasez de rentas para financiar la Casa de Castilla, consultó 
con la Cámara la necesidad de utilizar las pensiones eclesiásticas para satisfacer estos cargos, investigando, además, quiénes gozaban de las mismas y en qué cuantía, no hacía sino 
reconocer que donde no llegaba el dinero del rey, podía llegar el de su Iglesia8.

Por tanto, constatamos que, con la aquiescencia y consentimiento de las autoridades 
eclesiales, el monarca tenía la posibilidad de premiar a sus clérigos leales (en especial a 
aquellos que había conocido en el entorno del Alcázar) con un ascenso y reconocimiento 
que les podía llevar, incluso, a un arzobispado. La gracia regia proporcionaba interesantes 
ingresos –que muchas veces se desviaban hacia familiares (hermanas, madres)− y, lo que 
para algunos autores es más importante, confería un prestigio intelectual y un 


6 
Me estoy refiriendo a B. Clavero, Antidora, Antropología Católica de la Economía Moderna, Milán, 1991. De
S. Kettering, muy influenciada por Marcel Mauss, me parece muy sugerente “Gift-giving and Patronage in 
Early Modern France”, French History, 2 (1988), pp 131-151; agradezco a Carolina Blutrach que me sugiriese 
su lectura.

7 
Sobre este tema, se puede consultar, entre otros, M. Barrio Gozalo, El Real Patronato y los obispos españoles del 
Antiguo Régimen (1556-1834), Madrid, 2004 y Ch. Hermann, L’Eglise d’Espagne sous le Patronage Royal (1476-
1834). Essai d’ecclésiologie politique, Madrid, 1988.

8 
Archivo Histórico Nacional, Madrid (AHN), Consejos (C), leg. 15.2402 exp. 1. Tengamos en cuenta que, dentro
de la Real Capilla, era frecuente percibir los gajes sobre emisiones de deuda de la corona. Así, encontramos que
fray Francisco Súarez reclama que se le pague con cargo a un juro sobre el nuevo impuesto de la vainilla y la 
sosa en Murcia; el padre Cosme Zapata sobre el primer uno por ciento de la villa de Ocaña, y fray Juan de 
San Agustín sobre alcabalas que no sean de nuevo crecimiento, Archivo General de Palacio, Madrid (AGP), 
Sección Administrativa (SA). leg. 5.280.

poder informal al sujeto elegido que le permitía elevarse sobre sus compañeros de hábito 
o ministerio9. A cambio, estaba claro que debían cumplir con las directrices emanadas 
desde Madrid y servir a su señor como se esperaba de sí

Esta relación entre trono y altar es fundamental para comprender el entramado social 
en la España de los Austrias. Aceptando, como por todos se aceptaba, la importancia del 
estamento eclesiástico –para lo bueno y para lo malo, y ahí están las palabras de Baltasar 
Álamos de Barrientos para recordarlo10, explicitando una opinión que el conde duque 
también hizo suya11−, se antojaba imprescindible hacer de él un mecanismo sumiso al 
poder. Algo que si bien no siempre se logró, se consiguió, en gran medida, a través de esta 
política de prebendas apoyada, como no podía ser de otra manera, en el control y vigilancia de la elección de provinciales y generales, y la supervisión constante de las disposiciones romanas. De esta manera −y a pesar del temor continuo a que los clérigos pudiesen 
dar forma y cabeza a una rebelión popular12, utilizando en su propio beneficio un malestar 
social preexistente, situación vinculada sobre todo al incremento de la presión fiscal y que 
tenía en el estallido comunero su recuerdo perenne13−, se desactivaba un elemento central 
de oposición. Pero también se potenciaba una maquinaria de dominación ideológica que 
se había ido perfeccionando en los siglos medievales y que había logrado, al amparo de 
las disposiciones tridentinas, un nivel de efectividad que cuajaba en un sólido monopolio 
del que no se podía disentir sin caer en el repudio social o en la condena inquisitorial (o 
en ambas).


9 
Así lo plantean tanto Mª.T. Benito Aguado, “Clero e Historia Social; Nuevas Perspectivas de Estudio” en
E. Martínez Ruiz y V. Suárez Gritón (eds.), Iglesia y sociedad en el Antiguo Régimen, Gran Canaria, 1994, pp. 
41-46, p. 44, como H. Millet y P. Morán, “Los clérigos en el Estado” en W. Reinhard (coord.), Las élites de
poder y la construcción del Estado, Madrid, 1997, pp. 219-237, en especial, p. 236.

10 
“Tenga Vuestra Majestad mucha cuenta con honrar los religiosos […] porque son una gran parte de las 
repúblicas y con los parientes y amigos la mayor; puede mucho con el trato y conocimiento de todos y 
respeto que se les tiene y crédito que se les da para alterar y sosegar los reinos. Y son aquéllos, en fin, por cuyo 
medio se puede saber mejor las inclinaciones generales y aun particulares de las provincias […] Y éstos son 
los que jamás han dejado de tener muy gran parte en las conjuraciones y rebeliones que siempre se cubren 
con nombres falsos de religión y libertad siendo antes destrucción suya”, B. Álamos de Barrientos, Discurso 
político al rey Felipe III al comienzo de su reinado, ed. de M. Santos, Barcelona, 1990, pp. 98-99.

11 
“El brazo eclesiástico, que puede considerarse por la piedad de religión por el primero, llego a temer que es, 
sin duda hoy, el más poderoso en riqueza, rentas y pensiones. Y temo no solamente que es el más rico, sino 
que ha de reducir y traer a sí toda la sustancia de estos reinos […] Con lo que he apuntado habrá conocido 
V.M. cuan poderoso es este brazo en sus reinos, y con esto también habrá entendido V.M. lo que conviene 
procurar gobernarse con él con artificio, procurando tenellos contentos y gustosos […] que conviene tener 
gustoso y honrado este brazo, así por lo que se debe a su dignidad como por lo que podría ayudar”, J.H. 
Elliott y J.F. de la Peña, Memoriales, pp.49-51. 

12 
Ilustrativas son las palabras de don Gaspar de Guzmán al rey cuando afirmaba que los predicadores eran “los 
caudillos de todas las sediçiones del mundo”, F. Negredo del Cerro y M.A. González Fuertes, “De copistas 
y censuras. Una versión íntegra del memorial de 1637 del conde duque de Olivares”, Cuadernos de Historia 
Moderna, vol. 34 (2009), pp. 159-207.

13 
Véase, por ejemplo, la timorata consulta del Consejo de Castilla de 1 de julio de 1632 donde se recordaba a 
Felipe IV que con un “estado eclesiástico tan poco corregido y afecto”, no era imposible que estallase un motín
y que se tomaran especiales prevenciones en la ciudad imperial, pues “los movimientos de los reinos han tenido
principio en Toledo”, AHN, C, leg. 7.146.

Así pues, a través de la gracia, basada ésta en el sistema beneficial pervertido14, se 
organizaba una estructura clientelar que tenía su origen en el monarca y que se difundía 
por toda la geografía de la monarquía a través de unos vasallos cuya gratitud se presuponía. Como todo sistema de patronazgo, se articulaba en diferentes niveles que, a su 
vez, reproducían las mismas o similares relaciones de dependencia. Desde la cúspide, 
los obispos designados por la corona creaban, igualmente, todo un entramado clientelar 
vinculado tanto al parentesco como a otras fidelidades. Y tener un tío obispo en la España 
de los Austrias era un resorte de posible promoción social nada desdeñable. No digamos 
ya si el familiar era el confesor del rey e Inquisidor General15. Luego el manantial de la 
gracia −por utilizar una metáfora muy cara a nuestros antepasados16− brotaba del Alcázar, 
pero fluía constante y continuo regando a lugares y personas muy alejadas del mismo y 
alentando un sistema de fidelidades que ocupaban el espacio que otras relaciones sociales 
no podían cubrir. Como afirma Reinhard, la corte y las redes de padrinazgo basadas en 
la corte complementaban las instituciones gubernamentales y burocráticas y la mayoría
de las veces eran necesarias para que éstas funcionaran17.

La importancia de este entramado quedará patente sobre todo cuando se constaten 
sus fallos. En aquellos lugares y momentos en los que el clero desafecto sea mayoritario 
y los mecanismos de control/castigo para reconducirlo fracasen, las consecuencias para 
la estabilidad y mantenimiento de la fidelidad al rey serán manifiestas. De hecho, en 
ninguna de las más graves quiebras de lealtades padecidas por Felipe IV se prescinde 
de este elemento, bien sea porque un obispo excomulga un tercio, bien porque ciertos 
canónigos, temerosos de ver disminuidas sus rentas, azucen al pueblo con proclamas xenófobas, o bien porque una orden religiosa, siguiendo instrucciones foráneas, ponga en 
marcha una campaña de predicación contraria al poder. En todos los casos, a partir de la 
ruptura de la fidelidad de los eclesiásticos, se organiza una oposición a las directrices del 
gobierno central, que, con mayor o menor éxito a medio plazo, romperán con las reglas 
de juego preexistentes. Por el contrario, donde la adhesión clerical se mantenga, aunque 
haya excepciones, el orden político y social se restablecerá sin necesidad de recurrir al 
empleo de la fuerza militar18. Por supuesto que no es la posición del estamento eclesiás

14 
Sobre el sistema beneficial y lo que conllevaba resulta de interés M. Barrio Gozalo, El sistema beneficial de la 
Iglesia española  en el Antiguo Régimen, Alicante, 2010.

15 La utilización de este cargo para crear todo un sistema de patronazgo ha sido puesta de manifiesto por J. 
Contreras, El Santo Oficio de la Inquisición en Galicia, 1560-1700, Madrid, 1982, pp. 208-231, con relación a 
fray Antonio de Sotomayor.

16 Expresión que ya en 1632 utilizó John Webster en La duquesa de Malfi al afirmar que “la corte de un
príncipe es como una fuente común”, traducción de E. Díez-Canedo, Madrid, 1920, p. 134. 

17 W. Reinhard (coord.), Las élites de poder, p. 60. Para opiniones sobre ello a nivel europeo, se puede consultar 
J.H Elliott y L. Brockliss (dirs.), El mundo de los validos, Madrid,  1999. No obstante Reinhard vincula 
estrechamente patronato cortesano con valimiento pues, para él, la explicación más plau sible de la aparición
de éste es su papel como administrador del padrinazgo que aliviaba a su señor de unas tareas que no
casaban con la dignidad monárquica. Algo, sin embargo, discutible en el caso de Olivares, que prefería
centrarse en las labores de gobierno dejando la distribución de la gracia en manos de su joven príncipe,
como se puede corroborar a través de las obras de Elliott o Marañón.

18 Varios ejemplos de ello se pueden leer en A. Domínguez Ortiz, Alteraciones andaluzas, Madrid, 1973.

tico la única explicación a la quiebra de la monarquía felipista, pero sí un ingrediente de 
primer orden, pues es el mejor dispuesto para legitimar y encauzar discursos alternativos 
o rebeldes. Y así lo entendían los hombres de la época como Saavedra Fajardo cuando 
escribía que, los religiosos con:

“Su fervor y celo en la reprehensión de los vicios suelen declararse contra los que 
gobiernan, y a pocas señas lo entiende el pueblo, porque naturalmente es malicioso contra 
los ministros. De donde puede resultar el descrédito del gobierno y la mala satisfacción de 
los súbditos, y de ésta el peligro de los tumultos y sediciones principalmente cuando se acusan y descubren las faltas del príncipe en las obligaciones de su oficio. Y así es conveniente 
procurar que tales reprehensiones sean generales sin señalar las personas, cuando no es 
público el escándalo, y no has precedido la amonestación evangélica y otras circunstancias 
contrapesadas con el bien público”19.

Por todo ello, era muy importante que los principales responsables de este grupo, 
tanto en su vertiente regular como secular, fuesen probados hombres del rey; individuos 
capaces de trasplantar a latitudes lejanas (y a veces muy lejanas, pues no olvidemos el Perú, 
Goa o Filipinas) la fidelidad al soberano y el acatamiento de unos dictados socio-políticos 
que configuraban el horizonte del entramado institucional que conocemos como Monarquía Católica. Y en esta necesidad es donde la Real Capilla tiene un papel destacado. 
A través de ella, se conoce a los sujetos de prendas y talento que parecen idóneos para 
ocupar ciertos cargos. No es la única forma de acceso al Patronato Regio, pues no se puede 
obviar la figura del confesor real, tan importante en este aspecto20, ni siquiera la institucionalmente establecida −que sería, para los reinos castellanos, a través de la secretaria del 
Real Patronato de la Cámara de Castilla−, pero sí un canal muy transitado. Tanto, que no 
pocas veces entraría en rivalidad con aquél. De nuevo, un ejemplo de época nos puede 
ilustrar. 

En noviembre de 
1626, Felipe IV recriminaba a sus camaristas por no proponerle nunca para prebendas eclesiásticas sujetos que él conociese, y en especial a sus predicadores, 
imputación que los consejeros negaban recordando al monarca algunos casos singulares 
(con nombres y apellidos) y, sobre todo, algo muy interesante, pues le explicitaban que 
si la Cámara no le daba a elegir a esos eclesiásticos era porque no les consideraba dignos 
para los cargos que consultaba21. 

He ahí en toda su amplitud el problema de base que se daba. La confrontación entre 
la forma de elegir a los individuos para servir al rey. Mientras la Cámara abogaba por un 
sistema burocratizado en el que una serie de requisitos parecían imprescindibles a priori 


19 
Diego Saavedra Fajardo, Empresas políticas, empresa 55, ed. de F.J. Díez de Revenga, Barcelona, 1988, p. 380. 

20 Especial hincapié al respecto en F. Negredo del Cerro, “Gobernar en la sombra. Fray Antonio de Sotomayor, 
confesor de Felipe IV. Apuntes políticos”, Mágina, nº 13 (2009) pp. 85-102, especialmente la nota 33.

21 AHN, C, leg. 15.225, exp. 24. La contestación de la Cámara en AHN, C, leg. 15.226, exp. 8. 

−
pues no olvidemos que los camaristas actuaban a su vez como patronos clientelares 
tanto aquí como en el propio Consejo de Castilla−, la corona defendía su prerrogativa 
graciosa de designar a cualquier servidor en cualquier circunstancia. Y aunque el sistema 
constitucional lo permitía, tanto el rey como los ministros sabían que la mejor forma de 
operar consistía en mantener las formas. Por eso, Felipe IV exige que se le presenten candidatos conocidos y, por ello, la Cámara le recuerda que no tendría objeción en hacerlo 
si le pareciesen “con prendas suficientes”. La discusión de fondo estribaba en delimitar 
qué entendía esta institución como prendas de servicio. Y es que el Rey Planeta no estaba realizando un brindis al sol al dirigirse así al más cercano de sus consejos; recogía las 
propuestas de los colaboradores del valido y de éste mismo, quienes, ante la necesidad 
de cercenar la oposición emboscada en los órganos polisinodiales, arbitraban medidas 
novedosas a la hora de elegir a los ministros. En este sentido, no es casualidad que fuera 
un predicador real jesuita (de más que posible origen converso) uno de los principales 
diseñadores de una nueva estrategia con la que organizar el gobierno de la monarquía. 
En uno de sus escritos, remitido a Olivares y fechado en 1625, del que dimos cuenta en 
un trabajo anterior22, además de abordar temas hacendísticos y administrativos planteaba 
los medios necesarios para que las disposiciones gubernativas se ejecutasen sin dilación, y 
esta parte es la que nos interesa por la encendida defensa que hace de la potestad regia de 
elevar a cualquier vasallo a los cargos más elevados, si su talento así lo hacía aconsejable. 
Frente a ministros parciales y corrompidos, herencia de otros tiempos, era necesario ahora 
−según el padre fray Hernando de Salazar (1577-1646), confesor del conde duque, pues 
no es otro su autor−, “subir y engrandecer al que tiene talento”, algo que sólo el príncipe 
podía realizar23.

Por tanto, a oídos de Felipe IV llegaban, con mayor o menor fuerza, rumores interesados sobre cómo recomponer su gobierno, siendo él el receptor último de esta corriente 
de opinión que cifraba, en la soberana voluntad del monarca, la decisión última a la hora 
de elegir a sus servidores.

Ahora bien, parece obvio que alcanzar el apetecido título de “criado de su majestad” 
no era sino una forma de participar de los canales de distribución de la gracia. Canales 
que, a su vez, se imbricaban −de diferentes maneras− dentro de las pugnas desarrolladas 
por las facciones cortesanas que rodeaban al rey24. Así pues, entrar a formar parte del 
servicio al soberano implicaba, para el sujeto que lo hacía, la necesidad de desempeñar 
un rol (más o menos trascendente, según el cargo) dentro de lo que podríamos llamar un 
grupo de poder cortesano o, lo que es lo mismo, pasar a formar parte de una clientela, 


22 
F. Negredo del Cerro, “La hacienda y la conciencia. Las propuestas del confesor del conde duque para el 
saneamiento de las finanzas reales”, Cuadernos de Historia Moderna, nº 27 (2002) pp. 171-196.

23 Biblioteca Nacional de España (BNE), Ms. 904, f. 66v.

24 Sobre estos aspectos, véase como marco de referencia P. Vázquez Gestal, El espacio del poder. La corte en 
la historiografía modernista española y europea, Valladolid, 2005, y A. Álvarez-Ossorio Alvariño, “La corte:
un espacio abierto para la historia social” en S. Castillo (coord.), La historia social en España: actualidad y 
perspectivas, Madrid, 1991, pp. 247-260. 

pues como se ha puesto de manifiesto: “ningún espacio político hay más apto para el desarrollo de las redes clientelares que el de la corte”25. Ahora bien, la corte no era una realidad 
monolítica y uniforme. Tenía sus propios ritmos y lugares no dando igual, dónde, cuándo 
y con quién se estuviera. 

Pues bien, a partir de estas premisas debemos empezar el estudio de la Real Capilla 
como vehículo de distribución de la gracia. Al ser una institución dominada por la figura 
del capellán mayor y teniendo en cuenta que el trámite ordinario para la consecución del 
asiento de capellán o predicador26 partía de una consulta de aquel al rey presentando al 
candidato, parece claro que, si se quería logra la prebenda, había que contar con la voluntad de este dignatario, aunque, como en todo, siempre hay excepciones y el apoyo del 
capellán mayor podía no ser necesario si se contaba con una recomendación más alta, la 
del valido o la del propio monarca27. Por ello, parece oportuno saber, al menos, quiénes 
fueron los individuos que ocuparon en este puesto. 

Para la época que nos ocupa, tres clérigos recibieron dicho nombramiento: don Álvaro 
de Carvajal, Diego de Guzmán y Alonso Pérez de Guzmán28. Aunque no es éste el lugar 
para profundizar en sus carreras –de los dos primeros nos ocupamos no hace mucho29−, 
me gustaría hacer dos consideraciones. 

La primera es que los tres continúan la labor iniciada por García de Loaysa bajo 
Felipe II de reforzar la autoridad y poder del cargo, algo que queda puesto de manifiesto ya 
en 1619 cuando un mismo personaje –Diego de Guzmán− acumule los títulos de capellán 
mayor, limosnero mayor (o lo que es lo mismo, jefe de la capilla española y borgoñona) 
y patriarca de las Indias, además de limosnero mayor de la reina. Rentas, jurisdicción 
y capacidad de patronazgo se entrecruzan en un puesto que no desdeña participar en 
política −siempre a la sombra del monarca− y se afianza tanto frente al gran dominador 
de palacio, el mayordomo mayor, como ante la autoridad originaria, esto es, el arzobispo 
de Santiago, ya que en puridad, y a pesar de que algunos cronistas posteriores quisieron 
desmentirlo, el cargo de capellán mayor le correspondía, por privilegio apostólico, 


25 
E. Soria Mesa, El cambio inmóvil. Transformaciones y permanencias en una élite de poder. (Córdoba ss. XVI-XIX), 
Córdoba, 2000, p. 63. Idea ya planteada por X. Gil Pujol, “Notas sobre el estudio del poder como nueva 
valoración de la historia política”, Pedralbes, nº 3 (1983), pp. 61-88, particularmente, p. 84.

26 
Curiosamente los predicadores reales no pertenecían, orgánicamente, a la Real Capilla ya que eran miembros 
de la Casa de Castilla, pero como desempeñaban su labor en ella y su jefe inmediato era el capellán mayor, 
nos parece más operativo englobarlos allí.

27 
Un ejemplo en AGP, Expedientes Personales (EP) 7794/2, en el que el pesquisidor encargado de realizar las 
pruebas de limpieza a un candidato recomendado directamente por Felipe IV no podía dejar de señalar, con 
bastante mala fe, que “así en el ingreso y progreso de ellas como en el modo de su provisión (que fue por 
decreto y sin consulta de Vuestra Ilustrísima, camino desusado y extraordinario y parece que afectado del 
pretendiente), he hallado mucho en qué reparar”.

28 
Carvajal fue capellán mayor entre 1598 y 1608 en que falleció. Diego de Guzmán desde ese año a 1625 en que 
fue sustituido y Alonso Pérez de Guzmán entre 1625 y 1670.

29 F. Negredo del Cerro, “La capilla de Palacio a principios del siglo XVII: otras formas de poder en el alcázar 
madrileño”,  Studia Historica,  Historia Moderna, vol. 28, (2006) pp. 63-86; a este trabajo remitimos para 
toda la bibliografía concerniente a estos personajes. Además, J. Martínez Millán y MªA. Visceglia (dirs.), La 
Monarquía de Felipe III, 4 vols., Madrid, 2008, vol. II, La Casa del Rey, pp. 148-150 para Carvajal y 310-314
para Guzmán.

al prelado compostelano, pero como de ordinario, y más después de las disposiciones 
tridentinas, no residía en la corte, fue necesario nombrar un teniente que, con el paso del 
tiempo, vino a arrogarse el título. Todo ello, así como la inmediata sucesión de Carvajal 
y Guzmán, se documenta perfectamente en el decreto de nombramiento de éste último 
que no nos resistimos a glosar en nota30.

La segunda consideración que juzgo importante es resaltar que los individuos designados se corresponden con facciones palatinas. El cese de Loaysa días antes de la muerte 
de su rey y protector, Felipe II, nos habla de la necesidad del nuevo régimen, dirigido 
por Lerma, de colocar en este puesto a alguien afecto, aunque fuese el sobrino del anterior31. Su muerte obligó a buscar nuevos candidatos y Lerma se inclinó por Diego de 
Guzmán, pese a que, a la larga, éste se revolviera contra su mentor. De la misma forma, 
años después, la sustitución de Diego de Guzmán por un primo del conde duque puede 
ser, asimismo, entendida como una pieza más en la estrategia de rodear a Felipe IV de 
individuos fieles al valido, interpretación que quizá refuerzan las tentativas de don Luis de 
Haro por desprenderse de Alonso Pérez de Guzmán, proponiéndole para obispados como 
el de Cuenca, que le alejarían de la corte y que el interesado supo declinar.


30 
“Por cuanto al muy reverendo en Cristo padre arzobispo de Santiago, de mi Consejo, pertenece el oficio 
de capellán mayor de mi Capilla y de cura de las más almas de los criados de mi casas y familia y de las 
demás personas de estos mis reinos y fuera de ellos que residen y asisten en mi corte, y por la obligación que 
tiene el dicho arzobispo de residir en su iglesia no puede hacer y ejercer el dicho oficio por su persona como 
convenía y deseando, como es razón, prevenir al remedio de ello por excusar los inconvenientes que podrían 
resultar, la Santidad de Pío V de feliz recordación, a instancia y suplicación del rey mi señor que santa gloria 
haya, por un breve dado en Roma a siete de junio del año pasado de mil y quinientos y setenta y nueve, dio 
facultad a su majestad y los reyes sus sucesores, para que siempre que el dicho arzobispo de Santiago estuviere 
ausente de mi corte pudiésemos nombrar y nombrásemos la persona que fuésemos servidos y siendo clérigo 
presbítero, aprobado por el ordinario puede usar y ejercer el dicho oficio de capellán mayor de mi Capilla y 
cura de mi casa y corte, por el tiempo que fuere mi voluntad según que esto y otras cosas más largamente se 
contiene en el dicho breve cuyo tenor es el siguiente [Se copia el breve en latín] Y en virtud del dicho breve 
suso incorporado, el rey mi señor nombró para el ejercicio de dicho oficio las veces que vacó personas para 
él y últimamente al doctor don Álvaro de Carvajal por quien está ahora vaco y acatando a la virtud, letras y 
méritos que concurren en vos, don Diego de Guzmán, mi capellán y capellán mayor del monasterio de las 
Descalzas de esta villa de Madrid y usando del poder y facultad por su santidad a mi concedida y del que yo
tengo, por la presente os elijo y proveo para que en lugar del dicho doctor don Álvaro de Carvajal y durante la 
ausencia del dicho arzobispo de Santiago de mi corte y la sede vacante del dicho arzobispado y por el tiempo 
que como dicho es, fuese mi voluntad, hagáis y ejerzáis el dicho oficio de capellán mayor de mi capilla y cura 
de las almas de los criados de mi casa y familia y de las demás personas de estos mis reinos y fuera de ellos de 
cualquier calidad y condición que sean, que anduvieren, siguieren y asistieren en mi corte, conforme al tenor 
del dicho breve sin os poner en ello ni en parte de ello, embargo ni impedimento alguno, que para usar y 
executar dicho oficio os doy y concedo tan bastante y cumplido poder como se requiere y su beatitud por el 
dicho breve lo concede. Y mando a mi mayordomo mayor y contador de la despensa y raciones de mi casa 
que asienten el traslado de esta mi cédula en los libros que tienen y que la vuelvan a vos, el dicho don Diego 
de Guzmán, para que lo en ello contenido haya efecto, y a mi sacristán mayor y a los otros mis capellanes, 
cantores, ministros y oficiales de la dicha mi capilla y otras cualesquier personas a quien lo sobredicho toca y 
puede tocar en cualquier manera, que como a tal durante el dicho tiempo os guarden y hagan guardar todas 
las honras, gracias, preeminencias, prerrogativas e inmunidades que debéis haber y os pertenecen, si y según 
y de la manera que se guardaron al dicho don Álvaro de Carvajal todo bien y cumplidamente de manera que 
no os falte cosa alguna. Fecha en Madrid a XXVII días del mes de diciembre de 1608. Yo el rey. por mandado 
del Rey nº sr. Francisco González de Heredia. [Es copia], AGP, EP 495/33. Curiosamente, este documento 
parece no manejarse en la breve biografía del personaje incluida en la segunda obra citada en la nota anterior.

31 Como decíamos en nuestro trabajo citado en la nota 28, quizá la designación de Carvajal fuese una solución 
de compromiso auspiciada por la emperatriz María desde las Descalzas, de donde era capellán.
Recapitulando entonces, podemos hablar de la Real Capilla como de uno de los ejes 
sobre los que pivotaba algo tan importante como el reparto de mercedes en el ámbito 
eclesiástico (aunque no exclusivamente en este ámbito). Quien la controlase, controlaría 
una vía peculiar de promoción y patronazgo, y quienes supiesen valerse de ella, alcanzarían prestigio, rentas y proyección más allá de los muros del Alcázar. Dentro siempre de 
esa economía de la gracia de la que hemos hablado, servir al rey y servirse del rey eran las 
dos caras de una misma moneda, la de la labor en palacio. 

Pues bien, para ilustrar todo esto, creo que lo más concluyente es poner nombres y 
apellidos a los agraciados; es decir, mencionar o, incluso, realizar un somero seguimiento 
de algunos eclesiásticos que, durante el primer tercio del siglo XVII, tuvieron un lugar de 
privilegio en la corte a la sombra de la corona. 

Por ejemplo, no deja de ser significativo constatar que, para el reinado de Felipe III, 
es más que destacable la estrecha vinculación entre las capellanías de palacio y el Consejo 
de Italia para elegir obispos de aquellas diócesis. De hecho, al menos diez y seis proveídos 
salen de las filas de los capellanes de la Corona de Aragón, lo cual, teniendo en cuenta el 
número de diócesis, es una muestra muy significativa que, sin embargo, no mantendrá la 
misma tendencia en el reinado de Felipe IV32. Otro dato a tener en cuenta es el volumen 
de pensiones de las que gozaban los miembros de la Real Capilla, no sólo un capellán 
mayor como Diego de Guzmán, de quien se decía que cuando abandonó el cargo dejaba 
a su sucesor más de diez mil ducados de renta sin contar los bienes que había vinculado al 
instituir su mayorazgo, sino otros personajes mucho menos encumbrados como el doctor 
don Francisco de Gamarra, quien, nombrado capellán de la Corona de Castilla el 15 de 
octubre de 1599, ocupó pocos meses después el cargo de cura de palacio y confesor del 
común y, a partir de ahí, fue acumulando rentas (200 ducados de pensión sobre la mitra 
segoviana en 1603, 150 más sobre la de Valladolid en 1607, y 200 en Zamora en 1610) para 
luego promocionar rápidamente a obispo de Astorga, Cartagena y finalmente Ávila33. 

También el servicio al rey en su Real Capilla se mostró como un magnífico escaparate 
desde el que postularse hacia cargos ajenos al mundo de la Iglesia. Especialmente los capellanes de las órdenes como frey Martín de Vivanco, caballero de Alcántara, quien juró 
en 1605 para lograr, en 1611, ser prior de su orden; en 1614, administrador de la Armada 
del Mar Océano y, en 1618, capellán mayor del príncipe Filiberto, justo en el momento 
en que este personaje rondaba con fuerza la privanza. Similar es el caso del mucho más 
conocido licenciado Pedro Fernández Navarrete, caballero de Santiago, capellán en 1608; 
administrador del hospital de la corte en 1609 y, ese mismo año, juez de la Real Capilla, 
para promocionar en seguida como secretario del Cardenal Infante, cobrando, además, las 
rentas de la abadía de Alcalá la Real hasta su muerte en marzo de 163234. Por último, otros 


32 
Cuantificación propia a partir de AGP, Registros (R), libro 6.151.

33 Información sobre él en AGP, R, libro 6.151, f. 11r., AGP, EP 7787/14 y 388/45. Las bulas de sus obispados de 
Cartagena y Ávila en AGS, Patronato Real (PR), leg. 67/63 y leg. 65/101.

34 AGP, R, libro 6.152, f. 17 y AGS, Escribanía Mayor de Rentas (EMR), Quitaciones de Corte (QC), leg. 
36, ff. 1.267-1.270. Pedro Fernández de Navarrete, nieto de un secretario de Carlos V, nació en Logroño 

casos mucho menos conocidos merecen también nuestra atención, pues son llamativos. 
Así, Antonio Gómez de Figueroa fue acumulando 2.000 ducados de beneficio simple en 
el obispado de Zamora, a los que sumaba 150 de pensión sobre el obispado de Jaén. En
enero de 1621, se le designó fiscal de la Inquisición en Valencia, dos años después salió 
nombrado para el mismo cargo en Sevilla y más adelante en Llerena, para culminar su 
trayectoria como deán de Málaga en 163635.

En definitiva, descender a la casuística nos permite constatar que el servicio al rey era 
la plataforma idónea para recibir prebendas y progresar económica y socialmente. Pero
¿qué se les pedía a cambio a estos hombres para lograr ese progreso económico y social? 
Asumiendo, como es obvio, que cada caso es singular y que detrás de cada historia hay 
una compleja red de intereses familiares y clientelares, voy ahora a detenerme en cuatro 
ejemplos que creo merece la pena resaltar. Son cuatro predicadores de Felipe III y, en cada 
uno de ellos, se puede abordar la relación entre servicio y recompensa de forma diferente. 
Los he elegido porque representan una magnífica muestra de cómo la gracia real podía 
ser recibida y empleada. Y aunque coetáneos, nos ofrecen vertientes muy diversas de esta 
misma realidad36.

Comencemos por el jesuita Jerónimo de Florencia, autor cuya filiación política ha sido
esbozada por varios colegas y de quien se ha dicho que inició el aulicismo dentro de la orden
en España37. De origen oscuro (de hecho, hay sospechas de que procediese de familia conversa38) estudió en el colegio de la Compañía de Jesús en Ocaña y, después de ciertos titubeos,


en 
1564. Estudiante y licenciado en Salamanca, allí conoció a Ascanio Colonna, que le hizo su secretario, 
y le acompañó a Roma a finales de la década de 1580. Nombrado canónigo de la catedral de Santiago de 
Compostela con 28 años, poco después marchó a la corte donde se mantuvo ocupado en diferentes tareas 
hasta que Felipe III le envío a Roma “a negocios de mucha importancia” según relataría años después. De
vuelta en Madrid, fue nombrado secretario de su majestad (con gajes) a finales de 1614, desempeñando más 
adelante los cargos de juez de la Real Capilla, secretario de la reina Isabel, administrador del Real Hospital 
de Corte, etc. Traductor de Séneca, falleció en Madrid en 1632. Datos sobre él en J. Goñi Gaztambide, “El 
licenciado Pedro Fernández Navarrete: su vida y sus obras (1564-1632)”, Berceo, nº 97 (1979) pp. 27-48, y A. 
Iglesias Ortega, “Pedro Fernández de Navarrete, un riojano en la catedral de Santiago”, Berceo, nº 138 (2000) 
pp. 91-137. También, J. Martínez Millán y M.A. Visceglia (dirs), La monarquía de Felipe III, vol. II, pp. 241-
242, 4 vols.

35 
AGP, R, libro 6.151, f. 15r.

36 Una relación de sus nombres con un breve apunte biográfico en Martínez Millán y Visceglia,  La monarquía de 
Felipe III, vol. II, La Casa del Rey, p. 771 y passim. Otra lista se desprende de la lectura de H.D. Smith, Preaching
in the Spanish Golden Age. A study of same preachers of the reign of Philip III, Oxford, 1978. Documentación de
archivo en A.G.P. Libros Registros 11, ff. 513v;  591v592;  698v699;  762v. Lib. 12, ff. 13 y 76, además de sus
expedientes personales que citaremos.

37 Han tratado del padre Florencia, entre otros, J.J. Lozano Navarro, La Compañía de Jesús y el poder en la 
España de los Austrias, Madrid, 2005, pp. 147-159 y 199-203 y F. Herrero Salgado, La oratoria sagrada en lo siglos
XVI y XVII, vol. III, La predicación en la Compañía de Jesús, Madrid, 2001, pp. 441-472 abordando, preferentemente,
su labor homelética. Una nueva visión de su figura nos la ofrecen las investigaciones de J. Garau, “Notas para un 
biografía del  predicador real Jerónimo de Florencia (1565-1633)”, Revista de Literatura, nº 135, vol. LXVIII 
(2006), pp. 101-122, donde amplía sus primeras conclusiones sobre el personaje mostradas en J. Garau, 
“Jerónimo de Florencia (1565-1633), predicador real”, A.J. Close y S.M. Fernández Vales (coords.), Edad de 
oro cantabrigense. Actas del VII Congreso de la Asociación Internacional de Hispanistas del Siglo de Oro, Madrid, 
2006, pp. 275-280. 

38 Así lo supone J. Garau, “Notas para una biografía”, p. 109. Una rama de su familia se puede reconstruir a 
partir de la información genealógica de su primo, el dominico fray Domingo de los Reyes, que se encuentra 

se decidió por seguir la vida en religión39. Lo que nos interesa de su actuación es que, reconstruyendo sus actitudes a través de las noticias que nos dan sus biógrafos (siempre, evidentemente, filtrándolas), encontramos a un personaje que se sirve de su condición de eclesiástico
para iniciar una provechosa carrera que va mucho más allá de las metas espirituales que a un
jesuita se le pueden suponer. Florencia es un prototipo, quizá el más claro, de clérigo que
hace de su proximidad al poder una magnífica herramienta de ascenso social. A través de su
vinculación con la nobleza, logrará contactar con la realeza y, amparado y elevado por ésta,
convertir el servicio al rey en una plataforma inmejorable para su beneficio y el de su orden.
Por tanto, nuestro hombre encarna, como pocos, la figura del intermediario en el patronazgo
y la de criatura siempre dispuesta a servir a sus patrones, mientras éstos conserven su poder,
claro está. Y su recorrido vital así lo atestigua. Predicador en las honras de García de Loaisa
en 1599, desde principios de siglo fue asiduo visitante de palacios nobiliarios y, cuando en
1600, la Compañía le destina a Madrid, ya era un hombre con sólidos contactos en la corte40.

Amigo de lujosos excesos, que le costaron acres recriminaciones por parte de sus superiores, su llegada a la capital le valió para profundizar en sus relaciones con la aristocracia, a
quien servía y de quien se aprovechaba41. Aunque en un principio pareció contar, como otros
muchos, con el beneplácito de Lerma42, en seguida abandonó esta filiación. Por el contrario,
desde muy temprano le encontramos como visitador asiduo de las estancias femeninas del


en AHN, Inquisición (I), leg. 1.416, exp. 2, y en la que se intuye este mismo problema (que los testigos se 
apresuran a desmentir) a través de la filiación materna emparentada con los Cuéllar.
39 
Según uno de sus biógrafos, mediatizado por el castigo divino infligido a su padre, demasiado concupiscente, 
A. Andrade, Itinerario historial que debe guardar el hombre para caminar al cielo, Madrid, 1648, pp. 480-481.

40 J. Simón Díaz, Historia del Colegio Imperial de Madrid, Madrid, 1991, p. 23, asegura que predicó delante de 
Felipe III en la tercera salida que el monarca hizo tras la muerte de su padre y a la que asistió el hijo del conde 
de Lemos, familia muy vinculada a este jesuita.

41 Una breve pero muy ilustrativa biografía, donde se ponen de manifiesto los contactos que tenía y su estilo de
vida, en A. Astráin, Historia de la Compañía de Jesús en la asistencia de España, Madrid, 1916, vol. V, p. 216, 7
vols. Como anécdotas, pero que contextualizadas nos llevan más allá, digamos que gustaba de viajar en coches de
seis caballos con paje y acompañantes y que recibía la comida, sustanciosa y abundante, de una casa noble. Ante
estos excesos, no es de extrañar la reprimenda del General de la Orden, Vitelleschi, pero el padre Florencia tenía
buenos y grandes amigos en la corte que le protegían. También recoge algo de su vida y noticias bibliográficas de
gran interés, A. González Palencia, “Quevedo, Tirso y las comedias ante la Junta de Reformación”, Boletín de la
Real Academia Española, t. XXV, (1946), pp. 43-84, sobre todo las pp. 59-60. Es curioso que cite la referencia de
varios bibliófilos anteriores, en especial Palau, que confunden a Florencia con fray Hernando de Salazar al decir
que aquél es un pseudónimo de éste, lo cual es totalmente falso, pero refleja un error muy significativo. H.D.
Smith, Preaching in the Spanish Golden Age: a study of some preachers of the reign of Philip III, Oxford, 1978, p. 146, 
parece reincidir en este equívoco al atribuir una obra sobre la comunión, que fue escrita por el padre Hernando
de Salazar, a Florencia. Curiosamente, esta autora no cita dicho libro en la bibliografía final, a la que remitimos
para documentar otros de sus sermones.

42 Así se desprende de las palabras de su biógrafo, el padre Juan de Montalvo, tras su muerte, pero se deben 
interpretar críticamente, pues lo que se pretende es mostrar un perfil perfecto de un hombre de religión, 
situándole al margen de las disputas cortesanas, Carta del P. Juan Montalvo para los padres rectores de la 
provincia de Toledo en la muerte del padre Jerónimo de Florencia. He consultado una copia impresa en BNE, 
Varios Especiales, 180-59, pero se puede asimismo leer, entre otros, en J.E. Nieremberg, Honor del gran 
Patriarca San Ignacio de Loyola, fundador de la Compañía de Jesús, en que se propone su vida y la de su discípulo 
el Apóstol de las Indias san Francisco Javier, Madrid, 1649, pp. 623-635; cf. J. Garau, “Notas para una biografía”, 
p. 106, y BNE, Ms. 13.292, ff. 80-83. De todas formas, en el ocaso de su carrera Lerma pretendió servirse de 
Florencia para impedir su salida forzada de la corte, algo que enfadó todavía más a un Felipe III ya bastante 
airado con su antiguo valido, BNE, Ms. 2.349, f. 191. La contextualización de este hecho en A. Feros, El
Duque de Lerma. Realeza y privanza en la España de Felipe III, Madrid, 2002, p. 437.

Alcázar y muy próximo a la reina Margarita, pues todo hace pensar que contaba con la consideración y simpatía de la soberana, y eso indica que formaba parte de los elementos opuestos
al grupo lermista, máxime cuando era tan bien recibido en el convento de las Descalzas,
donde se rumoreaba que se reunía el gran grupo contrario al valido en torno a la infanta sor
Margarita de la Cruz43. Pero aun así, durante el tiempo de su ascenso consiguió mantenerse
en la corte sin granjearse demasiados enemigos y, por tanto, sobrevivir. De hecho, su prestigio
y contactos le permitieron participar en tareas de consejo y legitimación, incluso, de las altas
decisiones de política exterior44. Designado predicador real por Felipe III en 160945, muy posiblemente arropado por las recomendaciones de la reina, dos años después −y a pesar de que
se le censuró repetidas veces como un orador bastante pesado46−, fue elegido para predicar
en las honras de su protectora, ya difunta; tarea que repitió en 1612, aprovechando la oportunidad para dejar caer al rey veladas alusiones contra el valido, en el sentido de que alejara a
Lerma de su entorno, de las que el monarca, a tenor de algunos acontecimientos posteriores,
debió tomar buena nota47.

De todas formas, su participación política más relevante tuvo lugar a finales del reinado y
parece que de común acuerdo con Olivares, con quien colaborará durante el resto de su vida.
A partir de la Cuaresma de 1618, se dedicó a utilizar el púlpito para atacar de modo directo al
duque de Lerma, consiguiendo influir de forma clara en el ánimo del rey durante el otoño de
ese mismo año48, en estrecha cooperación con un grupo de disconformes de muy diferente
signo que, junto al confesor real fray Luis de Aliaga y apoyados en la sombra por la facción
Zúñiga-Guzmán, maniobraban en la caída del Cardenal Duque. Además de Florencia, participaron en la conspiración fray Juan de Santa María, fray Juan de Peralta (a la sazón prior
de San Lorenzo) Galcerán Albanell (maestro del príncipe) y la priora de la Encarnación, así
como otros muchos que “apretaban en los sermones”49. 


43 
Un resumen de su actuación en M. Sánchez, “Confession and complicity: Margarita de Austria, Richard Haller
S.I. and the court of Philip III”, Cuadernos de Historia Moderna, 14 (1993) pp. 132-149, en especial, 139-144. 

44 Fue, por ejemplo, uno de los teólogos consultados por el Consejo de Estado en relación con las dobles bodas 
con Francia, S. Martínez Hernández, El marqués de Velada y la corte en los reinados de Felipe II y Felipe III. 
Nobleza cortesana y cultura política en la España del Siglo de Oro, Salamanca, 2004, p. 532.

45 AGP, EP, caja 336/47. Era predicador con gajes y cobraba anualmente por tal concepto 60.000 maravedíes.

46 Véase al respecto P. Jauralde Pou, Francisco de Quevedo (1580-1645), Madrid, 1998, pp. 432 y 502 (donde le 
califica de “pesadísimo”). Una burla de él atribuida a Góngora y que reza así “Doce sermones estampó Florencia/ 
orador cano, sí, mas, aunque cano,/ a cuanto ventosea en castellano/ se tapa las narices la elocuencia/ la reproduce 
D. Alonso, “Predicadores ensonetados. La Oratoria Sagrada, hecho social apasionante del siglo XVII” en Del 
siglo de Oro a este siglo de siglas, Madrid, 1968, p. 97. 

47 B.J. García García, “Sátira política a la privanza del Duque de Lerma” en  F.J. Guillamón Álvarez y J.J. Ruiz
Ibáñez (eds.), Lo conflictivo y lo consensual en Castilla. Sociedad y poder político (1521-1715), Murcia, 2001, pp. 261-
298. Florencia predicó el sermón a las honras fúnebres de la reina el 17 de noviembre de 1611. 

48   A. Feros, El Duque de Lerma, p. 437.

49 M. de Novoa, Historia del reinado de Felipe III, Codoin, t. LXI, Madrid, 1875, pp. 154-155; C. Pérez Bustamante,
La España de Felipe III, t. XXIV de la Historia de España, dirigida por R. Menéndez Pidal y J.Mª Jover, Madrid,
1983, p. 155, apenas dedica unas líneas a esta conjura. La importancia de Florencia y de otros predicadores en
los acontecimientos previos a la caída de Lerma a través de fuentes vaticanas en B.J. García García, “Honra,
desengaño y condena de una privanza. La retirada de la Corte del Cardenal Duque de Lerma” en P. Fernández
Albaladejo (ed.), Monarquía, Imperio y pueblos en la España moderna, Alicante 1997, pp. 679-695.

Apartado Lerma del gobierno, Florencia 
−parece que fiel a las directrices emanadas de
Olivares−, comenzó a labrar su futuro haciendo labor de zapa al confesor del rey, el famoso
Aliaga. Tal es así, que, en los últimos momentos de Felipe III, el jesuita fue el único, según
las noticias de época, que consiguió calmar un tanto la atormentada conciencia del rey, quien
sólo al final de su vida se percató de su propia pusilanimidad50. De todas formas, el maniqueísmo claro entre un Aliaga permisivo y un Florencia estricto quizá esté ocultando, a su
vez, un enfrentamiento entre órdenes (dominicos y jesuitas, éstos últimos con deseos de
acceder al confesionario regio) y una pugna entre facciones políticas al acecho del poder51.

Una vez establecido el nuevo régimen 
−al que, según todos los indicios, Florencia acogió
de forma alborozada y del que recibió con prontitud sustanciosas mercedes52−, recibió el
encargó de predicar en las honras fúnebres de Felipe III, celebradas en los Jerónimos el cuatro
de mayo de 1621 ante el joven rey y las personalidades más importantes de la corte53. En dicho
sermón −del que se hicieron poéticas burlas54−, aparte de realizar un encendido elogio del
difunto (al que calificaba de Filipo Pío, Casto, Justo y Santo55), indicaba ya algunas de las directrices que debían guiar el rumbo de la política, en especial la necesidad de “excusar gastos
superfluos y ahorrar de inmoderadas mercedes; que lo que con demasía se da a unos, suele,
con injusticia, quitarse a otros”56. Esta actitud coloca al jesuita como un claro altavoz de las
tendencias de reforma que comenzaban a soplar en la corte y que configurarán el norte de la
actuación del gobierno recién instaurado57; gobierno que no dudó en emplearle en labores no
siempre afines con su ministerio, pues Florencia formó parte en calidad de teólogo o conseje

50 
Los últimos instantes del monarca con los reproches a Aliaga y su confianza en Florencia vienen recogidos,
entre otros, en BNE, Ms. 1.174, f. 55 y en G. Gascón de Torquemada, Gaceta y nuevas de la corte de España desde
el año 1600 en adelante, Madrid, 1996, pp. 85-88. Fueron profusamente aireadas por sus compañeros de hábito,
tanto, que se llegaron a imprimir relaciones donde se detallaban las conversaciones entre el clérigo y el monarca
desde una óptica no demasiado halagüeña para el segundo, por lo que la Inquisición se vio obligada a intervenir,
recogiendo todos los panfletos, AHN, I, leg. 4.467, exp. 27.

51 
C. Seco Serrano, Testamento de Felipe III, Madrid, 1982, p. XXVI.

52 En abril, a los pocos días de su ascenso al trono, Felipe IV le nombró confesor de los infantes don Carlos y 
don Fernando, AGP, R, libro 6.151. También en A. Almansa y Mendoza, Novedades de esta corte y avisos recibidos
de otras partes, Madrid, 1886. p. 12. 

53 Frente a la prédica de los jesuitas, los dominicos contraatacaron unos días después a través de uno de sus 
miembros más respetados, fray Domingo Pimentel, hijo de los duques de Benavente. Florencia debía estar 
muy orgulloso de su obra pues, en breve tiempo la remitió personalmente a Roma.

54 Véase el soneto recogido en BNE, Ms. 17.858, f. 307, que transcribe J. Garau, “Notas para una biografía”, 
p. 117.

55 J. Florencia, Sermón que predicó a la Majestad Católica del rey don Felipe Cuarto N.S., Madrid, 1621, f. 16r. La 
piedad de Felipe III es, con diferencia, la virtud más elogiada. Valgan como ejemplo las siguientes palabras: 
“Y si la esperanza de la gloria tuvo tan buen lugar en el real pecho de nuestro santo rey, mayor le tuvo la 
caridad y amor de Dios, al cual amaba tanto, que decía muy de ordinario que, por cuanto hay en la tierra, no 
haría un pecado mortal”, Ibídem, f. 11v.

56 Ibídem, f. 31v.

57 J.H. Elliott y J.F. de la Peña, Memoriales, vol. I, p. 224, afirman a este respecto que el padre Florencia “fue
gran partidario del nuevo régimen en 1621 y su sermón sobre la muerte de Felipe III puede considerarse como
un manifiesto del grupo de Olivares”. Como anécdota, decir que en el sermón se utiliza una metáfora que
los malintencionados podrían haber manipulado, pues se insta a Felipe IV a que tenga un criado que hiciera
seis oficios en su casa, a saber: mayordomo mayor, gentilhombre de la Cámara, privado, consejero de Estado,
presidente de su Consejo y presidente de su Real Hacienda. Pero este criado debía ser, según el predicador, “el
temor de la muerte”.

ro, entre otras, de la Junta de Reformación de 
1621, de la Junta Grande de Reformación que
la sucedió, o de las diferentes juntas sobre moneda58, contando siempre con el visto bueno
del valido y sus más cercanos colaboradores. También participó en otros asuntos, tales como
la conocida junta para estudiar las dificultades de la boda de la infanta María con el príncipe
Carlos de Inglaterra59. A todo ello le podemos sumar un dato nuevo y muy ilustrativo, como
es su parecer en relación con la reforma de la casa del cardenal infante don Fernando. En él,
aprueba totalmente las medidas propuestas por el conde duque y se despide con un revelador
párrafo que demuestra su vinculación con el valido:

“Guarde Nuestro Señor a Vuestra excelencia con la prosperidad espiritual y
temporal que este capellán y siervo tan aficionado y apasionado de su servicio como
reconocido a la honra que desde el principio de su privanza conforme a su grandeza
en todas ocasiones me hace”60.

A partir de este momento, nuestro predicador desarrolló una labor de colaboración política sólo enturbiada en 1627, cuando, en los momentos más críticos de la enfermedad del
rey, quizá intentara un discreto alejamiento de la facción olivarista, a la que, sin embargo,
permaneció fiel hasta su muerte en marzo de 163361.

Pero Florencia fue mucho más que un intrigante cortesano. En el tema que nos ocupa, 
la distribución de la gracia regia, ocupó un lugar preferencial. Se valió de sus cargos, tanto 
los palatinos que ya hemos nombrado como los propios de la orden (pues llegó a ser rector 
del Colegio Imperial de Madrid62) para promocionar amigos, promocionarse él, cumplir 
con los deseos de sus superiores (en especial, del General Mutio Vitelleschi) y lograr avances en las materias más diversas63. 

Así, por ejemplo, no tuvo ningún rubor en confesar al cardenal Roberto Belarmino 
que, aunque lo del dogma de la Inmaculada estaba difícil, de “los dos infantes hermanos
del rey nuestro señor, de quien S. M. me ha hecho confesor, me pienso valer para este fin


58 
La participación de Florencia en juntas se documenta desde la caída de Lerma, como ha puesto de manifiesto
J.F. Baltar Rodríguez, Las Juntas de Gobierno en la Monarquía Hispánica (siglos XVI-XVII), Madrid, 1998, pp. 66 y 
170-172. Para otras juntas posteriores, AHN, C, leg. 51.359, exp. 16.

59 
Sobre este particular, en el que participaron gran número de predicadores reales, R. Rodriguez Moñino-Soriano,
Razón de estado y dogmatismo religioso en la España del siglo XVII. Negociaciones hispano inglesas de 1623, Barcelona,
1976, pp. 168-169.

60 
AGP, Sección Histórica (SH), caja 81, exp. 10, carta fechada en Alcalá, 11 de febrero de 1625.

61 J.H. Elliott, El Conde Duque de Olivares. El político en una época de decadencia, Madrid, 1990, p. 323.

62 Entre julio de 1628 y febrero de 1629, J. Simón Díaz, Historia del Colegio Imperial de Madrid, Madrid, 
1992, p. 64. No es baladí que por estas fechas se pleiteara, todavía, sobre la herencia de la emperatriz María, 
insistiendo su hija, sor Margarita de la Cruz, ante el Consejo de Castilla en la mala fe de la Compañía, AHN, 
C, leg. 7.141.

63 Como muestra, valga AHN, C, leg. 4.423, exp. 28, concesión de una licencia de exención de aposento a dos casas
de la Compañía cerca de San Ginés en “atención a los méritos del P. Florencia”.

que por alcanzarle tomaría yo el fin de mi vida”64. En esta línea, todos sus biógrafos coinciden en que el propio Felipe III “comunicábale las elecciones de oficios, dignidades y 
prelacías, estimando en mucho su consejo y parecer y fue causa de muchas y muy buenas 
elecciones”65, reconociendo así su participación en la distribución del Patronato Regio, en 
especial tras la caída de Lerma, que le permitió atajar el tortuoso camino emprendido por 
los jesuitas para conquistar espiritualmente a la alta aristocracia −sobre todo, la ocupada 
en tareas de gobierno en los dilatados territorios de la monarquía−, antes de abordar su 
ofensiva sobre el corazón de la misma66. Idea que se corrobora con otros hechos constatados, como su intermediación para que Lope obtuviese de Urbano VIII ciertas dignidades67
o la frecuencia con que departía con el cardenal legado Francesco Barberini cuando éste 
estuvo en Madrid en el año 162668. 

Que Florencia era un magnífico intermediario lo sabían desde su General hasta el 
último noble afincado en la corte. De ahí que todos intentaran valerse de sus servicios. 
Ahora bien, el predicador era un hombre de su orden y, a pesar de las críticas que su comportamiento levantaba entre algunos compañeros de hábito, tenía unas prioridades claras. 
La primera, no fallar a Vitelleschi, quien podía, en un momento dado, obligarle a dejar 
su estupenda posición69. La segunda, no coquetear con opciones derrotadas en palacio70
y, la tercera, no indisponerse con el valido de turno. Con estas máximas, se podía sobrevivir en el proceloso mundo cortesano e ir acaparando poder. Si, por el contrario, uno se 
indisponía con el privado, mucho tenía que perder. Y Florencia lo experimentó cuando 
en 1631 le quitaron el confesionario de los infantes, plataforma desde la que tanto había 
intrigado. Aunque la disculpa oficial fue la avanzada edad del clérigo y la necesidad de 
emancipar a los hermanos del rey, la causa profunda no era otra que el escarmiento que se 
quería dar a los jesuitas, y en especial a su General, por todas las trabas y obstáculos que 
estaban poniendo a la concesión de un obispado –el de Málaga− al padre Hernando de 
Salazar, confesor de Olivares71.

Así pues, servir al rey y servirse del rey. Lograr la confianza regia (o la de su valido) para 
imbricarse en el complejo (pero sustancioso) engranaje de reparto de mercedes.

64 
BNE, Ms. 9.956, f. 104r. En esta carta se aprecia la ponderación que el jesuita hace de su lugar en la corte y lo 
orgulloso que se encontraba de sí mismo, pues aprovecha para enviar una copia de su último sermón impreso.

65 BNE, VE, 180-59; J. Garau, “Notas para una biografía”, p. 113 citando a Nieremberg; J.J. Lozano Navarro, 
La Compañía de Jesús, p. 148.

66 J.J. Lozano Navarro, La Compañía de Jesús, pp. 156-186.

67 J. Simón Díaz, “Encuentros del cardenal F. Barberini con Lope de Vega y con el príncipe de Esquilache en 
Madrid, 1626” en Homenaje al cardenal Tarancón, Madrid, 1980, pp. 289-316.

68 C. del Pozzo, Diario del viaje a España del Cardenal Francesco Barberini, ed. A. Anselmi, Madrid, 2004.

69 Esta relación la documenta perfectamente J.J. Lozano Navarro, La Compañía de Jesús y el poder, pássim.

70 El fracaso de su intermediación a favor de Lerma en el otoño del año 1618 le llevó a ser más prudente en el 
futuro. Así, aunque apadrinó la audiencia que Felipe IV concedió al padre y al hijo de don Rodrigo Calderón 
declinó ir a confesar a este reo cuando se lo rogó, S. Martínez Hernández, Rodrigo Calderón. La sombra del 
valido. Privanza, favor y corrupción en la corte de Felipe III, Madrid, 2009, p. 300.

71 Frente a la explicación oficial que se puede encontrar en las noticias de época, BNE, Ms. 2.363, f. 102v, con 
una referencia explícita a la venganza por lo del padre Hernando de Salazar. Además, si sólo hubiese sido una 
cuestión ad hominem, no se habrían buscado directores de conciencia, ex profeso, ajenos a la disciplina de los 
ignacianos, pues de hecho se pusieron como confesores a un dominico y a un agustino.

Pasemos ahora a otro ejemplo algo diferente: el de un hijo de la seráfica orden de San
Francisco llamado fray Baltasar de los Ángeles. Este caso nos servirá para documentar cómo
la vida en religión era un vehículo idóneo para acceder a parcelas de poder personal si se
contaba con los apoyos necesarios en el entorno real. Y que, además, no toda prebenda eclesiástica debe ser considerada como un premio. Veamos por qué.

Fray Baltasar fue un fraile franciscano de origen indiano muy bien relacionado socialmente. En su linaje, emparentaba por vía materna con los condes de la Gomera y por filiación paterna, su tío, el dominico fray Jerónimo de Loaysa, había sido el primer prelado de la
diócesis de los Reyes (Lima)72. Con estos apoyos, profesó como franciscano descalzo y realizó
toda su carrera en la península, donde fue (entre 1615 y 1616) guardián en el convento de 
Almagro, al año siguiente visitador de la provincia de San Gabriel para, más adelante, alcanzar el cargo de definidor de la de San José, de donde también había sido visitador. Por 
fin, en el capítulo celebrado en Paracuellos el 9 de julio de 1623 salió elegido provincial de 
esta circunscripción73. Pero este último nombramiento, el más importante al que podía aspirar un regular dentro de su orden antes de llegar al generalato, no se puede desligar de su 
ascenso cortesano. Hay que tener en cuenta que la corona velaba por que saliesen elegidos 
para estos cargos los frailes o monjes más afectos y presionaba, dentro de lo posible, para 
que los candidatos menos deseados fuesen marginados74. Así pues, cuando fray Baltasar 
comprobó que dentro de la orden contaba con los apoyos necesarios para promocionar, 
utilizó de todos sus contactos cortesanos para conseguirlo.

Para estas fechas, el padre de los Ángeles ya había asentado firmemente sus reales en 
palacio. Desde el convento de San Gil, muy próximo al Alcázar, mantuvo fluidas relaciones con la rama femenina de la dinastía, en especial, con el entorno de las Descalzas 
Reales, cenobio del que era confesor. Gracias a esta posición estrechó lazos con la infanta 
Margarita, a la que asimismo dirigió la conciencia, y comenzó a participar en las luchas 
faccionales que, tras la caída de Lerma, se multiplicaban. Su cobertura era inmejorable, 
pues junto a administrar el sacramento de la penitencia se dedicó a la predicación –aunque sin demasiada calidad, a tenor de las escasas noticias que hay de su labor homelética75−, obteniendo el puesto de predicador real en octubre de 1619 gracias a la intercesión 
de sus hijas de confesión76. Tal posición de privilegio le convirtió en una pieza clave en la
conjura que, auspiciada por otro franciscano, fray Juan de Santa María, había aglutinado a
los descontentos frente a Uceda, con la infanta Margarita y Manuel Filiberto de Saboya a la


72 
Para su vida y linaje, AGP, EP, 7719/3; Archivo General de Indias (AGI), Patronato, 130, R. 12; E. Tormo, En las
Descalzas Reales. Estudios históricos, iconográficos y artísticos, Madrid, 1917, p. 208, da noticias sobre él.

73 Véase K.M. Vilacoba Ramos, Las Descalzas Reales y sus confesores en la Edad Moderna, tesis doctoral inédita, 
UCM, 2005, passim. Agradezco a la autora las facilidades dadas para su consulta.

74 Sólo un ejemplo coincidente en el tiempo. En el capítulo de los trinitarios de 1620, la corona abogó porque 
saliese el bienquisto fray Simón de Rojas y no dudó en prohibir a su rival, el maestro Buitrago, que acudiese 
a la reunión, AHN, C, leg.7.137, exp. 14.

75 No hemos encontrado sermón alguno impreso ni en las bibliotecas consultadas, ni da ninguna referencia 
F. Herrero Salgado, La oratoria sagrada en los siglos XVI y XVII, vol II. Predicadores dominicos y franciscanos, 
Madrid, 1998, 5 vols.

76 Su nombramiento como predicador en AHN, C, libro 513, f. 20 (1619).

cabeza en 
162077. Valiéndose de su facilidad de acceso a la hermana del rey y de su potestad
para decir desde el púlpito aquello que le dictaba su conciencia −o por lo menos las de sus
influyentes amigos−, dedicó su elocuencia a despertar a Felipe III de su letargo y a acusar sin
cesar a sus adversarios políticos78.

Sin embargo, lo que quiero destacar de su figura es el contraste con fray Jerónimo de Florencia. Él también estaba inmerso en las luchas cortesanas, pero su actuación no se asemeja.
En primer lugar, y es fuerza reseñarlo, porque se apunta al bando que a la larga no logrará
imponerse, lo que redundará en su escasa influencia cuando Olivares triunfe. Y en segundo,
porque la utilización que, en este caso, se hace del cargo es muy diferente. Fray Baltasar no
acapara ni prebendas, ni pensiones, ni actúa como intermediario de nadie, que se haya podido documentar. Manteniendo con bastante pureza el espíritu descalzo, no parece preocupado por los bienes terrenales, pero sí, y mucho, por la política. Por tanto, participa de ella en
la medida de sus posibilidades y, por eso, acepta los nombramientos que le pueden facilitar
la tarea, mientras desprecia otros. Así, cuando se le ofrecen los obispados de Bossa, Guadix
y Guatemala79, no acepta ninguno. Las razones últimas no las podemos certificar. Aunque
oficialmente lo haga por no romper con su regla y abandonar su vida en convento, tampoco
se puede descartar que el padre de los Ángeles entendiera perfectamente que la insistencia
en sus nombramientos respondía a una estrategia de alejamiento de la corte. En tal caso, la
gracia real era, en realidad, un regalo envenenado; una forma de castigo envuelta en paño de
oro, que él había sabido declinar. Sea como fuere, su capacidad de intriga en la corte acabaría
pronto, ya que, cumpliendo con su obligación como provincial, debía acudir a Roma al Capítulo General de su orden en 1625, pero la muerte le sorprendió por el camino80.

El tercer ejemplo que he elegido corresponde a un monje, el jerónimo fray Gregorio de
Pedrosa, que presenta una carrera más larga y nos certifica esta relación entre poder central y
poderes periféricos constatando que el Patronato Regio era un vehículo de reciprocidad entre
elegidos y electores.


77 
Esta conjura la recoge F. Benigno, La sombra del rey. Validos y lucha política en la España del siglo XVII, Madrid,
1994, p. 113n, citando a M. Escagedo Salmón, “Los Acebedos”, Boletín de la Biblioteca Menéndez y Pelayo, nº8, 
(1926), pp. 23 y ss. La obra de fray Juan de Santa María, República y política cristiana, que tanto pareció influir 
en los momentos finales de Felipe III, ha sido glosada precisamente en este contexto de rivalidades políticas 
por A. Feros, El duque de Lerma, pp. 422-426. Creemos que sería de gran interés una edición contemporánea 
de este libro con un perfil biográfico de su autor, hoy en día muy desdibujado por las hagiografías propias 
de la orden. Como datos contextualizadores digamos que este franciscano, nacido en Benavente e hijo de 
Gonzalo Portacarrero y doña Isabel Enríquez de Cisneros, además de ocupar importantes cargos de la orden 

–y renunciar a otros− fue confesor de la infanta María, hija de Felipe III, y antes había sido propuesto, 
incluso, para el confesionario del príncipe o los infantes. 

Por otro lado, nótese que en todas las conjuras de época aparece el monasterio de las Descalzas y la infanta sor
Margarita de la Cruz por medio, quien parecía tener también buenas relaciones con el mayordomo mayor de
Felipe III, el duque del Infantado.

78 
BNE, Ms. 17.858, f. 53v; A. Feros, El duque de Lerma..., pp. 441.

79 J. Simón Díaz (ed.), Relaciones de actos públicos celebrados en Madrid (1541-1650), Madrid, 1982, p. 265; K.M. 
Vilacoba Ramos, Las Descalzas Reales, p. 420.

80  Archivo de la Corona de Aragón (ACA), Consejo de Aragón, leg. 271, exp. 13.

El primer dato que interesa de él es que fue nombrado predicador por Felipe III en 
160981, 
cuando le unía una gran amistad con Rodrigo Calderón, de quién fue consejero espiritual
durante bastante tiempo82. Ya para entonces era conocido en el ámbito cortesano por su labor
como orador sagrado en espacios selectos, pues no en vano la estancia vallisoletana de la corte
le había permitido proyectarse con más resonancia, como demuestra, por ejemplo, que fuese
el orador elegido por el Consejo de Indias para predicarle en la Cuaresma de 160683. Una
vez en el engranaje palatino, y de forma similar a otros miembros de la Real Capilla que ya
hemos visto, comenzó su progresión crematística alcanzando diferentes pensiones84. Como
los dos casos anteriores, fray Gregorio no se libró de participar en las intrigas cortesanas en
tiempos de Lerma-Uceda; de hecho, fue desterrado de la corte por motivos políticos, pues si
bien Góngora apunta algo bastante poco creíble al afirmar que fue por no llevar la Cuaresma
con el rigor que se le exigía85, según las fuentes manejadas lo que en realidad había hecho era,
como casi siempre, aprovechar un sermón ante el rey para criticar duramente el rumbo de la
política del privado86. 

Aun desterrado de Madrid, mantuvo sus contactos en el entorno del Alcázar y, de hecho,
parece que fue perdonado por Felipe III en su lecho de muerte87−no es descartable la influencia de Florencia en estos últimos momentos de su vida−, lo que le permitió asistir en el
cadalso al marqués de Sieteiglesias88. 


81 
No hemos encontrado el expediente de fray Gregorio en AGP: el que aparece como suyo en el fichero (EP
7954/4), no lo es. Su nombramiento en AGP, R, libro 6.151; las nóminas en AGP, SA, leg. 5.641 y AGP, R,
libro  6.151, ff. 13 y 76. Breve resumen de su vida en B.S. Castellanos de Losada (dir.), Biografía eclesiástica
completa, 30 t., Madrid, 1848-1868, t. XVII, pp. 677-678 y en G. González Dávila, Teatro eclesiástico de las iglesias
metropolitanas y catedrales de los Reynos de las dos Castillas: vidas de sus Arzobispos y Obispos, Madrid, 1645, t. I pp.
670-672; J. Martínez Millán y MªA. Visceglia (dirs.), La monarquía de Felipe III, vol. II, p. 503.

82 
S. Martínez Hernández, Rodrigo Calderón, p. 22.

83 AGI, Indiferente, 427, L. 31, f. 319v. Percibió por esta tarea 132 reales.

84 En noviembre de 1612,  200 ducados de pensión; en 1616 otros 200, etc. De todas formas, debemos ser 
muy conscientes de que la concesión de sueldos y pensiones por parte de la corona no implicaba su cobro 
de manera automática. Las dificultades para hacer efectivas estas mercedes diferían del momento y el lugar 
y, en algunos casos, eran insalvables, quedándose el agraciado sin su remuneración e iniciando un nuevo 
peregrinaje para conseguir la merced sobre rentas más saneadas. Con todo, además de su percepción real, las 
pensiones y gajes concedidos servían como instrumentos de crédito, de prestigio o de articulación de una 
propia red clientelar o familiar. Sobre estos aspectos no nos es dado profundizar.

85 Según Góngora “por haberse dejado llevar su paternidad esta Cuaresma, no tan modestamente como debiera
del celo o espíritu”, citado por D. Alonso, “Predicadores ensonetados”, p. 97.

86 Según G. Gascón de Torquemada, Gaceta y nuevas..., p. 76, fue desterrado el siete de abril de 1620. En BNE,
Ms. 2311, 30, hay unos curiosos versos atribuidos a Villamediana (otros autores los dan como de Quevedo) que
dicen:

“Un ladrón y otro perverso

desterraron a Pedrosa,

porque les predica en prosa

lo que yo les digo en verso”.

Otra versión igual de explícita reza:

“Con Pedrosa me encontré,

encuentro poco prolijo,

desterrado porque dijo

lo mismo que yo canté”.

87 G. Gascón de Torquemada, Gaceta y nuevas..., p. 89, marzo de 1621, citando el testamento de Felipe III.

88 Así se desprende de A. Almansa y Mendoza, Novedades de esta corte, p. 99. Quizá fue esta relación con don
Rodrigo la motivación principal para su oposición a Uceda y consiguiente destierro.

Pero lo que da a Pedrosa un relieve especial en este tema de la gracia regia es su presencia
como obispo en diócesis importantes y su labor de delegado regio en las mismas, pues no
sólo se ocupó de asuntos eclesiásticos (vigilancia de capítulos de las órdenes, disciplina del
clero, licencias de confesión y predicación…), sino que mantuvo una abundante y esclarecedora correspondencia con el Consejo de Castilla y el propio valido, recibiendo órdenes para
agilizar el cobro del donativo, controlar la tasa del pan o procurar que se predicase a favor de
ciertas disposiciones gubernativas muy contestadas entre las élites locales.

Habiendo recuperado el favor real con el cambio de reinado89, y tras haber desempeñado los más altos cargos dentro de su orden, fue designado sucesivamente obispo de León
y Valladolid90. Desde estos puestos sirvió a los intereses de Felipe IV y Olivares, ejerciendo
como auténtico agente real tanto en la esfera eclesiástica −por ejemplo en la elección del provincial agustino en 163891−, como en la civil, informando a Madrid de los acontecimientos y
mediando para impedir desórdenes y conflictos92. Entre ellos, algunos tan llamativos como
el ocasionado por el díscolo dominico fray Juan de Lerma, enfrentado nada menos que a
la Chancillería de Valladolid93. En todos estos casos, se demostró que una buena elección
de obispo era un triunfo no sólo en lo espiritual, sino sobre todo en lo temporal. La gracia
podría ser graciosa, pero no ciega y era muy importante utilizarla para premiar a aquéllos en
los que se confiase. Y en fray Gregorio esto se cumplió hasta el final de sus días. Tanto es así
que se le convocó a la corte para celebrar varias veces las exequias por la muerte de personas
reales −siendo muy sonadas las que se realizaron en memoria de la reina Isabel de Borbón−, 
cumpliendo siempre su cometido con especial devoción94. Al final de su vida, cansado de su
labor pastoral regresó a Madrid para intentar renunciar a su obispado y retirarse a un convento de su orden en donde fallecería poco después95.

Con el cuarto y último ejemplo, centrado en un personaje de gran proyección historiográfica, el trinitario fray Hortensio Félix Paravicino, pretendo profundizar en una faceta que
no he tratado en profundidad hasta ahora y que me parece interesante: la dimensión cultural


89 
Algo a lo que no debió ser ajeno un manuscrito dedicado a Olivares, que debió de ser redactado por estas fechas
bajo el título Papel fundado en razón de estado [...] para conservarse en la privanza del rey Nuestro Señor y gobernar
acertadamente esta Monarquía, BNE, Ms. 10.431, ff. 151 y ss; F. Tomás y Valiente, Los validos en la monarquía
española del siglo XVII, Madrid, 1982, ya da noticia de él en pp. 125-126.

90 
Bulas referentes a sus nombramientos en AGS, PR. leg. 64/98-99.

91 AHN, C, leg. 15.2351 exp. 18. 

92 AHN, C, leg. 7.131, julio de 1632. Ante los intentos del cabildo de Toledo de soliviantar a las demás Iglesias del
reino para no pagar los millones y los nuevos impuestos que se discutían en Roma, Pedrosa, con la ayuda del
canónigo d. Fernando de la Bastida, intentó convencer al resto del capítulo de las dificultades de la monarquía
y su necesidad de cooperar.

93 Real Academia de la Historia (RAH), 9/3.686 ff. 180-181. Sobre esta cuestión, F. Negredo del Cerro, Los 
predicadores de Felipe IV..., pp. 152-155.

94 Almansa elogia varias veces a Pedrosa “luz de la predicación que sin agravio de otros es la mejor capilla de
España”, aunque se había confesado con anterioridad se había confesado deudo del fraile jerónimo, A. Almansa
y Mendoza, Novedades de esta corte, pp. 274 y 222 respectivamente.

95 Sobre su renuncia al obispado se puede consultar el Discurso sobre la renuncia de los obispados que escribió 
Diego Tovar de Valderrama, BNE, VE, 8-27, donde se pone el caso de Pedrosa como ejemplo al tratar del 
tema.

de la gracia96. A través de su figura, podemos plantearnos la importancia que el cargo de predicador tuvo a la hora de sancionar un estilo de declamar en el pulpito del cual el predicador
era el máximo representante. Por supuesto que dicho estilo no nació cuando, en 1617, salió
designado Paravicino, pues ya era un personaje conocido en la corte, donde residía desde
hacía más de diez años. Pero sí que lo considero un aldabonazo, tanto para él, como para la
pléyade de discípulos y amigos que a su alrededor le reverenciaban97.

Aunque fray Hortensio, cuya vida cortesana era y había sido muy intensa, tenía incondicionales amigos como Góngora, también contaba con formidables críticos, entre ellos Calderón98. Ahora bien, todos los cronistas de la época coinciden en definir su celda como un
auténtico punto de referencia en el ambiente cultural-literario (y no sólo en éste) del Madrid
del Siglo de Oro99. Su relevancia social basada en los contactos con nobles y poderosos y
su fama como predicador, a la que no era ajena la predilección real, fue en aumento, de
tal manera que sus hermanos de hábito depositaron en él la confianza del gobierno de la
provincia en dos ocasiones. Aunque más adelante hablaremos de su faceta política −más
marcada, indudablemente, bajo Felipe IV que bajo Felipe III−, ahora sólo cabe recordar que
su opinión fue recabada a la hora de buscar nuevo presidente de Castilla100, o que sus sermones cortesanos escondían, muchas veces debajo de esa peculiar forma de predicar, profundas
críticas hacia los gobernantes. Lo que aquí, brevemente quiero plantear es que el servicio al
rey podía ser también una forma de legitimar unos usos culturales, unas modas, si se prefiere.
Paravicino podía parecerle a Lope un pedante insufrible, pero si Su Majestad Católica lo
reclamaba personalmente para que le predicase, su prestigio se disparaba miles de enteros y
protegía a todos sus seguidores, que le utilizaban como referente, banderín de enganche y


96 
Sobre Paravicino, la introducción a Fray H. Paravicino, Sermones cortesanos, ed. de F. Cerdan, Madrid, 1994, 
pp. 9-32. El expediente personal en AGP, EP 7720/1; se encuentra trascrito en F. Cerdan, Paravicino y su familia,
Toulouse,  1994, pp. 59-141 (agradezco al profesor Francis Cerdan que me enviara un ejemplar de esta obra
de muy difícil acceso en España); I. Delgado Cobos, El cultismo en la oratoria sagrada del siglo de Oro (1580-
1633), tesis doctoral inédita, UCM, 1987, 4 vols., sobre todo el capítulo II del primer volumen “Aproximación
histórica a una época de crisis. El testimonio de fray Hortensio Félix de Paravicino y Arteaga”, pp. 41-84, 
donde se ubica al hombre en sus coordenadas literarias. Para una breve reseña biográfica, B.S. Castellanos de
Losada (dir), Biografía eclesiástica completa, t. XVI, pp. 709-711. Su formación literaria y el ambiente cultural de
juventud puede seguirse a través de G. Marañón, “Las Academias toledanas en la época del Greco”, Papeles de
Son Armadans, I (1956), pp. 13-26. El Greco pintó un retrato de una fuerza expresiva impresionante de nuestro
hombre, que se conserva en Boston y del que existe una copia de autor desconocido, atribuida, a veces, al genial
pintor avecindado en Toledo.

97 
Su nombramiento se produjo poco después de la famosísima fiesta que, en Toledo, hizo don Bernardo de
Sandoval y Rojas, arzobispo primado, con motivo del traslado del Sagrario a la catedral y en la que fray Hortensio
predicó muy lucidamente, P. Herrera, Descripción de la capilla de Nuestra Señora del Sagrario que erigió en la Santa
Iglesia de Toledo […] y relación de la antigüedad de la Santa Imagen con las fiestas de su traslación, Madrid, 1617.

98 
F. Cerdan, “Paravicino y Calderón: Religión, Teatro y Cultismo en el Madrid de 1629”, Anejos de la Revista 
Segismundo, nº6 (1983) pp. 1.259-1.269.

99 Sabemos que fue invitado especialmente por el valido a la villa de Lerma en octubre de 1617 para predicar en
las fiestas allí organizadas, F. Cerdan, “El predicador y el poder. Estudio de un sermón cortesano”, Áreas, nº 3-4
(1983) pp. 223-229.

100 Esta labor la recoge J.H. Elliott, El Conde Duque de Olivares, p. 310, utilizando fuentes de la New York Public
Library. Existe copia de esta misma proposición en AHN, Estado (E), libro 824. El documento completo con
la petición real y el parecer de doce vasallos (cuatro eclesiásticos, cuatro caballeros y cuatro letrados) lo he
localizado en AHN, Sección Nobleza (SN), Someruelos, c. 26, doc. 29.

paraguas protector. Así las cosas, aunque el trinitario también participase de otros efectos de
la gracia, como el ser nombrado obispo de Lérida (sede que nunca ocupó por su temprano
fallecimiento) y poder ocultar su ilegítimo nacimiento, obtuvo de ella una posición cultual,
una relevancia única, justo en el contexto donde se hacían y deshacían famas y prestigios101. 
En este caso, servir al rey implicó ser aceptado por ese público culto al que predicaba −y son
palabras de un crítico moderno− desde una moral “cortesana pero sin caer en el laxismo” 102.

Pero Paravicino se destacó, sobre todo, por su continua participación en las diferentes
juntas de gobierno que se formaron en tiempos de Olivares, como la de la baja del vellón de
1628103 o las más importantes juntas de teólogos destinadas a asesorar sobre materias hacendísticas104. Su destacada posición dentro del mundo cortesano le permitió unos comportamientos un tanto prepotentes que desembocaron en acres enfrentamientos con otras instancias del
poder, como es el caso del concejo madrileño, que en marzo de 1625, sintiéndose burlado por
el fraile trinitario, decidió prescindir de sus servicios de por vida105. No obstante, semejantes
incidentes no oscurecieron la fama y el público reconocimiento de este príncipe del púlpito
−como alguna vez se le llegó a denominar−, que fue elegido personalmente por Felipe IV
para que predicase en 1633 las honras fúnebres de su hermana la infanta Margarita106. Al
igual que la de sus contemporáneos, su labor no estuvo exenta de críticas y burlas, pero a su
muerte todas quedaron silenciadas107 por un soneto de su viejo amigo Quevedo, quien desde
los lejanos tiempos de Ocaña, en que habían compartido las clases de los jesuitas, siempre
había respetado al trinitario108. Su elogio funeral, que pone término a nuestro texto, reza de
esta manera:


101 
Que Paravicino supo siempre con quién no debía indisponerse lo muestran a las claras las dedicatorias de
sus obras. En 1616, el Sermón de la presentación de Nuestra Señora en el templo va encomendado a “Nuestro
Reverendísimo padre Fray Luis de Aliaga”. En 1621, el Epitafio o Elogio funeral al rey Don Felipe III el bueno,
el piadoso, a don Gaspar de Guzmán, conde de Olivares; su contenido ha sido analizado por F. Cerdan, “La
transmisión de la exégesis en la oratoria sagrada del siglo XVII (El caso del Panegírico funeral al rey Felipe III
por Fray Hortensio Paravicino), Criticon, 102 (2008), pp. 37-53. Otras obras de los años veinte llevan dedicatorias
más “elevadas”: al Cardenal Infante, a la reina e, incluso, al rey. Todo ello se puede ver en la edición anteriormente
citada que de sus sermones hizo Francis Cerdan. Sobre las dedicatorias a los príncipes, véase R. Chartier, “Le
prince, la bibliothèque et la dedicace au XVIe et XVIIe siècles” en M.L. López Vidriero y P.M. Cátedra (eds.), El
libro antiguo español. III. El libro en palacio y otros estudios bibliográficos, Salamanca, 1996, pp. 81-100.

102 
Fray H. Paravicino, Sermones cortesanos, p. 31. Para la visión de la sociedad en ibídem, “La vision de la sociètè
dans les sermons de Fray Hortensio Paravicino” en La contestation de la société dans la littérature espagnole du
Siècle d’Or, Toulouse, 1981, pp. 45-55.

103 
AHN, C, leg. 51.359, exp. 6.

104 BNE, Ms. 2.367, f. 275.

105 J.M. Sanz García, “Fracaso del Monte de Piedad concejil madrileño pedido por Olivares”, Anales del Instituto de
estudios Madrileños, t. VIII, (1972), pp. 193-230, recoge un testimonio del Archivo de la Villa de Madrid (AVM),
Libros de Acuerdos, t. XL, ff. 616v623v, en el que el ayuntamiento de la capital decide por unanimidad tomar
represalias contra los Trinitarios y, en especial, contra su superior Hortensio Paravicino por haberle descubierto
en un embuste, pues se excusó de acudir a predicar a los señores regidores alegando enfermedad y enviando a
otro monje en su lugar, y se descubrió que, lejos de estar impedido, ni siquiera se encontraba en su celda.

106 J.A. Maravall, La cultura del Barroco. Análisis de una estructura histórica, Madrid, 1990 [1975], p. 107, recoge 
esta información y glosa de forma somera el contenido del sermón.

107 Véase F. Cerdán, Honras fúnebres y Fama póstuma de Fray Hortensio Paravicino, Toulouse, 1994.

108 Fueron relativamente abundantes las poesías contra Paravicino en vida de éste, F. Cerdán “Nuevos elementos 
para la bio-bibliografía de Paravicino”, Criticon, nº46 (1989) pp. 109-204, recoge varias de ellas en las que se le 
acusa de hijo ilegítimo –lo cual era cierto- mujeriego, impotente, soberbio y desagradecido. De todas formas 

“El que vivo enseñó, difunto mueve,
y el silencio predica en él difunto:
en este polvo mira y llora junto
la vista cuanto al púlpito le debe.

Sagrado y dulce, el coro de las nueve
enmudece en su voz el contrapunto:
faltó la admiración a todo asunto
y el fénix que en su pluma se renueve.

Señas te doy del docto y admirable
Hortensio, tales que callar pudiera
el nombre religioso y venerable.

La Muerte aventurara si le oyera,
a perder el blasón de inexorable
y si no fuera sorda, le perdiera109.

la más “literaria” creemos que es ésta del conde de Salinas que cita D. Alonso, “Predicadores ensonetados”,
pp. 103-104. Téngase en cuenta que, además del enfrentamiento estilístico, también puede existir un conflicto 
político entre un predicador considerado pro-olivarista (algo creemos que matizable) y uno de sus críticos. 

¡Oh cuánto bien, oh cuánto cultamente

(si culto llaman lo que no se alcanza)

critiquizó Hortensio la alabanza

del cuanto más oculto, más patente!

Aturdió con su términos la gente,

Desempeño de muchos la esperanza,

Y obró su cultivez tanta mudanza

Que arabigó todo cristiano oyente.

Velada le fue a oír, ya es religioso;

Alcañices también, ya es varón justo;

Monjas y damas se han hortensizado;

Habla hebraísmos ya todo curioso.

Salíme yo (que tengo muy mal gusto)

Con pedazos de luz aporreado.

109 
F. de Quevedo, Poemas escogidos, Madrid, 1989, pp. 145-146. Desconocemos la razón que lleva al editor, J.M. 
Blecua, a afirmar que Paravicino falleció en 1613. La relación entre Quevedo y Paravicino nos lleva a comparar 
la Execración por la fe católica, (editada, no sabemos muy bien porqué, bajo el título de “execración contra los 
judíos”, Madrid, 1996) con el sermón funeral por la infanta Margarita. Las violentas diatribas de Paravicino 
contra los judíos, patentes ya en su homilía de Jesucristo desagraviado (editada en Fray H. Paravicino, Sermones
cortesanos, pp. 253-292) son manifiestas en la parte final de esta obra y anticipan el panfleto quevediano y,
por tanto, la crítica antiolivarista, lo cual nos hace recapacitar sobre la relación entre el trinitario y el valido, 
al menos en los años finales de su vida. Más información en F. Negredo del Cerro, “La Real Capilla como 
escenario de la lucha política. Elogios y ataques al valido en tiempos de Felipe IV” en J.J. Carreras y B.J. 
García García, La Capilla Real de los Austrias. Música y ritual de corte en la Europa moderna, Madrid, 2001, 
pp. 323-344, en especial, pp. 328-330.

PARTE II

NOCIONES Y PROBLEMAS LIGADOS A LA TEORÍA Y A LA PRÁCTICA DE SERVIR

Auxiliar, defender, combatir

Los nuevos bellatores de Su Majestad
Reflexiones en torno al servicio militar al rey en 
los siglos xvi y xvii1

Antonio Jiménez Estrella
Universidad de Granada
La profesionalización de la guerra constituyó un fenómeno más o menos generalizado 
y registrado, con sus especificidades, en la mayoría de las monarquías modernas europeas a lo largo de los siglos xvi y xvii. Lo que se ha dado a llamar Revolución Militar, 
llevó aparejado el proceso de burocratización de la guerra, la multiplicación del tamaño 
de los ejércitos y de los recursos humanos y financieros que debían ser movilizados. Un
fenómeno complejo y con importantes diferencias regionales, estrechamente vinculado 
a la misma formación de los Estados modernos2. En el caso de la Monarquía Hispánica, 
se desarrolla sobre todo durante los reinados de Carlos V y Felipe II, periodo en que el 
ejército se convierte en un instrumento al servicio del Estado antes que en ningún otro 
país de Europa3. En él, el servicio militar se erigió en uno de los más importantes vínculos 
de fidelidad al rey y sus fórmulas fueron muy diversas en cuanto a su origen, naturaleza 
y objetivos. La carrera de armas, que ya no era monopolio exclusivo la nobleza, dejó de 
perfilarse únicamente como una modalidad más de auxilium a la corona. Representaba 
también un magnífico escenario de oportunidades y de ascenso social. Durante los años 
de expansión del imperio y apertura de los diferentes frentes bélicos en el exterior a lo 
largo del reinado de Carlos V, hubo quienes, movidos por la necesidad, por la búsqueda 
de una fuente de ingresos más o menos segura, o bien alentados por la creciente estima 

1 
Trabajo realizado en el marco de los proyectos de investigación: El Estado confesional y la conflictividad social en 
el Universo Barroco (HUM2007-63416/HIST), del Ministerio de Educación y Ciencia; Realidades conflictivas: 
Sociedad, política, economía e ideología en Andalucía y América en el contexto de la España del Barroco (P07-
HUM02835), de la Consejería de Innovación, Ciencia y Empresa de la Junta de Andalucía.

2 
Para un seguimiento del debate historiográfico de la Revolución Militar que evitará realizar una cita 
bibliográfica demasiado prolija de los autores que participaron en él –G. Parker, M. Roberts, J. Black y D. 
Eltis, entre otros−, son muy recomendables los trabajos de F. Andújar Castillo, Ejército y militares en la Europa 
Moderna, Madrid, 1999 (el capítulo primero, sobre el debate historiográfico) y L. Salas Almela, “Baluartes, 
mosquetes y reclutas: cuestiones en torno a la historiografía militar modernista (siglos xvi-xviii)”, Gladius, 
21 (2001), pp. 307-332.

3 
Al respecto, las reflexiones realizadas por I.A.A. Thompson, “Milicia, sociedad y Estado en la España 
moderna”, en A. Vaca Lorenzo (coord.), La guerra en la Historia, Salamanca,  1999, pp. 115-134. Sobre la 
configuración de un cuerpo de servidores en la administración real durante el reinado de Carlos V, basado en 
la meritocracia, ídem, “Administración y administradores en el reinado de Carlos V”, en VV. AA, En torno a 
las comunidades de Castilla. Actas del Congreso Internacional “Poder, conflicto y revuelta en la España de Carlos 
I”, Toledo, 2002, pp. 93-108.

de las virtudes castrenses y las posibilidades de promoción social que brindaba la milicia, 
decidían servir en los ejércitos de Su Majestad buscando una salida profesional mejor 
remunerada y que les reportase el honor y el prestigio propios de los hechos de armas que 
la vieja aristocracia había convertido en signo de identidad. Muchos de ellos se quedarían 
en los primeros pasos del escalafón como simples soldados o cabos de escuadra. Otros 
llegarían a forjar una carrera militar descrita al detalle en memoriales y relaciones de servicio que trataban de certificar un cursus honorum basado en los méritos y la experiencia4.

Al menos en lo que concernía a los cuerpos militares de intervención exterior, la profesionalización del ejército implicó el establecimiento de una serie de criterios en los procesos de elección de oficiales, en los que la experiencia y la antigüedad eran claves. La 
“estandarización” de esa carrera de armas coadyuvó a la creación de un perfil socio-profesional en época del emperador y durante los primeros años del reinado de Felipe II, el 
de los soldados y oficiales del rey5 que, a pesar de sus legítimas aspiraciones de ennoblecimiento y de ascenso social, se alejaba bastante de la imagen caballeresca, cortés y nobiliaria que Rafaelle Puddu nos dejó en su momento6. Los integrantes del ejército alcanzaron 
niveles de profesionalización y especialización considerables. En el tercio, un soldado 
recién enganchado a una compañía necesitaba entre diez y doce años para poder convertirse en capitán7, debiendo pasar, necesariamente, por todos los grados del escalafón hasta 
llegar al de alférez, que le permitía ser registrado en las listas de capitanes, tramitadas en las 
secretarías del Consejo de Guerra a la hora de presentar los aspirantes a dirigir compañías. 
Por razones que remiten al tradicional papel militar de la aristocracia, los integrantes de 
la nobleza eran los únicos que podían saltarse el cursus honorum militar ordinario, o bien 
aquellos que hubiesen sido señalados en algún hecho de armas importante, lo cual podía 
suponer, siempre a partir del mérito y la experiencia demostrada en el campo de batalla, 
un empujón importante en el escalafón.


4 
Aporto algunos datos sobre la “flexibilidad” de los criterios de mérito y experiencia en el acceso a determinados 
oficios militares en época de los Austrias en A. Jiménez Estrella, “Mérito, calidad y experiencia: criterios 
volubles en la provisión de oficios militares bajo los Austrias”, en J.F. Pardo Molero y M. Lomas Cortés (eds.), 
Oficiales reales. Los ministros de la Monarquía Católica (siglos XVI-XVII), Valencia (en prensa).

5 
Un pormenorizado repaso a la estructura militar (terrestre) de la Monarquía Hispánica en época de los 
Austrias, con una útil puesta al día bibliográfica, en E. Martínez Ruiz, Los soldados del rey. Los ejércitos de la 
Monarquía Hispánica (1480-1700), Madrid, 2008.

6 
Es muy posible que el autor se dejase llevar demasiado por la imagen que los cronistas y tratadistas de la época, 
nada imparciales, dejaron de esos mismos bellatores del imperio recién constituido, R. Puddu, El soldado 
gentilhombre, Barcelona, 1983.

7 
La mayoría de los tratadistas militares consideraban esencial la figura del capitán como clave y sostén del 
ejército de los Austrias, y así lo expresaban en sus obras. Para todo lo concerniente a la estructura, normativa, 
planta, escalafón, cadena de mando y modos de vida del tercio, sigue siendo un referente obligado el 
“clásico” de R. Quatrefages, Los tercios, Madrid, 1983. Por otro lado, cabe destacar recientes trabajos sobre la 
intervención del tercio en determinados espacios geográficos, con base en la consulta y adecuada utilización 
de un abundante aparato documental. Me refiero especialmente a las monografías de E. De Mesa Gallego, 
Los tercios en las campañas del Mediterráneo, s. XVI (Norte de África), Madrid, 2002, y La pacificación de Flandes. 
Spínola y las campañas de Frisia (1604-1609, Madrid, 2009.

Los memoriales presentados por los aspirantes ante el Consejo de Guerra respondían 
a un modelo prestablecido en el que no solo contaban los servicios prestados en los escenarios bélicos de la monarquía, apoyados por cartas de recomendación de oficiales superiores, los testimonios de los miembros de sus unidades, los servicios propios, las heridas 
y mutilaciones producidas en combate. En ellos, constituían un mérito más a tener en 
cuenta los servicios prestados por los antepasados y familiares que, por espacio de dos o 
más generaciones, habían hecho de la carrera de armas una seña de identidad del linaje 
en la que “gastaron sus vidas y patrimonios”. Muchos se encargarían de recordarlo, con 
machacona insistencia, en sus peticiones al Consejo de Guerra. Por ejemplo, cuando en 
1624 el entonces alcaide de la fortaleza de Adra, don Francisco Peñuela y Molina, solicita 
un aumento de sueldo para equipararlo al de otras alcaidías del Reino de Granada, resalta 
como aval, por encima de todos, los dilatados servicios castrenses de su abuelo Francisco 
Molina durante más de sesenta años: capitán de infantería en Alemania, Flandes e Italia, 
capitán general en Guipúzcoa, activa participación en diversas jornadas en el Norte de 
África, servicios en la guerra de rebelión morisca como capitán reclutador bajo el mando 
de don Juan de Austria, capitán general de artillería en Málaga, visitador en la armada del 
Mar Océano y primer representante del clan familiar, desde 1567, al frente de la alcaidía 
de Adra8, que los Molina acabarían patrimonializando por vía venal9. El testimonio no 
reviste gran originalidad en cuanto a su formulación, porque a poco que indaguemos 
en los archivos encontraremos muchos como este. Sin embargo, resulta especialmente 
significativa la advertencia dada por el Consejo al rey, destacando que don Francisco era 
“heredero legítimo de todos estos servicios y persona de calidad en quien concurren muy 
buenas partes […]” para añadir más adelante “se le dé al sobrino un hábito en consideración de los muchos y particulares servicios de su padre, abuelo y tío, cuyo heredero es el 
suplicante”10. No cabe duda de que los méritos propios y los heredados en el linaje familiar 
representaban un capital que todos utilizaban y trataban de rentabilizar convenientemente a la hora de solicitar mercedes, entretenimientos y oficios, dirigidos a redondear sus 
escasos ingresos.

Sobre el papel, la meritocracia era el borne sobre el que debía girar el sistema de ascensos del ejército español desde época del emperador. Un repaso a la casuística que presentan 
los memoriales y las relaciones de servicios del Consejo de Guerra bajo Felipe II evidencia la 
preocupación por intentar que los filtros de elección de oficiales fuesen lo más rigurosos 
posibles –con sus necesarias excepciones–, atendiendo al mérito y la experiencia de los aspirantes. Este interés se detecta en las numerosas consultas elevadas por el Consejo al Rey 
Prudente para la creación de capitanes de infantería y caballería, en las que se presentaban 
las listas de candidatos a los oficios, con exposición de sus años de experiencia desde que 


8 
Archivo General de Simancas (AGS), Contaduría del Sueldo (CS), 2ª Serie, leg. 369-1, sf.

9 La enajenación se produjo en 1641, tras el pago de 1.200 ducados por parte de don Francisco Peñuela Molina, 
incluyéndose en la compra la obligación de mantener 13 soldados de guarnición para su defensa, AGS, CS, 
2.ª Serie, leg. 369-1, sf.

10 AGS, Guerra Antigua (GA), leg. 899, sf.

sentasen plaza como soldados, los méritos adquiridos en el ejército, las certificaciones y recomendaciones dadas por los oficiales superiores y, en suma, las razones para el despacho 
de sus patentes. Se trata de una preocupación que aparece de modo recurrente en varios 
intentos de reforma e instrucciones desde la época de Felipe II. En ellos se pretendía, a 
falta de una legislación clara, establecer las bases para la fijación de un sistema de ascensos 
más o menos normalizado. 

Uno de esos intentos es la instrucción de 
158411, donde se disponía que “el que oviere 
de ser elegido por capitán de infantería sea persona que tenga méritos y servicios y por 
lo menos aya sido soldado seis años devaxo de bandera continuadamente y quatro años 
alférez o diez años soldado”, para advertir más adelante: “a los capitanes se encargue que 
los alférezes que eligieren sean de la calidad dicha y se tenga quenta si no lo complieren 
de que se remedie con demostración. Y si alguno que pretenda ser alférez en banderas que 
de nuevo se levantaren en España huviere ayudado mucho al hazer de la gente y tuviere 
otras buenas partes, aunque no tenga tantos años de soldado se haga relación dello a Su
Majestad para que se vea lo que converna”. 

La alusión a la capacidad de “ayudar” a levantar gente constituye un factor a tener 
muy en cuenta. No tanto por lo que podía suponer de aliciente en la elección de nuevos 
oficiales, como por el hecho de que, como veremos, con el tiempo la capacidad de “ayudar 
con golpe de gente” en el levantamiento de compañías pasará de ser un mérito más entre 
los que había que demostrar en el último cuarto del siglo xvi, a erigirse en prácticamente 
el único o la principal razón para la obtención de patentes de reclutamiento por parte de 
individuos sin servicios militares durante determinados periodos del siglo xvii. La instrucción de 1584 recogía otras disposiciones relativas a atajos para el acceso a la oficialidad, 
como el que concernía a los caballeros y descendientes de nobles, sin necesidad de acreditar los mismos años de experiencia para obtener el rango de capitán, o aquellos alféreces 
que se hubiesen destacado en alguna jornada. También ponía el acento en la necesidad 
de establecer un procedimiento sistematizado que permitiese contar con información periódica de los soldados más cualificados mediante listas enviadas por virreyes y capitanes 
generales, a fin de que los capitanes elegidos fuesen “personas beneméritas y que tengan la 
calidad y servicios que se requieren”. 

Solo cinco años después encontramos una interesante consulta del Consejo en la que 
se recogen más de 40 capítulos, cuyo fin, como rezaba en sus primeras líneas, era reducir 
la milicia a “su antiguo pie, crédito y reputación, por ser el braço principal con que se an 
de conservar los reynos y particularmente los que caen fuera de los límites de España, y 
tener en freno las naciones extranjeras”12. La consulta de 1589, destinada a los ejércitos de 
intervención exterior, trataba de regular el sistema de ascensos, la lucha contra el fraude 
de las plazas muertas en las muestras y alardes del tercio, mediante sistemas de control 
más rigurosos y la imposición de penas ejemplares contra esta práctica, la prohibición del 


11 AGS, GA, lib. 42, ff. 1v.2v.; AGS, GA, lib. 50, ff. 33v.35v.
juego y las apuestas, la planta de los tercios, el mantenimiento de la disciplina y la concesión de licencias a la tropa, así como la proporcionalidad y racionalización en la concesión 
de sueldos, entretenimientos y ventajas para soldados y oficiales del ejército, poniendo 
especial énfasis en la necesidad de que tanto la soldadesca como la oficialidad y los funcionarios del ejército gozasen de sueldos más elevados y justos, como el mejor modo de 
contrarrestar el fraude y la malversación de fondos de la hacienda regia, pues “algunos 
movidos de la necessidad concurren en illicitos aprovechamientos con los capitanes y sus 
officiales y tanto mayor es el daño de la hazienda”13. Este último párrafo nos pone sobre 
la pista de uno de los principales males que aquejaba al ejército de los Austrias. Porque, si 
bien es cierto que la profesionalización del ejército llevó aparejada la contraprestación de 
servicios con un salario que podía variar en función de las unidades militares en las que 
se sirviese, es de sobra conocido que aquel no siempre fue obtenido con la regularidad 
y prontitud deseables, siendo los atrasos en la percepción de las pagas un mal crónico y 
endémico del ejército de los Austrias, que provocó respuestas no solo en forma de fraude 
por parte de la oficialidad, sino también de acciones más violentas, sobre todo en áreas 
alejadas de la Península14. 

En sus primeros capítulos, la consulta de 
1589 redundaba en aspectos ya recogidos en 
la instrucción de 1584, como el de la antigüedad de los aspirantes a capitanes de compañía, 
las excepciones del estamento nobiliario, la posibilidad de acelerar el ascenso para quienes 
hubiesen prestado servicios señalados en campaña o ayudado en el reclutamiento, la necesidad de contar con listas de aspirantes, así como numerosas advertencias e instrucciones 
sobre el modo en que se debía asegurar el funcionamiento de la meritocracia en escalafón, junto a otras medidas, como la de dejar de premiar con ventajas a aquellos que no 
acreditasen servicios señalados de guerra, pues “se inquietavan los que estavan hartos de 
derramar sangre y padeçer y no tenían ni con mucho el premio que estos otros […]”, o la 
de conceder el justo premio de un hábito militar a quienes lo mereciesen por sus servicios 
en el ejército, “porque esto será causa de criarse en ella toda la nobleza y hazerse hombres 
de quien poder echar mano en las ocassiones de que agora ay mucha falta” 15.

La cuestión del mérito también fue tema recurrente entre los memorialistas y los tratadistas militares de la época, encabezados por un grupo de veteranos que acumulaban 

13 
AGS, GA, leg. 495, f. 1.

14 Los motines, cuya lógica interna, a raíz de los problemas derivados de la logística y los atrasos en la 
financiación del ejército de Flandes, han sido analizados por G. Parker, El ejército de Flandes y el Camino 
Español (1567-1659). La logística de la victoria y derrota de España en las guerras de los Países Bajos, Madrid, 
2000. Asimismo, A. Esteban Estríngana ha profundizado en los mecanismos de financiación y contabilidad 
de este ejército, el papel de los agentes de crédito en el envío de remesas de dinero y el control ejercido sobre 
el procedimiento de libranzas, Guerra y finanzas en los Países Bajos católicos. De Farnesio a Spínola (1592-1630), 
Madrid, 2002; ídem, “Administración militar y negocio de guerra en los Países Bajos católicos (siglo xvii)”, 
en M. Herrero Sánchez y A. Crespo Solana (coord.), España y las 17 provincias de los Países Bajos: una revisión 
historiográfica (XVI-XVIII), vol. I, Córdoba, 2002, pp. 65-100. 

largos años de servicios en Flandes e Italia. Sancho de Londoño16, Francisco de Valdés17, 
Bernardino de Mendoza18 o Marcos de Isaba19, entre otros muchos, consideran la veteranía y la pericia en las artes militares los pilares esenciales del sistema y a ellos se quería 
recurrir para tratar de devolver la milicia a su antiguo estado y disciplina. Para curar ese 
“cuerpo enfermo” que, a fines del xvi, se estaba resintiendo en todos sus órganos. Valoraban por encima, incluso del linaje o la sangre, la experiencia acumulada en los campos de 
batalla, el esfuerzo y el sacrificio del servicio al monarca, que era precisamente el que les 
daba cohesión como grupo de bellatores profesionales con capacidad de ennoblecerse por 
medio del servicio de las armas, el mismo que identificaba al estamento nobiliario desde 
el medioevo.

En los años ochenta y noventa del siglo 
xvi se insistía en la restauración de la 
disciplina, la persecución del fraude pero, sobre todo, en la necesidad de regular un 
sistema de ascensos que se estaba viendo resentido en territorios como Flandes, donde 
las obligaciones impuestas por las urgencias de la guerra habían permitido relajar los 
criterios de elección. Al respecto, resulta más que ilustrativa la denuncia presentada en 
mayo de 1582 por el doctor Villagómez, alcalde de corte en Navarra. Aprovechando 
las informaciones recabadas con motivo de un proceso abierto contra varios capitanes 
reclutadores que, en tierra de Campos, la Rioja y comarcas aledañas, habían provocado 
importantes desórdenes, Villagómez denunciaba los excesos cometidos por los capitanes y 
la soldadesca y lo que, en su opinión, había sido un castigo leve contra delitos de extrema 
gravedad, “haciendo muchos y excesivos cohechos sacando dineros de los pueblos que 
les davan porque se saliesen dellos y porque no se fuesen a aloxar a otros, y hirieron y 
maltrataron a los huéspedes que tenían y les dieron palos y golpes asta sacarlos el dinero 
que tenían… y las mayores vellaquerías y mañas para sacar dineros que yo he visto ni oydo 
en semejante materia”20.

Villagómez realizaba todo un alegato contra la concesión de cargos y oficios al servicio 
del rey, a cambio de donaciones, dádivas y favores, asegurando que una de las causas principales de los excesos y desórdenes existentes entre la gente de guerra era el: 


“engaño a que Vuestra Majestad se le haze en la elección y nombramiento destos capitanes para levantar gente y para otras cosas, porque ordinariamente como por experiencia 
se ve, las conductas que se an de dar a los buenos soldados, los quales avían de ser con gran 

16 
Discurso sobre la forma de reducir la disciplina a mejor y antiguo estado, Bruselas, 1589. 

17 Espejo y disciplina militar, Madrid, 1578. 

18 Teórica y práctica de guerra, Madrid, 1595. 

19 Cuerpo enfermo de la milicia española, Madrid, 1594. 

20 British Library (BL) Manuscrito (Ms.), Additional 28.343, f. 239r.245r. Evidentemente, no es este el único 
testimonio que tenemos de la violencia ejercida por los ejércitos fuera de campaña. Contamos con abundante 
bibliografía sobre la cuestión de los alojamientos de tropas, cuya cita y puesta al día encontramos en una 
de las últimas síntesis sobre el problema de la violencia “estructural” protagonizada por los integrantes del 
ejército en Castilla: A. Jiménez Estrella, “La otra violencia. Presencia militar, tensión y conflictos con la 
población civil en Castilla (siglo xvi)”, en J.J. Lozano Navarro y J.L. Castellano Castellano (eds.), Violencia 
y conflictividad en el Universo Barroco, Granada, 2010, pp. 95-117. 

diligencia buscados y compelidos, siendo necesario para servirlas, se dan a los que mejor 
las negocian y más amigos y valedores tienen para negociarlas y muchas vezes a deudos y a 
criados y familiares adheridos (//) de los del Consejo de Guerra y a quien el secretario del 
dicho consejo y aun su oficial quiere hazer amistad. Este mismo engaño se haze a Vuestra 
Majestad en la provisión de todas las mercedes, encomiendas, hávitos y pensiones, obispados, plazas y oficios que Vuestra Majestad provee, de las quales, aunque algunas se aciertan 
ordinariamente, se dan a los que mejor las negocian y más dinero gastan en procurarlas y 
con presentes y dádivas y regalos y otras negociaciones granjean amigos que los antepongan 
delante de la persona real de Vuestra Majestad y de sus principales ministros, a cuyo cargo 
está consultar con Vuestra Majestad la provisión destas cosas”21.

Las palabras del letrado evidencian que ya desde esta época, frente a la profesionalización, existían ciertos atajos que permitían el acceso al mando de las compañías a muchos en cuya provisión primaron, más que la formación, la antigüedad o la experiencia, 
criterios como el patronazgo, el parentesco, la capacidad de allegar hombres mediante 
los contactos locales y, con el tiempo, ciertos procesos venales, cuestión sobre la que 
profundizaremos más adelante. También nos muestran un sistema de provisión de oficios 
cuyos mecanismos todavía se nos escapan. Entre otras razones, porque falta un análisis 
sistemático de los mismos, que permita vislumbrar qué criterios, qué tipo de filtros se 
aplicaron, qué peso tuvo verdaderamente la experiencia acumulada y cuál fue el de los 
apoyos y contactos que podían recabarse en los círculos cortesanos. 

Los textos de 
1584 y 1589 ponían el acento en aspectos como la antigüedad en el servicio y los méritos adquiridos en campaña, algo en lo que redundan las ordenanzas militares 
de 1632, en cuyo articulado se hacía mención expresa de una fórmula de exención o atajo 
para al acceso a la oficialidad, como eran las cédulas de suplimientos de servicios que 
se solían conceder a soldados y alféreces sin la antigüedad exigida, y que se pretendían 
“combatir”. Sin embargo, la realidad era bien distinta. Sabemos que las fórmulas de reclutamiento voluntario comenzaron a verse muy resentidas en los años ochenta y noventa 
del siglo xvi, debido al freno en el crecimiento demográfico castellano y a la pérdida de 
muchos de los atractivos que la profesión castrense había despertado tradicionalmente 
entre la población. Por otro lado, al problema de cómo podía ajustarse la correcta elección 
de los oficiales y su ascenso en el escalafón a los méritos y experiencia adecuados de los aspirantes, se sumó otro como el de dar salida a los veteranos de guerra, patente con especial 
intensidad en la última década del siglo xvi. Son pocos los trabajos que han abordado con 
rigor la cuestión del reclutamiento en el periodo que aquí analizamos, entre los que se encuentran las páginas que I.A.A. Thompson dedica al problema en su Guerra y decadencia 
y su artículo en Manuscrits sobre el perfil social del recluta en la Castilla del siglo xvi22, la 


21 
BL, Ms. Additional 28.343, f. 239r245r.

22 Guerra y decadencia. Gobierno y administración en la España de los Austrias, 1560-1620, Barcelona, 1981; ídem, 
“El soldado del Imperio: una aproximación al perfil del recluta español en el Siglo de Oro”, Manuscrits, 21

obra de Ruth Mackay23 sobre el nivel de respuesta y resistencia ante el reclutamiento por 
parte de las ciudades de Castilla, o los numerosos trabajos de Antonio J. Rodríguez Hernández24. Y resulta aún más curioso constatar que, hasta la fecha, apenas contamos con 
verdaderos análisis sistemáticos sobre una cuestión esencial: los cursus honorum de los oficiales experimentados y veteranos del ejército. Al respecto, constituye una rara excepción 
la tesis doctoral de Domingo Centenero de Arce sobre militares y veteranos del ejército 
entre 1580 y 1621. Es cierto que el autor se centra en un periodo y un marco geográfico 
reducido. Pero no lo es menos que el mismo resulta crucial por las transformaciones que 
se están vislumbrando en los sistemas de reclutamiento y de cooptación de oficiales. Su
análisis evidencia la existencia de un grupo socio-profesional, el de los veteranos del ejército, cuyas carreras fueron guiadas por un ideal de servicio basado, en gran medida, en la 
experiencia acumulada en los campos de batalla de Italia y Flandes25.

Existió un grupo de veteranos con experiencia suficiente para actuar como capitanes 
reclutadores con destino a aquellos frentes en los que era necesaria la presencia de soldados. Sin embargo, la cuestión no radicaba tanto en la capacidad de los oficiales para dirigir 
las compañías como en la de llenarlas. El reclutamiento se fue haciendo cada vez más 
difícil y se tuvo que echar mano de intermediarios procedentes de las elites municipales, 
de las filas de la nobleza y de asentistas y empresarios de la guerra dispuestos a proveer en 
poco tiempo el mayor número posible de hombres para el ejército real. En los años finales 
del siglo xvi y las primeras décadas del siglo xvii, asistimos a un período crucial en la 
transformación de los procedimientos de leva, que tiene mucho que ver con la aparición 
de agentes intermediarios que aprovecharon las necesidades militares de la monarquía en 
un período especialmente difícil desde el punto de vista demográfico. Las urgencias de la 
guerra abrieron interesantes expectativas de promoción profesional y social para aquellos 
que no presentaban la antigüedad necesaria, ya que podían alcanzar el rango de capitán de 
compañía utilizando un recurso que se hizo cada vez más frecuente, el del reclutamiento 
a costa, consistente en proporcionar al rey compañías enteras, armadas, vestidas y pagadas 
y colocarlas en un puerto de embarque determinado. Todo ello se hacía bajo la premisa 


(
2003), pp. 17-38

23 Los límites de la autoridad real. Resistencia y obediencia en la Castilla del siglo XVII, Salamanca, 2007.

24 Cabe destacar: “El reclutamiento de españoles para el ejército de Flandes durante la segunda mitad del 
siglo xvii”, en E. García Hernán, y D. Maffi (eds.), Guerra y sociedad en la Monarquía Hispánica. Política, 
estrategia y cultura en la Europa Moderna (1500-1700), Madrid, 2006, t. II, pp. 395-434; ídem, “De Galicia a 
Flandes: reclutamiento y servicio de soldados gallegos en el ejército de Flandes (1648-1700)”,  Obradoiro de 
Historia Moderna, 16 (2007), pp. 213-251; ídem, España, Flandes y la Guerra de Devolución (1667-1668). Guerra, 
reclutamiento y movilización para el mantenimiento de los Países Bajos españoles, Madrid, 2007; ídem, “Financial 
and military cooperation between the Spanish crown and the Emperor in the seventeenth century”, en P.
Rauscher (ed.), Kriegführung und Staatsfinanzen. Die Habsburgermonarchie und das Heilige Römische Reich vom 
Dreißigjährigen Krieg bis zum Ende des habsburgischen Kaisertums 1740, Münster, 2010, pp. 575-602.

25 El estudio de este grupo socio-profesional es un instrumento en manos del autor para comprender la 
construcción de la Monarquía Católica, cómo la percibieron sus bellatores y, sobre todo, el modo en que la 
guerra ayudó a construir ese espacio político, un escenario de circulación de hombres e ideas, D. Centenero 
de Arce, ¿Una monarquía de lazos débiles? Veteranos, militares y administradores 1580-1621, tesis doctoral 
europea inédita, EUI, Florencia, 2009.

de que el agente reclutador realizaba parte o la totalidad de la leva –dependiendo de la 
modalidad concertada–, a su propia costa y a cambio de la concesión de una patente de 
capitán con la correspondiente cédula de suplimiento, que libraba al poseedor de reunir 
la experiencia y antigüedad mínimas para ser capitán. Este mecanismo proporcionaba 
hombres al rey en períodos de especial necesidad por parte de miembros de las oligarquías 
locales, que utilizaban y exprimían al máximo su conocimiento del marco local, el papel 
de intermediación y la capacidad de las élites municipales para enganchar soldados, y 
facilitaba el acceso a la oficialidad a hombres sin experiencia, pero deseosos de acceder a 
un rango militar que otorgaba honor y prestigio social a sus poseedores. El sistema explota 
durante la década de los treinta del siglo xvii, sobre todo a partir de 1635, cuando se inicia 
el conflicto con Francia en el contexto de la guerra de los Treinta Años, contraviniendo 
precisamente la disposición contra la concesión de suplimientos establecida en las ordenanzas de 1632 por Felipe IV26.

La consecución de patentes de capitán por la vía del reclutamiento a costa permitía 
la reformulación del procedimiento de elección de oficiales, ya que la experiencia y la 
antigüedad pasaban a ocupar un lugar secundario frente al mérito del dinero, del caudal 
y la capacidad de utilizar las redes locales y sus posibilidades de cooptación de hombres al 
servicio de la monarquía. Ello implicaba también reformular la idea de servicio militar al 
monarca, ya que la hacienda de los reclutadores particulares constituía un mérito a tener 
en cuenta. Mérito que −a pesar de que muchos intentaron ocultarlo, como ocurrió en 
procesos similares ocurridos en épocas posteriores bajo los Borbones27−, en numerosas 
ocasiones dejaron patente en las peticiones de mercedes, nuevos cargos y destinos, quienes 
en su momento realizaron el servicio. El reclutamiento a costa no fue una realidad aislada 
ni puede descontextualizarse de la oleada generalizada que imperó en este periodo, caracterizado por una verdadera ansia de honores. Esta modalidad de venalidad de oficios −en 
la que los costes de reclutamiento de las compañías podían rondar los 3.000 y 5.000 ducados, dependiendo de las características del contrato y del número de hombres a levantar−, 
se enmarcaba plenamente en la corriente de compra de cargos, nobleza y honores que por 
entonces se estaba produciendo.

El sistema de provisión de patentes de capitán a cambio de hombres se amplió aún más 
con la entrada en juego de asentistas y agentes intermediarios, especializados en reclutar 
no solo compañías, sino también tercios completos, cuyo negocio consistió precisamente 
en la posibilidad de contar con patentes en blanco de capitán, alférez y sargento, acompañadas de sus correspondientes suplimientos, que constituían el verdadero instrumento de 
negociación para la entrega de dichos cargos a personas no experimentadas en la milicia, 


26 
J.A. Portugués, Colección general de las ordenanzas militares, sus innovaciones y aditamentos, dispuesta en diez 
tomos, con separación de clases, t. I, Madrid, 1764, pp. 74-75.

27 Francisco Andújar ha evidenciado el modo en que la ocultación de la venalidad de oficios militares en el siglo 
xviii se convirtió en una premisa para los beneficiarios de los rangos del ejército, interesados en borrar todo 
rastro de las operaciones venales, por suponer una mancha en la vía para la obtención de honores, El sonido 
del dinero. Monarquía, ejército y venalidad en la España del siglo XVIII, Madrid, 2004.

pero dispuestas a aportar hombres armados y vestidos a su propia costa. No entraré en el 
análisis de un proceso que, para la primera mitad del siglo xvii, estamos estudiando28 y 
cuyo desarrollo, especialmente durante la segunda mitad del xvii, ha sido expuesto por 
A.J. Rodríguez29 y F. Andújar Castillo30. Como siempre, las urgencias de la guerra justificaban la utilización de procedimientos que sorteaban claramente el criterio meritocrático 
en la elección de oficiales, algo que fue incentivado por la propia corona, sabedora de que 
las redes de patronazgo y el conocimiento del medio local por parte de las élites municipales podía agilizar grandemente el reclutamiento de unidades militares, siempre que les 
fueran concedidas las patentes de oficialidad con los correspondientes suplimientos. El
salto en el escalafón sería aún mayor en el caso de aquellos asentistas y reclutadores que, 
habiéndose comprometido a montar tercios completos, obtenían no solo las patentes y 
suplimientos de oficiales, sino también el grado de maestre de campo del tercio, que solía 
estar reservado a miembros de la nobleza y militares con dilatada experiencia en la milicia. 
Salvando las distancias, estaríamos ante el precedente directo de un fenómeno generalizado en el siglo xviii para la formación de nuevos regimientos bajo los Borbones31.

Por otro lado, no cabe duda de que las posibilidades del reclutamiento a costa fueron 
más allá de la propia adquisición de rangos militares propiciando, sobre todo a partir de 
1635, la obtención del primer paso directo hacia la nobleza a través de la adquisición de 
hábitos militares por vía venal. Agustín Jiménez Moreno32 y Domingo Marcos Carrillo33
vienen demostrando cómo desde los órganos centrales de la monarquía se dirigieron verdaderas campañas de ventas de hábitos de Órdenes militares. En lugar de utilizarse el 
dinero, cuyo rastro se quería borrar a toda costa, se empleó la capacidad de reclutamiento 
de un número de hombres previamente estipulado en un acuerdo, mediante el cual aquellos particulares interesados en un hábito, solo tenían que concertar cuántos hombres 
estaban dispuestos a proporcionar a las unidades militares del rey. La compra de honores 
por esta vía fue bastante efectiva y muchos fueron los que se interesaron en ella, acordando un número distinto de hombres armados y vestidos en función de la antigüedad y 
servicios militares que acreditasen, debiendo aportar más soldados cuanto menor fuese su 
experiencia en el ejército34. Todo ello convenientemente canalizado a través de un órgano 
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A. Jiménez Estrella, “Mérito, calidad”; ídem, “El reclutamiento en la primera mitad del siglo xvii y sus 
posibilidades venales”, en F. Andújar Castillo y M.M. Felices de la Fuente (eds.), El poder del dinero. Venta de 
cargos y honoeres en el Antiguo Régimen, Madrid, 2011, pp. 169-190. 

29 
“Patentes por soldados. Reclutamiento y venalidad en el ejército durante la segunda mitad del siglo xvii”, 
Chronica Nova, 33 (2007), pp. 37-56.

30 F. Andújar Castillo, “Empresarios de la guerra y asentistas de soldados en el siglo xvii”, en E. García Hernán, 
y D. Maffi, (eds.), Guerra y sociedad, t. II, pp. 375-394. 

31 F. Andújar Castillo, “La privatización del reclutamiento militar en el siglo xviii: el sistema de asientos”, 
Studia Historica. Historia Moderna, 25 (2003), pp. 123-147; ídem, El sonido del dinero, pássim.

32 “Honores a cambio de soldados, la concesión de hábitos de las órdenes miliatres en una coyuntura crítica: la 
Junta de Hábitos (1635-1642)”, en E. Soria Mesa y J.M. Delgado Barrado (eds.), Economía y Poder ,vol. 3, Las 
élites en la Época Moderna: La Monarquía Española, Córdoba, 2009, pp. 155-172.

33 “La venta de hábitos de las órdenes militares en el siglo xvii. Entre la ocultación y el delito de simonía”, F.
Andújar Castillo y M.M. Felices de la Fuente (eds.), El poder del dinero, pp. 301-313. 

34 Consulta del 20 de febrero de 1635, AGS, GA, leg. 1.120, sf.

especializado, la Junta de Hábitos, que controló esta almoneda de honores. Y del mismo 
modo, las posibilidades del sistema venal se ampliaron enormemente cuando no solo fue 
posible adquirir hábitos militares, sino también de títulos de nobleza a cambio de armar, 
vestir y colocar en embarcadero tercios completos. El fenómeno comenzó a registrarse durante la primera mitad del siglo xvii y fue especialmente significativo en la segunda mitad 
de la centuria que, dependiendo del número de efectivos concertados y de la rapidez con 
que se realizaba la leva, permitía la adquisición de condados, marquesados, así como el 
acceso a la grandeza de algunos de los candidatos35. 

La entrada en juego de los reclutadores profesionales e intermediarios alteraba las 
reglas del juego y ponía de manifiesto que tanto el ideal de servicio creado en torno a 
la carrera de armas en los ejércitos de Su Majestad, como la idea de recompensa –ya en 
forma de sueldo, ya de ascenso en el escalafón, ya de otro tipo de mercedes–, fue una 
realidad compleja, sin un marco normativo claro, al menos en lo referente a los sistemas 
de promoción. Ello tuvo que condicionar las expectativas y los objetivos perseguidos por 
los servidores militares del rey. Se conocía la existencia de atajos en el escalafón. Entre 
ellos, el privilegio y el linaje se habían erigido en salvoconductos directos para el acceso a 
la oficialidad de numerosos hidalgos y miembros de familias nobles que, a fin de cuentas, 
estaban desempeñando el oficio que tradicionalmente les había tocado ejercer en el orden 
estamental. 

Es cierto, como afirma Thompson, que el proceso de profesionalización de la guerra 
en Castilla supuso la pérdida del protagonismo de la nobleza en el desempeño de sus 
tradicionales funciones castrenses36. Sin embargo, la nobleza nunca llegó a perder completamente su función militar. Siguió copando los mandos directivos y el generalato y,
en sus bases territoriales, los grandes señores de vasallos continuaron ejerciendo un papel 
importante como agentes reclutadores y proveedores de armas37. A nivel ideológico, los 
valores de la profesión militar continuaron imbuidos del ideal aristocrático y caballeresco 
que la convertían en un oficio noble y que reportaba a sus poseedores una elevada reputación social. Numerosos miembros de la alta aristocracia castellana desempeñaron capitanías generales, virreinatos y cargos gubernativos con importantes atribuciones militares, 
jurisdiccionales, políticas e incluso fiscales, instrumentalizando su ejercicio y el servicio 
político al monarca, a favor de sus propios intereses de linaje. Los Mendoza, marqueses de 
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la España moderna”, Gladius, 20 (2000), pp. 285-300.

Mondéjar, supieron rentabilizar como pocos la posición de poder político y jurisdiccional 
alcanzada en un territorio de frontera, el Reino de Granada que, a pesar de encontrarse 
muy lejos de sus bases patrimoniales, ofrecía enormes posibilidades. Su estrecha vinculación a la alcaidía de la fortaleza de la Alhambra en el corazón de la capital del reino y,
muy especialmente, el ejercicio de la Capitanía General del reino durante ochenta años, 
les permitió controlar los resortes del aparato militar desplegado en el territorio, buena 
parte de sus recursos financieros y el mando y jurisdicción castrense sobre el mismo. 
También lograron tejer una extensa red clientelar y de patronazgo desde los primeros años 
de conquista, hasta la expulsión de los moriscos, colectivo del que fueron los principales 
intermediarios frente a la corona38. Los Medina Sidonia constituyen otro ejemplo claro de 
una familia aristocrática que aprovechó sus extensas bases señoriales para ejercer cargos y 
oficios de gran importancia en el entramado militar de la monarquía. Los duques fueron 
desde fines de la década de los ochenta del siglo xvi, capitanes generales de Andalucía y 
de la Armada del Mar Océano, asumiendo bajo su responsabilidad el sistema defensivo 
de la costa occidental andaluza y encabezando diversos proyectos de defensa territorial39. 
Los Fajardo, marqueses de los Vélez y adelantados mayores de Murcia, ejercieron también un marcado protagonismo político, jurisdiccional y militar, más allá incluso de sus 
posesiones señoriales –que se adentraban en una parte importante del sector oriental del 
reino granadino–, siendo capaces de movilizar grandes contingentes armados al servicio 
de la corona cuando fue necesario40. Para terminar con los ejemplos, basta señalar el de 
los Fernández de Córdoba, condes de Alcaudete, que desde 1509 controlaron por varias 
generaciones y durante prácticamente una centuria, oficios militares y gubernativos de 
primer orden en destinos tan dispares como la Capitanía General de Orán y el Virreinato 
de Navarra41.

Los Mondéjar, Medina Sidonia, Fajardo o los Fernández de Córdoba son solo algunos 
ejemplos de cómo la nobleza, desde puestos rectores en determinadas áreas estratégicas 
del territorio peninsular –y fuera de él–, continuó vinculada a la función militar que la 
monarquía les había asignado. Desempeñaron cargos de responsabilidad política y militar 


38 
A. Jiménez Estrella, Poder, ejército y gobierno en el siglo XVI. La Capitanía General del reino de Granada y sus 
agentes, Granada, 2004; ídem, “Nobleza y servicio político a la monarquía en el siglo xvi: Los Mendoza y su 
vinculación al Reino de Granada”, Obradoiro de Historia Moderna, 18 (2009), pp. 211-232. 
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Al respecto, el trabajo de L. Salas Almela sobre los Medina Sidonia y su vinculación a la Capitanía General del 
Mar Océano y la Capitanía General de Andalucía desde fines del xvi: Colaboración y conflicto. La Capitanía 
General del Mar Océano y Costas de Andalucía, 1588-1660, Córdoba, 2002.
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Por ejemplo, con motivo de la rebelión morisca de 1569, Luis Fajardo reclutó más de 5.000 soldados para 
tratar de sofocar la revuelta en el sector oriental del reino, cargando los gastos en las rentas de su casa. Las 
campañas del marqués de los Vélez en la guerra han sido estudiadas por V. Sánchez Ramos, El II Marqués de 
los Vélez y la guerra contra los moriscos, 1568-1571, Vélez Rubio, 2002.
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Sobre el papel ejercido por los Fernández de Córdoba al servicio de la monarquía en Orán y Mazalquivir, 
las aportaciones de Yuen-Gen Liang, presentadas como ponencias a varios congresos y pronto reunidas en la 
obra Family and Empire: The Fernandez de Cordoba and the Spanish Realm, University of Pennsylvania Press 
[2011]. Sobre el gobierno y capitanía general de Orán de don Martín Alonso Fernández de Córdoba, primer 
conde de Alcaudete, Paul Ruff, La domination espagnole à Oran sous le gouvernementdu comte d’Alcaudete 
1534-1558, París, 1998.

que les permitieron consolidar su papel como servidores de la monarquía y contribuir a 
la integración de zonas y regiones de especial valor fronterizo en la dinámica del imperio. 
De paso, aprovecharon los resortes orgánicos y financieros, las redes clientelares y los contactos, los privilegios y competencias militares y judiciales que el ejercicio de estos cargos 
les otorgaban, al servicio de sus propios intereses. Y siempre que fue preciso, recordaron 
esos servicios políticos y militares al rey como parte inalienable del crédito y el patrimonio 
del linaje, tanto ellos como los genealogistas y panegiristas de sus casas. De algún modo, 
nobleza, ejército y profesión militar continuaron estando ligados. A aquella se tuvo que 
recurrir como agente reclutador e intermediario en la obtención de recursos militares, 
sobre todo en el siglo xvii. Otra cosa es lo caro que la aristocracia vendió sus servicios militares al monarca y las reticencias manifestadas, desde las filas nobiliarias, a aportar brazos 
a los ejércitos reales, algo más relacionado con una forma de resistencia fiscal a la corona 
que con una acusada pérdida de valores militares del estamento42. Cuando Felipe IV se 
enfrentó a una enorme multiplicación de frentes, tuvo que recurrir al papel de la nobleza 
como reclutadora, haciendo uso de sus clientelas, fidelidades y redes de patronazgo para 
movilizar hombres y recursos, aunque ello conllevase ciertos peligros y el resultado no respondiese a las expectativas del monarca. Así ocurrió, por ejemplo, con motivo de la movilización de las coronelías nobiliarias a partir de 1632. La implantación de las coronelías, 
como defendía Olivares, no hacía sino recuperar, cuando más lo necesitaba el monarca, 
la idea del deber militar que la nobleza tenía para con su rey, de modo que los miembros 
de las casas aristocráticas más destacadas estarían obligados a reclutar regimientos de coronelías acordes con su nivel de rentas. Sin embargo, un análisis algo más profundo del 
proceso de implantación de las coronelías evidencia que la instauración de este modelo de 
servicio militar aristocrático sirvió más bien para que los nobles, aduciendo sus elevados 
niveles de endeudamiento y el mal estado financiero de sus casas, obtuviesen licencias 
para imponer nuevos censos sobre sus mayorazgos y manga ancha para apropiarse de 
numerosas dehesas del común. Al mismo tiempo, delegaban en intermediarios ávidos de 
obtener rangos de la oficialidad de las compañías nobiliarias, mediante el recurso generalizado de la concesión de suplimientos y patentes en blanco, con los que aligeraban y 
lograban financiar el reclutamiento de las unidades en un periodo especialmente difícil, 
por la elevada presión fiscal del reclutamiento43. 

42 
En el siglo xvi, los intentos de Felipe II por conseguir que la nobleza aportase regularmente hombres al 
ejército estuvieron abocados al fracaso, como han puesto de manifiesto, entre otros, D. García Hernán, 
“Felipe II y el levantamiento de tropas señoriales”, en J. Martínez Millán (dir.), Felipe II (1527-1598). Europa 
y la Monarquía Católica. Actas del Congreso Internacional, Madrid, 1998, t. II, pp. 333-344. Para el siglo 
xvii, la resistencia nobiliaria a prestar su contribución militar fue mucho más patente, con motivo de los 
llamamientos efectuados a partir de 1635, cuando se produjo la ruptura de hostilidades con Francia. Para 
un análisis comparativo con Francia, centrado fundamentalmente en el territorio murciano, J. Hernández 
Franco y S. Molina Puche, “El retraimiento militar de la nobleza castellana con motivo de la guerra francoespañola (1635-1648). El ejemplo contrapuesto del Reino de Murcia”, Cuadernos de Historia Moderna,  29
(2004), pp. 111-130.

43 A. Jiménez Estrella, “El reclutamiento”. 
En la carrera militar y en la configuración del escalafón, no cabe duda, los nobles 
tenían como principal capital su condición hidalga y sus calidades como “caballeros”, suficientes para suplir a los jóvenes integrantes del estamento el tiempo de servicio necesario 
y estipulado por las ordenanzas. Se trataba de una realidad admitida por todos, lógica y 
consustancial a la dinámica social y política del Antiguo Régimen. Sin embargo, el hecho 
de que −frente a cuantos habían convertido el servicio militar al rey en el campo de batalla 
en un modo de vida, una vía de promoción profesional basada en el ejercicio de las armas, 
la experiencia, el mérito y la antigüedad−, hubiese un grupo cada vez más importante 
de oficiales que, por la vía del dinero, conseguían soslayar el escalafón convirtiéndose en 
reclutadores profesionales y beneficiarios de un provechoso mercado de honores, tuvo 
que trastocar las aspiraciones de muchos veteranos y desalentar de algún modo a los que 
seguían el cursus honorum ordinario. Así lo ponían de manifiesto las denuncias realizadas 
por oficiales experimentados en la época y los propios tratadistas. ¿De qué manera llegó 
a afectar este proceso en la operatividad de las compañías levantadas, una vez puestas en 
campaña? Es difícil aventurar conclusiones sobre un fenómeno que todavía no conocemos en profundidad. Más aún cuando se ha de tener en cuenta que muchos capitanes reclutadores, cuando llegaban a sus puntos de destino en Italia o Flandes, eran rápidamente 
reformados y sus compañías eran entregadas a capitanes veteranos, más experimentados. 
De este modo, se creaba un tapón, un exceso de pretendientes a compañías en la corte y 
un verdadero círculo vicioso en el que se daba la existencia de dos perfiles de servicio totalmente distintos: capitanes “reclutadores profesionales” y capitanes veteranos, cualificados 
para dirigir las compañías.

Ahora bien, la realidad militar hispana no se limitó a este tipo de fuerzas de campaña. 
Fue mucho más variada y esa variedad determinó, necesariamente, la existencia de cursus 
honorum, de perfiles profesionales y de servicio muy distintos. Uno de esos casos fue el de 
las guardias viejas de Castilla. René Quatrefages44 y Enrique Martínez Ruiz45 han analizado por extenso el proceso de instauración y la larga tradición normativa de la institución, 
a partir del estudio del corpus de ordenanzas que se emitieron desde su creación en 1493, 
hasta su desaparición a principios del siglo xviii. Lo cierto es que debe reconocerse la 
importancia que las guardias viejas tuvieron como un cuerpo de caballería que se alejaba 
con mucho del esquema de la caballería pesada francesa, cuyo protagonismo fue evidente 
en la configuración de un modelo defensivo activo, pergeñado por la monarquía y en el 
que las guardias representaban el único cuerpo profesional desplegado por la corona en 
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La revolución militar moderna. El crisol español, Madrid, 1996. 

45 Sus trabajos se han centrado, fundamentalmente, en la legislación y normativa de las guardias viejas. Cabe 
citar, E. Martínez Ruiz, “La reforma de un ejército de reserva en la monarquía de Felipe II: las guardas”, en 
Las sociedades ibéricas y el mar a finales del siglo XVI, vol. II, Lisboa, 1998, pp. 497-512; ídem, “Política y milicia 
en la Europa de Carlos V: La Monarquía Hispánica y sus Guardas”, en J.L. Castellano y F. Sánchez-Montes 
González (eds.), Carlos V: Europeísmo y Universalidad, vol. II, Madrid, 2001, pp. 95-108; ídem, “Los perfiles 
de un ejército de reserva español. Las Ordenanzas de las Guardas de 1613” en E. Martínez Ruiz y M. de P. Pi
Corrales (dirs.), España y Suecia en la Época del Barroco (1600-1660), Madrid, 1998, pp. 341-374.

territorio peninsular para su defensa46. Es más, a nivel jurídico e institucional, la emisión 
de las sucesivas ordenanzas que estaban destinadas a regular su funcionamiento y régimen 
disciplinario constituyeron un elemento esencial en el desarrollo militar hispano durante 
los siglos xvi y xvii.

Sin negar el marcado carácter profesional que las guardias viejas revistieron desde el 
principio, como cuerpo sostenido y pagado regularmente por la corona, dedicado a la 
defensa itinerante de territorios peninsulares y especialmente presente en zonas fronterizas como el Reino de Granada, Navarra o Fuenterrabía, la institución adoleció de ciertas 
deficiencias que propiciaron un anquilosamiento, cada vez más acusado. Es cierto que la 
provisión de sus compañías tuvo que pasar por el filtro del Consejo de Guerra, lo cual 
queda demostrado por las numerosas consultas elevadas por dicho órgano para la elección 
de los oficiales de este cuerpo. Sin embargo, un análisis diacrónico de la documentación 
evidencia que muchas de las capitanías fueron monopolizadas por linajes nobiliarios que 
lograron el control de las mismas y consiguieron perpetuarse al frente de unos oficios que, 
a pesar de su evidente carácter militar, acabaron por constituir más bien una fuente de 
ingresos fija y complementaria, una recompensa para miembros de la nobleza castellana 
y de la administración y, en ocasiones, moneda de cambio en el reparto de mercedes. Por 
otro lado, se daba un problema característico y que también afectó a otros oficios, como 
era el uso y abuso de la práctica, por parte de los titulares de las compañías, de delegar 
todas las funciones castrenses que les correspondía ejercer en tenientes a los que pagaban 
un porcentaje del salario percibido. Precisamente, la clave del funcionamiento del sistema 
radicó en el papel ejercido por estos tenientes. Muchos eran miembros de las redes de 
patronazgo creadas por los nobles, familiares, clientes y adláteres a los que se colocaba al 
frente de las compañías. Otros eran veteranos con un contrastado historial de servicios 
en el ejército, que encontraban en las tenencias de compañías de guardias viejas una vía 
de promoción, un posible paso más en el escalafón hacia la consecución de una patente 
de capitán u otros destinos mejor remunerados. A pesar de la abundante normativa que 
regulaba su funcionamiento en materia disciplinaria y operativa, aquella nunca fue realmente observada. Este factor, junto a otros como el absentismo protagonizado por los 
titulares de capitanías de guardias viejas, los retrasos acumulados en el pago de las soldadas 
por parte de la corona47 y el sempiterno problema del alojamiento de estas unidades en las 
vecindades castellanas por las que transitaban, debieron coadyuvar al proceso de decadencia y estancamiento en que se vio inmerso el cuerpo.

La patrimonialización de oficios militares a manos de la élite local constituyó una realidad palpable, sobre todo en territorios de frontera. Un ejemplo bien conocido es el del 
Reino de Granada, campo abonado para las estrategias de ascenso social desde principios 
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Sobre este punto, J. Contreras Gay: “El sistema militar carolino en los reinos de España”, en VV.AA, El
emperador Carlos V y su tiempo, Sevilla, 2000, pp. 339-359.

47 Sabemos, por ejemplo, que en el verano de 1543 se debía a las guardias viejas de Castilla que operaban en el 
Reino de Granda durante la época estival, tres años y medio de paga en concepto de atrasos, cantidad que en 
1544 se elevaba a 44.000 ducados, A. Jiménez Estrella, Poder, ejército y gobierno, p. 119 y ss. 

del siglo 
xvi. Aquí, la instauración de un sistema permanente de defensa permitió crear 
un marco propicio para la obtención rangos militares y cargos de la administración del 
ejército a numerosos repobladores cristiano-viejos que, beneficiarios de la política de mercedes emprendida por la corona en el territorio recién conquistado, lograron integrarse 
sin dificultad en las élites y oligarquías locales, toda vez que entraban en los gobiernos de 
los municipios más importantes. Al igual que ocurrió con las compañías de guardias viejas 
de Castilla, buena parte de las compañías ordinarias granadinas fueron controladas por 
linajes que traspasaron los cargos de generación en generación, utilizándose mecanismos 
como la renuncia entre vivos, el traspaso del oficio a terceras personas en el ínterin en 
que se alcanzaba la mayoría de edad de los herederos del difunto capitán, a fin de evitar 
su pérdida y, por supuesto, la integración de los miembros de la familia en la formación 
y práctica de los deberes militares que conllevaba el cargo, pasando por los de alférez y 
teniente de capitán48. Durante los siglos xvi y xvii aparecieron linajes de capitanes de 
compañías e igualmente ocurrió con las fortalezas defensivas del territorio, cuyas alcaidías 
fueron también controladas por linajes que monopolizaron el gobierno de los alcázares 
por varias generaciones. Siguiendo un proceso análogo al registrado en las alcaidías de fortalezas castellanas durante los siglos xvi y xvii, muchas de ellas enajenadas a la corona tras 
el pago de importantes sumas de dinero49, las fortalezas granadinas fueron adquiridas por 
una o varias vidas y, en algunos casos, por juro perpetuo de heredad mediante compra50. 

El verdadero atractivo de las alcaidías residía en el hecho de que, desde época altomedieval, el gobierno de las fortalezas regias estaba reservado a los miembros del estamento 
nobiliario, como fijaban las disposiciones de las Partidas en lo referente a la concesión de 
las tenencias de fortalezas. Las tenencias eran una institución de origen feudo-vasallático, 
revestidas de una elevada carga honorífica por su propia naturaleza. De modo que su obtención por parte de miembros del estamento llano, amén de soslayar las condiciones establecidas originariamente en la legislación castellana, permitía identificar su adquisición 
con la de la misma nobleza, algo fundamental en una época en la que el ansia de honores 
estaba a la orden del día. Si bien es cierto que, en el interior de Castilla, las tenencias dejaron de ocupar un papel relevante desde el punto de vista militar, quedando relegadas a 
su condición de mercedes regias y a una función meramente honorífica, en un territorio 
fronterizo y costero como el del Reino de Granada los alcaides todavía tenían importantes 
deberes militares, como la guarda y conservación material de los alcázares, el sostenimiento de las guarniciones que por ley les correspondía mantener en ellos y la obligada –pero 
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Estrella, “El precio de las almenas: ventas de alcaidías de fortalezas reales en época de los Austrias”, Revista de 
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A. Jiménez Estrella, “Linajes y alcaides en el Reino de Granada bajo los Austrias. ¿Servicio militar o fuentes 
de enriquecimiento y honores?”, en A. Jiménez Estrella y F. Andújar Castillo (eds.), Los nervios de la guerra, 
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irreal–, residencia física en los mismos. Durante los años sesenta y setenta del siglo 
xvi, 
especialmente tras la rebelión morisca, se intentó que las fortalezas fuesen provistas en 
oficiales militares veteranos. En algunos casos así se hizo, permitiendo al rey asegurar la 
presencia de alcaides no absentistas y experimentados en la milicia, toda vez que éstos 
conseguían un magnífico retiro, bien remunerado, con deberes que no iban más allá de 
la conservación de los fuertes y de su guarnición defensiva, gozando de elevadas cotas de 
prestigio a nivel local. Sin embargo, los procesos de patrimonialización y venalidad a que 
fueron sometidas las alcaidías, convirtieron su gobierno en un mero trámite protocolario en el que, incluso durante el acto del pleito homenaje, obligado siempre antes de la 
adquisición del cargo, los titulares estaban ausentes. Como en las capitanías de guardias 
viejas, los titulares delegaron sus funciones en tenientes mal pagados que, para colmo, 
también practicaban el absentismo. Ello repercutió en un marcado proceso de deterioro y 
abandono de las fortalezas costeras. 

El empeño por preservar alcaidías y capitanías de compañías a toda costa tuvo como 
objetivo algo más que la obtención de un salario en ocasiones apenas testimoniales y 
que raramente podía ser rentabilizado con los precios pagados en las ventas. Las contraprestaciones obtenidas por estos servidores del rey resultaban más que interesantes. En
primer lugar, este tipo de cargos conferían elevadas cotas de honor y ennoblecimiento a 
sus poseedores, lo cual significaba un plus de prestigio en el marco local. Así, las alcaidías 
equivalían de hecho a la consecución de la condición hidalga y algunas en sus contratos 
de concesión llevaban incorporados ciertos privilegios como el de ir escoltados por guardias de alabarderos o entrar armados en los ayuntamientos, con el consiguiente impacto 
escenográfico y la enorme carga de prestigio que ante el cabildo conllevaba51. Por otro 
lado, cargos como el de capitán de compañía otorgaban elevadas cotas de poder a nivel 
local y la posibilidad de estrechar lazos de fidelidad con clientes que pertenecían a las 
propias unidades. Existían, además, otras posibilidades, como el recurso al fraude de las 
plazas ficticias de soldados en los alardes o el ejercicio del fuero militar, siempre visto por 
las justicias ordinarias como un parapeto convenientemente utilizado por los oficiales e 
integrantes del sistema defensivo52.

No obstante, a pesar de la profesionalización de la carrera de armas y la configuración 
de un ejército y unas fuerzas militares directamente financiadas por el rey, muchas de las 
modalidades de servicio castrense a la corona, sobre todo aquellas orientadas a la defensa 
del territorio peninsular, se basaron en la idea de auxilium regio bajomedieval, que todavía 
precisaba de largos y enconados procesos de negociación para su desempeño. Esa idea de 
auxilium regio presidió tanto la movilización de tropas concejiles como la difícil y dilatada 
implantación de la milicia territorial, en la que el concurso y colaboración de las elites 
locales fue imprescindible. Las tropas concejiles, basadas en la movilización de la población 
civil, generalmente a partir de sus adscripciones parroquiales, representaban fórmulas de 


51 A. Jiménez Estrella, “El precio de las almenas”. 

52 A. Jiménez Estrella, “Militares y oficiales de la administración militar”.
movilización militar, de tradición medieval, que todavía continuaron ejerciendo un papel 
importante en la defensa de territorios costeros y de frontera donde, bien no era posible 
la articulación y financiación de un sistema defensivo profesional y permanente −en 
cuyo caso constituían la única modalidad de defensa en la zona−, bien actuaban como 
fuerzas complementarias de guarniciones y tropas reales pagadas por el rey. Los casos de 
Guipúzcoa53, Navarra54 o Galicia55, entre otros, demuestran las dificultades que el sistema 
revistió, no solo en lo referente a la regularidad en el adiestramiento, los problemas para el 
pertrecho de armas y oficiales con experiencia, los conflictos de competencias, jurisdicción 
y prelación de mando y protocolo existentes con otras fuerzas desplegadas en el territorio 
y financiadas por el rey, sino también por las evidentes limitaciones que las tropas
locales y de movilización ciudadana, no profesionales –salvo algunas excepciones–,
presentaban cuando se necesitaba su intervención fuera de su propio terruño, alejadas de 
las áreas que comprendían sus alfoces municipales. Conflictos como la rebelión morisca 
del reino de Granada pusieron de manifiesto esa falta de efectividad de las milicias locales 
y los problemas para su coordinación como tropa organizada para campañas de gran 
envergadura56. 

Precisamente, la revuelta morisca de 
1569 implicó la necesidad de replantear la política 
defensiva de la monarquía, a lo que siguió un importante programa de reformas que tenía 
como objetivo el establecimiento de una milicia general y territorial, controlada por el rey.
Sabemos que los distintos proyectos de milicia –1590, 1598 y 1609, entre otros–, no acabaron cosechando buenos resultados, a pesar del esfuerzo de coordinación que se llevó a 
cabo, de las múltiples ventajas fiscales y jurisdiccionales otorgables a quienes se alistaran 
voluntariamente en la milicia general y del esfuerzo por contar con el concurso de las 
oligarquías municipales en largos procesos de negociación para su instauración. En estas 
últimas radicaba la clave del éxito de los proyectos de milicias, ya que las élites locales 
debían ser las encargadas de intermediar en el proceso, de organizar, reclutar y adiestrar a 
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los lugareños durante la realización de los alardes periódicos para la formación de las 
compañías de milicias, cuyo mando estaría monopolizado por dichas oligarquías, que 
pasarían a copar todos los puestos de la oficialidad, a excepción de las sargentías mayores, 
reservadas en teoría a capitanes veteranos y experimentados57.

El servicio armado en la milicia, como se ha encargado de recordar J. Javier Ruiz Ibáñez para escenarios tan distintos como Murcia y los Países Bajos58, entrañaba una dimensión social y política que iba más allá del mero ejercicio militar. Determinaba un estatus 
social para sus miembros: el derecho a portar armas. Estos bellatores no profesionales pero, 
al fin y al cabo, también bellatores del rey, quedaban identificados por el servicio armado al 
monarca y además, desde su ingreso en las compañías de milicias comenzaban a gozar de 
importantes privilegios y exenciones, utilizadas como reclamo para facilitar el enganche 
de voluntarios, así como la posibilidad de acogerse al fuero militar. Sin embargo, estos 
alicientes no fueron suficientes para asegurar el éxito del modelo, al menos en Castilla.
Entre los posibles factores del fracaso –aumento de la presión fiscal y estancamiento demográfico que hicieron cada vez más difícil el reclutamiento–, conviene tener muy en 
cuenta hasta qué punto se consiguió la colaboración de las ciudades, de las oligarquías 
locales y de los señores de vasallos en áreas donde fue necesario su concurso, pues era 
preciso llevar a cabo tensas negociaciones con estas instancias para el establecimiento de 
los cupos de soldados y las aportaciones de cada partido. Ruth Mackay demostró que, en 
periodos especialmente críticos como los años treinta del siglo xvii, las negociaciones con 
los representantes municipales estuvieron presididas por la resistencia. Las ciudades, cuya 
colaboración era esencial para el éxito de todas las modalidades de reclutamiento, tanto 
la de la milicia general como la de tropas reales, no colaboraron lo suficiente y mostraron 
su renuencia. Alegaban problemas crónicos como la cortedad de los bienes de propios y la 
imposibilidad de introducir nuevos arbitrios e imposiciones fiscales para costear las levas, 
debido al agotamiento fiscal castellano59. 

Y no solo hubo resistencias por razones económicas. Un foco de constante tensión 
y negociación fue la pretensión de las oligarquías locales de asegurarse el control sobre 
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59 R. Mackay, Los límites de la autoridad real. 
las milicias o, más concretamente, sobre el nombramiento y provisión de los cargos de 
oficiales. En principio, desde la administración regia se proyectaba colocar al frente de las 
capitanías de milicias a oficiales veteranos con dilatada experiencia y servicios contrastados. De esta guisa se contaría con una válvula de escape que permitiese nuevas salidas 
para el excesivo número de capitanes reformados que pululaban por la Corte. Sin embargo, los planes de la monarquía chocaron con las aspiraciones de las élites locales que, 
a fin de cuentas, eran las únicas con capacidad para asegurar el éxito del reclutamiento, 
merced a su extensa red de intermediarios y conocimiento del marco local. Buena parte de esos veteranos coparon las sargentías mayores de milicias, oficiales encargados del 
adiestramiento y formación de los integrantes de la milicia. Sin embargo, las capitanías 
de milicias quedaron en manos de las oligarquías locales y, al igual que ocurría con otros 
cargos militares, la meritocracia quedaba arrinconada a favor del caudal y la hacienda. 
Todos reconocían que solo con la colaboración de las élites locales era posible llevar a 
buen puerto el proceso de implantación de la milicia, porque ellas eran las que podían 
propiciar la leva y adiestramiento de la población en armas y, a fin de cuentas, asegurar el 
éxito de los alardes y desfiles públicos, que no eran sino un medio más de proyección social. Por poner algún ejemplo, en Murcia, Guipúzcoa o Granada, territorios con marcadas 
especificidades y con modelos de defensa territorial diferentes, en los que el peso de las 
tropas concejiles y de las fuerzas profesionales fue bien distinto60, existió un denominador 
común: la organización de las tropas concejiles y de la milicia general era una proyección 
más de la jerarquía social, por cuanto los mandos de las compañías fueron rápidamente 
monopolizados por nobles, hacendados y representantes del poder municipal. En fin, 
exponentes de las oligarquías locales, cuyas familias llegaron a controlar y perpetuar en 
sus linajes las capitanías de milicias hasta bien avanzado el siglo xviii61. Como ocurría con 
otros rangos del ejército, revestidos de elevadas cotas honoríficas, la pertenencia al cuerpo 
de oficiales de milicias suponía algo más que un cargo militar. Como no podía ser de otro 
modo, también fue denominador común el deseo irrefrenable de hacer clara ostentación 
de su condición de capitanes de guerra con motivo de los alardes y desfiles públicos, algo 
que, en alguna ocasión, debió de suponer un inconveniente para los propios batallones de 
milicias, a tenor de la recomendación dada por la Junta de Guerra en octubre de 1643 para 
que los “inexpertos” capitanes y oficiales de la milicia de Madrid saliesen hacia Portugal 
“como gente de guerra y que va a la ocasión, y no de obstentazión y de gala, escusando 
gastos no necesarios y convirtiendo el cuidado y la costa en que la gente vaya bien armada 
y sea efectiva y perseverante”62. La preocupación de la Junta  por la “obstentación” y la 
“gala” de los oficiales no era baladí, ya que los grandes desfiles y alardes de milicias, más 
que una verdadera función militar y de adiestramiento, servían de escaparate y escenario 
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61 Un ejemplo bien estudiado es el de Vélez Málaga, por P. Pezzi Cristóbal, “La milicia local en la jurisdicción 
de Vélez-Málaga: provisión de cargos y reparto de privilegios”, Baética: Estudios de arte, geografía e historia, 
26 (2004), pp. 353-368. 

62 AGS, GA, leg. 1.473, sf. 

donde, en una suerte de ritual bien medido y configurado, proyectaban ante el resto del 
cuerpo social su estatus político y su reputación63. 
Las posibilidades de servicio militar fueron amplias, no cabe duda. Tanto como el 
extenso abanico de servidores que hicieron del gobierno y ejercicio de las armas no solo 
una forma de vida, sino también un modo de alcanzar espacios de poder a distintos niveles, competencias jurisdiccionales privativas que potenciaban aún más la idea de cuerpo 
entre los que se acogían al fuero castrense y, muy especialmente, la consecución de cotas 
de prestigio y honor en la configuración de una carrera de ascenso social que pretendía 
adornar aún más el linaje familiar o, para aquellos que la pretendían, alcanzar la condición 
nobiliaria ejerciendo la profesión que durante todo el medioevo había sido la razón de ser 
de dicho estamento. No profundizo en muchas de esas fórmulas de servicio militar al rey,
imposibles de abordar en el espacio dedicado a este trabajo. Eran servidores militares del 
rey los caballeros cuantiosos del reino de Murcia y Andalucía, herederos de una antigua 
fórmula de origen bajomedieval que registraba a un grupo de pecheros con rentas superiores a los 100.000 maravedíes y obligados a sostener armas y caballos, que en su objetivo 
de revalorizar su identidad social como hidalgos y de acabar con el lastre que para ellos 
suponía la obligación de realizar los alardes militares −precisamente como prueba de su 
condición no hidalga−, lograron acabar con la disolución definitiva de la institución bajo 
Felipe III64. También eran servidores militares los centinelas, atajadores y demás integrantes de los sistemas de vigilancia costera desplegados en los Reinos de Valencia, Granada o 
Andalucía. Ellos constituían la primera línea de alerta ante los ataques perpetrados desde 
allende del mar, el primer eslabón de un sistema que dependía de la rapidez en los avisos 
para la participación de las compañías de jinetes ligeros, verdaderas protagonistas de los 
rebatos costeros. Sin embargo, para estos centinelas sus obligaciones militares, sufragadas 
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con salarios irrisorios y apenas testimoniales, constituían tan solo una actividad económica complementaria que solapaban con la realización de sus tareas cotidianas en el campo 
y, en demasiadas ocasiones, el juego, lo cual, sin duda, influyó decisivamente en su falta 
de dedicación y eficacia en el engranaje del sistema defensivo costero65. Por otro lado, no 
puede pasarse por alto la especificidad que representan los cuerpos militares de “extranjeros” –irlandeses, italianos, suizos, flamencos. La “gente de naciones” logró instrumentalizar el servicio militar al rey como una vía de integración, de ascenso social y político, 
un modo de estrechar lazos de fidelidad con el monarca y ser beneficiarios de su política 
de mercedes, toda vez que supieron modular, en función de las circunstancias políticas, el 
discurso de grupo cuando fue necesario apelar a la “nación” como signo de identidad que 
podía reforzar la vinculación al monarca, utilizando como óptimos intermediarios a los 
miembros de la nobleza local66.

La enorme variedad de empleos y fórmulas de servicio militar al rey implicó que no 
existiese un único ideal de servicio. Los motivos para asistir al rey por las armas fueron 
bien distintos, como también los mecanismos de acceso a los oficios militares, los filtros, 
los procesos de negociación con la Corte y las contraprestaciones buscadas por aquellos 
que se colocaban a las órdenes del monarca en el ejército. Ahora bien, no cabe duda de 
que la guerra y por ende, el ejército, ayudaron a consolidar un ideal de servicio y a estrechar los lazos de fidelidad con el monarca, que aparecía como fuente de merced y gracia. 
Servicios, conviene no olvidarlo, que también se heredaban. Un repaso a los memoriales 
y las relaciones de servicios militares elevados al Consejo de Guerra en los siglos xvi y 
xvii nos permite certificar un marcado anhelo por rentabilizar la herencia de los méritos 
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militares de los antepasados. Este principio estaba asumido, lo cual no obstaba para que 
el propio rey, en más de una ocasión, llamase la atención sobre la necesidad de aplicar 
mecanismos de control y filtros para confirmar la veracidad de los servicios argüidos por 
los sucesores que solicitaban mercedes67. La legítima aspiración de hacer valer la “sangre 
derramada” por los antepasados fue una constante entre todos aquellos que pretendían 
ascender en la carrera de armas u obtener mercedes y honores ligados a la milicia. En ellos, 
se evidencia cómo el ejército se convirtió en la salida profesional de linajes familiares que, 
generación tras generación, hicieron de su especialización profesional castrense aquello 
que los definía.

La carrera de armas permitió configurar clanes de 
bellatores que, ligados al rey por un 
vínculo de fidelidad y servicio, no dudarían en recordarlo con insistencia en sus solicitudes de ascensos, entretenimientos, pensiones y nuevos oficios. Los ejemplos abundan. 
Don Pedro Ezpeleta, aspirante a capitán de compañía en 1622, había servido cuatro años 
en Milán en la compañía del capitán Idiáquez y representaba los servicios de su abuelo 
Matías, jinete en Orán y Mazalquivir, su tío-abuelo Cristóbal, capitán de varias compañías en la guerra de las Alpujarras, desde donde se trasladó bajo el mando de don Juan 
de Austria a Nápoles, y los de su padre, don Gaspar de Ezpeleta, quien, tras servir en 
Aragón, pasó en 1594 como alférez a Fuenterrabía, para recalar en Flandes años después68. 
En 1659 el capitán de corazas don Juan de Barroeta hacía valer su hoja de servicios como 
soldado desde 1638, alférez, capitán de infantería y gobernador de las armas de la Provincia de Guipúzcoa, servicios militares a los que se sumaban los de sus antepasados desde 
hacía más de un siglo: su tatarabuelo, Fernando Ibáñez de Barroeta, había combatido en 
las Comunidades y en varias jornadas frente a los franceses en San Sebastián y Fuenterrabía, sosteniendo tropas de infantería y jinetes a su costa; su bisabuelo, Andrés Ibáñez 
de Barroeta, exhibía también un importante historial como capitán reclutador en Indias, 
participando en varias escaramuzas en Chile; y su abuelo, don Martín de Barroeta, había 
servido en las galeras del Reino de Sicilia durante siete años69. Los Pardo de la Casta son 
otro ejemplo de todo un clan familiar dedicado a la milicia. Don Luis Pardo de la Casta 
había sentado plaza como soldado en Flandes desde 1617 para, gracias a su origen noble, 
ser rápidamente promocionado al puesto de capitán de compañía de infantería y desde 
1621 a una de arcabuceros. Años después ocuparía plaza de gentilhombre de boca del rey 

–desde 1627–, participaría en la campaña del Palatinado durante la guerra de los Treinta 
Años y moriría en 1631 en Maastricht. Su hermano Pedro estuvo bajo su mando en su 
misma compañía como alférez desde 1623, fecha a través de la cual ascendió en el escalafón: capitán de arcabuceros en Flandes desde 1626, reclutador de hombres en Valencia 
para el Estado de Milán en 1635, capitán de caballos y corazas entre 1635 y 1640, un año 
después maestre de campo de un tercio de infantería española para el socorro de Cataluña, 
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y consejero de guerra a partir de 
1644. Otro de los hermanos, Nuño, sirvió también como 
alférez de don Pedro desde 1630, para capitanear años después varias compañías de infantería reformadas, maestre de campo de un tercio en Piamonte en 1642, teniente general de 
caballería de Órdenes militares desde 1644 y general de artillería en el ejército de Cataluña 
cuatro años después70. Para terminar con los ejemplos, conviene traer a la memoria el de 
los Aramburu, por ser ilustrativo de un linaje dedicado al servicio del rey en puestos de 
la administración militar. En noviembre de 1683 don Francisco de Aramburu, veedor de 
la gente de guerra del Reino de Galicia, defendía ante el Consejo de Guerra los servicios 
prestados por una larga lista de familiares ocupados en toda suerte de empleos y cargos del 
ejército: su bisabuelo paterno, Beltrán de Aramburu, había sido soldado y guardia de la 
fortaleza de Fuenterrabía en época de Felipe II y muerto en el castillo de Bayona en 1617, 
tras ser apresado por los franceses en un canje de prisioneros en la frontera; su abuelo paterno, Francisco de Aramburu, había prestado valiosos servicios como capitán de compañía, capitán de navíos en el Cantábrico y en Galicia, así como “informador” y experto en 
la frontera pirenaica, protagonizando varias escaramuzas con los franceses en el paso del 
río Bidasoa; su padre, Domingo de Aramburu, había prestado nada menos que cincuenta 
años de servicios a la monarquía en puestos de la administración militar: doce años como 
contador del ejército, veinte de veedor y contador de la Escuadra de Navíos del duque de 
Maqueda, veedor y contador de la gente de guerra, armadas, fábricas y fortificaciones de 
los presidios de la Provincia de Guipúzcoa y desde 1649 hasta su muerte en 1666, veedor 
de la gente de guerra del Reino de Galicia. Sus hermanos Domingo y Luis habían estado 
también ocupados, hasta su muerte, como veedor y capitán de infantería en el Reino de 
Galicia respectivamente71. Cuando en 1683 don Francisco de Aramburu solicitaba nuevas 
mercedes y ayudas de costa, presentaba como aval sus casi veintidós años en la veeduría 
gallega y el amplio legado de sus antepasados en el ejército.

Los historiales familiares de los Ezpeleta, los Barroeta, Pardo de la Casta o los Aramburu, a los que pueden sumarse con facilidad otros muchos ejemplos72, amén de mostrarnos casos muy claros de linajes enteros dedicados a la carrera de armas, evidencian una 
práctica bastante extendida, como era la de iniciar y formar a los miembros más jóvenes 
de la familia en el oficio de las armas o en tareas de la administración militar, dándoles 
puestos de tenientes, alférez de compañía, auxiliares o tenientes de contador y veedor. 
Esto les permitía garantizar la formación y la experiencia necesarias en el puesto y, algo 
mucho más importante, la sucesión en el empleo. Servir al rey con las armas era, pues, 
uno de los más antiguos y honorables vínculos de fidelidad con el monarca. Nadie mejor 
que Miguel de Cervantes para recordarnos, en boca de don Alonso Quijano, que no existe
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72 Analizo muchos de ellos, verdaderas dinastías de capitanes, alcaides, veedores, contadores, pagadores del 
ejército y otros puestos subalternos, todos circunscritos al sistema de defensa del Reino de Granada, en A. 
Jiménez Estrella, Poder, ejército y gobierno.

“otra cosa en la tierra más honrada ni de más provecho que servir a Dios, primeramente, y luego a su rey y señor natural, especialmente en el ejercicio de las armas, por las 
cuales se alcanzan, si no más riquezas, a lo menos más honra que por las letras, como yo
tengo dicho muchas veces; que puesto que han fundado más mayorazgos las letras que las 
armas, todavía llevan un no sé qué los de las armas a los de las letras, con un sí sé qué de 
esplendor que se halla en ellos, que los aventaja a todos”73.

Todos estaban de acuerdo en que el servicio militar debía ser justamente recompensado. Quizá, uno de los testimonios más interesantes con los que contamos acerca de 
ese ideal de servicio militar al rey y de la adecuada contraprestación que el mismo debía 
llevar aparejado, es el que nos dejó don Sancho de Leiva, quien a fines de noviembre de 
1572 solicitaba nuevas mercedes y ayudas de costa acordes con su linaje y servicios a la 
corona. El entonces capitán general de las galeras de España contaba con una magnífica 
hoja de servicios. Después de 48 años en el ejército –Nápoles, Milán, Viena, proveeduría 
de las guardas viejas de Castilla… –, de haber pasado cautiverio a manos del Turco tras 
su participación en la jornada de los Gelves –por cuya liberación tuvo que empeñar su 
hacienda–, venía ocupando desde 1567 el cargo de capitán general de galeras, no sin problemas financieros y acusaciones de mala administración74. Leiva se sentía minusvalorado 
con respecto a don Álvaro de Bazán y a Andrea Doria –sus antecesores en el cargo–, a los 
que se había remunerado con generosas encomiendas mientras que la suya solo rentaba 
2.000 ducados anuales. No solo pedía la mejora de esta, sino también una ayuda de costa 
importante que le permitiese afrontar con más garantías los 10.000 ducados de deudas 
que arrastraba, amén de un justo retiro lejos del mar, por estar viejo e impedido, así como 
la posibilidad de renunciar la capitanía general en su hijo Alonso75. El tono agrio de sus 
demandas, jalonado de reproches por lo que, a su juicio, era el injusto pago a una vida 
entera dedicada al servicio de Su Majestad, se veía convenientemente aderezado con una 
firme reivindicación de su honradez al frente de las galeras, pues sus ingresos habían menguado considerablemente, “al revés de todos los otros que an tenido cargo de galeras en 
Italia y en España, porque todos, sin faltar ninguno, se an hecho ricos y acrecentado sus 
casas, sino solo yo que me he hecho pobre y destruido la mía”, debido a dos razones: una, 
la principal, por “haberme Vuestra Majestad olvidado y desamparado y desfavorecido”; 
otra, no haber sabido “hazer otras grangerías ni mercaderías sino bibir con mi salario y hazienda llana y limpiamente”76. Sabemos que Leiva fue, poco tiempo después, dignamente 
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74 AGS, GA, leg. 76, f. 2. 

75 AGS, GA, leg. 76, ff. 2 y 3; AGS, GA, leg. 78, f. 219. 

76 AGS, GA, leg. 76, f. 3. 

retirado al Virreinato de Navarra, aunque ni el cargo ni su salario de 6.000 ducados fueron suficiente gratificación para satisfacer sus necesidades77.
El de Leiva es uno de los numerosos ejemplos de los nuevos 
bellatores del rey. Hubo 
muchos más y bastante menos afortunados que él, para quienes el servicio militar debía ser 
un instrumento que les permitiese promocionar profesionalmente y medrar socialmente. 
Se trataba de hombres cuyas expectativas de promoción pasaban por continuar su carrera 
militar y de servicios a la corona en otros destinos, por volver a sus lugares de origen para 
instalarse entre las oligarquías locales o por obtener, tras más de treinta años de servicios 
continuados en Nápoles, Milán y Flandes, un retiro remunerado decente, muchas veces 
perseguido en forma de plaza de capitán ordinario, como se encargaría de recordar uno 
de sus muchos solicitantes en 1592, el capitán Juan Salcedo, enfermo de asma, con treinta 
y tres años de servicios a sus espaldas, que “humildemente suplica que en consideración 
de los muchos años que a servido y sangre que a derramado peleando y hallarse con la 
enfermedad referida le haga merced de una plaza de capitán ordinario, gozándola en su 
casa”78. Otras veces solo se trataba de obtener la recompensa de un entretenimiento, un 
retiro digno con que el que sobrellevar una dura vejez. Sobre este punto, nadie mejor que 
el marqués de Mancera cuando, en enero de 1636, y a propósito de los problemas planteados por la reformación general llevada a cabo en Galicia, defienda en consulta del Consejo 
de Guerra la necesidad de asegurar entretenimientos y sueldos para aquellos oficiales más 
coartados por la edad, cuyos servicios debían ser justamente recompensados:


“porque no es razón que por vejez queden sin premio, ni dexar de hacerles honrras 
y mercedes, pues por este camino tendrá Vuestra Majestad quien le sirva con amor. Y de lo 
contrario, viendo que en tiempo que han menester el pan no lo han de hallar, desistirán del 
real servicio. Que para ejemplo desto acuerda a Vuestra Majestad que el rey nuestro señor 
Phelipe Segundo, abuelo de vuestra Majestad, que Santa Gloria aya, ponía gran cuidado en 
premiar y hacer merced a este género de gente que se ubicaba en su servicio en tanto grado, que algunos soldados que avían perdido brazos, piernas y otros miembros sirviéndole, 
mandava darles plazas muertas en los presidios con obligación de que residiesen y asistiesen 
en ellos, para que viesen los demás soldados el cuydado que ponía en satisfacer a los que se 
estropeavan en su real servicio, y tuviesen entendido que si llegasen a la misma necesidad, 
tendrían seguro el sustento”79. 

Algunos de los que sirvieron por las armas al rey “con amor” durante toda su vida, 
consiguieron el “sustento y amparo de Su Majestad”. Otros, a pesar de su empeño por el 
reconocimiento de sus servicios, se quedaron en el camino. Y, no cabe duda, todavía nos 
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A mediados de 1576 solicitaba nuevas mercedes: ayuda de costa, un marquesado y una de las dos encomiendas 
mayores o claverías de Calatrava que estuviesen vacantes, AGS, Cámara de Castilla, leg. 456, sf.

78 BL, Ms. Additional 28.373, f. 46. 
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queda mucho por saber de ellos. De sus trayectorias, del modo en que se promocionaban 
y configuraban sus cursus honorum, de las discontinuidades y los saltos en el escalafón, de 
los resortes que movían para lograr hacer valer sus pretensiones en la Corte, de sus estrategias a la hora de solicitar mercedes, pensiones y entretenimientos, de cómo circulaban 
en ese espacio político que era la Monarquía Hispánica o cómo lograban “recolocarse” en 
destinos más asequibles. En fin, de sus éxitos y fracasos.


Servir al rey con hombres. 
Recompensas concedidas a élites y representantes 
del rey por su colaboración en el reclutamiento 
(1630-1700)1

Antonio J. Rodríguez Hernández
UNED
La guerra y sus necesidades transformaron la Monarquía Hispánica durante el siglo xvii. Este proceso se aceleró a partir de la década de 1640, al tener que enfrentarse a 
las revueltas y rebeliones que trajeron la guerra al corazón de Castilla, teniendo el reino 
que colaborar más que nunca con la corona. Durante todo el siglo xvii, la extracción impositiva en Castilla aumentó, ya fuera en dinero u hombres. La guerra repercutió notablemente en la creación del Estado Moderno2, a la vez que la capacidad de los gobiernos para 
obtener recursos, hombres y dinero hizo que las potencias militares se distinguieran entre 
ellas según los métodos empleados para reunirlos, que iban desde el pacto y la negociación 
a la coerción y la extensión de la burocracia que propició la llegada del absolutismo3. En
el marco peninsular, incluso en el estrictamente castellano, se advierten ambos modelos. 
Con independencia del uso de la coerción o la negociación y de los debates que dicho uso 
ha provocado4, ambos modelos permitieron a las élites y a los grupos dirigentes aprove
1 
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char su colaboración con la corona para enriquecerse, obtener nuevos cargos y conseguir 
honores5. 
Si bien la obligación contributiva aumentó, elevándose la presión fiscal6 y permitiendo 
a las élites beneficiarse de su condición mediadora7, la corona también necesitó soldados. 
Por eso, el análisis del reclutamiento puede proporcionar pautas sobre la actuación de las 
élites y los representantes del rey en los territorios, y sobre las recompensas que ambos 
grupos recibieron por su colaboración. El papel clave dentro de este entramado lo tenía el 
Consejo de Guerra, que al hilo de las necesidades militares fue modificando los sistemas 
de reclutamiento y eso ofreció a los intermediarios la posibilidad de encontrar nuevas 
condiciones para su beneficio personal.

I. El Consejo de Guerra en el entramado de mercedes y honores
Aunque sea un ámbito menos trabajado y conocido, el Consejo de Guerra fue un 
instrumento decisivo para conseguir el favor del rey, un ascenso en el escalafón, pensiones, 
gracias o distintos honores. Entre estos últimos, destacaban las mercedes de hábitos de las 
Órdenes militares o de títulos nobiliarios. A la Secretaría de Guerra acudían habitualmente muchos militares con sus memoriales pidiendo ascensos, pensiones o nuevos cargos, 
pero también honores y apoyos en pos de la consecución de sus aspiraciones honoríficas 
e, incluso, respaldo para alcanzar la nobleza titulada8. El Consejo de Guerra ejercía como 
impulsor de estas aspiraciones, tratando de respaldar a los suyos (los militares de carrera) 
ante el rey. De hecho, este consejo intercedía ante los otros consejos para lograr dictámenes favorables a la concesión de títulos de nobleza, hábitos u otros honores, ya fuera para 
ostentarlos los propios militares peticionarios o para que los militares agraciados pudieran 
beneficiarlos en terceros y conseguir, en el mercado particular, el dinero que la corona no 
podía suministrarles en retribución de sus servicios o en abono de sus sueldos atrasados9. 
Incluso algunos militares pedían, sin mucho éxito, que el consejo intercediera ante el rey 
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para obtener algún oficio de los que se acrecentaban, como una regiduría, en premio de 
sus servicios10.
Los hábitos fueron la merced más demandada sin ninguna duda. La bibliografía particular sobre las órdenes militares no ha dejado de crecer durante las últimas décadas, pero 
hasta hoy pocos trabajos han profundizado en la estrecha relación existente entre las órdenes militares y el ejército11. El Consejo de Guerra era otro de los resortes que mediaban 
en la concesión de una merced de hábito y, en su seno, se debatía regularmente el otorgamiento de muchas mercedes de este tipo. Por lo general, las consultas se formulaban a 
petición de los particulares −militares en buena parte de los casos−, que pretendían dicha 
recompensa por sus servicios o los de su familia. Muchos esperaban gozar en persona de 
la merced para portar la cruz y distinguirse entre los demás. Otros –generalmente altos 
oficiales o nobles titulados que ya disponían de un hábito–, deseaban tales premios para 
casar hermanas o hijas, o para que sus hijos o sobrinos pudieran gozarlos aunque todavía 
no hubieran despuntado en sus carreras al servicio del rey12 y debieran recurrir al patronazgo para conseguirlos13. En ocasiones, la corona incluso empleó los hábitos como fuente 
de financiación, entregándolos para compensar sueldos que no había podido abonar a 
nobles titulados y abriendo una puerta al mercado particular de estos honores14.

II. La merced en venta: el proceso de inflación de honores
En la década de 
1630 la monarquía necesitó cada vez más soldados, llegando pronto 
la necesidad a sobrepasar los recursos disponibles. Ante el declive demográfico castellano, 
la falta de voluntarios obligó a arbitrar nuevos métodos de reclutamiento. Durante este 
tiempo se intentó encontrar un sistema eficiente, barato y que diera resultado, siguiéndose una política errática de intentos y efectos inciertos para hallar un sistema eficaz y 
seguro para completar las plantillas de los ejércitos de la monarquía. Primero, la corona se 
propuso extender el reclutamiento sin recurrir a la coerción, apelando a intermediarios. 
Ante la proliferación de la guerra en todos los frentes, se acudió a empresarios particulares 

–asentistas–, para reclutar en nombre del rey en la península, donde empezaron a actuar 
profusamente. En muchos casos, se acudió a ellos para que, gracias a sus contactos o poder local, reunieran los soldados que ya no era posible conseguir a través de los métodos 
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tradicionales de captación. El asiento consistía en la realización de un contrato entre 
un particular y la corona para efectuar una recluta15. Este método podía llegar donde la 
monarquía no podía, dando en ocasiones mejores resultados en menos tiempo y a menor 
precio, aunque el gobierno perdía capacidad de control y elección de los nuevos oficiales. 
El asentista se encargaba de alistar hombres a cambio de dinero u otras contraprestaciones: despachos de oficiales del ejército en blanco, hábitos militares e incluso títulos 
nobiliarios16. 

Al mismo tiempo, con la creación de la Junta de Coroneles17 –denominada también 
Junta de Coronelías en sus primeros años18–, se pretendió que los grandes nobles titulados 
se comprometieran a reclutar diversos regimientos. Mediante las primeras órdenes para la 
creación de coronelías de 1632, se intentó que once grandes formaran un regimiento cada 
uno, ampliándose hasta diecisiete en 1634, no siendo ya entonces indispensable la grandeza. Las peticiones oscilaron entre los 1.000 infantes reclamados a los nobles más humildes 
y los 3.000 reclamados a los más opulentos (como el propio conde duque de Olivares), 
mientras los nobles intermedios eran instados a aportar 64 compañías de caballos de 80
jinetes cada una19. La respuesta a la petición real fue bastante tibia20. No toda la nobleza 
aceptó el encargo: muchos de sus miembros intentaron excusarse21 y algunos grandes 
nobles incluso fueron desterrados a sus estados por no completar sus regimientos22. Pero, 
ante las presiones, la mayoría de ellos trató de reunir las tropas solicitadas.

Este sistema buscaba involucrar a los grandes en la guerra, formando unidades militares que, en cierta medida, les pertenecieran y sobre las cuales pudieran ejercer, de partida, 
una elevada autoridad. Con él, la corona no aspiraba a rebajar los costes del reclutamiento: estaba más interesada en beneficiarse del poder de captación personal de la vieja nobleza territorial. De hecho, el coste de la medida fue desorbitado, ya que ningún grande 
se involucró gratuitamente debido a los apuros económicos que entonces atravesaba la 
nobleza23. La mayoría de los grandes que formaron regimientos se ajustó al reclutamiento 
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a cambio de dinero para subsanar deudas y fundamentalmente a cargo de los encabezamientos de rentas sobre sus estados24, enajenaciones de tierras, permisos para concertar 
censos sobre sus bienes y otras mercedes25. Si bien llegaron a formarse distintos regimientos, muy pocos consiguieron reunir los hombres estipulados. Según los datos aportados 
por Thompson, de los veintiún títulos y grandes implicados, solo cuatro intentaron reunir 
todos los hombres que se les exigían, y el conde duque fue el único que completó totalmente su coronelía26. A la altura de 1638, la mayor parte de los regimientos ya estaba casi 
desmantelado27.

La guerra necesitó de mayores recursos, por lo que fue preciso hallar fórmulas rápidas 
de obtenerlos, siendo una de ellas la venta de cargos y honores. La fórmula de gratificar 
con honores no era nueva, pero se desarrolló y alcanzó cotas insospechadas durante el 
valimiento de Olivares28. La política venal y de gracia desarrollada por el valido trastocó 
todo lo anterior, hasta el punto de que los honores perdieron parte de su valor a causa 
de la profusión de concesiones y de la dudosa calidad de los agraciados. Como es sabido, 
las hidalguías se pusieron en venta, dando lugar a numerosas críticas que acabaron por 
anular esta práctica29. Algo parecido ocurrió con los hábitos, que en ciertas coyunturas se 
llegaron a vender por un pago en metálico30. Pero las críticas no detuvieron las ventas, que 
continuaron soterradamente asociadas al reclutamiento. Con el comienzo de la guerra 
total que supuso la entrada de Francia en la guerra de los Treinta Años en 1635, los ejércitos de la monarquía necesitaron más soldados que nunca y las mercedes de hábito fueron 
utilizadas por Olivares −y por las juntas creadas por él−, como medio para premiar a las 
élites militares, a quienes deseaban servir y a todos aquellos que podían aportar reclutas, 
aunque fuera en pequeñas cantidades. Un reciente estudio sobre la Junta de Hábitos ha 
puesto de manifiesto esta política31, si bien esta Junta, creada en 1634, fue una más entre 
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Cuentas de la leva de las levas del duque de Arcos, AGS, CG, leg. 397.

25 Junta de Coronelías, 26 de marzo, 9 de abril y 3 de mayo 1635. Mercedes que se hicieron al Conde de 
Oropesa para levantar su coronelía, AGS, GA, leg. 1.274. Aprobación de la leva realizada por el Condestable 
de Castilla en 1636, Madrid, 16 de noviembre 1639, AGS, GA, leg. 1.278. Facultad al Condestable Bernardino 
Fernández de Velasco, 2 de diciembre 1636, AHN, N, Frías, caja 274, d.17.

26 I.A.A. Thompson, “El reinado de Felipe IV”, en J. Andrés Gallego (coord.), Historia General de España y 
América, t. VIII, Rialp, Madrid, 1986, p. 459. 

27 En la frontera catalana se hallaban entonces diez de esos regimientos, aunque en total contabilizaban poco 
más de 800 efectivos, “Relación de los oficiales y soldados que hay sirviendo a su majestad en estos condados 
del Rosellón y Cerdaña”, Barcelona, 18 de diciembre 1638, AGS, GA, leg. 1.272.

28 A. Álvarez-Ossorio Alvariño, “Las esferas de la Corte: príncipe, nobleza y mudanza en la jerarquía”, en F.
Chacón Jiménez, y N.G. Monteiro (eds.), Poder y movilidad social: cortesanos, religiosos y oligarquías en la 
península ibérica (siglos XV-XIX), Madrid, 2006, en especial p. 132 y ss.

29 A. Domínguez Ortiz, La Sociedad Española en el siglo XVII, vol. I, Madrid, 1963, pp. 182-183. I.A.A. Thompson, 
“The purchase of nobility in Castile, 1552-1700”, Journal of European Economic History, 8 (1979), pp. 313-360.

30 E. Postigo Castellanos, Honor y privilegio en la Corona de Castilla. El Consejo de las Órdenes y los caballeros de 
hábito en el siglo XVII, Valladolid, 1988, pp. 122-125; J.I. Ruiz Rodríguez, Las Órdenes Militares castellanas en la 
Edad Moderna, Madrid, 2001, p. 63.

31 A. Jiménez Moreno, “Honores a cambio de soldados, la concesión de hábitos de las Órdenes Militares en 
una coyuntura crítica: la Junta de Hábitos (1635-1642)”, en E. Soria Mesa y J.M. Delgado Barrado, (eds.), 
Las élites en la época moderna: la monarquía española, vol. 3, Economía y poder, Córdoba, 2009, pp. 155-171.

las encargadas de ejecutarla. De hecho, por su corta vigencia, solo fue la punta del iceberg 
de la política venal gestionada por las juntas olivaristas.
La Junta de Coroneles y también la Junta de Ejecución tuvieron una actividad más 
destacada en ese campo. La Junta de Coroneles no se conformó con la concesión de hábitos: su ámbito de actuación fue muy amplio y su actividad enajenadora grande durante los 
años críticos de 1634-1640. Utilizó la venta de puestos en la administración y en Indias, o 
la concesión de títulos nobiliarios y hábitos de las órdenes militares, para reunir soldados 
o financiar su reclutamiento. En ocasiones, recurrió a fórmulas variopintas, pues lo decisivo era que existiera un ofertante con dinero o con algo estratégico que ofrecer.

En un principio, las ventas se concretaron en puestos de la administración militar 
en España y Nápoles. Por lo general, cargos de contadores, mayordomos de la artillería, 
tenedores de bastimentos o una superintendencia en las atarazanas de Nápoles, que se 
concedió por la nada despreciable suma de 18.000 reales de plata. En algunos casos, la 
razón se impuso y, pese a la existencia de ofertas explícitas, algunos puestos no se vendieron, ya fuera porque las propuestas de compra eran de escasa cuantía económica32 o 
porque el cargo pretendido era “considerable” y no convenía su venta, como ocurrió con 
el oficio de proveedor de la Armada de Dunquerque. En otros casos, las ofertas no implicaban dinero al contado –habitualmente “aplicado para los gastos de la guerra”, como 
solían representar los ofertantes–, sino también soldados, como los 200 infantes vestidos 
ofrecidos por el cargo de pagador, mayordomo de la artillería y tenedor de bastimentos 
de la gente de guerra del Reino de Aragón33. Muchas veces, estos cargos −vacantes, en su 
mayoría−, fueron obtenidos por sujetos que ya servían dentro de la administración militar 
y que contaban con experiencia previa, por lo que las ventas supusieron un ingreso extra 
sin excesiva pérdida de eficacia militar.

La Junta de Coroneles también vendió oficios de toda índole. En
 1639, el proceso 
enajenador fue bastante acusado en el reino de Aragón, pues la Junta utilizó este medio 
para financiar varias levas en el reino. De ahí que se vendieran algunos oficios menores, 
como porterías, notarías o alguacilazgos, que si bien no siempre procuraban grandes cantidades individualmente, en conjunto sí podían proporcionar ingresos importantes. La 
actuación por medio de varios agentes que desconocemos tuvo como resultado multitud 
de ofertas de particulares que ansiaban numerosos oficios y honores, y la venta de títulos 
de alféreces del reino, futuras perpetuaciones de oficios tras la muerte de su propietario, 
perdones y rehabilitaciones de abogados, e incluso oficios relacionados con la Inquisición 
o la Orden de Montesa34.

Las ventas también se extendieron con fuerza por otros lugares. En Valencia, se concedió la perpetuación del oficio de correo mayor de la ciudad y reino por 60.000 reales 
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Junta de Coroneles, 26 y 22 de marzo 1639, AGS, GA, leg. 1.261.

33 Junta de Coroneles, 21 de Julio y 9 de agosto 1639, AGS, GA, leg. 1.258.

34 Junta de Coroneles, 23 de febrero, 5 y 23 de marzo, 23 de abril, 8 y 11 de mayo, 19 de julio y 9 de agosto 1639, 
AGS, GA, leg. 1.258.

de plata. En Castilla, se registraron numerosas ventas de oficios de todo tipo. A veces, se 
otorgaban en retribución de un servicio, como el oficio de alguacil perpetuo de la ciudad 
de Sevilla, concedido a un sujeto que se había encargado de proveer algunas cantidades de 
dinero. En otros casos, se otorgaban a personas que de otra manera difícilmente podrían 
haberlos obtenido; así, se llegó a conceder un oficio de jurado acrecentado de Murcia a un 
genovés naturalizado a cambio del dinero que había prestado para mantener a los soldados que estaban listos para embarcarse en Cartagena35.

Las ventas también alcanzaron los consejos de la monarquía. Algunas no eran 
cuantiosas y, al ser perpetuaciones, no suponían un cambio de titular o una venta directa; 
así se perpetuó por juro de heredad un oficio de receptor y depositario del Consejo de 
Cámara, que pudo obtener su propietario por tres vidas a cambio de servir con 6.000
ducados. En otras ocasiones, los oficios vendidos eran de nueva creación e importaron 
sumas considerables; así se vendieron dos oficios perpetuos de escribanos de cámara de 
lo judicial tocante a los Millones, cuyo importe ascendió a 30.500 ducados. Suma con la 
que se pudo financiar gran parte de la leva de 3.000 soldados hecha por varios asentistas36. 
Las ventas incluso afectaron a la administración indiana, concediéndose una plaza vacante 
en una audiencia americana a un letrado que, desde hacía años, buscaba en la corte su 
oportunidad de medrar. El puesto le costó la confección de 1.000 vestidos de munición 
para el ejército37.

Primaba la necesidad de soldados, por lo que, en ocasiones, se gratificó a quienes los 
aportaban muy por encima de lo que proporcionaban, proveyéndoles en cargos nuevos 
y compensándoles con cargos honoríficos. Francisco de Luzón y Guzmán, gentilhombre 
y regidor de Madrid, obtuvo el gobierno de Aranjuez y una llave de la cámara del rey a 
cambio de reclutar y vestir 170 hombres38. Todo valía para llenar los ejércitos reales, por 
lo que también se recurrió a fórmulas bastante más comprometidas, como los perdones. 
En 1639, el conde de Cantillana fue relevado de su destierro39 a cambio de entregar 500
soldados y en respuesta a una oferta cursada por el propio interesado. Esta práctica no 
afectó solo a unos pocos cortesanos, pues se concedieron indultos a distintos convictos, 
ya fuera por delitos de fraude o de asesinato, a cambio de servir con ciertas cantidades al 
contado aplicadas a los gastos de la Junta de Coroneles40.

La Junta llegó a disponer la venta de algunos títulos nobiliarios, máximo honor al 
que, hasta ese momento, pocas veces se había puesto precio. Varios títulos aragoneses 
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Junta de Coroneles, 15 de abril, 6 de junio y 7 de diciembre 1639, AGS, GA, leg. 1.258.

36 Junta de Coroneles, 22 de marzo y 17 de septiembre 1639, AGS, GA, legs. 1.258 y 1.261.

37 Junta de Coroneles, 11 de marzo y 9 de agosto 1639, AGS, GA, leg. 1.258.

38 Junta de Ejecución, 31 de mayo 1639, AGS, GA, leg. 1.258.

39 Debido a un lance durante una comedia en palacio, este había sido condenado en diciembre de 1635 a 10
años de servicio en Orán y al destierro perpetuo de la corte, G. Gascón de Torquemada, Gaçeta y nuevas de 
la Corte de España desde el año 1600 en adelante, Madrid, 1991, pp. 383-384 y 390.

40 Junta de Coroneles, 17 de enero, 22 de marzo, 9 de agosto, 7 de septiembre, 28 y 29 de octubre 1639; 
certificación de haber cumplido el conde de Cantillana con su leva, Madrid, 18 de marzo 1640, AGS, GA, 
leg. 1.258.

de conde o marqués se vendieron por dinero para financiar las actividades de la Junta41, 
aunque la práctica fue diferente en Castilla. Si bien no faltaron propuestas de compra, 
pocas se aceptaron y por dinero solo se vendieron algunos vizcondados42. Las ofertas que 
proponían reclutar soldados fueron mejor recibidas. En esa época solo se concedieron 
algunos vizcondados, o marquesados cuando los interesados ya habían obtenido la gracia 
anterior, pero nunca el paso completo a la nobleza titulada. Esta inversión en honor no 
representaba un elevado coste, ya que el título de marqués de Valencina le costó al vizconde de dicho solar reclutar 300 infantes43.

En cualquier caso, el medio más empleado para reunir soldados fueron las mercedes 
de hábito, utilizadas como método de recluta directa –dando hábitos a quienes alistaban 
un puñado de hombres y costeaban todos los gastos–, pero también como premio para 
los nobles y grandes asentistas que alistaban grandes cantidades de soldados. Si bien años 
atrás la patente de capitán, con todo lo que conllevaba, había sido un ansiado premio –al 
suponer un sueldo, consideración social, honor e, incluso, condición hidalga–, la política 
de dádivas de Olivares y la multiplicación de los asentistas durante la segunda mitad 
de la década de 1630 hicieron que conseguir una patente resultara relativamente fácil, 
por las muchas que se concedían en blanco y sin control alguno. La falta de soldados 
relajó el filtro de selección de los agraciados y las patentes entregadas se acompañaron de 
suplimientos que dispensaban al beneficiario de cumplir con los requisitos de calidad o 
servicio militar impuestos por las Ordenanzas Militares44. Así, individuos sin experiencia 
accedieron al rango de oficiales, lo que propició la incorporación al ejército de sujetos 
sin escrúpulos que veían en lo militar un mecanismo de poder y una oportunidad de 
enriquecerse a costa de sus propios soldados y de las poblaciones por donde transitaban45. 
A finales de la década de 1630, las patentes en blanco con suplimientos no bastaban para 
encontrar sujetos que quisieran reclutar una compañía, por lo que comenzaron a ir acompañadas de mercedes de hábito, honor mucho más preciado y exclusivo.

La aparición de los hábitos como premio a los reclutadores se debía a la coyuntura 
crítica por la que pasaba la monarquía, pero también a un proceso de derrama de mercedes que había comenzado tiempo atrás y se había acelerado visiblemente una década 
antes, al arrancar el reinado de Felipe IV46. Los objetivos variaban: se trataba tanto de 
estimular la fidelidad de las élites locales o provinciales integrándolas en el entramado 
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44 Ordenanzas militares impresas de 1632, AGS, SP, leg. 1.431.

45 Sobre estas críticas, una carta del marqués de Valparaíso, gobernador del reino de Galicia, 10 de abril 1639, 
AGS, GA, leg. 1.266.

46 Sobre este proceso en la concesión de títulos nobiliarios, A.J. Rodríguez Hernández, “La creación de títulos 
de Castilla durante los reinados de Felipe IV y Carlos II: concesiones y ritmos”, en J.P. Díaz López, F. Andújar 
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monárquico47, como de crear una masa de servidores fieles. Pero el gran número de concesiones hizo que el honor perdiera valor y, en consecuencia, que su coste fuera cada vez 
menor para quienes optaban por comprarlo con dinero o soldados. La coyuntura crítica 
iniciada tras la apertura de la guerra con Francia, que obligó a crear dos ejércitos peninsulares casi de la nada –los de Cantabria y Cataluña–, al tiempo que se seguían remitiendo 
nuevos reclutas a los ejércitos de Flandes e Italia, hizo que cualquier servicio militar personal o en reclutas fuera muy apreciado. A partir de 1639, las concesiones de hábitos se 
incrementaron notablemente. En ese año, se dispensaron 201, el número más elevado 
de todo el siglo48, lo que no pasó desapercibido para los contemporáneos49. Tal cantidad 
no extraña si atendemos a las muchas concesiones tramitadas por el Consejo de Guerra. 
Tras revisar detenidamente la documentación producida por este organismo y sus juntas 
durante ese mismo año, resulta que, en más de 120 consultas, se debatieron o concedieron 
una o varias mercedes de hábito. Un buen ejemplo es que, de entre las 128 personas que 
efectuaron peticiones durante los primeros días de marzo, al menos diecinueve pretendían 
un hábito, el quince por ciento del total50.

La elección de los hábitos como fórmula para reclutar más soldados se debía a distintos motivos. Por un lado, su estrecha relación con el mundo militar debido al pasado 
marcial de las órdenes. Pero, por encima todo, el mero hecho de que tal honor era una 
aspiración común y muy apreciada que no distinguía entre nobles titulados, élites urbanas e hidalgos de sangre con pocos recursos y ambición de distinguirse51. Otro elemento 
a su favor era que se trataba de una merced que exigía unas pruebas y requisitos previos, 
bastante rigurosos en ocasiones52; cualidad que dificultaba su concreción final en quienes 
no fueran al menos hidalgos, lo que en cierto modo acallaba críticas y hacía que la corona 
pudiera desentenderse de las últimas fases del proceso de ingreso en las órdenes. Con 
todo, las pruebas podían ser maquilladas o falseadas, especialmente cuando se realizaban 
en la corte “por patria común”53. Esta fue una petición habitual entre quienes se ofrecían a 
reclutar hombres a cambio de un hábito, generalmente justificada por el mayor coste que, 
para ellos, representaban las pruebas fuera de Madrid, o por su marcha urgente al frente54. 
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51 Sobre este tema, A. Domínguez Ortiz, “Valoración social de los hábitos de las Órdenes Militares”, en R. 
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Historia Moderna 14, (1993), pp. 277-297.

53 Orden de su Majestad, 16 de mayo 1639, en respuesta de la reunión de la Junta del 22 de mayo 1639, AGS, 
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54 Junta de Coroneles, 18 de febrero 1640, AGS, GA, leg. 1.258; Consejo de Guerra, 4 y 17 de septiembre 1639, 
AGS, GA, leg. 1.260.

A finales de la década de 
1630, se solía conceder tal petición, que incluso era negociada 
a modo de condición por los grandes empresarios de reclutamiento. Estos recibían tales 
recompensas, ejerciendo de intermediarios entre la administración real y los compradores 
de dichas mercedes, ya fueran militares que colaboraran con ellos, o sujetos con dinero y 
poder que podían ayudarles en su empresa aportando hombres o dinero, o ambas cosas 
a la vez55.

Muchos hábitos se entregaron a cambio de soldados, siendo la Junta de Hábitos una 
de las muchas vías por las que se canalizaron las ofertas. Según un reciente estudio, a esta 
institución le llegaron 98 propuestas, aceptándose 86, que pretendían conseguir un hábito 
reclutando hombres o aportando el dinero equivalente. De hecho, parece que la mayor 
parte de los que acudieron a esta Junta para conseguir su hábito ofrecieron dinero, con el 
que se reclutó algo menos de 1.000 soldados56. Estos resultados fueron bastante mediocres 
por la escasa capacidad reclutadora de los ofertantes y el bajo número de hombres 
comprometido. La Junta de Coroneles tuvo un papel más eficaz, llegando a reunir muchos 
más soldados sin conceder tantos honores y diferenciándose sus actividades según la escala 
de actuación. Por un lado, la gran empresa, los asientos, orientados al reclutamiento de 
centenares de soldados por verdaderos empresarios que tenían su propia infraestructura y 
colaboradores, y que en ciertos casos subcontrataban con otros para abarcar más territorio, 
repitiendo las ofertas año tras año. Y por otro, la pequeña empresa, representada por sujetos 
que se comprometían a reclutar hombres a título particular (generalmente no más de 200) 
para lograr sus fines sin intención alguna de convertirse en reclutadores profesionales. 
Las Juntas de Coroneles y Ejecución concertaban anualmente decenas de ofertas de este 
último tipo, muchas de las cuales se objetivaban en un compromiso de reclutar hombres 
a cambio de un hábito. Hacia finales de la década de 1630, se exigía como mínimo la 
entrega de cincuenta soldados uniformados57. Algunos pretensores consiguieron un 
hábito entregando veinticinco, aunque en tales casos los agraciados ya eran capitanes 
del ejército58. La mayoría de estas ofertas también tenía una finalidad venal, al pretender 
patentes en blanco con suplimientos e, incluso, otra clase de contraprestaciones, como 
títulos de secretario59. Solo en 1639 se aprobó el reclutamiento de un mínimo de 1.750
soldados a cambio de veinticinco hábitos, únicamente una parte de las muchas propuestas 
llegadas, siendo desestimadas las restantes por la desigualdad que conllevaban, es decir, 
por solicitar demasiados  hábitos o pretender también la concesión de hidalguías60.

Durante esos años, también se dieron decenas de hábitos a los asentistas que actuaban 
por toda España para ser usados a su libre elección, suministrándoles además las patentes 
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56 A. Jiménez Moreno, “Honores a cambio de soldados”, esp. pp. 165-167.
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60 Orden Real, Madrid, 26 de mayo, con la respuesta de la Junta del 22 de mayo 1639, AGS, GA, leg. 1.279.

de los nuevos oficiales y dinero, claro ejemplo de la dificultad para encontrar reclutas y 
sujetos que se encargaran con éxito del reclutamiento. En 1639 cinco asentistas −solo una 
parte de los que actuaban por toda la península−, se comprometieron a reclutar 3.650
soldados, reclamando todas las patentes, entre veintiséis y treinta ducados por recluta 
(dependiendo si debían vestirlos o no) y catorce hábitos, a razón de unos 260 soldados 
por hábito61. De hecho, una oferta posterior proponía reclutar 2.000 hombres a cambio 
de dieciocho hábitos62. En estas fechas, los hábitos se convirtieron en objeto de regateo 
entre los asentistas, las juntas y el propio rey. En 1639 un asentista, Diego de Jarava, pretendía conseguir cinco hábitos por suministrar 700 vestidos para los soldados que estaba 
reclutando. Se estableció una negociación entre él y la Junta de Coroneles, al rebajar esta 
una de esas mercedes para dar el visto bueno a la operación. A Felipe IV le siguieron 
pareciendo demasiadas y al final determinó que fueran solo dos. En función del cálculo 
establecido por la Junta, la operación le costaría al asentista 96.600 reales, por lo que el 
precio medio de cada hábito no pasaría de 32.200 reales63, inferior al que entonces se estaba pagando por los hábitos, que oscilaba entre los 3.000 y 6.000 ducados64.

Incluso los nobles titulados que se encargaron de reclutar hombres durante este periodo consiguieron hábitos por su labor. Cuando a muchos se les pidió que reclutaran una 
o dos compañías de caballos –mediando no solo el ofrecimiento de las patentes y la posibilidad de nombrar tenientes, sino también 65 escudos de plata por cada soldado vestido 
y montado–, buena parte de ellos recibió un hábito por cada compañía como ayuda de 
costa, ya que el dinero ofrecido les pareció insuficiente65. El propio conde duque utilizó 
los hábitos para reemplazar las bajas de su coronelía y, en 1639, el rey le concedió las patentes y dos hábitos para reclutar 200 soldados66. Con todo, las actividades reclutadoras 
de algunos nobles fueron más que relevantes, de ahí que pudieran obtener el honor más 
exclusivo: la grandeza. El marqués de Hinojosa realizó una recluta de 1.450 hombres a su 
costa para conseguir la cédula de grandeza como duque de Aguilar, obteniendo también 
todas las patentes –incluso una de maestre de campo–, la redención de algunos censos, 
dos hábitos y dos hidalguías. Concesión poco sorprendente, pues el marqués se había 
convertido en un gran reclutador durante los últimos años: desde 1634 había reclutado 
99 compañías para diferentes juntas, consejos, coronelías y la villa de Madrid, reuniendo 
más de 10.000 soldados67. De hecho, las diez grandezas concedidas en 1640 respondían 
al compromiso de los agraciados de aportar entre cuatrocientos y quinientos soldados 
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65 Junta de Ejecución, 25 de enero y 7 de junio 1639, AGS, GA, leg. 1.258.
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para el ejército de Cataluña68. Si bien la implicación de la nobleza en el reclutamiento fue 
intensa hasta la caída de Olivares, tras las primeras aportaciones de 1634-1635 los titulados 
contribuyeron más bien poco. De hecho, los costes solían recaer sobre la Real Hacienda 
o el reclutamiento se sufragaba acudiendo a la venalidad, mediante la entrega de hábitos, 
el permiso de vender oficios en sus estados y un sinfín de facultades con las que los nobles podían obtener más fondos de los que gastaban y lograr un mayor control sobre sus 
súbditos69.

La corona incluso utilizó la fórmula de despachar hábitos directamente a otros intermediarios con el fin de reclutar hombres para la Armada o para enviarlos a Flandes. Por 
regla general, los beneficiarios fueron sus principales agentes a nivel local, que tenían las 
redes y la influencia suficiente para conseguir que algunos caballeros de la zona se encargasen de reclutar a cambio de las mercedes despachadas. Siguiendo esta fórmula, se entregaron seis decretos de hábito al duque de Medina Sidonia, junto con diez patentes, para 
que pudiese reclutar hombres destinados al tercio de la Armada, que se encontraba en 
Cádiz. Al marqués de Valparaíso, gobernador del reino de Galicia, se enviaron otros dos 
decretos para reclutar hombres destinados a Flandes, pero en ambos casos los resultados 
fueron menos satisfactorios de lo esperado70.

Durante este periodo, se concedieron muchos hábitos para potenciar el reclutamiento, 
bien directamente a los interesados (por reclutar una compañía o un centenar de hombres), bien a nobles y asentistas, a fin de que pudieran comerciar con ellos y obtener los 
fondos necesarios para costear y cumplir con sus numerosas levas. En coyunturas destacadas, como la del año 1639, podemos estimar que, por una y otra vía, se entregaron casi 100
mercedes de hábito, siendo relativamente fácil conseguirlas si se podían aportar soldados 
o dinero en efectivo. Pero la inflación de honores fue más allá. La desesperación por reunir 
soldados veteranos y oficiales con experiencia para los nuevos ejércitos peninsulares era tal 
que, para conseguirlos, a muchos militares les bastó el compromiso de volver al ejército 
para servir de una a tres campañas más, y a sujetos sin experiencia, pero de buena familia, 
el de servir de cuatro a seis campañas71. Dichos honores premiaban tanto el servicio personal al monarca en el ejército, por limitado que fuera, como la defensa de los intereses 
de la corona y la aceptación de sus nuevas demandas militares y hacendísticas impuestas 
sobre el común, además de la conservación del orden vigente72. De ahí que la baja nobleza 
y las élites se beneficiaran de esta política. En particular, muchos infanzones navarros 
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1639, AGS, GA, leg. 1.260; M.C. Saavedra Vázquez, Galicia en el camino de Flandes. Actividad militar, 
economía y sociedad en la España noratlántica, 1556-1648, La Coruña, 1996, p. 191.

71 Junta del registro de los soldados, 8 de abril 1639. Resoluciones de consultas del 4 de enero de 1639 de la Junta 
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consiguieron un hábito tras salir en campaña militar durante unos pocos meses, ya fuera 
antes o después del asedio de Fuenterrabía, momentos en los que la frontera estuvo militarmente activa73.

Los honores repartidos con tanta profusión no siempre alcanzaron a sujetos que pretendían continuar sus servicios en los ejércitos del rey. En consecuencia, los hábitos no 
solo perdieron valor, sino que cada vez resultó más difícil encontrar compradores o sujetos que ofrecieran a cambio lo suficiente. Por eso, la política de derrama de mercedes no 
persistió demasiado. En lo tocante a hábitos, el primer paso para combatirla fue imponer 
más rigor a las pruebas, determinando que debían efectuarse en los lugares de origen. 
Poco después, con la caída de Olivares, el rey ordenó que no se entregaran tan fácilmente 
en pago de préstamos o a cambio del reclutamiento de soldados y, en años sucesivos, las 
Órdenes militares trataron de poner fin a los excesos en sus capítulos para recuperar el 
prestigio pasado, algo que más o menos consiguieron74.

III. La nueva política de gratificación de servicios
El más afectado por la drástica reducción de concesiones de hábitos fue el Consejo de 
Guerra. Durante las décadas siguientes, se elevaron los requisitos exigibles a los militares 
para obtener un hábito a cambio de sus servicios y méritos. Si bien se reconocía que los 
hábitos debían ser otorgados a personas de linaje ilustre y a soldados −planteándose, incluso, la posibilidad de reservar los de Santiago para militares75−, este honor quedó fuera 
del alcance de los simples soldados de fortuna de origen humilde pero hidalgos, que pocas 
veces pudieron disfrutarlo pese a contar con servicios destacados. Desde finales de la década de 1650, llegaron muchas quejas al Consejo, signo evidente de la contención practicada 
por la institución a la hora de conceder nuevos hábitos. Estas expresaban el desconsuelo 
de los militares de carrera al advertir que muchos otros los estaban consiguiendo sin haber 
servido nunca en la guerra76. Parece claro que, a esas alturas, la política de concesión de 
hábitos había cambiado, pero ¿quiénes eran los nuevos sujetos que los obtenían?  

De nuevo, la respuesta está en el reclutamiento, aunque de manera diferente. La concesión de un hábito a través del reclutamiento fue una recompensa que se aplicó de tres 
formas distintas durante la segunda mitad del siglo xvii. Dos de ellas eran novedosas 
al tener mucho que ver con las nuevas fórmulas de reclutar que cobraban vigencia. El
Consejo de Guerra premió con hábitos a los encargados del reclutamiento gestionado 
directamente por la corona que sobresalían en su cargo, en esencia, ministros togados 
o corregidores que comenzaron a asumir nuevas funciones en este campo. También fue 
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76 Consejo de Guerra, 11 de julio 1658, AGS, GA, leg. 1.912.

una práctica habitual gratificar a los intermediarios regionales o locales, premiándoles así 
por la aprobación de los servicios de tropas exigidos, algo que sin duda se convirtió para 
algunos en un fin y un medio de medrar. La aprobación de servicios en hombres también 
iba en muchas ocasiones pareja a una concesión de hábito para el sujeto o la familia que 
más hubiera sobresalido en la defensa de los intereses del monarca.

La tercera fórmula es bien conocida, pues también continuaron los viejos métodos 
de reclutamiento empleados con anterioridad. En apariencia, los hábitos no se vendieron 
abiertamente durante el reinado de Carlos II77, pero se siguió recurriendo a ellos para 
incrementar las tasas de reclutamiento aunque de forma mucho más limitada. Dentro del 
reclutamiento gestionado por particulares, los hábitos se convirtieron en una recompensa 
más a la hora de negociar un asiento. Con todo, la política precedente había pasado factura y aunque el Consejo de Guerra recibió varias decenas de ofertas de este tipo en el devenir del reinado, pocas fueron aceptadas78. De hecho, solo se concedieron dos mercedes 
de hábito a asentistas, ambas durante la guerra de los Nueve años (1688-1697)79, y pese a 
que algunos sujetos propusieron al Consejo reclutar 100 hombres a cambio de un hábito, 
sus ofertas fueron desestimadas80.

La mayor parte de los hábitos obtenidos mediante esta fórmula se concedieron a instancias del Consejo de Guerra, especialmente en coyunturas críticas en las que la propia 
corona la proponía para intentar reunir soldados y acudir a alguna urgencia bélica. En
1675 se acudió a este medio con el fin de conseguir tropas en Andalucía para la Guerra 
de Mesina, aunque los resultados no fueron los esperados por la falta de caballeros de la 
zona que quisieran aportar hombres: solo se recibieron dos ofertas y solo una de ellas se 
aceptó, concediéndose un hábito a cambio del reclutamiento de 75 soldados81. El grueso 
de las mercedes de hábito concedidas coincidió con dos ámbitos geográficos periféricos 
en donde era difícil reclutar. Su entrega resultó esencial para potenciar el reclutamiento de 
compañías sueltas en las Islas Canarias y Mallorca, donde no había muchos candidatos a 
capitanes. En estas islas, el hábito premiaba el reclutamiento, pero también la fidelidad a 
la corona de unas élites que tenían pocas posibilidades de salir del mundo insular. Además, 
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la fórmula permitía abaratar los costes de reclutamiento en lugares donde no siempre era 
fácil consignar dinero: la entrega de mercedes de hábito a cambio de 100 reclutas permitió 
que, en las Islas Canarias, pudieran formarse dos tercios, uno en 1663 para combatir en 
Extremadura y otro en 1668 destinado a Flandes. De hecho, cualquier petición de recluta 
en las islas llevaba aparejada la posibilidad de obtener este tipo de premios82.

IV. Los hábitos como premio a la gestión del reclutamiento
Durante los siglos 
xvi y xvii, el reclutamiento militar en España se basó en un complejo sistema administrativo fundamentado en la incorporación de voluntarios. El reclutamiento era un monopolio real que se extendía por los reinos peninsulares y abarcaba todo 
el territorio, ya fuera de realengo o señorío. Se realizaba sobre unos distritos fijos que generalmente coincidían con los corregimientos83. Dentro del sistema, la implicación local 
era mínima y el papel de los corregidores también, pues la pieza clave eran los capitanes, 
nombrados por el rey con el beneplácito del Consejo de Guerra. Ellos eran los encargados 
de reclutar voluntarios, habida cuenta de que no tenían autoridad para obligar a nadie a 
alistarse. Los cabildos y corregidores solo ejercían funciones de apoyo a los capitanes que 
llegaban a reclutar. En todo el procedimiento, las autoridades locales no tenían obligación 
de reclutar ni de intentar cumplir con el número asignado a cada capitán84.

A partir de 
1635, la coacción aumentó ante la falta de voluntarios, que obligó a arbitrar distintos procedimientos para conseguir más hombres. La primera recluta forzosa en 
Castilla se produjo en 1634 con la primera leva de los presidios85. Con ella, se consiguieron 
12.000 hombres para completar la dotación teórica de 18.000 soldados que debían tener 
los presidios de las guarniciones peninsulares y del norte de África86, creándose la Junta de 
Presidios87. Pero, en materia de reclutamiento, la época del conde duque fue una etapa de 
experimentación y cambio, al no hallarse un modelo estable para satisfacer la necesidad 
acuciante de soldados. Ante la crisis del reclutamiento voluntario, aparecieron nuevas 
fórmulas de actuación encaminadas a extender todas las modalidades de reclutamiento a 
las autoridades locales, pero nunca se encontró el modelo adecuado y muy pocos mantuvieron vigencia dos años seguidos. Prueba de ello es que, de 1635 a 1640, se produjeron 
al menos cinco tipos diferentes de levas a cargo de las autoridades de los municipios y 
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corregimientos de Castilla y, en contadas ocasiones, un mismo tipo se repitió más de dos 
o tres veces88.
Tras la definitiva composición de 
1648, las milicias castellanas dejaron de ser convocadas para personarse en el frente, ajustándose dicha obligación militar a dinero89. A partir 
de entonces, se fueron desarrollando sistemas de reclutamiento más estables que intentaban reunir el mayor número posible de hombres, ya fuera mediante sistemas voluntarios 
parecidos al viejo sistema de comisión –practicado por capitanes reclutadores enviados 
por el Consejo de Guerra–, o por métodos de recluta forzosa mediante la imposición de 
cupos territoriales o basados en el número de vecinos. En ambos casos, la implicación de 
los representantes del rey en el territorio fue cada vez más importante. En tiempo de paz, 
se prefería el primero, pues, aunque menos efectivo, conseguía reclutas de mayor calidad 
para ser enviados a servir a Italia o Flandes. En tiempo de guerra era más importante el reclutamiento forzoso, a través de los agentes de la corona, corregidores o ministros togados. 
Esta modalidad utilizaba diferentes métodos de captación, repartiéndose cupos entre los 
distintos distritos o corregimientos. Todo estaba a cargo de los representantes del rey en 
tales demarcaciones, ya fueran corregidores o miembros de las chancillerías y audiencias 
del reino. Para afrontar el reclutamiento, disponían de diversos procedimientos, desde la 
captación de voluntarios hasta la captura de ociosos, fugitivos del ejército y vagabundos, 
además de la entrega de presos por delitos leves. La clave de por qué estos oficiales reales 
fueron elegidos para llevar a cabo estas misiones residía en su capacidad de acción en 
materia de control social y orden público90, que les permitía apresar los sujetos elegidos 
para cubrir con éxito los cupos impuestos desde las cabezas de partido. En gran medida, 
la eficacia de este sistema dependía de la aplicación de los encargados del reclutamiento, 
de ahí las compensaciones honoríficas que recibían. 

Entre las obligaciones de los representantes del rey se incluía la de llevar a buen término las reclutas pedidas desde Madrid. El ejercicio puntual de esta función y el grado 
de cumplimiento que alcanzaban las levas encomendadas les granjeaban premios que 
apuntalaban sus pretensiones personales. La corona los gratificaba con ascensos en el 
escalafón de la administración, pero también con honores para ellos y para sus allegados. 
Puede decirse por eso que, a cambio de cumplir con su deber, los encargados de realizar 
las levas no solo reafirmaban su poder y autoridad dentro del distrito, sino que recibían 
gratificaciones que les permitían mejorar su condición social91.

La corona podía recompensarlos con cargos de mayor importancia, a modo de ascenso, o plazas en algún consejo, algo que entraba en la lógica del mérito al haber resuelto 
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satisfactoriamente una tarea complicada92. También podía premiarlos con honores personales mediante mercedes particulares que recompensaban sus actividades específicas. Los 
premios de este tipo fueron cada vez más comunes por tratarse de una fórmula sencilla 
y concreta de gratificación que no generaba gastos a una corona empeñada y que tenía 
buena acogida entre los interesados. A falta de otros pagos o recompensas, y ante la imposibilidad de otorgar ayudas de costa, estos honores personales se extendieron durante 
el siglo xvii en compensación de los servicios prestados o de los gastos realizados en el 
cumplimiento del servicio real, especialmente a corregidores o ministros de las audiencias 
y chancillerías que se encargaban de realizar labores puntuales dentro del reclutamiento o 
la reorganización de las milicias93. En muchos casos, las mercedes concedidas a estos ministros que no estaban en la nómina del Consejo de Guerra de modo directo valían tanto 
para premiar servicios como para estimular la ulterior colaboración en las mismas funciones. En 1657, la Junta de Guerra de España determinó que se concediera una merced de 
hábito al hijo de Francisco de Echávarri y Bilbao, alcalde del crimen de la Chancillería de 
Valladolid, en compensación a la labor realizada en el reemplazo de las milicias de Puebla 
de Sanabria, pues sus visitas se habían prolongado durante mucho tiempo al tener que 
realizar averiguaciones en más de 1.200 lugares sin recibir ayuda de costa suficiente para 
sufragar sus gastos. La Junta no solo consideraba a Echávarri digno de tal merced por los 
orígenes de su casa y su destacada labor, sino que instaba a la concesión de la merced que 
él mismo solicitaba desde hacía varios años para incentivarle a realizar esa misma labor 
con “más aliento”94.

Entre todas las mercedes que se podían obtener, la más destacada era la concesión de 
un hábito militar a gozar tanto los premiados como sus hijos, parientes o colaboradores. 
La concesión de hábitos a los hijos de los encargados del reclutamiento fue bastante común; en caso de que los hijos ya se hallaran en posesión de uno, o de que el encargado de 
la recluta no tuviera hijos, se contemplaba la concesión de hábitos para sobrinos o sobrinas95. Estas mercedes se concedían como recompensa a una notable carrera consolidada 
a través de años de colaboración96, o como premio por completar una recluta en particular muy por encima de las posibilidades iniciales. En ocasiones, el Consejo de Guerra 
determinaba directamente que sus ministros fueran premiados, pero lo normal era que 
estos enviaran memoriales con sus pretensiones y que fueran contestadas más adelante. 
En 1648, el corregidor de Valladolid, Jerónimo Antonio de Tordesillas, aprovechando que 
estaba reclutando 300 hombres en la ciudad, envió un memorial al Consejo de Guerra 
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solicitando un hábito para su hijo97. Un año después, la Junta de Guerra de España dio 
vía libre a la concesión, gratificando los servicios de su casa y su actividad durante los 
dos últimos años, en los que había gestionado la recluta de 800 hombres en Valladolid 
y su distrito98. Su hijo, Rodrigo Antonio de Tordesillas, consiguió el hábito prometido 
en 165399. Esta fórmula solía ser la habitual y continuamente se despacharon mercedes de 
hábito por esta vía, sobre todo a hijos de corregidores o miembros de las chancillerías. 
En 1668, Luis de Barahona Saravia, presidente de la Chancillería de Valladolid, escribía 
al Consejo anunciando el fin de la leva que le había sido encomendada, completada con 
éxito por encima de las cifras demandadas mediante la reunión de más de 600 infantes; en 
la carta, admitía que su trabajo sería bien remunerado y él muy favorecido si su pretensión 
de hábito se resolvía positivamente100, como ocurrió en 1670, año en el que su hijo, Diego 
José de Barahona y Chumacero, obtuvo un hábito101.

Los problemas surgieron cuando los memoriales se recibieron de modo sistemático y 
los pretendientes reclamaron estos premios honoríficos alegando no haber recibido ayudas de costa ni ninguna otra compensación por sus servicios. Al generalizarse las peticiones que demandaban una gratificación por realizar las funciones asociadas a los cargos y 
la concesión de hábitos a terceras personas que nunca habían servido, se fue devaluando 
la gracia concedida y se rebajaron los requisitos personales exigidos para conseguirla. Las 
gratificaciones se convirtieron en una norma que empezaba a ser exigida para cumplir con 
el deber, y algunos corregidores parecían más preocupados por conseguir premios personales por sus servicios que por realizar sus tareas. Durante varios años, el licenciado Diego 
de Arredondo y Alvarado, gobernador del Principado de Asturias, escribió repetidamente 
al Consejo de Guerra manifestando su pretensión de hábito, que demandaba por sus 
labores de gestión en el reclutamiento, pese a ser poco sobresalientes102; su insistencia fue 
premiada y, en 1656, se le concedió el hábito103. Otras veces, cuando unos corregidores 
recibían gratificación por su labor, los vecinos exigían lo mismo y, ante sus demandas, no 
hubo más remedio que otorgar gran número de mercedes de hábito104.

Los corregidores y ministros togados se encargaron de gestionar la mayor parte de 
las reclutas realizadas en Castilla durante las décadas de 1640-1650 a través de los repartimientos, que exigían la salida al frente de unos cupos de soldados por distrito. En ellas, 
se reclutaban tanto voluntarios como fundamentalmente forzados, alistándose presos, 
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Carta del corregidor de Valladolid, 20 de junio 1648, AGS, GA, leg. 1.703.

98 Junta de Guerra de España, 13 de agosto 1649, AGS, GA, leg. 1.717.

99 AHN, OM, Alcántara, exp. 1.498bis.

100 Carta de Luis de Barahona, Valladolid, 2 de mayo 1668, AGS, GA, leg. 2.190.

101 AHN, OM, Alcántara, exp. 1.563.

102 Carta de Diego de Arredondo y Alvarado, gobernador del principado de Asturias, 23 de enero y 10 de julio 
1649 y 3 de septiembre 1650, AGS, GA, legs. 1.744, 1.741 y 1.773.

103 Pruebas para la concesión del título de caballero de Santiago a Diego de Arredondo Alvarado, 1656, AHN, 
OM, Santiago, exp. 649.

104 Junta de Armadas, 23 de abril 1668, AGS, GA, leg. 3.505.

vagabundos y ociosos, algo que solo fue posible gracias a la actividad de los corregidores105. Durante las décadas siguientes, las fórmulas cambiaron, volviendo siempre que se 
podía a métodos voluntarios de captación a través de capitanes reclutadores. A pesar de 
esta fórmula, los corregidores tuvieron una mayor presencia, no tanto como reclutadores 
directos sino como controladores del funcionamiento del sistema y del pago a las tropas, 
debiendo avisar al Consejo de Guerra de todas las novedades hasta que las compañías se 
completaban y despachaban. Esas funciones de gestión y control fueron mucho menos 
importantes que cuando se realizaba una recluta forzosa, se repartían cupos a los municipios o se atendía a la captura de transeúntes y vagabundos, pero aún así los corregidores 
siguieron pidiendo premios por sus actividades. Esta actitud generó quejas entre los capitanes que reclutaban, ya que ellos se ocupaban de alistar voluntarios, pero los premiados 
eran los corregidores, que se apuntaban el tanto ante el Consejo de Guerra106.

V. El nuevo papel de las élites locales
Con el paso del tiempo, las élites municipales comenzaron a tener un papel más activo 
dentro del entramado militar de la monarquía. A lo largo del siglo xvii, sus funciones aumentaron progresivamente. Como en el siglo anterior, los regidores, siguieron encargándose –en nombre de sus ciudades– de ser comisarios y ejercer funciones de control sobre 
las tropas que pasaban momentáneamente por su ciudad, gestionando su alojamiento 
cuando llegaba un capitán reclutador, algo que cada vez fue más común debido a la extensión e intensificación del reclutamiento107. Con la aparición de los primeros ejércitos 
de campaña permanentes en la península, también debieron encargarse del alojamiento 
de las tropas que durante meses debían hospedarse fuera de los cuarteles y guarniciones de 
frontera. De esta manera, varios regidores debían visitar los cuarteles improvisados y cuidar de que las tropas instaladas estuvieran bien asistidas y no cometieran excesos108. Esas 
actividades adjudicaban más poder a los regidores, aunque en muchos casos les exponían 
a situaciones comprometidas. Algunos sufrieron el maltrato de los soldados, mientras 
que otros fueron encarcelados por su mala actuación e incluso alguno fue ejecutado en el 
cadalso por apoyar una rebelión popular contra las tropas alojadas109.

Pero sin duda la gran novedad fue que los regidores empezaron a tener una función 
más activa en el reclutamiento, al ayudar a los corregidores cuando se gestionaba una leva 

105 
Sobre este sistema, A.J. Rodríguez Hernández, Los Tambores de Marte. El Reclutamiento en Castilla durante 
la segunda mitad del siglo XVII (1648-1700), Valladolid, 2011, pp. 145 y ss. 

106 Carta del capitán Juan Sánchez de Pineda, Logroño, 27 de julio 1666, AGS, GA, leg. 2.126.

107 Un ejemplo de esta gestión: “Acuerdos del 24 de marzo de 1653”, AMVa, Libro de Actas 56 f. 53.

108 Carta de la ciudad de Logroño, 25 de febrero 1651; carta del Maestre de Campo Melchor de la Cueva, 
Logroño, 11 de febrero 1651, AGS, GA, leg. 3.318.

109 Consejo de Guerra, 18 de septiembre 1657, resumen de lo sucedido en Ocaña en el alojamiento de la 
caballería,  18 septiembre 1657, AGS, GA, leg. 1.897. Consejo de Guerra, 21 y 30 de marzo 1665; carta de 
Francisco de Soler, Salamanca, 8 abril 1665, AGS, GA, leg. 2.083. Consejo de Guerra, 5, 12 y 17 de enero 1667; 
carta de Pedro Gamarra, Valladolid, 29 de diciembre 1666, AGS, GA, leg. 2.136.

forzosa. Durante los repartimientos ajustados durante la década de 
1650, era habitual que 
el corregidor y varios regidores examinaran en las cárceles a los sujetos obligados a servir, 
especialmente cuando se trataba de ociosos y vagabundos110. A falta de otras figuras de 
representación y poder, los alcaldes y regidores de los pequeños municipios castellanos tuvieron un papel destacado en la salida de los soldados necesarios para cubrir las dotaciones 
fronterizas con Portugal. Pero si no cumplían sus funciones y los soldados entregados por 
sus municipios desertaban o se ausentaban, a falta de otro reemplazo ellos podían cubrir 
el hueco que estos dejaban y ser enviados a la frontera, algo poco habitual y que siempre 
podían evitar con el pago de ciertas cantidades de dinero111.

Aunque no era lo normal, en contadas ocasiones los regidores fueron los elegidos 
como reclutadores temporales en sus ciudades ante el arresto del capitán enviado a levantar voluntarios por el Consejo de Guerra, ejerciendo como capitán en funciones hasta la 
llegada de un sustituto112. Estas acciones eran lógicas ante la capacidad de las élites locales 
para animar a alistarse a sus vecinos y parientes. Especialmente a partir de 1635 se vio en 
ellas una solución para llenar las compañías de voluntarios, por lo que a menudo se entregaron patentes en blanco a caballeros de las ciudades con séquito suficiente como para 
poder reunir 100 hombres. Se buscaban reclutadores locales que, a pequeña escala, fueran 
alistando hombres, ofreciendo junto a las patentes otros premios como hábitos en caso de 
que financiaran la recluta113. Con la aparición de los grandes intermediarios y asentistas 
que reclutaban miles de hombres, estos intentaron por todos los medios implicar a las 
autoridades locales en sus actividades. Muchos asentistas deseaban contar con el apoyo
local para llevar a buen término sus reclutas, por lo que a menudo entregaban las patentes 
a caballeros o regidores de las ciudades donde alistaban esperando que el reclutamiento 
tuviera más éxito, como solía ocurrir114.

Cuando la recluta se gestionaba directamente por el Consejo de Guerra las cosas cambiaban, pues las patentes no solían darse en blanco, sino que los nombramientos se efectuaban siguiendo un estricto control. La extensión del reclutamiento por conscripción 
basado en cupos no significó que los nombramientos de oficiales quedaran en manos 
locales y que las tropas fueran mandadas por capitanes de los mismos lugares de donde 
salían. Si bien esa fue la norma, hubo ocasiones en las que esto sí se permitió, como en la 
década de 1640, cuando se intentaba desesperadamente aumentar el ejército de Cataluña. 
Así, se permitió que las ciudades eligieran a los capitanes de las compañías que allí se formaban con voluntarios y forzados. La elección de un caballero ilustre era interesante, ya 
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Carta del sargento mayor Francisco Segura, Toledo, 9 de agosto 1650; reconocimiento realizado por el 
Corregidor de Toledo, 9 de agosto 1650, AGS, GA, leg. 1.773.

111 Consejo de Guerra, 4 de agosto 1661, AGS, GA, leg. 1.981.

112 Testimonio de los gastos de la formación y marchas de las compañías de infantería voluntarias que a costa 
de la Real Hacienda se han levantado en Medina del Campo, 1668, AGS, GA, leg. 2.190.

113 Copia de la carta del rey que se envió al corregidor de Ávila, Madrid, 20 de octubre 1635, AGS, GA, leg. 
1.257.

114 Carta del corregidor de Antequera, 16 de septiembre 1648; Consejo de Guerra, 12 de febrero 1659, AGS, 
GA, legs. 1.701 y 1.933.

que animaba a muchos a alistarse y ayudaba a que las compañías se completasen con los 
camaradas y allegados del capitán, como ocurrió en Salamanca en 1649115. Permitir que las 
ciudades eligieran a sus propios capitanes podía potenciar el reclutamiento, pero a la larga 
la entrega de todas esas patentes en blanco podía producir más problemas que soluciones 
ante la escasa profesionalidad de los mandos.

Si bien durante las décadas de 
1630 y 1640 el descontrol y la falta de una gestión 
centralizada hicieron que las patentes se concedieran por doquier a asentistas e intermediarios, con posterioridad su entrega se fue regulando mucho más. Durante el reinado de 
Carlos II no se concedieron patentes a las ciudades a no ser que la compañía que se reunía 
formara parte de un servicio concedido, y su reclutamiento y vestuario fuera sufragado 
directamente por la ciudad en cuestión. Durante la Guerra de Holanda (1672-1678) se 
reclutaron miles de hombres en Castilla para Cataluña e Italia. Aunque anualmente se 
formaba casi un centenar de compañías en los diferentes distritos castellanos, ninguna se 
entregó en blanco a las ciudades. El reclutamiento y la conducción de los soldados quedaron siempre en manos de capitanes profesionales elegidos por el Consejo de Guerra, 
originándose nuevas fórmulas para la provisión de las compañías116.

En Castilla, las funciones de las élites municipales sobre el reclutamiento aumentaron 
a lo largo de la década de 1690 a raíz de las levas decretadas a partir de 1694 que implicaban la salida de dos de cada 100 vecinos. Los regidores eran también los encargados 
de controlar los cupos y de elegir a los sujetos que forzosamente debían ser enviados al 
ejército, por ociosos o ser sujetos de poco provecho para sus comunidades117. En caso de 
hallarse voluntarios o forzados suficientes se debía realizar un sorteo, quedando las élites 
exceptuadas de entrar en suertes118. Estas funciones de control no implicaron premios 
directos hacia las élites como las patentes de las compañías formadas, pese a lo que a veces 
se ha insinuado119. De hecho, este sistema obligatorio fue organizado desde el Consejo de 
Guerra, que también eligió a los nuevos capitanes, pagándose todos los gastos a través de 
la Real Hacienda120.
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Cartas de Alonso de Paz, corregidor de Salamanca, 20 de febrero, 10 de abril y 12 de mayo 1649, AGS, GA, 
leg. 1.734. Carta de Alonso de Paz, 3 de marzo 1649, AGS, GA, leg. 1.744.

116 A.J. Rodríguez Hernández, “Patentes por soldados”, pp. 53-54.

117 Cédula original al corregidor de Toledo mandándole que saque 2 hombres por cada 100 en la ciudad y su 
tierra, 15 de enero 1694; cédula impresa para sacar un soldado de cada 75 vecinos, 14 enero 1697, AGS, GA, 
legs. 2.962 y 3.060.

118 Junta de los Tenientes Generales, 26 de diciembre 1693, AGS, GA, leg. 2.914.

119 En ocasiones, la falta de perspectiva ha inducido a este error, al no contrastar bien las fuentes locales, basadas 
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1694, ya que capitanes profesionales se hicieron cargo de ellas. Si bien dos caballeros murcianos salieron para 
Cataluña en julio de ese año a cargo de dos nuevas compañías, estas las habían formado y costeado la ciudad 
a raíz de un nuevo servicio solicitado por el monarca tras la derrota en la batalla del Ter, carta del corregidor 
de Murcia, 24 de agosto 1694, AGS, GA, leg. 2.978.

120 Relación de pretendientes de las compañías de infantería que se han de proveer (1694), Junta de los Tenientes 
Generales, 9 de febrero 1694, AGS, GA, legs. 2.963 y 2.917.

VI. Servir al rey con hombres
Con la imposición de reclutamientos forzosos o por cupos, las élites locales mejoraron 
su posición frente al común al empezar a tener funciones de control sobre el reclutamiento. Como contrapartida, a lo largo de las conflictivas décadas de 1630-1640 recibieron 
numerosos premios, como patentes en blanco o hábitos, aunque con el tiempo la derrama de mercedes se congeló. La medida compensó la fidelidad de las élites en un primer 
momento, pero pronto fue sustituida. Rápidamente las élites dejaron de ser premiadas 
por apoyar a la corona en la gestión de reclutamientos obligatorios, en favor de los corregidores o representantes del rey, que asumieron un papel más relevante. La imposición de 
levas obligatorias agotaba el territorio y si estas se prolongaban durante años su efectividad 
mermaba. Eso obligaba a buscar otras fórmulas de movilización militar menos eficaces 
numéricamente hablando, que implicaban la negociación con ciudades y territorios, pero 
propiciaban un menor desgaste y llegaban donde la corona y sus reclutadores no podían 
llegar. Esta clase de servicios proporcionaron un resquicio para que las élites locales concretaran sus aspiraciones, consiguiendo puestos en la administración, premios, patentes 
o hábitos.

A lo largo del siglo 
xvii, reinos, provincias y municipios retomaron parte de su capacidad de movilización armada originaria del Medievo cuando se ocuparon de gestionar 
los apercibimientos de tropas. A diferencia del pasado, las tropas reclutadas servían por 
más tiempo y se incorporaban en los ejércitos reales donde eran pagadas por el monarca, 
aunque el reclutamiento y sus costes directos recaían sobre el ente que realizaba el servicio, 
ya fuera un reino, una ciudad o una provincia. La corona era la que pedía un servicio, si 
bien en ocasiones podían ser ofrecidos por los municipios y provincias. Este sistema era 
particularmente empleado en zonas donde la imposición de levas forzosas era más problemática, o donde el viejo sistema de reclutamiento administrativo no se había extendido. 
Mediante la intermediación de entes locales, la recluta solía realizarse con cierto éxito y 
los cupos negociados con el rey se solían cumplir. La aprobación de estos servicios, tras la 
petición formal del monarca, generalmente se sancionaba tras la reunión de las Cortes de 
cada reino, las diputaciones de las provincias o los cabildos de las ciudades121.

Los municipios y concejos eran los encargados de estimar la población a la hora de 
ajustar el reclutamiento de contingentes por cupos regionales o basándose en el estricto número de vecinos. Dichos cupos se repartían, corriendo a cargo de los regidores o 
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1680, Zaragoza, 1997; E. Solano Camón, Poder monárquico y estado pactista (1626-1652). Los aragoneses ante 
la Unión de Armas, Zaragoza, 1987; A. Espino López, “El esfuerzo de guerra de la Corona de Aragón durante 
el reinado de Carlos II, 1665-1700. Los servicios de tropas”, Revista de Historia Moderna, 22 (2004), pp. 209-
250; y Guerra, fisco y fueros. La defensa de la Corona de Aragón en tiempos de Carlos II, 1665-1700, Valencia, 
2007; V. Coloma García, “Navarra y la defensa de la monarquía en los reinados de Felipe III y Felipe IV 
(1598-1665)”, Príncipe de Viana, 204 (1995), pp. 163-182 y M.I. Ostolaza Elizondo, Gobierno y administración 
de Navarra bajo los Austrias. Siglos XVI-XVIII, Pamplona, 1999.

diputados su cumplimiento, ya fuera para enviar hombres al ejército o a la Armada122. La 
actividad de los regidores resultó esencial para estimar la población de amplias regiones 
como Galicia, realizar el reparto de los cupos para llenar el ejército de la frontera y formar 
los Tercios Pilones. Sin su asistencia, ninguna recluta se podía realizar, ya que la administración militar no se podía ocupar de dicha labor123. Los regidores tuvieron un papel muy 
importante en las reclutas realizadas en Galicia durante el siglo xvii, al ser la mayoría levas 
forzosas gestionadas por el reino124. El problema radicaba en que el sistema hacía que los 
regidores se movieran por sus intereses, afectos personales y pasiones, reservando a unos y 
enviando a otros a la fuerza125.

Cuando el reclutamiento se gestionaba como un servicio muchas pautas cambiaban. 
En ningún caso los servicios perjudicaban a la oligarquía, ya que era el conjunto de la 
población la que tenía que hacer frente al reclutamiento y a los gastos y molestias que este 
provocaba. A su vez, la imposición de nuevos arbitrios para sufragar los gastos, aunque 
agravó la situación del estado llano, incrementó los ingresos de las haciendas municipales –al perpetuarse los nuevos gravámenes–, y benefició los intereses de las oligarquías126. 
Como premio a la aprobación de los servicios, las élites locales se veían notablemente 
recompensadas por su intermediación. Las patentes de las nuevas compañías eran un premio habitual entregado como contrapartida a la élite local127 y un bien muy apreciado128, 
tanto que incluso los nombramientos solían desatar pugnas dentro de cabildos y diputaciones por consensuar los nombramientos129. La corona entregaba estas patentes en blanco 
y con suplimientos, dejando libre disposición para el nombramiento de los oficiales, que 
no siempre eran los sujetos más aptos, válidos o con más experiencia para el mando. Las 
patentes solían recaer en regidores o en sus hijos, diputados, nobleza local o casas ilustres 
de la región130. Los nombramientos no generaban protestas dentro del alto mando si la 
operación militar era corta y se demandaba para alguna campaña específica –como el socorro de Badajoz de 1658–, tras la cual las tropas volvían a sus casas, facilitando mucho su 
salida que las patentes se entregaran a los municipios en blanco para que estos designaran 


122 Junta de Armadas, 19 de enero 1651, AGS, GA, leg. 3.312. 

123 Consejo de Guerra, 9 y 13 septiembre 1664. Carta de Luis Poderico, Gobernador del Reino de Galicia, Tuy,
29
 de agosto 1664. Carta de la ciudad de Betanzos, 21 de agosto 1664, AGS, GA, leg. 2.055.
124 Sobre estas, A.J. Rodríguez Hernández, “De Galicia a Flandes: Reclutamiento y servicio de soldados gallegos 

en el Ejército de Flandes (1648-1700)”, Obradoiro de Historia Moderna, 16 (2007), pp. 213-251.
125 Consejo de Guerra, 9 de octubre 1693, AGS, GA, leg. 2.914.

126 Sobre esta perspectiva para el caso de Córdoba, J.M. Bernardo Ares, “Presión fiscal y bienes de propios a 

principios del siglo xvii”, Axerquía, 2 (1981), pp. 131-142.

127 Las élites locales, como alcaldes, regidores, diputados, jurados… etc., tenían un importante papel a la hora 

de reclutar los contingentes que se aportaban mediante un servicio, ya que eran los encargados de reunir los 

cupos asignados a cada pueblo, lugar o valle. Sobre su papel en la formación de los tercios con que servía el 

reino de Navarra, “Copia de lo que escribió el reino de Navarra”, Pamplona, 13 de junio 1662. Impreso que da 

cuenta de lo tratado por las Cortes navarras, Pamplona, 30 de marzo 1662, AGS, GA, leg. 3.464. 
128 Sobre su importancia en Galicia: Consejo de Estado, 27 de marzo 1691; carta del conde de Puñoenrostro, 

gobernador del reino de Galicia, 12 de diciembre 1691, AGS, E, leg. 4.171.

129 Sobre la elección de los oficiales para las dos compañías con las que sirvió Valladolid en 1684: Acuerdos del 

22 de marzo 1684, AMVa, Libro de Actas n.º 67 f. 586.

130 Consejo de Guerra, 14 de agosto 1684, AGS, GA, leg. 2.610. 

sus capitanes131. Los problemas surgían cuando los servicios implicaban la incorporación 
de las compañías al ejército, ya que muchos de sus mandos estaban más interesados en 
medrar que en cuidar de sus hombres132.

Junto con este premio, había otros de mayor valor honorífico y social: los hábitos. De
igual manera que se gratificó a los regidores de las ciudades castellanas por la prorrogación 
de los millones –especialmente durante el reinado de Carlos II133–, se les premió por otros 
servicios de carácter militar. Las mercedes iban dirigidas a los capitulares que se habían 
destacado en la aprobación de un servicio cuando había pocas posibilidades de éxito ante 
la negativa del resto. En 1665, el Consejo de Guerra concedió a un capitular de Burgos, 
Diego Carrillo de Acuña, un hábito para un hijo, la reserva de unos juros y 1.500 ducados 
de ayuda de costa ante su decisiva intervención para que Burgos aprobara el servicio económico para sufragar los Tercios Provinciales que se formaban134. 

Durante el ministerio del conde duque, las mercedes entregadas a las élites por su colaboración fueron más que significativas, ya que el propio Olivares apoyo tal práctica para 
afianzar su poder y premiar la fidelidad de las élites locales. En agosto de 1641, la Junta 
de Ejecución concedió 30 hábitos y distintas mercedes a los capitulares y veinticuatros de 
Sevilla. El motivo del premio radicaba en los recientes servicios de tropas proporcionados 
por la ciudad, ya que se calculaba que desde 1634 habían salido de Sevilla y su tierra más 
de 6.300 soldados. En su reunión habían colaborado los capitulares haciéndose cargo de la 
captura de vagabundos y delincuentes, ocupándose además de la conducción de las tropas 
y el embargo de bagajes, siendo su participación relevante en la aprobación de distintos 
donativos concedidos por la ciudad135. Pero tras ese premio generalizado a la élite sevillana 
también se escondía el pago por su fidelidad ante la reciente conspiración del duque de 
Medina Sidonia136.

Se otorgaron premios masivos, pero durante el reinado de Carlos II se controló mucho el motivo para evitar premiar a quien no lo mereciera e intentar que los hábitos no 
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Consejo pleno de Estado y Guerra, 12 de agosto 1658; carta del marqués de los Vélez, Mula, 8 de agosto 
1658, AGS, GA, leg. 1.912.

132 Junta de disposiciones de campaña, 8 de febrero 1692, AGS, GA, leg. 2.885.
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136 A. Domínguez Ortiz, “La conspiración del Duque de Medina Sidonia y del Marqués de Ayamonte”, Archivo 
Hispalense, 106 (1961), pp. 133-159.

perdieran estima. A pesar de memoriales y peticiones, y de las relevantes funciones de 
algunos sujetos en la aprobación de los servicios concedidos, no siempre se premiaba a 
todos. Un buen ejemplo lo encontramos en Toledo en 1693. Este año la ciudad sirvió a la 
corona con 50 caballos armados y montados a su costa. El voto de los jurados fue decisivo 
en la aprobación del servicio137, por lo que siete de ellos pidieron al rey seis hábitos y una 
plaza de caballerizo sin gajes. Ni el Consejo de Guerra ni la Cámara de Castilla cuestionaron la relevancia del apoyo prestado, pero los premios solicitados se consideraron desmesurados para el resultado obtenido y las mercedes no fueron concedidas138. Frente a los 
servicios de tropas de regiones como Galicia, los concedidos por las ciudades castellanas 
fueron escasos, lo que ayudó a evitar las excesivas gratificaciones. Descontando algunos 
casos particulares, durante el reinado de Carlos II solo en dos coyunturas (1684 y 1690-
1693) las grandes ciudades se comprometieron a servir con hombres formando compañías 
a sus expensas para servir en los ejércitos del rey, lo que hizo que en pocas ocasiones las 
élites pudieran beneficiarse de las patentes y de otros premios139.

En regiones como La Rioja, esta clase de servicios 
−de gran tradición desde la conquista de Navarra140−, eran bastante habituales y las ciudades podían llegar a ser recompensadas por ellos muy por encima del valor de la ayuda prestada. A finales de 1667, la corona 
intentó que las ciudades de Logroño, Calahorra y Alfaro reclutaran 150 hombres para 
reforzar los presidios guipuzcoanos, aunque meses atrás ya habían realizado ese mismo 
servicio, ante la posibilidad de que los franceses atacasen la frontera. Pero en esta ocasión 
las tres ciudades parecían poco dispuestas a servir. En particular el corregidor de Logroño 
alegaba una dificultad añadida: la ciudad se quejaba de que no se había concedido ningún 
hábito al regidor más antiguo, lo mismo que terminaron pidiendo otras ciudades. Su demanda era clara, pero la recompensa planteada era sin duda desmedida para la compañía 
de 50 hombres que aportaba cada ciudad141. Lógicamente la corona ponía reparos a esta 
participación, cada vez más cara ante la gran cantidad de premios que se debían entregar a 
las oligarquías. Tales peticiones hicieron que, en poco tiempo, esta clase de servicios, muy 
habituales durante la Guerra Franco-Española (1635-1659), dejaran de pedirse en la región 
para evitar conceder tantos hábitos.


137 
Sobre las peculiaridades de los jurados de Toledo, F.J. Aranda, Poder municipal y cabildo de jurados en Toledo 
en la Edad Moderna (siglos XV-XVIII), Toledo, 1992; ídem, Poder y poderes, pp. 103 y ss. 

138 Carta del Corregidor de Toledo, 13 septiembre 1693. Certificaciones de Eugenio Francisco de Valladolid, 
escribano del ayuntamiento de Toledo, y de Diego López de los Cobos, Jurado de la ciudad de Toledo, 4
de septiembre 1693, AGS, GA, leg. 2.936. Cámara de Castilla, 10 de julio 1694, AHN, Consejos, leg. 4.465, 
exp. 64.

139 A.J. Rodríguez Hernández, Los Tambores de Marte, pp. 283 y ss.

140 Carta a la ciudad de Alfaro, 30 de julio 1647, AGS, GA, libro 204, f. 8. Cartas de Antonio Monsalve y Juan 
de Andicano, Madrid, 22 de agosto 1682 y 25 de abril 1689, AGS, GA, legs. 2.504 y 2.821.

141 Consejo de Guerra, 12 de diciembre 1667, AGS, GA, leg. 2.132. Carta del duque de San Germán, 6 de 
octubre 1667, AGS, GA, leg. 2.159. Carta de la villa de Arnedo, 9 de noviembre 1667, AGS, GA, leg. 2.160.

VII. Los premios a las élites de las provincias vascas
El caso más paradigmático y poco conocido de premios a la realización de servicios 
en tropas lo proporcionan las provincias vascas. La razón se halla en su propia ordenación 
territorial y jurídica y en sus peculiaridades forales142. En estas provincias, el poder del 
corregidor no era tan decisivo como en el resto de Castilla, por lo que sus actividades reclutadoras eran menos importantes, quedando muy limitadas ante la falta de dinero para 
poder sufragar directamente cualquier reclutamiento ante su sistema tributario privilegiado. La capacidad reclutadora la poseían las Juntas provinciales, por lo que la negociación 
era la única solución143. La capacidad de los corregidores para conseguir un servicio estaba 
limitada por las juntas, que imponían una ardua y tediosa negociación durante meses144, 
al tenerse que reunir las juntas, tratar el asunto y conseguir un servicio que, tras muchas 
excusas y súplicas de las provincias para cancelar la petición, solía ser más reducido. La 
decisión de contribuir estaba en manos de los diputados de cada provincia, y en sus decisiones no siempre primaban el bien común, los fueros o la situación económica y social de 
sus regiones. En las decisiones centradas en las Juntas Generales de las provincias, siempre 
primaron los intereses particulares de la élite. El eslabón decisorio más importante de las 
provincias siempre necesitaba y quería el favor real, casi la única vía posible de ascenso 
dentro de la periferia de la monarquía. A menudo la aprobación de un servicio en tropas, 
o de su equivalente en dinero, iba asociada y condicionada a que los diputados generales 
de las provincias vieran resueltas afirmativamente sus peticiones de mercedes de hábito, 
ya fueran para ellos mismos, sus hijos o para casar a sus hijas145. En otros casos, el Consejo 
de Guerra previamente debía poner sobre la mesa tales mercedes para que las provincias 
se dieran prisa en tratar los servicios solicitados, y que estos se resolvieran lo antes posible, 
aunque lograran una aportación inferior a la esperada146.

Desde los primeros servicios de tropas realizados por las tres provincias a mediados 
de la década de 1630, muchos diputados y caballeros de dicha procedencia se vieron premiados con hábitos para sus parentelas y allegados. Sus peticiones al Consejo de Guerra 
casi siempre fueron atendidas, y aunque en algunos casos se trataba de sujetos que habían 
servido a la monarquía y habían realizado algunos servicios personales al monarca, el 
haber “procedido con toda satisfacción” en la consecución de los servicios fue sin duda 


142 
S. Truchuelo, “La incidencia de las relaciones entre Guipúzcoa y el poder real en la conformación de los 
fueros durante los siglos xvi y xvii”, Manuscrits, 24 (2006), pp. 73-93.

143 Sobre el reclutamiento en las provincias vascas, S. Truchuelo, “El deber de servicio militar al monarca: 
los casos alavés y guipuzcoano (siglos xvi-xvii)”, Iura vasconiae: revista de derecho histórico y autonómico de 
Vasconia, 4 (2007), pp. 239-284.

144 Consejo de Guerra, 28 de abril 1634; carta del corregidor de Guipúzcoa, San Sebastián, 15 de abril 1634, 
AGS, GA, leg. 1.095.

145 Junta de Guerra de España, 27 de mayo 1659, AGS, GA, leg. 1.934.

146 Consejo de Guerra, 30 de marzo 1661, 23 de abril, 17 de mayo y 12 de junio 1661, AGS, GA, legs. 1.957 y 
1.958.

el elemento determinante de la concesión de los premios que pedían147. A la altura de la 
década de 1660, cualquier petición de una compañía de 100 hombres a las tres provincias 
vascas solía conllevar la entrega de una merced de hábito. Dependiendo del número de 
reclutas, los hábitos se repartían de una u otra manera. En 1663, el señorío de Vizcaya 
contribuyó con 200 infantes para la Armada, consiguiendo dos hábitos para los primeros 
dos diputados que dieron su voto favorable (a distribuir en sus hijos o para casar a sus 
hijas). Álava solo aportó 100 hombres, consiguiendo otro hábito para que su diputado 
general pudiera casar a una hija. Ese mismo año el alcalde mayor de la ciudad de Vitoria 
obtuvo otro hábito gracias al apoyo de la provincia, en recompensa a sus servicios, haber 
sido diputado general y ser su voto el primero en las Juntas Generales148.

En Madrid se aprobaban las mercedes con estas palabras: “porque es conveniente alentar a sujetos de esta calidad para facilitar este género de servicios”149. La frase escondía una 
verdad a medias, pues más que alentar, la corona compraba la colaboración de las élites 
con este proceso. Los premios y los hábitos iban parejos a la aprobación de los servicios 
y solo se concedían a los diputados que más se destacaban en la concesión. En 1639, 
llegó a la corte Pedro de Aparicio de Ugarte y Novia pidiendo un hábito y una plaza de 
caballerizo; respaldaba su aspiración con unos discretos servicios en Flandes durante seis 
años, la posesión de un mayorazgo con una elevada renta y los servicios en el ejército 
de su hermano menor y de un tío suyo, que ya habían sido premiados con hábitos. El
pretendiente tenía la calidad suficiente, pero el Consejo reconoció que el factor que más 
apoyaba la concesión era su condición de diputado general por Vizcaya, y ser uno de los 
caballeros que más mano tenía en los asuntos de la provincia, por lo que creía conveniente 
otorgarle las mercedes que solicitaba una vez que la provincia se hubiera comprometido 
a realizar el servicio de gente reclamado. Pero, antes de serle concedido ningún premio, 
el secretario Fernando Ruiz de Contreras avisó al Consejo que este diputado fue el que 
“más repugnancia hizo en el servicio”, mucho menos generoso de lo que se esperaba del 
señorío, y eso frustró definitivamente sus pretensiones150. La corona tenía memoria y, por 
mucha calidad que tuvieran sus linajes, de poco servían los limitados servicios de una 
élite provinciana, aunque eran mejor considerados si las élites contribuían a aprobar los 
servicios solicitados. Esta fórmula de obtención de hábitos aún no ha sido analizada por 
la historiografía centrada en las élites vascas151, pero la relación directa entre servicios de 
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Junta del registro de los soldados, 8 de abril 1639; consejo de Guerra, 4 de noviembre 1639, AGS, GA, legs. 
1.259 y 1.260.

148 Junta de Armadas, 7 y 11 de junio 1663, AGS, GA, leg. 3.456. Carta de la provincia de Álava, 28 de julio 1663; 
carta del marqués de San Román, Pamplona, 12 de agosto 1663, AGS, GA, leg. 2.050. Pruebas de Francisco 
Manuel López de Zárate y Álvarez, 1666, AHN, OM, Santiago, exp. 4.618.

149 Junta de Armadas, 7 de junio 1663, AGS, GA, leg. 3.456.

150 Consejo de Guerra, 20 de diciembre 1639, AGS, GA, leg. 1.260. Sobre sus funciones en Vizcaya: Juntas 
Generales del 21 y 22 de Diciembre de 1638, 8-12 de febrero 1639, en Juntas y Regimientos de Bizkaia. Actas, t. 
XII, Bilbao, 2005, pp. 178 y 196.

151 J.M. Imízcoz, “Las élites vasco-navarras y la monarquía hispánica: construcciones sociales, políticas y 
culturales en la Edad Moderna”, Cuadernos de Historia Moderna, 33 (2008), pp. 89-119; Y. Aranburuzabala 

tropas y concesiones de hábitos a diputados bien podría explicar el elevado número de 
concesiones a caballeros de esta procedencia.
El problema de este sistema era su alto coste para tan limitadas aportaciones. Al coste 
en hábitos había que sumarle el de las patentes. Estos despachos de oficiales y los suplimientos de servicios siempre se entregaban a cada provincia en blanco, lo que suponía 
otra cota de poder para esta minoría selecta, que además elegía –casi siempre entre sus 
filas– a los capitanes de las compañías con que servían a la corona. Esto suponía que hijos, 
parientes y allegados de los diputados consiguieran sin necesidad de servicios previos en 
el ejército el título de capitán de infantería española, algo que repercutía notablemente en 
sus futuras carreras. 

En muchos casos, los servicios eran temporales, demostrando las tropas ser de muy 
mala calidad, multiplicándose entre ellas las deserciones incluso antes de llegar al frente. 
Todo ello hizo que, durante el reinado de Carlos II y a pesar de las urgencias bélicas, 
se acudiera cada vez menos a estas provincias para que aportaran hombres. La política 
de mercedes también pasaba factura debido a las quejas de muchos diputados, ya que 
no siempre se premiaba a los que más defendían los intereses de la corona, sino a los 
primeros votos de las juntas. En 1695, el señorío de Vizcaya sirvió con 200 hombres en 
cuatro compañías. Si bien obtuvo las patentes y pidió dos mercedes de hábito, otros dos 
diputados –pese a que habían sido los encargados de nombrar a los capitanes de las compañías–, pidieron al rey lo mismo por su intervención decisiva en el voto de las juntas152. 
La situación resultaba insostenible ante tanto premio para tan escaso servicio: ese año, la 
corona había intentado que el señorío aportase un tercio de 1.000 efectivos, aunque con 
mucha dificultad solo pudo arrancar 200 hombres, llegando 178 de ellos a Cataluña repartidos en cuatro compañías153. Ocho meses después de su llegada, las compañías fueron 
reformadas por disponer de pocos soldados y ante la negativa del señorío a reclutar para 
dotarlas de nuevo154.


Ortiz de Zárate, “Caballeros y Órdenes Militares en de Álava, Bizkaia, Gipuzkoa y Navarra en el siglo xviii: 
procedencia geográfica y aproximación social”, Sancho el Sabio, 30 (2009), pp. 11-47.
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Orden Real, Madrid, 19 de enero 1695; cartas del Señorío de Vizcaya, 11 y 25 de abril 1695, AGS, GA, leg. 
2.993.

153 Junta de los Tenientes Generales, 24 de noviembre 1694, AGS, GA, leg. 2.949. Consejo de Guerra, 26 de 
febrero, 27 de mayo, 3 de octubre 1695, AGS, GA, legs. 2.979, 2.980 y 2.981. Cartas del señorío de Vizcaya y 
del corregidor de Vizcaya, Orduña, 25 de abril 1695. Carta de Antonio de San Martín y Aguirre, Bilbao, 29
de abril 1695, AGS, GA, leg. 3.002. Relaciones de la infantería llegada a Cataluña,  Barcelona, 16 de mayo 
y 25 de junio 1695, AGS, GA, legs. 2.980 y 3.006. En ese año por lo menos se concedió un hábito a un hijo 
de los diputados, aunque desconocemos si se dieron más, pues no es fácil seguir su rastro, porque a menudo 
se concedían para casar a las hijas de estos: pruebas de José Ignacio de Zaldúa y Gamboa, 1703, AHN, OM, 
Santiago, exp. 9.075.

154 Carta del Marqués de Gastañaga, capitán general del ejército de Cataluña, 18 de febrero 1696; cartas del 
corregidor y del señorío de Vizcaya, 6 y 16 de enero 1696, AGS, GA, legs. 3.038 y 3.041.

VIII. Conclusiones 
En un primer momento, cuando las necesidades de la guerra hicieron que la monarquía mirase a los intermediarios, ya fueran nobles titulados o empresarios, el Consejo de 
Guerra utilizó abiertamente la venalidad como recurso extraordinario para generar ingresos para la guerra. También los hábitos fueron empleados para aumentar las tasas de reclutamiento, entregándose a los que aportaban soldados en especie. Por esta vía se canalizaba 
el deseo de muchos de conseguir tal honor, justificándose la venta –sin mediar dinero–, a 
través de los soldados aportados. El periodo más destacado dentro de esta política fue la 
coyuntura crítica de las décadas de 1630-1640, cuando multitud de honores y cargos se pusieron en venta para financiar la guerra. Tras la caída de Olivares, la derrama de mercedes 
se contuvo. La obtención de hábitos y otros premios a través del reclutamiento continuó 
durante el resto del siglo, aunque a menor escala. De hecho, durante este periodo el Consejo destinó la mayoría de los premios y mercedes que concedía a otros agentes y no a los 
particulares que se ofrecían a reclutar.

El cambio de los sistemas de reclutamiento, al extenderse la coerción, exigió una mayor 
implicación de los representantes del rey en los territorios, siendo estos también recompensados por cumplir con sus funciones como reclutadores. Cuando la corona lo creyó 
necesario, recurrió a la negociación y se desarrollaron los servicios de tropas, practicando 
un pactismo con las élites. No siempre era fácil conseguir que las ciudades, provincias y 
reinos contribuyeran con hombres, por lo que el Consejo de Guerra se estableció como 
interlocutor entre la voluntad real y las pretensiones de regidores, diputados provinciales 
y otros intermediarios territoriales, bajo cuyo apoyo toda la comunidad podía quedar 
comprometida a aportar tropas. Para gratificar la colaboración de estos sujetos –esencial 
para la aprobación de los servicios de tropas–, se fue desarrollando un complejo sistema de 
premios. A falta de dinero, las ayudas de costa propias de otros tiempos debían quedar al 
margen, por lo que el premio más común fueron los honores, una concesión que no tenía 
un precio material estricto, ni llevaba aparejado un gasto para la corona, y que en esencia 
el rey no vendía por dinero, aunque en la práctica sí lo hiciera. Los hábitos de las órdenes 
militares, o las patentes de oficiales del ejército, se convirtieron en una contraprestación 
que se entregaba a las élites locales por aprobar los servicios de tropas. La petición de estos 
servicios fue común tanto en algunas regiones castellanas como en las grandes ciudades 
con voto en Cortes, siendo la clave del sistema la negociación y las diversas contraprestaciones dadas a la élite dirigente, capaz de impulsar y aprobar los servicios.

Todo servicio a la corona debía ser recompensado más allá del deber, porque eso estimulaba a las élites y a los representantes del rey en los diversos municipios y jurisdicciones 
a cumplir de buen grado sus labores reclutadoras. Durante la segunda mitad del siglo 
xvii, el servicio a la monarquía –aunque fuera de esta manera indirecta, aprobando o 
gestionando sus peticiones de tropas–, produjo más concesiones de hábitos que el mérito 
acumulado luchando personalmente en los ejércitos del rey.
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Enviados a la corte para servir al rey. Misiones 
de nobles flamencos a la corte española durante la 
revuelta de los Países Bajos (1565-1576)1

Violet Soen 

Universidad Católica de Lovaina
La historiografía reciente ha puesto de manifiesto la importancia de la corte en la Europa moderna, en tanto que las ya clásicas contribuciones de Asch y Birke han subrayado 
cómo la corte resultó indispensable en la distribución del patronazgo: mediante el servicio 
cortesano, las élites accedían a beneficios adicionales de su soberano2. El floreciente campo de estudios sobre la corte también ha demostrado la precocidad con la que la política 
moderna se fundamentó no solo en los consejos de gobierno, sino también en el propio 
universo cortesano. En este sentido, la corte administraba la distribución del patronazgo, 
además del poder y la influencia política mediante la gestión del acceso al soberano y a 
la toma de decisiones. Por tanto, servir en ella podía proporcionar la ventaja adicional de 
servir al rey mediante consilium et auxilium, una obligación profundamente consagrada 
en el habitus nobiliario. En el plano ideal, la corte formaba un microcosmos, de cuyo 
correcto funcionamiento interno se infería el buen gobierno público3; sin embargo, los 
enfrentamientos entre las distintas facciones, las disputas privadas y la rígida burocracia 
hacían que el servicio cortesano nunca fuera una tarea sencilla. De hecho, una estancia en 
la corte podía terminar en una amarga decepción4.

En el caso de los estados compuestos de la Edad Moderna, el servicio en la corte se volvía aún más complicado y la Monarquía Hispánica es un buen ejemplo de ello. La corte 
hispánica no tuvo que integrar únicamente a las diferentes élites territoriales del modo en 
que lo hacían las demás cortes, sino integrar, además, centro y periferia5. En la práctica, la 
periferia consistía en una miríada de naciones y territorios diseminados, cada cual con sus 


1  
 Traducción del original inglés realizada por Vanessa de Cruz (MICINN, ref. JCI2010-07417, en la Fundación Carlos de Amberes). Revisión científica a cargo de Alicia Esteban Estríngana.

2  R.G. Asch y A.M. Birke (dirs.), Princes, Patronage and the Nobility. The Court at the Beginning of the Modern 
Age c. 1450-1650, Oxford, 1991. Se puede consultar una bibliografía reciente de estudios sobre la corte en www.
courtstudies.org.

3  J. Martínez Millán y S. Fernández Conti (dirs.), La monarquía de Felipe II: la casa del Rey, Madrid, 2005, vol. 
I, pp. 17-52. 

4  F. Bouza Álvarez, “Corte es decepción. Don Juan de Silva, conde de Portalegre”, en J. Martínez Millán (dir.), 
La corte de Felipe II, Madrid, 1994, pp. 451-502. 

5  J. Martínez Millán, “Grupos de poder en la corte durante el reinado de Felipe II: La facción ebolista, 1554-
1573”, en J. Martínez Millán (dir.), Institución y Élites de Poder en la Monarquía Hispana durante el siglo XVI,
Madrid, 1992, pp. 137-198. 

propios privilegios y costumbres. Pero incluso en estas condiciones, la corte regia podía 
transformarse en un importante medio de integración en las monarquías compuestas de la 
Edad Moderna como fuente de patronazgo, según ha subrayado John Elliott6. Con todo, 
para los no castellanos viajar a la corte española implicaba abandonar sus haciendas, sus 
familias y sus gobiernos locales, por lo que servir al rey en la inmediatez de su corte les 
obligaba a cambiar sus bastante seguras bases de poder por la altamente incierta lucha de 
poder de la corte. Así, si el servicio cortesano era siempre una tarea difícil, podía plantear 
un verdadero dilema a quienes vivían alejados de los centros de estas monarquías compuestas. En suma, servir al rey en su corte planteaba una disyuntiva que solo en el mejor 
de los casos valía la pena.

Por eso, el regreso de Felipe II a Castilla en 
1559 había sido especialmente traumático 
para las élites de los Países Bajos. No solo significaba que Bruselas había dejado de ser 
centro para convertirse en satélite de la Monarquía Hispánica; también implicaba que los 
Países Bajos descendían en la lista de las prioridades políticas de los Habsburgo7. Para empeorar las cosas, solo unos pocos nativos de las provincias fueron invitados a unirse al rey 
en su viaje a Castilla y a permanecer en su corte. Por tanto, en 1559 la corte no solo se alejó 
de los Países Bajos; de repente, los flamencos también desaparecieron casi de la corte regia, 
a excepción de la capilla flamenca y la guardia flamenca. Algunos autores, especialmente 
José Eloy Hortal Muñoz, han asegurado que este súbito cambio incrementó las tensiones 
que conducirían a la revuelta de los Países Bajos contra Felipe II8. Efectivamente, la falta 
de reconocimiento en la corte alimentó el descontento de los nobles flamencos, entre los 
que sobresaldría el celebérrimo príncipe Guillermo de Orange. Una vez protagonista de 
la corte de Carlos V, este acaudalado aristócrata organizó su propia resistencia armada 
contra el monarca a partir de 1567, transformándose en su enemigo “irreconciliable” de 
1572 en adelante9.

De ahí que, en el contexto de la revuelta de los Países Bajos, sea importante examinar 
de forma precisa aquellos casos en los que miembros de las élites políticas flamencas se 
personaron en la corte regia para servir al rey mediante el consilium et auxilium. En repetidas ocasiones, el gobernador general de los Países Bajos decidió enviar algún noble nativo con la intención de presionar al monarca para que tomara ciertas decisiones 
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institution?”, pp. 142-161. 

7  
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“Patronazgo y clientelismo en la Monarquía hispánica (siglos XVI-XVIII)”, celebrado en la UPV (Vitoria), 16-17
de diciembre de 2009 (en prensa). 

9  
A.C. Duke, “From «Loyal Servant» tot «Irreconcilable Opponent» of Spain: Koenraad Swart’s Interpretation 
of William of Orange, 1533-1572”, en H.F.K. Van Nierop, M.E.H.N. Mout, R. Fagel (dirs.), William of Orange and the Revolt of the Netherlands 1572-1584, Aldershot, Ashgate, 2003, pp. 8-27. 

importantes10; otras veces, fueron los nobles quienes solicitaron el permiso del gobernador 
para acudir a la corte. En ambos casos, la misión de un noble suplía la habitual correspondencia diplomática entre Bruselas y Madrid y, con frecuencia, se recurrió a ella como 
medida de urgencia. Para estos nobles elegidos y enviados a España, la misión ofrecía una 
oportunidad de demostrar al rey tanto su propia lealtad y servicio, como la lealtad y el 
servicio de sus iguales. Estas misiones ponían de manifiesto la extraña mezcla de realeza 
burocrática y personal de la Europa moderna: por una parte, el noble partía con instrucciones oficiales representando a su “patria” y, por la otra, actuaba en consonancia con su 
innato deber nobiliario de servir a título personal mediante el consilium. Es por eso que 
tales misiones, ejecutadas en momentos críticos, ofrecen un laboratorio perfecto para 
examinar las precondiciones del servicio nobiliario al rey en periodos de crisis política.

En las páginas que siguen, se analizan las misiones de los cuatro nobles flamencos 
que viajaron a la corte española durante la primera década de la revuelta de los Países 
Bajos: comenzaron en 1565, en vísperas de la Furia Iconoclasta, y finalizaron en torno a 
la Pacificación de Gante de 1576. En todo caso, las dos primeras misiones –ejecutadas en 
los albores de la revuelta–, tuvieron una atractiva proyección en el imaginario romántico del siglo xix. La misión del conde de Egmond en 1565 y la del barón de Montigny y 
el marqués de Berghes en 1566, por ejemplo, figuran en las obras de Schiller, Goethe y 
Verdi11. Por el contrario, las otras dos –la del marqués de Havré en 1575 y la del barón de 
Rassenghien en 1576– tuvieron una proyección muy diferente y cayeron, de hecho, en 
el olvido. Hasta el punto de que Hugo de Schepper, gran especialista en el periodo, ni 
siquiera llegó a mencionarlas en las reconstrucciones biográficas que realizó sobre Havré 
y Rassenghien12. Pese a ello, estas dos misiones diplomáticas también influyeron profundamente en las discusiones y las decisiones tomadas a propósito de la pacificación 
del conflicto. En cualquier caso, todos estos enviados al rey han sido poco estudiados 
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Esta contribución no tiene en cuenta las misiones encomendadas por el gobernador general a sus secretarios 
ni las encomendadas por los Estados Provinciales a agentes propios durante la cronología analizada. En
septiembre de 1566, Margarita de Parma envió a España a su secretario Fabio Lembo y, en abril de 1567, a 
Gaspar de Robles para evitar el traslado a Flandes del duque de Alba. En 1572, los Estados de Brabante y los 
de Hainaut enviaron emisarios al rey para protestar contra el “décimo”. En agosto de 1574, Dirk van Hille 
viajó a España en nombre de los Estados de Brabante y, en 1575, Luis de Requesens envió a Madrid a su 
secretario, Domingo de Zavala, para solicitar provisiones extraordinarias y, a ser posible, licencia real para 
abandonar el cargo de gobernador. 

11  
R. Rittersma, Egmont da capo: eine mythogenetische Studie, Münster, 2009; H. Van Nuffel, Lamoraal van 
Egmont in de geschiedenis, literatuur, beeldende kunst en legende, Lovaina, 1968; H. van Nuffel y C. Kröll 
(dirs.), Graf Egmont: historische Persönlichkeit und literarische Gestalt; Ausstellung Goethe-Museum Düsseldorf 
29 Mai15 Juli 1979, Bruselas, 1979. 

12  
H. de Schepper, “De markies van Havré, vredemaker en adellijk bureaucraat (1549-1613)”, en M.E.H.N. 
Mout y S. Groenveld (dirs.), Bestuurders en geleerden: opstellen over onderwerpen uit de Nederlandse geschiedenis 
van de zestiende, zeventiende en achttiende eeuw, Ámsterdam, 1985, pp. 33-43; H. de Schepper, De Kollaterale 
Raden in de katholieke Nederlanden van 1579-1609, tesis doctoral inédita, Katholieke Universiteit Leuven, 
1972, pp. 377-382 (biografía de Rassenghien). La información sobre las dos misiones se encuentra en G. Janssens, Brabant in het verweer. Loyale oppositie tegen Spanje’s bewind in de Nederlanden van Alva tot Farnese 1567-
1578, Kortrijk/Heule, 1989, pp. 265-266, 273, 278 (para la de Havré) y pp. 289-290 (para la de Rassenghien).

en comparación con algunos de sus homólogos del siglo xvii, sobre los que han tratado 
Alicia Esteban Estríngana y Bernardo José García García13.
Pese a compartir todos el rango nobiliario, la secuencia Egmond, Montigny, Berghes, 
Havré y Rassenghien se caracteriza por ser decreciente en lo referente a estatus y relevancia 
social de sus protagonistas. En una coyuntura de revuelta y guerra, podría esperarse lo 
contrario: ¿no hubiera conseguido un miembro de la alta nobleza mejores resultados en 
la corte? ¿no habrían ganado más él y el propio monarca con su servicio y presencia en la 
corte? Aún más asombroso resulta el reiterado rechazo que los grandes nobles flamencos 
mostraron a ser enviados a la corte regia, como demostraremos. Surge así un interrogante 
clave: ¿por qué una misión a la corte del soberano perdió atractivo durante la revuelta 
de los Países Bajos o, dicho de otro modo, por qué la corte regia dejó de ser un espacio 
atractivo para el acceso al patronazgo y la toma de decisiones durante esa coyuntura? ¿Fue 
una simple consecuencia del nefasto resultado de la misión de Montigny (encarcelado, 
juzgado y ejecutado en 1570), o entraron en juego razones más estructurales durante esta 
prolongada crisis? Esta contribución se propone perfilar los retos que se planteaban a los 
nobles flamencos cuando eran enviados a la corte regia para servir al rey y a la patria. Se
argumentará cómo –al menos, para los grandes nobles flamencos–, el servicio y la lealtad 
al rey pudieron haberse mostrado más satisfactorios en sus provincias nativas que en las 
inmediaciones del propio Felipe II por una compleja infinidad de razones.

I. La misión del conde de Egmond (1565)
En un trabajo muy sugestivo, José Eloy Hortal Muñoz ha hablado de la “ruptura de la 
integración de las élites flamencas en la corte de Felipe II”14. Mientras fue príncipe, Felipe 
integró un número relativamente escaso de flamencos en su corte. Más sorprendente resulta el hecho de que, en el momento de instalarse como soberano de los Países Bajos en 
1555, el número de flamencos de su casa permaneciera igual de limitado. Además, ningún 
nativo flamenco llegó a ocupar un alto cargo o una posición de alto rango dentro de ella. 
Más bien fueron relegados a las relativamente menos importantes “capilla flamenca” y 
“guarda de archeros de corps”, más conocida esta última como “guardia flamenca”15. Luego, cuando Felipe II regresó a la península ibérica en agosto de 1559, se hallaba un número 
aún menor de flamencos en su séquito. Es preciso añadir que, de forma voluntaria, la 


13  
A. Esteban Estríngana, “Afición, entendimiento y celo al servicio de Su Majestad. El conde de Solre, Jean de 
Croÿ, y la unión hispano-flamenca en el reinado de Felipe IV”, en R. Vermeir, R. Fagel y Maurits Ebben 
(dirs.), Agentes e identidades en movimiento. España y los Países Bajos, siglos XVI-XVIII, Madrid, 2011, pp. 97-132;
B.J. García García, “Ganar los corazones y obligar los vecinos. Estrategias de pacificación de los Países Bajos 
(1604-1610)”, en A. Crespo Solana y M. Herrero Sánchez (dirs.), España y las 17 provincias de los Países Bajos. 
Una revisión historiográfica (XVI-XVIII), Córdoba, 2002, vol. I, pp. 137-166, 2 vols. 

14  
J.E. Hortal Muñoz, “La integración de las élites”.

15  A. Esteban Estríngana, “¿El ejército en Palacio? La jurisdicción de la guardia flamenco-borgoñona de corps 
entre los siglos xvi y xvii”, en A. Jiménez Estrella y F. Andújar Castillo (dirs.), Los nervios de la guerra. Estudios 
sociales sobre el ejército de la Monarquía Hispánica (s. XVI-XVIII): nuevas perspectivas, Granada, 2007, pp. 191-230. 

mayoría de los cortesanos flamencos eligieron permanecer en los Países Bajos y que equitativamente el rey trató de proporcionarles cargos honorables o títulos para compensar su 
pérdida de funciones cortesanas. Pero la corte regia, que en poco tiempo fijó su residencia 
en Madrid, también experimentó una rápida “castellanización”. Observadores flamencos 
cercanos al rey aconsejaron repetidas veces a Felipe II integrar más nativos de las provincias de Flandes en la corte española como remedio para contentar a los Países Bajos y 
tomando como referencia la corte de Carlos V, en la que los flamencos habían ocupado 
un lugar preeminente16.

En este contexto general, Philippe de Montmorency, conde de Hornes, proporciona 
la excepción a la regla. Había sido capitán de la guardia flamenca desde 1549 a petición 
del príncipe Felipe. Era uno de los miembros más influyentes de la alta aristocracia de las 
Diecisiete Provincias, investido caballero de la Orden del Toisón de Oro en 1555. Por su 
destacada intervención en la exitosa batalla de Gravelinas (1558), obtuvo el Almirantazgo 
de los Países Bajos en el mismo año y siguió a su soberano a España en 1559, siendo el único de los grandes nobles flamencos que acompañó a Felipe II. Sin embargo, su estancia en 
la corte española le procuró más frustración que satisfacción. No solo porque el rey apenas 
le consultaba, sino porque tampoco llegó a recibir una “ayuda de costa” ya prometida ni 
los emolumentos anuales de su cargo. Eso le supuso una amarga decepción, pues se había 
visto obligado a renunciar a su lucrativo gobierno de la provincia de Güeldres para residir 
en la corte española. Tras muchas dudas, regresó a los Países Bajos en 1561, creando así 
hasta su muerte en 1568 un vacío de poder en la guardia flamenca. Cuando regresó a las 
provincias, su decepción no hizo más que aumentar, porque no pudo ocupar de nuevo 
su gobierno provincial de Güeldres ni tampoco su plaza en el Consejo de Estado de Bruselas. Enfrentado allí a una nueva constelación de poder, el conde de Hornes se quejó de 
que incluso los advenedizos recibían más honores que él17. Estos reveses alimentaron su 
descontento y le llevaron a involucrarse activamente junto al príncipe de Orange en la 
protestas dirigidas contra el cardenal Granvela a partir de 1563. Pronto, Orange y Hornes, 
junto al conde de Egmond, formalizaron ese descontento creando una Liga anti Granvela 
para neutralizar la influencia política del cardenal18.


16  
El jurista frisio Joachim Hopperus, guardasellos en Madrid, hizo esta sugerencia en repetidas ocasiones, por 
ejemplo, en las “Consideraciones que dio Hopperus a Su Magestad tocante el govierno general, y los consejos 
de los Payses Baxos”, probablemente de finales de 1574, Archivo General de Simancas (AGS), Estado (E), 
leg. 2.842, f. 7.

17  
Estaba especialmente descontento con el poder del cardenal Granvela y del conde de Berlaymont. Sobre este 
último, V. Soen, “Collaborators and Parvenus? Berlaymont and Noircarmes, Loyal Noblemen in the Dutch 
Revolt”, Dutch Crossing, 35 (2011), pp. 20-38. 

18  
L. Geevers, Gevallen vazallen, De integratie van Oranje, Egmont en Horn in de Spaans-Habsburgse Monarchie 
(1559-1567), Ámsterdam, 2008, p. 97. Véase también A. Esteban Estríngana, “¿El ejército en Palacio?”, p. 210; 
P.A.M. Geurts, De graaf van Horne: Filips van Montmorency 1524-1568, Zaltbommel, 1968; S. Groenveld, “Filips van Montmorency, graaf van Horn (1524-1568). Een Habsburgs edelman tussen vorstenmacht en verzet”, 
Limburgs Geschied-en Oudheidkundig Genootschap, 139 (2003), pp. 39-99; G. Janssens, Les comtes d‘Egmont et 
de Hornes: victimes de la répression politique aux Pays-Bas espagnols, Bruselas, 2003.

Así, desde el regreso de Felipe II a España, la corte regia no sirvió de foco de integración para las élites de los Países Bajos en la Monarquía Hispánica. Con todo, eran los medios tradicionales de patronazgo los que no parecían capaces de integrar efectivamente a 
la aristocracia flamenca –en el sentido de involucrarla– en la lucha de facciones española, 
en la medida en que las élites de los Países Bajos se mostraban lo suficientemente poderosas en sus tierras de origen. Además, da la impresión de que la alta aristocracia flamenca 
permaneció más orientada hacia el Sacro Imperio Romano, como bien ha documentado 
Liesbeth Geevers19. Sin embargo, ante el creciente descontento de la Liga anti Granvela, 
el rey intentó que el conde de Egmond viajara a la corte, probablemente para provocar 
discordia en el triunvirato de grandes nobles malcontentos. Lamoral, cuarto conde de 
Egmond, era el grande más relevante de los Países Bajos y, tras el príncipe de Orange, 
también el más rico. Ostentaba el cargo de gobernador de la provincia de Flandes y era 
célebre por sus victorias en San Quintín y Gravelinas20. Egmond incluso llegó a escribir al 
rey, sin el consentimiento de Orange y Hornes, que sería un honor acudir a la corte cumpliendo las órdenes reales, pero el viaje no tuvo lugar21. El incidente revela, en cualquier 
caso, que el rey consideraba la misión a la corte como un medio adicional de comunicación y patronazgo entre Madrid y Bruselas. No obstante, Egmond viajó a la corte dos años 
después, en 1565, pero en esta ocasión cumpliendo órdenes de la gobernadora Margarita 
de Parma para intentar encontrar soluciones al elevado malestar político y religioso de los 
Países Bajos. 

Con frecuencia, esta misión de Egmond a la corte española en 
1565 es descrita como 
un hito desafortunado en su biografía. Para cumplir su misión, Egmond abandonó Bruselas en enero de 1565 y regresó a finales de mayo; durante los meses que pasó en la corte de 
Felipe II fue tratado con respeto y recibió honores y recompensas financieras22. En las biografías (y en algunas otros obras) esta misión ofrece, por regla general, la oportunidad de 
comentar que Egmond era un noble algo pretencioso, con grandes cualidades militares, 
pero escasa habilidad política, que buscaba favores personales antes que “el bien público”23. 
Aun así, las mercedes recibidas en la corte (inmunidad fiscal para su estado de Enghien y 
12.000 escudos) fueron moderadas en comparación con su casi simultánea adquisición del 
señorío de Gaasbeek en el ducado de Brabante. Desde luego, la corte funcionaba como 
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Pese a ello, permanecieron abiertas distintas líneas de comunicación formal e informal entre Madrid y 
Bruselas. Esta constante comunicación se mantuvo de varias formas y entre varias personas, incluyendo secretarios personales de los gobernadores generales o miembros de los departamentos de contabilidad militar 
vinculados a las tropas y tercios españoles dejados en los Países Bajos, L. Geevers, “Family matters: William 
of Orange and the Habsburgs after the abdication of Charles V (1555)”, Renaissance Quarterly, 63 (2010), pp. 
459-490; ídem, Gevallen vazallen, pássim. 
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A. Goosens, Le Comte Lamoral d’Egmond (1522-1568): les aléas du pouvoir de la haute noblesse à l’aube de la 
Révolte des Pays-Bas, Bruselas, 2003; A. Goosens, “La fortune du comte Lamoral d’Egmond vers 1567-1568”, 
Revue Belge de Philologie et d’Histoire, 70 (1992), pp. 357-380. 
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B. De Troeyer, Lamoraal van Egmont: een critische studie over zijn rol in de jaren 1559-1564 in verband met het 
schuldvraagstuk, Bruselas, 1961, pp. 142-143 y pp. 171-174.

22  L. van der Essen, Alexandre Farnèse, Prince de Parme, Gouverneur Général des Pays-Bas (1545-1592), Bruselas, 
1933-1937, vol. I, pp. 103-104.

23  B. De Troeyer, Lamoraal van Egmont, pp. 142-143 y pp. 171-174.

fuente de patronazgo, pero nunca de modo gratuito. Egmond, por ejemplo, nunca logró 
concertar matrimonios atractivos en Madrid para sus muchas hijas, ni tampoco consiguió 
que su cuñado entrara en el servicio real24. Probablemente, en términos de estatus y honor, 
la mayor merced obtenida por Egmond fue acompañar a Alejandro Farnesio (el hijo de la 
gobernadora Margarita de Parma) a los Países Bajos con motivo de su boda con María de 
Portugal, celebrada presencialmente en Bruselas en noviembre de 156525.

Félix Rachfahl –el primer biógrafo “moderno” del príncipe de Orange y también el 
primero en familiarizarse con fuentes de archivo coetáneas–, calificó la misión como una 
estratagema personal de Egmond para desempeñar un papel esencial en la política del 
momento y socavar la influencia de Guillermo de Orange. Esta interpretación ha sido 
recientemente confirmada por Liesbeth Geevers, que también ha realizado una investigación archivística sobre el mismo periodo26. Ambos especialistas apuntan el hecho de que 
Egmond había deseado viajar a la corte en 1563 y, por tanto, interpretan las grandes dudas 
que Egmond manifestó a finales de 1564 como una forma de enmascarar sus intrigas. Sin 
embargo, la invitación de la gobernadora general a Egmond para realizar este viaje pone 
de manifiesto otras motivaciones del servicio nobiliario en una misión a la corte regia. 
Margarita de Parma puso de relieve que “él había ganado tanto honor en la guerra que 
ahora podía mostrar su habilidad para el bien de su patria en tiempo de paz”27. Resulta 
evidente que la gobernadora apelaba al deber de servir al rey mediante consejo. Además, 
para Egmond la misión presentaba un alto riesgo, porque implicaba abandonar la escena 
política de Bruselas y dejar el camino libre a Orange y a Hornes. Por tanto, cabe la posibilidad de que sus dudas no fueran una farsa y sí un auténtico temor28.

Al menos en cuanto a asesoramiento político, con frecuencia se ha argumentado que 
la misión de Egmond a la corte española fue un completo fracaso29. No obstante, regresó 
a Bruselas con la importante financiación que la gobernadora general había solicitado 
para reducir los débitos que el gobierno había contraído con las ciudades y las tropas. 
Esta ayuda financiera debía servir como alivio temporal en tanto el rey no podía viajar a 
los Países Bajos: en la instrucción de Egmond (y también mucho después), el viaje del rey 
fue considerado como una milagrosa solución para todos los problemas de las provincias. 
Cuando la concesión de esta ayuda financiera llegó a oídos de Orange, el príncipe admitió 
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AGS, E, leg. 527, f. 5, anotaciones de Felipe II en los billetes de Gonzalo Pérez; AGS, E, leg. 527, f. 15, 1º y 
2º; y AGS, E, leg. 530, s.f., carta de Egmond a Felipe II, de 12 de julio de 1565. 

25  L. van der Essen, Alexandre Farnèse, pp. 103-104. 

26  F. Rachfahl, Margaretha von Parma: Statthalterin der Niederlande (1559-1567), Múnich, 1898, vol. II, p. 472
(Historische Bibliothek 5), y L. Geevers, Gevallen vazallen, pp. 128-129. 

27  “His auditis gubernatrix comitem hortatur ut hae tam opportuno, tam necessario beneficio, rempublicam et 
omnes ordines sibi denunciat, ac rebus a se in bello praeclare gestis hanc quoque laudem adjiciat, ut omnis 
posteritas cognoscat non minus eum in pace prudentia quam in praeliis fortitudine atque armis patriam 
suam ornasse”, en A. Wauters (ed.), Mémoires de Viglius et d’Hopperus sur le commencement des troubles des 
Pays-Bas, Bruselas (Société de l’Histoire de Belgique II, Mémoires de Viglius), 1858, pp. 87-88.

28  Tal y como sugería el propio Viglius. Ibídem, 87-89. 

29  B. De Troeyer, Lamoraal van Egmont, pp. 140-147; Th. Juste, Le comte d’Egmont et le comte de Hornes, d’après 
les documents authentiques et inédits, Bruselas, 1862, pp. 114-142; R. Aevermaete, Lamoral d’Egmont 1523-1568, 
Bruselas, 1943, pp. 157-164 y W.C. Mees, Lamoraal van Egmond, Assen, 1963, pp. 138-144. 

–en una carta dirigida a su hermano Luis de Nassau– que, de algún modo, Egmond había 
resuelto con éxito su misión diplomática, pero que “la fin démonstrerat le tout”30. Ya antes del regreso de Egmond, Orange había manifestado serias dudas sobre las concesiones 
que el conde podría obtener en Madrid. Y efectivamente, Egmond no consiguió del rey 
la reforma de los tres “consejos colaterales” de Bruselas ni el nombramiento de nuevos 
consejeros, que parecían ser las demandas más concretas de los grandes nobles y, por 
consiguiente, las medidas que podían terminar con su descontento a largo plazo tras de la 
salida de Granvela del gobierno de Bruselas.

Con todo, los pobres resultados de la misión de Egmond estaban relacionados, en 
su mayoría, con la cuestión religiosa. En el banquete del Consejo de Estado celebrado 
la víspera de Año Nuevo de 1565 (el 31 de diciembre de 1564), Orange había defendido 
la necesidad de practicar cierta tolerancia hacia los disidentes religiosos en los Países Bajos: como las Diecisiete Provincias confinaban con estados o principados en los que se 
habían aceptado acuerdos particulares para permitir el culto protestante, resultaba vital 
para el comercio que se obtuviera un resultado similar en el conjunto de los Países Bajos. 
Esto llevó a Paul David Lagomarsino a suponer que Egmond abandonó Bruselas con 
un “strong programme for religious toleration”31. Sin embargo, aunque las instrucciones 
de Egmond hubieran llegado a modificarse tras el llamado “discurso de la tolerancia” de 
Orange, en ellas solo se hacen vagas referencias a la necesidad de reformar “religión, justicia y policía”32. Los garabatos anotados por Felipe II en los márgenes de los documentos 
muestran que Egmond abordó la cuestión de la inutilidad de las ejecuciones públicas, en 
las que los obstinados protestantes morían como “mártires” alimentando con su muerte la propaganda favorable a la Reforma. Por eso, Egmond y el rey habían discutido la 
posibilidad de ejecutar heterodoxos en secreto con el fin de causar menos desorden. Sin 
embargo, Felipe II negó a su secretario Gonzalo Pérez haber hablado abiertamente del 
asunto con él33.

En cualquier caso, Egmond sí obtuvo una autorización del monarca para realizar un 
debate sobre la situación religiosa en los Países Bajos en Bruselas34. En apariencia, el conde 

30  
Guillermo de Orange a su hermano Luis de Nassau, 3 de abril de 1565, carta número 4.464 de la correspondencia de Guillermo de Orange que puede consultarse en la Database Instituut voor Nederlandse Geschiedenis (www.inghist.nl/onderzoek/projecten/WvO). 

31  
P.D. Lagomarsino, Court Factions and the Formulation of Spanish Policy towards the Netherlands, tesis doctoral 
inédita, universidad de cambridge, 1973, p. 126. 

32  “Instruction et memoire de ce que vous mon bon cousin le Prince de Gavres aurez de ma part a negocier en 
Espaigne devers le Roy Monseigneur”, 23 de enero de 1565, AGS, E, leg. 533, s.f.; L. P. Gachard, Correspondance de Marguerite d’Autriche, duchesse de Parme, avec Philippe II, Bruselas, 1867, pp. 539-552 (CCCXLVII). 

33  “Puntos que resultan de las cartas de Flandes”, sin fecha, y “Estos puntos se han sacado de los apuntamientos”, s.f.; ambos documentos con anotaciones de Felipe II, AGS, E, leg. 527, f. 14.

34  “Instruccion de lo que Vos el Prinçipe de Gavres […] aveis de dezir y declarar de mi parte à la Duquesa de 
Parma mi hermana”, dada el 2 de abril de 1565, AGS, E, leg. 527, f. 4; L.P. Gachard y J. Lefèvre (eds.), Correspondance de Philippe II sur les affaires des Pays-Bas publiée d’après les originaux conservés dans les Archives royales 
de Simancas, Bruselas/Tongeren, 1848-1936, vol. I, pp. 346-347 (274). 

había sugerido la conveniencia de realizar allí una consulta suficientemente amplia35, pero 
Felipe II limitó la discusión a “dos o tres obispos” y a algunos consejeros “en número 
pequeño” y de indiscutible celo de la religión católica. Si Felipe II estaba “seguro” de que 
Egmond había sugerido el debate “con buenas intenciones”, otros podían tener intenciones perniciosas36. No está claro si Egmond aludió a una posible convocatoria de Estados 
Generales en sus audiencias con el rey, como probablemente Orange hubiera querido que 
hiciese. Aunque la autorización para negociar cuestiones religiosas fue limitada, Margarita 
de Parma y Egmond aprovecharon la oportunidad de inmediato al “ser uno de los asuntos 
más importantes de la instrucción”. Dos semanas después del regreso de Egmond se enviaron las invitaciones para la reunión, incluso sin consultar con Orange, que en esos momentos estaba en Holanda. En resumidas cuentas, parecía que la misión de Egmond iba a 
provocar alguna modificación efectiva en la severa política contra la herejía vigente en los 
Países Bajos37. Los nueve “sabios” convocados por la gobernadora acudieron al Consejo de 
Estado que se celebró en los días 31 de mayo, 1, 5 y 6 de junio, y estamparon su firma en 
el informe final el día 8 de ese mismo mes38. En sus meticulosas anotaciones del original 
latino que refería lo acaecido en la reunión, Felipe II expresó su satisfacción por la forma 
y el fondo de la consulta39. Sin embargo, Egmond y los grandes nobles se negaron a dar su 
aprobación a la relación del encuentro, pues concluía que, en materia de herejía, no debía 
modificarse la legislación, sino solo la jurisprudencia40. 

Así, aunque Rachfahl y Geevers hayan interpretado la misión de Egmond como una 
artimaña para conseguir más poder, al final la misión tuvo un efecto contraproducente y 
supuso un retroceso para Egmond en varios ámbitos. En primer lugar, incluso antes de su 
regreso a Bruselas, las concesiones obtenidas por el conde habían sido desacreditadas por 
Orange. En segundo, la consulta amplia sobre asuntos religiosos resultó fallida, porque los 
“nueve sabios” concluyeron que no se debían hacer grandes reformas. Y en tercero, si la 
reputación de Egmond ya había sido puesta en entredicho por las restringidas concesiones 
que recibió del rey en la corte, empeoró aun más tras la emisión de las conocidas cartas del 
“Bosque de Segovia” en el otoño de 1565. Estas misivas –fechadas el 17 y el 20 de octubre–, 
contenían la largamente anhelada respuesta oficial a la misión de Egmond y, en ellas, Felipe II descartó la reforma sugerida de la legislación contra la herejía y también rechazó la 


35  
Minutas de la instrucción de Egmont, finales de marzo de 1565, AGS, E, leg. 527, f. 8, con notas de Felipe II: 
“[Egmond] me proponía juntar mucho mas personas por esto”, pero no aprobó la idea por miedo a que ellos 
“moviessen algo como en Francia”; P.D. Lagomarsino, Court Factions, pp. 110-112.

36  
Ibídem, anotando Felipe II: “aunque creo çierto que el las dice con buena intencion, podria que algunos que 
no la tuviessen tal le pusiessen en ello quiza con no buen fin”. 

37  Traducción española del informe sobre la reunión extraordinaria en materia de religión en Bruselas, del 8 de 
junio de 1565: “Siendo uno de las cosas principales de la instrucción de Egmont”, AGS, E, leg. 529, f. 46; carta 
de Egmond a Felipe II, de 15 de mayo de 1565, AGS, E, leg. 530, s.f.

38  Informe original de la reunión (latín), 8 de junio de 1565 AGS, E, leg. 529, ff. 44-45; el resumen francés de L.P. 
Gachard, Don Carlos et Philippe II, Bruselas, 1863, vol. I, 319-320; minutas del Consejo de Estado, Archives 
Générales du Royaume, Bruselas (AGR), Papiers d’État et de l’Audience (PEA), leg. 779, ff. 165, 169 y 170.

39  “Brevis narratio eorum que jussu Regiae Maiestatis ab Ducessa Parmensi… cum aliquibus adhoc evocatis 
super religione, tractata sunt”, con anotaciones de Felipe II, AGS, E, leg. 527, f. 1. 

40  Minutas del Consejo de Estado de 22 y 25 de junio de 1565, AGR, PEA, leg. 779, ff. 174-176.

posibilidad de reformar los “consejos colaterales”. Egmond interpretó la respuesta como 
un ataque personal y, al ver comprometido su honor, aseguró que nunca habría aceptado 
salir de España con esas condiciones. También sostuvo que el rey había hecho declaraciones distintas mientras él estaba en la corte española. Como a Hornes, su estancia en 
la corte del soberano –si bien mucho más breve–, le deparó una amarga decepción. Igual 
que hicieron los otros grandes nobles, Egmond abandonó la corte de Bruselas y se retiró 
a sus estados, negándose a asistir al Consejo de Estado41. Tampoco Felipe II consiguió 
renovar su vínculo con este vasallo malcontento, todo lo contrario. Esta frustración hizo 
que Egmond prosiguiera una línea política muy ambigua durante la Furia Iconoclasta 
de 1566, por lo que el rey y el duque de Alba decidieron castigarle mediante un proceso 
que se llevó a efecto antes de la creación del Tribunal de los Tumultos. Egmond se defendió declarando que él había discutido las cuestiones religiosas con el propio monarca en 
el corte, pero sus argumentos nunca sirvieron como atenuante y, el 5 de junio de 1568, 
Egmond fue ejecutado junto a Hornes en la Plaza Mayor de Bruselas.

II. La misión de Montigny y Berghes (1566)
También la segunda misión a la corte española se originó durante la crisis política de 
los Países Bajos, aunque este viaje, a diferencia del de Egmond, estuvo motivado por una 
causa inmediata. En el otoño e invierno de 1565, las descontentas élites flamencas habían 
consensuado un documento denominado “Compromiso de la Nobleza”, que protestaba 
contra la persecución religiosa “bajo cualquier forma”, ya fuera practicada por obispos, 
inquisidores o tribunales civiles. El 5 de abril de 1566 los compromisarios se dirigieron a 
Bruselas para entregar su “Petición” de reclamaciones a la gobernadora42. En esta ocasión, 
Margarita de Parma prometió enviar algún emisario a la corte española para exponer al rey 
las reivindicaciones contenidas en ella y las posibles medidas que se podían aplicar para 
remediar el descontento43. Los enviados a la corte deberían discutir con el rey tres puntos 
principales: la abolición de la Inquisición (las nominaciones inquisitoriales efectuadas por 
el emperador y aprobadas por el Papa a partir de 1523/1525), la moderación de la legislación religiosa contra la herejía (cuya preparación estaba en curso) y un perdón general 
para cuantos habían respaldado con su firma el “Compromiso de la Nobleza” (que había 
sido sugerido con anterioridad) 44.

Ya antes de recibir esta “Petición” concreta del “Compromiso de la Nobleza”, la gobernadora había convocado una asamblea plenaria extraordinaria de caballeros del Toisón de 

41  
V. Soen, “Between dissent and peacemaking. Nobility at the Eve of the Dutch Revolt (1564-1567)”, Revue 
belge de Philologie et d’Histoire, 86 (2008), pp. 735-758.

42  H.F.K. van Nierop, “A «Beggars» Banquet: The Compromise of the Nobility and the Politics of Inversion”, 
European History Quarterly, 21 (1991), pp. 419-443. 

43  “Copie de la requeste presentée a la Duchesse de Parme ensemble de l’appostille donnée par son Alteze sur 
ladicte Requeste”, Bruselas, Michel de Hamont, 1566; una copia impresa en AGS, E, leg. 529, f. 116.

44  V. Soen, “C’estoit comme songe et mocquerie de parler de pardon. Obstructie bij een pacificatiemaatregel (1566-
1567)”, Bijdragen en Mededelingen betreffende de Geschiedenis der Nederlanden, 119 (2004), pp. 309-328. 

Oro, gobernadores provinciales y miembros de los consejos colaterales en Bruselas. Este 
comité extraordinario también pensaba que un embajador instaría al rey a adoptar una 
postura sobre la Inquisición, la moderación y el perdón general45. Margarita de Parma deseaba igualmente que Felipe II tomara una rápida resolución sobre estos puntos, en especial, sobre los dos primeros. De hecho, la promesa de un embajador a los compromisarios 
ayudaba a la gobernadora en su estrategia para obtener una respuesta clara e inmediata de 
su hermanastro. En ese momento, ella le enviaba cartas por correo expreso para obligarle 
a decidir “avec la célérité que requière une affaire de si très grande conséquence”46.

Según la gobernadora, primero encargó la misión a Egmond, que entonces se negó 
abiertamente basándose en su experiencia anterior. También el segundo candidato, Floris 
de Montmorency47 –barón de Montigny y hermano de Hornes–, parecía reacio a ejecutarla48. Ya en 1562 había realizado una embajada a la corte para negociar sobre la nueva 
división episcopal de los Países Bajos aplicada a partir de 1559 y sobre la cuestión de la influencia de Granvela, misión que no había sido particularmente exitosa49. Desde entonces, 
Montigny había obtenido el título de gobernador de la provincia de Tournai-Tournaisis, 
donde la presencia protestante había aumentado considerablemente pese a contar con un 
obispo. Montigny había mantenido una posición moderada frente a la persecución de la 
herejía. Tras las cartas de Segovia, se limitó a abandonar Bruselas y a retirarse a Tournai, 
declarando que el rey pedía cosas imposibles50. Es probable que, mediante esta misión, 
la gobernadora quisiera neutralizar su influencia en esas importantes regiones fronterizas 
con Francia, donde el calvinismo progresaba tan rápidamente. Al final, Montigny afirmó 
que solo accedería a viajar a España con la condición de que le acompañase el marqués 
de Berghes51.


45  
L. Geevers, Gevallen vazallen, p. 148. 

46  Carta de Margarita de Parma a Felipe II, 12 de junio de 1566, en Barón de Reiffenberg (ed.), Correspondance 
de Marguerite d’Autriche, duchesse de Parme, avec Philippe II, suivie des interrogatoires du Comte d’Egmont et de 
quelques autres pièces, Bruselas, Société des Bibliophiles de Belgique, 1842, pp. 40-57 (X).  

47  Floris de Montmorency, barón de Montigny y de Humbercourt (1527?/1528?-Simancas,  14 de octubre de 
1570). Sobre este personaje, “Documentos relativos a la prision y muerte de Montigny”, en Colección de 
Documentos Inéditos para la Historia de España (CODOIN), vol. 4, Madrid, 1844, pp, 526-566; L.P. Gachard, 
“Floris de Montmorency, baron de Montigny: sa mission en Espagne, son arrestation à Madrid et son supplice au château de Simancas: 1566-1570”, en L.P. Gachard (dir.), Études et notices historiques concernant 
l’histoire des Pays-Bas, Bruselas, 1890, vol. III, pp. 59-95; J. Brouwer, Montigny, afgezant van de Nederlanden 
bij Filips II, Ámsterdam, 1941. 

48  Margarita de Parma a Felipe II, 13 de abril de 1566, AGS, E, leg. 530, s.f; L.P. Gachard y J. Lefèvre (eds.), 
Correspondance de Philippe II, vol. I, pp. 407-408 (369).

49  W.C. Mees, Lamoraal van Egmond, pp. 107-108; B. De Troeyer, Lamoraal van Egmont, pp. 105-107; L. Geevers, Gevallen vazallen, p. 99. 

50  Orange a Margarita de Parma, el 24 de enero de 1566, en Barón de Reiffenberg (ed.), Correspondance de 
Marguerite d’Autriche, pp. 16-18 (V); Margarita de Parma a Felipe II, 26 de febrero de 1566, AGS, E, leg. 530, 
s.f; L.P. Gachard y J. Lefèvre (eds.), Correspondance de Philippe II, vol. I, pp. 396-397 (356). 

51  Margarita de Parma a Felipe II, 13 de abril de 1566, AGS, E, leg. 530, s.f; L.P. Gachard y J. Lefèvre (eds.), 
Correspondance de Philippe II, vol. I, pp. 407-408 (369); “Memoire exhibé a Madama la Duchesse par le 
Baron de Montigny le XXVII d’aprvil 1566”, original con anotaciones de Margarita de Parma realizadas el 29
de abril de 1566, AGS, E, leg. 533, s.f.

Hacia el 
9 de abril, la asamblea extraordinaria ratificó la elección de Jean IV de Glymes, marqués de Berghes y caballero del Toisón de Oro, para tomar parte en la embajada 
a la corte española. De hecho, Berghes era uno de los pocos flamencos que, desde 1548, 
había servido como gentilhombre de la cámara de la casa de Borgoña en la corte del príncipe y posteriormente, en 1566, lo haría en la corte regia. Aunque no había acompañado a 
Felipe II en su regreso a España, sin duda este importante título podía facilitarle contactos 
en Madrid52. Además, Berghes era gobernador de la provincia de Hainaut desde 1560 y, en 
calidad de tal, había desempeñado un papel político importante. Como Montigny, practicó una política muy moderada en materia religiosa, a veces incluso con motivaciones 
anticlericales. En más de una ocasión, el marqués había protestado contra la legislación religiosa rigurosa y se había negado a aplicarla estrictamente en los territorios que se encontraban bajo su mando53. De nuevo, como Egmond y Montigny, Berghes se mostró reacio 
a viajar a la corte española. Primero trató de eludir la obligación con la excusa de que él 
nada sabía sobre los decretos tridentinos ni sobre la reforma de los episcopados54. También 
en este caso, la gobernadora probablemente quiso neutralizar su influencia enviándole a 
la corte. Al menos, algunos informadores españoles dieron a entender que Montigny y 
Berghes estaban mejor en cualquier otra parte que en los Países Bajos55. 

Se planeó que la misión partiera el 
30 de abril de 1566, pero se encontró con un serio 
retraso dos días antes: Berghes resultó herido en un accidente de caza. En un primer 
momento, Montigny esperó a que Berghes se recuperara, aunque, al final, decidió seguir 
adelante de todas formas. El correo con las instrucciones oficiales fue remitido el 29 de 
mayo de 1566, después de que Montigny partiera56. De nuevo en estas instrucciones se 
instaba al rey a acudir a los Países Bajos para abolir la función de inquisidor, en consonancia con un plan concreto de moderación de la legislación religiosa, y conceder un perdón 
general a los compromisarios. Simultáneamente, la propia Margarita informó al rey sobre 
el plan de moderación, que ya había sido enviado a los Estados Provinciales para conocer 
su parecer57. En torno a Pentecostés, Berghes partió para España, aunque durante su viaje 
se detuvo bastante tiempo en la corte francesa de París, donde se entrevistó con el rey 
Carlos IX y la reina madre Catalina de Medici. Un observador subrayó que, probablemente, Berghes estaba esperando a que Montigny negociase todos los asuntos en Madrid 
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Jean de Glymes, marqués of Berghes (1533?-Madrid, 21 de mayo de 1567); R. van Roosbroeck, Nationaal Biografisch Woordenboek, IX (1981), pp. 312-323; W.A. Van Ham, Macht en gezag in het Markiezaat. Een politiekinstitutionele studie over stad en land van Bergen op Zoom (1477-1583), Hilversum, 1999; y J. Martínez Millán 
y S. Fernández Conti (dirs.), La monarquía de Felipe II, vol. I, p. 572 y vol. II, p. 187. 
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Berghes a Margarita de Parma, 8 de enero de 1566, AGS, E, leg. 528, s.f; Barón de Reiffenberg (ed.), Correspondance de Marguerite d’Autriche, pp. 256-259 (LXII) y L.P. Gachard y J. Lefèvre (eds.), Correspondance de 
Philippe II, vol. I, p. 386. 

54  
“Memoire exhibe par monseigneur le Marquis de Berghes le XXVme d’apvril 1566”, AGS, E, leg. 533, s.f y 
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L. Geevers, Gevallen vazallen, p. 149. 

56  “Instruction pour les Marquis de Berghes et Baron de Montigny”, 29 de mayo de 1566, AGS, E, leg. 533, s.f. 

57  Margarita de Parma a Felipe II, 4 de mayo de 1566; Barón de Reiffenberg (ed.), Correspondance de Marguerite 
d’Autriche, pp. 23-31 (VII). 

para que su viaje a España resultara innecesario y redundante58. Da la impresión de que 
la renuencia inicial de Berghes a visitar la corte no había desaparecido un mes más tarde. 
Aunque Margarita rogó continuamente a Montigny que ayudase al rey a salir de su 
“tardance”59, Felipe II utilizó el retraso de Berghes para ganar tiempo y posponer su respuesta oficial al “Compromiso de la Nobleza”. Montigny fue recibido en su primera audiencia el 18 de junio de 1566 y en la segunda tres días después, presionando al rey a tomar 
decisiones rápidas. Las instrucciones que llevaba no tardaron en ser debatidas por los consejeros flamencos presentes en Madrid: Charles Tisnacq –el anterior guardasellos de los 
Países Bajos en Madrid–, Joachim Hopperus –su sucesor–, y Josse Courteville, secretario 
de los asuntos de los Países Bajos. Además, el rey presidió algunas deliberaciones de los 
cuatro miembros permanentes del Consejo de Estado, a las que también fueron convocados Tisnacq, Hopperus y Courteville. Como Liesbeth Geevers ha demostrado, esta toma 
de decisiones excepcional no conllevó mayor apertura, puesto que Montigny fue apartado 
deliberadamente de las reuniones y de la correspondencia intercambiada entre Madrid y 
Bruselas60. Un mes más tarde, el 20 de julio de 1566, Montigny y Berghes expusieron el 
contenido íntegro de sus instrucciones en el Real Sitio de Valsaín. Montigny advirtió al 
rey sobre el peligro de una guerra civil, “dont la France peut servir d’exemple”61. Sin embargo, ni a Montigny ni a Berghes se les permitió después participar en la siguiente sesión 
del Consejo de Estado celebrada el 22 de julio para conferir sobre los diferentes puntos 
de su comisión. Ambos nobles, pero en especial Montigny, se sintieron deshonrados. 
Montigny protestó alegando su condición de caballero del Toisón de Oro, cuyo deber era 
aconsejar al rey. Se sintió todavía más deshonrado cuando los juristas Courteville, Hopperus y Tisnacq fueron autorizados de nuevo a participar en la reunión62. La presencia física 
en la corte no garantizaba mayor participación en el proceso de toma de decisiones, una 
lección que Egmond había recibido el año anterior.

Las respuestas oficiales a la misión de Montigny y Berghes fueron sumamente ambiguas; en realidad, ni siquiera reflejaban las decisiones tomadas en el Consejo de Estado. 
De hecho, el Consejo había rechazado todas las reivindicaciones contenidas en los “tres 
puntos”. Sin embargo, en una carta oficial de 31 de julio de 1566 dirigida a Margarita de 
Parma, Felipe II declaró su conformidad sobre la abolición de la función de inquisidor, 
la moderación de las leyes religiosas y la concesión del perdón general. No obstante, era 
preciso clarificar más estos tres puntos, por lo que no se podía tomar ninguna decisión 
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Assonleville a Granvela, 30 de junio de 1566, AGS, E, leg. 903, s.f; E. Poullet (ed.), Correspondance du cardinal 
Granvelle, 1585-1586, Bruselas, 1877, vol. I, pp. 341-345 (LXXXVII). 
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61  “Memorial pour sa Majesté sur les affaires de Flandres du Seigneur de Montigny du 20 Juillet 1566 au Bosque 
de Segovia”, AGS, E, leg. 533, s.f.

62  L.P. Gachard, Don Carlos, vol. II, pp. 365-366.  

apresurada63. El rey aclaró más esta respuesta ambivalente en una carta personal del 2 de 
agosto64. Probablemente, estas concesiones se hicieron cuando las noticias de la primera 
predicación pública calvinista que se efectuaba en los Países Bajos llegaron a Madrid por 
esas mismas fechas65. Luego, el 9 de agosto de 1566, el rey ordenó registrar una declaración 
secreta de las concesiones realizadas los días anteriores, declarando que se habían tomado 
“bajo presión” y podían, por eso, ser revocadas66. En otra carta de 12 de agosto, dirigida a 
su embajador en la Santa Sede, Felipe II modificó más sus condiciones para efectuar las 
concesiones67. Geoffrey Parker señaló la ambigüedad de las concesiones y la simultánea 
movilización militar68. Solo el 2 de agosto de 1566 (por tanto, después haberse redactado la carta personal dirigida a Margarita), Montigny y Berghes fueron informados por 
Courteville, ni siquiera por el rey. Según su secretario, Montigny había declarado que esas 
concesiones no eran suficientes ni estaban aseguradas (como de hecho sucedía)69. Además, 
Montigny escribió a la gobernadora que incluso Hopperus reconocía que las concesiones 
eran confusas, especialmente las que contemplaban la posibilidad del perdón70. Pese a 
ello, Hopperus y Tisnacq habían presionado a Montigny diciéndole que la nobleza no se 
había esforzado lo suficiente para defender las estipulaciones del Concilio de Trento71. En
cualquier caso, la “tardance” del rey había polarizado los disturbios religiosos en los Países 
Bajos. Cuando la respuesta oficial llegó a Bruselas, ya había estallado la Furia Iconoclasta. 
En tales circunstancias, incluso las pequeñas concesiones parecían redundantes.

Si para Egmond su misión fue, de algún modo, un precedente de su caída en desgracia, 
para Berghes y Montigny la embajada desencadenó su caída individual y también la de 
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leg. 901, f. 76; L. Serrano (ed.), Correspondencia diplomática entre España y la Santa Sede durante el pontificado 
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sus linajes. Aunque Margarita de Parma habría preferido tener a Montigny y a Berghes 
de vuelta en los Países Bajos durante y después de la Furia Iconoclasta, Felipe II se negó 
a concederles licencia para regresar. Berghes murió en Madrid el 21 de mayo de 1567 tras 
ocho días de altas fiebres, extinguiéndose con él el linaje Glymes-Berghes. Por su parte, 
Montigny fue arrestado en la corte regia al tiempo que Egmond y Hornes eran arrestados en 
los Países Bajos. Mientras el proceso contra Egmond y Hornes se sustanció rápidamente, el 
proceso contra Montigny se hizo interminable y estuvo lleno de incertidumbres jurídicas 
y burocráticas. A su vez, el barón trató de huir de su prisión en Segovia. Su mujer, Helena 
de Melun, suplicó clemencia una y otra vez. Finalmente, Montigny fue encarcelado en 
el castillo de Simancas, donde fue ejecutado tras recibir confesión y acatar los decretos 
tridentinos72. Con su muerte, el 14 de octubre de 1570, también la rama MontmorencyNevele desapareció, ya que su hermano Hornes había muerto sin descendencia y el hijo 
de Montigny, Felipe, había fallecido en 156873. La estancia en la corte no deparó prestigio 
o promoción social a ninguno de los dos hermanos Montmorency. Sin embargo, sus 
ejecuciones se convirtieron pronto en el símbolo de la mayor quiebra de confianza surgida 
entre Felipe II y sus vasallos en los Países Bajos. La misión fue concebida para lograr la 
pacificación de los disturbios de los Países Bajos, pero contribuyó a polarizar los conflictos 
políticos y religiosos de las provincias.

III. El viaje de Havré a la Corte (1575-1576)
En los disturbios que se registraron en los albores de la revuelta de los Países Bajos, las 
misiones al rey no produjeron los resultados esperados. Hasta entonces habían resultado 
perjudiciales para Egmond, Montigny y Berghes. Ni en términos de patronazgo ni de 
comunicación, las misiones a la corte habían tenido éxito; en lugar de eso, habían complicado el proceso de toma de decisiones. Con Alba de gobernador (1567-1573), las misiones del gobierno de Bruselas a la corte española fueron temporalmente desechadas. Solo 
delegaciones de los Estados Provinciales viajaron a la corte española para protestar contra 
el impuesto del “décimo”. Con el gobierno del Gran Comendador de Castilla de la Orden 
de Santiago, Luis de Requesens, desde finales de 1573, las misiones políticas parecieron de 
nuevo una herramienta necesaria para complementar la comunicación tradicional entre 
Bruselas y Madrid. Particularmente en el contexto de las negociaciones de paz con los 
“Estados libres” de las provincias de Holanda y Zelanda (y sus aliados) en Breda en 1575, 
un consejo extraordinario celebrado en el mes de junio sugirió enviar de nuevo alguien a 
la corte española para informar al rey sobre las discusiones mantenidas con los “rebeldes”74. 
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El duque de Alba a Mateo Vázquez, 28 de enero de 1576, Instituto Valencia de Don Juan (IVDJ), envío 6, 
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74  “Summario general del paresçer de los obispos, governadores, presidentes y otros convocados por el Comendador Mayor en respecto de lo que se ha tratado con los rebeldes, hasta los XXV de Junio 1575”, AGS, E, 
leg. 2.842, s.f. Para entonces, Requesens ya había enviado a su secretario Domingo de Zavala a Madrid para 

Cuando se le invitó a viajar a España, el duque de Aarschot, Philippe de Croÿ, rechazó 
ir a la corte alegando que “la misión de Berghes y Montigny tampoco había dado ningún 
resultado”75. Aunque también procedía de una familia noble distinguida, Aarschot había 
permanecido durante mucho tiempo a la sombra del triunvirato Oranges, Egmond y 
Hornes. De algún modo, la familia Croÿ parecía haber sido excluida de la corte y el consejo con la llegada al trono de Felipe II. Aarschot tan solo fue elegido caballero del Toisón de 
Oro y no recibió ninguna otra función cortesana o de gobierno. Algunos habían sugerido 
que la mala reputación que la familia tenía en Castilla desde la guerra de las Comunidades 
podía haber sido la causa76. Únicamente para contrarrestar la influencia del triunvirato de 
malcontentos, Felipe II decidió nombrarle miembro del Consejo de Estado de Bruselas 
en 1565. Con Egmond y Hornes ejecutados y Orange como líder de la revuelta, Aarschot 
tenía el campo cada vez más libre para perfilarse como la contraparte leal de Orange, de 
modo que de nuevo continuó la vieja rivalidad entre las familias Nassau y Croÿ. Probablemente por eso, Aarschot quería permanecer en Bruselas para mantener su poder. Sin 
embargo, ofendió a Requesens al rechazar dirigirse a él como “Su Excelencia”77. Más tarde, 
Requesens apuntó que él hubiera preferido encarcelar al duque de Aarschot, pero que se 
abstuvo de hacerlo para no disgustar a nadie78.

En este contexto, resulta sorprendente comprobar que el hermanastro de Aarschot, 
Charles-Philippe de Croÿ, barón de Havré79, solicitó permiso para ir a la corte española. 
¿Se trataba de una estrategia familiar para ganar en ambos frentes, en Bruselas y Madrid? 
En cualquier caso, no cabe duda de que Havré estaba preparado para asumir mayor poder 
político. En 1570, contrajo matrimonio con Diane de Dommartin, viuda del conde de 
Fontenoy-le-Château en Lorena. Cuando, en 1575, el rey francés Enrique III contrajo 
matrimonio con su “cousine germaine” –su prima Louise de Vaudémont o Luisa de 
Lorena–, Havré se sintió enormemente orgulloso y dispuesto a afianzar su posición80. Así 
que partió para la corte española con una carta de recomendación que aseguraba que era 
un “buen hijo” de la honorable Casa de Croÿ y merecía un título nobiliario81. En la 
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docs. 48 y 49; V. Soen, “Philip’s Quest. The Appointment of Governors-General during the Dutch Revolt 
(1559-1598)”, BMGN/Low Countries Historical Review, 126 (2011), pp. 3-24, especialmente pp. 23-24. 
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80  Requesens a Felipe II, 12 de marzo de 1575, AGS, E, leg. 568, s.f ; L.P. Gachard y J. Lefèvre (eds.), Correspondance de Philippe II, vol. III, pp. 267-276 (1453).

81  Carta autógrafa de Requesens a Felipe II, 13 de mayo de 1575, AGS, E, leg. 562, f. 78; copia de una carta de 
Requesens a Diego de Zúñiga, 24 de febrero de 1575, AGS, E, leg. K1.537, doc. 15. A Havré lo acompañaba 

audiencia celebrada con el rey el 
19 de agosto de 1575, solicitó una larga lista de favores 
personales82. Los miembros madrileños de la recién creada Junta de Flandes desconfiaban 
de que Havré “únicamente” viajara a España para besar las manos del rey. Su reacción 
resulta comprensible, porque Enrique III había intercedido una y otra vez por la causa de 
los nobles en los Países Bajos. Aun así, consintieron en concederle el título de marqués de 
Havré, su señorío de Hainaut, y nombrarle gentilhombre de la cámara83. Esta vez, el viaje 
a la corte sí deparó promoción social.

Aunque la Junta de Flandes recelaba de algún modo de las intenciones de su viaje a la 
corte, le fue confiada una misión de paz a Flandes. Durante mucho tiempo, el jurista y 
guardasellos Joachim Hopperus había sugerido enviar a alguien desde la corte para difundir el deseo de paz del rey en los Países Bajos84. En este guión, el enviado de paz tenía que 
convocar el Consejo de Estado de Bruselas y leer en él las cartas reales con los “verdaderos 
remedios”, que idealmente debían comportar la abolición del “décimo” y del Tribunal de 
los Tumultos, además de una sustanciosa suma para repartir entre las tropas amotinadas. 
Durante seis meses, se barajó la idea de que el guardasellos Hopperus y Havré –jurista y 
noble–, volvieran juntos a los Países Bajos con tan reconciliadoras promesas. El retraso 
de esta misión complicaba más el panorama en Bruselas, pero la repentina muerte de Requesens, el 5 de marzo de 1576, modificó de nuevo el planteamiento de Madrid. Entonces 
el rey prefirió que el guardasellos Hopperus permaneciera en la corte regia para preparar 
los documentos necesarios. Los remedios tenía que llevarlos el nuevo gobernador general, 
don Juan de Austria, en su lugar85. Havré no se mostró satisfecho con este cambio de 
rumbo y declaró que él quería llevar los “verdaderos remedios” a los Países Bajos, pero no 
lo logró86. 

Por eso, cuando finalmente Havré llegó a los Países Bajos, el 
30 de julio de 1576, solo 
pudo dar la noticia de que don Juan sería el nuevo gobernador de sangre real y portaría los 
“verdaderos remedios” que restaurarían el esplendor alcanzado en las provincias en tiempos del emperador Carlos V87. Aunque la oposición leal de los Países Bajos había anhelado 
un gobernador de sangre real, la promesa parecía muy decepcionante. Hasta el cardenal 
Granvela estaba desilusionado con esta insignificante comisión encomendada a Havré. 
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Supuestamente, el cardenal reconoció entre lágrimas que la comisión de Havré llevaría a 
las provincias a la completa desesperación, porque se había prometido muchas veces a los 
flamencos que llegarían los “verdaderos remedios”, pero nunca llegaban88. En definitiva, 
aunque Havré había logrado ascender socialmente mediante su estancia en la corte regia, 
no consiguió la satisfacción ni la pacificación política que Felipe II esperaba proporcionar 
a las provincias mediante el nombramiento de su hermanastro.

El temor de la corte española a la influencia de los Croÿ no tardaría en justificarse. 
Desde noviembre de 1576 en adelante, Aarschot y Havré se perfilaron como mediadores 
entre don Juan de Austria y los desafiantes Estados Generales, en lugar de actuar como 
meros cabecillas de la nobleza leal de las provincias89. Felipe II se decepcionó tanto con 
los Croÿ que rehusó a escribirles ninguna carta más en ese período. Sin embargo, estas 
negociaciones de paz condujeron al Edicto Perpetuo de febrero de 1577. El papel mediador de los Croÿ fue recompensado con altos cargos en la corte y con el nuevo gobierno 
de don Juan. Pese a ello, Aarschot y Havré le abandonaron después de tomar la ciudadela 
de Namur en julio de ese mismo año, causando gran consternación y pesar en el partido 
leal. Luego movilizaron a un grupo de nobles y élites políticas para solicitar al hermano 
del emperador que ocupase el cargo de gobernador de los Países Bajos. Este intento de 
convencer a Matías de Austria tuvo éxito, pero la influencia de Aarschot fue neutralizada 
al ser arrestado en Gante en octubre de 1577. De nuevo, la estancia en la corte no aseguraba una lealtad duradera. Solo más adelante, en el contexto de las negociaciones de paz 
de Colonia de 1579, Aarschot y Havré se reconciliaron de nuevo con el rey, y aunque a 
Felipe II le complació su vuelta al partido leal, mantuvo reservas hacia la familia. En 1590, 
cuando Aarschot solicitó viajar a España y besar las manos del rey en la corte, Felipe II se 
negó a autorizar el viaje90.

IV. La misión de Rassenghien (1576)
Al Consejo de Estado le disgustó mucho el limitado alcance de las concesiones anunciadas por el marqués de Havré a finales de julio de 1576. Tras la muerte de Requesens, sus 
miembros habían asumido el gobierno del territorio de forma transitoria, hasta la llegada 
de don Juan de Austria91. Sin embargo, las nuevas competencias del Consejo de Estado 
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resultaban paradójicas. Como demostró la misión de Egmond, en la década de 
1560 la 
alta aristocracia anhelaba mayor peso en el gobierno del aristocrático Consejo de Estado, 
pero el rey se lo negó mediante las cartas de Segovia de octubre de 1565. Sin embargo, once 
años después tampoco los consejeros de Estado estaban lo bastante satisfechos con sus 
posibilidades de llevar las riendas del gobierno. Se vieron obligados a dejar importantes 
decisiones a su sucesor y se toparon con una tesorería vacía, incapaz de pagar a las tropas 
amotinadas. Cuando el marqués de Havré llegó a los Países Bajos con el anuncio de que 
solo el nuevo gobernador devolvería la situación al estado que presentaba bajo Carlos V,
el Consejo de Estado se sintió amargamente decepcionado por la escasa ayuda de Madrid. 
La solución adoptada fue tan tradicional como simple: uno de los consejeros informaría 
al rey personalmente para conseguir más concesiones. Así, Felipe II tomaría conciencia de 
los “extremos términos” y de que era necesario “no difirir un día ni hora más de embiar 
los verdaderos remedios tan desseados”92. Las motivaciones diplomáticas del Consejo de 
Estado presentaban entonces una notable consonancia con las anteriores de Margarita de 
Parma y Requesens. 

Para la nueva misión a Madrid, el Consejo eligió, a finales de agosto de 
1576, a Maximilien Vilain, barón de Rassenghien, su miembro más reciente93. Provenía de una adinerada familia del patriciado urbano de Gante, como indicaba su sobrenombre: Maximilien 
de Gand. Como era frecuente en los altamente urbanizados Países Bajos, esta familia 
patricia había obtenido el estatus nobiliario; el padre de Rassenghien incluso había ejercido de vicealmirante de Flandes. El propio Maximilien Vilain había sido gentilhombre 
de la boca de la casa de Borgoña entre 1556 y, como mínimo, 157494. Sin embargo, en la 
documentación relacionada con su misión a la corte de 1576 no se hizo especial referencia 
a este oficio cortesano. Pese a poseer un título cortesano, Rassenghien solo había recibido 
el relativamente insignificante cargo de gobernador o grand bailli de las ciudades de Aalst 
(Alost) y Geraardsbergen (Grammont) en 1561. No obstante, él pareció superar esta posición secundaria gracias a la lealtad incondicional que manifestó cuando otros nobles mayores y menores protestaron contra la persecución religiosa desde 1565. Pronto recibió en 
ínterin el gobierno del Flandes Gallicante (las castellanías de Lille-Douai-Orchies) y luego 
fue confirmado en este último cargo por el duque de Alba. También obtuvo el mando de 
una bande d’ordonnance, una de las unidades de tropa permanentes del gobierno central95. 
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En agosto de 
1572, cinco meses después de la exitosa invasión de Holanda y Zelanda 
por los Mendigos (los Gueux), Rassenghien escribió una carta a Felipe II ofreciendo su 
consejo “comme son très-humble, très obéissant, fidel et affectioné serviteur et vassal au 
service de Vostre Majesté” con la esperanza de que el rey tomara a bien “le zèle que j’ai à 
son service”. Pretendía que el rey remediara la falta de disciplina de sus tropas, pensara en 
la posibilidad de negociar con los rebeldes y viajara a los Países Bajos96. La carta, aunque 
formulada como servicio al rey, mostraba una franqueza notable.

Rassenghien llegó a ocupar una posición de vanguardia durante el gobierno de Requesens. Entonces recibió el nombramiento de gobernador de la provincia de Artois, aunque 
en ínterin97. El barón continuó abogando por las negociaciones de paz y, al menos en una 
ocasión, su consejo fue remitido por el gobernador al rey98. Sus peticiones de paz también 
le convirtieron en el principal diplomático leal para las conversaciones de Breda de 1575. 
Presionó insistentemente a Requesens para realizar más concesiones, incluyendo el ius migrandi para los protestantes. Sin embargo, cuando el gobernador le pidió viajar a España 
para mediar ante el rey, se negó, igual que había hecho el duque de Aarschot en su momento99. Aun así, Rassenghien recibió el título de consejero de Estado y el de presidente 
(chef ) del Consejo de Finanzas de Bruselas en enero de 1576. De esta forma, Rassenghien 
completó un impresionante cursus honorum en menos de dos años: era gobernador del 
Flandes Gallicante y de Artois y fue designado miembro del Consejo de Estado y del 
Consejo de Finanzas. De obtener nombramientos para desempeñar cargos locales pasaba 
a obtener nombramientos para ejercer cargos regionales y generales de gobierno. El por 
qué fue elegido precisamente Rassenghien para la misión de 1576 no está del todo claro, 
pero sus instrucciones –de las que solo se conserva una relación en español–, eran poco 
ambiguas al respecto. Parecía necesario enviar a España “una persona de autoridad” que 
informara a Felipe II de lo que realmente sucedía y, en ellas, los miembros del Consejo de 
Estado también pedían al rey que no escuchara ningún otro consejo contrario, únicamente lo que Rassenghien le manifestara100.

Poco después de que Rassenghien abandonara los Países Bajos, a finales de agosto 
de 1576, las cosas empeoraron en Bruselas. El 4 de septiembre, los miembros del Consejo de Estado fueron encarcelados, muy probablemente por diputados de los Estados de 
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Brabante101. Un observador de los hechos envió cartas al rey y también a Rassenghien para 
“informarle” de lo que había sucedido en su tierra natal. Este mismo observador confesó 
al embajador francés que esperaba que: 

“el pobre cavallero no se pierda, porque se ha ydo alla con muy differente esperanza 
del successo que han tenido las cosas después de su ausençia y podría ser causa de que tratasse con Su Magestad en conformidad de su commission muy differentemente de lo que 
conviene a lo que ha succedido después de su partida”102. 

Enseguida se convocaron Estados Generales en Gante sin permiso real. Rassenghien 
informó al monarca de la nueva situación, pero le pidió avanzar, tan pronto como fuera posible, los “verdaderos remedios”, según habían sido discutidos con anterioridad103. 
También fue éste el consejo de Hopperus frente al nuevo orden de cosas104. Sin embargo, 
el estatus de Rassenghien como fuente fiable de información y consejo había disminuido 
por la radicalización de los acontecimientos tras su partida.

No obstante, la intensificación del conflicto en los Países Bajos indujo realmente al 
rey a proceder con mayor rapidez. Don Juan ya había solicitado viajar a los Países Bajos 
en marzo. Como primero se había desplazado a la corte y todavía se hallaba en ella, fue 
presionado para dejarla cuanto antes. Hopperus había sugerido que don Juan podía viajar con Rassenghien para trasladar los “verdaderos remedios” a los Países Bajos, yendo el 
nuevo gobernador acompañado:   


“juntamente de algunos gentileshombres de los dichos Payses, sin llevar consigo 
absolutamente ninguna persona desta naçion [española] de consejo ni de pluma, porque el 
tiempo lo requiere assí enteramente, que la presençia de don Juan será quasi la mitad del 
remedio con tal que llegue a tiempo”. 

Si esta opción no era viable, Rassenghien partiría tan pronto como fuera posible  para 
anunciar la llegada del nuevo gobernador y con “los dichos verdaderos remedios, con poder que paresçiendo neçessario se pongan en execuçion, sin esperar la venida del sr. don 
Juan con los demás del consejo d’estado”. Y uno de los dos tendría que llevar los fondos 

101  
Tras el encarcelamiento del Consejo de Estado, el consejero Gerónimo de Roda, que consiguió escapar, se 
autoproclamó la única autoridad legítima que actuaba en nombre del rey, G. Janssens, Brabant in het verweer, 
pp. 292-297; M. Baelde, De collaterale raden, p. 207; E. Rooms, “Een nieuwe visie op de gebeurtenissen die 
geleid hebben tot de Spaanse Furie te Antwerpen 4 november 1576”, Bijdragen tot de Geschiedenis, (1971), pp. 
31-56; y J. Versele, “Gerónimo de Roda”, Nouvelle Biographie Nationale, VII (2003), pp. 119-121.

102  
Traducción española de una carta de Philippe de Recourt a Diego de Zúñiga, de 6 de septiembre de 1576, 
donde se menciona que Recourt ya había enviado cartas tanto al rey como a Rassenghien, AGS, E, leg. 
K1540, doc. 27.

103  
Carta original de Rassenghien a Felipe II, 6 de octubre de 1576, AGS, E, leg. 566, f. 41.

104  “Paresçer tocante los verdaderos remedios para la paçificaçion de los payses Baxos, y la applicaçion dellos, 
traduzido de Françes en XXIIJ de septiembre 1576”, AGS, E, leg. 2.842, s.f.

necesarios para pagar a tropas cargadas de atrasos105. Al final, el rey optó por una tercera 
opción: envió a don Juan a Flandes y retuvo a Rassenghien algunas semanas más en la 
corte para elaborar los “despeches principalles” relativos a la pacificación de los Países Bajos, un proceso que había sido abordado y demorado a lo largo del último año y medio106.

El
 30 de octubre de 1576 Rassenghien pudo viajar a los Países Bajos con una impresionante lista de documentos. La primera serie de despachos contenía “les vrays remedes”, en 
esta ocasión firmados por el propio monarca. Esta serie contenía una instrucción general 
sobre la pacificación de los Países Bajos que incluía un perdón general, una instrucción 
particular para remediar la situación en las ciudadelas de Amberes y Gante, las apostillas 
reales a la carta de los Estados Generales de 1574 y varias cartas dirigidas a los Estados 
y a las principales personalidades de las provincias informándoles sobre el conjunto de 
medidas. En la segunda serie de documentos, Rassenghien llevaba una nueva “acte pacificatoire en patente”. Sin embargo −y en consonancia con lo sucedido antes-, el gobernador 
general de los Países Bajos tendría la última palabra sobre el acta de pacificación. Aunque 
don Juan debería consultar al Consejo de Estado, podía “regarder si et comment il conviendra d’en user en tout ou en partie”107. Pese a esta larga lista de cartas y estipulaciones, 
Rassenghien no viajó personalmente con todos los documentos. El 5 de noviembre, el 
chambelán Baptiste du Bois partió con otro conjunto de documentos que incluía, entre 
otras cosas, tres instrucciones sobre la “bonne conduicte dudict gouvernement”, una general, otra particular y una tercera sobre el Consejo de Estado.

La llegada de Rassenghien y de Baptiste du Bois provocó sentimientos encontrados 
en los Países Bajos. Los Estados Generales –respaldados ahora por el tratado de paz entre 
provincias conocido como “Pacificación de Gante”–, no se tranquilizaron por las promesas generales de pacificación del monarca, sobre todo, porque no incluían la retirada de 
las tropas extranjeras, tal y como ellos habían concluido en el tratado. Entonces don Juan 
consideró que Rassenghien era el diplomático ideal para entablar nuevas negociaciones 
con los Estados Generales. De Schepper ha contextualizado esta decisión sin mencionar 
la misión de Rassenghien a Madrid, que él desconocía. Solo alude a sus negociaciones 
previas con los Estados Generales en Breda de 1575108. Además, don Juan pensó que Rassenghien podría formular mejor la opinión del rey sobre la “pacificación” en general. De
esta forma, Rassenghien medió entre los Estados Generales y don Juan, urgiéndoles a 
comenzar a negociar en Huy, una localidad del principado de Lieja. No parece que Ras

105  
Para las últimas citas, “Paresçer tocante los verdaderos remedios para la paçificaçion de los payses Baxos, y la 
applicaçion dellos, traduzido de Françes en XXIIJ de septiembre 1576”, AGS, E, leg. 2.842, s.f; véase también 
la carta original de Rassenghien a Felipe II, 6 de octubre de 1576, AGS, E, leg. 566, f. 41.

106  
Carta original de don Juan de Austria al duque de Sessa, 18 de octubre de 1576, BFZ, Altamira, carpeta 37, 
doc. 104.

107  “Acte pacificatoire en patente dresse depuis en deux formes l’une et l’autre en parchemin signe de ma main 
et seelee de mon grand sceau”, Felipe II a don Juan de Austria, 30 de octubre de 1576, AGR, PEA, leg. 1222, f.
12; L.P. Gachard y J. Lefèvre (eds.), Correspondance de Philippe II, vol. IV, pp. 450-452. El acta de “pacificación 
general” está editada en este mismo vol. IV, pp. 460-462. 

108  H. de Schepper, De Kollaterale Raden, pp. 377-382. 

senghien despertara especial desconfianza a los Estados Generales, pero le excluyeron de 
la negociación del Edicto Perpetuo, en la que, como se ha visto, los Croÿ asumieron el 
protagonismo de la mediación diplomática. 

Aunque la misión a la corte regia aportó a Rassenghien un reconocimiento adicional 
como diplomático, siguió sin asegurar la completa lealtad a la causa de los Habsburgo. 
Como Aarschot, tampoco Rassenghien siguió a don Juan cuando se apoderó de la ciudadela de Namur. De nuevo como Aarschot, Rassenghien fue encarcelado en Gante y 
durante mucho tiempo retenido en Dendermonde. Más adelante, retomó su gobierno 
de Lille-Douai-Orchies, pero sin colocarse inmediatamente del lado del partido favorable 
a los Habsburgo. Sin embargo, fue uno de los primeros nobles que se reconciliaron con 
Felipe II algún tiempo después, allanando de esta manera el camino para la reconciliación 
sobrevenida en la Unión de Arras de 1579. Para Rassenghien, el servicio al rey se materializó, al mismo tiempo, en consejo y oposición leal.

Conclusiones
En las monarquías compuestas de la Edad Moderna, las misiones de la periferia a la 
corte regia formaban parte indispensable de la política. Las embajadas garantizaban momentos de intensa comunicación y patronazgo entre el rey y sus vasallos, necesarios para 
mantener unidos esos vastos y dispersos territorios. Las misiones encarnaban el carácter 
burocrático y personalista del estado moderno. El diplomático era comisionado con instrucciones oficiales, pero, al mismo tiempo, actuaba de acuerdo con un deber personal: el 
deber del vasallo que servía a su soberano. Con todo, en periodos de descontento político 
una misión diplomática fallida a la corte podía agravar la crisis en lugar de resolverla. Es 
lo que ocurrió antes y durante la primera década de la revuelta de los Países Bajos. En
lugar de aliviar la presión política, las misiones de nobles flamencos a la corte española 
provocaron una mayor y más profunda decepción en las élites de las provincias. Ya antes 
del estallido de la revuelta, la corte española no logró convertirse en un foco de atracción 
para las élites de los Países Bajos. Así, el único gran noble presente en la corte, el conde de 
Hornes, decidió regresar a Flandes menos de dos años después de llegar a Madrid. Desde 
luego, esta contribución demuestra que también en vísperas de la revuelta y durante la 
primera década, las estancias temporales de nobles flamencos en la corte no tuvieron éxito 
ni en lo que respecta a la integración de dichos territorios en la Monarquía Hispánica en 
general, ni en la pacificación de la revuelta de los Países Bajos en particular.

En teoría, una misión encomendada a la corte podía proporcionar un servicio 
honorable al rey, pero en la práctica constituía una empresa difícil. Todos los nobles 
flamencos dudaron en aceptarla; algunos incluso se negaron rotundamente a viajar a 
España. La reticencia del conde de Egmond, en 1565, se ha justificado durante mucho 
tiempo aludiendo a sus propias intrigas para ganar poder, pero también puede ser 
interpretada como temor a abandonar Bruselas y deseos de dejar el camino libre al 
príncipe de Orange y al conde de Hornes. La decepción por la respuesta oficial obtenida 
en este primer viaje llevó a Egmond a negarse a viajar a España por segunda vez en 1566. 
También en esas fechas el barón de Montigny se mostró renuente a viajar por segunda vez 
a la corte. Su compañero Berghes, incluso quiso evadir su misión ofreciendo, primero una 
lista de excusas sobre sus carencias diplomáticas, y luego, retrasando su llegada a la corte. 
El duque de Aarschot y el barón de Rassenghien declinaron viajar a la corte cuando el 
gobernador Luis de Requesens se lo pidió en 1575. En esta secuencia, solo el marqués de 
Havré parece ser la excepción a la regla, al desear trasladarse a la corte del rey por iniciativa 
propia.

Se pueden extraer conclusiones en dos niveles diferentes. En primer lugar, esta reticencia confirma la conclusión de Liesbeth Geevers a propósito de la comunicación entre 
España y los Países Bajos durante el periodo 1559 y 1567: los aristócratas flamencos parecían mostrar mayor interés en la política y en los recursos de patronazgo de las Diecisiete Provincias que en los de España. Para estos grandes nobles, la corte de Bruselas se 
presentaba como locus de poder y patronazgo más importante que la corte española. Así, 
si ya esta tendencia parecía perceptible antes de la revuelta, la negativa inclinación hacia 
la península ibérica no hizo más que agudizarse durante el conflicto. Es más, al menos 
en el caso de Montigny y Berghes, se podría argumentar que fueron enviados a España 
exactamente para neutralizar su influencia en los Países Bajos. Una misión a la corte podía 
ser empleada, de hecho, como medio para contrarrestar poder al emisario, en lugar de 
servir como medio de apoderamiento personal. Por eso, los nobles flamencos parecían 
estar más dispuestos a servir al rey mediante consejo prestado en Bruselas, gobierno de 
sus provincias o, más adelante, mando de tropas en los escenarios militares de la revuelta 
de los Países Bajos.

En segundo lugar, es evidente que, durante el periodo analizado, una misión encargada a la corte se hizo cada vez menos atractiva como medio de servir al rey. Todos los nobles 
acabaron decepcionados con las relativamente escasas audiencias obtenidas con Felipe II, 
los largos retrasos y las ambivalentes respuestas recibidas del monarca y sus consejeros. El
dinero y tiempo invertidos en el viaje a España no parecían dar resultados en términos 
de poder, honor o prestigio individual. En este sentido, no es de extrañar que Aarschot 
rechazara viajar aduciendo “que la misión de Berghes y Montigny no había dado resultado 
alguno”109. Aarschot también utilizó su alto rango para evitar ir a la corte regia. Además, 
las ejecuciones de Egmond y Montigny pusieron de manifiesto los verdaderos riesgos que 
conllevaba mediar en los conflictos religiosos y políticos. Para Montigny y Berghes, la misión incluso provocó el fin de su linaje. El temor al arresto llegó a ser real y cercano. También la misión de Havré y Rassenghien, que pareció proporcionar algunos remedios para 
el conflicto, se consideró tardía e insignificante. En suma, las misiones precedentes habían 
creado una atmósfera de desconfianza, antes que un incentivo para ir a la corte. No es de 


109  Requesens a Felipe II, 29 de junio de 1575, AGS, E, leg. 562, s.f; L.P. Gachard y J. Lefèvre (eds.), Correspondance de Philippe II, vol. III, pp. 329-337 (1487). 
extrañar tampoco que el Acta de Abjuración de 
1581 acusara repetidamente al rey de no 
escuchar el consejo de los Países Bajos, incluso cuando grandes nobles como Egmond y 
Montigny lo dieron oral y personalmente en la corte. También en la Apología de Guillermo de Orange las misiones de los nobles flamencos fueron utilizadas para denunciar la 
hipocresía de Felipe II, que declaraba cosas diferentes de palabra y por escrito110. Entonces, 
en 1581 como muy tarde, las embajadas fallidas ya formaban parte de la propaganda contra 
el rey. Posteriormente, se plantearon de nuevo temores parecidos. En el contexto de la 
crisis de descontento nobiliario de 1632 y una vez abortada la conjura protagonizada por 
ciertos miembros de la nobleza, el duque de Aarschot, Charles-Philippe de Arenberg, fue 
enviado a la corte de Madrid en 1633. Poco después, fue encarcelado y también él murió 
en prisión algunos años después111. 

En tales circunstancias, resulta sorprendente que los flamencos que habían pasado 
un tiempo considerable en la corte sirviendo en la guardia flamenca de corps, parecieran 
mucho más dispuestos a ser enviados con una misión de paz a los Países Bajos durante 
la revuelta. Por ejemplo, el barón de Selles, que había sido teniente-capitán de la guardia 
flamenca, sirviendo primero bajo las órdenes de Hornes, y en tal condición había ofrecido 
consejo para pacificar los Países Bajos. En 1577-1578 fue enviado efectivamente con una 
misión a los Países Bajos. Felipe II creyó que su larga estancia en la corte incrementaría 
su reputación como mediador en las provincias. Sobre el terreno, sin embargo, Selles fue 
acusado de “espaignolizé”. También su sucesor Charles de Tisnacq, que regresó en 1592
tras servir en la guardia flamenca, partió con grandes esperanzas de desempeñar un papel 
mediador en el conflicto, preferiblemente dentro de las redes de relaciones existentes entre 
el Sacro Imperio, Lieja y las Diecisiete Provincias. Pese a ello, su mediación y sus razones 
nunca ejercieron mucha influencia y murió en el camino de vuelta a la corte española112. 

Solo a finales del siglo 
xvi, la corte parecía haberse restablecido lentamente como foco 
de atracción para los nobles de las Diecisiete Provincias que habían permanecido leales 
o que se habían reconciliado con el soberano durante el conflicto. Aunque el recién establecido Consejo Supremo de Flandes y Borgoña (1588) solo admitía “hombres de letras y 
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Apologie ou Deffense de tresillvstre Prince Gvillavme ... Prince d’Orange ... Contre le ban & edict publié par le 
Roy d’Espaigne ... Ensemble ledict ban ou proscription, Delft, 1581; W.P.C. Knuttel, Catalogus van de pamflettenverzameling berustende in de Koninklijke Bibliotheek, ‘s-Gravenhage, 1890-1920, n° 554, Database The Early 
Modern Pamphlets Online (TEMPO), UDC Publishers/Brill, 2006, ID. 30659). P. Brood y R. Kubben 
(dirs.), The Act of Abjuration. Inspired and Inspirational, La Haya, 2011.

111  
R. Vermeir, “Le duc d’Arschot et les conséquences de la conspiration des nobles (1632-1640)”, en H. Soly 
y R. Vermeir (dir.), Beleid en Bestuur in de Oude Nederlanden. Liber Amicorum prof. dr. M. Baelde, Gante, 
1993, pp. 477-489. 

112  
V. Soen, “Naturales del país o Espaignolizés? Agentes de la Corte como negociadores de paz durante la guerra 
de Flandes (1577-1595)”, en R. Vermeir, R. Fagel y Maurits Ebben (dirs.), Agentes e identidades en movimiento, 
pp.  347-370; ídem, “Zwagers aan het Spaanse hof, vredesgezanten in de Nederlandse Opstand. Jan van 
Noircarmes (†1585) en Karel van Tisnacq jr. (†1597)”,  Handelingen van de Koninklijke Zuid-Nederlandse 
Maatschappij, 62 (2009), pp. 189-207; ídem, “Een vredesgezant worstelt met de Pacificatie van Gent. De
vreemde wendingen van de vredesmissie in de Nederlanden van Jan van Noircarmes, baron van Selles (1577-
1580)”, Bulletin de la Commission Royale d’Histoire, 171 (2005), pp. 135-192. 

ropa larga”113, el impulso recibido por la guardia flamenca hizo que, finalmente, algunos 
nobles deseasen de nuevo abandonar su lugar de origen y conseguir un oficio en la corte 
regia, con el fin obtener más poder y prestigio114. En suma, el servicio al rey se concibió y 
percibió de manera muy diferente durante las distintas etapas de la revuelta de los Países 
Bajos. La noción de servicio resultaba lo suficientemente flexible como para adaptarse a 
circunstancias cambiantes.

113  Felipe II a Farnesio, 22 de diciembre de 1585, AGS, E, leg. 2.218, f. 18.
114  A. Esteban Estríngana, “Afición, entendimiento y celo”, pp. 106-108.

Los letrados, entre defensa corporativa y servicio 
al soberano. El caso de Juan Bautista Larrea 
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En esta contribución se presentan algunas reflexiones a partir de la experiencia y los 
escritos de un letrado posicionado en los altos organismos de gobierno y la administración 
de justicia del siglo xvii. Tras una larga actividad como oidor de la Chancillería de Granada, Juan Bautista Larrea desarrolló su actividad en los Consejos de Hacienda, Castilla y 
Guerra durante la primera parte del reinado de Felipe IV y el valimiento del conde-duque 
de Olivares. Actuando como fiscal y más tarde como consejero, Larrea se enfrentó en ellos 
con la alta nobleza titulada, los banqueros y las Cortes de Castilla, sosteniendo con sus 
herramientas jurídicas el gobierno del valido y defendiendo, a la vez, el espacio político de 
los letrados. Expresó sus posiciones en los textos derivados de la práctica administrativojurídica −los memoriales adjuntos a las consultas−, y en los escritos en latín, recopilados 
en sus Decisiones Granatenses2 y en sus Allegationes Fiscales3. Posiciones que matizó y orientó de forma diferente en función del público o públicos para los que escribía. Por tanto, 
la cuestión del tipo de relación que mantuvieron entre sí los miembros de las élites de 
servicio y la cúpula política (el soberano y su entorno ministerial inmediato) puede ser 
sondeada desde múltiples enfoques a través de la figura del letrado Larrea4.

Uno de los elementos sobre los que se ha llamado la atención para construir este volumen es el caracter activo de la fidelidad de las élites de servicio. Pero ¿cuál es el significado 
de fidelidad activa? ¿Tal vez significa que quien servía tenía la posibilidad de conceder 
cantidades distintas de fidelidad? ¿O que podía elegir en qué ocasiones demostrar fidelidad? ¿O, finalmente, que quien servía podía tener en cuenta otras fidelidades simultáneas 
y, quizas, concurrentes? 

Aunque de forma provisional, se puede intentar responder a algunos de estos 
interrogantes precisando el enfoque. Según el tipo de élites que se sitúe en el punto de 

1 
Agradezco a Alicia Esteban Estríngana los comentarios al texto y la revisión de la traducción española.

2 J.B. Larrea, Novae decisiones Sacri Regij Senatus granatensis regni castellae, 1.ª ed. 2 vols., Lugduni, Iacobi et 
Petri Prost, 1636; Novarum Decisorum Granatensium pars secunda centuria absoluta, Lugduni, Iacobi et Petri 
Prost, 1639.

3 J.B. Larrea, Allegationum Fiscalium pars prima, Lugduni, sumptibus Philippi Borde, Laurentii Arnaud et 
Claudii Rigaud, 1651; pars secunda, in qua, ultra iuridica, plura politica elucidantur, Lugduni, sumpt. Philip. 
Borde, Laurent Arnaud et Claudii Rigaud, 1652, primera ed. 1642-45 (de aquí en adelante: AF).

4 Remitimos a P. Volpini, El espacio político del letrado. Juan Bautista Larrea magistrado y jurista en la monarquía 
de Felipe IV, Madrid, 2010 (ed. original italiana, Bolonia, 2004). 

mira se modifican, de hecho, las posibilidades y las modalidades de la “fidelidad activa”. En
algunos casos, se puede hablar claramente de posibilidades de negociación e intercambio 
con la cúpula política: pensemos en el caso de los grandes nobles colocados al frente de 
algunos virreinatos. En otros, como en el caso de los altos oficiales del rey cuya posición 
y fortuna dependían por completo de su adscripción al servicio regio, la fidelidad activa 
únicamente se concretaba en estrategias unilaterales para alcanzar pequeños márgenes de 
maniobra individual5. 

Otro elemento sobre el que quiero llamar la atención está relacionado con el control 
del poder político. Es decir, en una entidad tan extensa como la Monarquía Hispánica 
del siglo xvii ¿quiénes eran los que ordenaban y quiénes los que servían? Si consideramos 
que el poder politico nunca se hallaba del todo en manos de un único individuo, sino 
que, en el más alto nivel, era compartido por quienes controlaban los estadios de decisión 
política y los estadios de ejecución política, ¿dónde situamos la división entre unos y 
otros? Sabemos que quienes tenían que ejecutar las ordenes reales podían influir en ellas, 
trabajando en las zonas menos controladas o en las fases intermedias de aplicación6. No
se trataba de una acción marginal y de escaso alcalce. Si se analiza a través de ejemplos 
concretos, se puede ver que, en múltiples ocasiones, se podía llegar a modificar o inhibir 
una decisión regia.

El sentido del servicio del letrado Juan Bautista Larrea presentó muchas facetas. Eso 
pudo derivarse de una actitud activa de fidelidad que, desde el punto de vista teóricopolítico, Larrea objetivó en los proyectos reformistas tan característicos de la primera 
etapa del valimiento de Olivares, o bien concretó en una guerra de posición que aspiraba a 
preservar pequeños espacios de poder para el letrado mediante la defensa corporativa que 
realizó en la etapa final del valimiento, cuando primaban los factores de crisis7.

En la fase de plenitud de su trayectoria profesional, y bien inscrito en el sistema administrativo-judicial, Larrea tuvo ocasión de ocuparse de la relación entre el soberano y sus 
magistrados en diversas ocasiones. Si esta relación no funcionaba como debía –sostenía–, 
todo el sistema de gobierno perdería el rumbo indefectiblemente. Desde su posición, que 
le permitía analizar cuestiones de gran trascendencia, y apoyándose en el bagaje de experiencias acumulado mediante su labor de oidor y luego de fiscal, Larrea situaba el eje en 
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R. Descimon “Les élites du pouvoir et le prince: l’État comme entreprise”, en W. Reinhard (ed.), Les Élites du 
pouvoir et la construction de l’État en Europe, París, 1996, pp. 133-162; R. Descimon, J.F. Schaub y B. Vincent, 
“Avant-propos”, en R. Descimon, J.F. Schaub y B. Vincent (eds.), Les figures de l’administrateur. Institutions, 
réseaux, pouvoirs en Espagne, en France et au Portugal, 16e-19e siècle, París, 1997, pp. 8-16; J.L. Palos Peñarroya, 
“Autoridad real y mediación ministerial en la Cataluña moderna (siglos XVI y XVII)”, Historia social, 24, 1996, 
pp. 39-56.
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l’administration”, en R. Descimon J.F. Schaub y B. Vincent (eds.), Les figures de l’administrateur, pp. 19-28; 
F. Tomás y Valiente, “Las instituciones del Estado y los hombres que las dirigen en la España del siglo xvii,” 
Annuario per l’Istituto storico italiano per l’età moderna e contemporanea, 29-30 (1977-1978), pp. 179-196.

7 
J.H. Elliott, El conde-duque de Olivares: el político en una época de decadencia, Barcelona, 1990; P. Fernández 
Albaladejo, La crisis de la Monarquía, vol. 4 de la Historia de España dirigida por J. Fontana y R. Villares, 
Barcelona, 2009.

torno al cual giraban los aspectos de mayor importancia del engranaje del gobierno y de la 
administración de la justicia en los instrumentos efectivos de acción asignados por el soberano a sus altos oficiales. Sin pretender elaborar una reflexión global y exhaustiva sobre 
el sistema administrativo-judicial, Larrea destacó varios aspectos de la cuestión en el curso 
de su actividad. En primer lugar, veremos que Larrea insistió en la necesidad de que el rey 
pusiera a los magistrados en condiciones de ejercer su profesión con la máxima autoridad. 
Se trataba de un enfoque participativo del cuerpo de letrados en determinados aspectos 
del gobierno, mediante el cual Larrea reflexionaba sobre las posibilidades del oficio de 
magistrado y proponía algunas mejoras a nivel teorico. En segundo lugar, abordaremos el 
tema desde otra prespectiva, la que proporciona un conflicto entre un miembro de la alta 
nobleza, el fiscal de Consejo de Hacienda y la cúspide de la monarquía, cuyas prioridades 
no siempre coincidían con las de los miembros de sus consejos. Como veremos, en este 
conflicto también afloraron tensiones internas del propio sistema administrativo-judicial, 
en las que el letrado debía luchar para defender su papel. 

Larrea consideraba que el rey debía respaldar a los magistrados en el ejercicio de su 
profesión y asegurarles una vida decorosa y adecuada a su estatus que conllevara un reconocimiento público del relieve político del oficio ejercido. Juzgaba, sin embargo, que 
el compromiso del grupo dirigente para asegurar tales condiciones resultaba insuficiente. 
Si poner en peligro la reputación, el honor e incluso la vida era parte del oficio de magistrado, al menos él debía recibir en contrapartida la atribución de instrumentos de poder 
más eficaces. El soberano y el valido, en cambio, ofrecían escaso apoyo, infravalorando los 
riesgos de esta política de la corona. 

Larrea trató el nucleo principal de estos problemas en un escrito del que preparó dos 
versiones: una que circuló en castellano, en forma de breve tratado sobre la autoridad que 
el soberano debía reconocer a los magistrados, titulada Por la autoridad de los ministros a 
su Magestad; y otra, incluida en las Allegationes Fiscales, que estaba en latín y formaba el 
conjunto de alegaciones −de la número C a la CIII−, en las que el autor ofrecía de nuevo 
los materiales del anterior opúsculo redistribuidos en ellas y tratando en cada una de las 
cuatro un aspecto concreto del vasto asunto8. En esta versión latina, además, el jurista eliminaba los datos específicos del caso particular que había originado los escritos. La razón 
de este cambio residía probablemente en la práctica habitual de suprimir los pormenores 
del suceso en cuestión al traducir los textos al latín, a fin de que resultaran legibles para el 
público del derecho común, que no podía estar al corriente del debate político específico 
al que estos textos se referían más directamente, pero que los utilizaba para la redacción 
de otras obras parecidas9.


8 
J.B. Larrea, Por la autoridad de los ministros a Su Magestad el Doctor don Ivan Bautista de Larrea, Fiscal de su 
Consejo de Hazienda, impreso, s.l., s.f., ejemplar en la Biblioteca Nacional, Madrid, Varios Especiales, 4/28 y 
J.B. Larrea, AF, all. C, CI, CII, CIII.

9 Véanse las útiles observaciones de carácter general sobre estos temas de F.J. Bouza Álvarez, Del escribano a la 
Biblioteca. La civilización escrita europea en la alta Edad Moderna, Madrid, 1992.
El análisis combinado del tratado en castellano y las alegaciones latinas  pone de manifiesto cómo elementos de discusiones políticas podían circular en textos de carácter 
jurídico, como eran las alegaciones, así como la presencia de ligeras, pero significativas, 
variaciones entre las dos versiones, con las que el autor se guardaba de eventuales suspicacias siguiendo una estrategia propia.

El episodio que había originado los escritos surgía de la experiencia sufrida por un 
magistrado que, tras ser calumniado, había arriesgado la vida y el honor y había sido sometido a visita. El texto se situaba en una fase muy difícil, donde a los magistrados se les 
pedía que actuasen en defensa de la justicia regia, pero no se les amparaba y tampoco se 
les proporcionaban los instrumentos profesionales necesarios ni se valoraba públicamente 
su profesión. La denuncia de esta situación que llevó adelante Larrea se fundaba en un 
modelo de gobierno que servía de referencia para la actuación de Olivares, el de Felipe II, 
cuando el soberano había asignado un amplio espacio de actuación a los letrados que se 
hallaban a su servicio10. En el reinado de Felipe II, de hecho, el correcto e imparcial ejercicio de la justicia fue un topos político e historiográfico de gran éxito. El interés del rey por 
transmitir esta imagen de sí mismo no se agotaba, sin embargo, en la simple propaganda, 
sino que surgía de un interés auténtico por estos temas y había generado, a su vez, una 
demanda de justicia en los súbditos. Recordemos el caso de la Política para corregidores de 
Jerónimo Castillo de Bovadilla, importante tratado jurídico-práctico escrito durante el 
reinado de Felipe II, que denunciaba la injerencia de los poderosos en la administración 
de la justicia a nivel local. El autor, que había sido corregidor11, escribía acerca del riesgo 
de abusos en el ejercicio de la justicia que:


“[...] en estos pueblos de vandos, y donde hay vezinos poderosos, es necessario [...] 
castigarlos quando delinquen, sin perdonarles nada: y assi lo he hallado por experiencia 
porque donde se delinque con el esfuerço del poder, es necessario rigor en la pena... Tambien deve hazer el Corregidor, que los poderosos restituyan los baldios y concegiles [...] y 
que en los repartimientos generales de alcavales y servicios, y otros dacios y tributos, aya 
igualdad y proporcion”12.

10 
J.H. Elliott, El conde-duque de Olivares y la herencia de Felipe II, Valladolid, 1977, p. 62. 

11 Para el perfil de Jerónimo Castillo de Bovadilla, F. Tomás y Valiente, “Castillo de Bobadilla (c.1547-c.1605), 
semblanza personal y profesional de un juez del antiguo régimen”, Archivo de Historia del Derecho Español,
45 (1975), pp. 179-251; B. González Alonso, “Jerónimo Castillo de Bobadilla y la ‘Política para Corregidores 
y Señores de vasallos’ (1597)”, en Sobre el Estado y la Administración de la Corona de Castilla en el Antiguo 
Régimen, Madrid, 1981, pp. 85-139; también F. Tomás y Valiente, El derecho penal de la monarquía absoluta 
(siglos XVI, XVII, XVIII), Madrid, 1992.

12 Jerónimo Castillo de Bovadilla, Política para Corregidores y señores de vasallos, en tiempo de paz y de guerra y 
para jueces eclesiásticos y seglares, Madrid, 1978 (copia de la edición de Amberes, 1704, primera ed. sin lugar, 
1597), libro III, cap. 9, pt. 12, y lib. II, cap. II, pt. 34; más adelante insiste sobre el punto: “[...] el juez deve 
administrar justicia, sin embargo de los ruegos de los poderosos[...]”, lib. III, cap. 10, pt. 4. También en el 
libro II, pt. 32, había denunciado el asunto, refiriéndose a los deberes del Corregidor: “A la fortaleza del 
Corregidor pertenece estorvar [...] que los poderosos y ricos no injurien ni atropellen, ni calumnien, ni 
usurpen las haciendas a los humildes ni a los pobres [...]”.

También las obras literarias de los siglos 
xvi y xvii habían tratado el tema en muchas 
ocasiones. La descripción de los conflictos entre el noble local y el juez regio, apoyado 
por los súbditos, no representaba el trasfondo de la narración, sino a menudo el centro 
mismo de la acción13. En este panorama, que colocaba en el centro del gobierno un correcto ejercicio de la justicia, el amparo que el soberano ofrecía a aquellos letrados que se 
empeñaban en luchar para reducir el poder de la alta nobleza iba a resultar fundamental.

Como se ha dicho, estos temas volvieron con fuerza al comienzo del valimiento de 
Olivares, cuando los objetivos de reforma interna del nuevo régimen recobraron actualidad. Las demandas de apoyo a los magistrados estaban en sintonía con su programa político, cuya voluntad explícita de distanciarse del régimen precedente del duque de Lerma 
le había llevado a invocar la memoria siempre viva de Felipe II, que había favorecido la 
inclusión de los juristas en el sistema administrativo-judicial, dándoles un reconocimiento muy notable en el seno del sistema de gobierno. Ecos muy fuertes se escuchaban también en Larrea, uno de los letrados que se involucró en el proyecto político del valido. La 
justicia –afirmaba Larrea–, estaba indisolublemente ligada al estatus político y social de 
los magistrados, que eran los protagonistas de esta rama o área primordial del gobierno. 
Los jueces precisaban recibir del soberano favores y honores, y solo con ellos –proseguía 
el letrado–, podían vencer las dificultades y los peligros que entrañaba el oficio. Sin este 
sostén, incluso el hombre más audaz y decidido, “qualquier varón constante”, tendría 
miedo de lo que había de “aventurado” en el oficio, de los riesgos que llevaba aparejados14. 
En particular, siempre que los magistrados, que son “el alma de la justicia”, no fueran 
respetados, se hallaría en peligro la estabilidad de todo el reino15.

Dado que se había puesto en cuestión la autoridad de los magistrados, uno de sus representantes escribía para defender sus prerrogativas. Esta era una forma de participación 
política que los letrados practicaban para intervenir en las cuestiones en las que estaban 
implicados directamente o que consideraban significativas para los intereses del grupo 
socio-profesional que conformaban16. En este caso, Larrea escribió una alegación suelta 
que circuló en castellano en la corte y en las calles de la capital. Se trataba de un texto que 
se situaba a mitad de camino entre el escrito técnico-jurídico y el panfleto polémico, y 


13 
Dos ejemplos ad hoc son Fuente Ovejuna, de Félix Lope de Vega Carpio, de 1612-1614, y El Alcalde de 
Zalamea, de Pedro Calderón de la Barca, cuya fecha de composición ronda los primeros años cuarenta del 
siglo xvii. Sobre el tema, M. Olivari, “‘Fuente Ovejuna’ e il potere politico spagnolo del primo seicento”, 
Rivista Storica Italiana, XCV, II (1983), pp. 332-349. También los artículos recopilados por A. Redondo (dir.), 
Le pouvoir au miroir de la littérature en Espagne aux XVIe et XVIIe siècles, París, 2000.

14 
“Necessitan mucho los Jueces de los favores, y honras de Vuestra Magestad para que con su nombre, y 
confiança vençan tantos peligros, y dificultades como se ofrecen, y sin ellos qualquier varon constante temera 
lo aventurado del oficio”; J.B. Larrea, Por la autoridad de los ministros a Su Magestad[...], p. 13.

15 
Ibídem, p. 1.

16 P. Fernández Albaladejo, Fragmentos de Monarquía, Madrid, 1993; sobre los letrados de Castilla, también 
J.M. Pelorson, Los “letrados” juristas castellanos bajo Felipe III. Investigaciones sobre su puesto en la sociedad, la 
cultura y el Estado, Valladolid, 2008 (ed. original francesa, Poitiers, 1980) y J. Fayard, Los miembros del Consejo 
de Castilla (1621-1746), Madrid, 1982.

que aspiraba a insertarse en los debates en curso17. En los años de Olivares, el uso de los 
panfletos y de la propaganda fue intenso, pero a la vez hubo de enfrentarse a múltiples 
obstáculos. Por un lado, se introdujeron diversas medidas de control: al principio del 
reinado, en 1621, la Junta de Reformación hizo arrestar a 150 personas que poseían escritos 
subversivos, como pasquines y textos sueltos que, en ese momento, gozaban de gran difusión en Madrid18. Posteriormente, en pleno valimiento de Olivares, se aprobaron otras 
provisiones que prohibían la circulación de algunos tipos de escritos. En 1625, se impidió, 
al menos formalmente, la impresión de comedias y romances. En 1627, se prohibió publicar “ni relaciones ni cartas, ni apologías ni panegíricos, ni gazetas ni nuevas, ni sermones, 
ni discursos o papeles en materias de estado ni gobierno” sin la aprobación del Consejo 
de Castilla19. Esta medida no provocó el bloqueo efectivo de la divulgación de tales textos, 
pero instauró un clima tenso de control gubernamental. Por otro lado, Olivares también 
se propuso emplear a hombres de confianza en algunas campañas propagandísticas: aunque en Castilla no existía una gaceta como la difundida en Francia desde 1631, el valido 
promovió una “inagotable corriente de ‘avisos’ y ‘relaciones’ que transmitían información 
inspirada o autorizada oficialmente”20.

A este tipo de material hay que añadir el que utilizamos en este estudio, alegaciones 
estrechamente ligadas al conflicto político en curso. Tales textos se ajustan a la definición 
de un género específico –alegación o tratado–, como demuestra el hecho de que, por 
ejemplo, los escritos de Larrea sobre la autoridad de los magistrados de los que ahora tratamos sean denominados allegatio cuando se insertan en las Allegationes Fiscales y tractatus
cuando aparecen en forma –casi igual en los contenidos y con ligeros cambios formales– 
de texto suelto. Sin embargo, también pueden adquirir otras formas. El autor empleaba 
el instrumento del texto suelto en castellano, de fácil difusión, con el fin de apoyar y 
defender los intereses del grupo letrado al que pertenecía. En este sentido, el panfleto Por 
la autoridad de los ministros a su Magestad, o “peculiar tratado” −como lo define el propio 
Larrea−, se sitúa en el ámbito de la lucha política directa21. En él, el jurista expresaba las 
exigencias del grupo profesional, al que el episodio del juez calumniado había puesto en 
peligro. Si los jueces que debían tener en todos los casos “gran valor” para desarrollar sus 
deberes, no fueran sostenidos con fuerza y de forma resuelta por el poder regio, toda la 
administración de la justicia −escribía el letrado−, sería simple apariencia, “como pintada” 


17 
Sobre el tema de la presencia de una opinión pública en la España moderna, y sobre las formas de circulación 
de los debates y de los textos escritos, M. Olivari, Entre el trono y la opinión. La vida política castellana en 
los siglos XVI y XVII, Valladolid, 2004 (ed. original italiana, Venecia, 2002), y F. Bouza, Corre manuscrito. Una 
historia cultural del Siglo de Oro, Madrid, 2001.

18 
J.F. Baltar Rodríguez, Las Juntas de Gobierno en la Monarquía Hispánica, Madrid, 1998, p. 173 nota 81.

19 J.H. Elliott, España y su mundo, 1500-1700, Madrid, 1990, p. 222 (Novísima Recopilación, lib. VIII, t. XVI, 
l. IX). 

20 Ibídem, p. 222. Véase también F. Benigno, La sombra del rey: validos y lucha política en la España del siglo 
XVII, Madrid, 1994, p. 219.

21 D. Quaglioni, “Letteratura consiliare e dottrine giuridico-politiche”, en Culture et idéologie dans la genèse 
de l’état moderne, Actes de la table ronde organisée par le Centre National de la recherche scientifique et l’École 
francaise de Rome, Roma 15-17 ottobre 1985, Roma, 1985, pp. 419-432.

(una fina mano de barniz, podría decirse), un artificio que no atemorizaría a nadie. Así lo 
manifestaba en la versión española:
“Todo este cuidado es menester quando el Ministro necessita de gran valor para la 
administracion de la justicia, pues sin fuerças, assistencia, y calor de Vuestra Magestad, la 
justicia sera como pintada, y nadie temera su apariencia”22.

Larrea insertaba aquí una crítica directa y severa de la cúpula política. Se trata de uno 
de los pocos casos en los que decidió hacer manifiesta su reprobación. El letrado afirmaba 
a continuación que los magistrados, que en el ejercicio de su oficio ocupaban el lugar de 
Dios y de los monarcas, requerían seguridad y sostén: no debía faltarles la “reputación”, 
especialmente para responder a las ofensas que el pueblo era capaz de perpetrar23. En
cambio, el magistrado que, según Larrea, había sido acusado injustamente, había sido 
sometido a visita, menguándose seriamente con ella su “reputación”. En efecto, una grave 
consecuencia de la visita era la exteriorización de la desconfianza regia, implícita en la 
perspectiva de supervisar la actuación de los jueces24.

En particular, Larrea criticaba la práctica muy difundida, en su opinión, de prestar 
oídos a las calumnias que circulaban en los libelos anónimos: sostenía que si el soberano 
prestaba atención a las calumnias, los magistrados estarían desamparados frente al rencor 
que buena parte de la sociedad alimentaba contra ellos, “el odio natural que todos tienen 
contra los Ministros”. La inclinación natural de los súbditos era la de acusar injustamente 
y, con ello, arruinar a los ministros y, especialmente, a los consejeros25. Deslegitimados, 
los magistrados tendrían motivos para temer por su propia seguridad y escogerían la vía 
de la menor severidad o de la excesiva clemencia. Si les faltaba un apoyo eficaz del rey,
carecerían de los medios necesarios para defenderse de la ira suscitada entre los súbditos 
por su actuación.

La demanda de una mayor protección regia manifestada en este texto demostraba 
la insatisfacción de Larrea: el ejercicio de la profesión se volvía aún más difícil por una 
política que se sustraía de una de sus funciones fundamentales. En su opinión, además, 
la defensa de las prerrogativas del grupo de letrados no entraba en contradicción con los 
objetivos de reforma y reforzamiento de la autoridad regia que la corona se proponía 


22 
J.B. Larrea, Por la autoridad de los ministros a Su Magestad [...], p. 23.

23 Ibídem: “Porque mientras los Ministros exercen los oficios, estan en lugar de Dios, y de sus reyes, y por esto 
les es devida particular veneracion, y es justo no les falte reputacion; sin la qual no podrian hazer rostro a los 
atrevimientos del Pueblo”. Véanse las observaciones de J.H. Elliott, España y su mundo, pp. 147-171.

24 Sobre esta institución, M. Peytavin, Visite et Gouvernement dans le Royaume de Naples (XVIeXVIIe siècles), 
Madrid, 2003, con observaciones útiles en sentido general.

25 “Y de verdad toca a la autoridad de juzgar, que los que goviernan no parezcan en los ojos de los subditos 
maltratados sin mucha causa, por el odio natural que todos tienen contra los Ministros, y la condicion libre 
de los hombres, que aborrecen a aquellos a quien se han de sujetar, y mas a los Consejeros, que como por la 
representacion de Vuestra Magestad no pueden en lo descubierto dexar de mostrar les obedecen […] en lo 
interior maquinan siempre contra ellos”, J.B. Larrea, Por la autoridad de los ministros a Su Magestad[...], p. 16.

materializar. Todo lo contrario: solo mediante la re-legitimación de los magistrados y de 
los altos oficiales al servicio de la monarquía se llegaría a consolidar el poder político.
En esta postura crítica se advierte el eco de las polémicas en torno a Olivares, que 
había afirmado su voluntad de renovar el modo de gobierno en múltiples ocasiones. No
se trataba solo de la mera declaración de intenciones realizada en los primeros años de 
su valimiento: el Conde Duque había impulsado algunas reformas efectivas, como la del 
Consejo de Hacienda, efectuada en 1626. Tras haber implicado a muchos miembros del 
aparato administrativo-judicial en sus grandiosos proyectos, empleándolos en acciones 
que podían poner en peligro su vida y su honor, el valido tenía el deber, según Larrea, de 
llevar a efecto los proyectos iniciados y de poner en práctica el anunciado reforzamiento 
de la justicia. No podía –afirmaba el jurista–, enunciar tal objetivo implicando a los letrados y, luego, no introducir las medidas necesarias para sostener a los jueces en el ejercicio 
de su actividad. Afirmaba asimismo que Felipe IV debía “hazer demonstración”, castigando a quienes no respetaban a los magistrados26. Con Por la autoridad de los ministros a Su
Magestad, el letrado esperaba ejercer presión en este sentido. 

La imagen que surge a través de la lectura del texto
 Por la autoridad de los ministros a 
su Magestad es la de una relación viva y dinámica entre el poder regio y sus altos oficiales, 
entretejida a partir de la colaboración y el enfrentamiento, de las exigencias y el intercambio27. Aunque la visión de Larrea se planteaba con un enfoque crítico, se fundaba en 
una confrontación directa y abierta entre el servidor y el soberano, entre los letrados y la 
corona. Pero esa relación declinó en muchas modalidades distintas: ahora intentaremos 
contrastar y, de alguna forma, completar la imagen teniendo en cuenta la actuación práctica de Larrea. Con ello, podremos ver cómo, en este plano, Larrea intentaba defender, 
quizás más abiertamente que en los escritos previamente analizados, los intereses y las 
prerogativas del grupo socio-profesional al que pertenecía.

Centraremos el análisis en algunos pleitos entablados por la monarquía con los grandes nobles para la recuperación de las alcabalas de permisión o tolerancia. El conflicto

26 
“Concluyo, señor, con que en tiempo de Vuestra Magestad, que para autoridad de la justicia no hazen 
falta los señores Reyes Catolicos, ni el señor Emperador, quando con tanto desvelo, y atencion Vuestra 
Magestad cuida del bien de sus Reinos, y el aumento de todas virtudes, y destierro de vicios, se debe hazer 
demonstracion, que corresponda a la necessidad que tiene de escarmiento el atreverse a los Magistrados”, 
ibídem, p. 37.

27 
D. Richet, La Francia moderna. El espíritu de las instituciones, Madrid, 1997, pp. 104 y 75, se preguntaba: 
“¿en qué niveles se situaba la participación (en el poder)?” y “¿qué material humano sirvió a la gloria del 
Estado monárquico? ¿De qué naturaleza eran las relaciones recíprocas entre dichos servidores y el Estado? 
¿Cómo se desarrolló, en las altas esferas de la sociedad, un mundo con funciones diversificadas, compuesto 
de intereses opuestos a corto plazo, pero que, sin embargo, goza de una evidente homogeneidad social 
si se le compara con la masa de los gobernados?”. Respecto a la relación entre los magistrados y los que 
controlaban los procesos decisorios principales, B. Clavero, “Sevilla, Consejo y Audiencia: invitación a sus 
ordenanzas de justicia” estudio preliminar a la edición de las Ordenanzas de Sevilla, Sevilla, 1995, pp. 5-95; en 
las pp. 35-36, Clavero observa que, por un lado, se quería tener a los magistrados separados de la vida y los 
intereses ciudadanos y, por otro, se les vinculaba estrechamente al soberano y a la vida de la corte. La práctica 
de mantener a los magistrados desarraigados de la ciudad en la que desempeñaban su cargo era común en 
Europa: véase, para el contexto diferente de las Rotas de la Italia central y septentrional, M. Sbriccoli y A. 
Bettoni (eds.), Grandi tribunali e Rote nell’Italia di Antico Regime, Milán, 1993.

con los nobles se insertaba en la orientación política de Olivares: como sabemos, el
Conde-Duque pretendía reducir el poder de la alta nobleza y apoyarse en un equipo de
letrados que debían su posición al sostén del soberano o del valido y no a sus propios
orígenes nobles. La fase que vamos a abordar es la de los últimos años del valimiento,
cuando Olivares concentró todos sus esfuerzos en la política de reputación, es decir, en
la confrontacion belica, y abandonó los proyectos de reforma interna característicos de
los primeros años. En esa coyuntura reputacionista, Larrea extremó su propio punto
de vista, insistiendo en la necesidad de retornar al “verdadero” sistema administrativojudicial. Abandonó su actitud colaborativa, por así decirlo, al tiempo que actuó para
mantener unos márgenes de acción desde el interior de la maquinaria administrativojudicial.

A partir de 
1635, en respuesta a la urgencia dictada por la guerra abierta con Francia, 
Olivares recurrió a expedientes de duración más breve y efectos más rápidos, con el fin 
de responder a las apremiantes necesidades financieras que se planteaban desde los 
numerosos frentes28. Sin embargo, ya previamente había empezado a adoptar medidas de 
este tipo que producían nuevos ingresos con mayor celeridad, pero que le apartaban de 
la aplicación de un plan de reformas de amplio espectro. Cuando en 1628, en un 
momento crítico, Felipe IV consultó a sus ministros sobre la forma de encontrar con 
urgencia nuevas rentas, ellos respondieron que, en vez de pedir nuevos impuestos, el 
soberano, por escrúpulo de conciencia, debía recuperar los que le habían sido usurpados 
a él o a sus predecesores. Los consejeros se referían a la llamada alcabala “de permisión o 
tolerancia”, que la corona, en momentos de debilidad política y militar, había abandonado 
en manos de nobles poderosos a cambio de su apoyo29. Felipe IV siguió esta recomendación 
y, en el mismo año 1628, emitió un decreto con los artículos “del cobro”. En ellos, 
ordenaba la verificación de los títulos de recaudación de tales alcabalas y la reanudación 
de todos los procesos de este tipo que estuvieran abiertos o suspendidos. En el decreto, 
se indicaban los plazos en los que los poseedores de dicha alcabala debían mostrar los 
títulos que legitimaban su derecho a recaudar el tributo. A su término, el fiscal del 
Consejo de Hacienda debería instruir una causa para reintegrar la alcabala al patrimonio 
real30. Además, Felipe IV decidió que quedarían excluidos del decreto los grandes que 
poseían estas alcabalas, diciendo que deseaba reflexionar antes de determinar la línea de 


28 
F. Ruiz Martín, Las finanzas de la Monarquía hispánica en tiempos de Felipe IV (1621-1665), Madrid, 1990; 
C. Álvarez Nogal, El Crédito de la monarquía hispánica en el reinado de Felipe IV, Castilla y León, 1997; J.E. 
Gelabert, La bolsa del rey. Rey, reino y fisco en Castilla (1598-1648), Barcelona, 1997.

29 
A. Domínguez Ortiz, Política y Hacienda de Felipe IV, Madrid, 1960, pp. 190 y ss; S. de Moxó, “Los orígenes 
de la percepción de alcabalas por particulares”, Hispania, Revista española de Historia, XV, 72, (1952), pp. 307-
339. Véase además M.F. Ladero Quesada, Alcabala, en M. Artola (ed.), Enciclopedia de historia de España, 
V, Diccionario temático, Madrid, 1991, pp. 23-24 y M. Ulloa, La Hacienda real de Castilla en el reinado de 
Felipe II, Madrid, 1977.

30 J.E. Gelabert, “Administración y Sistema Fiscal en la Europa Moderna, 1500-1800”, en J.M. de Bernardo 
Ares y  E. Martínez Ruiz (eds.), El municipio en la España moderna, Córdoba, 1996, pp. 217-231, p. 227.
actuación respecto a ellos (“Quedo mirando”)31. La disposición de 1628 se halló en el 
centro de muchas causas y la exclusión de los grandes suscitó fuertes polémicas con los 
fiscales del Consejo de Hacienda. Entre 1631 y 1632, antes de la llegada de Larrea al 
Consejo de Hacienda, se concluyeron algunos procesos para la recuperación de las 
alcabalas con el conde de Oropesa, el conde de Lemos, el duque de Escalona, el duque 
de Sesa, el marqués de Priego y el duque de Medina Sidonia32. Como fiscal del Consejo 
de Hacienda (1634-1638), Larrea se implicó a fondo en la identificación de quienes 
percibían la alcabala sin tener derecho a hacerlo y en la activación de los procesos. Abrió 
un importante número de causas que le procuraron la fama de jurista hábil y culto33.

No obstante, y a través de un mecanismo muy común en el curso de los años treinta 
del siglo xvii, muchas de las causas tan solo fueron iniciadas: ante la eventualidad de un 
enfrentamiento con los grandes, el soberano y el valido prefirieron evitar un agravamiento 
del conflicto y asegurarse determinados ingresos, a cambio de la concesión de los títulos 
que otorgaban la facultad de percibir tales impuestos a dichos personajes. Es decir, a 
menudo, en lugar de seguir los procesos hasta la sentencia, se prefirió concluirlos lo antes 
posible con una composición entre las partes y la erogación de fuertes sumas por parte 
de los nobles. Al fin y al cabo, el ingreso de grandes cantidades de dinero era el verdadero 
resultado que la cúpula politica, pero no Larrea, se proponía obtener.

Respecto al proyecto político expuesto por el valido pocos años antes, se apreciaba un 
significativo desfase. Se renunciaba al objetivo de reducir el poder de la alta nobleza y de 
devolver a la monarquía la prerogativa del cobro de las alcabalas. Solo se atendía al fin 
económico de recaudar más ingresos. Este comportamiento contradictorio provocó alguna vacilación inicial en Larrea. Pero, como veremos, el fiscal logró resituarse muy pronto, 
asumiendo la nueva línea de actuación del gobierno.

En torno a 1636, estaba en discusión la causa sobre la recuperación de la alcabala de 
Arnedo, poseída sin justo título por el condestable de Castilla, un grande de España34. 

31 
“La estrecheza de mi Hacienda ha obligado a buscar medios con que acudir a los gastos precisos que para la 
defensa de mis Reynos se ofrecen. Y haviéndoseme representado que quando se tratava de imponer nuevos 
tributos corría riesgo mi Real conciencia en no recuperar las alcavalas que goçan diferentes personas sin título 
justo. He resuelto, haviendo precedido parecer de diferentes ministros, que todos los pleitos que penden 
sobre alcavalas, se prosigan y fenezcan, y asi lo ordenareis a mis fiscales, y en los pleitos que se pudieran poner 
de alcavalas de permision que goçan grandes quedo mirando para resolver lo que fuese justo, y conviniese a 
mi servicio”, decreto citado en A. Domínguez Ortiz, Política y Hacienda de Felipe IV, p. 191 (Larrea, en AF, 
al. VIII, 37, recoge el mismo pasaje). Cf. S. de Moxó, La alcabala. Sobre sus orígenes, concepto y naturaleza, 
Madrid, 1963, pp. 116-117, que, en relación al proceso de reincorporación de las alcabalas en el patrimonio 
regio, localiza tres momentos importantes en el siglo xvii (el cuarto y más relevante se dio en el siglo xviii). 
El primero lo constituye la publicación de los artículos “del cobro” de 1628; el segundo viene dado por las 
actuaciones del “gran fiscal” Larrea, que reivindicaba el derecho regio a reapropiarse del impuesto en algunos 
territorios, redactando a tal fin “diversas alegaciones matizadas de un regalismo, quizá más acusado aún que 
en los fiscales del siglo xviii”; el tercero, en fin, está marcado por un proceso importante, iniciado por el fiscal 
Diego Hernández de Bonilla en 1659 para la reincorporación de las alcabalas de San Martín de Valdeiglesias. 
Sobre los precedentes, J.E. Gelabert, La bolsa del rey […], pp. 176-182.

32 
A. Domínguez Ortiz, Las clases privilegiadas en el Antiguo Régimen, Madrid, 1985, pp. 94-95, nota 18.

33 S. de Moxó, La alcabala [...], p. 117.

34 Sobre estos temas ya trató A. Domínguez Ortiz, Política y Hacienda de Felipe IV [...], pp. 185-196.

Tras una primera fase en la que el condestable no pudo demostrar que poseía un derecho 
indiscutible a percibir tal tributo, se instruyó el proceso para su reincorporación a la 
corona. Es lo que se deduce de un memorial de Larrea, que se ocupaba de la cuestión en 
calidad de fiscal del Consejo de Hacienda. En 1636, sin embargo, la causa le fue retirada: 
razones de urgencia habían llevado al valido a desviarla, una vez iniciada, a una junta ad 
hoc35. El desvío se explica fácilmente: en ese momento, la prioridad era financiar los batallones, y el traslado del proceso a una junta respondía a la intención de imprimirle una 
gestión más ágil y eficiente, que debía conducir a su conclusión con mayor rapidez. Pero
el fiscal veía como se le escapaba un proceso importante, y su protesta debía comenzar con 
la reafirmación de su papel en toda la cuestión.

Por eso, Larrea escribió un memorial para el Consejo de Hacienda, donde sostenía 
que había tenido noticia, es decir, había sido informado de forma extra oficial, de que se 
quería llegar a un acuerdo sobre las alcabalas detentadas por el condestable. En la gestión 
de la causa –observaba–, el condestable había sido escuchado por la junta, mientras que 
él mismo no había sido interrogado en su condición de fiscal. Era un defecto grave –consideraba–, puesto que el fiscal tenía “mayor obligaçión de saber el derecho” en las cuestiones inherentes a la hacienda real. No pudiendo ser cierto que los oficiales encargados 
de proceder en la causa reunieran la capacidad y las competencias necesarias, Larrea se 
dirigió entonces directamente al rey para ponerle al corriente de todo, a fin de que pudiera 
decidir por sí mismo del mejor modo posible36.

Puesto que Larrea había sido apartado de la causa, la exposición de la línea política 
que sugería no abandonar la vía judicial debía estar presidida por esta premisa, con la que, 
de algún modo, el fiscal justificaba su propia actuación. Ante el vacío que probablemente 
sentía cernirse en torno a sí, Larrea consideró necesario reafirmar en términos globales la 
función de su oficio. Y en primer lugar, la reafirmaba frente a aquellos que, anteriormente, le habían conferido ese papel.

Tras subrayar que el fiscal tenía la obligación suprema y, podría añadirse, el máximo 
derecho a conocer los casos en los que se ponían en discusión los derechos de la hacienda 
real, Larrea −reivindicando con ello un espacio profesional−, afirmaba estar plenamente 
convencido de que el soberano, antes de tomar una decisión, desearía escuchar también 


35 
En 1635 la junta estaba compuesta por el inquisidor general Francisco Antonio de Alarcón, Antonio 
Camporredondo y Río, José González, Antonio de Contreras y Francisco Garnica: Archivo General de 
Simancas (de aquí en adelante AGS), Consejo y Juntas de Hacienda (CJH), leg. 732. Sobre estas juntas, J.F. 
Baltar Rodríguez, Las Juntas de Gobierno en la Monarquía Hispánica y D.M. Sánchez, El deber de Consejo en 
el Estado moderno. Las juntas “ad hoc” en España (1471-1665), Madrid, 1993.

36 
Larrea escribía: “haviendo entendido el concierto que se trata de efetuar con el Condeestable de Castilla, 
sobre el pleito de las alcavalas de Arnedo; pareciendole que en la junta que de esto ha tratado como se ha oydo 
al Condestable se le huviera mandado decir lo que havia de los meritos de la justicia de Vuestra Magestad 
(como conviene se haga en todos los pleitos que se quieren conçertar por la Real haçienda pues el fiscal es 
el que tiene mayor obligaçion de saber el derecho della) obligado por su conçiençia y el serviçio de Vuestra 
Magestad para que con entero conoçimiento del pleito y porque no son jueçes del ni le an visto en justicia 
ninguno de los ministros de la Junta, ni los dos del Consejo Real que asisten al de haçienda porque solo 
se ha visto el pleito por los oydores de la contaduria y que entendido esto mande lo que conbenga Vuestra 
Magestad representando lo siguiente”, AGS, CJH, leg. 750, 27 de noviembre de 1636.

su opinión37, puesto que al condestable se le había ofrecido la posibilidad de exponer su 
propio punto de vista sobre el proceso.
Probablemente la cúpula de la monarquía, tras considerar el trabajo procesal que ya 
había sido desarrollado, sopesó algunas hipótesis sobre las posibles conclusiones: podía 
reivindicarse la alcabala, pero ello comportaría plazos muy largos y, en todo caso, tratándose de un proceso, un resultado incierto. El condestable, por su parte, se mostraría fácilmente dispuesto a llegar a un acuerdo monetario con la corona ante la eventualidad de la 
reapropiación regia del impuesto; de esta forma, el fisco real obtendría dinero en efectivo 
en un plazo bastante rápido, necesario para financiar regimientos, y el condestable vería 
confirmado de nuevo su derecho de recaudar el tributo.

En la relación que Larrea produjo de forma autónoma, tras justificar 
−en los términos 
ya comentados−, la iniciativa de enviar un memorial al Consejo de Hacienda y, a través 
de este organismo, de hacerlo llegar al propio monarca, Larrea parecía no albergar dudas 
al asegurar que “este pleito en justicia” era “el más claro que ha havido en favor de Vuestra 
Magestad”38. Efectivamente, cuando el condestable entró en posesión del municipio de 
Arnedo, la alcabala no se había introducido todavía, o al menos no con las características 
con las que luego el soberano la había concedido a algunos grandes. Por tanto, el condestable no podía afirmar que disponía de la concesión real junto con la del municipio39. 
La precisión “este pleito en justicia”, que se lee en el memorial remitido al Consejo de 
Hacienda, es el único pasaje que nos permite entrever las dificultades del letrado. Esta 
nota debe interpretarse como prueba de que Larrea era consciente de que la cuestión estaba siendo juzgada desde planos distintos. En términos de justicia, Larrea estaba seguro 
de tener razón. En términos diferentes, que podían ser políticos o financieros, sabía que 
influían otras valoraciones.

En su memorial, y después de calcular lo que podría reportar la alcabala, el fiscal 
estimaba también la posibilidad de un acuerdo que evitara llegar a juicio. El rey tenía 
todo el derecho de reapropiarse de la alcabala de Arnedo. Aun así, en caso de que quisiera 
dejársela al condestable, por la consideración que merecía su linaje, “en [el] que cae muy 
bien qualquiera merçed”, tenía que hacerlo −según Larrea−, mediante una gracia y no 
“por transaçión de justicia”40. De esta manera, se dejaría claro al menos que la alcabala no 
correspondía de derecho al condestable, sino que le había sido concedida por gracia real41. 


37 
Sobre el oficio del fiscal en la España moderna, P. Volpini, “La burocrazia e la politica. L’ufficio del fiscale nel 
sistema spagnolo”, Società e Storia, 82 (1998), pp. 709-745.

38 AGS, CJH, leg. 750, 27 de noviembre de 1636.

39 “Ademas que no ay tal privilegio, quando se dio la jurisdicion desta villa a Mosen Beltran [de quien luego 
la recibió el condestable] no estavan asentadas del todo las alcavalas, y lo que es cierto que no se abian 
introducido sino de veinte uno y assi no ay color para entender tiene algun derecho el condeestable de Castilla 
a estas alcavalas”, AGS, CJH, eg. 750, 27 de noviembre de 1636. Cf. también S. de Moxó, La alcabala[...], 
p. 117.

40 AGS, CJH, leg. 750, 27 de noviembre de 1636.

41 La decisión “sea por mera graçia y no por transaçion de justicia que esta es clara de Vuestra Magestad y pues 
el pleito aora pende en vista, suplica se sirva Vuestra Magestad dejar se sentençie para que se conozca esto 
mejor, pues queda otra instançia y harto tienpo para que se haga al Condestable esta merçed y la tenga por tal 

Solo así el fiscal −concluía Larrea−, podría evitar la obligación que su oficio le prescribía 
de recurrir nuevamente en juicio ante un caso de tal gravedad.
El contraste entre el espacio político que Larrea creía haber ganado esforzadamente 
y la facilidad con la que, en cambio, había sido excluido de él en favor de los acuerdos 
monetarios constituye la esencia de esta relación; el letrado, por lo demás, tras algunas 
resistencias, se mostró capaz de encajar el golpe, como podemos ver a través de la lectura 
de la allegatio latina que trata el tema. Se titula “Vectigalia expresse debent donari, alias 
non comprehenduntur donatione generali”42 y, en ella, Larrea recuerda que finalmente se 
estipuló un acuerdo extrajudicial. Dicho acuerdo se presenta ahora por el jurista como un 
éxito de la corona:


“Unde ex praedictis constat iure deneganda vectigalia villae de Arnedo Comiti stabuli Castellae, et ita obtentum fuit: nam ille pro certo pretio redemit, et a consilio Regalis 
Patrimonij eorum novum privilegium obtinuit”43.

Tal como el fiscal había solicitado en la instrucción del proceso, se negó al condestable el derecho a percibir la alcabala de Arnedo. Solo mediante su adquisición y tras la 
concesión de un nuevo privilegio pudo seguir recaudándola. Tratándose de uno de los 
grandes más poderosos de la Corona de Castilla, esta decisión podía representar un gran 
logro. Pero, en el memorial que había entregado previamente, Larrea se había opuesto 
justamente a ello. En la versión en latín, ofrecía una nueva visión del asunto, afirmando 
que, en cualquier caso, había resultado un éxito, porque la monarquía había obtenido del 
condestable el pago de una cifra muy elevada.

En su oposición a la decisión regia, afloraba el resentimiento hacia estos nobles importantes, que creían que todo les era debido, en un primer nivel. Cabe subrayar, sin 
embargo, el significado de la vía de escape sugerida por Larrea en un segundo y más profundo nivel. Ante la voluntad regia de alcanzar de todos modos un arreglo en el proceso, 
Larrea encontró un camino que llegaba a esa conclusión sin restar autoridad al poder real 
y que, si se recorría adecuadamente, incluso podía llegar a aumentarla y, en consecuencia, 
a acrecentar también la autoridad de los letrados que lo ejercían. El ejercicio de la gracia, 
en efecto, era uno de los atributos tradicionales de la realeza44: el soberano podía conceder gracias y mercedes siempre que lo consideraba oportuno45. Esta prerrogativa no se 


y no por derecho que pareçe le toca”; AGS, CJH, leg. 
750, 27 de noviembre de 1636. En cuanto a las alcabalas, 
la contraposición entre gracia y justicia ya se había planteado en términos análogos en 1631, en el marco de 
una discusión mantenida en el seno del Consejo de Hacienda, J.E. Gelabert, La bolsa del rey [...], p. 184 ss.

42 
J.B. Larrea, AF, al. XIII, “los tributos deben ser donados expresamente, de no ser así no se consideran 
incluidos en una donación general”.

43 Ibídem, 44.

44 A.M. Hespanha, Vísperas del Leviatán. Instituciones y poder político (Portugal, siglo XVII), Madrid, 1989, pp. 
218 ss.

45 Siempre que la gracia no se convirtiera en un deber: dentro de la Corte española, “el aseguramiento de esta 
posición central por parte del príncipe depende de la dimensión discrecional de su gracia. Con otras palabras, 
si las gracias acaban siendo consideradas como deudas [...] o si se convierten en una concesión mecánica que 

inscribía en el sistema de leyes en el que se movía la actividad de los letrados, por lo que 
no era un obstáculo a las argumentaciones jurídicas de Larrea. Si motivos políticos inaplazables sugerían al rey que concediera la alcabala al condestable, era conveniente hacer 
la concesión mediante una gracia.

Esta posición reflejaba el intento de Larrea de resolver, en lo referente a su inserción 
profesional y política, la contradicción −que se hacía cada vez más evidente− entre el proyecto político de mayor calado que Olivares elaboró y, en parte, aplicó durante la década 
de 1620, y las respuestas que el mismo valido daba a los apremios financieros surgidos en 
los años treinta. El de Larrea era, además, un modo de no restar importancia a la función 
del fiscal, solicitando, si no la aplicabilidad política del plan de recuperación de las alcabalas, al menos el reconocimiento de la validez jurídica de su posición.

Hemos visto cómo Larrea trató de la relación existente entre élites de servicio y cúpula 
política. Se trataba de una relación polifacética, de la que hemos intentado examinar 
aquí algunos aspectos. Larrea se ocupó tanto de algunas facetas más teoricas −aunque sus 
trabajos, hay que recordarlo, surgieron siempre de la experiencia práctica46−, como de un 
asunto concreto que le llevó a defenderse de quienes habían sido sus puntos de referencia políticos. En el primer caso, Larrea conectó la defensa y el apoyo público necesario 
para los altos magistrados con la credibilidad y la autoridad entera de la monarquía y 
reivindicó, por estas razones, el apoyo del rey a los letrados, incluso cuando hubieran sido 
acusados y llevados a juicio.

En el segundo caso, se negó a aceptar pasivamente que su trabajo de reivindicación 
de las alcabalas usurpadas por los grandes fuera “utilizado” exclusivamente para obtener 
nuevos ingresos fiscales. Es decir, Larrea propuso una vez más recuperar la conexión política existente entre la defensa −en el plano teórico− de los derechos del soberano y la 
defensa práctica, y corporativa, del grupo profesional al que él pertenecía. Si se trataba de 
abandonar el pleito abierto con el condestable en manos de la Junta de coronelías, para 
que lleguasen los dineros necesarios para financiar nuevas tropas −escribía Larrea−, era 
importante hacerlo por la vía de gracia, que ofrecía un valor añadido, en vez de hacerlo 
por vía de justicia. De esta forma, en su memorial al rey intentaba, por un lado, recuperar 
algún protagonismo en dicho pleito y, por otro, evitar que la monarquía abandonase sus 
prerrogativas. 


las banaliza y las condena a la rutina, está claro que la centralidad del “lugar del príncipe” se reduce”, A.M. 
Hespanha, La gracia del derecho. Economía de la cultura en la edad moderna, Madrid, 1993, p. 197 y también 
pp. 203-273.

46 
Sobre este tipo de literatura jurídica, A. Pérez Martín y J.M. Scholz, Legislación y jurisprudencia en la España 
del Antiguo Régimen, Valencia, 1978, pp. 278-335; H. Coing (ed.), Handbuch der Quellen und Literatur 
der neueren europaischen Privatrechtsgeschichte: Veroffentlichung des Max-Planck-Instituts fur europaische 
Rechtsgeschichte, Múnich, 1973-1982, 3 vols., vol. II, Neuere Zeit (1500-1800): das Zeitalter des gemeinen Rechts, 
t. I: Wissenschaft (Munich, 1977), t. II: Gesetzgebung und Rechtsprechung (Múnich, 1976); J. Cano Valero, “La 
enseñanza en la Meseta meridional: formación y práctica de los letrados castellanos (siglos xvi y xvii)”, en J. 
Alvarado (ed.), Historia de la literatura jurídica en la España del Antiguo Régimen, Madrid-Barcelona, 2000, 
pp. 387-422.

El letrado encontró distintos ámbitos de actuación para reinvindicar el relieve de su 
papel, tanto político como profesional. Esto fue posible en el periodo del conde duque 
de Olivares, que durante los primeros años de su gobierno involucró a varios letrados en 
los proyectos de reformación. Sin embargo, a través de los asuntos que se han tratado en 
las páginas anteriores, se han analizado dos facetas distintas de la relación cúpula políticaoficiales del rey. En la primera, estos tenían todavía cierta confianza en las posibilidades 
de cambio, como muestra el hecho de aventurarse a pedir mejoras; en la segunda, nos 
encontramos ante una situación de grave urgencia financiera, donde el letrado −que debía 
únicamente buscar medios fiscales para ingresar dinero en las cajas de la monarquía−, tendía en cambio a poner en evidencia su papel, en el marco de una estrategia casi unilateral 
o personal para fortalecer su posición política y la de la monarquía.

Symbolum LVIII  

Saavedra Fajardo, Idea principis christiano politici, Bruselas, 1648, p. 415

El servicio al conde de Borgoña como objeto 
transnacional en la Monarquía de Felipe IV: 
Antoine Brun vs. Pierre Roose1

Annonciade de Cambolas
CRBC/École des Hauts Études en Sciences Sociales
Señora,
Al consejero Brun he estimado por uno de los ministros que tengo de los mayores 
merecimientos en mi servicio entre los de su profesión, y le he ydo adelantando hasta servirme del cerca de mi persona en el Consejo Supremo de Flandes. V.M. le honra de manera 
con su protección y favor que puedo juzgarle por bueno para todo y mirarle de aquí adelante con particular estimación, para hacerle merced en las occasiones que se ofrecieren. En
lo que ha propuesto he tomado conveniente resolución y se mirará por él y sus parientes 
con la atención que desseo mostrar a las intercesiones de V.M. […], Guadalajara a 5 de 
diciembre de 1642. Buen hermano de V.M. El Rey2.

I. Lo transnacional 
Para el borgoñón del siglo 
xvii, servir al soberano significaba –quizá, más que para 
otros súbditos de la corona por la posición aislada, “insular” en un “mar de enemigos”, del 
territorio condal– proyectarse fuera del escenario provincial para acudir a la corte, afrontar conflictos de precedencia y competir por puestos honoríficos y de responsabilidad3. 
Cabe preguntarse si el reciente concepto de transnacional4, algo borroso todavía, resulta 


1  
Revisión de la versión española a cargo de Alicia Esteban Estríngana. 

2  Felipe IV a su hermana Mariana (1606-1646), esposa del emperador Fernando III, Archivo privado de Antoine Brun (AB), conservado en el Castillo de Buthiers, Francia, t. X, f. 21. La carta compendia todo lo que 
condiciona el servicio: lejanía y cercanía de la corte y la persona real, recomendación, redes de relaciones y 
favores para el linaje en el transcurso del tiempo.

3  Al analizar la cuestión de la integración del Franco Condado en la Monarquía Hispánica durante el XVI, L. 
Febvre (Philippe II et la Franche-Comté, París, 1911) percibió el retroceso borgoñón en la corte de Felipe II, 
permaneciendo únicamente Antoine Perrenot de Granvelle, hijo de Nicolas, el gran canciller de Borgoña de 
Carlos V. Como los flamencos, también los naturales del Franco Condado fueron alejados de la corte a partir 
de 1559, lo que les obligó a prestar servicio personal en otros ámbitos. Para constatar su alejamiento, J. Martínez Millán y S. Fernández Conti (dirs.), La Monarquía de Felipe II: la Casa del Rey, Madrid, 2005, 2 vols; y 
J. Martínez Millán y M.A. Visceglia (dirs.), La Monarquía de Felipe III: la Casa del Rey, Madrid, 2008, 2 vols.

4  D. Thelen, “The Nation and Beyond: transnational perspectives on United States History”, The Journal of 
American History, 86, 3 (1999), pp. 965-975; C.A. Bayley, S. Beckert, M. Connelly, I. Hofmeyr, W. Kozol y 
P. Seed, “AHR Conversation: on Transnational History”, The American Historical Review, 111, 5 (2006), pp. 
1441-1464. 

útil para estudiar una realidad concreta –el espacio borgoñón, territorialmente integrado 
por los estados de Flandes y el condado de Borgoña–, que si bien no contaba aún con 
“naciones”5, estaba compuesto por territorios dispersos con fronteras en constante vaivén 
de cierre y apertura debido a la amenaza de invasión del enemigo francés. El concepto de 
nacional se distingue del de internacional o plurinacional, que no recogen la dimensión 
personal del poder monárquico6, y también del de globalización, que supone fusión. Por 
de pronto, resulta oportuno desprenderse de una visión nacional -fuera de lugar en la 
edad moderna7-, para pensar la historia particular de ese espacio borgoñón inserto en una 
extensión geográfica y jurisdiccional sin continuidad territorial, es decir, en la dimensión 
imperial de la Monarquía de los Austrias8. Al ignorar las fronteras del espacio borgoñón, 
saltan a la vista los nexos, ya sea entre los hombres radicados en los estados de Flandes y 
el condado de Borgoña o entre las jurisdicciones que estructuraban este conjunto territorial y lo articulaban con un centro lejano: Madrid9. Se conformaba así un segundo espacio 
que llamaremos transnacional, por el que circulaba un flujo de ideas e intereses que conectaba entre sí a las distintas élites flamencas y borgoñonas. Un espacio común que 
permite analizar el servicio al monarca con otro enfoque, considerándolo como un elemento integrador o disgregador de este ámbito borgoñón en dicha monarquía.

La conciencia y la práctica de una relación personal (servicio-merced o deber-deuda) 
que mantenían unidos súbditos lejanos y rey ausente de forma duradera se proyectaban 
m ás all á de las fronteras regionales y locales. Es casi una obviedad apuntarlo. Pero se ha 
enfatizado mucho el aspecto plural de la Monarquía Católica como un mosaico 


5  
Entendiendo nación como sentimiento de pertenencia a una comunidad que reivindica derechos propios 
sobre un territorio, no como estado prenacional que anticipa los nacionalismos del siglo xix, X. Gil Pujol, 
“Un rey, una fe, muchas naciones. Patria y nación en la España de los siglos xvi y xvii”, en A. Álvarez-Ossorio 
Alvariño y B.J. García García (eds.), La Monarquía de las naciones. Patria, nación y naturaleza en la Monarquía de España, Madrid, 2004, pp. 39-76. 

6  
L. Bély, Les relations internationales en Europe, XVIIeXVIIIe siècles, París, 1992, introducción. ¿Quién mejor que 
Carlos V y su divisa Plus Oultre para ilustrar lo transnacional? ¿No personifica él mismo, errante perpetuo que 
no arraigó en ninguna nación, lo transnacional?

7  
J. F. Schaub “Le sentiment national est-il une catégorie pertinente pour comprendre les adhésions et les 
conflits sous l’Ancien Régime?”, en A. Tallon (dir.), Le sentiment national dans l’Europe méridionale aux XVIe 
et XVIIe siècles (France, Espagne, Italie), Madrid, 2007, pp. 155-167. 

8  
J. Burbank y F. Cooper, Empires in world history: Power and the politics of difference, Princeton, 2010, p. 8: 
“Empires are large political units, expansionist or with a memory of power extended over space, policies that 
maintain distinction and hierarchy as they incorporate new people. The nation-state, in contrast, is based 
on the idea of a single people in a single territory constituting himself as a unique political community”. La 
dimensión imperial como forma de estado, no como denominación de imperio (para los contemporáneos, 
solo existía uno: el Sacro Imperio Romano Germánico), suponía diferentes pueblos gobernados de manera 
distinta, pero con un esfuerzo sostenido de homogenización. El mundo borgoñón emergía como espacio 
transnacional, compuesto por una constelación de jurisdicciones, crisol de culturas agregadas, internamente 
conectado por la arquitectura política regional y con conciencia de los otros mundos (italianos, peninsulares 
y de ultramar) de la monarquía. 

9  
La historiografía nacional del siglo xix legó eruditas monografías centradas en cuestiones internas del Franco 
Condado que adolecían de una visión provincial y ocultaban su vinculación a ese centro. Historiadores 
posteriores se centraron en el vínculo, cuestionándolo (J.F. Solnon, Quand la Franche-Comté était espagnole, 
París, 1983), o sobreestimándolo (F.E. de Tejada, El Franco Condado hispánico, Sevilla, 1975, que tras recorrer 
la provincia en busca de lo hispano comprobó su intuición inicial de que “los condadeses son españoles que 
no hablan español”). 

compuesto de territorios10 empecinados en exigir respeto a su jurisdicción particular como 
requisito previo a su fidelidad y servicio al rey. Y no se ha prestado suficiente atención a 
las vías de negociación, ajuste o colaboración que existían en el ámbito borgoñón para 
consensuar la relación personal soberano-vasallo. Tampoco se han evaluado los mecanismos de interacción surgidos durante el siglo xvii entre los pueblos radicados en los estados de Flandes y el condado de Borgoña, por coexistir en ellos derechos e intereses 
divergentes con consecuencias que afectaban al servicio prestado al rey y a su merecida 
recompensa por parte de este. En su intento de establecer o reforzar una relación particular de servicio al rey, los borgoñones interferían con otros súbditos, los flamencos, de los 
que el rey era igualmente soberano. Sus derechos y pretensiones particulares competían 
entonces con otros tan legítimos como los suyos, puesto que los estados de Flandes y el 
condado de Borgoña habían sido unidos de hecho por el soberano como fragmentos indivisibles de la herencia borgoñona. Surgía así un espacio de sociabilidad transnacional en 
el que entraban en conexión. En consecuencia, se realzaba la posición central del príncipe 
como dispensador de mercedes y de justicia11.

La compleja titulación por yuxtaposición que ostentaba el monarca sobre esa herencia 
patrimonial –soberano particular de cada una de las provincias de los Países Bajos, conde 
de Borgoña y señor de Salins12–, reflejaba el carácter compuesto de la Monarquía Católica 
por agregación patrimonial. Pero, para el gobernador general de Flandes y Borgoña y para 
los propios consejos superiores de gobierno y justicia de ambos territorios (el Consejo 
Supremo de Flandes y Borgoña de Madrid y el Consejo Privado de Bruselas13), los territorios más que yuxtaponerse se enlazaban. ¿Por agregación o jerarquía? Esta ambivalencia 
entre yuxtaposición y jerarquía de las instituciones que determinaba el modo de acceso al 
soberano, a los recursos simbólicos, se revelaba como fuente de tensión permanente entre 
Flandes y Borgoña, como eje sobre el que gravitaba la dinámica de su propia relación interna. Ponía de manifiesto la articulación inmediata y también mediata del poder del 
monarca sobre el condado de Borgoña: su mediatización por delegación directa en el gobernador general de Flandes y Borgoña y en los consejos de la polisinodia. El doble marco 
de referencia última de poder y autoridad (Bruselas y Madrid) parece contradecir la modalidad de unión aeque principaliter bajo el dominio del mismo soberano. De hecho, 
muestra la fragilidad de los equilibrios políticos que operaban en esos dos fragmentos de 
imperio, porque introducía emulación y rivalidad entre sus pobladores al no ser infinitos 


10  
J.H. Elliott, “A Europe of Composite Monarchies”, Past & Present, 137 (1992), pp. 48-71.  

11  J. Krynen, L’état de justice: L’idéologie de la magistrature ancienne, Gallimard, 2010.

12  La tercera ciudad de la provincia (tras la ciudad imperial de Besançon y la de Dole), cuyas salinas forman 
parte del domaine royal, explotadas con el concurso de particulares y del Parlamento de Dole. 

13  La jurisdicción ejercida por tribunales radicados en los Países Bajos sobre el Franco Condado se analiza y 
valora en H. de Schepper y P. Delsalle, “El condado de Borgoña y Flandes bajo Carlos V. Relaciones institucionales”, en F. Sánchez-Montes González y J.L. Castellano Castellano (coords.), Carlos V. Europeismo y 
universalidad, Madrid, 2001, vol. 3, pp. 459-474; H. de Schepper, “La Franche-Comté, Besançon et les PaysBas à la fin du xvie siècle. Un lien faible?” en P. Delsalle y A. Ferrer (eds.), Les enclaves territoriales aux temps 
modernes, XVIeXVIIIe siècles, Besançon, 2000, pp. 301-331. 

los recursos de patronazgo con los que contaba el soberano dentro de todo el conjunto 
territorial borgoñón y de cada territorio en particular del espacio borgoñón14. Por eso, el 
objetivo de esta contribución es estudiar el servicio borgoñón al rey desde una perspectiva 
no tanto comparativa entre súbditos de territorios diferentes, como transnacional. Es 
decir, reflexionar en torno al lazo personal monarca-súbdito borgoñón, que se forjaba en 
competencia con el lazo paralelo establecido entre el monarca y el súbdito flamenco, y por 
ende, precisar cómo se materializaba esta tensión triangular. 

Integrar las élites provinciales en las estructuras de la Monarquía implicaba proporcionales una razón para obedecer, un estímulo para conservar su fidelidad. Promover el servicio al soberano era una práctica de control sutil sobre territorios dispersos: el servicio 
posibilitaba el funcionamiento del sistema imperial, porque mantenía unidas a las distintas élites territoriales en torno a la persona real sin necesidad de recurrir a la coacción, 
ideológicamente inaceptable. Además, el imperio les ofrecía mayores oportunidades de 
cumplir con el servicio personal al rey y de materializar su fidelidad: les incitaba a buscar 
solidaridades más allá de las fronteras provinciales y a inscribirse en redes de sociabilidad 
de alcance imperial, cuya faz se renovaba y evolucionaba constantemente15.

El seguimiento de una trayectoria singular de servicio –la de Antoine Brun (
1599-
1654)16–, obliga a efectuar un constante cambio de escala entre lo regional y lo suprarregional, porque sus servicios contribuyeron a forjar una relación con el rey que traspasó las 
fronteras provinciales del condado de Borgoña. Lo transnacional actúa por esos cauces de 
circulación de ideas y decisiones y se muestra durante un periodo que se extiende entre la 
reincorporación del condado a la Monarquía de Felipe IV en 162117 y su conquista por 
Luis XIV en 1674 (con su pérdida definitiva sancionada por el tratado de Paz de Nimega 
de 1678). Dos acontecimientos de hondo calado que se inscriben en esta etapa como hitos 
reveladores de su dinámica. El primero, el magno servicio prestado al rey durante la resistencia al asedio francés de Dole en 1636, encabezada por Antoine Brun, procurador general del Parlamento de Borgoña, ubicado en la misma ciudad; resistencia que valió a los 


14  
Las quejas de los borgoñones por las plazas atribuidas a “extranjeros”, es decir, a flamencos, dentro del Franco 
Condado eran recurrentes y estaban respaldadas por el consabido particularismo de naturaleza vigente en la 
provisión de los oficios y beneficios eclesiásticos de la provincia. A este respecto, la lista confeccionada por 
Jules Chifflet por encargo del soberano: “Recueil sommaire des Abbayes, Priorez et autres Bénéfices du Comté 
de Bourgogne tant de ceux que l’on tient estre du Patronage et nomination de Sa Majesté que autres non conventuels”, s.f., Archivo General de Simancas (AGS), Secretarías Provinciales (SP), leg. 2545.

15  
B. Yun Casalilla (dir.), Las Redes del Imperio. Élites sociales en la articulación de la Monarquía Hispánica, Las Redes del Imperio. Élites sociales en la articulación de la Monarquía Hispánica, 
1714, Madrid, 2009.

16  Una pormenorizada semblanza biográfica en A. Truchis de Varenne, Un diplomate franc-comtois au XVIIe 
siècle: Antoine Brun, 1599-1654, Besançon, 1932.

17  Con la infanta Isabel -“princesa propietaria” entre 1598 y 1621-, como “gobernadora perpetua” de Flandes y 
Borgoña, que conservó grandes facultades en materia de patronazgo debido al amplio margen de delegación 
vigente en sus instrucciones de gobierno. Por lo que respecta al Franco Condado, Felipe IV solo reservó 
para sí la provisión de los cargos de gobernador general y presidente del Parlamento de Dole, A. Esteban 
Estríngana, Madrid y Bruselas. Relaciones de gobierno en la etapa postarquiducal, 1621-1634, Lovaina, 2005, pp. 
9 y 38. Durante la gobernación de Isabel (1621-1633), los borgoñones buscaron mercedes en Bruselas, como 
lo habían hecho durante el período de soberanía de los archiduques, lo que parecía reforzar un modelo de 
integración regional entre territorios.

borgoñones múltiples reconocimientos de su fidelidad ejemplar, como el incluido por 
Diego de Saavedra Fajardo en sus emblemas18, y cristalizó su representación en el cuerpo 
de la Monarquía. El segundo, el deservicio registrado en febrero de 1668, al producirse 
una nueva invasión francesa del condado, que ya no manifestó la magna resistencia de 
1636; entonces, las ciudades borgoñonas prestaron juramento de fidelidad a Luis XIV, un 
acontecimiento que Jules Chifflet (1615-1676) tildó de “revolucionario” en sus Memorias
por lo asombroso que resultó para  quienes lo presenciaron19. Dicho juramento facultó al 
soberano –la entonces reina regente Mariana de Austria– para la ruptura jurisdiccional, 
una vez que el condado le fue restituido por la Paz de Aquisgrán cuatro meses después, en 
junio de 1668. Ambos acontecimientos permiten comprobar cómo se ajusta o reajusta el 
centro a través de procedimientos de control de territorios y poblaciones en el marco de 
instituciones políticas de índole imperial.

Cabe preguntarse si proyectar el análisis más allá o por encima de las fronteras regionales permitirá comprender mejor los vínculos tejidos entre el condado de Borgoña y su 
conde, soberano de una monarquía de ámbito global20. Todo apunta a que el estudio de 
la centralidad del servicio como vínculo integrador del condado con los territorios borgoñones del norte (los estados de Flandes) facilitará una mayor comprensión del funcionamiento imperial.

II. El condado de Borgoña, fragmento de un patrimonio aislado y lejano

“Nuestra Borgoña es el pedazo más pequeño y débil, desligado de todos 
y lejos del mar”21.

18  
D. de Saavedra Fajardo, Idea de un príncipe político cristiano representada en cien empresas, ed. de S. López 
Poza, Madrid, 1999, empresa 58, p. 676: “¿Qué guerras, qué calamidades, qué incendios no ha tolerado 
constante el condado de Borgoña por conservar su obediencia y lealtad a su rey? Ni la tiranía y bárbara crueldad de los enemigos, ni la infección de los elementos, conjurados todos contra ella, han podido derribar su 
constancia. Pudieron quitar a aquellos fieles vasallos las haciendas, las patrias y las vidas, pero no su generosa 
fe y amor entrañable a su señor natural”.

19  
Canónigo y vicario general del arzobispado de Besançon, consejero del Parlamento de Dole, capellán de 
honor de Felipe IV y canciller de la Orden del Toisón de Oro desde 1649, describió el desconcierto y los 
disturbios que, en 1668, se apoderaron de las ciudades borgoñonas en el libro I (“Histoire de la Grande Révolution du Comté de Bourgogne en l’an 1668”) de sus Mémoires (Besançon, 1752), editadas en la colección 
Mémoires et documents inédits pour servir à l’histoire de la Franche-Comté, t. V y VI, Besançon, 1867-1868. Hay 
libre acceso a los manuscritos de la Colección Chifflet 136-137-138 en http://memoirevive.besancon.fr/COLLECTION CHIFLET (Ms Chiflet 1-208) «Memoires de l’abbé de Balerne [Jules Chiflet] sur les révolutions 
du comté de Bourgogne, arrivées après le trespas du roy Catholique Philippe IV et pendant la minorité du 
roy Charles II, son fils» (1667-1614), dos volúmenes.

20  
Planteamiento de mi tesis doctoral en curso: Besançon, le Comté de Bourgogne et la Monarchie Catholique, 
1668-1674 (EHESS, París).

21  “Nostre Bourgogne en est le plus petit et le plus foible morceau détaché de tous et loing de la mer, que le 
roy a faict subsister sur ses anciennes formes avec commandements exprès que rien n’y fut iamais changé, 
et a pry sur iceluy ses principaux modéles pour sa monarchie d’Espagne [...] que nostre Bourgogne est un 
abrégé de la monarchie d’Espagne, mais que la monarchie d’Espagne est une Bourgogne estendue partout”, 
Jean Girardot de Nozeroy, Histoire de dix ans de la Franche-Comté de Bourgougne: (1632-1642), ed. J. Crestin, 
Besançon, 1843, p. 14.

Posesión de los Habsburgos desde el Tratado de Senlis (
1493), el Franco Condado de 
Borgoña fue gobernado desde Bruselas por Margarita de Austria, hija de María de Borgoña (1457-1482) y soberana condal desde 1509. Ella lo legó a su sobrino Carlos I de España 
“pour non abolir el nom de la Maison de Bourgogne” en 153022 y así se constituyó un conjunto hereditario entre los estados de Flandes y el Franco Condadobajo soberanía de 
este23. En 1512, ambos patrimonios habían sido reunidos en el Círculo de Borgoña, uno de 
los diez círculos del Sacro Imperio Romano Germánico por el entonces emperador Maximiliano I de Habsburgo. En la Dieta de Augsburgo de 1548, Carlos V incorporó al círculo las provincias no patrimoniales de los Países Bajos, adquiridas entre 1521 y 1543, y 
renovó el esquema ideado para mantener unida la herencia borgoñona, asegurándole protección desde el Imperio, pero liberándola de su dependencia jurisdiccional de las instituciones imperiales. Para que el conjunto no se disgregara en el futuro, Carlos V promulgó 
la Pragmática Sanción en 1549, que unificaba el derecho sucesorio de todas las provincias 
de los Países Bajos y del Franco Condado, estipulaba la formación de un todo indivisible 
y recalcaba el principio de inalienabilidad de este conjunto territorial.

El condado de Borgoña se percibía a sí mismo como “una isla lejana y aislada”, sobre 
todo tras la caída en desuso del trayecto originario del “camino español” (Tratado de Lyon 
de 1601). La imagen simbólica de la pequeña patria se construyó empleando la metáfora 
de una isla cuyas costas-fronteras fluctuaban por los mares tempestuosos que la asediaban24. La fragilidad permanente de sus fronteras le confirió una identidad insular siempre 
alerta. Era un espacio vivido con congoja, pero consciente de ser un fragmento remoto de 
un imperio con un centro exterior a sí mismo25. Reforzó sus fronteras con un estatuto 
particular de mutua “neutralización” entre la dos Borgoñas (condal y ducal), conseguido 
mediante un Tratado de Neutralidad con Francia (Saint Jean de Losne, 1522)26. Y también 
con el establecimiento de una Liga Hereditaria con la Confederación Helvética (Baden, 
1511) que incluía una cláusula de leal regard, cuya interpretación difería según los intereses 
de cada parte –para el condado era ayuda militar, para los cantones era intercesión diplomática–, pero que preveía la intervención de los suizos en caso de agresión del potente 


22  
Codicilo del testamento de Margarita, de 28 de noviembre de 1530, L. Febvre, Philippe II, p. 41.

23 M. Gresset, “La Franche-Comté sous les Habsburg, 1493-1674: une province autonome?, en J.P. Poussou, 
R. Baury, M.C. Vignal Souleyreau (eds.), Monarchies, noblesses et diplomaties européennes, París, 2005, pp. 
283-299.

24  Múltiples autores emplearon esta metáfora de “isle cernez bouclez de tous costé”, como Jean Girardot de 
Nozeroy, Histoire de dix ans, p. 307.  

25  “Le Roy Philippe II est celui qui a formé la monarchie d’Espagne par liaison des membres épars aux quatre 
parties du monde et établissement de chacun d’iceux sur ses propres fondements”, Ibídem, p. 20. “Les princes 
de la maison d’Autriche, empereurs et monarques, ont fait tant d’honneur à la maison de Bourgogne qu’ils 
ont pry et retenu son ordre de la Toison d’or, ses liurées et ses estendarts qui se voyent auiourd’hui arborez 
par eux sur tout le rond de la terre”, Ibídem, p. 10.

26  Solo tras la renovación de esta neutralidad mediante la Tregua de Vaucelles, entre Felipe II y Enrique II 
(febrero de 1556), Carlos V renunció a sus derechos sobre el Franco Condado a favor de su hijo. Lo hizo en 
junio de 1556, habiéndolo disociado temporalmente de las provincias de Flandes entre octubre de 1555 y junio 
de 1556. El gobernador del condado, Claude de Vergy, recibió orden de tomar posesión en nombre de Felipe 
II el 30 de abril de 1556, pero no la comunicó a los Estados de Borgoña hasta el 10 de junio siguiente.

vecino francés27. Los términos de la neutralidad se respetaban mientras no estallaba la 
guerra, pero los borgoñones se hallaban siempre a merced de su renovación. Esta “neutralización” de fronteras reflejaba la voluntad de mantener una autonomía en política exterior heredada de sus antiguos condes28. Sin embargo, nunca pudo resistir la ruptura de las 
relaciones entre las dos coronas y el condado adquiría la difícil posición de pieza del ajedrez diplomático europeo en cada crisis hispano-francesa29. 

Ese aislamiento también era una protección que colocaba al condado en este “rang à 
part” (posición jurisdiccional separada) que ansiaba30. Ni territorio estable, ni tampoco 
homogéneo, el condado de Borgoña era un enclave y al mismo tiempo una tierra de enclaves. Estaba marcado por la existencia de un espacio cercado dentro de sí: la ciudad 
imperial libre de Besançon, con derechos y privilegios divergentes a los del condado, más 
poblada que su propio centro político (Dole), pero situada bajo la protección del conde 
de Borgoña mediante un tratado de salvaguardia31. Sin embargo, la imagen de un islote 
ensimismado con una lógica de autogobierno cuyo eje ordenador era la búsqueda de protección externa debe ser matizada, ya que la lejanía de Madrid lo acercaba a Bruselas. La 
ausencia del soberano acrecentaba la sombra del dominio jurisdiccional que los estados de 
Flandes pretendían asumir sobre el condado. La paulatina merma de conocimientos directos sobre la provincia que debilitaba el control directo del rey favorecía esta pretensión32. Al conjugarse la lejanía del príncipe (dispensador de justicia) y la corte (fuente de 
mercedes) con la proximidad de Flandes, resulta imprescindible comprobar cómo el condado de Borgoña articuló su diseño de poder y dependencia jurisdiccional entre dos polos 
políticos: Bruselas y Madrid.


27  
C. Windler, “De la neutralité à la relation tributaire: la Franche-Comté, le duché de Bourgogne et le royaume 
de France aux xvie et xviie siècles”, en J.F. Chanet y Ch. Windler (dirs.), Les ressources des faibles. Neutralités, 
sauvegardes, accommodements en temps de guerre (XVIeXVIIIe siècle), Rennes, 2009, pp. 163-185.

28  
Se añoraba el tiempo que procuraba felicidad y sosiego por el respeto mutuo del contrato que ligaba a 
los condes con sus súbditos: “La cause de ce bonheur procédoit de la bonté de nos princes, qui nous avait 
toujours conservé à l’abri de diverses neutralités et accomodements avec nos voisins. Leur amour envers 
nous avait été attiré par notre constante fidélité, et par une production de braves hommes qui perdant leurs 
moyens et la vie à leur service, amenoit leur affection envers le pays qui les avoit donné”, J. Chifflet, Mémoires 
pour servir,  t. 1, p. 8.

29  
F. Pernot, La Franche-Comté espagnole à travers les archives de Simancas. Une autre histoire des Franc-Comtois 
et leurs relations avec l’Espagne, de 1493 à 1678, Besançon, 2003.

30  Louis Gollut, Les mémoires historiques de la république séquanoise, et des princes de Franche-Comté de Bourgogne, Dole, Antoine Dominique, 1592, libro II, XXXIV, p. 186: “Ce que sa Maiesté impériale voulut, afin 
que ses suiects fussent soulagés de faiz, et néantmoins (non obstant qu’ils iroient ès Païs -Bas) qu’ilz ne fussent 
réputés pour assubiectis aux régles, conclusions et façons desdicts païs. Car la souveraineté de la FrancheComté (qui est sans recognoistre autre supérieur, quel qu’l soit, que son prince seul, sans aller plus oultre) 
havoit à faire de la rétention de son ranc à part”.

31 “Il fut toujours d’usage pour les Cités libres ou les Républiques qui n’étaient pas fortes en elles-mêmes, de se 
placer sous la protection de quelque prince plus puissant ou de s’allier à un peuple voisin, ce que fit souvent 
Besançon dans les temps anciens”, Jean Jacques Chifflet, Vesontio Civitas Imperialis libera sequanorum metropolis: plurimis nec vulgaribus sacrae prophanaeq[ue] historiae monumentis illustrata [et] in duas partes distincta, 
Lugduni: apud Claudium Cayne, 1618, t. III, p. X.

32  “Il y a pitié sans doute aux princes éloignés de leurs peuples, parce qu’on les trompe, et aux peuples encore 
plus parce qu’ils ne sont pas ouïs, ou s’il le sont c’est souvent tard, quand les affections empêchent les souverains d’être bien informés des choses les plus importantes à leur service”. Ibídem, t. II, p. 327.

III. Una combinación específica de distribución del poder
Por su condición de heredero de los antiguos condes de Borgoña, los borgoñones del 
siglo xvii percibían legítimo el lazo de señorío que les unía al rey católico33. Así, era al 
conde de Borgoña a quien prestaban el tradicional juramento de fidelidad y a quien, en 
reciprocidad, pedían la conservación de sus libertades y derechos singulares34. Los Estados 
de Borgoña se reunían para entablar un dialogo político con cada nuevo rey-conde. Este 
juraba los privilegios que sus antecesores en el linaje condal habían reconocido a los 
pobladores del condado, al tiempo que ellos se comprometían a servirle con fidelidad35. 
De este modo, las dos partes actualizaban el dialogo y le otorgaban una promesa de 
futuro. La ausencia del soberano obligaba a la delegación, paso crucial en el sistema 
pactista, que se desvelaba mediante la lectura en voz alta de las cartas del rey-conde. Esta 
lectura confería a ese solemne acto político (preámbulo de cualquier relación de servicio 
y obtención de mercedes) un efecto de proximidad real. Las cartas firmadas por “la royale 
main” recorrían un itinerario específico antes de llegar al condado: transitaban por manos 
del gobernador general de Flandes y Borgoña en Bruselas, y este tránsito traducía en clave 
cronológica su facultad delegada de “commettre et de substituer” en lugar del rey que la 
poseía. A su vez, el gobernador general de Flandes y Borgoña encargaba y confería al 
gobernador general del Franco Condado la facultad de sustituirle. Se tendía una cadena 
de órdenes entre Madrid, Bruselas y Dole. Así, las palabras del rey se insertaban en una 
sucesión temporal que constataba las relaciones de dependencia existentes entre unos 
territorios que Carlos V había querido mantener unidos. La vigencia de este peculiar 
“corredor político” era aceptada por ambas partes siempre y cuando las cartas fueran 
firmadas de la propia mano del monarca; en caso contrario, eran rechazadas. Los “Recès” 
conservan los legajos de cartas y las deliberaciones ulteriores, dejando “eterna memoria” 
del diálogo mediante las “remontrances” que los súbditos elaboraban y las contestaciones 
del soberano en forma de apostillas. 


33  
François Ignace Dunod de Charnage, Mémoires pour servir à l’Histoire du Comté de Bourgogne, Besançon, 
1740, p. 537.

34  Que su propia denominación verifica (Franco Condado, o condado “franco” de Borgoña), pues resalta los 
antiguos privilegios que gozaba el territorio y que los soberanos Habsburgo respetaban como herederos 
dinásticos de los antiguos condes de Borgoña, L. Gollut, Les mémoires historiques , libro II, XLVII, p. 165: 
“Toutefois en nostre Franche-Comté, franche pour l’exemption du prince et affranchissement de toute estrangére souveraineté, et franche par l’exemption de toutes telles impostions et gabelles, se trouvent beaucoup 
de légitimes moyens, par lesquels le prince est pourvu et servy”. Los “Recès” (actas) de los Estados de Borgoña 
del año 1625 rezan: “Ceste Franche Comté portant en front le titre glorieux de sa franchise marque également 
l’amour incomparable de ses Princes envers elle, et la fidélité inviolable des subjects envers leurs Princes”, La 
Franche-Comté de Bourgogne sous les princes espagnols de la maison d’Autriche: Les Recès des États, ed. Alphonse 
de Troyes, París, 1847, t. I, p. 391, 4 tomos. No están publicados los Recès de 1662, que como los restantes se 
encuentran en la Bibliothèque de Besançon (BB), Colección (C) Chifflet y en los Archives du Parlement de 
Dole (AP) custodiados en los Archives Départamentales de Besançon (ADB). 

35
Los  Recès de 1629 definen a la Monarquía como “un gran cuerpo” cuyos miembros contribuyen todos a su 
conservación con un tributo del que Borgoña estaba exenta por gracia particular, La Franche-Comté de Bourgogne sous les princes espagnols, t. II, p. 402. 

Como a cada fragmento de la Monarquía, al condado de Borgoña le correspondía un 
sistema singular de distribución de poder36. El Franco Condado se enorgullecía de su autonomía administrativa y judicial y la invocaba como causa de servicio y fidelidad37. Así, 
el “don gratuito” que los Estados de Borgoña accedían a votar a petición del rey-conde se 
consumía en la defensa de la provincia que posibilitaba su conservación en la Monarquía38. El cargo de gobernador se transformó en patrimonial para la alta nobleza condal: 
lo acumularon los Chalon, los Vergy y luego los Bauffremont. No es extraño, por eso, que 
dentro de las instrucciones de gobierno dirigidas a los gobernadores generales de Flandes 
y Borgoña, la reserva real se aplicara siempre al cargo de gobernador del Franco Condado 

–quien “pese a mantener comunicación directa con Madrid, presentaba una incuestionable subordinación a Bruselas”39–, y también al de presidente del Parlamento de Dole40, el 
de mayor relieve al que podía aspirar un letrado dentro del propio territorio condal.

Para combatir lo lejano y lo apartado de su situación geográfica, los borgoñones se 
sentían súbditos de “imperio”: veían en el servicio prestado al monarca la oportunidad 
de acercarse al soberano, ya que este se comprometía a corresponder con mercedes al 
súbdito lejano y aislado para captar su voluntad41. En un espacio de sociabilidad paralelo 


36  
“Il faut pour bien expliquer les choses entendre premièrement les formes anciennes de nostre Bourgogne, les 
loix fondamentales et pièces essentielles de ce petit estat qui est éloigné de son roy et est abrégé de sa grande 
monarchie, petit estat mais ouvrage de plusieurs siécles et de dix grands princes qui ont tous adiouté sans 
innover ny changer, et auquel la dernière main a esté mise par Philippe II, grand roi et le plus sage des roys”, 
J. Girardot de Nozeroy, Histoire de dix ans, p. 3.

37  
“El odio de los franceses hacia nosotros procede de la envidia que nos tienen por nuestras franquizias, privilegios y religión, conservados desde hace tanto tiempo por la bondad incomparable de nuestros Reyes”, 
J. Girardot de Nozeroy, La Franche Comté protégée de la main de Dieu contre les efforts des françois en 1636, 
Dole, 1900, p. 42.

38  
J.M. Carretero Zamora, “Los Estados generales del Franco Condado en el siglo xvi: mecanismos institucionales y estructura representativa”, Cuadernos de Historia Moderna, 18 (1997), pp. 11-30; ídem, “Los Estados 
Generales del Franco Condado y las finanzas de la Monarquía Hispánica: el ‘Don Gratuito’ en los siglos xvi
y xvii”, en Homenaje a don Antonio Domínguez Ortiz, Granada, 2008, vol. I, pp. 239-261.

39  
A. Esteban Estríngana, Madrid y Bruselas, p. 38.

40  El Parlamento poseía la facultad de presentar una terna de candidatos para cubrir la vacante, (Ordonnances du 
Parlement de Bourgogne, título V) pero el Consejo de Estado de Bruselas se apropió poco a poco de ella. En
1664, por ejemplo, este Consejo presentó sus propios candidatos al entonces gobernador general de Flandes 
y Borgoña, el marqués de Caracena, mediante consulta fechada en Bruselas, 3 de marzo de 1664; Caracena 
remitió una copia al rey junto con su parecer sobre los tres sujetos propuestos por el Consejo, Caracena a 
Felipe IV, Bruselas, 26 de marzo de 1664. Esta documentación fue examinada por el Consejo Supremo de 
Flandes, Madrid, 30 de mayo de 1664, que solicitó al rey “se suspenda la provisión hasta que el Parlamento 
haya propuesto tres o quatro sujetos al gobernador de Flandes, como se ha acostumbrado siempre, sin que 
pretenda derecho de nominación”; el rey resolvió: “quedo mirando en esto para tomar la resoluçion que 
parezca mas conveniente”. Sobre la provisión de la presidencia del Parlamento de Dole hay una segunda 
consulta del Consejo Supremo de Flandes, Madrid, 2 de junio de 1664, con la siguiente declaración real: “A
su tiempo mandaré tomar resoluçion en esto”, todo en AGS, SP, leg. 2.462. 

41  “La noblesse est heureuse […] et n’a d’autre manquement pour son total bonheur que l’absence de son 
souverain. Mais le roi loge dans ses armées, c’est à dire, sa grandeur et puissance y sont pour ceux qui l’y 
vont chercher. Ainsy, me le dit un iour en Espagne le Comte-Duc [Olivares], sur ce que ie lui representois 
l’esloignement de la personne du roy, et que nostre noblesse n’avoit pas les moyens de passer en sa cour et 
y subsister. Ce pays sembleroit trop petit et les emplois trop médiocres pour une si grande et si principale 
noblesse que la nostre, mais la monarchie d’Espagne est la campagne la plus fournie d’emplois qui soit au 
monde, qui est ouverte partout à la fidélité de nostre nation, est pour nous les ouvrir comme ils estoient du 
temps de nos quatre ducs”, J. Girardot de Nozeroy, La Franche Comté protégée, p. 11.

a la corte de Madrid
 se moldeaban comportamientos en espejo y se estructuraba una 
segunda corte, la de Bruselas, en particular durante el período de soberanía de los archiduques Alberto e Isabel (1599-1621), que procuraron retribuir equitativamente a flamencos y borgoñones. 

Esta reseña de las múltiples conexiones jurisdiccionales cuestiona el equilibrio de poder entre ambos territorios. Puesto que lo institucional se encarnaba en individuos, merece la pena comprobar cómo un súbdito borgoñón que pretendía prestar servicio a su 
rey-conde encontraba su trayectoria política mediatizada por la interposición de un tercero, el súbdito flamenco, y cómo esta relación entre flamencos y borgoñones acabó marcada por el odio, según llegó a confesar Jules Chifflet a través de múltiples menciones en sus 
Memorias.

IV. Antoine Brun: de un servicio provincial a la monarquía a un servicio 
personal al rey 
Un vasallo borgoñón tan alejado de su rey-conde debía franquear varios umbrales 
sucesivos para llamar la atención del soberano y demostrarle fidelidad mediante la prestación de un servicio personal directo. Ser reconocido e incorporado en el entorno real para 
cimentar el principio de reciprocidad en el servicio resultaba imprescindible para Antoine 
Brun, que no gozaba de la reputación propia de la nobleza antigua, como los Beauffremont, ni de la fama de un linaje de sabios humanistas, como los Chifflet. Con todo, la 
reputación de su padre precedió sus pasos tanto en la provincia como en la corte de Bruselas: Claude Brun, abogado fiscal en el Parlemento de Dole desde 1595, había ejercido 
como diplomático al servicio de los archiduques. En 1600, lideró una diputación enviada 
por el Parlamento a Enrique IV de Francia, que tras reconocer sus excepcionales cualidades declaró “qu’il ne seroit pas fâché que ses Magistrats fussent teints en brun”42 (“brun” 
significa “pardo” en francés). En 1605, sus gestiones para normalizar las relaciones entre el 
ducado y el condado de Borgoña le valieron el reconocimiento de los archiduques, que le 
concedieron una plaza de consejero en el Parlamento de Dole. A partir de entonces, se 
esmeró en complejas negociaciones para delimitar las fronteras condales con el cantón de 
Berna y con Lorena (1614) y participó en la firma del Tratado de Neutralidad con Saboya 
(1616). Por eso, el Parlamento lo propuso para una plaza en el Consejo Privado de Bruselas poco antes de su muerte, acaecida en 1621. 

Claude Brun nunca estuvo conforme con la estancia de estudios que su hijo Antoine 
realizó en Francia43 e hizo cuanto pudo para desviarlo de su interés por las letras y orientar su educación hacia la carrera de jurista. El joven cursó estudios de filosofía en Lyon y 


42  
F.I. Dunod de Charnage, Mémoires pour servir, p. 653.

43  Jules Chifflet denunció en sus Mémoires, p. 13, el ambiente de París que arruinaba la decencia de los jóvenes 
borgoñones, y culpó a los matrimonios mixtos entre franceses y borgoñones, interesados en las dotes, de 
propiciar el distanciamiento de España de los pobladores del condado.

de derecho en Dole; luego efectuó un viaje a París, donde su talento como orador y como 
letrado no pasó desapercibido para el príncipe de Condé y algunos literatos parisinos, 
todos ellos futuros miembros de la Academia francesa (1635). Desde París, Antoine Brun 
mantuvo correspondencia con su pariente Jean Jacques Chifflet (1588-1673)44 y confió a 
los hermanos Chifflet el cuidado de publicar sus primeros poemas en Besançon45. Pero
acabó regresando a Dole46 y congregando allí un primer círculo provincial de reconocimiento a sus cualidades profesionales47; también ligó su andadura a los Chifflet, aunque 
sin conseguir todavía la plaza en el Parlamento para la que Brun les había solicitado 
respaldo.

Para Antoine Brun, el primer peldaño para acceder a otro espacio de circulación y 
conexión con ministros de la Monarquía fueron varias misiones exteriores en defensa de 
su pequeña patria. Desempeñó la primera a la Valtelina en 162448 y la segunda a Saboya en 
1632, con la que ganó al príncipe Tomas para la causa de Felipe IV. Luego se dio a conocer 
a la infanta Isabel en la corte de Bruselas49 –eslabón necesario para emerger del ámbito 
local–, y en 1628 obtuvo de ella la promesa de que el condado no sería convertido en 
plaza de armas al servicio de la Monarquía50. Brun redactó un discurso fúnebre dedicado 
a Felipe III y al archiduque Alberto (1621) y otro al gobernador del condado, el conde de 


44  
Fue médico de la infanta Isabel desde 1625 y autor de más de 35 obras, la mayoría publicadas en la imprenta 
de Plantin-Moretus de Amberes. Una hermana de Claude Brun contrajo matrimonio con Jean Chifflet, 
padre de Jean-Jacques y de Philippe (1597-1657), capellán de Isabel en Bruselas. Esta correspondencia se 
conserva en BB, C. Chifflet, 101 (1618-1652).

45  
BB, C. Chifflet, 104, ff. 344-544.

46  Quizá a costa de sacrificar una carrera literaria en París, M. Noisjean, Contribution du groupe d’Antoine Brun 
à l’Histoire de la poésie française des années 1620, memoria de licenciatura inédita que analiza sus años de 
aprendizaje literario en Bourges y París, 92/PA03/0050, Université de Paris III, 1992. 

47  Los Varambon, Vergy, Rye, Bauffremont o d’Andelot le confiaron sus asuntos judiciales y, en uno de sus 
juicios, estuvo implicado el propio Jean Jacques Chifflet, BB, C. Chifflet, 101, ff. 468-470.

48  El corredor alpino de la Valtelina (cantón de los Grisones), comunicaba el ducado de Milán con el Tirol. El
duque de Feria, gobernador de Milán, se apoderó de él en 1620, pero Felipe IV lo dejó bajo control papal en 
1623 para evitar una guerra con Francia. Richelieu ocupó las tierras de los Grisones en 1624 y como diversión 
proyectó atacar el condado de Borgoña. Brun fue enviado a Suiza, porque Feria pretendía crear una liga entre 
los cantones suizos, el ducado de Milán y el condado de Borgoña. Pero se sabe poco de la misión que Brun 
efectuó junto al marqués de Ogliani, Claude de Rye, caballerizo mayor del duque de Saboya, cuya correspondencia se conserva en el Archivo privado de Brun.

49  Mediante la alabanza de los archiduques incluida en su Le Choix des épitres de Lipse, traduit en françois par 
Anthoine Brun, de Dole en la Franche-Comté, Lyon, Ancelin, 1619; y mediante su misión a Baden en 1626, 
Lettre à M. de Myon, ambassadeur de S. M. pour les Etats de Bourgogne vers MM. des Treize Cantons, Dole, 
Antoine Binart, 1629, escrita por Brun en respuesta a Clément de Myon, L’Olympiade et Sommaire des faits 
du Comte de Buquoy, Dole, Antoine Binart, 1629.

50 La infanta había ordenado levantar dos tercios en Borgoña para campear en Flandes, Isabel al Parlamento 
de Dole, Bruselas, 4 de abril de 1628, ADB, AP, 2B 104. Un total de 2.000 borgoñones debían alistarse bajo 
las órdenes del barón de Moncley, Jean Jacques de la Tour Saint Quentin, un veterano maestre de campo de 
infantería borgoñona que servía en el ejército de Flandes. El Parlamento encargó a Brun viajar a Bruselas para 
solicitar a la infanta que renunciara a levantar los tercios; además, le encomendó interceder ante la gobernadora 
para impedir el paso por el condado del regimiento de loreneses y alemanes del príncipe de Barbançon, que se 
dirigía a Flandes. Los argumentos de Brun (peste en el condado y posible ruptura de la neutralidad por la alarma que causaría el tránsito de tropas en el vecino ducado de Borgoña) lograron convencer a Isabel de renunciar 
a la leva, Brun al Parlamento, Bruselas, 18 y 20 de noviembre de 1628, AB, t. II, ff. 10-15 y ADB, AP, 2B 106.  

Champlitte Clériadus de Vergy (
1630)51, que le proporcionaron éxito, pero le suscitaron 
envidias dentro del condado. Llegó a ocupar el cargo de procurador general del Parlamento de Dole (1632) y fue alabado como uno de los mejores juristas de su época, aunque 
también desacreditado mediante anónimos malintencionados que llegaron a Bruselas tras 
la muerte del conde de Champlitte para despertar recelo sobre su lealtad52.  

El magno acontecimiento que elevó a Antoine Brun al rango de interlocutor predilecto de la provincia con el exterior fue la resistencia al asedio francés de Dole. Galvanizada 
por las arengas de Brun y del presidente del Parlamento, Jean Boyvin (1575-1650)53, la 
ciudad demostró arrojo ante el ataque del príncipe de Condé durante los casi tres meses 
consecutivos en los que apenas contó con ayuda externa (de finales de mayo a mediados 
de agosto de 1636). El Parlamento solicitó auxilio al exterior54 y el gobernador de la provincia, el marqués de Conflans, Gérard de Watteville (1576-1637)55, se apresuró a organizar 
la defensa de Borgoña mediante la leva de varias unidades de infantería que debían actuar 
coordinadas con las milicias provinciales. Los refuerzos del duque Carlos IV de Lorena no 
llegaron hasta mediados de agosto, cuando las maniobras de diversión dirigidas por el 
cardenal infante don Fernando desde Flandes56 ya comenzaban a dar fruto con la toma de 
varias plazas francesas en la ribera del Somme. Finalmente, el fracaso de su última embestida obligó al príncipe de Condé a levantar el asedio el 15 de agosto, y la fidelidad activa 
de la provincia no resultó socavada por el férreo cerco del agresor. 

La heroica resistencia le valió al condado un reconocimiento tal que se puede tildar 
de “acontecimiento extraordinario”, porque experimentó un efecto multiplicador57. En
adelante, la proeza fue reconstruida cada vez que resultó necesario subrayar la fidelidad 
ejemplar del territorio como servicio colectivo ofrecido al rey, para apelar con él a la 


51  
Les pieux devoirs du sieur Brun, à la  glorieuse mémoire de Philippe III, monarque des Espagnes, et d’Albert, 
archiduc d’Autriche, duc et comte de Bourgogne, Besançon, Nicolas Moingesse, 1621; Discours funébre prononcé 
en l’église Notre Dame de Dole par Antoine Brun, mencionado en la lista de obras de Brun que se recapitulan 
en Mémoires de la Société d’Emulation du Jura, (1873), pp. 337-338.

52  
Fue acusado de traición por haber mantenido correspondencia con el príncipe de Condé y por haber viajado 
a Dijon, véase más adelante.

53  Jean Boyvin, Le siège de la ville de Dole, capitale de la Franche Comté de Bourgogne, et son heureuse délivrance,
Dole, Antoine Binart, 1637. Sobre él, Jean Boyvin, président du Parlement de Dole. Sa vie, ses écrits, sa correspondance politique, ed. de E. Clerc, Besançon, 1856; y E. Longin, “Jean Boyvin, président du Parlement de 
Dole, d’après ses lettres aux Chifflet”, Société d’émulation du Doubs (1911), pp. 377-456 y (1912), pp. 121-186.

54  Su correspondencia fue recopilada en las Mémoires et Documents inédits pour servir à l’Histoire de la Franche 
Comté, t. X, Besançon, 1912.

55  H. Braun, Die Familie von Wattenwyl. La famille de Watteville, Murten, 2004. 

56  Don Fernando al marqués de Conflans, Mons, 23 de junio de 1636, “Espero continuareys con la misma fineza 
que hasta aqui mientras llega el socorro que el señor rey de Hungria, mi hermano, envia a essa provincia y la 
diversión que por aca se introduze en Francia. Espero que ha de obligar al enemigo a que retirandosse de essa 
provincia acuda a la defensa de las propias”, Archives Générales du Royaume, Bruselas (AGR), Secrétairerie 
d’Etat et de Guerre (SEG), registre 567, f. 95. 

57  P. Nora, “L’événement monstre”, Communications, 18 (1972), pp. 162-172. Lo que convierte en histórico un 
acontecimiento no es que haya tenido lugar, sino que sea conocido; “l’événement monstre” es el acontecimiento exhibido y multiplicado: “L’événement témoigne moins pour ce qu’il traduit que pour ce qu’il révèle, 
moins pour ce qu’il est que pour ce qu’il déclenche”, p. 168.

reciprocidad que permitía obtener nuevos favores58. El carácter providencial otorgado a la 
magna defensa de Dole59 configuró un topos de fidelidad que iría reforzándose conforme 
se propagaba por el vasto ámbito de la Monarquía, ya fuera mediante escritos elaborados 
por borgoñones como Brun o Boyvin60, ya fuera mediante correspondencia intercambiada 
por otros súbditos de la corona61. Pero la victoriosa campaña de 1636 solo proporcionó 
un respiro temporal a la provincia, porque el estallido de la guerra de los Diez Años (1634-
1644) –el episodio borgoñón de la guerra de los Treinta Años62–, con su secuencia de peste, 
hambruna y violencia colectiva, dejó el condado exhausto63. 

Fue la guerra, en tanto que factor de integración de una provincia tan separada jurisdiccionalmente, la que facilitó a Brun el paso de un destino regional a una trayectoria transnacional. Su afán por la conservación del condado en el seno de la Monarquía, le permitió
distinguirse a ojos de Bruselas y Madrid, tanto por su valeroso comportamiento en las batallas


58  
El Cardenal Infante consideró “hereditaria” la deuda que la corona había contraído con los borgoñones, 
don Fernando al Parlamento de Dole, Cambrai, 3 septiembre de 1636, ADB, AP, 2B 203, original; copias en 
BB, C. Chifflet, 35, f. 222. Cartas de Felipe IV agradeciendo a los borgoñones su valor y fidelidad en marzo
de 1638 y decreto real sobre los premios de la defensa de Dole, Madrid, 5 de septiembre de 1636, ADB, AP, 
2B 246, copias en BB, C. Chifflet, 3, f. 1000; 35, f. 221; y 46, f. 177. “Instrucción al conde de Salaçar para la 
Jornada de Borgoña”, Madrid, 5 de diciembre de 1636: “El valor y la fidelidad con que me han servido los 
naturales del condado de Borgoña en la ocassion del sitio que pusieron los franceses sobre la villa de Dola es 
de tan raro exemplo que obliga a aparentes demostraciones de la satisfaccion con que estoy de tales vassallos y 
de lo que han crecido en mi voluntad y estimación sus merecimientos y el amor que les tengo, y assi abiendo 
resuelto embiar una embajada muy solemne y autoriçada a aquel condado […]”, BB, C. Chifflet, 46, ff. 
176-178; Felipe IV “a los naturales de Borgoña que cooperaron en la defensa de Dola dentro de la plaça, y a 
los que huvieren obrado con particularidad, [les he hecho merced de] hermandad y naturaleça en todos mis 
reinos y señoríos”, BB, C. Chifflet, 46, ff. 176-178. 

59  
Felipe IV escribió a todos los provinciales de las órdenes religiosas de sus reinos calificándola de “un miracle 
ineffable et un evident effect de la misericorde infinie, cet illustre exemple de la fidelité, constance et valeur 
de ses sujets de la Franche-Comté”, Jean Boyvin, Le siége de la ville de Dole, p. 310. El calificativo de “milagro”
fue invocado después por los borgoñones para poner precio al valor de su servicio. 

60  
Déclaration des Commis au Gouvernement de la Franche-Comté de Bourgogne sur l’entrée hostile de l’armée 
française audit pays, Dole, 1636, Antoine Binart, p. 71. Contiene una manifestación expresa de su voluntad de 
permanecer fieles al soberano, que fue muy apreciada en Bruselas, como admitió Pierre Roose en una carta 
dirigida a Antoine Brun el 11 de septiembre de 1636, AB, t VIII, f 189. Le siège de la ville de Dole, de Jean 
Boyvin, tuvo una segunda edición en Amberes, Balthasar Moretus, 1638.

61 
“Sus Majestades salieron el domingo a dar gracias a Nuestro Señor por las buenas nuevas en público. Se dice 
que es por lo del condado de Borgoña, y por estar Dola descercada, con grande perdida de los franceses”; 
cruzándose el rey a dos religiosos borgoñones en el camino de Atocha exclamó: “Por Borgoña, por Borgoña”, 
carta del padre Sebastián González, S. J., al padre Rafael Pereyra, S. J, Madrid, 23 de septiembre de 1636, 
Mémoires et Documents inédits pour servir à l’Histoire de la Franche-Comté, Besançon, 1912, tomo X, p 564. El
marqués de Leganés, gobernador de Milán, ordenó tres salvas de cañones, J. Girardot de Nozeroy, Histoire des 
dix ans, p. 140; Felipe IV al Parlamento de Dole, Madrid, 1 de marzo de 1639 y el Cardenal Infante al Parlamento de Dole, Cambray, 3 de septiembre de 1636, ADB, AP, 2B 203. Al desfilar en Zaragoza ante las tropas 
borgoñonas que participaron en el sitio de Barcelona bajo el mando del conde Jean de Scey, Felipe IV “ne se 
pût empescher de jetter quelques larmes et se crier hautement, en témoignage d’affection, mis Borgoñones”, 
Claude Etienne Bigeot, Le Bourguignon interessé, Colonia, Pierre ab Egmont, 1668, pp. 140-141.

62  
Se le da este apelativo por el testimonio escrito que aportó de ella el consejero del Parlamento de Dole Jean 
Girardot de Nozeroy (1584-1651), G. Louis, La Guerre de Dix Ans (1634-1644), Besançon, 1998, introducción.

63  Véase el censo de 1654 en La population de la Franche-Comté au lendemain de la guerre de Dix Ans: recensements nominatifs de 1654, 1657, 1666. II, Bailliages de Baume-les Dames, Ornans, Pontarlier, Quingey et Salins, 
Besançon, 1995, o la carta de Philippe Chifflet à Bagno, Bruselas, 31 de diciembre de 1639, “Il y a tant de décés 
en Bourgogne depuis la guerre, que presque tous les bénéfices sont vacants”, B. de Meester de Ravestein, 
Lettres de Philippe et de Jean-Jacques Chifflet sur les affaires des Pays-Bas (1627-1639), Bruselas, 1943, p. 194.

ulteriores al sitio de Dole, como por su pluma. Mantuvo correspondencia con el entonces
gobernador general de los estados de Flandes y el Franco Condado de Borgoña –el Cardenal
Infante–, en nombre propio y en el del Parlamento, haciéndole partícipe del calamitoso estado en que se hallaba sumida Borgoña64; y al duque Federico Savelli, que viajó al condado en
enero de 1638 para solicitar el alojamiento de las tropas auxiliares (lorenesas y alemanas), le
remitió un memorial explicativo de la miseria de la provincia65. Brun desempeñaba, así, el
papel de consejero, que explicitaba la necesidad de socorrer al territorio con víveres y municiones y de librarlo de los ejércitos auxiliares que lo asolaban. Al llegar de Bruselas en febrero,
el marquès de Ville, Charles-Henri de Livron, miembro de la casa del duque de Lorena, le
entregó algunas cartas del Cardenal Infante que expresaban su intención de ordenarle viajar
a Flandes. El gobernador correspondía a las suplicas del propio Brun, que ansiaba marcharse
del Franco Condado temiendo sufrir represalias personales si la invasión francesa llegaba a
materializarse66. Este panorama muestra que la actuación de Brun y las primeras redes que
supo tejer cuando se propuso relacionarse con el exterior de la provincia comenzaban a dar
fruto, porque habían desatado la obligada reciprocidad del soberano.

V. El apoyo de Saavedra Fajardo 
Los destacados servicios particulares prestados por Antoine Brun a la Monarquía, le 
granjearon el reconocimiento de Saavedra Fajardo como un servidor ejemplar durante su 
visita al Franco Condado de 163867. Fue allí donde ambos juristas y escritores entablaron 
una amistad que, con bastante probabilidad, perduró hasta la muerte de Brun en La Haya 
en 1654. Brun acogió a Saavedra Fajardo en Pontarlier (ciudad fronteriza con Suiza) y lo 
acompañó en su recorrido por la provincia hasta despedirlo en la frontera, cuando Saavedra recibió la orden real de dirigirse a Baviera. 

Entonces, Brun se posicionó como interfaz necesario, debido a su legítima capacidad 
de mediación en la provincia68. Informaba y opinaba con prudencia, y gracias a su ajustado punto de vista, Saavedra Fajardo pudo contrarrestar el rigor con el que don Antonio 


64  
ADB, AP, 2B 220-280. 

65  BB, C. Chifflet, 5, f. 247, “Remonstrances en latin faites par les conseillers Bereur et Brun en l’an 1638 au 
duc Savelli estant alors en ce payx”.

66 AB, t. II, f. 29, Brun al Cardenal Infante, Dole, 26 de febrero de 1638, “Comme je suis l’un des plus fort 
object de la haine des français, il est certain qu’ils me traicteront mal au dernier point [...] à quoy je supplie 
trés humblement V. E. avoir égard, pour me tirer de ce lieu à bonne heure si elle le trouve ainsy convenir au 
service du Roy”. 

67  “Relación de don Diego de Saavedra Fajardo, consejero del supremo y real Consejo de Indias, embajador por 
Su Majestad Católica el Rey don Felipe quarto el grande, nuestro señor, al elector de Baviera, de la jornada 
que por orden de Su Majestad hizo el año de 1638 al condado de Borgoña”, Conde de Roche y J.P Tejera 
(eds.), Saavedra Fajardo. Sus pensamientos, sus poesías, sus opúsculos, Madrid, 1884, pp. 157-176 y A. González 
Palencia (ed.), Diego Saavedra Fajardo. Obras Completas, Madrid, 1946, pp. 1333-1341. En Borgoña estaban en 
juego los intereses de la Monarquía y el soberano se acercó a sus vasallos enviando legaciones, como las de 
Saavedra Fajardo y don Antonio Sarmiento en 1638 y 1639, o Gabriel de Toledo en 1639 y 1641. 

68  Correspondencia de Saavedra Fajardo con el Parlamento en 1637-1638-1639, ADB, AP, 2B 234.

Sarmiento, enviado por Bruselas al Franco Condado en 
163869, se empeñaba en denunciar 
el empleo erróneo de los fondos de ayuda exterior que llegaban a la provincia70. Saavedra 
Fajardo y Brun concertaron sus esfuerzos y gestiones, colaborando para favorecerla y tratando de restaurar su neutralidad. Es preciso admitir que, a través de Saavedra Fajardo, la 
corona favoreció una iniciativa diplomática meramente borgoñona y eso demuestra su 
dificultad de conciliar los intereses del condado con una política global favorable a la 
conservación de Flandes; dificultad que preconizaba la transformación del territorio condal en plaza de armas contra Francia71. Brun desempeñó entonces un servicio activo y 
personal al “rey de guerra”72. El conflicto armado en Borgoña propició la intervención 
directa y legítima del soberano, obligado a asegurar protección a sus fieles vasallos. Asimismo, el pequeño territorio condal, incapaz de asumir el coste de su propia defensa, se 
vio obligado a invocar la protección real. Esta invocación llevaba implícita la intromisión 
de la corona en los asuntos locales, pero en contrapartida surgía la posibilidad, siempre 
anhelada por los súbditos, de obtener más y mejores cargos. Cumpliendo con su función 
de “rey de guerra”, Felipe IV autorizó la búsqueda de una neutralización del territorio 
condal, pero a la vez alteró los equilibrios de poder internos. Al Parlamento, le otorgó 
potestad ejecutiva junto al gobernador, así fusionó su autoridad. Al duque de Lorena, le 
confió el mando militar73 para aumentar la capacidad de resistencia frente a la agresión 
externa. Parlamento y gobernador trabajaron para lograr el doble objetivo de restablecer 
el tratado de neutralidad y alejar lo antes posible a las tropas auxiliares74. La autonomía de 
la que hacía alarde la provincia no resistió la prueba de la guerra europea.

Como Saavedra Fajardo era embajador plenipotenciario, no tenía que remitirse al 
Cardenal Infante ni tampoco esperar las resoluciones de Madrid. Esta libertad de acción 
le permitió posicionarse como protector de Brun sin contar con la aprobación mediadora 
de Bruselas. Ambos no solo compartieron ideas políticas, también intercambiaron sus 
obras. Brun entregó a Saavedra Fajardo un manifiesto que justificaba la conducta del 


69 
“Negociación de don Antonio Sarmiento quando lo enviaron de Flandes por segunda vez a Borgoña en el 
año 1638”, BB, C. Chifflet 35, ff. 230-233. J. Girardot de Nozeroy, Histoire de la Guerre de Dix Ans, p. 235
confirma las discrepancias entre Sarmiento y Saavedra Fajardo, que acabaron incluyendo a Brun: “Sarmiento 
et Saavedra qui avoient chacun des instructions séparées, semblaient ne pas estre de bon accord”.

70  
Sarmiento al Cardenal Infante, Besançon, septiembre-octubre de1638, ADB, AP, 2B 256.

71  Christian Windler concibe una diplomacia borgoñona “distincte de la diplomatie du roi d’Espagne en tant 
que souverain d’autres Etats de cette monarchie” y se pregunta “dans quelle mesure l’autonomie dont disposent les pays d’une «monarchie composée» s’étend-elle aux relations extérieures?”, en J. Guerts y H. de 
Schepper (eds.), Staatsvorming onder Bourgondiërs en Habsburgers. Theorie en praktijk, Maastricht, 2006, pp. 
169-194.

72  La guerra, igual que la justicia, era consustancial a la soberanía, J. Cornette, Le Roi de Guerre. Essai sur la 
souveraineté dans la France du Grand Siècle, Payot, 1993. 

73  Patente de Felipe IV a Carlos IV, duque de Lorena, capitán general del ejército de Borgoña, Madrid, 29 de 
mayo de 1637, ADB, AP, 2B 236.

74  La presencia en el condado de Saavedra Fajardo, Sarmiento y Toledo facilitaba un conocimiento  directo 
y actualizado de la situación de la provincia que adquirió una importancia clave a la hora de autorizar la 
renovación de la neutralidad. En los Recès, se emplea de manera recurrente el argumento de la “información 
directa” para solicitar la asignación de una plaza en el Consejo Privado de Bruselas a un consejero borgoñón 
que podía proporcionarla.

condado y se cerraba con numerosas diatribas contra los franceses, afanados en castigar a 
los borgoñones con una guerra “peor que de turco a moro”, y con una exaltación del amor 
y la fidelidad de Borgoña hacia su soberano natural: “et parmy ces outrages et vexations, 
on a remarqué le courage et la fidélité de nostre nation à s’élever de plus en plus, comme 
le saffran sous la gresle et le palmier sous la charge qui l’opprime, l’affection de nos peuples logés à l’extrémité de la domination du Roy nostre souverain”75. También le ofreció 
varios opúsculos en defensa de la Casa de Austria y Saavedra Fajado le informó sobre un 
libro que desea imprimir, quizá Las Empresas76. El enfrascarse juntos en las gestiones relativas a la renovación de la neutralidad propició el nacimiento de un sistema de protección
y retribución orientado a defender intereses conjuntos –los del protector experimentado 
y el diplomático novato–, que acabó encauzando al servidor borgoñón hacia la persona 
real. Lo destacable es la interacción entre Saavedra Fajardo y Brun, que prefigura la que se 
concretará luego entre Felipe IV y Brun como si se tratara de un preámbulo necesario77. 
Además, Brun logró establecer una relación de confianza con el Cardenal Infante, trabando con él lazos de dependencia político-militar en el marco de la guerra. Don Fernando 
le manifestó protección, le agradeció su actuación durante las campañas y le ordenó viajar 
fuera del condado para sumarse a la representación del Círculo de Borgoña que iba a 
asistir a la apertura de la Dieta imperial en Ratisbona en octubre de 164078.     

En realidad, tras su estancia en el Franco Condado Saavedra Fajardo había recomendado al Cardenal Infante elegir a Brun como embajador79, mientras el rey decidía enviar 
a don Francisco de Melo a la Dieta imperial. Así, Saavedra Fajardo pudo llevar consigo 
a Brun a Ratisbona en 1640 y también a Münster en 1645. Brun demostró una notable 
habilidad diplomática al conseguir una paz separada con las Provincias Unidas en 164880. 
No era el primer borgoñón que negociaba para el rey, pero sus predecesores lo hicieron 
después de haber obtenido un cargo en Bruselas, como Jean Richardot -con plaza en el 


75  
“Manifeste au nom des peuples de la Franche-Comté de Bourgogne de la continuation des hostilités des français et de la résistance apportée depuis la levée du Siège de Dole”, comentado en las “Mémoires des guerres 
de Franche-Comté. Campagnes de 1637 et 1638”, Annales Franc-Comtoises, V (1886), pp. 418-419 y editado 
por  E. Longin, Le Manifeste d’Antoine Brun, Vesoul, 1905, pp. 75 y 236. 

76  
Así lo sugiere M. Fraga Iribarne, Don Diego de Saavedra y Fajardo y la diplomacia de su época, Madrid, [1955] 
1998, p. 236.

77  “Memorial a Su Majestad sobre cosas de Borgoña”, en A. González Palencia, (ed.), Diego Saavedra Fajardo, 
pp. 1352 y 1354.

78  AB, t. X, ff. 141-143.  

79  ADB, AP, 2B 262, Saavedra Fajardo al Parlamento de Dole, Múnich, 7 de agosto de 1640, y el Parlamento a 
Saavedra Fajardo, Dole, 7-12 de octubre de 1640. Girardot de Nozeroy atribuía a Sarmiento y al presidente 
Roose el mismo interés en que Brun saliera del condado: “Par [..] des amys que Brun avoit aux Pays-bas, il 
se procura commission pour passer à cette diette comme assistant du président du Luxembourg, lequel y fut 
envoyé pour le cercle de Bourgogne, ce que fut utile à nostre Parlement, où Brun (n’entendait pas les ressors 
du governement d’Espagne) estoit cause des fautes qui s’y faisoient, au lieu qu’en Allemagne il nous pouvoit 
estre utile, et dez longtemps dom Antonio Sarmieto, qui lors estoit à Milan et le président Roose qui estoit 
aux Pays-bas auprès de l’Infant, cherchoient moyen de lui donner commissions hors de ce pays”, La Guerre 
de Dix Ans, p. 255.

80 La Pierre de Touche des véritables intérêts des Provinces-Unies des Pays-Bas; et des intentions des deux Couronnes sur 
les traités de paix, Dordrecht, 1647; L. Manzano Baena, Conflicting Words. The Peace Treaty of Münster (1648) 
and the Political Culture of the Dutch Republic and the Spanish Monarchy, Lovaina, LUP, 2011.

Consejo Privado desde 1582 (de consejero hasta 1597 y de presidente hasta 1609) y en el 
Consejo de Estado entre 1583 y 160981. 
Desde noviembre de 
1640 se efectuaron amplias negociaciones en Ratisbona entre los 
miembros del Imperio: el emperador, los electores y príncipes soberanos, las ciudades imperiales libres (entre ellas, Besançon) y los círculos. En nombre del Círculo de Borgoña, se 
personaron Saavedra Fajardo, Pierre Weyms (presidente del Consejo provincial de justicia 
de Luxemburgo) y Antoine Brun. Fue allí donde se reanudaron los contactos que Brun 
había establecido antes. Siempre respaldado por Saavedra Fajardo, Brun se acercó a Francisco de Melo para pedirle el apoyo que exigía el restablecimiento de la neutralidad en el 
Franco Condado82. Una de sus primeras gestiones en nombre del Círculo de Borgoña fue 
acordar la inclusión del condado en cualquier trámite de paz en Alemania83, puesto que los 
ejércitos imperiales le ocasionaban la misma destrucción que los ejércitos enemigos, como 
ya había denunciado Saavedra Fajardo en su relación sobre el estado de Borgoña de 1638. 

Brun iba creando lazos con el rey a medida que se promocionaba gracias a su inmersión en las redes clientelares que favorecían la integración de las élites regionales. De realizar un servicio personal a la provincia, pasó a realizar un servicio en nombre de la 
provincia dentro de la Dieta imperial, que desembocó en un servicio personal a la corona 
como embajador. Puesto que la diplomacia era cosa de reyes y no de reinos, es lógico que 
su trayectoria de servicios acabara deparando a Brun proximidad al rey y también prestigio personal. El diplomático actuaba en representación del soberano y eso obligaba al 
soberano a distinguirlo elevando su rango. La posición del embajador traslucía la importancia del rey ante los demás príncipes y expresaba la cercanía del servidor al propio monarca. Por ello, Felipe IV distinguió a Brun con una merced que fue el motor de su 
relación personal, ya que activó la mecánica del servicio como deuda. Lo nombró miembro del Consejo Privado de Bruselas (1639) y luego del Consejo Supremo de Flandes y 
Borgoña (1641)84. Nombramientos que no solo deben interpretarse como recompensa por 
servicios particulares, sino también como reconocimiento a toda la provincia por la fidelidad profesada en una coyuntura tan adversa. La recompensa era doble, porque con ella 
el monarca atendía y concedía también una petición formulada por los Estados de 


81  
J. Houssiau, “Les ambassadeurs des Pays-Bas à Vervins: prémices d’une diplomatie «belge»”, en J.F. Labourdette, J.P. Poussou y M.C. Vignal (eds.), Traité de Vervins, París, 2000, pp. 276-282.

82  G. Louis, La Guerre de Dix Ans, p. 57. Saavedra cifró y propuso pagar la cuota del Círculo de Borgoña, M. 
Fraga Iribarne, Don Diego de Saavedra y Fajardo, p. 291. 

83  “Razones por las cuales parece conviene procurar la restitución y cuidar de la conservación del condado de 
Borgoña mas que de ninguna otra provincia fuera de España”, AB, t. XXVI, ff. 23-30.

84  Felipe IV a don Francisco de Melo, Guadalajara, 5 de diciembre de 1642, “Habiendose juzgado por necesario 
y de servicio comun de nuestra causa la asistencia de Antonio Brun en Alemania y siendo persona que ha 
servido y sirve con tan grande aprobacion, hallandose desacomodado de hazienda por las perdidas que ha 
tenido, y pareziendome justo que assistiendo en aquellas partes como ministro mio se trate con la decencia 
y autoridad que conviene: he resuelto y mandado que deste el dia de la fecha desta en adelante goze enteramente el sueldo y emolumentos de la plaza de consejero supremo de Flandes que reside cerca de mi real 
persona”, AB, t. X, f. 29.

Borgoña: la designación de un borgoñón para ambos consejos85. En el caso del Consejo 
Supremo de Flandes, el rey aseguró a Brun la percepción de sus gajes y emolumentos de 
consejero a partir de noviembre de 1642, pese a no haber podido tomar posesión de la 
plaza a causa de sus ocupaciones, y le concedió una ayuda de costa consignada en la embajada de Viena para sustentarse en Alemania con el “decoro” necesario86. También le 
agradeció personalmente sus servicios (“que importan tanto a la Monarquía”), encargó al 
Cardenal Infante que le ofreciera una tierra en Borgoña en compensación de su sueldo 
atrasado de embajador y le concedió el título de barón junto con 5.000 florines para financiar sus gastos de viaje87.

En el Archivo personal de Brun se conservan cartas que alababan su prudencia y le 
confiaban sus intereses: el papa Urbano VIII, el nuncio Fabio Chigi (futuro Alejandro VII),
el emperador Fernando III, que lo recibió gustosamente “para encargarle conseguir la paz
universal”, y la emperatriz Mariana de Austria, que le manifestó su agrado por ser madrina 
de su hijo88. Pero son las cartas de Felipe IV, que se suceden a lo largo de un dilatado 
período, las que merecen particular interés, porque reflejan afecto, casi dilección hacia su 
persona. El lazo de estima y confianza que se forjó entre ambos estimuló al Brun 
diplomático, animándole a servir los intereses del monarca con dedicación. Prueba de esa 
cercanía, fue la clave que Brun recibió para comunicarse directamente con Madrid, 
igualándose así con los demás embajadores españoles89. Además, las inmunidades 
diplomáticas actuaron como soporte material de la confianza del rey ante todas las 
legaciones representadas en el perímetro de Westfalia, donde pudo actuar como nexo 
entre ambos imperios, la Monarquía Hispánica y el Sacro Imperio. 

Inmerso en esta “sociedad diplomática” transnacional, Brun experimentó un proceso 
de integración ascensional. En este mundo cerrado –extensión del propio mundo cortesano–, desaparecían las divisiones nacionales y surgía una sociabilidad transnacional, muy 
relevante en tiempo de guerra, que se refleja en el cuadro de Gerard Ter Borch, Firma de 
la Paz de Westfalia, custodiado en The National Gallery (Londres)90. En este espacio de 


85  
“Supplique des Trois Etats de la province”, de 7 de enero de 1640, AB, t. II, f. 35, carta de los Estados a don 
Fernando solicitando la admisión de Brun en el Consejo Privado. La queja por no haber borgoñones en el 
Consejo Privado ni en el Consejo Supremo de Flandes es recurrente en los Recès, en particular, en el tomo 
III. 

86  
Felipe IV al marqués de Castel Rodrigo, embajador extraordinario en Alemania, Guadalajara, 9 de diciembre 
de 1642, AB, t. II, f. 259; decreto de Felipe IV, Madrid, 13 de noviembre de 1644, Archivo General de Palacio, 
Madrid (AGP), Sección Personal (P), caja 16/6/90, expediente 7. 

87  
AB, t. X, ff. 57, 64, 88, 105, 108 y 129. Su archivo contiene una letanía de reclamaciones sobre gajes atrasados, 
sugiriendo que podían abonarse con cargo a los ingresos de las salinas de Salins.

88  1642-1648, AB, t. X, ff. 6-17.

89  El rey ordenó igual tratamiento para todos los embajadores, pero se dificultó su aplicación, Felipe IV al marqués de Castel Rodrigo, Madrid, 6 de enero de 1645, “Se me ha representado que la orden que mandé para 
que se le pagase su sueldo y fuese tratado como los demás embajadores no ha tenido efecto [...] asi lo tengo a 
bien y procede de mi voluntad”, AB, t. X, f 87.

90  La diplomacia europea se funda en el ideal de una cristiandad unida que añora una edad de oro: la de la 
Roma imperial, L. Bely, L’art de la Paix en Europe l’Art de la Paix en Europe: Naissance de la diplomatie moderne 
XVIe-XVIIIe siècle, París, 2007, p. 21; J.I. Israel, Conflicts of Empires: Spain, the Low Countries and the Struggle  for 
World Supremacy, 1585-1713, Londres, 1997, pp. 101-104.

circulación, Brun no entraba en competencia con los diplomáticos más próximos al rey,
puesto que tanto el marqués de Castel Rodrigo desde Bruselas, como los consejeros del 
emperador se preocupaban también de concretar conexiones provinciales. François de 
Lisola, natural de Besançon y consejero de Fernando III, confirmó la estima que todos 
ellos profesaban a su persona91. El crédito y el prestigio de Brun se afianzaron gracias a la 
sociabilidad que tejían entre sí estas redes diplomáticas. Lucien Bély recalca este “espíritu 
de la diplomacia”: sus integrantes manifestaban también talento literario y compartían 
gustos afines de mecenas o coleccionistas. Así, el precoz talento literario de Antoine Brun 
no se difuminó, sino que alentó su adhesión a este espacio en el que compaginaba sus 
cualidades como orador y negociador, letrado y jurista, cada faceta reforzando y legitimando a las demás92. Varias identidades (borgoñona, transnacional e imperial) convivían 
ya en el diplomático, que reducía la distancia geográfica con Borgoña carteándose con el 
Parlamento de Dole, al que informaba sobre la evolución de las negociaciones93. De forma 
paralela, Brun continuó actuando como interlocutor entre Bruselas y Dole (entre el Cardenal Infante y el Parlamento) para no perder autoridad en la provincia mientras se hallaba ausente94. Además, abogó por las gestiones iniciadas en Madrid por el agente del 
Parlamento, Jean Baptiste Jacquet95, empeñado en que los gajes de sus miembros fueran 
igualados con los de los miembros del Consejo Privado de Bruselas a sabiendas de que tal 
igualamiento dependía del dictamen del Consejo Supremo de Flandes96. 

Tras la marcha de Saavedra Fajardo (una vez concluido el tratado de paz con las Provincias Unidas y evidenciado el fracaso de cualquier avenencia con los franceses), Brun 
permaneció como único representante de Felipe IV en Münster. Si mediante la firmeza 
demostrada en el sitio de Dole y en el propio transcurso de la guerra, Brun se había ganado la confianza del rey, su habilidad como diplomático acrecentó esa confianza. De ahí 
que su permanencia en Münster pueda ser interpretada como prueba del reconocimiento 
del monarca por su servicio a la corona, pero también de la dependencia del monarca de 
su labor diplomática. Una labor que enseguida proporcionó a Brun un elevado protagonismo en el escenario europeo a raíz de la espinosa cuestión de la restitución de 


91  
Paul François de Lisola (1613-1674), al servicio del emperador desde 1639, fue enviado por Besançon a las 
conferencias de Münster en 1645, véase J. Viejo Yharrassarry, “El barón de Lisola, la defensa de la Monarquía 
Católica y la Paz de Westfalia”, Annali di Storia Moderna e Contemporanea, 1 (1995), pp. 93-105. Residente 
de Fernando III en Inglaterra y, desde 1665, embajador imperial en Madrid. Falleció cuando el emperador le 
nombró plenipotenciario para las negociaciones de la Paz de Nimega. En su Bouclier d’Estat et de Justice contre 
le dessein manifestement découvert de la monarchie universelle sous le vain pretexte des pretentions de la Reyne de 
France, Bruselas, François Foppens, 1667, contestó la declaración de Luis XIV sobre los derechos de su esposa 
a los Países Bajos y se convirtió en uno de los más acérrimos opositores de Francia.

92 
La Pierre de Touche des véritables intérêts des Provinces-Unies des Pays-Bas; et des intentions des deux Couronnes 
sur les traités de paix, Dordrecht, 1647.

93  ADB, AP, 2B 281, 282, 284, 285; BB, C. Chifflet, 46, f. 173. 

94  ADB, AP, 2B 281, noviembre de 1640; 2B 282, enero de 1641; 2B 284, mayo-junio de 1641.

95 ADB, AP, 2B 278-281; BB, C. Chifflet, 10. 

96  ADB, AP, 2B 264, “Brun à la Cour du Parlement de Dole”, diciembre de 1640. 

Frankenthal97. En nombre de Felipe IV, Brun se opuso a restituir la estratégica fortaleza a 
su legítimo dueño –el elector palatino Carlos Luis, repuesto en el Palatinado renano en 
1648–, y alargó la negociación para obtener una contrapartida ventajosa. Ideó un trueque 
con Besançon, que así habría de integrarse en el Franco Condado al incorporarse a la 
Monarquía. Este proyecto no acabó de convencer a los electores y príncipes del Imperio, 
ni tampoco a los ministros españoles por la complejidad que conllevaba la doble pertenencia de Besançon al Imperio como ciudad libre y como miembro del Círculo de Borgoña98. Pero poniendo de nuevo sobre el tapete la cuestión de la integración de ciudad 
imperial (y enmendando un proyecto anterior ideado por los gobernadores de Besançon), 
Brun lograba aunar los intereses de la Monarquía con los de su pequeña patria condal. 

En efecto, a comienzos de la década de 
1620, la ciudad imperial libre había solicitado 
el traslado del Parlamento de Borgoña de Dole a Besançon mediante el envío de dos 
diputados a Bruselas, sus gobernadores Jean Jacques Chifflet y Claude Antoine Buson 
(1623)99, y una embajada efectuada por Jean Jacques Chifllet a Madrid (1626), pero no 
desembocó en ningún acuerdo por las fuertes discrepancias manifestadas por el Parlamento 
de Dole y la oposición de ministros como el cardenal de la Cueva y el propio Olivares100.
Décadas después, Brun se esmeró en promover su planteamiento proporcionando 
argumentos de interés tanto para el rey (acrecentar su imperio, fomentar su conservación) 
como para la provincia (su seguridad al incluir la ciudad más poblada y próspera en su 
territorio). Defendió los intereses del soberano con intransigencia respecto a la idoneidad 
de la restitución de Frankenthal, pero los compaginó con los de Borgoña con tanto 
ingenio que logró hacerlos pasar por los de la misma Monarquía. Así, la cuestión de la 
integración de Besançon por vía diplomática demostraba la importancia clave de una 
presencia provincial en el seno de las estructuras globales de poder (de un borgoñón en los 
consejos de Bruselas y Madrid), ya que implicaba un reordenamiento de la propia 
organización supranacional derivado de un reordenamiento provincial (traslado del 
Parlamento de Dole a Besançon e independencia de Besançon respecto de los Consejos 


97  
L. Tercero Casado, “La Paz de Westfalia inconclusa: España y la restitución de Frankenthal (1649-1653)”, en J. 
Martínez Millán y R. González Cuerva (coords.), La Dinastía de los Austria. Las relaciones entre la Monarquía 
Católica y el Imperio, Madrid, 2011, vol. 2, pp. 1387-1420.

98  
K. Malettke, “Les Traités de paix de Westphalie et l’organisation politique du Saint Empire romain germanique”, Dix-septième siècle (2001) 1, n° 210, pp. 113-144. 

99  Puesto que el Parlamento había sido ambulante bajo los duques y condes de Borgoña, y al objeto de prevenir 
un posible ataque de los franceses, los gobernadores de Besançon defendieron el proyecto de unión de la 
ciudad imperial y el condado de Borgoña, objetivada en el traslado de de sede del Parlamento en virtud de 
un “emprunt de territoire”. Así, el protector de la ciudad (el conde de Borgoña-monarca hispano) dejaría de 
ser un extranjero, como había ocurrido en el siglo xv con Luis XI de Francia, consulta de Pierre Pecquius 
y Ferdinand de Boischott, consejeros de toga del Consejo de Estado de Bruselas, a la Infanta, Bruselas, 12
de marzo de 1624, BB, C. Chifflet, 39, ff. 16 a 21, decantándose a favor del traslado del Parlamento. Ante la 
oposición de otros consejeros, como Spínola y el cardenal de la Cueva, la Infanta no se pronunció y remitió 
la resolución a Felipe IV.

100  El cardenal de la Cueva a Olivares, Bruselas, 22 de marzo de 1626, y Felipe IV al cardenal de la Cueva, 
Madrid, 1 de julio se 1626, AGS, SP, leg. 2.542 y BB, C. Chifflet, 26, f. 13.

Privado y Supremo de Flandes y Borgoña101). Sufrió una demora de varios años, hasta que 
Besançon se decidiera a firmar un tratado con Felipe IV en 1664102, cuyos artículos ultimó 
el marqués de Castel Rodrigo, don Francisco de Moura, a su paso por la ciudad en 
septiembre de ese mismo año camino de Bruselas, donde iba a tomar posesión del cargo 
de gobernador general de Flandes y Borgoña103.

VI. El veto de Pierre Roose 

“El año 1639 S.M. me declaró del Consejo privado en Bruselas […] pero nunca he 
tomado la posesión ni el sueldo, aunque les ordenes de S.M., dentro de tres años que duró 
la oposición del Presidente Rosa y de sus confidentes, llegasen multiplicadas y muy 
precisas.
”En 1642 S.M. me hizo merced de una plaza en el Consejo supremo de Flandes y 
Borgoña en Madrid, después de que el mismo Presidente Rosa embaraçó la ejecución, 
aunque fuera de la esfera de su actividad, de tal manera que fue menester que S.M. confirmase otra vez la dicha merced, y sin embargo no ha querido el Presidente Rosa darme el 
titulo que S.M. me havia concedido, sino ha hecho lo posible para detener mi sueldo con 
tramoyas muy extraordinarias que aun hoy no he recibido ni un maravedi ni en Flandes ni 
en España”104.

Mientras Antoine Brun prestaba sus servicios diplomáticos al rey, en la provincia se 
fomentaron sospechas contra su probidad que le obligaron a iniciar una causa judicial 
ante el Parlamento de Dole en 1639 para defender su honor. El Parlamento, que también 
se consideró ofendido por las acusaciones de traición y anuencia con Francia vertidas 
contra Brun por el borgoñón Jean Baptiste Petrey de Champvans durante la Guerra de los 
Diez Años, reclamó la intervención de don Fernando en diciembre de 1639105. Por cómo 
se desarrollaron los acontecimientos a partir de entonces, es posible que Pierre Roose 
(miembro del Consejo de Estado de Bruselas desde 1629 y presidente del Consejo Privado 

101 
A. de Cambolas, “De la capacité d’inflexion de la cité impériale de Besançon sur une décision politique entre 
souverains lointains (Madrid 1660-1664)”, Cahiers du Centre de Recherches Historiques, EHESS, 44 (octubre 
2009), pp. 12 a 27. 

102  
Como la ratificación del tratado fue sometida al Consejo Supremo de Flandes, los co-gobernadores rehusaron prestar juramento a Felipe IV hasta que el rey aceptara el principio de “inmediatez real”, estableciendo 
una continuidad jurisdiccional con el emperador. Debido a las incesantes rivalidades con el Parlamento y con 
Dole por conseguir la capitalidad de la provincia, el tratado de 1664 no fue “ejecutado” por los provinciales, 
sino “impuesto” por los franceses al invadir la provincia en febrero de 1668.

103  
El Consejo Supremo de Flandes analizó el contenido de las instrucciones secretas de Castel Rodrigo y su 
actuación en la integración de Besançon, decreto real de 29 de diciembre de 1664, con el “Tratado en la forma 
en que el marqués de Castel Rodrigo ajustó la toma de posesión de Besançon”, remitiéndolo al Consejo de 
Flandes, AGS, E, leg. 2.103 y “Capítulo 19 de la instrucción que se dio al Marques de Castel Rodrigo” elaborada vía Consejo de Estado, AGS, SP, leg. 2.462. 

104  Memorial de Brun al rey, borrador en dos idiomas, AB, t. X, f. 137. 

105 A. Truchis de Varenne, Un diplomate franc-comtois, p. 233. 
desde finales de 
1632)106, tratara de comprometer a Brun a través de una querella local con 
la anuencia de Petrey de Champvans, que había sido promovido a la Cámara de Cuentas 
de Dole en abril de 1639 gracias a la intercesión de don Antonio Sarmiento, que presentó 
su candidatura al Cardenal Infante. A fin de cuentas, Sarmiento se mostró manifiestamente contrario a Brun desde su estancia en el Franco Condado y, en el caso de Pierre 
Roose y sus criaturas, la hostilidad a Brun creció a medida que este fue afianzando su carrera diplomática y se convirtió, de hecho, en un obstáculo efectivo para la concreción de 
la carrera del borgoñón en los dos escenarios: Bruselas y Madrid.

El cariz de la denuncia hizo que don Fernando ordenara instruir la causa en el Consejo Privado de Bruselas en abril de 1641 y que el rey aprobara el traslado del proceso en el 
mes de mayo107. Porque Petrey de Champvans había acusado a Brun de corresponderse 
secretamente con el príncipe de Condé; una correspondencia que le habría inducido a 
realizar una mediocre gestión de la guerra y a cometer fraude en la administración de las 
salinas de Salins. Por su parte, Roose acusó a Brun de entretener con falsas esperanzas a 
Borgoña a propósito de su neutralidad, con el fin de desacreditarle y de comprometer su 
medro personal108. Puesto que el poder acumulado por Roose –derivado de las instrucciones de gobierno del Cardenal Infante, que hacían de él un “primer ministro institucional” 
en lugar de un valido109–, le permitió ejercer un control casi absoluto sobre el funcionamiento del gobierno y, por ende, sobre la ejecución de las ordenes reales hasta la muerte 
de don Fernando a finales de 1641110, es altamente probable que el proceso contra Brun en 
Bruselas fuera impulsado por Roose y sostenido por sus criaturas cuando la autoridad de 
este comenzó a declinar en el transcurso de la década de 1640, sobre todo a partir de la 
caída de Olivares en 1643. 

El escándalo del juicio de 
1642 perjudicó tanto a Brun que se vio obligado a acudir 
directamente al rey, poniendo en su conocimiento la enemistad declarada de Roose111. En
un manifiesto impreso que Brun elaboró en su descargo, todas las acusaciones fueron 


106 
R. Vermeir, “Les limites de la monarchie composée. Pierre Roose, factotum du comte-duc d’Olivares aux PaysBas espagnols”, xviième siècle, 240, 3 (2008), pp. 495-518. Roose fue llamado por Olivares a Madrid para participar en la redacción de las instrucciones de gobierno del Cardenal Infante y fue incorporado al Consejo Supremo
de Flandes en calidad de consejero, plaza que ejerció efectivamente entre finales de 1630 y finales de 1632.

107 
BB, C. Chifflet, 46, ff. 224-229, memorial de Brun impreso en Viena y fechado el 23 de enero de 1642, “Sur 
requeste présentée à son A. R. par ou il insistoit à ce que la coignaissance de la cause soit évoquée aux Pays 
Bas”, f. 224.

108  
Jean Girardot de Nozeroy, Histoire des dix ans, p. 260: “Les lettres du parlement et la presse importune du 
procureur général emportèrent cet homme affectionné à la Bourgogne [Saavedra Fajardo] qu’on disoit luy 
tendre les bras et Brun lui représentoit les choses disposées et faciles en Suisse”.

109 
Alicia Estaban Estríngana, “Deslealtad prevenida, deslealtad contrariada. La obediencia de Flandes en la 
década de 1640”, en F.J. Aranda Pérez (coord.), La declinación de la Monarquía Hispánica en el siglo XVII, 
Cuenca, 2004, pp. 69-84, ref. 71 y ss. 

110  
Alicia Esteban Estríngana, “Roose, Pierre”, próxima aparición en el Diccionario Biográfico Español. Felipe 
IV apartó progresivamente del poder a Roose a partir de 1641 e, incluso, lo llamó a Madrid en 1649 para 
alejarlo de Bruselas. A su regreso en 1653, fue jubilado y la presidencia del Consejo Privado fue encomendada 
a Charles d’Hovines.

111  
Enemistad Jules Chifflet hace extensiva a todo el condado de Borgoña, constatando “le peu d’inclination 
que témoignoit avoir pour la Bourgogne le président Roose aux Pays-Bas”, Mémoires et documents inédits, t. 
V, p. 52.

contestadas con argumentaciones precisas y rotundas112. Incluso llegó a recusar al Consejo 
Privado en un memorial dirigido a Felipe IV en enero de 1642113. Algo más tarde, en una 
carta al rey de enero de 1643, Brun expuso su propia visión de los hechos del siguiente 
modo:

“Al fin, para mas apretarme el dicho presidente Rosa, sabiendo que […] yo havia 
intentado un pleyto a un particular de aquella provincia, su hechura, hizo tantos esfuerços 
que contra los privilegios de la provincia y las declaraciones del emperador Carlos Quinto 
y el rey Philipe II que no permiten que el Consejo Privado de Bruselas se atribuya juridicción alguna en cossas de justicia y entre vasallos de Borgoña, esso no embarazó el dicho 
pleyto, en sus manos con todos los documentos, y luego se entregó al consejero [Charles 
de] Laurin, también su hechura, el qual después de haberle dilatado y alargado años ha 
pervertido la usanza de todas las formalidades acostumbradas en semejantes materias como 
lo tengo mostrado […] al marqués de Tordelaguna, escandalizándose el público y los particulares […] de esa opresión”114. 

Por orden de Felipe IV el pleito fue confiado al Gran Consejo de Malinas, cuya sentencia, emitida en 1645, resultó favorable para los intereses de Brun. De inmediato quedó 
interpuesta la apelación de Petrey de Champvans ante el rey115. Entonces Brun esgrimió 
numerosas cartas de recomendación del Parlamento y de ministros de la Monarquía, 
como Francisco de Melo, que en 1640 había alabado al Cardenal Infante sus cualidades y 
sus servicios desde Ratisbona116. Él mismo los recapituló en un memorial dirigido al rey 
que reconstruía toda su carrera117. En este memorial, concebía su nombramiento para el 
Consejo Privado de Bruselas como acaecido tras servir diez años como procurador general 
en el Parlamento de Dole, es decir, en la lógica continuidad que configuraba el ámbito 
transnacional del espacio borgoñón. Pero nunca pudo tomar posesión del cargo de consejero ni percibir el sueldo correspondiente, pese a que las órdenes reales fueron precisas y 
reiteradas para que lo hiciera. También denunciaba las calumnias e injurias vertidas contra 
él por el presidente Roose, ya fuera en forma de maniobras dilatorias para no hacer efectivo su nombramiento ni la percepción de sus gajes (negativa a estampar el sello real, que 

112 
Response à un certain libel diffamatoire et ecrist injurieux distribué depuis un an en cour de Bruxelles contre 
l’Honneur et Réputation du Procureur général Brun. Post tenebras spero Lucem, Faict à Ratisbonne le 6e jour de 
1641, impreso en enero de 1642, BB, C. Chifflet,  46, ff. 189 a 217. 

113  
BB, C. Chifflet, 46, ff. 230-232, segundo memorial impreso en Viena, 23 de enero de 1642, “Au Roy en son 
Conseil Privé”, solicitando la pronta resolución de su causa. Brun había acompañado a Viena al marqués 
de Castel Rodrigo para las negociaciones de la paz general y había perdido la esperanza de ser llamado al 
Consejo Privado, Truchis de Varenne, Un diplomate franc-comtois, p. 286. También publicó allí: “Réponse de 
M. le Plénipotenciaire Brun à l’ambassadeur de France”, AB, t. xii, f 45.

114  
AB, t. II, f. 137, carta de Brun a Felipe IV, Münster, 11 de enero de 1643.

115  BB, C. Chifflet, 46, ff. 228-230. Champvans obtuvo del Consejo Privado la suspensión de la ejecución de la 
reparación a la que había sido condenado por el Gran Consejo de Malinas.

116  BB, C. Chifflet, 46, f. 240; Melo solicitaba recompensar tanto a Brun como a la provincia de Borgoña y 
valoraba la importancia de contar con un borgoñón en el Consejo Privado de Bruselas.

117  AB, t. II, ff. 38-41.  

custodiaba el presidente 
ex officio, sobre las órdenes del rey para detener su ejecución), ya 
fuera en forma de maniobras intimidatorias. De hecho, Roose había encargado al secretario del Consejo Supremo de Flandes, Jacques Brecht –colaborador personal suyo antes de 
trasladarse a Madrid en 1638 para asumir la secretaría del Consejo118–, persuadir a Felipe IV de lo irrelevante que resultaba la designación del borgoñón119. Mientras tanto, Brun 

–a quien  Felipe IV se refería como “mi consejero de mi real Consejo de Flandes”–, equiparaba el agravio personal que padecía con la humillación de la provincia de Borgoña, que 
podía sentirse defraudada por la falta de correspondencia del rey120. Una falta que podía 
comprometer el vínculo que ligaba al conde con sus súbditos borgoñones y amenazar la 
lealtad ejemplar del Franco Condado.

Desde luego, Brun y su familia perdieron todos sus bienes al servicio del soberano121, 
lo que daba pie a poner en tela de juicio la reciprocidad rey-vasallo. Sin embargo, el servidor –Brun, en este caso– quedaba atrapado en esta reciprocidad, ya que solo cumpliendo con el servicio del rey podía llegar a recuperar su caudal, tanto económico como 
simbólico. Por eso, ante su falta de recursos y ante la aversión que le manifestaba Roose122, 
optó por pedir al rey un puesto de residente en Alemania o en Italia para poder sustentar 
a su numerosa familia123. Sus dos hermanos tampoco llegaron a disfrutar las gracias concedidas por la corona124: el disfavor se extendía a toda la parentela, como antaño el favor. 
El rey había gratificado a diferentes miembros de su familia con el fin de favorecer la cohesión local y atraer a más súbditos borgoñones a su servicio, reproduciendo el típico 
modelo de atracción piramidal. Pero tampoco sus órdenes tuvieron cumplimiento en 
Bruselas, pues también en este caso fueron detenidas por Roose. Puede decirse que mientras Brun ganaba posiciones en el seno de la sociedad diplomática, perdía su capacidad de 
obrar como foco de atracción y cohesión en el ámbito de la provincia. Él mismo fue 
consciente de su desgaste y se lamentó de su pérdida de reputación en el condado: “me 


118  
A. Esteban Estríngana, “Brecht, Jacques”, en Diccionario Biográfico Español, Madrid, RAH, 2010, t. IX, pp. 
428-430. 

119  “Y en España un confidente del presidente Rosa que es el secretario Brecht el cual hizo instancias grandissimas para impedir otro decreto de S.M. sobre essas materias, pero no es menester dar otro decreto puesto que 
toca a S.A. de dar aquel officio al procurador general como se han dado a los otros que estan en el mismo 
Consejo privado sin esperar declaración d’Espagna”, AB, t. X, f. 134, “Requête et mémoire des services de Brun 
procureur général”, borrador en español y francés.

120  “Todas estas cosas son tan extrañas que no se pueden disimular y son para desesperar a Borgoña y disgustar 
al procurador general”, AB, t. X, f. 134.

121  Múltiples cartas del Parlamento atestiguan los préstamos que Brun hizo a la provincia.

122 “Deveria bastar al dicho Presidente de gozar quietamente de una fortuna tan prodigiosa como es la que 
tiene […] no teniendo ninguna prerogativa de su naçimiento sin darse por reformador de las merçedes que 
haze S.M. a los otros ministros que han bien servido, como lo tengo hecho desde mas de 24 años con buenos 
sucesos y attestaciones autenticas dellos”, AB, t. II, f. 137. 

123  AB, t. X, f. 136. No había recibido ningún pago desde su salida de Viena. 

124  Una pensión de 4000 florines y las abadías de San Claudio y Bellefontaine en el Franco-Condado, AB, t. 
II, ff. 127-131 y 133-136. 

tienen en Borgoña por un hombre caído y de quien es dañoso acostarse en materia de 
fortuna125”. El lazo con la provincia se resentía, pero Brun no podía prescindir de él126.
Todo ello pone de manifiesto la dependencia existente entre los distintos polos de 
poder periféricos e ilumina los entresijos de este espacio transnacional. Si Brun se aproxima al rey mediante servicios diplomáticos, tiene que encarar la rivalidad y la abierta hostilidad de otros poderes, ya sea en Borgoña o en Flandes. Es la reñida competencia para 
captar el favor real la que prueba la conciencia que flamencos y borgoñones experimentan 
de pertenecer a un espacio transnacional y desenvolverse en él.

Al recurrir al príncipe para zanjar las diferencias surgidas entre él y Roose, Brun interpreta el poder real como la cúspide de un poder piramidal situado por encima de los tribunales reales que operan en Flandes y Borgoña. Le pide juzgar con equidad, es decir, 
oficializar un segundo reconocimiento: su derecho a existir ante Roose en el Consejo 
Privado de Bruselas, y resolver la crisis desatada entre súbditos pertenecientes a un mismo 
ámbito transnacional. Pone en jaque la doble soberanía, real y condal, alojada en el rey 
conde. La clave de interpretación es esta doble pertenencia que conlleva un conflicto de 
precedencia entre la condición de conde de Borgoña y la condición de soberano de Flandes siendo a la vez monarca de un ámbito global. Se plantea el problema candente del uno 
y múltiple a la vez, cuya tensión ya fue puesta de relieve por Jean-Frédéric Schaub en el 
caso del reino de Portugal127. Si el escoger entre ambos fieles servidores coloca al rey en una 
encrucijada, no zanjar sus diferencias implicaría dejar instaurarse cierto desorden en el 
sistema de soberanía global y, con él, correr el riesgo de una pérdida de fidelidad en cadena dentro de la Monarquía. Para el soberano, surge la oportunidad de afirmar su poder: 
recompensar el servicio pasado y afianzarlo en una perspectiva de futuro tan necesaria en 
esa coyuntura bélica. El elegir entre ambos servidores significa, además, estructurar el 
mundo de los servidores de la monarquía: acercar a uno implica alejar a su contendiente. 
En cambio, ostentar un rango determina el lugar ocupado en relación al rey128, traduce un 
lazo personal que se interpreta tanto en Bruselas como en Borgoña y desata una competencia que se proyecta más allá de los dos territorios. 

Para Brun, su promoción significa “acercarse a la persona real”, mientras que para Roose mantener su preeminencia significa conservar la gestión transnacional y permanecer 
como el más próximo al rey. Roose demuestra ser capaz de interponerse eficazmente, de 
bloquear una merced real dirigida a quien amenaza su autoridad por el simple hecho de 


125  
“También todos los de mi consanguinidad o afinidad con tanta violencia que dos los cuales avían ocultado 
el parentezco conmigo en sus pretençiones se arestaron sus patentes años enteros, sin que el dicho presidente 
aya jamás querido sellarlas o permitir se sellasen, con que me tiene en Borgoña por un hombre caído”, AB, 
t. II, f. 137.

126  
“Sin tener mas que cien taleres al mes durante un año, con que me empeñé con otro tanto con el coronel 
Vernier y otros borgonoñes”, Brun a Felipe IV, Münster, 11 de enero de 1643, AB, t. X, f. 139.

127 J.F. Schaub, Le Portugal au temps du Comte-Duc d’Olivares. Le conflit de juridictions comme exercice de la 
politique, Madrid, 2001, p. 10: “une jurisdiction lointaine et qui plus est, divisée entre juridiction du roi en 
tant roi de Portugal et en tant que tête de la monarchie hispanique”.

128  F. Cossandey, Dire et vivre l’ordre social en France sous l’Ancien Régime, París, 2005.

gozar de talento y prestigio reconocidos en el entorno inmediato al rey. Si Brun llegaba a 
radicarse en Madrid, podía ensombrecer la autoridad del todopoderoso ministro flamenco. 
De hecho, Roose acumulaba poder suficiente como para imponer límites al propio poder 
real129. Las cartas de Felipe IV que confirman la decisión de designar a Brun para el Consejo Supremo de Flandes muestran al borgoñón y a Borgoña su propia incapacidad de intervenir directamente. El monarca opta por no enfrentarse al poder desafiante de Roose, al 
que necesita para afirmar su autoridad en Flandes. Se puede inferir cierta desposesión del 
rey de su poder y autoridad130. Al monarca solo le queda elogiar reiteradamente las cualidades de Brun131, mostrarse acogedor, conciliador y, en definitiva, hacer patentes sus cualidades de buen padre que desea acortar la distancia y atenuar el dolor que provoca su ausencia. 
El diplomático Brun queda incluido en la esfera íntima del rey, pero el borgoñón Brun 
permanece excluido de su consejo. La obligación real de conferir honor y distinción se 
reajusta con pragmatismo: el destino de Brun será La Haya, fuera del alcance jurisdiccional 
de Roose. Brun reemplazará al conde de Peñaranda al frente de la embajada de las Provincias Unidas (1649) y allí fallecerá al servicio de Felipe IV el 2 de enero de 1654, invalidando 
así las acusaciones de deservicio vertidas por Roose en su contra. 

VII. La razón de ser de un estado en formación
Esta tensión transnacional refleja la dinámica de un mundo político en evolución. 
Batalla Roose y claudica Brun. El presidente del Consejo Privado de Bruselas demuestra 
que su relación con el rey prima sobre la que impera entre un borgoñón y la corona. Lo 
que permite plantear interrogantes de orden político: ¿hasta qué punto controla el soberano a sus propios agentes de la polisinodia? ¿cómo explicar la distorsión existente entre 
la decisión real de retribuir el servicio personal de un determinado modo y la aplicación 
efectiva de dicha decisión en territorios lejanos? ¿qué está en juego entre Flandes y condado de Borgoña? 

Al apropiarse de la capacidad de rechazar a un borgoñón en el Consejo Privado y en el 
Consejo Supremo de Flandes y Borgoña pese al dictamen favorable del rey, como interfaz 
político entre provincia y soberano, Pierre Roose evidencia su voluntad hegemónica. Adquirió su ventaja mediante un proceso de acumulación de poder personal que derivaba del 


129  
R. Vermeir, En Estado de Guerra, Felipe IV y Flandes, 1629-1648. Córdoba, 2006, pp. 281-282. Madrid intentó neutralizar el poder de Roose nombrando a Claude Bereur, consejero del Parlamento de Dole, para el 
Consejo Privado y a Antoine Brun para el Consejo Supremo de Flandes y Borgoña, a sabiendas de que Brun 
era “un adversario del jefe-presidente”. 

130  
En relación con “los medios humanos de acción de la corona” y “en vista de cómo construye el derecho la 
posición de sus servidores”, surge el interrogante de si “la corona no será, más que señora, rehén”, A.M. Hespanha, Vísperas del Leviatán: instituciones y poder político (Portugal, siglo xvii), Madrid, 1989, p. 392.

131  
Felipe IV a Brun, Madrid, 9 de julio de 1650, “Por la mucha satisfaccion que tengo de su persona, celo y 
servicios, podeis estar cierto que tendre siempre memoria para hacerle merced en las occasiones que se ofrecieren, y ahora he mandado escribir con todo aprieto al archiduque [Leopoldo Guillermo] mi primo haga 
dar execución a las ordenes que se le han embiado sobre el pagamento de lo que se os debe a vos y a vuestro 
suegro que sera bien lo soliciteis y acordeis”, AB, t. X, f. 82.

conjunto de nuevas facultades otorgadas por el monarca en las instrucciones del Cardenal 
Infante, antes que de su propia condición de presidente del Consejo Privado de Bruselas. 
Instrucciones que Roose había ayudado a redactar por orden de Felipe IV y de Olivares132. 
Para la provincia de Borgoña, obtener un consejero natural del condado en ambos organismos significaba participar en el diálogo establecido entre el soberano y sus súbditos 
“borgoñones del norte” en igualdad de condiciones. De hecho, y pese a que, según las 
ordenanzas fundacionales recibidas por el Consejo Privado en 1531, no era imprescindible 
contar en él con naturales del Franco Condado, dicho organismo había incluido consejeros borgoñones durante el siglo xvi: Simon Renard, 1540-1573, Charles Grandjean, 1561-
1567 y Jean Richardot, 1582-1597 (su presidente, incluso, entre 1597 y 1609) y también 
durante el periodo de soberanía archiducal: el último de ellos, Jean de Grivel, señor de 
Perrigny (1608-1624). Por eso, a su muerte los Estados de Borgoña solicitaron la designación de un nuevo consejero borgoñón para el Consejo Privado133. Y en 1659 la solicitaron 
para el Consejo Supremo de Flandes:  

“Que le peu de moyens que nous avons de resservir Sa Majesté et les ministres, de 
l’estat de ceste province et des interests qui laconcernent, demande qu’il y ayt un conseiller 
de Bourgogne dans le Conseil supresme à Madrid, et un dans le Conseil privé de Flandres, 
qu’il est d’autanlt plus juste qu’il y en a déjà eu au premier, et qu’aussy se nommant le 
conseil de Bourgogne, il est aussy raisonnable qu’il y ayt un Bourguignon que des flamands, lesquels non plus que les espagnols ne peuvent posséder les affaires de Bourgogne, 
ny les représenter ou en rendre raison avec la mesme facilité qu’un de leur nation”134. 

Además de confirmarse la heterogeneidad existente dentro del patrimonio territorial 
borgoñón, se subraya la desigualdad existente entre Flandes y Borgoña en su acceso al 
soberano, que se reflejaba en el desigual trato dispensado en las consultas de los consejos135. La administración radicada en Flandes, al quererse global, obstaculizaba una integración regional basada en los principios de representación de todos, conectados e iguales. 
El término transnacional cobra aquí todo su sentido al designar este espacio de poder 
singular más allá de las fronteras provinciales (de Borgoña o Flandes), incluido en un 

132  
Sobre las nuevas facultades acumuladas por Roose a raíz de la entrada en vigor de las instrucciones de 
gobierno de don Fernando, A. Esteban Estríngana, “Deslealtad prevenida, deslealtad contrariada”, pp. 71-81.

133  “L’expérience aiant fait cognoistre combien il estoit nécessaire à la Province d’avoir dans le Conseil Privé 
de S. M., personage dudict comté, d’entendement, scavoir et intégrité : le decès du feu sieur conseiller de 
Perrigny […] faict que la chambre du tiers-estat supplie très-humblement S. M. d’en appeler un aultre à sa 
place, qui soit originel du pays et déhuement informé des loix, coustumes, franchises et usages de la FrancheComté” (1625), Les Recès des États, t. II, pp. 407-408.

134 Les Recès des Etats, t. III, p. 155.

135 Cada petición procedente del Franco Condado que se remitía al rey era examinada por sus consejos en 
Bruselas y Madrid, donde convenía contar con apoyos fiables, es decir, los de la nobleza provincial integrada 
en la Corte, Jules Chifflet, Mémoires et documents inédits, t. V, p. 14 : “Il y en avoit toujours quelqu’un qui 
approchoit les princes et qui soutenoit la nation auprès d’eux [...] telles étoient les maisons de Vergy, de Rye, 
d’Oiselay de Ray et de Cusance […] elles étoient méres nouriciéres de plusieurs autres qui prenoient un bon 
pli autour d’elles, en matiére d’honneur, de valeur et de fidélité”.

mismo imperio (la Monarquía Hispánica), pero dotado de una forma particular de vinculación entre sí. 
Cuando Roose pugna por rechazar a un posible adversario borgoñón de peso en el 
Consejo de Supremo de Flandes impone un principio de realismo político: es el instrumento de una razón política propia del mundo borgoñón, consustancial a él. Se enmarca 
en un proceso más global de racionalidad política que aboga por la sumisión del Franco 
Condado a Flandes (en particular, en materia de negociación fiscal136), esto es, de sumisión a un interés superior que es la conservación del todo (Flandes y Borgoña), en lugar 
de la parte (Borgoña). Lo que podría parecer una transgresión dentro del orden político 
es antes una capacidad de interpretación jurídica de Roose, que se sitúa por encima de las 
costumbres y los privilegios locales con la pretensión de abarcar un espacio político transnacional. Es razón de ser de Flandes, que necesita crecer para conservarse.

Este enfrentamiento pone de relieve el pragmatismo y la flexibilidad de las estructuras 
de gobierno, sentando un precedente peligroso para los borgoñones, premonitorio de lo 
que ocurriría décadas más tarde. La razón de un estado transnacional en ciernes aparece 
como adaptación a la coyuntura, pero a costa del sacrificio de un individuo y detrás de él 
de todo el condado de Borgoña. Así, Roose pone en práctica una razón de estado137, autónoma de la corona, que prefigura la “razón de estado” impuesta por la regente Mariana de 
Austria a partir de junio de 1668 como castigo a la “traición” de Borgoña, materializada en 
el juramento de fidelidad prestado a Luis XIV el 4 de febrero de 1668.

Si a un borgoñón le resulta imposible desligarse del eje de decisión Madrid-Bruselas 
cuando aspira a un puesto en el Consejo Privado de Bruselas acudiendo al soberano138, no 
ocurre igual con los que actúan en los espacios políticos reservados al rey, como Jules 
Chifflet, llamado por Felipe IV a Madrid en 1648 y nombrado canciller de la Orden del 
Toisón de Oro en 1649 sin ninguna “interferencia”. Al rey lejano, cabeza simbólica del 
imperio, le queda la prerrogativa “de usar de los símbolos reales y del reino y, por extensión, el derecho a conferir blasones y dignidades inferiores”139, inmediatas a su persona, 
para el servicio de una monarquía de ámbito global.


136  
A partir de 1662, el gobernador general de Flandes pretendió arrogarse el derecho de convocatoria de los 
Estados de Borgoña y, paulatinamente, que el “don gratuit” dejara de ser reinvertido dentro del condado para 
su conservación y fuera enviado a Bruselas, Les Recès des Etats, t. III, p. 27, cuestión recurrente en el t. IV.

137  
E. Thuau, Raison d’Etat et pensée politique à l’époque de Richelieu, París, 1966.

138  En 1667, Froissard de Broissia solicitó una “plaza de consejero borgoñón en el Consejo Privado” y el Consejo 
Supremo de Flandes recomendó que “no se le dé”, pese a hallarse vacante desde hacía muchos años y haberla 
solicitado ya en tres ocasiones, Consejo Supremo de Flandes, Madrid, 12 de febrero de 1667, AGS, SP, leg. 
2.464.

139  A.M. Hespanha, Vísperas de Leviatán, pp. 407-408.

VIII. Conclusión 
La relación entre el estado central y el individuo exige el sacrificio de este, claramente 
reconocido como positivo por el rey, en pro del interés conjunto de la organización política de los territorios del mundo borgoñón. En la práctica, el equilibrio que se supone 
debe imperar entre consejeros flamencos y borgoñones amenazaba al presidente del Consejo Privado de Bruselas, que optó por asumir entonces una razón política que favorecía a 
Flandes en detrimento de Borgoña. En ese mundo borgoñón, cada parte se configura por 
el poder que logra acumular a expensas de su rival, lo que da idea de su complejidad y 
constante evolución. El límite de cada jurisdicción, flamenca o borgoñona, se perfila mediante un ejercicio de negociación permanente impulsada por unos protagonistas cuya 
visión personal se revela primordial140. El reajuste no se produce con vistas a un equilibrio 
o consenso entre las tres instancias de poder que lo circundan (Madrid, Bruselas y Dole), 
ya que Borgoña, por su aminorada representación en la polisinodia y en la corte del rey,
pierde su voz. Este modelo propicia el papel preeminente de Flandes en la articulación del 
mundo borgoñón con la Monarquía, haciendo de su razón política el motor de la dinámica por encima de la relación personal de servicio al rey.

En cualquier caso, el soberano saca provecho del antagonismo entre rivales para 
acrecentar la dependencia hacia su persona y conseguir mayor servicio, ya que, en cierta 
medida, no zanjar también es atar más a cada uno de sus súbditos. La “impotencia del rey”
acrecienta su posición nodal, pues activa otros cauces de negociación con él. Será la 
inmediatez a su persona, razón de la negociación, la que se convertirá en criterio de 
jerarquización. Conviene recalcar que el servicio colectivo que la ciudad de Dole prestó a 
Felipe IV resistiendo al cerco militar francés de 1636, sí recibió su justa recompensa. En
efecto, cuando se negociaba la integración de la ciudad imperial libre de Besançon, Felipe 
IV rehusó privarla del Parlamento para ofrecérselo a Besançon, aún siendo la ciudad más 
poblada y próspera141. Un estudio de la reciprocidad expresada en el servicio propicia una 
reflexión sobre los mecanismos de integración propiamente hispánicosy de la dinámica 
de disgregación que debilita el conjunto imperial. La tensión entre estos dos ámbitos 
territoriales, Flandes y Borgoña, aclara cómo funciona la articulación delmundo borgoñón 


140 
Memorial impreso de Augustín Nicolas al rey, sin fecha ni lugar, “V. M. y sus reales ministros de Flandes 
han sido servidos de proveer muchos beneficios en dicho Condado en personas extranjeras […] tan en daño 
de la provincia y de los sujetos de letras y meritos que quedan en ella sin empleo ni medras”, BB, C. Chifflet, 
35, ff. 345-346.

141 
Archivo municipal de Besançon, BB, AA 33, cuadernos del agente de Besançon en la Corte de Madrid, que 
transcribe las palabras de Felipe IV: “Yo no quiero fazer tanto agravio a mis fieles ny por Bisancon ny por todo 
el mundo, queda el Parlamento en Dola y a Bisancon se de todo el que se puede”. Luego la ciudad de Dole 
presentará un memorial impreso para pedir confirmación escrita a la reina regente e imposición de silencio 
perpetuo a Besançon, a lo que se opondrá el Consejo Supremo de Flandes en consulta de Madrid, 27 de mayo 
de 1666, AGS, SP, leg. 2.463.

con la corona y, por ende, contribuye a mostrar cómo funciona la articulación imperial de 
la Monarquía. 
Resta estudiar la evolución
de este espacio transnacional, entendido como territorio 
fragmentado dotado de jurisdicciones cruzadas que se conectan entre sí142. El dialogo 
amoroso rey-súbdito borgoñón parece terminar con la conquista militar francesa, acaecida sin oponer resistencia armada en febrero de 1668. La reincorporación del territorio tras 
cuatro meses de ocupación de Luis XIV produjo un nuevo vínculo, mediante una nueva 
planta en una arquitectura de poder reformada. Su estatuto de privilegios singulares no 
resistió la prueba de la invasión militar. La corona se encontró con derecho a anularlo y 
aprovechó este momento excepcional para imponer las reformas estructurales que no 
había logrado introducir antes por vía de la negociación (sin duda, la más importante de 
ellas fue la tentativa de creación de un nuevo Consejo dentro del condado en 1667). Con 
ello, generaba mayor inflexión en las conexiones del mundo borgoñón. La supresión del 
Parlamento como núcleo de oposición a Bruselas y a Madrid; el fortalecimiento de las 
competencias de Bruselas al encomendar el gobierno del condado a un flamenco –el duque de Arenberg, Charles-Eugéne de Ligne (1668-1671), seguido de los españoles Jerónimo de Quiñones (1671-1673) y Francisco de Albeida (1673-1674)–, en lugar de a un 
natural; y las visitas de diferentes consejeros flamencos (Ignace Simon, Albert de Coxie y 
Jean-Libert Vaes, noviembre de 1668-1670), que propiciaron una aceleración de la preeminencia de Flandes sobre Borgoña e hicieron que Bruselas estrechara su vínculo de inmediatez con la regente Mariana de Austria. De ello daba cuenta Jules Chifflet en sus 
Memorias cuando reiteraba el “odio” que profesaban los borgoñones a los flamencos, contrapuesto a la “dulzura” del rey. Sin embargo, durante la conquista definitiva de 1674143, 
los borgoñones combatieron con coraje y pusieron sus armas, vidas y bienes al servicio de 
Carlos II, lo que invita a profundizar el análisis. 


142  
“L’abandon de la politique de conservation de la Franche Comté, les bruits dommageables que l’Espagne 
nous aliénerait pour sortir d’affaires comme un pays difficile à conserver et déjà environné de toute part des 
conquêtes de nos ennemis et d’Etats peu engagés à l’Espagne et qui n’avait duré comme il était que par une 
affection des anciens princes envers nous, lesquels étant tous morts à présent, leurs successeurs n’en feraient 
pas de même, les conseils qui les environnaient ayant plutôt de la haine que de l’amour pour notre nation”, 
Jules Chifflet, Mémoires et documents inédits, t. VI, p. 82.

143 D. Dee, Expansion and Crisis in Louis XIV’s France. Franche-Comté and Absolute Monarchy, 1674-1715, Nueva 
York, Rochester, 2009. 
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